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UYITAÜION 


GOBIERNO  DE  LA  REPÚBLICA  ORIENTAL  DE  URUGUAY 


Ministerio 

de 

Relaciones  Exteriores 


Montevideo,  Marzo  12  de  1888 


Señor  Ministro : 

El  Señor  Presidente  de  la  República  Oriental  y  el  de  la 
Argentina,  en  el  propósito  de  llenar  una  necesidad  desde  hace 
tiempo  sentida,  y  con  el  deseo  de  estrechar  más  si  es  posible, 
las  relaciones  que  vinculan  á  los  Estados  de  Sud-América,  han 
acordado  invitar  á  sus  respectivos  Gobiernos,  á  un  Congreso 
Internacional  que  debe  reunirse  en  la  ciudad  de  Montevideo  el 
25  de  Agosto  próximo,  con  el  objeto  de  acordar  un  tratado  so- 
bre las  diversas  materias  que  abarca  el  Derecho  Internacional 
Privado. 

No  escapará  á  la  penetración  de  V.  E.  la  importancia  que 
tendría  la  realización  de  un  acuerdo  sobre  puntos  que  provocan 
verdaderos  conflictos  de  legislación  perjudicando  el  libre  de- 
senvolvimiento de  las  relaciones  recíprocas  de  los  Estados, 

Ningún  Gobierno  puede  ser  indiferente  á  las  incertidumbres 
que  naturalmente  produce  la  ausencia  de  una  regla  internacio- 
nal que  rija  las  múltiples  relaciones  de  derecho,  creadas  por  sus 
habitantes  respectivos. 

La  diferencia  de  legislación  que  provoca  las  dificultades, 
es  el  resultado  del  ejercicio  de  la  soberanía,  respondiendo  á  las 
exigencias  peculiares  de  cada  Estado.  Bien  se  comprende  que 


esas  diferencias,  si  pueden  disminuirse,  no  desaparecen  por  más 
ilustrado  que  sea  el  esfuerzo  que  se  intente  para  conseguirlo, 
pero  es  deber  de  los  Gobiernos  pugnar  por  realizar  en  lo  posi- 
ble la  unidad  entre  las  diversas  legislaciones  que  dan  origen  al 
conflicto,  estableciendo  en  todo  caso  la  ley  única  internacional 
destinada  á  dirimirlo. 

El  acuerdo  á  este  respecto  es  lo  que  buscan  con  empeño 
los  Estados  europeos  y  tanto  sus  corporaciones  científicas  co- 
mo sus  mas  eminentes  juristas,  tratan  hace  tiempo,  de  encontrar 
la  fórmula  mas  apropiada. 

Conoce  V.  E.  el  Proyecto  de  Código  de  Dudley-Field  y 
los  del  instituto  de  Derecho  internacional,  ninguno  de  los  cuales 
han  merecido  todavía  el  ser  incorporados  á  cuerpo  alguno  de 
legislación,  sin  que  hayan  sido  de  resultados  mas  positivos  las 
invitaciones  que  el  Gobierno  de  Italia  hizo  en  1882  en  este  sen- 
tido a  todos  los  Gobiernos  de  Europa  y  de  América. 

Sin  embargo,  las  dificultades  que  se  han  presentado 
para  llegar  á  un  acuerdo  de  las  naciones  europeas,  tanto  en  sus 
propias  relaciones,  como  en  aquellas  que  mantienen  los  Estados 
de  la  América,  no  existen  cuando  se  trata  de  realizarlo  entre 
estos  últimos  exclusivamente.  Ni  la  situación  especial  de  los 
países  americanos,  ni  su  legislación  común,  ni  la  naturaleza  de 
sus  relaciones  recíprocas,  presentan  obstáculo  alguno  para  su 
realización. 

Cualesquiera  que  sean  las  doctrinas  que  se  acepten  como 
soluciones,  ó  les  sean  benéficas  ó  perjudiciales  en  común,  y  los 
puntos  principales  de  partido  no  podrán  ser  objeto  de  disi- 
dencia. 

La  comprobación  de  tales  afirmaciones ,  la  encontrará 
V.  E.  en  la  comparación  de  las  legislaciones  respectivas,  que  sito, 
mayor  esfuerzo  y  sin  propósito  preconcebido,  se  encaminan 
sucesivamente  á  la  unificación  en  sus  disposiciones  fundamenta- 
les, y  también  en  el  hecho  realizado  yá  por   el   Congreso  Sud- 
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Americano  de  Jurisconsultos  reunido  en  Lima  en  1878,  que  lle- 
gó á  formular  diversos  proyectos  más  ó  menos  completos. 

Difícil  sería  determinar  de  antemano  todos  los  detalles  que 
pudiera  comprender  un  Tratado  como  el  que  nos  proponemos 
celebrar,  pero  basta  recordar  las  materias  que  la  ciencia  desig- 
na bajo  la  denominación  de  Derecho  Internacional  Privado,  para 
darse  cuenta  clara  de  los  puntos  que  deben  de  ser  objeto  de  dis- 
cusión. Los  conflictos  se  presentan  en  las  diferentes  ramas  de  la 
legislación  y  con  la  sola  determinación  de  las  reglas  fundamen- 
tales en  cada  una  de  ellas,  desaparecerán  esos  conflictos,  y  las 
relaciones  privadas  alcanzarán  la  estabilidad  exijida  por  la  natu- 
raleza y  la  importancia  de  los  intereses  que  comprenden. 

Con  este  propósito  tengo  encargo  especial  del  Excmo.  Se- 
ñor Presidente  de  la  República  de  invitar  al  Gobierno  de  V.  E. 
á  concurrir  al  expresado  Congreso  en  la  fecha  y  lugar  preindi- 
cado,  nombrando  al  efecto  dos  Plenipotenciarios  que  es  el  nú- 
mero fijado  para  cada  uno  de  los  Estados  que  deseen  concur- 
rir á  él. 

Confiado  en  que  el  ilustrado  Gobierno  de  V.  E.  aceptará 
la  presente  invitación  dando  al  pensamiento  que  la  motiva  la 
trascendental  importancia  que  reviste,  me  es  grato  ofrecer  á  V.  E. 
los  sentimientos  de  mi  mayor  consideración. 

Ildefonso  García  Lagos. 

A  S  E.  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Chile,  Bra- 
sil, Perú,  Boiivia,  Paraguay,  Venezuela,  Ecuador,  y  Co- 
lombia. 


CONTESTACIÓN 
J1E  LOS   GOBIERNOS  INVITADOS 


JEtepiiblica   del  Paraguay 

Ministerio 

de 

Relaciones  Exteriores 


Asunción,  Abril  18  de  1888. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  el  honor  de  recibir  el  respetable  despacho  de 
V.  E.}  fecha  12  de  Marzo  último,  en  que  se  sirve  exponerme  que 
el  Excmo.  Señor  Presidente  de  la  República  Oriental  y  el  de  la 
Argentina,  en  el  propósito  de  llenar  una  necesidad  desde  hace 
tiempo  sentida  y  con  el  deseo  de  estrechar  más  si  es  posible  las 
relaciones  que  vinculan  á  los  Estados  de  Sud- América,  han  acor- 
dado invitar  á  sus  respectivos  Gobiernos  á  un  Congreso  Interna- 
cional, que  debe  reunirse  en  la  ciudad  de  Montevideo  el  25  de 
Agosto  próximo  con  el  objeto  de  acord.ar  un  tratado  sobre  las 
diversas  materias  que  abarca  el  Derecho  internacional  Privado. 

V.  E.  después  de  entrar  en  consideraciones  muy  acertadas 
y  luminosas  sobre  la  importancia  de  tan  trascendental  pensa- 
miento termina  significándome  que  tiene  encargo  especial  de 
invitar  á  este  Gobierno  a  concurrir  al  expresado  Congreso,  nom- 
brando al  efecto  dos  plenipotenciarios,  que  es  el  número  fijado 
para  cada  uno  de  los  Estados  que  deseen  concurrir  á  él. 

Me  es  satisfactorio  manifestar  á  V.  E.  que  el  Señor  Presi- 
dente de  la  República  se  ha  instruido  con  profundo  interés  del 
mencionado  despacho  y  me  ha  hecho  el  honroso  encargo  de 
felicitar  cordialmente   por  su  digno    intermedio  al  ilustrado  Go- 
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bienio  Oriental  por  la  noble  iniciativa  tomada  á  la  par  del  de  la 
República  Argentina,  en  el  elevado  propósito  de  uniformar  las 
legislaciones  de  los  diversos  Estados. 

Pensamiento  tan  fraternizador  destinado  á  cimentar  las 
bases  de  unión  entre  los  pueblos  de  la  familia  americana,  ha  me- 
recido de  parte  de  mi  Gobierno  la  mas  entusiasta  acojida;  y  en 
tal  concepto,  me  apresuro  á  comunicar  á  V.  E.  que  oportuna- 
mente se  hará  representar  en  el  Congreso  que  se  reúna  en  Mon- 
tevideo en  la  época  fijada. 

Al  agradecer  á  V.  E.  sinceramente  este  nuevo  testimonio 
de  fraternal  aprecio,  me  es  grato  ofrecerle  las  seguridades  de  mi 
mas  respetuosa  y  distinguida  consideración. 

José  Decoud. 

A.  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  Repúbli- 
ca Oriental  del  Uruguay. 


Eepública  de  Chile 

Ministerio 

de 

Relaciones  Exteriores 


Santiago,  2  de  Mayo  de  i 
Señor  Ministro: 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  que  V.  E.  por  encar- 
go especial  del  Excmo.  Señor  Presidente  de  la  República  Orien- 
tal  del  Uruguay,  se  sirve  dirijirme  el  12  de  Maizo  próximo  pa- 
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sado,  invitando  á  mi  Gobierno  á  concurrir,  por  medio  de  dos 
Plenipotenciarios,  á  un  Congreso  Internacional  que  el  25  de 
Agosto  próximo  venidero  debe  reunirse  en  la  Ciudad  de  Monte- 
video, con  el  objeto  de  acordar  un  tratado  sobre  las  diversas 
materias  que  abarca  el  Derecho  Internacional  Privado. 

En  la  referida  comunicación,  V.  E.  hace  presente  que  las 
dificultades  que  á  las  Naciones  Europeas  han  impedido  arribar  á 
una  convención,  como  la  de  que  se  trata,  tanto  en  sus  propias  rela- 
ciones como  en  las  que  mantienen  con  los  Estados  de  la  Amé- 
rica, no  existen  cuando  buscan  el  modo  de  realizarlas  entre  estos 
últimos  exclusivamente,  la  situación  especial  de  estos  países  su 
legislación  común  y  la  naturaleza  de  sus  relaciones  recíprocas, 
facilitan  considerablemente  la  ejecución  del  pensamiento  que 
el  Gobierno  de  V.  E.  patrocina. 

Tales  son  también  las  ideas  que  abriga  el  Excmo.  Señor 
Presidente  de  la  República  de  Chile,  de  quien  tengo  instruccio- 
nes para  contestar  á  V.  E.,  aceptando  la  invitación  que  V.  E.  se 
ha  dignado  dirijirme;  el  Gobierno  de  la  República  se  hará  repre- 
sentar en  el  Congreso  Internacional  de  Montevideo,  y  llegará  á 
él  sin  ánimo  preconcebido  respecto  de  las  cuestiones  que  sean 
materia  de  sus  trabajos,  con  el  objeto  único  de  buscar  el  medio 
de  conciliar  la  lejislación  de  los  países  Americanos  sobre  las 
numerosas  dificultades  del  Derecho  Internacional  Privado  á  que 
constantemente  dan  ocasión  las  estrechas  relaciones  que  existen 
entre  ellos. 

Con  este  motivo,  me  cabe  la  honra  de  ofrecer  á  V.  E.  las 
seguridades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

Demetrio  La  starria 

A  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  Repúbli- 
ca Oriental  del  Uruguay. 
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Ministerio 

de 

E  elaciones  Exteriores 

y 

Colonización 


Sucre,  Mayo  5  de  1888. 


Señor  Ministro: 


He  tenido  ei  honor  de  recibir  la  atenta  nota  de  V.  E.  fecha 
12  de  Marzo  próximo  pasado,  por  la  cual  se  sirve  comunicarme 
que  S.  E.  el  Señor  Presidente  de  la  República  Oriental  del  Uru- 
guay y  el  de  la  República  Argentina,  con  el  propósito  de  llenar 
una  necesidad  sentida  y  con  el  deseo  de  estrechar  más,  si  es  po- 
sible, las  relaciones  que  vinculan-a  los  Estados  del  Continúe 
Sud- Americano,  han  acordado  invitar  á  sus  respectivos  Gobiernos 
á  un  Congreso  Internacional  que  debe  reunirse  el  2  5  de  Agosto 
próximo  en  esa  ciudad,  con  el  objeto  de  acordar  un  tratado  so- 
bre las  diversas  materias  que  abarca  el  Derecho  Internacional 
Privado.  V.  E.  después  de  una  brillante  exposición  de  los  ante- 
cedentes que  ilustran  el  objeto,  y  de  las  causas  que  justifican  e] 
proyecto  de  los  Gobiernos  Uruguayo  y  Argentino,  concluye  in- 
vitando al  de  mi  patria  á  concurrir  al  expresado  Congreso,  nom- 
brando al  efecto  dos  Plenipotenciarios,  por  ser  éste  el  número 
fijado  para  la  representación  de  cada  uno  de  los  Estados  que 
deben  concurrir  á  el. 

El  Gobierno  de  Bolivia,  á  quien  no  se  ocultan  las  dificul- 
tades que  fluyen  de  las  frecuentes  colisiones  del  derecho  interno 
de  cada  uno  délos  Estados  Sud- Americanos  "y  en  especial  de  los 
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limítrofes,  colisiones  que  crean  verdaderos  conflictos  de  legisla- 
ción, oponiendo  obstáculos  al  desenvolvimiento  armónico  de  sus 
relaciones  recíprocas,  y  á  quien  por  consiguiente,  interesa  tanto 
más  la  unificación  de  los  principios  que  se  rozan  en  las  diversas 
legislaciones,  cuanto  mayor  es  el  número  de  Estados  que  limitan 
sus  fronteras,  me  ha  autorizado  para  manifestar  al  Gobierno 
Uruguayo,  por  el  digno  órgano  de  V.  E.,  que  acepta  la  invita- 
ción que  se  ha  servido  dirijirle  mediante  la  nota  á  que  contes- 
to, y  que,  en  consecuencia,  oportunamente  hará  la  designación 
respectiva  para  que  la  Nación  Boliviana  se  halle  representada 
en  el  Congreso  internacional  de  Montevideo. 

Con  tan  grato  motivo  tengo  el  honor  de  ofrecer  á  V.  E.,  las 
consideraciones  de  mi  mayor  estimación  y  respeto,  suscribién- 
dome su  muy  atento  y  obsecuente  servidor. 

Juan  Francisco  Velarde 

A  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  República 
del  Uruguay,  Montevideo 


Ministerio 

do 

Relaciones   Exteriores 

de  la 

República  del  Perú 


Lima,  Junio  19  de  1888. 


Señor  Ministro: 


El  Gobierno  del  infrascripto  ha  prestado  toda  la  atención 
que  merece  al  Proyecto  de  un  Congreso  Internacional  que  debe 
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reunirse,  el  25  de  Agosto  próximo,  en  Montevideo,  con  el  obje- 
to de  celebrar  un  Tratado  sobre  las  diversas  materias  que  abar- 
ca el  Derecho  Internacional  Privado,  Proyecto  que  se  han  pro- 
puesto llevar  á  cabo,  de  común  acuerdo,  los  Gobiernos  Oriental 
del  Uruguay  y  Argentino  y  que  V.  E.  comunica  i  esta  Cancille- 
ría en  muy  atento  despacho  de  12  de  Marzo  último,  á  fin  de  que 
el  Perú  concurra  á  su  realización,  enviando  al  efecto,  dos  Pleni- 
potenciarios, que  es  el  número  fijado  para  cada  una  de  las  Na- 
ciones invitadas. 

El  Gobierno  Peruano  abunda  en  las  ideas  que  han  inspira- 
do al  de  V.  E.  y  que  V.  E.  expone  en  su  citado  oficio,  siendo  de 
ello  prueba  inequívoca  la  reunión  del  Congreso  Americano  de 
Jurisconsultos  al  cual  alude  V.  E.,  que  se  efectuó  en  esta  capital 
el  año  de  1878,  y  cuyas  labores  no  llegaron  á  su  término  por 
causas  tan  fatales  como  conocidas. 

El  Gobierno  del  infrascripto  al  aceptar,  como  acepta,  la 
invitación  que  se  ha  dignado  hacerle  el  de  V.  E.,  se  asocia  á 
una  obra  que  éi  misma  inició,  y  que  si  no  tuvo  la  fortuna  de  ver 
coronada  por  el  éxito  en  su  propio  suelo,  y  por  la  asamblea 
reunida  bajo  sus  auspicios,  no  por  eso  deja  de  sentir  por  ella  el 
vivo  interés  de  entonces  desde  que  van  hoy  á  continuarla,  dos 
Gobiernos  á  los  que  el  del  Perú  se  halia  ligado  por  la  más  cor- 
dial y  no  interrumpida  amistad. 

El  infrascripto  se  complace  en  trasmitir  por  el  digno  órga- 
no de  V.  E.  el  asentimiento  de  su  Gobierno  á  las  hermosas  ideas 
expuestas  en  el  indicado  despacho  de  V.  E.,  y  en  ofrecerle  las 
protestas  de  su  mayor  consideración. 

Isaac  Alzamora. 

A  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  Repúbli- 
ca  Oriental  del  Uruguay, 
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Hepública    del    Ecuador 

Ministerio 

de 

Relaciones  Exteriores 


Quite,  Junio  27  de  1888 


Señor  Ministro : 


Muy  grato  me  ha  sido  informar  á  S.  E.  el  Señor  Presidente 
de  la  República  del  gran  Proyecto  de  los  Excmos.  Señores  Pre- 
sidentes del  Uruguay  y  de  la  República  Argentina,  respecto  de 
convocar  un  Congreso  Internacional  Sud-Americano  que  debe 
reunirse  en  Montevideo  el  25  de  Agosto  próximo,  con  el  objeto 
de  acordar  un  Tratado  sobre  las  diversas  materias  que  abraza 
el   Derecho  Internacional  Privado. 

Esta  iniciativa  honra  sobre  manera  á  los  Gobiernos  pro- 
motores de  idea  tan  digna  de  aplauso  y  apoyo  por  parte  de  los 
Gobiernos  de  Sud-América  que,  en  razón  de  la  unificación  de  in- 
tereses que  debe  procurarse  para  su  consiguiente  engrandeci- 
miento, necesitan  se  uniforme  en  lo  posible  la  doctrina  que  ha 
de  regir  sus  relaciones  en  los  múltiples  y  complicados  casos 
que  son  del  Derecho  Internacional  Privado. 

S.  E.  el  Señor  Presidente  de  la  República  habría  proce- 
dido en  el  sentido  del  entusiasmo  que  le  ha  inspirado  este  Pro- 
yecto, si  no  estuviese  en  vísperas  de  terminar  su  período  Presi- 
dencial. Después  del  30  del  presente  mes  se  habrá  inaugurado 
otra  administración  en  el  Ecuador  y  á  ella  tocará  resolver  sobre 
esta  materia,  á  favor  de  la  que  espero  pondrá  el  debido  in- 
terés. 
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Aprovecho  de  esta  oportunidad  para  ofrecer  á   V.  E.   mis 
muy  respetuosas  consideraciones  como  su   obsecuente  servidor. 

J.  Modesto  Espinosa. 


Ecxmo.  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  República 
Oriental  del  Uruguay. 


Ministerio 

de  los 

Negocios    Extranjeros 


Rio  de  Janeiro,  1 2  de  Julio  de  i 


Señor  Ministro: 

En  respuesta  á  la  nota  que  V.  E.  se  sirvió  dirijír  á  este  Mi* 
nisterio  el  i.°  de  Marzo  del  corriente  año,  tengo  el  honor  de 
comunicarle  que  el  Gobierno  Imperial  aceptando  con  placer  la 
invitación  simultánea  de  los  Gobiernos  de  ía  República  Oriental 
del  Uruguay  y  Argentina,  ha  resuelto  tomar  parte  en  el  Congre- 
so que  se  ha  de  abrir  en  esa  ciudad  el  25  de  Agosto  próximo, 
para  formular  un  Tratado  sobre  asuntos  del  Derecho  Interna- 
cional Privado;  oportunamente  tendré  la  satisfacción  de  enviar  á 
V.  E.  los  nombres  de  los  dos  Plenipotenciarios  Brasileros. 
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Aprovecho  esta  oportunidad  para  ofrecer  á  V.  E.  las  segu- 
ridades de  mi  más  alta  consideración. 

Rodrigo  A.  da  Silva 


A  S,  E,  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la   Repú- 
blica Oriental  del  Uruguay. 


República   de    Colombia 

Ministerio 

de 

Relaciones  Exteriores 


Bogotá,  Octubre  8  de  1888. 


Señor  Ministro: 


Después  de  largo  retardo  he  tenido  el  honor  de  recibir  la 
muy  atenta  nota  de  S.  E.,  datada  el  12  de  Marzo  último,  y  desti- 
nada á  poner  en  conocimiento  del  Gobierno  de  Colombia  el  pro- 
yecto que  los  de  la  República  Oriental  y  de  la  Argentina  han  con- 
cebido de  reunir  en  Montevideo  un  Congreso  Internacional,  para 
celebrar  un  Tratado  relativo  al  Derecho  Internacional  Privado, 
entre  los  Estados  Sud-Americanos 

Ya  mi  Gobierno  tenía  conocimiento  de  tan  plausible  pen- 
samiento, pues  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
déla  República  Argentina  lo  comunicó  á  este  Despacho  con  fe- 
cha 10  de  Marzo  último.  Hoy  como  en  la  fecha  en  que  tuve  el 
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honor  de  contestar  la  cortés  invitación  del  Gobierno  del  Plata, 
califico  de  altamente  provechoso  el  proyecto  de  buscar  solu- 
ción fija  y  equitativa  á  los  conflictos  entre  el  Derecho  Civil  y 
Comercial  de  los  pueblos  de  la  América  Meridional.  Creo 
también  quesera  timbre  de  gloria  para  el  Uruguay  y  para  la 
Argentina  haber  iniciado  este  pensamiento,  que  realizado  entre 
esta  familia  de  Naciones,  presenta  mas  que  en  otra  parte  proba- 
bilidades de  buen  éxito. 

Empero  las  circunstancias  actuales  del  Gobierno  de  la  Re- 
pública le  impiden  el  tomar  parte  en  las  deliberaciones  del  Con« 
greso  en  Montevideo,  pues  además  de  la  premura  del  tiempo  son 
estorbo  á  sus  deseos  el  hecho  de  estarse  modificando  profunda- 
mente la  legislación  colombiana  en  la  actualidad  y  el  haberse 
adoptado  há  poco  reformas  sustanciales  en  la  Constitución  nacio- 
nal, sin  que  haya  corrido  todavía  tiempo  suficiente  para  calificar 
de  un  modo  seguro  la  reforma  que  las  leyes  deben  experimentar. 

Se  reserva,  si,  mi  Gobierno,  el  derecho  de  adhesión  al  tra- 
tado que  resulte  de  la  Conferencia  de  Montevideo,  cuyo  éxito 
espera  ha  de  ser  honroso  para  los  respetables  Gobiernos  que  le 
han  iniciado  y  útil  á  las  Naciones  Sud-Americanas. 

Me  es  grato  presentar  á  V.  E.,  con  esta  ocasión,  las  se- 
guridades de  mi  mas  alta  y   distinguida  consideración. 

Vicente  Bertupo 

A  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de   la   Repú- 
blica Oriental  del  Uruguay. 


ACTA  DE  INSTALACIÓN 

DEL 

6CKGE1S0   S«B"ik«l»I€&«e 


DE 


DERECHO    INTERNACIONAL    PRIVADO 


SESIÓN  DEL  25  DE  AGOSTO  DE  1888 

Los  Plenipotenciarios  reunidos  en  Montevideo,  en  virtud 
de  la  invitación  que  fué  dirijida  á  sus  respectivos  Gobiernos  por 
el  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  por  el  de  la  Repú- 
blica Argentina,  para  la  realización  de  un  Congreso  Sud-Ame- 
ricano,  con  el  objeto  de  acordar  un  Tratado  sobre  las  diversas 
materias  que  abarca  el  Derecho  Internacional  Privado,  han  te- 
nido su  primera  sesión  hoy  25  de  Agosto  de  1888. 

Estando  presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Norberto  Quirno  Costa, 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  misma,  en  representa- 
ción de  su  Gobierno  para  este  acto. 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña.  Envía- 


do  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  República 
Oriental  del  Uruguay; 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  Acadé- 
mico de  la  Facultad  de  Derecho  y  Ciencias  Sociales  de  la  Uni- 
versidad de  Buenos-Aires; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  Re- 
pública Argentina; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

S.  E.  el  Señor  Consejero  Don  Juan  Duarte  da  Pon- 
te RlBElRO,  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotencia- 
rio en  la  República  Oriental  del  Uruguay; 

S.  E.  el  Señor  Barón  de  Alencar,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  República   Argentina; 

Por  la  República  de  Chile: 

S.  E.  el  Señor  Don  Guillermo  Matta,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  en  las  Repúblicas  Ar- 
gentina y  Oriental  del  Uruguay; 

Por  la  República  del  Paraguay: 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval, 
S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana, 


Enviado;  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  las  Re- 
públicas Argentina  y  Oriental  del  Uruguay; 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  GAlvez, 
Fiscal  de  la  Excelentísima  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la  Re- 
pública del  Perú; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos, 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  Oriental  del 
Uruguay,  en  representación  de  su  Gobierno  para  este  acto,  y, 
Plenipotenciario  de  la  misma  al  Congreso; 

S.  E„  el  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  Envia- 
do Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  República 
Argentina; 

Los  Plenipotenciarios  entran  á  sesión  á  las  3  y  25  p.  m. 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Garcia  Lagos,  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  Oriental  del 
Uruguay  lee  el  siguiente  discurso: 

«  Señores: 

»Os  doy  la  más  cordial  bienvenida,  y  me  congratulo  sin- 
ceramente con  vosotros  de  que  hayáis  sido  elegidos  para  traer 
el  concurso  de  vuestros  talentos  y  de  vuestra  experiencia  á  la 
realización  de  una  grande  obra. 

» Apenas  han  transcurrido  cinco  meses  desde  el  dia  en  que, 
á  iniciativa  de  un  distinguido  conciudadano,  hoy  nuestro  colega, 
se  ponían  de  acuerdo  los  primeros  Magistrados  de  esta  Repúbli- 
ca y  de  la  Argentina  para  invitar  á  los  demás  Gobiernos  Sud- 
Americanos  á  la  celebración  de  este  Congreso. 


~-  10  - 

»Su  elevada  penetración  habia  alcanzado  desde  un  princi- 
pio la  trascendental  importancia  del  pensamiento  y  la  influen- 
cia eficacísima  que  una  combinada  y  justa  solución  de  sus  proble- 
mas está  llamada  á  ejercer  en  el  bienestar  y  el  desenvolvimiento 
de  las  relaciones  mutuas  de  los  pueblos. 

)> Llegado  el  momento  de  reunimos  para  poner  manos  á  la 
obra  de  la  codificación  del  Derecho  Internacional  Privado,  cá- 
beme cumplir  con  un  deber  que  tengo  por  señalada  honra  para 
mí,  de  manifestaros,  en  unión  con  el  Señor  Ministro  Ouirno  Cos 
ta,  digno  Representante  de  la  República  Argentina,  el  vivo  agra- 
decimiento que  nutren  nuestros  Gobiernos  hacia  los  de  los  de- 
más Estados  invitados  al  Congreso,  por  la  pronta  y  benévola 
acogida  con  que  han  correspondido  á  aquel  llamamiento  hecho 
en  nombre  de  la  ciencia,  del  progreso  y  de  elevados  intereses 
comunes. 

»Señores:  hay  un  fenómeno  histórico  evidente  que  creo 
oportuno  señalar  ahora  á  vuestra  meditación.  Me  refiero  á  la 
fuerza  misteriosa,  incontrastable  que  ha  estremecido  constante- 
mente á  nuestra  América,  empujándola  á  la  realización  de  sus 
grandes  destinos, — -en  medio  á  las  tribulaciones  de  su  tormen- 
tosa existencia. 

» Apenas  se  han  aclarado  sus  horizontes, — ha  surgido  la 
perspectiva  de  sus  ideales:  ha  recomenzado  la  labor;  se  ha  acre- 
centado el  esfuerzo;  se  han  abatido  los  obstáculos  y  realizádose 
como  por  encanto  las  obras  y  las  reformas  en  las  instituciones, 
bajo  la  inspiración  del  espíritu  más  generoso  y  fraternal  para 
propios  y  estraños. 

»Sin  retroceder  á  tiempos  lejanos,  ahí  están  para  atesti- 
guar la  verdad  de  mis  palabras,  los  progresos  llevados  á  cabo 
solo  en  el  espacio  de  los  últimos  diez  años.,  por  el  Congreso 
Pedagógico  de  Buenos  Aires,  por  el  Congreso  Internacional  de 
Juristas  de  Lima, --por  los  Convenios  Sanitarios  Internacionales 
de  Rio  Janeiro  y  del  Perú;  y  las  importantes  reformas  introdu- 


cidas  en  éste  y  otros  países  hermanos,  —  en  la  educación  publica, 
—  el  régimen  carcelario,— y  la  codificación  de  las  distintas  ra- 
mas del  derecho,  que  han  merecido  el  aplauso  de  la  sabia  Euro- 
pa. Ahí  tenéis,  por  último,  Señores,  la  reciente  nobilísima  De- 
claratoria aboliendo  la  esclavitud  en  el  vecino  Imperio,  que 
ha  sido  acogida  y  admirada  por  los  Gobiernos  y  pueblos  cul- 
tos de  la  tierra,  como  un  timbre  de  gloria  para  la  huma- 
nidad. 

»;Cómo  se  han  operado  en  nuestros  países  estas  manifesta- 
ciones de  su  avanzada  cultura  social?  ¿Cómo  se  han  alcanzado 
tan  inestimables  bienes? — obedeciendo  á  esa  fuerza  incontrasta- 
ble de  que  acabo  de  hablaros  á  la  vez  que  poniendo  á  provecho 
los  dictados  de  la  razón  colectiva  y  las  enseñanzas  acumuladas 
por  la  experiencia  nuestra  y  la  agena. 

»Son  esos  anhelos  y  esos  preceptos  los  que  han  de  condu- 
cirnos ahora  al  logro  de  nuestra  iniciativa. 

»Bien  sabéis,  Señores,  que  seria  ardua  sino  imposible  la  ta- 
rea de  suprimir  las  divergencias  de  la  legislación  positiva  de  los 
Estados  en  general:  —las  influencias  de  raza,  las  tradiciones  pe- 
culiares de  cada  pueblo,  la  especialidad  de  la  situación  geográfi- 
ca respectiva  y  otras  causas  múltiples  le  opondrían  una  barrera 
casi  insalvable. 

»Pero,  está  bien  lejos  de  ser  éste  un  problema  insoluble 
para  los  pueblos  de  nuestro  continente,  por  razones  de  suyo  evi- 
dentes;— y  por  otra  parte,  no  se  trata  de  eso. 

»Basta  á  nuestro  objeto  haber  adquirido  la  convicción  de 
que  los  adelantos  de  las  ciencias  jurídicas  han  demostrado  ya 
que  es  hoy  posible  y  practicable  entenderse  para  formular  re- 
glas fijas  que,  sin  detrimento  de  la  soberanía  de  las  naciones  sir- 
van para  resolver  los  conflictos  que  ocasiona  la  aplicación  de 
sus  leyes  particulares  cuando  se  trata  de  las  relaciones  privadas. 

»Nos  basta  apercibirnos  de  que  la  frecuencia  de  las  comu- 
nicaciones, las  facilidades  que  se  presentan  diariamente  para  el 
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tráfico  internacional  y  la  multiplicidad  é  importancia  de  los  in- 
tereses y  de  las  transacciones  comerciales  que  ligan  á  nuestros 
paises  entre  sí  y  con  el  resto  del  globo,  exijen  á  cada"  paso  im- 
periosamente que  no  se  demore  por  más  tiempo  el  acuerdo  con- 
vencional necesario  para  la  solución  de  cuestiones  que  afectan 
íntimamente  tan  valiosísimas  relaciones. 

»Nirigún  medio  más  conducente  á  ese  objeto  que  la  reu- 
nión de  un  Congreso  Americano  llamado  á  pronunciar  la  solu- 
ción, dando  asi  forma  práctica  á  las  aspiraciones  solidarias  y  á 
los  intereses  comunes  de  los  pueblos. 

;>Por  su  parte,  la  República  Oriental  se  honra  de  haber  to- 
mado dos  iniciativas  igualmente  fecundas  durante  el  año  trans- 
currido:- la  que  dio  por  resultado  la  Convención  Sanitaria  In- 
ternacional de  Rio  Janeiro,  y  la  de  este  Congreso,  el  segundo  de 
carácter  diplomático,  que  habrá  tratado  estas  materias. 

» Cimentar  nuestras  relaciones  sobre  bases  seguras  y  pre- 
cisas;— asegurar  la  protección  de  las  personas  y  el  goce  de  los 
derechos  de  propiedad, — la  trasmisión  regular  de  los  derechos 
de  familia  y  de  sucesión; — eliminar  toda  incertidumbre  sobre  la 
validez  de  los  actos  y  contratos;— garantir  su  cumplimiento  por 
medio  de  reglas  convencionales  adecuadas  para  dirimir  aquellos 
conflictos,  —y  realizar  todo  esto,  en  beneficio  de  todos,  de  nacio- 
nales y  extrangeros,  dentro  de  la  patria  y  fuera  de  ella,  con  ese 
espíritu  liberal  y  generoso  de  que  á  justo  título  se  enorgullece 
nuestra  América  y  le  vale  día  á  dia  la  transfusión  de  nueva  san- 
gre y  el  derramamiento  de  nuevos  capitales  en  su  suelo tal  es, 

Señores,  en  breves  palabras,  el  alcance  de  la  iniciativa  y  la  tras- 
cendencia de  nuestra  tarea,  que  confío  será  coronada  del  mayor 
éxito. 

.Por  eso  hemos  deseado  asociar  el  recuerdo  de  este  dia  á 
la  conmemoración  de  la  Declaratoria  de  la  Independencia  Na- 
cional;— por  eso  veis  reunidos  en  esta  solemnidad  á  tantos  ele- 
vados magistrados  y  conciudadanos  y  á  las   damas   mas   distin- 
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guidas  de  la  sociedad  de  Montevideo,  quienes  se  han  apresurado 
á  venir  á  conoceros  y  saludaros  como  á  obreros  del  derecho  y 
de  la  fraternidad  universal. 

»Señores:  os  ruego  me  acompañéis  á  enviar  á  mi  vez  las 
salutaciones  más  cordiales  del  Gobierno  de  la  República  á  los 
ilustres  Jefes  de  los  Estados  que  dignamente  representáis,  y  de 
los  que  nos  han  prometido  su  adhesión. 

»Y  antes  de  teminar,  permitidme  expresar  también  un  vo- 
to de  simpada  hacia  los  estadistas  y  jurisconsultos  eminentes  de 
América  y  Europa  que  nos  han  precedido  en  la  obra  que  vamos 
á  emprender. 

»Señores:  En  nombre  del  Presidente  de  la  República 
Oriental  del  Uruguay,  declaro  instalado  el  Congreso  Sud-Ame- 
ricano  de  Derecho  Internacional  Privado.: 


S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Norberto  Quirno  Costa,  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  Argentina,  lee 
también  el  siguiente  discurso: 

«Señores  Plenipotenciarios: 

»Designado  por  mi  Gobierno  para  representarle  en  el 
acto  de  la  instalación  de  este  Congreso,  cumplo  con  el  grato 
deber,  Señores  Plenipotenciarios,  de  ofreceros  las  congratulacio- 
nes del  Presidente  de  la  República  Argentina,  y  saludaros  en  su 
nombre  como  representantes  de  los  Gobiernos  Sud-Americanos 
cuyos  pueblos  gozan  hoy  de  la  libertad  y  de  la  paz  que  han 
sabido  alcanzar  con  sus  esfuerzos  después  de  haber  conquistado 
su  independencia. 

2  Mientras  los  pueblos  de  la  América  del  Sud  se  ocupaban 
de  su  organización  interna,  de  constituirse  cada  uno  como  nación 
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soberana  é  independiente,  luchando  con  grandes  dificultades 
para  realizar  tan  altos  fines,  se  esplica  que  hayan  vivido  casi  en 
el  aislamiento  unos  de  otros,  aunque  manteniendo  siempre  vivo 
el  recuerdo  de  glorias  comunes  y  la  fé  en  el  porvenir  que  les 
está  reservado. 

»Alcanzados  aquellos  propósitos,  estendiéndose  cada  dia 
mas  la  acción  de  la  vida  nacional,  atrayendo  á  los  hombres  de 
trabajo  del  viejo  mundo  para  que  gocen  con  nosotros  de  la 
libertad  en  el  nuevo  y  de  los  dones  que  la  mano  de  Dios  ha 
depositado  en  nuestras  llanuras,  en  nuestros  bosques  y  nuestras 
montañas,  la  unión  de  los  Estados  Sud-Americanos,  su  vincula- 
ción como  medio  de  acción  en  el  mundo  civilizado,  como  fuerza 
que  debe  pesarse  y  sentirse  en  el  concierto  de  las  naciones,  es  no 
solo  una  aspiración  generosa,  sino  una  necesidad  que  á  medida 
que  nos  engrandecemos  se  hace  mas  requerida  y  que  se  impone 
como  un  deber  en  cumplimiento  de  los  grandes  destinos  de  la 
América. 

» Nuestras  instituciones  liberales,  y  no  hay  un  solo  pueblo 
de  América  que  no  pueda  ostentarlas  con  orgullo,  las  inmensas 
riquezas  de  nuestros  dilatados  territorios,  que  ofrecen  ancho 
campo  al  trabajo,  harán  desaparecer  los  desiertos,  y  la  agricul- 
tura y  las  industrias  llevarán  la  vida  y  el  movimiento  por  todas 
partes. 

» Vosotros,  Señores  Plenipotenciarios,  que  pensáis  en  los 
dias  de  grandeza  que  esperan  nuestros  países,  que  tratareis 
de  estrecharlos  en  sus  relaciones  comerciales,  pensad  también 
que  nuestros  respectivos  compatriotas  y  los  que  no  lo  son, 
cuando  se  incorporen  al  país  que  les  reciba  en  su  seno,  no  de- 
ben sentirse  indefinidamente  estraños,  y  ni  un  solo  momento, 
perjudicados  por  los  conflictos  de  las  distintas  legislaciones,  en 
lo  que  se  refiere  á  sus  personas,  á  sus  actos  ó  á  sus  bienes, 
haciendo  así  fácil  las  manifestaciones  de  las  relaciones  civiles. 
»A  medida  que  nuestros  respectivos    paises  progresan   y 
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se  hacen  sentir  mas  en  sus  relaciones  internacionales,  los  vín- 
culos entre  las  personas  son  más  estrechos  y  la  necesidad  de 
reglas  comunes  en  las  manifestaciones  individuales  es  mas  re- 
querida desde  que  la  amistad  de  los  pueblos  es  mas  íntima. 

»Hoy  felizmente  en  esta  Capital  de  tantos  recuerdos  para 
la  libertad,  se  reúne  el  primer  Congreso  Internacional  Sud-Ame- 
ricano,  en  medio  de  la  paz  interna  y  externa  de  todas  las  Na- 
ciones del  Continente  que  presentan  en  estos  momentos  el  dig- 
no ejemplo  de  encaminar  sus  cuestiones  internacionales  en  el 
sentido  de  soluciones  pacíficas,  como  corresponde  entre  pueblos 
hermanos  y  civilizados,  que  en  último  caso,  en  bien  de  la  huma- 
nidad y  de  acuerdo  con  los  principios  de  justicia,  acudirían  á 
ese  fallo  inapelable  de  terceros  que  debiera  ser  la  regla  común 
y  uniforme  para  débiles  y  fuertes,  desde  que  todas  las  Naciones 
son  iguales  ante  el  derecho. 

¿Señores  Plenipotenciarios:  El  origen  de  nuestra  legis- 
lación es  idéntico,  y  si  la  vida  independiente  ha  podido  intro- 
ducir algunas  diferencias,  con  dificultad  se  encuentran  en  algu- 
na rama  del  derecho,  lo  que  no  sucede  en  otras  Naciones  que 
no  han  podido  acordar  reglas  uniformes,  apesar  de  las  aspira- 
ciones de  sus  Gobiernos  y  del  esfuerzo  de  eminentes  juriscon- 
sultos, subsistiendo  hasta  ahora  los  conflictos  de  leyes  que  con- 
tinuarán rigiendo  en  nombre  de  intereses  y  de  necesidades,  de 
que  felizmente  están  libres  los  pueblos  Sud-Americanos. 

»No  existen  en  estos,  antagonismos  que  les  estorben,  ni 
sus  instituciones,  ni  su  porvenir  les  indicarían  otro  camino  que 
el  deber  de  allanar  los  que  pudieran  encontrarse  para  vincularse 
entre  sí,  y  estrechar  mas  sus  relaciones  con  la  Europa,  que  de- 
ben ser  cada  día  mas  íntimas  y  mas  fraternales. 

»Este  Congreso,  Señores  Plenipotenciarios,  ha  de  ser  fe- 
cundo en  beneficios  no  solo  para  nuestras  respectivas  Naciones; 
y  las  conclusiones  á  que  arribe,  serán  un  ejemplo  de  nuestra 
cohesión  y  una  prueba  de  que  los  propósitos  de  los  Gobiernos 
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Sud-Americanos,  tienden  á  evitar  conflictos  que  retarden  el 
progreso  ó  dificulten  la  existencia  de  los  que  se  incorporan  á 
nuestra  vida  nacional. 

.^Hoy  pues,  que  los  Representantes  de  los  Gobiernos 
Sud-Americanos  se  congregan,  nuestros  compatriotas  confían 
que  sus  sentimientos  fraternales  serán  interpretados  con  espíri- 
tu patriótico,  sin  herir  interés  alguno  propio  ó  estraño,  y  solo 
en  el  sentido  del  bien  general. 

«Señores  Plenipotenciarios:  invocando  para  vuestras  deli- 
beraciones el  auxilio  déla  Providencia  que  nunca  faltó  á  los 
pueblos  Sud-Americanos  en  los  grandes  dias  de  su  historia,  en 
nombre  del  Gobierno  Argentino  declaro  abiertas  vuestras  se- 
siones.» 

Los  discursos  anteriores  fueron  recibidos  con  marcadas  mues- 
tras de  aprobación  por  parte  de  los  Señores    Plenipotenciarios. 

La  sesión  se  levanta  á  las  3  y  45  p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

N.  Ouirno  Costa 

Roque  Saenz  Peña 

Manl.  Quintana 

Santiago  Vaca-Guzman 

J.  da  Ponte  Riveiro 

Barao  de  Alencar 

Guillermo  Matta 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    2 


SESIÓN   DEL   28   DE   AGOSTO   DE   1838 


Presidencia  del  Sr,  Dr,  Don  Ildefonso  García  Lagos,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores 


Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Consejero  Don  Juan  D.  da  Ponte  Ribeiro  ; 
El  Señor  Barón  de  Alencar; 
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Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  SeñorDoctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  3.35  p.  m. 


El  Acta  de  instalación  del  Congreso  fué  aprobada  y  sus- 
crita por  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  Re- 
pública Argentina,  Doctor  Don  Norbertc  Quirno  Costa,  y  por 
los  Señores  Plenipotenciarios. 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos,  ma- 
nifestó que  habiéndose  dado  por  admitidas  las  Plenipotencias  res- 
pectivas en  la  Sesión  preparatoria  del  23  del  corriente,  creía  con- 
veniente que  se  procediese  á  constituir  la  Mesa. 

Esta  proposición  fué  aceptada  por  unanimidad.   Consultó, 
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además,  el  Señor  Doctor  García  Lagos,  si  la  Mesa   se  compon- 
dría de  un  Presidente  y  de  un  Vice-Presidente. 

El  Congreso  resolvió  afirmativamente. 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana  expuso  en 
seguida,  que  era  de  regla,  que  la  Presidencia  de  los  Congresos 
internacionales  se  confiase  al  Representante  del  País  en  el  cual 
se  celebraban. 

Que  la  República  Oriental  del  Uruguay  como  las  demás 
Naciones  que  han  concurrido  á  este  Congreso  tienen  dos  Pleni- 
potenciarios en  su  seno,  haciéndose  por  lo  tanto  difícil  la  opción 
entre  ellos,  pues  son  igualmente  distinguidos  y  dignos  del  ho- 
nor de  la  Presidencia. 

Que  había,  sin  embargo,  una  circunstancia  especial  que 
decidía  la  opción  en  favor  del  señor  Plenipotenciario  García  La- 
gos, por  ser  al  mismo  tiempo  que  Plenipotenciario  de  la  Repú- 
blica al  Congreso,  su  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  y  Jefe 
en  consecuencia,  de  su  Cuerpo  diplomático. 

Que  por  esa  razón,  y  atendiendo  á  aquellos  precedentes, 
creía  interpretar  fielmente  las  ideas  y  sentimientos  de  todos  sus 
colegas  proponiendo  al  Señor  Doctor  García  Lagos  para  ocupar 
la  Presidencia  del  Congreso. 

Esta  proposición  fué  unánimemente  aprobada  por  los  Se- 
ñores Plenipotenciarios,  quedando  electo  Presidente  del  Congre- 
so el  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos. 

El  Señor  Presidente  invitó  á  los  Señores  Plenipotencia- 
rios á  proceder  al  nombramiento  de  Vice-Presidente. 

El  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  significó:  que  ha- 
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biéndose  reunido  este  Congreso  por  la  iniciativa  de  los  Gobier- 
nos de  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  de  la  República 
Argentina,  y  conferida  yá  la  Presidencia  al  Señor  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  de  la  República  Oriental  del  Uruguay 
creia  que  como  un  acto  de  justicia  y  de  cortesía,  debía  acordarse 
la  Vice-Presidencia  á  uno  de  los  Delegados  del  Gobierno  Ar- 
gentino. 

Que  entre  estos  dos  Delegados  sería  difícil  hacer  una  elec- 
ción,  puesto  que  ambos  son  dignos  de  representar  la  Vice-Pre- 
sidencia del  Congreso;  pero  que  le  parece,  que  dado  el  carácter 
que  inviste  el  Señor  Doctor  Saenz  Peña,  de  Plenipotenciario 
permanente  acreditado  en  la  República  Oriental  del  Uruguay,  es 
á  éite  á  quien  debe  elegirse.  Que  en  consecuencia  propone  que 
se  nombre  Vice-Presidente  del  Congreso  al  Señor  Doctor  Saenz 
Peña. 

Esta  proposición  fué  también  apoyada  unánimemente,  que- 
dando designado  el  Señor  Doctor  Saenz  Peña  como  Vice-Presi- 
dente del  Congreso. 

EL  Señor  Doctor  García  LAGOS,  agradeció  íntimamen- 
te el  honor  que  se  le  dispensaba,  y  dijo  que  ayudado  con  el  con- 
curso de  la  ilustración  y  experiencia  de  los  Señores  Plenipoten- 
ciarios, se  haría  digno  del  puesto  que  se  le  confiaba. 

A  indicación  del  Señor  Presidente,  el  Congreso  confió  las 
funciones  de  Secretarios  a  los  Señores  Don  Osear  Hordeñana  y 
Don  Ricardo  J.  Pardo,  Oficiales  Mayores  de  los  Ministerios  de 
Relaciones  Exteriores  de  la  República  Oriental  del  Uruguay,  y 
de  la  República  Argentina,  respectivamente. 

EL  Señor  PRESIDENTE  hizo  notar  la  necesidad  de  adoptar 
m\  Reglamento  paralas  Sesiones  del  Congreso,  y  propuso  al  estu- 
dio de  los  Señores  Plenipotenciarios,  el  proyecto,  que  les  fué  re- 
partido, y  del  cual  podría  tratarse  en  la  próxima  Sesión. 
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Fué  aceptada  esa  indicación,  y  después  de  un  cambio  de 
ideas  se  resolvió  que  el  Congreso  se  reuniese  el  dia  30  del  cor- 
riente á  las  3  p.  m. 

Ild  García  Lagos 

Presidente 

Man1.  Quintana 
Sgo.  Vaca-Guzman 

J.  da  Ponte  Riveiro 
Barao  de  Alencar 
Guillermo  matta 

Benj  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

Al.  Al.  GÁLVEZ 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    3 

SESIÓN   DEL   8   LE   SETIEMBRE   DE   1388 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  Sarcia  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
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El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la.  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Dotor  Don  Gonzalo  Ramírez; 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.15  p.  m. 


El  Acta  de  la  Sesión  del  28  de  Agosto  próximo  pasado 
fué  leida  y  aprobada,  y  después  de  un  cambio  de  ideas,  el  Con- 
greso resolvió,  previa  consulta  del  Señor  Presidente,  que  éste, 
en  su  calidad  de  tal,  fuese   el  primero  en  firmar  las  actas 

En  seguida  se  procedió  á  suscribir  dicha  Acta  en  la  forma 
resuelta. 


El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos, 
manifestó:  que  los  Plenipotenciarios  provisorios  del  Brasil, 
Señores  Consejero  da  Ponte  Ribeiro  y  Barón  de  Alencar,  le 
habían  hecho  presente  repetidas  veces  que  no  podrían  concurrir 
á  las  sesiones  del  Congreso,  por  no  estar  facultados  para  entrar 
en  discusiones  que  quedan  reservadas  por  su  Gobierno  á  los 
Plenipotenciarios  definitivos  del  Imperio,  que  oportunamente 
serán  enviados. 

Expresó,  además,  que  los  mismos  Señores  le  significaron 
que  no  tenían  inconveniente  en  suscribir  el  acta  de  la   Sesión  á 
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que  habían  asistido,  y  en  la  cual  se  constituyó  la  Mesa  del  Con- 
greso. 

Que  atenta  esa  circunstancia,  agregó  el  Señor  Doctor 
García  Lagos,  y  teniendo  también  en  cuenta  los  términos  de  la 
comunicación  del  Señor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  del 
Brasil,  en  la  que  manifiesta  que  los  Plenipoteciarios  definitivos 
de  su  país  saldrán  de  Rio  de  Janeiro  á  principios  del  corriente 
mes,  ha  recomendado  al  Ministro  Oriental  allí  acreditado,  inste 
cerca  del  Gobierno  Imperial  por  el  pronto  envío  de  los  referi- 
dos Plenipotenciarios. 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana  invocando 
los  términos  de  la  nota  de  aceptación  del  Gobierno  Brasile- 
ro, observando  que  los  Gobiernos  Argentino  y  Oriental  habían 
asentido  tácitamente  á  su  contenido  y  manifestando  que  la  con- 
currencia del  Brasil  contribuiría  á  la  autoridad  moral  de  las 
decisiones  del  Congreso,  propuso  como  un  acto  de  cortesía  y 
de  conveniencia  que  el  Congreso  suspenda  sus  sesiones  hasta 
que  venza  el  término  indicado  por  el  Gobierno  del  Brasil  para 
el  envió  de  sus  Plenipotenciarios  definitivos. 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña  se  expresó 
en  idéntico  sentido,  agregando  que  entretanto  él  y  su  colega  el 
Señor  Doctor  Quintana  se  dirijirían  hoy  mismo,  por  telégrafo, 
á  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  su  Gobier- 
no indicándole  la  conveniencia  di  que  el  Señor  Ministro  Argen- 
tino en  Rio  de  Janeiro  recibiese  una  recomendación  igual  á  la 
que  había  hecho  el  Señor  Doctor  García  Lagos  á  la  Legación 
Oriental  en  el  Brasil. 

Los  Señores  Plenipotenciarios  adhieren  unánimemente  á 
la  moción  del  Señor  Doctor  Quintana,  como  un  acto  de  aten- 
ción y  cortesía  hacia  el  Gobierno  Imperial. 


El  Señor  Presidente  quedó  autorizado  para  citar  á  Sesión 
en  la  debida  oportunidad. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  4.15  p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl.  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Guillermo  Matta 

B. Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUJVL    4 


SESIÓN   DEL   19    DE  SETIEMBRE  DE   1333 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  Sarcia  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Be  lis  ario  Prats; 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
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El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez; 


La  Sesión  se  abre  á  las  3.30  p.  m. 


El  Señor  Presidente  manifestó:  que  según  comuni- 
caciones recientes  de  la  Legación  Oriental  en  Rio  de  Janeiro, 
los  Plenipotenciarios  definitivos  del  Brasil  solo  podrían  con- 
currir al  Congreso  después  de  terminadas  las  sesiones  del  Par- 
lamento, que  últimamente  han  sido  prorogadas,  y  que  el  Go- 
bierno Imperial  se  ocupaba  de  activar  la  partida  de  aquellos. 

En  consecuencia,  consultó  si  el  Congreso  había  de  entrar 
de  Heno  en  materia  ó  esperaría  la  llegada  de  los  referidos  Pleni- 
potenciarios. 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana  dijo:  que 
como  autor  de  la  moción  en  virtud  de  la  cual  se  resolvió,  en  la 
sesión  anterior,  suspender  por  algunos  dias  las  tareas  del  Con- 
greso, creía  que  cumplidos  ya  los  deberes  de  cortesía  respecto 
del  Gobierno  del  Brasil,  era  de  opinión  que  se  debía  entrar  de 
lleno  al  desempeño  de  las  funciones  que  les  están  encomenda- 
das. Que  por  consiguiente,  hacía  moción  en  este  sentido. 
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No  siendo  observada  la  moción  del  Señor  Doctor  Quinta- 
na, el  Señor  Presidente  la  puso  á  votación  y  resultó  afirmativa- 

El  Señor  Presidente  expuso:  que  correspondía  en  se- 
guida ocuparse  del  proyecto  de  Reglamento  distribuido  ante- 
riormente á  los  Señores  Plenipotenciarios. 

Después  de  un  cambio  de  ideas,  el  Congreso  adoptó  el 
siguiente 


REGLAMENTO 

Artículo  i.° 

El  Congreso  se  reunirá  los  miércoles  y  sábados  de  cada 
semana  á  las  3  p.  m.  sin  perjuicio  de  hacerlo  en  otros  dias  si  así 
lo  resolviese,  para  activar  sus  trabajos. 

Artículo  2.0 

Habrá  sesión  siempre  que  se  hallen  representadas  cuatro 
ó  mas  Naciones  por  algunos  de  sus  Plenipotenciarios;  pero  para 
tomar  resoluciones  sobre  los  objetos  de  que  se  ocupa  el  Con- 
greso, será  necesario  que  estén  todas  representadas  cuando  me- 
nos por  uno  de  los  respectivos  Plenipotenciarios.  Se  considera 
como  resolución  del  Congreso  la  adoptaba  por  la  mayoría  abso- 
luta de  las  Naciones  en  él  representadas;  pero  los  miembros  del 
Congreso  que  hubiesen  disentido  tendrán  el  derecho  de  hacer 
constar  la  disidencia  en  el  acta  respectiva. 


—  -¿o 


Artículo  3.0 

Los  Plenipotenciarios  tomarán  asiento  y  ciarán  su  voto 
por  orden  alfabético  de  Naciones. 

Los  ejemplares  de  los  Tratados  que  se  formulasen  serán 
suscritos  por  todos  los  Plenipotenciarios,  siguiendo  el  orden 
alfabético  de  Naciones  y  los  de  cada  Nación,  el  orden  de  sus 
categorías  respectivas,  y  siendo  iguales,  el  de  la  antigüedad, 
bien  entendido  que  cada  uno  de  ellos  deberá  ser  el  primero  en 
firmar  el  ejemplar  que  le  corresponda. 

Artículo  4.0 

Las  actas,  después  de  aprobadas  por  el  Congreso,  serán 
firmadas  por  los  Plenipotenciarios  que  hayan  asistido  á  la 
Sesión  respectiva  y  se  imprimirán  al  solo  objeto  de  ser  distribui- 
das entre  los  mismos,  quedando  el  original  depositado  en  el 
Archivo  de  la  Secretaría. 

Las  copias  que  se  distribuyan  á  los  Plenipotenciarios, 
deberán  ser  autorizadas  por  los  Secretarios  del  Congreso. 

Artículo  5.0 

Se  considerará  como  un  solo  voto,  el  de  los  dos  Plenipo- 
tenciarios de  cada  Nación. 

Artículo  6.° 

El  Presidente  concederá   la  palabra  á   los  miembros  del 
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Congreso  indistintamente;  pero  si  la  pidiesen  á  la  vez  dos  ó  más 
Plenipotenciarios,  se  les  acordará  también  por  orden  alfabético 
de  Naciones. 

Artículo  7.0 

Cada  Plenipotenciario  tiene  facultad  para  presentar  á  la 
Mesa  una  exposición  en  la  cual  consigne  su  opinión  sobre  el 
punto  ó  materia  en  discusión,  dando  de  ella  lectura  por  sí  ó  por 
uno  de  los  Secretarios  del  Congreso. 

Si  el  Plenipotenciario  lo  pidiese,  su  exposición  será  agre- 
gada al  acta  respectiva. 

Artículo  8.° 

El  Congreso,  cuando  así  lo  resuelva  por  mayoría  de  vo- 
tos, podrá  constituirse  en  Comisión  General  para  la  discusión 
de  cualquier  punto  que  forme  la  orden  del  dia,  ó  incidentes  que 
de  ella  procedan. 

Artículo  9.0 

En  caso  de  ausencia  ó  impedimento  del  Presidente,  lo 
sustituirá  en  la  Presidencia  el  Vice-Presidente,  y  si  faltasen  am- 
bos á  la  sesión,  la  Presidencia  será  ejercida  por  uno  de  los  Ple- 
nipotenciarios, siguiendo  el  orden  alfabético  de  Naciones. 

Artículo  10. 

Las  discusiones  y  resoluciones  del  Congreso  serán  estric- 
tamente reservadas. 
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Artículo  i  i. 

El  Presidente  nombrará  cuatro  comisiones  especiales  en- 
cargadas de  estudiar  respectivamente  las  siguientes  materias: 

Derecho  civil. 

Derecho  comercial. 

Derecho  penal. 

Derecho  procesal,  Propiedad  literaria,  Invento  y  Marcas 
de  fábrica. 

Las  materias  enunciadas  no  son  limitativas  de  las  funcio- 
nes del  Congreso,  el  que  podrá  ocuparse  de  todas  las  demás  que 
juzgase  comprendidas  en  el  objeto  de  su  convocatoria  y  de  otras 
para  las  cuales  fuese  ulteriormente  autorizado  por  los  Gobiernos 
respectivos. 

En  ninguna  de  las  Comisiones  referidas  podrá  figurar  más 
de  un  Plenipotenciario  de  cada  Nación. 

Terminado  el  trabajo,  lo  presentarán  por  escrito  al  Con- 
greso encargando  á  uno  de  los  Plenipotenciarios  de  cada  Comi- 
sión de  dar  las  explicaciones  que  fuesen  necesarias,  en  calidad 
de  miembro  informante,  sin  perjuicio  de  poder  tomar  la  palabra 
los  demás  en  la  discusión. 

Artículo  12. 

Los  proyectos  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  serán 
impresos  y  repartidos  á  los  miembros  del  Congreso  para  su  es- 
tudio. 

Trascurridos  ocho  dias  á  contar  desde  aquel  en  que  se  ve- 
rificó el  reparto  se  procederá  á  su  discusión. 

Redactados  definitivamente  los  Tratados  que  se  formula- 
sen, se  expedirán  los  ejemplares  correspondientes  á  las  Nacio- 
nes representadas  en  el  Congreso. 
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El  Señor  Presidente  en  vista  de  la  autorización  que  le 
confiere  el  artículo  i  r  del  Reglamento  trascrito,  procedió  a  cons- 
tituir las  Comisiones  en  la  forma  siguiente: 


Comisión  de  Derecho  Civil 

Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 
Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Gu'zman; 
Señor  Don  Belisario  Prats; 


Comisión  de  Derecho  Comercial 

Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 
Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez; 

Comisión  de  Derecho  Penal 

Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 
Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez; 

Comisión   de  Derecho   Procesal,   Propiedad   Literaria 
Inventos  y  Marcas  de  Fábrica 

Señor  Don  Guillermo  Matta; 
Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  tan  luego  como  los 
Señores  Plenipotenciarios  definitivos  del  Brasil  se  incorporasen 
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al  Congreso  formarían  parte  de  las  Comisiones  de  Derecho  Civil; 
Derecho  Comercial  y  Derecho  Procesal,  Propiedad  Literaria,  In- 
ventos y  Marcas  de  Fábrica. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  5  p.  m. 


ílü  García   Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl.  Quintana 

Sgo.   Vaca-Guzman 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  A  ce  val 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.   Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUiVL    5 


SESIÓN   SEL   26   DE   SETIEMBBE   SE   1338 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 
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Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.40  p.  m. 

Después  de  leídas,  fueron  aprobadas  y  firmadas,  las  Actas 
números  3  y  4,  correspondientes  á  las  sesiones  habidas  el  8  y  el 
1 9  del  corriente. 

Se  resolvió,  además  que  mientras  no  se  expidiesen  las  Co- 
misiones designadas  anteriormente,  el  Congreso  se  reuniría  los 
miércoles  de  cada  semana. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  4  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl.  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Guillermo  matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUJVL    6 


SESIÓN   DEL   3   DE   OCTUBRE   DE   1888 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  Qaroia  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
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Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  3.45   p.  m. 

Leida  el  acta  de  la  sesión  anterior,  fué  aprobada  y  suscrita 
por  los  Señores  Plenipotenciarios. 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta  preguntó  si  se  tenía 
ya  noticia  del  nombramiento  de  los  Plenipotenciarios  definitivos 
del  Brasil. 

El  Señor  Presidente  expuso:  que  la  última  noticia  que 
ya  comunicó  al  Honorable  Congreso,  era  que  el  Gobierno  del 
Brasil  estaba  decidido  a  enviar  sus  Plenipotenciarios,  pero  que 
habiéndose  prorogado  las  sesiones  del  Parlamento,  no  había  si- 
do posible  que  aquellos  saliesen  de  Rio  de  Janeiro. 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña  indicó  la 
conveniencia  de  que  las  Comisiones  informasen  respecto  del  es- 
tado en  que  se  encontraban  los  trabajos  que  les  habían  sido  en- 
comendados. 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta  dijo:  que  la  Comisión 
de  que  forma  parte  se  ha  ocupado  con  actividad  del  ramo  más  im- 


-  so  — 

portante  que  la  constituye:  el  Derecho  Procesal.  Manifestó,  ade- 
más, que  está  casi  terminado  el  proyecto  que  se  discutirá,  el  cual 
quizás  pueda  satisfacer  los  deseos  del  Honorable  Congreso. 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez  expresó: 
que  en  materia  comercial  tienen  ya  con  el  Señor  Doctor  Ra- 
mírez preparados  todos  los  elementos  para  el  proyecto,  estando 
éste  casi  redactado.  Añadió  que  dentro  de  seis  ú  ocho  días  po- 
drán presentarlo. 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña  dijo:  que  la 
Comisión  de  Derecho  Penal  á  que  pertenece,  tendrá  concluidos 
sus  trabajos  y  expedirá  su  informe  en  el  resto  de  esta  semana. 
En  tal  caso,  agregó,  el  Honorable  Congreso  resolverá  oportuna- 
mente, si  aquellos  trabajos  que  no  se  relacionan  con  la  parte  ci- 
vil, podrán  empezar  á  discutirse.  Considera  la  materia  comercial 
muy  vinculada  á  la  civil,  creyendo,  por  lo  tanto,  que  será  nece- 
sario esperar  la  discusión  de  la  segunda.  Entiende  que  el  Dere- 
cho Penal  podría  tratarse  una  vez  que  se  repartiera  el  proyecto 
impreso  y  hubiera  sido  estudiado. 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman  expuso: 
que  la  Comisión  de  Derecho  Civil  prepara  sus  trabajos,  y  que  algu- 
nos de  sus  ramos  estarán  prontos  dentro  de  quince  dias.  Agregó: 
que  la  Comisión  ha  determinado  estudiar  la  materia  por  sec- 
ciones. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  á  medida  que  se  pre- 
senten á  la  Mesa  los  informes  de  las  Comisiones,  próximas  á  te- 
minar  sus  trabajos,  dispondrá  su  impresión  para  distribuirlos  en- 
tre los  Señores  Plenipotenciarios,  y  en  oportunidad  el  Honora- 
ble Congreso  resolverá  si  han  de  ser  tomados  en  consideración 
antes  que  el  proyecto  sobre  materia  civil. 
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El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña  manifestó: 
que  la  materia  civil,  por  lo  mismo  que  es  la  parte  más  seria  ne- 
cesita de  mayor  tiempo  para  su  estudio. 

El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez  observó:  que 
para  discutir  la  parte  penal  no  había  necesidad  de  esperar  á  que 
se  tratara  la  materia  civil,  porque  aquella  es  independiente  de 
ésta. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  en  tiempo  oportuno 
se  resolvería  este  punto. 


La  Sesión  se  levanta  á  las  4  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Guillermo  Matta 

B. Prats 

Benj.  Aceval 

Cesáreo  Cha c altana 

M.  M.  GÁLYEZ 

Gonzalo    Ramírez 


ACTA    NUMx    7 


SESIÓN   DEL   10   DE  OCTUBRE  DE   1888 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Roq;ue  Saenz  Peña 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 

Por  la  República  de  Bolivla: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzmanj 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 


—  4.2  — 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.15  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmo  el  acta  de   la   Sesión  anterior. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  la  Comisión  de 
Derecho  Penal  se  había  expedido  \7á,  presentando  á  la  Mesa  el 
Proyecto  de  Tratado  que  ha  redactado.  Agregó:  que  según  el 
procedimiento  prescrito  por  el  Reglamento  se  imprimirá  para 
ser  repartido  á  los  Señores  Plenipotenciarios. 

La  nota  con  que  se  acompaña  el  Proyecto,  es  la  siguiente: 

«Comisión  de  Derecho  Penal.  -Montevideo,  Octubre  10 
de  1888. — Al  Honorable  Congreso  Internacional  Sud  Americano. 
Honorable  Congreso:  -  La  Comisión  encargada  de  la  materia 
penal,  tiene  el  honor  de  presentar  á  V.  H.  el  adjunto  Proyecto 
de  Tratado  que  somete  á  vuestra  deliberación, — habiendo  desig- 
nado como  miembro  informante  de  esta  Comisión,  de  acuerdo 
con  el  Reglamento,  al  Señor  Plenipotenciario  por  la  República 
Argentina,  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña.-— Dios  guarde  á  V.  H. 
—Honorable  Congreso.— Roque  Saenz  Peña— José  Z.  Cami- 
nos—Cesáreo Chacaltana.— Gonzalo  Ramírez.  > 


—  id  — 
El  Proyecto  de  la  referencia  queda  agregado  á  la  presente 


Acta. 


El  Señor  Doctor  Dox  Gonzalo  Ramírez  dijo:  que 
como  en  la  Sesión  anterior  había  quedado  pendiente  decidir  si 
habría  ó  nó  inconveniente  en  que  el  Honorable  Congreso  se 
ocupase  de  la  materia  penal  antes  que  de  la  civil,  creía  llegado 
el  caso  de  tomar  una  resolución  en  ese  sentido;  y  en  tal  concep- 
to hizo  moción  para  que  el  Congreso  entre  á  estudiar  la  mate- 
ria penal,  sin  esperar  á  que  esté  presentado  el  Proyecto  relativo 
á  materia  civil. 

El  Señor  Doctor  Dox  Benjamín  Aceval  apoyó  la 
moción  del  señor  Doctor  Ramirez,  agregando  que  tal  vez  se 
verían  obligados  á  tratar  antes  otros  trabajos,  si  la  Comisión  de 
Derecho  Civil  aun  no  hubiese  terminado  los  que  le  están  enco- 
mendados. 

No  habiéndose  hecho  observación  alguna,  se  puso  á  vota- 
ción y  fué  aceptada  la  moción  del  Señor  Doctor  Ramirez. 

La  Sesión  se  levanta  alas  3.30  p.  m. 


Roque  Saexz  Peña 

Sgo.  Vaca-Guzmax 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Camixos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Goxzalo  Ramírez 


PROYECTO  DE  TRATADO 

SOBRE 

DERECHO  INTERNACIONAL  PENAL 


TITULO    I 

DE     LA    JURISDICCIÓN 

Artículo  1° 

Los  crímenes  y  delitos,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad 
del  agente,  de  la  víctima  ó  del  damnificado,  se  juzgan  por  los 
Tribunales  y  se  penan  por  las  leyes  de  la  Nación  en  cuyo  terri- 
torio jurisdiccional  se  producen. 

Artículo  2* 

Las  infracciones  de  la  ley  penal  perpetradas  en  un  Estado, 
pero  que  afectan  exclusivamente  derechos  ó  intereses  de  otro, 
serán  juzgadas  por  los  Tribunales  y  penadas  por  las  leyes  de 
este  último. 

Artículo  3? 

Los  delitos  cometidos  por  cualquiera   de  los   miembros 
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de  una  Legación,  dentro  ó  fuera  de  ella,  serán   regidos  por  las 
reglas  del  Derecho  Internacional  Público. 


-fc.j 


Artículo  4.0 

Cuando  un  mismo  crimen  ó  delito  se  consuma  á  la  vez 
por  uno  ó  varios  delincuentes  en  distintos  territorios,  ó  afecta 
á  diferentes  Estados,  serán  competentes  para  juzgarlo,  los  Tri- 
bunales del  país  damnificado,  en  cuyo  territorio  jurisdiccional  se 
encuentre  el  delincuente. 

Si  el  delincuente  se  encontrare  en  otro  Estado,  serán  com- 
petentes los  Tribunales  de  la  Nación  que  tuviese  la  prioridad 
en  el  pedido  de  extradición. 

Artículo  5? 

En  los  casos  del  artículo  anterior,  y  tratándose  de  un  solo 
delincuente,  tendrá  siempre  lugar  un  solo  juicio  con  aplicación 
de  una  sola  pena,  debiendo  ser  ésta  la  mas  grave  de  las  estable- 
cidas en  las  distintas  leyes  penales  infringidas. 

El  juez  del  proceso  deberá,  en  estos  casos,  dirigirse  al 
Poder  Ejecutivo  para  que  éste  dé  conocimiento  de  su  iniciación 
á  los  Estados  interesados  en  el  juicio,  y  puedan  ellos  ser  repre- 
sentados por  medio  de  apoderados. 

Artículo  6.° 

El  delincuente  que  se  asilase  en  el  territorio  de  una  Nación, 
y  que  no  hubiese  sido  castigado  por  el  Estado  dentro  del  cual 
se  cometió  alguno  de  los  crímenes  ó  delitos  que  autorizan  la 
extradición,  y  que  requerida  por  aquella,  no  ejercitase  ninguna 
acción  represiva,  podrá  ser  juzgado  por  la  jurisdicción  de  refujio, 
ó  expulsado  con  arreglo  á  sus  leyes. 


Artículo  /.° 

Un  hecho  producido  en  el  territorio  de  un  Estado,  que  no 
fuere  pasible  de  pena  según  sus  leyes,  pero  que  lo  fuese  en  la  Na- 
ción en  la  que  el  crimen  produce  sus  efectos,  solo  podrá  ser  juz- 
gado por  ésta,  cuando  el  delincuente  cayese  bajo  su  jurisdicción. 

Rije  la  misma  regla  respecto  de  aquellos  delitos  que  no 
fuesen  susceptibles  de  extradición. 

Artículo  8.° 

La  prescripción  y  expulsión  se  rijen  por  la  leyes  de  la 
jurisdicción  á  la  cual  corresponda  el  conocimiento  de  los  delitos 
que  les  dan  origen. 

Artículo  g.° 

Los  crímenes  y  delitos  cometidos  en  alta  mar,  ó  en  aguas 
neutrales,  son  juzgados  y  penados  por  la  leyes  del  Estado  á  que 
pertenece  el  buque  de  guerra  ó  mercante,  en  el  cual  se  per- 
petran. 

Artículo  10 

Los  crímenes  y  delitoj  perpetrados  abordo  de  los  buques 
de  guerra  que  se  encuentran  en  aguas  territoriales  de  una  Na- 
ción extranjera,  se  juzgan  y  penan  por  los  Tribunales  y  por  las 
leyes  del  Estado  á  que  pertenecen. 

Rije  el  mismo  principio  respecto  de  los  crímenes  y  delitos 
cometidos  fuera  de  los  buques  por  individuos  de  la  tripulación 
ó  que  ejerzan  algún  cargo  en  ellos,  cuando  con  arreglo  al  artícu- 
lo 2.°  solo  afecten  el  orden  disciplinario  de  los  mismos. 


—  4.H  — 

Si  esos  crímenes  ó  delitos  se  cometen  entre  individuos  no 
pertenecientes  al  personal  del  buque,  serán  justiciables  con  ar- 
reglo á  las  leyes  y  por  los  Tribunales  del  Estado  en  cuyas  aguas 
territoriales  se  encuentra. 

Artículo  n 

Los  crímenes  y  delitos  cometidos  á  bordo  de  un  buque  de 
guerra  ó  mercante,  en  las  condiciones  prescriptas  en  el  artículo 
2.°,  serán  juzgados  y  penados  con  arreglo  á  lo  que  estatuye  dicha 
disposición. 

Artículo  12 

Los  crímenes  y  delitos  comeados  á  bordo  de  los  buques 
mercantes,  son  juzgados  y  penados  por  la  ley  del  Estado  en 
cuyo  territorio  marítimo  se  encuentran. 

Artículo  ij 

Se  declaran  aguas  territoriales,  á  los  efectos  de  la  juris- 
dicción penal,  las  comprendidas  en  la  extensión  de  cinco  millas 
desde  la  costa  de  tierra  firme  é  islas  que  forman  parte  del  terri  - 
torio  de  cada  Estado. 

Artículo  14 

Los  crímenes  considerados  de  piratería  por  el  Derecho 
Público  Internacional,  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  del  Estado 
bajo  cuyo  poder  caigan  los  delincuentes, 


-. 


TÍTULO  II 


DEL     ASILO 


A¡- ti  cal  o  15 

Ningún  delincuente  que  se  asile  en  el  territorio  de  un  Es- 
lado,  podrá  ser  entregado  a  las  autoridades  de  otro,  sino  de 
conformidad  a  las  reglas  que  rijen  la  extradición. 

Articulo   16 

Ei  asilo  es  inviolable  para  ios  perseguidos  por  delitos  po- 
líticos, pero  la  Nación  de  refujio  tiene  ei  deber  de  impedir  que 
los  asiladas  realicen  en  su  territorio,  actos  que  pongan  en  peli- 
gro la  paz  publica  de  la  Nación  contra  ia  cual  han  delinquido. 


Artículo  17 


El  presunto  reo  de  delitos  comunes  que  se  asilase  en  una 
Legación,  deberá  ser  entregado  por  el  jefe  de  ella  a  las  autori- 
dades Locales,  previa  gestión  del  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores, cuando  no  lo  efectuase  expontáneamente. 

Dicho  asilo  será  respetado  con  relación  á  ios  perseguidos 
por  delitos  políticos:  pero  el  jefe  de  la  Legación  está  obligado 
á  poner  inmediatamente  el- hecho  en  conocimiento  del  Gobierno 
del  Estado  ante  el  cual  está  acreditada,  quien  podrá  exigir  que 
el  perseguido  sea  puesto  fuera  del  territorio  nacional  dentro  del 
mas  breve  plazo  posible. 

Ei  mismo  principio  se  observara  con  respecto  á  los  asila- 
dos en  los  buques  de  guerra  surtos  en  aguas  territoriales. 

s 
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Artículo  18 


Exceptúase  de  la  regla  establecida  en  el  artículo  1 5  á  ios 
desertores  de  la  marina  de  guerra  surta  en  aguas  territoriales  de 
un  Estado. 

Esos  desertores,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  de- 
berán ser  entregados  por  la  autoridad  local,  á  pedido  de  la  Le- 
gación ó  en  defecto  de  ésta  del  Agente  Consular  respectivo, 
previa  la  prueba  de  identidad  del  presunto  desertor. 


TITULO  III 

DEL   RÉGIMEN    DE   LA  EXTRADICIÓN 

Artículo  ig 

Toda  Nación  está  obligada  á  entregar  á  otra  los  delin- 
cuentes que  se  refujien  en  su  territorio,  siempre  que  concurran 
las  siguientes  circunstancias: 

1.a — Que  la  Nación  que  reclama  el  delincuente  tenga  ju- 
risdicción para  conocer  y  fallar  en  juicio  sobre  la 
infracción  que  motiva  el  reclamo. 

2.a — Que  la  infracción  por  su  naturaleza  autorice  la  en- 
trega. 

3.a — Que  la  Nación  reclamante  presente  documentos  que 
según  sus  leyes  autoricen  la  prisión  y  el  enjuicia- 
miento  del  reo. 

4.a — Que  el  delito  no  esté  prescripto  con  arreglo  á  la  ley 
del  país  reclamante. 
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Artículo  20 

La  extradición  ejerce  todos  sus  efectos  sin  que  en  ningún 
caso  pueda  impedirla  la  nacionalidad  del  reo. 

Artículo  21 

Los  hechos  que  autorizan  la  extradición  son: 
i.° — Respecto  á  los  presuntos  delincuentes,  las  infraccio- 
nes que  según  la  ley  penal  de  la  Nación  requeriente, 
se  hallen  sujetas  á  una  pena  cuyo  máximum  de  agra- 
vación, en  esa  clase  de  delitos  no  sea  menor  de  dos 
años  de  prisión. 
2.° — Respecto  de  los  sentenciados,  las  que  sean  castigadas 
con  un  año  de  prisión  como  mínimum. 

Artículo  22 

No  son  susceptibles  de  extradición  los  siguientes  críme- 
nes y  delitos: 

El  duelo; 

El  adulterio; 

Las  injurias  y  calumnias; 

La  traición  á  la  patria; 

Los  delitos  comunes  conexos  con  cualquiera  de  los  ante- 
riormente enumerados,  son  susceptibles  de  extradición. 

Artículo  23 

Tampoco  están  sujetos  á  extradición  los  delitos  políticos 
y  todos  aquellos  que  atacan  las  instituciones  políticas  de  un 
Estado,  ni  los  comunes  que  tengan  conexión  con  ellos. 


La  calificación  de  estos  delitos  se  hará  por  la  Nación 
requerida,  con  arreglo  á  la  ley  que  sea  mas  favorable  al  recla- 
mado. 

Artículo  24 

Ninguna  acción  civil  ó  comercial  que  se  relacione  con  el 
reo  podrá  impedir  la  extradición. 

Artículo  25 

La  extradición  no  podrá  ser  acordada  cuando  el  delincuen- 
te que  se  reclama  se  halle  sujeto  á  la  acción  judicial  represiva 
del  Estado  requerido,  mientras  el  juicio  y  la  pena  no  surtan 
todos  sus  efectos. 

Artículo  26 

Los  individuos  cuya  extradición  hubiese  sido  concedida 
no  podrán  ser  juzgados  ó  castigados  por  crímenes  políticos 
anteriores  á  la  extradición,  ni  por  actos  conexos  con  ellos. 

Los  crímenes  no  exceptuados  en  el  artículo  22,  que  no 
hubiesen  motivado  la  extradición,  podrán  ser  juzgados  y  pena- 
dos, previo  consentimiento  del  Gobierno  requerido,  acordado 
con  arreglo  al  procedimiento  establecido  en  el  presente  Tra- 
tado. 

Artículo  2^ 

Cuando  las  gestiones  de  extradición  tuviesen  por  origen 
diferentes  delitos,  la  entrega  se  otorgará  en  primer  lugar  al 
Estado  en  el  cual  la  infracción  fuese  mas  grave. 

Si  los  delitos  fuesen  de  la   misma  gravedad,  al  que  tuviera 


la  prioridad  en  el  pedido  de  extradición,  y  si  todos  los  pedidos 
tuvieran  la  misma  fecha,  el  país  requerido  determinará  el  orden 
de  la  entrega. 

Artículo  28 

Corresponded  la  jurisdicción  de  refujio,  acordar  la  reex- 
tradición de  un  delincuente  que  hubiese  sido  entregado  á  un 
Estado  en  los  casos  que  ella  procediese  á  favor  de  otro. 

Artículo  2g 

Cuando  la  pena  que  haya  de  aplicarse  al  reo  sea  la  de 
muerte,  el  Estado  que  otorga  la  extradición,  podrá  exigir  sea 
sustituida  por  la  pena  inferior  inmediata. 


TITULO   IV 
DEL  PROCEDIMIENTO  DE  EXTRADICIÓN 

Artículo  JO 

Las  demandas  de  extradición,  serán  introducidas  por  las 
Legaciones  ó  Agentes  Consulares  respectivos,  y  en  el  caso  que 
no  los  hubiera,  directamente  de  Gobierno  á  Gobierno,  debiendo 
ser  acompañadas  de  los  siguientes  documentos: 

i.° — Copia  legalizada  de  la  ley  penal  aplicable  á  la  infrac- 
ción que  motiva  el  pedido; 
2.® — Copia  legalizada  de  la  sentencia  condenatoria    ejecu- 
toriada, cuando  se  trate  de  un  delincuente  que  hubie- 
se sido  juzgado; 
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3-° — Copia  legalizada  del  auto  de  detención  y  demás  ante- 
cedentes á  que  se  refiere  el  inciso  3.0  del  artículo  19. 

Artículo  31 

Si  el  Gobierno  requerido  considerase  improcedente  la  de- 
manda por  defectos  de  forma,  devolverá  los  documentos  respec- 
tivos al  Gobierno  que  formuló  el  pedido,  expresando  la  causa 
y  defectos  que  impiden  la  sustanciación  de  éste. 

Artículo  32 

Si  el  pedido  de  extradición  hubiese  sido  introducido  en 
debida  forma,  el  Gobierno  requerido  remitirá  todos  los  antece- 
dentes al  Juez  ó  Tribunal  competente,  quien  ordenará  la  prisión 
de  éste,  si  á  su  juicio  procediera  tal  medida,  con  arreglo  á  lo  es- 
tablecido en  el  presente  Tratado. 

Artículo  33 

En  todos  los  casos  en  que,  según  lo  establecido  en  este 
Título,  procede  el  arresto  del  refujiado,  se  le  hará  saber  en  el 
término  de  veinte  y  cuatro  horas  la  causa  de  su  detención,  to- 
mándosele declaración  dentro  del  mismo  término. 

Artículo  34 

El  detenido  podrá,  dentro  de  tres  días  perentorios  conta- 
dos desde  el  dia  siguiente  á  aquel  en  que  se  le  tomó  la  primera 
declaración,  oponer  excepciones  tendentes  á  justificar: 

i.° — Su  falta  de  identidad; 

2.° — Los  defectos  de  que  adolezcan  los  documentos  pre- 
sentados; 


-La  improcedencia  ó  extinción  de  la  acción  de  extra- 
dición, según  lo    estatuido  en  este  Tratado. 


Artículo 


jó 


El  Estado  requeriente  podrá  constituir  un  representante 
especial  á  los  efectos  del  juicio  de  extradición. — Pero  la  falta  de 
esteno  impedirá,  en  ningún  caso,  el  curso  regular  de  la  sustan* 
ciación  del  proceso. 

Artículo  36 

En  los  casos  en  que  fuere  necesaria  la  comprobación  de 
las  excepciones  alegadas,  y  el  detenido  la  ofreciese  al  oponer  és- 
tas, se  reabrirá  el  incidente  á  prueba,  rigiendo  respecto  de  ella 
y  de  sus  términos,  las  prescripciones  de  la  ley  procesal  del  Es- 
tado requerido. 


Artículo  37 


Producida  la  prueba,  el  Juez  ó  Tribunal  competente  falla- 
rá, sin  mas  trámite,  en  el  término  de  diez  dias,  declarando  si  ha}' 
ó  no  lugar  á  la  extradición. 

Dicha  resolución  será  apelable  en  relación,  dentro  del  tér- 
mino de  tres  dias,  para  ante  el  Tribunal  competente  de  última 
instancia,  el  cual  pronunciará  su  decisión  en  el  plazo  de  cinco 
dias. 

Artículo  38 

Si  la  sentencia  fuese  favorable  al  pedido  de  extradición,  el 
Tribunal  que  pronunció  el  fallo   lo  hará  saber  inmediatamente 


al  Poder  Ejecutivo,  á  fin  de  que  provea  lo  necesario  para  la  en- 
trega del    delincuente. 

Si  fuese  contraria,  el  Juez  ó  Tribunal  ordenará  la  inme- 
diata libertad  del  detenido  y  lo  comunicará  al  Poder  Ejecutivo 
para  que  por  el  órgano  respectivo  haga  saberla  negativa  al  Go- 
bierno requeriente,  expresando  la  causa  en  que  se  funda. 

En  los  casos  de  negativa,  debe  reabrirse  el  juicio  de  extra- 
dición, siempre  que  el  Gobierno  reclamante  presente  nuevos  do- 
cumentos, ó  complementase  los  ya.  presentados. 


Artículo  JO 


Siempre  que  el  detenido  manifestase  su  conformidad  con  el 
pedido  de  extradición,  el  Juez  ó  Tribunal  competente  labrará 
acta  de  los  términos  en  que  esa  conformidad  haya  sido  presta- 
da, y  declarará,  sin  más  trámite,  la  procedencia  de  la  extradi- 
ción. 

Artículo  40 

Todos  los  objetos  concernientes  al  crimen  que  motiva,  ia 
extradición  y  que  se  hallaren  en  poder  del  delincuente,  serán  re- 
mitidos al  Estado  que  obtuvo  la  entrega. 

Los  que  se  hallaren  en  poder  de  terceros,  no  serán  remi- 
tidos sin  que  los  peseedores  sean  oidos  previamente  y  resucitó- 
se las  excepciones  que  opongan. 

Artículo  41 

En  los  casos  de  consumarse  la  extradición  por  la  vía 
terrestre,  corresponde  al  Estado  requerido  efectuar  la  trasla- 
ción del  inculpado  hasta  la  frontera  del  Estado  requeriente,  ó 
de  la  de  aquel  por  cuyo  territorio  hubiese  de  pasar. 


En  los  ca.sos  en  que  la  traslación  del  reo  deba  efectuarse 
por  ía  vía  marítima  ó  fluvial,  la  entrega  se  hará  por  la  Nación 
reclamada,  en  el  puerto  de  embarque,  á  los  agentes  que  debe 
constituir  la  Nación  requeriente. 

El  Estado  requeriente  podrá,  en  todo  caso,  constituir  uno 
ó  mas  agentes  de  seguridad;  pero  la  intervención  de  éstos  que- 
dará subordinada  á  los  agentes  ó  autoridades  del  territorio 
requerido  ó  del  de  tránsito. 

Articulo  42 

Cuando  para  la  entrega  de  un  inculpado,  cuya  extradición 
hubiese  sido  acordada  por.  una  Nación  á  favor  de  otra,  fuese 
necesario  atravesar  el  territorio  de  un  Estado  intermedio,  el 
tránsito  será  autorizado  por  éste  sin  exigirse  otro  requisito  que 
el  de  la  exhibición  por  la  vía  diplomática,  del  decreto  de  extra- 
dición expedido  por  el  Gobierno  que  otorgó  aquella  y  del  cual 
se  acompañará  testimonio  en  forma. 

Artículo  43 

Si  el  tránsito  fuese  acordado,  las  autoridades  respectivas 
prestarán  sus  auxilios  á  ñn  de  evitar  la  evasión,  y  facilitar  la 
conducción  del  reo  por  su  territorio  jurisdiccional. 

Ai  tí  a  ilo  44 

Los  gastos  que  demande  la  extradición  del  reo,  serán  por 
cuenta  del  Estado  requerido  hasta  el  momento  de  la  entrega  y 
desde  entonces  á  cargo  del  Gobierno  requeriente. 

Artículo  43 

Cuando  la  extradición  fuese  acordada   y   se  tratase  de    un 
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inculpado,  el  Gobierno  que  la  hubiese  obtenido,  comunicará  al 
que  la  concedió,  la  sentencia  definitiva  recaída  en  la  causa  que 
motivó  aquella. 


TITULO     V 

DE  LA  PRISIÓN  PREVENTIVA 

A  rite  ido  46 

En  caso  de  urgencia,  el  Estado  requerido  ordenará  el 
arresto  provisorio  del  reo,  cuando  así  lo  pida  el  Estado  reque- 
riente, por  la  vía  postal  ó  telegráfica,  siempre  que  se  invoque 
para  ello  la  existencia  de  una  sentencia  ó  de  una  orden  de  pri- 
sión y  se  determine  con  claridad  la  naturaleza  del  delito  conde- 
nado ó  perseguido. 

Artículo  4 y 

El  detenido  será  puesto  en  libertad,  si  el  Estado  reque- 
riente no  hubiese  deducido  la  demanda  de  extradición  en  los 
diez  dias  siguientes  á  la  llegada  del  pi  imer  correo  que  se  despa- 
chó con  posterioridad  ú  la  fecha  en  que  se  hizo  el  pedido  de 
detención  preventiva. 

Artículo  48 
En  torios  los  casos  de  prisión  preventiva  las  responsabili- 


dades  que  de  ella  emanen  corresponden  al  Gobierno  que  solicitó 
ia  detención. 

Montevideo,  Octubre  10  de   1888. 

Roque  Saenz  Peña 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    8 


SESIÓN   DEL    17   DE    OCTUBRE   DE   1883 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  Sarcia  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Solivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
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El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos. 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.30  p.  m. 

Leída  y  aprobada,  se  procedió  á  firmar  el  Acta  de  la  Se- 
sión anterior. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  habiéndose  expe- 
dido la  Comisión  de  Derecho  Comercial,  haría  imprimir  el  pro- 
yecto respectivo  para  distribuirlo  entre  los  Señores  Plenipoten- 
ciarios, de  conformidad  con  lo  establecido  en  el  Reglamento. 

La  nota  con  que  aquel  ha  sido  presentado  es  la  siguiente: 

Comisión  de  Derecho  Comercial. — Montevideo  Octubre,  17 
de  1888. — Al  Honorable  Congreso  Internacional  Sud- America- 
no.—Honorable  Congreso:— La  Comisión  encargada  de  formu- 
lar un  Proyecto  de  Tratado  de  Derecho  Comercial  Internacional, 
tiene  el  honor  de  presentar  el  que  ha  redactado,  en  desempeño 
de  su  cometido,  y  lo  somete  á  vuestra  deliberación,  designando 
como  su  miembro  informante,  de  acuerdo  con  el  Reglamento 
Interno,  al  Señor  Plenipotenciario  por  la  República  Oriental  del 
Uruguay,  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. --Entre  los  anteceden- 
tes que  han  servido  para  el  estudio  de  tan   importante  materia, 


figura  el  Proyecto  que  presentó  la  Comisión  respectiva  al  Con- 
greso Jurídico  Internacional  de  Lima. — Tanto  ese  Proyecto  co- 
mo la  memoria  esplicativa  del  mismo,  que  redactó  el  Plenipo- 
tenciario de  la  República  del  Perú  ante  aquel  Congreso,  Doctor 
Don  Antonio  Arenas,  han  permanecido  casi  inéditos,  por  lo  que 
los  infrascritos  han  creído  conveniente  presentarlos  al  Honora- 
ble Congreso,  á  fin  de  que  sean  conocidos  de  todos  y  cada  uno 
de  los  Señores  Delegados. — Dios  guarde  á  Y.  H. — Honorable 
Congreso: — M.  M.  Gálvez. — Gonzalo  Ramírez.» 

El  Proyecto  de  la  referencia  queda  agregado  á  la  presente 
Acta. 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña  expuso  : 
que  según  el  Reglamento,  los  proyectos  deben  comenzar  á  dis- 
cutirse ocho  dias  después  de  repartidos  á  los  Señores  Plenipo- 
tenciarios. 

Agregó:  que  habiéndose  resuelto  en  la  sesión  anterior, 
considerar  la  materia  penal  antes  que  las  demás  por  haberse  ex- 
pedido ya  la  Comisión  y  encontrarse  repartido  el  proyecto,  cor- 
respondería que  el  sábado  de  la  presente  semana  empezase  el 
Honorable  Congreso  su  discusión,  por  estar  vencidos  los  ocho 
dias  reglamentarios.  Pero  teniendo  en  cuenta  que  la  Comisión  de 
Derecho  Comercial  recien  ha  presentado  su  trabajo  y  la  de  Civil 
no  lo  ha  hecho  todavía,  lo  cual  hace  suponer  que  los  Señores 
Plenipotenciarios  que  forman  dichas  Comisiones  necesitan  su 
tiempo  para  revisar  la  parte  comercial  y  redactar  la  civil,  y 
considerando,  además,  que  esta  última  Comisión,  tiene  más  re- 
cargo que  las  otras  por  la  amplitud  é  importancia  de  la  materia, 
necesitando  por  consecuencia  mas  tiempo  para  preparar  su  pro- 
yecto, y  no  siendo  posible  exigir  tampoco  que  los  miembros  del 
Honorable  Congreso  que  tienen  sobre  sí  la  tarea  de  redactarlo, 
se  ocupen  al  mismo  tiempo  de  la  materia  penal  ó  de  otra  cual- 


quiera, — hizo  la  siguiente  moción:  «  Que  el  Honorable  Congreso 
»  suspenda  la  discusión  de  la  materia  penal  hasta  que  todas  las 
>  Comisiones  hayan  hecho  saber  á  la  Mesa  que  están  terminados 

»  sus  trabajos.  :> 

Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas,  el  Señor  Presidente 
puso  á  votación  la  moción  del  Señor  Doctor  Saenz  Peña,  la 
cual  fué  aprobada  por  unanimidad. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  3.50  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Man\  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Guillermo  matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

Jocé  Z.  Caminos 

Cesar  eo  Ci  1  ac  altan  a 

AL  M.  Gálvez 


PROYECTO 

para  uniformar  las  Legislaciones  Mercantiles  de  las  Repúblicas 
americanas  en  lo  que  se  refiere  al  Derecho  Internacional 
Privado. 


TÍTULO   I 


SOBRE  LETRAS   DE  CAMBIO 


Artículo  I? 

La  capacidad  para  girar  una  letra  de  cambio  se  juzgará 
por  la  ley  nacional  del  girador. 

Artículo  2.' 

La  forma  del  giro,  la  del  endoso,  la  de  la  aceptación  y  la 
del  protesto,  se  regirán  por  la  ley  del  respectivo  lugar  en  que 
se  hayan  realizado  esos  actos. 

Artículo  3? 

Las  relaciones  jurídicas  que  resultan  del  giro  de  una  letra 
entre  el  girador  y  el  beneficiario  se  regirán  por  la  ley  del  lugar 
en  que  la  letra  ha  sido  girada:  las  que  resultan  entre  el  girador  y 
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aquel  á  cuyo  cargo  se  ha  hecho  el  giro,  lo  serán  por  la  ley   del 
domicilio  de  este  último. 

Artículo   4.0 

Las  obligaciones  del  aceptante  con  respecto  al  portador 
y  las  excepciones  que  pueden  favorecerle,  se  regularán  por  la 
ley  del  lugar  en  que  se  ha  efectuado  la  aceptación. 

Artículo  5? 

Los  efectos  jurídicos  que  el  endoso  produce  entre  el  endo- 
sante y  el  cesionario,  dependerán  de  la  ley  del  lugar  en  que 
la  letra  ha  sido  negociada  ó  endosada. 

Artículo  6? 

Aunque  en  el  caso  de  haber  endosos  sucesivos,  hechos 
en  diferentes  países,  puede  suceder  que  uno  de  los  endosan- 
tes quede  obligado  á  prestar  mas  ó  menos  garantías  que  otro 
á  su  respectivo  cesionario,  no  se  podrán  alterar  los  derechos  que 
primitivamente  han  adquerido  el  girador  y  el  aceptante. 

A  rtículo  /.° 

Los  efectos  jurídicos  de  la  aceptación  por  intervención  se 
regirán  por  la  ley  del  lugar  en  que  el  tercero  interviene  para 
honrar  la  firma  del  girador  ó  del  endosante. 

Artículo  8.a 
Las  obligaciones  del  que  firma  un  aval  en  favor  del  gira- 
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dor,  del  endosante  ó  del  aceptante,  se  arreglarán  por  la  ley   que 
rige  las  obligaciones  de  la  persona  garantida. 

Artículo  g.° 

Si  de  un  país  extranjero  se  gira  una  letra  en  que  se  indica 
una  moneda  que  no  es  corriente  en  la  República  en  donde  resi- 
de el  aceptante,  éste  hará  el  pago  en  la  moneda  del  país  y  en  la 
suma  que  según  el  curso  del  cambio  equivalga  al  valor  expre- 
sado en  la  letra,  al  tiempo  de  su  vencimiento. 

Artículo  io 

El  menor  que  se  supone  mayor  de  edad  y  la  muger  casa- 
da que  se  supone  autorizada  para  girar  una  letra  de  catr.bio,  no 
podrá  aducir  su  incapacidad   contra   los    efectos  jurídicos    del. 


Artículo  II 

Los  recambios  serán  ó  no  acumulables  contra  el  girador 
6  contra  los  endosantes,  según  io  exija  la  ley  del  lugar  donde  se 
ha  hecho  el  giro  ó  el  endoso  de  la  letra. 

Artículo  12 

El  recambio  respecto  del  librador  se  regulará  por  el  curso 
del  cambio  entre  el  lugar  del  giro  y  el  del  pago;  y  con  respecto 
á  los  endosantes,  por  el  que  rija  en  la  plaza  del  pago  sobre  la 
del  endoso. 
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Artículo  13 


Las  disposiciones  anteriores  de  este  Título  son  extensivas 
á  los  vales,  billetes  ó  pagarés  de  comercio,  en  cuanto  les  sean 
aplicables. 


TITULO    II 

DE  LAS  SOCIEDADES  EXTRANJERAS 

Artículo  14 

La  forma  de  las  sociedades  extranjeras  se  juzgará  por  la 
ley  del  lugar  donde  han  sido  constituidas. 

Artículo  15 

Los  derechos  y  las  obligaciones  que  el  contrato  social  pro- 
duce entre  los  asociados  y  entre  estos  y  un  tercero,  se  regularán 
por  la  ley  del  domicilio  social. 

Artículo  16 

Se  considera  como  domicilio  social  el  lugar  donde  la  so- 
ciedad tiene  su  principal  establecimiento. 

Artículo  1 7 

Las  sociedades  extranjeras  serán  reconocidas  como  per- 
sonas jurídicas  para  celebrar  contratos  ó   ejercer  sus   acciones 
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ante  el  poder  judicial,  si  se  sujetan  á  las   leyes  de  la  República 
sobre  registro  y  publicación  de  los  actos  sociales. 

Arúculo  18 

Las  sucursales,  factorías  ó  agencias  estables,  instituidas  en 
la  República  por  una  sociedad  extranjera,  se  consideran  domici- 
liadas en  el  lugar  donde  residen;  y  estarán  sujetas  á  la  jurisdic- 
ción de  las  autoridades  locales,  en  lo  concerniente  á  las  opera- 
ciones que  practiquen.  (*) 

Artículo   ig 

Los  directores  ó  administradores  de  los  establecimientos  á 
que  se  refiere  el  artículo  anterior,  tendrán  las  mismas  responsa- 
bilidades y  prestarán  las  mismas  garantías,  que  la  ley  de  la  Repú- 
blica establece,  con  respecto  á  los  directores  ó  administradores 
de  las  compañías  nacionales. 

Artículo  20 

Las  sociedades  que  tienen  su  principal  establecimiento  en 
la  República  quedan  sujetas  á  sus  leyes,  aunque  el  auto  por  el 
cual  han  sido  organizadas  se  haya  realizado  en  un  país  extran- 
jero. 

Artículo  21 

Las  sociedades  anónimas  domiciliadas  en  la  República 
pueden  trasladar  su  domicilio  á  otro  país;  pero,  en  tal  caso  se 


(')  Míissé—  Le  droit  commercial  dans  ses  rapports  avec  le  droit    des   geus 
et  civil  n.°  1005. 


reputará  disuelta  la  sociedad  nacional;  y  se  procederá  á  su  pre- 
via liquidación. 


TITULO  III 

DE    LAS   FALENCIAS 

Articulo  22 

En  las  Repúblicas  signatarias  serán  competentes  para  co- 
nocer del  juicio  de  falencias,  los  jueces  y  tribunales  del  domici- 
lio comercial  del  fallido,  ya  sea  éste  una  persona  física,  ya  una 
persona  jurídica. 

Articulo   23 

Si  el  fallido  tiene  dos  ó  mas  casas  comerciales  separadas 
y  distintas,  serán  competentes  respecto  de  cada  una  de  ellas  los 
jueces  y  tribunales  de  su  domicilio. 

Articulo  24 

En  el  caso  del  articulo  anterior. el  juicio  de  falencia  pre- 
nunciado contra  una  de  las  casas  comerciales,  no  será  extensivo 
a  la  otra. 

Articulo  2$ 

El  juicio  de  falencia  pronunciado  en  un  país  extranjero, 
tiene  para  Las  Repúblicas  un  valor  extraterritorial;  pero  no  se  le 
tiara  cumplimiento  en  cuanto  á  ejecuciones  sobre  los  bienes    del 
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deudor,  ó  á  las  providencias  coercitivas  contra  su  persona,  smó 
previa  la  revisión  á  que  están  sujetas  las  sentencias  expedidas 
en  otro  país. 

Artículo  26 

La  revisión  prescrita  en  el  artículo  precedente  no  es  nece- 
saria para  que  el  juicio  de  falencia  pruebe  la  fecha  de  la  quiebra, 
ni  para  que  en  él  se  funde  la  excepción  de  cosa  juzgada,  ni  tam- 
poco para  que  los  síndicos  de  la  quiebra  practiquen  actos  de 
mera  precaución  y  seguridad. 

Artículo  27 

Los  acreedores  del  fallido  presentarán  sus  títulos  y  harán 
uso  de  su  derecho  ante  el  juez  ó  tribunal  que  ha  declarado  la 
quiebra. 

Artículo  28 

Los  convenios  ó  arreglos  celebrados  por  el  deudor  fallido 
con  sus  acreedores  sobre  esperas  ó  quitas,  se  regularán,  en  cuan- 
to á  su  validez  y  sus  resultados  jurídicos,  por  la  ley  del  lugar  en 
que  se  ha  declarado  la  falencia. 

Artículo  2g 

El  juez  de  la  quiebra  es  el  competente  para  pronunciar  la 
rehabilitación  del  fallido. 

Artículo  30 

No  tendrán  valor  los  actos  por  los  cuales  el  deudor  fallido, 
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después  de  la  declaración  de  la  falencia,  vendiese,  cediese  ó  gra- 
vase de  cualquier  modo,  los  bienes  que  tenga  en  las  Repúblicas. 


TITULO  IV 

DE  LOS  PRIVILEGIÓSE  HIPOTECAS 

Artículo  31 

Los  privilegios  adquiridos  antes  de  la  fecha  en  que  se  con- 
sidere fallido  al  deudor  por  el  juez  de  la  quiebra,  se  respetarán, 
aunque  los  bienes  privilegiados  se  vendan  ó  trasporten  al  domi- 
cilio del  fallido. 

Artículo  32 

Las  hipotecas  ya  sean  convencionales,  ya  legales,  ya  judi- 
ciales que  han  tenido  su  origen  antes  de  la  fecha  á  que  se  refiere 
el  anterior  artículo,  serán  también  respetadas  en  los  juicios  de 
falencia. 

Artículo  33 

Los  embargos  trabados  sobre  bienes  del  deudor  después 
de  la  quiebra  no  dan  ningún  derecho  de  preferencia. 

Artículo  34 

Los  acreedores  hipotecarios  podrán  ejercer  su  derecho  so- 
bre los  bienes  hipotecados  que  no  existan   en    el  domicilio    del 


deudor;  pero  en  tal  caso,  el  excedente  será  puesto  á  disposición 
del  juez  de  la  quiebra. 

Artículo  35 

Si  los  bienes  hipotecados  que  existan  fuera  del  domicilio 
comercial  del  deudor  se  hubiesen  rematado  por  comisión  roga- 
toria del  juez  de  la  quiebra,  los  acreedores  tendrán  sobre  el  pro- 
ducto del  remate  la  preferencia  que  les  conceda  la  ley  de  la  si- 
tuación de  dichos  bienes. 


MEMORIA 

del  Presidente  de  la  Comisión  nombrada  para  la  formación  de  un 
proyecto  sobre  uniformar  las  legislaciones  comerciales  de  las 
Repúblicas  americanas  en  algunas  materias  de  Derecho  In- 
ternacional Privado. 


Honorables  Señores: 

Habría  sido  muy  provechosa  la  celebración  de  un  Tratado 
en  que  las  Repúblicas  de  la  América  Latina  uniformasen  sus  le- 
gislaciones comerciales,  sino  totalmente,  al  menos  en  todas  aque- 
llas partes  que  tienen  alguna  conexión  con  el  Derecho  Interna- 
cional. Sin  embargo,  consideradas  seriamente  las  dificultades  que 
hay  en  la  actualidad  para  llevar  á  cabo  un  tratado  deesa  magnitud 
y  trascendencia,  la  Comisión  ha  creído  conveniente  limitarse  á 
la  adopción  de  algunas  reglas,  aplicables  á  los  casos  en  que  se 
presenten  conflictos  entre  los  códigos  americanos  y  las  leyes 
mercantiles  de  otros  paises.  El  tercer  tratado  que  ahora  elevo  á 
la  consideración  del  Congreso,  tiene  precisamente  ese  objeto; 
y  no  dejará  de  contribuir  á  que  se  realice  el  pensamiento  noble 
y  generoso  que  ha  dado  origen  á  la  institución  de  esta  Asam- 
blea. 

Casi  todas  las  disposiciones  acordadas  con  el  motivo  que 
acabo  de  indicar,  se  derivan  de  lo  resuelto  por  el  Congreso  al 
desempeñar  la  primera  parte  de  su  programa:  en  realidad  no  son 
sino  legítimas  consecuencias  de  esas  resoluciones.  No  obstante, 
se  ha  creído  que  la  gran  importancia  práctica  de  las  cuestiones 
de  Derecho  Internacional  Privado  sobre  letras  de  cambio,   so- 
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ciedadcs  extranjeras,  falencias  y  privilegios,  exigía  decisiones 
especiales  y  muy  claras,  aunque  ellas  no  .fuesen  más  que  la  apli- 
cación de  principios  sentados  anteriormente. 

El  primer  título  trata  de  las  letras  de  cambio  que  han  sido 
materia  de  estudios  serios  y  fijado  la  atención  de  jurisconsultos 
eminentes.  Esos  papeles  de  crédito,  destinados  á  trasladar  rápi- 
damente los  capitales  de  un  lugar  á  otro,  á  facilitarlas  transaccio- 
nes, estrechar  asi  las  relaciones  de  los  pueblos  y  aumentar  los 
medios  de  su  prosperidad,  han  influido  poderosamente  sobre  el 
progreso  del  género  humano.  Es,  pues,  indispensable  considerar- 
los como  uno  de  los  ramos  principales  de  la  legislación  mercantil 
y  darles  un  lugar  de  preferencia  en  el  tratado  actual.  Que  el  gi- 
rador de  una  letra  de  cambio  debe  asegurar  el  pago  de  la  suma 
librada;  que  el  endosante  tiene  la  misma  obligación;  que  el  por- 
tador debe  presentar  la  letra  á  su  vencimiento  para  que  sea  pa- 
gada; que  tiene  el  derecho  de  exigir  su  importe  al  librador  ó  al 
endosante,  si  ha  sido  protestada  por  falta  de  pago  ó  aceptación, 
son  en  esta  materia  verdades  fundamentales  y  generalmente  re- 
conocidas en  todas  las  plazas  de  comercio.  Sin  embargo,  no  hay 
una  completa  uniformidad  en  cuanto  á  los  medios  de  obtener 
esos  resultados. 

En  Inglaterra,  por  ejemplo,  el  portador  de  una  letra  con 
endoso  firmado  en  blanco  puede  trasmitir  la  propiedad  á  un  ter- 
cero; y  si  en  realidad  no  es  dueño  de  la  letra  sino  un  simple  man- 
datario, estará  obligado  á  reparar  el  perjuicio  que  haya  causado 
á  su  mandante;  pero  siempre  quedará  firme  la  trasmisión  del  do- 
cumento. En  Italia  y  otros  Estados  la  jurisprudencia  es  diversa; 
y  los  endosos  firmados  en  blanco  no  confieren  al  tenedor  el  de- 
recho de  disponer  de  la  letra,  sino  solamente  el  de  practicar  ac- 
tos de  una  simple  procuración.  En  Prusia  la  aceptación  puede 
ser  verbal;  y  se  considera  que  ha  aceptado  la  letra  quien  la  ha 
retenido,  durante  una  noche  sin  observación  alguna.  Según  el 
artículo  290  del  Código  Italiano,  el  portador  de  un  letra  protes- 
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tada  por  falta  de  pago  tiene  una  acción  colectiva  contra  el  li- 
brador y  el  endosante.  La  ley  austriaca,  por  el  contrario,  impo- 
ne al  tenedor  la  obligación  de  dividir  su  acción.  El  artículo  164 
del  Código  Francés  dispone  que  el  portador  de  una  letra  protes- 
tada por  falta  de  pago,  puede  ejercer  su  acción  subsidiaria,  indi- 
vidual ó  colectivamente,  contra  el  librador  y  cada  uno  de  los 
endosantes.  En  el  Perú,  en  la  República  Argentina,  la  del  Uru- 
guay, la  de  Costa  Rica  y  otros  Estados,  el  portador  puede  enta- 
blar su  demanda  contra  el  librador  ó  contra  los  endosantes;  pe- 
ro interpuesta  la  acción  contra  uno  de  ellos,  no  le  es  permitido 
ejercerla  contra  los  demás  sino  en  el  caso  de  la  insolvencia  del 
demandado.  Para  resolver  sin  grandes  obstáculos  las  cuestiones 
que  pueden  presentarse,  cuando  se  trate  de  las  letras  de  cambio 
giradas  de  otros  países  sobre  las  Repúblicas  signatarias  ó  vice 
versa;  se  han  aceptado  los  principios  que  han  parecido  más  con- 
formes á  la  justicia,  más  fáciles  de  aplicarse  y  apoyados  por  la 
autoridad  de  respetables  autores. 

Ante  todo,  es  preciso  hacer  una  distinción  entre  el  contra- 
to de  cambio  y  la  letra  de  cambio  que  es  su  inmediata  conse- 
cuencia. El  contrato  de  cambio  es  la  convención  por  medio  de 
la  cual  una  persona  contrae  la  obligación  de  hacer  que  se  pague 
cierta  suma  á  otra  persona,  ó  á  su  orden,  en  un  lugar  distinto 
de  aquel  en  que  se  realiza  el  contrato.  La  obligación  de  que  se 
trata  puede  tener  diversas  causas.  Talvez  el  librador  ha  com- 
prado algo  y  se  ha  comprometido  á  pagar  el  precio  en  esta  for- 
ma; talvez  ha  celebrado  una  permuta  de  monedas,  ó  no  ha  tenido 
mas  objeto  que  suplir  un  valor  á  la  persona  en  cuyo  favor  ha 
hecho  el  giro,  la  cual  quedará  obligada  á  la  restitución  en  tales 
ó  cuales  términos. 

«La  letra  de  cambio,  dice  Massé,  es  la  expresión  del  con- 
>  trato  de  cambio,  el  título  que  le  pone  en  actividad,  que  le  realiza 
:»  y  por  medio  del  cual  la  suma  librada  se  recauda  por  aquel  en 
»  cuyo  provecho  se  ha  hecho  el  giro,  ó  por  su  representante.  > 


Desde  que  ese  documento  es  suscrito  y  comienza  á  circu- 
lar, también  principian  á  desarrollarse  ciertas  relaciones  jurídicas 
entre  las  diferentes  personas  que  en  él  intervienen.  El  que  gira 
la  letra,  el  que  la  endosa,  el  que  la  acepta  y  el  que  afianza  la 
aceptación  ó  el  pago,  todos  ellos  adquieren  derechos  y  contraen 
obligaciones  que  pueden  originar  conflictos  y  exigen  ciertas  re- 
glas de  Derecho  internacional. 

Al  considerar  las  letras  de  cambio,  lo  primero  que  ocurre 
es  averiguar  como  se  juzgará  acerca  de  la  capacidad  del  libra- 
dor extranjero,  cuando  las  leyes  de  su  país  no  estén  acordes 
con  las  que  rigen  en  las  Repúblicas.  Si  todo  aquel  que  es  capaz 
en  el  orden  meramente  civil,  lo  fuera  también  en  el  orden  co- 
mercial, la  cuestión  sería  supérflua  en  este  Tratado;  porque  ya 
se  ha  resuelto  que,  generalmente  hablando,  la  capacidad  de  las 
personas  se  regule  por  su  ley  nacional;  pero  además  de  las  leyes 
que  determinan  la  capacidad  de  las  personas  para  los  actos  co- 
munes de  la  vida  civil,  hay  otras  que  establecen  excepciones  pa- 
ra los  que  se  dedican  á  la  profesión  del  comercio  ó  ejecutan  al- 
gunos actos  comerciales.  El  artículo  1 13  del  Código  Mercantil  de 
Francia  declara  que  carecen  de  valor  legal  las  letras  de  cambio 
suscritas  por  las  mugeres  que  no  ejercen  la  profesión  del  comer- 
cio. Esos  documentos  se  reputan  como  simples  promesas:  dan  en 
realidad  derecho  al  tenedor  para  exigir  el  cumplimiento  de  lo 
prometido;  pero  no  están  sujetos  á  las  severas  disposiciones  que 
garantizan  el  pago  de  las  letras  de  cambio.  Según  el  artículo  84 
de  la  ley  germánica,  sobre  cambio,  la  capacidad  de  un  extranje- 
ro para  girar  dichas  letras  se  juzgará  por  su  ley  nacional;  pero  si 
el  librador  es  capaz,  según  la  ley  germánica,  no  podrá  eximirse 
de  cumplir  las  obligaciones  que  resultan  del  giro,  aunque  alegue 
una  incapacidad  fundada  en  la  ley  de  su  patria.  Hay  también  al- 
gunos Estados  en  que  se  prohibe  girar  letras  de  cambio  á  los  mi- 
litares y  á  las  personas  de  cierta  gerarquía,  imponiéndoles  así 
una  incapacidad  relativa. 
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La  Comisión  no  ha  considerado  conveniente  separarse  üc 
la  regla  general  establecida  en  el  primer  tratado;  y  en  esta  vir- 
tud ha  acordado  que  la  capacidad  para  girar  letras  de  cambio, 
dependa  de  la  ley  nacional  del  girador  salvo  el  caso  en  que  esa 
ley  sea  incompatible  con  las  instituciones  republicanas.  La  ex- 
cepción adoptada  en  Alemania  contra  los  extranjeros  no  tiene 
una  base  verdaderamente  jurídica;  y  también  se  opone  á  esa  li- 
beralidad razonable  que  siempre  refluye  en  provecho  de  los  Es- 
tados que  la  profesan,.  Braver,  el  comentador  de  la  ley  germíni- 
ca,  no  deja  de  reconocer  los  inconvenientes  de  esa  excepción 
odiosa  y  al  hablar  de  ella,  se  expresa  en  los  términos  siguientes: 
«  La  protección  que  el  artículo  84  concede  a  nuestros  nacionales 
»  contra  los  extranjeros,  es  de  una  manera  general  contraria  á 
» los  principios  del  Derecho  Internacional;  y  además  es  en  cierto 
»  modo  hostil  al  extranjero.  >  (*) 

Es  verdad  que  después  de  estas  palabras  notables,  Braver 
procura  disculpar  á  su  patria  y  considera  justificada  la  restricción 
de  que  se  trata,  por  haberla  admitido  antes  otras  naciones  ilus- 
tradas. Sin  embargo,  en  el  Código  de  Francia  al  que  se  refiere,  • 
no  aparece  sancionada  la  doctrina  germánica;  y  si  alguna  vez 
los  tribunales  franceses  la  han  invocado,  no  lian  llegado  á  fundar 
una  regla  general  y  constante. 

Fcelix  reprueba  algunas  decisiones  judiciales  en  que  ha  si- 
do aceptada:  vé  en  ellas  una  violación  manifiesta  déla  justicia 
internacional;  y  cree  que  la  protección  imprudente,  concedida 
en  algunos  casos  á  los  franceses  ha  sido  causa  de  que  éstos  en 
otros  países  sufran  los  resultados  de  resoluciones  rigurosas  adop- 
tadas por  vía  de  retorsión.  Demangeat,  apoyándose  en  elart.  3.0 
del  Código  de  Napoleón  y  en  el  debate  que  le  precedió,  opina 
del  mismo  modo  que  Fcelix.  En  su  concepto,  la  regla  del  Código 
Civil  no  admite  restricciones:  es  aplicable  también  á  los  asuntos 


i1)  Véase  á  Foelix.  Traite  cln  Droit  International  Privé,  nota  6,   pág.  4.a  79. 
edición. 


mercantiles;  y  cuando  un  extranjero  incapaz  según  la  ley  de  su 
patria,  celebra  un  contrato  en  Francia,  no  hay  razón  alguna  pa- 
ra sostener  la  validez  de  ese  contrato,  sea  cual  fuera  su  natura- 
leza í1). 

Al  discutirse  el  proyecto  sobre  la  reforma  del  Código  Mer- 
cantil de  Italia,  uno  de  los  jurisconsultos  comisionados  para  ese 
importante  trabajo,  quiso  que  se  admitiese  la  jurisprudencia  ger- 
mánica; pero,  los  otros  miembros  de  la  Comisión  rehusaron  pres- 
tarle su  apoyo;  y  se  abstuvieron  de  restringir  por  una  ley  espe- 
cial el  principio  saludable,  establecido  en  el  art.  6.°  del  Código 
Civil  Italiano  (-). 

La  forma  del  giro  de  una  letra,  asi  como  la  del  endoso,  de 
la  aceptación  y  del  protesto,  se  sujetarán  al  principio  locus  regit 
actwn;  porque  asi  lo  exigen  los  principios  de  la  justicia  y  los  ver- 
daderos intereses  del  comercio.  Las  razones  espuestas  por  Mer- 
lin,  Savigny  y  otros  autores  al  hablar  en  general  de  la  forma  de 
los  contratos,  nada  pierden  de  su  vigor  cuando  se  les  considera 
con  relación  á  las  letras  de  cambio;  y  por  el  contrario  adquieren 
mas  importancia.  Si  por  una  parte  es  conforme  á  la  ciencia  suje- 
tar la  forma  de  esos  actos  mercantiles  á  la  ley  bajo  cuyo  imperio 
han  sido  celebrados  y  que  les  dá  una  existencia  jurídica,  por 
otra  parte  los  intereses  del  comercio  sufrirían  grandes  perjuicios 
con  las  perturbaciones  que  resultasen  de  seguir  el  sistema 
opuesto. 

Massé,  después  de  referir 'que  Voet  y  Dupuis  de  la  Serna, 
separándose  de  la  opinión  común  dan  la  preferencia  á  la  ley 
del  lugar  del  pago,  dice:  «no  se  comprende  como  por  una  dero- 

>  gación  de  todas  las  reglas,  el  que  suscribe  una  letra  de  cambio 

>  ó  un  endoso  en  cierto  lugar,  esté  obligado  á  instruirse  de   las 

>  formas  exigidas  en  el  lugar  del  pago;   formas   que   no   puede 

>  conocer  de  una  manera  segura  y  respecto   de  las   cuales  está 


(:)  Nota,  pág.  204  de  la  obra  citada. 

(2)  Atti  de  la  Commissione  part.  1.a  N.°  22. 
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»  expuesto  á  cometer  errores  con  tanta  mas  facilidad  cuanto  que 

>  aun  conociendo  el  texto  de  la    ley  extranjera,    puede   ignorar 

>  su  espíritu  y  aun  el  verdadero  sentido  de  sus  palabras  >  (1). 

Nada  hay  que  oponer  á  las  observaciones  de  Massé:  nada 
que  pueda  oscurecerlas:  su  refutación  es  concluyente.  Las  solem- 
nidades externas  de  los  actos  jurídicos,  como  dice  Savigny  se 
han  establecido,  no  para  embarazar  los  asuntos  civiles  sino  para 
facilitarlos;  y  no  se  obtendría  este  resultado,  siguiendo  el  pare- 
cer de  los  autores  que  pretenden  subordinar  las  formas  del  giro 
y  del  endoso  á  las  leyes  que  rigen  en  el  lugar  de  la  aceptación 
ó  del  pago. 

La  única  cuestión  que  puede  presentarse  es  la  de  saber  si 
la  sumisión  á  las  formalidades  prescritas  en  el  lugar  del  giro  es 
facultativa  ó  preceptiva.  Según  Fiore,  «  si  las  partes  quieren  se- 
i  guir  en  cuanto  á  la  forma,  la  ley  del  lugar  en   que  la  letra   de 

>  cambio  ha  de  ser  pagada,  pueden  hacerlo,  porque   el   princi- 

>  pió  loáis  regit  actum  es  facultativo  y  no  imperativo.  >  Según 
Nougier  c  si  dos  ingleses ,  residentes  en  Francia ,  suscriben  una 
j  letra  de  cambio  pagadera  en  Inglaterra  bajo  la  forma  valor 
»  recibido,  esa  letra  será  válida  porque  se  presume  que  las  par- 

>  tes  por  un  acuerdo  tácito  se  han  referido  á  la  ley  ingle- 
»  sa.  C2) 

Lo  que  Fiore  dice  en  este  párrafo  está  de  acuerdo  con  la 
opinión  de  la  mayoría  de  los  autores;  es  además  conforme  á  la 
verdadera  teoría  de  Derecho  Internacional  Privado,  que  no  per- 
mite las  restricciones  innecesarias  de  la  libertad  individual;  y 
por  último,  tiene  aplicación  no  solo  en  las  letras  de  cambio  sino 
también  en  todos  los  contratos  que  han  de  cumplirse  fuera  del 
territorio  en  que  han  sido  celebrados.  No  obstante,  es  preciso 
entender,  como  lo  expone  Fcelix,  Massé  y  el  mismo  Fiore;  que  ni 


Q)    Le  Droit  Commercial  dans  ses  rapports  avec  le  droit  des  gens  et  le  civil 
N.°  589 

('-)    Droit  International  Privé.  Fiore  N.°  34=5. 
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aún  en  este  caso  la  observancia  de  la  íegla  locusregit  actum  es  fa- 
cultativa en  un  sentido  absoluto,  sino  con  respecto  á  los  extran- 
jeros que  pueden  adoptar  las  formas  establecidas  en  su  patria, 
salvo  el  caso  en  que  las  leyes  de  su  domicilio  ó  residencia  tem- 
poral no  se  lo  prohiban  de  una  manera  terminante. 

Menos  fácil  es  decidir,  según  Massé,  si  los  contratantes 
gozan  de  la  misma  libertad,  cuando  el  contrato  se  celebra  en- 
tre nacionales  y  extranjeros.  Pueden  ocurrir  varios  casos,  dice 
ese  autor:  el  contrato  puede  ser  signalagmático  ó  unilateral.  Si 
el  contrato  produce  una  obligación  recíproca,  como  sucede  en 
las  letras  de  cambio,  no  puede  ser  eñcaz  para  una  parte,  sin  ser- 
lo al  mismo  tiempo  para  la  otra;  porque  lo  contrario  sería 
establecer  una  desigualdad  y  quebrantar  abiertamente  las  re- 
glas de  la  justicia.  Quedando,  pues,  el  extranjero  obligado  según 
la  ley  de  su  país,  el  nacional  no  podría  excusarse  de  cumplir  la 
obligación  que  le  corresponde,  aunque  la  forma  del  acto  no  es- 
tuviese arreglada  á  los  preceptos  de  la  ley  local.  Cuando  el 
contrato  es  unilateral  se  debe  atender  á  la  persona  que  contrae 
la  obligación.  Si  el  que  se  obliga  es  extranjero  y  acepta  las  for- 
malidades que  rigen  en  su  patria,  no  podrá  anular  esa  obliga- 
ción; pero,  si  es  nacional  el  resultado  será  enteramente  contra- 
rio 0. 

La  Comisión  no  ha  creído  necesario  tratar  de  todas   estas 

emergencias,  sino  más  bien  dejar  alguna  latitud  al  poder  judicial; 
para  que  las  decida,  estudiando  las  circunstancias  especiales  de 
cada  caso.  El  artículo  2.°  del  título  i.°  no  excluye  las  doctrinas 
expuestas  por  Massé;  y  lo  que  significa  es  que  por  regla  general 
las  letras  de  cambio  redactadas  conforme  á  la  ley  del  giro,  sur- 
tirán sus  efectos,  aunque  carezcan  de  las  solemnidades  externas 
que  se  exijan  en  las  Repúblicas. 

Para  regular  los  acciones  y  obligaciones  que  produce  una 
letra  de  cambio,  no  se  ha  encontrado  el  menor  obstáculo,  ni   ha 


(')  Massé  número  573  do  la  obra  citada. 
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ocurrido  por»consiguiente  la  necesidad  de  muchas  conferencias. 
Las  doctrinas  proclamadas  por  los  más  notables  jurisconsultos 
son  tan  claras,  tan  correctas  y  tan  á  propósito  para  facilitar  el 
desarrollo  del  comercio,  que  todos  los  Señores  de  la  Comisión 
las  han  aceptado  sin  discrepancia  alguna. 

El  contrato  que  se  celebra  entre  el  librador  y  la  persona  á 
cuyo  cargo  se  gira  la  letra  es,  como  dice  Fiore,  un  contrato  de 
mandato  ó  comisión;  y  el  que  se  celebra  entre  el  portador  y  el 
aceptante,  es  una  caución  solidaria  en  virtud  de  la  cual  este  úl- 
timo se  subroga  en  las  obligaciones  del  girador.  El  que  acepta 
una  letra  por  intervención  para  honrar  la  firma  del  librador  ó 
del  endosante,  viene  á  ser  en  realidad  un  gestor  de  negocios  y 
contrae  las  responsabilidades  anexas  á  esta  especie  de  cuasi 
contratos.  Por  medio  del  endoso  el  propietario  de  una  letra  la 
trasmite  á  otro,  ya  sea  en  cambio  de  un  valor  que  éste  se  obli- 
gue á  entregarle,  ya  sea  para  hacer  el  pago  de  alguna  deuda 
anterior. 

Todos  esos  actos,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  3.0 
4.0  y  5.0  del  título  i.°,  quedan  sujetos,  en  cuanto  á  su  forma,  su 
validez  y  sus  efectos  jurídicos,  á  la  ley  del  país  donde  han  sido 
redactados.  Estas,  reglas  no  necesitan  ya  comentarios  ni  demos- 
traciones :  no  contienen  más  que  la  aplicación  de  las  doc- 
trinas generalmente  admitidas  sobre  los  contratos  celebra- 
dos en  un  país  extraño.  Lo  único  que  puede  discutirse  es,  si 
el  endoso  se  reputará  consumado  en  el  lugar  en  que  ha  sido  es- 
crito, ó  en  el  que  se  reciba  su  aceptación.  Si  se  hubieran  de  ob- 
servar rigurosamente,  dice  Massé,  los  principios  generales  sobre 
contratos  celebrados  entre  personas  residentes  en  lugares  dis- 
tintos, el  recibo  de  la  aceptación  sería  indispensable  para  que  el 
acto  fuese  perfeccionado,  pero  hay  otras  reglas,  cuando  se  trata 
de  un  contrato  como  el  endoso  de  una  letra  de  cambio,  que  des- 
tinado á  circular  desde  que  sale  de  las  manos  del  que  lo  emi- 
te, ya  no  puede  ser  revocado;  y  por  tanto   debe   considerársele 
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perfecto,  sin  que  sea  necesaria  la  aceptación  expresa  del  desti- 
natario (1).  Cuando  la  aceptación  ó  el  consentimiento  intervie- 
nen, ambos  actos,  se  retrotraen  á  la  fecha  del  documento. 

La  aplicación  de  ios  principios  expuestos  conduce  á  con- 
cluir que  cuando  una  letra  de  cambio  es  sucesivamente  endosada 
enpaises  regidos  por  leyes  diversas,  puede  suceder  que  esos  en- 
dosantes no  queden  sujetos  á  las  mismas  responsabilidades,  te- 
niendo alguno  de  ellos  obligaciones  mas  graves  que  otros  res- 
pecto á  su  cesionario. 

Entonces  se  presenta  la  necesidad  de  dar  una  solución 
conveniente  á  las  cuestiones  que  pueden  emanar  de  esas  respon- 
sabilidades diversas;  y  por  eso  en  el  art.  6.°  se  ha  resuelto  que, 
en  ningún  caso  el  endosante  podrá  trasmitir  á  su  cesionario  con 
respecto  al  librador  y  al  aceptante,  mas  derechos  que  los  deter- 
minados por  la  ley  del  lugar  en  que  se  ha  realizado  el  giro  ó  la 
aceptación. 

El  aval  tiene  por  objeto  afianzar  el  pago  de  una  letra  para 
el  caso  de  que  no  la  acepte  ó  no  la  pague  aquel  á  cuyo  cargo  ha 
sido  girada:  y  de  esta  consideración  se  deduce  la  regla  conteni- 
da en  el  art.  8.  Como  quien  firma  el  aval  se  obliga  solidaria- 
mente y  en  los  mismos  términos  que  el  librador,  el  endosante  ó 
el  aceptante,  sus  obligaciones  son  las  mismas  que  las  de  aquel  á 
quien  haya  afianzado. 

Parece  innecesario  advertir  que  el  aval  puede  ser  modifi- 
cado por  el  convenio  de  las  partes,  limitándose  la  garantía  á  una 
parte  de  la  suma  librada,  ó  poniéndose  algunas  otras  calidades, 
en  cuyo  caso  si  hay  necesidad  de  interpretaciones,  ellas  se  suje- 
tarán á  Jos  usos  y  las  costumbres  del  lugar  de  la  suscrición. 

En  cuanto  á  las  sociedades  extranjeras,  de  que  se  trata  en 
el  título  2.°  el  sistema  político  de  la  América  Republicana  indi- 
ca el  sendero  que  ha  de  seguirse  al  uniformar  en  esta  parte   sus 


Q)  Massé,  núm.  590  de  la  obra  citada. 
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legislaciones.  Es  preciso  no  imponer  á  esas  sociedades  tales  tra- 
bas que  impidan  el  desenvolvimiento  de  sus  relaciones  mercanti- 
les ó  industriales;  pero  tampoco  es  conveniente  otorgarles 
una  libertad  tan  amplia  que  origine  grandes  abusos  y  dañe  los 
intereses  de  los  que  incautamente  pueden  ser  alucinados  por 
ofrecimientos  engañosos.  Hallar  el  medio  de  evitar  estos  dos  es- 
collos, poniendo  en  armonía  las  grandes  ventajas  de  la  asocia- 
ción, con  los  principios  tutelares  del  orden  civil,  es  el  objeto  á 
que  se  han  dirijido  nuestros  esfuerzos. 

La  Bélgica  es  la  Nación  que  principalmente  se  ha  contraí- 
do á  establecer  algunas  reglas  de  Derecho  Internacional  Priva- 
do  sobre  esta  materia.  Cuando  el  Código  Comercial  de  Francia 
regía  enteramente  en  ese  Estado,  se  promovió  una  fuerte  con- 
troversia sobre  si  las  sociedades  extranjeras  podían  ser  reconoci- 
das como  verdaderas  personas  jurídicas  y  si  por  tanto  estaban 
autorizadas  para  ocurrir  en  nombre  propio  á  los  tribunales  del 
país.  Esa  cuestión  no  era  entonces  meramente  especulativa:  era 
una  cuestión  de  gran  interés,  especialmente  respecto  de  las  so- 
ciedades francesas  de  seguros,  las  cuales  realizaban  en  Bélgica 
muchas  é  importantes  operaciones.  Por  un  decreto  de  la  Corte 
de  Casación,  expedido  en  22  de  Julio  de  1847,  la  cuestión,  fué 
resuelta  de  una  manera  favorable  á  las  sociedades  extranjeras. 
Ellas  fueron  reputadas  como  personas  jurídicas  y  hábiles  por 
consiguiente  para  contratar  y  promover  sus  acciones  ante  las 
autoridades  belgas.  La  Corte  fundó  su  decreto  en  el  artículo  3.a 
del  Código  de  Napoleón  adoptado  íntegramente  en  Bélgica  como 
Código  Civil  del  Estado.  Si  los  belgas,  se  dijo,  aunque  residan 
fuera  del  Reino,  están  sujetos  á  las  leyes  de  bélgica,  por  recipro- 
cidad las  leyes  extranjeras  también  regirán  á  los  extranjeros, 
sin  distinguir  de  las  personas  físicas  á  las  jurídicas,  pues  el  cita- 
do artículo  no  hace  tal  distinción. 

Esa  doctrina  estaba  apoyada  en  una   base    científica:    era 
conforme  al  principio  adoptado  por  el  Código  Civil,  y  por  tanto 
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parecía  digno  de  la  aprobación  general.  No  obstante,  la  decisión 
de  la  Corte  fué  censurada  é  impugnada  por  algunos  profesores  del 
derecho.  Las  impugnaciones  fueron  tan  acaloradas  que  surtieron 
su  efecto;  y  la  Corte  se  consideró  obligada  á  retractarse,  resolvien- 
do que  las  sociedades  extranjeras,  aunque  constituidas  conforme 
á  la  ley  de  su  país,  no  podían  tener  en  Bélgica  una  existencia  le- 
gal. El  fundamento  de  esta  nueva  decisión  se  redujo  á  exponer 
que  la  soberanía  de  un  Estado  se  limitaba  á  su  territorio;  y  de  esta 
consideración  se  quiso  deducir  que  los  actos  de  un  poder  estra- 
ño,  no  podían  ser  eficaces  en  Bélgica.  Una  ley  posterior  vino  en 
cierto  modo  á  confirmar  esta  doctrina  y  dispuso  que  las  socieda- 
des francesas  aunque  autorizadas  por  su  Gobierno,  no  fuesen  con- 
sideradas en  Bélgica  como  personas  jurídicas  sino  con  la  condi- 
ción de  reciprocidad,  declarándose  al  mismo  tiempo  que  esta  re- 
gla era  extensiva  á  cualesquiera  otras  sociedades  extranjeras. 

Así  continuaron  las  cosas  por  algunos  años;  pero  ideas 
más  liberales  iban  ganando  terreno  poco  á  poco;  y  al  fin  en  1 8 
de  Mayo  de  1873  otra  ley  posterior  reformando  el  libro  3.0  del 
Código  de  Comercio  adoptó  una  nueva  y  más  provechosa  juris- 
prudencia, sancionando  las  reglas  siguientes: 

1.a  Las  sociedades  anónimas  y  cualesquiera  otras,  ya  sean 
comerciales  ó  industriales  que  se  han  establecido  y 
tienen  su  asiento  en  país  extranjero,  podrán  ejecutar 
sus  operaciones  en  Bélgica  y  presentarse  en  juicio. 
2.a  Toda  sociedad  cuyo  principal  establecimiento  exista 
en  Bélgica,  está  sujeta  á  la  ley  belga,  aunque  el  acto 
constitutivo  se  haya  realizado  en  un  país  extranjero. 
3.a  Los  artículos  del  Código  de  Comercio  relativos  á  la  pu- 
blicación de  los  actos  y  balance  sociales,  así  como  el 
artículo  66  (')  son  aplicables  á  las  sociedades  extran- 


(')  El  articulo  de  que  so  habla  en  esta  parte  de  la  ley,  dispone  que  todos 
los  actos,  facturas,  anuncios  y  otras  piezas  emanadas  de  una  sociedad  anónima, 
contengan  la  denominación  social  precedida  ó  seguida  de  estas    palabras:    «socie- 


jeras  que  tengan  en  Bélgica  una  sucursal  ó  un  asiento 
cualquiera  de  operaciones  C1). 
Cuando  se  trató  de  reformar  el  Código  Italiano  de  Comercio, 
ias  disposiciones  contenidas  en  la  ley  belga  se  tuvieron  presentes 
y  no  dejaron  de  contribuir  á  que  la  comisión  nombrada  para 
proyectar  las  reformas,  aprobase  algunas  reglas  con  el  designio 
de  conceder  las  garantías  posibles  á  las  sociedades  extranjeras. 

No  parecerá  inoportuno  insertar  aquí  lo  que  el  Ministro  de 
Agricultura,  Industria  y  Comercio  expuso  en  la  Memoria,  dirigi- 
da á  la  Comisión  Reformadora,  al  principio  de  sus  labores. 

<  Dos  sistemas  opuestos,  dijo,  pueden  adoptarse  respecto 

>  de  las  sociedades  extranjeras.  Se  puede  reconocerlas  y  permi- 
»  tir  que  obren  en  nuestro  país  cuando  son  organizadas  según  la 
s  ley  de  su  nación;  y  también  se  puede  rehusar  su  reconocimien- 
»  to  y  la  facultad  de  que  ejerzan  sus  funciones  en  nuestro  Esta- 

>  do,  cuando  no  se  han  organizado  según  la  ley  italiana.  Ambos 

>  sistemas  están  simultáneamente  en  vigor  entre  nosotros;  y  es- 
9  to  depende  de  la  variedad  de  las  convenciones  internacionales 

>  celebradas  con  paises  diversos,  según  que  ellas  estaban   ó  nó, 

>  dispuestas  á  consentir  en  la  reciprocidad.   En  el  primero  de 

>  esos  sistemas  se  corre  el  riesgo  de  permitir,  como  sucede  ac- 
»  tualmente,  que  operen  en  el   Estado  sociedades  constituidas 

>  sobre  bases  menos  restrictivas,  ó  si  se   quiere,  menos  pruden- 

>  tes  que  aquellas  en  que  se  funda  la  organización  de   nuestras 

>  sociedades.  Adoptando  el  segundo  sistema,  se  opone  un   gran 

>  obstáculo  al  desarrollo  del  comercio,  el  cual   multiplica  todos 

>  los  dias  sus  relaciones  internacionales  y  exige  que  las  socieda- 

>  des  de  un  Estado  puedan  ejercer  libremente  sus  funciones  en 
»  otro.  Debe  notarse  que  los  daños  provenientes   de   reconocer 


dad  anónima».  Se  prescriba,  además,  que  si  las  referidas  piezas  anuncian  el  capital 
social  designen  el  que  resulte  del  último  balance. 

(1)  Véase  en  el  diaiio  de  Derecho  Internacional  Privado,  año  1877,  página 
881,  el  articulo  de  Namur,  catedrático  de  Lieja,  sobre  la  situación  de  las  socieda- 
des extranjeras  en  Bélgica. 


>  sin  condición  las  sociedades  constituidas  en  un  país  extranje- 

>  ro  viene  disminuyéndose  gradualmente;  porque  las  legislaciones 

>  de  los  Estados  sobre  materia  de  sociedades,  se  aproximan  ca- 

>  da  dia  más;  ya  en  la  actualidad,  todas  son  dirigidas  por  los  mis" 

>  mos  principios  fundamentales. 

>  El  proyecto   belga  ha  adoptado  un  sistema   intermedio 

>  que,  en  mi  concepto,  evita  los  defectos  de  los  otros  dos,  al  paso 

>  que  reúne  sus  ventajas;  y  yo  quisiera  que  en  conformidad  con 

>  aquel  proyecto  se  adoptara  la  regla  de  que  la  sociedad  mercan- 

>  til  constituida  en  un  país  extranjero  pudiese  obrar  libremente 

>  y  presentarse  ante  la  autoridad  del   Reino;  pero  que   aquellas 

>  que  tuviesen  su  principal  establecimiento  ó  ejerciesen   princi- 

>  pálmente  su  industria  en  Italia,  aunque  establecidas  en  un  país 

>  extranjero,  estuviesen  enteramente   sujetas  á  la  ley  italiana. 

>  Esto  me  parece  conforme  á  razón;  y  además  se  evitará  así  que 

>  los  promotores  de  una  sociedad  q.ue  debe  vivir  y  obrar   en  el 
»  Reino,  puedan  sustraerla  á  nuestra  ley  y  colocarla  bajo  el   im- 

>  perio  de  una  ley    estraña    con  solo  el  artificio  de  celebrar  en 

>  otro  Estado  el  acto  de  su  constitución. 

>  Por  último,  las  sociedades  que  tengan  su  principal  esta- 

>  blecimiento  ó  ejerzan  principalmente  su  industria  en  un  país 

>  extranjero,  cuando  establezcan  en  el  Reino  su  asiento,  sucur- 

>  sales  ó  factorías  permanentes,  deberán  sujetarse  á  nuestras  dis- 

>  posiciones  relativas  á  la  publicación   de  los    actos,    estatutos, 

>  cuentas  y  balances;  y  las  personas  encargadas  de  la  gestión  de 

>  las  factorías,  sucursales  ó  asiento  principal,  deberán  tener  con 

>  respecto  á  un  tercero,  la  misma  responsabilidad  á  que  son  liga- 

>  dos  los  administradores  de  sociedades  italianas.  Así  la  sociedad 

>  extranjera  que  ejerza  sus  operaciones  en  Italia  estaba  sujeta  á 

>  la  ley  italiana  en  la  parte  mas  esencial  y  en  aquella  que  puede 

>  serle  prácticamente  aplicable.  >  f1) 


(')  Actas  de  la  Comisión  encargada  del  proyecto  relativo  á  la  reforma  del 
Código  Italiano,  Parte  i,  página  218. 
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La  Comisión  después  de  haber  considerado  esta  importante 
memoria  aprobó  el  proyecto  que  sigue: 

i.°  La  sociedad  constituida  en  un  país  extranjero  está  su- 
jeta á   las   normas  y  formalidades   prescriptas  para  la 
sociedad  nacional  y  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  23  (*) 
si  tiene  en  el  Reino   su   asiento,  un   establecimiento  ó 
una  agencia  estable; 
2.0  Si  la  forma  es  diversa  de  las  indicadas  en  el  artículo 
3.0  (-)  se  observarán  las  formalidades  prescriptas  para 
la  sociedad  anónima; 
3.0  Las    sociedades   extranjeras   que   tienen   algún   esta- 
blecimiento en  otro  Estado  ó  le  instituyen  después  de 
haberse  organizado,  deben  indicarlo,  en  el  primer  caso, 
por  el  acto  de  su  publicación;  y  en  el  segundo  por  acto 
adicional  que  será  firmado  por  su  representante. 
4.0  La  inobservancia  de    cualquiera    de   las  disposiciones 
arriba  expresadas,  además  de  producir  la  consecuencia 
legal  sancionada  para  las  sociedades   nacionales,   hará 
en  todo  caso  responsables  de  todos   los   compromisos 
sociales    á   sus   directores,    administradores   ó   perso- 
neros. 
La  ley  belga  y  el  proyecto  de  la  Comisión  Italiana  tienen, 
pues,  la  misma  tendencia:  sus  autores  han  querido  poner  un  freno 
á  los  artificios  de  la  mala  fé,  ofreciendo  no  obstante  á  las   socie- 
dades extranjeras  los  medios  de  explotar  sin    grandes   embara- 
zos los  ramos  de  su  industria  y  ensanchar  el  círculo  de  sus  ope- 
raciones. Mas,  parece  que  la  Comisión  mencionada,  según  resul- 
ta del  tenor  de  sus  conferencias,  ha  querido  referirse  únicamen- 
te á  las  sociedades  comerciales.  La  ley  belga,  por  el  contrario, 


(J)  El  artículo  23  dispone  que  la  sociedad  constituida  en  un  país  extranjero 
debe  publicar    el  contrato  social. 

(2)  El  artículo  3.°  reconoce  tres  especies  de  sociedades  comerciales,  á  saber: 
las  colectivas,  las  sociedades  en  comandita  simple  ó  por  acciones  circulantes  y  las 
anónimas. 


—  10  - 

tiene  una  significación  mas  extensa;  y  á  virtud  de  los  términos  en 
que  está  redactada  la  primera  de  sus  disposiciones,  se  concede 
en  Bélgica  una  individualidad  jurídica  no  solo  á  las  sociedades 
comerciales  sino  a  las  industriales,  ya  sean  colectivas,  ya  en  co- 
mandita simple  ó  por  acciones,  ya  pertenezcan  á  las  que  se  co- 
nocen con  el  nombre  de  cooperativas. 

Los  jurisconsultos  mas  acreditados  no  están  acordes  sobre 
las  sociedades  que  pueden  ser  consideradas  como  personas  mo- 
rales. 

La  jurisprudencia  romana  no  concedia  personalidad  al- 
guna á  las  sociedades  particulares.  Ellas  pruducían  derechos  y 
obligaciones  entre  los  mismos  asociados;  pero,  no  tenían  existen- 
cia legal  con  respecto  á  un  tercero 

cEl  Derecho  Romano>  dice  Sher  <no  veía  en  este  contra- 

>  to  mas  que  un  lazo  que  unía  á  los  socios  entre  sí,  fuera  de  una 

>  ó  dos  excepciones,  como  la  referente  á  las  sociedades  para  la 

>  cobranza   de  impuestos,  las  cuales  formaban   universalidades 

>  jurídicas,  la  sociedad  no  existía  con  relación  á  terceras  perso- 

>  ñas;  los  únicos  y  verdaderos  contrayentes  eran  los  socios  entre 
»  sí;  la  asociación  que  los  unía,   carecía  de  existencia  respecto  á 

>  terceras  personas. 

>  Cuando  varios  trataban  los  negocios  en    común,  podían 

>  llegar  á  ser  condueños  pro-indiviso;  acreedores  ó  deudores  con- 

>  juntos;  pero  no  existían  deudas  ó  créditos   sociales,    ni  capital 

>  social  en  el  verdadero  sentido  de  estas  palabras  >  (').     ■ 

Tales  doctrinas  en  el  concepto  de  Ortolán,  eran  derivadas 
del  principio  romano  según  el  cual  las  obligaciones  no  podían 
contratarse  activa  ni  pasivamente  por  el  intermedio  de  otro.  El 
crédito  y  la  obligación  no  existían  sino  entre  las  mismas  perso- 
nas que  habían  intervenido  en  el  contrato.  Asi  por  derecho  es- 
tricto, dice  ese  mismo  autor,  el  socio  que  había  contratado    con 

(')  Tratado  de  Derecho  Germánico,  traducido  al  español  por  Prieto,  Cate- 
drático de  Derecho  en  las  Universidades  de  Zaragoza, Valladolid  y  Madrid,  pág.  8/5. 
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un  extraño,  tenía  solo  contra  él,  derechos  ú  obligaciones:  y  recí- 
procamente, el  tercero  no  tenía  acción  sino  contra  el  socio.  (2) 

Actualmente  todos  convienen  en  que  las  sociedades  co- 
merciales y  aún  las  civiles  que  tienen  una  forma  comercial,  po- 
seen una  personalidad  jurídica,  pero  todavía  están  muy  divididos 
los  pareceres  en  cuanto  á  las  sociedades  instituidas  bajo  otra 
forma.  En  el  Código  de  Chile,  en  el  del  Ecuador  y  en  el  de  Cun- 
dinamarca  se  declara  que  las  sociedades  civiles  son  personas  ju- 
rídicas; porque  sin  duda  se  ha  creido  que  es  indispensable  auto- 
rizarlas para  adquirir  derechos,  obligarse  y  ejercer  sus  acciones 
por  medio  de  sus  representantes  ó  administradores  como  lo  dis- 
ponen las  leyes  de  esos  Estados;  lo  que  origina  la  necesidad  de 
reconocerles  una  personificación  distinta  de  ia  que  corresponde 
á  los  socios  considerados  individualmente. 

Otros  códigos  americanos  no  contienen  esa  declaración 
expresa,  pero  en  todos  ellos  existen  las  disposiciones  que  les 
sirven  de  fundamento. 

La  Comisión  por  este  motivo  ha  redactado  el  artículo  1 7 
en  términos  tales  que  guardan  armonía  con  la  jurisprudencia  de 
las  Repúblicas  Americanas.  En  él  se  comprenden  todas  las  so- 
ciedades, ya  sean  comerciales,  ya  civiles:  investidas  de  esas  atri- 
buciones importantes  sin  las  que  no  podrían  desplegar  toda  la 
actividad  de  que  fuesen  susceptibles,  ni  promover  el  adelanto  de 
sus  verdaderos  intereses.  Si  algunas  de  las  sociedades  extranje- 
ras no  pueden  obrar  en  nuestras  Repúblicas  sin  causar  una  per- 
turbación en  el  orden  público:  si  tienen  un  instituto  que  nues- 
tras leyes  prohiben  de  una  manera  explícita,  dejarán  de  obte- 
ner esa  liberal  protección  acordada  por  el  presente  Tratado  á 
las  empresas  sociales. 

La  forma  de  las  sociedades,  según  el  artículo  14,  queda 
sujeta,  como  la  de  cualquiera  otro  contrato,   al  principio   locus 


(*)     Ortolan.  Explication  liistoriquc.  Institus  de  hubinien,  N.°  1536. 
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regit  acium;  pero  las  relaciones  jurídicas  que  nacen  del  acto  de  la 
asociación,  se  regularán  por  la  ley  del  domicilio  social,  enten- 
diéndose por  este  el  lugar  en  que  la  sociedad  tiene  su  principal 
establecimiento. 

Estas  dos  últimas  reglas  son  en  el  dia  universales  y  se 
apoyan  en  consideraciones  poderosas.  Las  personas  morales  ó 
colectivas  son  una  abstracción  jurídica  y  no  manifiestan  su  exis- 
tencia sino  en  el  lugar  en  que  explotan  el  ramo  de  su   industria 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  donde  tienen  su  principal  establecimiento. 
Si  en  todo  lo  perteneciente  á  solemnidades  externas  es  preciso 
respetar  la  ley  del  país  en  que  el  contrato  social  se  ha  celebrado, 
no  sucede  lo  mismo  cuando  se  presenta  la  ocasión  de  juzgar  so- 
bre la  capacidad  de  las  sociedades  extranjera?,  la  legitimidad  de 
su  existencia  y  los  efectos  jurídicos  de  la  asociación,  ya  sea  en- 
tre los   asociados,  ya  entre  ellos  y  una  tercera  persona.  Supo« 
niendo  que  una  sociedad  se  estableciera  siempre  en  el  lugar 
donde  es  instituida,  una  misma  ley  lo  regulariza  todo;  porque  el 
lugar  de  su  institución  determinaría  precisamente  su  nacionali- 
dad. Mas,  ni  es  así  como  pasan  las  cosas  en  el  curso  de  los  acon- 
tecimientos de  la  vida  civil.  Una  sociedad  se  funda  en  un  país: 
acepta  las  formas  establecidas  allí  para  su  organización;  y  sin 
embargo  se  propone  explotar  el  ramo  de  su  industria  y  fijar  su 
principal  asiento   en  otro  país  á  donde  la  llaman   sus  intereses 
bien  ó  mal  calculados.  Otras  veces  una  sociedad  que  quiere  rea- 
lizar sus  expeculaciones  en  un  Estado,  puede  tener  la  mira  de 
no  someterse  á  sus  leyes;  y  se  instalará  en  otro  país  en  donde  la 
legislación  sea  menos  severa.  En  tales  casos,  para  evitar  desór- 
denes, la  ley  que  arregla  la  forma,  no  será  la  que  determine  los 
derechos  y  las  obligaciones  que  nacen  del  acuerdo   de  los   aso- 
ciados: la  ley  reguladora  será  la  del  domicilio  social. 

Mr.  Virmer,  cuando  se  discutía  en  la  Cámara  de  Diputados 
de  Bélgica  el  proyecto  de  ley  que  ya  hemos  indicado,  dijo: 
<  ¿Las  sociedades  dejarán  de  ser  belgas,   si  formadas   durante 
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>  un  viaje  de  sus  fundadores  á  otro  país,  vienen  en  seguida  á  es- 

>  tablecer  el  asiento  principal  de  sus  operaciones  en  el  Reino? 

>  ¿Cuál  es  la  ley  que  fija  en  Bélgica,  la  nacionalidad   de  las  so- 

>  ciedades?  Nuestras  antiguas  costumbres  para  fijar  la  ley  que 

>  había  de  regir  la  sociedad  conyugal,  exigía  que  se  averiguase 
»  el  lugar  en  que  los  cónyuges  proponían  establecerse  y  lo  ha- 

>  cían  efectivamente.  Esta  regla  puede  ser  ahora  sabiamente 
.>  aplicada:  ella  resuelve  la  cuestión.  El  asiento  de  una  sociedad, 
2>  y  si  ella  tiene  varios  asientos,  el  principal  determinará  la  ley 

>  que  ha   de  regirla.  ¿Cuándo  una  sociedad  tiene  su  principal 

>  asiento  en  un  país,  no  es  ese  mismo  país  el  que  tiene  un  ver- 

>  dadero  interés  en  sujetarla  á  sus  reglas?  ¿No  es  la  ley,  bajo 
»  cuyo  imperio  ella  vive  y  obra,  la  competente  para  imponerle 

>  sus  preceptos,  más  bien  que  una  ley   extraña  bajo  la  cual  ha 

>  nacido   accidentalmente  ó  por  un  fraude?  Tal  es  el  principio 

>  que  el  proyecto  proclama.  » 

Estas  observaciones  del  Relator  merecieron  la  aceptación 
de  la  Cámara;  y  el  artículo  á  que  se  referían  fué  aprobado  como 
una  regla  dictada  por  la  ciencia  y  exigida  imperiosamente  por 
la  conveniencia  pública. 

Organizadas  las  sociedades  extranjeras  según  su  ley  na- 
cional, no  tendrán  dificultad  alguna  para  celebrar  contratos  en 
el  seno  de  nuestras  Repúblicas  ni  tampoco  para  interponer  ante 
nuestras  autoridades  las  acciones  que  les  correspondan.  Ellas 
recibirán  de  nuestras  leyes  la  misma  protección  que  se  con- 
cede á  las  personas  físicas;  sus  derechos  y  gestiones  se  respeta- 
rán con  tal  que  no  se  opongan  á  la  soberanía  del  país. 

La  ley  adoptará  únicamente  dos  precauciones,  á  saber : 
1.a  las  factorías  ó  sucursales  existentes  en  las  Repúblicas  estarán 
obligadas  á  cumplir  las  leyes  relativas  á  la  publicidad  de  los 
actos  sociales;  2.a  esas  factorías  ó  sucursales  quedarán  sujetas  á 
las  autoridades  del  país  en  lo  concerniente  á  los  negocios  que 
realicen  en  él. 
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Estas  dos  disposiciones  se  fundan  en  motivos  de  orden 
público:  son  los  medios  á  que  puede  ocurrir  la  autoridad  nacio- 
nal para  contener  abusos  que  serían  muy  frecuentes,  si  cual- 
quiera sociedad  extranjera  pudiese  emitir  acciones  y  celebrar 
contratos  en  las  Repúblicas  sin  manifestar  el  estado  de  sus  nego- 
cios, ni  someterse  á  la  jurisdicción  local. 

También  se  La  previsto  el  caso  en  que  una  sociedad  na- 
cional quiera  mudar  de  domicilio  porque  le  convenga  continuar 
sus  operaciones  en  otro  país.  La  ley  de  nuestros  Estados  no 
puede  oponerse  á  ese  cambio  de  domicilio  sin  sofocar  una  li- 
bertad legítima  é  infringir  asi  una  de  la  leyes  fundamentales  del 
sistema  republicano. 

Los  miembros  de  una  sociedad  son  libres  para  dirigir  sus 
negocios  del  modo  más  conforme  á  sus  intereses:  una  sola  res- 
tricción puede  serles  impuesta  por  la  ley,  la  de  no  herir  los  de- 
rechos del  Estado  ó  de  los  particulares. 

Si  en  el  país  donde  se  ha  celebrado  la  asociación  y  han 
principiado  los  trabajos  sociales,  se  presentan  después  obstáculos 
para  que  la  sociedad  logre  su  fin,  si  por  circunstancias  impre- 
vistas ó  que  no  existían  al  tiempo  de  organizaría,  se  ha  perdido 
la  esperanza  de  adquirir  utilidades  y  por  el  contrario  el  fondo 
común  está  expuesto  á  fracasar,  es  indudable  que  los  asociados 
ó  sus  directores  si  están  autorizados  por  los  estatutos  pueden 
trasladar  el  asiento  de  las  operaciones  á  otro  lugar  en  que  se  les 
presente  una  perspectiva  alhagüeña.  Más,  en  tal  caso,  la  socie- 
dad nacional  se  considerará  disuelta  y  por  consiguiente  los  hijos 
del  país  que  han  tomado  parte  en  ella,  quedarán  facultados  para 
exigir  su  previa  liquidación. 

Aprobadas  las  reglas  que  las  Repúblicas  deben  observar 
sobre  letras  de  cambio  y  sociedades  extranjeras,  la  Comisión 
procedió  á  discutir  y  acordar  las  relativas  á  la  falencia,  sobre  la 
que  también  pueden  ocurrir  muchas  cuestiones  espinosas.  Fcelix, 
adicto  á  la  antigua  teoría  de  los  estatutos,  cree  que  las  leyes 
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sobre  quiebras  son  personales  y  que  por  lo  tanto  tienen  un  va- 
lor extraterritorial  (1).  Rocco,  por  el  contrario,  opina  que  esas 
leyes  son  estatutos  reales,  por  lo  que  es  necesario  limitar  los 
efectos  de  una  declaración  de  falencia  á  los  bienes  existentes  en 
el  lugar  donde  el  juicio  se  ha  seguido.  De  este  modo  dos  autores 
notables  y  que  han  hecho  estudios  serios  sobre  Derecho  Interna- 
cional  Privado,  de  una  misma  teoría  vienen  á  deducir  consecuen- 
cias enteramente  contrarias  (-).  Sin  embargo,  la  opinión  más  ge- 
neral, la  más  acreditada  y  la  que  está  más  en  armonía  con  los 
principios  ya  aceptados  por  este  Congreso  de  Plenipotenciarios, 
es  que  el  juicio  de  falencia  pronunciado  en  cualquier  país  debe 
cumplirse,  siempre  que  su  cumplimiento  no  se  oponga  á  las 
leyes  de  orden  público  ó  á  los  derechos  de  la  soberanía  territo- 
rial. Lo  que  le  controvierte  aún  entre  los  que  profesan  esta  doc- 
trina, es  si  el  fallo  expedido  sobre  la  quiebra,  surtirá  sus  efectos 
en  un  territorio  extraño,  sin  haberse  sometido  previamente  á 
una  revisión,  como  sucede  respecto  de  cualquiera  otra  sentencia 
ó  si  la  regla  general  debe  tener  una  excepción  en  favor  de  los 
intereses  comerciales,  cuando  se  trata  del  juicio  de  falencia. 

Merlin,  refiriendo  la  cuestión  únicamente  á  los  síndicos, 
dice,  que  el  acto  en  que  éstos  son  nombrados  por  un  juez  ó  tri- 
bunal extranjero,  no  es  en  el  fondo  más  que  una  mera  pro- 
curación, y  que  las  procuraciones,  con  tal  que  reúnan  las  for- 
malidades establecidas  en  el  lugar  de  su  procedencia,  han  de 
tener  un  valor  extraterritorial  y  producir  sus  efectos  en  todas  par- 
tes, así  como  nadie  duda  que  el  tutor  nombrado  para  un  menor 
ó  para  un  interdicto,  puede  obrar  contra  los  deudores  de  uno  ú 
otro,  sin  la  necesidad  de  la  revisión  de  un  tribunal  francés.  No 
obstante,  Merlin  pone  en  restricción  á  esta  regla  general.  Si  el 
fallido,  dice,  tiene  dos  establecimientos,  situado  el  uno  en  el  lu- 
gar del  juicio  y  el  oti  o  en   un  país  extranjero,  los   síndicos   no 


(:)  Fcelix— W.  89  obra  citada. 

{-)  Véase  á  Fiore  W.  363.  Obra  citada. 


estarán  facultados  para  proceder  contraía  casa  extranjera,  ni 
para  pedirle  cuentas  (3). 

Massé  también  opina  que  los  síndicos  son  en  realidad  unos 
mandatarios  ó  procuradores  nombrados  por  el  juez  de  la  quie- 
bra, y  que  investidos  de  esa  representación  pueden  proceder  en 
cualquiera  parte  contra  los  deudores  del  fallido  para  obligarlos 
al  pago  de  sus  deudas,  aunque  la  sentencia  no  haya  sido  revisa- 
da ni  recibido  de  un  tribunal  francés  el  sello  de  una  ejecutoria; 
pero  que  si  se  tratase  de  obrar  contra  acreedores  franceses,  ya 
para  disputarles  derechos  adquiridos  sobre  bienes  situados  en 
Francia,  ya  para  anular  ios  contratos  que  hubiesen  celebrado 
con  el  fallido,  la  declaración  de  falencia  no  sería  bastante.  Según 
Massé,  el  juicio  extranjero  sobre  quiebra,  al  privar  al  fallido  de 
la  facultad  de  administrar  sus  bienes  y  atribuir  los  derechoj  de 
cada  acreedor  á  la  masa  responsable,  se  apoya  en  un  estatuto 
real  y  por  este  motivo  no  puede  recaer  sino  sobre  los  bienes 
situados  en  el  país  de  dicho  juicio.  El  mismo  autor,  agrega  que 
aún  en  el  caso  de  que  un  tribunal  francés  hubiera  revisado  el 
fallo  de  falencia  y  ordenado  su  cumplimiento,  ese  fallo  no 
podría  efectuarse  con  perjuicio  de  un  tercero  respecto  del  cual 
no  tendría  fuerza  de  cosa  juzgada,  por  haberse  pronunciado  sin 
su  intervención;  y  además  porque  el  estatuto  real  en  cuanto  á 
disponer  de  los  bienes,  no  puede  traspasar  los  límites  del  país 
en  que  se  ha  declarado  la  falencia.  Sin  embargo,  Massé  sostiene 
que  si  los  acreedores  franceses  están  de  acuerdo  en  cuanto  á  la 
efectividad  de  la  falencia  y  sus  resultados,  discutiendo  tan  solo 
sobre  la  fecha  á  que  debe  retrotraerse  la  quiebra,  el  juicio  ex- 
tranjero bastará  para  resolver  la  cuestión,  aunque  no  se  le  haya 
revisado  (-). 

Fiore,  cuyas  doctrinas  ha  seguido  la  Comisión  en  éstas 
y  otras  materias,  dice  que  en  cualquier  parte   debe  tenerse  por 


(•)  Repertoire  V  Faillete.  Secc.  1  §  2  art.  10, 
(2)  Massé,  obra  citada  n.°  809 
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eficaz  el  juicio  de  quiebra  y  darle  cumplimiento,  no  porque  la  ley 
en  que  se  funda  es  personal,  como  lo  sostienen  algunos  autores, 
sino  porque  así  lo  exige  el  respeto  de  que  -son  dignos  los  pre- 
ceptos de  la  justicia  y  los  intereses  del  comercio.  Más,  el  juicio 
de  falencia  expedido  de  otro  país  necesita  para  producir  sus 
efectos  la  revisión  del  tribunal  del  territorio.  Esa  revisión  no 
tendrá  por  objeto  entrar  en  el  fondo  de  la  causa  sino  tan  solo 
examinar  si  el  fallo  en  que  se  declara  la  quiebra  ha  sido  pronun- 
ciado por  un  tribunal  competente,  si  las  partes  han  sido  legal- 
mente  citadas  ó  representadas;  y  si  las  disposiciones  contenidas 
en  la  resolución  son  contrarias  al  Derecho  Público  del  Estado. 
—  Aún  esa  revisión  es  innecesaria  según  Fiore,  cuando  los  sín- 
dicos tratan  de  efectuar  actos  de  mera  precaución  ó  seguridad 
y  que  por  tanto  no  suponen  la  condenación  del  deudor  ni  la 
ejecución  sobre  sus  bienes.  Así  ios  síndicos  sin  necesidad  de  los 
trámites  de  una  revisión  pueden  recaudar  los  créditos  activos 
del  deudor,  vender  sus  bienes  muebles  y  hasta  celebrar  tran- 
sacciones; pero  ni  les  será  permitido  efectuar  embargos  ni 
desembargos,  ni  el  remate  de  los  bienes  raíces,  sin  que  se  revise 
el  fallo  por  los  objetos  anteriormente  indicados.  (J) 

Otra  de  las  cuestiones  que  ha  sido  indispensable  resolver 
en  el  presente  Tratado,  es  la  relativa  á  la  fecha  en  que  ha  de 
principiar  la  interdicción  del  fallido  con  respecto  a  los  bienes 
que  posee  fuera  del  país  donde  se  ha  declarado  la  falencia.  Se- 
gun  Merlin,  esa  cuestión  puede  presentarse  en  tres  casos,  á  sa- 
ber, ó  se  han  comprado  en  Francia,  dice  ese  autor,  bienes  del 
fallido:  sabiendo  que  se  había  declarado  la  falencia,  pero  indebi- 
damente, ó  se  ignoraba  la  existencia  del  juicio  de  quiebra  ó 
aunque  no  se  tenía  conocimiento  de  ese  juicio  se  sabía  que  los 
negocios  del  deudor  se  hallaban  en  mal  estado. 

En  el  primer  caso,  se  debe  permitir  al  acreedor   que  con- 


(^  Fiore,  obra  citada,  n.o  368. 
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tradiga  la  falencia  y  pruebe  la  ilegalidad  del  fallo;  en  el  segun- 
do, el  juicio  de  falencia  no  puede  producir  un  efecto  retroactivo; 
en  el  tercero,  los  acreedores  no  necesitan  la  declaración  de  fa- 
lencia para  anular  como  fraudulentos  los  actos  de  su  deudor. 
En  cuanto  á  los  acreedores  que  han  obtenido  una  hipoteca 
después  de  la  declaración  de  la  quiebra  ó  en  los  diez  dias  ante- 
riores, Merlin  opina,  que  si  ellos  no  '  convienen  en  la  falencia, 
pueden  llevar  á  cabo  sus  inscripciones  hipotecarias,  aunque  un 
tribunal  francés  haya  revisado  el  fallo  y  ordenado  su   ejecución. 

Massé  divide  en  dos  clases  las  incapacidades  que  resultan 
de  un  juicio  de  falencia;  unas  que  se  refieren  directamente  á  la 
persona  del  fallido,  y  otras  que  son  relativas  á  sus  bienes. 

Las  primeras,  como  la  de  ejercer  la  profesión  del  comer- 
cio y  hacer  operaciones  en  la  bolsa,  siguen  al  fallido  sea  cual 
fuese  el  lugar  en  que  se  encuentre,  porque  se  derivan  de  un  esta- 
tuto personal;  las  segundas  por  el  contrario  no  valen  sino  en  el 
país  en  que  la  falencia  ha  sido  declarada.  í1) 

Rocco  y  Fiore  no  aceptan  el  parecer  de  Merlin,  ni  el  de 
Massé;  pero  tampoco  miran  la  cuestión  bajo  el  mismo  aspecto; 
y  aceptan  soluciones  enteramente  contrarias.  Rocco  sostiene 
que  en  el  caso  de  que  se  trata,  hay  un  estatuto  real,  cuyo  prin- 
cipal é  inmediato  objeto  es  el  patrimonio  del  fallido:  la  inhabi- 
litación ó  incapacidad  de  éste  no  es  sino  un  objeto  secundario 
ó  más  bien  un  simple  medio,  de  lo  que  se  deduce  que  el  deudor 
declarado  en  falencia  por  los  tribunales  de  un  país  será  consi- 
derado como  tal  en  cuanto  á  los  bienes  situados  en  ese  territo- 
rio, pero  que  su  incapacidad  desaparece  en  cuanto  á  los  bienes 
situados  en  otra  parte. 

Según  Fiore,  todos  los  actos  del  fallido  posteriores  á  la 
sentencia  y  encaminados  á  disponer  de  sus  bienes  ,  son  nulos. 
La  mayoría  de  los  jurisconsultos,  dice,  al  decidir  sobre  la   vali- 


(*)  Massé,  obra  citada  n.°  546. 
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dez  de  esos  actos,  no  se  cuida  de  saber  si  el   tercero    con  quien 
ha  tratado  el  deudor,  ha  procedido  con  buena  ó  mala  fé. 

Ellos  exponen  que  en  esta  materia  no  se  discute  una  cues- 
tión de  buena  fé,  sino  de  capacidad,  y  que  asi  como  es  nulo  un 
contrato  celebrado  por  un  menor  ó  por  un  interdicto,  con  un 
tercero  que  ignora  esta  condición,  del  mismo  modo  es  preciso 
reconocer  la  nulidad  de  los  actos  ejecutados  por  el  fallido  des- 
pués que  se  ha  privado  de  la  administración  desús  bienes,  aun- 
que el  tercero  no  tenga  noticia  de  la  sentencia  y  esté  más  ó  me- 
nos distante  del  lugar  en  que  ha  sido  .pronunciada.  Fiore,  á  los 
anteriores  motivos,  añade  que  el  comercio  es  cosmopolita  y  que 
la  justa  distribución  de  la  masa  deudora,  interesa  á  todo  el  mun- 
do comercial  y  es  una  condición  indispensable  para  que  la  con- 
fianza facilite  las  transacciones,  f1)  Tales  son  las  doctrinas  en  que 
se  apoya  el  artículo  30.  Al  tratarse  de  la  repartición  de  los  bienes 
del  fallido  entre  sus  acreedores,  puede  suceder  que  algunos  de 
esos  bienes  existan  fuera  del  lugar  del  juicio  y  estén  gravados 
con  deudas  privilegiadas  é  hipotecarias.  En  tal  caso,  para  deter- 
minar el  orden  en  que  esos  créditos  han  de  ser  pagados,  es  ne- 
cesario decidir  si  se  respetará  la  ley  del  territorio  del  juicio,  ó 
la  vigente  en  el  lugar  donde  los  bienes  están  situados.  La  Co- 
misión ha  dado  la  preferencia  á  esta  última,  siguiendo  la  opinión 
de  Fiore,  Savigny  y  otros  jurisconsultos;  pero  con  la  calidad  de 
que  los  acreedores  hagan  uso  de  su  derecho  ante  la  misma  auto- 
ridad que  ha  declarado  la  quiebra.  De  este  modo  se  obtienen  la 
unidad  del  juicio,  la  uniformidad  de  sus  decisiones  y  la  regular 
distribución  de  la  masa  concursada,  sin  que  se  hoilen  los  dere- 
chos adquiridos  antes  de  la  falencia. 

En  cuanto  á  los  tribunales  que  tienen  una  competencia  le- 
gítima para  conocer  del  juicio,  el  artículo establece  la  regla 

generalmente  aceptada  y  que  ofrece  muchas  ventajas.  Los   tri- 


(l)  Fiore,  obra  citada,  n.°  366  y  367. 
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bunales  del  domicilio  comercial  del  fallido  son,  en  efecto,  los  que 
pueden  verificar  su  estado  activo,  su  pasivo,  las  causas  que  han 
producido  la  quiebra  y  la  calificación  que  ésta  merece;  son  asi 
mismo  los  que  pueden  expedir  providencias  oportunas  y  eficaces 
para  que  el  deudor  común  no  haga  ilusorias  sus  responsabilidades. 
Fiore  designa  con  mucha  exactitud  las  funciones  que  correspon- 
den al  juez  ó  tribunal  que  conoce  déla  quiebra.  «  Dos  funciones 

>  bien  distintas,  dice,  corresponden  al  magistrado  competente 

>  para  declarar  la  falencia:  la  primera  comprende  todos  los  actos 

>  preparatorios  para  determinar  el  estado  pasivo  y  el  activo  del 

>  deudor;  la  segunda  tiene  por  objeto  fijar  los  derechos  de  cada 

>  acreedor  sobre  la  masa  activa  y  llegar  á  la  división  de  los  bie- 

>  nes  en  el  caso  de  la  insuficiencia  del  activo.  >  En  los  actos  pre- 
paratorios se  comprenden  no  solo  el  nombramiento  de  los  sín- 
dicos, el  acto  de  poner  los  sellos  y  hacer  todo  lo  que  se  refie- 
re á  la  administración  de  la  falencia,  sino  también  la  verificación 
de  los  créditos,  la  venta  de  los  bienes  y  todo  lo  necesario  para 
la  formación  de  la  masa  (*) 

La  Comisión  cree  que  observándose  todas  las  disposicio- 
nes contenidas  en  su  proyecto  y  que  están  acordes  con  las  doc- 
trinas expuestas  en  esta  Memoria,  no  será  difícil  resolver  los 
conflictos  que  ocurran  en  nuestras  relaciones  mercantiles  con 
los  extranjeros. 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  las  otras  Repúblicas,  re- 
presentadas en  este  Congreso  de  Jurisconsultos  Americanos,  se 
han  visto  obligados,  á  suspender  sus  conferencias  y  la  Comisión 
siente  profundamente  que  los  acontecimientos  actuales  no  les 
hayan  permitido  discutir  y  aprobar  éste  y  otros  proyectos  que 
existen  en  su  Secretaría,  tales  como  los  relativos  al  ejercicio  de 
las  profesiones  liberales,  al  arbitraje  internacional,  á  los  matri- 
monios mixtos  y  entre  personas  no  católicas. 


(l)  Fiore,  obra  citada,  núm.  377 
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Sin  embargo,  no  se  debe  perder  la  esperanza  de  que  res- 
tablecida la  paz  en  este  continente,  extinguidos  los  sentimientos 
que  ha  causado  una  guerra  desastrosa,  las  Repúblicas  de  la  Amé- 
rica Española  reconozcan  la  necesidad  de  unir  sus  esfuerzos  pa- 
ra dar  la  última  mano  á  estos  trabajos  y  emprender  otros  nuevos 
que  deben  cumplir  el  fin  con  que  se  instaló  esta  Asamblea  en 
dias  más  serenos. 

Lima,  20  de  Marzo  de  1881. 

Firmado — Antonio  Arenas. 


PROYECTO  DE  TRATADO 

DE 

DERECHO  COMERCIAL    INTERNACIONAL 


TITULO   I 

DE  LOS   ACTOS  DE  COMERCIO  Y  DE  LOS  COMERCIANTES 
Artículo  I.° 

Los  actos  jurídicos  serán  considerados  actos  de  comercio 
ó  del  fuero  civil  con  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  se  efec- 
túan. 

Artículo  2.° 

Las  personas  físicas  ó  jurídicas  serán  ó  no  calificadas 
de  comerciantes,  según  la  ley  del  país  en  que  tienen  lugar  los 
actos  que  esas  personas  ejerciten. 

Artículo  j.° 

Los  comerciantes  y  agentes  auxiliares  del  comercio  están 
sujetos  á  las  leyes  comerciales  del  país  en  que  practican  los 
actos  que  les  confieren  el  carácter  que  invisten. 
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TITULO  íí 

DE  LAS  SOCIEDADES 
Artículo  4.0 

El  contrato  de  sociedad  se  rige  tanto  en  su  forma,  como 
respecto  á  las  relaciones  jurídicas  entre  los  socios,  y  entre  éstos 
y  los  terceros  por  la  ley  del  país  en  que  la  sociedad  tiene  su  do- 
micilio. 

Artículo  S-° 

Las  sociedades  ó  asociaciones  que  tengan  carácter  de  per- 
sona jurídica  se  regirán  por  las  leyes  del  país  de  su  domicilio;  se- 
rán reconocidas  de  pleno  derecho  como  tales  en  los  Estados,  y 
hábiles  para  ejercitar  en  ellos  derechos  civiles,  y  gestionar  su 
reconocimiento  ante  los  tribunales;  pero  no  podrán  ejercer  ope- 
raciones comerciales  en  otros  Estados,  si  no  se  hiciesen  recono- 
cer previamente  en  ellos  como  personas  jurídicas,  llenando  los 
requisitos  establecidos  por  las  leyes  de  los  mismos. 

Artículo  6.° 

Las  sucursales  ó  agencias  constituidas  en  un  país  por  una 
sociedad  radicada  en  otro,  se  considerarán  domiciliadas  ene!  lu- 
gar en  que  residen  y  sujetas  á  la  jurisdicción  de  las  autoridades 
locales,  en  lo  concerniente  á  las  operaciones  que  practiquen. 

Artículo  y7.0 
Las  sociedades  que  tienen  su  principal  establecimiento  en 
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un  país  se  rigen  por  sus  leyes,  aun   cuando    el  acto  por    el  cual 
han  sido  organizadas  se  haya  realizado  en  el  territorio  de  otro. 

Artículo  8.° 

Son  jueces  competentes  para  conocer  de  los  litigios  que 
surjan  entre  los  socios  ó  que  inicien  los  terceros  contra  la  socie- 
dad sobre  asuntos  que  se  relacionen  con  el  giro  de  los  negocios 
sociales,  los  del  país  en  que  la  sociedad  tiene  su  domicilio  legal, 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  6.° 


TITULO  III 

DE  LOS  SEGUROS  TERRESTRES,  MARÍTIMOS  Y  SOBRE  LA  VIDA 

Artículo  g.° 

El  contrato  de  seguros  terrestres  se  rige  por  la  ley  del 
país  en  que  está  situado  el  bien  objeto  del  seguro,  en  la  época  de 
su  celebración.— A  ese  mismo  principio  están  sujetos  los  segu- 
ros de  trasportes  por  rios  ó  aguas  interiores. 

Artículo  10 

Los  seguros  marítimos  y  sobre  la  vida,  se  rigen  por  ias  le- 
yes del  país  en  que  está  domiciliada  ia  sociedad  aseguradora,  ó 
sus  sucursales  y  agencias  en  el  caso  previsto  en  el  artículo  6.° 

Artículo  n 
Son  competentes  para   conocer  de  las  reclamaciones    que 
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se  deduzcan  contra  las  sociedades  de  seguros,  los  tribunales  del 
país  en  que  dichas  sociedades  tienen  su  domicilio  legal. 

Si  esas  sociedades  tienen  constituidas  sucursales    en  otros 
Estados  regirá  lo  dispuesto  en  el  artículo  6.° 


TÍTULO  IV 

DE  LOS  CHOQUES,  ABORDAGES  Y  NAUFRAGIOS 
Artículo  12 

Los  choques  y  abordages  de  buques  se  rigen  por  la  ley 
del  país  en  que  se  producen  y  quedan  sometidos  á  la  jurisdicción 
de  los  tribunales  del  mismo. 

Artículo    ij 

Si  los  choques  y  abordages  tienen  lugar  en  aguas  neutra- 
les la  ley  aplicable  será  la  de  la  Nación  á  que  pertenece  el  pa- 
bellón de  los  buques. 

Si  éstos  llevan  distinta  bandera,  regirá  la  ley  del  Estado 
más  favorable  al  que  resulte  culpable  del  choque  ó  que  le  dé  el 
carácter  de  un  hecho  producido  por  fuerza  mayor  ó  caso  for- 
tuito. 

En  el  caso  previsto  en  el  inciso  anterior,  corresponderá  e| 
juzgamiento  de  las  cuestiones  que  surjan  con  tal  motivo,  á  los 
jueces  del  país  que  tienen  jurisdicción  en  el  primer  puerto  á 
que  arriben. 

Si  los  buques  arriban  á  puertos  situados  en  distintos  terri- 
torios, ejercerán  jurisdicción  las  autoridades  que  prevengan  en 
el  conocimiento  del  asunto. 
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Artículo  14 

En  los  casos  de  naufragio  serán  competentes  las  autorida- 
des del  territorio  marítimo  en  que  tiene  lugar  el  suceso. 

Si  el  naufragio  se  realiza  en  aguas  neutrales,  conocerán  los 
tribunales  del  país  del  pabellón  del  buque  ó  los  del  domicilio 
del  demandado  en  el  momento  de  la  iniciación  del  juicio,  á  elec- 
ción del  demandante. 


TITULO  V 

DEL  FLET AMENTO 

Artículo  15 

El  contrato  de  fletamento  se  rije  y  juzga  por  las  leyes  y 
íribunales  del  país  en  que  está  domiciliada  la  agencia  marítima 
con  la  cual  ha  contratado  el  fletante 

Si  el  contrato  tiene  por  objeto  la  conducción  de  pasajeros, 
se  regirá  y  juzgará  por  la  ley  y  tribunales  del  domicilio  de  la 
agencia  marítima  con  quien  se  estipula  la  expedición  de  los  pa- 
sages. 

Artículo  16 

Si  la  agencia  marítima  no  existe  en  la  época  en  que  se 
inicia  el  litigio,  el  fletador  podrá  también  accionar  ante  los  tri- 
bunales del  país  en  que  se  encuentren  domiciliados  los  socios  ó 
representantes  de  la  misma. 

Si  el  actor  fuese  el  fletante,  podrá  iniciar  su  demanda  ante 
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los  tribunales  del  Estado  en   que   se   encuentre  domiciliado    el 
fletador. 


TÍTULO  VI 

DE  LOS  PRÉSTAMOS  Á  LA  GRUESA  Ó  Á  RIESGO  MARÍTIMO 
Artículo  i  y 

El  contrato  de  préstamo  á  la  gruesa  se  rije  por  la  ley  del 
país  en  que  se  hace  el  préstamo. 

Artículo  18 

Las  sumas  tomadas  á  la  gruesa  para  las  necesidades  del 
último  viage  tienen  preferencia  en  el  pago,  á  las  deudas  contrai- 
das para  la  construcción  ó  compra  del  buque,  y  al  dinero  toma- 
do á  la  gruesa  en  un  viage  anterior. 

Los  préstamos  hechos  durante  el  viage  serán  preferidos  á 
los  que  se  hicieren  antes  de  la  salida  del  buque,  y  si  fuesen  mu- 
chos los  préstamos  tomados  en  el  curso  del  mismo,  se  graduará 
entre  ellos  la  preferencia,  por  el  orden  contrario  de  sus  fechas, 
prefiriéndose  el  que  sigue  al  que  precede. 

Los  préstamos  contraidos  en  el  mismo  puerto  de  arribada 
forzosa  y  durante  la  misma  estancia,  entrarán  en  concurso  y  se- 
rán pagados  á  prorata. 

Artículo  ig 

Las  cuestiones  que  se  susciten  entre  el  dador  y  el  toma- 
dor   serán  sometidas    á  la   jurisdicción  de  los    tribunales  donde 
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se   encuentren  los   bienes  sobre   los  cuales   se  ha   realizado  el 
préstamo. 

En  el  caso  en  que  el  prestamista  no  pudiese  hacer  efectivo 
el  cobro  de  las  cantidades  prestadas  en  los  bienes  afectos  al  pa- 
go, podrá  ejercitar  su  acción  ante  los  tribunales  del  lugar  del 
contrato  ó  del  domicilio  del  demandado. 


TITULO  VII 

DE  LA  GENTE  DE  MAR 
Artículo  20 

Los   contratos  de  ajuste  de  los  oficiales   y  de  la  gente  de 
mar  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  el  contrato  se  celebra. 

Artículo  21 

Todo  lo  concerniente  al  orden  interno  del  buque  y  á  las  obli- 
gaciones de  los  oficiales  y  gente  de  mar  se  rige  por  las  leyes  del 
país  á  que  pertenece  la  bandera  del  buque. 


TITULO  VIII 

DÉLAS     AVERÍAS 
Artículo  22 
Las  averías  que  el  Derecho  Comercial  denomina  gruesas  ó 
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comunes  se  rigen  por  la  ley  de  la  Nación  á  que  pertenece  la 
bandera  del  buque  en  que  han  ocurrido. 

Artículo  23 

Las  averías  particulares  se  rigen  por  la  ley  aplicable  al 
contrato  de  fletamento  de  las  mercaderías  que  las  sufren. 

Artículo  24 

Son  jueces  competentes  para  conocer  en  los  juicios  de  ave- 
rías comunes,  los  que  ejercen  jurisdicción  en  el  puerto  en  que 
termina  el  viage. 

Artículo  2 j 

Los  juicios  de  averías  particulares  se  radicarán  ante  los  tribu- 
nales del  país  en  cuyo  territorio  tiene  lugar  la  entrega  de  la  carga. 

Artículo  26 

Si  el  viage  se  revoca  antes  de  la  partida  del  buque,  ó  si 
después  de  su  salida  se  viese  obligado  á  volver  al  puerto  de  la 
carga,  conocerán  del  juicio  de  averías  los  jueces  del  país  en  cu- 
yo territorio  jurisdiccional  está  comprendido  dicho  puerto. 


TÍTULO   IX 

DE  LAS    LETRAS    DE  CAMBIO 
Artículo  27 
El  giro,  el  endoso,  la  aceptación  y  el  protesto  de   una   le- 
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tra  de  cambio  deben  ser  redactados  según  la  ley  del   lugar    en 
que  respectivamente  se  realicen  dichos  actos. 

Artículo  28 

Las  relaciones  jurídicas  que  no  dependan  de  la  forma  en 
que  ha  sido  redactada  la  letra  entre  el  girador,  el  tomador  y  los 
endosantes,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  está  domiciliado 
el  girador  en  la  época  en  que  se  hace  el  giro. 

En  su  consecuencia  es  con  arreglo  á  esa  ley  que  deben  re- 
girse: 

i.°  Las  obligaciones  del  girador  hacia  el  tomador  en  todo 
lo  relativo  á  la  provisión  de  fondos  y  á  las  acciones 
que  contra  aquel  pueden  ser  ejercitadas,  en  el  caso  de 
no  ser  pagada  la  letra  por  el  girado. 
2.®  Las  obligaciones  del  endosante  con  relación  á  su  ce- 
sionario y  los  portadores  subsiguientes  de  la  letra. 
3.°  Todo  lo  relativo  al  pago,  á  la  fijación  del  vencimiento, 
á  los  plazos  dentro  de  los  cuales  debe  el  portador  cum- 
plir sus  obligaciones  y  recurrir  contra  el  girador  y  en- 
dosantes, para  el  efecto  de  saber  si  el  girador  puede  ó 
no  oponer  la  excepción  de  que  la  letra  está  perjudicada 

Artículo  2g 

Los  derechos  y  obligaciones  entre  el  aceptante,  el  girador 
y  los  endosantes  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del  aceptante, 
en  la  época  de  la  aceptación. 

Artículo  jo 

Las  obligaciones  del  que  firma  un  aval  se  determinan  por 
la  ley  que  rige  las  obligaciones  de  la  persona  garantida. 
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Artículo  31 

Los  derechos  y  obligaciones  que  se  derivan  de  la  acepta- 
ción por  intervención  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  está  do- 
miciliado el  interventor. 

Artículo  32 

Si  en  un  país  se  gira  una  letra  en  que  se  indica  una  mone- 
da que  no  es  corriente  en  la  Nación  en  que  se  hace  efectivo  el 
cobro,  el  pago  se  verificará  en  la  moneda  del  país  y  en  la  suma 
que  según  el  curso  del  cambio  equivalga  al  valor  expresado  en 
la  letra,  al  tiempo  de  su  vencimiento. 

Artículo  33 

Lo  dispuesto  en  este  Título  rige  para  los  vales,  billetes  ó 
pagarées  de  comercio,  en  cuanto  les  sean  aplicables. 

Artículo  34 

Las  cuestiones  que  surjan  entre  las  personas  que  han  inter- 
venido en  la  negociación  de  una  letra  de  cambio,  se  ventilarán 
ante  los  jueces  del  domicilio  de  los  demandados  en  la  época  en 
que  se  obligaron  ó  del  que  tengan  en  el  momento  de  la  de- 
manda. 
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TITULO  X 

DE   LAS    FALENCIAS 

Artículo  35 

Son  jueces  competentes  para  conocer  ele  los  juicios  de  quie- 
bra, los  del  domicilio  comercial  del  fallido,  sea  éste  una  persona 
física  ó  un  persona  jurídica 

Artículo  36 

Rige  el  principio  consignado  en  el  artículo  anterior,  aun 
cuando  el  comerciante  declarado  en  quiebra  practique  acciden- 
talmente actos  de  comercio  en  otra  Nación,  ó  mantenga  en  ella 
agencias  ó  sucursales  que  obran  por  cuenta  y  bajo  la  responsa- 
bilidad de  la  casa  principal,  cuya  suspensión  de  pagos  ha  dado 
mérito  á  la  declaración  de    quiebra. 

Artículo  37 

Si  el  fallido  tiene  dos  ó  más  casas  comerciales,  separadas 
y  distintas  en  diversos  territorios,  serán  competente:;  para  cono- 
cer del  juicio  de  quiebra  de  cada  una  de  ellas,  ios  jueces  y  tribu- 
nales de  sus  respectivos  domicilios. 

Artículo  38 

Declarada  la  quiebra  en  un  país,  en  el  caso  del  artículo  an- 
terior, las  medidas  preventivas  dictadas  en  ese  juicio,  se  harán 
efectivas  sobre  los  bienes  que  el  fallido  tenga  en  otro  territorio, 
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sin  perjuicio  del  derecho  que  los  artículos  siguientes  conceden  á 
los  acreedores  locales. 

Artículo  jg 

Una  vez  cumplidas  las  medidas  preventivas  por  medio  de 
las  respectivas  cartas  rogatorias,  el  juez  exhortado  hará  publi- 
car por  el  término  de  sesenta  días,  en  los  diarios  de  la  localidad 
en  que  ejerce  su  jurisdicción,  avisos  en  que  dé  á  conocer  el  he- 
cho de  la  declaración  de  quiebra  y  las  medidas  preventivas  que 
se  han  dictado. 

Artículo  40 

Los  acreedores  locales  podrán,  dentro  del  plazo  fijado  en 
el  artículo  anterior,  á  contar  desde  el  dia  siguiente  á  la  publica- 
ción de  los  avisos,  promover  un  nuevo  juicio  de  quiebra  contra 
el  fallido  en  ageno  territorio,  ó  concursarlo  civilmente  si  no  pro- 
cediese la  declaración  de  quiebra. 

En  tal  caso,  los  diversos  juicios  de  quiebra  se  seguirán  con 
entera  separación  y  se  aplicarán  respectivamente  en  cada  uno 
de  ellos  las  leyes  del  país  en  que  radican. 

Artículo  41 

Entiéndese  por  acreedores  locales  que  corresponden  á  la 
quiebra  ó  concurso  abierto  en  un  país,  aquellos  cuyos  créditos 
son  regidos  por  las  leyes  del  mismo,  según  los  principios  con- 
signados en  el  presente  Tratado,  y  en  aquel  que  las  Altas  Par- 
tes Contratantes  han  firmado  sobre  Derecho  Civil  Internacional. 

Artículo  42 
Cuando  proceda  la  pluralidad  de  quiebra  ó  concursos,   se- 
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gun  lo  establecido  en  este  Título,  el  sobrante  que  resultare  á 
favor  del  fallido,  después  de  liquidado  el  activo  y  pasivo  de 
cualquiera  de  ellos,  será  puesto  á  disposición  de  los  acreedores 
del  otro,  debiendo  entenderse  con  tal  objeto  los  jueces  de  uno  y 
otro  concurso. 

Artículo  43 

En  el  caso  en  que  se  siga  un  solo  juicio  de  quiebra  porque 
asi  corresponda,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  35  y  36,  ó 
por  que  los  dueños  de  los  créditos  locales  no  hayan  hecho  uso 
del  derecho  que  les  concede  el  artículo  40,  todos  los  acreedores 
del  fallido  presentarán  sus  títulos  creditorios  y  harán  uso  de  sus 
derechos  ante  el  juez,  ó  tribunal  que  ha  declarado  la  quiebra. 

Artículo  44 

Aun  cuando  exista  un  solo  juicio  de  quiebra,  los  acreedo- 
res hipotecarios  anteriores  á  la  declaración  de  quiebra,  podrán 
ejercer  sus  derechos  sobre  los  bienes  hipotecados  ó  dados  en 
prenda  ante  los  tribunales  en  que  están  radicados. 

Artículo  45 

Los  privilegios  que  favorezcan  á  los  dueños  de  créditos  lo- 
calizados en  el  país  en  que  ha  sido  declarada  la  quiebra  y  que 
fuesen  adquiridos  con  anterioridad  al  auto  declaratorio  de  falen- 
cia, se  respetarán  aún  en  el  caso  en  que  los  bienes  sobre  que  re- 
caiga el  privilegio  se  trasporten  á  otro  territorio  y  exista  en  él, 
contra  el  mismo  fallido,  un  juicio  de  quiebra  ó  formación  de  con- 
curso civil. 

Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior  solo  tendrá  efecto  cuan- 
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do  el  trasporte  de  bienes  se  haya  realizado  dentro  del   plazo  de 
la  retroacción  de  la  quiebra. 

Artículo  46 

La  autoridad  de  los  síndicos  ó  representantes  legales  de  la 
quiebra  ó  concurso,  debe  ser  reconocida  en  todos  los  Estados, 
si  lo  fuese  por  la  ley  del  país  en  cuyo  territorio  radica  el  con- 
curso á  quien  representan,  y  deberán  ser  admitidos  en  todas 
partes  á  ejercer  las  funciones  que  les  son  concedidas  por  la  mis- 
ma ley,  y  que  no  estén  en  contradicción  con  lo  preceptuado  en 
este  Tratado. 

Artículo  47 

Los  representantes  legales  de  un  concurso  tendrán  per- 
sonería ante  los  tribunales  de  otro  Estado,  que  conozcan  en  la 
quiebra  del  mismo  fallido,  para  impedir  que  sean  burlados  los 
derechos  que  les  acuerda  el  presente  Tratado. 

Artículo  48 

En  el  caso  en  que  sea  procedente  la  formación  de  concur- 
sos separados  contra  una  misma  persona,  será  competente  para 
dictar  todas  aquellas  medidas  ó  resoluciones  que  afecten  perso- 
nalmente al  fallido,  el  tribunal  en  cuya  jurisdicción  resida. 

Artículo  4g 

La  rehabilitación  del  fallido  solo  tendrá  lugar  cuando  ha- 
ya sido  pronunciada  en  todos  los  concursos  que  se  le  sigan. 
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TITULO  FINAL 


DISPOSICIONES    GENERALES 


Artículo  50 

Las  reglas  sancionadas  por  las  Altas  Partes  Contratantes 
sobre  materia  civil,  de  procedimientos  y  jurisdiccional,  rigen  en 
materia  mercantil  en  los  casos  que  aunque  de  carácter  comercial 
no  han  sido  considerados  especialmente  en  este  Tratado. 

Artículo  51 

La  mera  residencia  de  una  persona,  se  tendrá  como  su  do- 
micilio cuando  no  lo  tuviere  constituido  en  parte  alguna. 

Montevideo,  Octubre  17  de  1888. 

M.  M.   Gálvez 
Gonzalo  Ramírez 
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ACTA    NUMx    9 


SESIÓN   DEL   24   DE  OCTUBRE  DE   1888 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Belisario  Prats; 

Por  la  República  del  Perú: 


El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
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Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  3.20  p.  m. 

Fué  leida,  aprobada  y  firmada  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  habiendo  despachado  la 
Comisión  de  Derecho  Procesal,  Propiedad  Literaria,  Inventos  y 
Marcas  de  Fábrica,  el  proyecto  respectivo,  dispondría  su  impre- 
sión para  distribuirlo  á  Los  Señores  Plenipotenciarios,  de  acuer- 
do con  lo  establecido  en  el  Reglamento. 


La  nota  con  que  se  ha  presentado  dicho  Proyecto  es  la  si- 


guiente: 


«Comisión  de  Ley  de  Procedimientos  Judiciales,  Propiedad 
Literaria  é  Industrial,  etc.  etc. —  Montevideo,  Octubre  24  de  1888. 
— Al  Honorable  Congreso  Internacional  Sud-Americano. — Ho- 
norable Congreso:— La  Comisión  de  Ley  de  Procedimientos  Ju- 
diciales, Propiedad  Literaria  é  Industrial,  etc.,  etc.,  tiene  el  honor 
de  presentar  su  proyecto  de  trabajo  terminado  y  lo  somete  á 
vuestra  deliberación,  designando  como  miembro  informante  al 
Señor  Plenipotenciario  por  la  República  del  Perú,  Doctor  Don 
Manuel  María  Gálvez. — Dios  guarde  á  V.  H. — Honorable  Con- 
greso:— Guillermo  Matta  — Benj.  Aceval — M.  M.  Gálvez. 

El  citado  proyecto  queda  anexado  á  la  presente  Acta. 
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No  habiendo  otro  asunto  de  que  ocuparse,  la  Sesión  se  le- 
vanta alas  3.35  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Manl.  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

B. Prats 

Cesáreo  Chacaltana 

Gonzalo    Ramírez 


DEL  PROCEDIMIENTO  JUDICIAL 


TITULO    I 


PRINCIPIOS   GENERALES 


Artículo  I." 

Los  juicios  que  se  promuevan  en  los  Estados  signatarios  y 
las  excepciones  que  se  deduzcan,  se  tramitirán  según  la  Ley  de 
procedimientos  de  la  Nación  en  cuyo  territorio  se  entablen 
las  acciones  ó  incidencias  judiciales  cualquiera  que  sea  su  na- 
turaleza. 

Artículo  2.0 

La  Ley  de  procedimientos  del  lugar  en  que  se  siga  el  jui- 
cio, regirá  en  lo  que  toca  á  las  pruebas  que  los  interesados 
ofrezcan  para  justificar  sus  derechos;  pero  cuando  se  trate  de 
probar  la  existencia  del  acto  jurídico  ó  de  apreciar  su  forma, 
entonces  la  prueba  se  arreglará  á  la  ley  del  lugar  en  que  el  acto 
se  realizó,  siempre  que  no  esté  prohibida  aquella  en  el  lugar  en 
que  se  produce. 
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TITULO    II 

DEL  CUMPLIMIENTO  DE  LOS  EXHORTOS,  SENTENCIAS  Y  FALLOS 

ARBITRALES 

SEGGION    PRIMERA 
Parte    Civil 

Artículo  3" 

Las  sentencias  y  fallos  arbitrales  homologados  dictados  en 
asuntos  civiles  y  comerciales  en  uno  de  los  Estados  signatarios, 
tendrán  en  los  territorios  de  los  demás  la  misma  fuerza  que  en 
el  país  en  que  se  han  pronunciado  y  se  cumplirán  por  sus  autori- 
dades, ciñéndose  á  lo  prescrito  en  este  Tratado. 

Artículo  4* 

La  ejecución  de  las  sentencias  y  fallos  arbitrales  homolo- 
gados, se  pedirá  al  juez  ó  tribunal  de  primera  instancia  del  lu- 
gar en  que  han  de  cumplirse,  para  lo  cual  se  presentará  el  ex- 
horto, conteniendo  insertos: 

i.° —  La  sentencia  ó  fallo  íntegramente. 

2.0 —  Las  piezas  necesarias   para    acreditar   que  las   partes 

han  sido  citadas. 
3.0 —  Copia  de  las  leyes  en  que  se  apoya  la  sentencia. 
4.0 —  Copia  de  las  leyes  que  den  á   las  sentencias  ó   fallos 
el  carácter  de  ejecutoriados    ó  pasados   en    autoridad 
de  cosa  juzgada. 
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Artículo  5.  ° 

El  juez  exhortado  para  dar  cumplimiento   al   exhorto    ó 
carta  rogatoria,  examinará  si  reúne  las  siguientes  condiciones: 
(a) — Que  la  sentencia   ó  fallo  haya   sido   pronunciado  por 
tribunal  competente  y  tenga  el  carácter  de  ejecutoria- 
do ó  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada  en  el  Estado 
que  se  ha  expedido; 
(b) — Que  la  parte  contra  quien  se  ha  dictado  haya  sido  le- 
galmente  citada  y  representada  ó  declarada  rebelde 
conforme  á  la  ley  del  país  en  donde  se  ha   seguido  el 
juicio; 
(c) — Que  se  haya  dictado  sin  infracción  de   los   principios 

consignados  en  este  Tratado,  y 
(d) — Que  no  se  oponga  á  las  leyes  de  orden  público   del 
país  de  su  ejecución. 

Artículo  6.° 

La  parte  que  se  considere  perjudicada  con  el  auto  del  juez 
exhortado,  podrá  interponer  los  recursos  que  la  ley  permita  en 
el  país  de  la  ejecución;  pero  se  prohibe  toda  controversia  que 
no  se  refiera  á  alguno  de  los  casos  puntualizados  en  el  artículo 
anterior. 

Artículo  ?.° 

El  carácter  ejecutivo  ó  de  apremio  de  las  sentencias  ó 
fallos  arbitrales  homologados  y  el  juicio  á  que  den  lugar  para  su 
cumplimiento,  será  el  que  determine  la  ley  de  procedimientos 
del  Estado  en  donde  se  pide  la  ejecución. 
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Artículo  8: 


Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  como  son  los  inventa- 
rios, apertura  de  testamentos,  tasaciones  ú  otros  semejantes  prac- 
ticados en  un  Estado,  solo  tendrán  en  los  demás  Estados  signa- 
tarios el  carácter  probatorio  cuando  reúnan  las  condiciones  del 
artículo  2.°  de  este  Tratado. 

Artículo  g.° 

Los  exhortos  ó  cartas  rogatorias  que  tengan  por  objeto 
hacer  notificaciones,  recibir  declaraciones  ó  practicar  cualquie- 
ra diligencia  de  esa  naturaleza,  se  cumplirán  en  los  Estados  sig- 
natarios ,  siempre  que  dichos  exhortos  ó 
estén  debidamente  legalizados. 
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Artículo  io 

Cuando  los  exhortos  ó  cartas  rogatorias  se  refieran  á  em- 
bargos, tasaciones,  inventarios  ó  diligencias  preventivas,  el  juez 
exhortado  proveerá  lo  que  fuere  necesario  respecto  á  nombra- 
miento de  peritos,  tasadores,  depositarios  y  en  general  proveerá 
á  todo  aquello  que  sea  conducente  al  mejor  cumplimiento  de  la 
comisión, con  tal  de  que  la  providencia  solicitada  reúna  las  con- 
diciones establecidas  en  los  incisos  cyddt\  artículo  5-°  y  hayan 
sido  expedidos  por  juez  competente  y  legalizados  debidamente. 

Artículo  II 

Para  el  cumplimiento  de  los  exhortos  y  cartas  rogatorias 
se  observarán  las  leyes  del  país  en  donde  se  pide  su  ejecución. 
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Artículo  12 


Los  individuos  particulares  interesados  en  la  ejecución  de 
los  exhortos  ó  cartas  rogatorias,  podrán  constituir  apodera- 
dos siendo  de  su  cuenta  los  gastos  que  ocasionen. 


SEGGION    SEGUNDA 
Parte    Criminal 

Artículo    13 

Los  exhortos  relativos  á  la  extradición  de  criminales  se 
dirijirán  siempre  por  la  vía  diplomática,  ya  sea  de  Gobierno  á 
Gobierno,  ya  sea  por  conducto  de  algún  agente  diplomático  ó 
consular  residente  en  el  territorio. 

■ 

Artículo  14 

Cuando  la  extradición  se  solicite  á  consecuencia  de  una 
sentencia  condenatoria,  el  exhorto  deberá  contener  la  copia  ín- 
tegra de  la  referida  sentencia  y  trascripción  de  las  leyes  en  que 
ésta  se  funda.  Si  la  solicitud  se  contrae  simplemente  á  la  deten- 
ción de  los  criminales  para  el  efecto  de  juzgarlos,  se  acompaña- 
rán al  exhorto  todos  los  antecedentes  que  según  las  leyes  del 
país  requeriente  fueran  bastantes  para  acreditar  la  legalidad  del 
mandamiento  de  prisión  contra  el  inculpado,  y  copia  también  de 
dichas  leyes. 

Artículo  15 

El  Gobierno  requerido,  si  está  el  exhorto  en  forma  y  com- 
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pleto  con  sus  antecedentes,  lo  remitirá  á  la  Corte  Suprema   ó  al 
Tribunal  Superior  de  Justicia,  quien  ordenará  la  detención  del  reo. 

Artículo  16 

La  Suprema  Corte  de  Justicia  ó  el  Tribunal  Superior  exa- 
minará que  la  sentencia  definitiva  ó  auto,  reúna  las  condiciones 
establecidas  en  el  artículo  5.0  y  además  las  siguientes: 

1.a — Que  el  reo  no  haya  sido  juzgado  y   sentenciado   por 

el  mismo  hecho  en  el  Estado  en  que  reside  ó  en  otro 

de  los  Estados  signatarios. 
2.a — Que  no  haya  prescripto  la  acción  ó  la  pena,  según  las 

leyes  del  país  requeriente. 
3.a — Que  no  esté  sujeto  á  la  acción  judicial  por  delito    co« 

metido  en  el  territorio  del  país  requerido. 
4.a — Que  la  sentencia  ó  auto  no  se  refiera  á  delitos  políticos. 

Si  el  reo  provocase  alguna  incidencia  sobre  los  puntos 
indicados  en  este  artículo  ó  sobre  la  identidad  de  su  persona, 
se  tramitará  y   resolverá  sumariamente. 

De  la  resolución  que  la  Suprema  Corte  de  Justicia  ó  Tri- 
bunal Superior  expida,  no  podrá  interponerse  recurso  alguno. 

Artículo  1  y 

El  Gobierno  requerido  cumplirá  la  resolución  del  Tribu- 
nal y  entregará  ó  nó  al  reo,  pero  en  ambos  casos  remitirá  al 
Gobierno  requeriente  copia  de  dicha  resolución. 

Artículo  18 
Los  gastos  que  se  ocasionen  para  la  ejecución  de  los  ex- 
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hortos  en  materia  penal  y  para  la  entrega  de  los  reos,  serán  de 
cuenta  del  país  en  que  se  ejecuten. 


TITULO   III 
DE  LAS  LEGALIZACIONES 

Artículo  ig 

Las  sentencias  y  laudos  homologados,  expedidos  en  asun- 
tos civiles  y  comerciales,  las  escrituras  públicas  y  demás  docu- 
mentos auténticos,  otorgados  por  los  funcionarios  de  un  Estado, 
surtirán  sus  efectos  en  los  otros  Estados  signatarios  con  arreglo 
á  lo  estipulado  en  este  Tratado,  siempre  que  estén  debidamen- 
te legalizados. 

Artículo  20 

Se  entiende  que  la  legalización  se  halla  en  debida  forma, 
cuando  la  última  firma  puesta  en  el  país  de  la  procedencia  del 
documento,  con  arreglo  á  sus  leyes  y  prácticas  establecidas,  vie- 
ne autenticada  por  el  agente  diplomático  ó  consular  que  en  di- 
cho país  ó  en  la  localidad  tenga  acreditado  el  Gobierno  del  Es- 
tado en  cuyo  territorio  se  pide  la  ejecución,  de  manera  que  la 
comprobación  de  la  autenticidad  del  documento,  pueda  hacerse 
por  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  de  dicho  Estado, 
siempre  que  se  considere  necesaria. 


DE  LA  PROPIEDAD  LITERARIA,  ARTÍSTICA  E  INDUSTRIAL 

(marcas  de  comercio  y  dibujos  de  fábrica) 


TITULO    I 

de  la  propiedad  literaria  y  artística 

Artículo  i.° 

El  autor  de  toda  obra  literaria  ó  artística  que  en  cualquie- 
ra de  los  Estados  signatarios  sea  reconocido  con  derecho  á  la 
propiedad  de  dicha  obra,  gozará  en  los  demás  Estados  de  los 
derechos  que  le  acuerde  la  ley  del  país  en  que  tuvo  lugar  la  pri- 
mera publicación  ó  producción  de  la  obra. 

Artículo  2.° 

El  derecho  de  propiedad  del  autor  de  una  obra  impresa 
ó  manuscrita  comprende  la  facultad  de  disponer  de  ella,  de  pu- 
blicarla ó  de  venderla  á  uno  ó  á  muchos  editores  y  de  traducirla; 
en  una  palabra,  comprende  la  facultad  de  aprovechar  sus  pro- 
ductos, como  si  fuera  una  propiedad  mueble  ó  inmueble,  dentro 
de  cierto  plazo. 
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Artículo  3.0 

El  término  de  la  propiedad  literaria  ó  artística  no  excede- 
rá en  cada  Estado  del  que  rige  para  los  autores  que  en  él  obten- 
gan ese  derecho.  Este  plazo  se  reducirá  al  señalado  en  el  país  de 
origen,  si  fuere  menor. 

Artículo  4." 

En  la  expresión  de  obras  literarias  y  artísticas  se  com- 
prenden los  libros,  folletos,  memorias  académicas,  alegatos,  co- 
rrespondencias privadas,  lecciones  orales  de  los  profesores,  no- 
velas y  otros  escritos.  Se  comprenden  también  las  obras  dramá- 
ticas, óperas,  zarzuelas,  cánticos  en  sus  dos  formas,  la  de  impre- 
sión y  representación  escénica,  los  dibujos,  las  pinturas,  escultu- 
ras, grabados,  litografías,  planos  de  arquitectura,  croquis  y  cua- 
dros plásticos  relativos  á  geografía  y  ciencias  naturales  y  en 
general  todo  aquello  que  es  el  producto  expontáneo  y  libre  del 
trabajo  intelectual  del  hombre. 

Artículo  s" 

Los  traductores  de  obras  publicadas  en  otros  idiomas  y  de 
otros  países  que  no  sean  los  signatarios  gozarán  en  éstos,  res- 
pecto á  sus  versiones,  de  los  derechos  acordados  á  los  autores; 
pero  no  podrán  impedir  que  otros  publiquen  versiones  nuevas 
de  la  obra  original. 

Artículo  6.° 

Los  artículos  de  diarios  ó  periódicos  y  especialmente  los 
de  polémica  política,  podrán  reproducirse,  citando  el   diario    de 
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donde  se  toman,  excepto  cuando  la  publicación  sea  una  novela, 
en  la  parte  del  diario  que  se  llama  folletín  ó  artículos  de  ciencias 
y  artes  y  cuando  sus  autores  ó  causa-habientes  prohiban  su  re- 
producción. 

Artículo  y." 

Las  publicaciones  de  fragmentos  ó  trozos  selectos  de  obras 
que  se  coleccionen  y  adopten,  en  cualquiera  de  los  Estados  sig- 
natarios, para  que  sirvan  de  texto  de  lectura  ó  de  aprendizaje  en 
los  ramos  de  la  enseñanza  pública,  no  dan  derecho  á  la  propiedad 
y  podrán  reproducirse  y  adoptarse  libremente  en  los  otros  Es- 
tados. 

J 

Artículo  8? 

Los  derechos  de  autor  se  reconocerán,  salvo  prueba  en 
contrario,  á  favor  de  las  personas  cuyos  nombres  ó  seudónimos 
estén  indicados  en  la  carátula,  dedicatoria,  introducción  ó  fin  de 
la  obra. 

Artículo  g* 

Si  los  autores  quisiesen  reservar  sus  nombres,  podrán  ex- 
presar los  editores,  en  la  forma  indicada  en  el  artículo  anterior, 
que  á  ellos  corresponden  los  derechos  de  autor. 

Artículo    10 

Las  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen  el 
derecho  de  propiedad  literaria  ó  artística,  se  regirán  por  las 
leyes  de  los  paises  en  que  el  fraude  se  haya  cometido  y  se  haya 
ocasionado  el  perjuicio. 
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Artículo  ii 


Se  consideran  producciones  ilícitas  y  por  consiguiente  sin 
derechos  á  la  propiedad  y  responsables  de  usurpación  á  los  au- 
tores, las  apropiaciones  indirectas  de  otras  obras  que  bajo  el 
nombre  de  adoptaciones  ó  arreglos,  adicionan  ó  suprimen  lo 
escrito  por  un  autor  y  sin  que  él  los  haya  autorizado. 

Artículo    12 

El  reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  de  las  obras 
literarias  y  artísticas  no  quita  á  los  Gobiernos  de  los  Estados 
signatarios  la  facultad  que  tienen  de  prohibir  que  se  publiquen, 
circulen,  representen  ó  expongan  aquellas  obras,  cuya  repro- 
ducción consideren  contrarias  á  la  moral  y  á  las  buenas  costum- 
bres, ó  con  tendencia  á  perturbar  el  orden  público. 


TITULO  II 

DE   LA   PROPIEDAD   INDUSTRIAL 

SEGGION    PRIMERA 
De  las  Patentes  de  Invención 

Artículo  13 

Los  nacionales  ó  extranjeros  que  obtengan  patente  ó  pri- 
vilejio  de  invención  con  arreglo  á  las  leyes  de  alguno  de  los 
Estados  signatarios,  disfrutarán  en  los  demás  Estados  de  los  de- 
rechos de  autores  ó  de  inventores,  si  en  el  término  máximo  de 
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un  año,  hacen  registrar  su  patente,  en  la  forma  determinada  por 
las  leyes  de  cada  país. 

Artículo  14 

El  número  de  años  del  privilejio  será  el  que  fijen  las  leyes 
de  cada  país,  reduciéndose  ese  plazo  al  señalado  por  las  del 
Estado  en  que  primitivamente  se  acordó  la  patente,  si  aquel 
fuese  menor. 

Artículo  15 

Las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  la  prioridad  de  la  in- 
vención se  resolverán  teniendo  en  cuenta  la  fecha  de  la  solicitud 
de  la  patente  en  el  país  en  que  se  otorgó  por  la  primera  vez. 

Artículo  16 

Se  considera  invención  ó  descubrimiento  un  nuevo  modo, 
aparato  mecánico  ó  manual,  que  sirva  para  fabricar  nuevos  pro- 
ductos industriales,  y  la  aplicación  de  medios  perfeccionados 
para  conseguir  resultados  superiores  de  los  productos  indus- 
triales ya  conocidos  y  que  adquieren  con  esta  trasformación 
importancia  diversa  en  los  mercados  de  comercio.  Exceptúanse 
de  esta  regla  las  invenciones  y  descubrimientos  que  hubieran 
tenido  cierta  publicidad  en  alguno  de  los  Estados  signatarios  ó 
en  otros  que  no  estén  ligados  por  este  Tratado.  Exceptúanse 
también,  las  confecciones  farmacéuticas  y  en  general  aquellas 
que  por  ser  puramente  teóricas  no  tengan  aplicación  á  industria 
alguna  y  las  que  fueran  contrarias  á  la  moral  y  á  las  leyes  de 
país  en  donde  las  patentes  de  invención  han  de  expedirse. 
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Artículo    i? 

El  derecho  de  inventor  comprende  no  solo  la  facultad  de 
disfrutar  de  los  beneficios  que  produzca,  sino  la  de  transferirlo  á 
otros,  observando  siempre  las  leyes  del  Estado  en  que  la  trans- 
ferencia tenga  lugar. 

Artículo  18 

Las  responsabilidades  civiles  y  criminales  en  que  in- 
curran los  que  dañen  el  derecho  del  inventor  se  perseguirán  y 
penarán  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  donde  se  ocasione  el 
daño. 


SEGGION    SEGUNDA 
De  las  Marcas  de  Comercio  y  de  Fábrica 

Artículo  ig 

Tanto  los  nacionales  como  los  extranjeros  á  quienes  se 
les  conceda  en  uno  de  los  Estados  signatarios  el  derecho  de 
usar  exclusivamente  una  marca  de  comercio  ó  de  fábrica,  po- 
drán gozar  del  mismo  privilejio  en  los  demás  Estados,  si  se  so- 
meten á  las  formalidades  y  condiciones  establecidas  por  las 
leyes  y  reglamentos  de  cada  uno  de  ellos. 

Artículo  20 

El  derecho  de  usar  una  marca  de  comercio  ó  de  fábrica 
comprende  la  facultad  de  trasmitirla  con  la   negociación  6   em- 
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presa,  cumpliendo  con   los  requisitos  prescriptos  por  las   leyes 
del  Estado  en  que  se  verifique  la  trasmisión  ó  la  venta. 

Artículo  21 

Se  entiende  que  es  marca  de  comercio  ó  de  fábrica,  el 
signo,  emblema  ó  nombre  externo  que  el  comerciante  ó  fabri- 
cante adopta,  al  expender  sus  mercaderías  y  sus  productos  pa- 
ra distinguirlos  de  los  de  otros  empresarios  que  negocian  en  artí- 
culos de  la  misma  especie.  Pertenecen  también  á  esta  clase  de 
marcas  las  llamadas  dibujos  de  fábrica  ó  labores  que,  por  medio 
del  tejido  ó  de  la  impresión,  se  estampan  en  el  producto  mismo 
que  se  pone  en  venta. 

Artículo  22 

Las  falsificaciones  y  adulteraciones  de  las  marcas  de  co- 
mercio y  de  fábrica,  se  perseguirán  con  arreglo  á  las  leyes  del 
Estado  en  cuyo  territorio  se  comete  el  fraude  y  se  causa  el 
daño. 


Montevideo,  Octubre  24   de    1 


Guillermo  Matta 

Benj.  Aceval 

M.  M.  Gálvez 


ACTA    NÚJVL    10 


SESIÓN   DEL  H   PE   NOVIEMBRE   DE  1885 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes; 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 
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Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gályez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez; 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.25  p.  m. 

Fué  leída,  aprobada  y  firmada  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 
Se  dio  cuenta  de  los  siguientes  despachos: 

t  Comisión  de  Derecho  Civil  Internacional.  —  Montevideo, 
Noviembre  10  de  1888. — Al  Señor  Presidente  del  Congreso  In- 
ternacional Sud-Americano. -Señor: —Tenemos  el  sentimiento 
de  manifestar  al  Señor  Presidente  que  la  Comisión  de  Derecho 
Civil  no  ha  logrado  uniformar  sus  opiniones  sobre  tan  vasta  y 
delicada  materia.  En  consecuencia,  hemos  redactado  el  Proyecto 
adjunto  á  nombre  de  la  mayoría  de  la  Comisión  y  el  primero  de 
los  exponentes  cumplirá  con  el  deber  de  manitestar  al  Honora- 
ble Congreso  los  fundamentos  en  conjunto  y  detalle.  Esperando 
que  la  referida  circunstancia,  que  deploramos  sinceramente,  ex- 
plicará en  gran  parte  nuestra  demora,  tenemos  el  honor  de  salu- 
dar al  Señor  Presidente  con  nuestra  respetuosa  y  distinguida 
consideración. — Man1.  Quintana. — Sgo.  Vaca-Guzman.  s 

c  Comisión  de  Derecho  Civil. — Montevideo,  Noviembre  14 
de  1888. — Al  Honorable  Congreso  Internacional  Sud- America- 
no. — Honorable  Congreso: — El  que  suscribe,  miembro  de  la  Co- 
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misión  de  Derecho  Civil,  á  la  cual  tuvisteis  á  bien  encargar  la 
preparación  de  un  Proyecto  de  Tratado  sobre  esta  importante 
materia,  ha  tenido  el  sentimiento  de  que  no  le  haya  sido  posible 
estar  de  acuerdo  con  sus  honorables  colegas. — Como  el  disenti- 
miento ha  sido  en  algunos  puntos  sustanciales,  y  como  es  consi- 
guiente, éstos  se  hallan  relacionados  con  otros  muchos  de  deta- 
lle, el  que  suscribe  ha  creído  necesario  á  fin  de  someter  á  vues- 
tra consideración  sus  ideas,  guardando  la  debida  unidad  y  armo- 
nía, presentar  por  su  parte  un  proyecto  completo. — Oportuna- 
mente tendrá  el  honor  de  poner  en  vuestro  conocimiento  los 
motivos  de  su  disidencia,  y  que  son  los  que  sirven  de  fundamento 
á  este  proyecto. — Dios  guarde  á  V.  H. — Honorable  Congreso. 
~-B.  Prats.  > 

Los  proyectos  de  la  referencia  quedan  agregados  á  la  pre- 
sente Acta. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  en  el  Reglamento,  ordenaría  la  impresión  de  dichos 
proyectos  para  distribuirlos  á  ios  Señores  Plenipotenciarics. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  3.40  p.  m. 

Ilü  García   Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


DERECHO  CIVIL  INTERNACIONAL 


PROYECTO  DE  TRATADO 

formulado  por  la  mayoría  de  la  Comisión  encargada  del  estudio 

de  la  materia. 


J 
TITULO  I 


DE  LA  CAPACIDAD,  ESTADO  Y  CONDICIÓN  DE  LAS  PERSONAS 

Si 

De  las  personas 

Artículo  i.° 

La  incapacidad  de  las  personas  para  contratar  por  razón 
de  la  edad  sordo-mudéz  ó  enfermedades  mentales,  se  rige  por 
las  leyes  de  su  domicilio. 

Artículo  2.0 

La  capacidad,  una  vez  adquirida  por  razón  de  la  edad,  eman- 
cipación ó  habilitación  de  edad,  no  puede  ser  modificada  por  la 
ley  que  impere  en  el  Estado  dentro  del  cual  se  constituye  un 
nuevo  domicilio. 
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Artículo 


Los  incapaces  tienen  el  domicilio  de  sus  representantes 
legales  y  éstos  se  reputan  domiciliados  en  el  territorio  del  Es- 
tado por  cuyas  leyes  se  rige  el  cargo  que  ejercen. 

Artículo   4? 

El  cambio  de  domicilio  de  los  menores  de  edad  no  modi- 
fica su  estado  cuando  se  efectúa  sin  el  consentimiento  expreso 
ó  tácito  de  sus  representantes  legales. 

Se  presume  dicho  consentimiento  si  los  padres  y  tutores 
no  reclaman  contra  el  cambio  de  residencia  antes  que  ésta  se 
produzca  con  los  caracteres  de  domicilio. 


sn 

De  las  personas  jurídicas 

Artículo  5? 

La  persona  jurídica  del  Estado  será  capaz  de  adquirir  y 
contraer  obligaciones  en  el  territorio  de  otro,  de  conformidad 
á  las  leyes  de  éste. 

Artículo  6.° 

La  existencia  y  capacidad  de  las  personas  jurídicas  de  ca- 
rácter privado  se  rige  por  las  leyes  del  país  en  el  cual  han  sido 
reconocidas  como  tales. 

El  carácter  que  revisten  las  habilita  plenamente  pera  ejer- 
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citar  fuera  del  lugar  de  su  institución  todas  las  acciones   y   de- 
rechos que  les  correspondan. 

Mas,  para  el  ejercicio,  fuera  de  aquel,  de  actos  compren- 
didos en  el  objeto  especial  de  su  institución,  se  sujetarán  á  las 
prescripciones  establecidas  por  el  Estado  en  el  cual  intenten 
realizar  dichos  actos. 


Sin 

Del    domicilio 


Artículo  ?.' 


La  ley  del  lugar  en  el  cual  reside  la  persona,  determina 
las  condiciones  requeridas  para  que  la  residencia  constituya  do- 
micilio. 


Siv 

De  la  ausencia 

Artículo  8.a 

Los  efectos  jurídicos  de  la  declaración  de  ausencia  respec- 
to á  los  bienes  del  ausente  se  determinan  por  la  ley  del  lugar 
en  que  esos  bienes  se  hallan  situados. 

Las  demás  relaciones  jurídicas  del  ausente  seguirán  gober- 
nándose por  la  ley  que  las  regía  antes  de  la  declaración  de  au- 
sencia. 


•20 


-    146  _ 

Del  matrimonio 

Artículo  gf 

La  capacidad  de  las  personas  para  contraer  matrimonio,  y 
la  existencia  y  validez  del  mismo,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar 
en  que  se  celebra. 

Sin  embargo,  los  Estados  signatarios  del  presente  Tra- 
.tado  no  están  obligados  á  reconocer  el  matrimonio  que  se  hubie- 
se celebrado  en  uno  de  ellos  cuando  se  halle  afectado  de  alguno 
de  los  siguientes  impedimentos: 

i.° — Falta  de  edad  de  alguno  de  los  contrayentes,   reque- 
riéndose catorce  años  cumplidos  en  el   varón  y  doce 
en  la  mujer; 
2.° — Parentesco  en  línea  recta  por  consanguinidad  ó  afini- 
dad, sea  legítimo  ó  ilegítimo; 
3.0 — En  la  línea  transversal  el  parentesco  entre  hermanos 

legítimos  ó  ilegítimos; 
4.0 — Haber  dado  muerte  uno  de  los  cónyuges   al  otro,   ya 
sea  como  actor  principal  ó  como  cómplice,  para    ca- 
sarse con  el  cónyuge  superstite; 
5.0 — El  matrimonio  anterior  no  disuelto  legalmente. 

Artículo  10 

Los  derechos  y  deberes  de  los  cónyuges  en  todo  cuanto 
afecta  sus  relaciones  personales,  se  rigen  por  las  leyes  de  su 
domicilio,  reputándose  por  tal  el  del  marido. 

Si  los  cónyuges  mudaren  de  domicilio,  aquellos  se  regirán 
por  las  leyes  del  nuevo  que  adoptaren. 
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Artículo  II 

La  ley  del  domicilio  matrimonial  rige  igualmente: 

(a)  La  separación  conyugal: 

(p)  La  disolución  dei  vínculo  matrimonial. 

SVi 

De  la  patria  potestad 

Artículo  12 

La  patria  potestad  en  lo  referente  á  los  derechos  y  debe- 
res personales,  se  rige  por  la  ley  del  domicilio  de  la  persona 
que  la  ejercita. 

Artículo  13 

Los  derechos  inherentes  á  la  patria  potestad  en  cuanto  á 
los  bienes  propios  de  los  hijos,  adquiridos  por  cualquier  título 
que  fuese,  así  como  la  administración  y  enagenación  de  los  mis- 
mos, se  rigen  por  la  ley  del  territorio  en  que  dichos  bienes  se 
hallan  situados. 

S  vil 

De  la  filiación 

Artículo  14 
La  ley  que  rige  el  matrimonio  determina  la  filiación  le- 
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Las  cuestiones  sobre  legitimidad  de  la  filiación,  ajenas  a 
la  validez  ó  nulidad  del  matrimonio,  se  rigen  por  la  ley  del  do- 
micilio conyugal  en  el  momento  del  nacimiento  del  hijo. 

Artículo  15 

La  legitimación  por  subsiguiente  matrimonio  se  rige  por 
la  ley  del  lugar  en  que  aquel  se  celebra. 

Artículo  16 

Los  derechos  y  obligaciones  concernientes  á  la  familia 
ilegítima  se  rigen  por  la  ley  del  Estado  dentro  del  cual  hayan 
de  tener  efecto  las  acciones  procedentes  de  aquellos. 


i  VIII 
De  la  tutela  y  cúratela 

Artículo   17 

La  tutela  y  cúratela,  en  cuanto  á  los  derechos  y  obligacio- 
nes que  imponen,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  tales  car- 
gos se  desempeñan. 

Artículo   18 

El  cargo  de  tutor  ó  curador  discernido  en  algunos  de  los 
Estados  signatarios  del  presente  Tratado,  será  reconocido  en  to- 
dos los  demás. 
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Artículo   ig 

La  administración  y  enajenación  de  los  bienes  que  los 
incapaces  tuvieren  fuera  del  lugar  de  su  domicilio,  se  rige  por  la 
ley  del  Estado  en  que  dichos  bienes  se  hallan  situados . 

Artículo  20 

La  hipoteca  legal  que  las  leyes  acuerden  á  los  menores, 
solo  podrá  producir  sus  efectos  cuando  la  ley  del  Estado  en  el 
cual  se  ejerce  el  cargo,  coincida  con  la  de  aquel  en  el  que  se 
hallan  situados  los  bienes  que  puedan  ser  afectados  por  ella. 

Disposiciones  comunes  á  los  §§  V,  VI  y  VIII 

Artículo    21 

Las  medidas  urgentes  que  conciernan  á  las  relaciones  per- 
sonales de  los  cónyuges  entre  sí,  al  ejercicio  de  la  patria  potes- 
tad y  á  las  funciones  de  los  tutores  y  curadores,  se  rigen  por  la 
ley  del  lugar  de  la  residencia  temporaria  ó  accidental  de  los 
cónyuges,  padres  de  familia,  tutores  y  curadores. 

Artículo  22 

La  remuneración  que  las  leyes  acuerdan  á  los  padres,  tuto- 
res y  curadores  y  la  forma  de  las  mismas,  se  rige  y  determina 
por  la  ley  del  Estado,  en  el  cual  se  ejercitan  tales  cargos. 
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TÍTULO  II 

DE    LOS    BIENES 

Artículo  23 

Los  bienes,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  son  exclusi- 
vamente regidos  por  la  ley  del  lugar  donde  existen  en  cuanto  á 
su  respectiva  calidad,  á  su  enagenabilidad  absoluta  ó  relativa  y  á 
todas  las  relaciones  de  derecho  de  carácter  real  de  que  son  sus- 
ceptibles. 

Artículo  24 

Los  buques  en  aguas  no  jurisdiccionales  se  reputan  situa- 
dos en  el  lugar  de  su  matrícula. 

Artículo  25 

Los  cargamentos  de  los  buques  en  aguas  no  jurisdic- 
cionales se  reputan  situados  en  el  lugar  de  su  destino  de- 
finitivo. 

Artículo  26 

Los  derechos  creditorios  se  reputan  situados  en  el  lugar 
en  que  la  obligación  de  su  referencia  debe  cumplirse. 

Artículo  27 

El  cambio  de  situación  de  los  bienes  muebles    no  efectan 
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los  derechos  adquiridos  con  arreglo  á  la  ley  del  lugar  donde 
existían  al  tiempo  de  su  adquisición. 

Artículo  28 

Si  esos  derechos  procediesen  de  un  contrato,  los  contra- 
yentes están  obligados  á  llenar  los  requisitos  de  fondo  ó  de  for- 
ma exigidos  por  la  ley  del  lugar  de  la  nueva  situación,  para  la 
adquisición  ó  conservación  de  los  derechos  mencionados. 

Artículo  2g 

Los  derechos  adquiridos  por  tercerus  sobre  los  mismos 
bienes  de  conformidad  á  la  ley  del  lugar  de  su  nueva  situación, 
después  del  cambio  operado  y  antes  de  llenarse  los  requisitos 
referidos,  priman  sobre  los  del  primer  adquirente,  sin  perjuicio 
de  las  acciones  de  éste  contra  la  persona  con  quien  trató  en 
virtud  de  la  ley  que  rija  sus  relaciones  de  derecho. 


TÍTULO  III 

DE    LOS   ACTOS   JURÍDICOS 
Artículo  jo 

La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse, rige: 
(a)  sus  formas  y  solemnidades; 
(ó)  su  existencia  y  naturaleza; 

(c)  su  validez  y  subsistencia; 

(d)  sus  efectos  y  consecuencias; 

(e)  su  ejecución  y  extinción; 
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(/)  en  suma,  todo  cuanto  los  concierna,  bajo  cualquier  as- 
pecto que  sea. 

Artículo  31 

Exceptúase  el  contrato  de  permuta  sobre  cosas  situadas 
en  distintos  lugares  regidos  por  leyes  disconformes. 

Dicho  contrato  se  rige  por  la  ley  del  domicilio  de  los  con- 
trayentes si  fuese  común  al  tiempo  de  celebrarse  la  permuta,  y 
por  la  ley  del  lugar  en  que  la  permuta  se  celebró  si  fuese  distinto. 

Artículo  32 

Los  contratos  sobre  cosas  ciertas  é  individualizadas  deben 
cumplirse  en  el  lugar  donde  ellas  existían  al  tiempo  de  su  cele- 
bración. 

Artículo  33 

Los  contratos  sobre  cosas  determinadas  por  su  género 
deben  cumplirse  en  el  lugar  del  domicilio  del  deudor  al  tiempo 
en  que  fueron  celebrados. 

Artículo  34 

Los  contratos  sobre  cosas  fungibles  deben  cumplirse  en 
el  lugar  del  domicilio  del  deudor  al  tiempo  de  su  celebración. 

Artículo  35 

Los  contratos  sobre  prestación  de  servicios  deben  cum- 
plirse: 
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(a)  si  recaen  sobre  cosas,  en  el  lugar  donde  ellas  existan  ai 

tiempo  de  su  celebración; 
(ó)  si  su  eficacia  se  relaciona  con  algún  lugar  especial,  en 

aquel  donde  hayan  de  producir  sus  efectos; 
(c)  fuera  de  estos  casos,  en  el  lugar  del  domicilio  del  deudor. 

Artículo  36 

Los  contratos  accesorios  se  rigen  por  la  ley  de  la  obliga- 
ción principal  de  su  referencia. 

Artículo  37 

La  perfección  de  los  contratos  celebrados  por  correspon- 
dencia ó  mandatario  se  rige  por  la  ley  del  lugar  del  cual  proce- 
dió la  oferta. 

Artículo  38 

Las  obligaciones  que  nacen  sin  convención  deben  cum- 
plirse en  el  lugar  donde  se  produjo  el  hecho  lícito  ó  ilícito  de 
que  proceden. 

Artículo  3g 

Los  instrumentos  públicos  se  rigen  en  cuanto  á  sus  for- 
mas por  la  ley  del  lugar  en  que  se  otorgan;  los  privados,  por  la 
ley  del  lugar  del  cumplimiento  del  contrato  respectivo. 
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TITULO  IV 


DE  LA  SOCIEDAD  CONYUGAL 


Artículo  40 

El  contrato  nupcial  rige  las  relaciones  de  los  esposos,  tan- 
to respecto  de  los  bienes  que  tengan  al  tiempo  de  celebrarlo, 
como  respecto  de  los  que  adquieran  posteriormente. 

Artículo  41 

En  defecto  de  contrato  nupcial  así  como  en  todo  lo  que  él 
no  haya  previsto,  las  relaciones  de  los  esposos  sobredichos  bie- 
nes se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  conyugal  que  ellos  hubie- 
ren fijado  de  común  acuerdo  antes  de  la  celebración  del  matri- 
monio. 

Artículo  42 

Si  no  hubiesen  fijado  de  antemano  un  domicilio  conyugal, 
las  mencionadas  relaciones  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del 
marido  al  tiempo  de  la  celebración  del  matrimonio. 

Artículo  4J 

El  cambio  de  domicilio  no  altera  las  relaciones  de  los  es- 
posos en  cuanto  á  los  bienes,  ya  sean  adquiridos  antes  ó  des- 
pués del  cambio. 


TITULO  V 

DE  LAS  SUCESIONES 

Artículo  44 

La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  hereditarios 
al  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate, 
rige: 

(a)  la  capacidad  del  causante  para  testar; 
(ó)  la  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 

(c)  las  formas,  validez  y  efectos  del  testamento; 

(d)  los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes  y 
del  cónyuge  superstite; 

(e)  la  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

(f)  la  existencia  y  monto  de  los  bienes  reservables; 

(g)  en  suma,  todo  lo  relativo  á  la  sucesión  legítima  ó  tes- 
tamentaria. 

Artículo  45 

Las  deudas  que  deban  ser  satisfechas  en  alguno  de  los  Es- 
tados contratantes  gozarán  de  preferencia  sobre  los  bienes  allí 
existentes  al  tiempo  de  la  muerte  del  causante. 

Artículo  45 

Si  dichos  bienes  no  alcanzaren  para  la  chancelación  de  las 
deudas  mencionadas,  los  acreedores  cobrarán  sus  saldos  con  la 
preferencia  que  les  corresponda,  y  en  su  defecto,  á  prorata,  so- 
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bre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  sin  perjuicio  del   prefe- 
rente derecho  de  los  acreedores  locales. 

Artículo  47 

Cuando  las  deudas  deban  ser  chaceladas  en  algún  lugar  en 
que  el  causante  no  haya  dejado  bienes,  los  acreedores  exijirán 
su  pago  con  las  preferencias  que  les  correspondan,  y  en  su  de- 
fecto, á  prorata,  sobre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  con 
la  misma  salvedad  establecida  en  el  artículo  precedente. 

Artículo  48 

Los  legados  de  bienes  determinados  por  su  género  y  que 
no  tuvieren  lugar  designado  para  su  pago,  se  rigen  por  la  ley 
del  lugar  en  que  se  cobren,  se  harán  efectivos  sobre  los  bienes 
que  el  testador  tenga  en  su  último  domicilio,  y  en  defecto  de 
ellos,  ó  por  su  saldo,  se  pagarán  á  prorata  de  todos  los  demás 
bienes  del  causante. 

Artículo  4g 

La  obligación  y  forma  de  la  colación  se  rigen  por  la  ley  del 
lugar  á  que  se  hallan  sometidos  los  actos  jurídicos  que  le  dan 
origen. 


TÍTULO  VI 
De  la  prescripción 

Artículo  50 
La  prescripción  extintiva  de  las  acciones  personales  se 
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rige  por    la    ley   á   que    las   obligaciones    correlativas    están 
sujetas. 

Artículo  51 

La  prescripción  extintiva  de  acciones  reales  se  rige  por  la 
ley  del  lugar  de  la  situación  del  bien  gravado. 

Artículo  52 

Si  el  bien  gravado  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de 
situación,  la  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se 
haya  completado  el  tiempo  necesario  para  prescribir. 

Artículo  53 

La  prescripción  adquisitiva  de  bienes  muebles  ó  inmue- 
bles se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  están  situados. 

Artículo  54 

Si  el  bien  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de  situación., 
la  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  haya  com- 
pletado el  tiempo  necesario  para  prescribir. 

Montevideo,  Noviembre  10  de  1888. 


Manl  Quintana 
Sgo.  Vaca-Guzman 


PROYECTO  DE  TRATADO  SOBRE  DEREGHO  CIVIL 

i 

DE  LAS  PERSONAS 
Artículo  i? 

Las  leyes  de  los  Estados  signatarios  del  presente  Tratado, 
no  reconocen  diferencia  entre  ciudadanos  y  extranjeros  en  cuan- 
to á  la  adquisición  y  goce  de  los  derechos  civiles  que  ellas  re- 
glan. 

Artículo  2.° 

El  carácter  de  los  habitantes  de  un  país  en  cuanto  á  su  con 
dición  de  nacionales  ó  extranjeros,  domiciliados  ó  transeúntes,  se 
determina  y  juzga  por  las  leyes  del  mismo  país. 

Artíctilo  j.  ° 

Si  concurrieren  en  una  misma  persona  condiciones  consti- 
tutivas de  nacionalidad  en  dos  ó  más  Naciones,  y  con  este  moti- 
vo se  produjere  conflicto,  prevalecerá  la  ley  de  la  Nación  en  que 
la  persona  de  que  se  trate  se  hallare  domiciliada  actualmente. 

Artículo  4° 

La  capacidad  jurídica  de  las  personas  para  contratar  ó  con- 
traer obligaciones,  se  juzga  y  determina  por  las  leyes  del  país  de 
su  residencia. 

Artículo  s.° 
Para  apreciar  la  validez  de  toda  obligación  contraída  ó 
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contrato  celebrado  en  país  extranjero,  atendida  la  capacidad  de 
las  personas,  se  estará  á  lo  que  dispongan  las  leyes  del  país  en  el 
cual  se  contrajo  la  obligación  ó  se  celebró  el  contrato. 

Artículo  6.° 

Lo  establecido  en  los  dos  artículos  precedentes  se  entien- 
de, sin  perjuicio  de  lo  que  las  leyes  de  cada  país  dispongan,  para 
tener  efecto  dentro  de  su  propio  territorio,  con  respecto  á  la  in- 
fracción de  las  leyes  patrias  por  parte  de  sus  nacionales. 

II 

DEL   DOMICILIO 

Artículo  ?? 

El  domicilio,  para  los  efectos  de  este  Tratado,  consiste  en 
la  residencia  en  un  lugar  acompañada  de  manifestaciones  feha- 
cientes del  propósito  de  permanecer  en  él  por  tiempo  ilimitado. 

Artículo  8.° 

La  mujer  casada  no  divorciada  sigue  el  domicilio  del  mari- 
do; el  que  vive  bajo  patria  potestad,  el  del  padre;  el  que  se  halla 
bajo  tutela  ó  curaduría,  el  de  su  tutor  ó  curador. 

III 

DE      LA      AUSENCIA 

Artículo  g.' 

Los  derechos  y  obligaciones  de  una  persona  ausente,  de- 
clarada tal  por  la  autoridad  correspondiente,  se  reglan  por  Ja  ley 
de  su  último  domicilio. 
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IV 

DEL   MATRIMONIO 
Artículo  10 

La  validez  del  matrimonio  se  juzga  por  la  ley  del  país  en 
que  se  celebra. 

Será  igualmente  válido  el  matrimonio  celebrado  en  país 
extranjero  en  conformidad  á  las  leyes  patrias  de  los  contra- 
yentes. 

Artículo  II 

Lo  establecido  en  los  dos  artículos  anteriores  se  entiende 
sin  perjuicio  de  los  efectos  que  la  contravención  á  las  leyes  pa- 
trias de  los  contrayentes  produjere  en  su  propio  país  y  que  son 
los  mismos  que  si  se  hubiera  celebrado  en  él. 

Artículo  12 

El  matrimonio  válido  no  podrá  disolverse  sino  en  confor- 
midad á  las  leyes  del  Estado  en  que  se  solicite  su  disolución. 

El  matrimonio  disuelto  en  alguno  de  los  países  signatarios 
no  habilita  á  ninguno  de  los  cónyuges  para  contraer  matrimonio 
en  otro  país  en  que  no  habría  podido  disolverse. 

V 

DE   LOS   BIENES 

Artículo    13 

Los  bienes,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  están  sujetos 
á  las  leyes  del  país  en  que  se  hallan  situados,  sin  perjuicio  de 
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los  contratos  celebrados  válidamente  en  país  estraño.  Pero  los 
efectos  de  éstos,  cuando  fueren  otorgados  para  cumplirse  en  el 
país  en  que  los  bienes  se  hallan  situados,  se  arreglarán  á  las  le- 
yes de  éste. 

Artículo  14 

Los  buques,  en  aguas  no  jurisdicionales,  se  reputan  situa- 
dos en  el  lugar  de  su  matrícula. 

Artículo   15 

Los  cargamentos  de  los  buques  en  aguas  no  jurisdicciona- 
les se  consideran  situados  en  el  lugar  de  su  destino  definitivo; 
si  no  lo  tuvieren,  en  el  lugar  de  la  matrícula  del  buque. 

Artículo  16 

Los  créditos  se  reputan  situados  en  el  lugar  en  que  la  obli- 
gación debe  cumplirse. 

VI 

DE   LA  PRESCRIPCIÓN 

Artículo  I? 

La  prescripción  extintiva  de  la  acciones  personales  se  rige 
por  la  ley  á  que  las  obligaciones  correlativas  están  sujetas. 

Artículo  18 

La  prescripción  extintiva  de  acciones  reales  se  rige  por  la 
ley  del  lugar  en  que  se  hallan  situados  los  bienes  á  que  se  re- 
fieren. 

Artículo  ig 
Si  los  bienes  de  que  se  trate  fueren   muebles   y  hubieren 
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cambiado  de  situación,  la  prescripción  se  regirá  por  la  ley  del 
país  en  que  dichos  bienes  se  hallaban  cuando  empezó  á  correr. 

Artículo  20 

La  prescripción  adquisitiva  de  bienes  muebles  y  raíces  se 
rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  estén  situados. 

Artículo  21 

Si  el  bien  fuere  mueble  y  hubiere  cambiado  de  situación,  la 
prescripción  se  regirá  por  la  ley  del  país  en  que  empezó  á  correr 

VII 

DE  LAS  OBLIGACIONES  EN  GENERAL  Y  DE  LOS  CONTRATOS 
Artículo    22 

Los  Estados  signatarios  del  presente  Tratado  aceptan  el 
principio  locus  regít  actum,  tanto  respecto  de  la  forma  y  solem- 
nidades externas,  como  respecto  del  valor  intrínseco  de  todo 
acto  jurídico,  sin  otras  limitaciones  que  las  establecidas  expresa- 
mente en  el  mismo  Tratado.  En  consecuencia,  los  contratos  ce- 
lebrados y  actos  jurídicos  ejecutados  en  cualquiera  de  ellos,  en 
conformidad  á  sus  leyes,  se  reputarán  válidos  en  todos  los  de- 
más, sin  perjuicio  de  las  excepciones  ó  limitaciones  á  que,  según 
se  ha  expuesto,  haya  lugar. 

'     Artículo   23 

Los  actos  y  contratos  que  han  de  producir  efecto  en  otro 
Estado  en  que  se  exijan  requisitos  especiales  para  su  validez,  no 
se  reputarán  perfectos  sino  se  llenaren  esos  requisitos. 

Artículo  24 

Los  actos  que  los  ciudadanos  de  alguno  de  los  Estados  sig- 
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natarios  ejecutaren  fuera  de  su  respectivo  territorio  con  el  fin 
manifiesto  de  burlar  una  prohibición  impuesta  por  las  leyes  pa- 
trias, probado  el  fraude,  se  reputarán  nulos  y  de  ningún  valor. 

Artículo  25 

Los  actos  ejecutados  ó  contratos  celebrados  fuera  del  te- 
rritorio nacional,  pero  en  conformidad  á  sus  leyes,  de  tal  modo 
que  en  él  sean  válidos,  lo  serán  igualmente  en  los  demás  Esta- 
dos; sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  número  26. 

Artículo   26 

No  se  reputará  válida  en  un  Estado  ninguna  obligación 
contraria  á  su  Derecho  Público  ó  á  la  moral. 

Artículo   27 

Si  los  interesados  estipularen  que  el  contrato  se  rija  por 
otras  leyes  que  las  vigentes  en  el  lugar  de  su  celebración,  se  es- 
tará á  lo  estipulado  por  ellos  sin  perjuicio  á  lo  establecido  en  el 
número  anterior. 

Artículo  28 

Todo  lo  que  es  accesorio  en  una  obligación  ó  inherente  á 
ella,  se  juzgará  por  las  leyes  del  país  á  que  en  lo  principal  está 
subordinada  según  las  reglas  del  presente  Tratado. 

Artículo  29 

Si  la  validez  de  una  obligación  se  deriva,  nó  del  acto  ó 
contrato  primitivo  que  constituía  un  título  vicioso,  sino  de  su  ra- 
tificación que  lo  purgó  del  vicio,  y  ésta  tuvo  lugar  en  un  país 
distinto  de  aquel  en  que  se  otorgó  la  primitiva  obligación,  el 
acto  ó  contrato  se  juzgará  por  la  ley  del  país  en  que  la  ratifica- 
ción tuvo  lugar. 
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Artículo  30 

Las  obligaciones  procedentes  de  cuasi-contratos  se  juzga- 
rán por  las  leyes  del  país  en  que  han  tenido  origen  ó  en  donde 
han  tenido  lugar  los  actos  de  que  se  derivan. 

.     VIII 

DE  LA  SOCIEDAD    CONYUGAL 

Artículo  31 

La  sociedad  conyugal  en  cuanto  á  sus  bienes  es  reglada 
por  las  leyes  del  domicilio  del  marido  en  el  acto  de  la  celebra- 
ción del  matrimonio;  lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo  que 
se  estipulare  por  los  cónyuges,  ya  de  una  manera  general,  ya 
con  relación  á  determinados  casos  y  bienes. 

IX 

DEL  TESTAMENTO 

-  El  testamento  escrito  otorgado  válidamente  en  cualquiera 
de  las  Naciones  signatarias,  será  igualmente  válido,  probada  su 
autenticidad,  en  todas  las  demás 

En  cuanto  á  la  validez  de  un  testamento  otorgado  en  cual- 
quiera otra  forma  en  país  extranjero,  se  estará  en  cada  Estado  á 
lo  que  sus  leyes  dispusieren. 

X 

DE  LA  SUCESIÓN  POR  CAUSA  DE  MUERTE 

Artículo  33 

La  sucesión  por  causa  de  muerte  se  abre  en  el  último  do- 
micilio de  la  persona  difunta  y  se  regla  por  las  leyes  vijentes  en 
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él,  sin  perjuicio  de  lo  que  las  de  cada  Estado  dispongan  con  res- 
pecto á  los  bienes  ubicados  en  su  propio  territorio. 

Artículo  34 

Los  extranjeros  gozarán  de  los  mismos  derechos  y  estarán 
sujetos  á  las  mismas  reglas  que  los  nacionales  en  todo  lo  rela- 
tivo á  las  sucesiones  abiertas  en  los  Estados  signatarios. 

Artículo  35 

El  juicio  de  sucesión  será  uno  é  indivisible  y  se  regirá  por 
las  leyes  del  lugar  en  que  la  sucesión  se  abre,  sin  perjuicio  de 
las  excepciones  que  éstas  mismas  leyes  hicieren. 

Artículo  36 

No  obstante  lo  establecido  en  el  artículo  anterior,  cuando 
hubiere  bienes  pertenecientes  á  la  sucesión  en  otros  lugares,  las 
personas  que  según  lo  estatuido  en  la  última  parte  del  número 
33  tuvieren  acciones  especiales  que  deducir  contra  ellos,  las  de- 
ducirán ante  los  tribunales  de  los  territorios  en  que  se  hallan  si- 
tuados. 

Estos  resolverán  lo  que  fuere  de  justicia  según  la  ley  te- 
rritorial, previa  citación  y  audiencia  del  representante  de  la 
sucesión. 

Si  éste  no  concurriere,  se  procederá  en  su  rebeldía  como 
fuere  de  derecho. 


Montevideo,  Noviembre  14  de  i 

B.  Prats 


ACTA  MUiVL  íí 


SESIÓN  DEL  28  DE  NOVIEMBRE  DE  1833 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  la  República,  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats  ; 

.  Por  la  República  del  Paraguay: 
El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 


170 


El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos: 


Por  la  República  del  Perú : 


El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez 


Por  la  República  Oriental  del   Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  3.40  p.  m. 


Después  de  leida,  aprobada  y  firmada  el  Acta  de  la  Sesión 
anterior, 


El  Señor  Presidente  dijo:  que  correspondía  empezar  en 
la  presente  sesión  la  discusión  al  Proyecto  sobre  Derecho  Penal. 


El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó:  que  antes  de 
informar  sobre  la  materia  penal,  creia  conveniente,  á  fin  de 
abreviar  la  discusión  oficial,  celebrar  una  reunión  previa  con  sus 
colegas  de  Comisión  para  trasmitirles  ciertas  observaciones  que 
algunos  Señores  Plenipotenciarios  hacían  al  Proyecto  de  la  re- 
ferencia. Agregó:  que  después  que  aquellas  fuesen  tomadas  en 
cuenta  por  la  Comisión,  no  habría  dificultad  para  que  en  la  se- 
sión del  sábado  próximo  comenzase  la  discusión  del  Proyecto 
de  Tratado  de  Derecho  Penal. 
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La  indicación  del  Señor  Doctor  Saenz  Peña  fué  aceptada 
por  unanimidad. 

El  Señor  Doctor  Quintana  expuso:  que  algunos  Seño- 
res Plenipotenciarios  habían  observado  que  los  proyectos  pre- 
sentados, tanto  por  la  mayoría  como  por  la  minoría  de  la  Comi- 
sión de  Derecho  Civil  no  comprendían  la  parte  relativa  á  juris- 
dicción ó  competencia — Añadió  que  la  Comisión  en  mayoría  no 
se  ocupó  de  ese  punto,  porque  reputaba  que  no  era  de  su  come- 
tido y  que  correspondía  rigurosamente  á  la  Comisión  de  Dere- 
cho Procesal.  Suponía,  dijo,  que  la  minoría  hubiera  tenido  los 
mismos  motivos  para  no  incluir  en  su  trabajo  la  parte  concer- 
niente á  jurisdicción.  Indicó  en  consecuencia  la  conveniencia  de 
nombrar  una  Comisión  Especial  encargada  de  formular  las  dis- 
posiciones al  respecto  ó  bien  confiar  tal  encargo  á  la  de  Derecho 
Civil,  aún  cuando  creia  preferible  encomendar  esa  tarea  á  la  de 
Derecho  Procesal.  Terminó  expresando  que  aceptaría  cualquier 
resolución  que  condujera  á  tener  un  proyecto  preparado  sobre 
Ja  materia. 

Previo  un  breve  debate,  en  el  cual  tomaron  parte  el  Se- 
ñor Presidente  y  los  Señores  Gálvez,  Vaca-Guzman,  Chacaltana, 
Prats,  Saenz  Peña,  Ramírez  y  Aceval,  se  resolvió  el  nombramien- 
to de  la  Comisión  Especial  propuesta  por  el  SeñorDoctor  Quin- 
tana para  que  redactara  el  título  sobre  jurisdicción  en  materia 
civil. 

El  Señor  Presidente  designó  para  componer  dicha  Co- 
misión á  los  Señores  Doctores  Quintana,  Vaca-Guzman  y  Gal- 
vez. 

Después  de  un  lijero  cambio  de  ideas,   el  Honorable  Con- 
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greso  resolvió  que  oportunamente  se  decidiría  si  en  cada  tratado 
habían  de  figurar  las  disposiciones  sobre  jurisdicción  que  le  son 
relativas,  ó  si  habían  de  incluirse  todas  en  el  Proyecto  de  Dere- 
cho Procesal. 


La  Sesión  se  levanta  á  las  5  p.  m. 

Ild  García  Lagos 

Presidente. 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  .  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.GÁlvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA  NUM»  12 


SESIÓN  DEL  1.°  DE  DICIEMBRE  DE  1SSS 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-  Guzman; 

Por  la  República  de  Chile-. 

El  Señor  Don  Beljsario  Prats; 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 
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Por  la  República  del  Perú-. 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos: 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  3.35  p.  m. 

Fué  leida,   aprobada  y  firmada  el  Acta  de  la  Sesión  ante- 


rior. 


El  Señor  Presidente  hizo  dar  lectura  del  Proyecto  de 
Tratado  sobre  Derecho  Penal,  que  corre  agregado  al  Acta  nú- 
mero 7  de  la  Sesión  celebrada  por  el  Honorable  Congreso  el  10 
de  Octubre  último. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña,  miembro  informante  de 
la  Comisión  de  Derecho  Penal,  una  vez  que  el  Señor  Presidente 
le  hubo  concedido  el  uso  de  la  palabra,  se  expresó  en  los  si- 
guientes términos: 

Señores  Plenipotenciarios: 

La  Comisión  redactora  del  Proyecto  que  se  acaba  de  leer, 
me  ha  hecho  el  honor  de  designarme,  como  miembro  infor- 
mante, y  cumpliendo  el  encargo  que  tengo  recibido,  debo  expo- 
ner al  Honorable  Congreso,  las  opiniones  y  principios  que  han 
prevalecido  en  sus  sesiones. 


La  Comisión  ha  dedicado  á  la  materia  penal,  un  estudio 
detenido;  y  me  es  satisfactorio  declarar,  que  todos  y  cada  uno 
de  los  artículos  de  ese  Proyecto,  expresan  el  voto  solidario  y 
unánime  de  los  Plenipotenciarios  que  lo  han  redactado"  llegando 
á  este  concierto  de  opiniones  y  de  voluntades,  ó  por  transaccio- 
nes justas,  ó  por  adhesiones  meditadas,  hijas  del  convencimiento 
que  trae  consigo  la  discusión,  sostenida  en  todo  momento  con 
sinceridad  y  altos  propósitos;  la  Comisión  viene  animada  de 
los  mejores  sentimientos,  al  iniciar  los  debates  del  Honorable 
Congreso:  aceptará  de  buen  grado,  todas  aquellas  reformas,  cu- 
yas ventajas  se  demuestren  por  un  razonamiento  convincente  y 
en  este  propósito,  se  ha  adelantado  á  hacer  suyas,  diversas  mo- 
dificaciones, que  algunos  colegas  han  tenido  á  bien  presentarle, 
y  que  haré  conocer  en  el  curso  de  mi  informe. 

Los  Plenipotenciario?,  en  cuyo  nombre  tengo  el  honor  de 
hablar,  creerían  faltar  á  un  sentimiento  de  justicia,  sino  declara- 
ran, como  lo  hace  el  miembro  informante  que  tiene  la  palabra, 
que  han  utilizado,  en  sus  trabajos,  los  estudios  jurídicos  dados  á 
luz  últimamente,  por  el  Honorable  Plenipotenciario  de  Bolivia 
Doctor  Vaca-Guzman;  sin  desdeñar  el  comentario  que  ilustra 
aquel  Proyecto,  la  parte  dispositiva  es  decir,  la  codificada,  ha 
servido  de  base  á  nuestras  discusiones,  como  también  á  la  divi- 
sión de  la  materia,  y  si  bien  hemos  disentido  en  muchos  puntos, 
hemos  coincidido  en  muchos  más,  con  las  opiniones  del  distin- 
guido jurista;  la  Comisión  cree,  que  no  debe  silenciar  la  utilidad 
de  esos  trabajos  y  me  ha  encargado  recomendarlos  muy  espe- 
cialmente á  la  consideración  del  Honorable  Congreso. 

Cumplido  este  acto  de  justicia  y  antes  de  especializarme 
con  la  materia  sobre  que  debo  informar,  mis  Honorables  Colegas 
me  han  de  permitir  algunas  observaciones  tendentes  á  determi- 
nar con  claridad  el  punto  de  partida  de  nuestras 'tareas,  el  carác- 
ter de  nuestra  misión  y  el  alcance  de  los  poderes  que  nos  he- 
mos cangeado;  observaciones  que  las  considero  tanto  mas  nece- 
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sanas,  cuanto  que  la  prensa  de  diversos  países  y  aún  revistas  in- 
ternacionales que  gozan  de  autoridad  y  de  prestigio  en  el  mundo 
científico,  han  dado  cuenta  de  los  propósitos  de  este  Congreso, 
en  una  forma  á  mi  juicio  equivocada. 

Asistimos,  Señores,  á  una  conferencia  de  Plenipotenciarios, 
llamados  á  estatuir  procedimientos  definidos,  reglas  prácticas 
y  previsoras  que  se  anticipen  á  los  conflictos  que  puedan  sus- 
citarse entre  dos  ó  más  Estados,  con  relación  á  las  personas,  á 
los  bienes  y  á  los  actos,  de  sus  subditos  ó  residentes. 

No  venimos,  pues,  á  uniformar  legislaciones,  como  se  ha 
dicho  erróneamente,  al  comentar  la  invitación  de  los  Gobiernos 
del  Plata  para  constituir  este  Congreso.  Uniformar  legislaciones, 
Señores,  vale  tanto  como  someter  á  revisión  la  que  se  ha  dado 
cada  Nación  Americana;  vale  atacar  el  principio  de  la  inviolabi- 
lidad de  los  Estados,  toda  vez  que  el  cuerpo  de  sus  leyes  inter- 
nas, fuera  modificado  ó  alterado  por  actos  internacionales,  ó  por 
congresos  ágenos  á  ese  fuero  nacional  y  autonómico,  que  es  de 
la  esencia  de  cada  soberanía;  no  ha  entrado  en  los  términos  de 
la  plenipotencia  que  nos  hemos  cambiado,  ni  en  la  índole  del  de- 
recho cuyo  estudio  emprendemos,  asumir  las  funciones  de  los 
cuerpos  legislativos  del  Estado,  para  conmover  la  universalidad 
de  los  derechos  privados,  confundiendo  la  ley,  que  nace  de  un 
principio  de  autoridad,  con  los  tratados,  que  son  obra  de  la  con- 
vención y  del  acuerdo  recíproco  de  las  naciones. 

No,  Señores  Plenipotenciarios;  cada  Estado  tiene  y  conser- 
va su  legislación  propia,  como  signo  visible  de  su  soberanía;  ca- 
da uno  reformará  la  suya,  en  el  sentido  de  los  deberes  que  acepte 
y  de  las  obligaciones  que  contraiga,  al  aprobar  los  tratados,  que 
el  Honorable  Congreso  vá  á  suscribir  ad  referendum;  pero  estos 
tratados,  no  van  á  contemplar  tampoco,  los  códigos  locales,  ni  á 
proceder  de  un  estudio  de  las  legislaciones  comparadas,  porque 
cada  Nación,  tratando  de  hacer  prevalecer  la  suya  propia,  pro- 
duciría necesaria  y  fatalmente  el  fracaso  de  nuestra  misión. 
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¿Cuáles  son,  entonces,  podría  preguntárseme,  los  principios 
y  los  derechos,  que  van  á  ser  discutidos  en  este  Honorable  Con- 
greso? 

La  respuesta  es  sencilla. 

Vamos  á  discutir,  con  arreglo  á  los  principios  de  la  filoso- 
fía y  del  derecho,  no  las  leyes  internas,  que  son  inconmovibles 
para  nosotros,  y  que  solo  pueden  derogarse,  por  el  mismo  poder 
que  las  dictó,  sino  la  ley  aplicable  á  los  conflictos  ocurrentes  por 
el  concurso  de  las  jurisdicciones;  en  otros  términos,  vamos  á  tra- 
tar de  la  aplicabilidad  internacional  de  las  leyes  y  de  la  compe- 
tencia de  los  tribunales  con  potestad  de  juzgamiento;  no  tampo- 
co, en  el  orden  interno  de  todas  las  Naciones,  sino  en  tanto  que, 
ellas  pongan  en  contacto  dos  colectividades  políticas,  para  evitar 
que  de  este  rozamiento  de  las  jurisdicciones  y  de  las  soberanías, 
puedan  nacer  nuevos  conflictos  ó  quieran  perpetuarse  los  exis- 
tentes. 

Sería,  Señores,  una  pretensión  inescusable,  asumir  las  fun- 
ciones de  los  cuerpos  legislativos  del  Estado  y  derogar  el  orden 
legal  existente,  en  el  interés  de  una  ley  única  y  general  á  los  Es- 
tados de  la  América  del  Sud;  sobre  la  agresión  llevada  á  los  de- 
rechos de  soberanía,  que  los  Gobiernos  Oriental  y  Argentino  son 
los  primeros  en  reconocer  y  respetar,  como  un  principio  de  hon- 
ra para  las  naciones,  se  acumularía  el  inconveniente  de  imponer 
leyes  iguales,  á  Estados  que  se  encuentran  en  desigualdad  de  con- 
diciones y  que  viven  sometidos  al  sabio  y  conocido  axioma  de 
Pascal. 

Dejemos,  pues,  á  los  Estados  de  la  América,  con  su  legisla- 
ción propia  y  calculada,  sobre  las  necesidades  de  orden  privativo 
y  nacional;  en  la  materia  penal,  por  ejemplo,  determinemos  cuál 
es  la  ley  que  ha  de  aplicarse  al  delincuente,  cuando  surge  del 
delito  mismo,  una  relación  de  Estado  á  Estado,  decidamos  cuál  es 
el  tribunal  que  ha  de  juzgarlo,  y  cuál  el  caso  en  que  los  Gobiernos 
deben  acordar  su  entrega;  pero  una  vez  resueltos   estos  proble- 
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mas,  que  especialmente  se  refieren  á  la  competencia,  el  derecho 
internacional  privado  ha  terminado  su  misión;  y  no  debemos  ni 
podemos  discutir,  si  esa  ley  declarada  aplicable,  ha  de  ser  la  de 
muerte  ó  la  de  presidio,  porque  esa  es  la  función  de  cada  le- 
gislador; porque  esa  es  la  ley  interna,  sagrada  é  inviolable 
para  nosotros,  tan  inviolable  como  el  mismo  principio  de  so- 
beranía. 

Tai  es,  Señores  Plenipotenciarios,  la  misión  con  que  hemos 
sido  investidos;  tal  es  también  el  derecho  internacional  privado, 
caracterizado  especialmente  por  las  cuestiones  que  á  la  compe- 
tencia se  refieren. 

Dice  Brocher,  que  la  materia  en  estudio,  es  un  compuesto 
de  soberanía,  de  derecho  y  de  competencia  y  yo  creo,  que  es  en 
el  equilibrio  de  estas  tres  componentes,  que  debemos  buscar  la 
resultante,  que  ha  de  quedar  escrita  en  nuestros  tratados,  lle- 
gando al  derecho  por  el  camino  de  la  soberanía,  pero  no  depri- 
miendo la  soberanía,  porque  es  atentar  contra  el  derecho. 

Estudiamos,  Señores,  una  ciencia  de  relación,  que  nace 
precisamente  de  esa  diversidad  de  las  legislaciones,  á  diferen- 
cia del  derecho  interno,  que  tiene  una  vida  incondicional,  que 
tiene  una  existencia  propia,  que  vive  en  todos  los  casos  y  con- 
tra todas  las  hipótesis;  si  suprimimos,  entretanto,  como  lo  quie- 
re Bluntschli,  las  fronteras  que  separan  á  los  pueblos,  si  los  con- 
fundimos por  un  momento,  en  una  sola  nacionalidad,  el  derecho 
internacional  privado,  habría  desaparecido,  con  la  última  sobe- 
ranía local,  con  la  última  ley  territorial;  y  pues  que  nos  es  for- 
zoso reconocerle  esta  existencia  de  relatividad,  no  podemos 
ocuparnos  de  perfeccionar  sus  principios  y  de  trazar  sus  reglas, 
al  mismo  tiempo  que  suprimimos  su  origen,  su  causa,  su  necesi  ■ 
dad,  que  es  esa  diversidad  de  las  legislaciones,  que  es  esa  plu- 
ralidad de  las  soberanías. 

Hechas  estas  observaciones,  que  las  presento,  no  como 
miembro  informante  de  la  Comisión,  sino   como   representante 
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de  uno  de  los  Gobiernos  que  suscribieron  la  convocatoria  de  10 
de  Abril,  voy  á  especializarme  con  la  materia  sobre  que  debo 
informar. 

La  Comisión  ha  esquivado,  tanto  como  le  ha  sido  posible, 
el  terreno  de  las  abstracciones  y  de  las  teorías  aventuradas,  por 
considerar  que  ellas  alejan  al  Honorable  Congreso  de  sumisión 
esencialmente  práctica  y  resolutiva. 

La  filosofía  que  ha  discutido  todos  los  fundamentos  del 
orden  social  y  político,  no  ha  dejado  de  someter  á  sus  especu- 
laciones, la  legalidad  de  la  pena;  pero  la  Comisión  no  ha  queri- 
do hacerse  cargo  de  semejantes  discusiones;  el  derecho  de  cas- 
tigar está  escrito  en  la  ley  positiva  de  todos  los  Estados  civili- 
zados de  la  tierra,  sea  que  él  proceda  de  la  justicia  absoluta,  que 
confunde,  á  mi  juicio,  el  derecho  con  la  moral,  sea  que  él  se  im- 
ponga, con  el  utilitarismo  desnudo  y  egoista  de  la  filosofía  de 
Bentham,  la  Comisión  no  ha  encuadrado  sus  trabajos  en  el  ex- 
clusivismo de  esos  sistemas.  Acepta,  si,  el  eclecticismo  de  la 
justicia  relativa  que  combina  el  principio  justo  con  el  móvil 
humano,  la  justicia  con  el  interés;  rindiendo  tributo  á  la  pri- 
mera, en  tanto  que  lo  permiten,  la  conservación  del  orden  social 
y  la  vida  armónica  de  las  naciones. 

Es  á  la  luz  de  estos  principios,  que  la  Comisión  ha  trazado 
límites  á  la  jurisdicción,  ha  preceptuado  reglas  á  la  extradición, 
al  asilo,  á  la  prescripción  y  á  la  expulsión. 

En  materia  de  juridicción,  la  Comisión  ha  aceptado  el  prin- 
cipio de  la  ley  territorial  y  la  potestad  de  los  jueces,  en  cuyo 
territorio  se  consuman  los  actos  delictuosos. 

Este  principio,  dice  Bard,  puede  ser  enunciado  con  todos 
los  honores  de  un  axioma,  es  decir,  sin  demostración;  pero  otros 
tratadistas,  como  Fiore,  le  dedican  extensas  y  nutridas  páginas, 
combatiendo  las  escuelas  que  en  diversas  épocas  han  pretendi- 
do conmoverlo. 

El  carácter  territorial  de  estas  leyes,  no  se  ataca,  ni  ha  sido 
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atacado  en  ningún  tiempo,  en  el  sentido  de  desconocer  la  acción 
del  castigo  dentro  del  territorio  de  cada  Nación;  cuando  el  delito 
se  ha  cometido  en  el  mismo,  y  el  agente  del  crimen  no  ha  busca- 
do en  la  fuga  la  impunidad,  el  imperio  de  la  legislación  penal,  es 
inherente  á  cada  Estado,  que  tiene  el  derecho  de  regirse  por  sus 
propias  leyes  y  el  deber  de  hacerlas  cumplir  y  respetar  en  todo 
el  territorio  nacional,  proveyendo  á  su  seguridad,  á  su  defensa 
y  amparando  los  derechos  acordados  á  todos  los  que  habitan  en 
su  suelo;  actos  son  estos  de  soberanía  interior,  que  constituyen  el 
orden  institucional  de  las  naciones,  y  para  el  cual  no  necesitan 
ni  consienten  el  concurso  de  les  demás  Estados;  las  leyes  pena- 
les y  los  procedimientos  conducentes  al  castigo,  toman  recien 
carácter  internacional,  cuando  son  varios  los  Estados  que  pueden 
disputarse  la  jurisdicción  del  delito,  sea  con  relación  á  la  perso- 
na del  reo,  sea  por  el  refugio  que  éste  ha  buscado  después  de 
delinquir,  sea  también  por  el  interés  que  tengan  en  la  represión 
varios  Estados,  ó  últimamente  por  la  jurisdicción  dudosa  del  de- 
lito, cuando  los  actos  preparatorios  se  producen  en  un  territorio 
y  sus  efectos  han  de  sentirse  en  otros. 

Es  en  estos  casos  múltiples  y  varios,  donde  han  tomado  orí- 
gen  las  distintas  escuelas  que  han  discutido  la  jurisdicción  de  los 
delitos. 

La  primera  de  ellas,  la  mas  inconsistente,  atacó  todo  el  or- 
den de  las  jurisdicciones,  aspirando  á  una  confederación  univer- 
sal, basada  en  el  interés  de  la  justicia  represiva;  según  esta  es- 
cuela, que  puedo  llamar  perturbadora,  todos  los  jueces  eran 
buenos  y  todos  los  tribunales  competentes,  para  castigar  á  los 
culpables;  cada  Estado  tenía  el  derecho  de  aprehender,  procesar 
y  penar  al  delincuente,  por  la  sola  circunstancia  de  encontrarlo 
sobre  su  territorio,  y  de  haber  ofendido  las  leyes  de  la  justicia 
humana.  Esta  escuela,  que  sedujo  numerosos  espíritus,  ha  sido 
defendida  con  calor,  hasta  mediados  de  este  siglo  y  así  nos  expli- 
camos que  en  el  cuerpo  legislativo  francés,  se  hayan  pronuncia- 
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do  estas  palabras,  que   recuerda  Fiore,  como  una  amenaza  á   la 
soberanía  de  los  demás  Estados. 

«Es  un  honor  para  la  Francia,  se  ha  dicho,   vengar  todos 
los  crímenes  que  se  cometan  en  el  Universo.» 

Afortunadamente,  Señores  Plenipotenciarios,  el  derecho 
internacional  privado,  que  no  ha  tomado  carta  de  ciudadanía,  ha 
resistido  con  previsión  y  con  prudencia,  estas  explosiones  de 
vanagloria  nacional  y  según  él,  el  derecho  de  represión  es  priva- 
tivo del  Estado,  cuyas  leyes  han  sido  violadas  y  cuya  soberanía  es 
ultrajada  por  el  crimen  mismo;  los  Estados  que  sienten  intactos 
sus  derechos,  que  no  han  visto  agredidos  en  su  territorio,  á  sus 
residentes  ó  á  sus  subditos,  no  pueden  ejercer  tal  represión^ 
porque  no  tienen  interés  en  el  castigo,  porque  no  pueden  invo- 
car la  defensa  jurídica  en  nombre  de  la  cual,  las  sociedades  ejer* 
cen  la  penalidad;  y  esa  defensa  jurídica  no  puede  invocar- 
la un  Estado  que  no  ha  sido  ofendido,  porque  la  defensa  supo- 
ne ataque  y  agresión,  y  la  que  se  ha  llevado  contra  las  leyes 
de  una  Nación,  no  puede  ser  vengada  por  todas  las  otras,  sin 
caer  en  el  principio  de  la  justicia  universal  y  absoluta,  que 
la  filosofía  moderna  ha  venido  desalojando  de  sus  dominios 
teocráticos. 

Las  tendencias  de  esta  escuela  se  han  sostenido  con  decla- 
maciones estériles  sobre  la  impunidad,  pero  los  que  combaten 
todas  sus  conclusiones,  están  lejos  de  propagar  el  desorden  y  de 
alentar  el  crimen  por  la  supresión  de  la  pena;  la  jurisdicción  te- 
rritorial, calcula  el  castigo  sobre  el  interés  social,  reprime  el  ata- 
que con  la  defensa  natural  y  legítima,  y  la  represión  en  esta  for- 
ma, ejercida  dentro  de  las  soberanías,  conforme  con  las  jurisdic- 
ciones, dista  tanto  de  la  impunidad,  como  dista  el  derecho  de 
lo  arbitrario  ó  del  delito  mismo. 

Se  comprende,  Señores,  el  desorden  y  la  perturbación  que 
nos  vendría,  de  imponer  todas  las  legislaciones  del  mundo  sobre 
el  mismo  sugeto  de  los  derechos,  que  se  convertiría  en   subdito 
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de  todas  las  soberanías;  ejercería  actos  inocentes  en  el  Estado 
de  su  residencia,  que  serían  severamente  juzgados  y  tal  vez  cas- 
tigados con  crueldad,  en  otro  Estado  á  donde  mas  tarde  lo  lle- 
vara la  necesidad,  ó  el  ejercicio  de  su  libre  albedrío;  principios 
son  estos  que  nos  arrojarían  en  incertidumbres  lamentables,  so- 
bre la  legalidad  de  nuestros  actos,  que  nos  obligarían  á  dudar 
en  todo  momento  de  su  criminalidad  ó  su  inocencia.  ¿Por  qué? — 
Porque  no  nos  bastaría  respetar  las  leyes  á  cuyo  imperio  esta- 
mos sometidos;  seria  necesario  consultar  también,  todas  aque- 
llas que  pueden  sernos  impuestas  en  el  porvenir,  aun  cuando 
ninguna  relación  jurídica  mantenemos  con  ellas,  en  el  momen- 
to de  la  consumación  de  nuestros  actos. 

No  son  menos  perniciosas  las  conclusiones  de  la  jurisdic- 
ción universal,  cuando  se  eluden  estos  argumentos,  aplicando 
en  el  extranjero,  la  ley  del  lugar  del  delito;  esta  solución,  á  mi 
juicio,  ataca  de  una  manera  mas  evidente  y  clara  el  principio  de 
la  soberanía  de  los  Estados;  los  tribunales  nacionales,  los  que 
ejercen  una  jurisdicción  originaria,  representando  la  ley  y  la  so- 
ciedad ultrajadas  por  el  crimen,  serían  suplantados  por  jueces 
extranjeros  que  no  tienen  misión,  derechos  ni  deberes  dentro  de 
las  fronteras  de  aquella  soberanía;  volveríamos  á  encontrarnos 
con  aquellos  vengadores  airados,  remedo  profano  de  la  justicia 
divina,  ejercida,  ó  usurpada  por  la  justicia  humana. 

No  puede  ocultársenos,  Señores  Plenipotenciarios,  que 
cuando  el  castigo  se  ejerce  por  un  Esta  lo  indiferente  al  delito, 
por  una  nación  que  no  tiene  para  que  regular  el  orden  interior 
de  las  demás,  ni  por  que  vindicar  derechos  que  ella  no  ampara  ni 
proteje,  la  penalidad  participa  en  estos  casos  de  la  indiferencia 
de  ese  Estado;  el  proceso  no  se  sustancia  la  mayor  parte  de  las 
veces  y  cuando  se  abre,  faltan  las  pruebas  ó  no  se  hallan  los 
cómplices  que  han  quedado  en  el  lugar  mismo  del  crimen;  com- 
batir en  estos  casos  el  principio  de  la  extradición  y  disputar  la 
competencia  del  tribunal  territorial,  con  la  esperanza  de  un  cas- 
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iig'o  dudoso,  es  llegar  directa  y  deliberadamente  á  la  impunidad 
que  se  quiere  evitar. 

Otro  principio  y  otra  escuela  no  menos  perniciosa,  es  la 
que  se  funda  en  la  nacionalidad  del  agente  ó  de  la  víctima  del 
crimen,  para  someter  el  proceso  á  las  leyes  y  á  los  tribunales  de 
la  Nación  de  origen. 

Son  diversos  y  numerosos  los  países  que  consagran  princi- 
pio tan  contradictorio;  la  Bélgica,  según  su  ley  de  15  de  Abril 
de  1878,  establece  en  su  artículo  7.0,  que  todo  belga  culpable  de 
un  delito  cometido  contra  otro  belga,  fuera  del  territorio  del  rei- 
no, podrá  ser  perseguido  y  enjuiciado  por  los  tribunales  del 
mismo;  en  Suiza,  se  observa  la  misma  ley;  en  Rusia,  según  el 
artículo  132  del  Código  Penal  de  1866,  se  siguen  prácticas  idén- 
ticas; en  el  Imperio  del  Brasil  la  ley  de  4  de  Agosto  de  1875? 
está  concebida  en  estos  términos:  «Los  extranjeros  que  en  otro 
país  hayan  cometido  centra  brasileros  algunos  de  los  crímenes 
que  se  enumeran,  y  entraren  en  el  territorio  del  Imperio,  serán: 
ó  entregados  por  pedido  de  extradición,  ó  expulsados  del  terri- 
torio brasilero,  ó  penados  según  la  ley  del  Imperio.* 

En  contra  de  las  legislaciones  que  he  citado,  tenemos  las 
de  Inglaterra  y  de  los  Estados-Unidos  del  Norte,  que  aceptan 
en  absoluto  la  ley  del  territorio  en  que  el  delito  se  perpetra, 
prescindiendo  de  la  nacionalidad  del  agente,  de  la  víctima  ó  del 
damnificado,  principio  que  viene  haciendo  su  camino  de  repara- 
ción y  de  reforma,  como  lo  ha  probado  el  Reichstag  del  Imperio 
Alemán,  rechazando  en  1876  ese  privilegio  de  jurisdicción, 
cuando  se  queria  fundar  en  la  nacionalidad   de  la  víctima. 

La  nacionalidad  carece,  en  efecto,  de  toda  significación 
jurídica  para  determinar  la  competencia;  ésta  nace  de  las  leyes 
que  han  sido  violadas  en  el  territorio  del  crimen,  como  de  los 
derechos  agredidos,  lo  mismo  en  la  persona  de  un  subdito  que 
en  la  de  un  residente,  y  no  hay  sino  un  Estado  que  debe  prote- 
ger en  un  caso  el  derecho,  y  reprimir  en  otro,  los  delitos  que  se 
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consuman  en  su  suelo;  es,  por  otra  parte,  contrario  á  todo  prin- 
cipio moral,  la  situación  creada  á  esos  jueces  y  tribunales  del 
crimen,  que  declaran  la  impunidad  ó  el  castigo,  la  competencia 
ó  la  declinatoria,  por  un  hecho  ageno  á  toda  relación  jurídica 
con  el  delito;  la  justicia  humana  no  se  ha  mostrado  nunca,  mas 
deficiente  é  imperfecta,  que  cuando  se  la  mira  pesquisando  en 
los  bolsillos  de  la  víctima,  la  carta  de  ciudadanía  que  ha  de  de- 
terminar la  absolución  ó  la  pena  del  culpable 

Digo  otro  tanto,  Señores  Plenipotenciarios,  de  la  naciona- 
lidad, no  ya  de  la  víctima,  sino  del  ájente  de  un  crimen,  cuando 
la  ley  y  los  tribunales  de  origen,  quieren  juzgar  por  sí  mismos 
al  criminal  que  ha  delinquido  en  otro  Estado;  la  jurisdicción  del 
territorio  es  indisputable,  si  han  de  ser  respetadas  las  sobera- 
nías, factibles  los  procesos  y  castigados  los  culpables,  y  es  la 
extradición  de  los  mismos,  acordada  en  formas  amplias  y  lega- 
les, la  que  está  llamada  á  prevenir  todos  estos  excesos  de  una 
protección  innecesaria  y  deprimente  para  los  Estados. 

Cuando  la  Francia  discutió  su  proyecto  de  Código  de  ins- 
trucción criminal,  donde  tantos  y  tan  graves  privilegios  se  reser- 
vábala nacionalidad  francesa,  el  jurisconsulto  Ortolán,  esclamaba, 
no  satisfecho  todavía:  « falta  en  este  Código  la  protección  que  la 
Francia  debe  á  sus  subditos  en  el  extranjero,  no  se  siente  bas- 
tante la  autoridad  de  la  Nación,  sobre  los  franceses  que  viven  en 
el  territorio  de  los  otros  Estados.  >  Se  comprende,  Señores,  la  es- 
trañeza con  que  tiene  que  recibirse  esta  lamentación  improceden- 
te, nacida  de  una  autoridad  bajo  todos  conceptos  respetable;  y  es 
sensible,  que  ella  nos  obligue  á  reabrir  los  manuales  que  hemos 
dejado  olvidados  en  las  aulas,  para  recordar  que  esa  autoridad, 
cuya  ausencia  deplora  el  sabio  jurista  francés,  no  puede  consentir- 
la dentro  de  su  jurisdicción  ningún  Estado  independiente;  estoy 
obligado  á  recordar  también,  que  el  extranjero  que  llega  á  un 
territorio,  acepta  con  el  hecho,  la  protección  de  sus  leyes 
V  la  competencia  de  sus  tribunales,  que  hacen  innecesaria  é  inju- 
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riosa  toda  otra  protección  ó  autoridad;  estos  son,  Señores,  los 
principios  elementales  que  han  presidido  á  la  constitución  de 
los  Estados  y  que  consolidan  en  los  tiempos  modernos,  el  alto 
principio  de  la  soberanía;  son  también  estas  nociones  de  la 
ciencia  internacional,  las  que  inspiran  y  confirman  el  principio 
que  ha  proclamado  Fiore:  c sea  quien  fuere  el  autor  ola  víctima 
de  un  crimen,  su  represión,  corresponde  á  los  tribunales  y  á  las  leyes 
que  amparan  el  derecho  violado.  >  Es  este  el  principio  que  la  Co- 
misión acepta  en  todas  y  cada  una  de  sus  conclusiones,  y  es  esta 
también  la  protección  que  ha  debido  recordar  el  jurisconsulto 
francés,  antes  de  extender  la  autoridad  y  la  soberanía  de  la 
Francia,  sobre  todas  las  naciones  que  hospedan  ciudadanos  fran- 
ceses en  su  suelo. 

Examinada  la  jurisdicción  penal  bajo  su  aspecto  jurídico, 
no  será  improcedente  considerarla,  siquiera  sea  sobriamente, 
bajo  su  faz  política. 

¿Cuál  es  en  efecto,  el  principio  legal,  que  más  se  conforma 
con  el  interés  de  los  Estados,  que  tenemos  la  honra  de  repre- 
sentar? Establecido  lo  que  es  justo,  lo  que  es  esencialmente  jurí- 
dico, en  la  vida  internacional  de  las  naciones,  me  será  fácil  de- 
mostrar, que  en  este  caso,  la  justicia  se  conforma  con  la  conve- 
niencia de  los  Estados  Sud-Americanos,  Representamos  países, 
cuya  población  se  complementa  y  se  trasforma  diariamente,  por 
el  concurso  de  las  nacionalidades  europeas;  estos  elementos  que 
atraemos  deliberadamente,  como  factores  de  riqueza  y  de  en- 
grandecimiento, necesitamos,  para  que  sean  proficuos,  sentirlos 
incorporados  á  nuestra  vida  nacional,  necesitamos,  someterlos  á 
la  acción  de  nuestras  leyes,  que  concluyen  por  constituir  una 
verdadera  naturaleza  jurídica,  imponiéndose  como  la  norma  de 
sus  actos.,  como  la  fuerza  reguladora  de  sus  derechos  y  de  sus 
castigos;  ese  estatuto  personal  que  una  vez  suplanta  la  ley  del 
domicilio  en  el  orden  civil,  y  otras  la  ley  del  lugar  en  que  los  ac- 
tos se  consuman,  mantiene  al  extranjero  con  la  mirada  fija  en  el 
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escudo  de  su  país  de  origen,  en  sus  leyes  y  en  sus  códigos  pa- 
trios, en  sus  ministros  y  en  sus  cónsules,  segregándose  en  el 
hecho  de  la  colectividad  social  que  los  protege  en  sus  personas; 
los  Estados,  que  representamos,  se  han  dado  una  legislación  ci- 
vil, comercial  y  penal,  que  está  calcada  sobre  las  más  adelanta- 
das de  la  Europa,  la  administración  de  justicia  y  los  tribunales 
del  crimen,  no  son  ni  siquiera  sosoechables  en  esta  parte  de  la 
América.  ¿  Qué  otra  protección,  pueden  exijir  entonces  los  ex- 
tranjeros residentes,  que  la  acordada  por  nuestras  legislaciones, 
toda  vez  que  ellas  consagran  la  igualdad  civil  para  propio:;  y  es' 
traños  ? 

Es  necesario,  Señores,  borrar  todo  vestigio  de  ciudada- 
nía, ante  las  leyes  civiles  y  penales;  es  necesario,  que  como  pue- 
blos independientes  y  libres,  rechacemos  esa  protección  que  la 
reputo  deprimente  de  nuestra  autonomía  3/  en  que  no  siempre  se 
consultan  los  intereses  y  derechos  que  se  tratan  de  amparar;  es 
necesario  contrarestar  también,  la  acción  de  los  gobiernos  que 
se  empeñan  en  mantener  vínculos  de  sujeción  y  de  dominio, 
mas  allá  de  sus  fronteras;  que  esos  hilos  invisibles  que  sujetan  al 
hombre  á  una  soberanía  que  ha  abandonado,  se  desaten  al  cruzar 
el  Océano,  para  reanudarse  con  aquellos  Estados  á  cuya  vida 
social  vienen  á  incorporarse  libremente;  la  América  les  ofrece  su 
suelo  con  hospitalidad  y  sin  reservas,  acepten  ellos,  su  legislación 
sin  desconfianzas. 

Sabemos  cuáles  son  las  tendencias  y  las  ideas  que  la  Co- 
misión persigue  en  su  proyecto  relativo  á  lajurisdicción;  veamos 
ahora,  como  este  principio  se  salva  y  se  consulta,  en  todos  los 
casos  que  puede  presentar  la  consumación  de  un  crimen;  me  será 
fácil  demostrar,  que  todos  los  conflictos  están  solucionados  con 
la  territorialidad  de  la  ley  penal  y  con  el  interés  de  los  Estados 
afectados  por  el  delito  mismo;  en  ningún  caso,  se  tiene  en  cuen- 
ta la  ciudadanía,  ni  se  presta  homenage  á  la  jurisdicción  del 
país  de  origen. 
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La  historia  de  los  procesos  nos  enseña  que  un  delito  pue- 
de perpetrarse  en  un  Estado,  afectando  exclusivamente  los  de- 
rechos y  los  intereses  de  otro.  ¿Cuál  es  el  tribunal  competente 
para  juzgar  al  culpable  y  cuáles  las  leyes  aplicables  al  caso?  De- 
senvuelto el  principio  de  la  justicia  relativa,  que  consulta  el  in- 
terés de  los  Estados  afectados  por  el  crimen,  es  forzoso  recono- 
cer la  jurisdicción  del  país  exclusivamente  damnificado,  porque 
es  el  único  que  puede  invocar  la  defensa  jurídica,  como  base  de 
la  penalidad  y  razón  del  castigo;  la  falsificación  de  sellos  y  mo- 
nedas, por  ejemplo,  puede  perpetrarse  en  un  territorio  distinto 
de  aquel  á  cuyo  gobierno  pertenecen  las  monedas  ó  los  sellos. 
¿Dónde  debe  ubicarse  el  interés  de  la  represión,  sino  allí,  donde 
se  sienten  ultrajados  los  derechos  de  soberanía,  y  estafado  el  po- 
der público  en  una  de  las  facultades  que  le  son  privativas?  No 
creo  necesario  insistir  sobre  este  punto,  en  que  se  muestran  con- 
formes los  autores  y  las  legislaciones  penales;  la  Comisión  acepta 
la  jurisdicción  del  país  damnificado  y  no  cree  en  ésto,  separarse 
del  principio  territorial,  tal  como  lo  ha  entendido  y  explicado  en 
este  informe;  la  jurisdicción  del  delito,  es  la  del  país  que  ampara 
los  derechos  violados.  Dada  la  redacción  del  art.  2.°,  se  me  ha 
preguntado,  si  este  principio  comprende  solamente  los  delitos 
que  afectan  al  Estado  como  colectividad  política,  ó  si  se  extiende 
á  los  derechos  particulares,  violados  en  las  personas  que  habitan 
en  país  distinto  al  del  culpable,  es  decir,  distinto  de  aquel  en  que 
preparó  su  crimen;  la  Comisión  ha  sentado  un  principio  amplio 
y  general;  entiende  que  los  derechos  de  un  Estado  se  menoscaban, 
no  solo  por  los  delitos  perpetrados  contra  su  soberanía  política, 
sino  también  por  los  atentados  que  comprometen  personas,  de- 
rechos é  intereses,  colocados  bajo  la  custodia  de  sus  leyes;  su- 
póngase el  caso  que  se  envían  de  un  territorio  á  otro,  alimentos 
envenenados,  supóngase  que  en  la  frontera  de  un  Estado,  se  dis- 
para un  tiro  de  fusil  que  hiere  ó  mata  á  la  persona  que  se  halla 
bajo   la  jurisdicción  territorial  de  otra  Nación;  casos  son  estos, 
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que  deben  ser  juzgados  donde  cae  la  víctima,  donde  se  produce 
el  daño,  donde  se  ha  violado  un  derecho  protegido  por  las  leyes; 
en  la  residencia  que  tenía  el  agente  al  tiempo  del  delito  hay,  es 
cierto,  un  acto  delictuoso,  han  tenido  lugar  los  actos  preparato- 
rios, pero  el  delito  está  consumado  en  otra  parte,  y  es  en  otro 
territorio  también,  donde  se  produce  ei  hecho  grave  que  sirve 
á  calificarlo;  hay,  repito,  un  acto  criminoso,  que  podría  determi- 
nar la  jurisdicción  en  que  residía  el  delincuente;  pero  de  acuerdo 
con  los  principios  que  hemos  desarrollado,  debe  prevalecer  en 
el  conflicto,  la  jurisdicción  que  ampara  los  derechos  violados  en 
la  persona  de  la  víctima;  allí  está  el  daño,  allí  se  ha  consumado 
el  crimen,  allí  hay  un  hecho  jurídicamente  cierto  y  no  dudoso, 
como  lo  son  siempre  los  actos  preparatorios  y  en  muchos  casos 
la  tentativa  misma.  Debo  agregar  como  ilustración  á  este  prin- 
cipio, que  la  Corte  de  Casación  de  Francia,  se  ha  pronunciado 
en  su  favor,  en  el  proceso  Marechaux;  el  delito  fué  preparado 
en  Londres  y  produjo  sus  efectos  en  París;  los  tribunales  britá- 
nicos reclamaron  para  sí  la  jurisdicción  del  proceso;  pero  la  Cor- 
te francesa  desconoció  tal  competencia,  haciendo  prevalecer  la 
teoría  que  acabo  de  desarrollar,  fundada  en  la  jurisdicción  del 
perjuicio,  en  la  soberanía  vejada  por  el  crimen,  y  en  las  leyes  que 
amparan  á  la  víctima:  el  culpable  expió  su  crimen  en  las  cárceles 
francesas. 

Otro  caso  de  conflicto  se  nos  presenta,  cuando  un  mismo 
crimen  ó  delito,  se  consuma  á  la  vez  por  uno  ó  varios  delincuen- 
tes, en  distintos  territorios,  ó  afecta  á  diferentes  Estados.  En  es- 
te caso,  el  delito  no  afecta  á  uno  de  ellos  exclusivamente,  sino  á 
todos,  de  manera  que  no  puede  aducirse  la  razón  del  daño  y  de 
la  ley  especialmente  violada,  porque  todas  lo  han  sido  igualmen- 
te y  las  víctimas  del  crimen  reclaman  la  protección  de  sus  tribu- 
nales respectivos.  Dada  la  igualdad  de  derechos  y  de  condición 
legal,  no  puede  prevalecer  ninguna  jurisdicción  emanada  de 
fuentes  esencialmente  jurídicas;  hay  que  deferirá  las  circunstaa- 
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cías  que  acompañan  el  crimen  y  á  la  situación  del  delincuente, 
reconociendo  la  competencia  del  Gobierno  en  cuyo  territorio  se 
encuentra;  esta  jurisdicción  se  justifica  por  el  daño  mismo,  que 
lo  afecta,  como  á  los  otros  Estados,  y  ella  debe  prevalecer  a  fal- 
ta de  una  razón  de  precedencia  en  los  demás;  no  podría,  en  efec- 
to, reclamársele  la  entrega  del  culpable,  fundándose  en  los  mis- 
mos perjuicios  que  él  ha  sufrido,  porque  esto  sería  despojarse  de 
una  jurisdicción  originaria  y  propia,  por  razones  idénticas  á  las 
que  se  la  acuerdan. 

Cuando  el  reo  no  se  encuentra  en  ninguno  de  los  Estados 
perjudicados  por  el  crimen,  entonces  sí,  la  extradición  es  proce- 
dente y  debe  acordarse  á  quien  primero  la  hubiere  solicitado;  los 
hechos  tienen  que  llenar  una  vez  mas  en  este  caso,  la  falta  de  ra- 
zones jurídicas,  que  determinen  precedencia. 

En  esta  pluralidad  de  juicios,  se  siente  comprometido  el 
principio  de  derecho  criminal:  non  bis  in  idem;  y  hemos  tratado 
de  salvarlo,  aspirando  á  la  sustanciación  de  un  soio juicio,  y  ala 
aplicación  de  una  sola  pena,  que  será  la  más  grave  de  las  esta- 
blecidas en  las  distintas  leyes  penales  infringidas.  El  juicio  único, 
es  una  aspiración  de  los  tratadistas  y  de  los  prácticos,  en  el  or- 
den de  todos  los  procedimientos,  lo  mismo  en  el  fuero  civil,  que 
en  el  comercial,  que  en  el  penal;  si  bien  en  los  concursos  y  en 
las  sucesiones,  se  sienten  dificultades  que  nacen  de  la  ubicación 
de  los  bienes,  cuando  se  hallan  sometidos  á  distintas  jurisdiccio- 
nes, esas  dificultades  no  son  insalvables  en  el  procedimiento  cri- 
minal; todos  los  Estados  damnificados,  entran  en  el  concurso  de 
la  penalidad,  y  se  elejirá  el  más  grave  de  los  castigos  impuestos 
al  delito,  para  que  no  queden  sin  satisfacción,  todas  y  cada  una 
de  las  leyes  violadas,  cuyos  castigos  pueden  ser  más  ó  menos  le- 
ves, más  ó  menos  severos. 

La  aplicación  de  la  pena  más  grave,  ofrece,  sin  embargo, 
dificultades;  puede  ella  no  estar  comprendida  en  la  penalidad  del 
país  del  enjuiciamiento,  y  es  evidente  que  en  el  territorio  de  una 
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Nación,  no  deben  aplicarse  ni  consentirse  penas  ó  castigos  que 
estén  prohibidos  por  sus  leyes;  pero  esta  dificultad  que  la  Comi- 
sión ha  previsto,  se  salva  con  una  adición  que  tengo  encargo  de 
introducir  en  el  proyecto,  y  que  es  la  siguiente: 

(Sírvase  tomar  nota  el  Señor  Secretario) 

c  Si  la  pena  más  grave,  no  estuviera  admitida  por  el  Esta- 
»  do  en  que  se  juzga  el  delito,  se  le  aplicará  la  que  más  se  le 
>  aproxime  en  gravedad. » 

No  se  oculta  á  los  Señores  Plenipotenciarios,  que  cuando  la 
ley  penal  de  algunos  de  los  otros  Estados,  es  más  grave  que  la 
del  país  del  juicio,  tiene  lugar  en  definitiva,  la  aplicación  de  una 
ley  extranjera;  desde  que  la  pena  se  gradúa,  no  por  la  jurisdic- 
ción del  proceso,  sino  por  la  que  reviste  mayor  suma  de  seve- 
ridad; pero  debe  tenerse  presente,  que  el  país  que  juzga,  castiga 
no  solamente  el  delito  que  lo  afecta,  sino  el  que  ha  comprometi- 
do también  á  las  otras  naciones  damnificadas;  se  juzga,  y  se  pro- 
cede, pues,  á  nombre  de  todas  las  víctimas,  ejerciendo  una  juris- 
dicción, delegada  por  todos  los  Estados,  en  el  interés,  de  juicio 
único;  no  hay  en  el  caso  abdicación  de  soberanía,  ni  de  jurisdic- 
ción; sino  concurso  de  penalidad,  que  se  impone  legítimamente 
fundado  en  el  interés  de  la  represión  y  del  castigo;  en  cuanto  á  la 
elección  de  la  pena  más  grave,  ella  se  justifica  por  las  amplitu- 
des del  delito;  supóngase  el  caso  de  un  Estado  que  castiga  con 
una  reclusión  leve,  un  delito  penado  severamente  por  la  legis- 
lación de  otra  Nación  que  ejerce  los  mismos  títulos  á  la  penali- 
dad. ¿Quedaría  ésta  satisfecha  con  el  juicio  de  ese  segundo  Es- 
tado que  impone  una  pena  más  parecida  á  la  impunidad  que  al 
castigo?  ¿ó  habrá  de  consultarse  la  satisfacción  y  la  vindicta  de 
todos  los  intereses  y  de  todos  los  gobiernos  comprometidos  por 
el  crimen?  Esto  es  lo  justo  y  esta  es  la  solución  que  se  impone 
como  esencialmente  jurídica;  máxime  si  se  recuerda,  que  la  plu- 
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ralidad  de  intereses  damnificados,  es  circunstancia  agravante  del 
mismo  delito,  y  que  éste  se  vuelve  más  trascendente  y  más  pu- 
nible, á  medida  que  se  extiende  el  círculo  de  las  personas  heri- 
das por  la  perversidad  del  delincuente,  sean  ellas  visibles,  jurídi- 
cas ó  políticas. 

He  presentado  diversidad  de  casos,  en    que  los  tribunales 
de  distintos  países,  pueden  discutir  la  jurisdicción  de  los  proce- 
sos; pero  también  puede  ocurrir,  que  en  lugar  de    disputarla,   se 
haga  abandono  de  ella  y  se  renuncie;  puede  haber  un  Estado,  cu- 
ya administración  de  justicia  se  muestre  negligente  en  la  perse- 
cución y  el  castigo  de  los  malhechores;  supóngase  que  por  efec- 
to de  esa  impunidad,  éstos  dirijan  sobre  otros  territorios  sus  em- 
presas criminales,  llevando  una  amenaza  y  un  peligro  á  la  socie- 
dad que  los  recibe.  ¿Habrá  ésta  de  soportar  los  efectos    de   una 
justicia  extranjera  venal  ó  corrompida?  ;ó  debemos  buscar  tem- 
peramentos conciliadores,  entre  la  seguridad  social  y  la  autono- 
mía inatacable  de  cada  magistratura?  Para  solucionar  esta  cues- 
tión, la  Comisión  se  ha  encontrado  embarazada  con   dificultades 
que  revisten  cierta  gravedad;  el  país  en  que  reside  el  culpable, 
no  puede  procesarlo  bajo  ninguna  forma,  porque  con  el  crimen 
no  ha  violado  sus  leyes,  que  le  son  por  lo  tanto  inaplicables   ó 
porque  Castigaría,  fundada  en  peligros  futuros,  que  darían  á    la 
pena  un  carácter  preventivo  inadmisible;  aplicar  las  leyes  de  la 
Nación  en  que  el  crimen  se  perpetró,  sería  una  solución   menos 
aceptable  todavía,  como  creo  haberlo  demostrado  ai   trazar   los 
límites  de  cada  jurisdicción.  La  Comisión  ha  resuelto  la   dificul- 
tad, acordando  á  la   sociedad  amenazada  por  la   presencia  del 
culpable,  el  derecho  de  ofrecer  la  extradición,  y  de   requerir    el 
castigo  de  aquel  Estado  que  tiene  competencia  para  el  proceso,, 
por  haberse  consumado  el  crimen  en  su  territorio.    Se  ha  dicho, 
Señores,  que  esto  importa  acordar  una  acción  fiscal  alas  justicias 
extranjeras;  pero  debo    observar,   que   este   procedimiento   se 
practica  por  numerosos  Estados,  y  está  escrito  en  pactos  Ínter- 
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nacionales,  como  en  ciertas  leyes  de  carácter  interno;  puedo  ci- 
tar entre  otros  casos,  el  que  nos  ofrece  la  legislación  francesa, 
cuando  castiga  al  subdito  que  se  halla  de  vuelta  en  el  territorio 
francés,  después  de  haber  delinquido  en  otra  parte;  la  ley  de  re- 
formas de  1866,  impone  como  requisito  esencial  para  que  ese 
subdito  pueda  ser  castigado,  que  medie  requerimiento  oficial  del 
Estado  en  cuyo  territorio  delinquió;  se  vé,  pues,  que  los  juriscon- 
sultos franceses,  como  muchos  otros,  no  entienden  menoscabar 
la  autoridad  de  sus  Gobiernos,  ni  la  autonomía  de  sus  jueces, 
aceptando  un  requerimiento,  que  es  más  bien  un  aviso  amigable 
y  un  recuerdo  que  se  vuelve  provechoso,  cuando  la  justicia  del 
país  damnificado,  ignora  la  situación  del  culpable;  es  éste,  Seño- 
res, el  medio  propio  y  legítimo  de  alejar  un  peligro  social,  con- 
sultando los  altos  intereses  de  la  justicia  y  los  principios  de  la 
jurisdicción. 

Cuando  el  requerimiento  no  ha  sido  atendido,  cuando  la 
justicia  se  manifiesta  impasible,  ante  el  clamor  de  una  sociedad 
amenazada,  ésta  tiene  el  deber  de  velar  por  su  seguridad,  y  en- 
tonces no  debe  tampoco  formar  procesos,  ni  confundir  jurisdic- 
ciones, sino  proceder  administrativamente,  y  expulsar  por  un 
acto  de  gobierno,  al  extranjero  culpable,  que  ofende  á  la  socie- 
dad con  la  impunidad  de  sus  crímenes. 

El  derecho  de  expulsión,  se  ha  discutido  contradictoria- 
mente, desconociendo  á  los  Gobiernos  la  facultad  de  ejercerlo; 
la  expulsión,  se  ha  dicho,  es  una  pena,  como  lo  es  toda  limita- 
ción á  la  libertad  individual,  como  todo  acto  que  importa  la  pri- 
vación de  un  bien,  y  es  una  pena  dicen,  impuesta  sin  proceso, 
despojada  de  toda  forma  de  juicio;  hay  en  efecto,  una  limitación 
visible  al  derecho  de  elegir  libremente  el  territorio  de  su  resi- 
dencia; pero  estas  garantías  y  estos  derechos,  se  suponen  acor- 
dados siempre,  sin  menoscabo  ni  perjuicio  de  terceros,  y  el  per- 
juicio en  este  caso  no  puede  ser  más  evidente,  cuando  una  socie- 
dad siente  en  su  seno  elementos  perturbadores  de  la  seguridad  y 


—  193  — 

del  orden.  Rehusar  al  Gobierno,  ha  dicho  Bernard,  el  derecho  de 
cerrar  sus  fronteras  al  refugiado  que  es  indigno  de  participar  de 
los  beneficios  acordados  á  la  asociación  política,  es  negar  la  au- 
tonomía nacional  de  los  pueblos;  el  suelo  fecundado  por  el  trabajo 
de  sus  habitantes,  las  riquezas  acumuladas  por  la  actividad  indus- 
trial, comercial  y  financiera,  las  instituciones  civiles,  religiosas  y 
políticas,  son  patrimonio  indiviso  de  la  nacionalidad,  del  que  de- 
be ser  partícipe  el  extranjero,  á  fin  de  asegurar  una  ventaja  re- 
cíproca; entonces  se  forma  un  verdadero  contrato,  entre  el  ex- 
tranjero y  el  Estado;  éste  se  obliga  á  prestarle  su  protección,  el 
otro  a  merecerla;  la  violación  del  contrato  importa  su  resolución. 

Las  constituciones  de  las  repúblicas  americanas,  consagran 
con  formas  liberales  y  hospitalarias,  los  derechos  del  extranjero 
á  entrar  y  salir  libremente  del  territorio,  y  los  confunde  con  los 
nacionales  en  el  ejercicio  de  los  derechos  civiles;  pero  estas  ga- 
rantías no  importan  desconocer  una  facultad  que  es  inherente  á 
cada  soberanía  y  correlativa  de  las  obligaciones  que  el  Estado 
tiene,  de  proveer  á  la  seguridad  y  protección  de  todos  los  habi- 
tantes de  su  suelo. — La  imposibilidad  del  proceso,  y  las  formas 
de  juicio  que  se  reclaman  para  el  delincuente  de  otro  país,  no 
pueden  atacar  las  que  son  inherentes  al  Estado,  á  su  conserva- 
ción y  á  su  existencia.  ¿Hay  en  efecto  una  pena  que  se  impone 
sin  juicio?  Nótese  bien,  que  la  expulsión,  por  lo  mismo  que  no 
se  funda  en  un  delito  calificado  por  el  poder  que  la  decreta,  es 
menos,  que  un  castigo  a  los  actos  del  culpable,  una  medida  de 
seguridad  política  ó  social;  las  medidas  de  orden  público,  son 
actos  gubernamentales,  que  deben  ejercerse  administrativamen- 
te como  se  ha  sostenido  y  declarado  en  la  discusión  que  tuvo  lu- 
gar en  Bélgica  en  1865;  el  Poder  Judicial,  se  ha  dicho  allí,  no 
es  juez  de  las  medidas  de  seguridad  social;  tal  facultad  le  daría 
funciones  de  carácter  político  que  corresponden  privativamente 
al  Poder  Ejecutivo. 

Desjardin  defiende  en  estos  términos,  el  derecho  de  expul- 
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sión  como  acto  gubernativo:  <  Imaginaos,  dice,  una  discusión 
empeñada  entre  los  abogados  y  el  Ministerio  Público,  no  sobre 
una  cuestión  de.  culpabilidad,  sino  de  administración.  ¿Será  nece- 
sario llevar  á  la  barra  las  relaciones  confidenciales  de  los  pre- 
fectos, revelar  á  la  audiencia  ciertos  peligros  interiores,  á  riesgo 
de  inquietar  á  toda  la  Nación,  de  detener  ciertas  transacciones,  ó 
de  impedir  la  marcha  de  las  más  graves  negociaciones  diplomá- 
ticas? ¿Será  indispensable  referir  á  los  jueces,  lo  que  un  Ministro 
de  Negocios  Extranjeros,  reservaría  algunas  veces  á  la  misma 
representación  nacional?  Si  es  menester,  en  fin,  obrar  sin  demo- 
ra, ¿habrá  que  resignarse  á  las  lentitudes  de  un  procedimiento 
judicial,  haciendo  fracasar  el  fin  que  busca  el  interés  de  la  Na- 
ción? 

Los  Gobiernos  europeos  han  abusado,  á  mi  juicio,  de  esta 
alta  prerogativa  del  Estado,  expulsando  una  veces  al  extranjero 
con  tanta  ligereza,  como  frecuencia,  limitando  otras  su  admisión 
por  una  serie  de  leyes  de  carácter  interno,  que  dificultan  su  en- 
trada en  el  territorio  y  facilitan  en  todos  ios  casos  su  salida;  en 
Dinamarca,  por  ejemplo,  la  ley  de  15  de  Mayo  de  1875,  llega 
hasta  expulsar  al  extranjero,  que  en  ocho  dias  de  residencia, 
no  ha  encontrado  medios  de  subsistir  con  su  trabajo,  ó  no  prueba 
tener  recursos,  para  vivir  sin  él;  es  más  liberal,  y  bajo  todos 
aspectos  aceptable,  la  de  Bélgica  de  17  de  Julio  de  1871,  que 
limita  la  expulsión  á  los  individuos  perseguidos  ó  condenados 
en  otro  país;  el  artículo  272,  del  Código  Penal  Francés,  autoriza 
la  expulsión  por  el  solo  delito  de  vagancia;  la  España  recurre  á 
temperamentos  reglamentarios  de  la  admisión  del  extranjero; 
la  Italia  expulsa  á  los  extranjeros  condenados  á  penas  crimina- 
les ó  correccionales;  el  artículo  10  del  Código  Penal  de  Ginebra, 
sancionado  en  1874,  conmuta  la  pena  de  prisión,  cuando  ella  se 
refiere  á  un  extranjero,  por  una  expulsión  del  Cantón,  de  una 
duración  triple;  algunos  publicistas  propusieron  en  Bélgica  en 
1865,  moderar  la  acción  del  Poder  Ejecutivo,  especificando  legis- 
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lativamente  los  casos  de  expulsión;  pero  la  proposición  fué  re- 
chazada por  las  Cámaras;  es  difícil  en  efecto,  dice  un  autor,  la 
limitación  de  lo  que  es  ilimitado,  como  es  imposible  la  enumera- 
ción de  lo  que  es  infinito. 

La  mayoría  de  los  Gobiernos  europeos,  ejercen  este  dere- 
cho, repito,  en  una  forma  inmoderada,  y  algunos  publicistas  han 
llegado  hasta  declarar  abiertamente,  la  conveniencia  de  restrin- 
gir el  ingreso  de  los  extranjeros;  estas  tendencias  deben  levan- 
tar en  la  América  del  Sud,  procedimientos  y  legislaciones  inver- 
sas, que  traigan  sobre  su  suelo  esas  corrientes  que  otras  nacio- 
nes desvían  deliberadamente;  yo  creo,  sin  embargo,  que  debié- 
ramos dictar  leyes  internas,  reglamentarias  de  la  admisibilidad, 
para  evitarnos,  tanto  como  posible  sea,  el  ejercicio  del  derecho 
de  expulsión;  es  entendido  que  nuestras  leyes  no  se  inspirarían 
en  la  legislación  de  Dinamarca,  pero  sí,  en  el  ejemplo  de  la  Bél- 
gica, que  ejerce  medidas  de  seguridad,  no  contra  el  extranjero, 
sino  contra  el  culpable  que  trae  los  precedentes  de  una  vida 
manchada  por  el  crimen;  la  Bélgica  expulsa  al  delincuente,  pero 
no  castiga  al  desvalido  ni  al  menesteroso.  Esta  cuestión  de  or- 
den político  y  constitucional,  nos  obliga  á  considerar,  Señores, 
las  defensas  legítimas  que  debemos  ejercer,  sobre  las  amenazas 
y  peligros,  que  mas  directamente  nos  afectan;  cada  continente, 
como  cada  Nación,  tiene  necesidades  distintas  á  satisfacer,  ten- 
dencias propias,  peligros  que  le  son  peculiares,  y  que  se  com- 
baten con  distintos  medios;  nosotros  somos  y  tenemos  que  ser 
hospitalarios  con  el  extranjero,  no  solo  por  la  índole  de  nues- 
tro carácter,  sino  por  que  hay  razones  de  conveniencia  recípro- 
ca que  nos  obligan  á  fomentar  su  incorporación  á  nuestras  socie- 
dades; pero  á  la  vez  que  en  ese  sentido  venimos  obteniendo  resul- 
tados sorprendentes,  debemos  tratar  de  que  el  cosmopolitismo, 
no  nos  mire  destituidos  de  toda  defensa;  hemos  sentido  ya  cier- 
tos síntomas  perturbadores,  que  nos  hacen  pensar  en  la  necesi- 
dad de  seleccionar  ó  depurar  la  masa  anónima  que   trae    en   su 
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seno  verdaderos  factores  de  engradecimiento  y  de  trabajo,  pero 
que  ocultan  también  en  sus  entrañas,  elementos  perturbadores 
del  orden,  agitadores  y  anarquistas  que  pueden  trasplantar  al 
suelo  nuevo  de  la  América,  los  gérmenes  del  socialismo,  que  vi- 
ven aplastados,  sobre  los  territorios  de  la  Europa;  son  éstas  las 
defensas  que  debemos  ejercer;  los  que  se  fundan  en  la  culpabi- 
lidad, en  el  precedente  criminal,  en  el  atentado  impune,  no  en 
la  indigencia,  que  esa  desgracia  se  mitiga  en  la  América  del  Sud, 
con  las  facilidades  del  trabajo,  con  el  salario  munincente,  con 
el  suelo  gratuito,  y  en  el  último  de  los  casos,  con  los  sentimien- 
tos de  clemencia  y  de  generosidad  de  nuestra  raza. 

Bernard  trae  un  proyecto  de  tratado  reglamentario,  de  to- 
dos estos  derechos  acordados  al  Estado,  y  lanza  el  pensamiento, 
para  que  lo  recoja  algún  Congreso  Internacional  que  quiera  dar- 
le formas  coercitivas;  no  creo  que  es  el  momento  de  ocuparnos 
de  un  trabajo  de  reglamentación,  que  pertenece  al  orden  de  las 
leyes  internas;  la  Comisión  cree  que  basta  á  sus  propósitos  y  á 
sus  facultades,  reconocer  y  librar  el  ejercicio  de  este  derecho,  á 
los  preceptos  de  la  ley  nacional  de  cada  Estado,  aspirando,  si, 
á  que  esta  legislación  se  complemente  ó  se  le  dé  creación  y  vi- 
da en  las  naciones  que  de  ella  carecen. 

Pido  disculpa  á  mis  Honorables  colegas,  por  haberme  des- 
viado un  tanto  de  la  materia  esencialmente  penal;  ella  está  liga- 
da íntimamente  con  cuestiones  de  orden  político  y  administrati- 
vo, que  se  imponen  por  su  misma  conexión. 

El  artículo  7.0  de  este  proyecto,  supone  un  delito  que  no 
es  pasible  de  pena  en  la  Nación  en  que  se  perpetra,  pero  que  sí 
lo  es,  en  la  que  siente  sus  efectos.  ¿Deberá  acordar  la  extradición 
del  culpable,  el  Gobierno  cuyas  leyes  no  la  reconocen  como  tal? 
Deberá  esa  nación,  entregar  al  que  es  inocente  á  los  ojos  de  sus 
propias  leyes?  Esta  solución  atacaría  la  territorialidad  de  la  le- 
gislación penal,  desde  el  momento  que  un  reo  fuera  declarado 
tal,  por  efecto  de  leyes  extranjeras  que  vendrían   á   ejercer   su 
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imperio,  fuera  del  territorio  propio  y  nacional;  tal  solución  la 
reputo  incompatible  con  la  teoría  que  la  Comisión  defiende  y  es 
por  eso  que  ella  la  rechaza,  eximiendo  de  la  entrega  al  Estado 
requerido;  esta  solución  no  compromete  en  modo  alguno  las  le- 
yes del  país  requeriente  que  conservan  su  acción  y  su  imperio 
cuando  se  captura  al  reo  sobre  su  propio  territorio. 

La  impunidad  decretada  por  la  ley  bajo  la  cual  se  ha  per- 
petrado la  infracción,  lia  querido  considerarse  por  algunos   tra- 
tadistas, como  circunstancia  atenuante;  pero  á  los  ojos  del  Dere- 
cho Internacional  Privado,  no  es  admisible  tal  imposición;  reco- 
nocida la  jurisdicción  del  país  damnificado,  los  tratados  no  pue- 
den inmiscuirse  en  su  ejercicio,  ni  en  la  forma  de    aplicación   de 
sus  leyes,  ni  mucho  menos  en  su  fondo;  se  trata  de  un  reo,    que 
no  ha  sido  obtenido  por  extradición,  Nación  alguna  ha  prestado 
su  concurso  para  sujetarlo  al  proceso  ¿á  qué  título,  pues,  los  Es- 
tados indiferentes  al  crimen,  vendrían  á   exijir  una   disminución 
en  el  castigo?  Cuando  la  entrega  ha  sido   legalmente   rehusada, 
fundada  en  qué  derecho,  podría  la  Nación  que  la  ha  desestimado, 
dictar  é  imponer  sobre  otros  códigos  una  circunstancia  atenuan- 
te? Inmiscuirnos  en  la  gravedad  de   las  penas   y  en  la  forma   de 
aplicación  de  los  castigos,  es  invadir  las  funciones  del  legislador 
y  dar  carácter  internacional  á  una  jurisdicción  que  persigue   y 
castiga  en  el  orden  interno  de  su  soberanía,  sin  concurso   ni  fa- 
vor de  ninguna  otra. — Se  explica,  pues,  que  la  Comisión  exima 
de  la  entrega  al  país  de  asilo  y  reconozca   la  competencia  del 
damnificado;  se  observa  en  esta  clase  de  delitos,  un  paralelismo 
legal  que  puede  ampliarse  y  extenderse  á  todos  aquellos,  que 
por  diversos  motivos  no  autorizan  la  extradición,  mas  sí  la  pena 
cuando  se  hace  factible. 

Hemos  terminado,  Señores,  la  jurisdicción  que  se  ejerce 
en  el  territorio  y  en  el  interior  de  las  fronteras  nacionales;  pero 
la  soberanía  no  se  detiene  ahí;  la  extraterritorialidad  por  efecto 
de  una  ficción  legal,  ultrapasa  esos  límites  y  la  soberanía   cruza 
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los  mares  representada  por  las  naves  de  guerra  que  llevan  el 
pabellón  nacional;  esa  misma  soberanía  se  radica  en  territorio 
extranjero  por  medio  de  las  Legaciones,  las  que  por  efecto  de  la 
misma  ficción  y  bajo  la  misma  bandera,  representan  á  la  Nación 
que  las  tiene  acreditadas.  Es  indudable  que  en  los  buques  como 
en  las  Legaciones,  pueden  perpetrarse  delitos  é  infracciones  que 
deben  ser  regidas  por  la  ley  del  pabellón:  me  ocuparé  separa- 
damente de  cada  una  de  estas  jurisdicciones. 

Las  Legaciones  están  regidas  por  el  Derecho  Público,  y  la 
Comisión  difiere  á  sus  conclusiones,  los  preceptos  que  han  de 
dirigirla,  en  materia  de  inmunidades  y  de  garantías;  es  ésta  una 
de  las  materias  en  que  hemos  disentido  con  nuestro  honorable 
colega  el  Señor  Plenipotenciario  por  Bolivia;  según  su  tratado, 
el  recinto  de  las  Legaciones,  como  las  personas  de  los  Ministros 
públicos,  deberían  sujetarse  á  la  ley  del  país  en  que  residen;  pe- 
ro á  estas  conclusiones  se  opone  en  primer  lugar  una  cuestión 
de  facultades  y  de  competencia,  toda  vez  que  constituimos  un 
Congreso  de  Derecho  Internacional  Privado,  y  las  Legaciones 
como  los  Ministros,  representan  á  los  agentes  del  Derecho  Pú- 
blico para  las  relaciones  políticas  que  mantienen  los  Estados; 
derogar,  pues,  lo  que  está  consagrado  por  el  Derecho  Público 
con  relación  á  sus  agentes  y  representantes  diplomáticos,  es  sa- 
lir de  los  límites  del  Derecho  Internacional  Privado,  asumiendo 
facultades  que  no  están  escritas  en  nuestros  poderes. 

No  debemos  olvidar  tampoco,  que  representamos  un  nú- 
mero limitado  de  Naciones,  y  las  que  no  hicieran  acto  de  adhe- 
sión á  estos  tratados,  mantendrían  intactos  sus  usos  y  sus  prero- 
gativas  en  las  personas  de  sus  representantes;  tendríamos,  pues, 
prácticas  y  jurisdicciones  diferentes,  para  Ministros  de  idéntica 
categoría,  y  en  esta  distinción,  habríamos  despojado  de  sus  fue- 
ros á  los  diplomáticos  americanos,  sintiéndonos  obligados  á  re- 
conocerlos, en  todos  aquellos  Estados  que  no  están  ligados  por 
pactos  amistosos  y  cordiales  como  los  que  en  este  momento  ce- 
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lebramos;  no  desearía  entrar  á  discutir  los  principios    del   Dere- 
cho Público  que  consagran  el  privilegio  de  la  jurisdicción,  pero 
pienso  que  él  se  impone  como  una  necesidad  de  los  Estados  que 
no  pueden  hablar  en  los  conflictos,  por  intermedio  de  un  subdito 
de  la  misma  soberanía   á  quien    sea   necesario  tratar  con    ener- 
gía, con  independencia,  y  muchas  veces  con  dureza;  la   ley  penal 
del  país  de  residencia  no  puede  pesar  sobre  el  representante    de 
otro  Estado  sin  comprometer  su  libertad  individual  que  es  esen- 
cial á  su  misión;  es  fácil  preveer  todas  las  complicaciones  que  sur- 
girían de  esta  dualidad  de  jurisdicciones,    pesando    sincrónica- 
mente sobre  el  representante  ele  un  Estado  que    no   debe    tener 
vínculos  de  sujeción  con  ningún  otro;  la  historia  de   la  diploma- 
cia nos  enseña  todos  los  conflictos  ocurridos    por  el    desconoci- 
miento de  la  jurisdicción  que  sostenemos.  ¿  Cuánto  más  graves 
no  serían,  si  hubieran  de  someterse  las  personas  de  los  Ministros 
públicos,  al  criterio  de  cada  juez  territorial  que   en  los  momen- 
tos de  conflicto,  no  siempre  pueden  mantenerse  ajenos   al  senti- 
miento nacional  que  comprometería  la    serenidad  de  sus  fallos? 
Debe  recordarse  también  que  se  trata  de  funcionarios    de  eleva- 
da gerarquía,  entre  los  cuales  se  señala  un  delito  como  un  suceso 
incomprensible,  y  cuando  ocurre,  está  bastante  castigado  con  un 
retiro  oprobioso  ó  con  una  expulsión  que  asume    las  proporcio- 
nes de  un  acto  denigrante;  en  último  caso,  el  Estado  mas  direc- 
tamente ofendido  es  aquel  á  quien  representa  y  á  él  le  compe- 
te especialmente  el  castigo;  no  deseo,  repito,  extenderme  en   la 
defensa  de  las  inmunidades  diplomáticas;  basta  lo   expuesto  pa- 
ra explicar  la  prescindencia  de  la  Comisión  sobre  este  punto  que 
queda  librado  enteramente  á  los  usos  del  Derecho  Público. 

En  la  jurisdicción  marítima,  la  Comisión  ha  aplicado  los 
principios  de  la  ley  territorial,  aceptando  la  ficción  que  conside- 
ra las  naves  de  guerra  como  fragmentos  flotantes  del  territorio 
nacional;  las  marinas  de  guerra  délos  Estados  gozan  de  la  ex- 
traterritorialidad en  la  forma  más  amplia  y  concluyente;  de  ahí 


se  sigue  que  todos  los  retos  delictuosos  que  se  consuman  á  su 
bordo,  son  juzgados  por  la  ley  del  pabellón,  sea  cual  fuere  la  ju- 
risdicción marítima  en  que  se  bailaren;  la  reglamentación  á  que 
se  presta  la  aplicación  de  este  principio,  tendré  el  honor  de  sos- 
tenerla en  la  discusión  particular  de  acuerdo  con  la  forma  que 
se  le  ha  dado  en  el  proyecto  de  la  Comisión. 

La  marina  mercante  goza  también  de  la  jurisdicción  de  su 
bandera  en  alta  mar  y  los  delitos  son  juzgados  por  las  leyes  y 
los  tribunales  del  país  á  que  pertenece  el  buque;  principio  que 
se  conforma  con  la  libertad  de  los  mares  sobre  los  que  no  ejer- 
ce jurisdicción  Estado  alguno  de  la  tierra;  suprimir,  pues,  la  que 
le  corresponde  ejercer  ai  pabellón,  sería  segregar  las  embarca- 
ciones mercantes  de  todo  vínculo,  de  toda  sujeción  á  la  autori- 
dad y  á  las  leyes  humanas;  determinar  la  jurisdicción  del  puerto 
á  que  arribe  la  nave  que  ha  sido  teatro  de  un  delito,  es  acordar 
á  ese  Estado  una  jurisdicción  que  no  tenía  cuando  se  consumó 
el  crimen,  á  menos  que  la  pretenda  sobre  el  mar;  es  conocido 
de  todos  el  caso  que  se  produjo  con  la  «Creollo  y  la  discu- 
sión que  sobrevino  entre  los  Estados  Unidos  y  la  Inglaterra, 
diputándose  la  jurisdicción  de  un  delito  en  alta  mar;  se  sabe 
también  que  el  gobierno  británico  asesorado  por  sus  juriscon- 
sultos, más  eminentes,  tuvo  que  aceptar  la  jurisdicción  del  pa- 
bellón como  un  principio  inatacable;  es  el  mismo  que  en  este 
momento  sostiene  la  Comisión,  con  el  asentimiento  de  los  tra- 
tadistas y  con  los  usos  que  el  derecho  de  gentes  ha  consagrado 
umversalmente. 

Una  limitación  se  hace  sentir  respecto  de  las  naves  mercan- 
tes, en  cuanto  los  hechos  se  consuman  en  las  aguas  jurisdicciona- 
les de  otro  Estado;  las  ordenanzas  marítimas  y  los  reglamentos 
de  los  puertos,  dan  jurisdicción  al  soberano  de  las  aguas;  pero 
estas  prácticas  se  conforman  con  la  territorialidad  de  las  leyes 
penales,  porque  esa  jurisdicción  se  ejerce  solamente,  en  tanto 
que  afecta  la  seguridad  de  los  puertos,  el  orden  y  la  moralidad 
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de  su  población  flotante;  no  llega,  pues,  á  penetrar  en  el  interior 
de  las  naves  ni  á  ejercer  actos  de  corrección  y  de  disciplina,  si- 
no cuando  es  requerida  por  la  autoridad  del  buque,  en  los  casos 
de  sublevación  ó  de  motin;  la  jurisdicción  del  soberano  territo- 
rial sobre  sus  puertos,  no  es  ni  siquiera  discutible;  la  Comisión  la 
ha  extendido  á  cinco  millas  de  la  tierra  firme  y  la  soberanía  se 
ejerce  en  esas  aguas  con  el  mismo  imperio  que  en  la  jurisdic- 
ción terrestre. 

No  desearía  fatigar  más  la  atención  de  mis  colegas  citando 
los  tratadistas  y  las  ordenanzas  marítimas  que  proclaman  los 
principios  que  hace  suyos  la  Comisión;  si  en  la  discusión  particu- 
lar son  impugnados,  tendré  el  honor  de  sostenerlos  en  detalle, 
terminando  así  lo  que  se  refiere  á  la  jurisdicción  de  los  buques 
mercantes  y  de  guerra. 

Para  clausurar  el  título  de  la  jurisdicción,  voy  á  ocuparme 
de  la  que  debe  regir  la  prescripción  de  las  penas  y  de  las  accio- 
nes; la  he  postergado  intencionadamente,  porque  ella  abraza  la 
universalidad  de  los  delitos,  sean  cuáles  fueren  las  circunstancias 
en  que  se  perpetren  y  el  poder  que  debe  castigarlos. 

La  prescripción  penal,  dice  Ortolan,  es  el  efecto  inevitable 
de  la  marcha  sucesiva  de  las  horas  que  modifica  ó  hace  desapa- 
recer las  necesidades  de  utilidad  pública,  los  recuerdos  humanos, 
los  elementos  de  prueba  y  que  deja  caer  de  las  manos  de  la  so- 
ciedad el  derecho  de  castigar,  porque  se  extingue  el  interés  de 
la  sociedad  en  la  represión. 

Todas  las  legislaciones  se  conforman,  en  efecto,  con  la 
extinción  de  las  penas  por  la  acción  del  tiempo,  que  tiene  el 
poder  de  volverlas  improducentes;  pero  ellas  difieren  en  el 
término  de  la  prescripción  y  son  estas  disidencias  las  que  ori- 
ginan el  conflicto;  puede  ocurrir  que  la  pena  esté  prescripta  por 
la  Nación  requerida  para  la  extradición  y  no  lo  esté  por  las  le- 
yes del  Estado  requeriente.  ¿Debe  en  este  caso  prevalecer  la  le- 
gislación del  país  de  asilo  sobre  aquella  que  mantiene  en  vigor 
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la  acción  y  los  castigos  y  que  en  definitiva  debe  juzgar  al  delin- 
cuente? ¿O  ha  de  aceptarse  la  jurisdicción  del  proceso  para  deci- 
dir de  la  prescriptibilidad  de  las  acciones? 

La  Comisión  ha  resuelto  este  conflicto  en  sentido  favora- 
ble al  Estado  requeriente,  es  decir,  al  que  ejerce  competencia  en 
el  proceso;  no  se  le  oculta  sin  embargo,  que  la  generalidad  de  los 
tratados  se  pronuncian  en  contra  de  este  principio;  el  de  Francia 
con  Inglaterra  celebrado  en  1876,  impone  la  prescripción  del 
Estado  requerido;  la  misma  Francia  ha  pactado  con  España, 
con  Bélgica  y  con  Suiza  tratados  que  facultan  al  Estado  reque- 
rido, para  rehusar  la  extradicción  cuando  la  pena  está  prescripta 
con  arreglo  á  sus  leyes;  debe  observarse,  sin  embargo,  que  cuan- 
do la  Suiza  ha  interpretado  esos  pactos,  el  Consejo  Federal  ha 
entregado  á  la  Francia  los  delincuentes  cuya  pena  estaba  pres- 
cripta por  sus  propias  leyes,  cuando  no  lo  estaban  por  las  leyes 
francesas. 

La  Comisión  al  decidirse  por  la  legislación  del  Estado  re- 
queriente, guarda  lógica  con  sus  principios  jurisdiccionales  y  con 
la  unidad  del  juicio  y  del  proceso;  el  Estado  requeriente  es  siem- 
pre el  damnificado;  tiene  una  jurisdicción  indisputable  sobre  el 
reo,  que  no  debe  ser  obstruccionada  por  el  país  de  asilo,  á  me- 
nos de  romper  con  la  solidaridad  social  que  en  el  interés  de  la 
justicia,  niega  el  refugio  á  los  delitos  comunes;  la  Comisión  en- 
cuentra que  la  prescripción  impuesta  por  el  país  requerido,  crea 
en  el  fondo  dos  jurisdicciones  para  el  mismo  delito:  la  que  tiene 
derecho  á  conocer  del  fondo  del  proceso  y  la  que  vendría  á  de- 
cidir de  la  prescriptibilidad  de  las  acciones.  ¿Qué  fundamento 
jurídico  puede  llevarnos  á  consagrar  esta  cooparticipación  en  el 
juicio  de  un  mismo  criminal?  La  Comisión  no  encuentra  apoyo 
á  semejante  doctrina,  apesar  de  los  autores  y  de  los  tratados  que 
la  consagran;  observa  sí,  que  este  principio  viene  á  llenar  de  in- 
certidumbres  todos  los  términos  y  las  prescripciones  del  castigo. 
¿De  qué  sirve,  en  efecto,  que  una  legislación  prescriba  términos 
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fatales  para  la  extinción  de  las  penas,  si  esos  términos  se  vuelven 
ilusorios  por  las  leyes  de  asilo,  entre  las  que,  el  culpable  tendrá 
cuidado  de  elegir  las  que  lo  eximan  de  la  penalidad?  Supóngase 
un  Estado  que  por  consideraciones  de  orden  privativo  y  nacional, 
no  prescribe  las  acciones  penales  hasta  los  treinta  años,  ¿puede 
desconocérsele  esa  facultad,  ejercida  en  nombre  de  su  soberanía 
y  de  las  necesidades  locales  que  recordaba  hace  poco  el  juriscon- 
sulto francés?  ¿Pero,  qué  aventajaríamos  con  reconocerle  el  dere- 
cho de  dictarse  sus  leyes,  si  ellas  se  vuelven  insubsistentes  y  nu- 
las, por  efecto  de  una  legislación  extranjera  que  prescribiera  la 
pena  á  los  diez  años  y  que  sería  ciertamente  buscada  por  el  de- 
lincuente como  lugar  de  rsilo? 

Yo  creo,  Señores,  que  es  necesario  reaccionar  contra  las 
prácticas  y  los  usos  que  han  aceptado  los  pactos  internacionales; 
el  Consejo  Federal  Suizo  se  ha  colocado  en  un  terreno  verdadera- 
mente jurídico,  al  renunciar  la  facultad  que  le  acordaba  su  Trata- 
do con  la  Francia;  pero  los  que  se  celebren  en  el  porvenir,  deben 
ser  preceptivos  y  no  facultativos,  porque  no  siempre  el  interés 
jurídico  ha  de  prevalecer  sobre  conveniencias  transitorias,  ó  so- 
bre negativas  formales  que  atentarían  ala  jurisdicción  y  con  ella 
á  la  soberanía. 

Se  nos' ha  dicho  que  incurrimos  en  cierta  inconsecuencia 
al  entregar  un  reo  cuya  pena  está  prescripta,  después  de  decla- 
rar en  otro  artículo,  que  la  extradición  no  ha  de  acordarse  cuan- 
do el  delito  no  está  previsto  y  penado  por  el  país  requerido;  pero 
los  casos  son  distintos;  allí  se  trata  de  un  reo  que  no  ha  violado 
ley  alguna  en  la  Nación  requerida  en  que  consumó  sus  actos; 
con  arreglo  á  esa  ley  no  ha  habido  ni  hay  acto  culpable,  pero  no 
sucede  lo  mismo  con  aquel  cuyo  delito  existe,  cuya  culpabilidad 
no  se  discute  y  cuya  entrega  no  se  podía  rehusar,  sino  mediara 
la  prescripción  del  país  de  asilo;  no  podemos  perder  de  vista  que 
en  este  caso  se  trata  de  un  culpable  y  no  de  un  inocente,  que  no 
se  discute  su  crimen,  sino  la  extinción  de  las  acciones,  y  que  no 
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puede  mirarse  con  los  mismos  ojos  un  delito  que  no  es  tal  ó  que 
es  en  cierto  modo  relativo,  con  el  que  tiene  todas  las  amplitudes 
de  la  criminalidad  atenuadas  tan  solo  por  la  acción  del  tiempo; 
la  Comisión  guarda,  pues,  perfecta  lógica,  proponiendo  dos 
artículos  que  no  se  contradicen,  toda  vez  que  uno  se  refiere  á 
un  culpable  y  el  otro  á  un  inocente,  y  ella  no  se  muestra  menos 
consecuente,  al  defender  la  autonomía  de  cada  legislación,  im- 
poniendo el  concurso  que  deben  prestarle  las  demás  para  ro- 
bustecerla, y  no  para  atacar  en  ella  los  fines  pue  búscala  justicia 
social. 

El  Plenipotenciario,  que  tiene  Ja  palabra,  espera  que  sus 
honorables  colegas  harán  justicia  á  la  sinceridad  de  conviccio- 
nes que  lo  obligan  á  separarse  en  este  punto  de  la  misma  ley  ar- 


Concluida  la  jurisdicción,  entro  á  ocuparme  del  título  del 
asilo. 

El  Señor  Presidente:  Si  me  lo  permiten  mis  honorables 
colegas,  suspenderíamos  la  sesión  para  dar  descanso  al  Señor 
miembro  informante,  y  la  continuaríamos  el  lunes. 


La  Sesión  se  levanta  siendo  Jas  cinco  p.  m. 


3  BE  DICIEMBRE  DS  1SS3 

Continúa  la  Sesión  comenzada  el  i.c  del  corriente. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña:  Nos  habíamos  detenido 
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en  el  título  que  trata  del  refugio,  llenando  mi  encargo,  debo  con- 
tinuar informando  sobre  esta  materia. 

El  asilo  fué  una  costumbre,  más  que  un  principio,    de  uni- 
versal aplicación  entre  los  pueblos  de  la  antigüedad,  y  muy  es- 
pecialmente entre  los    griegos,  cuya  penalidad    descansaba  de 
preferencia  sobre  la  prescripción;  el  extrañamiento  fué   para  el 
pueblo  helénico,  una  pena  más  grave  aún  que  la  de  muerte,  y  así 
nos  explicamos  que  el  asilo  fuera  tan  amplio  y  tan  extenso,  co- 
mo era  innecesaria  y  atenuante  la  extradición,  que  supone  siem- 
pre la  vuelta  del  proscripto  al  suelo  de  la  patria;  la   legislación 
penal  de  Grecia  era  una  especie  de  talión,  que  despojaba  al  cul- 
pable de  todos  los  beneficios  de  que  gozaba  la  víctima,  figurando 
entre  ellos,  la  asistencia  a  los  juegos,  la  residencia  en  la  patria  y 
en    todos  los    lugares  sagrados  que    ella  encierra;  esta  pena  se 
agravaba,  es  cierto,  por  la  situación  creada  en    el  extranjero,  al 
que  había   roto  todo  vínculo  con  su  Nación;  en  todos  los  casos, 
ella  importaba  una  muerte  civil,  que  alejaba  la  idea  de  todo  otro 
castigo,  y  consiguientemente  de  toda  extradición  para  imponerlo. 
Los  romanos  fueron  más  crueles  en  sus  penas;  pero  por 
razones  de  carácter  distinto,  el  asilo  también  se  les  impuso,  de- 
salojando toda  idea  de  extradición;  voy  á  permitirme   ceder  la 
palabra  á  Mr.  Faustin  Héiie,  para  que  nos  explique  la  marcha 
del  nuevo  principio,  como  él  llama  al  asilo:    <:  Mientras  que  el 
mundo  no  constituyó  sino  un  imperio,  sometido   á  una  sola  do- 
minación, dice  Mr.  Hélie,  no  pudo  haber  cuestión  de  extradición, 
sino  cuando  Roma  reclamaba  de  alguna  de  las  naciones  bárba- 
ras, ó  jefes  que  fomentaban  la  guerra  ó  ciudadanos  que  se  ha-  • 
liaban  asilados;  pero  cuando  los  pueblos  nacidos  de  las  ruinas  de 
este  Imperio,  se  constituyeron  en  Estados  independientes,    un 
principio  nuevo  nació  de  esta  situación.  Aislados  los  unos  de  los 
otros,  parecía  que  se  hubiesen  separado  por  barreras  insalvables; 
las  naciones  vecinas  se  consideraban  enemigas,  ningún  interés  las 
ligaba,  ninguna  relación  establecía  solidaridad  entre  sus   actos; 
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esta  ausencia  de  relaciones  habituales,  que  fué  más  ó  menos  ab- 
soluta durante  los  siglos  bárbaros,  tuvo  un  efecto  evidente;  los 
fugitivos  no  fueron  reclamados  sobre  el  territorio  de  refugio,  y 
se  constituyó  para  los  extranjeros  una  especie  de  derecho  de 
asilo;  en  segundo  lugar  la  abolición  de  los  asilos  particulares, 
favoreció  el  desarrollo  de  este  nuevo  principio.  Cuando  el  refu- 
giado cesó  de  acogerse  á  la  inviolabilidad  de  las  iglesias  y  de  los 
palacios,  invocó  la  inviolabilidad  del  territorio  mismo;  el  dere- 
cho de  asilo  no  derivaba  ya,  de  un  sentimiento  religioso,  sino 
que  tomó  por  base,  la  soberanía  misma  del  país.> 

Mr.  Villefort  se  expresa  en  términos  idénticos  al  explicar- 
nos, cómo  la  extradición  y  el  asilo,  se  hicieron  innecesarios  du- 
rante la  dominación  del  vasto  imperio,  y  como  nace  lógicamen- 
te de  su  ruina,  el  refugio  que  se  impone,  más  como  un  hecho 
que  como  un  principio  racional  y  jurídico;  el  origen  religioso, 
que  Mr.  Hélie,  quiere  acordar  al  asilo,  ha  sido  sin  embargo  con- 
testado por  autoridades  respetables,  que  sostienen  la  coexisten- 
cia de  asilo  sagrado,  con  el  territorial;  según  Bernard,  la  inviola- 
bilidad de  los  asilos  particulares,  fué  asegurada  por  las  supersti- 
ciones de  los  pueblos;  aquí  los  dioses  pálicos  volvían  ciegos  y 
fulminaban  á  los  profanadores;  allí  la  estatua  de  Juno,  tornaba 
la  cabeza  y  hacía  brotar  del  suelo  manantiales  de  sangre;  en  to- 
dos los  casos  los  profanos  se  sometían  á  una  expiación  solemne, 
porque  las  calamidades  que  se  esperaban  después  del  sacrile- 
gio, se  suponían  impuestas  por  la  venganza  celeste;  Bernard  re- 
cuerda el  castigo  del  arconte  Menaclés,  por  haber  asesinado  á 
Cylón,  cortando  antes  el  hilo,  que  como  símbolo  de  asilo,  lo  li- 
gaba á  la  acrópolis  de  Atenas,  donde  estaba  Minerva,  protegien- 
do al  acusado  contra  la  violencia  de  los  hombres. 

Yo  pienso  con  el  autor  que  acabo  de  citar,  que  el  asilo,  es 
un  vestigio  de  las  supersticiones  populares,  que  nació  en  los  al- 
tares del  paganismo,  dominando  más  tarde  el  territorio  del  Es- 
tado, hasta  incorporarse  á  la  soberanía;  recien  entonces,  cuando 
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salió  de  los  templos,  de  las  estatuas  de  los  héroes  y  de  los  bos- 
ques consagrados,  el  asilo  tomó  carácter  internacional,  no  tam- 
poco sugerido,  por  un  sentimiento  de  compasión  y  de  clemencia 
hacia  el  culpable,  sino  por  un  acto  de  hostilidad  y  de  rencor  al  Es- 
tado que  lo  perseguía;  viviendo  los  pueblos  en  hostilidades  perma- 
nentes, se  comprende  que  los  malhechores  y  malvados  que  habían 
delinquido  contra  una  soberanía  enemiga,  fueran  asilados  y  aplau- 
didos, en  lugar  de  ser  entregados  como  delincuentes;  las  fronteras 
de  cada  Nación  se  abrían  hospitalariamente  para  recibirlos,  y  de- 
trás de  ellos,  eran  cerradas  con  violencia  para  no  dar  acceso  á  los 
clamores  de  las  víctimas,  ni  á  los  derechos  del  Estado,  justamente 
ofendido;  el  asilo,  pues,  en  quien  mira  un  progreso  y  un  principio 
nuevo  Mr.  Hélie,  lo  es  tan  sólo,  en  cuanto  supone  distintas  sobe- 
ranías, que  se  comparten  los  dominios  del  mundo;  pero  es  forzo- 
so reconocerlo,  con  Bernard,  corno  el  engendro  de  una  supersti- 
ción meticulosa,  concebido  al  calor  de  la  hostilidad  y  de  la  guer- 
ra que  dominó  la  antigüedad. 

El  cristianismo,  dice  el  mismo  Bernard,  al  colocar  la  cruz 
de  Cristo  sobre  los  altares  de  los  dioses  paganos,  heredó  tam- 
bién el  derecho  de  asilo  sobre  los  refugiados  en  los  templos;  la 
Iglesia  tenía  horror  á  la  sangre  y  la  doctrina  redentora  apareció 
como  un  poder  moderador  entre  la  justicia  y  el  culpable;  se  sabe 
Señores,  cómo  el  clero  abusó  de  este  poder,  que  los  emperadores 
le  habían  reconocido  de  buen  grado  y  como  el  derecho  de  inter- 
cesión, acabó  por  sustituirse  á  la  justicia  del  Estado,  llegando 
hasta  arrebatará  los  culpables  de  las  manos  mismas  de  sus  jue- 
ces, levantando  el  predominio  de  una  aristocracia  episcopal,  so- 
bre la  soberanía  de  los  imperios;  la  reacción  no  podía  hacerse 
esperar  y  los  culpables  fueron  arrancados  á  su  turno  de  los  tem- 
plos cristianos. 

No  voy  á  seguir  el  estudio  del  asilo,  en  el  desenvolvimien- 
to que  adquirió  en  todos  los  tiempos,  me  basta  señalar  su  orí- 
gen  y  su  fuente,  caracterizando  su  naturaleza  y   su  índole,   para 
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defendernos  de  costumbres  que  importarían  un  verdadero  ana- 
cronismo en  nuestro  siglo;  la  historia  nos  presenta  la  institu- 
ción del  asilo,  como  un  símbolo  de  impunidad,  que  figuraba  co- 
mo viejo  tributo  de  las  soberanías;  la  guerra  á  los  Estados  y  la 
protección  á  los  culpables,  constituyó  realmente  el  culto  de  los 
pueblos  antiguos;  pero  la  civilización  y  el  cristianismo  han  in- 
vertido los  términos  del  dogma,  fundando  la  solidaridad  humana 
sobre  el  interés  de  la  justicia  represiva  que  ha  concluido  por  le- 
vantar las  barreras  que  asilaron  el  crimen;  los  principios  de  con- 
fraternidad universal,  el  sentimiento  cristiano  y  humanitario,  la 
concordia  de  las  agrupaciones  humanas  mantenida  sobre  un  res- 
peto recíproco,  les  ha  permitido  ver  intereses  y  derechos  co- 
munes al  género  humano,  cada  vez  que  se  siente  conmovido  por 
actos  ó  por  crímenes  que  deben  ser  umversalmente  reprimidos; 
el  resultado  de  esta  lucha  éntrelos  tiempos  civilizados  y  los  si- 
glos bárbaros,  ha  sido  el  reconocimiento  de  la  extradición,  que 
es  la  última  fórmula  de  la  concordia  de  los  pueblos  y  de  la  soli- 
daridad social  moderna,  que  ha  sellado  para  siempre  el  imperio 
de  la  justicia  humana.  Es  digno  de  observar  una  vez  más,  que  los 
primeros  tratados  que  reglamentaron  el  asilo,  impusieron  la  ex- 
tradición, precisamente  sobre  los  delitos  de  carácter  político,  que 
están  excluidos  por  los  pactos  modernos.  Recien  en  el  siglo 
XVIII,  los  tratados  tuvieron  por  objeto  el  castigo  de  los  delitos 
comunes,  pero  no  excluyeron  los  políticos  y  hasta  mediados  del 
siglo  XIX,  los  gobiernos  lucharon  con  los  publicistas  defendien- 
do su  soberanía  sobre  los  reos  políticos;  tenemos  que  explicar- 
nos esta  aberración,  buscando  el  móvil  y  los  sentimientos  que 
inspiraron  aquellos  actos  internacionales;  los  delitos  comunes 
no  interesaron  grandemente  la  atención  de  los  monarcas,  mas 
ocupada  en  garantir  con  un  celo  exagerado  hasta  el  exceso,  el 
castigo  de  los  crímenes  que  atacaban  su  poder  y  su  corona;  fue- 
ron estos  incentivos  del  castigo  los  que  sugirieron  los  primeros 
tratados,  fundados  menos  en  el  interés  de  la  justicia   que  en   un 
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sentimiento  de  venganza  cuando  no  de  inquietud;  la  filosofía  y 
el  derecho  vuelven  á  invertir  los  términos  de  este  problema  y 
los  tratados  que  se  vienen  celebrando  desde  la  segunda  *mitad 
de  nuestro  siglo,  estipulan  la  mas  amplia  extradición  para  los 
delitos  comunes,  negándola  resueltamente  para  todos  los  que  tie- 
nen un  carácter  político. 

La  Comisión  ha  consagrado  una  vez  más  este  principio, 
declarando  en  el  artículo  16  de  su  proyecto,  que  el  asilo  es  in- 
violable para  los  perseguidos  por  delitos  políticos,  si  bien  la  Na- 
ción de  refugio  tiene  el  deber  de  impedir  que  los  asilados  reali- 
cen actos  que  pongan  en  peligro  la  paz  pública  de  la  Nación  con- 
tra la  cual  han  delinquido;  al  fundar  los  principios  que  rigen  la 
extradición,  tendré  ocasión  de  demostrar  que  ella  persigue  el 
interés  de  la  justicia  y  no  el  de  la  venganza;  que  el  Estado  que 
la  acuerda  tiene  el  derecho  y  el  deber  de  conocer  la  suerte  que 
le  espera  al  asilado,  cuando  lo  entrega  privado  de  su  libertad,  á 
la  decisión  de  las  justicias  extranjeras;  nace  de  este  deber  pre- 
cisamente, el  derecho  de  rehusar  los  reos  políticos  que  en  defi- 
nitiva van  á  ser  procesados  por  sus  adversarios  triunfantes,  que 
ejercerán  venganza  y  no  justicia;  la  extradición,  por  la  que  un 
Estado  presta  su  concurso  á  las  soberanías  extranjeras  que  re- 
claman el  castigo,  supone  tribunales  probos  y  serenos,  que  no 
se  concillan  ciertamente  con  las  intemperancias  de  la  pasión  po- 
lítica, ni  se  encuentran  en  las  muchedumbres  exaltadas,  de  don- 
de salen  los  jurados,  contaminados  ya  por  los  rencores  dominan- 
tes ó  por  los  enardecimientos  de  la  lucha  en  que  han  vencido; 
no  son  esos  los  jueces  á  quienes  los  Estados  extranjeros  deben 
prestarles  su  concurso,  ni  son  esos  tampoco  los  delitos  para  los 
cuáles  se  ha  creado  esta  moderna  institución. 

Los  delitos  políticos  tienen  un  carácter  de  relatividad,  que 
solo  puede  considerarlos  tales  el  Estado  que  los  persigue;  el  de- 
lincuente que  ha  turbado  en  su  patria  la  paz  pública  tomando 
parte  en  movimientos  sediciosos,  no  es  una  amenaza  ni  un   peli- 
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gro  para  el  Estado  que  le  presta  asilo;  puede  al  contrario,  ser 
un  elemento  de  utilidad  y  de  labor,  que  no  hay  objeto  ni  conve- 
niencia en  alejar,  siquiera  sea  por  medio  de  la  extradición;  hay, 
pues,  una  diferencia  sustancial  con  el  reo  de  delitos  comunes, 
que  el  país  de  refugio  tiene  siempre  interés  en  entregar,  porque 
amenaza  los  mismos  derechos  que  ya  agredió;  en  el  primer  caso, 
la  extradición  consulta,  pues,  el  interés  de  ambos  Estados  y  en 
el  segundo,  no  debe  primar  el  de  uno  solo,  y  menos  el  que  se  funda 
en  sentimientos  reprobados  como  es,  á  no  dudarlo,  el  de  la  ven- 
ganza personal  ó  política. 

La  calificación  de  estos  delitos  se  siente  por  otra  parte 
sujeta  á  la  veleidad  de  las  instituciones  políticas,  que  se  modi- 
fican y  se  cambian  con  mas  frecuencia  que  las  leyes  comunes; 
de  ahí  que  el  delincuente  y  el  traidor  á  la  patria,  que  ayer  era 
perseguido  como  un  autor  de  un  crimen  oprobioso  contra  la 
corona  de  su  rey  por  ejemplo,  sea  recibido  mas  tarde,  como  re- 
dentor de  las  libertades  de  su  patria  y  como  el  procer  de  la  re- 
pública naciente;  lo  que  digo  de  las  formas  de  gobierno,  lo  pue- 
do extender  á  todos  los  movimientos  que  producen  un  cambio 
de  situación  política,  y  que  determinan  una  mutación  visible  en 
la  condición  legal  del  reo;  «Las  formas  gubernativas,  ha  dicho  el 
Procurador  General  de  la  Corte  deLiége,  son  cosas  de  pura  con- 
vención, que  varían  de  país  á  país;  los  esfuerzos  para  transformar 
las  no  afectan  la  conciencia  universal:  el  fracaso  vuelve  á  sus  auto- 
res criminales;  el  éxito  los  transforma  en  héroes; >  el  refugio  po- 
lítico tiene  además  el  poder  de  hacer  factibles  las  grandes  repa- 
raciones, que  se  volverían  postumas,  si  la  extradición  hubiera 
permitido  la  venganza;  necesario  es  por  otra  parte  que  las  con- 
vicciones humanas,  encuentren  en  el  mundo  su  lugar  de  refugio, 
donde  no  se  permita  la  persecución  ni  el  castigo  que  serían 
atentatarios  de  la  libertad,  no  ya  de  acción  sino  de  pensamiento. 

Este  derecho  de  asilar  á  los  fugitivos  políticos,  es  acompa- 
ñado de  los  deberes  contraidos  por  el  país  de  asilo,  de   impedir 
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todo  atentado  contra  la  Nación  en  que  el  reo  ha  delinquido;  se 
comprende  que  el  asilado  no  tenga  el  derecho  de  conspirar  desde 
allí  contra  su  patria  y  que  se  reconozca  el  deber  de  vigilarlo,  pa- 
ra que  no  comprometa  la  relación  de  los  gobiernos  establecida 
por  los  hechos  de  la  persecución  y  del  refugio;  el  Estado  ame- 
nazado por  la  proximidad  del  delincuente,  cuando  éste  se  ha 
refugiado  en  país  limítrofe,  tiene  derecho  á  pedir  su  internación 
que  es  acordada  siempre  entre  Gobiernos  que  mantienen  relacio- 
nes amistosas,  aunque  no  esté  convenido  en  los  tratados;  algu- 
nos Estados  han  dictado  disposiciones  de  carácter  interno,  ten- 
dentes á  garantir  la  inacción  del  refugiado  político;  entre  otras, 
recuerdo  la  legislación  de  España  que  prescribe  al  asilado  una 
residencia  distante  de  120  kilómetros  de  las  fronteras  de 
Francia  y  Portugal;  residencia  que  una  vez  elegida,  no  les  será 
dado  cambiar  sin  consentimiento  previo  del  Gobierno  Español; 
paréceme  sin  embargo  que  estas  disposiciones  cercenan  las  am- 
plitudes del  asilo  político,  imponiendo  al  refugiado  una  sujeción 
que  se  vuelve  deprimente,  cuando  no  es  exigida  por  el  interés 
del  país  limítrofe  cuya  paz  puede  sentirse  asegurada  con  ó  sin 
la  presencia  del  culpable  cerca  de  sus  fronteras.  En  los  Estados 
de  la  América  del  Sud,  no  hay  disposiciones  de  este  carácter  y 
es  de  desear  también  que  no  las  haya;  el  refugiado  político  debe 
encontrar  un  asilo  hospitalario,  sin  mas  limitación  que  la  que 
fuere  impuesta  por  su  reincidencia  en  nuevos  actos  subversivos; 
es  necesario  no  mirar  en  él  un  culpable,  porque  no  lo  es  á  los 
ojos  de  los  otros  Estados,  que  no  castigan  las  convicciones  hu- 
manas, por  mas  que  ellas  perjudiquen  el  orden  institucional  de 
alguno  de  ellos;  basta  que  esas  convicciones  no  se  traduzcan  en 
acción  dentro  del  propio  territorio,  para  que  el  asilado  político 
deba  ser  considerado  más  como  un  convencido  que  como  un 
culpable. 

El  asilo  de  los  reos  políticos  en  el  recinto  de  las  Legaciones, 
tiene  la  misma  significación  y  carácter  que  el  que  hemos  recono- 
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cido  sobre  el  territorio  nacional  de  que  son  parte;  la  extraterrito. 
rialidad,  como  hemos  dicho  al  tratar  de  la  jurisdicción,  prolonga 
el  suelo  de  la  patria  hasta  la  sede  de  los  Ministros  públicos  que 
la  representan;  á  favor  de  esta  ficción  legal,  han  nacido  los  dere- 
chos de  asilo  que  las  Legaciones  vienen  ejerciendo  en  forma 
más  ó  menos  amplia  ó  restringida. 

Con  relación  á  los  delitos  comunes,  el  asilo  diplomático 
no  existe;  los  reos  deben  ser  entregados  al  Gobierno  ante  quien 
está  acreditada  la  misión;  exacto  como  en  el  territorio:  respecto 
de  los  reos  políticos,  se  han  venido  observando  y  respetando  los 
usos  del  asiio  en  forma  tan  general  y  tan  extensa,  que  ha  dado 
origen  á  conflictos  numerosos;  á  juicio  de  la  Comisión  las  Lega- 
ciones deben  gozar  délas  prerrogativas  del  asilo  político,  pero 
debe  consultarse  también  la  seguridad  de  la  Nación  que  las  re- 
cibe. 

Las  misiones  diplomáticas  que  son  instituidas  para  conser- 
var y  estrechar  las  relaciones  amistosas  de  los  pueblos  y  de  los 
gobiernos,  no  pueden  desnaturalizar  sus  funciones  ni  su  carácter, 
volviéndose  focos  de  conspiración  y  de  amenaza  para  el  Estado 
que  las  habría  recibido  con  una  cordialidad  inmerecida;  los  sen- 
timientos de  humanidad  y  los  preceptos  del  derecho  mismo,  in- 
ducen á  proteger  la  persona  y  la  vida  del  asilado  político;  pero 
la  Legación  que  lo  ampara  bajo  su  pabellón,  debe  cuidar  de  pro- 
tejer  exclusivamente  la  persona  y  no  la  sedición,  ni  mucho  me- 
nos los  actos  de  los  conspiradores;  si  en  el  asilo  que  se  acuerda 
sobre  el  territorio  mismo  del  Estado  hay  el  deber  de  asegurar 
la  inocuidad  del  refugiado  ¿cómo  podría  ser  más  extenso  el  refu- 
gio de  las  Legaciones,  que  les  está  acordado  por  extensión?  ¿De 
qué  manera  la  ficción  extraterritorial  podría  tener  mayores  pre- 
tensiones al  asilo,  que  aquellas  de  que  goza  el  territorio  mismo 
del  Estado?  No  es  posible  plantear  esta  cuestión,  sin  pronun- 
ciarse en  el  sentido  que  la  Comisión  lo  ha  resuelto;  el  asilo  será 
respetado;  pero  el  jefe  de  la  Legación,  está  obligado  á  poner  in- 
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mediatamente  el  hecho  en  conocimiento  del  Gobierno  ante  el 
cual  está  acreditado,  quien  podrá  exigir  que  el  perseguido  *  sea 
puesto  fuera  del  territorio  nacional  dentro  del  más  breve  plazo 
posible. 

Tengo  encargo  de  introducir  una  adiccíón  al  artículo  17, 
de  la  que  se  ha  de  servir  tomar  nota  el  Señor  Secretario. 

«El  jefe  de  la  Legación  podrá  exigir  á  su  vez  las  garantías 
»  necesarias  para  que  el  refugiado  salga  del  territorio  nacional 
>  respetándose  la  inviolabilidad  de  su  persona.  > 

Este  artículo  tal  como  queda  redactado,  consulta  las  ga- 
rantías necesarias  al  reo,  pero  también  las  que  le  son  indispen- 
bles  al  Estado;  no  se  derramará  la  sangre  de  los  que  son  vícti- 
mas de  las  persecuciones  del  poder  y  llegan  á  ampararse  de  un 
escudo  extranjero,  pero  ese  escudo  no  encubrirá  tampoco  á 
sediciosos  ni  á  rebeldes,  cuya  acción  se  duplica  en  eficacia  por 
efecto  de  la  impunidad  de  que  disfruta;  es  sabido,  Señores,  que 
la  presencia  de  un  caudillo  ó  de  un  agitador  en  la  capital  de 
una  República,  puede  ser  más  peligrosa  y  más  temible  que  nues- 
tros regimientos  armados;  y  no  es  posible  reconocer  la  facultad 
de  imponerla,  al  representante  de  una  misión  de  paz  y  de  con- 
cordia; si  no  es  posible  como  se  ha  dicho  suponer  un  Estado 
dentro  de  otro  Estado,  es  menos  admisible  todavía  suponer  un 
Estado  enemigo  dentro  del  territorio  de  un  Estado  amigo. 

Mis  honorables  colegas  saben  bien,  todos  los  conflictos  á 
que  ha  dado  lugar  la  prerogativa  del  asilo,  cuando  ha  sido  ejer- 
cida imprudentemente  por  los  jefes  de  misión;  el  aviso  á  los  Go- 
biernos que  la  Comisión  prescribe,  no  como  cortesía  sino  como 
deber,  evita  conflictos  entre  el  Gobierno  que  persigue  y  la  Lega- 
ción que  ampara  al  delicuente;  es  conocido  el  caso  ocurrido 
con  el  marqués  de  Eonteney,  embajador  de  Francia  en  Roma; 
el  diplomático  francés  había  asilado  en  su  palacio  conspirado- 
res napolitanos  en  gran  número  y  al  tratar  de  hacerlos  salir  de 
la  ciudad  en  sus  propios  carruajes,  fueron  detenidos  por  la  auto- 
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ridad  y  reducidos  á  prisión:  la  discusión  se  empeñó  entre  la  Em- 
bajada y  el  Estado  de  la  Iglesia;  pero  el  Estado  triunfó  de  la  em- 
bajada, sosteniendo  que  si  ella  se  tomaba  la  libertad  de  prote- 
ger á  los  malvados,  la  soberanía  del  Estado  bien  podía  permi- 
tirse recuperarlos  donde  los  encontrara;  este  conflicto  no  se 
hubiera  producido  ciertamente,  si  en  lugar  de  imponerse  un  asi- 
lo tan  clandestino  como  la  evasión,  se  hubiera  llevado  el  hecho 
á  conocimiento  del  Estado  y  exijido  las  garantías  de  que  gozan 
los  delincuentes  políticos,  para  ser  colocados  en  la  frontera;  el 
Embajador  francés  podría  haberse  economizado  también  la  ex- 
plicación que  en  concepto  de  Vatel  encerraba  la  contestación 
de  la  embajada. 

Si  se  han  cometido  abusos  lamentables  en  el  ejercicio  del 
derecho  de  asilo,  también  los  Gobiernos  locales  los  consumaron 
á  su  turno,  atacando  la  inviolabilidad  de  las  embajadas;  en  1729 
el  hotel  del  embajador  inglés  Lord  Harrington,  fué  atacado  por 
las  fuerzas  de  seguridad  del  Gobierno  Español,  arrancando  vio- 
lentamente del  recinto  al  duque  de  Riperda,  que  había  buscado  su 
refugio  contra  las  persecuciones  del  poder  político;  en  1 747  el 
hotel  del  Embajador  de  Inglaterra  en  Stockolmo,  sufrió  el  mismo 
vejamen;  como  estos  casos  podrían  citarse  muchos  otros,  que 
prueban  la  incertidumbre  de  los  derechos  del  asilo;  pero  la  ver- 
dad es,  que  este  conflicto  se  vuelve  menos  frecuente  en  nuestros 
dias,  sin  duda  porque  el  refugio  ha  quedado  limitido  á  los  reos 
políticos  y  porque  las  legislaciones  modernas  son  más  precisas 
en  la  clasificación  legal  de  esta  clase  de  delitos;  la  Comisión  se 
coloca  en  un  terreno  conciliador,  buscando  la  seguridad  y  el  or- 
den interior  de  los  Gobiernos  al  mismo  tiempo  que  garante  la 
vida  de  los  reos. 

No  me  parece  necesario  fundar  la  extensión  de  este  prin- 
cipio al  asilo  que  pueden  prestar  los  buques  de  la  marina  de  gue- 
rra; la  extraterritorialidad  los  comprende,  los  mismo  que  a  las 
Legaciones;  y  les  son  comunes  los  principios  que  rigen  el  refugio. 
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El  artículo  1 8  del  proyecto,  niega  el  asilo  á  los  desertores 
de  la  marina  de  guerra,  fundado  en  necesidades  inherentes  á  su 
existencia  misma;  el  publicista  Calvo  mira  esta  extradición  co- 
mo un  acto  de  pura  cortesía  basada  en  la  conveniencia  recíproca 
de  los  Estados,  que  han  previsto  el  peligro  de  librar  sus  buques 
ni  abandono  que  la  deserción  les  impondría,  al  mismo  tiempo 
que  sienten  interés  en  no  dejar  impune  un  delito  contra  el  pa- 
bellón; las  convenciones  firmadas  al  respecto,  se  han  insertado 
generalmente  en  los  tratados  consulares  como  en  los  de  navega- 
ción y  de  comercio;  así  lo  ha  hecho  la  Francia  con  la  Bélgica 
el  5  de  Febrero  de  1873  y  con  la  Grecia  en  1876;  hay  además 
los  tratados  de  Austria  con  la  Rusia  (180S  15  y  22),  de  Prusia 
con  Dinamarca  (1820)  y  con  el  Luxemburgo  (1844). 

Los  Estados  Unidos,  como  todas  las  potencias  marítimas, 
acuerdan  sin  dificultad  la  extradición  de  los  desertores  de  mar; 
pero  otra  cosa  sucede  con  los  del  ejército  de  tierra;  la  Comisión 
no  los  excluye  sin  embargo  en  su  proyecto  de  tratado,  si  bien 
me  consta  que  el  principio  vá  á  ser  atacado  en  la  discusión  par- 
ticular. 

Si  hay  necesidad  y  conveniencia  en  mantener  la  moral  y 
la  disciplina  militar,  abordo  de  las  naves,  esa  conveniencia  no  se 
siente  menos  viva  en  el  ejército  de  tierra,  que  se  vería  compro- 
metido seriamente,  con  el  asilo  y  la  impunidad  que  se  acordara  al 
que  ha  desertado  sus  banderas;  representamos  paises  en  su  ma- 
yor parte  limítrofes,  que  cuando  no  tienen  divisiones  de  ejército, 
conservan  destacamentos  sobre  sus  líneas  fronterizas;  pues  bien, 
esas  fuerzas  regulares  que  los  Estados  tienen  necesidad  de  con- 
servar sobre  puntos  determinados  de  su  territorio,  se  verían 
pronto  desmoralizadas  y  disueltas,  cuando  el  soldado  alcanzara 
á  percibir  la  impunidad,  con  atravesar  una  línea  imaginaria  que 
está  á  diez  pasos  de  su  campamento. 

Se  dice,  señores,  que  la  deserción  es  un  acto  especialísi- 
mo,  pero  no  puede  afirmarse  que  deje  de    ser  un    delito:  jurídi- 
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camente  considerado,  importa  la  inejecución  de  una  obligación 
de  hacer,  que  se  impone  al  acreedor  que  es  la  Nación,  por  actos 
reprobados  como  la  fuga,  actos  que  ponen  en  peligro  la  seguridad 
del  Estado,  pudiendo  disolver  cuerpos,  divisiones  y  ejércitos,  en 
momentos  decisivos  para  la  estabilidad  del  orden  y  de  los  go- 
biernos; se  habla  también  de  la  severidad  de  los  castigos  en  el 
fuero  militar;  pero  el  temperamento  que  se  busca  sería  contra- 
producente; porque  los  que  tienen  el  mando  y  la  responsa- 
bilidad de  esos  ejércitos,  se  verían  obligados  á  duplicar  la  vigi- 
lancia y  á  gravar  las  penas,  de  donde  resultaría  castigada  con 
crueldad  la  tentativa,  y  el  delito  consumado  absolutamente  im- 
pune. 

Se  ha  querido  notar  una  analogía  inadmisible  entre  el 
delito  político  y  el  de  deserción,  que  VVeiss  la  rechaza  con  tanta 
verdad  como  elocuencia;  si  los  refugiados  políticos,  dice  este 
autor,  tienen  derecho  á  la  hospitalidad,  es  porque  para  ellos,  el 
destierro  es  el  único  medio  de  sustraerse  á  la  venganza  de  sus 
adversarios  triunfantes;  y  porque  después  de  haber  combatido 
lealmente  por  su  causa,  ellos  pueden  marchar  con  la  frente  alta, 
esperando  que  brillen  mejores  dias.  ¿Pero  puede  decirse  otro 
tanto  del  desertor,  de  ese  hombre  que  formado  en  su  patria 
al  abrigo  de  la  protección  de  sus  leyes,  le  niega  los  servicios 
que  ella  reclama  de  sus  hijos,  y  toma  la  fuga  dejando  á  otros  el 
cuidado  de  defender  sus  hogares  y  sus  bienes? 

No  puede  caracterizarse  con  mayor  elocuencia,  la  condi- 
ción moral  y  legal  del  desertor;  á  la  vez  que  me  es  difícil  expli- 
car la  razón,  porque  estos  principios  declarados  justos  y  conve- 
nientes en  el  mar,  pueden  volverse  inicuos  y  perniciosos  en 
tierra;  si  las  naciones  necesitan  de  su  marina  de  guerra,  los  go- 
biernos no  necesitan  menos  de  la  moral  de  sus  ejércitos  y  la  de 
la  lealtad  de  sus  soldados. 

La  mayor  parte  de  los  Estados  europeos,  en  los  comienzos 
de  este  siglo,  estuvieron  ligados  por  tratados  que  estipulaban  la 


entrega  de  los  desertores,  tanto  de  mar  como  de  tierra;  la  Fran- 
cia fué  la  primera  en  denunciarlos  en  1830;  las  razones  que  la 
indujeron,  no  se  explican  satisfactoriamente,  si  bien  un  publicis- 
ta caracterizado,  vé  en  esa  denuncia  un  propósito  y  un  interés 
reprochable;  según  él,  la  Francia  quería  aprove :har  la  deserción 
que  se  operaba  en  los  ejércitos  amigos,  para  constituir  las  legio- 
nes extranjeras  que  formaron  en  sus  filas;  dejo  esta  afirmación 
bajo  la  responsabilidad  del  mismo  Weiss;  la  Francia  rompió  con 
la  Prusia  su  tratado  de  1821,  con  los  Estados-Unidos  el  de  1823 
y  con  Baviera  el  de  8  de  Mayo  de  1827;  pero  muy  luego  volvió 
sobre  sus  pasos  y  repuso  los  principios  de  que  se  había  prepara- 
do,  consignándolos  en  su  tratado  con  las  Dos  Sicilias  el  de  1853  y 
en  el  que  celebró  con  Inglaterra  en  1854.  La  Grecia  y  la  Turquía, 
firmaron  también  un  pacto  en  1855,  que  registra  este  artículo: 
«los  desertores  de  alguno  de  ambos  Estados,  que  se  presenten  ó 
refugien  en  el  otro,  no  serán  jamás  admitidos;  serán  obligados  á 
abandonar  el  país  y  advertidos  que  toda  vez  que  «e  encuentren 
habitando  furivamente  alguno  de  los  dos  Estados  de  que  han 
sido  expulsados,  serán  detenidos  y  entregados.» 

Estos  son  los  usos  internacionales  que  sostienen  los  publi- 
cistas de  nuestros  dias,  y  es  de  desear  que  sean  incorporados  á 
las  convenciones  futuras;  por  el  momento,  considero  suficiente 
lo  expuesto,  para  fundar  la  entrega  del  desertor  y  paso  á  ocupar- 
me del  título  que  trata  de  la  extradición. 

La  extradición  y  el  asilo,  se  nos  presentan  como  dos  teo- 
rías ó  como  dos  escuelas  en  oposición;  la  limitación  de  la  una 
importa  consagrar  las  amplitudes  de  la  otra;  lo  que  vale  decir, 
que  el  asilo  ha  gozado  de  todos  los  prestigios  que  le  acordaron 
los  usos  internacionales,  hasta  fines  del  siglo  XVIII  en  que  fue- 
ron celebrados  los  primeros  tratados  de  extradición;  el  eminen- 
te publicista  argentino  Carlos  Calvo,  aborda  esta  materia  con  el 
acopio  de  erudición  que  lo  distingue,  y  comienza  preguntándose: 
¿la  extradición  es  un  principio  general  del  Derecho   de    Gentes 
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ó  constituye  tan  solo  un  derecho  imperfecto?  La  contestación 
se  la  dan  Grotius,  Vattel,  Burlamaqui,  Rutheforlk,  Kent,  Story, 
Gefferson,  Lee,  Lord  Broughan,  Hélie  y  todos  los  publicistas  que 
defienden  la  extradición,  como  un  principio  de  universal  interés 
en  los  Estados,  y  como  una  consecuencia  de  la  solidaridad  social 
basada  en  el  imperio  salvador  de  la  justicia  represiva;  las  naciones 
según  F.  Hélie,  viven  hoy  en  cierto  modo  de  la  misma  vida;  el 
crimen  que  se  consuma  en  una  de  ellas,  se  hace  sentir  en  todas 
las  demás  y  la  impunidad  que  se  le  acuerda,  se  propaga  más  allá 
de  sus  fronteras;  todas  las  sociedades  están  interesadas  en  con- 
currir á  la  punición  de  los  malvados  que  se  refugian  en  su  suelo; 
no  solo  porque  se  establece  la  reciprocidad  de  este  concurso,  si- 
no porque  la  impunidad  es  un  ejemplo  pernicioso  para  los  sub- 
ditos del  país  de  asilo,  cuando  no  un  peligro  para  su  propia  vida, 
que  se  siente  amenazada  por  la  presencia  del  culpable  impune; 
Lord  Campbell  aspira  á  una  sanción  umversalmente  obligatoria 
para  los  Estados;  de  tal  modo  considera  perfecto  y  coercitivo,  el 
derecho  de  la  extradición;  se  nota,  sin  embargo,  que  lo  que 
puede  ser  un  voto  generoso  de  los  publicistas,  se  convierte  en 
un  hecho  incompatible  con  la  soberanía  de  cada  Estado;  pero  lo 
que  éstos  no  pueden  aceptar  con  el  carácter  de  sanción  coerciti- 
va, es  compatible  con  las  convenciones  y  los  pactos  que  consa- 
gren el  principio,  como  una  regla  de  conducta  indispensable  y 
necesaria,  para  el  imperio  de  la  justicia  humana. 

No  me  detendré  á  considerar  la  naturaleza  internacional  de 
este  principio,  porque  en  este  momento  discutimos  un  Tratado, 
de  manera  que  podemos  mantenernos  dentro  del  derecho  conven- 
cional, sin  pedir  nada  á  las  obligaciones  esencialmente  coerciti- 
vas; me  inclino,  sin  embargo,  á  la  escuela  jurídica  que  está  re- 
presentada por  todos  los  autores  que  he  citado,  en  contra 
de  Puffendorff,  Voet,  Pinheiro  Ferreira,  Lord  Coke,  Kluber, 
Twiss,  Mittermaier  y  Phillimore,  que  miran  la  extradición 
cuando    no    está   estipulada   previamente,   como   una    cuestión 
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de  cortesía   y  de   civilización,  pero  en    ningún  caso  de  derecho 
estricto. 

Hay  opositores,  sin  embargo,  que  no  solo  atacan  eLprinci- 
pio  para  desconocerle  su  naturaleza  jurídica,  como  deber  perfecto 
y  exigible,  sino  que  atacan  la  institución  misma  aún  cuando  ella 
sea  obra  del  derecho  convencional  y  de  los  pactos  libremente 
celebrados.  Lord  Coke,  proclamaba  como  axioma  incontestable, 
que  los  reinos  que  vivían  en  amistad,  debían  ser  un  santuario 
inviolable  para  los  subditos  respectivos  que  buscaban  un  asilo 
en  uno  ú  otro  país;  M.  Sapey  aspira  con  sus  votos  á  que  el  Dere- 
cho Internacional,  vuelva  algún  dia  al  sentimiento  de  la  humani- 
dad, proscribiendo  semejantes  costumbres;  reprocha  a  la  Francia 
la  tolerancia  con  que  las  consiente,  después  de  haber  declarado 
en  Junio  de  183  i,  que  ella  no  pediría  ni  acordaría  jamás  la  extra- 
dición. ;Por  qué  la  tierra  de  la  Francia,  dice,  no  salva  al  suplican- 
te como  emancipa  al  esclavo  que  la  toca?  ¿Si  es  necesario  el  cas- 
tigo, acaso  no  lo  es  el  destierro?  M.  Megé  denunciaba  la  extradi- 
ción en  la  Cámara  de  Diputados,  como  una  doctrina  contraria  á 
las  tradiciones  francesas,  á  la  dignidad  del  país  y  al  honor  de 
la  Nación. 

Podría  citar  muchos  otros  tratadistas,  que  se  han  pronun- 
ciado con  esta  misma  decisión,  contra  el  principio  que  aceptan 
y  proclaman  las  sociedades  modernas;  unos  quieren  ver  un  ata- 
que á  la  soberanía  del  país  de  asilo,  sin  observar  que  el  Estado 
requeriente,  lejos  de  agredir  la  autonomía  de  aquella  justicia, 
solicita  su  concurso  en  un  interés  recíproco  y  común,  delegando, 
en  cierta  forma,  su  soberanía,  pero  no  imponiéndola  de  ningún 
modo;  otros  ven  en  el  asilo  y  en  contra  de  la  extradición  una 
costumbre  fundada  en  la  piedad  y  en  la  clemencia,  pero  estas 
consideraciones  que  se  inspiran  en  una  declamación  impresio- 
nista, nos  ponen  derechamente  en  el  camino  de  la  impunidad  y 
nos  decidirían  á  abrir  las  puertas  de  las  propias  cárceles,  en 
nombre  del  sentimiento  y  de  la  filantropía;  este  género  de  argu- 
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mentación  nos  saca  del  terreno  legal  y  filosófico,  llegando  á  las 
confusiones  deplorables  en  que  incurre  Sapey;  ese  esclavo  que 
pisa  un  suelo  libre,  se  coloca  bajo  las  instituciones  que  han  pro- 
clamado la  libertad  del  ser  humano;  él  se  vuelve  libre  porque 
esas  instituciones  no  conciben  ni  permiten  en  su  suelo  la  escla- 
vitud; pero  el  culpable  que  llega  á  un  territorio  sin  expiar  su 
crimen,  no  se  convierte,  no  puede  convertirse  en  inocente,  ni  las 
leyes  del  asilo  tienen  el  poder  de  transformar  su  criminalidad; 
esas  leyes  consagran  la  misma  punición,  castigan  el  mismo  deli- 
to y  no  forman  con  las  leyes  violadas,  ese  contraste  establecido 
entre  la  libertad  y  la  esclavitud,  que  parece  regir  pueblos  y  go- 
biernos ubicados  en  distintos  planetas:  el  país  libre  no  compren- 
de el  idioma  de  la  servidumbre,  pero  el  país  de  asilo,  coincide 
en  el  lenguaje  de  la  culpa  y  la  procesa  y  la  castiga  como  lo  hace 
el  otro  Estado  que  ha  reclamado  su  concurso. 

Cuando  traté  el  refugio,  tuve  ocasión  de  defender  el  principio 
de  la  extradición,  y  esto  me  exonera  de  extenderme  nuevamen- 
te sobre  ella;  no  voy  á  detenerme  tampoco  en  los  requisitos  le- 
galmente  exigibles  para  que  la  extradición  tenga  lugar;  pero  sí 
corregiré  el  proemio  del  artículo  19,  sustituyendo  la  frase  toda 
Nación  está  obligada  á  entregar,  etc.,  por  esta  otra:  los  Estados  sig- 
natarios se  obligan  á  entregarse  los  delincuentes,  etc. 

Sobre  el  artículo  siguiente,  que  prescribe  la  entrega  de  los 
propios  subditos,  cuando  han  delinquido  en  otra  parte,  voy  á 
permitirme  reservar  el  comentario,  para  la  discusión  particular, 
porque  me  consta  que  va  á  ser  tema  de  prolongados  debates  y 
no  desearía  repetirme  en  la  defensa. 

La  generalidad  de  los  tratados  enumeran  los  delitos  pasi- 
bles de  extradición;  pero  la  Comisión  ha  procedido  por  un  siste- 
ma inverso,  porque  es  más  fácil  excluir  lo  menos  que  enumerar 
lo  más  y  son,  á  no  dudarlo,  más  limitados,  los  casos  en  que  no 
está  autorizada  la  extradición  de  los  culpables. 

Entre  estas  exclusiones  figura  la  traición  á  la  patria,  que 
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tengo  encargo  de  sustituirla  por  el  delito   contra   los  cultos,  re- 
forma de  que  el  señor  Secretario  se  servirá  tomar  nota. 

Al  proponer  esta  modificación,  la  Comisión  no    entiende 
hacer  pasible  de  entrega  al  reo  del  delito  de   traición;  ha  cedido 
tan  solo  á  consideraciones  de  impresión,  que  le  han  sido  presen- 
tadas por  algunos  de  los  colegas  que  forman  parte  del  Congreso; 
la  excepción,  proclamada  en  la  forma  que  le  había   dado  la  Co  • 
misión,  parecía  denotar  un  principio  de  indiferencia  por  los   ac- 
tos que  atacaban,  sino  la  dignidad,  cuando  menos  los  intereses  de 
la  patria;  confieso  que  hemos  accedido  á  meras  consideraciones 
de  efecto;  pero  que  en  el  fondo,  ese  delito  lo  consideramos  esen- 
cialmente político  y  como  tal  excluido  de  la  extradición;  es  por 
eso  que  para  el  artículo  siguiente  propongo  esta  otra  modifica- 
ción; en  lugar  de  excluir  los  delitos  que  atacan  las  instituciones  po- 
líticas de  un  Estado,  se  dirá  en   adelante:  los  delitos  que  atacan  la 
seguridad  interna  ó  externa  de  un  Estado ;  en  esta  clase  de  delitos? 
está  comprendido  el  de   traición  y  en   esta   forma,  el  reo  queda 
excluido  de  la   entrega  por  la  naturaleza   del  acto,   que  es  á  no 
dudarlo  esencialmente  político;  si  él  fuera  atacado  en  la  discusión 
particular  y  sostenido   como    delito    común,   tendré  ocasión  de 
defender  las  ideas  de  la  Comisión,  tarea  de  que  por  el  momento 
me  exonero,  porque  voy  sintiendo  la  necesidad  de  terminar.  Los 
delitos  políticos,  son  precisamente  aquellos  que  atacan  al  Estado 
como  personalidad  política  y  que  tienen   un  propósito  y   un  fin 
agresivo  á  sus  derechos  y  á  sus  intereses;  ellos  pueden  ser  per» 
petrados  por  nacionales  y  extranjeros,  á  diferencia  del  delito  de 
traición,  que  es  propio  y  exclusivo  de  los  nacionales;  la  cuestión 
de  la  ciudadanía  se  complica   pues,  con  otras  muchas  que  con- 
funden la  calificación   de  este   delito,  toda  vez  que  nos  vemos 
obligados  á  reconocer  por  el  antagonismo  de  las  leyes  de  ciuda- 
danía, que  ésta  puede  ser  reclamada  por  dos  ó  más   Estados  so- 
bre un  mismo  individuo;  esta  pluralidad  de  jueces  que  reclama- 
rían la  extradición  si  ella  fuera  posible,    deben   decidirnos   una 
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vez  más  á  negarla,  porque  sería  pluralizar  una  circunstancia  agra- 
vante, de  la  que  son  más  culpables  las  legislaciones  que  los  reos. 

Los  Honorables  Plenipotenciarios  habrán  observado,  que 
los  delitos  cometidos  contra  la  vida  de  los  jefes  de  Estado,  no 
figuran  en  el  artículo  22  de  este  proyecto;  y  no  deben  por  con- 
siguiente considerarse  excluidos  de  la  extradición. 

Los  delitos  de  este  género  han  sido  materia  de  apasionados 
debates,  entre  los  publicistas  y  aun  entre  los  jueces,  que  en  dis- 
tintas épocas  y  en  diversos  países,  han  tenido  que  decidir  proce- 
sos tan  ruidosos  como  complicados. 

¿Podría  ser  considerado  como  delito  político  y  excluido 
consiguientemente  de  la  extradición,  el  atentado  que  ataca  la 
vida  y  la  persona  de  un  soberano?  En  otros  términos,  las  garan- 
tías del  derecho  común,  que  protejen  á  todos  los  subditos  y 
habitantes  de  una  Nación,  deben  ser  denegadas  al  jefe  del  Es- 
tado? Planteada  la  cuestión  en  su  terreno  esencialmente  jurídico, 
la  solución  no  puede  ser  dudosa;  los  derechos  á  la  vida  y  á  la 
seguridad  personal,  son  inherentes  á  todo  ser  humano;  el  dere- 
cho natural  lo  ha  consagrado  como  patrimonio  de  la  humanidad 
y  los  soberanos  no  se  segregan  de  ella,  ni  de  sus  derechos,  ni  de 
sus  garantías  al  ejercer  el  gobierno  de  sus  subditos.  Se  me  dirá 
que  la  negativa  de  la  extradición  no  importa  desconocer  estos 
derechos  proclamad  osuniversalmente;  pero  recuerdo  á  mis  hono- 
rables colegas,  que  he  tenido  el  honor  de  demostrar,  que  la  ex- 
tradición representa  la  eficacia  y  la  sanción  definitiva  de  las  le- 
yes penaies,  como  el  asilo  entraña  la  impunidad  y  los  incentivos 
del  delito;  entregar  pues,  al  reo  que  ha  muerto  á  un  hombre  y 
asilar  al  culpable  que  ha  asesinado  á  un  rey,  es  atacar  la  eficacia 
de  esas  mismas  sanciones,  negando  á  los  soberanos  las  garantías 
de  derecho  estricto  que  están  acordadas  á  todos  los  demás 
hombres;  se  ha  querido  ver  en  el  sentimiento  que  mueve  el  bra- 
zo del  agente,  una  razón  á  distinguirlo  del  homicida  común  ¿pe- 
ro acaso  no  hay  en  el  orden  de   los  sentimientos,   móviles    tan 
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escusables  como  los  que  sugiere  la  exaltación  ele  las  pasiones 
políticas?  ¿No  podrá  presentarse,  entre  los  delitos  comunes  un 
delincuente  que  haya  sentido  al  perpetrar  su  crimen,  los  estímu- 
los de  una  pasión  generosa  ó  de  un  sentimiento  respetable? 
El  caso  es  por  demás  frecuente,  para  que  sea  necesario  recar- 
garlo de  ejemplos;  el  móvil  constituye  en  todo  caso  circuns- 
tancias atenuantes  del  delito  mismo;  pero  ellas  lejos  de  negarlo 
lo  constatan,  y  la  penalidad  tiene  lugar,  como  tiene  lugar  la  ex- 
tradición ¿á  qué  título  podría,  pues  denegarse,  fundado  en  el 
móvil  del  agente?  No  puede,  no  debe  llegarse  á  semejante  con- 
clusión, sin  tener  la  franqueza  de  declarar,  que  no  se  quiere  que 
los  soberanos  gocen  de  las  garantías  acordadas  á  los  demás 
hombre-;  esto  importa  subvertir  el  orden  de  esas  garantías,  su- 
primiéndolas, allí  precisamente  donde  deban  ser  robustecidas; 
nadie  ignora  que  los  jefes  de  Estado  por  la  naturaleza  de  sus 
funciones  y  de  su  misión,  escán  llamados  á  herir  personan  é  in- 
tereses, que  representan  otros  tantos  rencores;  se  vé  también 
como  el  crimen  puede  ser  político  en  sus  efectos  y  sus  conse- 
cuencias, é  inspirado,  no  por  el  convencimiento,  sino  por  pasio- 
nes puramente  personales;  con  entera  razón  ha  dicho  Renault 
que  la  pasión  del  agente  no  tiene  nada  que  hacer  en  la  clasifi- 
cación de  los  delitos;  ella  es  dudosa  é  incierta  en  la  mayor  parte 
de  los  casos  y  en  ninguno  de  ellos  puede  servir  á  imponer  fueros 
y  prerogativas  especiales,  fundadas  en  ei  espíritu  que  anima  al 
agente;  máxime  cuando  ellas  pueden  concluir  en  la  impunidad:  de- 
cía con  razón  un  monarca  contemporáneo,  á  quien  su  Secretario 
de  Estado  consultaba  sobre  la  materia  en  estudio:  «En  ese  Tra- 
tado que  vais  á  celebrar,  decía,  no  aspiro  á  que  me  consideréis  sino 
como  el  último  de  mis  vasallos;  >  no  podía  atacarse  con  más  iro- 
nía, este  despojo  de  los  derechos  más  inalienables  que  quiere 
llevarse  sobre  la  vida  y  la  integridad  personal  del  soberano,  pa- 
ra rodear  de  fueros,  la  inmunidad  de  esos  culpables,  que  no  por 
ser  fanáticos  han  dejado  de  ser  asesinos. 
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Como  ilustración  á  la  cuestión  que  debatimos,  debo  sumi- 
nistrar al  Congreso,  los  antecedentes  que  ella  tiene  en  las  prácti- 
cas internacionales. 

En  1835,  laPrusia  entregó  á  la  Francia  al  asesino  Bardou, 
cómplice  de  Fieschi  en  el  atentado  contra  Luis  Felipe;  en  1845,  la 
misma  Nación,  recibió  de  la  Suiza  otro  delincuente,  perseguido  por 
tentativa  de  regicidio;  á  su  turno  la  Francia  entregó  en  1 848  á  los 
asesinos  del  Duque  de  Lichtensteín;  tratando  esta  materia  me  es 
muy  difícil  omitir  el  proceso  famoso  de  Jacmin,  que  apasionó  tan- 
to los  debates  de  la  Bélgica  y  la  Francia,  relativos  á  su  extradi- 
ción; una  máquina  infernal  había  sido  colocada  en  el  camino  de 
hierro  entre  Lille  y  Calais  de  manera  á  hacer  saltar  el  convoy  de 
Napoleón  III,  que  se  dirigía  á  Tournay;  refugiado  en  Bélgica  el 
presunto  asesino,  vinieron  en  1854  las  largas  discusiones  que  re- 
cien terminaron  el  56;  la  extradición  le  fué  denegada  á  la  Francia, 
pero  la  opinión  quedó  tan  conmovida  con  esta  negativa,  que  las 
leyes  penales  de  la  Bélgica  fueron  inmediatamente  reformadas. 

Un  pasage  de  la  memoria  con  que  se  acompañó  el  proyec- 
to de  la  reforma  decia  así:  «El  regicidio  debe  en  adelante  ser  re- 
putado en  Bélgica,  homicidio;  la  vida  del  soberano  extranjero  se- 
rá protegida  al  igual  de  la  vida  de  todo  extranjero,  ni  más  ni 
menos.  Hacer  más,  sería  en  efecto,  erigir  el  regicidio  en  crimen 
político,  por  un  triste  privilegio;  y  admitir  lo  que  rechazamos:  la 
extradición  política.  Hacer  máios,  es  excluir  al  príncipe  extran- 
jero del  derecho  común  y  cometer  una  injusticia.  » 

La  nueva  ley  belga  de  1856,  puede  decirse  que  ha  recorri- 
do el  mundo  civilizado,  llevando  su  reforma  á  la  universalidad  de 
los  pactos  internacionales,  después  de  haber  inspirado  el  tratado 
franco-belga;  la  Suiza  y  la  Italia  rehusaron  sin  embargo  á  la  Fran- 
cia la  negociación  de  sus  tratados;  la  primera  fundada  en  sus  le- 
yes penales  que  califican  el  atentado  como  delito  político;  y  la 
segunda,  en  su  forma  de  gobierno;  la  Suiza  sin  embargo  se  reser- 
va examinar,  en  cada  caso,  la  naturaleza  del  delito  para  acordar 
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ó  negar  la  extradición;  la  cancillería  de  San   Petersburgo,   recibió 
de  la  Confederación  Helvética  una  respuesta  idéntica,  en  1879. 

En  contra  de  las  reservas  de  la  Suiza  y  de  la  Italia,  se  tienen 
las  convenciones  entre  Francia  y  Parma  de  1856;  entre  Bélgica  y 
Austria  de  1857;  entre  Francia  y  los  Estados  Pontificios  de  1859; 
entre  Bélgica  y  los  Paises  Bajos  de  1860;  entre  Francia  y  Chile  de 
1860;  entre  Francia  y  Noruega  de  1869;  entre  Baviera  y  Francia 
de  1869;  entre  Rusia  y  Austria-Hungria  de  1 874;  entre  Alemania 
y  Bélgica  de  1874;  éntrela  Francia  y  el  Gran  Ducado  de  Luxem- 
burgo  de  1875;  entre  Alemania  y  el  Luxemburgo  de  1876:  entre 
la  España  y  la  Rusia  de  1 877;  entre  Dinamarca  y  el  Luxemburgo 
de  1879. 

Expuestos  los  antecedentes  que  pueden  contribuir  á  la  ilus- 
tración del  Honorable  Congreso,  sobre  esta  clase  de  delitos,  él 
resolverá  la  cuestión  con  el  acierto  que  me  honro  en  reconocerle, 
expresando  sí,  que  en  concepto  de  la  Comisión,  los  atentados 
contra  la  vida  de  les  Jefes  de  Estado,  trátese  de  repúblicas  ó  de 
monarquías,  deben  autorizar  la  extradición  del  asesino,  sin  que 
su  fanatismo  alcance  á  cambiar  la  calificación  y  la  naturaleza  del 
delito  de  homicidio. 

Voy  á  terminar  este  informe,  que  ya  se  hace  demasiado 
extenso,  rogando  á  mis  honorables  colegas,  me  exoneren  de 
detallar  los  procedimientos  de  la  extradición,  que  no  puedo  con- 
siderarlos como  materia  de  un  informe  general;  diré,  sí,  que  la  Co- 
misión ha  considerado  la  extradición  como  un  acto  complejo, 
que  no  es  ni  policial,  ni  contencioso,  ni  administrativo;  todos  los 
poderes  le  prestan  su  concurso,  y  ella  constituye  esencialmente, 
un  acto  de  soberanía;  el  poder  judicial  no  puede  ser  excluido  de 
la  participación  que  la  Comisión  le  acuerda  en  el  procedimiento, 
porque  las  garantías  individuales  están  colocadas  bajo  la  protec- 
ción de  ese  poder  y  la  extradición  que  las  afecta,  no  puede  acor- 
darse sin  su  pronunciamiento;  hay  sin  embargo,  tantos  sistemas 
como  tratados  de  extradición  se  han  celebrado;  y  unos  pocos  ha- 
so 
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cen  de  ella  un  acto  puramente  de   gobierno;  todo  eso  lo  veremos 
en  la  discusión  particular. 

He  terminado,  Señores  Plenipotenciarios,  y  quedaré  alta- 
mente satisfecho,  si  he  podido  interpretar  y  cumplir  rectamante 
el  encargo  que  recibí  de  mis  ilustrados  colegas. 


/ 


He  dicho. 

Fué  aprobado  en  general  el  proyecto  de  la  referencia. 
Entrándose  á  la  discusión  particular,  se  leyó  el 
Artículo    l.° 


« Los  crímenes  y  delitos,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad 
»  del  agente,  de  la  víctima  ó  del  damnificado,  se  juzgan  por  los 
»  tribunales  y  se  penan  por  las  leyes  de  la  Nación,  en  cuyo  terri- 
»  torio  jurisdiccional  se  producen.  » 

El  Señor  Presidente  indicó  la  conveniencia  de  que  las 
correcciones  de  mera  forma,  se  confiasen  á  una  Comisión  Especial, 
que  se  ocuparía  de  ellas,  después  de  terminada  la  discusión  de 
todos  los  proyectos  de  que  trata  el  Honorable  Congreso. 

Los  Señores  Saenz  Peña,  Prats  y  Ramírez,  aceptan  dicha 
indicación,  quedando  así  resuelto. 

El  Señor  Presidente  propuso:  que  en  todo  este  proyecto 
de  Tratado  se  digese  delitos  en  vez  de  crímenes  y  delitos;  pues  con- 
sidera que  aquel  vocablo  es  más  genérico,  pudiéndose  en  conse- 
cuencia, agregar  al  final  un  artículo  que  establezca:   que  en   la 
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expresión  delitos,   se  comprenden  los  crímenes  y  los  simples  de- 
litos. 

El  Señor  Prats  apoyó  esta  indicación. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña,  dijo:  que  admitiendo  ese 
temperamento,  tendría  que  entrarse  en  el  terreno  de  las  definicio- 
nes, que  es  ageno  á  esta  clase  de  Tratados. 

Previo  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente 
y  los  Señores  Doctores  Quintana,  Saenz  Peña,  Gálvez  y  Ramí- 
rez, aquel  manifestó  que  no  insistía  en  su  indicación,  reservándose 
la  modificación  al  juicio  de  la  Comisión  Especial  de  correcciones. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  indicó  que  en  vez  de  críme- 
nes y  delitos  se  establezca  crímenes  ó  delitos. 

Se  admitió  la  enmienda  propuesta. 

El  Señor  Prats  propuso  la  supresión  del  artículo  i .°  por 
conceptuarlo  innecesario;  puesto  que  era  un  derecho  inherente  á 
la  soberanía  de  cada  Estado  juzgar  y  penar  todos  los  delitos 
que  se  consuman  en  su  suelo.  Que  como  este  principio,  di- 
jo, figura  en  los  Códigos  de  las  Naciones  representadas  en  el 
Congreso,  establecerlo  en  el  Proyecto  en  discusión,  tal  vez  daría 
origen  á  interpretaciones  ó  dudas  que  no  fueran  convenientes. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó:  que  apesar  de  la 
universalidad  del  principio  invocado,  hay  sin  embargo  muchas  le- 
gislaciones como  la  de  Bélgica  y  la  de  otros  países,  en  las  cuales 
se  declara  el  principio  y  en  seguida  se  debilita  ó  se  deroga  por 
disposiciones  casuísticas, y  agregó:  que  la  circunstancia  de  consig- 
nar este  Proyecto,  principios  que  sirven  de  base  á  la  jurisdicción, 
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no  puede  interpretarse  de  una  manera  dudosa   y  mucho    menos 
negativa. 

Se  extendió,  ademas,  en  otras  consideraciones  tendentes  á 
demostrar  que  el  artículo  debía  conservarse  tal  cual  está  redac- 
tado en  el  Proyecto. 

El  Señor  Prats  insistió  en  su  proposición;  pues  considera 
inoficioso  consignar  en  este  Proyecto,  lo  que  es  reconocido  por  ca- 
da una  de  las  Naciones  aquí  representadas,  desde  que  ninguna  de 
ellas  se  encuentra  en  el  caso  de  la  Bélgica  y  de  los  otros  Estados 
á  que  se  refiere  el  Señor  Doctor  Saenz  Peña.  Añadió:  que  hace 
estas  observaciones  en  cuanto  á  la  supresión  del  artículo,  porque 
si  quedase  subsistente,  propondría  otra  redacción  al  principio  que 
en  él  se  consigna. 

El  Señor  Presidente  pidió  al  Señor  Prats  precisara  la  mo- 
dificación. 

El  Señor  Prats  la  propuso  en  esta  forma,  por  considerarla 
más  breve  y  más  sintética: 

«Las  leyes  penales  y  de  enjuiciamiento    en   lo    criminal   de 

>  cada  Estado,  rigen  respecto  de  todos  sus  habitantes,  sean  nacio- 

>  nales  ó  extranjeros.  » 

Sin  embargo  de  esto,  manifestó  que  sería  preferible  la  su- 
presión del  artículo. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña,  contestando  las  observa- 
ciones del  Señor  Prats,  explicó  el  alcance  y  significado  del  artí- 
culo en  discusión  y  manifestó  que  el  Congreso  no  se  había  reuni- 
do para  establecer  un  Código  Penal  al  que  debían  sujetarse  las 
Naciones  en  él  representadas,  sino  á  preveer  los  casos  de  conflic- 
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tos,  para  dirimirlos;  pero  dejando  á  cada  una  de  ellas   el  imperio 
de  su  legislación. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó:  que  del  hecho  de 
que  el  principio  de  la  soberanía  esté  consignado  por  los  Códigos 
de  las  respectivas  Naciones  Contratantes,  no  se  deduce,  de  modo 
alguno,  que  no  sea  conveniente  que  lo  esté  también  en  este  Pro- 
yecto de  Tratado;  pues  debe  tenerse  en  cuenta,  dijo,  que  además 
de  las  Naciones  representadas  en  el  Congreso  podrían  adherir  á  las 
estipulaciones  de  este  Tratado,  algunas  otras  que  en  sus  legislacio- 
nes consignasen  principios  distintos  al  que  establece  el  artículo  i.° 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  sesión. 

Se  vota  el  artículo  l.°,  y  es  aprobado  en  esta  forma: 

Artículo  i.° 

€  Los  crímenes  ó  delitos,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad 

>  del  agente,   de  la   víctima  ó  del  damnificado,   se  juzgan  por  los 

>  tribunales  y  se  penan  por  las  leyes  de  la  Nación  en  cuyo  territo- 

>  rio  jurisdiccional  se  producen.  > 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  '2.a 

(c  Las  infracciones  de  la  ley  penal  perpetradas  en  un  Estado, 

>  pero  que  afectan  exclusivamente  derechos  ó  intereses  de  otro, 
»  serán  juzgadas  por  los  tribunales  y  penadas  por  las  leyes  de  es- 

>  te  último.  > 
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Después  de  un  prolongado  debate,  en  el  que  tomaron  parte 
los  Señores  Aceval,  Saenz  Peña,  Prats,  Ramírez,  Vaca-Guzman, 
García  Lagos  y  Quintana,  respecto  de  la  interpretación  y  de  los 
casos  á  que  pudieran  aplicarse  las  disposiciones  de  dicho  artículo, 
el  Señor  Doctor  Saenz  Peña  propuso  que  se  suspendiese  su  dis- 
cusión hasta  que  la  Comisión,  atenta  las  observaciones  hechas,  se 
hubiese  puesto  de  perfecto  acuerdo  sobre  el  alcance  de  dicho  ar- 
tículo. Así  se  acordó. 

Con  motivo  de  haberse  suspendido  la  discusión  del  artículo 
2.°,  el  Señor  Prats  consultó  si  los  Señores  Plenipotenciarios  tenían 
el  derecho  de  solicitar  una  segunda  discusión. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  los  Señores  Ple- 
nipotenciarios tenían  el  derecho  á  que  se  refiere  el  Señor  Prats, 
sin  perjuicio  de  lo  que  resolviese  el  honorable  Congreso. 

El  Señor  Prats  insistió  en  que  debería  acordarse  una  se- 
gunda discusión,  por  el  mero  hecho  de  solicitarla  uno  de  los  miem- 
bros del  Honorable  Congreso,  y  pidió  que  se  consignara  su  opi* 
nión. 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  3? 

«  Los  delitos  cometidos  por  cualquiera  de  los  miembros  de 
»  una  Legación,  dentro  ó  fuera  de  ella,  serán  regidos  por  las  re- 
»  glas  del  Derecho  Internacional  Público.  » 

El  Señor  Prats  propuso  que  se  suprimiesen  las  palabras 

dentro  ó  fuera  de  ella. 


-  231  - 

Los  Señores  Doctores  Saenz  Peña  y  Ramírez  aceptan  la  su- 
presión indicada. 

Votado  el  referido  artículo,  queda  aprobado  en  esta  forma: 

Artículo  3.° 

i  Los  delitos  cometidos  por  cualquiera  de  los  miembros  de 
»  una  Legación,  serán  regidos  por  las  reglas  del  Derecho  ínter- 
»  nacional  Público.  » 

En  discusión  el 

Artículo  4.0 

«  Cuando  un  mismo  crimen  ó  delito  se  consuma  á  la  vez  por 
»  uno  ó  varios  delincuentes  en  distintos  territorios,  ó  afecta  á  dife- 
»  rentes  Estados,  serán  competentes  para  juzgarlo  los  tribunales 
»  del  país  damnificado  en  cuyo  territorio  jurisdiccional  se  encuen- 
»  tre  el  delincuente. 

«  Si  el  delincuente  se  encontrase  en  otro  Estado,  serán 
»  competentes  los  tribunales  de  la  Nación  que  tuviese  la  prioridad 
»  en  el  pedido  de  extradición.» 

El  Señor  Doctor  Aceval  manifestó  ciertas  dudas  acerca 
de  cuál  pudiera  ser  el  delito  que  se  cometiese  por  una  misma  per- 
sona en  distintos  territorios. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  indicó  el  caso  de  un  crimi- 
nal que  tuviese  tres  ó  cuatro  cómplices,  y  que  se  dedicase  á  la 
falsificación  de  moneda  de  diferentes  Estados. 
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El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propuso  aclarar  el  senti- 
do del  artículo  en  cuestión,  redactándolo  del  siguiente  modo: 

« Cuando  la  consumación  de  un  mismo  crimen  ó  delito  afec- 
»  ta  á  diferentes  Estados,  etc.,  etc.  » 

Los  Señores  Doctores  Ramírez  y  Saenz  Peña,  á  fin  de 
explicar  con  toda  claridad  el  pensamiento  y  verdadero  alcance 
del  referido  artículo,  citan  varios  casos  de  falsificación  de  moneda 
realizados  en  un  país,  y  que  afectan  directamente  á  otros  Es- 
tados. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  no  comprendía  el  calificativo  de 
delitos  consumados  ó  no  consumados,  porque,  á  su  juicio,  el  deli- 
to ó  es  delito  ó  es  tentativa  de  delito. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propone  que  se  redacte 
el  artículo  en  la  forma  siguiente,  con  la  cual  cree  que  se  conci- 
lian  todas  las  opiniones: 

Artículo  4? 

i  Cuando  un  crimen  ó  delito  afecta  á  diferentes  Estados,  pre- 
»  valecerá  para  juzgarlo,  la  competencia  de  los  tribunales  del 
»  país  damnificado  en  cuyo  territorio  jurisdiccional  se   encuentre 

>  el  delincuente. 

>  Si  el  delincuente  se  encontrase  en  un  tercer  Estado,  preva- 

>  lecerá  la  competencia  de  los  tribunales  de   la   Nación    que   tu- 
»  viese  la  prioridad  en  el  pedido  de  extradición.  > 

El  Señor  Prats,  á  su  vez,  propuso  el  siguiente  inciso: 

« Si  el  delincuente  se  refugiase  en  un  tercer  Estado,  prevale- 
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»  cera  para  los  efectos  de  la  extradición  el  derecho  del   que  pri- 
>  mero  la  solicitare.  > 

Se  pone  á  votación  el  artículo  4.0,  y  es  aprobado   en  la  se- 
gunda forma  propuesta  por  el  Señor  Doctor  Vaca-Guzman. 

El  Honorable  Congreso  decidió  que  la  próxima  sesión  tu 
viese  lugar  el  miércoles  de  la  presente  semana,  á  las  3  p.  m. 


La  sesión  se  levanta  á  las  5 .40  p.  m. 


Ild  García   Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  GAlvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUM.    13 


SESIÓN   DEL   5   DE   DICIEMBRE   DE   1883 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 
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Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos: 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez; 


La  Sesión  se  abre  á  las  3.10  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

Por  indicación  de  los  Señores  Doctores  Saenz  Peña  y 
Quintana,  se  resolvió,  que  además  de  las  actas,  se  llevase  el  Dia- 
rio de  Sesiones,  en  el  cual  constasen  íntegramente  las  discusiones 
habidas  en  el  Honorable  Congreso. 

El  Señor  Presidente  puso  en  discusión  el  artículo  2.0  del 
Proyecto  de  Tratado  de  Derecho  Penal,  que  había  quedado  sus- 
pendida en  la  sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó:  que  la  Comisión 
de  que  forma  parte,  en  conferencia  celebrada  el  dia  de  ayer,  ha- 
bía confirmado  el  significado  y  alcance  que  ella  dio,  por  su  inter- 
medio, al  artículo  2.0  de  este  Proyecto;  pero  que  en  el  interés  de 
evitar  discusiones  y  al  mismo  tiempo  de  precisar  con  mayor  cla- 
ridad este  artículo,  ha  redactado  otro  en  sustitución  de  aquel,  en 
la  forma  siguiente: 

«  Los  hechos  de  carácter  delictuoso  perpetrados  en  un  Es- 
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>  tado,  que  serían  justiciables  por  las  autoridades  de  éste,  si  en  él 
»  produjeran  sus  efectos;  pero  que  solo  afectan  derechos  é  intere- 
»  ses  garantidos  por  las  'eyes  de  otro  Estado,  serán  juzgados  por 
»  los  tribunales  y  penados  según  las  leyes  de  este  último.  » 

El  Señor  Prats  expuso:  que  se  opone  á  este  artículo,  por- 
que no  comprende  ningún  acto  cometido  en  un  Estado  con  carác- 
ter de  delito  que  no  sea  penado  por  el  Estado  mismo  en  que  él 
se  ejecuta,  ni  tampoco  comprende  como  había  de  juzgarse  por 
otro  Estado,  aun  cuando  en  éste  fuesen  mayores  los  efectos  de 
dicho  acto.  Cree  más  bien  que  se  trata  de  un  caso  de  extradición, 
pues  de  lo  contrario,  el  Estado  en  cuyo  territorio  se  hubiese  per- 
petrado el  delito,  prescindiría  de  su  propia  jurisdicción. 

Añadió:  que  si  hubiera  de  esperarse  la  acción  del  Estado 
que  se  diga  más  gravemente  ofendido,  la  represión  sería  muy  tar- 
día, y  en  la  mayor  parte  de  los  casos  imposible. — -Terminó  pidien- 
do la  supresión  del  referido  artículo. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  contestando  las  observacio- 
nes del  Señor  Prats,  cita  nuevamente  la  autoridad  de  la  Corte  de 
Casación  Francesa,  que  resolvió  el  caso  de  un  delito  cometido  en 
Londres  cuyos  efectos  se  sintieron  en  Paris, — y  se  declaró  enton- 
ces, que  los  Tribunales  Franceses  eran  competentes  para  juzgar  al 
reo,  apesar  de  que  el  acto  había  tenido  carácter  delictuoso  en  In- 
glaterra. Agregó:  que  este  artículo  tiende  á  reconocer  la  jurisdic- 
ción de  las  naciones  interesadas  en  la  represión  de  los  delitos.  Se 
considera  además,  dijo,  que  el  Estado  en  que  se  preparan  los  ac- 
tos, no  tiene  tanto  interés  en  la  represión  de  los  delitos  como  aquel 
en  que  han  de  producir  sus  efectos. 

El  Señor  Prats,  dijo:  que  el  caso  citado  ocurrido  entre  Fran- 
cia é  Inglaterra,  sería  un  antecedente  ilustrativo  de  la  materia  sí 
revistiera  los  caracteres  á  que  se  refiere  el  artículo  en  discusión,  y 


si  pudiera  asegurarse  que  el  acto  cometido  en  el  último  de  dichos 
Estados  no  era  penado  por  sus  leyes, — y  aún  asi  mismo  no  sería 
aceptable  dicho  artículo. 

El  Señor  Presidente  pidió  que  la  Comisión  se  sirviera  ex- 
plicar si  el  artículo  que  se  discute  alcanza  á  los  delitos  cometidos 
contra  los  derechos  privados. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  contestó  que  al  informar  en 
general  había  expresado  que  el  artículo  comprendía  tanto  los  de- 
litos de  carácter  privado  como  los  delitos  contra  el  Estado  en  su 
carácter  de  personalidad  jurídica. 

El  Señor  Presidente  indicó  que  á  su  juicio,  el  artículo  de- 
bía limitarse  á  establecer  que  los  delitos  perpetrados  en  un  Estado, 
pero  que  afectan  exclusivamente  intereses  ó  derechos  de  otro,  fue- 
ran juzgados  por  lo  tribunales  de  éste. 

Añadió:  que  piensa  que  el  juicio  debería  ser  facultativo  y  á 
querella  de  parte,  tratándose  de  delitos  que  solo  afecten  intereses 
particulares. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  cree  que  la  jurisdicción  debe 
ser  preceptiva,  y  no  dejarse  á  la  interpretación  de  cada  uno  de  los 
Estados  el  derecho  de  acordarla  ó  de  negarla  en  el  caso  ocu- 
rrente. 

Este  Congreso,  agregó,  que  se  ocupa  de  cuestiones  de  Dere- 
cho Internacional  Privado  que  determina  la  naturaleza  de  la  com- 
petencia, debe  estatuir  los  preceptos  mas  definitivo  ?  y  terminantes 
en  materia  de  jurisdicción. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  hizo  presente  que  era  nece- 
sario no  confundir  la  cuestión  de  competencia  con  la  de  si  para  un 
Estado  sería  obligatorio  seguir  de  oficio  una  causa  criminal  ó  sola- 


mente  á  querella  de  parte;  pues  convenía  tener  en  cuenta  que  lo 
que  iba  á  determinarse  era  un  principio  de  jurisdicción,  y  la  compe- 
tencia de  cada  Estado  como  persona  jurídica  para  iniciar  un  juicio 
criminal. 

Puesto  á  votación  el  referido  artículo  fué  aprobado  en  esta 
forma: 

c  Los  hechos  de  carácter  delictuoso  perpetrados  en  un  Esta- 

>  do  que  serían  justiciables  por  las  autoridades  de  éste,  si  en  élpro- 
»  dujeran  sus  efectos;  pero  que  solo  afectan  derechos  é  intereses 
»  garantidos  por  las  leyes  de  otro  Estado,  serán  juzgados  por  los 

>  tribunales  y  penados  según  las  leyes  de  éste  último.  » 

El  Señor  Prats  significó  que  convendría  tomar  la  votación 
nominalmente. — Resuelto  así,  votaron: 

Por  la  afirmativa: 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  Argentina; 

El  Señor  Plenipotenciario  de  la  República  de  Bolivia; 

El  Señor  Plenipotenciario  de  la  República  del  Paraguay; 
Doctor  Caminos; 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  del  Perú; 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  Oriental  del 
Uruguay. 

Por  la  negativa: 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  de  Chile; 
El  Señor  Plenipotenciario  de  la  República  del  Paraguay, 
Doctor  Aceval. 
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Con  motivo  de  la  disidencia  en  el  voto  de  los  Señores  Pleni- 
potenciarios de  la  República  del  Paraguay,  el  Señor  Doctor  Ca- 
minos, declaró:  que  al  solo  efecto  de  solucionar  el  incidente  produ- 
cido al  respecto,  y  apesar  de  ser  miembro  de  la  Comisión  de  De- 
recho Penal,  lo  cual  le  hacia  estar,  en  consecuencia,  de  acuerdo 
con  el  referido  artículo,  sin  embargo  adhería  al  voto  de  su  colega, 
dando  en  este  momento  preferencia  á  su  opinión,  y  dejando  así  ex- 
plicado su  proceder. 

Se  pone  en  discusión  el  artículo  5 .° 

« En  los  casos  del  artículo  anterior,  y  tratándose  de  un  solo 

>  delincuente,  tendrá  siempre  lugar  un  solo  juicio,   con  aplicación 

>  de  una  sola  pena,  debiendo  ser  ésta  la  mas  grave  de  las  estable- 

>  cidas  en  las  distintas  leyes  penales  infringidas. 

>  El  juez  del  proceso  deberá,    en  estos    casos,  dirijirse   al 

>  Poder  Ejecutivo  para  que  este  dé  conocimiento  de  su  iniciación 

>  á  los  Estados  interesados  en  el  juicio  y  puedan   ellos  ser   re- 

>  presentados  por  medio  de  apoderados. » 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  propuso  la  siguiente  adi- 
ción como  2.0  inciso  del  artículo  puesto  en  discusión,  quedando 
el  segundo  del  mismo  como  tercer  inciso: 

<  Si  la  pena  mas  grave  no  estuviera  admitida  por  el  Estado  en 

>  que  se  juzga  el  delito,  se  aplicará  la  que  se   le  aproxime  mas 

>  en  gravedad.  > 

El  Señor  Doctor  Gal  vez  dijo:  que  como  el  objeto  déla 
Comisión  al  determinar  un  solo  juicio,  era  simplificar  el  juzgamien- 
to, ahorrando  al  reo  el  que  sea  juzgado  en  diferentes  Estados, 
cree  que  debería  simplificarse  aun  más,  estableciéndose  quelostri- 
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bunales  del  país  donde  se  juzgue  al  reo  aplicarán  la  pena  corres- 
pondiente al  delito,  señalada  en  su  propia  legislación. 

Expresó,  además,  que  convenía  tener  presente  las  dificulta- 
des serias  en  que  pondrían  encontrarse  los  jueces  de  una  Nación 
para  conocer  y  aplicar  leyes  extranjeras. 

Manifestó  también  que  no  obstante  de  que  en  beneficio  del 
reo  se  aceptaba  siempre  la  aplicación  de  una  pena  menor,  aun  de 
legislación  extranjera,  tratándose  de  leyes  de  orden  público,  co- 
mo son  las  penales,  debía  evitarse  en  cuanto  fuera  posible  la  apli- 
cación de  leyes  extranjeras  por  los  inconvenientes  que  ese  pro- 
cedimiento ofrece. 

Y  respecto  á  la  última  parte  del  inciso  2.°  expuso:  que  el 
nombramiento  de  apoderados  especiales  era  un  embarazo  muy 
grande  para  el  juicio,  puesto  que  siendo  estos  apoderados  otros 
tantos  fiscales  ó  representantes  del  interés  público  de  otros 
Estados,  podría  suscitarse  el  conflicto  de  no  estar  de  acuerdo 
con  el  del  Estado  donde  se  sigue  el  juicio,  y  colocar  al  juez 
en  la  dificultad  de  saber  cual  era  la  opinión  del  Ministerio 
Público. 

Expresó,  además,  que  la  intervención  de  apoderados  ex- 
tranjeros ocasionaría  reclamaciones  sobre  el  sentido  que  habría 
de  darse  á  sus  leyes,  y  se  enjendraría  una  serie  de  observaciones 
que  se  evitarían  suprimiendo  esa  última  parte  del  inciso. 

En  consecuencia,  propuso  que  el  artículo  fuera  redactado 
en  estos  términos: 

<  En  los  casos  del  artículo  anterior,  y  tratándose  de  un  so- 

>  lo  delincuente,  tendrá  siempre  lugar  un  solo  juicio,  con   aplica- 

>  ción  de  una  sola  pena,  debiendo  ser  ésta   la  que   señalan  las  le- 
2  yes  del  lugar  en  que  se  sigue  el  juicio. 

>E1  juez  del  proceso  deberá  en  estos  casos,  dirijirse  al  Poder 

>  Ejecutivo  para  que  éste  dé  conocimiento  de  su  iniciación   á  los 

>  Estados  interesados  en  el  juicio.  > 

33 
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El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  hizo  presente  que  la  solu- 
ción propuesta  por  el  Señor  Doctor  Gálvez,  tiene  el  inconveniente 
de  que  un  Estado  que  juzga  á  un  reo  por  la  circunstancia  acciden- 
tal de  tenerlo  en  su  territorio,  le  puede  aplicar  una  pena  mas  le- 
ve que  no  satisfaga  á  la  justicia  de  los  otros  Estados,  que  casti- 
gan con  una  pena  mas  grave  el  mismo  delito:  que  el  Estado  que 
juzga,  en  el  caso  del  artículo,  ejerce  es  cierto,  una  jurisdicción 
única,  pero  la  ejerce  por  un  acto  de  delegación  convencional  que 
hacen  los  otros  Estados  en  el  interés  del  juicio  único;  tienen,  pues, 
derecho  á  que  sus  leyes  sean  consultadas  en  el  castigo  de  un  deli- 
to que  les  interesa. 

Por  otra  parte,  no  considera  justificada  la  observación  res- 
pecto á  que  los  jueces  de  una  Nación  encuentren  dificultades  en 
la  aplicación  de  leyes  extranjeras  fundados  en  la  ignorancia  de 
las  mismas.  Esta  circunstancia,  dijo,  no  puede  ser  causa  bastante 
para  alterar  el  orden  de  las  jurisdicciones  y  la  penalidad  aplicable 
álos  delitos. 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  dijo:  que  desde  que  la  razón 
fundamental  que  habia  para  aplicar  la  pena  mas  grave  era  la  de 
satisfacer  la  vindicta  pública,  pensaba  que  la  modificación  que  pro- 
ponía llenaba  esa  exigencia,  siendo  por  otra  parte,  mas  sencilla  y 
menos  expuesta  á  complicaciones. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

El  Señor  Prats  duda  de  la  conveniencia  de  establecer  en 
el  artículo,  que  tratándose  de  un  solo  delincuente  tenga  siempre 
lugar  un  solo  juicio,  pues  puede  haber  casos  en  que  el  delito  se 
hubiese  realizado  por  dos  ó  mas  personas.  En  cuanto  á  la  aplica 
ción  de  una  sola  pena,  manifestó:  que  tampoco  le  parecía  correcto 
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lo  que  sobre  el  particular  expresa  el  artículo  en  discusión,  puesto 
que  hay  delincuentes  á  los  cuales  se  les  aplica  dos,  tres  ó  cuatro 
penas. 

Expuso  también  que  habia  países  que  consignaban  en  su 
legislación  penas  que  no  existían  en  la  de  otros  Estados,  y  pre- 
guntó cómo  se  aplicaría  en  este  caso  la  pena  mas  grave,  ó  la  que 
mas  se  aproximase  á  ella. 

Apoyó,  además,  las  observaciones  hechas  por  el  Señor 
Doctor  Gálvez,  y  se  extendió  en  consideraciones  tendentes  á  de- 
mostrar que  las  leyes  penales  son  por  su  naturaleza  de  orden  pú- 
blico. 

Concluyó  proponiendo  la  siguiente  modificación  al  artículo 
que  se  discute: 

«El  hecho  de  afectar  un  delito  á  diversos  Estados,   se  ten- 

>  drá  como  circunstancia  agravante,  debiendo  aplicarse   al  cul- 

>  pable  el  máximum  de  la  pena  que  le  corresponda  según  la  ley 
»  del  país  en  que  se  le  juzga.  > 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  rebatiendo  las  modificacio- 
nes propuestas  por  el  Señor  Prats,  dijo:  que  si  al  delincuente  se  le 
aplicara  la  pena  del  país  en  que  fuera  procesado,  podía  ocurrir  la 
anomalía,  en  el  caso  de  haber  dos  ó  mas  coautores  del  mismo  de- 
lito, procesados  en  distintos  países,  que  se  les  aplicara  castigos 
muy  diferentes.  Uno  podía  resultar  condenado  á  cuatro  años  de 
prisión,  y  otro  sobre  el  cuál  pesa  idéntica  responsabilidad,  á  solo 
algunos  meses  de  la  misma  pena.  Esto  sería  mas  grave  todavía  si 
el  cómplice  de  los  delitos  á  que  se  hace  referencia,  por  haber  caí- 
do en  poder  de  las  autoridades  de  un  país  en  donde  las  penas  son 
mayores,  resultase  castigado  con  mas  severidad  que  el  autor  del 
mismo  delito,  que  hubiese  sido  juzgado  por  las  autoridades  de  un 
país  en  donde  la  pena  señalada  fuese  menor.  La  injusticia,  en  este 
caso,  sería  chocante  y  manifiesta.   Agregó:   que  si  el  delincuente 


—  244  - 

fuese  procesado  en  la  Nación  que  designa  la  pena  mas  grave  de 
las  señaladas  en  las  demás  legislaciones  penales  afectadas  por  el 
crimen,  como  según  las  ideas  del  Señor  Prats,  esto  debia  estimarse 
como  circunstancia  agravante,  resultaría  castigado  el  reo,  en  defi- 
nitiva, con  un  castigo  mayor  del  designado  en  la  ley  penal  mas 
severa. 

Sostuvo,  además,  que  no  veía  inconveniente  en  que  para 
salvar  ciertos  conflictos  se  aplicasen  en  un  país  leyes  de  otro, 
pues  éste  precisamente  era  el  objeto  del  Derecho  Internacional 
Privado,  tanto  en  el  orden  civil  como  en  el  penal:  que  tampoco 
podía  aceptarse,  en  toda  su  extensión,  el  principio  de  que  por  ser 
de  orden  público  las  leyes  penales,  nunca  se  pueden  aplicar  sino 
las  del  propio  país;  son  de  orden  público  las  leyes  que  establecen 
los  principios  esenciales  á  la  penalidad  de  un  país,  más  no  las  que 
sólo  determinan  la  manera  como  esos  principios  deben  aplicarse; 
la  ley  que  prohiba  la  mutilación  ó  los  azotes  como  castigo,  se 
encuentra  en  el  primer  caso;  la  que,  después  de  aceptar  la  prisión 
como  una  pena  lícita,  solo  se  propone  establecer  si  para  un  delito 
determinado,  será  de  tres  ó  más  ó  menos  años,  se  encuentra  en  el 
segundo  caso.  Cuando  se  viola  el  primer  principio  se  tiende  á  con- 
vertir en  lícito  y  justo  un  hecho  reputado  ilícito  é  injusto.  Cuando 
se  procede  con  arreglo  al  segundo  caso,  se  aplican  principios  que 
en  sí  mismo  se  consideran  lícitos  y  justos. 

Sostuvo  también  el  Señor  Doctor  Chacaltana,  que  el  prin- 
cipio del  artículo  5-°  en  cuanto  significa  que  en  un  país  se  puede 
aplicar  la  ley  penal  de  otro,  estaba  aceptado  por  la  reciente  Ley 
argentina  de  procedimientos  en  materia  penal,  por  el  Código  pe- 
nal italiano  de  Mancini,  y  por  los  jurisconsultos  que  formaron  el 
Congreso  Internacional  de  Lima  en  1878.  Según  lo  consignado  en 
estos  trabajos  de  legislación,  hay  casos,  dijo,  en  que  al  reo  debe 
aplicarse,  no  la  ley  penal  del  país  en  que  se  le  procesa,  sino  la  de 
otro  país  en  que  al  delito  le  corresponde  una  pena  menor. 

Expuso  también:  que  cuando  se  trata  de  entregar  á  un  reo 
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cuya  extradición  ha  sido  solicitada,  las  autoridades  del  país  de  re- 
fugio se  reservan  el  derecho  de  examinar  si  la  acción  penal  ó  la 
pena  impuesta  han  prescripto  ó  no,  con  arreglo  á  la  ley  penal  del 
país  requeriente;  y  entregan  ó  no  al  reo,  si  según  su  juicio,  está  ó 
no  vencido  el  plazo  de  la  prescripción.  En  este  caso,  aplica,  pues, 
un  país  las  leyes  que  rigen  la  prescripción  penal  de  otro;  es  decir, 
aplican  leyes  penales  extranjeras.  Lo  mismo  sucede,  cuando  antes 
de  entregar  al  reo  cuya  extradición  se  ha  solicitado,  deciden  las 
autoridades  del  país  de  refugio  si  el  mandamiento  de  prisión  res- 
pectivo ha  sido  ó  no  dictado  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  re- 
queriente: ya  no  solamente  se  aplican  leyes  extranjeras,  sino  — 
lo  que  aún  es  más  grave, — se  decide  si  las  autoridades  extranje- 
ras que  solicitan  la  entrega  de  un  perseguido,  han  aplicado  sus 
leyes  bien  ó  mal. 

Manifestó:  que  no  estimaba  como  un  inconveniente  para  la 
aceptación  del  artículo  5.0,  el  hecho  de  que  los  jueces  de  una  Na- 
ción pudiesen  encontrarse  en  serias  dificultades  para  conocer  ó 
aplicar  leyes  extranjeras.  Si  este  fuera  un  inconveniente,  lo  sería 
más  grave  aún  tratándose  de  las  leyes  civiles.  Estas  abarcan  una 
extensión  mucho  mayor  que  las  del  orden  penal,  y  resguardan 
intereses  mucho  mas  variados  y  complicados.  Entre  las  leyes  pe- 
nales de  los  diferentes  países  hay,  ademas,  más  analogía  que  en- 
tre las  leyes  civiles;  aquéllas  están  al  alcance  de  mayor  número 
de  personas  que  éstas.  Sería  preciso,  por  lo  tanto, — si  se  diera 
algún  valor  al  argumento  recordado, — prohibir  la  aplicación  de 
las  leyes  extranjeras  tanto  en  el  orden  criminal  como  en  el  civil. 
Esto  equivaldría  á  suprimir  la  ciencia  y  la  legislación  del  Derecho 
Internacional  Privado. 

Concluyó  el  Señor  Doctor  Chacaltana  haciendo  algunas 
aclaraciones  sobre  la  doctrina  del  artículo  en  debate,  y  manifes- 
tando: que  en  beneficio  del  reo,  se  establece  el  juicio  único  para 
evitar  que  una  vez  definitivamente  juzgado  en  un  país,  pueda  serlo 
en  otro;  y  que  en  obsequio  á  las  exigencias  de  la  justicia  penal  de 
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todos  los  países  agraviados,  se  establecía  la  aplicación  de  la  pena 
mas  grave,  con  la  restricción  necesaria,  para  que  ningún  país  que- 
dase obligado  á  aplicar  penas  no  consideradas  en  su  escala  penal. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  tenía  algo  que  rectificar.  Su  indi- 
cación no  establecía  que  se  aplicaran  tantas  circunstancias  agra- 
vantes como  naciones  ofendidas  hubiera,  sino  que  el  hecho  de 
haberse  ofendido  á  diversas  naciones  se  tuviera  como  una  cir- 
cunstancia agravante. 

Puesto  á  votación  el  artículo  5.0,  es  aprobado  en  la  forma  si- 
guiente: 

<  En  los  casos  del  artículo  anterior,  y  tratándose  de  un  solo 
*  delincuente,   tendrá  siempre  lugar  un  solo  juicio  con  aplicación 

>  de  una  sola  pena,  debiendo  ser  ésta  la  mas  grave  de  las  estable- 

>  cidas  en  las  distintas  leyes  penales  infringidas. 

»  Si  la  pena  mas  grave  no  estuviera  admitida  por  el  Estado 

>  en  que  se  juzga  el  delito,  se  aplicará  la  que  se  le  aproxime  mas 

>  en  gravedad. 

>  El  juez  del  proceso  deberá,  en  estos  casos,   dirijirse  al  Po- 

>  der  Ejecutivo  para  que  éste  dé  conocimiento  de  su  iniciación  á 

>  las  Estados  interesados  en  el  juicio,  y  puedan  ellos  ser  represen- 
»  tados  por  medio  de  apoderados.  » 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  Argentina; 
El  Señor  Plenipotenciario  de  la  República  de  Bolivia; 
Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  del  Paraguay; 
Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  del  Perú; 
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Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  Oriental  del 
Uruguay. 

Por  la  negativa: 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  de  Chile. 

El  Honorable  Congreso  resolvió  celebrar  sesiones  los  lunes, 
miércoles  y  viernes  de  cada  semana,  á  las  3  p.  m. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  6.5  p.  m. 


íld  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Man\  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Guillermo  Matta 

B.Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chac altana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo    Ramírez 


ACTA    NÜMx    14 


SESIÓN  DEL  7  DE  DICIEMBRE  DE  1888 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 


Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  alas  3.10  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  acta  de  la  sesión  anterior. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  en  su  carácter  de  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  Oriental  del  Uruguay, 
había  recibido  un  despacho  del  Señor  Ministro  de  Negocios  Ex- 
tranjeros del  Brasil,  comunicándole  la  venida  del  Señor  Consejero 
de  Estado,  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira,  como  Plenipo- 
tenciario del  Imperio  al  Congreso. 

El  Señor  Prats,  cree  llegado  el  caso  de  que  el  Honorable 
Congreso  determine  si  han  de  celebrarse  tantos  tratados  como  son 
las  materias  en  que  se  ha  dividido  el  trabajo,  ó  si  ha  de  hacerse 
uno  solo. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  recuerda  que  ese  asunto  fué 
tratado  en  una  de  las  primeras  sesiones,  precisamente  por  indica- 
ción del  Señor  Prats,  aun  cuando  supone  que  no  se  hizo  constar 
en  las  actas.  Agregó:  que  las  Comisiones  han  entendido,  hasta 
ahora,  que  cada  materia  sería  objeto  de  un  tratado  especial. 
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El  Sfñor  Prats  manifestó:  que  es  exacto  que  él  hizo  la  in- 
dicación de  la  referencia,  pero  que  no  se  tomó  resolución  definiti- 
va al  respecto. 

El  Señor  Presidente  significó:  que  el  hecho  de  haberse 
separado  las  materias  de  que  se  ocupa  el  Honorable  Congreso,  en 
diferentes  proyectos,  indicaba  que  serian  varios  los   tratados  que 


El  Señor  Presidente  puso  en  discusión  el  artículo  6.°  del 
Proyecto  de  Tratado  de  Derecho  Penal. 

<  El  delincuente  que  se  asilase  en  el  territorio  de  una  Nación, 
»  y  que  no  hubiese  sido  castigado  por  el  Estado  dentro  del  cual 
»  se  cometió  alguno  de  los  crímenes  ó  delitos  que  autorizan  la 
)/  extradición,   y   que   requerida  por  aquella,  no   ejercitase  nin- 

>  guna   acción  represiva,  podrá  ser  expulsado  con   arreglo  á  sus 

>  leyes.  > 

El  Señor  Prats  hizo  presente  que  según  el  artículo  en  de- 
bate, cuando  llegase  un  extranjero  á  un  Estado,  estaría  sujeto  á 
las  investigaciones  de  la  autoridad  para  saber  si  era  ó  no  reo  de 
algún  delito  cometido  fuera  de  su  jurisdicción,  y  que  no  había  si- 
do juzgado  por  las  autoridades  del  país  en  que  lo  perpetró.  Si 
efectivamente  íuese  reo,  en  tal  caso,  el  artículo  autoriza  la  expul- 
sión; pero  es  preciso  tener  en  cuenta  que  para  que  ésta  se  lleve  á 
efecto,  sería  necesario  que  el  reo  fuese  juzgado  por  la  justicia  cri- 
minal del  país  en  el  cual  se  encuentra;  porque  aquella  medida, 
adoptada  administrativamente,  y  dejada  al  arbitrio  de  los  gobier- 
nos, es  peligrosa  y  daría  lugar  á  muchos  abusos. 

Por  otra  parte,  agregó,  para  que  el  juzgamiento  tuviera  lu- 
gar, sería  indispensable  proceder  de  oficio  ó  á  petición  de  par- 
te, y  eso  mismo  por  delitos  no  cometidos  en  el  territorio.  Conclu- 
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yo  diciendo  que  tales  eran  las   observaciones    que  le  sugería   el 
artículo  en  cuestión. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expuso:  que  la  expulsión 
era  un  acto  de  necesidad  á  que  tenían  que  recurrir  los  Gobiernos 
á  fin  de  alejar  de  su  territorio,  elementos  peligrosos  para  el  orden 
y  la  seguridad  pública,  y  que  lo  ejercen  casi  todos  los  Estados 
europeos. — Dijo:  que  Francia,  Suiza,  Bélgica,  Dinamarca  y  otras 
naciones  consagran  en  sus  leyes  internas  el  derecho  de  expulsar 
de  su  territorio  á  los  extranjeros  que  hubiesen  cometido  delitos 
en  otro  territorio,  y  no  hubieran  sido  juzgados  en  el  mismo.  Ter- 
minó manifestando  que  en  cuando  al  procedimiento,  éste  debe 
ser  ejercitado  con  arreglo  á  la  legislación  interna  de  cada  país,  se- 
gún lo  establece  el  artículo  en  discusión. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  si  la  expulsión  ha  de  hacerse 
con  arreglo  á  las  leyes  de  cada  Estado,  quedan  subsistentes  sus 
observaciones. — Preguntó  cuál  es  la  autoridad  que  requeriría  á  la 
de  la  Nación  donde  se  cometió  el  delito;  porque  en  el  artículo  se 
dice  que  la  autoridad  del  país  donde  entra  el  delincuente,  requerirá 
á  la  autoridad  donde  se  perpetró  el  delito.  ¿Es  el  país  de  refugio 
el  que  puede  hacer  este  requerimiento  con  arreglo  á  sus  leyes? 
No  estando  ese  procedimiento  establecido  en  la  legislación  de 
Chile,  no  podría,  en  consecuencia,  seguirse  como  lo  determina  el 
artículo,  con  arreglo  á  las  leyes  de  cada  Estado.  Por  lo  tanto, 
dicho  artículo  tiene  que  referirse  únicamente  á  la  expulsión,  sin 
juicio  previo,  á  lo  cuál  él  se  opone  decididamente.  Tiene  muchos 
inconvenientes,  agregó,  y  no  es  el  menor,  el  que  se  dé,  por  ejem- 
plo, al  Jefe  de  una  Nación,  el  derecho  de  pedir  á  los  Estados  ex- 
tranjeros, la  expulsión,  sin  forma  de  proceso,  de  los  nacionales 
que  entren  en  su  territorio. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  contestando  las  observado- 
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nes  del  Señor  Prats,  en  cuanta  al  procedimiento  que  ha  de  seguir- 
se para  que  el  Estado  en  que  se  asila  el  reo  requiera   á  aquel   en 
que  se  ha  perpetrado  el  delito,  á  fin  de  que  lo    castigue,    expuso : 
que  tal  procedimiento  no  era  nuevo,  pues   Francia   lo   acepta   y 
practica  con  ocasión  de  los    delitos   cometid  :s   por   franceses    en 
territorio  extranjero. — Expresó:  que  otra   de   las   observaciones 
del  Señor  Prats,  dá  como  un  hecho  establecido  que  el  delito    que 
según  la  Comisión  debe  autorizar  la  expulsión  no  afecte  el  país  de 
refugio;  pero  los  intereses  y  los  derechos  existentes  en  este  segun- 
do territorio,  dijo,  pueden  ser  ó  no  ser   afectados. — Añadió:    que 
la  víctima  del  delito  frustrado  ó  del  delito  consumado,  con  excep- 
ción de  los  casos  de  homicidio,  puede  estar  en  el   mismo   país   en 
que  se  refugie  el  reo,  y  entonces  se  produciría  el  hecho  de  que   la 
víctima  y  su  perseguidor  habitasen  el  mismo  suelo,  sin  que  los  po  - 
deres  públicos  ejerciesen  ningún  derecho  contra  el  reo.  Por  lo  que 
respecta  á  la  aseveración  de  que  en  los  Estados   Americanos,    el 
derecho  de  expulsión  no  está  reconocido,  manifestó:   que   apesar 
de  la  aseveración  del  Señor  Prats,  la  expulsión  había  sido   puesta 
en  práctica  aún  por  el  mismo  Estado  que  tan   dignamente  repre- 
senta el  Honorable  Plenipotenciario  Señor  Prats.  Que  al   Plenipo- 
tenciario  Argentino  le   constaba   que  las   autoridades   orientales 
habían  enviado  á  Chile  un  delincuente  incorregible,  y  que  Chile  lo 
había  devuelto  en  el  viaje  de  retorno  del  mismo  vapor. 

A  fin  de  que  tal  medida  no  gire  en  lo  arbitrario,  conviene, 
dijo,  por  las  razones  que  ha  expuesto,  que  se  establezca  como 
principio,  y  sea  reglamentada  por  la  legislación  de  los  Estados 
Contratantes. 

El  Señor  Prats  contestó:  que  lo  que  ha  manifestado  sobre 
el  artículo  en  debate,  le  ha  sido  sugerido  por  la  idea  que  tiene  de 
que  hay  muchos  casos  no  previstos  en  este  Proyecto  de  Tratado, 
y  se  refiere,  con  tal  motivo,  á  los  procesos  de  reos  ausentes,  so- 
bre cuya  materia  nada  se  estatuye.  En  ese  sentido  cree  que  la  Co- 
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misión  debe  ocuparse  de  proyectar   algunas   disposiciones  sobre 
el  particular. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  expresó:  que  el  artículo  en 
debate,  modificado  como  se  halla  por  la  Comisión,  entraña  una  de 
las  cuestiones  mas  controvertidas  del  Derecho  Internacional  Pri- 
vado: la  relativa  á  la  expulsión  de  criminales  procedentes  de  un 
país  y  asilados  en  otro.  Si  no  se  equivoca,  dijo,  el  Señor  Prats 
parece  que  se  inclina  á  rechazar  este  derecho  inherente  á  la  sobe- 
ranía de  cada  Estado,  según  ha  podido  colejir  de  sus  palabras; 
por  lo  tanto,  desearía  saber  si  la  interpretación  que  hace  es  ó  no 
exacta. 

El  Señor  Prats  expresó:  que  no  desconoce  el  derecho  de 
expulsión  que  corresponde  á  cada  Estado. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman.  Las  palabras  del  Señor 
Prats  manifiestan  que  no  existe  disidencia  en  cuanto  al  fondo  del 
artículo  que  consagra  la  expulsión  de  criminales.  En  tal  caso,  sus 
objeciones  se  refieren  á  la  forma  ó  modo  de  ejercicio  de  este  dere- 
cho.— A  este  respecto  es  necesario  tener  en  consideración  algunos 
antecedentes  relativos  á  la  manera  como  ha  sido  ejercitada  la  ex- 
pulsión. 

Expuso  también  que  ha  sido  considerado  este  derecho  ya 
como  parte  del  Derecho  Internacional  Privado,  ya  como  del  ex- 
clusivo dominio  del  derecho  interno,  y  aun  por  algunos  autores 
como  parte  del  Derecho  Internacional  Público. — Que  á  su  juicio 
y  aceptando  la  opinión  de  Mr.  Garnot,  considera  que  el  derecho 
de  expulsión  es  una  medida  de  seguridad  pública  y  de  alta  policía, 
que  lejos  de  pertenecer  al  Derecho  Internacional,  corresponde  al 
derecho  público  interno  de  cada  Nación. 

En  prueba  de  esta  aserción  expresó:  que  las  disposiciones 
sobre  expulsión  de  criminales  han  venido  dictándose  independien- 
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temente  por  cada  Nación  para  suplir  los  vacíos  de  su  legislación 
penal;  que  cuando  el  ejercicio  de  ese  derecho  ha  tomado  forma  de 
pactos  internacionales  ha  traido  por  consecuencia  limitar  el  ejerci- 
cio del  mismo,  en  prueba  de  lo  cual  cita  las  convenciones  sobre 
expulsión  celebradas  entre  Francia  y  los  Estados  de  Centro-Amé- 
rica, el  Ecuador  y  el  Perú  desde  1843  hasta  1861,  pactos  que 
considera  limitativos  de  la  soberanía  en  cada  Estado,  y  los  que 
cree  no  han  sido  renovados  después  de  fenecidos  los  términos  de 
su  estipulación. 

Agregó,  además,  que  se  ha  expresado  que  ninguna  Nación 
americana  ha  consignado  disposición  alguna  sobre  expulsión,  lo 
cual  no  considera  exacto,  pues  el  Decreto  Imperial  dictado  en  el 
Brasil  en  Junio  de  1878,  reglamentando  la  Ley  de  4  de  Agosto  de 
1875  sobre  los  delitos  cometidos  en  el  extranjero  y  que  afectasen 
los  intereses  del  Imperio,  consagra  este  derecho  en  su  artículo  6.°, 
del  cual  dá  lectura  en  estos  términos:  <  Los  extranjeros  que  en 
país  extranjero  perpetrasen  contra  los  brasileros  alguno  de  los 
crímenes  referidos  en  el  artículo  4.0  (sobre  falsedad,  perjuicio,  es- 
telionato etc.,)  y  vinieren  al  Imperio  serán  entregados  por  extra- 
dición, si  fuesen  reclamados,  ó  expulsados  del  territorio,  ó  castiga- 
dos conforme  á  las  leyes  brasileras,  etc.  > 

Con  este  motivo  relacionó  el  objeto  y  carácter  del  Decreto 
del  cual  hace  mérito  y  entró  incidentalmente  á  demostrar  la  tras- 
cendencia de  las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  2.0,  4.0, 
5.0  y  7.0  del  proyecto  que  se  halla  en  discusión,  los  cuales  consi- 
dera como  un  sistema  completo  de  legislación  en  lo  referente  á  la 
represión  de  los  delitos  perpetrados  en  un  país,  pero  cuyos  efectos 
se  producen  en  otro. — Juzga  que  dichas  disposiciones  hacen  inne- 
cesarias las  leyes  complementarias  de  este  género,  dictadas  en  los 
Estados  europeos  para  suplir  los  vacíos  de  sus  códigos,  garanti- 
zándose plenamente  la  represión  de  crímenes  que  hasta  ahora  no 
estaban  tampoco  previstos  en  la  legislación  penal  de  los  Estados 
Americanos. 
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Manifestó  igualmente,  que  si  bien  el  artículo  6.°  que  se  halla 
en  discusión  consagra  el  derecho  de  expulsión,  el  caso  que  con- 
signa es  de  carácter  especial;  citó  otros  de  naturaleza  análoga, 
concluyendo  por  proponer  que  se  fijase  una  regla  general  por  la 
cual  se  declare  que  el  derecho  de  expulsión  pertenece  exclusiva- 
mente á  la  soberanía  de  cada  Estado,  como  que  no  es  otra  cosa 
que  un  medio  de  seguridad  del  mismo.  Después  de  aducir  diversas 
consideraciones  al  respecto  y  apoyándose  en  la  opinión  de  Blun- 
tschli  y  Garnot,  termina  proponiendo  la  siguiente  fórmula: 

<  La  expulsión  de  criminales  ó  de  personas  que  comprome- 
»  tan  la  seguridad  de  un  Estado,  se  rige  por  las  leyes  del  mismo.  » 

Agregó:  que  esta  proposición  solo  podrá  entrar  en  discusión 
siempre  que  la  Comisión  redactora  del  Proyecto  acepte  la  modi- 
ficación propuesta,  pues  en  caso  contrario,  corresponde  sea  so- 
metido á  la  decisión  del  Congreso  el  artículo  propuesto  por  la  Co- 
misión. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expresó:  que  su  opinión 
particular  era  que  el  artículo  6.°  propuesto  por  la  Comisión,  no 
ofrecía  inconveniente  alguno,  y  que  estaban  en  él  previstos  todos 
los  casos. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  entiende:  que  la  modificación  que 
propone  el  Señor  Doctor  Vaca-Guzman,  aún  cuando  no  contradice 
el  artículo  que  se  debate,  establece  aún  menos  que  éste. — El  artí- 
culo, dijo,  determina  que  la  expulsión  tendrá  lugar  con  arreglo  á 
las  leyes  del  país  que  expulsa,  y  tal  es  el  principio  consignado 
también  en  el  propuesto  por  el  Señor  Doctor  Vaca-Guzman;  pero 
éste  dice  menos,  pues  solo  se  refiere  á  los  casos  en  que  exista  en 
una  Nación  un  reo  que  ha  delinquido  en  otro  Estado. 

Agregó:  el   Poder  Ejecutivo  que  representa  á  la  Nación,  y 
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que  es  el  órgano  de  las  relaciones  exteriores,  tiene  antecedentes, 
tal  vez  suministrados  por  los  damnificados,  de  que  el  delito  se  ha 
cometido,  y  en  este  caso,  antes  de  expulsar  al  reo,  requiere  á  la 
Nación  donde  se  ha  perpetrado,  para  que  pida  su  extradición.  Pe- 
ro si  esa  Nación,  por  razones  especiales,  no  quiere  castigar  al  reo, 
será  entonces  procedente  su  expulsión,  con  arreglo  á  las  leyes  del 
país  en  que  se  encuentra. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  por  su  parte,  está  de  per- 
fecto acuerdo  con  el  artículo  6.°  de  la  Comisión,  pero  cree  que 
en  los  términos  en  que  él  lo  propone,  comprende  los  diversos  ca- 
sos que  pueden  ocurrir. 

El  Señor  Matta  cree  que  el  artículo  debe  referirse  única- 
mente á  los  reos  de  delitos  comunes,  y  que  conviene  establecerlo 
así,  de  una  manera  clara  y  precisa,  para  que  no  se  confunda  con 
los  delitos  políticos. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  significó  hallarse  de  per- 
fecto acuerdo  con  las  ideas  emitidos  por  los  Señores  Doctores 
Saenz  Peña  y  Ramírez. 

El  Señor  Doctor  Caminos  adhirió  á  lo  manifestado  por  los 
Señores  Doctores  Saenz  Peñax  Ramírez  y  Chacaltana,  y  dijo :  que 
podrían  concillarse  las  opiniones  de  los  Señores  Plenipotenciarios, 
votando  el  artículo  6.°  tal  cual  lo  ha  redactado  la  Comisión,  y 
poniendo,  al  final  del  título  relativo  al  asilo,  un  artículo  que  esta- 
blezca el  derecho  que  asiste  á  todos  los  Estados  de  expulsar  á  los 
criminales  peligrosos  para  la  seguridad  interior  de  cada  uno. 

El  artículo  6.°  fué  aprobado  en  la  siguiente  forma: 

<(  El  delincuente  que  se  asilase  en  el  territorio  de  una  Nación, 

3á 


>  y  que  no  hubiese  sido  castigado  por  el  Estado  dentro  del  cual 

>  se  cometió  alguno  de  los  crímenes  ó  delitos  que  autorizan  la 

>  extradición,  y  que  requerida  por  aquélla,  no  ejercitase  ninguna 

>  acción  represiva,  podrá  ser  expulsado  con  arreglo  á  sus  leyes.  » 

Votaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

La  República  de  Chile. 

Por  indicación  del  Señor  Doctor  Gal  vez,  los  votos  se  con- 
signan por  Estados. 

Se  pasó  á  discutir  el  artículo  7.0: 

<  Un  hecho  producido  en  el  territorio  de  un  Estado,  que 

>  no  fuere  pasible  de  pena  según  sus  leyes,  pero  que  lo  fuese  en  la 

>  Nación  en  la  que  el  crimen  produce  sus  efectos,  solo  podrá  ser 

>  juzgado  por  ésta,  cuando  el  delincuente  cayese  bajo  su  jurisdic- 

>  ción. 

y  Rige  la  misma  regla  respecto  de  aquellos  delitos  que  no 

>  íuesen  susceptibles  de  extradición.  » 

El  Señor  Prats.  Como  es  inconcuso  eprincipio  que  es- 
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tablece  el  artículo  7.0,  no  ve  necesidad  de  consignarlo,  puesto  que 
es  privativo  de  los  Estados  juzgar  y  penar  los  delincuentes  cuan- 
do afectan  sus  derechos,  y  en  ciertos  casos,  aun  por  actos  ejecu- 
tados íuera  de  ellos.  Este  principio  está  establecido  en  la  legisla- 
ción de  su  país,  el  cual  no  ha  necesitado  celebrar  tratados  para 
aplicarlo. 

No  acepta  el  artículo  en  discusión,  por  que  lo  considera  in- 
necesario. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó:  que  la  mente 
de  la  Comisión,  al  establecer  este  artículo,  ha  sido  impedir  que 
pueda  solicitarse  de  una  Nación  la  entrega  de  un  reo  que  no  es 
tal  con  arreglo  á  sus  leyes. 

Hizo  notar  que  si  la  legislación  de  Chile  establecía  el  proce- 
dimiento indicado  por  el  Señor  Prats,  en  la  de  otros  Estados,  la 
generalidad,  puede  afirmarlo,  no  estaba  consignada;  pues  había 
muchos,  en  los  cuales,  no  podía  seguirse  juicios  en  rebeldía  dentro 
del  fuero  criminal. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  la  parte  del  ar- 
tículo en  debate,  referente  á  jurisdicción,  se  ha  consignado  con  el 
objeto  de  saber  cuál  es  la  Nación  que  tiene  derecho  de  pedir  al 
reo.  Expuso,  además,  que  el  artículo  lo  que  significa  es:  que  si  un 
hecho  no  es  pasible  de  pena  y  por  su  naturaleza  no  considerado 
delito  en  el  Estado  en  que  se  asila  el  reo,  éste  lo  entrega  para  que 
sea  juzgado  en  la  Nación  afectada  por  el  delito. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  observo:  dijo,  que  en  cuanto 
al  fondo  del  artículo,  están  conformes  todos  los  Señores  Plenipo- 
tenciarios. 

Añadió:  la  indicación  del  Señor  Prats  tiende  á  que  no  se  li- 
mite el  derecho  de  una  Nación  para  juzgar  á  un  reo  ausente,  ó  que      * 
se  le  niegue  el  derecho  de  pedir  la  extradición  del  mismo,  cuando 
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en  el  país  donde  se  ha  asilado,  no  se  castiga  el  delito  cometido  en 
otro. 

El  Señor  Doctor  Quintana  observó:  que  no  se  trataba 
del  caso  en  que  el  delito  no  fuese  punible  en  el  Estado  donde  se 
ha  asilado  el  delincuente,  sino  en  el  lugar  donde  se  ha  cometido. 

Se  vota  el  artículo  J.°  y  es  aprobado  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

«  Un  hecho  producido  en  el  territorio  de  un  Estado,  que  no 

>  fuere  pasible  de  pena,  según  sus  leyes,  pero  que  lo  fuese  en  la 

>  Nación  en  la  que  el  crimen  produce  sus  efectos,  solo  podrá  ser 

>  juzgado  por  ésta  cuando  el  delincuente  cayese  bajo  su  jurisdic- 

>  ción. 

>  Rige  la  misma  regla  respecto  de  aquellos  delitos  que  no 

>  fuesen  susceptibles  de  extradicción  » 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina. 

La  República  de  Bolivia. 

La  República  del  Paraguay. 

La  República  del  Perú. 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

La  República  de  Chile. 

Se  pasaá  cuarto  intermedio. 
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Continúa  la  Sesión. 

El  Señor  Presidente  puso  en  discusión  el  artículo  8.° 

«La  prescripción  se  rige  por  las  leyes  de  la  jurisdicción  á  la 
»  cual  corresponda  el  conocimiento  de  los  delitos  que  les  dan 
»  origen.  » 

El  Señor  Prats  dijo:  que  el  Honorable  Congreso  se  ha 
ocupado  anteriormente  de  delitos  que  afectan  á  diferentes  Estados. 
Por  consiguiente,  agregó,  al  tratarse  de  la  prescripción,  parece 
lógico  y  conveniente  tomar  en  consideración  aquella  circunstancia, 
pues  no  refiriéndose  únicamente  á  los  delitos  que  afecten  á  un  solo 
Estado,  lo  cual  parece  indicar  el  artículo,  es  necesario  establecer 
lo  correspondiente  cuando  el  delito  haga  referencia  á  diversos  Es- 
tados. 

Concluyó  preguntando,  por  qué  prescripción  se  rige  el  deli- 
to de  que  se  trata. 

El  Señor  Fresidente  contestó:  que  á  su  juicio,  por  la  del 
país  damnificado. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  son  varios  los  Estados  damnifi- 
cados. 

El  Señor  Presidente  piensa  que  la  prescripción  que  debe 
regir  es  la  del  territorio  en  donde  se  encuentra  el  delincuente. 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  el  Señor  Presidente  se  ha 
referido  al  caso  en  que  se  está  juzgando  al  reo,  de  manera  que  él 
sabe  á  cual  Estado  puede  referirse  la  prescripción.  Pero  es  nece- 


sario,  agregó,  ponerse  en  el  caso  de  un  delito  que  no   está  juzga- 
do por  ningún  Estado. 

El  Señor  Presidente  expuso:  que  el  artículo  4.0  se  refie- 
re á  la  competencia  para  juzgar  en  el  caso  de  varios  delincuen- 
tes y  de  delitos  cometidos  en  distintos  territorio?,  y  establece 
que  corresponde  á  los  tribunales  del  país  damnificado  en  cuyo 
territorio  jurisdiccional  se  encuentra  el  delincuente. 

El  SEÑOR  PRATS  indicó  el  caso  de  que  el  reo  no  se  en- 
contrase en  ninguno  de  esos  territorios,  y  agregó  que  seria  ne- 
cesario decir:  de  aquel  en  cuyo  territorio  se  pretenda  procesar 
al  reo. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  hizo  notar  que  eso  ya  se  ha- 
bía establecido. 

El  Señor  Presidente  expresó:  que  en  el  caso  á  que  se 
refiere  el  Señor  Prats  corresponderá  el  conocimiento  y  tendrá 
competencia  para  juzgarlo,  el  país  damnificado  en  cuyo  territo- 
rio se  encuentre  el  delincuente,  según  lo  determina  el  artícu- 
lo 4.0 

El  Señor  Prats  significó  que  encontraba  satisfactoria 
la  explicación  dada. 

El  Señor  Doctor  SaenzPeña  observó:  que  la  Comisión 
al  redactar  el  artículo  en  debate,  lo  habia  hecho  después  de  de- 
finir en  el  4.0  como  debe  ejercerse  la  jurisdicción  en  el  caso  en 
que  dos  ó  más  Estados  tengan  interés  en  la  represión  del  de- 
lito. 

Añadió:  que  si  el  artículo  8.°  refiriéndose  á  la  prescripción, 
trata  el  caso  en  que  un  Estado  puede,  fundado  en  ella,  denegar  la 


entrega,  del  delincuente,  la  Comisión  lo  ha  consignado  en  tales 
términos,  por  que  el  país  de  refugio  no  puede  entregarlo. 

Serán,  dijo, 'varios  los  Estados  interesados  en  la  represión 
del  delito,  pero  siempre  hay  uno  á  quien  corresponde  obtener 
la  extradición  cuando  el  reo  es  uno  solo. 

Concluyó  manifestando  que  únicamente  se  trata  de  una 
entrega,  y  ésta  se  hace  al  Estado  que  con  arreglo  al  artículo  4.0 
tiene  la  competencia  para  juzgar  al  delincuente. 

El  Señor  Prats  preguntó  si  en  el  artículo  8.°  se  ha  su- 
primido la  palabra  expulsión. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  contestó  que  la  había  su- 
primido la  Comisión. 

El  Señor  PRATS  declaró:  que  no  tenía  inconveniente  en 
votar  el  artículo,  pues  le  parece  sano  el  principio  de  que  rijan 
las  leyes  del  Estado  en  el  cual  se  ha  de  procesar  á  un  individuo. 

Se  vota  el  artículo  8.°  y  es  aprobado  por  unanimidad  en 
esta  forma : 

<  La  prescripción  se  rige  por  las  leyes  de  la  jurisdicción 
y>  á  la  cual  corresponda  el  conocimiento  de  los  delitos  que  les 

>  dan  origen.  > 

Se  pasa  á  la  discusión  del  artículo  9.0 

«  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  en  alta  mar  ó  en  aguas 

>  neutrales,  son  juzgados  y  penados  por  las  leyes  del  Estado  á 

>  que  pertenece  el  buque  de  guerra  ó  mercante,  en  el  cual  se  per- 
t>  petran.  > 
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El  Señor  PRATS  cree  que  en  este  artículo  convendría  es- 
tablecer la  regla  ele  que  serán  juzgados  y  penados  los  delitos 
cometidos  en  alta  mar,  por  los  tribunales  del  Estado  á  que  arri- 
ben las  naves,  pues  de  lo  contrario,  llegaría  el  caso  en  que  tales 
delitos  quedasen  impunes;  lo  cual  sucedería  si  para  juzgarlos,  se 
esperase  siempre  á  que  el  buque  arribase  á  un  puerto  del  Estado 
cuya  bandera  lleva. 

Piensa  que  conviene  determinar  dicha  regla,  tratándose  de 
naciones  amigas  y  hasta  cierto  punto  limítrofes,  como  son  las 
representadas  en  este  Congreso. 

Así,  pues,  dijo,  quedaría  también  asegurada,  de  una  manera 
eficaz,  la  represión  de  los  delitos. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expresó:  que  la  Comisión 
se  había  visto  obligada  á  consignar  en  este  Proyecto  de  Tratado, 
lo  que  figura  como  un  principio  incontrovertible  en  el  Derecho 
Público  Internacional,  esto  es:  que  las  naves  de  guerra  gozan 
de  los  privilegios  de  la  extraterritorialidad,  y  se  considera  que 
forman  parte  de  la  Nación  cuya  bandera  llevan.  Aceptar,  dijo, 
la  jurisdicción  de  una  soberanía  extranjera,  so  pretesto  de  que 
incidentalmente  los  buques  arriban  á  sus  puertos,  es,  á  su  juicio, 
confundir  las  nociones  de  jurisdicción  que  debe  establecerse  en 
esta  clase  de  territorios  y  de  delitos. 

El  Señor  PRATS  dijo :  que  solamente  se  había  referido  á 
los  buques  mercantes;  porque  respecto  délos  buques  de  guerra, 
admite  la  completa  jurisdicción  del  Estado  cuya  bandera  llevan. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expuso,  á  su  vez:  que 
respecto  de  los  buques  mercantes,  su  matrícula,  ó  su  bandera, 
que  también  la  llevan,  si  bien  es  cierto  que  no  es  la  de  guerra, 
sino  la  que  por  su  naturaleza  les  corresponde,  debe  determinar 
asi  mismo  la  jurisdicción  á  que  han  de  someterse  los  actos  y  los 
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hechos  que  tienen  lugar  á  su  bordo  en  alta  mar.  Una  nave,  dijo, 
que  se  encuentra  en  alta  mar,  no  viola  ninguna  ley  territorial,  y 
siendo  así,  no  hay  razón  para  someterla  á  la  jurisdicción  de  un 
Estado,  cuyas  leyes  no  ha  infringido. 

El  Señor  PratS  insistió  en  que  debía  establecerse  el 
principio  de  que  el  juzgamiento  de  los  delitos  cometidos  en  alta 
mar,  abordo  de  buques  mercantes,  correspondería  al  Estado  á 
que  éstos  arribasen. 

De  este  modo,  dijo,  se  alejaría  el  peligro  que  preveía  de 
que  tales  delitos  quedasen  casi  siempre  en  completa  impunidad. 

Expresó:  que  no  veía  dificultad  en  que  los  Estados  Con- 
tratantes conviniesen  en  ello,  resguardando  así  sus  intereses 
comunes. 

Agregó:  que  en  Chile  se  aplica  tal  principio  con  todas  las 
naciones  del  mundo,  aun  sin  tratados. 

Manifestó,  además,  que  preveía  que  el  artículo  no  sería 
aceptado  en  su  país,  porque  habría  que  establecer  allí  dos  juris- 
dicciones distintas:  es  decir,  un  orden  de  cosas  para  con  las  na- 
ciones con  quienes  ha  contratado,  eliminando  su  jurisdicción 
por  completo,  y  desprendiéndose  de  un  derecho  que  cree  tener, 
y  otro,  muy  distinto,  con  los  demás  Estados. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó :  que  el  artículo 
en  discusión  establece  que  los  delitos  cometidos  abordo  de 
.buques  mercantes  en  alta  mar,  deben  ser  juzgados  y  penados  por 
las  leyes  del  Estado  á  que  pertenece  el  buque,  lo  cual  aleja  toda 
idea  de  impunidad.  Observó  :  que  los  demás  Estados,  no  se  con- 
sideran, como  Chile,  con  jurisdicción  para  conocer  de  esos  he- 
chos, que  indudablemente  tienen  lugar  fuera  de  su  territorio. 

En  cuanto  á  la  jurisdicción  que,  se  dice,  han  reconocido 
distintas  Naciones  de  Europa  á  la  República  de  Chile,  para  que 
pueda  conocer  de  los  delitos  cometidos  en  alta  mar,  y  en  buques 


mercantes  de  sus  respectivas  banderas,  observó,  que  la  Repú- 
blica' Argentina,  el  Brasil  y  la  República  Oriental  del  Uruguay, 
no  habían  Siáó  á  ése  respectó  tan  afortunadas  como  Chile,  según 
lo  asevera  su  digno  Kepresentónte; 

Citó,  en  seguida,  el  caso  de  resistencia  que  h;á  pyr  eáéñikdS 
la  cláusula  de  la  Convención  Sanitaria  de  Rio  JanéírU  feíativa  £ 
los  inspectores  sanitarios  de  navio,  cuyas  funciones  se  reducen 
á  vigilar  lo  que  se  refiere  á  la  higiene  del  buque,  tripulación  y 
pasajeros,  etc.  etc.,  durante  el  viaje,  con  el  fin  de  evitar  la  im- 
portación de  enfermedades  epidémicas.  ¿Cómo  no  se  resisti- 
ría entonces  la  jurisdicción  penal  que  es  la  esencia  de  la  so- 
beranía? 

Por  estos  principios,  concluyó  diciendo,  se  vio  la  Comisión 
en  el  caso  de  reconocer  la  jurisdicción  de  la  bandera  sobre  los 
crímenes  cometidos  en  el  mar. 

El  Señor  PratS  manifestó:  que  Chile,  al  consignar  en 
Sus  leyes  el  principio  al  cual  se  ha  referido,  ha  creído  confor- 
marse á  la  mejores  prácticas  y  á  las  doctrinas  mas  sanas  de  ju- 
risprudencia internacional.  Insistió,  además,  en  que  si  no  se  esta- 
blecía la  regla  que  ha  propuesto,  los  crímenes  quedarían  en  la 
impunidad,  puesto  que  para  juzgarlos  sería  necesario  que  el 
buque  arribase  á  las  aguas  del  país  cuya  bandera  enarbola. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  confirmando  las  opiniones 
del  Señor  Doctor  Saenz  Peña,  dijo:  que  el  principio  consignado 
en  el  artículo  9.0,  es  admitido  umversalmente  por  el  Derecho 
Internacionrl  Público,  y  debe  ser  así,  mucho  más,  tratándose  de 
Naciones  que  aceptan  la  doctrina  territorial.  Agregó:  que  si  el 
lugar  donde  se  comete  un  delito  es  en  el  que  se  determina  la 
jurisdicción  de  los  tribunales,  es  evidente  que  el  cometido  en 
alta  mar  no  cae  bajo  la  jurisdicción  de  ningún  territorio  particu- 
lar, pero  sí  bajo  la  jurisdicción  del  Estado  á  que  pertenece  la 
bandera  del  buque.  Por  otra  parte,  no  hay  tal  impunidad,  porque 
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existe  lá  circunstancia  de  que  la  Nación,  á  que  pertenece  la  ban- 
dera del  buque,  está  interesada  en  el  castigó  del  delincuente. 

Manifestó  también:  que  si  un  buque  arribase  á  uñ  puerto 
después  de  haberse  perpetrado  á  su  bordo  y  en  alta  mar  asesi- 
natos ó  robos^  el  agente  diplomático  ó  consular  respectivo, 
Vendría  x\út  intervenir  para  solicitar  del  Gobierno  del  país  las 
adidas  necesarias  á  fin  de  que  los  criminales  no  pudieran  eva- 
dirse. En  el  supuesto,  dijo,  de  que  el  agente  diplomático  ó  con- 
sular fuese  omiso  en  el  cumplimiento  de  su  deberes,  lo  cual  no 
es  de  creerse,  vendría  el  artículo  6»°  ya  sancionado  á  preveer  el 
caso. 

Concluyó  exponiendo:  que  ninguna  Nación  permite,  con 
arreglo  al  Derecho  Internacional  Público,  que  los  crímenes  y 
delitos  cometidos  en  alta  mar,  se  castiguen  por  otro  Estado  que 
no  sea  aquel  cuya  bandera  lleva  el  buque, 

El  Señor  Prats  expuso:  que  si  bien  es  exacto  que  el 
artículo  establece  que  los  delitos  serán  penados  por  la  Nación 
á  que  pertenece  el  buque,  no  obstante,  al  manifestar  que  ellos 
quedarían  impunes,  tuvo  presente  las  dificultades  prácticas  que 
se  presentarían  para  el  castigo  de  los  mismos. 

Preguntó:  qué  acción  ejercitaría  el  agente  consular  ante 
las  autoridades  del  país  á  que  llegase  el  buque, 

El  Señor  Doctor  Ramírez  contestó:  que  el  cónsul  pe- 
diría que  se  tomasen  medidas  de  seguridad  contra  el  delincuente, 
mientras  llegase  el  buque  que  lo  conduciría  al  país  en  que  debe 
ser  juzgado. 

Se  suscitó  un  breve  debate  entre  los  Señores  Prats  y  Ra- 
mírez sobre  si  podría  ó  no  considerarse  éste  como  un  caso  de 
extradición. 

El  Señor  Presidente  expuso:  que  prevaleciendo  en  el 


Proyecto  el  principio  de  que  los  delitos  se  juzgan  y  penan  en  el 
territorio  en  que  han  sido  cometidos,  es  evidente  que  los  perpe- 
trados abordo  de  buques  extranjeros  en  alta  mar,  es  decir,  fuera 
del  territorio  de  la  República  ó  de  los  Estados  Contratantes, 
deben  ser  penados  por  la  Nación  á  que  pertenece  la  bandera; 
de  otra  manera  se  violaría  el  principio,  y  con  el  juzgamiento 
por  otra  soberanía,  vendría  á  establecerse  el  cercenamiento  de 
las  facultades  que  tienen  los  capitanes  de  buque  respecto  del 
orden  y  de  la  seguridad  abordo. 

Así,  cuando  en  alta  mar,  dijo,  se  comete  un  delito,  ei  capi- 
tán instruye  el  sumario  y  una  vez  terminado  somete  la  resolución 
del  caso  á  la  marina  de  guerra  de  su  Nación  ó  manda  al  delin- 
cuente á  su  país  para  que  allí  se  siga  el  juicio  y  se  le  aplique  la 
pena  correspondiente. 

El  caso,  agregó,  en  que  un  buque  llegase  al  puerto  y  se 
produjese  perturbación  abordo,  está  previsto  por  el  artículo  10. 

El  SEÑOR  PRATS  manifestó:  que  aunque  respeta  mucho  la 
opinión  de  los  Señores  Plenipotenciarios  que  sostienen  el  artí- 
culo 9.0,  así  como  la  de  los  tratadistas  en  los  cuales  se  apoyan, 
pide  una  segunda  discusión  del  mismo,  pues  desea  consultar  á 
los  autores  de  Derecho  Internacional,  porque  si  todos,  unifor- 
memente, aceptan  la  doctrina  del  artículo  en  debate,  talvez  se 
inclinaría  á  votar  en  su  favor. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  citó  el  caso,  en  que,  hallán- 
dose fondeado  el  buque  italiano  <  La  Rondanini  >  en  el  puerto 
del  Callao,  se  cometió  á  bordo  un  asesinato,  y  las  autoridades 
italianas  pretendieron  que  les  correspondía  el  juzgamiento  del 
delincuente,  porque  el  hecho  se  había  cometido  en  un  buque 
mercante  de  esa  nacionalidad,  sin  afectar  los  intereses  ni  alterar 
el  orden  del  puerto. 

Ei  Gobierno  del  Perú,  sostuvo,  que  el  conocimiento    del 
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hecho  correspondía  á  las  autoridades  del  Estado  en  cuyas  aguas 
jurisdiccionales  se  había  perpetrado  el  delito,  y  producido  sus 
efectos,  por  cuanto  había  comprometido  el  orden  del  puerto. 

Expresó  también:  que  si  el  delito  se  hubiera  cometido 
fuera  de  las  aguas  peruanas,  habría  sido  juzgado  por  las  autori- 
dades italianas. 

Habiéndose  suscitado  con  tal  motivo  una  discusión  entre 
los  Gobiernos  del  Perú  y  de  Italia,  ambos  Estados  celebraron 
un  Tratado  en  el  cual  se  establecieron  las  reglas  necesarias  para 
evitar  conflictos  semejantes. 

De  manera,  pues,  agregó,  que  según  la  discusión  de  la  re- 
ferencia, el  derecho  que  alegó  Italia  era  de  que  nunca  consintiría 
que  un  delito  cometido  abordo  de  sus  naves,  fuera  juzgado  por 
autoridades  extrañas  á  su  bandera,  cuando  no  afectaran  los  in- 
tereses del  puerto. 

Dijo,  además,  que  si  tal  discusión  pudo  tener  lugar  tratán- 
dose de  un  delito  cometido  en  aguas  jurisdiccionales  de  un  Es- 
tado, con  mayor  razón  se  sostendría  la  misma  doctrina  refirién- 
dose a  delitos  perpetrados  en  alta  mar. 

Concluyó  apoyando  la  opinión  del  Señor  Doctor  Ramírez, 
pues  cree  que  el  principio  umversalmente  reconocido  por  los 
Estados,  es  el  de  que  los  delitos  cometidos-  abordo  de  sus  naves 
en  alta  mar,  están  sujetos  a  sus  leyes. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  expuso:  que  el  punto 
que  se  debate  se  halla  explícitamente  definido  por  el  Derecho 
Internacional,  no  dando  lugar  á  dudas;  que  el  publicista  Testa 
en  su  importante  obra  sobre  Derecho  Internacional  Marítimo,  en 
la  cual  se  resumen  las  reglas  consagradas  al  respecto  por  la 
práctica  de  las  naciones,  establece  que  los  delitos  cometidos  en 
alta  mar  abordo  de  los  buques  mercantes  se  juzgan  por  las  le- 
yes de  la  Nación  á  la  cual  pertenece  el  buque,  cuyo  pabellón 
lleva;  que  aun  cuando  el  buque  arribe   á   un   puerto   extranjero 
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las  autoridades  del  mismo  no  pueden  asumir  jurisdicción  ningu- 
na para  juzgar  tales  infracciones,  por  cuanto  los  crímenes  come- 
tidos en  aguas  neutrales  se  reputan  consumados  fuera  del  domi- 
nio territorial  al  cual  arriba  la  nave. 

Expresó,  asi  mismo  que  los  crímenes  cometidos  abordo, 
pueden  ser:  ó  bien  un  delito  cometido  entre  las  personas  que  se 
hallan  abordo  ó  bien  contra  la  persona  del  que  comanda  el  bu- 
que; que  en  el  primer  caso,  corresponde  al  capitán  adoptar  todas 
las  medidas  conducentes  á  asegurar  al  culpable  para  entregarlo 
á  las  autoridades  de  la  Nación  á  la  cual  pertenece  el  buque,  y  en 
el  segundo  cuando  el  atentado  desconoce  toda  autoridad,  el  he- 
cho importa  un  acto  de  piratería  en  cuyo  caso  cae  bajo  la  acción 
de  las  leyes  del  Derecho  Internacional  Público. — Que  en  uno  y 
otro  caso,  no  puede  sostenerse  que  haya  impunidad. 

Agregó:  que  la  doctrina  sostenida  por  el  Señor  Prats  se  incli- 
na en  cierto  modo  á  admitir,  con  mayor  latitud,  la  que  sostienen 
algunos  publicistas  europeos,  los  cuales  tratan  de  atribuir  a  los 
buques  mercantes  las  mismas  inmunidades  y  derechos  extraterri- 
toriales de  que  gozan  los  buques  de  guerra;  que  consideran 
igualmente  que  las  autoridades  en  cuyas  aguas  jurisdiccionales 
se  perpetra  un  crimen  á  bordo  de  una  nave,  solo  puede  asumir 
competencia  cuando  el  crimen  produce  escándalo  ó  alarma  en 
la  costa.  Que  el  proyecto  de  la  Comisión,  conforme  con  el  prin- 
cipio territorial  que  sirve  de  base  al  proyecto,  que  no  es  más 
que  una  consecuencia  de  la  soberanía  que  corresponde  á  cada 
Nación,  se  ha  separado  de  tales  doctrinas,  y  sometido  á  los  bu- 
ques mercantes  al  imperio  de  sus  leyes,  siempre  que  se  encuen- 
tran en  sus  aguas  jurisdiccionales;  que,  finalmente,  la  proposición 
formulada  se  separa  de  este  principio  fundamental,  no  siendo 
admisible  ni  por  el  Derecho  Público  ni  por  el  Derecho  Interna- 
cional Privado,  según  lo  ha  demostrado;  que,  por  tanto,  adhiere 
su  voto  al  de  los  Señores  Plenipotenciarios  que  le  han  precedido 
en  el  uso  de  lapah.bra. 
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Fué  acordado  el  pedido  del  Señor  Prats,  para  que  se   sus- 
pendiera la  discusión  del  artículo  g.°  hasta  otra  sesión. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  6  p.  m. 


Ilü  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 
Sgo.  Vaca-Guzman 
Guillermo  Matta 

B.  Prats 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NüMx    15 


SESIÓN   DEL   10    DE    DICIEMBRE   DE   1883 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats: 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República,  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos: 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.10  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

Se  incorporó  al  Congreso  como  Plenipotenciario  del  Im- 
perio del  Brasil,  el  Sr.  Consejero  de  Estado,  Doctor  Domingos 
de  Andrade  Figueira,  después  de  haberse  dado  lectura  de  los 
Plenos  Poderes  que  le  acreditan  en  tal  carácter. 

Continuó  la  discusión  del  artículo  9.0  del  Proyecto  de  Tra- 
tado de  Derecho  Penal,  que  había  quedado  suspendida  en  la  se- 
sión anterior. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  pidió  la  palabra  para 
sostener  el  artículo  de  la  Comisión,  y  se  la  cedió  al  Señor  Prats, 
por  solicitud  de  este  Señor  Plenipotenciario. 

El  SEÑOR  PRATS  manifestó:  que  habiendo  estudiado  con 
mayor  detenimiento  el  artículo  en  debate,  retira  su  oposición  á 
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él,  y  lo  acepta  por  creerlo  conveniente,  respetando  así  también 
un  principio  general  de  derecho;  —aunque  podría  haberse  esta- 
blecido una  regla  especial  para  los  Estados  Contratantes. 

Concluyó  diciendo:  que  se  congratulaba  en  reconocer  la 
competencia  de  los  Señores  Plenipotenciarios  que  han  sostenido 
el  artículo  tal  cual  está  redactado, 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expresó:  que  después  de 
la  declaración  del  Señor  Prats,  consideraba  innecesario  ampliar 
las  demostraciones  presentadas  en  la  sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  manifestó: 
que  se  congratulaba  con  el  Congreso  por  los  importantes  traba- 
jos de  Derecho  Internacional  Privado  de  que  se  ocupa,  y  espe- 
cialmente con  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Oriental  del 
Uruguay  y  Argentina,  que  tomaron  la  noble  iniciativa  de  invitar 
para  él  á  las  Naciones  Sud- Americanas. 

Siente  que  solamente  ahora  le  sea  permitido  concurrir  co- 
mo Representante  del  Imperio  del  Brasil  á  los  trabajos  del  Con- 
greso que  se  instaló  en  esta  Capital  el  25  de  Agosto  último,  á 
consecuencia  de  las  sucesivas  prórogas  de  los  trabajos  del  Par- 
lamento Brasilero,  del  cual  tiene  la  honra  de  formar  parte,  se- 
gún comunicaciones  que  el  Ministerio'  de  Negocios  Extranjeros 
de  su  país,  hizo  en  tiempo  oportuno  al  Gobierno  Oriental. 

Agradeció  la  atención  de  que  usó  el  Congreso  suspendien- 
do sus  trabajos  por  algunos  dias,  á  la  espera  del  Representante 
del  Brasil. 

Encontrando  ya  empezada  la  discusión  del  Proyecto  de 
Tratado  sobre  Derecho  Internacional  Penal,  que  el  Congreso 
inició  durante  su  ausencia,  considera  un  deber  de  lealtad  mani- 
festar, en  general,  sobre  los  artículos  discutidos  y  aprobados,  re- 
servas que  no  habría  dejado  de  oponer  si  hubiera  estado  presen- 
te, no  con  el  propósito  de  perturbar  la  marcha  de  los   trabajos 
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del  Congreso,  y  menos  con  el  de  impedir  su  continuación,  sino 
con  el  fin  de  dejar  á  salvo  la  libertad  de  acción  del  Gobierno  del 
Brasil. 

El  Proyecto  en  discusión,  agregó,  ha  sido  formulado  de 
acuerdo  con  los  preceptos  del  principio  ó  escuela  de  justicia  pe- 
nal territorial,  que  él  se  propone  reglamentar,  uniformándolo; 
de  ahí,  las  disposiciones  capitales,  dijo,  de  los  artículos  ya  acep- 
tados y  de  otros  que  van  á  discutirse,  especialmente  los  que  se 
refieren  á  la  extradición  del  nacional. 

Ahora  bien — Ja  legislación  brasilera  que  ha  sido  como  la 
de  las  demás  naciones  representadas  en  este  Congreso,  calcada 
sobre  aquel  principio  de  la  justicia  penal  territorial,  ha  sufrido 
modificaciones  notables,  las  cuales  se  hallan  refundidas  en  la 
Ley  n.°  2615  de  4  de  Agosto  de  1875  para  cuya  ejecución  se 
expidió  el  Decreto  núm.  6934  de  8  Junio  de  1878,  en  el  sentido 
de  procesar,  juzgar  y  castigar  los  crímenes  perpetrados  en  país 
extranjero  por  brasileros  contra  brasileros  ó  extranjeros  ó  por 
éstos,  contra  aquellos,  en  los  términos  de  la  precitada  ley. 

Considera  las  disposiciones  de  esa  reciente  legislación, 
inconciliables  con  varias  de  las  de  los  artículos  ya  aceptados  del 
Proyecto  de  Tratado,  y  especialmente  con  la  disposición  relati- 
va á  extradición,  puesto  que  la  ley  brasilera  hace  aún  mas  que 
.entregar: — procesa,  juzga  y  castiga. 

Agregó:  que  le  parece  ultrapasar  los  límites  del  Derecho 
Internacional  Privado,  sobre  el  cual  corresponde  al  Congreso 
iniciar  y  adoptar  providencias,  la  inserción  de  disposiciones  re- 
lativas á  la  materia  penal,  y  al  respectivo  orden  del  juicio  y  de 
la  jurisdicción. — Este  asunto,  es  más  propio  de  la  ley  interna  de 
cada  país,  conforme  á  la  práctica  de  casi  todas  las  naciones  civi- 
lizadas, con  excepción  de  las  pocas  que  han  mantenido  con  ex- 
clusivismo la  justicia  penal  territorial,  que  de  tratados  internacio- 
nales que  puedan  celebrarse  entre  las  naciones,  como  objeto  del 
Derecho  Internacional  Privado. 
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Por  leyes  internas,  añadió,  cuya  adopción  el  Congreso 
podría  aconsejar  á  los  Gobiernos  interesados,  no  solo  quedaría 
más  garantida  la  justicia  debida  á  los  pueblos,  sino  que  sería  un 
paso  más  seguro  y  generoso  para  la  deseada  comunión  del  De- 
recho, destinada  á  resolver  los  conflictos  de  las  legislaciones  par- 
ticulares de  cada  país,  y  corregir  los  efectos  de  teorías  exclusivas, 
en  que  por  ventura  se  funden.  Con  relación  al  Gobierno  del  Brasil 
á  quien  tiene  la  honra  de  representar  en  este  Congreso,  le  sería 
difícil  ratificar  un  Tratado,  consignando  disposiciones  en  anta- 
gonismo con  la  ley  interna  ya  citada,  y  con  preceptos  de  su 
Constitución,  además  del  inconveniente  de  afectar  otras  nacio- 
nes no  representadas  en  este  Congreso,  á  las  cuales  la  referida 
ley  brasilera  asegura  las  mismas  ventajas,  en  virtud  del  prin- 
cipio de  reciprocidad. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  el  Congreso  debe 
agradecer  la  lealtad  de  las  declaraciones  del  Señor  Plenipoten- 
ciario Brasilero  acerca  de  las  reglas  que  gobernarán  su  conducta 
en  esta  Asamblea;  pero  no  puede  quedar  impasible  bajo  el  peso 
de  las  opiniones  emitidas  y  de  las  reservas  formuladas  por  el  Se- 
ñor Plenipotenciario.  Tomaréme,  pues,  la  libertad  de  refutarlas, 
someramente  afrontando  las  dificultades  de  una  improvisación 
tan  repentina  y  sobre  tópicos  tan  inesperados,  asi  como  los  in- 
convenientes del  idioma  del  Señor  Plenipotenciario,  que,  por  des- 
gracia, no  me  es  familiar.  La  ilustración  de  mis  distinguidos  cole- 
gas salvará,  en  caso  necesario,  los  errores  y  las  deficiencias  de 
que  mi  respuesta  pudiera  adolecer. 

El  protocolo,  la  invitación  y  las  adhesiones,  á  que  este 
Congreso  debe  su  existencia,  marcan  con  claridad  y  precisión  su 
verdadero  mandato.  No  ss  propone  la  uniformidad  de  las  leyes 
internas  de  las  naciones  congregadas,  sino  la  celebración  de  uno 
ó  mas  tratados  sobre  todas  las  materias  abarcadas  por  la  cien- 
cia del  Derecho  Internacional  Privado:  Si  fuera,  en  consecuencia 
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exacto  que  el  Derecho  Penal  estuviese  fuera  de  los  límites  de 
aquella  ciencia,  el  temperamento  indicado  por  el  Señor  Pleni- 
potenciario preopinante  colocaría  al  Congreso  en  una  pendien- 
te peligrosa,  cual  sería  la  de  discutir,  y  discutir  de  preferencia, 
asuntos  ágenos  á  su  propia  misión. 

No  es  felizmente  tan  incontrovertible,  como  ha  sido  su- 
puesto, que  el  Derecho  Penal  escape  á  la  esfera  de  acción  del 
Derecho  Internacional  Privado.  Algunos  autores  no  lo  incluyen 
en  sus  respectivas  obras;  pero  muchos  otros,  que  la  erudición 
de  mis  colegas  me  exime  de  la  fácil  tarea  de  citar  en  detalle,  Ja 
mayor  parte,  los  mas  respetados  por  su  autoridad  y  por  su 
ciencia,  la  comprenden,  la  estudian  y  la  dilucidan  en  las  suyas, 
no  por  efecto,  como  se  ha  dicho,  de  una  confusión  incomprensi- 
ble, sino  obedeciendo  á  convicciones  arraigadas  y  á  conclusio- 
nes perfectamente  establecidas. 

Por  otra  parte,  la  única  razón  que  he  tenido  la  fortuna  de 
escuchar  al  Señor  Plenipotenciario,  en  apoyo  de  su  tesis,  es  que 
la  materia  penal  afecta  la  soberanía  y  la  jurisdicción.  Mas,  en  el 
caso  en  que  esta  razón  fuese  admisible,  su  consecuencia  lógica 
y  fatal  sería  que  habría  desaparecido  todo  sugeto  del  Derecho 
Internacional  Privado  y  que  esta  ciencia  no  existiría  en  realidad. 
Cuando  se  trata  de  la  materia  civil  ;no  se  regulan  acaso  los  de- 
rechos particulares  y  se  determinan  los  jueces  repectivos?  ¿No 
sucede  lo  mismo  cuando  se  trata  de  la  materia  comercial?  En- 
tonces, suponiendo  que  la  circunstancia  de  que  la  materia  pe- 
nal afecta  la  soberanía  y  la  jurisdicción  bastase  para  excluirla 
del  Derecho  Internacional  Privado,  también  militaría  y  bastaría 
para  excluir  la  materia  civil  y  la  mercantil,  convirtiendo  tan  im- 
portante rama  de  la  ciencia  en  una  quimera  del  mundo  jurídico 
y  este  Congreso  en  una  máquina  condenada  á  moverse  en  el 
vacío. 

Tanto  más  sólida  es  mi  convicción  en  este  sentido  cuanto 
que  está  apoyada  por  el  voto  unánime  de  este  Congreso  dentro 
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del  cual  no  se  suscitó  la  menor  dificultad  sobre  el  particular; 
que  comprendió  la  materia  penal  dentro  de  los  trabajos  de  su 
programa;  que  nombró  la  Comisión  encargada  de  presentarle  el 
Proyecto  respectivo;  y  que  hace  dias  lo  discute  en  particular' 
después  de  haberlo  sancionado  en  general  sin  la  menor  discre- 
pancia. 

El  Señor  Plenipotenciario,  encontrando  muchas  délas  dis- 
posiciones del  Proyecto  en  discusión,  análogas  á  las  prescripcio- 
nes de  una  ley  de  su  país,  ha  sostenido  que  sería  preferible,  en 
vez  de  consignarlas  en  un  Tratado,  recomendar  que  sean  incorpo- 
radas ala  legislación  interna  de  las  naciones  aquí  representadas. 
Ruégole  se  fije  en  todo  el  alcance  de  su  observación.  Ella  no  se 
limita  a  la  exclusión  del  Derecho  Penal  de  las  estipulaciones  del 
Tratado  á  celebrar.  Destruye  la  misión  y  ataca  la  existencia  mis- 
ma del  Congreso,  consagrada  por  pactos  internacionales  que  ca- 
recemos de  la  facultad  de  revisar  y  que  tenemos  por  el  contra- 
rio el  deber  de  cumplir  extrictamente. 

He  demostrado  ya,  en  efecto,  que  este  Congreso  no  ha  na- 
cido ni  funciona  de  una  manera  arbitraria  y  caprichosa;  que  él 
existe  y  procede  en  virtud  de  un  protocolo  y  de  una  invitación 
de  los  Gobiernos  Argentino  y  Oriental;  que  ella  mereció  la  ad- 
hesión délos  demás  países  representados  en  su  seno,  y  que  su  úni- 
co y  verdadero  cometido  fué  la  celebración  de  uno  ó  varios  trata- 
dos sobre  los  diversos  tópicos  del  Derecho  Internacional  Privado, 
sin  exclusión  alguna.  Así,  pues,  sin  reaccionar  contra  todo  lo  he- 
cho, sin  echar  abajo  lo  convenido  y  sin  violentar  la  voluntad  ma- 
nifiesta de  las  naciones  que  tenemos  el  honor  de  representar,  no 
podemos  desnaturalizar  este  Congreso  para  sustituir  la  celebra- 
ción de  tratados  en  toda  regla,  por  la  mera  recomendación  de 
leyes  de  orden  puramente  interno. 

Aún  cuando  tuviésemos  la  opción  sobre  la  forma  y  carác- 
ter que  hubiéramos  de  imprimir  á  nuestras  deliberaciones,  debe- 
ríamos todavía  preferir  la  celebración  de   tratados  á    la  sanción 
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de  leyes  internas,  no  obstante  la  opinión  contraria  del  Señor 
Plenipotenciario,  quien  se  dejaba  alucinar  por  la  halagüeña  ilu- 
sión de  que  nuestros  trabajos  pudieran  servir  de  norma  para 
uniformar  la  legislación,  no  solo  de  los  países  aquí  reunidos,  sino 
de  todos  los  que  forman  la  comunidad  internacional  del  mundo 
civilizado  y  cristiano. 

Autores  notabilísimos,  como  Laurent,  dignos  del  respeto 
de  todos,  tanto  por  la  profundidad  de  su  ciencia  como  por  la 
nobleza  de  sus  aspiraciones,  cuan  opuestos  sean  los  principios 
fundamentales  de  nuestras  respectivas  escuelas,  sostienen  y  de- 
muestran que  perseguir  la  unidad  legislativa,  no  digo  de  todos 
los  pueblos  de  la  tierra,  sino  aún  de  aquellos  más  ligados  por 
los  vínculos  de  la  proximidad,  del  origen,  de  la  situación  y  del 
interés,  es  correr  tras  una  utopía  generosa,  pero  irrealizable,  sa- 
crificando en  sus  aras  lo  útil,  lo  posible,  lo  necesario  y  lo  sufi- 
ciente. Así,  la  naturaleza  de  las  cosas,  independientemente  de  las 
convenciones  humanas,  nos  obligaría  siempre  á  preferir  el  pro- 
cedimiento seguido  por  el  Congreso  al  sustentado  por  el  Señor 
Plenipotenciario. 

Por  lo  mismo,  por  más  sinceramente  que  aplauda  sus  ele- 
vados anhelos  y  por  más  que  involuntariamente  me  contagie  su 
generosa  aspiración,  no  puedo  menos  de  advertirle  que,  si  algún 
camino  pudiera  conducirnos  á  la  realización  de  tan  gran  deside- 
rátum, sería  precisamente  el  modesto,  pero  seguro  temperamen- 
to de  celebrar  gradualmente  tratados  que  diriman  los  puntos 
capitales  de  los  conflictos  más  frecuentes  entre  las  leyes  de  nues- 
tras propias  naciones,  difundiendo  entre  todas  ellas  una  positiva 
comunidad  de  derecho  en  el  sentido  internacional  y  echando  á 
lo  largo  de  la  vía  los  jalones  que  han  de  marcar  los  rumbos  del 
futuro  hacia  la  unidad  legislativa  si  es  que  la  humanidad  está  des- 
tinada á  alcanzarla  en  algún  remoto  día. 

Adhiero  sin  reserva  á  los  merecidos  elogios  que  el  Señor 
Plenipotenciario  acaba  de  tributar  á  la  liberalidad  de    los  prin- 
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cipios  capitales  de  la  legislación  del  Brasil  en  relación  á  los  ex- 
tranjeros y  me  ha  de  permitir  que  con  idéntica  satisfacción  á  la 
que  él  experimentaba,  le  diga  á  mi  turno  que  la  legislación  de 
la  República  Argentina  como  la  de  todos  los  Estados  invitados 
al  Congreso,  que  él  ha  manifestado  no  conocer,  obedecen  feliz- 
mente á  principios  no  menos  liberales  y  responden  por  tan- 
to ampliamente  á  todas  las  exigencias  de  la  ciencia  moderna.  En 
todas  ellas  el  extranjero  goza  de  los  derechos  civiles  del  nacio- 
nal en  virtud  de  leyes  explícitas  y  hasta  de  acuerdo  con  prescrip- 
ciones constitucionales. 

Mas  ¿en  qué  se  opone  esto  al  ajuste  de  un  Tratado  de  Dere- 
cho Penal  Internacional?  Al  contrario,  como  lo  dicen  distinguidos 
escritores,  la  igualdad  de  derechos  entre  nacionales  y  extranje- 
ros es  precisamente  la  piedra  angular  del  Derecho  Internacio- 
nal Privado.  Y  si  pudiera  tener  el  ánimo,  que  declaro  no  abrigar, 
de  hacer  un  paralelo  desventajoso  para  el  Brasil  me  bastaría  re- 
ferirme á  las  palabras  del  mismo  Señor  Plenipotenciario,  quien, 
después  de  declarar  expontáneamente  que  la  entrega  de  ios  na- 
cionales por  vía  de  extradición  es  científica,  política  y  moral, 
agrega  que  no  podría  sin  embargo  aceptarla  como  estipulación 
internacional  por  ser  contraria  á  la  Constitución   del  Imperio. 

Fundado  en  estas  breves  consideraciones,  sostengo,  pues 
que,  sin  perjuicio  de  agradecer  debidamente  la  valiosa  coopera- 
ción que  el  Señor  Plenipotenciario  se  ha  dignado  ofrecernos, 
sus  opiniones  y  sus  reservas  no  pueden  detenernos  en  el  curso 
de  nuestros  trabajos  y  muchos  menos  inducirnos  á  variar  el  ca- 
rácter que  les  hemos  impreso.  El  Derecho  Penal  debe  ser  una  de 
las  materias  que  constituya  las  estipulaciones  de  un  tratado  es- 
pecial ó  que  ha  de  formar  parte  de  un  tratado  general,  según  lo 
que  oportunamente  se  decida.  Si  el  Brasil,  por  respeto  á  su 
Constitución,  por  causa  de  sus  leyes  ó  por  las  instrucciones  del 
Señor  Plenipotenciario,  no  puede  asentir  á  nuestros  trabajos 
para  la  celebración  de  un  Tratado  sobre  Derecho  Penal,  jamás 
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lo  deploraremos  demasiado  y  aseguro  que  por  mi  parte  lo  de- 
ploraré profundamente. 

Mas  de  ahí,  á  que  todas  las  demás  naciones  concurrentes, 
que  obedecen  á  otras  constituciones,  que  tienen  otras  leyes  y 
cuyos  Plenipotenciarios  han  recibido  distintas  instrucciones, 
abandonen  la  tarea  comenzada  ó  le  impriman  un  carácter  di  a- 
metralmente  opuesto,  absteniéndose  de  hacer  un  Tratado  Inter- 
nacional para  limitarse  á  recomendar  la  sanción  de  una  ley  de 
orden  puramente  interno,  hay  una  distancia  inmensa  y,  por  más 
deferencias  que  guardemos  al  Brasil  y  á  su  digno  Representante, 
no  podemos  llegar  hasta  ahí. 

Si  cada  una  de  las  naciones  representadas  en  el  Congreso, 
hubiera  de  invocar  sus  leyes  internas  como  un  obstáculo  insal- 
vable para  una  Convención  Internacional,  la  reunión  del  Con- 
greso habría  francamente  carecido  de  objeto.  Ninguna  de  estas 
naciones  puede  aspirar  razonablemente  á  que  las  otras  declinen 
de  sus  leyes  para  aceptar  las  suyas  exclusivamente.  Todas  son 
igualmente  independientes:  todas  son  igualmente  soberanas. 
Desde  que  el  Brasil  no  pudiera  adherir  á  un  tratado  por  causa 
de  sus  leyes  internas,  la  República  Argentina,  la  Oriental,  la  de 
Chile  y  todas  las  demás  podrían  decir  otro  tanto  y  el  tratado 
resultaría  en  consecuencia  imoosible.  Tenemos  entonces  que 
buscar  el  fundamento,  el  objeto  y  el  contenido  del  tratado,  no 
en  las  decisiones  de  las  leyes  internas  de  cada  país,  sino  en  los 
elevados  principios  que  la  ciencia  del  Derecho  Internacional 
Privado  consagra. 

Los  Plenipotenciarios  Argentinos  hemos  ofrecido  un 
ejemplo  fecundo  en  este  orden  de  ideas.  Jamás  nos  hemos  ceñido 
á  lo  que  nuestros  códigos  patrios  disponen  y  nos  hemos  por  el 
contrario  preocupado  de  averiguar  lealmente  si  tales  disposicio- 
nes, en  tanto  cuanto  se  rozan  con  el  Derecho  Internacional  Pri- 
vado, son  ó  no  justas.  Cuando  hemos  creído  que  ellas  no  están 
abonadas  por  la  ciencia  y  la  experiencia,  no  hemos  vacilado  en 
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tomar  la  iniciativa  para  hacerlas  á  un  lado  y  basar  nuestros  votos 
sobre  los  principios  aconsejados  por  el  mutuo  interés  y  la  más 
sana  jurisprudencia.  Únicamente  animados  de  este  espíritu, 
como  lo  están  sin  duda  nuestros  ilustrados  colegas,  es  que  po- 
dremos arribar  a  la  elaboración  de  los  tratados  á  que  todos  as- 
piramos. De  lo  contrario,  la  reunión  de  este  Congreso  habria 
sido  quimérica  y  nugatoria. 

Para  terminar,  declaro,  con  toda  la  sinceridad  de  que  soy 
capaz,  que,  al  tomar  la  palabra,  no  he  abrigado  el  propósito  de 
aceptar  una  discusión,  ni  mucho  menos  de  provocarla.  Mi  objeto 
ha  sido  únicamente  sacar  al  Congreso,  hasta  donde  las  dificul- 
tades especiales  del  caso  me  lo  permitían,  de  la  situación  anó- 
mala, inmerecida  é  inaceptable  en  que  habría  quedado,  si  las 
observaciones  con  que  el  Señor  Plenipotenciario  ha  creído  deber 
deslindar  su  actitud,  hubieran  pasado  sin  respuesta. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

Votado  el  artículo  9.0  es  aprobado  en  estos  términos: 

<  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  en  alta   mar,  ó  en 

>  aguas  neutrales  son  juzgados  y  penados  por  las  leyes  del  Es- 

>  tado  á  que  pertenece  el  buque  de  guerra  ó  mercante  en  el 
*  cual  se  perpetran.  > 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 
La  República  de  Bolivia; 
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La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo   io 

«  Los  crímenes  y  delitos  perpetrados  abordo  de  los  bu- 
»  ques  de  guerra  que  se  encuentran  en  aguas  territoriales  de 
»  una  Nación  extranjera,  se  juzgan  y  penan  por  los  tribunales  y 
»  por  las  leyes  del  Estado  á  que  pertenecen. 

»  Rige  el  mismo  principio  respecto  de  los  crímenes  y 
»  delitos  cometidos  fuera  de  los  buques,  por  individuos  de  la 
»  tripulación  ó  que  ejerzan  algún  cargo  en  ellos,  cuando  con 
»  arreglo  al  artículo  2.°  solo  afecten  el  orden  disciplinario  de  los 
»  mismos. 

>  Si  esos  crímenes  ó  delitos  se  cometen  entre  individuos 
»  no  pertenecientes  al  personal  del  buque,  serán  justiciables  con 
»  arreglo  á  las  leyes  y  por  los  tribunales  del  Estado  en  cuyas 
7  aguas  territoriales  se  encuentra.  » 

El  Señor  Prats  indicó  la  conveniencia  de  sustituir  las 
palabras  crímenes  y  delitos;  en  los  incisos  2.°  y  3.0  del  artículo 
en  debate,  por  las  de  hechos punibles,  pues  no  comprende  críme- 
nes y  delitos  que  solo  afecten  el  orden  disciplinario  de  los  bu- 
ques. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña,  contestando  al  Señor 
Prats,  dijo:  que  podría  presentarse  el  caso  de  un  crimen:  cuando 
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por  ejemplo  una  guardia  de  un  buque  de  guerra  baja  á  tierra, 
con  permiso  del  soberano  territorial,  con  el  objeto  de  hacer 
honores  militares,  ó  con  otro  cualquiera,  estando  en  forma- 
ción, puede  suceder  que  se  cometa  un  crimen  en  sus  filas,  y 
éste  hecho  es  regido  por  la  ley  de  la  bandera  del  buque  y 
no  por  la  ley  del  territorio.  El  permiso  concedido  á  la  guar- 
dia, agregó,  implica  el  consentimiento  de  regirse  por  sus  pro- 
pias ordenanzas. 

El  Señor  PRATS  insiste  en  creer  que  la  sustitución  de  pa- 
labras que  propone  es  conveniente,  porque  están  comprendidos 
en  ellas  todos  los  casos  que  puedan  ocurrir. 

Indicó  también  que  en  el  tercer  inciso  del  mismo  artículo 
se  dijese:  juzgados  en  vez  de  justiciables. 

Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  los  Señores 
Saenz  Peña,  Ramirez,  Quintana,  Gálvez,  Matta  y  Caminos,  se 
admiten  las  indicaciones  del  Señor  Prats. 

Votado  el  artículo  10  se  aprueba  en  la  siguiente  forma: 

«  Los  crímenes  y  delitos  perpetrados  abordo  de  los  bu- 
»  ques  de  guerra  que  se  encuentran  en  aguas  territoriales  de 
»  una  nación  extranjera,  se  juzgan  y  penan  por  los  tribunales  y 
»  por  las  leyes  del  Estado  á  que  pertenecen. 

»  Rige  el  mismo  principio  respecto  de  los  hechos  puni- 
»  bles  cometidos  fuera  de  los  buques  por  individuos  de  la  tri- 
»  pulación  ó  que  ejerzan  algún  cargo  en  ellos,  cuando  con 
»  arreglo  al  artículo  2.°  solo  afecten  el  orden  disciplinario  de 
»  los  mismos. 

»  Si  esos  hechos  punibles  se  cometiesen  entre  individuos 
»  no  pertenecientes  al  personal  del  buque,  serán  juzgados  con 
»  arreglo  á  las  leyes  y  por  los  tribunales  del  Estado  en  cuyas 
»  aguas  territoriales  se  encuentra.» 
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Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el  artículo  II. 

<  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  abordo  de   un   buque 

>  de  guerra  ó  mercante  en  las  condiciones  prescriptas  en  el   ar- 

>  tículo  2.°,  serán  juzgados  y  penados  con  arreglo  á  lo   que   es- 

>  tatuye  dicha  disposición.  > 

El  Señor  Prats  pidió  la  supresión  de  este  artículo,  por- 
que lo  creía  una  consecuencia  del  artículo  2.°,  al  cual  él  se  había 
opuesto. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  dijo:  la  Comisión  ha  creí- 
do, que  apesar  de  haber  estatuido  todos  los  principios  que  deben 
regir  las  materias  de  jurisdicción  territorial,  debía  establecer 
también  principios  especiales  que  determinasen  la  jurisdicción 
abordo  de  los  buques,  y  lo  ha  hecho  así,  porque  los  usos  y  prin- 
cipios que  rigen  la  jurisdicción  marítima,  son   materia   de   con- 
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trovérsias  que  no  se  producen  cuando  aquella  se  refiere  al  terri- 
torio. 

Recuerda,  por  otra  parte,  que  el  artículo  1 1  comprende 
no  solo  los  buques  de  guerra,  que  indiscutiblemente  gozan  de 
los  privilegios  de  la  extraterritorialidad,  sino  también  á  los  bu- 
ques mercantes,  sobre  los  cuales  numerosos  autores  discuten  el 
alcance  que  deben  tener,  y  el  imperio  que  han  de  ejercer  sobre 
estas  naves,  las  leyes  del  Estado  á  que  pertenecen. 

Se  vota  el  artículo  1 1,  siendo  aprobado  en  estos  términos: 

«  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  abordo   de  un  buque 

>  de  guerra  ó  mercante  en  las  condiciones  prescriptas  en  el  ar- 

>  tículo  2.°,  serán  juzgados  y  penados  con  arreglo  á  lo  que  esta- 
j  tuye  dicha  disposición.  > 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay; 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile» 

Se  puso  en  discusión  el 


Artículo   12 

«  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  abordo  de  los  buques 
2  mercantes,  son  juzgados  y  penados  por  la  ley  del  Estado  en 
i  cuyo  territorio  marítimo  se  encuentran.  » 

El  Señor  PRATS  hizo  algunas  observaciones  respecto  de 
la  redacción  del  artículo,  la  cual  no  le  parece  muy  correcta. 

En  seguida  se  suscitó  una  breve  discusión  al  respecto,  en 
la  que  tomaron  parte  el  Señor  Presidente,  y  los  Señores  Ramí- 
rez, Saenz  Peña,  Prats,  Vaca-Guzman,  Matta  y  Figueira. 

El  SEÑOR  Prats  pidió  que  se  suspendiera  el  debate  de 
este  artículo,  porque  tenía  que  hacer  algunas  observaciones,  y 
le  faltaba  el  tiempo  para  ello,  en  razón  de  lo  avanzado  de  la 
hora. 


Asi  se  acordó,  levantándose  la  Sesión  á  las  6.30  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl.  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B. Prats 
José  Z.  Caminos 

M.  M.  Gálvez 
Gonzalo    Ramírez 


ACTA    NUMx    16 


SESIÓN  DEL  12  DE  DICIEMBRE  DE  1888 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  sesión  se  abre  á  las  3.  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  ñrmó  el  Acta  de  la  sesión  anterior. 

Continúa  la  discusión  del  artículo  1 2  del  Proyecto  de  Tra- 
tado sobre  Derecho  Penal. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propuso  que  el  artícu- 
lo en  debate  fuera  redactado  como  sigue: 

<  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  abordo  de  los  buques 

>  mercantes,  son  juzgados  y  penados  por  la   ley  del  Estado  en 

>  cuyas  aguas  jurisdiccionales  se  encontraba  el  buque  al  tiempo 

>  de  perpetrarse  la  infracción.  » 

Como  se  vé,  dijo,  el  espíritu  del  artículo  es  el  mismo,  sola- 
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mente  ha  tratado  de  darle  una  forma  más  clara,  según  lo  habían 
indicado  algunos  de  los  Señores  Plenipotenciarios  que  tomaron 
parte  en  el  debate  en  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña,  manifestó:  que  la  Comi- 
sión aceptaba  la  modificación  propuesta. 

Se  vota  el  artículo  12  y  es  aprobado  en  los  términos  indi- 
cados por  el  Señor  Doctor  Vaca-Guzman. 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  13 

<  Se  declaran  aguas  territoriales,  á  los  efectos  de  la  juris- 

>  dicción  penal,  las  comprendidas  en  la  extensión  de  cinco   mi- 

>  lias  desde  la  costa  de  tierra  firme  é  islas  que  forman  parte  del 
»  territorio  de  cada  Estado.» 
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No  siendo  observado,  se  puso  á  votación  y  se  aprueba. 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  14 

«  Los  crímenes  considerados  de  piratería  por  el   Derecho 

>  Público  Internacional  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  del   Es- 

>  tado  bajo  cuyo  poder  caigan  los  delincuentes.» 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  manifestó: 
que  las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  13  y  14  per- 
tenecen á  la  esfera  del  Derecho  Internacional  Público,  del  cual 
no  le  parece  conveniente  separar  la  materia  para  incluirla  en  una 
Convención  sobre  Derecho  Internacional  Privado;  no  solamente 
por  ser  extraña  á  ésta,  sino  también  porque  la  jurisdicción  penal 
debe  aprovechar  ó  perjudicar  cualquier  modificación  que  el  De- 
recho Internacional  venga  á  introducir,  tanto  sobre  la  extensión 
de  las  aguas  territoriales  de  cada  Estado,  como  sobre  la  definición 
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de  los  crímenes  de  piratería  considerados  por  el  Derecho  Públi- 
co Internacional:  no  le  parece  que  pueda  ser  objeto  de  contes- 
tación la  competencia  generalmente  reconocida  de  la  jurisdic- 
ción del  Estado  en  cuyo  poder  caigan  los  delicuentes  piratas 
para  conocer  de  sus  crímenes,  ni  puede  haber  á  tal  respecto  con- 
flicto de  jurisdicción  entre  los  Estados,  ya  por  depender  la  com- 
petencia del  hecho  de  la  captura,  ya  por  ser  tales  delincuentes 
reputados  como  enemigos  públicos  de  todas  las  Naciones. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expuso:  que  la  oposición 
del  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira,  guarda  perfecta  lógica 
con  las  observaciones  que  en  la  sesión  anterior  presentó  al  Hono- 
rable Congreso.  Desde  que  considera  que  el  Derecho  Penal  sale 
del  límite  y  de  los  términos  del  Derecho  Internacional  Privado, 
es  bien  claro  que  todas  y  cada  una  de  las  disposiciones  consig- 
nadas en  este  Proyecto,  y  que  al  Derecho  Penal  se  refieren,  las 
ha  de  encontrar  fuera  del  alcance  que  quiere  dar  á  la  misión  del 
Honorable  Congreso;  pero  éste  se  ha  colocado  en  una  situación 
diametralmente  opuesta  á  la  indicada  por  el  referido  Señor  Ple- 
nipotenciario. 

Agregó:  que  el  Derecho  Internacional  Privado  es  una  ma- 
teria esencialmente  de  competencia,  x^sí  lo  dice  Brochery  otros 
tratadistas  que  se  ocupan  de  él,  y  que  al  dilucidar  cuestiones  que 
se  refieren  á  la  competencia,  tienen  que  comenzar  por  estable- 
cer la  jurisdicción.  El  artículo  13  determina  la  jurisdicción  del 
Estado  bajo  cuyo  poder  caigan  los  delicuentes,  y  el  1 5  la  pira- 
tería. Respecto  de  ésta,  observó,  que  es  un  acto  que  puede  ser 
perpetrado  tanto  en  alta  mar  como  en  aguas  territoriales,  estan- 
do por  consiguiente  perfectamente  tratado  en  el  Derecho  Inter- 
nacional, que  debe  empezar  por  consignar  toda  la  materia  rela- 
tiva á  la  jurisdicción. 

Dijo,  además,  que  el  artículo  en  debate  determina  la  forma 
y  la  jurisdicción  competente  para  castigar  el  delito  de  piratería, 
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porque  ocupándose  el  Honorable  Congreso  del  Derecho  Penal, 
le  parece  lógico  ocuparse  también  de  los  delitos  que  pueden 
dar  lugar  á  conflictos  de  jurisdicción. 

Añadió:  que  se  adelantaría  bien  poco  con  que  la  legislación 
interna  de  cada  Estado  se  reconociera  competente  para  juzgar 
la  piratería  en  casos  determinados,  si  los  Estados  aquí  represen- 
tados le  reconociesen  ese  derecho. 

Terminó  diciendo:  que  precisamente  dictar  reglas  para 
evitar  conflictos  y  dirimirlos  en  caso  de  que  se  produzcan,  es  el 
objeto  principal  de  los  trabajos  de  este  Congreso. 

Votado  el  artículo  14,  es  aprobado  en  estos  términos: 

«  Los  crímenes  considerados  de  piratería  por  el  Derecho 
>  Público  Internacional,  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  del  Es- 
»  tado  bajo  cuyo  poder  caigan  los  delincuentes,» 

Votaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 


Por  la  negativa: 


El  Imperio  del  Brasil. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  hizo  presente  que  por 


—  295  — 

acuerdo  de  la  Comisión  de  Derecho  Penal,  se  resolvió  que  él 
fuera  miembro  informante  del  Proyecto  en  general,  y  contestara 
las  observaciones  que  se  dirijieran  al  título  de  la  jurisdicción. 

Habiendo  terminado  su  cometido  en  dicho  carácter,  ma- 
nifestó: que  el  título  relativo  al  Asilo  debe  ser  sostenido  por  el 
Señor  Doctor  Chacaltana,  el  de  la  Extradición,  por  el  Señor 
Doctor  Caminos,  y  los  otros  puntos  del  Proyecto  por  el  Señor 
Doctor  Ramírez. 

Se  pasa  al 

TÍTULO    II 

DEL  ASILO 
Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  ij 

<  Ningún  delincuente  que  se  asile  en  el  territorio  de  un 

>  Estado  podrá  ser  entregado  á  las  autoridades  de  otro,  sino  de 

>  conformidad  á  las  reglas  que  rigen  la  extradición.  » 

El  SEÑOR  PRATS  propuso  que  se  dijera:  podrá  ser  recla- 
mado ó  sino  comprendiéndolo  todo,  decir:  solo  y  de  conformidad 
á  las  reglas  del  presente  Tratado  podrá  tener  lagar  la  extradición 
entre  las  naciones  contratantes. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana,  dijo:  que  con  la  primera 
modificación  parece  que  se  dejara  al  Estado  que  entrega,  la  li- 
bertad de  acción  para  acceder  al    pedido    en   forma   distinta, 


mientras  que  dejando  el  artículo  como  lo  presenta  la  Comisión, 
ya  sabe  el  Estado  que  reclama  un  reo,  que  no  se  le  debe  entre- 
gar, sino  se  llenan  las  formalidades  en  él  prescriptas. 

En  cuanto  á  la  segunda  forma  indicada,  le  parece  que  más 
bien  se  refiere  al  derecho  de  extradición  que  al  asilo.  El  título 
de  la  extradición  tiene  un  principio  establecido,  dijo,  más  ó  me- 
nos en  esa  forma;  pero  el  que  se  discute  es  un  principio  que  se 
refiere  más  al  asilo  que  á  la  extradición. 

El  SEÑOR  PRATS  expuso:  que  según  la  impresión  que  le 
había  dejado  la  lectura  del  artículo,  le  parece  que  se  trata  de 
imponer  una  obligación  al  Estado  de  quien  se  solicita  la  extra- 
dición. Cree  que  el  pensamiento  dominante  de  la  disposición  no 
está  perfectamente  traducido,  —pues  él  es  que  no  se  reclame  ni 
se  entregue  sino  de  conformidad  al  Tratado. 

Por  consiguiente,  entiende  que  eso  mismo  debiera  estable- 
cerse con  toda  claridad. 

Agregó:  que  es  indiscutible  el  derecho  de  reclamar,  lo  que 
puede  objetarse  es  que  se  reclame  con  la  obligación  correlativa 
respecto  de  ese  derecho,  que  es  el  principio  dominante  de  la 
disposición. 

Propuso  esta  fórmula:  Solo  de  conformidad á  las  reglas  del 
presente  Tratado  podrá  tener  lugar  la  extradición. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  dijo:  que  suponiendo 
que  la  modificación  indicada  por  el  Señor  Prats  es  de  forma, 
sostiene  que  el  artículo  propuesto  por  la  Comisión  es  mas  com- 
prensivo que  aquella.  Si  todos  los  Estados,  agregó,  representa- 
dos en  este  Congreso,  aceptan  las  disposiciones  del  artículo  en 
debate,  todos  ellos  se  comprometen  á  seguir  el  principio  en  él 
consignado,  de  no  entregar  á  un  reo  asilado  en  el  territorio,  sino 
de  conformidad  á  las  reglas  establecidas  para  la  extradición. 

En  este  sentido,  cree  que  el  artículo  debe  mantenerse,  y 
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aún  cuando,  como  ha  dicho  anteriormente,  la  parte  relativa  á  la 
extradición  se  funda  en  principios  que  tienen  el  mismo  alcance 
del  citado  artículo,  sin  embargo,  la  Comisión  ha  creído  conve- 
niente colocarlo  también  en  el  título  del  asilo,  para  establecer 
el  principio  general  que  rige  á  tocios  los   casos  de  extradición. 

El  Señor  Prats  pidió  al  Señor  Presidente  se  sirviera  po- 
ner á  votación  las  indicaciones  que  se  hacían  tendentes  á  modi- 
ficar, en  alguna  manera,  los  artículos  propuestos  por  la  Comisión, 
lo  que  nunca  se  hacía,  pues  no  se  había  votado  aún  ninguna  me- 
dicación. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  se  opone  á  lo  propuesto 
por  el  Señor  Prats,  porque  cree  que  en  todos  los  cuerpos  cole- 
giados se  usan  procedimientos  contrarios. 

Agregó:  que  cuando  se  trata  de  modificaciones  que  alteran 
un  artículo,  entonces  el  Congreso,  si  cree  más  aceptables  aquellas 
que  éste,  lo  rechaza  y  pone  después  á  votación  dichas  modifica- 
ciones. Que  este  es  el  procedimiento  que  corresponde  adoptar 
en  el  presente  caso. 

El  Señor  PRATS  dijo  :  hay  casos  en  que  no  se  debe  pro- 
ceder de  otra  manera  que  votando  las  indicaciones.  Esto  sucede, 
v.  g.,  cuando  nadie  hace  oposición  á  un  artículo  en  discusión,  en 
cuanto  á  su  fondo  ó  al  principio  que  en  él  se  establece;  pero 
hay,  no  obstante,  alguna  indicación  de  detalle  que  importa  una 
ligera  agregación,  supresión,  ó  modificación.  Lo  que  debe  ha- 
cerse, á  su  juicio,  es  dar  por  aprobado  el  artículo,  sin  perjuicio 
de  votarse  la  indicación,  y  recibir,  acto  continuo,  votación  sobre 
la  indicación. 

Según  el  procedimiento  actual,  cual  es,  recibir  votación 
sobre  el  artículo  original  únicamente,  dando  por  rechazadas 
todas  las  indicaciones,  puede  resultar  que  los  que  estén  por  la 
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modificación  lo  rechacen,  con  ia  esperanza  de  que  sea  aprobado 
con  la  modificación  después,  y  así  aparecerá  el  artículo  con  uno, 
dos  ó  más  votos  en  contra.  En  tanto  que  votada  la  indicación 
expresamente,  y  rechazada,  el  artículo  original  aparecerá  apro- 
bado por  unanimidad. 

El  Señor  Presidente  cree  que  lo  que  corresponde  es 
que  el  Congreso  declare  si  debe  votarse  como  lo  indica  el  Señor 
Prats. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  propuso  que  se  vote  en 
esta  forma:  si  ha  de  tener  preferencia  en  la  votación  el  Proyecto 
de  la  Comisión  ó  la  modificación  del  Señor  Prats. 

El  Señor  Presidente  puso  á  consideración  del  Honora- 
ble Congreso  si  el  proyecto  de  la  Comisión  había  de  votarse 
antes  que  las  indicaciones  que  se  hagan. 

Se  resolvió  en  sentido  afirmativo. 

Votado  el  artículo  15,  es  aprobado  en  esta  forma: 

<  Ningún  delincuente  que  se  asile  en  el  territorio  de  un 
»  Estado,  podrá  ser  entregado  á  las  autoridades  de  otro,  sino  de 
»  conformidad  á  las  reglas  que  rigen  la  extradición.  » 

Votaron : 

Por  la  afirmativa  : 

La  República  Argentina; 
La  República  de  Bolivia; 
La  República  de  Chile; 


—  299  — 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el  artículo  16. 

c  El  asilo  es  inviolable  para  los  perseguidos  por  delitos 

>  políticos,  pero  la  Nación  de  refugio,  tiene  el  deber  de  impedir, 

>  que  los  asilados  realicen  en  su  territorio,  actos  que  pongan  en 

>  peligro  la  paz  pública  de  la  Nación  contra  la  cual  han  delin- 
»  quido.  > 

El  Señor  Prats  opinó  por  la  supresión  de  este  artículo, 
porque  no  hace  más  que  establecer  todo  lo  que  se  determina  en 
el  resto  del  título  relativo  á  la  extradición,  y  muy  expresa  ó 
literalmente  en  el  artículo  23,  lo  cual  le  parece  una  redundancia. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  dijo:  que  indudable- 
mente el  artículo  16,  consigna  el  mismo  principio  que  el  23; 
pero  al  tratarse  del  asilo,  no  podía  dejarse  de  establecer  como 
principio  fundamental,  su  inviolabilidad  para  ciertos  y  determi- 
nados casos. 

Pero  convenía  también  dejar  consignado,  que  la  inviola- 
bilidad de  ninguna  manera,  podía  y  debía  afectar  los  intereses 
y  derechos  del  Estado  extranjero  que  perseguía  un  delincuente 
político. 

Concluyó  manifestando :  que  si  la  primera  parte  del  artí- 
culo 16  tiene  el  mismo  alcance  que  el  artíeulo  23,  la  Comisión 
de  redacción,  al  revisar  el  Tratado  después  de  aprobado,  verá  si 
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es  ó  no  conveniente  suprimir  ese  principio  de  alguno  de  los  dos 
artículos  citados  ó  dejarlos  como  están;  pero  por  el  momento,  le 
parece  que  debe  aprobarse  el  artículo  en  la  forma  en  que  está 
concebido. 

El  Señor  PRATS  significó  que  temía  que  quedara  consig- 
nado como  resolución  del  Congreso,  que  habría  una  Comisión 
de  redacción,  la  cual  iría  hasta  el  punto  de  suprimir  artículos. 

Llamó  la  atención  del  Honorable  Congreso  al  respecto, 
diciendo  que  eso  no  era  nada  correcto,  y  que  se  opone  decidida- 
mente á  esa  teoría,  porque  le  parece  que  cada  artículo  debe  dic- 
tarse tal  cual  es  y  tal  cual  ha  de  quedar. 

Se  podría  consentir,  agregó,  que  se  cambiase  una  palabra 
ó  se  pusiese  una  coma,  pues  es  cuestión  de  mero  lenguaje;  y  es- 
to con  ciertas  restricciones,  pero  dejar  un  artículo  en  la  inteli- 
gencia de  que  lo  redactará  mas  tarde  una  Comisión,  en  una 
forma  distinta  de  la  que  tiene;  le  parece  que  traería  dificultades. 
Sostiene  que  cuando  se  dicta  una  ley  es  necesario  fijar  bien 
la  forma  porque  está  tan  íntimamente  ligada  con  el  fondo,  que  á 
veces  se  confunde  el  pensamiento  que  se  tiene,  con  el  que  se  ex- 
presa. 

Protesta,  pues,  de  la  doctrina  que  se  quiere  establecer. 
Concluyó  manifestando  que  hay  que  hacer  un  estudio  se- 
rio y  detenido  de  las  correcciones  de  lenguaje  y  de  redacción;  y 
en  este  caso  cree  que  cuando  se  presenten  observaciones,  deben 
dejarse  para  el  dia  siguiente  á  fin  de  estudiarlas. 

El  SEÑOR  DOCTOR  CHACALTANA  dijo:  que  sin  entrar  á  dis- 
cutir si  las  cuestiones  de  redacción  deben  referirse  á  la  supresión 
de  una  coma  ó  de  una  palabra,  ó  si  por  aquellas  debe  también 
entenderse  el  cambio  de  giro  al  expresar  el  pensamiento,  mani- 
festó que  en  su  concepto  tanto  una  corno  otra  cosa  pueden  alte- 
rar el  fondo  del  pensamiento  consignado  en  el  artículo. 

Por  consiguiente,    no    acepta  de  ningún  modo  que  por 


—  30i  — 

cuestiones  de  redacción  se  entienda  la  supresión  de  una  palabra 
ó  de  una  coma,  porque  esto  también  puede  alterar  tanto  ó  mas 
el  sentido,  que  el  cambio  del  giro  de  la  frase. 

Desde  luego,  expuso,  el  Señor  Prats  no  ha  objetado  ni 
la  forma  ni  el  fondo  del  artículo  16: — ha  dicho  simplemente 
que  el  pensamiento  consignado  en  él  está  expresado  también 
en  el  23. 

Le  parece,  pues,  que  lo  natural  sería  aceptar  la  forma  y  el 
fondo  del  artículo  16  y  que  el  Señor  Prats  votase  oportunamen- 
te en  contra  del  23. 

El  Señor  Prats,  dijo:  que  abundaba  en  la  manera  de  pen- 
sar del  Señor  Doctor  Chacaltana  en  cuanto  se  refiere  á  que  no 
se  debe  alterar  ni  una  palabra  ni  una  coma,  y  ésta  ha  sido  siem- 
pre su  opinión. 

No  obstante,  agregó,  por  no  ser  tan  severo,  consintió  en 
que  se  modificase  una  coma  ó  una  palabra,  pero  bien  entendido 
siempre  que  esa  modificación  no  alterase  el  sentido. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  expresó:  que 
además  de  ser  extraña  al  Derecho  Internacional  Privado,  to- 
da la  materia  referente  al  asilo  de  que  se  ocupa  el  título  2,c  le  pa- 
rece que  las  disposiciones  de  los  artículos  ióy  17,  de  los  cuales 
tratará  en  conjunto  para  mayor  brevedad,  se  refieren  á  las  rela- 
ciones de  Nación  á  Nación  y  á  las  respectivas  Legaciones,  y  no 
á  las  relaciones  de  individuo á  individuo.  El  artículo  16  contiene 
en  su  primera  parte  un  precepto  que  se  encuentra  consignado  en 
el  artículo  23,  prohibiendo  la  extradición  délos  delincuentes  per- 
seguidos por  motivos  políticos,  y  por  eso  le  parece  supérflua;  y 
en  la  segunda  parte  consagra  el  deber,  sin  .  duda  riguroso,  que 
incumbe  ala  Nación  de  refugio,  de  impedir  que  los  asilados  en 
su  territorio  realicen  actos  que  pongan  en  peligro  la  paz  pública 
de  la  Nación  contraía  cual  han  delinquido;  pero  éste   es   un  de- 
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Der  regido  por  el  Derecho  Público  Internacional,  cuya  ejecución 
depende  de  medios  diplomáticos,  y  aún  de  la  apreciación  de  las 
circunstancias  en  que  se  puedan  encontrar  ambos  Estados,  ó  ca- 
da uno  de  ellos:  el  reclamante  y  el  de  refugio. 

El  Señor  Doctor  ACEVAL  indicó:  que  convendría  sustituir 
la  palabra  inviolable  por  la  de  respetado,  porque,  dejando  aquella 
parecería  que  hay  casos  en  que  el  asilo  puede  ser  violado,  y 
otros  en  que  es  inviolable. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana,  contestando  al  Señor 
Doctor  de  Andrade  Figueira  dijo:  que  es  evidente  que  la  segun- 
da parte  del  artículo  16  tiene  mucha  relación  con  las  materias 
correspondientes  al  Derecho  Internacional  Público,  pero  agregó, 
debe  tenerse  en  consideración  que  así  como  las  diferentes  ramas 
del  derecho  tiene  entre  sí  muchos  puntos  de  contacto  y  á  veces 
al  estudiar  una,  hay  necesidad  de  acudir  á  otras,  así  sucede  tam- 
bién en  estas  dos  ramificaciones  del  Derecho  Internacional  Pú- 
blico y  Privado  cuyas  doctrinas  están  íntimamente  ligadas,  suce- 
diendo que  al  establecer  unas  no  se  puede  prescindir  de  las 
otras,  porque  llegaríamos  al  resultado  de  que  varias  veces  los 
principios  consignados  en  el  Derecho  Internacional  Privado,  es- 
tarían en  oposición  con  los  del  Derecho  Internacional  Público. 
Pero  hay  casos,  como  el  presente,  en  que  después  de  estable- 
cido un  principio  que  pertenece  exclusivamente  al  Derecho 
Internacional  Privado,  como  es  la  primera  parte  del  artículo  16 
no  se  puede  prescindir  de  considerar  esos  principios  íntimamente 
ligados  á  él,  por  mucha  relación  que  tengan  con  el  Derecho  In- 
ternacional Público. 

Dijo  también  que  se  trataba  además  de  una  cuestión  de 
competencia:  la  de  decidir  si  un  individuo  puede  ser  juzgado 
por  el  soberano  del  territorio  en  donde  ha  delinquido  ó  si  debe 
ser  juzgado  por  el  soberano  del  territorio  donde  está  asilado,  ó 
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si  no  debe  ser  entregado  á  la  Nación  que  lo  reclama  para  enjui- 
ciarlo. 

En  cuanto  á  la  observación  hecha  por  •  el  Señor  Doctor 
Aceval,  dijo,  que  las  palabras  será  respetado  significan  en  su 
concepto  lo  mismo  que  inviolable,  porque  en  ambos  casos  debe 
entenderse  que  ningún  Gobierno  podrá  pedir  la  extradición  de 
un  individuo  acusado  de  delitos  políticos  y  que  se  ha  asilado  en 
territorio  extraño. 

El  Señor  Doctor  Quintana  expuso  que  las  objeciones 
aducidas  por  el  Señor  Plenipotenciario  del  Brasil,  contra  todos 
los  artículos  del  Proyecto  en  discusión,  son  de  fondo  ó  son  de 
forma. 

En  cuanto  á  las  de  fondo,  dijo,  que  su  discusión  es  incon- 
ducente, porque  el  Señor  Plenipotenciario  abriga  opiniones  fun- 
damentalmente opuestas  a  las  de  la  Comisión,  que  son  las  de  to- 
dos los  demás  miembros  del  Congreso.  El  Señor  Plenipotencia- 
rio ha  sostenido,  en  la  sesión  anterior,  que  el  Derecho  Penal  no 
puede  ser  incluido  en  el  Derecho  Internacional  Privado,  y  el 
Congreso  ha  decidido  ya  lo  contrario. 

Por  lo  que  hace  á  las  de  forma,  carecen,  en  general,  de  toda 
importancia,  y  la  que  ha  dirigido  en  especial  al  artículo  discuti- 
do, no  la  tiene,  porque,  si  bien  es  cierto  que  las  Naciones  cultas 
no  insisten  en  reclamar  la  extradición  de  los  reos  políticos,  lo 
es  también  que  no  están  conformes  sobre  lo  que  debe  reputarse 
delito  político,  y  mucho  menos  sobre  la  suerte  del  delito  común 
conexo  con  el  político- 

Se  vota  el  artículo  16,  siendo  aprobado  en  esta  forma: 

«  El  asilo  es  inviolable  para  los  perseguidos  por  delitos 
>  políticos,  pero  la  Nación  de  refugio  tiene  el  deber  de  impedir 
que  los  asilados  realicen  en  su  territorio,  actos  que  pongan  en 
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>  peligro  la  paz  pública  de  la  Nación  contra  la  cual   han   delin- 
2>  quido.» 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay, 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  i'/ 

«  El  presunto  reo  de  delitos  comunes  que  se  asilase  en  una 

>  Legación,  deberá  ser  entregado  por  el  jefe  de  ella  á  las  auto- 
i>  ridades  locales,  previa  gestión  del  Ministerio  de  Relaciones 
»  Exteriores,  cuando  no  lo  efectuase  expontáneamente.» 

c  Dicho  asilo  será  respetado  con  relación  á  los   persegui- 

>  dos  por  delitos  políticos;  pero  el  jefe  de  la  Legación  está  obli- 
»  gado  á  poner  inmediatamente  el  hecho   en  conocimiento   del 

>  Gobierno  del  Estado  ante  el  cual  está  acreditado,  quien  podrá 

>  exigir  que  el  perseguido  sea  puesto  fuera  del  territorio  nació - 
»  nal  dentro  del  más  breve  plazo  posible. 

El  jefe  de  la  Legación  podrá  exigir  á  su  vez  las  garantías 
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»  necesarias  para  que  el  refugiado  salga  del  territorio  nacional, 

*  respetándose  la  inviolabilidad  de  su  persona. 

»  El  mismo  principio  se  observará  con  respecto  á  los  asi- 

>  lados  en  los  buques  de  guerra  surtos  en   aguas    territoriales.» 

El  SEÑOR  PRATS  propuso  que  se  suprimiese  la  palabra 
presunto.  Fué  aceptada  esta  indicación. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  expuso:  que  el 
artículo  17  le  parece  que  dá  mérito  ala  misma  censura  que  el  ió, 
tanto  en  la  parte  en  que  trata  del  asilo  en  una  Legación,  de  los 
delincuentes  por  crímenes  comunes,  como  en  la  que  se  refiere 
al  asilo  por  delitos  políticos:  son  disposiciones  relativas  á  la  ma- 
teria política,  cuya  apreciación  debe  antes  correr  por  cuenta  y 
bajo  la  responsabilidad  de  los  Gobiernos,  que  constituir  asunto 
de  un  tratado  especial    sobre  Derecho  Privado    Internacional. 

No  cree  prudente  la  estipulación  relativa  á  la  expulsión 
del  refugiado  político  fuera  del  territorio  nacional  como  obliga- 
ción precisa,  positiva  é  independiente  de  la  apreciación  de  cir- 
cunstancias ocasionales. 

Por  lo  demás,  no  impugna,  en  general,  las    doctrinas   con 
signadas  en  este  como  en  otros  artículos  que  se  han    considera- 
do, pues  antes  bien  reconoce  que  son  correctos. 

Se  vota  el  artículo  17,  siendo  aprobado  en  esta  forma: 

«  El  reo  de  delitos  comunes  que  se  asilase   en  una   Lega- 

>  ción,  deberá  ser  entregado  por  el  jefede  ella  á  las  autoridades 

*  locales,  previa  gestión  del  Ministerio  de  Relaciones  Exterio- 

>  res,  cuando  no  lo  efectuase  expontaneamente. » 

<  Dicho  asilo   será   respetado  con  relación  á  los   perse- 

>  guidos  por  delitos  políticos;  pero  el  jefe  de  la  Legación  está 

>  obligado  á  poner  inmediatamente  el  hecho  en  conocimiento  del 

10 
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>  Gobierno  del  Estado  ante  el  cual  está  acreditado,  quien  podrá 
»  exigir  que  el  perseguido  sea  puesto  fuera  del  territorio  nacio- 
»  nal  dentro  del  mas  breve  plazo  posible. 

>  El  jefe  de  la  Legación  podrá  exigir  á  su  vez  las  garantías 

>  necesarias  para  que  el  refugiado  salga  del  territorio  nacional, 

>  respetándose  la  inviolabilidad  de  su  persona. 

>  El  mismo  principio  se  observará  con  respecto  á  los  asi- 

>  lados  en  los  buques  de  guerra  surtos  en  aguas  territoriales.» 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  18 

«  Exceptúase  de  la  regla  establecida  en  el  artículo  15  á  los 

>  desertores  de  la  marina  de  guerra  surta  en  aguas  territoriales 

>  de  un  Estado. 

>  Esos  desertores,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  de- 

>  berán  ser  entregados  por  la  autoridad  local,  á   pedido  de  la 
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>  Legación  ó  en  defecto  de  ésta,  del  agente  consular  respectivo, 

>  previa  la  prueba  de  identidad  del  presunto  desertor.» 

El  Señor  Prats  pidió  igualmente  que  se  suprimiese  de 
este  artículo  la  palabra  presunto. 

El  Señor  Presidente  propuso  que  se  dijese  la  identidad 
de  la  persona. 

Se  vota  el  artículo  y  queda  aprobado  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

«  Exceptúase  de  la  regla  establecida  en  el   artículo  15a 

>  los  desertores  de   la  marina  de  guerra  surta  en  aguas  territo- 
»  ríales  de  un  Estado. 

»  Esos  desertores,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  de- 

>  berán  se  entregados  por  la  autoridad  local,  á  pedido  de  la  Le- 

>  gación  ó  en  defecto  de  ésta,  del  agente  consular  respectivo,, 

>  previa  la  prueba  de  identidad  de  la  persona.» 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 
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Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 
Continúa  la  sesión. 
Se  entra  á  discutir  el 

TÍTULO   III 

DEL  RÉGIMEN  DE  LA  EXTRADICIÓN 

Artículo   ig 

<  Los  Estados  signatarios  del  presente  Tratado,  estarán 
»  obligados  á  entregarse  los  delincuentes  que  se   refugien  en  su 

>  territorio,  siempre  que  concurran  las  siguientes  circunstancias: 

>  1.a  Que  la  Nación  que  reclama  el  delincuente,  tenga ju- 

>  risdicción   para  conocer  y  fallar  en  juicio  sobre  la 

>  infracción  que  motiva  el  reclamo. 

»   2.a  Que  la  infracción,  por  su  naturaleza,  autorice  la  en- 
trega. 

>  3-a  Que  ta  Nación  reclamante  presente  documentos  que, 

>  según  sus  leyes,  autoricen  la  prisión  y  el  enjuiciamien- 
to del  reo. 

>  4.a  Que  el  delito  no  esté  prescripto  con  arreglo  á  la  ley 

>  del  país  reclamante.» 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  manifestó:  que 
la  materia  de  todo  el  presente  título  3.0  que  se  denomina  <Del 
régimen  de  la  extradición,  >  le  parece  también  extraña  al  Dere- 
cho Internacional  Privado;  antes  bien  es  un  recurso  diplomático, 
regido  por  el  Derecho  Público  Internacional,  bajo  cuyo  régimen 
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pueden  celebrarse,  sin  duda  alguna,  y  de  hecho  se  han  celebra- 
do, frecuentemente,  convenciones  internacionales.  Admitiendo, 
sin  embargo,  la  doctrina  del  artículo  19,  le  parece  que  la  cláu- 
sula 4.a,  relativa  á  la  prescripción  del  delito  según  la  ley  del  país 
reclamante,  es  por  demás  exclusiva,  y  tal  vez  una  consecuencia 
de  la  doctrina  de  la  justicia  penal  territorial.  El  principio  acep- 
tado generalmente,  es  que  rija  la  prescripción  más  favorable  al 
delincuente,  en  vista  de  que,  en  general,  las  Naciones  no  conce- 
den la  extradición  sino  por  hechos  igualmente  punibles  por  sus 
legislaciones   internas. 

El  Señor  Doctor  Caminos  dijo:  que  al  contestar  al  Se- 
ñor Doctor  de  Andrade  Figueira,  no  abundaría  respecto  de  la 
primera  objeción,  en  las  consideraciones  hechas  anteriormente 
por  el  Señor  Doctor  Saenz  Peña,  en  cuanto  á  que  tampoco  la 
extradición  es  materia  propia  del  Derecho  Internacional  Priva- 
do. Pero  como  el  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  ha  agre- 
gado otra  observación  sobre  el  4.0  inciso  de  este  artículo,  hace 
presente  que  ella  contraría  por  completo  el  sistema  de  la  ley 
territorial  que  ha  servido  de  base  á  la  Comisión  para  redactar 
este  Proyecto. 

Añadió:  que  al  establecerse  que  el  delito  no  esté  prescrip- 
to  por  la  ley  del  país  reclamante,  no  se  ha  hecho  sino  rechazar 
la  teoría  inconsistente  de  la  reciprocidad  y  del  paralelismo  de 
las  legislaciones  que  ha  servido  de  base  precisamente  ai  sistema 
contrario. 

La  Comisión  se  ha  fundado  en  un  principio  más  lógico: 
en  el  que  sirve  de  base  á  la  prescripción,  que  no  es  otro  sino  el 
mismo  que  forma  el  fundamento  de  la  penalidad,  es  decir:  el  in- 
terés social  del  país  en  que  se  ha  cometido  el  delito  y  no  el  del 
país  de  refugio,  que  no  teniendo  el  derecho  de  castigar,  tampo- 
co podría  tener  el  de  abdicar  de  ese  mismo  derecho. 

En   este   sentido    el  reo    no  podrá   ser  juzgado  sino  por 
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la    ley  del  país  reclamante,  cuyas  disposiciones  han  sido  vio- 
ladas. 

Terminó  diciendo:  que  la  prescripción  es  una  concepción 
legal  liberatoria  de  la  pena  en  favor  del  delincuente  y  en  virtud 
del  trascurso  del  tiempo;  y  sería  ilógico  conceder  á  la  ley  del 
país  de  refugio,  ó  á  la  ley  más  favorable  al  delincuente,  hacer 
uso  de  esa  liberación,  cuando  no  se  ha  violado  ninguna  ley  te- 
rritorial ni  se  ha  cometido  en  él  delito  alguno. 

El  Señor  Doctor  Aceval  indicó  que  convendría  deter- 
minar en  el  artículo,  con  toda  precisión,  los  documentos  que  de- 
berían enviarse  para  solicitar  la  extradición. 

El  Señor  Doctor  Caminos  dijo:  que  los  documentos  que 
deben  enviarse,  son  aquellos  de  carácter  oficial  y  necesarios  pa- 
ra comprobar  que  en  el  país  reclamante  autorizarían  la  prisión 
del  reo:  que  por  otra  parte,  en  el  artículo  30  del  mismo  Proyec- 
to, se  indican  los  documentos  á  que  alude  el  artículo  en  discu- 
sión, 

El  Señor  Presidente  propuso  que  se  redactase  el  inciso 
2.0  en  esta  forma: 

«Que  el  delito  no  esté  exceptuado  de  extradición,  atendi- 

>  da  su  naturaleza  ó  su  gravedad». 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente 
y  los  Señores  Doctores  Caminos  y  Ramírez  se  propuso  la  si- 
guiente adición  como  inciso  5.0  del  artículo  19. 

cQue  el  reo  no  haya  sido  penado  por  el    mismo    delito   y 

>  cumplido  su  condena  ». 

El  Señor  Doctor  ue  Andrade  Figueira  expresó:  que 
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respecto  de  la  cláusula  5.a  le  parece  que  en  el  mismo  caso  del 
delito  castigado  ó  de  la  sentencia  ejecutada,  está  el  delincuente 
que  hubiera  sido  absuelto,  pues  la  razón  es  la  misma,  y  si  los 
documentos  que  autorizan  la  prisión  del  reo  no  ecluyen  el  primer 
caso,  tampoco  pueden  ecluir  el  segundo. 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  en  esta  forma: 

<  Los  Estados  signatarios  del  presente  Tratado  estarán 
*  obligados  á  entregarse  los  delincuentes  que  se  refugien  en  su 
>  territorio,  siempre  que  concurran  las  siguientes  circunstancias: 

»    i.a  Que  la  Nación  que  reclama  el  delincuente  tenga  ju- 

>  risdicción  para  conocer  y  fallar  enjuicio  sobre  la  in- 
»  fracción  que  motiva  el  reclamo. 

>  2.a  Que  la  infracción,  por  su  naturaleza,  autorice  la  en- 

trega. 
*   3-a  Que  Ia  Nación  reclamante  presente  documentos,  que 

>  según  sus  leyes  autoricen  la  prisión  y   el   enjuicia- 
j  miento  del  reo. 

»  4.a  Que  el  delito  no  esté  prescripto  con  arreglo  á  la  ley 
»  del  país  reclamante. 

>  5.a  Que  el  reo  no  haya  sido  penado  por  el  mismo  delito 

>  y  cumplido  su  condena.  » 


Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 
La  República  de  Bolivia; 
La  República  de  Chile; 
La  República  del  Paraguay; 
La  República  del  Perú; 
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La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil, 

En  discusión  el 

Artículo  20 

«  La  extradición  ejerce  todos  sus  efectos  sin  que  en  nin- 
>  gun  caso  pueda  impedirla  nacionalidad  del  reo.» 

El  Señor  Prats  se  opone  á  este  artículo,  aún  cuando  se 
hace  cargo  de  las  razones  que  lo  han  dictado,  pues  entiende  que 
la  doctrina  que  él  establece  es  aceptada  por  muchas  y  muy  bue- 
nas autoridades,  pero  en  cambio,  hay  muchas  también  y  mejores 
que  la  rechazan. 

En  teoría,  dijo,  los  principios  de  jurisprudencia  autorizan, 
hasta  cierto  punto,  tal  disposición,  pero  no  deja  de  haber  razo- 
nes poderosas  que  obran  en  contra;  y  es  por  eso  que  en  la  ma- 
yor parte  de  los  Tratados  celebrados,  se  reconoce  la  excepción 
de  los  propios  nacionales. 

Citó  la  autoridad  de  Calvo,  el  cual  dice  que  todas  las  con- 
venciones recientemente  celebradas  por  los  diversos  Estados 
Europeos,  establecen  esa  excepción. 

Terminó  expresando:  que  Chile  ha  celebrado  varios  Tra- 
tados en  los  cuales  se  ha  admitido  el  mismo  principio,  al  cual  él 
se  inclina.  Pidió  en  consecuencia  la  supresión  de  dicho  artículo. 

El  Señor  Doctor  Caminos  expuso;  que  era  cierto  que  los 
innumerables  Tratados  celebrados  no  solamente  entre  Estados 
Europeos,  sino  también  entre  éstos  y  los  de  América,  han   esta- 
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blecido  la  cláusula  de  la  no  extradición  de  los  propios  naciona- 
les; pero  este  principio,  agregó,  que  se  ha  consagrado  en 
el  Derecho  Europeo,  es  inaceptable,  no  solo  bajo  el  punto 
de  vista  del  derecho  y  de  la  justicia  en  general,  sino  también 
teniendo  presente  la  base  en  que  reposa  el  Proyecto  en  dis- 
cusión. 

La  nacionalidad,  dijo:  depende  de  las  diversas  legislacio- 
nes y  de  distintas  causas,  estando  ademas,  sujeta  á  muchas  con- 
tingencias. 

Un  peruano  comete  un  delito  en  el  Perú  y  más  tarde  se 
nacionaliza  como  argentino. 

En  este  caso,  se  tendría  que  el  Perú  no  podría  castigar 
aquel  delincuente  por  el  solo  hecho  de  haber  cambiado  de  na- 
cionalidad. 

Esto,  como  se  vé,  tendería  á  consagrar  la  impunidad  de 
un  delito,  lo  que  en  principio  y  precisamente  para  los  fines  que 
se  persiguen  al  celebrar  esta  convención,  no  puede  aceptarse 
de  ninguna  manera. 

Existe,  además,  una  razón  general  en  apoyo  del  principio 
que  establece  el  artículo  en  discusión  y  es  la  de  que  los  mismos 
Estados  en  los  cuales  se  refugiasen  los  delincuentes  están  inte- 
resados y  casi  obligados  á  satisfacer  ó  á  auxiliar  á  la  justicia 
extranjera. 

Er.  Señor  PRATS  propuso  el  artículo  en  la  forma  siguiente: 

>  No  habrá  lugar  á  extradición  respecto  de  los  naciona- 
>  les  asilados  en  su  propia  patria.» 

El  Señor  Doctor  Caminos:  la  modificación  indicada  por 
el  Señor  Prats  si  bien  pone  á  salvo  á  los  que  pudieran  tomar 
otra  nacionalidad,  en  cambio  deja  subsistente  el  principio  res- 
pecto de  los  nacionales. 
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El  Señor  PRATS  dijo  que  tal  era  su  objeto. 

El  Señor  Doctor  Caminos  expresó:  que  eso  sería  des- 
truir el  principio  de  la  ley  territorial,  y  que  por  lo  tanto  insistía 
en  aceptar  el  principio  del  artículo. 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  respetando  la  doctrina  y 
el  principio  que  sostienen  los  Señores  miembros  de  la  Comisión, 
por  su  parte,  siente  no  estar  conforme  con  ellos,  y  opta  por  lo  que 
establece  Calvo,  de  conformidad  á  los  Tratados  últimamente  cele- 
brados por  casi  todas  las  Naciones  de  Europa  y  aun  de  América. 

El  Señor  Doctor  Caminos  expuso:  que  era  exacto  que 
innumerables  autores  defienden  la  doctrina  á  que  se  inclina  el 
Señor  Prats;  pero  la  Comisión,  dijo,  ha  creído  que  ella  es  incon- 
sistente, que  sus  argumentos  no  tienen  base  fija,  considerados 
bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  y  de  la  justicia  penal 

La  Sesión  se  levanta  á  las  6.5  p.  m. 

Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

ManIj  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

CesáreoJChacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    17 


SESIÓN   DEL   14    DE   DICIEMBRE   DE   1888 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

- 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira. 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez; 


La  sesión  se  abre  á  las  3.15  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

Continúa  la  discusión  del  artículo  20  del  Tratado  de  De- 
recho Penal. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  dijo:  el  Señor  miembro 
informante  de  la  Comisión,  ha  dejado  contestadas  ampliamen- 
te, las  objeciones  dirigidas  al  artículo  en  debate;  pero  me  consi- 
dero obligado  á  exponer  mis  propias  opiniones,  porque  al  com- 
batir el  privilegio  de  la  nacionalidad,  cuando  se  quiere  rehusar, 
fundado  en  él,  la  extradición  del  delincuente,  me  he  separado 
de  los  términos  de  la  ley  argentina,  y  quiero  que  mi  gobierno 
pueda  conocer  en  oportunidad  los  motivos  determinantes  de  mi 
voto,  y  de  mi  actitud  deliberada  y  consciente. 

Al  producirme  en  términos  contrarios  á  la  ley  nacional  de 
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extradición,  lo  hago  cediendo  á  un  criterio  jurídico  é  internacio- 
nal, que  debe  presidir,  en  mi  concepto,  las  deliberaciones  del 
Honorable  Congreso;  criterio  de  que  se  prescinde  con  frecuen- 
cia, en  la  sanción  de  leyes  de  carácter  interno,  por  mas  que  ellas 
estén  llamadas  á  actuar,  en  la  vida  de  relación  de  los  Estados; 
las  dificultades  surgen  y  se  palpan  á  medida  que  se  siente  fun- 
cionar el  engranaje  de  estos  mecanismos,  que  complican  la  ju- 
risdicción, y  entonces  debemos  acometer  su  mejoramiento  y  su 
reforma,  libres  de  preocupaciones  locales,  exentos  de  egoismos 
y  animados  de  miras  elevadas,  que  se  inspiren  en  las  verdaderas 
nociones  de  la  ciencia  jurídica. 

Son  tres  los  casos  que  puede  presentar  un  nacional,  en 
los  delitos  producidos  fuera  del  territorio  de  su  Nación. 

Es  el  primero,  cuando  el  culpable  se  mantiene  en  el  ter- 
ritorio extranjero,  donde  cometió  su  crimen;  es  el  segundo, 
cuando  después  ele  delinquir,  el  reo  ha  buscado  asilo  en  un  ter- 
cer Estado,  que  no  es  el  de  su  origen,  pero  tampoco  el  del 
delito;  el  tercer  caso,  que  en  este  momento  nos  ocupa,  ocurre 
cuando  el  culpable  se  ha  refugiado  en  el  territorio  de  su  país  de 
origen. 

La  solución  de  los  dos  primeros  casos,  no  ofrece  dificultad, 
toda  vez  que  hemos  votado  la  territorialidad  de  la  ley  penal; 
los  tribunales  y  las  leyes  del  territorio  en  que  se  ha  delinquido, 
tienen  y  ejercen  una  competencia  indisputable,  que  creo  haber 
demostrado  extensamente  en  el  informe  general;  pero,  en  el  caso 
tercero,  cuando  el  reo  se  ha  asilado  en  su  Nación,  ¿deben  dero- 
garse estos  principios,  por  efecto  del  vínculo  político  del  delin- 
cuente, con  la  Nación  que  le  dio  origen  y  que  le  presta  asilo? — - 
En  otros  términos:  :1a  extradición  y  la  competencia  de  los  tri- 
bunales del  crimen,  deben  deponer  su  jurisdicción  originaria, 
ante  la  nacionalidad  del  delincuente,  cuando  es  su  propio  país 
quien  le  dá  asilo? 

Yo  entiendo,  Señores,  que  este  raro  privilegio  de  la  nació- 
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nalidad,  sustrayendo  al  culpable  del  locus  delicti,  perturba  todo 
el  orden  de  las  jurisdicciones,  y  ataca  el  principio  de  la  ley  terri- 
torial, con  menoscabo  de  la  soberanía;  y  si  bien  es  cierto,  que  se 
aduce  el  interés  del  regnícola,  para  fundar  esta  excepción  per- 
turbadora, él  no  puede  llevarnos  hasta  incurrir  en  estas  inconse- 
cuencias lamentables;  máxime  si  se  recuerda,  que  no  se  defiende 
propiamente  el  interés  del  nacional,  sino  la  ventaja  del  culpable, 
que  no  debe  tener  nacionalidad  á  los  ojos  de  la  ley  penal. 

Yo  me  explico  el  personalismo  de  las  leyes,  cuando  él  se 
funda  en  un  interés  legítimo;  me  explico  ese  estatuto  personal, 
que  rige  la  capacidad  civil  de  las  personas;  donde  quiera  que  se 
hallen,  y  me  lo  explico  sin  justificarlo,  porque  si  bien  se  trata 
de  una  protección  innecesaria  en  los  tiempos  modernos,  ella  am- 
para, por  fin,  intereses  lícitos  y  honestos,  como  son,  á  no  dudar- 
lo, los  que  se  refieren  al  ejercicio  de  los  derechos  civiles;  pero 
esa  misma  protección,  inspirada  en  actos  delictuosos,  y  prote- 
giendo a  malhechores  y  á  culpables,  no  puede  fundarse  en  no- 
ción alguna  jurídica  ni  moral;  la  protección  se  explica  sobre  el 
sujeto  de  un  derecho,  pero  de  ningún  modo,  sobre  el  agente  de 
un  delito. 

La  extradición,  por  otra  parte,  no  importa  juicio  ni  casti- 
go; tiene  por  objeto  someter  al  delincuente  á  la  jurisdicción  del 
delito,  reponiendo  las  cosas  al  estado  que  tenían  en  el  momento 
de  su  consumación,  estableciendo  que  la  fuga  no  altera  la  con- 
dición legal  del  reo,  ni  sirve  á  crear  una  complicidad  reprobada^ 
con  el  país  de  origen;  este  principio,  pues,  fluye  lógica  y  natu- 
ralmente, del  derecho  internacional  moderno,  que  ha  consagra- 
do la  solidaridad  de  los  Estados,  en  pro  de  la  justicia  y  en  contra 
de  la  impunidad,  á  diferencia  de  la  vieja  escuela,  que  amparaba 
al  culpable  contra  las  exigencias  de  la  justicia  social;  no  pode- 
mos, pues,  romper  este  pacto  de  solidaridad  universal,  en  nom- 
bre de  un  vínculo  político,  que  no  agrava  ni  atenúa  el  alcance 
del  mal,  y  que  no  puede  atacar  la  jurisdicción  originaria,  por 
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que,  como  ha  dicho  muy  bien  el  Doctor  Ramírez  en  su  notable 
libro,  la  sociedad  castiga  al  agente  del  crimen,  como  miembro 
de  la  colectividad  social,  y  no  como  parte  de  tal  ó  cual  colecti- 
vidad política;  no  se  procesa  al  belga,  al  francés  ni  al  austríaco, 
sino  al  ser  consciente  y  responsable  ante  los  tribunales  y  la  ley 
en  cuyo  territorio  delinquió. 

Se  dice,  en  apoyo  del  principio,  que  el  país  de  origen  no 
pretende  la  impunidad  del  regnícola,  sino  que  reclama  el  dere- 
cho de  imponerle  por  sí  mismo  el  castigo;  pero,  ¿cuál  sería  la 
ley  que  determinaría  la  pena? 

¿Sería  la  del  mismo  país  de  origen?  Caemos  entonces  en  la 
inconsecuencia  de  aplicar  una  ley  que  no  ha  sido  violada  ni  des- 
conocida, por  los  actos  que  se  reprimen;  se  impone  una  pena  y 
se  aplica  una  ley,  á  la  que  el  regnícola  no  estaba  sometido,  en 
el  momento  de  delinquir,  toda  vez  que  se  hallaba  sugeto  á  la  ju- 
risdicción y  al  imperio  del  territorio  del  delito;  y  se  explica  fá- 
cilmente, toda  la  perturbación  que  trae  consigo  esta  dualidad  de 
soberanías,  pesando  al  mismo  tiempo  sobre  un  mismo  sugeto- 
esto  sin  contar,  con  el  ataque  que  se  lleva  á  la  independencia  de 
un  Estado,  castigando  delitos  y  ejerciendo  actos  de  seguridad  y 
represión,  que  corresponden  originariamente  al  soberano  terri- 
torial. 

Si  se  aplican,  no  ya  las  leyes  de  la  nación  de  origen,  sino 
las  leyes  del  territorio  en  que  el  delito  se  produjo,  la  inconse- 
cuencia es  más  evidente  todavía,  porque  la  ley  penal  que  es  ter- 
ritorial por  su  carácter,  por  su  esencia  y  por  el  voto  unánime 
del  Honorable  Congreso  vendría  á  salvar  las  fronteras  de  cada 
Estado,  y  á  ser  aplicada  por  jueces  extranjeros,  que  se  sustitui- 
rían á  los  jueces  nacionales,  llevando  un  segundo  ataque  al  prin- 
cipio de  la  soberanía;  la  ley  y  la  nación  ultrajadas,  no  habrían 
tenido  en  el  caso  reparación  ni  desagravio;  la  pena  tampoco  se- 
ría ejemplar. 

Se  dice  que  la  entrega  de  un  nacional  es  un  acto  violento 
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y  repulsivo,  pero  no  se   justifica  la  causa  determinante  de  estos 
sentimientos. 

¿Consiste  en  que  se  haga  justicia? 

¿Consiste  en  el  ejercicio  de  las  soberanías  respectivas,  au- 
nadas en  el  interés  moralizador  del  castigo? 

Nótese  bien,  que  yo  he  dado  por  establecida  la  convenien- 
cia y  la  ventaja  del  regnícola,  en  ser  juzgado  por  el  país  de  origen: 
no  he  querido  discutir  el  punto  especialmente,  pero  me  sería  fácil 
demostrar,  que  en  muchos  casos,  se  encuentran  más  ventajas  en 
el  juicio  de  los  tribunales  extranjeros,  y  entre  otros  se  nos  ofre- 
ce aquel,  en  que  la  pena  del  país  del  delito  es  menos  grave  que 
la  del  país  de  origen;  en  cuanto  á  la  imparcialidad  de  la  justicia, 
la  condición  del  extranjero,  se  ha  dicho  muy  bien,  inspira  senti- 
mientos protectores  é  interesa  de  una  manera  favorable  la  bene- 
volencia de  los  jueces;  pero  no  desearía  detenerme  sobre  estos 
argumentos,  como  tampoco  sobre  la  dificultad  de  esos  procesos 
tramitados  á  tres  mil  leguas  del  delito,  de  la  prueba  y  de  los 
cómplices;  fáciles  ó  imposibles  estos  últimos,  perjudicado  ó  be- 
neficiado el  delincuente,  yo  necesito  solucionar  el  punto  con  los 
principios  legales  y  con  el  interés  de  los  Estados,  no  de  modo 
alguno,  con  la  ventaja  de  los  malhechores. 

¿De  dónde  nace,  repito,  esa  repulsión  á  la  entrega  del  reg- 
nícola que  ha  delinquido? 

¿Acaso  los  Estados  signatarios  del  presente  Tratado,  no 
nos  ofrecen  garantías,  en  la  organización  de  sus  tribunales  ó  en 
los  preceptos  de  su  legislación  penal? 

¿Habremos  constituido  un  Congreso  Internacional,  para 
defendernos  unos  Gobiernos  de  otros,  sustrayéndonos  los  pro- 
pios delincuentes,  por  un  sentimiento  injustificado  de  descon- 
fianza y  de  temor? 

Semejantes  sentimientos  nos  demostrarían  que  la  ciencia 
del  Derecho  Internacional  Privado,  no  ha  completado  todavía  la 
evolución  de  sus  progresos,  y  que  el  viejo  sentimiento  de  hosti- 
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lidad  y  de  rencor,  que  la  historia  nos  descubre  en  el  corazón  de 
los  pueblos  antiguos,  ha  sido  sustituido  por  desconfianzas  inven- 
cibles y  por  reservas  que  ellas  se  inspiran. 

Si  hay  un  Estado,  cuya  justicia  no  nos  merece  confianza, 
debiéramos  empezar  por  denegarle  la  celebración  de  todo  pac- 
to; no  debiéramos  entregarle  los  nacionales  refugiados,  pero 
tampoco  permitirle  el  juicio  de  los  mismos,  cuando  se  han  man- 
tenido en  el  territorio  del  delito. 

¿Acaso  la  evasión  altera  en  forma  alguna  el  vínculo  de  la 
nacionalidad  y  la  condición  jurídica  del  reo? 

¿Acaso  la  fuga,  fortifica  los  deberes  de  la  nación  de  origen 
y  los  hace  más  imperiosos  y  exigibles,  que  cuando  el  culpable 
se  mantiene  bajo  la  espada  de  esa  justicia  corrompida  ó  ab- 
surda? 

Hay  más;  no  es  solo  el  nacional  el  que  debe  ser  rehusado, 
sino  también  el  extranjero,  que  ha  buscado  libremente  las  ga- 
rantías que  le  acuerdan  nuestras  leyes,  y  á  quien  lo  extraemos 
del  suelo  nacional,  para  entregarlo,  privado  de  su  libertad,  á  una 
justicia,  que  la  rechazamos  para  nosotros  mismos,  como  contra- 
ría á  toda  filosofía  y  á  todo  sentimiento  humanitario. 

La  lógica  de  estas  desconfianzas,  nos  llevarían,  repito,  á 
imponerla  ley  de  origen  sobre  todos  los  nacionales,  aún  sobre 
los  que  se  encuentran  en  poder  de  los  tribunales  extranjeros;  y 
sería  curioso,  dice  muy  bien  Bernard,  que  el  país  de  origen,  pi- 
diera la  entrega  del  culpable,  al  país  en  que  delinquió;  esto  sería, 
agrega  el  distinguido  publicista,  invertir  todas  las  nociones  de 
la  extradición,  pidiendo  á  un  Estado  la  entrega  del  delincuente 
en  nombre  de  la  nacionalidad,  y  acordándola  el  otro  con  veja 
men  de  su  soberanía. 

El  Señor  Plenipotenciario  por  Chile  ha  citado  un  autor, 
que,  sino  aboga  por  su  tesis,  hace  saber  al  Honorable  Congreso, 
que  la  mayoría  de  los  tratados  están  en  favor  del  privilegio;  pe- 
ro contra  el  hecho  que  enuncia  el  Señor  Calvo  y  que   es  de   to- 
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dos  conocido,  se  oponen  autoridades  científicas  como  Weiss, 
Billot,  Bernard  y  tantos  otros,  que  se  anticipan  al  argumento 
del  Honorable  Plenipotenciario  de  Chile,  y  le  contestan  que  hay 
en  efecto,  en  favor  de  es  privilegio,  muchos  vías  tratados,  que  ra- 
zones jurídicas . 

Me  sorprende,  por  otra  parte,  que  el  Honorable  Plenipo- 
tenciario por  Chile,  muestre  tanta  admiración  por  los  tratados 
que  ha  celebrado  la  Europa,  cuando  en  otros  momentos  se  ha 
manifestado  tan  desdeñoso  con  los  ejemplos  de  la  Francia,  de 
la  Italia,  de  la  Bélgica  y  demás  Estados  europeos,  que  tuve  el 
honor  de  recordarle,  para  fundar  el  derecho  de  expulsión, — en- 
tonces el  Honorable  Plenipotenciario  apartaba  de  ellos  su  mira- 
da, para  dirigirla  sobre  América  y  muy  especialmente  sobre 
Chile;  hoy  prescinde,  el  Señor  Plenipotenciario,  de  la  América, 
y  busca  en  el  viejo  mundo  los  principios  á  seguir;  pero  el  princi- 
pio que  sostiene  la  Comisión,  se  practica  en  ambos  continentes,  co- 
mo me  será  fácil  probarlo;  la  Inglaterra  entrega  los  subditos 
británicos  á  la  España,  si  bien  ésta  no  le  entrega  los  península- 
res;  los  Estados-Unidos  del  Norte,  se  cambian  los  prófugos  con 
la  Inglaterra,  y  la  República  Argentina  ha  hecho  igual  cosa  con 
la  Oriental  del  Uruguay;  la  Francia  entregó  sus  subditos  bajo 
Luis  XI V,  y  Napoleón  I  dio  un  decreto,  que  lo  tengo  á  la  mano, 
fijando  el  procedimiento  para  la  entrega  de  los  subditos  fran- 
ceses. 

Los  ejemplos  citados  nos  demuestran,  que  esta  cuestión 
no  puede  resolverse  con  sentimientos  de  orgullo  ni  de  egoísmo 
nacional;  la  Inglaterra  ha  llevado  hasta  el  extremo,  ese  senti- 
miento que  en  el  subdito  inglés  toca  los  límites  de  la  arrogancia 
y  la  soberbia;  la  Francia,  bajo  Napoleón  I,  no  estimaba  menos 
una  nacionalidad  que  se  confundía  con  la  gloria;  los  Estados-Uni- 
dos del  Norte,  la  República  Argentina  y  la  Oriental,  abrigan 
esos  nobles  sentimientos,  que  levantan  el  espíritu  del  Honorable 
Plenipotenciario  de  Chile;  pero  los  Estados  que  se  citan,   no  ha- 
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cen  de  la  protección  de  los  culpables,  una  cuestión  de  dignidad 
nacional;  creen  al  contrario,  que  el  honor  de  la  nación  está  inte- 
resado en  la  represión  de  los  delitos  que  mancillan  la  ciudada- 
nía, exponiéndola  en  la  vergüenza  de  las  estadísticas  del  crimen; 
y  creen  que  la  bandera  que  es  el  símbolo  de  la  nacionalidad,  de- 
be extenderse  sobre  sus  buenos  hijos  y  no  sobre  malhechores  y 
culpables  que  buscan  la  impunidad  en  una  protección  inmereci- 
da y  reprobada. 

El  Señor  Plenipotenciario  por  Chile,  que  votó  en  contra 
del  artículo  primero  de  este  Proyecto,  por  considerarlo  redun. 
dante,  afirmando  que  él  estaba  escrito  en  la  legislación  de  Chile  y 
en  casi  todas  las  de  la  América  del  Sud,  no  guarda  á  mi  juicio, 
perfecta  consecuencia,  al  votar  en  contra  del  que  se  discute. — 
Si  la  ley  chilena  es  territorial  y  aplica  al  reo  la  ley  del  país  en 
que  delinquió,  con  prescindencia  de  la  nacionalidad  del  agente, 
de  la  victima  ó  del  damnificado,  según  lo  afirma  el  Honorable  Ple- 
nipotenciario ¿cómo  puede  sustentar  hoy,  el  privilegio  de  la  na- 
cionalidad del  agente,  para  arrancarlo  de  esa  jurisdicción,  que 
la  ley  chilena  reconoce  y  á  la  que,  el  Honorable  Plenipotencia- 
rio quiere  sujetarse? 

Se  dirá  talvez  que  aquel  principio  determina  la  jurisdicción 
y  éste  impone  la  entrega  del  nacional  culpable;  pero  no  puede 
suponerse  que  las  jurisdicciones  se  reconocen  y  declaran,  para 
sustraerles  al  mismo  tiempo  los  reos;  declarar  una  jurisdicción  y 
no  someterle  los  culpables,  vale  tanto  como  no  declarar  ningu- 
na; la  extradición,  no  es  sino  el  instrumento  de  la  jurisdicción, 
despojarla  de  él,  es  volverla  inútil  y  contradictoria. 

Contestadas  las  observaciones  del  Señor  Plenipotenciario 
de  Chile,  debo  hacerme  cargo  de  las  presentadas  por  el  Hono- 
rable Representante  del  Brasil;  él  ha  afirmado  combatiendo  el 
Proyecto  en  general,  que  la  Constitución  del  Imperio  prohibe  á 
su  Gobierno  la  entrega  de  los  subditos  brasileros.  Debo  mani- 
festar á   mi   Honorable   Colega,  el   ilustre   Representante   del 
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Brasil,  que  he  lcido  cuidadosamente  la  Carta  del  Imperio,  co- 
mo todas  las  reformas  que  se  le  han  introducido  desde  1823 
hasta  la  fecha,  y  puedo  asegurar  al  Honorable  Congreso,  que  no 
he  tenido  la  fortuna  de  encontrar  el  artículo  citado  por  el  ilus- 
trado Plenipotenciario. 

El  Honorable  Representante  del  Imperio,  puede  aducir 
leyes  de  carácter  interno,  que  se  opongan  á  los  principios  que 
sostengo,  pero  puedo  afirmar,  que  le  será  imposible  apoyarse  en 
la  Constitución  de  su  país  para  negar  su  asentimiento  al  artículo 
que  discutimos. 

En  materia  de  garantías  y  de  derechos  individuales,  la 
Constitución  del  Brasil  dice  menos  que  la  Constitución  Argen- 
tina, pero  no  dice  más,  y  yo  estoy  dentro  de  la  carta  fundamen- 
tal de  mi  Nación  al  sostener  el  artículo  que  debatimos,  como  lo 
estaría  el  Honorable  Plenipotenciario  del  Imperio,  si  quisiera 
prestar  su  valioso  concurso  al  Tratado  de  que  nos  ocupamos. 

Yo  sé,  Señores  Plenipotenciarios,  que  sostengo  en  este 
momento,  las  ideas  y  los  principios  del  porvenir;  yo  sé  que  el 
sentimiento  de  la  nacionalidad,  perturba  lamentablemente  la 
noción  jurídica  que  debe  presidir  el  orden  de  las  jurisdicciones 
y  de  la  soberanía;  pero  pienso  con  Weiss,  con  Bernard  y  con  los 
tratadistas  modernos  mas  aventajados,  que  los  pactos  interna- 
cionales, han  de  volver  sobre  los  verdaderos  principios,  acla- 
mándolos como  la  última  palabra  del  Derecho  Internacional 
Privado. 

Para  terminar,  voy  á  permitirme  repetir  las  palabras  que 
Julio  Frave  pronunciaba  en  el  Cuerpo  Legislativo  Francés,  y 
que  tan  bien  interpretan  las  opiniones  que  sostengo,  si  bien  no 
hago  mía,  la  energía  de  concepto  con  que  ataca  á  sus  adver- 
sarios: «Es  á  mi  juicio,  una  preocupación  estrecha,  mezquina  de 
nacionalidad,  dice,  el  pretender  que  la  extradición  no  pueda 
tener  lugar  sino  en  circunstancias  determinadas.  La  extradición 
estad  seguros,  Señores,  será  la  última  palabra  de  esta  lucha   en- 
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tre  principios  contradictorios,  por  tanto  tiempo  divididos,  y  que 
acabarán  por  confundirse  en  un  sentimiento  común  de  justician 

He  dicho. 

El  SEÑOR  PRATS  manifestó:  que  al  impugnar  el  artículo 
en  discusión  tuvo  la  complacencia  de  reconocer  las  razones 
jurídicas  y  de  diverso  orden  que  sin  duda  habían  inducido  á  la 
Comisión,  á  proponerlo. 

No  he  negado,  agregó,  los  principios  de  jurisprudencia 
que  se  hayan  tenido  en  cuenta  para  apoyarlo. 

Siente  á  su  vez  que  no  se  le  haya  reconocido  también  por  los 
Honorables  miembros  déla  Comisión,  el  derecho  que  ha  tenido 
para  combatirlo,  fundado,  no  como  se  ha  creido  en  un  espíritu 
estrecho  de  egoísmo  y  menos  de  desconfianza,  sino  en  los  moti- 
vos que  expuso  en  la  sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  no  desearía  de  nin- 
guna manera,  dijo,  ofender  la  susceptibilidad  de  su  Honorable 
colega  el  Señor  Prats,  á  quien  debe  explicar  el  alcance  de  sus 
palabras. 

Expresó:  que  al  mencionar  ese  sentimiento  de  desconfian- 
za, se  ha  referido  al  argumento  que  hacen  valer  todos  los  auto- 
res que  combaten  el  principio  por  él  defendido,  y  de  ninguna 
manera  al  espíritu  con  que  el  Señor  Prats  ha  sostenido  sus  ideas 
con  perfecto  derecho. 

Observó,  además,  que  la  palabra  estrecho  solo  la  había 
empleado  al  citar  las  de  Julio  Favre,  que  acababa  de  leer. 

El  Señor  PRATS  acepta  y  agradece  la  esplicación  del  Se- 
ñor Doctor  Saenz  Peña,  pero  debe  mantener,  dijo,  sus  ideas  so- 
bre el  particular,  negando  también  que  no  haya  razones  filosó- 
ficas muy  poderosas  que  apoyen  la  doctrina  que  sostiene,  desde 
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que   la  gran  mayoría  de  las  naciones  y  de  los  autores  la  sus- 
tentan. 

Agregó:  que  era  el  primero  en  aplaudir  al  Señor  Pleni- 
potenciario Doctor  Saenz  Peña  cuando  dice:  «para  mi  vale  mas 
una   razón,  mi  razón,  que  todos  los  Tratados.» 

Efectivamente;  cree  que  valen  mas  razones  que  autores;  pe- 
ro cree  también  que  vale  la  pena  de  tomarlos  en  cuenta,  cuando 
se  ventilan  cuestiones  de  derecho  y  de  jurisprudencia. 

La  propia  razón,  el  propio  criterio,  á  que  el  Honorable 
Señor  Doctor  Saenz  Peña  y  el  que  habla  tributan  el  debido  ho- 
menaje, aconseja  creer  que  cuando  los  Estados  han  adoptado 
casi  uniformemente  una  regla  de  conducta,  esa  regla  tiene  razón 
de  ser. 

Y  tan  cierto  es  que  la  tiene  en  el  presente  caso,  la  que 
discutimos,  que  se  inclina  á  creer,  agregó,  que  la  fraternidad  mis- 
ma, la  cordialidad  entre  las  naciones  aquí  representadas  les 
aconseja,  á  su  juicio,  establecer  excepción  en  favor  de  sus  na- 
cionales» 

Todos  sabemos  que  los  Tribunales  de  Justicia,  por  mas 
rectos  é  ilustrados  que  sean,  no  están  exentos  de  críticas  malé- 
volas y  aun  de  imputaciones  calumniosas. 

Los  que  pierden,  y  particularmente  en  causas  criminales, 
atribuyen  su  pérdida  á  ignorancia  del  juez,  á  parcialidad,  á 
malquerencia. 

Ahora  bien:  si  esto  sucede  en  el  propio  suelo  ¿qué  no  suce- 
derá respecto  de  los  jueces  extranjeros? 

Que  algunas  sentencias  condenatorias  se  dicten  por  los 
Tribunales  de  algunas  de  las  Naciones  aquí  representadas  con- 
tra subditos  de  otras  y  veremos  como  son  juzgadas  por  el  pue- 
blo. La  susceptibilidad  nacional  se  sentiría  herida,  y  no  faltaría 
quienes  atizaran  la  discordia. 

Los  resultados  serían  negativos. 

Añadió:  que  á  su  juicio  bien  ha  podido  ser  este  el  motivo 
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porque  en  algunos  Tratados   se  haya  estipulado  la  no  entrega 
de  los  nacionales. 

Expuso  también  que  nada  estaba  más  distante  de  su  áni- 
mo que  desconfiar  de  la  rectitud  de  los  Tribunales  de  las  nacio- 
nes representadas  en  el  Congreso,  tanto  más  cuanto  que  perte- 
neciendo á  la  magistratura  de  su  país,  sabe  que  los  Tribunales 
no  se  inspiran  sino  en  ios  principios  de  la  Justicia.  Pero  esto  no 
está  en  el  espíritu  de  las  gentes,  agenas  al  manejo  de  los  nego- 
cios judiciales. 

Significó:  que  el  Señor  Doctor  Saen/,  Peña  y  el  Miem- 
bro Informante  ele  la  Comisión  le  habían  ahorrado  el  trabajo 
de  mencionar  los  innumerables  Tratados  y  las  opiniones  délos 
autores  que  sustentan  el  principio  que  él  defiende,  desde  que 
han  reconocido  el  hecho. 

Hay,  dijo,  además,  en  los  negocios  de  jurisprudencia,  co- 
mo en  otros,  ciertas  verdades  de  sentimiento  que  es  necesario 
respetar: — los  principios  severos  de  jurisprudencia  inducen  in- 
dudablemente á  castigar  á  todos  los  culpables,  cualesquiera  que 
ellos  sean, — á  todos  los  que  contribuyen  á  la  ejecución  del  crimen' 
á  los  que  amparen  á  los  delincuentes,  ó  los  oculten,  etc.  No  obs- 
tante esto,  en  todos  los  Estados  se  exime  de  responsabilidad  al 
padre  respecto  del  hijo;  no  hay  encubrimiento  cuando  le  oculta 
y  no  lo  entrega  á  la  justicia.  El  padre,  en  este  caso,  no  es  reo 
de  pena;  sin  embargo  de  que  hablando  jurídicamente  el  hecho 
es  poco  correcto,  porque  la  justicia  debe  hacerse  siempre,  casti- 
gando al  culpable.  Así  pues,  en  idéntica  circunstanciase  encuen- 
tra el  Estado:  no  se  entrega  con  las  mismas  facilidades  á  un  na- 
cional que  á  un  extranjero,  porque  las  situaciones  son  diversas. 

Obligar  á  un  padre  á  entregar  á  su  hijo  es  imponerle  una 
pena,  un  pesar  incomparable;  por  esto  no  lo  establece  la  ley  y  sí 
el  deber  de  no  ocultar  á  otro  delincuente  cualquiera. 

Manifestó:  que  no  pretendía  establecer  de  una  manera  ab- 
soluta la  paridad  de  estos  casos,  sino  dejar  consignado  que  hay 
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verdades  de  cierto  sentimiento  que  es  necesario  respetar,  y  que 
se  tocan  estos  dos  principios  de  jurisprudencia  reconocidos  en 
todas  las  legislaciones:  el  amparo  de  los  hijos  y  hermanos  y  el 
amparo  de  los  nacionales. 

Terminó  expresando:  que  prefería  mantener  esta  doctrina 
que  ha  sido  aceptada  en  algunos  Tratados  que  ha  celebrado  su 
país  y  que  la  vé  sustentada  por  la  gran  mayoría  de  las  Naciones  y 
de  los  autores,  y  en  virtud  también  de  las  razones  que  ha  aducido, 
que  tienden  precisamente  á  la  conservación  de  la  armonía  y  de 
la  cordialidad  de  las  relaciones  entre  los  Estados. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  juzga  de  su 
deber  intervenir  en  el  debate  para  corresponder  á  la  invitación 
que  se  le  acaba  de  hacer.  Confirma  la  proposición  anteriormente 
emitida  de  que  por  la  legislación  actual  del  Brasil,  el  Gobierno 
no  podría  consentir  en  la  extradición  del  nacional  en  un  tratado 
internacional,  ya  porque  en  los  términos  del  artículo  179  de  su 
Constitución  que  garante  la  inviolabilidad  de  los  derechos  civi- 
les y  políticos  de  los  ciudadanos  brasileros,  teniendo  por  base 
la  libertad,  la  seguridad  individual  y  la  propiedad,  §  i.°,  ningún 
ciudadano  puede  ser  obligado  á  hacer  ó  dejar  de  hacer  alguna 
cosa  sino  en  virtud  de  la  ley,  ya  porque  en  los  términos  del  pa- 
rágrafo ó.°  les  está  garantido  el  derecho  de  conservarse  en  el 
seno  del  Imperio  como  les  convenga;  considerándose  la  ex- 
pulsión del  nacional  fuera  del  territorio  como  efecto  de  la  pena 
de  extrañamiento  que  hace  perder  los  derechos  de  ciudadano 
brasilero  en  los  términos  del  artículo  7.0  parágrafo  3.0  de  la  cita- 
da Constitución  y  de  la  disposición  correlativa,  del  respectivo 
Código  Criminal.  Tal  ha  sido  la  inteligencia  dada  en  el  país  á  los 
textos  de  su  Constitución,  que  solamente  en  los  casos  graves  y 
especiales  de  que  trata  el  parágrafo  35  del  citado  artículo  179 
permite  la  suspensión  de  la  garantía  constitucional,  por  tiempo 
determinado  y  mediante  las  precauciones  allí  establecidas. 
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Bien  lejos,  dijo,  de  haber  ley  facultando  al  Gobierno  para 
acordar  la  extradición  del  nacional,  por  delito  cometido  en  país 
extranjero,  hay  por  el  contrario  ley  que  implícitamente  le  niega 
dicha  facultad,  tal  es  la  de  4  de  Agosto  de  1875,  que  hace  cas- 
tigar al  nacional  por  crímenes  cometidos  en  país  extran- 
jero y  por  los  cuales  podría  reclamarse  su  extradición  al 
Gobierno  del  Brasil.  Así  pues,  la  extradición  de  éste  no  tendría 
razón  de  ser,  quedando  á  la  Nación  perjudicada  por  el  crimen,  el 
derecho  perfecto  de  exigir  su  castigo,  según  los  términos  de  la 
ley  brasilera  que  no  es  especial  del  país,  sino  reproducción  de 
la  legislación  casi  universal  de  los  pueblos  civilizados. 

La  disposición  del  artículo  20  que  se  discute,  no  puede  in- 
teresar al  Gobierno  que  él  representa,  imposibilitado  de  acep- 
tarla en  vista  de  su  legislación  y  menos  aun  sin  permiso  legisla- 
tivo. 

Sin  embargo,  no  le  parece  en  tesis  general,  tan  infundada 
como  al  Señor  Plenipotenciario  que  le  ha  precedido  en  el  uso 
de  la  palabra,  la  negativa  de  los  Gobierno  á  la  extradición  de 
sus  nacionales  y  á  entregarlos  á  las  autoridades  del  Estado  en 
cuyo  territorio  cometieron  el  delito,  sobre  todo  cuando  el  país 
de  origen  castiga  el  crimen  cometido  en  el  extranjero  por  sus 
nacionales. 

Tal  regla,  aún  hoy  generalmente  reconocida  y  constante- 
mente practicada  entre  las  Naciones,  se  funda,  por  una  parte  en 
la  protección  especial  que  cada  país  debe  á  sus  hijos,  y  por  otra, 
en  el  derecho  que  le  asiste  de  averiguar  si  la  justicia  penal  del 
Estado  que  pide  la  extradición,  ofrece  garantía  suficiente  de  im- 
parcialidad y  de  civilización. 

Que  á  los  derechos  especiales  que  la  P  .tria  tiene  sobre 
sus  hijos  deben  corresponder  obligaciones  especiales  en  cuanto 
á  su  protección, — es  un  punto  que  no  puede  admitir  contestacio- 
nes ni  ante  la  razón  ni  ante  la  historia. 

Tal  protección  puede  obstar  á  que  el  país  de  origen  entic- 
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gue  su  nacional  en  determinadas  circunstancias;  y  así  se  explica 
la  negativa  de  las  naciones  al  tomar  á  este  respecto,  obligación 
positiva  y  precisa  por  tratados  internacionales,  asi  como  es  ex- 
plicable también,  la  prohibición  impuesta  por  varias  legislacio- 
nes de  los  pueblos  mas  cultos.  La  impunidad  que,  en  casos  es- 
peciales podría  resultar  de  ahí,  está  corregida  por  la  doctrina  que 
también  hoy  generalmente  reconocen  y  practican  las  legislacio- 
nes de  casi  todas  las  naciones,  es  decir,  la  del  castigo  de  los  crí- 
menes cometidos  en  el  extranjero  por  sus  nacionales.  La  com- 
petencia para  el  castigo  no  puede  ser  seriamente  contestada, 
visto  que  ella  es  obra  y  hechura  del  legislador,  que  tanto  la  pue- 
de fundar  en  la  división  territorial,  como  en  la  especialidad  de 
las  causas,  según  el  interés  del  orden  publico. 

Menos  puede  obstar  el  carácter  territorial  de  la  ley  penal, 
que  no  puede  entenderse  en  el  sentido  exclusivo  de  excluir  los 
crímenes  perpetrados  fuera  del  territorio,  sino  solamente  en  el 
sentido  de  no  poderse  aplicar  sino  dentro  del  país,  siendo  por 
tanto  aplicable  dentro  de  él,  á  aquellos  crímenes. 

La  ley  penal  es  tan  territorial  como  la  ley  civil,  como 
la  de  las  jurisdicciones  y  de  procedimiento  de  cada  país: 
y  sin  embargo,  no  se  contesta  que  estas  produzcan  efectos 
internacionales  ó  rijan  actos  practicados  fuera  del  país:  ne- 
garlo sería  destruir  por  su  base  el  Derecho  Internacional  Pri- 
vado. La  reciprocidad  de  las  legislaciones  internas  de  cada  país, 
cuya  importancia  en  este  asunto  insistirá  siempre  en  encarecer, 
asegura  el  concurso,  el  asentimiento  y  la  adhesión  formal  de  to- 
dos los  Estados  á  una  regla  común  para  dirimir  los  conflictos 
mternacionales  de  sus  leyes,  y  excluyen  toda  suposición  de 
usurpación. 

No  es  en  una  mera  sospecha  de  la  justicia  penal  extranje- 
ra, como  le  parece  al  Señor  Plenipotenciario  preopinante,  que 
se  funda  la  negativa  de  la  extradición  en  debate,  sino  en  la  obli- 
gación incontestable  que  asiste  á  cada  país,  á  quien  se   requiere 
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la  extradición,  aun  del  extranjero  asilado  en  su  territorio,  de 
averiguar  si  la  justicia  penal  del  Estado  reclamante  ofrece  las 
indispensables  garantías,  tanto  en  el  proceso  como  en  la  natura- 
leza y  grados  de  las  penas.  Semejante  obligación,  se  hace  aun 
mas  rigurosa,  tratándose  del  nacional  á  quien  la  patria  debe  es- 
pecial protección. 

También  correspondería  al  Estado  reclamado  verificar  las 
instituciones  judiciales  del  país  reclamante,  que  no  pueden  dejar- 
se de  tomar  en  consideración  al  ejercer  cada  país  el  derecho  de 
conceder  la  extradición.  No  hay  duda  que  la  presunción  general 
es  que  cada  país  tiene  la  mas  regular  administración  de  justicia, 
pero  también  es  cierto  que  por  circunstancias  locales  y  de  oca- 
sión, por  motivo  de  conmociones  internas,  ó  de  guerras  externas, 
de  las  cuales  desgraciadamente  resultan  odios  profundos  entre 
los  pueblos,  la  administración  de  justicia  interna  está  expuesta 
á  sufrir  eclipses.  En  estas  condiciones,  no  puede  escapar  á  la 
prudencia  de  un  Congreso  político  que  se  reúne  para  fijar  re- 
glas de  conducta  internacionales,  la  consideración  de  atender  á 
la  posición,  derecho  y  obligación  de  la  nación  reclamada,  de 
conceder  ó  negar  la  extradición  pedida,  según  la  apreciación  de 
las  circunstancias,  no  obligando  á  asumir  por  un  Tratado,  un 
compromiso  preciso,  positivo  y  práctico  que  en  el  estado  actual 
de  la  civilización  de  los  pueblos,  ni  dejaría  de  ser  arriesgado  ni 
tendría  el  apoyo  indispensable  de  una  fuerte  doctrina  general- 
mente aceptada. 

Concluyó  manifestando,  que  solamente  estaría  de  acuerdo 
con  la  extradición  del  nacional,  cuyo  país  no  castigase  el  cri- 
men por  él  perpetrado  en  el  extranjero;  y  ésto  en  el  interés  de 
la  solidaridad  de  las  sociedades  en  la  represión  penal,  asunto  de 
capital  importancia,  y  del  cual,  con  razón,  tanto  se  preocupó  el 
Señor  Plenipotenciario  preopinante.  No  así  con  relación  á  aque- 
llas naciones  que,  conciliando  todos  los  derechos  y  todos  los  in- 
tereses generales  y  de  humanidad,  tanto  como  nacionales  y  po- 
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líticos,  no  promueven  menos  eficazmente  la  solidaridad  interna- 
cional en  la  represión  de  los  crímenes,  castigando  por  sus  legis- 
laciones internas,  aún  los  cometidos  fuera  del  país. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  no  abrigo  la  inten- 
ción de  examinar  bajo  todos  sus  aspectos  la  cuestión  trabada, 
desde  la  última  sesión,  apropósito  del  artículo  20  del  Proyecto 
de  la  Comisión  de  Derecho  Penal.  Sería  una  tarea  supérflua,  y 
sobre  todo  arriesgada,  después  del  luminoso  discurso  de  mi  dis- 
tinguido colega  por  la  República  Argentina.  Él  la  trató  á  fondo, 
aduciendo  en  favor  del  artículo  observaciones  concluyentes  y 
autoridades  irrecusables.  Tomando,  pues,  la  discusión  á  la  altu- 
ra en  que  se  halla,  solo  me  ocuparé  de  rebatir  suscintamente  las 
principales  consideraciones  invocadas  por  el  digno  Represen- 
tante del  Brasil  para  aconsejarnos,  tan  oñciosa  como  decidida- 
mente, que  desechemos  el  artículo  en  debate. 

Por  mi  parte,  entendí  también  que  el  Señor  Plenipotencia- 
rio, á  quien  tengo  el  honor  de  contestar,  había  manifestado  con 
insistencia  que  la  Constitución  del  Imperio  prohibía  categórica- 
mente la  extradición  de  sus  nacionales.  Demostrado  lo  contra- 
rio, por  mi  colega  el  Doctor  Saenz  Peña,  el  Señor  Plenipoten- 
ciario, á  falta  de  un  texto  expreso  en  su  apoyo,  se  limita  á  res- 
ponder que  la  prohibición  fluye  del  espíritu  del  instrumento 
y  termina  declarando  que  la  dificultad  es  mas  legal  que  constitu- 
cional. Las  constituciones  de  todos  estos  países  contienen  decla- 
raciones análogas  á  las  de  la  Constitución  del  Brasil,  sin  que  na- 
die haya  creído,  ni  por  un  instante,  que  de  ella  pudiera  derivarse 
la  proposición  sustentada  por  el  Señor  Plenipotenciario.  Mas  ya 
que  él  mismo  prefiere  ahora  colocarse  en  el  terreno  puramente 
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legal,  sería  inoficioso  y  hasta  incorrecto  insistir  sobre  el  argu- 
mento constitucional  así  abandonado  por  el  Señor  Plenipoten- 
ciario. 

Felizmente  la  oposición  á  entregar  los  nacionales  es  to- 
davía menos  sostenible  del  punto  de  vista  legal.  Negando  de 
nuevo  que  la  verdadera  misión  de  esta  augusta  Asamblea  se  re- 
duzca á  consagrar  las  prescripciones  de  leyes  internas  ó  á  suplir 
sus  vacíos,  diré  una  vez  más  que  su  mandato  sería,  bajo  tales 
supuestos,  innecesario  ó  irrealizable.  Innecesario,  si  las  leyes 
fuesen  completas  é  idénticas;  porque  el  derecho  interno  se 
habría  entonces  anticipado  al  externo.  Irrealizable,  si  [fueran  in- 
completas ó  disconformes;  porque  las  estipulaciones  indispen- 
sables ó  admisibles  para  los  unos  resultarían  ociosas  ó  inacep- 
tables para  los  otros.  Por  lo  demás,  la  competencia  de  una  ley 
contra  un  tratado  es  absolutamente  insostenible;  puesto  que  el 
tratado,  además  de  revistir  carácter  legal,  constituye  al  mismo 
tiempo  un  pacto  de  orden  internacional.  Así  sucede  por  lo  me- 
nos en  la  República  Argentina,  donde  un  artículo  de  la  Consti- 
tución establece  la  preeminencia  de  los  tratados  sobre  las  leyes 
puramente  internas. 

No  será,  sin  duda,  cómoda  la  situación  de  Plenipotenciario 
invitado  á  negociar  sobre  bases  opuestas  á  las  de  sus  leyes  pa- 
trias ó  adherir  á  cláusulas  que  no  guarden  armonía  con  ellas;  pe- 
ro esa  es  una  cuestión  puramente  personal,  que  solo  á  él  incum- 
be resolver,  de  acuerdo  con  las  instrucciones  de  su  gobierno  y 
con  sus  convicciones  personales.  Cuando  sus  instrucciones  se 
lo  prohiban  ó  sus  convicciones  se  lo  impidan,  es  evidente  que 
su  deber  lo  inducirá  á  rehusar  la  invitación.  Por  el  contrario, 
cuando  sus  instrucciones  se  lo  permitan  y  sus  convicciones  se  lo 
aconsejen,  es  también  evidente  que  su  deber  lo  inducirá  á  acep- 
tarla. En  ambos  casos,  su  actitud  será  igualmente  digna  y  res- 
petable. 

Los  Plenipotenciarios  Argentinos   abonamos   estas   ideas 
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con  nuestra  conducta.  Aun  cuando  nuestra  ley  general  de  ex- 
tradicción,  bien  moderna  por  cierto,  puesto  que  data  del  85, 
rehusa  la  entrega  de  los  nacionales,  no  hemos  vacilado  en  admi- 
tirla y  defenderla;  porque  nuestras  instrucciones  nos  dejan  am- 
plia libertad  para  adherir  á  todo  lo  que  tienda  á  estrechar  los 
vínculos  fraternales  que  felizmente  ligan  á  estos  pueblos  y  por- 
que reputamos  la  entrega  más  política,  más  científica  y  más  mo- 
ral que  la  negativa,  como  también  la  reputaba  el  Señor  Pleni- 
potenciario, cuyos  conceptos  me  complaceré  siempre  en  re- 
cordar. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira.  Antes  que  la 
impunidad. 

El  Señor  Doctor  Quintana.  Perfectamente.  Aunque  el 
Señor  Plenipotenciario  lo  reconoció  en  absoluto,  la  restricción 
actual  no  me  priva  de  invocar  su  opinión  á  favor  del  artículo 
discutido,  atendiendo  á  que  la  entrega  ó  la  impunidad  serían  pre- 
cisamente los  dos  extremos  del  dilema  para  las  naciones  sud- 
americanas, á  excepción  del  Brasil. 

La  primera  lectura  del  proyecto,  adoptado  en  general, 
basta  en  efecto  para  penetrarse  de  que  él  reposa  sobre  el  gran 
principio  de  la  soberanía  territorial  para  el  ejercicio  de  la  jus- 
ticia represiva.  Sentada  esta  premisa  cuya  exactitud  ha  sido  ex- 
pontáneamente  reconocida  por  el  Señor  Plenipotenciario  en  di- 
versas ocasiones,  la  extradición  del  nacional  que  haya  delin- 
quido en  alguna  de  las  naciones  contratantes,  fluye  sin  esfuerzo 
como  consecuencia  obligada  del  principio  fundamental  de  la 
materia.  Negar  la  entrega,  sin  mas  razón  que  la  nacionalidad  del 
culpable,  sería  una  desviación  injustificada  de  aquel  principio 
salvador,  sea  que  el  delito  deba  ó  no  reprimirse  en  el  país  á  que 
el  delincuente  pertenezca. 

Siempre  que  la  ley  interna  provee  al   castigo   del   natural 
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que  delinquió  en  otro  país,  el  reo  es  sacado  de  sus  jueces  natu- 
rales que  son  los  del  lugar  donde  perpetró  el  hecho;  es  someti- 
tido  á  procedimientos  que  no  son  aquellos  sobre  cuya  garantía 
debió  contar;  y  es  penado  en  nombre  de  una  ley  que  tampoco 
es  la  que  él  violó.  Siempre  que  la  ley  interna  guarda  silencio,  la 
impunidad  es  entonces  el  privilegio  de  la  nacionalidad.  El  acata- 
miento sin  restricción  de  la  soberanía  territorial  y  la  entrega 
consiguiente  del  culpable  á  las  autoridades  del  país  ofendido  se 
impone,  por  tanto,  como  la  única  solución  que  permite  escapar 
á  los  extremos  de  la  negativa  que  fatalmente  conduce  á  la  vio  • 
lencia  ó  á  la  impunidad. 

El  Señor  Plenipotenciario  ha  tachado  sin  embargo  el 
principio  de  la  soberanía  territorial,  de  antiguo  y  hasta  ca- 
duco. 

Diciéndose  al  mismo  tiempo  conservador  en  jurispruden- 
cia y  citando  á  la  vez  ios  tratados  en  su  apoyo,  ha  incurrido  á 
mi  juicio  en  una  contradicción  de  que  no  me  es  dado  prescindir 
para  desvirtuar  la  autoridad  de  su  palabra,  con  la  esperanza  de 
que  su  discrección  no  hallará  incorrecta  esta  observación  de  ca- 
rácter parlamentario,  aunque  personal.  Si  el  principio  es  tradi- 
cional en  el  derecho  ¿cómo  lo  repudia  á  título  de  conservador 
en  jurisprudencia?  Si  tratados  modernos  lo  consagran  ¿cómo  lo 
rechaza  á  título  de  antiguo  y  caduco?  Es  que  la  justicia  territo- 
rial se  impone  á  todos  los  espíritus  como  expresión  germina  é 
intergiversable  de  la  independencia  de  las  naciones,  de  su  sobe- 
ranía legislativa  y  de  la  supremacía  de  sus  tribunales. 

¿Cuál  es,  por  otra  parte,  la  razón  de  ser  de  las  estipulacio- 
nes objetadas?  ¿Hay  acaso  uniformidad  en  los  Tratados  que  á 
cada  paso  se  recuerdan  en  el  curso  de  esta  discusión?  Las  esti- 
pulaciones internacionales  son  generalmente  rutinarias,  y  los 
Tratados  aparecen  vaciados  en  un  molde  común.  Las  convencio- 
nes de  extradición  responden  especialmente  á  una  noción  tan 
añeja  como  inhumana  de   la  condición  del   hombre  fuera    de  su 
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patria.  El  extranjero  ha  dejado  de  ser  el  esclavo  y  el  enemigo  de 
los  tiempos  antiguos,  para  llegar  á  ser  el  semejante,  el  amigo,  el 
hermano  de  la  época  moderna.  En  la  América  del  Sud,  princi- 
palmente, los  derechos  civiles,  lejos  de  ser  el  patrimonio  exclu- 
sivo del  nacional,  son  ampliamente  compartidos  por  naturales  y 
extranjeros.  El  título  mismo  de  ciudadano  y  el  goce  de  todos 
los  derechos  políticos  anexos  á  la  ciudadanía  pueden  ser  fácil- 
mente adquiridos  por  un  acto  expontáneo  de  la  voluntad  del 
extranjero.  Bajo  este  nuevo  orden  de  ideas,  más  justo,  más  hu- 
mano, más  fraternal,  la  negativa  de  la  entrega  de  los  nacionales 
envolvería  un  anacronismo  y  un  contrasentido. 

Además,  del  mismo  modo  que  la  Comisión  se  ha  apresura- 
do á  declarar  con  lealtad  que  la  mayoría  de  los  Tratados  vigen- 
tes están  en  pugna  con  el  principio  que  ella  sostiene,  sus  con- 
tradictores se  han  visto,  á  su  turno,  obligados  á  reconocer  que 
algunos  de  ellos,  celebrados  por  la  Inglaterra  y  los  Estados  Uni- 
dos, han  introducido  en  los  últimos  tiempos  el  mismo  principio, 
de  suerte  que  no  existe  unanimidad  sobre  el  punto  debatido  y 
que  una  tendencia  reaccionaria  comienza  á  hacerse  sentir  en  fa- 
vor de  la  entrega  de  los  delincuentes,  sin  distinción  alguna  de 
nacionalidad. 

Este  Congreso  no  es  indudablemente  una  Academia,  pero 
los  hombres  de  ciencia  preparan  en  teoría  las  soluciones  que 
los  hombres  públicos  adoptan  en  la  práctica,  de  modo  que  no 
debe  por  eso  encerrarse  dentro  del  pasado,  renunciando  á  todo 
progreso  jurídico  y  condenándose  á  la  esterilidad  internacional. 
Si,  pues,  la  extradición  de  los  nacionales  consulta  mejor  que  la 
impunidad  y  que  el  juicio  propio  las  aspiraciones  de  la  moral, 
las  exigencias  de  la  justicia  y  las  mutuas  conveniencias  de  to- 
dos, no  podemos  vacilar  en  consignarla  entre  las  estipulaciones 
del  Tratado  á  celebrar. 

Un  extraviado  sentimiento  de  simpatía  hacia  el  nacional 
delincuente  y  un  injustificado  espíritu  de  desconfianza   hacia   la 
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justicia  extranjera  han  sido  también  traídos  á  discusión  para  ex- 
plicar, ya  que  no  para  disculpar  la  resistencia  con  que  la  entrega 
de  los  nacionales  tropieza  en  este  recinto. 

No  comprendo  los  sentimientos  de  compasión  que,  guia- 
dos por  un  falso  espíritu  de  nacionalidad,  pretenden  favorecer  al 
malhechor  prescindiendo  de  sus  víctimas.  El  sentimentalismo, 
de  que  tanto  se  ha  abusado  en  el  romance,  debe  permanecer 
ageno  á  la  jurisprudencia,  reputada  como  la  mas  exacta  de  to- 
das las  ciencias  sociales. 

La  desconfianza  sería  también  incomprensible  de  parte  de 
pueblos  que  se  aproximan  y  se  tienden  la  mano  para  ocuparse 
cordialmente  de  ajustar  convenciones  que  los  liguen  mas  ínti- 
mamente sobre  la  base  inconmovible  de  los  intereses  de  todos  y 
del  derecho  de  cada  uno.  Aquel  que,  inspirándose  en  otras  ideas, 
pretendiera  hacer  á  los  demás  el  blanco  de  sospechas  mortifican- 
tes, se  expondría  á  que  ellos  se  las  devolvieran  á  su  vez;  pues  el 
que  no  confía  en  los  otros,  autoriza  á  que  se  desconfíe  de  sí  mis- 
mo y  quien  niega  sus  nacionales,  por  temor  de  que  la  justicia 
extranjera  los  castigue  con  severidad  ilegal,  dá  margen  á  supo- 
ner que  los  retiene  para  asegurarles  la  impunidad  ó  para  juzgar- 
los con  una  lenidad  no  menos  ilegal. 

De  consiguiente,  las  leyes  internas,  que  implícitamente 
nacionalizan  el  crimen  para  someterlo  al  imperio  de  sus  tribuna- 
les, están  muy  lejos  de  importar  una  solución:  son  apenas  un  ex- 
pediente que  entraña  los  mas  graves  peligros  y  que  conculca 
todas  las  nociones  fundamentales  de  la  justicia  represiva.  La  en- 
trega de  los  nacionales,  aconsejada  por  la  Comisión,  es  por  lo 
mismo  la  única  medida,  que,  ademas  de  consultar  el  elevado 
pensamiento  que  ha  presidido  á  la  reunión  del  Congreso,  hace 
posible  la  conveniente  sustanciación  del  juicio,  facilita  la  acerta- 
da decisión  de  la  causa  y  responde  al  condigno  castigo  del  reo. 
Donde  el  delito  se  comete,  es  donde  existen  los  elementos  de 
prueba:  ahí,  donde  es  mejor  conocida  la  ley  aplicable  al  caso:  y 


338 


allí  donde  la  justicia  y  el  interés   social  demandan  el   completo 
desagravio  de  la  vindicta  pública  y  privada. 

Ella  se  impone  por  otra  parte  como  el  corolario  y  comple- 
mento del  principio  fundamental  de  la  territorialidad  de  la  ley 
penal  ya  sancionada  por  el  Congreso  y  que  es  la  base  sobre  que 
reposa  todo  el  Proyecto  en  discusión.  Desechándola  ahora,  no 
nos  quedaría  siquiera  la  débil  satisfacción  de  recomendar  la  san- 
ción de  una  ley  interna  análoga  á  la  del  Brasil,  que  el  Señor  Ple- 
nipotenciario nos  aconsejaba  con  tanto  empeño;  porque,  respon- 
diendo á  principios  diametralmente  opuestos,  sería  la  negación 
mas  absoluta  de  la  justicia  territorial.  Puedo  así  repetir  con  toda 
seguridad  que  estamos  forzados  á  optar  entre  la  extradición  ó  la 
impunidad. 

¡Desgraciados,  exclamaba  el  Señor  Plenipotenciario,  con 
acento  conmovido,  los  pueblos  que  no  sienten  la  necesidad  de 
proteger  á  sus  nacionales! 

Una  exclamación,  por  elocuente  que  sea,  no  basta  para 
desnaturalizar  á  tal  punto  la  protección  que  los  pueblos  dis- 
pensan á  sus  naturales  residentes  en  país  extranjero.  Esa 
protección,  que  la  civilización  universal  restringe  dentro  de 
límites  cada  dia  mas  estrechos  solo  tiende  á  garantir  el  libre 
ejercicio  de  los  derechos  civiles  de  los  extranjeros  en  todas  las 
manifestaciones  de  su  vida  social,  científica, mercantil  é  industrial; 
pero  no  puede  ni  debe  extenderse  hasta  escudar  al  culpable 
contra  las  reclamaciones  del  país  cuyas  leyes  violó.  El  pabellón, 
símbolo  del  honor  y  de  la  integridad  nacional,  no  está  destinado 
á  cobijar  entre  sus  pliegues  ni  el  delito  ni  el  delincuente.  ¡Des- 
graciados los  pueblos  que  so  pretexto  de  proteger  á  sus  na- 
cionales, acuerdan  al  crimen  carta  de  ciudadanía!  Digamos 
pues,  una  vez  por  todas,  que  el  crimen  no  tiene  patria  ni 
bandera. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  confirmó  e 
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tensamente  las  opiniones  por  él   vertidas   anteriormente    sobre 
el  artículo  en  debate. 


Siendo  las  6  p.  m.  se  levanta   la  sesión,  quedando  con  la 
palabra  el  Señor  Doctor  Saenz  Peña. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    18 


SESIÓN  DEL  17  DE  DICIEMBRE  DE  1888 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  3.30  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expuso:  que  aunque  ha- 
bía quedado  con  la  palabra  en  la  sesión  anterior,  renunciaba  al 
uso  de  ella  á  fin  de  abreviar  la  discusión,  y  propender  así  á  acti- 
var los  trabajos  del  Honorable  Congreso. 

Votado  el  artículo  20,  es  aprobado  en  esta  forma: 

<  La  extradición  ejerce  todos  sus  efectos  sin  que  en  ningún 
>  caso  pueda  impedirla  la  nacionalidad  del  reo.  > 

Votaron: 


m 


Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  pasa  á  discutir  el  artículo  21. 

«Los  hechos  que  autorizan  la  extradición  son: 

>  1. °  Respecto  á  los  presuntos  delincuentes,  las  infraccio- 

>  nes  que  según  la  ley  penal  de  la  Nación  requerien- 

>  te,  se  hallen  sujetas  á  una  pena  cuyo  máximum  de 

>  agravación,  en  esa  clase  de  delitos,  no  sea  menor 
»  de  dos  años  de  prisión. 

»   2.0  Respecto  de  los  sentenciados,  las  que  sean   castiga- 

>  das  con  un  año  de  prisión  como  mínimum.» 

El  Señor  Prats  dijo:  que  le  parecía  más  ordenado  y  con- 
veniente determinar  en  un  solo  artículo  lo  que  se  establece  en 
los  artículos  21,  22  y  23  de  la  Comisión. 

En  consecuencia,  propone  la  siguiente  forma: 

<   No  habrá  lugar  á  extradición  por  los  delitos  que  á  con- 
»   tinuación  se  expresan: 
>   El  duelo. 
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>  El  adulterio. 

>  Los  políticos  que  afectan  la  seguridad  interior  del  Es- 

>  tado  ó  su  soberanía  ó  seguridad  exterior. 

>  Los  que  no  puedan  ser  penados   con   menos   de   dos 

>  años  de  presidio  ó  relegación,  ó  de  tres  años   de   confi- 

>  namiento,  extrañamiento  ó  destierros 

Agregó:  que  la  extradición  debe  acordarse  por  delitos  de 
cierta  gravedad,  y  á  los  cuales  pueda  aplicarse  una  pena  mayor 
que  la  de  un  año   de  prisión. 

Por  esta  razón,  se  establece  en  el  artículo  que  propone,  la 
pena  de  tres  años. 

En  los  artículos  21,  22  y  23  de  la  Comisión,  se  fija  el  tiem- 
po limitando  la  extradición  á  cierto  número  de  delitos. 

Por  consiguiente  cree  que  es  mejor  decir:  no  habrá  lugar  á 
extradición  por  los  delitos  que  á  continuación  se  expresan. 

Concluyó  exponiendo  que  con  la  fórmula  que  ha  propuesto 
queda  comprendido  todo,  y  la  presenta  sin  oponerse  al  artículo 
en  debate,  sino  en  cuanto  limita  á  un  año  la  pena  para  la  extra- 
dición. 

El  Señor  Doctor  Caminos  dijo:  que  al  redactar  los  artí- 
culos 21,  22  y  23  y  especialmente  este  último,  la  Comisión  ha- 
bía creído  que  era  mejor  establecer  como  base  de  la  extradición, 
el  grado  de  penalidad  impuesto  por  la  ley  del  país  reclamante, 
y  no  sujetarla  á  un  detalle  extenso  de  los  hechos  que  le  darían 
lugar. 

Hizo  también  presente  que  el  sistema  de  enumerar  los  de- 
litos deja  á  veces  muchos  vacíos  que  no  pueden  llenarse,  en  vir- 
tud de  las  diversas  legislaciones  en  que  estos  Tratados  tienen 
que  fundarse. 

En  este  sentido,  agregó,  es  que  la  Comisión  ha  tomado 
como  base  del  alcance  de  la  extradición,  el  grado  de  penalidad 
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según  la  ley  del  país  reclamante,  y  ha  establecido  dos  catego- 
rías, atendiendo  al  carácter  ó  condición  en  que  puede  encon- 
trarse el  reo  á  los  ojos  de  la  ley,  es  decir,  el  de  procesado  ó  per- 
seguido, ó  también  el  de  condenado. 

Por  otra  parte,  no  podría  aceptarse  la  indicación  del  Señor 
Prats,  porque  ella  establecería  tal  vez  una  verdadera  confusión, 
y  piensa  que  es  mas  correcto  determinar  primero  la  regla  gene- 
ral, y  en  seguida  las  excepciones  consiguientes. 

Se  sigue  un  ligero  debate  entre  los  Señores  Prats  y  Cami- 
nos respecto  á  si  habría  ó  nó  lugar  para  solicitar  la  extradición 
de  un  individuo  condenado  á  la  pena  de  destierro. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  que  si  se  trata  de  una 
pena  que  no  importe  la  obligación  para  el  reo  de  permanecer 
en  el  país,  es  contradictorio  que  se  pida  su  extradición,  puesto 
que  no  vá  á  ser  preso. 

El  destierro,  cuando  es  á  determinados  lugares,  toma  el 
carácter  de  la  pena  de  prisión  ó  de  presidio. 

Concluyó  expresando:  que  cuando  un  Estado  cree  que  no 
debe  reducir  á  prisión,  privando  de  su  libertad  personal  á  un  reo, 
no  hay  base  para  castigarlo.  Esto  mismo  lo  establece  la  ley 
francesa  y  también  la  argentina. 

'  El  Señor  Doctor  Gálvez  cree  que  sería  conveniente 
fijar  la  pena  de  prisión  ú  otras  graves,  porque  la  mente  de  la  Co- 
misión, asi  como  la  de  los  tratadistas,  es  establecer  la  pena  como 
medio  de  determinar  los  casos  de  extradición  en  relación  con  la 
gravedad  de  los  delitos. 

Por  consiguiente,  de  lo  que  se  trata  es  de  consignar  el  má- 
ximum ó  el  mínimum  de  la  pena. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  aceptaba  la  sustitución 
déla  nomenclatura  generalmente    usada  en  los  tratados,  por  la 
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ñjación  de  un  máximum  de  pena  aplicable;  pero  que  considera 
conveniente  establecer  en  lugar  de  tantos  años  de  prisión,  tantos 
años  de  pena  privativa  de  la  libertad  x\  otra  equivalente.  Las  pe- 
nas de  aquella  clase  son  comunmente  las  de  presidio,  peniten- 
ciaria y  prisión;  los  términos  cuyo  uso  se  propone  abrazarían 
por  consiguiente  aquellas  distintas  penas.  En  cuanto  á  la  refe- 
rencia á  la  pena  equivalente,  la  encuentra  aconsejada  por  los  que 
sostienen  el  sistema  del  Proyecto. 

En  cuanto  á  los  términos,  cree  que  deben  fijarse  algo  ma- 
yores; para  la  extradición  se  supone  que  ha  mediado  un  delito 
de  cierta  gravedad. 

Podría  establecerse,  respecto  de  los  presuntos  delincuentes, 
que  la  pena,  privativa  de  la  libertad  personal  consignada  en  las 
leyes  del  país  requeriente,  no  baje  de  cuatro  años,  y  respecto 
de  los  sentenciados,  que  no  baje  de  dos  años. 

El  Señor  PRATS  acepta  las  indicaciones  del  Señor  Presi- 
dente. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Caminos, 
Prats,  Saenz  Peña  y  Chacaltana,  fué  aprobado  el  artículo  21,  en 
la  siguiente  forma,  propuesta  por  el  último  de  los  citados  Ple- 
nipotenciarios, y  aceptada  por  la  Comisión: 

Los  hechos  que  autorizan  la  extradición  son: 

<i.°  Respecto  á  los  presuntos  delincuentes,   las    infraccio- 

>  nes  que  según  la  ley  penal  de  la  Nación  requeriente, 

>  se  hallen  sujetas   á  una  pena  privativa   de   la  liber- 
»  tad,  que  no  sea  menor  de  dos  años  ú   otra   equiva- 

>  lente. 

<2.*  Respecto  de  los  sentenciados,  las  que  sean    castigadas 

>  con  un  año  de  la  misma  pena  como  mímimum. 
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Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chlile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  puso  en  discusión  el  artículo  22. 

No  son  susceptibles  de  extradición  los  siguientes  delitos; 

<  El  duelo; 

>  El  adulterio; 

>  Las  injurias  y  calumnias; 

>  Los  delitos  contra  los  cultos; 

>  Los  delitos  comunes  conexos  con  cualquiera  de  los  ante- 
>  nórmente  enumerados,  son  susceptibles  de  extradición.  > 

El  Señor  PrATS  propuso  que  se   dijese:   no  son  suscepti- 
bles de  extradición  los  reos  de  los  sig?iientes  delitos. 

Aceptada  la  indicación  del  Señor  Prats,  se  vota  el  artículo 
22  y  es  aprobado  en  esta  forma: 
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<  No  son  susceptibles  de  extradición  los   reos   de  los   si- 
»  guientes  delitos: 

>  El  duelo; 

»  El  adulterio; 

>  Las  injurias  y  calumnias; 

»  Los  delitos  contra  los  cultos. 

>  Los  reos  de  delitos  comunes  conexos  con  cualquiera  de 

>  los  anteriormente  enumerados,  están  sujetos  á  extradición.» 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  23 

«Tampoco  están   sujetos  á  extradición  los   delitos  políti- 

>  eos  y  todos  aquellos  que  atacan  la  seguridad  interna  ó  externa 

>  de  un  Estado,  ni  los  comunes  que  tengan  conexión  con  ellos. 

«  La  clasificación  de  estos  delitos  se   hará   por  la   Nación 
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>  requerida,  con  arreglo  á  la  ley  que  sea  más  favorable  al  recla- 

>  mado.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso  que  se  dijese:  no  es- 
tan  sujetos  á  extradición,  etc. 

Admitida  la  indicación  del  Señor  Doctor  Ramirez,  se  vota 
el  artículo  23,  siendo  aprobado  en  estos  términos: 

«No  están  sujetos  á  extradición  los  reos  de  delitos   polí- 

>  ticos  y  todos  aquellos  que  atacan  la  seguridad  interna  ó  exter- 

>  na  de  un  Estado,  ni  los  comunes  que  tengan  conexión  con  ellos. 

>  La  clasificación  de  estos  delitos  se  hará  por  la  Nación 
<  requerida,  con  arreglo  á  la  ley  que  sea  mas  favorable  al  recla- 

>  mado.  » 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el  artículo  24,  y  es  aprobado  tal  cual  lo 
ha  propuesto  la  Comisión,  en  estos  términos: 
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«  Ninguna  acción  civil  ó  comercial  que  se   relacione   con 

>  el  reo,  podrá  impedir  la  extradición.  > 

Votaron: 

Porla  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  puso  en  discusión  el  artículo  25. 

«  La  extradición  no  podrá  ser  acordada  cuando    el   delin- 

>  cuente  que  se  reclama  se  halle  sugeto  á  la  acción  judicial    re- 

>  presiva  del  Estado  requerido,  mientras  el  juicio  y  la  pena   no 

>  surtan  todos  sus  efectos.» 

Después  de  un  largo  debate,  en  el  cual  tomaron  parte  el 
Señor  Presidente  y  los  Señores  Prats,  Ramírez,  Caminos,  Vaca- 
Guzman,  Chacaltana,  Saenz  Peña  y  Quintana,  se  suspendió  la 
discusión  de  dicho  artículo  hasta  la  próxima  sesión,  á  fin  de  que 
la  Comisión  pudiera  ponerse  de  acuerdo,  y  darle  una  nueva  re- 
dacción que  tal  vez  conciliase  todas  las  opiniones. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 
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Continúa  la  sesión. 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  26 

<  Los  individuos  cuya  extradición  hubiese  sido  concedida, 

>  no  podrán  ser  juzgados    ó  castigados  por   crímenes   políticos 

>  anteriores   á  la  extradicción,  ni  por  actos  conexos   con   ellos. 

»  Los  crímenes  no  exceptuados  en  el  artículo  22,   que  no 

>  hubiesen  motivado  la  extradición,  podrán  ser  juzgados   y   pe- 

>  nados,  previo  consentimiento  del  gobierno  requerido,  acorda- 

>  do  con  arreglo  al   procedimiento    establecido  en  el  presente 
5>  Tratado.» 

El  Señor  PRATS  manifestó:  que  le  parecía  que  el  pensa- 
miento de  la  Comisión  no  está  expresado  en  una  forma  bien 
correcta.  Cree  que  las  palabras  consentimiento  del  Gobierno 
requerido,  es  una  expresión  impropia,  porque  el  Gobierno  en 
la  mayor  parte  de  los  casos,  sino  en  todos,  no  hace  mas 
que  servir  de  órgano  en  esta  clase  de  asuntos,  siendo  la  justicia 
ordinaria  de  los  Estados,  la  que  debe  intervenir  en  ellos.  En  con- 
cuencia,  propuso  que  el  artículo  se  redacte  en  los  siguientes 
términos: 

«  No  se  podrá  juzgar  ni  penar  á  un  individuo  cuya  extra- 

>  dición  se  ha  obtenido  por  delitos  anteriores  al  que  la  motivó, 

>  sino  en  el  caso  de  que  la  extradición  sea  también  procedente 

>  por  esos  delitos,  según  las  reglas   del   presente   Tratado,   de- 

>  biendo  hacerse  esta  declaración  por  el  Estado  á  quien  corres- 

>  ponde  otorgarla.  > 

Los  Señores  Doctores  Caminos  y  Ramírez  expresaron: 
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que  el  artículo  propuesto  por  el  Señor  Prats,  era  igual   al   de  la 
Comisión,  siendo  la  forma  del  de  ésta,  aun  mas  clara. 

El  Señor  Presidente  propuso  la  siguiente  redacción, 
con  la  cual  creía  que  se  conciliaban  los  propósitos  de  la  Comi- 
sión con  la  indicación  del  Señor  Prats: 

<  Los  individuos  cuya  extradición  hubiese  sido  concedida, 

<  no  podrán  ser  juzgado  ni  castigados  por  delitos  políticos  an- 

<  tenores  á  la  extradición  ni  por  actos  conexos  con  ellos.  » 

<  Podrán  sin  embargo  ser  juzgados  y  penados  previo  con- 

>  sentimiento  del  Estado  requerido,  acordado  con  arreglo  al  pre- 

>  senté  Tratado,  los  delitos  susceptibles  de  extradición  que   no 

>  hubiesen  dado  causa  á  la  ya  concedida.  » 

La  Comisión  aceptó  la  redacción  propuesta  por  el  Sr.  Pre- 
sidente. 

El  SEÑOR  PRATS  manifestó:  que  en  el  presente  caso,  y 
recordando  sus  indicaciones  anteriores,  lo  que  correspondía  era 
poner  á  votación, — primero  la  forma  propuesta  por  él,  en  segui- 
da la  del  Señor  Presidente,  y  en  último  término  la  de  la  Comisión. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  que  cuando  la  Comisión 
acepta  una  modificación,  se  vota  ésta  como  emanada  de  la 
misma. 

Puesto  á  votación  el  artículo  propuesto  por  el  Señor  Presi- 
dente, y  que  la  Comisión  hizo  suyo,  el  Señor  Prats  manifestó: 
que  votaría  á  su  favor  en  el  concepto  de  haber  sido  rechazada  la 
forma  de  redacción  que  él  indicó. 

Votaron. 


Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  27 

«  Cuando  las  gestiones  de  extradición  tuviesen  por  orí* 
»  gen  diferentes  delitos,  la  entrega  se  otorgará  en  primer    lugar 

>  al  Estado  en  el  cual  la  infracción  fuese  mas  grave. 

>  Si  los  delitos  fuesen  de  la  misma  gravedad,  al  que  tuvie- 

>  ra  la  prioridad  en  el  pedido  de  extradición,  y  si  todos    los   pe- 

>  didos  tuvieran  la"  misma  fecha,  el  país  requerido   determinará 
)>  el  orden  de  la  entrega. » 

El  Señor  PRATS  expuso:  que  según  está  redactado  este 
artículo,  las  gestiones  de  extradición  pueden  ser  de  diverso  orí- 
gen  respecto  de  un  solo  Estado,  porque  en  él  no  se  establece 
que  ellas  procedan  de  diferentes'  Estados.  Para  este  caso,  no  se 
fija  ninguna  regla  de  procedimiento,  ni  se  consigna  tampoco 
quien  deba  hacer  la  clasificación  sobre  la  gravedad  délos  delitos, 
para  otorgar  la  extradición  en  favor  de  determinado  país. 

Tal  Clasificación  debe  ser  hecha  por  la  autoridad  corres- 
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pondiente  del  Estado  de  quien  se  solicita  la  extradición,  que  son 
los  tribunales  de  justicia. 

El  artículo  presentado  por  la  Comisión  nada  dice  respecto 
al  tiempo  en  que  deban  sustanciarse  las  causas,  lo  que  á  su  jui- 
cio debe  determinarse  de  una  manera  clara  y  expresa. 

En  cuanto  al  artículo  28,  sobre  el  cual  llama  la  atención 
del  Honorable  Congreso,  dijo,  que  solo  se  refería  al  caso  de  re- 
extradición, esto  es,  que  el  Estado  á  quien  se  entregó  el  reo,  lo 
devuelve  al  Estado  que  acordó  la  extradición. 

El  Señor  Doctor  Caminos  explicó  el  sentido  del  artícu- 
lo 28,  manifestando  que  la  jurisdicción  de  refugio,  es  la  que  debe 
acordar  la  extradición  del  delincuente  que  ya  se  ha  concedido 
á  otro  Estado,  en  el  caso  en  que  éste  requiera  al  reo. 

El  SEÑOR  PRATS  dijo:  que  su  doctrina  es  que  cuando  se 
solicite  por  diversos  Estados  la  entrega  de  un  reo  que  se  encuen- 
tra en  un  Estado  determinado,  deben  sustanciarse  las  causas  de 
extradición,  tantas  como  ellas  sean,  con  el  fin  de  saber  á  que  Es 
tado  debe  entregarse  primero. 

Con  el  propósito  de  aclarar  las  artículos  27  y  28,  propuso 
que  ambos  se  refundiesen  en  le  siguiente  forma: 

«  Si  varios  Estados  solicitaren  la  extradición  de  un  mismo 

>  individuo,  se  sustanciarán  las  causas  hasta  resolverse   en  cada 

>  una  de  ellas  lo  que  fuere  de  derecho.  » 

<  Si  la  extradición  se  acordara  en  favor  de  un  Estado  y  se 

>  negara  respecto  de  los  otros,  se  entregará  á  aquel  la  persona 

>  reclamada,  cesando  todo  derecho  de  parte  de  los  últimos. 

>  Si  se  acordara  en  favor  de  dos  ó  más  Estados,  se   entre - 

>  gara  el  inculpado  á  aquel  en  que  se  le  impute   un   delito    más 

>  grave.  Este  Estado,  si  el  acusado  fuese  absuelto,   ó   cuando 
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>  cumpliese  su  condena  en  el  caso  contrario,  lo  pondría  á  dis- 
»  posición  del  que  corresponda,  atendida  la  gravedad  del  deli- 
»  to  y  así  sucesivamente. 

>  La  autoridad  que  conoce  del  juicio  de  extradición,  fija- 

>  rá  el  orden  que  haya  de  guardarse,  atendida  la  regla  prece- 
»  dente.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  el  artículo  27  establece 
solamente  como  han  de  entregarse  los  reos.  Cree  que  lo  único 
que  podría  consignarse  es  un  inciso  3.0  declarando  que  no  se 
hará  la  entrega  de  los  reos  mientras  no  estuviesen  sustanciados 
y  definidos  todos  los  pedidos  de  extradición. 

El  SeÑOR  Prats  insistió  en  las  razones  que  tuvo  para 
proponer  la  refundición  de  los  artículos  27  y  28,  en  el  que  ha 
presentado. 

Al  poner  á  votación  el  Señor  Presidente  el  artículo  27  de 
la  Comisión,  el  Señor  Prats  expresó  que  desería  se  hiciese  cons- 
tar que,  rechazada  su  indicación,  votaría  por  dicho  artículo. 

El  referido  artículo  quedó  aprobado  en  los  .siguientes 
términos: 

«  Cuando  las  gestiones  de  extradición  tuviesen  por  origen 
»  diferentes  delitos,  la  entrega  se  otorgará  en  primer  lugar  al 
t>  Estado  en  el  cual  la  infracción  fuese  mas  grave. 

>  Si  los  delitos  fuesen  de  la  misma  gravedad,  al  quetuvie- 

>  se  la  prioridad  en  el  pedido  de  extradición,  y  si  todos  los  pe- 
*  didos  tuvieran  la  misma  fecha,  el  país  requerido  determinará 

>  el  orden  de  la  entrega. 

Votaron: 


Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  entra  á  discutir  el 

Artículo  28 

«  Corresponde  á  la  jurisdicción  de  refugio  acordar  la  re- 
»  extradición  de  un  delincuente  que  hubiese  sido  entregado  á  un 

>  Estado,  en  los  casos  que  ella  procediese  á  favor  de  otro.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  de  acuerdo  con  la  Comisión, 
y  á  fin  de  aclarar  la  redacción  de  este  artículo,  propuso  que  fue- 
se sustituido  por  el  siguiente: 

€  En  el  caso  de  que  entregado  un  reo  por  un  Estado,  so- 

>  breviniese  un  nuevo  pedido  de  extradición  de  parte  de  otro 

>  Estado,  antes  de  que  el  delincuente  fuese  puesto  en  libertad, 
»  corresponderá  conceder  ó  negar  la  extradición  á  la   misma 

>  Nación  que  hubiese  deferido  á  la  entrega.» 

El  Señor  Prats  dijo:  que  como  en  el  artículo  que  propu- 
so, estaban  comprendidos  tanto  el  27  como  el  28,  á  su  juicio,  de 
una  manera  más  clara  y  menos  expuesta  á  inconvenientes,  que 
cree  no  se  salvan  en  el  que  acaba  de  presentar  el  Señor  Doctor 
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Ramírez,  y  habiéndose  ya  pronunciado  el  Honorable  Congreso 
respecto  de  su  proposición,  solo  le  restaba  manifestar  su  disen- 
timiento. 

Votado  el  artículo  28  es  aprobado  en  esta  forma: 

«  En  el  caso  de  que  entregado  un  reo  por  un  Estado,  so- 
•»  breviniese  un  nuevo  pedido  de  extradición  de  parte  de  otro 

>  Estado,  antes  de  que  el  delincuente  fuese  puesto  en  libertad' 

>  corresponderá  conceder  ó  negar  la  extradición  á  la  misma 
»  Nación  que  hubiese  deferido  á  la  entrega.  » 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 
La  República  de  Chile. 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  2g 

«  Cuando  la  pena  que  haya  de  aplicarse  al  reo  sea  la  de 
»  muerte,  el  Estado  que  otorga  la  extradición,  podrá  exigir  sea 
»  sustituida  por  la  pena  inferior  inmediata.» 


Votado  este  artículo  es  aprobado  sin  observación. 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Urugtay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Por  moción  del  Señor  Doctor  Ramirez,  el  Honorable  Con- 
greso resolvió  que  las  sesiones  empezaran  á  las  2  p.  m. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  6.20  p.  m. 

Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUJVL.    19 


SESIÓN   DEL   19    DE   DICIEMBRE   DE   1888 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Acevai; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez; 


La  Sesión  se  abre  á  las  2.30  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Caminos  manifestó:  que  la  Comisión 
de  Derecho  Penal  cree  conciliar  todas  las  opiniones  vertidas  en 
la  Sesión  anterior,  presentando  el  artículo  25,  redactado  en  los 
siguientes  términos: 

«  La  entrega  del  feo  podrá  ser  diferida  mientras  se  halle 

>  sujeto  á  la  acción  penal  del  Estado  requerido,  sin  que  esto 

>  impida  la  sustanciación  del  juicio  de  extradición,  » 

Votado  dicho  artículo,  es  aprobado  en  la  forma  presenta- 
da por  el  Señor  Doctor  Caminos. 

Votaron: 
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Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay, 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil 

Se  pasa  al 


TITULO  IV 

DEL  PROCEDIMIENTO  DE  EXTRADICIÓN 
En  discusión  el 

Artículo  30 

«Las  demandas  de  extradición  serán  introducidas  por  las 

>  Legaciones  ó  agentes  consulares  respectivos,  y  en  el  caso  que 
»  no  los  hubiera,  directamente  de  Gobierno  á  Gobierno,  debien- 

>  do  ser  acompañadas  de  los  siguientes  documentos: 

c  l,°  Copia  legalizada  de  la  ley  penal  aplicable  á  la  infrao 

>  ción   que   motiva   el   pedido; 
«  2.0  Copia  legalizada  de  la  sentencia  condenatoria   ejecu- 
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loriada,  cuando  se  trate  de  un  delincuente  que  hubie- 
se sido  juzgado; 
c  3.0  Copia  legalizada  del  auto  de  detención  y  demás  ante- 
cedentes á  que   se   refiere   el   inciso    3.0   del   artícu- 
lo 19.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propuso  que  el  artículo  30  fuera  redactado  de  la  siguiente  ma- 
nera: 

«Los  pedidos  de  extradición   serán   introducidos   por   los 

>  agentes  diplomáticos  ó  consulares  respectivos,  y  en  defecto  de 

>  éstos,  directamente   de    Gobierno   á  Gobierno,  debiendo    ser 
»  acompañados  de  los  siguientes  documentos: 

«  i.°  Respecto  de  los  presuntos  delincuentes,  copia  legali- 
»  zada   de   la   ley   penal    aplicable    á   la   infracción 

>  que  motiva  el  pedido,  y  del   auto   de   detención   y 

>  demás  antecedentes  á  que  se   refiere   el   inciso    3.0 
»  del  artículo  19. 

«  2.c  Si  se  trata  de  un  sentenciado,  copia  legalizada  de  la 
»  sentencia  condenatoria  ejocutoriada,  exhibiéndose  á 
»  la  vez,  en  igual  forma,  la  justificación  de  que  el  reo 
»  ha  sido  citado,  y  representado  en  el  juicio  ó  decla- 
)>  rado  legalmente  rebelde.» 

Como  se  vé,  dijo,  las  modificaciones  presentadas  tienden 
á  aclarar  más  el  artículo,  especificando  los  documentos  que  han 
de  enviarse  cuando  se  trate  de  un  presunto  reo  ó  cuando  el  pe- 
dido de  extradición  se  refiera  á  un  condenado. 

Se  vota  y  es  aprobado  el  artículo  30  en  la  forma  presenta- 
da por  el  Señor  Doctor  Ramirez. 


Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  31 

«Si  el  Gobierno  requerido  considerase  improcedente  la  de- 
»  manda  por  defectos  de  forma,  devolverá  los  documentos  res- 
»  pectivos  al  Gobierno  que  formuló  el  pedido,  expresando  la 
»  causa  y  defectos  que  impiden  la  sustanciación  de  éste. » 

El  Señor  Doctor  Ramriez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propuso  que  el  artículo  3 1  se  modificase  como  sigue: 

«Si  el  Gobierno  requerido  considerase  improcedente  el 
»  pedido  por  defectos  de  forma,  devolverá  los  documentos  res- 
»  petivos  al  Gobierno  que  lo  formuló,  expresando  la  causa  y 
»  defectos  que  impiden  su  sustanciación  judicial.» 

El  SEÑOR  PRATS  indicó  que  se  dijese:  si  la   autoridad  co- 


rrespondiente  del  Estado  requerido,  en  vez  de  si  el  Gobierno  re- 
querido. Cree  que  la  redacción  que  propone  es  mas  apropiada, 
porque  habrá  casos  en  que  el  conocimiento  de  estos  asuntos  co- 
rresponda exclusivamente  á  los  tribunales  de  justicia. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expresó  que  no  habría  in- 
conveniente en  sustituir  la  palabra  Gobierno  por  la  de  Es- 
tado. 

El  Señor  Prats  acepta  la  indicación  del  Señor  Doctor 
Saenz  Peña. 

Votado  el  artículo  31,  es  aprobado  en  esta  forma: 

«  Si  el  Estado  requerido  considerase  improcedente  el  pe- 
»  dido  por  defectos  de  forma,  devolverá  los  documentos  respeo 
»  tivos  al  Gobierno  que  lo  formuló,  expresando  la  causa  y  de- 
>  fectos  que  impiden  su  sustanciación judicial-» 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil, 
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En  discusión  el 

Artículo  32 

«  Si  el  pedido  de  extradición  hubiese  sido  introducido  en 
»  debida  forma,  el  Gobierno  requerido  remitirá  todos  los  ante- 
»  cedentes  al  Juez  ó  Tribunal  competente,  quien  ordenará  la 
»  prisión  del  reo,  si  á  su  juicio  procediera  tal  medida  con  arre- 
»  glo  á  lo  establecido  en  el  presente  Tratado.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso  á  nombre  de  la  Co- 
misión, que  el  artículo  32  se  redactase  así: 

«  Si  el  pedido  de  extradición  hubiese  sido  introducido  en 
»  debida  forma,  el  Gobierno  requerido  remitirá  todos  los  ante- 
»  cedentes  al  Juez  ó  Tribunal  competente,  quien  ordenará  la 
»  prisión  del  reo  y  el  secuestro  de  los  objetos  concernientes   al 

>  delito,  si  á  su  juicio  procediese  tal  medida,  con  arreglo  á  lo  es- 
»  tablecido  en  el  presente  Tratado.» 

La  Comisión  indica  esta  modificación  que  consiste  en  au- 
torizar el  Juez  no  solo  para  proceder  á  la  prisión  del  reo,  sino 
también  al  secuestro  de  los  objetos  concernientes  al  delito. 

El  Señor  Prats  propuso  la  siguiente  fórmula  respecto 
del  artículo  en  debate: 

«  Admitida  la  demanda  de  extradición,  se    sustanciará    el 

>  juicio  por  las  autoridades  y  en  conformidad  á  las  leyes  del  Es- 
»  tado  que  conoce  en  él.  > 

Dijo:  que  con  la  redacción  que  él  dá  al  artículo,  desapare- 
ce la  intervención  directa  que  quiere  atribuirse  al  Gobierno  pa- 
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ra  apreciar  si  los  pedidos  de  extradición  se  presentan  ó  no  en 
forma,  siendo  así  que  tal  cosa  corresponde  á  la  competente  au- 
toridad judicial. 

Agregó:  que  no  le  parece  propio  establecer  en  el  Tratado, 
los  términos  y  condiciones  en  que  el  Tribunal  decretará  la  pri- 
sión, porque  esto  corresponde  á  la  legislación  interna  de  cada 
país. 

Por  otra  parte,  es  sabido  que  hay  delitos  que  según  las  le- 
yes de  la  Nación  en  que  se  ha  refugiado  el  delincuente,  no 
merecen  prisión,  y  que  el  reo  puede  ser  excarcelado  bajo  fianza. 
Sin  embargo,  este  Tratado  obliga  á  mantenerlo  en  prisión,  lo  cual 
no  es  correcto. 

Piensa  que  tanto  el  artículo  en  discusión  como  los  sub- 
guientes,  son  de  mera  reglamentación,  siendo  por  consiguiente 
innecesario  é  inconveniente  darles  cabida  en  este  Tratado. 

Convenciones  como  la  presente  deben  limitarse  á  consig- 
nar reglas  generales,  esto  es,  si  hay  ó  no  lugar  á  extradición, 
que  personas  están  sujetas  á  ella  y  por  que  delitos,  etc.  etc.,  en 
fin,  todo  lo  que  es  sustancial. 

Terminó  diciendo  que  votaría  en  contra  de  los  demás  ar- 
tículos de  este  Proyecto,  fundado  en  que  la  reglamentación  que 
ellos  establecen  corresponde,  como  lo  ha  expuesto  ya,  á  la  legis- 
ción  interna  de  los  Estados  Contratantes. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  el  juicio  de  extradición 
no  es  un  juicio  privativo  de  cada  Estado, — es  un  asunto  de  inte- 
rés común  á  todas  las  Naciones  Contratantes. 

No  es  posible,  manifestó,  que  dicho  juicio  sea  ordinario  en 
un  Estado  y  sumario  en  otro,  sin  que  la  extradición  se  convierta 
en  lo  que  se  llama  en  Derecho  un  contrato  leonino. 

Es  necesario,  cuando  menos,  agregó,  señalarlos  principios 
dirigentes  de  manera  que  se  consigan  estos  dos  resultados:  que 
el  juicio  sea  breve,  y  se  garantice  la  defensa  del  reo. 
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No  es  posible  decir  tampoco  que  la  prisión  se  efectúe  con 
arreglo  á  las  leyes  ele  procedimientos  de  cada  Estado,  porque 
cuando  menos,  esto  tendría  el  inconveniente  de  reaccionar  con- 
tra los  principios  que  ha  sancionado  el  Honorable  Congreso.  Con- 
sidera, pues,  necesario  establecer  un  procedimiento  uniforme 
para  los  juicios  de  extradición,  teniendo  en  cuenta  que,  como  an- 
tes lo  ha  expresado,  se  discuten  intereses  comunes  á  todos  los 
Estados  Contratantes. 

Si  un  Gobierno  que  solicita  la  extradición  de  un  reo, 
no  envía  en  debida  forma  los  recaudos  necesarios,  lo  natural  es 
que  el  Estado  requerido  los  devuelva,  pidiéndole  los  presente 
como  corresponde.  Si  así  lo  hiciese,  en  tal  caso  el  Gobierno  á 
quien  se  dirige  el  pedido,  remitirá  los  documentos  al  Juez  ó  Tri- 
bunal competente. 

Se  extendió  en  consideraciones  tendentes  á  demostrar  la 
conveniencia  de  fijar  el  procedimiento  que  debe  observarse  en 
los  juicios  de  extradición,  que  ocurran  en  los  Estados  Contratan- 
tes. Con  esto  no  se  ataca  la  independencia  y  soberanía  de  las 
Naciones,  pues  si  bien  es  exacto  que  no  se  tienen  en  cuenta,  en 
este  caso,  los  Códigos  particulares  de  los  Estados,  es  porque, 
tratándose  de  un  interés  común,  debe  regir  la  ley  común  y  no  la 
interna  de  cada  país. 


Votado   el   artículo  32  quedó    aprobado  en  la   siguiente 
forma: 


c  Si  el  pedido  de  extradición  hubiese  sido  introducido  en 
»  debida  forma,  el  Gobierno  requerido  remitirá  todos  los  ante- 
»  cedentes  al  Juez  ó  Tribunal  competente,  quien  ordenará  la  pri- 
»  sión  del  reo  y  el  secuestro  de  los  objetos  concernientes  al  de- 
»  lito,  si  á  su  juicio  procediese  tal  medida,  con  arreglo  á  lo  esta- 
»  blecido  en  el  presente  Tratado.  » 
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Votaron: 

Por  la  afirmativa! 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  33 

«  En  todos  los  casos  en  que  según  lo  establecido  en  este 

>  Título,  procede  el  arresto  del  refugiado,  se  le  hará  saber  en  el 

>  término  de  veinte  y  cuatro  horas  la  causa  de  su  detención,  to- 

>  mándocele  declaración  dentro  del  mismo  término.  )> 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  que  la  Comisión  ha  in- 
troducido una  ligera  modificación  á  este  artículo,  porque  cree  que 
la  toma  de  declaración  es  inútil  en  el  presente  caso,  pues  basta 
el  hecho  de  notificar  al  reo,  en  el  término  de  veinte  y  cuatro  ho- 
ras, la  causa  de  su  prisión  y  al  mismo  tiempo  que  puede  hacer 
uso  del  derecho  que  le  acuerda  el  artículo  34. 

El  SEÑOR  PRESIDENTE:  como  el  artículo  19,  se  refiere  á 
los  casos  en  que  deben  estar  colocados   los  Estados  para  ha- 
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cer  efectiva  la  extradición,  y  se  usa  la  palabra  prisión,  le  parece 
conveniente,  que  en  los  demás  artículos,  se  conserve  el  mismo 
término,  dejando  la  de  detención  ó  arresto  provisorio  para  una  cir- 
cunstancia especial  de  urgencia. 

Se  vota  el  artículo  33  propuesto  por  el  Señor  Doctor  Ra- 
mírez á  nombre  de  la  Comisión,  y  es  aprobado  en  esta  forma: 

c  En  todos  los  casos  en  que  proceda  la  prisión  del  refugia- 
>  do,  se  le  hará  saber  su  causa  en  el  término  de  veinte  y  cuatro 
t>  horas  y  que  puede  hacer  uso  del  derecho  que  le  acuerda  el 
)>  artículo  siguiente.  ;> 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  34 

«  Ei  detenido  podrá,   dentro  de  tres  dias  perentorios  con- 
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>  tados  desde  el  día  siguiente  á  aquel  en  que  se  le  tomó  la  pri- 
3>  mera  declaración,  oponer  excepciones   tendentes   á  justificar: 

€  i.°     Su  falta  de  identidad; 

»  2°     Los  defectos  de  que  adolezcan  los  documentos  pre- 

»  sentados; 
»  3.0     La  improcedencia  ó  extinción  de  la  acción   de   ex- 

»  tradición,  según  lo  estatuido  en  este  Tratado.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso  en  nombre  de  la 
Comisión,  que  este  artículo  fuese  redactado  así: 

«  El  detenido  podrá,  dentro  de  tres  dias  perentorios  con- 
t>  tados  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación,  oponerse  á  la 
»  extradición,  alegando: 

«  i.°     Que  110  es  la  persona  reclamada; 

>  2.0     Los  defectos  de  que  adolezcan  los  documentos  pre- 

>  sentados; 
»  3.0     La  improcedencia  del  pedido  de  extradición.» 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente 
y  los  Señores  Doctores  Ramírez  y  Vaca-Guzman,  se  vota  el  ar- 
tículo 34,  siendo  aprobado  como  sigue: 

«  El  reo  podrá,  dentro  de  tres  dias  perentorios  contados 
»  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación,  oponerse  á  la  extradi- 

>  ción,  alegando: 

»  1."     Que  no  es  la  persona  reclamada; 

»  2.0     Los  defectos  de  forma  de  que  adolezcan  los   docu- 

»  mentos  presentados; 
»  3.0     La  improcedencia  del  pedido  de  extradición.» 
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Votaron: 
Por  la  afirmativas 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  de  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

En  discusión  el 

Artículo  35 

«  El  Estado  requeriente  podrá  constituir  un  representante 

>  especial  á  los  efectos  del  juicio  de  extradición.  Pero  la  falta  de 

>  éste  no  impedirá,  en  ningún  caso,  el  curso  regular  de  la    sus- 
»  tanciación  del  proceso.)) 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  que  la  Comisión  retira 
este  artículo,  porque  considera  inconveniente  que  las  Nacio- 
nes sean  representadas  por  apoderados  particulares,  sin  perjui- 
cio de  que  los  agentes  diplomáticos,  y  en  su  ceso  los  consulares, 
puedan  imponerse  del  estado  del  proceso,  trasmitiendo  á  sus 
Gobiernos  las  noticias  que  creyesen  convenientes. 

Se  dio  por  retirado  el  artículo  35. 
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Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  36 

«  En  los  casos   en  que  fuere  necesaria   la   comprobación 

>  de  las  excepciones  alegadas,  y  el  detenido  la  ofreciese  al  opo- 

>  ner  éstas,  se  reabrirá  el  incidente  á  prueba,  rigiendo  respecto 

>  de  ella  y  de  sus  términos,  las  prescripciones  de  la   ley  proce- 

>  sal  del  Estado  requerido.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  la  Comisión 
había  creído  conveniente  modificar  este  artículo  en  los  siguien- 
tes términos,  en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado. 

«  En  los  casos  en  que  fuese  necesaria  la  comprobación  de 

>  los  hechos  alegados,  se  abrirá   el  incidente  á  prueba,  rigien- 
»  do  respecto  de  ella  y  de  sus  términos  las  prescripciones  de  la 

>  ley  procesal  del  Estado  requerido.  » 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 
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Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  37 

«Producida  la  prueba,  el  Juez  ó  Tribunal  competente  falla- 
»  rá  sin  mas  trámite,  en  el  término  de  diez  dias,  declarando  si 
»  hay  ó  no  lugar  á  la  extradición. 

» Dicha  resolución  será  apelable  en  relación,  dentro  del 
»  término  de  tres  dias,  para  ante  el  Tribunal  competente  de  úl- 
»  tima  instancia,  el  cual  pronunciará  su  decisión  en  el  plazo  de 
»  cinco  dias.» 

El  Señor  Doctor  Ramierz  propuso,  á  nombre  de  la  Co_ 
misión,  que  el  artículo  fuese  redactado  así: 

%  Producida  la  prueba,  el  incidente  será  fallado  sin  mas  trá- 

>  mite,  en  el  término  de  diez  dias,  declarando  si  hay  ó  no   lugar 

>  á  la  extradición. 

»Dicha  resolución  será  apelable  en  relación  dentro  del  tér- 
»  mino  de  tres  dias  para  ante  el  Tribunal  competente  de  última 

>  instancia,  el  cual  pronunciará  su  decisión  en  el  plazo  de  cinco 

>  dias.  > 

Votado  el  artículo  37,  queda  aprobado  en  esta  forma. 

«Producida  la  prueba,  el  incidente  será  fallado  sin  más 
»  trámite  en  el  término  de  diez  dias,  declarando  si  hay  ó  no  lu- 
»  gar  á  la  extradición. 

j Dicha  resolución  será  apelable  dentro  del  término  de  tres 
»  dias,  para  ante  el  Tribunal  competente,  el  cual  pronunciará  su 
»  decisión  en  el  plazo  de  cinco  dias.» 

Votaron: 
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Por  la  afirmativa : 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  38 

«Si  la  sentencia  fuese  favorable  al  pedido  de  extradición, 
»  el  Tribunal  que  pronunció  el  fallo  lo  hará  saber  inmediamente 
2>  al  Poder  Ejecutivo,  á  fin   de  que   provea  lo  necesario  para  la 

>  entrega  del  delincuente. 

«Si  fuese  contraria,  el  Juez  ó  Tribunal  ordenará  la  inme- 
2>  diata  libertad  del  detenido  y  lo  comunicará  al  Poder  Ejecuti- 
»  vo,  para  que  por  el  órgano  respectivo  haga  saber  la  negativa 
»  al  Gobierno  requeriente,  expresando  la  causa  en  que  se 
»  funda. 

«En  los  casos  de  negativa,  debe  reabrirse  el  juicio   de   ex- 

>  tradición  siempre  que  el  Gobierno  reclamante   presente   nue- 
s>  vos  documentos,  ó  complementase  los  ya  presentados.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión 
propuso  que  este  artículo  fuese  redactado  en  los  siguientes  tér- 
minos, con  lo  cual  se  modifican  los  incisos  2.0  y  3.0: 
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((Si  la  sentencia  fuese  favorable  al  pedido  de  extradición, 
t»  el  tribunal  que  pronunció  el  fallo,  lo  hará  saber  inmediatamen- 
»  te  al  Poder  Ejecutivo,   á  fin  de  que  provea  lo  necesario   para 

>  la  entrega  del  delincuente. 

«  Si  fuese  contraria,  el  Juez  ó  Tribunal  ordenará  la  inmedia- 
»  ta  libertad  del  detenido,  y  lo  comunicará  al  Poder  Ejecutivo,  ad- 
»  juntando  copia  de  la  sentencia,  para  que  la  ponga  en  conoci- 
»  miento  del  Gobierno  requeriente. 

c  En  los  casos  de  negativa  por  insuficiencia,  de  documen- 
j>  tos,  debe  reabrirse  el  juicio  de  extradición,  siempre  que  el  Go- 

>  bienio  reclamante  presentase  otros,  ó  complementase  los   ya 

>  presentados.» 

Se  vota  el  artículo  en  la  forma  presentada  por  el  Señor 
Doctor  Ramirez  y  es  aprobado. 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 


El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  pone  en  discusión  el 
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Artículo  sg 

«  Siempre  que  el  detenido  manifestase  su  conformidad  con 

>  el  pedido  de  extradición,  el  Juez  ó  Tribunal  competente  labra- 
»  rá  acta  de  los  términos  en  que  esa  conformidad  haya  sido  pres- 

>  tada,  y  declarará,  sin  más  trámite,  la   procedencia   de   la  ex- 

>  tradición.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo  que  la  Comisión  aconse- 
ja suprimir  la  palabra  competente. 

Se  vota  el  artículo  con  la  supresión  indicada    y  es  apro- 
bado. 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 
La  República  de  Chile; 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 
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Preside  el  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña. 
En  discusión  el 

Artículo  40 

<  Todos  los  objetos  concernientes  el  crimen  que  motiva  la 
y  extradición  y  que  se  hallaren  en  poder  del  delincuente,  serán 
*  remitidos  al  Estado  que  obtuvo  la  entrega. 

3  Los  que  se  hallaren  en  poder  de  terceros,  no  serán  remi- 
2  tidos  sin  que  los  poseedores  sean  oidos  previamente  y  resuél- 
s  tose  las  excepciones  que  opongan.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  indicó:  que  en  lugar  de  de- 
cirse todos  los  objetos  concernientes  al  crimen  se  dijese  concernien- 
tes al  delito. 

El  Señor  Doctor  Aceval  propuso  que  en  vez  de  delin- 
cuente sq  dijese  reo. 

Votado  el  artículo  con  las  modificaciones  indicadas,  que- 
da aprobado  en  esta  forma: 

«  Todos  los  objetos  concernientes  al  delito  que   motiva  la 

>  extradición  y  que  se  hallaren  en  poder  del  reo,  serán  remitidos 

>  al  Estado  que  obtuvo  la  entrega.  » 

1  Los  que  se  hallaren  en  poder  de  terceros,  no  serán  remi- 

>  tidos  sin  que  los  poseedores  sean  oídos  previamente  y  resuél- 

>  tose  las  excepciones  que  opongan.  > 

Votaron: 
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Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  41 

«  En  los  casos  de  consumarse  la  extradición  por  la  vía  te- 
»  rrestre,  corresponde  al  Estado  requerido  efectuar  la  traslación 
>  del  inculpado  hasta  la  frontera  del  Estado  requeriente,  ó  de  la 
»  de  aquel  por  cuyo  territorio  hubiese  de  pasar. 

<  En  los  casos  en  que  la  traslación  del  reo  deba  efectuarse 
a  por  la  vía  marítima  ó  fluvial,  la  entrega  se  hará  por  la  Nación 
«  reclamada,  en  el  puerto  de  embarque,  á  los  agentes  que  debe 
»  constituir  la  Nación  requeriente, 

»  El  Estado  requeriente  podrá,  en  todo  caso,  constituir  uno 
»  ó  mas  agentes  de  seguridad;  pero  la  intervención  de  éstos  que- 
»  dará'subordinada  á  los  agentes  ó  autoridades  del  territorio  re- 
»  querido  ó  del  de  tránsito. » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  la  Comisión 
proponía  una  ligera  modificación  á  este  artículo,  y  era,  la  de  es- 
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tablecer  que  los  reos  fuesen  entregados  en  el  punto  mas  ade- 
cuado de  la  frontera  terrestre  ó  en  el  puerto  mas  apropiado  de 
embarque. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  expresó:  que  en  el  2.0 
inciso  sería  mas  conveniente  poner  por  la  Nación  que  faibiese  de 
hacer  la  entrega. 

Votado  este  artículo  queda  aprobado  como  sigue: 

«  En  los  casos  de  practicarse  la  entrega  del  reo  por  la  vía 
-%  terrestre,  corresponderá  al  Estado  requerido  efectuar  la  tras- 
t>  lación  del  inculpado  hasta  el  punto  mas  adecuado  de  su  fron- 
»  tera. 

»  Cuando  la  traslación  del  reo  deba  efectuarse  por  la  vía 

>  marítima  ó  fluvial,  la  entrega  se  hará  en  el  puerto  mas  apropia- 
»  do  de  embarque,  á  los  agentes  que  debe  constituir  la  Nación 
»  requeriente. 

>  El  Estado  requeriente  podrá,  en  todo  caso,  constituir  uno 

>  ó  mas  agentes  de  seguridad;  pero  la  intervención  de  éstos  que- 
i>  dará  subordinada  á  los  agentes  ó  autoridades  del  territorio  re- 
»  querido  ó  del  de  tránsito,  i 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 


Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La    República  de  Chile. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  42 

«  Cuando  para  la  entrega  de   un  inculpado,  cuya  extradi- 

>  ción  hubiese  sido  acordada  por  una  Nación  á  favor  de  otra,  fue- 

>  se  necesario  atravesar  el  territorio  de  un  Estado  intermedio,  el 

>  tránsito  será  autorizado  por  éste  sin  exigirse  otro  requisito 

>  que  el  de  la  exhibición  por  la  vía  diplomática,    del  decreto  de 

>  extradición  expedido  por  el  Gobierno  que  otorgó  aquella  y 
»  del  cual  se  acompañará   testimonio  en  forma.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propuso  que  este  artículo  fuese  redactado  así: 

«  Cuando  para  la  entrega  de  un  reo,  cuya  extradición  hu- 

>  biese  sido  acordada  por  una  Nación  á  favor  de  otra,  fuese  ne- 
»  cesario   atravesar   el   territorio  de  un   Estado   intermedio,    el 

>  tránsito  será  autorizado  por  éste,   sin  exigirse  otro   requisito 

>  que  el  de  la  exhibición  por  la  vía   diplomática  del   testimonio 

>  en  forma  del  decreto  de  extradición  expedido  por  el  Gobierno 
»  que  la  otorgó.  > 

Se  vota  este  artículo  en  la   nueva   forma   indicada  por   el 
Señor  Doctor  Ramírez,  y  es  aprobado. 

Votaron: 
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Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil: 
La  República  de  Chile. 

En  discusión  el 

Artículo  43 

«  Si  el  tránsito  fuese  acordado,  las  autoridades  respectivas 

>  prestarán  sus  auxilios  á  fin  de  evitar  la   evasión   y    facilitar  la 

>  conducción  del  reo  por  su  territorio  jurisdiccional.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  á  nombre  de  la  Comisión, 
propuso  esta  fórmula  para  el  artículo  en  debate: 

<  Si  el  tránsito  fuese  acordado,  regirá  lo   dispuesto   en   el 
»  inciso  3.0  del  artículo  41.» 

Votado  el  artículo  con  la  modificación  propuesta,  es  apro- 
bado. 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 


—  £82  — 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay, 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  44 

«  Los  gastos  que  demande  la  extradición  del  reo,  serán 
»  por  cuenta  del  Estado  requerido  hasta  el  momento  de  la  en- 
>  trega,  y  desde  entonces  á  cargo  del  Gobierno  requeriente. » 

Votado  este  artículo,  es  aprobado  sin  observación. 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

pGr  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
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La  República  de  Chile. 
Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  45 

t  Cuando  la  extradición  fuese  acordada  y  se  tratase  de  un 

>  inculpado,  el  Gobierno  que  la  hubiese  obtenido,  comunicará  al 

>  que  la  concedió,  la  sentencia  definitiva  recaída  en  la  causa  que 
»  motivó  aquella.  í 

Votado  este  artículo,  es  aprobado  sin  observación. 

Votaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  pasa  al 
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TÍTULO  V 

DE  LA   PRISIÓN   PREVENTIVA 
En  discusión  el 

Artículo  46 

«  En  caso  de  urgencia,  el  Estado   requerido   ordenará   el 

>  arresto  provisorio  del  reo,  cuando  así  lo  pida  el  Estado  reque- 

>  riente,  por  la  vía  postal  ó  telegráfica,  siempre  que  se  invoque 

>  para  ello  la  existencia  de  una  sentencia  ó  de  una  orden  de  pri- 
»  sión,  y  se  determine  con  claridad  la  naturaleza  del  delito   con- 

>  denado  ó  perseguido.  2 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión 
propuso  la  siguiente  redacción  para  el  artículo  en  debate: 

«  Cuando  los  Gobiernos  signatarios  reputasen  el  caso  ur- 
»  gente,  podrán  solicitar  por  la  vía  postal  ó   telegráfica,  que   se 

>  proceda  administrativamente  al  arresto  provisorio  del  reo,   asi 

>  como  á  la  seguridad  de  los  objetos  concernientes  al  delito,  y 
»  se  accederá  al  pedido,  siempre  que  se  invoque  la  existencia  de 

>  una  sentencia  ó  de  una  orden  de   prisión  y   se  determine   con 
s  claridad  la  naturaleza  del  delito  castigado  ó  perseguido.» 

Votado  este  artículo  es  aprobado  en   la  forma  propuesta 
por  el  Señor  Doctor  Ramírez. 

Votaron: 


—  385  - 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  entra  á  discutir  el 

Artículo  47 

<  El  detenido  será  puesto  en  libertad,  si  el  Estado  re- 
»  queriente  no  hubiese  deducido  la  demanda  de  extradición   en 

>  los  diez  dias  siguientes  á  la  llegado  del  primer  correo    que    se 

>  despachó  con  posterioridad  a  la  fecha  en  que  se  hizo  el  pedido 

>  de  detención  preventiva.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombrado  de  la  Comisión, 
propuso  que  este  artículo  se  modificara  en  la  siguiente  forma: 

«  El  detenido  será  puesto  en  libertad,  si  el  Estado  reque- 
rí riente  no  hubiese  presentado  el  pedido  de  extradición  dentro 
»  de  los  diez  dias  de  la  llegada  del  primer  correo  despachado  des- 
»  pues  del  pedido  de  arresto  provisorio.» 

Votado  este  artículo  en  la  nueva  forma  propuesta  por  el 
Señor  Doctor  Ramírez,  es  aprobado. 

5  0 
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Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay, 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

En  discusión  el 

Artículo  48 

c  En  todos  los  casos  de  prisión  preventiva,  las  responsa- 

>  biiidades  que  de  ella  emanen  corresponden   al  Gobierno   que 

>  solicitó  la  detención.» 

Se  vota  este  artículo  y  es  aprobado. 
Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 
La  República  de  Bolivia; 
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La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

El  Señor  Presidente  manifestó  que  había  terminado  la 
discusión  del  proyecto  de  Tratado  sobre  materia  penal,  agregan- 
do, que  creía  que  algunos  de  los  Señores  Plenipotenciarios  tenían 
la  idea  de  proponer  varios  artículos  complementarios  que  se  re- 
fieren á  la  forma  en  que  aquel  debe  suscribirse. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  somete  á  la  considera- 
ción del  Honorable  Congreso,  los  siguientes  artículos  com- 
plementarios del  Tratado,  la  fórmula  de  introducción  y  su 
parte  final: 

Artículo  48 

<  No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado, 

>  su  ratificación  simultánea  por   todas  las   Naciones  signatarias. 

>  La  que  lo  apruebe  lo  comunicará  á  los   Gobiernos   Argentino 

>  y  Oriental  del  Uruguay,  para  que  lo  trasmita  á  las  demás  Na- 

>  ciones  Contratantes.  Este  procedimiento  hará  las  veces  de  un 

>  cange.  > 

Artículo  4g 
«Hecho  el  cange  indicado  en  la  forma  del  artículo  anterior, 


>  el  Tratado  quedará  en  vigor  desde    ese  acto  y  por  tiempo  in- 

>  definido  éntrelas  Naciones  que  lo  hubiesen  efectuado.» 

Artículo  so 

«  El  artículo  48  es  extensivo  á  las  Naciones  que.  no  habien- 

>  do  concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente 
»  Tratado.» 

Artículo  51 

«  Si  en  el  trascurso  del  tiempo,  algunas  de   las   Naciones 

>  Contratantes  creyese  necesario  introducir  modificaciones  en 
2  este  Tratado,  notificará  á  las  demás  Naciones  su  voluntad  de 
y>  hacer  cesar  sus  efectos  en  la  parte  correspondiente,  pero  no 

>  quedará  desligada  sino  tres  años  después  de  ese  acto,  término 
»  en  que  se  procurará  llegar  á  un  nuevo  acuerdo,  por   la  vía   y 

>  forma  que  se  crea  mas  conveniente.)) 

Artículo   52 

c  Las  estipulaciones  del  presente  Tratado  solo  serán  apli- 

>  cables  á  los  crímenes  y  delitos  perpetrados  con  posterioridad 

>  á  la  fecha  de  su  vigencia.  » 

<  La  República  Argentina,  la  de  Bolivia,  etc.,  etc.,  con  el 

>  propósito  de  facilitar  la  administración  de  justicia  en  la  repre- 

>  sión  délos  crímenes  y  delitos  cometidos  en  su  respectiva  ju- 

>  risdicción  territorial,  han  convenido  en  celebrar  un  Tratado  de 

>  Derecho  Penal  Internacional,  por  medio  de  sus  respectivos 

>  Plenipotenciarios,  reunidos  en  la  ciudad  de  Montevideo,  por 

>  iniciativa  de  los  Gobiernos  de   las  Repúblicas   Argentina  y 
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»  Oriental  del   Uruguay  en    Congreso  Jurídico    Internacional 
y  Sud-Americano,  estando  representadas: 


La  República  Argentina,  etc..  etc. 


y  Quienes  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que 
»  hallaron  en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  dis- 
>  cusiones  del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 

(Sigue  el  TratadoJ 

y  En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de   las   Naciones 

»  mencionadas  las  hemos  firmado  y  sellado  en  el  número  de 

»  ejemplares  á  los dias  del  mes  de de  1889.» 

Por  indicación  del  Señor  Prats,  se  dispuso  la  impresión  de 
las  proposiciones  del  Señor  Doctor  Ramírez,  para  distribuirlas 
á  los  Señores  Plenipotenciarios. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente 
y  los  Señores  Quintana,  Gálvez  y  Prats,  se  resolvió  que  el  Ho- 
norable Congreso  no  celebraría  sesión  hasta  el  dia  24  del  co- 
rriente, en  la  cual  debe  comenzar  la  discusión  del  proyecto  de 
Derecho  Procesal,  Propiedad  Literaria,  Inventos  y  Marcas  de 
Fábrica,  sin  perjuicio  de  ocuparse  en  la.  misma  sesión,  ó  en 
cualquiera  de  las  subsiguientes,  de  los  artículos  propuesto  por 
el  Señor  Doctor  Ramirez. 

Por  indicación  del  Señor  Presidente,  y  después  de  un  bre- 
ve debate,  en  el  cual  tomaron  parte  los  Señores  Prats,  Ramirez, 
Gálvez  y  Quintana,  el  Honorable  Congreso  decidió  que  cada  Co- 
misión nombrase  de  su  seno  uno  ó  dos  Plenipotenciarios  que  se 
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ocupasen  de  los  trabajos  de  corrección,  revisión,  etc.  del  Diario 
de  Sesiones,  en  la  parte  que  á  cada  una  de  ellas  les  corresponda- 
La  Sesión  se  levanta  á  las  4.50  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUiVL    20 


SESIÓN  DEL  24  DE  DICIEMBRE  DE  1888 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Solivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la.  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  2.45  p.  m. 


Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente 
y  los  Señores  Vaca-Guzman,  Ramírez,  Saenz  Peña,  Quintana, 
Gálvez  y  Chacaltana,  se  aprobaron  en  la  siguiente  forma,  los  ar- 
tículos complementarios  del  Proyecto  de  Tratado  sobre  Derecho 
Penal  Internacional,  el  preámbulo  del  mismo  y  su  parte  final, 
presentados  en  la  sesión  anterior  por  el  Señor  Doctor  Ramírez. 

Articulo   48 

«  No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado,  su 
>  ratificación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
»  que  lo  apruebe,   lo  comunicará  á   los  Gobiernos   Argentino  y 
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s>  Oriental  del  Uruguay,  para  que  lo  hagan  saber  á  las  demás  Na- 
»  ciones  Contratantes.  Este   procedimiento   hará   las   veces   de 

>  cange.» 

Artículo  4g 

«  Hecho  el  cange  indicado  en  la  forma  del   artículo  ante- 

>  rior,  el  Tratado  quedará  en  vigor  desde  ese  acto,  y  por  tiempo 
*  indefinido  entre  las  Naciones  que  lo  hubiesen  efectuado. » 

Artículo  50 

<  El  artículo  48  es   extensivo  á   las  Naciones  que,  no   ha- 

>  biendo  concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  pre- 

>  senté  Tratado.  > 

-  <• 
Artículo  51 

«  Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese   necesario 

>  introducir  modificaciones  en  este  Tratado,  notificará  á  las  de- 

>  más,  su  voluntad  de  hacer  cesar  sus  efectos  en  todo  ó   en  par- 

>  te,  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años    después   de    ese 

>  acto,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un  nuevo  acuerdo.  > 

Artículo  52 

<  Las  estipulaciones  del  presente  Tratado,  solo  serán  apli- 
3>  cables  á  los    crímenes  y   delitos   perpetrados  durante  su   vi- 

>  gencia.» 


<  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina;  S.  E.  el 
2>  Presidente  de  la  República  de  Bolivia,  etc ,  etc.,  han  convenido 
>  en  celebrar  un  Tratado  de  Derecho   Penal   Internacional   por 


—  394  — 

»  medio  de  sus  respectivos  Plenipotenciarios,  reunidos  en   Con- 

>  greso,  en  la  ciudad  de  Montevideo,  por  iniciativa   de  los    Go- 

>  biernos  de  las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental   del  Uruguay 

>  estando  representados: 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina 

Por 

El  Señor  Doctor 


Quienes  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que 
hallaron  en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  dis- 
cusiones del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 

En  fé  de  lo  cual>  los  Plenipotenciarios  de  las  Nación  es  men- 
cionadas, lo  firman  y  sellan  en  el  número  de ejemplares,  en 

Montevideo,  á  los.  . .  dias  del  mes  de de  1889. 

(L.  S.) 

El  Señor  Presidente  consultó  si  debia  encargarse  á  una 
Comisión  de  Redacción  el  trabajo  de  corregir  el  Proyecto  de 
Derecho  Penal.,  ya  aprobado. 

El  Señor  PRATS  manifestó:  que  convenia  establecer  de 
una  manera  concreta  el  cometido  de  dicha  Comisión. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  expresó;  que  dicha  Comisión 
debía  limitarse  simplemente  á  compaginar  el  Proyecto  tal  como 
ha  sido  aprobado,  y  proponer  aquellas  correcciones  que  no  al 
teren  absolutamente  el  pensamiento,  sino  que  mejoren  la  redac- 
ción de  los  artículos,  sin  perjuicio  de  que  si  alguno  de  los  Seño- 
res Plenipotenciarios  quisiera  indicar  enmiendas  ó  modificacio- 
nes, y  fuesen  ellas  aceptadas  por  el  Honorable  Congreso,  no  ha- 
bría inconveniente  de  ninguna  clase. 
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El  Señor  PRATS  manifestó  su  conformidad  á  tal  proposi- 
ción, siempre  que  la  Comisión  se  limitase  á  las  correcciones  de 
mero  lenguaje. 

El  Señor  Doctor  Sanez  Peña  propuso:  que  la  Comisión 
se  compusiese  de  dos  de  los  miembros  de  la  de  Derecho  Penal, 
encargándose  los  otros  dos  del  trabajo  relativo  al  Diario  de  Se- 
siones,—  y  así  se  acordó. 

En  seguida  se  pasa  á  considerar  el  Proyecto  relativo  á 
Procedimientos  Judiciales,  que  corre  agregado  al  Acta  número  9 
de  la  Sesión  habida  el  24  de  Octubre  último. 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  miembro  informante  de  la 
Comisión  respectiva,  se  expresó  en  estos  términos; 

Señores  Plenipotenciarios: 

Habiendo  sido  designado  por  mis  estimables  colegas  de 
Comisión,  miembro  informante  para  manifestar  al  Honorable 
Congreso  los  fundamentos  de  las  disposiciones  consignadas  en 
los  proyectos  relativos  al  Procedimiento  judicial,  al  cumplimien- 
to de  las  sentencias  y  fallos  arbitrales;  a  la  Propiedad  literaria, 
artística  é  industrial  y  marcas  de  fábrica,  tengo  la  honra  de  diri- 
jiros  la  palabra,  y  no  abusaré  de  vuestra  benévola  atención,  por- 
que con  la  brevedad  que  me  sea  posible,  trataré  de  cumplir  mi 
cometido. 

TÍTULO   PRIMERO 

La  Comisión  establece  respecto  al  Procedimiento  judicial, 
que  los  juicios,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  se  tramitarán 
según  la  ley  de  la   Nación  en  cuyo  territorio  se  entablen  las 
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acciones;  y  sujeta  á  esa  misma  ley  las  pruebas  que  las  partes 
ofrezcan  para  acreditar  sus  derechos;  pero  concede  que  las 
pruebas  permitidas  por  la  ley  que  rige  el  acto  jurídico,  se  actúen 
en  el  lugar  del  juicio,  cuando  se  trate  de  acreditar  la  existencia  de 
dicho  acto,  si  esas  pruebas  no  estuviesen  prohibidas  por  razones 
de  orden  público. 

El  principio  adoptado  por  la  Comisión  en  el  artículo  i.°, 
es,  pues,  el  que  aceptan  en  general  los  tratadistas  de  Derecho 
Internacional  Privado,  y  forma  parte  de  la  jurisprudencia  casi 
universal,  según  lo  expresa  en  su  exposición  de  motivos  al  Go- 
bierno del  Perú,  el  Presidente  del  Congreso  reunido  en  Lima  de 
1878,  Doctor  Don  Antonio  Arenas.  Y  en  efecto,  Fcelix  dice: 
que  la  competencia  de  las  autoridades  y  la  forma  de  los  procedi- 
mientos se  rigen  por  la  ley  del  país  donde  la  demanda  se  enta- 
bla, cualquiera  que  sea  la  ley  bajo  cuyo  imperio  hayan  pasado 
los  hechos  que  la  motivan,  y  agrega,  que  este  principio  está  uná- 
nimemente adoptado  por  todos  los  autores.  Fiore  dice  á  su  vez, 
que  está  generalmente  admitido  que  los  actos  del  procedimiento 
se  rijan  por  la  lex  fori  y  Story  y  Dudley-Field  se  expresan  del 
mismo  modo.  Vaquet  sostiene  por  su  parte,  que  las  leyes  del 
procedimiento  son  de  orden  público  y  que  rigen  exclusivamen- 
te en  el  país  en  que  se  incoe  el  litigio. 

Respeto  á  las  pruebas,  el  principio  consignado  en  el  artí- 
culo 2.0  es  también  el  que  aceptan  generalmente  los  escritores 
de  Derecho  Internacional  Privado:  así  Fcelix  opina,  que  la  actua- 
ción de  las  pruebas  es  la  secuela  necesaria  de  las  formalidades 
de  .los  juicios,  y  Vraquet  agrega,  que  la  manera  de  actuarse  las 
pruebas,  como  cuestión  de  procedimiento,  está  sujeta  á  la  lex 
fori,  á  la  ley  del  país  en  que  el  proceso  se  entabla,  siendo  por 
consiguiente  esta  ley  la  que  determina  la  incapacidad  de  los  tes- 
tigos, las  causas  de  recusación  y  de  escusa,  la  prestación  del  ju- 
ramento, etc.,  etc. 
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TITULO  II 


En  el  Título  2.°  sobre  el  cumplimiento  de  los  exhortos.,  de 
las  sentencias  y  fallos  arbitrales,  ha  separado  la  Comisión  la  par- 
te civil  de  la  criminal,  con  el  objeto  de  dar  á  las  disposiciones 
relativas  á  cada  un  de  esas  materias,  la  claridad  y  precisión  de 
bidas,  y  porque,  en  el  caso  de  que  la  Comisión  encargada  de  la 
parte  penal  se  ocupa  de  reglamentar  el  procedimiento  de  la  ex- 
tradición, como  en  efecto  lo  ha  hecho,  y  el  Honorable  Congreso 
tuviese  á  bien  acordar  la  supresión  de  la  sección  2.a  del  Título 
II  del  Proyecto,  pueda  hacerse  fácilmente  y  sin  alterar  las  dis- 
posiciones contenidas  en  la  sección  1.a,  que  se  contrae  exclusi- 
vamente á  la  parte  civil.  / 

t-  No  ha  sido  ciertamente  motivo  de  controversia  para  la  Co- 
misión, la  aceptación  del  principio  consignado  en  el  artículo  3.0 
del  Proyecto.  Es  el  mismo  que  sirvió  de  base  al  Tratado  ajusta- 
do en  Lima  en  1878,  el  que  trae  el  Proyecto  de  nuestro  colega 
el  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  y  el  que  sostienen  la  mayor^ 
parte  de  los  tratadistas  que  se  ocupan  de  la  materia. 

"*  La  doctrina  de  revisar  las  sentencias  y  fallos  pronunciados 
en  un  país,  para  que  tengan  efecto  en  otro  Estado,  por  estar 
comprometidos  los  intereses  de  un  nacional  ó  porque  se  alega 
injusticia  en  el  fallo,  y  la  doctrina  de  dar  á  las  sentencias  sólo  el 
carácter  de  medios  de  defensa  ó  de  excepciones  perentorias  de 
cosa  juzgada,  han  sido  doctrinas  de  transición  entre  el  exclusi- 
vismo del  imperio  de  la  jurisdición  territorial,  y  las  exigencias 
del  progreso  de  los  pueblos  modernos. 

r~^  Expedida  una  sentencia  ó  un  fallo  arbitral  con  el  carácter 
de  ejecutoriado  ó  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada  en  un 
Estado,  no  era  posible  que  en  los  demás-Estados  no  tuviese  el 
mismo  valor  y  significación,  sin  que  quedasen  comprometidos 
los  fueros  de  la  justicia  y   de  las  conveniencias   internacionales, 
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sobre  todo,  tratándose  de  las  relaciones  de  las  Naciones  del 
Continente  Sud-Americano  que  tienen  intereses  comunes,  insti- 
tuciones análogas  y  las  mismas  bases  en  su  legislación  civil  y 
criminal.  Para  dar  ensanche  y  seguridad  á  las  relaciones  comer- 
ciales de  los  Estados,  ha  sido,  pues,  preciso  establecer  en  el  ar- 
tículo 3.0  que  las  sentencias  y  fallos  dictados  en  asuntos  civiles 
y  comerciales,  con  el  carácter  de  definitivos,  en  uno  de  los  Es- 
tados signatarios,  tendrán  en  los  territorios  de  los  demás,  la  mis" 
ma  fuerza  que  en  el  país  en  que  se  pronunciaron,  con  las  calida- 
des apuntadas  en  los  artículos  4.0,  5.0,  6.°  y  7.0  que  no  son  res- 
tricciones del  principio,  sino  garantías  en  favor  de  los  interesados 
en  el  litigio,  y  resguardo  de  la  soberanía  del  territorio  en  que  se 
pide  la  ejecución  de  la  sentencia.  ^ 

Así  en  el  artículo  4.0  se  señalan  los  documentos  que  habrá 
de  acompañarse,  y  el  juez  ante  quien  deberá  entablarse  la  ejecu- 
ción, y  se  ha  designado  al  juez  ó  tribunal  de  primera  instancia? 
tanto  porque  es  ante  él  que  se  entabla  la  ejecución  de  las  sen- 
tencias y  fallos  expedidos  en  el  propio  territorio,  según  la  ley 
de  procedimientos  de  los  Estados  Americanos,  cuanto  porque 
pudiendo  promoverse  alguna  controversia  sobre  los  puntos  con- 
tenidos en  el  artículo  5.0,  era  preciso  conceder  á  la  parte  perju- 
dicada los  recursos  de  apelación  ú  otros  que  permita  la  ley  del 
país  de  la  ejecución.  El  artículo  6.°  completa  la  disposición  con- 
tenida en  el  artículo  4.0,  y  confirma  la  doctrina  del  3.°  pues  ex- 
presa de  una  manera  explícita  que  la  controversia  nunca  recae- 
rá sobre  la  sentenciaren  sí  misma  y  prohibe  reabrir  el  juicio  y 
revisar  la  sentencia  cuyo  cumplimiento  .se  pide.  __        V 

En  el  artículo  5.0  se  fijan  las  condiciones  que  deben  reunir 
*as  sentencias  y  de  las  cuales  podrá  ocuparse  el  juez  ó  tribunal, 
y  esas  condiciones  son  las  que  establecen  uniformemente  Fcelix, 
Fiore,  Pradier  Foderé  y  Vaquet,'  y  las  que  aparecen  también  en 
el  Tratado  de  juristas  de  Lima  y  en  el  Proyecto  del  Doctor  Ra- 
mirez.  Pretender  justificar,  por  mi  parte,  esas  condiciones,  sería, 


f 
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pues,  inconducente,  desde  que  todos  los  que  se  dedican  al  estu- 
dio de  estas  materias  convienen  en  que  dichas  condiciones  bas- 
tan para  resguardar  los  fueros  de  la  justicia  en  general  y  de  la 
ley  del  territorio  de  la  ejecución. 

En  el  artículo  y.°  se  reproduce  el  principio  de  la  lex  fori, 
á  que  se  contrae  el  artículo  i.°,  y  hemos  consignado  esa  dispo- 
sición de  un  modo  especial,  para  evitar  que  la  suspicacia  de  las 
partes  ó  la  debilidad  de  los  jueces,  den  cabida  á  cuestiones  em- 
barazosas é  inútiles. 

La  Comisión  se  ha  ocupado  también  de  los  actos  de  juris- 
dicción voluntaria,  para  darles  en   los   Estados  signatarios   un 
valor  probatorio  análogo  al  que  les  acuerda  la  ley  del  Estado  en 
que  se  han  realizado;  y  la  Comisión  ha  procedido  así,  por  cuanto 
la  interposición  de  la  autoridad  judicial  para  confirmar  la  volun- 
tad de  las  partes  ó  para  practicar  un  hecho  da  á  esos   actos   de 
jurisdicción  voluntaria  toda  la  solemnidad  de  los  actos   públicos 
y  el  de  documentos  fehacientes  y  auténticos  á  aquellos  en  que  se 
consignan.  Un  inventario  judicialmente  practicado,  la  emancipa- 
ción de  un  menor  con  aprobación  judicial  ú  otro  acto  semejante, 
no  pueden  dejar  de  merecer  fé,  ni  de  producir  sus  efectos  pro- 
batorios, cuando  la  parte  interesada  en  un  litigio  los  presenta  pa- 
ra acreditar  un  hecho  ó  un  derecho.  El  artículo  8.°  responde  se- 
gún esto  á  las  exigencias  de  una  recta  administración  de  justicia,  y 
todos  los  tratadistas  que  hemos  consultado,  están  acordes  en  en- 
señar ese  principio,  como  de   conveniencia  universal.  Fcelix  se 
expresa  así:  vamos  á  demostrar  que,  aún  en  los   Estados   como 
Francia,  que  rehusan  reconocer  lo  autoridad  de  la  cosa  juzgada 
en  país  extranjero,  se  admite  la  autoridad  de  los  actos  de  juris- 
dicción voluntaria.  . — 

Siendo  muy  frecuentes  los  casos  en  los  juicios  que  se  tra- 
mitan en  un  Estado,  de  necesitarse  que  las  autoridades   de  otro. 
Estado,  practiquen  alguna  diligencia  ó  hagan  una  citación,  se  ha 
establecido  tanto  por  la  conveniencia  que  de  la  reciprocidad  re- 
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sulta,  cuanto  por  lacortesía  con  que  deben  tratarse  las  Naciones 
entre  sí,  la  práctica  de  no  poner  óbice  al  cumplimiento  de  los  ex- 
hortos  y  cartas  rogatorias  en  que  esas  diligencias  se  solicitan, 
y  la  Comisión  conformándose  con  esa  práctica,  y  teniendo  en 
cuenta,  ademas,  las  poderosas  razones  en  que  se  apoya,  no  solo 
ha  consignado  en  el  artículo  g°  el  precepto  de  que  se  cumplan 
los  exhortos  y  cartas  rogatorias  que  estén  debidamente  legaliza- 
dos, sino  que  ha  ampliado  el  procedimiento  en  el  artículo  io.° 
En  efecto,  en  este  artículo  se  estatuye  que,  cuando  los  exhortos  y 
cartas  rogatorias  contengan  comisiones  de    trascendencia,  como 


son  las  de  practicar  embargos,  nombrar  peritos,  depositarios  ó 
tasadores,  no  solo  deba  el  juez  limitarse  al  extricto  cumplimiento 
del  encargo,  sino  dictar  las  providencias  que  conduzcan  á  solu- 
cionar todas  las  dificultades  que,  con  motivo  de  la  comisión,  pue- 
dan  suscitarse,  á  fin  de  evitar  dilaciones  perjudiciales  y  mayores 
gastos  á  los  interesados.  Cuando  á  consecuencia  de  una  quiebra, 
por  ejemplo,  sea  preciso  practicar  un  inventario  y  tasación  de 
bienes  en  otro  Estado,  y  se  haga  indispensable  designar  los  es- 
cribanos, peritos  y  depositarios  que  han  de  intervenir  en  esas  di- 
ligencias, racional  es  que  el  juez  comisionado,  que  conoce  la  lo- 
calidad, proceda  por  sí  mismo;  y  sin  esperar  nuevas  indicaciones 
del  juez  de  la  quiebra,  quien,  por  las  dificultades  que  ofrece  la 
distancia,  no  puede  atender  satisfactoriamente  á  las  justas  exi- 
gencias de  las  partes. 

El  artículo  io.°  completa,  pues,  las  disposiciones  general- 
mente aceptadas  sobre  el  cumplimiento  de  los  exhortos,  y  evita 
con  las  retricciones  finales  cualquiera  atingencia  que  pudiera  ha- 
cerse sobre  los  fueros  de  la  jurisdicción  local,  por  cuanto  exige 
para  el  cumplimiento  de  las  comisiones  que  emanen  de  juez 
competente,  que  estén  los  exhortos  debidamenteMegalizados, 
que  las  diligencian  no  se  opongan  á  los  principios  de  derecho  in- 
ternacional sancionados  en  el  Tratado,  ni  estén  prohibidas  por 
las   leyes  del  lugar  en  que  se  cumple  la  Comisión. 
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En  el  artículo  1 1.°  se  indica  que  en  el  cumplimiento  de  los 
exhortos  se  observarán  las  leyes  del  procedimiento  del  país  de 
la  ejecución,  que  es  el  principio  de  la  lex  fori  consignado  en  el 
artículo  i.°,  y  en  el  artículo  I2.°  se  declara  que  los  interesados 
en  el  cumplimiento  de  los  exhortos  ó  cartas  rogatorias  podrán 
nombrar  sus  apoderados,  á  fin  de  que  vigilen  por  los  intereses 
comprometidos  en  la  comisión. 

Como  el  nombramiento  de  apoderados  expensados  por 
quienes  confieren  el  mandato,  está  universalmente  aceptado  en 
jurisprudencia,  no  ha  tenido  la  Comisión  inconveniente  para 
consignar  en  su  Proyecto,  la  facultad  de  nombrarlos,  y  ha  re- 
producido el  artículo  85  del  proyecto  de  Código  de  Derecho 
Internacional  Privado  del  Señor  Plenipotenciario  por  el  Uru- 
guay, Doctor  Ramirez. 

TÍTULO  III 

Respecto  á  la  legalización  de  los  documentos  expedidos 
en  un  Estado  para  que  surtan  sus  efectos  en  otros  Estados,  ha 
hecho  la  Comisión  la  conveniente  distinción  entre  los  exhortos 
en  materias  civil  y  comercial,  y  los  relativos  á  la  penal.  En  los 
asuntos  civiles  y  comerciales,  los  exhortos  y  las  cartas  rogato- 
rias revisten  un  carácter  privado,  es  la  acción  de  los  particula- 
res la  que  se  ejercita  en  la  tramitación  de  los  documentos,  ha- 
ciéndose por  esto  indispensable  señalar  los  requisitos  que  pa- 
tenticen su  autenticidad:  en  la  materia  penal  no  sucede  lo  mis- 
mo,— las  infracciones  de  la  ley  que  dan  motivo  para  la  extradi- 
ción de  los  criminales,  afectan  siempre  al  orden  público,  las  ges- 
tiones se  entablan  siempre  oficialmente  por  la  vía  diplomática, 
esto  es,  por  conducto  autorizado,  de  manera  que  no  cabe  el  te- 
mor de  que  los  documentos  sean  falsos  ó  estén  adulterados. 

Correspondiendo  al  régimen  interior  de  los  Estados,  las 
formalidades  quo  deben  observarse  para  la  legalización  de  los 
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documentos,  no  se  ha  ocupado  de  ellas  la  Comisión,  y  propone 
solamente  que,  después  de  cumplidas  esas  formalidades,  inter- 
venga el  agente  diplomático  ó  consular  del  país  á  donde  debe 
producir  sus  efectos  el  documento,  á  fin  de  que,  autenticada  la 
firma  del  último  funcionario  del  Estado,,  en  que  se  expide  el  do- 
cumento, pueda  en  aquel  país,  hacerse  la  confrontación  por 
el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  si  así  se  considerase  ne- 
cesario. 

La  Comisión  establece  que  los  agentes  consulares  pueden 
legalizar  las  firmas  de  los  funcionarios  de  la  localidad  en  que  re_ 
siden,  a  fin  de  evitar  los  gastos  y  las  demoras  que  ocasionarían 
á  los  interesados  la  remisión  de  los  documentos  á  la  capital  del 
Estado,  para  obtener  la  del  agente  diplomático.  Resguardada 
la  autenticidad  de  los  documentos  con  la  intervención  de  los 
agentes  diplomáticos  ó  consulares,  según  el  lugar  donde  la  dili- 
gencia se  practique,  no  hay  razón  para  recargar  con  mayores 
trabas  las  dificultades  naturales  que  se  oponen  siempre  á  la 
marcha  de  los  negocios,  sobre  todo  cuando  las  cuestiones  judi- 
ciales se  ventilan  en  países  diversos. 


DE  LA  PROPIEDAD  LITERARIA,  ARTÍSTICA  E  INDUSTRIAL 


TITULO  PRIMERO 


Estando  reconocida  en  casi  todas  las  legislaciones  moder- 
nas, el  derecho  de  propiedad  á  las  producciones  de  la  inteligen- 
cia, no  habría  la  Comisión  cumplido  con  su  deber,  sino  hubiera 
consignado  en  el  Proyecto  el  Derecho  de  Propiedad  Literaria 
y  Artística  de  la  manera  mas  amplia  y  explícita  que   fuera  posi- 
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ble,  y  esa  declaración  se  ha  hecho  tanto  mas  necesaria,  cuanto 
que,  por  no  haber  tratados  especiales  entre  los  Estados  Ame- 
ricanos y  entre  éstos  y  los  Europeos,  que  garanticen  tan  sagra- 
dos derechos,  han  sido  éstos  conculcados  sin  miramientos  de 
ninguna  especie. 

Consignado  el  principio  que  reconoce  el  Derecho  de  Pro- 
piedad Literaria  y  Artística,  se  ha  ocupado  la  Comisión  de  solu- 
cionar el  conflicto  que  resulta  de  no  acordarse  á  las  produccio- 
nes de  la  inteligencia,  el  derecho  de  propiedad  perpetua,  ski  ó 
temporal  y  por  plazos  que  varían  según  los  países. 

Para  salvar  esa  dificultad  se  ha  estatuido  en  el  artículo  2,° 
del  Proyecto,  que  los  derechos  de  autor  en  un  país,  no  tendrán 
en  otro  mas  duración  que  la  que  en  él  se  acuerde  á  los  autores 
originarios,  porque  no  sería  conveniente,  ni  justo  establecer  en 
los  Estados,  diferencias  favorables  para  los  autores  que  primi- 
tivamente obtuvieron  el  reconocimiento  de  un  derecho  en  otros 
paises.  Esas  diferencias,  ya  que  son  inevitables,  tienen  más  bien 
que  establecerse  tomando  por  punto  de  partida  la  limitación  de 
los  derechos  originarios  del  autor,  cuando  en  dicho  país  de  orí- 
gen  es  el  plazo  menor,  á  fin  de  que  las  obras  científicas  y  litera- 
rias salgan  cuanto  antes  del  dominio  particular,  para  entrar  en 
el  movimiento  general  de  las  ideas  que  forman  el  patrimonio  de 
la  humanidad. 

La  Comisión  ha  reconocido  también  el  derecho  de  propie- 
dad a  los  traductores  de  obras  publicadas  en  otros  idiomas,  y 
en  países  con  quienes  no  tengan  los  Estados  signatarios,  com- 
promisos especiales,  porque  es  preciso  estimular  el  trabajo  de 
reproducción  de  obras  científicas  y  literarias,  que  contribuyan 
al  progreso  intelectual  y  moral  de  los  pueblos  americanos;  pero 
no  ha  creído  la  Comisión  que  sea  justo  conceder  derechos  ex- 
clusivos á  los  que  se  limiten  á  coleccionar  trozos  ó  fragmentos 
de  obras  destinadas  á  la  enseñanza  pública,  porque,  además  de 
que  en  esos  trabajos  no  haya  creación  de  la  inteligencia,   deben 
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entregarse  semejantes  publicaciones  al  dominio  público,  para 
facilitar  la  educación  de  la  juventud. 

En  el  proyecto  de  Código  Internacional  del  Señor  Doc- 
tor Ramírez,  se  establece  (artículo  j6),  que  cuando  no  esté  inci« 
cado  en  la  obra  el  nombre  del  autor,  se  tenga  al  editor  como  su 
causa  habiente,  y  con  facultad  de  hacer  respetar  los  derechos 
de  aquel;  pero  la  Comisión  ha  creído  que,  si  los  autores  no  han 
querido  consignar  sus  nombres  ó  seudónimos  en  sus  obras,  es 
porque  no  han  tenido  el  propósito  de  reservarse  el  derecho  de 
reproducirlas,  sino  que  generosamente  las  han  entregado  al  do- 
minio público.  Mas,  si  no  ha  sido  ese  su  propósito,  sino  el  de 
ceder  sus  derechos  al  editor,  fácil  es  que  éste  lo  declare  en  cual- 
quiera parte  del  libro  y  haga  constar  que  se  sustituye  al  autor, 
ó  que  lo  representa  para  defender  sus  derechos.  En  vez,  pues, 
de  dar  al  silencio  del  autor  la  interpretación  favorable  para  el  edi- 
tor, ha  preferido  la  Comisión  hacerlo  en  beneficio  general,  cuando 
no  se  haga  en  el  libro  declaración  explícita  de  ninguna  clase. 

La  Comisión  para  formular  su  proyecto  ha  tenido  á  la  vis- 
ta el  trabajo  del  Doctor  Ramirez  y  de  Dudley-Field,  que  es  el 
que  mas  extensamente  se  ha  ocupado  de  la  materia,  comentan- 
do entre  otros  tratados  europeos,  el  de  Francia  con  la  Gran 
Bretaña,  y  las  últimas  conferencias  del  Congreso  de  Berna. 


TÍTULO  II 

PROPIEDAD    INDUSTRIAL 

SEGGION   PRIMERA 
Patentes  de  Invención 
Aunque  en  cada  Estado  se  establecen  formalidades   diver- 
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sas  para  conceder  las  patentes  de  invención  y  los  plazos  que  se 
acuerdan  para  gozar  del  privilegio  son  también  diferentes,  co  - 
muñes  á  todos  los  Estados  Americanos,  otorgar  patentes  á  fa- 
vor de  los  que  descubren  procedimientos  nuevos  ó  aplican  y 
perfeccionan  los  conocidos,  contribuyendo  de  esa  manera  al 
desarrollo  de  sus  industrias  y  de  su  riqueza.  La  Comisión  con- 
formándose con  ese  principio  de  legislación,  lo  ha  consignado 
en  el  Proyecto,  procurando  dar  facilidades  á  los  inventores  para 
obtener  el  resgistro  de  sus  patentes  en  los  Estados  signatarios; 
pero  sin  comprometer  las  disposiciones  reglamentarias  de  cada 
uno  de  ellos.  El  plazo  de  un  año,  acordado  á  los  inventores  en 
el  Proyecto,  para  solicitar  el  registro,  parecerá  tal  vez  un  tanto 
largo,  desde  que  en  el  Proyecto  de  Código  Internacional  de 
Dudly-Field  se  propone  solo  el  de  tres  meses;  pero  la  Comisión 
ha  creído  que  el  plazo  debía  ser  mas  largo  por  las  muchas  difi- 
cultades que  embarazan  la  comunicación  y  por  las  distancias 
enormes  que  separan  á  los  Estados  Americanos. 

Para  decidir  las  cuestiones  sobre  la  prioridad  de  las  inven- 
ciones, ha  preferido  la  Comisión  tomar  como  punto  de  partida 
la  fecha  de  la  solicitud,  en  lugar  de  la  de  concesión,  por  cuanto 
aquella  no  está  sujeta  á  eventualidades,  mientras  que  esta  sí, 
puesto  que  puede  suceder  muy  bien  que  una  solicitud  posterior 
sea  acogida  favorablemente  en  un  país,  cuando  por  la  lentitud 
de  las  tramitaciones  en  otro  Estado,  esté  todavía  pendiente  una 
petición  mas  antigua. 


SEGGION  SEGUNDA 

De  las  Marcas  de  Comercio  y  de  Fábrica 

La  Comisión  ha  dejado  á  la  legislación  particular  de  cada 
uno  de  los  Estados  signatarios,  la  independencia  necesaria  para 
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reglamentar  la»  condiciones  bajo  las  cuales  se  conceda  el  dere- 
cho exclusivo  de  usar  una  marca  ó  signo  de  fábrica;  pero,  en  pro- 
tección á  los  intereses  del  comercio,  ha  consignado,  en  el  artícu- 
lo 19,  el  mismo  principio  que  para  el  registro  de  las  patentes  de 
invención. 

Quizá  parecerá  poco  conforme  á  la  redacción  de  un  Trata- 
do, que  se  haga  en  el  artículo  21,  así  como  se  ha  hecho  en  el  16, 
una  especie  de  definición  ó  explicación  de  lo  que  debe  entender- 
se por  marcas  ó  signos  de  fábrica  y  por  invenciones;  pero  la  Co- 
misión ha  aceptado  ese  procedimiento,  no  solo  porque  así  lo  ha- 
cen todos  los  tratadistas  en  sus  obras,  así  acostumbran  hacerlo 
los  legisladores  en  cada  uno  de  los  Estados,  y  así  se  ha  hecho  en 
los  últimos  Tratados,  sino  porque  con  esa  explicación  se  evitan 
las  reclamaciones  qne  pudieran  intentar  los  que  por  especula- 
ción y  caprichosamente  llamaren  invenciones,  á  aplicaciones  sin 
importancia,  ni  utilidad  para  las  industrias. 

Tanto  en  el  título  sobre  la  propiedad  intelectual,  como  en 
el  de  la  industrial,  ha  consignado  la  Comisión  un  artículo,  en  que 
se  expresa  que  los  juicios  que  se  promuevan  por  las  usurpacio- 
nes, falsiñcaciones  y  adulteración»»  que  pueden  cometerse,  se 
tramitaran  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  donde  se  haya  oca- 
sionado el  daño,  porque  es  en  el  lugar  en  que  se  ha  incurrido  en 
responsabilidades,  donde  debe  apreciarse  su  trascendencia  y 
valorizarse  la  indemnización. 

La  Comisión  debe  manifestar  al  Honorable  Congreso,  que, 
si  en  el  Proyecto  que  somete  á  sus  deliberaciones,  no  se  ha  ocu- 
pado del  Derecho  Jurisdiccional,  materia  conexa  con  el  proce- 
dimiento, hasta  el  punto  de  ser  en  los  Códigos  de  Procedimien- 
tos, en  los  que  se  determina  la  competencia  de  los  jueces  para 
entender  en  las  cuestiones  que  se  promuevan,  ha  sido  porque 
constituyendo  cada  una  de  las  materias  encomendadas  el  estu- 
dio de  las  Comisiones,  un  Proyecto  de  Tratado  aparte,  ha  con- 
ceptuado que  era  mas  natural  que  en  cada  uno  de  ellos  se  deter- 
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minase  la  jurisdicción  competente,  para  dar  mayor  unidad  á  sus 
disposiciones,  que  formar  un  Proyecto  independiente  que,  por  sí 
solo  no  tendría  aplicación  práctica.  En  el  Proyecto  sobre  Dere- 
cho Comercial,  ha  procurado  el  que  habla,  en  perfecto  acuerdo 
con  su  colega  de  Comisión,  el  muy  distinguido  Señor  Doctor  Ra- 
mírez, que  se  precise  en  cada  uno  de  los  casos  la  jurisdicción  á 
que  están  sometidos;  y  en  la  materia  penal  se  ha  procedido  tam- 
bién de  la  misma  manera  por  la  Comisión  encargada  de  ese  tra- 
bajo. Si  el  Honorable  Congreso  encuentra  que  la  Comisión  en 
cuyo  nombre  tengo  la  honra  de  dirigiros  la  palabra,  ha  incurri- 
do en  la  omisión,  de  una  parte  de  su  cometido,  atribuyalo  á  una 
equivocación  de  concepto,  y  no  á  falta  de  voluntad,  pues  la  ha  te- 
nido sobrada  para  cumplir  la  labor  que  tuvisteis  á  bien  encornen* 
darle. 

Para  la  Comisión,  será  sumamente  satisfactorio,  Señores  Ple- 
nipotenciarios, que  los  proyectos  que  somete  á  vuestro  ilustrado 
criterio,  merezcan  vuestra  benévola  acogida  y  sirvan  de  base  á 
los  respectivos  Tratados  que  el  Honorable  Congreso  vá  á  some- 
ter á  los  Excelentísimos  Gobiernos  aquí  representados;  y  que 
tanta  influencia  están  llamados  á  ejercer  en  las  relaciones  de 
los  Estados  Americanos  entre  sí,  y  en  las  que  felizmente  mantie" 
nen  con  los  Estados  de  Europa. 

Finalmente,  la  Comisión  ha  tomado  en  consideración  las 
observaciones  que  algunos  Señores  Plenipotenciarios  han  hecho 
privadamente  sobre  varios  artículos  del  Proyecto, — observacio- 
nes que  han  sido  aceptadas,  y  de  las  que  se  hará  mérito  al  dis- 
cutirse cada  uno  de  ios  títulos  del  Proyecto  sometido  al  debate 
del  Honorable  Congreso. 

Fué  aprobado  en  general,  por  unanimidad,  el  Proyecto  so- 
bre Procedimientos  Judiciales. 

En  discusión  particular. 
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DEL  PROCEDIMIENTO  JUDIGIAl 


TÍTULO  PRIMERO 

PRINCIPIOS    GENERALES 
Artículo  I.° 

c  Los  juicios  que  se  promuevan  en  los  Estados  signatarios, 

>  y  las  excepciones  que  se  deduzcan,  se  tramitarán  según  la  ley 

>  de  procedimientos  de  la  Nación  en  cuyo  territorio  se  enta- 

>  bien  las  acciones  ó  incidencias  judiciales,  cualquiera  que  sea 

>  su  naturaleza.» 

El  Señor  Doctor  Gálvez  dijo:  habiéndose  observado 
que  en  el  término  las  juicios  están  comprendidas  también  las  ex- 
cepciones que  puedan  promover  las  partes  interesadas,  así  como 
que  no  era  necesaria  la  frase  que  se  promuevan  en  los  Estados 
signatarios,  la  Comisión  ha  convenido  en  redactar  el  artículo  en 
la  forma  siguiente: 

«  Los  juicios  se  tramitarán  según  la  ley  de  la  Nación  en 

>  cuyo  territorio  se  entablen  las  acciones  ó  incidencias  judicia- 

>  les,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza.  » 

Después  de  un  breve  debate,  en  el  que  tomaron  parte  el 
Señor  Presidente  y  los  Señores  Prats,  Quintana,  Gálvez  y  Ramí- 
rez, quedó  redactado  el  artículo  i.°  en  la  siguiente  forma,  en  la 
cual  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 
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«  Los  juicios  y  sus  incidencias,  cualquiera  que  sea  su  na- 

>  turaleza,  se  tramitarán  con  arreglo  á  la  ley  de  procedimientos 

>  de  la  Nación  en  cuyo  territorio  se  promuevan.  » 

Se  entra  á  discutir  el 

Artículo  2? 

«  La  ley  de  procedimientos  del  lugar  en  que  se  siga  el  jui- 
»  ció,  regirá  en  lo  que  toca  á  las  pruebas  que  los  interesados 
»  ofrezcan  para  justificar  sus  derechos;  pero  cuando  se  trate  de 
»  probar  la  existencia  del  acto  jurídico  ó  de  apreciar  su  forma, 
2»  entonces  la  prueba  se  arreglará  á  la  ley  del  lugar  en  que  el  ac- 

>  to  se  realizó,  siempre  que  no  esté  prohibida  aquella  en  el  lugar 

>  en  que  se  produce.  » 

El  Señor  Doctor  Galvez  expresó:  que  la  Comisión 
había  establecido  que  las  pruebas  se  arreglarían  á  la  ley  del  lu- 
gar en  que  el  acto  se  realizó,  pero  que,  importando  esto  antici- 
parse á  determinar  el  principio  á  que  dicho  acto  debía  sujetar- 
se, era  más  conveniente  retirar  esa  declaración  de  la  parte  pro- 
cesal y  dejarla  para  la  civil,  de  manera  que  el  artículo  quedaría 
así:  la  ley  á  que  estuviera  sujeto  el  acto  jurídico,  materia  del 
proceso. 

De  este  modo,  dijo,  se  deja  toda  independencia  á  las  reso- 
luciones posteriores  del  Congreso  respecto  de  la  ley  que  regirá 
el  acto  jurídico,  ya  sea  la  del  lugar  donde  el  acto  se  realizó  ó  ya 
la  del  país  en  donde  el  contrato  ó  acto  vá  á  ejecutarse. 

En  consecuencia,  indicó  á  nombre  de  la  Comisión  esta  fór- 
mula para  el  artículo  en  discusión: 

«  Las  pruebas  se  admitirán  y  apreciarán  según  la  ley  que 

>  rija  la  relación  jurídica  ventilada  en  el  proceso. 
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>  Se  exceptúan  aquellas  que  la  ley  del  lugar  del  juicio  no 
>  autorice  por  su  naturaleza,  como  medios  probatorios  en  gene- 
»  ral.  » 

Agregó:  que  en  un  país  no  se  pueden  admitir  como  medio 
de  prueba  sino  aquellos  que  según  sus  leyes,  son  medios  proba- 
torios permitidos  por  ellas. 

El  Señor  PRATS  preguntó  en  qué  condición  quedaría,  por 
ejemplo,  un  acto  jurídico  que  pueda  probarse  por  declaración  de 
testigos  en  el  lugar  en  que  se  realizó,  pero  respecto  del  cual  no 
sea  admitida  dicha  prueba,  en  el  país  en  que  se  sigue  el  juicio. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  dijo:  que  según  el  artículo,  las 
pruebas  que  se  consideren  contrarias  alas  leyes  del  país  en  que 
el  acto  vá  á  ejecutarse,  es  indudable  que  no  serían  admitidas  por 
éste. 

El  Señor  PRATS  significó  que  prefería  la  primitiva  redac- 
ción del  artículo,  por  ser  mas  clara. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  propuso:  que 
se  dijese  exceptúase  aquel  género  de  pruebas  que  la  leij  del  lugar 
del  juicio  no  autorice. 

El  SEÑOR  PRATS  preguntó  que  si  el  acto  jurídico  de  que 
se  trata  se  rige  por  la  ley  del  país  extranjero  en  que  válida- 
mente se  ha  celebrado, — se  arreglará  también  la  prueba  en  su 
forma  y  en  su  fondo  á  dicha  ley.  Parece  indicarlo  así  el  inciso 


El  Señor  Doctor  Gálvez  manifestó:  que  en  la  prueba, 
se  consideran  dos  cosas: — su  carácter  probatorio  para  formar  el 
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concepto  del  juez,  y  la  "simple  tramitación,  que  se  sigue  con  ar- 
reglo á  la  ley  del  país  en  que  se  produce. 

Se  sigue  un  breve'debate  entre  los  Señores  Gálvez  y  Prats, 
respecto  á  que  si  la  prueba  en  todo  juicio  debe  regirse  por  la  ley 
del  lugar  en  que  él  se  ventila. 

El  Señor  Doctor  Chac altana  expuso:  que  hay  prue- 
bas, que  no  solamente  no  se  admiten  en  un  país  dado,  sino  que 
se  reputan  contrarias  á  sus  principios  y  á  la  existencia  de  sus 
instituciones. 

Agregó:  las  excepciones  que  establece  el  artículo  2.°  tien- 
den á  evitar  que  tales  pruebas,  consideradas  como  contrarias  al 
orden  público,  se  produzcan  en  ningún  caso,  ni  puedan  servir  dé- 
base á  los  jueces  para  dictar  sus  fallos. 

El  SEÑOR  PRATS  dijo;  que  debía  establecerce  claramente 
que  todo  juicio  que  se  siga  en  cualquiera  de  las  naciones  con- 
tratantes, se  tramite  con  arreglo  á  sus  leyes. 

Después  de  una  ligera  discusión,  en  la  que  tomaron  parte 
los  Señores  Prats,  Ramírez,  Quintana,  Gálvez  y  Chacaltana,  el  ar- 
tículo quedó  aprobado  por  unanimidad  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

Artículo  2.° 

«  Las  pruebas  se  admitirán  y  apreciarán  según  la  ley  que 
i  rija  la  relación  jurídica  ventilada  en  el  proceso. 

>  Se  exceptúan  aquel  género  de  pruebas  que  la  ley  del 
>  lugar  del  juicio  no  autorice  por  su  naturaleza.  » 
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Se  pasa  al 

TÍTULO   II 

DEL  CUMPLIMIENTO  DE  LOS    EXIIORTOS,  SENTENCIAS 
Y    FALLOS   ARBITRALES 

SEGGIÜN  PRIMERA 
Parte  Civil 

En  discusión  el 

Artículo  j.° 

«  Las  sentencias  y  fallos  arbitrales  homologados  dictados 
2  en  asuntos  civiles  y  comerciales  en  uno  de  los  Estados  signa- 
»  tarios,  tendrán  en  los  territorios  de  los  demás,  la  misma  fuerza 

>  que  en  el  país  en  que  se  han  pronunciado  y  se  cumplirán   por 

>  sus  autoridades,  ciñéndose  á  lo  prescripto  en  este  Tratado.  » 

El  Señor  DOCTOR  Gálvez,  propuso  á  nombre  de  la  Co- 
misión, que  el  artículo  se  redactase  en  la  forma  siguiente: 

«  Las  sentencias  y  fallos  arbitrales  dictados  en  asuntos 
»  civiles  y  comerciales  en  uno  de  los  Estados  signatarios, 
»  tendrán  en  los  territorios  de  los  demás,  la  misma  fuerza  que 
»  en  el  país  en  que  se  han  pronunciado,  si  reúnen  los  requisitos 
2>  siguientes: 

»  (a)  Que  la  sentencia  ó  fallo  haya  sido  pronunciado  por 
»  tribunal  competente  en  la  esfera  internacional,  y  que  tenga  el 
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>  carácter  de  ejecutoriado  ó  pasado  en  autoridad  de  cosa juzga- 
»  da,  en  el  Estado  en  que  se  ha  expedido; 

*  (&)  Qae  ^a  Pal*te  contra  quien  se  ha  dictado,  haya  sido 
»  legalmente  citada  y  representada,  ó  declarada  rebelde,  con- 
)>  forme  á  la  ley  del  país  en  donde  se  ha  seguido  el  juicio.» 

El  Señor  Doctor  Quintana  indicó  la  conveniencia  de 
dividir  en  dos  el  inciso  a,  por  tratarse  de  asuntos  distintos. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  acepta  la  indicación  del  Se- 
ñor Doctor  Quintana,  y  propone  además  á  nombre  de  la  Comi- 
sión que  se  sustituya  la  palabra  pronunciado  por  la  de  expedido. 

Se  vota  el  artículo  3.0,  y  es  aprobado  por  unanimidad  en 
esta  forma: 

c  Las  sentencias  y  fallos  arbitrales  dictados  en  asuntos  ci- 

>  viles  y  comerciales  en  uno  de  los  Estados  signatarios,  tendrán, 
i  en  los  territorios  de  los  demás,  la  misma  fuerza  que  en  el  país 

>  en  que  se  han  pronunciado,  si  reúnen    los  requisitos  siguien- 
»  tes: 

c  (a)    Que  la  sentencia  ó  fallo  haya  sido  expedido  por  tri- 

»  bunal  competente  en  la  esfera  internacional; 
»  (b)   Que  tenga  el  carácter  de  ejecutoriado  ó  pasado  en 

»  autoridad  de  cosa  juzgada  en  el  Estado  en  que  se 

»  ha  expedido; 
»  (c)    Que  la  parte  contra  quien  se  ha  dictado,  haya  sido 

»  legalmente  citada  y  representada  ó  declarada  re- 

»  beldé,  conforme  á  la  ley  del  país  en  donde  se  ha 

»  seguido  el  juicio.» 

Habiendo  pasado  á  formar  parte  del  artículo  3.0,  los  inci-9 
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sos  a  y  b  del  artículo  5.0,  éste  queda  por  consecuencia  supri- 
mido. 

Se  pasa  a  discutir  el 

Artículo  4? 

c  La  ejecución  de  las  sentencias  y  fallos  arbitrales  homo* 

>  logados,  se  pedirá  al  juez  ó  tribunal  de  primera  instancia   del 

>  lugar  en  que  han  de  cumplirse,  para  lo  cual  se   presentará   el 

>  exhorto,  conteniendo  insertos: 

)>  i.° — La  sentencia  ó  fallo  íntegramente; 
»  2.0 — Las  piezas  necesarias  para  acreditar  que  las  partes 
»  han  sido  citadas; 

>  3.0 — Copia  de  las  leyes  en  que  se  apoya  la   sentencia; 

>/  4.0 — Copia  de  las  leyes  que  den  á  las  sentencias  ó  fallos 
»  el  carácter  de  ejecutoriados  ó  pasados  en  autori- 
»  dad  de  cosa  juzgada.  » 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propone  que  el  artículo  se  redacte  como  sigue: 

cLos  documentos  indispensables  para  solicitar  el  cumpli- 
miento de  las  sentencias  y  fallos  arbitrales,  son   ios  siguientes* 

»  i.° — Copia  íntegra  de  la  sentencia  ó  fallo  arbitral; 
»  2.° — Copia  de  las  piezas  necesarias  para   acreditar  que 
i  las  partes  han  sido  citadas; 

>  3  ° — Gópia  auténtica  del  auto  en  que  se  declare   que   la 

>  sentencia  ó  laudo  tiene  el  carácter  de  ejecutoria- 
»  do  ó  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada,   y   de 

>  las  leyes  en  que  dicho  auto  se  funda.» 
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Se  vota  el  artículo  en  la  forma  propuesta  por  el  Señor 
Doctor  Gálvez  y  es  aprobado  por  unanimidad. 

Se  entra  á  discutir  el  artículo  6.°  por  haberse  suprimido  el 
5.0,  como  queda  dicho. 

c  La  parte  que  se  considere  perjudicada  con  el  auto  del 
»  juez  exhortado,  podrá  interponer  los  recursos  que  la    ley   per- 

>  mita  en  el  país  de  la  ejecución;  pero    se   prohibe  toda  contro- 

>  versia  que  no  se  reñera  á  alguno  de   los  casos   puntualizados 
»  en  el  artículo  anterior. » 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  ma- 
nifestó: que  estando  garantizados  los  derechos  de  los  interesa- 
dos en  el  artículo  7.0  debe  suprimirse  el  6.°  por  innecesario. 

Se  dá  por  suprimido. 

En  discusión  el 

Artículo  ?.° 

€  El  carácter  ejecutivo  ó  de  apremio  de  las   sentencias    ó 

>  fallos  arbitrales  homologados  y  el  juicio  á  que  den  lugar   para 

>  su  cumplimiento,  será  el  que  determine  la  ley  deprocedimien- 
1  tos  del  Estado  en  donde  se  pide  la  ejecución.» 

El  Señor  Doctor  Quintana  propone  que  se  diga:  el  jui- 
cio á  que  su  cumplimiento  dé  lugar,  en  vez  de  el  juicio  á  que  den 
lugar  para  su  cumplimiento. 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión 
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dijo:  que  convendría  suprimir  la  palabra  homologados  por  inne- 
cesaria. 

Se  vota  el  artículo  j.°  y  es  aprobado  por  unanimidad  en 
esta  forma: 

«  El  carácter  ejecutivo  ó  de  apremio  de  las  sentencias  ó 
»  fallos  arbitrales,  y  el  juicio  á  que  su    cumplimiento    dé   lugar, 

>  será  el  que  determine  la  ley  de   procedimientos  del  Estado  en 

>  donde  se  pide  la  ejecución.» 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  8.° 

«  Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,   como   son   loe   in- 

>  ventanos,  apertura  de  testamentos,  tasaciones  ú  otros   seme- 

>  jantes,  practicados  en  un  Estado,  solo  tendrán   en   los   demás 
»  Estados  signatarios  el  carácter  probatorio,  cuando  reúnan   las 

>  condiciones  del  artículo  2.°  de  este  Tratado.» 

El  Señor  DOCTOR  GÁLVEZ,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propuso  la  siguiente  redacción  para  el  artículo  en  debate: 

<  Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  como  son  los  inven- 
»  tarios,  apertura  de  testamentos,  tasaciones  ú  otros  semejantes, 
»  practicados  en  un  Estado,  tendrán  en  los  demás  Estados  el 
»  mismo  valor  que  si  se  hubiesen  realizado  en  su  propio  territo- 
»  rio,  si  reúnen  los  requisitos  establecidos  en  los   artículos   an- 

>  tenores.» 

Se  vota  el  artículo  en  la  nueva  forma  propuesta  por  el  Se- 
ñor Doctor  Gálvez,  y  es  aprobado  por  unanimidad. 


-  417  - 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  g.° 

i  Los  exhortos  ó  cartas  rogatorias  que  tengan  por  objeto 
»  hacer  notificaciones,  recibir  declaraciones  ó  practicar  cual- 
»  quiera  diligencia  de  esa  naturaleza,  se  cumplirán  en  los  Esta- 
»  dos  signatarios,  siempre  que  dichos  exhortos  ó  cartas  roga- 
»  torias  estén  debidamente  legalizados.» 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propuso  que  á  este  artículo  se  le  diera  la  siguiente  redacción: 

«  Los  exhortos  y  cartas  rogatorias  que  tengan  por  objeto 
>  hacer  notificaciones,  recibir  declaraciones  ó  practicar  cual- 
»  quiera  otra  diligencia  de  carácter  judicial,  se  cumplirán  en  los 
»  Estados  signatarios,  siempre  que  dichos  exhortos  ó  cartas  ro- 
»  gatorias  reúnan  las  condiciones  establecidas  en  este  Tratado.» 

Votado  el  artículo  con  la  nueva  redacción  propuesta  por 
el  Señor  Doctor  Gálvez,  es  aprobado  por  unanimidad. 

En  discusión  el 

Artículo    jo 

«  Cuando  los  exhortos  ó  cartas  rogatorias  se  refieran  á 
s>  embargos,  tasaciones,  inventarios  ó  diligencias  preventivas,  el 
j  juez  exhortado  proveerá  lo  que  fuere  necesario  respecto  á  nom- 
»  bramiento  de  peritos,  tasadores,  depositarios  y  en  general 
»  proveerá  á  todo  aquello  que  sea  conducente  al  mejor  cumpli- 
*  miento  de -la  comisión,  con  tal  deque  la  providencia  solicitada 
»  reúna  las  condiciones  establecidas  en  los  incisos  c  y  d  del  ar- 

54 
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>  tículo  5.°y  hayan  sido  expedidos  por  el  juez  competente  y  le- 
s  galizados  debidamente.  » 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propuso  que  este  artículo  fuese  modificado  como  sigue: 

«  Cuando  los  exhortos  ó  cartas  rogatorias  se  refieran  á 
»  embargos,  tasaciones,  inventarios  ó  diligencias  preventivas,  el 
»  juez  exhortado  proveerá  lo  que  fuere  necesario  respecto  á 
i  nombramiento  de  peritos,  tasadores,  depositarios  y  en  general 
»  á  todo  aquello  que  sea  conducente  al   mejor  cumplimiento  de 

>  la  Comisión.» 

Votado  el  artículo  en  la  forma  propuesta  por  el  Señor 
Doctor  Gálvez,  fué  aprobado  por  unanimidad. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  II 

f  Para  el  cumplimiento  de  los  exhortos  y  cartas  rogato- 
»  rias,  se  observarán  las  leyes  del  país  en  donde  se  pide  su  eje- 
»  cución.  » 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión;  in- 
dicó: que  convenía  dar  á  este  artículo  la  siguiente  redacción: 

«  Los  exhortos  y  cartas  rogatorias  se  diligenciarán  con 
»  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  donde  se  pide  la  ejecución.» 

Se  vota  el  artículo  1 1,  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  la 
forma  propuesta  por  el  Señor  Doctor  Gálvez. 
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Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  12 

«  Los  individuos  particulares  interesados  en  la  ejecución 
»  de  los  exhortos  ó  cartas  rogatorias,  podrán  constituir  apode- 
»  rados,  siendo  de  su  cuenta  los  gastos  que  ocasionen.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso:  que  se  dijese  en  vez 
de  ios  individuos  par  Hadar  es,  los  interesados  en  la  ejecución. 

El  Señor  Matta  apoyó  esta  indicación. 


Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  los 
términos  siguientes: 


«  Los  interesados  en  la  ejecución  de  los  exhortos  ó  cartas 
»  rogatorias,  podrán  constituir  apoderados,  siendo  de  su  cuenta 
»  los  gastos  que  ocasionen.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  hizo  moción,  que  fué  apoya- 
da por  unanimidad,  para  que  el  Honorable  Congreso  prolongase 
la  sesión  hasta  terminar  la  discusión  de  los  artículos  relativos  á 
legalizaciones. 

Por  indicación  del  Señor  Presidente,  se  hace  constar  que 
se  ha  retirado  la  Sección  2.a,  (Parte  Criminal)  artículos  13,  14, 
15,  16,  17  y  18,  por  estar  ya  esa  materia  incluida  en  el  Proyecto 
de  Tratado  sobre  Derecho  Penal. 

Se  pasa  al 
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TITULO  III 


DE  LAS  LEGALIZACIONES 


En  discusión  el 

Artículo  13 

«  Las  sentencias  y  laudos  homologados,  expedidos  en 
»  asuntos  civiles  y  comerciales,  las  escrituras  públicas  y  de- 
»  más  documentos  auténticos,  otorgados  por  los  funcionarios 
»  de  un  Estado,  surtirán  sus  efectos  en  los  otros  Estados  sig- 

>  natarios,  con   arreglo  á  lo  estipulado  en  este  Tratado,  siem- 
»  pre  que  estén  debidamente  legalizados.  » 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propuso  que  este  artículo  se  redactase  del  modo  siguiente: 

«Las  sentencias  ó  laudos  homologados,  expedidos  en 
»  asuntos  civiles  y  comerciales,  las  escrituras  públicas  y  demás 
»  documentos  auténticos,  otorgados  por  los  funcionarios  de   un 

>  Estado,  y  los  exhortos  y  cartas  rogatorias,  surtirán  sus  efectos 

>  en  los  otros  Estados  signatarios,  con   arreglo   á  lo  estipulado 
»  en  este  Tratado,  siempre  que  estén  debidamente  legalizados.» 

Votado  el  artículo  19,  es  aprobado  por  unanimidad,  en  la 
forma  propuesta  por  el  Señor  Doctor  Gálvez. 

En  discusión  el 
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Artículo  20 

«Se  entiende  ue  la  legalización  se  halla  en  debida  forma, 
»  cuando  la  última  firma  puesta  en  el  país  de  la  procedencia  del 
»  documento,  con  arreglo  á  sus  leyes  y  prácticas  establecidas, 
»  viene  autenticada  por  el  agente  diplomático  ó  consular  que 
»  en  dicho  país  ó  en  la  localidad  tenga  acreditado  el  Gobierno 
»  del  Estado  en  cuyo  territorio  se  pide  la  ejecución,  de  manera 
»  que  la  comprobación  de  la  autenticidad  del  documento,  pue- 
»  da  hacerse  por  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  de  di- 
»  cho  Estado,  siempre  que  se  considere  necesaria.» 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  pro- 
»  puso  que  el  artículo  se  modificara  como  sigue: 

«  La  legalización  se  considera  hecha  en  debida  forma,  cuan- 
»  do  se  practica  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  de  la  proce- 
»  dencia,  y  el  documento  está  autenticado  por  el  agente  diplo- 
»  mático  ó  consular  que  en  dicho  país  ó  en  la  localidad  tenga 
»  acreditado  el  Gobierno  del  Estado  en  cuyo  territorio  se  pide 
»  la  ejecución.» 

Se  aprueba  por  unanimidad  el  artículo  propuesto  por  el 
Señor  Doctor   Gálvez. 

Por  indicación  del  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira,  se 
resolvió  que  los  artículos  relativos  á  las  legalizaciones,  se  colo- 
casen en  seguida  del  artículo  2.°  de  este  Proyecto. 

Por  moción   del   Señor   Doctor   Saenz   Peña,   quedó   re- 
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suelto   que   la  próxima   sesión  tuviese    lugar  el  viernes  27  del 
corriente. 


La  Sesión  se  levanta  á  las  ó.  15  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    21 


SESIÓN   DEL   23   DE   DICIEMBRE   DE   1883 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Solivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  2.35  p,  m. 


Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Presidente  pidió  á  la  Comisión  de  Derecho 
Procesal  tuviese  á  bien  presentar  el  preámbulo  y  el  final  del 
Proyecto  de  Tratado. 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propuso  que  la  fórmula  adoptada  para  el  Proyecto  de  Tratado 
de  Derecho  Penal,  sirviese  también  para  los  demás  Convenios. 
Así  se  resolvió. 

Se  vota  en  general,  y  es  aprobado  por  unanimidad  el  Pro- 
yecto de  Tratado  sobre  Propiedad  Literaria  y  Artística,  que  corre 
agregado  al  Acta  n.°  9,  de  la  sesión  celebrada  el  24  de  Octubre 
último. 
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TITULO  PRIMERO 

DE  LA  PROPIEDAD  LITERARIA  Y  ARTÍSTICA 

En  discusión  el 

Artículo  // 

«El  autor  de  toda  obra  literaria  ó  artística  que  en  cualquie- 
>  ra  de  los  Estados  signatarios  sea  reconocido  con  derecho  á  la 
»  propiedad  de  dicha  obra,  gozará  en  los  demás  Estados  de  los 
»  derechos  que  le  acuerde  la  ley  del  país  en  que  tuvo  lugar  la 
»  primera  publicación  ó  producción  de  la    obra.» 

El  Señor  Doctor  Gálvez  dijo:  que  aceptando  la  Comi- 
sión las  observaciones  que  le  han  sido  hechas  por  algunos  Seño- 
res Plenipotenciarios  acerca  de  la  necesidad  de  anteponer  al  ar- 
tículo i.°  otro,  en  el  que  se  establezca  que  los  Estados  America- 
nos se  comprometen  á  amparar  los  derechos  de  la  propiedad 
literaria  y  artística,  ha  convenido  en  formularlo  en  los  siguientes 
términos: 

c  Los  Estados  signatarios  s®  comprometen  á  amparar  los 
s>  derechos  de  la  propiedad  literaria  y  artística,  en  conformidad 
»  con  lo  estipulado  en  este  Tratado.» 

Por  indicación  del  Señor  Presidente  y  de  ios  Señores  Ma- 
tta  y  Quintana  se  sustituyó  la  palabra  amparar  por  las  de  reco- 
nocer, y  proteger. 
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Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  esta 
forma: 

c  Los  Estados  signatarios  se  comprometen  á  reconocer  y 
»  proteger  los  derechos  de  la  propiedad  literaria  y  artística,  en 
>  conformidad  con  lo  estipulado    en  este  Tratado.» 

El  SEÑOR  DOCTOR  GÁLVEZ,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propuso  la  siguiente  fórmula  para  el  artículo  i  .c: 

«  El  autor  de  toda  obra  literaria  ó  artística  gozará  en  los 
»  Estados  signatarios  de  las  garantías  que  le  acuerde  la  ley  del 
$>  Estado  en  que  tuvo  lugar  su  primera  publicación  ó  produc- 
»  ción.» 

El  Señor  Presidente  propuso  que  se  dijese:  el  autor  de 
toda  obra  literaria  ó  artística  y  sus  causas  habientes. 

El  SEÑOR  DOCTOR  Gálvez  manifestó:  que  estando  reco- 
nocidos los  derechos  del  autor,  lo  están  igualmente  los  de  los 
sucesores;  por  cuya  razón  la  Comisión  creyó  que  no  había  nece- 
sidad de  establecer  nada  al  respecto. 

El  Señor  PRATS  dijo:  que  convenía  consignar  en  el  acta 
la  explicación  del  Señor  Doctor  Gálvez. 

El  Señor  Presidente  hizo  notar  en  apoyo  de  su  indica- 
ción, que  en  el  artículo  2.°  del  Proyecto  no  se  habla  de  enage- 
nación  en  favor  de  autores,  sino  de  editores,  por  lo  cual  no  esta. 
ría  demás  decir,  que  los  que  suceden  á  los  autores  están  igual- 
mente garantidos. 

El  Señor  Doctor  Quintana:  tratándose,  dijo,  de  una 
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propiedad  que  ha  sido  tan  discutida  y  que  nunca  se  ha  recono- 
cido en  absoluto,  le  parece  conveniente  establecer  que  ella  no 
se  limita  solo  á  la  vida  del  autor,  sino  que  se  garantiza  también 
el  derecho  de  la  sucesión.  Piensa,  por  consiguiente,  que  podría 
ponerse  la  palabra  sucesores, 

El  Señor  Matta  indicó  que  tal  vez  conviniese  consignar 
en  un  inciso,  que  los  sucesores  no  tienen  los  mismos  derechos 
que  el  autor. 

Después  de  un  ligero  debate  entre  el  Señor  Presidente  y 
los  Señores  Matta,  Quintana,  Aceval  y  Gál'/ez,  respecto  á  los 
derechos  que  corresponden  al  autor  y  á  sus  sucesores,  se  vota 
el  artículo,  y  es  aprobado  por  unamidad  en  esta  forma: 

c  El  autor  de  toda  obra  literaria  ó  artística  y  sus  suceso- 
»  res,  gozarán  en  los  Estados  signatarios  de  los  derechos  que 
»  les  acuerde  la  ley  del  Estado  en  que  tuvo  lugar  su   primera 

>  publicación  ó  producción.» 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  2.° 

«  El  derecho  de  propiedad  del  autor  de  una  obra  impresa 
»  ó  manuscrita  comprende  la  facultad  de  disponer  de  ella,  de 
»  publicarla  ó  de  venderla  á  uno  ó  á  muchos  editores  y  de    tra- 

>  ducirla;  en  una  palabra,  comprende  la  facultad  de  aprovechar- 
»  se  de  sus  productos,  como  si  fuera  una  propiedad  mueble  ó 
»  inmueble,  dentro  de  cierto  plazo.» 

El  Señor  Doctor  Gálvez  expuso:  que  la  Comisión  acep- 
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tando  también  ciertas  observaciones  de  algunos  Señores  Plenipo- 
tenciarios, que  ha  considerado  justas,  propone,  que  en  lugar  de 
la  palabra  jurídica  venderla  se  ponga  enagenarla^  que  es  un  tér- 
mino mucho  mas  genérico. 

Ademas,  indicó  que  se  suprimiese  la  última  parte  de  este 
artículo  para  no  establecer  comparaciones  entre  la  propiedad 
literaria  y  artística  y  las  de  otra  naturaleza,  tanto  mas  cuanto 
que  la  primera  se  rige  por  las  leyes  de  cada  país. 

Se  ha  agregado  también,  dijo,  la  palabra  reproducirla  con 
relación  á  la  reproducción  de  obras  artísticas  de  otro  género, 
como  las  de  pintura  y  escultura. 

Terminó  proponiendo  el  artículo  en  la  siguiente  forma: 

«  El  derecho  de  propiedad  del  autor  de  una  obra  impresa 
2>  ó  manuscrita,  comprende  la  facultad  de  disponer  de  ella,  de 
i>  publicarla,  de  enagenarla,  de  traducirla  y  de  reproducirla  en 
»  cualquiera  forma. » 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  hizo  notar  la 
conveniencia  de  suprimir  las  palabras  impresa  ó  manuscrita,  sus- 
tituyéndolas por  las  de  literaria  ó  artística. 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  por  unanimidad  como  si- 
gue: 

<l  El  derecho  de  propiedad  del  autor  de  una  obra  literaria 
i>  ó  artística,  comprende  la  facultad  de  disponer  de  ella,  de  pu- 
»  blicarla,  de  enagenarla,  de  traducirla  ó  autorizar  su  traducción 
2>  y  de  reproducirla  en    cualquiera  forma.)) 

Se  pasa  á    discutir  el 
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Artículo  3.0 

«  El  término  de  la  propiedad  literaria  ó  artística  no  exce- 
»  derá  en  cada  Estado  del  que  rige  para  los  autores  que  en  él  ob- 
»  tengan  ese  derecho.  Este  plazo,  se  reducirá  al  señalado  en  el 
»  país  de  origen,  si  fuere  menor.  » 

El  Señor  Doctor  Gálvez  expresó:  que  la  Comisión 
había  modificado  la  redacción  de  este  artículo,  teniendo  en 
cuenta  las  observaciones  hechas  por  algunos  Señores  Plenipo- 
tenciarios respecto  á  la  duración  y  extensión  de  los  derechos 
que  se  conceden  al  autor. 

De  modo  que,  agregó,  se  ha  conservado  el  artículo  tal 
como  estaba,  ampliándolo  únicamente  en  la  extensión  de  los 
derechos. 

Lo  propone,  pues,  en  estos  términos: 

«  La  extensión  y  duración  de  los  derechos  de  la  propiedad 
»  literaria  ó  artística,  no  excederá  en  cada  Estado,  de  la  que  se 
»  acuerde  á  los  autores  que  en  él  obtuviesen  ese  derecho,  y  se 
»  reducirá  á  lo  establecido  en  el  país  de  origen,  si  fuere  me- 
s>  ñor.  » 

En  seguida  se  produce  un  debate,  en  el  cual  toman  parte 
el  Señor  Presidente  y  los  Señores  Quintana  de  Andrade  Figuei- 
ra,  Prats,  Ramírez,  Aceval,  Matta  y  Gálvez,  respecto  de  la  redac- 
ción que  debe  darse  á  este  artículo,  y  especialmente  acerca  de 
las  palabras  amplitud,  extensión  y  duración  de  derechos. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  propuso  la  siguiente  fór- 
mula para  el  artículo  en  discusión: 
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«  Ningún  Estado  estr.rá  obligado  á  reconocer  el  derecho  de 

>  propiedad  literaria  ó  artística  por  mayor  tiempo  del  que  rige 
»  para  los  autores  que  en  él  obtengan  ese  derecho.  Este  tiempo  po- 

>  drá  limitarse  al  señalado  en  el  país  de  origen,  si  fuere  menor.  » 

El  Señor  Doctor  Vaca  Guzman  presentó  la  siguiente 
forma,  que  conceptúa  mas  concreta. 

«  El  término  de  la  propiedad  literaria  ó   artística,  será   el 

>  que  rija  en  cada  Estado  páralos  autores   que  en   él  obtengan 

>  ese  derecho.  » 

El  derecho  de  propiedad,  dijo,  debe  regirse  por  las  leyes 
del  país  donde  él  se  ha  reconocido. 

Si  por  ejemplo;  añadió,  se  obtiene  en  un  país  un  dere- 
cho que  está  limitado,  no  hay  razón  para  que  por  que  se  ha- 
ya hecho  primitivamente  la  publicación  de  la  obra  en  un  Esta- 
do donde  era  aun  más  restringida  la  cláusula,  no  goce  el  autor 
de  un  derecho  más  amplio  en  otra  Nación. 

Agregó:  el  autor  que  ha  obtenido  el  derecho  de  propiedad, 
debe  gozar  de  él  en  cualquiera  de  los  Estados  signatarios. 

Si  los  autores  nacionales,  los  que  residen  en  el  país,  tienen 
un  plazo  determinado,  no  hay  razón  para  que  él  se  aumente  ó 
disminuya  tratándose  de  autores  del  exterior. 

El  derecho  de  propiedad  se  adquiere  desde  el  momento  en 
que  el  autor  deposita  la  obra  ante  la  autoridad  respectiva.  Esa 
obra  se  reproduce  más  tarde  en  otro  país  y  no  se  modifica  por 
ésto  la  condición  del  derecho  adquirido,  el  cual  debe  estar  sal- 
vaguardado por  las  leyes  del  país  en  donde  se  goza  de  él. 

Cree  que  la  fórmula  que  ha  propuesto  satisface  ampliamen- 
te el  derecho  de  propiedad,  respetándose  la  legislación  de  cada 
país. 

Entiende,  por  último,  que  la  limitación  del  término  con  res- 
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pecto  á  la  primera  publicación  que  se   haya  hecho,  es  restringir 
en  cierto  modo  el  derecho  de  propiedad. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó;  que  sentía  no  es- 
tar de  acuerdo  con  la  opinión  del  Señor  Plenipotenciario  deBo- 
livia,  cuyas  doctrinas  tienen  contra  sí  la  autoridad  de  todos  los 
Tratados  y  precedentes,  así  como  la  opinión  de  Benoid,  Weiss, 
Ramírez  y  la  de  otros  tratadistas  que  consagran  la  limitación. 
El  Tratado  de  Berna  también  la  establece. 

En  cuanto  al  fondo  de  la  cuestión,  dijo,  que  el  autor  que 
pide  el  reconocimiento  de  un  derecho  no  puede  aspirar  aun  tér- 
mino mayor  que  aquel  que  acuerda  la  ley  interna  del  país  al 
cual  se  acogió. 

Por  otra  parte,  si  el  término  de  la  duración  del  derecho  de 
una  propiedad  literaria  ó  artística,  ha  vencido  en  el  país  de 
origen,  la  obra  ya  es  del  dominio  público  y  no  sería  justo  que 
los  demás  Estados  estuviesen  obligados  á  protegerla  cuando 
ha  caducado  en  la  Nación  que  le  reconoció  aquel  derecho. 

El  SEÑOR  MATTA  dijo:  que  aunque  participa  de  las  ideas 
del  Señor  Plenipontenciario  de  Bolivia;  la  Comisión  tuvo  en  vista, 
que  si  no  se  establecía  esa  limitación,  se  apartaría  de  la  regla 
general  establecida  en  todos  los  Tratados,  y  no  se  conseguiría 
nada  práctico. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  en  todos  los  Tra- 
tados celebrados,  tanto  por  Francia,  Alemania  é  Italia,  eri  el  de 
Berna  y  en  otras  estipulaciones,  existe  esta  limitación  al  derecho 
de  propiedad  literaria;  pero  examinando  lo  que  es  propiamente 
la  propiedad,  ésta  se  puede  considerar  en  las  mismas  condiciones 
que  el  derecho  de  propiedad  de  cualquier  otro  bien. 

No  hay  razón  para  que  los  Estados  limiten  esa  propiedad 
con  relación  á  los  derechos  que  han  acordado  sus  propias  leyes. 
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Como  esta  cuestión  sería  de  largas  discusiones,  no  insiste 
en  su  manera  de  pensar;  y  en  defecto  de  aceptarse  su  proposi- 
ción, admitiría  la  disposición  del  artículo  que,  como  se  ha  di- 
cho, tiene  precedentes. 

Además,  se  trata  de  establecer  reglas  que  recien  se  van  á 
ensayar  en  la  América  del  Sud,  y  conviene  en  que  no  es  posible 
llegar  desde  luego  á  soluciones  transcendentales  que  en  realidad, 
aunque  combatidas,  se  hallan  en  oposición  con  los  principios 
admitidos  en  Europa. 

En  consecuencia,  retira  el  artículo  que  había  propuesto,  pi- 
diendo que  se  hagan  constar  sus  opiniones  en  el  acta. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira:  considera 
innecesario  este  articulo,  por  que  lo  que  en  él  se  establece  está 
á  su  juicio,  consignado  en  el  artículo   i.° 

Votado  el  artículo  propuesto  por  el  Señor  Doctor  Chacal- 
tana,  es  aprobado  por  unanimidad,  en  estos  términos: 

«Ningún  Estado  estará  obligado  á  reconocer  el  derecho  de 
»  propiedad  literaria  ó  artística  por  mayor  tiempo  del  que  rige 
»  para  los  autores  que  en  él  obtengan  ese  derecho.  Este  tiempo 
>  podrá  limitarse  al  señalado  en  el  país  de  origen,  si  fuere  me- 
:»  ñor.» 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  4° 

«En  la  expresión  de  obras  literarias  y  artísticas  se  com- 
\  prenden  los  libros,  folletos,  memorias  académicas,  alegatos, 
»  correspondencias  privadas,  lecciones  orales  de  los  profesores, 
»  novelas  y  otros  escritos.  Se  comprenden  también  las    obras, 


—  438  — 

>  dramáticas,  óp  eras,  zarzuelas,  cánticos  en  sus  dos    formas,   la 

>  de  impresión  y  representación  escénica,  los  dibujos,  las  pintu. 

>  ras,  esculturas,  grabados,  litografías,  planos  de  arquitectura,  cró- 
»  quis  y  cuadros  plásticos  relativos  á  geografía  y  ciencias  natu- 

>  rales,  y  en  general  todo  aquello  que  es  el  producto  expontá- 

>  neo  y  libre  del  trabajo  intelectual  del  hombre.» 

Después  de  un  debate,  en  el  cual  tomaron  parte  el  Señor 
Presidente  y  los  Señores  Gálvez,  Ramírez,  Vaca-Guzman,  Quin- 
tana, Matta,  Chacaltana,  Prat,  de  Andrade  Figueira  y  Aceval,  se 
resolvió  redactar  el  artículo  en  la  forma  siguiente,  en  la  cual  se 
vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«La  expresión  obras  literarias  y  artísticas  comprende  los  li- 

>  bros,  folletos  y  cualesquiera  otros  escritos;  las  obras  dramáticas 
»  ó  dramático-musicales,  las  composiciones  musicales  con  ó  sin 

>  palabras;  las  obras  de  dibujo,  de  pintura,  de  escultura,  de  gra- 

>  bado;  las  obras  fotográficas  y  coreográficas;  las  litografías,  las 
~>  ilustraciones,  las  cartas  geográficas,  los  planos,  croquis  y  tra- 
»  bajos  plásticos,  relativos  á  geografía,  á  topografía,  á  arqui- 
a  tectura  ó  á  ciencias  en   general;   en  fin  cualquiera  producción 

>  del  dominio  literario,  científico  ó  artístico  que  pudiera  publi- 
»  carse,  por  cualquiera  modo  de  impresión  ó  de  reproducción.» 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  5? 

«Los  traductores  de  obras  publicadas  en  otros  idiomas  y 
»  de  otros  países,  que  no  sean  los  signatarios,  gozarán  en  éstos, 
»  respecto  á  sus  versiones,  de  los  derechos  acordados  á  los  auto- 
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»  res,  pero  no  podrán  impedir  que   otros    publiquen   versiones 
»  nuevas  de  la  obra  original.» 


El  Señor  DOCTOR  GÁLVEZ  dijo:  que  la  Comisión  creía  que 
el  artículo  debía  redactarse  en  esta  forma: 


«Los  derechos  que  se  reconocen  á  las  obras  literarias  y  ar- 
»  tísticas  en  el  artículo  4°  solo  son  extensivos  á  los  traductores 
»  de  obras  que  estén  en  el  dominio  público,  pero  respecto  úni- 
>  camente  á  la  versión  que  han  hecho  de  la  obra  originaria  y 
»  sin  que  se  les  reconozca  el  derecho  de  impedir  la  circulación 
»  de  otras  traducciones  de  la  misma  obra.» 


El  Señor  Doctor  Chacaltana,  después  hacer  algunas 
consideraciones  respecto  á  los  derechos  de  autor  y  de  traductor, 
opinó  por  la  supresión  de  este  artículo,  á  no  ser  que  se  declarara 
solemnemente  que  el  derecho  que  se  reconoce  recíprocamente 
á  los  Estados  signatarios,  se  reconoce  también  á  los  Estados  Eu- 
ropeos. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  que  el  artículo  se  refie- 
re solamente  á  los  Estados  Contratantes,  y  no  á  las  Naciones  de 
Europa. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  expuso:  que  se  trata  de 
las  obras  que  están  en  el  dominio  público,  cualquiera  que  sea  su 
procedencia,  y  en  tal  concepto,  si  ellas  proceden  de  un  país  que 
no  tiene  Tratados  con  las  Naciones  representadas  en  este  Congre- 
so, se  concede  al  traductor  el  derecho  de  usufructuar  el  pensa- 
miento, la  sustancia,  el  fondo  de  la  obra,  en  una  palabra,  aquello 
que  puede  producir  mayores  utilidades. 
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El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso  que  dijera  en  un  in- 
ciso: que  cuando  el  Estado  no  reconociese  á  un  autor  el  dere- 
cho á  su  obra,  no  podría  reconocerse  la  propiedad  de  la  traduc- 
ción. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  dijo:  que  si  las 
Naciones  extranjeras  querían  que  se  garantizase  la  propiedad 
de  la  traducción,  lo  que  correspondía  era  que  celebrasen  Trata- 
dos con  las  represe  atadas  en  este  Congreso. 

Se  sigue  una  breve  discusión  entre  el  Señor  Presidente  y 
los  Señores  Ramírez,  Matta,  de  Andrade;  Figueira  y  Chacaltana, 
acerca  de  los  derechos  que  corresponden  al  traductor,  y  á  lo  que 
se  entiende  por  dominio  público  de  una  obra. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso  la  siguiente  redac- 
ción para  el  artículo  5.0,  sin  perjuicio  de  aceptar  cualquiera  otra 
forma. 

-  «Los  traductores  de  obras  cuya  propiedad  no  esté  legal- 
>  mente  garantida,  gozarán  respecto  de  sus  traducciones  délos  de- 
»  rechos  concedidos  por  el  artículo....,  pero  no  podrán  oponerse 
»  á  nuevas  y  distintas  traducciones. » 

El  Señor  Doctor  Gálvez  propuso  á  su  vez,  á  nombre 
de  la  Comisión,  que  el  artículo  fuese  redactado  del  modo  si- 
guiente: 


<r  Los  traductores  de  obras  acerca  de  las  cuales  no  existía 
J  ose  haya  extinguido  el  derecho  de  propiedad,  gozarán  res- 
»  pecto  de  sus   traducciones,  de  los   derechos   declarados  en  el 

>  artículo  3.0,  pero  no  podrán  impedir  la  publicación  de  otras  tra- 
s  ducciones  de  la  misma  obra. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figüeira  propuso  que 
se  agregase  la  palabra  garantido  después  de  las  del  derecho  de 
propiedad. 

Fué  aceptada  esta  indicación. 

.Votado  el  artículo  es  aprobado  por  unanimidad  en  estos 
términos. 

«Los  traductores  de  obras  acerca  de  las  cuales  no  exista  ó 
»  se  haya  extinguido  el  derecho  de   propiedad  garantido,  goza- 

>  rán  respecto  de  sus  traducciones  de  los  derechos  declarados 
»  en  el  artículo  3.0  y  no  podrán  impedir  la  publicación  de  otras 
»  traducciones  de  la  misma  obra.» 

En  discusión  el 

Artículo  6.° 

«  Los  artículos  de  diarios  ó  periódicos  y  especialmente  los 
»  de  polémica  política,  podrán  reproducirse,  citando  el  diario  de 
»  de  donde  se  toman,  excepto  cuando  la  publicación  sea  una  no- 
»  vela,  en  la  parte  del  diario  que  se  llama  folletín  ó  artículos  de 

>  ciencias  y  artes,  y  cuando  sus  autores  ó  causa-habientes  pro- 

>  hiban  su  reproducción.» 
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El  Señor  Doctor  Gálvez  expresó:  que  la  Comisión  mo- 
difica este  artículo  como  sigue: 

«  Los  artículos  de  diarios  y  periódicos  y  especialmente  los 
»  de  polémica  política,  podrán  reproducirse  citándose  el  diario 
»  de  donde  se  toma,  excepto  aquellos  artículos  de  ciencias  y  artes 
»  cuya  reproducción  se  hubiera  prohibido  expresamente  por  sus 
»  autores.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  pidió  que  se  suprimiese  la 
palabra  especialmente. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propuso  que  el  artícu- 
lo se  redactase  en  estos  términos: 

«  Los  artículos  de   periódicos  podrán  reproducirse  en  pu- 

»  blicaciones  análogas,  citándose  el  diario  de  donde  se  toman.» 

»  La  reproducción  en  los   mismos,  de  escritos  literarios  y 

»  científicos,  solo  podrá  hacerse  siempre  que  los  autores  ó  suce- 

»  sores  de  sus  derechos  no  lo   prohibiesen.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propone  que  se  diga:  solo 
habrá  derecho  de  reproducir  un  artículo  cuando  el  autor  no  lo  pro- 
hiba. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Ramirez 
Gálvez,  Aceval,  Matta  y  Prats,  se  redacta  el  artículo  en  la  siguien- 
te forma,  y  votado  se  aprueba  por  unanimidad: 

«  Los  artículos  de  periódicos  podrán  reproducirse  citando- 
»  se  su  procedencia,  Se  exceptúan  los  que  versan  sobre  ciencias 
»  y  artes,  y  cuya  reproducción  se  hubiera  prohibido  expresa- 
í  mente  por  sus  autores.  » 
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El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propone  el  siguiente  artículo: 

«  Los  discursos   pronunciados  ó   leidos  en   las   asambleas 

>  deliberantes,  ante  los  tribunales  ó  en  las  reuniones  públicas  y  las 

>  lecciones  orales  de  los  profesores,  pueden  ser  publicados  en 
»  los  periódicos;  pero  solo  el  autor  tiene  el  derecho  de  publicar- 
»  los  y  coleccionarlos  en  forma  de  libros  y  folletos.  » 

Manifestó:  que  puede  haber  lecciones  de  profesores  ú  otra 
clase  de  escritos  científicos,  que  se  den  á  la  publicidad,  y  que, 
podrían  reproducirse,  si  el  autor  no  lo  prohibiese;  pero  que  el 
derecho  de  coleccionar  discursos  ó  lecciones  solo  puede  recono- 
cerse á  favor  del  autor. 

Se  suscita  una  discusión  entre  los  Señores  de  Andrade  Fi- 
gueira,  Gálvez,  Ramirez,  Chacaltana,  Prats  y  Quintana,  respecto 
al  derecho  para  reproducir  y  coleccionar  los  discursos  y  leccio- 
nes orales,  etc.,  después  de  la  cual  se  redactó  el  artículo  en  la 
forma  siguiente,  en  la  que  fué  aprobado  por  unanimidad: 

«  Los  discursos  pronunciados  ó  leidos  en  las  asambleas 
»  deliberantes,  ante  los  tribunales  ó  en  las  reuniones  públicas, 
»  pueden  ser  publicados  en  la  prensa  periódica.  » 

En  discusión  el 

Artículo  ?? 

«  Las  publicaciones  de  fragmentos  ó  trozos  selectos  de 
>  obras  que  se  coleccionen  y  adopten,  en  cualquiera  de  los  Esta- 
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»  dos  signatarios,  para  que  sirvan  de  texto  de  lectura  ó  de  apren- 
»  dizaje  en  los  ramos  de  la  enseñanza  pública,  no  dan  derecho  á 
»  la  propiedad  y  podrán  reproducirse  y  adoptarse  libremente  en 
»  los  otros  Estados.  » 

El  Señor  Doctor  Gálvez  manifestó:  que  la  Comisión 
aceptando  algunas  indicaciones  de  varios  de  los  Señores  Pleni- 
potenciarios, en  vez  de  declarar  que  no  hay  derecho  de  propie- 
dad por  las  publicaciones  de  fragmentos  y  trozos  selectos  de 
obras  etc.,  deja  en  el  artículo  que  ese  derecho  sea  regido  por 
las  leyes  particulares  de  cada  uno  de  los  Estados. 

Por  consiguiente,  propone  el  artículo  en  estos  términos: 

«  Las  publicaciones  de  fragmentos  ó  trozos  selectos  de 
»  obras  que  se  coleccionen  y  adopten,  en  cualquiera  de   los  Es- 

>  tados  signatarios,  para  que  sirvan  de  texto  de  lectura  ó  de 
2>  aprendizaje  en  los  ramos  de  la  enseñanza  pública,   se   regirán 

>  por  las  leyes  de  cada  Estado,  » 

Después  de  algunas  consideraciones  aducidas  por  el  Señor 
Presidente  y  por  los  Señores  Gálvez,  Quintana,  Prats,  Matta, 
Ramirez,  Vaca-Guzman  y  de  Andrade  Figueira,  sobre  si  de- 
bía ó  no  reconocerse  el  derecho  de  propiedad  por  las  publica- 
ciones de  fragmentos  y  trozos  selectos  de  obras,  etc.,  el  Señor 
Doctor  Quintana  propuso  la  siguiente  fórmula  para  el  artículo 
en  debate: 

«  Los  trozos  de  obras  que  gocen  del  derecho  de  propie- 
»  dad,  solo  podrán  ser  coleccionados  con  permiso  de  sus  respec- 
»  tivos  autores. 

»  Las  colecciones  hechas  con  ese  permiso,  gozarán  de  los 
2>  derechos  acordados  por  el  artículo  3.0 
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«También  los  gozarán  las  colecciones  de  trozos   de  obras 

>  cuya  propiedad  no  esté  garantida,  siempre  que  esas  coleccio- 

>  nes  sean  destinadas  á  la  enseñanza  pública,  j 

El  Señor  Doctor  Gálvez  dijo  que  la  Comisión  retiraba 
el  artículo  en  discusión. 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso  que  se  suspendie- 
ra el  debate  de  este  artículo  para  tratarlo  con  mayor  deteni- 
miento en  la  próxima  Sesión.  Asi  se  acordó. 

En  discusión  el 

Artículo  8.' 

«  Los  derechos  de  autor  se  reconocerán,  salvo  prueba  en 

>  contrario,  á  favor  de  las  personas  cuyos  nombres  ó   seudóni- 

>  mos  estén  indicados  en  la  carátula,  dedicatoria,  introducción  ó 
»  fin  de  la  obra.  > 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  propuso  la  siguiente 
fórmula  para  el  artículo  en  debate. 

«  Los  derechos  de  autor  ó  traductor  se  atribuirán  en  los 
»  Estados  signatarios  á  las  personas  en  cuyo  favor  se  hubieran 

>  reconocido  en  cualquiera  de  ellos,  con  arreglo  al  artículo  2.°  » 

El  Señor  Doctor  Quintana  expresó:  que  convenía  no 
olvidar  que  se  negociaba  un  tratado  sobre  propiedad  literaria 
entre  países  que  no  tienen  ley  especial  sobre  la  materia. 

En  consecuencia,  agregó,  este  Tratado  tiene  ciertos  carac- 
teres de  ley  interna  y  de  ley  externa. 
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Piensa  que  el   artículo  de  la  Comisión  no  se  opone  ni  se 
roza  con  el  propuesto  por  el  Señor  Doctor  Chacaltana. 

Por  moción  del  Señor  Doctor  Chacaltana  se  levanta  la  Se- 
sión, siendo  las  6.15  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    22 


SESIÓN   DEL   31   DE   DIOIEMBEE   DE   1888 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  Sarcia  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats: 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez: 

La  Sesión  se  abre  á  las  2.15  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Presidente  hizo  dar  lectura  del  siguiente  Pro- 
yecto, presentado  por  los  Señores  Plenipotenciarios  Doctores 
Don  Roque  Saenz  Peña,  Don  Manuel  Quintana,  Don  Santiago 
Vaca-Guzman  y  Don  Gonzalo  Ramírez: 

<  Los  Gobiernos  de  la   República   Argentina,  de   Bolivia, 

>  del  Brasil,  de  Chile,  del  Paraguay,  del  Perú  y  de  la  República 
»  Oriental  del   Uruguay,  penetrados  de  la  conveniencia  de  fijar 

>  con  precisión  reglas  generales  que  presidan  la  aplicación  de 

>  las  leyes  de  cualquiera  de  sus  respectivos  países  en  el  territo- 

>  rio  de  los  otros,  en  los  casos  que  determinen  los  Tratados  que 
*  desean  celebrar   sobre  las   diversas  materias  del  Derecho  In- 

>  ternacional  Privado,  reunidos  en  Congreso  por  medio  de  sus 

>  Plenipotenciarios,  á  saber: 
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(Aquí  los  nombres  de  los  Señores  Plenipotenciarios.) 


Han  resuelto  ajustar  un  Tratado   Preliminar  en   los  tér- 


>  minos  siguientes: 


Artículo  I." 

3  Las   leyes  de  los  Estados  Contratantes,  serán  aplicadas 

>  en  los  casos  ocurrentes,  con  prescindencia  de  la  nacionalidad 

>  de  las  personas  interesadas  en  la  relación  jurídica   de  que  se 
i  trate. 

Artículo  2? 

»  Su  aplicación  será  hecha  de  oficio  por  el  juez  de  la  cau- 

>  sa,  aún  cuando  los  litigantes  no  aleguen  ni  prueben  su  existen- 

>  cia  y  contenido. 

Artículo  3? 

»  Todos  los  recursos  acordados  por  la  ley  de  procedimien- 

>  tos  del  lugar  del  juicio  para  los  casos  resueltos  según  su  pro- 
»  pia  legislación,  serán  igualmente  admitidos  para  los  que  se 

>  decidan  en  virtud  de  las  leyes  de  cualquiera  de  los  otros  Es- 

>  tados.  > 

Artículo  4? 

>  Las  leyes  de  los  demás  Estados,  jamás  serán  aplicadas 

>  contra  los  principios  del   derecho  político,  las  leyes  de  orden 

>  público,  ó  las  buenas  costumbres  del  lugar  del  proceso.» 
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Artículo  5? 

»  Para  facilitar  el   cumplimiento   de  este  Tratado,  los  Go- 

>  biernos  se  obligan  á  trasmitirse  recíprocamente,  dos  ejempla- 

>  res  auténticos  de  las  leyes  vigentes,  y  de  las   que   posterior- 
»  mente  se  sancionen  en  sus  respectivos  países.» 

»  (Aquí  las  cláusulas  generales  agregadas  al  Tratado  so- 
»  bre  Derecho  Penal). 

»  En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  arriba  designados, 
»  lo  firmamos  y  sellamos  á  los dias  del  mes  de.  .....  • — 

>  Roque  Saenz  Peña — Manuel  Quintana — Santiago  Vaca-Guz- 
»  man  —  Gonzalo  Ramírez.» 

Se  resolvió  que  el  Proyecto  de  la  referencia  se  imprimiera 
y  fuera  repartido  á  los  Señores  Plenipotenciarios. 

Continúa  la  consideración  del  Proyecto  de  Tratado  sobre 
Propiedad  literaria  y  artística. 

Se  puso  en  discusión  el  siguiente  artículo,  propuesto  por 
el  Señor  Doctor   Quintana,  en  la  Sesión  anterior: 

«  Los  trozos  de  obras  que  gocen  del  derecho  de  propie- 
»  dad,  solo  podrán  ser  coleccionados  con  permiso  de  sus  res- 
»  pectivos  autores. 

>  Las  colecciones  hechas  con  ese  permiso,  gozarán  de  los 
»  derechos  acordados  por  el  artículo  3.° 

»  También  los  gozarán,  las  colecciones  de  trozos  de  obras 
%  cuya  propiedad  no  esté  garantida,  siempre  que   esas  coleccio- 

>  nes  sean  destinadas  á  la  enseñanza  pública.» 
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El  Señor  Doctor  Quintana  dijo  que:  no  habiendo  sido 
posible  uniformar  las  opiniones  sobre  dicho  artículo,  é  insistien- 
do la  Comisión  en  el  retiro  del  propuesto  por  ella,  pedia  al  Ho- 
norable Congreso,  de  acuerdo  con  los  Señores  Plenipotenciarios 
que  apoyaban  el  artículo  presentado  por  él,  el  permiso  necesario 
para  retirarlo. 

Previa  votación,  se  dá  por  retirado  el  artículo  que  había 
propuesto  el  Señor  Doctor  Quintana. 

En  discusión  el  artículo  8o°,  que  quedó  pendiente  en  la  se- 
sión anterior. 

«  Los  derechos  de  autor  se  reconocerán,  salvo  prueba  en 
»  contrario,  á  favor  de  las  personas  cuyos  nombres  ó  seudóni- 
»  mos  estén  indicados  en  la  carátula,  dedicatoria,  introducción  ó 
»  fin  de  la  obra.» 

No  insistiendo  la  Comisión  en  la  forma  en  que  había  pre- 
sentado este  artículo,  se  dio  lectura  del  sustitutivo  propuesto 
por  el  Señor  Doctor  Chacaltana,  concebido  en  los  siguientes 
términos: 

«  Los  derechos  de  autor  ó  traductor  se  atribuirán  en  los 
*  Estados  signatarios  á  las  personas  en  cuyo  favor  se  hubieran 
2  reconocido  en  cualquiera  de  ellos,  con  arreglo  al  artículo  2.°  > 

El  Señor  Presidente  hizo  notar  que  este  artículo  debía 
referirse  también  á  la  propiedad  artística. 

El  Señor  Matta  indicó  que  podria  decirse  los  derechos 
de  propiedad  de  una  obra  literaria  ó  artística. 


—  448  — 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  dijo:  que  había  presen- 
tado el  artículo,  considerando  su  objeto  bajo  el  punto  de  vista 
internacional,  porque  lo  considera  innecesario  como  ley  interna. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso  esta  fórmula:  los  de- 
rechos de  propiedad  literaria  y  artística. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  propuso:  que  en  lugar  de 
introducción  ó  fin  de  la  obra,  se  dijese  finó  cuerpo  de  la  obra. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  presentó  la  siguiente  fór- 
mula: 

«Los  derechos  de  autor  se  reconocerán,   salvo   prueba  en 

>  contrario,  á  favor  de  las  personas  cuyos  nombres   ó   seudóni- 

>  mos  estén  indicados  en  la  obra  literaria  ó  artística.» 

Se  vota  y  aprueba  unánimemente  el  artículo,  en  la  forma 
indicada  por  el  Señor  Doctor  Gálvez. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Articulo  g.° 

«Si  los  autores  quisiesen   reservar  sus   nombres,   podrán 

>  expresar  los  editores,  en  la  forma  indicada  en  el  artículo  ante- 

>  rior,  que  á  ellos  corresponden  los  derechos  de  autor.» 

El  Señor  Presidente  propone  que  en  vez  de  decirse 
podrán  expresar  los  editores  en  la  forma  indicada  en  el  artículo 
anterior,  que  á  ellos  corresponden  los  derechos  de  autor,  se  diga 
deberán  expresar  que  á  ellos  les  corresponde  los  derechos  de 
autor. 
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El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  este  artículo 
debería  figurar  como  último  inciso  del  artículo  precedente,  por 
su  correlación  con  él. 

Se  vota  el  artículo  en  debate,  y  es  aprobado  por  unanimi- 
dad en  esta  forma,  debiendo  agregarse  como  último  inciso  del 
artículo  8: 

«  Si  los  autores  quisiesen  reservar  sus  nombres,  deberán 
»  expresar  los  editores  que  á  ellos  corresponden  los  derechos 
i  de  autor. » 

Se  pone  en  discusión  el 

Artímlo  10 

«Las  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen 
s  el  derecho  de  propiedad  literaria  ó  artística,  se  regirán  por 
»  las  leyes  de  los  países  en  que  el  fraude  se  haya  cometido  y  se 
»  haya  ocasionado  elperjuicio.» 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  como  no  se  esta- 
blece nada  respecto  á  jurisdicción  en  esta  materia,  propondría 
la  siguiente  formula: 

«Las  cuestiones  que  se  susciten  en  los  Estados  signata- 
»  rios  y  las  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen 
»  el  derecho  de  propiedad  literaria  ó  artística  se  regirán  por 
>  las  leyes  de  los  países  en  que  el  fraude  se  haya  cometido  y  se 
»  haya  ocasionado  el  perjuicio.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  indicó  que  podría  ponerse 

58 
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las  responsabilidades  en  que  incurran,  etc.,  etc.,  se  ventilarán,  ante 
los  tribunales  y  se  regirán  por  las  leyes  de  los  países  etc.,  etc. 

El  Señor  DOCTOR  GÁLVEZ  expuso:  que  en  materia  pro- 
cesal, la  Comisión  había  establecido  que  toda  cuestión  se  rija 
por  las  leyes  del  lugar  donde  ella  se  inicie. 

Después  de  un  cambio  de  ideas,  quedó  redactado  el  artícu- 
lo en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  uná- 
nimemente: 

«Las  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen  el 

>  derecho  de  propiedad  literaria  ó  artística,  se   ventilarán   ante 

>  los  tribunales  y  se  regirán  por  las  leyes   del  país   en   que   el 
»  fraude  se  haya  cometido. » 

En  discusión  el 

Artículo  II 

«Se  consideran  producciones  ilícitas   y  por  consiguiente 

>  sin  derechos  á  la  propiedad  y  responsables    de   usurpación   á 

>  los  autores,  las  apropiaciones  indirectas   de   otras    obras   que 
»  bajo  el  nombre  de  adaptaciones  ó  arreglos,  adicionan  ó  su- 

>  primen   lo   escrito   por   un   autor  y  sin  que  él  los   haya  au- 

>  torizado.» 


El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propuso  la  siguiente 
forma: 


«Se  consideran  producciones  ilícitas  y  quedan   sujetas   á 
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y>  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  las  apropiaciones  indirec- 
»  tas  de  otras  obras  que  bajo  el  nombre  de  adaptaciones  ó  ar- 
»  regios,  adicionen,  modifiquen  ó  supriman  lo  escrito  por  un 
:»  autor,  sin  que  éste  hubiese  autorizado  tales  alteraciones.» 


El  Señor  Presidente  expresó  que  para  mayor  claridad 
era  necesario  decir  obras  literarias  ó  artísticas. 


El  Señor  Doctor  Quintana  propuso  que  el  artículo  en 
debate  se  sustituyese  por  el  siguiente,  adoptado  por  la  Conven- 
ción de  Berna: 

«Son  especialmente  comprendidas  entre  las  reproducciones 
2»  ilícitas,  á  las  cuales  se  aplica  el  presente  Tratado,  las  apropia- 
»  ciones  indirectas  no  autorizadas  de  una  obra  literaria  ó   artís- 

>  tica,  designadas  bajo  nombres  diversos  como  adaptaciones, 
»  arreglos,  etc.,  cuando  no  son  mas  que  la  reproducción  de  la 
i  obra  en  la  misma  ó  bajo  otra  forma,  con   cambios,   adiciones, 

>  supresiones  no  esenciales,  sin  presentar  el  carácter  de  una 
»  nueva  obra  original.» 

Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  los  Señores 
Matta,  Gálvez  y  Prats,  se  decidió  suspender  la  discusión  de  este 
artículo  para  redactarlo   posteriormente. 

En  discusión  el 

Artículo  12 

«  El  reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  de  las  obras 
2  literarias  y  artísticas  no  quita  á  los   Gobiernos  de  los  Estados 
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>  signatarios  la  facultad  que  tienen  de  prohibir  que  se  publiquen 

>  circulen,  representen  ó  expongan   aquellas  obras,  cuya  repro- 

>  ducción  consideren  contrarias  á  la  moral  y  á  las  buenas   cos- 

>  tumbres,  ó  con  tendencia  á  perturbar  el  orden  público.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  indicó  que  debía  ponerse  la 
palabra  reproduzcan  antes  de  publiquen,  y  en  lugar  de  ó  con  ten- 
dencia, etc.  ó  á  la  conservación  del  orden  público. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  propuso  que  se 
dijese  contra  las  leyes,  la  moral  y  las  buenas  costumbres. 

El  Señor  Presidente  cree  que  la  proposición  del  Señor 
Doctor  de  Andrade  Figueira  vendría  á  restringir  el  concepto  del 
artículo,  porque  pueden  haber  emblemas  ó  reproduciones  que  no 
estén  penados  por  la  ley,  y  que  sin  embargo  sean  contrarios  á 
las  buenas  costumbres  y  al  orden  público. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  la  prohibición  para  publicar  y 
circular  obras,  debía  hacerse  con  arreglo  á  las  leyes  de  los  res- 
pectivos Estados. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  observó  que  puede  su- 
ceder que  en  un  Estado  se  dicte  una  ley  prohibiendo  la  publica- 
ción de  una  obra,  por  ejemplo,  sobre  ciencias  naturales. — Según 
este  artículo,  agregó,  los  derechos  de  los  autores  que  gocen  de 
propiedad  por  obras  de  esa  especie  en  otros  países,  no  podrían 
reclamar  ese  derecho  en  aquel  Estado,  por  existir  en  él  una  ley 
prohibitiva  de  la  publicación  de  tales  obras. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  para  conciliar  la  pro" 
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posición  del  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira,  con  las  demás 
que  se  han  presentado,  podría  decirse  que  sean  contrarias  á  las 
leyes  que  protegen  la  moral,  las  buenas  costumbres  y  la  conservación 
del  orden  publico. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  piensa  que  no  es  conveniente 
hacer  referencia  á  las  leyes  particulares  de  cada  Estado,  porque 
como  ellas  pueden  promulgarse  después  del  Tratado,  resultaría 
que  una  Nación,  invocando  su  legislación  interna,  dejaría  sin 
efecto  este  Convenio,  y  prohibiría  la  publicación  de  tales  ó  cua- 
les obras,  aun  cuando  las  autorizase  el  espíritu  y  la  letra  del  Tra- 
tado. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propuso  la  siguiente 
modificación: 

«  El  reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  de  las  obras 

>  literarias  y  artísticas  no  priva  á  los  Gobiernos  de  los  Estados 
i  signatarios  de  la  facultad  que  tienen  para  impedir  la  circular 
2»  ción,  representación  ó  exhibición  de  obras  prohibidas  por  sus 

>  leyes,  por  considerarlas  contrarias  á  la  moral,  á  las  buenas  cos- 

>  tumbres,  ó  á  la  conservación  del  orden  público.» 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Gálvez, 
Prats,  Ramirez  y  Matta,  el  artículo  en  debate  fué  redactado  en 
estos  términos,  en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado  unánime- 
mente: 

«  El  reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  de  las  obras 
2  literarias  ó  artísticas  no  priva  á  los  Estados  signatarios  de  la 
2>  facultad  de  prohibir,  con  arreglo  á  sus  leyes,  que  se  repro- 
»  duzcan,  publiquen,   circulen,   representen  ó  expongan,  aque- 
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j  lias  obras  que  se  consideren  contrarias  á  la  moral  ó  á  las  bue- 

>  ñas  costumbres. 

El  Señor  Doctor  Galvez  á  nombre  de  la  Comisión,  pre- 
senta la  siguiente  redacción  para  el  artículo  1 1,  cuya  discusión 
había  quedado  en  suspenso: 

«Se  consideran  reproducciones   ilícitas,  las  apropiaciones 

>  indirectas,  no  autorizadas  por  sus  autores,  de  una  obra  literaria 
»  ó  artística  y  que  se  designan  con  nombres  diversos,  como  adap. 
:»  taciones,  arregios,  etc.,  etc.,  y  que  no  son  más  que  reproduc- 
»  ción  de  aquella,  sin  presentar  por  sus  modificaciones,  adicio- 
»  nes  ó  supresiones,  carácter  de  obra  original.» 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  pidió  que  se  suprima  la 
frase  por  sus  modificaciones. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  dijo:  que  aceptando  esa  y 
otras  observaciones,  el  artículo  quedaría  modificado  en  esta  for- 
ma, en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«Se  consideran  reproducciones  ilícitas,  las  apropiaciones 
i>  indirectas,  no  autorizadas  de  una  obra  literaria  ó  artística  y  que 

>  se  designan  con  nombres  diversos,  como   adaptaciones,   arre- 

>  glos,  etc.  etc.,  y  que  no  son  más  que  reproducción  de  aquella, 
»  sin  presentar  el  carácter  de  obra  original.  » 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  el  artículo 
que  se  acababa  de  aprobar  debía  colocarse  inmediatamente  an- 
tes de  los  relativos  á  jurisdicción.  Así  se  acordó. 

S»  pasa  á  cuarto  intermedio. 
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Continúa  la  sesión. 

TÍTULO  II 

DE  LA  PROPIEDAD   INDUSTRIAL 

SECCIÓN  PRIMERA 
En  discusión  el 

Artículo    13 

«  Los   nacionales  ó   extranjeros  que  obtengan   patente  ó 

>  privilegio  de  invención  con  arreglo  á  las  leyes  de  alguno  de 
»  los  Estados  signatarios,  disfrutarán  en  los  demás  Estados  de 
a  los  derechos  de  autores  ó  de  inventores,  si  en  el  término  máxi- 

>  mo  de  un  año,  hacen  registrar  su  patente,  en  la  forma  determi- 
2  nada  por  las  leyes  de  cada  país.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propone  que  en  lugar  de 
decirse  nacionales  ó  extranjeros,  se  diga  toda  persona  etc.,  y  al 
final  por  las  leyes  del  país  en  que  pidiere  el  reconocimiento. 

El  Señor  Presidente  propuso  que  se  dijese  simplemen- 
te los  derechos  de  inventor. 

El  Señor  Doctor  Quintana  indicó  que  al  final  de  este 
artículo  se  dijese  en  la  forma  designada  por  las  leyes  del  país  don- 
de pidiese  su  reconocimiento. 
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El  SEÑOR  Matta  expuso:  que  la  Comisión  |ha  querido 
establecer  en  la  forma  determinada  por  las  leyes  de  cada  país  si 
se  pretende  que  en  cada  uno  de  ellos  se  reconozca  la  invención. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  que  el  inventor  solo 
tenia  que  observar  las  leyes  de  los  países  en  los  cuales  pide  el 
reconocimiento  de  su  patente. 

El  Señor  Doctor  Aceval  indicó  que  era  convenien- 
te establecer  con  arreglo  á  que  ley  podría  obtenerse  la  patente 
de  invención. 

El  artículo  se  aprobó  unánimemente  en  la  siguiente  forma; 

«  Toda  persona   que  obtenga  patente  ó   privilegio  de  in- 

>  vención  en  alguno  de  los  Estados  signatarios,  disfrutará  en  los 

>  demás  de  los  derechos  de  inventor,  si  en  el  término  máximo 

>  de  un  año  hiciese  registrar  su  patente  en  la  forma  determina- 

>  da  por  las  leyes  del  país  en  que  pidiese  su  reconocimiento.! 

En  discusión  el 

Artículo  14 

«  El  número  de  años  del  privilegio  será  el  que  fijen  las  le- 
»  yes  de  cada  país,  reduciéndose  ese  plazo   al  señalado  por  las 

>  del  Estado  en  que  primitivamente  se  acordó  la  patente,  si 

>  aquel  fuese  menor.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  indicó  que  debería  decirse  las 
^eyes  del  país  en  que  pretenda  hacerse  efectiva. 

El  Señor  Presidente  propuso:  que  el  artículo  fuera  mo- 
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dificado  en  esta  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  unáni- 
memente: 

«  El  número  de  años  del  privilegio  será  el  que  fijen  las  le- 

>  yes  del  país  en  que  se  pretenda   hacerlo  efectivo.  Ese   plazo 

>  podrá  ser  limitado  al  señalado  por   las  del  Estado  en  que  pri- 

>  nativamente  se  acordó  la  patente  si  fuese  menor  > 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  15 

«  Las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  la  prioridad  de  la  in- 
»  vención  se  resolverán  teniendo  en  cuéntala  fecha  de  la  solicitud 
»  de  la  patente  en  el  país  en  que  se  otorgó  por  la  primera  vez.> 

Se  suscita  una  breve  discusión  entre  el  Señor  Presidente  y 
los  Señores  Quintana,  Gálvez,  Chacaltana,  Aceval  y  Matta,  res- 
pecto á  como  debia  resolverse  la  cuestión  sobre  la  prioridad  en 
el  pedido  de  privilegio  de  invención,  y  acerca  de  si  la  invención 
se  rige  por  la  ley  del  país  en  que  se  solicita  la  patente. 

El  Señor  Doctor  Aceval,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propuso  que  el  artículo  se  modificara  en  los  siguientes  términos, 
en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado  unánimemente: 

«  Las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  la  prioridad  de  la 
»  invención,  se  resolverán  teniendo  en  cuenta  la  fecha  de  la  so- 

>  licitud  de  las  patentes  respectivas  en  los  países  en  que  se 
2  otorgaron.  * 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  16 
c  Se  considera  invención  ó  descubrimiento  un  nuevo  mo- 
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»  do,  aparato  mecánico  ó  manual  que  sirva  para  fabricar  nuevos 

>  productos  industriales  y  la  aplicación  de  medios  perfecciona- 

>  dos  para  conseguir  resultados  superiores  de  los  productos  in" 

>  dustriales  ya  conocidos  y  que  adquieren  con  esta  transforma- 

>  ción,  importancia  diversa  en  los  mercados  de  comercio.  Excep- 

>  túanse  de  esta  regla,  las  invenciones  y  descubrimientos  que 
»  hubieran  tenido  cierta  publicidad  en  alguno  de  los  Estados  sig- 
»  natarios  ó   en  otros  que  no  estén  ligados  por  este  Tratado. 

>  Exceptúanse,  también,  las  confecciones  farmacéuticas  y  en  ge" 

>  neral  aquellas  que  por  ser  puramente  teóricas  no  tengan  apli- 
i  cación  á  industria  alguna,  y  las  que  fueran  contrarias  á  la  mo- 
^  ral  y  á   las  leyes  del  país  en  donde  las  patentes  de  invención 

>  han  de  expedirse.  » 

El  Señor  Doctor  Gálvez  manifestó:  que  la  Comisión  ha 
aceptado  la  indicación  de  algunos  Señores  Plenipotenciarios, 
para  consignar  por  incisos  las  excepciones  que  establece  este 
artículo. 

El  Señor  DOCTOR  Vaca-Guzman  cree  que  las  excepcio- 
nes que  se  establecen  pueden  dividirse  en  tres  incisos,  quedando 
el  artículo  en  la  forma  siguientes: 

«  Se  considera  invención  ó  descubrimiento: 

»  i.°  Un  nuevo  modo,  aparato  mecánico  ó  manual  que 
*  sirva  para  fabricar  nuevos  productos  industriales: 

»  2.°  La  aplicación  de  medios  para  conseguir  productos 
»  nuevos  ó  resultados  superiores  de  los  productos 
2>  industriales  ya  conocidos  y  que  adquieran  con  esta 

>  transformación  importancia  diversa  enlosmerca- 

>  dos  de  comercio. 

>  No  se  comprenden  en  la  regla  anterior: 
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»  i.°  Las  invenciones  y  descubrimientos  que  hubieran  te- 
»  nido  publicidad  en  alguno  de  los  Estados  signa- 
»  tarios,  ó  en  otros  que  no  estén  ligados  por  este 
»  Tratado; 

»  2.°     Las  que  no  tengan  aplicación  á  industria  alguna; 

»  3.0     Las  que  fueran  contrarias  á  la  moral.  » 


Respecto  á  las  confecciones  farmacéuticas,  dijo,  que  mu- 
chas de  ellas  pueden  ser  aplicadas  á  las  industrias;  y  acerca  de 
las  invenciones,  puramente  teóricas,  expresó  que  no  hay  para 
que  consignarlas,  puesto  que  no  sonde  aplicación  industrial. 

Por  otra  parte,  agregó,  se  sabe  de  antemano  que  los  Go- 
biernos no  otorgan  una  patente  en  contra  de  lo  que  determi- 
nan las  leyes  especiales  sobre  la  materia. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  expuso:  que  la  Comisión  ha- 
bía tenido  en  cuenta  evitar  que  se  pretenda  pedir  privilegio  á 
título  de  invención  sobre  materias  que  no  deban  tenerla,  y  con 
tal  fin  se  ha  establecido  que  las  patentes  se  expidan  con  arreglo 
á  las  leyes  particulares  de  cada  Estado. 

Agregó:  que  se  habla  de  confecciones  farmacéuticas  y  de 
todas  aquellas  puramente  teóricas,  porque  es  el  término  usado 
generalmente  en  las  leyes  sobre  las  materia. 

Lo  que  establece  el  artículo,  es  lo  mismo  que  está  consig- 
nado en  las  leyes  particulares  de  la  República  Argentina,  de  la 
Oriental  del  Uruguay,  del  Perú  y  de  Chile. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  entiende  que  conven- 
ciones de  esta  naturaleza  deben  referirse  á  leyes  internas,  que 
son  las  que  determinan  si  una  confección  farmacéutica  debe  ó  no 
ser  patentada  como  invención  que  merezca  el  privilegio  acorda- 
do por  la  ley. 
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El  Señor  Doctor  Ramírez  preguntó  cual  era  el  alcan- 
ce de  la  frase  confecciones  farmacéuticas,  y  si  ella  se  refiere  á  to- 
da preparación  conocida  en  la  terapéutica. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  expuso:  que  las  recetas  mé- 
dicas por  lo  general,  y  las  preparaciones  que  hacen  los  farma- 
céuticos no  se  patentan.  Añadió  que  para  que  ellas  gocen  de  pa- 
tente es  necesario  que  la  facultad  de  Medicina  las  reconozca  y 
las  declare  como  preparaciones  que  tienen  un  carácter  especial. 

El  Señor  Presidente  cree  innecesaria  la  primera  excep- 
ción que  establece  el  artículo;  porque  es  entendido  que  para 
otorgarse  la  patente  es  indispensable  que  se  trate  de  un  nuevo 
método,  medio  ó  procedimiento,  etc.,  etc.  Si  él  está  en  el  domi- 
nio público  en  los  Estados  Contratantes  ó  fuera  de  ellos,  no  es 
una  cosa  nueva:  no  es  un  invento  que  en  realidad  deba  patentar- 
se por  un  privilegio. 

Piensa  que  también  es  innecesaria  la  segunda  excepción, 
desde  que  se  ha  definido  lo  que  es  invención,  y  si  las  prepara- 
ciones farmacéuticas  de  que  se  trata  no  sirven  para  los  fines  in- 
dustriales de  que  se  hace  mérito. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  hizo  notar  que  en  Europa  hay 
ciertos  artículos  medicinales  que  se  expenden  sin  garantía  ni  pa 
tente  del  Gobierno. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  en  algunos  pueblos  de 
Europa  se  acordaba  la  patente,  pero  sin  privilegio  de  parte  del 
Gobierno.  Aquí  lo  que  se  pretende  es  establecer  la  regla  que 
sirva  para  pedir  privilegio  por  un  nuevo  medio  ó  por  una  apli- 
cación nueva,  y  propone  que  el  artículo  empiece  con  esta  re- 
dacción: 
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«  Se  reputa  invención  el  descubrimiento  de  un  nuevo  mo- 
jí do,  de  un  aparato  mecánico,  etc.  etc.» 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  propone  que 
se  diga: 

«  Se  considera  invención  el  descubrimiento  de  nuevos 
»  productos  industriales  etc.,»  y  que  se  suprima  lo  referente  á 
»  preparaciones  farmacéuticas. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente 
y  los  Señores  Saenz  Peña,  de  Andrade  Figueira,  Quintana,  Gál- 
vez,  Aceval,  Matta  y  Vaca-Guzman,  el  artículo  en  debate  fué  re- 
dactado así: 

c  Se  considera  invención  ó  descubrimiento  todo  nuevo 
y  producto  industrial,  lo  mismo    que  un   nuevo   modo,    aparato 

>  mecánico  ó  manual,  que  sirva  para  fabricar  productos   indus- 

>  triales. 

»  Está  comprendida  también  la  aplicación  de  medios  per- 
2  feccionados  para  conseguir  resultados  superiores  á  los  ya  co- 
»  nocidos. 

»  No  serán  patentadas: 

»  i,°  Las  invenciones  y  descubrimientos  que  hubieran  te- 

»  nido  publicidad  en  alguno  de  los  Estados  signata- 

»  rios  ó  en  otros  que  no  estén  ligados  por  este  Tra- 

»  tado; 

»  2.°  Las  que  fueran  contrarias  á  la  moral   y  a   las   leyes 

>  del  país  en  donde  las  patentes  de  invención  hayan 

>  de  expedirse  ó  de  reconocerse.» 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  por  unanimidad  en  los 
términos  en  que  queda  transcrito. 
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Se  pasa  á   discutir  el 

Artículo   i? 

«  El  derecho  de  inventor  comprende  no   solo   la   facultad 

>  de  disfrutar  de  los  beneficios  que  produzca,  sino  lo  de  trasfe- 
»  rirlo  á  otros,  observando  siempre  la  leyes  del  Estado  en  que 
»  la  trasferencia  tenga  lugar.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  cree  que  no  siempre  deben 
observarse  las  leyes  del  Estado  en  que  se  hace  la  trasferencia, 
y  pregunta  á  que  leyes  se  subordinaría  el  inventor  que,  estando 
de  tránsito  en  Montevideo  trasfiriese  sus  derechos  patentados 
en  Buenos  Aires. 

El  SeÑOR  DOCTOR  GÁLVEZ  dijo:  que  la  mente  de  la  Co- 
misión al  establecer  en  el  Estado  en  que  la  trasferencia  tenga  lu- 
gar, fué  la  de  que  en  el  Estado  en  que  ella  se  realiza  es  donde 
vá  á  hacerse  uso  del  derecho  que  acuerda  la  invención. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso  la  siguiente  redac- 
ción para  el  artículo  en  debate,  en  la  cual  siendo  aceptada  por 
la  Comisión,  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  El  derecho  de  inventor  comprende  la  facultad  de  disfru- 

>  tar  de  la  invención  y  de  trasferirla  á  otros. » 

En  discusión  el 

Artículo  18 

«  Las  responsabilidades  civiles  y  criminales  en  que  incu- 

>  rran  los  que  dañen  el  derecho  del  inventor  se   perseguirán  y 
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»  penarán  con  arreglo' á  las  leyes  del  país  en  donde  se  ocasione 

>  el  daño.» 

Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Pre- 
sidente y  los  Señores  Doctores  Quintana  y  Gálvez,  el  artículo 
en  debate  quedó  aprobado  por  unanimidad  en  los  siguientes 
términos: 

«  Las  responsabilidades  civiles  y  criminales  en   que  in- 

>  curran  los  que  dañen  el  derecho  del  inventor  se  perseguirán 
*  y  penarán  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  que  se  haya  oca- 

>  sionado  el  perjuicio.   » 

Se  pasa  á  la 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LAS  MARCAS  DE  COMERCIO  Y  DE  FÁBRICA 
En  discusión  el 

Artículo  ig 

«Tanto  los  nacionales  como  los  extranjeros  á  quienes  se 

>  les  conceda  en  uno  de  los  Estados  signatarios,  el   derecho    de 
»  usar  exclusivamente  una  marca  de  comercio  ó  de  fábrica,   po- 

>  drán  gozar  del  mismo  privilegio,  en  los  demás  Estados,   si   se 
i  someten  á  las  formalidades  y  condiciones  establecidas  por  las 

>  leyes  y  reglamentos  de  cada  uno  de  ellos.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso  que  en  vez  de   tanto 
los  nacionales  como  los  extranjeros,  se  dijese  toda  persona. 
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El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propone  qne  al  final 
del  artículo  se  diga  con  sujeción  á  las  formalidades  y  condiciones 
establecidas  por  sus  leyes, 

Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  esta 
forma: 

«Toda  persona  á  quien  se  conceda  en  uno  de  los  Estados 
»  signatarios,  el  derecho  de  usar  exclusivamente   una  marca   de 

>  comercio  ó  de  fábrica,  gozará  del  mismo  privilegio  en  los   de- 

>  más  Estados,  con  sujeción  á  las  formalidades  y  condiciones  e«- 

>  tablecidas  por  sus  leyes.* 

Se  pasa  á  discutir  el 

Articulo  20 

>E1  derecho  de  usar  una  marca  de  comercio  ó  de  fábrica 
»  comprende  la  facultad  de  trasmitirla  con  la  negociación  ó  em- 

>  presa,  cumpliendo  con  los  requisitos  prescriptos  por  las  leyes 

>  del  Estado  en  que  se  verifique  la  trasmisión  ó  laventa.  > 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso:  que  se  suprimiese 
todo  lo  que  se  dice  después  de  la  palabra  trasmitirla. 

El  Señor  Presidente  propone  que  se  agregue  la  palabra 
enagenarla,  y  que  en  lugar  de  negociación,  se  diga  negocio  ó  in- 
dustria. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó  que  el  artículo 
podía  redactarse  así:  el  derecho  de  usar  una  marca  de  comercio 
ó  de  fábrica,  comprende  la  /acuitad  de  trasmitirla  ó  enagenarla. 
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El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  indicó  que  podría  supri- 
mirse la  palabra  usar. 

El  Señor  Matta  dijo:  que  le  parece  mas  clara  la  redac- 
ción del  artículo  propuesto  por  la  Comisión  referiéndose  á  mar- 
cas y  al  uso  que  se  hace  de  éstas  en  el  comercio,  que,  co*io  se 
sabe,  es  la  garantía  de  la  honorabilidad  de  los  comerciantes. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  el  uso  de  una 
marca,  puede  ser  menos  que  la  propiedad  de  ella;  porque  el  de- 
recho de  usar  puede  limitarse  á  un  tiempo  determinado. 

El  Señor  Matta  observó  que  de  lo  que  se  trata  es  del 
derecho  de  usar  una  marca  de  fábrica. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  la  cesión  del  negocio 
no  debe  ser  condición  del  traspaso  en  la  marca;  porque  el  pro- 
pietario puede  traspasar  únicamente  el  uso  de  la  marca  y  no  su 
propiedad. 

El  Señor  Matta  manifestó  que  la  Comisión  insistía  en 
conservar  la  palabra  usar. 

El  Señor  Doctor  Quintana  expuso:  que  solamente  se 
trata  de  establecer  que  el  que  va  á  usar  del  derecho  puede  ena- 
genarlo  en  absoluto  ó  solamente  compartir  el  uso  de  la  marca. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  se  pone  en  el  caso  en  que 
un  individuo  adquiere  de  otro  el  derecho  de  usar  una  marca  de 
fábrica. 

Según  el  artículo,  el  usufructuario  podría  trasferir  la  pro- 
piedad del  mismo  invento,  lo  que  es  inaceptable  por  que  nadie 
puede  trasmitir  un' derecho  que  no  tiene;  es  evidente  que  el  usu- 

60 
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fructuario  no  goza  del  derecho  de  propiedad,   y   entonces  mal 
puede  enagenarlo. 

Cree,  pues,  que  el  uso  de  una  marca  es  una  limitación  al 
derecho,  que  no  puede  ser  ampliada  al  tratarse  de  trasferir  los 
mismos;  se  debe,  en  su  opinión,  hablar  de  la  propiedad,  y  no  del 
uso  del  invento,  al  principio  del  artículo. 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso  esta  fórmula: 

c  La  propiedad  de  una   marca  de  comercio  ó  de  fábrica, 
»  comprende  la  facultad  de  usarla,  trasmitirla  ó  enagenarla.» 

Se  vota  el  artículo  en  la  forma  propuesta  por  el  Señor 
Doctor  Quintana  y  es  aprobado  por  unanimidad. 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  21 

€  Se  entiende  que  es  marca  de  comercio  ó  de  fábrica,  el 
2  signo,  emblema  ó  nombre  externo  que  el  comerciante  ó  fabri- 

>  cante  adopta,  al  expender   sus   mercaderías  y  sus  productos 
t>  para  distinguirlos  de  los  de  otros  empresarios  que  negocian 

>  en  artículos  de  la  misma    especie.  Pertenecen  también  á  esta 

>  clase  de  marcas  las  llamadas  dibujos  de  fábrica  ó  labores  que, 
»  por  medio  del  tejido  ó  de  la  impresión,  se  estampan  en  el  pro. 

>  ducto  mismo  que  se  pone  en  venta. > 

El  Señor  Presidente  cree  conveniente  agregar  las  pala- 
bras y  aplica  á  sus  mercaderías  en  seguida  de  la  de  adopta.  Propuso 
también  que  la  palabra  empresarios  fuese  sustituida  por  las  de 
otros  industriales  ó  comerciantes. 
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El  artículo  fué  aprobado  por  unanimidad  en  los  siguientes 
¿érminos: 

«  Se  reputa  marca  de  comercio  ó  de  fábrica,  el  signo,  em- 

>  blema  ó  nombre  externo  que  el  comerciante  ó  fabricante  adop- 
5  ta  y  aplica  á  sus  mercaderías  y  productos,  para  distinguirlos 
»  de  los  de  otros  industriales  ó  comerciantes'que  negocian  en  ar- 
t>  tículos  de  la  misma  especie. 

»  Pertenecen  también  á  esta  clase  de  marcas  las  llamadas 
»  dibujos  de  fábrica  ó  labores  que,  por  medio  del  tejido  ó  de  la 
t>  impresión,  se  estampan  en  el  producto  mismo  que  se  pone  en 

>  venta.» 

En  discusión  el 

Artículo  22 

«  Las  falsificaciones  y  adulteraciones  de  las  marcas  de  co- 
»  mercio  y  de  fábrica,  se  perseguirán  con  arreglo  á  las  leyes  del 
»  Estado  en  cuyo  territorio  se  comete  el  fraude  y  se  causa  el 
»  daño.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso  que  el  artículo  se 
modificase  en  esta  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por 
unanimidad: 

i  Las  falsificaciones  y  adulteraciones  de  las  marcas  de  co- 

>  mercio  y  de  fábrica,  se  perseguirán  ante  los  tribunales  con 
s  arreglo  á  las  leyes  del  Estado  en  cuyo  territorio  se  comete  el 
*  fraude. » 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó  que  la  Comi- 


sión  de   correcciones  del  Proyecto  de  Tratado  Penal  lo  había 
revisado,  dándole  la  forma  definitiva  que  debe  tener. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Quinta- 
na, Saenz  Peña,  Ramírez,  Gálvez  y  Matta,  el  Honorable  Con- 
greso resolvió  que  la  próxima  sesión  tuviese  lugar  el  día  4  de 
Enero  próximo. 


La  Sesión  se  levanta  á  las  6.50  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    23 


SESIÓN   DEL   4   DE   ENERO    DE   1889 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  Garoia  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  SaenzPeña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats: 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Orie?ital  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 

La  Sesión  se  abre  á  la*s  3  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

A  indicación  del  Señor  Presidente,  el  Honorable  Congre- 
so se  constituyó  en  Comisión  General  para  tomar  en  conside- 
ración'las  correcciones  de  forma  introducidas  por  las  Comisio- 
nes respectivas,  en  los  Proyectos  de  Tratados  de  Derecho  Penal 
y  de  Derecho  Procesal. 

Los  referidos  Proyectos  quedaron  definitivamente  aproba- 
dos en  los  siguientes  términos  : 

TRATADO  DE  DERECHO  PENAL  INTERNACIONAL 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  etc.,  etc , •  • 

han  convenido  en  celebrar  un  Tratado  de  Derecho  Penal  Inter- 
nacional, por  medio  desús  respectivos  Plenipotenciarios,  reuni- 
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dos  en  Congreso,  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por  iniciativa  de 
los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental  del  Uru- 
guay, estando  representados : 

S.   E.   el  Presidente  de  la   República por  el  Señor 

Doctor  Don 


Quiénes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que 
hallaron  en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  dis- 
cusiones del  caso,   han  acordado  las  estipulaciones   siguientes : 


TÍTULO  I 

DE   LA  JURISDICCIÓN 
Artículo   I.° 

Los  delitos,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  del  agente, 
de  la  víctima  ó  del  damnificado,  se  juzgan  por  los  tribunales  y 
se  penan  por  las  leyes  de  la  Nación  en  cuyo  territorio  se  per- 
petran. 

Artículo  2.° 

Los  hechos  de  carácter  delictuoso  perpetrados  en  un  Es- 
tado que  serían  justiciables  por  las  autoridades  de  éste,  si  en  él 
produjeran  sus  efectos;  pero  que  solo  dañan  derechos  é  intereses 
garantidos  por  las  leyes  de  otro  Estado,  serán  juzgados  por  los 
tribunales  y  penados  según  las  leyes  de  este  último. 
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Artículo  3'° 

Cuando  un  delito  afecta  á  diferentes  Estados,  prevalecerá 
para  juzgarlo  la  competencia  de  los  tribunales  del  país  damnifi- 
cado en  cuyo  territorio  se  capture  al  delincuente. 

Sí' el  delincuente  se  refugiase  en  un  Estado  distinto  de  los 
damnificados,  prevalecerá  la  competencia  de  los  tribunales  del 
país  que  tuviese  la  prioridad  en  el  pedido  de  extradición. 

Artículo  4° 

En  los  casos  del  artículo  anterior,  tratándose  de  un  solo 
delincuente,  tendrá  lugar  un  solo  juicio,  y  se  aplicará  la  pena 
mas  grave  de  las  establecidas  en  las  distintas  leyes  penales  infrin- 
gidas. 

Si  la  pena  mas  grave  no  estuviera  admitida  por  el  Estado 
en  que  se  juzga  el  delito,  se  aplicará  la  que  mas  se  le  aproxime 
en  gravedad. 

El  juez  del  proceso  deberá,  en  estos  casos,  dirijirse  al  Poder 
Ejecutivo  para  que  éste  dé  conocimiento  de  su  iniciación  á  los 
Estados  interesados  en  el  juicio. 

Artículo  5? 

Cualquiera  de  los  Estados  signatarios  podrá  expulsar,  con 
arreglo  á  sus  leyes,  á  los  delincuentes  asilados  en  su  territorio, 
siempre  que  después  ele  requerir  á  las  autoridades  del  país  den- 
tro del  cual  se  cometió  alguno  de  los  delitos  que  autorizan  la 
extradición,  no  se  ejercitase  por  éstas  acción  represiva   alguna. 
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Artículo  6? 

Los  hechos  realizados  en  el  territorio  de  un  Estado,  que 
no  fueren  pasibles  de  pena  según  sus  leyes,  pero  que  estuviesen 
penados  por  la  Nación  en  donde  producen  sus  efectos,  no  podrán 
ser  juzgados  por  ésta,  sino  cuando  el  delincuente  cayese  bajo  su 
jurisdicción. 

Rige  la  misma  regla  respecto  de  aquellos  delitos  que  no 
autorizan  la  extradición  de  los  reos. 

Artículo  y.° 

Para  el  juzgamiento  y  castigo  de  los  delitos  cometidos  por 
cualquiera  de  los  miembros  de  una  Legación,  se  observarán  las 
reglas  establecidas  por  el  Derecho  Internacional  Público. 

Artículo  8.° 

Los  delitos  cometidos  en  alta  mar  ó  en  aguas  neutrales,  ya 
sea  á  bordo  de  buques  de  guerra  ó  mercantes,  se  juzgan  y  penan 
por  las  leyes  del  Estado  á  que  pertenece  la  bandera  del  buque. 

Artículo  g.° 

Los  delitos  perpetrados  á  bordo  de  los  buques  de  guerra 
de  un  Estado,  que  se  encuentren  en  aguas  territoriales  de  otro, 
se  juzgan  y  penan  con  arreglo  á  las  leyes  del  Estado  á  que  di- 
chos buques  pertenezcan. 

También  se  juzgan  y  penan  según  las  leyes  del  país  á  que 
los  buques  de  guerra  pertenecen,  los  hechos  punibles  ejecutados 
fuera  del  recinto  de  éstos;  por  individuos  de  su  tripulación  ó  que 
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ejerzan  cargo  en  ellos,  cuando  dichos  hechos  afecten  principal- 
mente el  orden  disciplinario  de  los  buques. 

Si  en  la  ejecución  de  los  hechos  punibles  solo  intervinie- 
ren individuos  no  pertenecientes  al  personal  del  buque  de  guerra, 
el  enjuiciamiento  y  castigo  se  verificará  con  arreglo  á  las  leyes 
del  Estado  en  cuyas  aguas  territoriales  se  encuentra  el  buque. 

Artículo   jo 

Los  delitos  cometidos  á  bordo  de  un  buque  de  guerra  ó 
mercante  en  las  condiciones  prescriptas  en  el  artículo  2.0,  serán 
juzgados  y  penados  con  arreglo  á  lo  que  estatuye  dicha  dispo- 
sición. 

Artículo  11 

Los  delitos  cometidos  á  bordo  de  los  buques  mercantes, 
son  juzgados  y  penados  por  la  ley  del  Estado  en  cuyas  aguas 
jurisdiccionales  se  encontraba  el  buque  al  tiempo  de  perpetrarse 
la  infracción. 

Artículo  12 

Se  declaran  aguas  territoriales,  á  los  efectos  de  la  jurisdic- 
ción penal,  las  comprendidas  en  la  extensión  de  cinco  millas 
desde  la  costa  de  tierra  firme  é  islas  que  forman  parte  del  terri- 
torio de  cada  Estado. 

Artículo  13 

Los  delitos  considerados  de  piratería  por  el  Derecho  Inter- 
nacional Público,  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  del  Estado  ba- 
jo cuyo  poder  caigan  los  delincuentes. 
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Artículo  14 


La  prescripción  se  rige  por  las  leyes  del  Estado   al   cual 
corresponde  el  conocimiento  del  delito. 


TÍTULO  II 

DEL  ASILO 

Artículo  15 

Ningún  delincuente  asilado  en  el  territorio  de  un  Estado 
podrá  ser  entregado  á  las  autoridades  de  otro,  sino  de  conformi- 
dad á  las  reglas  que  rigen  la  extradición. 

Artículo  16 

El  asilo  es  inviolable  para  los  perseguidos  por  delitos  po- 
líticos, pero  la  Nación  de  refugio  tiene  el  deber  de  impedir  que 
los  asilados  realicen  en  su  territorio,  actos  que  pongan  en  peli- 
gro la  paz  pública  de  la  Nación  contra  la  cual  han  delinquido. 

Artículo    i? 

El  reo  de  delitos  comunes  que  se  asilase  en  una  Legación, 
deberá  ser  entregado  por  el  jefe  de  ella,  á  las  autoridades  loca- 
les, previa  gestión  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  cuan- 
do no  lo  efectuase  expontáneamente. 

Dicho  asilo  será  respetado  con  relación  á  los  perseguidos 
por  delitos  políticos;  pero  el  jefe  de  la  Legación  está  obligado 
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á  poner  inmediatamente  el  hecho  en  conocimiento  del  Gobierno 
del  Estado  ante  el  cual  está  acreditado,  quien  podrá  exigir  que 
el  perseguido  sea  puesto  fuera  del  territorio  nacional,  dentro  del 
mas  breve  plazo  posible. 

El  jefe  de  la  Legación  podrá  exigir  á  su  vez,  las  garantías 
necesarias  para  que  el  refugiado  salga  del  territorio  nacional, 
respetándose  la  inviolabilidad  de  su  persona. 

El  mismo  principio  se  observará  con  respecto  á  los  asila- 
dos en  los  buques  de  guerra  surtos  en  aguas  territoriales. 

Artículo  18 

Exceptúase  de  la  regla  establecida  en  el  artículo  15,  á  los 
desertores  de  la  marina  de  guerra  surta  en  aguas  territoriales  de 
un  Estado. 

Esos  desertores,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  debe- 
rán ser  entregados  por  la  autoridad  local,  á  pedido  de  la  Lega- 
ción, ó  en  defecto  de  ésta,  del  agente  consular  respectivo,  previa 
la  prueba  de  identidad  de  la  persona. 


TITULO  III 

DEL  RÉGIMEN  DE  LA   EXTRADICIÓN 

Artículo  ig 

Los  Estados  signatarios  se  obligan  á  entregarse  los  delin- 
cuentes refugiados  en  su  territorio,  siempre  que  concurran  las 
siguientes  circunstancias: 

1.a     Que  la  Nación  que  reclama  el  delincuente  tenga  ju- 
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risdicción  para  conocer  y  fallar  en  juicio  sobre  la  in- 
fracción que  motiva  el  reclamo; 

2.a  Que  la  infracción,  por  su  naturaleza  ó  gravedad  auto- 
rice la  entrega; 

3.a  Que  la  Nación  reclamante  presente  documentos,  que 
según  sus  leyes  autoricen  la  prisión  y  el  enjuicia- 
miento del  reo; 

4.a  Que  el  delito  no  esté  prescripto  con  arreglo  á  la  ley 
del  país  reclamante; 

5  a  Que  el  reo  no  haya  sido  penado  por  el  mismo  delito 
ni  cumplido  su  condena, 

Artículo    20 

La  extradición  ejerce  todos  sus  efectos  sin  que  en  ningún 
caso  pueda  impedirla  la  nacionalidad  del  reo. 

Artículo  21 

Los  hechos  que  autorizan  la  entrega  del  reo,  son: 

i.°  Respecto  á  los  presuntos  delincuentes,  las  infracciones 
que  según  la  ley  penal  de  la  Nación  requeriente,  se  ha- 
llen sujetos  á  una  pena  privativa  de  la  libertad,  que  no 
sea  menor  de  dos  años,  ú  otra  equivalente; 

2.0  Respecto  de  los  sentenciados,  las  que  sean  castigadas 
con  un  año  de  la  misma  pena  como  mínimum. 

Artículo  22 

No  son  susceptibles  de  extradición  los  reos  de  los  siguieü 
tes  delitos: 


El  duelo; 


—  478  - 

El  adulterio; 
Las  injurias  y  calumnias; 
Los  delitos  contra  los  cultos. 

Los  reos  de  delitos  comunes  conexos  con  cualquiera  de  los 
anteriormente  enumerados,  están  sujetos  á  extradición. 

Artículo  23 

Tampoco  dan  mérito  á  la  extradición,  los  delitos  políticos 
y  todos  aquellos  que  atacan  la  segundad  interna  ó  externa  de 
un  Estado,  ni  los  comunes  que  tengan  conexión  con  ellos. 

La  clasificación  de  estos  delitos  se  hará  por  la  Nación  re- 
querida, con  arreglo  á  la  ley  que  sea  mas  favorable  al  recla- 
mado. 

Artículo  24 

Ninguna  acción  civil  ó  comercial  relacionada  con  el  reo 
podrá  impedir  su  extradición. 

Artículo  25 

La  entrega  del  reo  podrá  ser  diferida  mientras  se  halle  su- 
jeto á  la  acción  penal  del  Estado  requerido,  sin  que  esto  impida 
la  sustanciación  del  juicio  de  extradición. 

Artículo  26 

Los  individuos  cuya  extradición  hubiese  sido  concedida, 
no  podrán  ser  juzgados  ni  castigados  por  delitos  políticos  ante- 
riores á  la  extradición,  ni  por  actos  conexos  con  ellos. 

Podrán  ser  juzgados  y  penados,  previo  consentimiento  del 
Estado  requerido,  acordado  con  arreglo  al  presente  Tratado,  los 


-  479  — 

delitos  susceptibles  de  extradición  que  no  hubiesen  dado   causa 
á  la  ya  concedida. 

Artículo  27 

Cuando  diversas  Naciones  solicitaren  la  entrega  de  un 
mismo  individuo  por  razón  de  diferentes  delitos,  se  accederá  en 
primer  término,  al  pedido  de  aquella  en  donde  á  juicio  del  Esta- 
do requerido  se  hubiese  cometido  la  infracción  mas  grave.  Si 
los  delitos  se  estimasen  de  la  misma  gravedad,  se  otorgará  la 
preferencia  á  la  que  tuviese  la  prioridad  en  el  pedido  de  extra- 
dición; y  si  todos  los  pedidos  tuvieran  la  misma  fecha,  el  país 
requerido  determinará  el  orden  de  la  entrega. 

Artículo  28 

Si  después  de  verificada  la  entrega  de  un  reo  á  un  Es- 
tado, sobreviniese  respecto  del  mismo  individuo  un  nuevo  pedi- 
do de  extradición  de  parte  de  otro  Estado,  corresponderá  acce- 
der ó  no  al  nuevo  pedido,  á  la  misma  Nación  que  verificó  la 
primera  entrega,  siempre  que  el  reclamado  no  hubiese  sido 
puesto  en  libertad. 

Artículo  2Q 

Cuando  la  pena  que  hay  de  aplicarse  al  reo  sea  la  de 
muerte,  el  Estado  que  otorga  la  extradición,  podrá  exigir  sea 
sustituida  por  la  pena  inferior  inmediata. 
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TÍTULO  IV 

DEL  PROCEDIMIENTO  DE  EXTRADICIÓN 

Artículo  30 

Los  pedidos  de  extradición  serán  introducidos  por  los 
agentes  diplomáticos  ó  consulares  respectivos,  y  en  defecto  de 
éstos,  directamente  de  Gobierno  á  Gobierno,  y  se  acompañarán 
los  siguientes  documentos: 

i.°  Respecto  de  los  presuntos  delincuentes,  copia  legaliza- 
da de  la  ley  penal  aplicada  á  la  infracción   que   motiva 
el  pedido,  y  del  auto  de  detención  y  demás   anteceden- 
tes á  que  se  refiere  el  inciso  3.*  del  artículo  19; 
2.0  Si  se  trata   de  un  sentenciado,  copia  legalizada  de  la 
sentencia  condenatoria  ejecutoriada,  exhibiéndose  á  la 
vez,  en  igual  forma,  la  justificación  de  que  el  reo  ha 
sido  citado,  y  representado  en  el  juicio  ó   declarado 
legalmente  rebelde. 

Artículo  31 

Si  el  Estado  requerido  considerase  improcedente  el  pedido 
por  defectos  de  forma,  devolverá  los  documentos  respectivos  al 
Gobierno  que  lo  formuló,  expresando  la  causa  y  defectos  que 
impiden  su  sustanciación  judicial. 

Artículo  32 

Si  el  pedido  de  extradición  hubiese  sido  introducido  en  de- 
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bida  forma,  el  Gobierno  requerido  remitirá  todos  los  anteceden- 
tes al  juez  ó  tribunal  competente,  quien  ordenará  la  prisión  del 
reo  y  el  secuestro  de  los  objetos  concernientes  al  delito,  si  á  su 
juicio  procediese  tal  medida,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el 
presente  Tratado. 

Artículo  33 

En  todos  los  casos  en  que  proceda  la  prisión  del  refugiado, 
se  le  hará  saber  su  causa  en  el  término  de  veinte  y  cuatro  horas 
y  que  puede  hacer  uso  del  derecho  que  le  acuerda  el  artículo  si- 


Artículo  34 

El  reo  podrá,  dentro  de  tres  días  perentorios  contados 
desde  el  siguiente  al  de  la  notificación,  oponerse  á  la  extradi- 
ción, alegando: 

i.°  Que  no  es  la  persona  reclamada; 

2.°  Los  defectos  de  forma  de  que  adolezcan  los  documen- 
tos presentados; 
3.0  La  improcedencia  del  pedido  de  extradición. 

Artículo  35 

En  los  casos  en  que  fuese  necesaria  la  comprobación  de 
los  hechos  alegados,  se  abrirá  el  incidente  á  prueba,  rigiendo 
respecto  de  ella  y  de  sus  términos  las  prescripciones  de  la  ley 
procesal  del  Estado  requerido. 
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Artículo  36 

Producida  la  prueba,  el  incidente  será  fallado  sin  más  trá- 
mite, en  el  término  de  diez  días,  declarando  si  hay  ó  no  lugar  á 
la  extradición. 

Dicha  resolución  será  apelable  dentro  del  término  de  tres 
dias,  para  ante  el  tribunal  competente,  el  cual  pronunciará  su 
decisión  en  el  plazo  de  cinco  dias. 

Artículo  37 

Si  la  sentencia  fuese  favorable  al  pedido  de  extradición,  el 
tribunal  que  pronunció  el  fallo,  lo  hará  saber  inmediatamente 
al  Poder  Ejecutivo,  á  fin  de  que  provea  lo  necesario  para  la 
entrega  del  delincuente. 

Si  fuese  contraria,  el  juez  ó  tribunal  ordenará  la  inmediata 
libertad  del  detenido,  y  lo  comunicará  al  Poder  Ejecutivo,  ad- 
juntando copia  de  la  sentencia,  para  que  la  ponga  en  conoci- 
miento del  Gobierno  requeriente. 

En  los  casos  de  negativa  por  insuficiencia  de  documentos, 
debe  reabrirse  el  juicio  de  extradición,  siempre  que  el  Gobierno 
reclamante  presentase  otros,  ó  complementase  los  ya  presen- 
tados. 

Artículo  38 

Si  el  detenido  manifestase  su  conformidad  con  el  pedido 
de  extradición,  el  juez  ó  tribunal  labrará  acta  de  los  términos  en 
que  esa  conformidad  haya  sido  prestada,  y  declarará,  sin  más 
trámite,  la  procedencia  de  la  extradición. 
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Artículo  jg 

Todos  los  objetos  concernientes  al  delito  que  motiva  la 
extradición  y  que  se  hallaren  en  poder  del  reo,  serán  remitidos 
al  Estado  que  obtuvo  la  entrega. 

Los  que  se  hallaren  en  poder  de  terceros,  no  serán  remi- 
tidos sin  que  los  poseedores  sean  oídos  previamente  y  resuélto- 
se  las  excepciones  que  opongan. 

Artículo  40 

En  los  casos  de  hacerse  la  entrega  del  reo  por  la  vía  ter- 
restre, corresponderá  al  Estado  requerido  efectuar  la  traslación 
del  inculpado  hasta  el  punto  mas  adecuado  de  su  frontera. 

Cuando  la  traslación  del  reo  deba  efectuarse  por  la  vía 
marítima  ó  fluvial,  la  entrega  se  hará  en  el  puerto  mas  apropia- 
do de  embarque,  á  los  agentes  que  debe  constituir  la  Nación 
requeriente. 

El  Estado  requeriente  podrá,  en  todo  caso,  constituir  uno 
ó  más  agentes  de  seguridad;  pero  la  intervención  de  éstos 
quedará  subordinada  á  los  agentes  ó  autoridades  del  territorio 
requerido  ó  del  de  tránsito. 

Artículo   41 

Cuando  para  la  entrega  de  un  reo,  cuya  extradición  hu- 
biese sido  acordada  por  una  Nación  á  favor  de  otra,  fuese  ne- 
cesario atravesar  el  territorio  de  un  Estado  intermedio,  el  trán- 
sito será  autorizado  por  éste  sin  otro  requisito  que  el  de  la 
exhibición  por  la  vía  diplomática  del  testimonio  en  forma 
del  decreto  de  extradición,  expedido  por  el  Gobierno  que  la 
otorgó. 
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Si  el  tránsito  fuese  acordado,  regirá  lo  dispuesto  en  el  in„ 
ciso  3.0  del  artículo  anterior. 

Artículo  42 

Los  gastos  que  demande  la  extradición  del  reo,  serán  por 
cuenta  del  Estado  requerido  hasta  el  momento  de  la  entrega,  y 
desde  entonces  á  cargo  del  Gobierno  requeriente. 

Artículo  43 

Cuando  la  extradición  fuese  acordada  y  se  tratase  de  un 
enjuiciado,  el  Gobierno  que  la  hubiese  obtenido,  comunicará  al 
que  la  concedió,  la  sentencia  definitiva  recaída  en  la  causa  que 
moti  vó  aquella. 


TITULO  V 

DE   LA   PRISIÓN   PREVENTIVA 

Artículo  44 

Cuando  los  Gobiernos  signatarios  reputasen  el  caso  ur- 
gente, podrán  solicitar  por  la  vía  postal  ó  telegráfica,  que  se  pro- 
ceda administrativamente  al  arresto  provisorio  del  reo,  así 
como  á  la  seguridad  de  los  objetos  concernientes  al  delito,  y  se 
accederá  al  pedido,  siempre  que  se  invoque  la  existencia  de 
una  sentencia  ó  de  una  orden  de  prisión  y  se  determine  con  cla- 
ridad la  naturaleza  del  delito  castigado  ó  perseguido. 
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Artículo  45 

El  detenido  será  puesto  en  libertad,  si  el  Estado  reque- 
riente no  presentase  el  pedido  de  extradición  dentro  de  los  diez 
dias  de  la  llegada  del  primer  correo  despachado  después  del 
pedido  de  arresto  provisorio. 

Artículo  46 

En  todos  los  casos  de  prisión  preventiva,  las  responsabili- 
dades que  de  ella  emanen  corresponden  al  Gobierno  que  solicitó 
la  detención. 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Artículo  47 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su  ra- 
tificación simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que 
lo  apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Ar- 
gentina y  Oriental  del  Uruguay  para  que  lo  hagan  saber  á  las 
demás  Naciones  contratantes.  Este  procedimiento  hará  las  veces 
de  cange. 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tra- 
tado quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo  4g 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avi- 
sará á  las  demás,  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años    des- 
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pues  de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo  ¿o 

Las  estipulaciones  del  presente  Tratado  solo  serán  aplica- 
bles á  los  delitos  perpetrados  durante  su  vigencia. 

Artículo  51 

El  artículo  47  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habiendo 
concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente  Tra" 
tado. 

En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones 
mencionadas,  lo  firman  y  sellan  en  el  número  de  .  .  .  ejemplares, 
en  Montevideo  á  los  .  .  .  dias  del  mes  de  Enero  del  año  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve. 

(L.  S.)  Siguen  las  firmas  de  los  Señores   Plenipotenciarios. 


TRATADO  DE  DERECHO  PROCESAL 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  etc.,  etc.,  han  conveni- 
do en  celebrar  un  Tratado  de  Derecho  Procesal,  por  medio  de 
sus  Plenipotenciarios,  reunidos  en  Congreso,  en  la  Ciudad  de 
Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas 
Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  estando  representados: 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República por  el 

Señor  Doctor  Don 
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Quiénes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  ha- 
llaron en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discu- 
siones del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 


título  i 

PRINCIPIOS  GENERALES 

Artículo  i.° 

Los  juicios  y  sus  incidencias,  cualquiera  que  sea  su  natu- 
raleza, se  tramitarán  con  arreglo  á  la  ley  de  procedimientos  de 
la  Nación,  en  cuyo  territorio  se  promuevan. 

Artículo  2.° 

Las  pruebas  se  admitirán  y  apreciarán  según  la  ley  á  que 
esté  sujeto  el  acto  jurídico,  materia  del  proceso. 

Se  exceptúa  el  género  de  pruebas  que  por  su  naturaleza 
no  autorice  la  ley  del  lugar  en  que  se  sigue  el  juicio. 


TITULO  II 

DE   LAS   LEGALIZACIONES 

Artículo  3.0 

Las  sentencias  ó  laudos  homologados  expedidos  en  asuntos 
civiles  y  comerciales,  las  escrituras  públicas  y  demás  documentos 
auténticos   otorgados  por   los  funcionarios  de  un  Estado,  y  los 
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exhortos  y  cartas  rogatorias  surtirán  sus  efectos  en  los  otros  Es- 
tados signatarios,  con  arreglo  á  lo  estipulado  en  este  Tratado, 
siempre  que  estén  debidamente  legalizados. 

Artículo  4.0 

La  legalización  se  considera  hecha  en  debida  forma,  cuan- 
do se  practica  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  de  donde  el  do- 
cumento procede,  y  éste  se  halla  autenticado  por  el  agente  di- 
plomático ó  consular  que  en  dicho  país  ó  en  la  localidad  tenga 
acreditado  el  Gobierno  del  Estado  en  cuyo  territorio  se  pide  la 
ejecución. 


TITULO  III 

DEL  CUMPLIMIENTO  DE  LOS  EXHORTOS,  SENTENCIAS 
Y  FALLOS  ARBITRALES 

Artículo  5? 

Las  sentencias  y  fallos  arbitrales  dictados  en  asuntos  civi- 
les y  comerciales  en  uno  de  los  Estados  signatarios,  tendrán  en 
los  territorios  de  los  demás,  la  misma  fuerza  que  en  el  país  en 
que  se  han  pronunciado,  si  reúnen  los  requisitos  siguientes: 

{a)  Que  la  sentencia  ó  fallo  haya  sido  expedido  por  tribu- 
nal competente  en  la  esfera  internacional; 

(ff)  Que  tenga  el  carácter  de  ejecutoriado  ó  pasado  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada  en  el  Estado  en  que  se  ha  ex- 
pedido; 

(c)  Que  la  parte  contra  quien  se  ha  dictado,  haya  sido  le- 
galmentc  citada  y  representada  ó  declarada  rebelde, 
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conforme  á  la  ley  del  país  en  donde  se  ha  seguido  el 
juicio; 
(d)  Que  no  se  oponga  á  las   leyes  de  orden  público  del 
país  de  su  ejecución. 

Artículo  6.° 

Los  documentos  indispensables  para  solicitar  el  cumpli- 
miento de  las  sentencias  y  fallos  arbitrales,  son  los  siguientes: 

(a)     Copia  íntegra  de  la  sentencia  ó  fallo  arbitral; 

(6)  Copia  de  las  piezas  necesarias  para  acreditar  que  las 
partes  han  sido  citadas; 

(c)  Copia  auténtica  del  auto  en  que  se  declare  que  la  sen* 
tencia  ó  laudo  tiene  el  carácter  de  ejecutoriado  ó  pa- 
sado en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  de  las  leyes  en 
que  dicho  auto  se  funda. 

Artículo  ?.° 

El  carácter  ejecutivo  ó  de  apremio  de  las  sentencias  ó  fa- 
llos arbitrales,  y  el  juicio  á  que  su  cumplimiento  dé  lugar,  serán 
los  que  determine  la  ley  de  procedimientos  del  Estado  en  donde 
se  pide  la  ejecución. 

Artículo  8.° 

Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  como  son  los  inven- 
tarios, apertura  de  testamentos,  tasaciones  ú  otros  semejantes, 
practicados  en  un  Estado,  tendrán  en  los  demás  Estados  el  mismo 
valor  que  si  se  hubiesen  realizado  en  su  propio  territorio,  con 
tal  de  que  reúnan  los  requisitos  establecidos  en  los  artículos 
anteriores. 


Artículo  g.° 

Los  exhortos  y  cartas  rogatorias  que  tengan  por  objeto 
hacer  notificaciones,  recibir  declaraciones  ó  practicar  cualquiera 
otra  diligencia  de  carácter  judicial,  se  cumplirán  en  los  Estados 
signatarios,  siempre  que  dichos  exhortos  ó  cartas  rogatorias 
reúnan  las  condiciones  establecidas  en  este  Tratado. 

Artículo    io 

Cuando  los  exhortos  ó  cartas  rogatorias  se  refieran  á  em- 
bargos, tasaciones,  inventarios  ó  diligencias  preventivas,  el  juez 
exhortado  proveerá  lo  que  fuere  necesario  respecto  al  nombra- 
miento de  peritos,  tasadores,  depositarios  y  en  general  á  todo 
aquello  que  sea  conducente  al  mejor  cumplimiento  de  la  co- 
misión. 

Artículo  II 

Los  exhortos  y  cartas  rogatorias  se  diligenciarán  con  arre- 
glo á  las  leyes  del  país  en  donde  se  pide  la  ejecución. 

Artículo  12 


Los  interesados  en  la  ejecución  de  los  exhortos  y  cartas 
rogatorias,  podrán  constituir  apoderados,  siendo  de  su  cuenta  los 
gastos  que  estos  apoderados  y  las  diligencias  ocasionen. 
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Artículo  13 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su 
ratificación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
que  lo  apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas 
Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  para  que  lo  hagan  saber  á 
las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedimiento  hará  las 
veces  de  cange. 

Artículo  14 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tra- 
tado quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo  15 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avi- 
sará á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  des- 
pués de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo   16 

El  artículo  13  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habien- 
do concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente 
Tratado. 

En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  la  Naciones  men- 
cionadas, lo  firman  y  sellan  en  el  número  de ejemplares, 
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en  Montevideo,  á  los dias  del  mes  de  Enero  del  año   mil 

ochocientos  ochenta  y  nueve. 

(L.  S.) 

Siguen  las  firmas  de  los  Señores  Plenipotenciarios. 

El  inciso  d  del  artículo  5.0  del  Proyecto  de  Tratado  de  De- 
recho Procesal,  fué  restablecido  por  indicación  del  Señor  Doctor 
de  Andrade  Figueira. 

El  Honorable  Congreso  resolvió  que  la  próxima  Sesión 
tuviese  lugar  el  dia  9  del  corriente. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  5.20  p.  m. 


Ild.  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 


ACTA    NUMx    24 


SESIÓN   DEL   9   DE   ENERO   DE   1889 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Roque  Saenz  Peña 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  \Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  SaenzPeña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueiraj 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gályezj 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez: 

La  Sesión  se  abre  alas  2.35  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Honorable  Congreso  se  constituyó  en  Comisión  Gene- 
ral para  considerar  las  correcciones  de  forma,  introducidas  por 
la  Comisión  respectiva,  en  los  Proyectos  de  Tratados  referentes 
á  Propiedad  Literaria  y  Artística,  y  á  Propiedad  Industrial. 

Por  moción  del  Señor  Doctor  Quintana,  el  Honorable  Con- 
greso resolvió,  que  el  Proyecto  de  Tratado  relativo  á  Propiedad 
Industrial,  se  dividiese  en  dos,  uno  sobre  Marcas  de  Fábrica  y 
de  Comercio,  y  otro  sobre  Patentes  de  Invención. 

Los  Proyectes  de  Tratados  de  la  referencia,  quedaron 
aprobados  en  los  términos  siguientes: 


TRATADO 

SOBRE  PROPIEDAD  LITERARIA  Y  ARTÍSTICA 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  etc.,  etc.,  han  conveni- 
do en  celebrar  un  Tratado  sobre  Propiedad  Literaria  y  Artística, 
por  medio  de  sus  Plenipotenciarios,  reunidos  en  Congreso,  en  la 
Ciudad  de  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las  Re- 
públicas Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  estando  representa- 
dos: 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República. por  el  Señor 

Doctor  Don 

Quiénes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  ha- 
llaron en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discusio- 
nes del  caso,  han  acordado  las  estioulaciones  siguientes; 

Artículo  i* 

Los  Estados  signatarios  se  comprometen  á  reconocer  y 
proteger  los  derechos  de  la  propiedad  literaria  y  artística,  en 
conformidad  con  las  estipulaciones  del  presente  Tratado. 

Artículo  2.a 

El  autor  de  toda  obra  literaria  ó  artística  y   sus  sucesores, 
gozarán  en  los   Estados   signatarios   de   los    derechos   que   les 
acuerde  la  ley  del  Estado  en  que  tuvo  lugar  su  primera  publica- 
ion  ó  producción. 
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Artículo  3.' 

El  derecho  de  propiedad  de  una  obra  literaria  ó  artística, 
comprende  para  su  autor,  la  facultad  de  disponer  de  ella,  de  pu- 
blicarla, de  enagenarla,  de  traducirla  ó  de  autorizar  su  tradu- 
ción,  y  de  reproducirla  en  cualquiera  forma. 

Artículo  4? 

Ningún  Estado  estará  obligado  á  reconocer  el  derecho  de 
propiedad  literaria  ó  artística,  por  mayor  tiempo  del  que  rija  pa- 
ra los  autores  que  en  él  obtengan  ese  derecho.  Este  tiempo  po- 
drá limitarse  al  señalado  en  el  país  de  origen,  si  fuere  menor. 

Artículo  5? 

En  la  expresión  obras  literarias  y  artísticas,  se  compren- 
de  los  libros,  folletos  y  cualesquiera  otros  escritos;  las  obras  dra- 
máticas ó  dramático-musicales,  las  coreográficas,  las  composicio- 
nes musicales  con  ó  sin  palabras;  los  dibujos,  las  pinturas,  las  es- 
culturas, los  grabados;  las  obras  fotográficas,  las  litografías,  las 
cartas  geográficas,  los  planos,  croquis,  y  trabajos  plásticos,  rela- 
tivos á  geografía,  á  topografía,  arquitectura  ó  á  ciencias  en  gene- 
ral;  y  en  fin  se  comprende  toda  producción  del  dominio  literario 
ó  artístico,  que  pueda  publicarse  por  cualquier  modo  de  impre- 
sión ó  de  reproducción. 

Artículo  6.° 

Los  traductores  de  obras  acerca  de  las  cuales  no  exista  ó 
Se  haya  extinguido  el  derecho  de  propiedad  garantido,  gozarán 
respecto  de  sus  traduciones  de  los  derechos   declarados  en  el 
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artículo  3.0,  más  no  podrán  impedir  la  publicación  de  otras  tra- 
duciones  de  la  misma  obra. 

Artículo  ?? 

Los  artículos  de  periódicos  podrán  reproducirse,  citándose 
la  publicación  de  donde  se  toman.  Se  exceptúan  los  artículos 
que  versen  sobre  ciencias  y  artes,  y  cuya  reproducción  se  hubie- 
ra prohibido  expresamente  por  sus  autores 

Artículo  8.° 

Pueden  publicarse  en  la  prensa  periódica  sin  necesidad  de 
autorización  alguna,  los  discursos  pronunciados  ó  leidos  en  las 
asambleas  deliberantes,  anteólos  tribunales  de  justicia,  ó  en  las 
reuniones  públicas. 

Artículo  g.° 

1 

Se  consideran  reproducciones  ilícitas,  las  apropiaciones  in- 
directas no  autorizadas,  de  una  obra  literaria  ó  artística  y  que  se 
designan  con  nombres  diversos,  como  adaptaciones,  arreglos, 
etc.,  etc.,  y  que  no  son  más  que  reproducción  de  aquella,  sin  pre- 
sentar el  carácter  de  obra  original. 

Artículo  10 

Los  derechos  de  autor  se  reconocerán,  salvo  prueba  en  con- 
trario, á  favor  de  las  personas  cuyos  nombres  ó  seudónimos  es- 
tén indicados  en  la  obra  literaria  ó  artística. 

Si  los  autores  quisieren  reservar  sus  nombres,  deberán  ex- 
presar los  editores  que  á  ellos  corresponden  los  derechos  de 
autor. 
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Artículo  II 

Las  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen  el 
derecho  de  propiedad  literaria  ó  artística,  se  ventilarán  ante  los 
tribunales  y  se  regirán  por  las  leyes  del  país  en  que  el  fraude  se 
haya  cometido 

Artículo  12 

El  reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  de  las  obras 
literarias  ó  artísticas,  no  priva  á  los  Estados  signatarios  de  la 
facultad  de  prohibir,  con  arreglo  á  sus  leyes,  que  se  reproduzcan, 
publiquen,  circulen,  representen  ó  expongan,  aquellas  obras  que 
se  consideren  contrarias  á  la  moral  ó  á  las   buenas  costumbres. 

Artículo  13 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su 
ratificación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
que  lo  apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas 
Argentina  y  Oriental  del  Uruguay  para  que  lo  hagan  saber  á  las 
demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedimiento  hará  las  ve- 
ces de  cange. 

Artículo  14 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tra- 
tado quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo  15 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
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desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avi- 
sará á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  des- 
pués de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo   1 6 

El  artículo  13  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habien- 
do concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente 
Tratado. 

En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones 
mencionadas,  lo  firman  y  sellan  en  el  número  de ejem- 
plares, en  Montevideo  á  los dias  del  mes  de   Enero    del 

año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 

(L.  S.)  Siguen  las  firmas  de  los  Señores    Plenipotenciarios, 


TRATADO 

SOBRE  MARGAS  DE  COMERCIO  Y  DE  FABRICA 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  etc.,  etc.,  han  conveni- 
do en  celebrar  un  Tratado  sobre  Marcas  de  Comercio  y  de  Fá- 
brica, por  medio  de  sus  Plenipotenciarios,  reunidos  en  Congreso, 
en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de 
las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  estando  re- 
presentados: 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  .  .  .  por  el  Señor  Doc- 
tor Don 
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Quiénes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  ha- 
llaron en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discu- 
siones del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 

Artículo   L° 

Toda  persona  á  quien  se  conceda  en  uno  de  los  Estados 
signatarios,  el  derecho  de  usar  exclusivamente  una  marca  de  co- 
mercio ó  de  fábrica,  gozará  del  mismo  privilegio  en  los  demás 
Estados,  con  sujeción  á  las  formalidades  y  condiciones  estable- 
cidas por  sus  leyes. 

Artículo   2.° 

La  propiedad  de  una  marca  de  comercio  ó  de  fábrica, 
comprende  la  facultad  de  usarla,  trasmitirla  ó  enagenarla, 

Artículo   3/ 

Se  reputa  marca  de  comercio  ó  de  fábrica,  el  signo  emble- 
ma ó  nombre  externo  que  el  comerciante  ó  fabricante  adopta  y 
aplica  á  sus  mercaderías  y  productos,  para  distinguirlos  de  los 
de  otros  industriales  ó  comerciantes  que  negocian  en  artículos 
de  la  misma  especie. 

Pertenecen  también  á  esta  clase  de  marcas,  las  llamadas 
dibujos  de  fábrica  ó  labores  que,  por  medio  del  tejido  ó  de  la 
impresión,  se  estampan  en  el  producto  mismo  que  se  pone  en 
venta. 

Artículo  4? 

Las  falsificaciones  y  adulteraciones  de  las  marcas  de  co- 
mercio y  de  fábrica,  se  perseguirán  ante  los  tribunales  con  arre- 
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glo  á  las  leyes   del   Estado   en   cuyo   territorio   se    cometa    el 
fraude. 

Artículo   S'° 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su 
ratificación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
que  lo  apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúbli- 
cas Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  para  que  lo  ha- 
gan saber  á  las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedi- 
miento hará  las  veces  de  cange. 

Artículo  6/ 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este 
Tratado  quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefi- 
nido. 

Artículo  ?° 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avi- 
sará á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  des- 
pués de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo  8o 

El  artículo  5.0  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habiendo 
concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente  Tra- 
tado. 

En  fé  de  lo  cual,   los   Plenipotenciarios    de   las    Naciones 
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mencionadas,  lo  firman  y   sellan  en   el  número  de ejem- 
plares, en  Montevideo  á  los dias  del  mes  de  Enero 

del  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 

(L.  S.)  Siguen  las  firmas  de  los  Señores  Plenipotenciarios. 


TRATADO 

SOBRE  PATENTES  DE  INVENCIÓN 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  etc.,  etc han 

convenido  en  celebrar  un  Tratado  sobre  Patentes  de  Invención, 
por  medio  de  sus  Plenipotenciarios,  reunidos  en  Congreso,  en  la 
Ciudad  de  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las 
Repúblicas  Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  estando  repre- 
sentados: 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República.  .  .  .  .  por  el  Señor 
Doctor  Don 

Quiénes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  ha- 
llaron en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discusio- 
nes del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 

Artíc7ilo  i? 

Toda  persona  que  obtenga  patente  ó  privilegio  de  inven- 
ción en  alguno  de  los  Estados  signatarios,  disfrutará  en  los  de- 
más, de  los  derechos  de  inventor,  si  en  el  término  máximo  de 
un  año,  hiciese  registrar  su  patente  en  la  forma  determinada  por 
las  leyes  del  país  en  que  pidiese  su  reconocimiento. 
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Artículo  2! 


El  número  de  años  del  privilegio  será  el  que  fijen  las  leyes 
del  país  en  que  se  pretenda  hacerlo  efectivo.  Ese  plazo  podrá 
ser  limitado  al  señalado  por  las  leyes  del  Estado  en  que  primiti- 
vamente se  acordó  la  patente,  si  fuese  menor. 

Artículo  3.0 

Las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  la  prioridad  de  la  in- 
vención, se  resolverán  teniendo  en  cuenta  la  fecha  de  la  solicitud 
de  las  patentes  respectivas,  en  los  países   en  que  se  otorgaron. 

Artículo  4? 

Se  considera  invención  ó  descubrimiento,  un  nuevo  modo, 
aparato  mecánico  ó  manual,  que  sirva  para  fabricar  productos 
industriales;  el  descubrimiento  de  un  nuevo  producto  industrial 
y  la  aplicación  de  medios  perfeccionados  con  el  objeto  de  con- 
seguir resultados  superiores  á  los  ya  conocidos. 
No  podrán  obtener  patente: 

i.°  Las  invenciones  y  descubrimientos  que  hubieran  teni- 
do publicidad  en  alguno  de  los  Estados  signatarios,  ó 
en  otros  que  no  estén  ligados  por  este  Tratado; 
2.0  Las  que  fueran  contrarias  á  la  moral  y  á  las  leyes  del 
país  en  donde  las  patentes  de  intención  hayan  de  ex- 
pedirse ó  de  reconocerse. 

Artículo  5? 

El  derecho  de  inventor  comprende  la  facultad  de  disfrutar 
de  su  invención  y  de  trasferirla  á  otros. 


Artículo  6/ 

Las  responsabilidades  civiles  y  criminales  en  que  incurran 
los  que  dañen  el  derecho  de  inventor,  se  perseguirán  y  penarán 
con  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  que  se  haya  ocasionado  el 
perjuicio. 

Artículo  7° 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su  rati- 
ficación simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que  lo 
apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Argen- 
tina y  Oriental  del  Uruguay,  para  que  lo  hagan  saber  á  las  de- 
más Naciones  Contratantes.  Este  procedimiento  hará  las  veces 
de  cange. 

Artículo  8.° 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tra- 
tado quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo  g.4 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avi- 
sará á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  des- 
pués de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo  io 

El  artículo  y.°  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habiendo 


concurrido    á   este   Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente 
Tratado. 


En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones 
mencionadas,  lo  firman  y  sellan  en  el  número  de ejempla- 
res, en  Montevideo  á  los.  .  e  a .  dias  del  mes  de  Enero  del  año  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 

(L.  S.)  Siguen  las  firmas  de  los  Señores  Plenipotenciarios. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Fígueira  propuso  los 
siguientes  artículos,  destinados  á  garantir  la  ejecución  de  los 
Tratados  que  quedan  trascritos. 

Articulo 

La  ejecución  de  las  obligaciones  recíprocas  contenidas  en 
el  presente  Tratado,  está  subordinada,  tanto  cuanto  fuere  nece- 
sario, al  cumplimiento  de  las  formalidades  y  reglas  establecidas 
por  las  leyes  constitucionales  de  aquellas  de  las  Altas  Partes 
Contratantes  que  deben  provocar  su  aplicación,  ó  que  ellas  se 
obligan  á  hacer  en  el  más  breve  plazo  posible. 

Artículo 

Los  Estados  Contratantes  que  no  posean  aun  leyes  para 
todos  los  ramos  de  la  propiedad  industrial,  deberán  comple- 
tar su  legislación  sobre  tal  materia,  en  el  más  breve  plazo 
posible. 
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El  Honorable  Congreso  dispuso  que  los  artículos  de  la 
referencia,  se  imprimiesen  y  fuesen  repartidos  á  los  Señores  Ple- 
nipotenciarios. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  3.20  p.  m. 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    25 


SESIÓN  DEL  11  DE  ENERO  DE  1889 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Roque  Saenz  Peña 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 


508 


Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez; 

La  Sesión  se  abre  á  las  2.40  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Presidente  consultó  si  el  Honorable  Congre- 
so debia  ó  110  ocuparse  en  la  presente  Sesión,  de  los  artículos 
adicionales  al  Tratado  sobre  propiedad  literaria  y  artística  y 
sobre  propiedad  industrial,  presentados  anteriormente  por  el  Se- 
ñor Doctor  de  Andrade  Figueira 

El  Señor  Matta  considera  conveniente  postergar  la  dis- 
cusión de  esos  artículos  hasta  después  de  terminados  los  Tra- 
tados pendientes,  porque  entiende  que  ellos  se  refieren  á  todos 
los  Convenios.  Ahora  bien:  si  el  Honorable  Congreso  determi- 
nara que  se  discutieran  en  esta  Sesión,  se  opondría  á  la  admi- 
sión de  ellos;  pues  los  cree  perfectamente  comprendidos  en  el 
artículo  i.°  y  en  los  subsiguientes  del  Tratado  sobre  propiedad 
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literaria,  y  ademas,  porque  aquellas  Naciones  que  no  tengan  le- 
yes para  proteger  la  propiedad  literaria,  tal  como  se  han  com- 
prometido en  el  Tratado,  las  dictarán  tan  pronto  como  puedan. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  manifestó:  que 
desde  que  los  Gobiernos  se  comprometen  á  garantir  el  derecho 
de  propiedad  por  una  ley  interna,  la  obligación  de  dictarla  en 
cada  país,  es  una  necesidad.  Supone  que  el  Tratado  tal  como  está 
no  tendría  ningún  efecto  positivo. 

El  Señor  Presidente  pregunta  al  Señor  Matta  si  insiste 
en  su  indicación  de  aplazar  la  discusión  de  este  asunto. 

El  SeÑOR  MATTA  expresó:  que  insistía  en  ella,  porque 
está  en  desacuerdo  con  el  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira, 
hasta  en  los  términos  de  dichos  artículos.  El  primero  anula  el 
Tratado  aprobado,  desde  que  lo  subordina  á  la  ejecución  de  cier- 
tas obligaciones  posteriores. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  expuso:  que  desde  que 
no  hay  otro  asunto  de  que  ocuparse  en  la  presente  Sesión,  no 
vé  inconveniente  en  que  se  entre  á  discutir  los  artículos  presen- 
tados por  el  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  se  manifiesta  en  igual  sen- 
tido. 

El  Señor  Matta  para  no  prolongar  el  debate  retira  su 
indicación. 

Se  entra  á  discutir  los  artículos  presentados  por  el  Señor 
Doctor  de  Andrade  Figueira. 
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El  Señor  Doctor  Ramírez  considera  de  todo  punto  in- 
necesaria la  consignación  de  tales  artículos,  porque  en  el  Trata- 
do está  garantida  la  propiedad  literaria,  y  siendo  así  no  puede 
dudarse  que  los  Estados  Contratantes  se  apresurarán  á  promul- 
gar la  respectiva  ley  destinada  á  complementarlo.  Agregó:  que 
si  hubiese  alguna  omisión  á  este  respecto,  reclamarían  de  ella 
los  Estados  damnificados. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Fígueira  manifestó: 
que  los  dos  artículos  adicionales  que  ha  presentado  se  refieren, 
el  primero,  al  Proyecto  de  los  Tratados  sobre  propiedad  litera- 
ria y  artística,  y  también  al  Proyecto  sobre  propiedad  industrial 
en  todos  sus  ramos, — el  segundo,  solamente  á  este  último,  que 
en  la  redacción  primitiva  presentada  por  la  Comisión,  formaba 
parte  del  primero,  con  el  título  II,  dividido  en  dos  secciones.  Di- 
jo además,  que  refiriéndose  los  Tratados  proyectados  á  las  le- 
yes internas  de  los  Países  Contratantes,  ya  en  cuanto  al  privi- 
legio ó  derechos  que  ellas  puedan  conceder,  ya  en  cuanto  á  la 
extensión,  duración  y  demás  modalidades  de  las  mismas  conce- 
siones, le  parecía  conveniente  completar  el  Tratado  con  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  presentados,  ad  instar  de  lo  que  se 
ha  practicado  en  otras  Convenciones  internacionales,  y  especial- 
mente en  la  celebrada  en  París  el  año  de  1883,  y  la  subsiguien- 
te conferencia  de  Roma  de  1886,  constituyendo  la  Union  Indus- 
trial entre  diversas  Naciones  de  Europa  y  de  América.  Que  de- 
pendiendo así  la  eficacia  de  los  Tratados  proyectados  en  varios 
puntos,  y  no  en  todos,  de  leyes  internas,  le  parecía  conse- 
cuente: 

1 .°  Que  la  ejecución  de  la  obligaciones  que  de  ellos  resul- 
tasen, quedase  subordinada,  tanto  cuanto  fuese  nece- 
sario, á  las  leyes  internas  bajo  cuya  dependencia  que- 
daban los  derechos  otorgados; 
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2.°  Que  las  Altas  Partes  Contratantes,  á  quienes  incumbe 
la  aplicación  de  los  Tratados  proyectados,  provocasen 
la  promulgación  de  tales  leyes  internas,  según  las  for- 
malidades y  reglas  establecidas  por  sus  respectivas  le- 
yes constitucionales; 

3.0  Que  los  Estados  Contratantes  que  aún  no  tuviesen  le- 
yes para  todos  los  ramos  de  la  propiedad  industrial, 
las  hiciesen  promulgar,  completando  sus  legislaciones 
sobre  tal  materia; 

4.0  Que  ese  doble  compromiso  lo  tomen  ellas  y  lo  cum- 
plan en  el  mas  breve  plazo  posible. 

Añadió:  que  la  obligación  genérica  de  hacer  reconocer  y 
proteger  la  propiedad  literaria  é  industrial,  consignada  vaga- 
mente en  los  proyectos,  no  le  parecía  suficiente,  porque  por  los 
mismos  quedaba  tal  derecho  dependiente  de  leyes  internas;  más 
bien,  creía  conveniente,  una  obligación  más  positiva  y  precisa 
para  hacer  promulgar  tales  leyes  internas,  de  las  cuales  vendría 
á  depender  la  efectividad  de  las  garantías  aseguradas  por  los 
Tratados.  Que  destinándose  éstos  á  afirmar  entre  las  Naciones 
Contratantes  el  principio  de  la  reciprocidad,  que  tienen  por  ba- 
se la  igualdad  de  tratamiento,  le  parecía  el  medio  más  regular 
de  no  privar  á  los  subditos  de  las  Naciones  Contratantes,  donde 
no  existan  leyes  internas  al  respecto,  de  las  mismas  ventajas 
aseguradas  á  los  autores  de  las  Naciones  que  las  tienen. 

Que  pudiendo  haber  leyes  internas  de  carácter  penal,  co- 
mo las  hay,  que  protegen  los  derechos  del  autor  nacional,  y  no 
asi  los  de  los  autores  extranjeros,  que  quedan  dependientes  de 
la  condición  de  reciprocidad,  solo  por  otra  ley  interna,  igual- 
mente de  carácter  penal,  podrían,  estos  últimos,  ser  debidamen- 
te garantidos,  así  como  los  Gobiernos  Contratantes  responder 
por  la  fiel  y  plena  ejecución  de  los  Tratados  celebrados. 

Terminó  diciendo:  que  la  materia   le   parecía  importante 
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como  complemento  obligado  de  los  Tratados  proyectados,  pero 
que  el  Honorable  Congreso  resolvería  en  su  sabiduría  lo  que  tu- 
viera por  mas  acertado,  quedando  á  salvo  su  responsabilidad 
con  la  presentación  de  los  artículos  en  discusión. 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  cree  que  el  Tratado  contie- 
ne el  reconocimiento  de  la  propiedad  literaria,  y  que  no  es  ne- 
cesario que  todos  los  Estados  promulguen  su  ley  ó  la  comple- 
ten, para  que  tal  derecho  sea  reconocido. 

El  Estado  que  tenga  su  ley,  podrá  siempre  reclamar  el 
respeto  del  derecho  de  su  propiedad  artística  y  literaria. 

Piensa  que  el  Tratado  es  un  verdadero  Código  Internacio- 
nal, que  determina  los  principios  que  consagran  los  derechos  de 
propiedad  literaria  y  artística.  Por  otra  parte,  él  también  esta- 
blece para  los  Estados  Contratantes,  la  obligación  de  penar  las 
usurpaciones  de  la  propiedad  literaria,  y  está  implícita  en  esa 
estipulación,  la  de  promulgar  la  ley  correspondiente. 

No  desconoce  que  los  Estados  tengan  el  deber  de  comple- 
tar su  legislación  interna  en  todo  aquello  que  contribuya  á  ha- 
cer efectivo  el  Tratado;  pero  esta  obligación  está  virtualmente 
contenida  en  el  Convenio,  y  por  consiguiente,  no  hay  necesidad 
de  consignarla  por  separado,  pues  eso  supondría  que  las  Nacio- 
nes signatarias  van  á  ser  omisas  en  el  cumplimiento  de  sus  obli- 
gaciones internacionales. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  confirmando  las  opi- 
niones del  Señor  Doctor  Ramirez  manifestó:  que  efectivamente 
en  el  Tratado  mismo  puede  decirse  que  existen  disposiciones  de 
carácter  interno  conducentes  á  proteger  la  propiedad  literaria 
en  cada  país. 

Refiriéndose  á  lo  manifestado  por  el  Señor  Doctor  de  An- 
drade  Figueira,  en  cuanto  á  la  necesidad  de  que  los  Estados 
completen  su  legislación  para  hacer  efectivo  el  Tratado  dijo:  que 
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hasta  cierto  punto  podría  reputarse  que  esas  leyes  de  carácter 
interno,  como  deja  dicho,  existen  hoy  dia,  sino  de  una  manera 
especial  y  reglamentaria,  al  menos  consagrada  por  la  experien- 
cia y  por  la  práctica  establecida  en  diversos  casos  ocurridos. 

En  la  República  Argentina,  donde,  por  ejemplo,  dijo,  aún 
no  hay  ley  alguna  sobre  propiedad  literaria,  ocurrió  el  siguiente 
caso:  se  hizo  la  reimpresión  no  autorizada  de  una  obra  de  un 
autor  muy  conocido;  inmediatamente  de  producirse  el  hecho, 
aquél  se  presentó  ante  los  tribunales  demandando  indemniza- 
ción por  los  perjuicios  que  le  causaba  la  reimpresión  ilícita  de 
la  obra.  Apesar  de  no  existir  ley  alguna  que  garantizase  la  pro- 
piedad literaria  ni  determinase  el  plazo  de  su  goce,  llevado  el 
caso  á  los  tribunales,  fueron  éstos  los  que  reconocieron  amplia- 
mente los  derechos  á  favor  del  autor  y  le  ampararon  en  su  goce. 

Agregó:  que  en  el  caso  de  existir  una  reclamación  en  un 
Estado,  por  la  falta  de  las  leyes  internas,  éste  se  vería  obligado 
á  dictar  una  resolución  provisoria  sobre  la  materia  ó  á  someter 
un  proyecto  á  las  Cámaras,  proponiendo  la  reglamentación  de  lo 
que  está  ya  estatuido  en  las  leyes  generales  y  en  la  aplicación 
ordinaria  de  ellas,  en  defecto  de  leyes  especiales.  Si  las  leyes  ga- 
rantizan la  propiedad  en  general,  no  hay  más  que  hacer  su  apli- 
cación en  los  casos  que  ocurran,  conducentes  á  garantir  la  pro- 
piedad literaria,  amparada  por  los  principios  constitucionales. 

Terminó  expresando:  que  está  en  el  Ínteres  de  los  Estados 
que  este  Tratado  se  lleve  á  la  práctica  por  los  beneficios  que  él 
acuerda,  y  supone  que  ninguna  Nación  será  omisa  en  dictar  las 
leyes  de  orden  reglamentario  para  su  fiel  ejecución. 

El  Señor  Presidente  observo,  dijo,  que  todos  los  Seño 
res  Plenipotenciarios  están  de  acuerdo   en  el  fondo  de  la  cues- 
tión, esto  es,  que  las  leyes  sobre  propiedad  literaria  deben  dic- 
tarse por  los  respectivos  Estados. 

Por  consiguiente,  cree  que  la  cuestión  es  simplemente  de 
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forma:  si  la  obligación  moral  que  los  Señores  Plenipotenciarios 
han  contraído  ante  sus  respectivos  Gobiernos  debe  consignarse 
en  el  cuerpo  del  Tratado,  ó  si  tomando  el  espíritu  de  la  discu- 
sión habida  en  el  seno  del  Congreso,  bastaría  á  sus  propósitos 
la  constancia  de  ella  en  el  Acta  y  en  el  Diario  de  Sesiones. 

Hizo  moción  para  que  el  asunto  fuese  resuelto  en  este  últi- 
mo sentido. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  expuso:  que  lejos  de  no  que- 
dar garantida  por  este  Tratado  la  propiedad  literaria  sino  se 
dictan  leyes  internas,  sucede  todo  lo  contrario.  Pasaría  lo  que  hoy 
ocurre  en  la  República  Argentina.  Su  Constitución  consagra  el 
derecho  de  los  autores,  pero  agrega:  que  el  plazo  por  el  cual  go- 
zarán de  ese  derecho,  será  objeto  de  una  ley  especial  Allí  no  se 
ha  entendido  que  no  hay  derecho  mientras  no  se  dicta  esa  ley. 
Por  el  contrario,  todos  convienen  en  que  el  derecho  de  propie- 
dad no  tiene  término  mientras  no  lo  limite  el  lejislador. 

Es  necesario  tener  en  cuenta,  agregó,  que  no  se  trata  de  la 
propiedad  literaria  de  los  ciudadanos  de  una  Nación  determina- 
da. La  propiedad  nacional,  con  arreglo  á  la  letra  y  al  espíritu  del 
Tratado  ya  aprobado,  es  la  del  país  donde  la  obra  se  publica  por 
primera  vez.  En  este  sentido  el  Estado  garante  la  propiedad  lite- 
raria, aún  cuando  no  se  promulguen  leyes  internas. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  que  no  había  com- 
prendido bien  el  artículo  i.°  del  Proyecto  presentado  por  el  Se- 
ñor Plenipotenciario  por  el  Brasil.  Cuando  observó  que  en  él  se 
hablaba  del  cumplimiento  de  las  formalidades  constitucionales 
de  cada  país,  no  sospechó  que  pudiera  referirse  á  la  sanción  de 
una  ley  de  propiedad  literaria  por  aquellos  Estados  que  carecie- 
ran de  ella. 

Entendió,  por  el  contrario,  que  se  proponía  estipular  la  obli- 
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gación  de  someter  los  Tratados  á  la  aprobación  de  los  Congre- 
sos de  las  Naciones  concurrentes.  Como  era  natural,  agregó,  es- 
taba preparado,  no  obstante  toda  la  deferencia  que  su  distingui- 
do colega  merece,  á  negar  su  voto  al  artículo  propuesto.  No  po- 
día, en  efecto,  admitir  que  fuera  materia  de  estipulación  interna- 
cional que  los  Poderes  Públicos  hubieran  de  cumplir  sus  deberes 
constitucionales 

Añadió:  que  las  pocas  palabras  que  ha  logrado  escuchar  al 
Señor  Plenipotenciario,  le  convencen  ahora  de  que  el  verdadero 
objeto  de  ese  artículo,  cuya  redacción  no  le  parece  la  más  apro- 
piada, es  obligar  á  los  Estados  que  aún  no  tengan  ley  de  propie- 
dad literaria  y  artística,  á  dictarla  dentro  del  más  breve  plazo  po- 
sible, no  permitiéndoles  acogerse  entre  tanto  á  les  beneficios  del 
Tratado,  porque  se  reputa  su  sanción  como  base  indispensable 
de  la  reciprocidad. 

Sospecha  que  el  Señor  Plenipotenciario,  al  formular  su 
Proyecto,  no  ha  tenido  bien  presente  el  contenido  del  artículo 
que  encabeza  precisamente  el  Tratado  de  Propiedad  Literaria 
y  Artística.  Como  la  propiedad  literaria  y  artística  solo  queda 
reconocida  y  amparada  por  medio  de  la  ley  correspondiente, 
es  de  toda  evidencia  que  la  estipulación  propuesta  está  en  esen- 
cia, sino  en  sus  términos,  contenida  en  el  citado  artículo  y  apa- 
rece  entonces  como  una  redundancia  completamente  innecesaria. 

Concediendo  lo  contrario,  la  sanción  de  la  ley  sobre  pro- 
piedad literaria  y  artística  seria  siempre  para  todos  los  países, 
que  aún  no  la  tengan,  una  obligación  derivada  de  los  términos 
generales  del  Tratado.  Los  que  desean  el  fin  deben  poner  en 
acción  ios  medios  propios  para  conseguirlo,  y  la  ley  que  se 
procura  es  sin  disputa  la  más  adecuada  para  imprimir  vida  prác- 
tica al  Tratado  que  se  acaba  de  celebrar. 

Tal  vez  se  objetará  que  ese  compromiso  implícito  es  úni- 
camente moral.  Contestaría  entonces,  dijo,  que  el  que  se  propo- 
ne, apesar  de  ser  esplícito,  no  es  tampoco  más  que  moral. 
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Está  en  la  naturaleza  de  las  cosas  que  semejantes  estipu- 
laciones sean  solo  de  efecto  moral,  absteniéndose  de  conmina- 
ciones reñidas  con  la  fé  que  cada  una  de  las  Naciones  Contratan- 
tes debe  inspirar  á  las  demás.  El  Estado  que  no  cumpliera  ex- 
pontáneamente  los  deberes  que  implícitamente  fluyen  de  los 
Tratados  que  celebra,  no  permitiría  esperar  que  cumpliria  me- 
jor los  que  contrajera  esplícitamente  sin  sanción  coercitiva.  Así, 
pues,  consignar  en  el  Tratado  sobre  propiedad  literaria  y  artís- 
tica, el  artículo  presentado  por  el  Señor  Plenipotenciario,  no 
robustecería  la  obligación  que  pesa  sobre  cada  uno  de  los  Es- 
tados concurrentes  y  nos  expondría  á  herir  sin  objeto  las  justas 
susceptibilidades  de  aquellos  países  que  todavía  no  han  dictado 
su  ley  sobre  la  materia,  pero  que  se  apresurarán  sin  duda  á  ve- 
rificarlo, asi  que  el  cange  del  Tratado  lo  ponga  en  inmediata 
vigencia. 

Quiero  sin  embargo,  colocarme,  expuso,  en  el  mismo 
terreno  en  que  el  Señor  Plenipotenciario  se  coloca,  para  sos- 
tener que  el  inconveniente  que  él  apuntaba  no  puede  produ- 
cirse y  que  en  consecuencia  esa  estipulación  no  tiene  razón 
de  ser. 

El  Señor  Plenipotenciario  dice  que  aquellos  países  que 
tienen  su  ley  interna  sobre  propiedad  literaria  y  artística,  se 
perjudicarían  toda  vez  que  aquellos  que  todavía  no  la  tienen  pu- 
dieran acojerse  á  los  beneficios  del  Tratado. 

Si  el  Señor  Plenipotenciario  se  digna  recordar  el  texto 
del  artículo  2.0  del  Tratado,  tendrá  que  reconoce  la  inadmisibili- 
dad  de  semejante  suposición.  Con  arreglo  á  ese  artículo,  los 
Estados  Contratantes  solo  están  obligados  á  protejer  la  propie- 
dad literaria  y  artística  cuando  ella  haya  sido  reconocida  en  el 
país  de  origen  de  la  obra,  de  conformidad  á  su  propia  ley. 
Desde  que  en  ese  país  no  haya  ley  de  propiedad  literaria  y  ar- 
tística, ella  no  puede  ser  declarada  en  las  condiciones  del  Tra- 
tado, y  por  lo  tanto  los  demás  Estados   no  tienen   el   deber  de 
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respetarla.  La  faifa  de    reciprocidad   y   el   temor   del  perjuicio 
consiguiente  desaparecen  pues,  completamente. 

Ahora,  si  la  persona,  que  publica  su  obra  en  un  país  que 
carece  de  ley,  desea  obtener  la  protección  de  alguno  que  la  ten- 
ga, el  caso  no  estaría  regido  por  el  Tratado  y  caería  bajo  el  im- 
perio de  la  ley  respectiva,  con  arreglo  á  la  cual  la  protección 
podría  serle  acordada  ó  negada,  sin  que  ni  él,  ni  el  país  de 
origen  de  la  obra  pudieran  invocar  el  Tratado  contra  las  dispo- 
siciones de  la  ley  y  las  resoluciones  que  en  su  virtud  se  hubiesen 
adoptado. 

Asi,  todo  el  inconveniente  posible  de  esta  situación  anó- 
mala y  moralmente  inadmisible,  porque  es  inadmisible  que  Es- 
tados que  tratan  seriamente  de  garantir  la  propiedad  literaria 
no  adopten  los  medios  conducentes  á  su  objeto,  todo  el  incon- 
veniente, agregó,  de  semejante  situación,  sería  para  aquellos  pai- 
ses  á  los  cuales  la  falta  de  ley  no  eximiría  del  deber  de  garanti- 
zar la  propiedad  literaria  declarada  por  los  demás  y  privaría  sin 
embargo  del  derecho  de  exijir  que  las  obras  publicadas  dentro 
de  su  territorio  fuesen  amparadas  por  los  otros. 

Por  lo  demás,  añadió,  advierto  que  el  fantasma  de  la 
nacionalidad  asoma  la  cabeza  y  reputo  de  mi  deber  salirle  sin 
demora  al  encuentro 

La  propiedad  literaria  es  justamente  la  materia  en  que  el 
Derecho  Internacional  Privado  ha  eliminado  todo  privilegio  ba- 
sado sobre  la  nacionalidad  de  los  autores.  Aquellos  Estados  que 
mas  se  distinguen  por  su  energía  y  perseverancia  en  consagrar 
el  principio  de  la  nacionalidad  personal  como  fuente  de  dere- 
chos especiales,  lo  han  repudiado  de  la  manera  mas  categórica 
en  cuanto  se  refiere  á  la  propiedad  literaria  ó  artística.  Para  no 
extenderme,  dijo,  innecesariamente  sobre  este  tópico,  me  basta- 
rá referirme  á  la  última  convención  de  Berna,  que  es  hasta  aho- 
ra y  será  por  mucho  tiempo  el  modelo  de  todas  las  conven- 
ciones de  este  género.  Tanto  la  Francia   como  la   Bélgica  y   la 
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Italia,  que  son  las  Naciones  más  decididas  en  pro  de  la  naciona- 
lidad como  principio  fundamental  del  Derecho  internacional  Pri- 
vado han  adherido  al  artículo  2.°  uno  de  cuyos  incisos  declara  que 
por  país  de  origen,  se  entiende,  no  aquel  á  que  el  autor  pertene- 
ce, sino  aquel  en  que  la  obra  se  publica.  La  nacionalidad  del  au- 
tor, ha  sido,  pues,  proscripta  para  siempre  de  las  estipulaciones 
internacionales  sobre  propiedad  literaria  y  artística. 

De  lo  expuesto  resulta,  en  definitiva,  que  el  artículo  sus- 
tentado por  el  Señor  Plenipotenciario  sería  una  repetición  in- 
necesaria del  artículo  i.°;  que  la  aprobación  del  Tratado  en- 
vuelve el  compromiso  moral  de  dictar  las  leyes  necesarias  á  fin 
de  hacerlo  efectivo;  que  la  carencia  de  tales  leyes  no  irrogará 
perjuicio  alguno  á  los  Estados  que  las  tengan  y  que  los  omisos 
encuetarlas  serán  los  únicos  perjudicados  por  su  propia  omisión. 

Esto  no  obstante,  el  interés  que  el  Señor  Plenipotenciario 
ha  manifestado  en  favor  del  artículo  discutido  y  las  considera- 
ciones que  todos  nos  dispensamos  en  estos  casos,  para  conci- 
liar las  opiniones  hasta  donde  es  posible,  le  inducen  á  terminar 
declarando  que  no  tiene,  por  su  parte,  dificultad  para  que,  si  sus 
distinguidos  colegas  lo  hallan  oportuno,  el  pensamiento  que  el 
Señor  Flenipotenciario  desea  consignar  en  un  artículo  adicional 
del  Tratado,  sea  acogido  por  todos  en  forma  de  voto,  por  la 
sanción,  á  la  mayor  brevedad  posible,  de  todas  las  leyes  ten- 
dentes á  la  mejor  ejecución  de  los  Tratados  celebrados  y  á  ce- 
lebrar, voto  que  se  consignaría  en  el  Protocolo  de  clausura  de 
las  Sesiones  del  Congreso,  como  se  hizo  en  la  última  conferen- 
cia de  París  sobre  la  protección  de  los  cables  telegráficos. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  dijo:  que  además  de  las 
razones  aducidas  para  manifestar  lo  innecesario  del  Proyecto* 
presentado  por  el  Señor  Plenipotenciario  del  Brasil,  debe  sig- 
nificar que  en  su  concepto,  no  satisface  al  objeto  que  el  mismo 
Señor  Plenipotenciario  se  propone. 
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El  artículo  2.°  dice:  i  Los  Estados  Contratantes  que  no 
i  posean  aún  leyes  para    todos   los  ramos    de  la  propiedad  in- 

>  dustrial  deberán  completar,   su   legislación  sobre  tal  materia, 

>  en  el  más  breve  plazo  posible.  ?> 

Para  que  este  artículo  tuviese  alguna  significación  precisa 
y  no  careciese  de  eficacia  en  sus  aplicaciones,  sería  necesario 
que  se  determinase  ó  definiese  lo  que  se  entiende  por  completar 
la  legislación  sobre  determinada  materia. 

Un  Estado  puede  creer  que  con  tres  ó  cuatro  artículos,  con 
tres  ó  cuatro  fórmulas  distintas  queda  completada  su  legislación 
sobre  propiedad  literaria  ó  industrial;  y  otros  Estados  pueden 
creer  al  contrario,  que  para  completar  su  legislación  sobre  las 
expresadas  materias  sea  necesario  tratar  las  cuestiones  que 
ellas  envuelven,  con  mayor  latitud,  bajo  distintas  fases  y  con- 
signando al  efecto  mayor  número  de  disposiciones.  El  artícu- 
lo segundo  del  Proyecto  dice:  «  completar  su  legislación  i  ¿Qué 
es  lo  que  se  entiende,  pues,  por  completar  la  legislación  de  un 
país? 

Ahora:  si  no  se  trata  de  completar  las  legislaciones  respec- 
tivas: si  lo  que  se  quiere  expresar  es  que  las  Naciones  que  carez- 
can de  leyes  especiales  sobre  propiedad  industrial  deben  darse 
una  á  la  mayor  brevedad  posible,  el  Tratado  como  se  ha  mani- 
festado por  algunos  colegas,  salva  perfectamente  la  dificultad. 
Desde  que  sea  aprobado  por  las  Naciones  Contratantes,  es  una 
ley  para  todas  ellas;  y  en  ese  Convenio  se  reconoce  el  derecho 
de  propiedad  á  los  autores  cíe  inventos  industriales,  cualquiera 
que  ellos  fueran. 

Aprobado  el  Tratado  respectivo  por  las  Naciones  Contratan- 
tes, él  pasa  á  ser  ley  en  todas  y  cada  una  de  las  que  lo  aprueben- 
y  por  consiguiente  al  autor  de  cualquier  invento  cuya  propiedad 
se  le  ha  reconocido  en  un  país,  se  le  reconoce  el  mismo  derecho 
de  propiedad,  en  los  demás,  solo  por  efecto  de  los  compromisos 
adquiridos  en  el  Tratado  ya  celebrado. 
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Ha  dicho  también  el  Excmo.  Plenipotenciario  del  Brasil, 
que  las  responsabilidades  que  dañen  el  derecho  del  inventor, 
deberán  perseguirse  y  penarse,  según  el  tenor  de  las  disposicio- 
nes ya  aprobadas,  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  donde  se 
ocasione  el  daño.  Por  consiguiente,  agrega,  que  si  el  país  en 
donde  se  ha  inferido  el  daño  no  tiene  una  ley  especial  sobre 
propiedad  industria),  será  imposible  perseguir  y  penar  á  los 
usurpadores  del  derecho  ageno. 

No  se  puede  negar,  en  efecto,  las  ventajas  de  que  los  países 
contratantes  tengan  leyes  especiales  que  faciliten  el  cumpli- 
miento de  los  pactos  celebrados;  pero  no  cree  que  la  falta  de 
esas  leyes  especiales  impida  en  el  presente  caso  que  el  propie- 
tario de  un  invento  industrial  pueda  hacer  efectivos  sus  derechos 
en  cualquiera  de  los  Estados  Contratantes.  En  efecto:  todos  se 
comprometen  á  reconocer  la  propiedad  otorgada  en  cualquiera 
de  ellos;  y  cuando  en  un  Estado  se  reconoce  un  derecho,  cual- 
quiera que  sea  su  naturaleza  y  especie,  se  le  reconoce  con  todos 
los  atributos  que  le  son  inherentes.  Ahora  bien;  cuando  un  de- 
recho reconocido  por  el  Estado  es  violado,  ese  derecho  dá  orí- 
gen  á  una  acción  ó  á  un  reclamo  ante  la  autoridad  pública  com- 
petente, para  pedir  que  proteja  su  inviolabilidad  y  ordene  la 
reparación  de  los  daños  ocasionados. 

Si  hay  una  ley  especial  que  determine  la  manera  de 
ventilar  el  reclamo  y  de  decretar  la  reparación,  es  indudable 
que  se  procederá  con  arreglo  á  ella.  Pero  si  esa  ley  especial 
no  existe,  no  habrá  medio  de  perseguir  la  reparación? —Si  lo 
habrá.  En  esos  casos,  la  acción  se  entabla  y  resuelve  con 
arreglo  á  la  ley  ordinaria  de  procedimientos;  y  si  no  hay  pena 
especial  para  los  violadores  del  derecho  de  propiedad  indus- 
trial, las  leyes  generales  de  todo  país  autorizan  que  en  esos 
casos  se  pida  la  correspondiente  indemnización  por  daños  y 
perjuicios. 

Cuando  los  artículos  aprobados  sobre  propiedad  industrial, 
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dicen,  pues,  que  las  responsabilidades  de  los  usurpadores  del 
derecho  del  inventor  deben  perseguirse  y  penarse  con  arreglo 
á  las  leyes  del  país  en  donde  se  ocasione  el  daño,  se  refieren 
tanto  á  las  leyes  especiales  dictadas  sobre  el  particular  como  á 
las  generales  que  se  aplican  siempre  que  se  trata  de  proteger 
derechos  y  ventilar  acciones,  respecto  de  los  cuales  no  se  ha 
establecido  reglamentación  alguna. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  dijo:  las  úni- 
cas leyes  aplicables  en  estos  casos  son  las  leyes  especiales  dic- 
tadas sobre  la  materia  de  que  se  trata. — Las  demás  leyes  no 
pueden  aplicarse. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  no  vé  el  inconveniente 
para  que  las  leyes  civiles  de  carácter  general  no  sean  aplicables, 
cuando  resulte  comprobada  la  deficiencia  de  las  leyes  dadas  pa- 
ra proteger  derechos  determinados,  reconocidos  y  proclamados. 
Y  sostiene,  que  aún  en  el  caso  de  que  todos  los  Estados  tengan 
leyes  especiales  sobre  propiedad  industrial,  les  será  indispensa- 
ble muchas  veces  recurrir  á  la  aplicación  de  las  leyes  de  carácter 
general,  para  proteger  debidamente  los  derechos  inherentes  á  esa 
propiedad.  Las  leyes  especiales  sobre  propiedad  industrial  no  se 
ocupan,  por  ejemplo,  de  determinar  la  forma  y  condiciones  de 
la  prueba  testimonial  y  otras  distintas,  que  sea  necesario  presen- 
tar para  esclarecer  la  acciones  que  se  intenten.  Es  claro  que 
cuando  el  caso  se  presenta,  se  reciben  las  declaraciones  de  tes- 
tigos y  las  pruebas  de  peritaje  con  arreglo  á  la  ley  general  de 
procedimientos.  Y  es  indudable  que  no  se  podría  proceder  con 
arreglo  á  esta  última  ley,  si  en  ningún  caso  pudiera  tener  apli- 
cación, cuando  se  tratase  de  proteger  la  propiedad  industrial, 
como  lo  pretende  el  Excmo.  Señor  Doctor  Andrade  de  Figueira. 

Debe  tenerse  presente,  además,  que  la  aplicación  de  las 
leyes  generales  de  los  Estados,  especialmente  la  de  procedimien- 
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tos,  para  proteger  los  derechos  reconocidos,  ya  se  trate  de  na- 
cionales ó  extranjeros,  está  sancionada  por  el  artículo  primero 
del  Tratado  sobre  procedimiento  judicial.  Se  ha  establecido  en 
él  que  todo  juicio  y  sus  incidencias  se  ventilarán  con  arreglo  á  la 
ley  de  procedimientos  de  la  Nación  en  cuyo  territorio  se  entablen 
las  acciones.  Si  en  un  Estado  determinado  se  promueve,  pues,  un 
juicio  sobre  propiedad  industrial,  tendrá  que  seguirse  con  arreglo 
á  la  ley  de  procedimientos  de  este  Estado:  conforme  á  ley  de  ca- 
rácter peculiar  si  se  ha  dado  alguna;  y  en  defecto  de  ésta,  con 
arreglo  á  las  leyes  de  carácter  general.  En  uno  y  otro  caso,  se 
ventilan  las  responsabilidades  de  los  que  dañen  el  derecho  del 
inventor,  con  arreglo  á  las  leyes  internas  del  país  en  que  se  oca- 
sione el  daño;  en  ambos  casos  se  cumple  el  tenor  y  el  espíritu 
del  artículo  que  así  lo  establece  en  el  Tratado  sobre  propiedad 
industrial;  en  ambos  casos  la  propiedad  industrial,  recono- 
cida con  la  aprobación  del  Tratado  respectivo,  queda  garan- 
tizada, ya  bajo  el  imperio  de  leyes  especiales  que  los  Estados 
se  darán  si  les  conviene,  ya  bajo  el  imperio  de  sus  leyes  ge- 
nerales. 

La  obligación  de  darse  leyes  especiales  ó  de  completar 
las  existentes  sobre  propiedad  industrial,  estipulada  en  la  forma 
de  un  compromiso  solemne,  en  realidad  á  nada  obligaría,  si  no 
se  determinase  al  mismo  tiempo,  el  sentido  y  la  extensión  que 
dichas  leyes  deben  tener  para  reputarse  completas;  y  esta  deter- 
minación, entrañaría,  por  sí  misma,  una  serie  de  inconvenientes 
que  es  innecesario  enumerar. 

Terminó  diciendo:  los  Estados  Contratantes  que  aprueben 
los  Tratados  que  se  proyectan,  interesados  como  han  de  estar 
en  cumplir  dichos  pactos,  con  la  mayor  buena  fé,  se  darán  todas 
las  leyes  internas  que  reputen  necesarias  ó  convenientes,  para 
su  mejor  cumplimiento;  se  darán  algunas,  ó  no  sedarán  ninguna 
nueva  si  reputan  que  así  también  pueden  cumplir  satisfactoria- 
mente sus  compromisos. 
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El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  contesta  á  los 
Señores  Plenipotenciarios  que  le  han  precedido  en  el  uso  de  la 
palabra,  explica  sus  observaciones  anteriores,  é  insiste  en  ellas. 

El  Señor  Doctor  Gal  vez  apoya  la  indicación  del  Señor 
Doctor  Quintana  para  que  en  un  Protocolo  final  se  consigne  un 
voto  del  Congreso  dirijido  á  los  Gobiernos  Contratantes,  reco- 
mendándoles hagan  cuanto  sea  posible  á  fin  de  completar  su  le- 
gislación con  el  objeto  de  que  el  Tratado  tenga  su  debida  eje- 
cución. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  con  anterioridad 
habia  presentado  una  moción  invitando  al  Señor  Doctor  de  An- 
drade Figueira  á  que  aceptase  que  esa  aspiración  y  voto  del 
Congreso  se  hiciera  constar  en  el  Acta  y  en  el  Diario  de  Sesio- 
nes. De  tal  modo  quedaría  consignado  el  espíritu  y  el  propósito 
de  esta  discusión,  es  decir:  que  todos  los  Estados  deben  dictar 
sus  leyes  internas  protegiendo  la  propiedad  literaria  é  industrial. 
Se  evitaría  así  extender  un  Protocolo  especial  que  no  tendría 
fuerza  coercitiva,  ni  mayor  eficacia  que  la  que  le  dá  el  tempera- 
mento propuesto. 

El  SEÑOR  Prats  apoya  la  indicación  del  Señor  Presidente, 
y  dice  que  puede  darse  por  terminada  la  cuestión,  levantando 
el  Acta  en  la  cual  consten  las  opiniones  emitidas  sobre  este 
asunto. 

Así  se  resolvió,  votándose  por  unanimidad  la  moción  del 
Señor  Presidente. 

El  Señor  Presidente  invitó  á  los  Señores  Plenipotencia- 
rios á  suscribir  los  Tratados  sobre  el  Derecho  Procesal,  y  sobre 
Propiedad  Literaria  y  Artística. 
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Después  de  firmados  los  Tratados  de  la  referencia,  se  dio 
lectura  del  siguiente  despacho: 

Comisión  Especial  sobre  Jurisdicción  en  Materia  Civil. — 
Montevideo,  Enero  n  de  1889. — Al  Excmo.  Señor  Presidente 
del  Congreso  Internacional  Sud- Americano. — Señor:  —  La  Co- 
misión Especial  encargada  de  formular  un  Proyecto  sobre  Juris- 
dicción en  MateriaCivil,  tiene  el  honor  de  poner  en  manos  de  V.  E 
el  que  acaba  de  redactar,  á  fin  de  que  él  sea  sometido  al  conoci- 
miento del  Honorable  Congreso,  que  dignamente  preside  V.  E 

El  Señor  Plenipotenciario  por  la  República  Argentina. 
Doctor  Don  Manuel  Quintana,  prestará  los  informes  relativos  al 
Proyecto  de  nuestra  referencia. 

Con  toda  consideración,  ofrecemos  al  Señor  Presidente 
el  testimonio  de  nuestro  respeto  y  particular  estima. — Manl 
Quintana. — Sgo.Vaca-Guzman.  — M.  M.  Gálvez 

Artículo 

Las  acciones  personales  deben  entablarse  antes  los  jueces 
del  lugar  á  cuya  ley  está  sujeto  el  auto  jurídico  materia  del 
juicio. 

Podrán  entablarse,  igualmente,  ante  los  jueces  del  domici- 
lio del  demandado. 

Artículo 

La  declaración  de  ausencia  debe  solicitarse  ante  el  juez 
del  último  domicilio  de  la  persona  de  cuya  ausencia  se  trate. 

Artículo 

El  juicio   sobre   capacidad  ó   incapacidad  de  las  personas 
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para  el  ejercicio  de  los  derechos   civiles,  debe   seguirse   ante   el 
juez  de  su  domicilio. 

Artículo 

Las  acciones  que  procedan  del  ejercicio  de  la  patria  po- 
testad y  de  la  tutela  y  cúratela  sobre  la  persona  de  los  menores 
é  incapaces  y  de  éstos  contra  aquellos,  se  ventilarán,  en  todo 
lo  que  les  afecte  personalmente,  ante  los  tribunales  del  país  en 
que  estén  domiciliados  los  padres,  tutores  y  curadores. 

Artículo 

Las  acciones  que  versen  sobre  la  propiedad,  enajenación  ó 
actos  que  afecten  los  bienes  de  los  incapaces,  deben  ser  deducidas 
ante  los  jueces  del  lugar  en  que  esos  bienes  se  hallan  situados. 

Artículo 

Son  jueces  competentes  para  conocer  del  juicio  de  rendi- 
ción de  cuentas  de  la  tutela  y  cúratela,  los  del  lugar  en  el  cual 
fué  discernido  el  cargo. 

Artículo 

El  juicio  sobre  nulidad  del  matrimonio,  divorcio,  disolu- 
ción del  vínculo  matrimonial,  y  en  general,  todas  las  cuestiones 
que  afecten  sus  relaciones  personales,  se  iniciarán  ante  los  jue- 
ces del  domicilio  conyugal. 

Artículo 

Serán  jueces  competentes  para  resolver  las  cuestiones  que 
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surjan  entre  esposos,  sobre  enajenación,  ú  otros  actos  que  afec- 
ten los  bienes  de  la  sociedad  conyugal,  los  del  lugar  en  que  estén 
ubicados  esos  bienes. 

Artículo 

Los  jueces  de  la  residencia  de  las  personas,  son  competen- 
tes para  conocer  de  las  medidas  de  protección  y  seguridad  de- 
terminadas en  el  artículo 

Artículo 

Los  juicios  relativos  á  la  existencia  y  disolución  de  cual- 
quiera sociedad  civil,  deben  seguirse  ante  los  jueces  del  lugar 
de  su  domicilio. 

Artículo 

Los  juicios  á  que  dé  lugar  la  sucesión  por  causa  de  muer- 
te, se  seguirán  ante  los  jueces  de  los  lugares  en  que  se  hallen  si- 
tuados los  bienes  hereditarios. 

Artículo 

Las  acciones  reales  y  las  denominadas  mixtas,  deben  ser 
deducidas  ante  los  jueces  del  lugar  en  el  cual  exista  la  cosa  so- 
bre que  la  acción  recaiga. 

Si  comprendieren  cosas  situadas  en  distintos  lugares,  el 
juicio  debe  ser  promovido  ante  los  jueces  del  lugar  de  cada  una 
de  ellas. 

Montevideo,  II  de  Enero  de  i889.— Manl  QUINTANA.— 
Sgo.  Vaca-Guzman. — M.  M.  Gálvez. 


Se  dispuso  la  impresión  de  los  documentos  que  preceden 
para  ser  repartidos  á  los  Señores  Plenipotenciarios. 

El  Honorable  Congreso  resolvió   reunirse  el  miércoles  16 
del  corriente,  á  fin  de  ocuparse  de  la  materia  civil. 


La  Sesión  se  levanta  á  las  4.25  p.  m. 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Cha c altana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUiVL    26 


SESIÓN   DEL    21   DE    ENEEO    DE   1889 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  SaenzPeña; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez; 

La  Sesión  se  abre  á  las  2.50  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

Se  dio  lectura  del  siguiente  Proyecto: 

Los  Plenipotenciarios  que  suscriben,  proponen  el  siguien- 
te Proyecto  de  Tratado: 

Artículo  i.°  Los  nacionales  ó  extranjeros,  que  en  cual- 
quiera de  los  Estados  signatarios  de  este  Tratado,  hubiesen 
obtenido  título  ó  diploma  expedido  por  la  autoridad  racional 
competente,  para  ejercer  profesiones  liberales  ó  científicas,  se 
tendrán  por  habilitados  para  ejercerlas  en  los  otros  Estados. 

Artículo  2.0  Los  Grados  académicos  conferidos  por  cual- 
quiera de  las  Universidades  Nacionales  de  los  Estados,  tendrán 
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en    las   Universidades  de   los    demás,    el   mismo  valor   que   si 
hubiesen  sido  conferidos  por  sus  propias  Universidades. 

Artículo  3  °  Para  que  los  documentos  á  que  se  refieren 
los  artículos  anteriores,  prodúzcanlos  efectos  expresados,  se  re- 
quiere: 

i.°  La  exhibición  del  título  ó  diploma  debidamente  lega- 
lizado; 

2.°  Que  el  que  lo  exhiba,  acredite  ser  la  persona  á 
cuyo  favor  ha  sido  expedido. 

Montevideo,  Enero  16  de  1889. — Sgo.  VaCA-GüZMAN. — 
José  Z.  Caminos  — Cesáreo  Chacaltana — M.  M.  Gálvez 
— Ild.  García  Lagos— Gonzalo  Ramírez. 


El  Señor  Presidente  invitó  á  los  Señores  Plenipotencia- 
rios á  suscribir  los  Tratados  sobre  Marcas  de  Comercio  y  de 
Fábrica  y  sobre  Patentes  de  Invención. 

Después  de  firmados  los  Tratados  de  la  referencia,  el  Se- 
ñor Presidente  dijo  que  antes  de  mandar  extender  los  ejempla- 
res del  Tratado  de  Derecho  Penal  Internacional,  deseaba  saber 
si  lo  suscribirían  también  los  Señores  Plenipotenciarios  del  Bra- 
sil y  de   Chile. 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  los  Plenipotenciarios  de 
Chile  se  encontraban  en  el  caso  de  no  suscribir  el  Tratado  de 
Derecho  Penal  porque  habiendo  rechazado,  como  consta  de  las 
actas  respectivas,  un  número  considerable  de  artículos,  relacio- 
nados esencialmente  con  su  fendo.  cree  que  no  quedaría  en  los 
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restantes,  materia  suficiente  para  un  cuerpo  de  Tratado  armó- 
nico y  regular. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  dijo:  que  como 
lo  ha  manifestado  anteriormente,  no  suscribiría  el  Tratado  de 
Derecho  Penal,  porque  además  de  que  sus  cláusulas  están  en 
oposición  con  la  legislación  del  Brasil,  entendía  que  esa  materia 
era  agena  al  Derecho  Internacional  Privado,  especialmente  en  lo 
que  respecta  á  la  extradición. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expuso:  que  habia  recibí, 
do  instrucciones  del  Gobierno  Argentino  para  pedir  el  consenti- 
miento del  Honorable  Congreso  á  fin  de  hacer  la  impresión  del 
Diario  de  Sesiones. 

Dijo  además,  que  el  Señor  Presidente  le  ha  manifestado 
cierta  resistencia  á  dicha  impresión,  resistencia  que  no  con- 
sidera fundada,  por  cree  que  tal  trabajo  tendría  derecho  para 
hacerlo  cualquiera  de  los  Gobiernos  representados    en    el   Con- 


El  Señor  Presidente  manifestó:  que  siendo  las  Actas  tan 
minuciosas,  consideraba  casi  innecesario  el  Diario  de  Sesiones, 
que  por  otra  parte  no  se  acostumbra  llevar  en  esta  clase  de  Con- 
gresos. 

Respecto  de  la  publicación  del  Diario  de  Sesiones,  expresó 
que  ella  debia  ser  consentida  ó  aprobada  por  el  Congreso. 

Piensa  que  no  es  regular  que  se  hagan  publicaciones  de  los 
trabajos,  antes  que  éstos  lleguen  á  conocimiento  de  los  Gobier- 
nos respectivos. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expresó:  que  los  Trata- 
dos que  se  celebran  en  este  Congreso,  llegan  á  conocimiento  de 
los    Gobiernos  respectivos,  inmediatamente  después  de  firma- 
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dos.  Por  otra,  se  sabe  que  previamente  han  sido  consultados  so- 
bre las  disposiciones  de  fondo  que  en  aquellos  se  consignan.  De 
manera,  agregó,  que  están  siempre  instruidos  de  lo  que  ocurre 
en  el  seno  del  Congreso. 

El  precedente  invocado  de  que  en  estos  Congresos  no  se 
lleva  Diario  de  Sesiones,  no  alcanza  á  demostrar  su  inconve- 
niencia. 

Entiende  que  el  Diario  de  Sesiones  es  el  comentario  ñel  y 
auténtico  del  espíritu  y  del  propósito  de  todas  y  de  cada  una  de 
las  disposiciones  sancionadas. 

Considera  que  sería  difícil  probar  que  no  es  conveniente 
que  queden  escritos  esos  precedentes,  que  son  la  ilustración  de 
los  Tratados  mismos. 

El  Señor  Presidente  repite  que  siendo  tan  minuciosas 
las  Actas,  no  sería  necesario,  en  realidad,  llevar  Diario  de  Se- 
siones, tanto  más  cuanto  que  todos  los  informes,  proyectos  etc., 
están  incorporados  en  aquellas. 

Por  lo  que  respecta  á  la  publicación  del  Diario  de  Sesio* 
nes,  dijo  que  el  Honorable  Congreso  resolvería  lo  que  estimase 
oportuno. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expresó:  queescusaba  en- 
trar á  demostrar  la  conveniencia  del  Diario  de  Sesiones,  desde 
que  el  Honorable  Congreso  habia  resuelto  que  se  llevara,  dan- 
do, además,  á  un  miembro  de  cada  Comisión,  el  encargo  de  revi- 
sar, corregir,  etc.,  los  trabajos  para  su  publicación. 

Hizo  también  presente  que  el  trabajo  al  cual  se  refiere,  de- 
bía efectuarse  antes  de  la  clausura  del  Congreso,  porque  des- 
pués de  este  acto,  la  ausencia  de  los  Señores  Plenipotenciarios 
dificultaría  ó  tal  vez  imposibilitaría  su  terminación,  y  contra  lo 
resuelto  no  habría  Diario  de  Sesiones. 
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El  Señor  DOCTOR  VACA-GUZMAN  cree  que  dada  la  natu- 
raleza de  este  asunto,  y  no  hallándose  presentes  varios  Señores 
Plenipotenciarios,  convendría  aplazar  su  resolución  hasta  la  pró- 
xima Sesión.  Así  se  resolvió,  después  de  un  ligero  debate  en  el 
cual  tomaron  parte  el  Señor  Presidente  y  los  Señores  Saenz  Pe- 
ña. Chacaltana,  Prats,  Vaca- Guzman,  Ramírez  y  Caminos. 


Se  levanta  la  Sesión  siendo  las  4.35  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

B.  Prats 

José  Z,  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  GÁLVEZ 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    27 


SESIÓN  DEL  23  DE  ENERO  DE  1889 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lago; 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira  : 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 


Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gályez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildeeonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  2.35  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  acta  de  la  Sesión  anterior. 


El  Señor  Doctor  Ramírez  refiriéndose  á  la  discusión 
habida  en  la  sesión  anterior  sobre  la  publicación  y  circulación 
del  Diario  de  Sesiones,  dijo,  que  podría  arribarse  á  una  solución 
que  concillase  las  distintas  opiniones  vertidas  por  los  Señores 
Plenipotenciarios,  estableciendo  que  fuese  el  Congreso  quien 
se  encargase  de  ese  trabajo,  determinando  á  la  vez  que  la  circu- 
lación no  debia  hacerse  sino  un  mes  después  de  clausuradas  sus 
sesiones. 

El  Señor  Doctor  SaenzPeña  manifestó:  que  como  no 
estaban  presentes  todos  los  Señores  Plenipotenciarios  cuando 
formuló  su  moción  sobre  publicación  del  Diario  de  Sesiones, 
se  creia  en  el  deber  de  reproducirla.  Dijo:  que  habia  pedido  á 


nombre  del  Gobierno  Argentino  el  consentimiento  del  Honora- 
ble Congreso  para  hacer  la  impresión  y  circulación  del  Diario 
de  Sesiones.  Agregó:  que  después  de  haber  meditado  sobre  este 
punto,  pensaba  que  á  su  moción  podria  dárselo  un  carácter  mas 
amplio  y  general,  declarando  que  todos  y  cada  uno  de  los  Go- 
biernos aquí  representados  fuesen  los  jueces  de  la  publicidad  y 
de  la  reserva  de  los  actos  del  Congreso,  desde  el  momento  en 
que  los  Tratados  se  suscribiesen,  estando  por  consiguiente  au- 
torizados para  hacer  esa  impresión  y  darle  publicidad. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  hizo  presente  que  la  moción 
del  Señor  Doctor  Saenz  Peña,  tenia  á  su  juicio,  el  inconveniente 
de  que  un  Gobierno  publicase  los  Tratados  y  demás  trabajos 
del  Congreso  antes  de  que  los  demás  tuviesen  conocimiento  de 
ellos,  razón  por  la  cual  aceptó  la  limitación  de  que  solo  pudiera 
hacerse  la  publicación  ordenada  por  el  Congreso  ó  por  los  Go- 
biernos, un  mes  después  de  clausuradas  las  sesiones.  Por  otra 
parte  no  niega  á  los  Gobiernos  el  derecho  de  hacer  tales  publi- 
caciones, pero  sí  con  la  limitación  indicada  anteriormente. 

Er,  Señor  Doctor  Saenz  Peña  dijo:  que  no  veía  el  in 
conveniente  indicado  por  el  Señor  Doctor  Ramírez    desde    que 
los  Tratados  una  vez  firmados  se  enviaban  sin  demora  á  los  Go- 
biernos signatarios. 

El  Señor  Doctor  Quintana  entiende  que  no  tiene 
el  Honorable  Congreso  facultades  para  fijar  el  tiempo  den- 
tro del  cual  los  Gobiernos  pueden  publicar  los  Tratados  ce- 
lebrados. 

Manifestó,  además,  que  corresponde  á  la  discreción  de  los 
Gobiernos  hacer  esa  publicación  en  la  oportunidad  debida,  te- 
niendo para  ello  en  cuenta  las  consideraciones  que  se  merecen 
los  Estados  entre  sí. 
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El  Señor  PRATS  expresó:  que  no  le  parecía  correcto  la 
publicación  del  Diario  de  Sesiones  por  los  Gobiernos  aislada- 
mente, y  dentro  de  un  tiempo  más  ó  menos  largo  ó  corto.  Con- 
cibe si,  tal  trabajo  acordado  por  todos  los  Señores  Plenipoten- 
ciarios. 

No  comprende  por  que  se  niega  al  Congreso  el  derecho 
de  disponer  la  publicación  del  Diario  de  Sesiones,  cuando  así 
como  el  mismo  Congreso  decidió  guardar  secreto  sobre  sus  re- 
soluciones, puede  también  disponer  la  publicidad  de  todos  sus 
actos. 

Terminó  diciendo  que  podía  autorizarse  al  Señor  Presiden- 
te para  dictar  las  providencias  necesarias  á  fin  de  hacer  la  publi- 
cación del  Diario  de  Sesiones,  aún  cuando  no  considera  indispen- 
sable esa  publicación,  dada  la  minuciosidad  de  las  actas. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Saenz 
Peña,  Ramirez,  Quintana,  Chacaltana,  Gálvez,  Matta  y  Caminos, 
se  resolvió  que  los  originales  y  todos  los  documentos  relativos 
al  Congreso  quedáseu  depositados  en  la  Cancillería  Oriental  y  á 
disposición  dé  los  Gobiernos  Contratantes  para  que  éstos  pudie- 
sen hacer  tomar  las  copias  que  creyesen  convenientes. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó  la  convenien- 
cia de  introducir  una  pequeña  modificación  en  el  Reglamento 
interno,  respecto  al  número  de  las  Naciones  que  deben  estar  re- 
presentadas en  cada  sesión,  para  que  el  Congreso  pueda  funcio- 
nar y  adoptar  resoluciones. 

Uno  de  los  artículos  del  referido  Reglamento,  establece 
que  para  que  eso  tenga  lugar,  es  necesario  que  estén  represen- 
tados todos  los  Estados.  Entre  tanto,  agregó,  hay  dos  Naciones 
que  han  enviado  cada  una  de  ellas  un  solo  Plenipotenciario.  La 
falta  de  alguno  de  estos  por  cualquier  causa,  podría  paralizar  por 
completo  los  trabajos.  A  fin  de  evitar  los  inconvenientes  que  tal 
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situación  pudiera  presentar,  hizo  moción  para  que  el   Congreso 
funcionase  con  la  mayoría  de  las  Naciones  en  el    representadas. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente 
y  los  Señores  Gálvez,  Chacaltaná,  Quintana,  Prats,  Saenz  Peña» 
Ramirez,  Figueira  y  Matta,  el  artículo  2.°  del  Reglamento  que- 
dó modificado  en  los  siguientes  términos: 

Artículo  2? 

«  Habrá  sesión,  y  podrá  tomarse  resolución  sobre  las  ma- 
»  terias  de  que  se  ocupa  el  Congreso,  siempre  que  se  hallen 
>  representadas  cuatro  ó  mas  Naciones  por  alguno  de  sus  Pleni- 
»  potenciarios.  Se  considera  como  resolución  del  Congreso,  la 
»  adoptada  por  la  mayoría  de  los  Naciones  representadas  en  la 
»  sesión,  Los  miembros  del  Congreso  que  hubiesen  disentido 
»  tendrán  el  derecho  de  hacer  constar  la  disidencia  en  el  acta 
»  respectiva.» 

El  Señor  Presidente  invitó  á  los  Señores  Plenipoten- 
ciarios á  suscribir  el  Tratado  de  Derecho  Penal  Interna- 
cional. 


DISCUSIÓN 

DEL  PROYECTO  DE  TRATADO  DE  DERECHO  CIVIL 


Inmediatamente  después  de  ñrmado  el  Tratado  de  la  refe- 
rencia, el  Señor  Presidente  concedió  el  uso  de  la  palabra  al  Se- 
ñor Doctor  Quintana,  miembro  informante  de  la  Comisión  de 
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Derecho  Civil  en  mayoría,  el  cual  se    expresó  en  los   siguientes 
términos: 


Señor  Presidente: 

La  Comisión  de  Derecho  Civil  ha  sido  la  menos  feliz  de  las 
Comisiones  del  Congreso. 

El  Señor  Plenipotenciario  por  el  Brasil  tenia  un  puesto  re- 
servado en  ella;  pero  no  ha  tomado  parteen  sus  trabajos,  á  cau- 
sa de  la  demora  de  su  incorporación.  Felizmente,  su  presencia 
en  estas  sesiones  le  permitirá  contribuir  al  examen  de  los  pro- 
yectos presentados. 

Los  miembros  restantes  de  la  Comisión  no  hemos  logrado 
uniformar  nuestras  ideas.  Divididos  en  dos  fracciones,  la  mayo- 
ría redactó  su  Proyecto  y  la  minoría  formuló  en  seguida  un  con- 
tra-proyecto. 

A  la  ilustración  del  Congreso  toca  resolver  la  divergencia 
surgida  y  la  mayoría  de  la  Comisión  se  inclinará  respetuosamen- 
te ante  sus  decisiones,  persuadida,  coxo  lo  está,  de  que  se  han 
de  inspirar  en  los  principios  mas  elevados  de  la  ciencia,  consul- 
tando al  mismo  tiempo  las  supremas  necesidades  de  la  América. 

Hecha  esta  solemne  declaración,  entro  de  lleno  á  fundar  el 
Proyecto  de  la  mayoría  de  la  Comisión,  en  cuyo  nombre  tengo 
el  honor  de  hablar. 

DE  LAS  PERSONAS 

Las  personas  constituyen  el  primero  y  más  importante  ce 
los  sugetos  del  Derecho  Civil  Internacional.  Además  de  la  capa, 
cidad  general  de  las  personas  físicas  y  jurídicas,  el  título  se 
ocupa  del  domicilio,  ausencia,  matrimonio,  filiación,  patria  po- 
testad, tutela  y  cúratela.  En  el  interés  de  la  mayor  claridad,  será 
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dividido  en  dos  partes,  una  de  las  cuales  se  ocupará  de  la  capa- 
cidad, domicilio  y  ausencia  de  las  personas  y  la  otra  versará 
sobre  el  matrimonio,  filiación  y  demás  relaciones  de  familia. 


PARTE  PRIMERA 

Las  naciones  están  obligadas  á  proteger  á  todos  sus  ha- 
bitantes en  el  ejercicio  de  sus  derechos  civiles.  Este  deber  inter- 
nacional exige  que  el  estado  de  las  personas,  sus  relaciones  de 
familia,  sus  bienes,  derechos  y  obligaciones  sean  gobernados 
por  reglas  conformes  á  su  naturaleza  y  apropiadas  á  sus  fines. 
El  nacional  como  el  extranjero  deben  tener  en  todo  país  una 
condición  legal  y  un  régimen  determinado;  porque  sus  varir.das 
é  innumerables  relaciones  jurídicas  no  pueden  quedar  abando- 
nadas al  acaso  ni  á  la  arbitrariedad  sin  comprometer  la  seguridad 
misma  del  Estado. 

Tres  sistemas  igualmente  absolutos  y  por  tanto  igualmen- 
te exclusivos  se  disputan,  en  ei  terreno  del  Derecho  Internacio- 
nal Privado,  el  gobierno  de  la  capacidad  general  de  contratar, 
que  es  el  rasgo  mas  saltante  de  la  personalidad  humana  en  la 
vida  civil,  á  saber,  el  de  la  ley  nacional  de  las  partes  contratantes, 
el  de  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  del  acto  y  el  de  la  ley  del 
domicilio  de  los  contrayentes. 

El  sistema  de  la  ley  nacional,  desconocido  en  la  antigüe- 
dad y  en  la  edad  media,  es  sustentado  por  gran  número  de  auto- 
res modernos,  entre  los  cuales  se  cuentan  Bluntschli,  Weiss,  Des- 
pagnet,  Mancini,  Fiore,  Martens,  Laurent,  Rivier,  Pacheco,  Pérez 
Gomar  y  Calvo.  La  mayor  parte  de  los  códigos  europeos  y  al- 
gunos americanos  lo  consignan,  como  sucede  en  Francia,  Italia 
España,  Bélgica,  Venezuela  y  Brasil.  El  Congreso  de  Lima  lo  in- 
sertó también  entre  las  cláusulas  de  su  Proyecto  de  Tratado 
Civil: 
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A  pesar  de  tan  imponente  masa  de  autoridades,  la  mayo- 
ría de  la  Comisión  no  ha  vacilado  un  solo  instante  para  repudiar 
de  la  manera  mas  absoluta  el  sistema  de  la  nacionalidad,  como 
que  carece  de  tradición  histórica,  no  se  apoya  en  principios  ge- 
nuinamente  jurídicos,  levanta  un  obstáculo  para  la  homogenei- 
dad en  el  presente  y  en  vuelve  un  peligro  para  la  unidad  en  el 
futuro  de  todos  los  pueblos  del  Continente  Americano. 

¿Qué  tiene  de  común  el  bárbaro  conquistador  del  Imperio 
romano  con  el  pacífico  inmigrante  de  nuestra  época?  La  anti- 
güedad conocía  las  guerras  de  conquista  que  arrebataban  la  so  - 
beranía  de  los  pueblos  vencidos:  data  de  ayer  la  inmigración 
individual,  que  busca  la  hospitalidad  sometiéndose  sin  reservas 
ala  ley  del  país  que  fraternalmente  la  recibe  en  su  seno.  Factor 
nuevo,  elemento  tranquilo  y  laborioso,  no  pretende  imponer, 
con  la  persona  las  leyes  de  la  patria,  que  fueron  impotentes  para 
sacarlo  victorioso  en  la  ruda  batalla  de  la  vida  y  acata  volunta- 
riamente las  leyes  de  la  Nación  á  cuyo  amparo  se  acoge  en  de- 
manda de  hogar  y  de  trabajo,  de  familia  y  de    felicidad. 

Jurídico  en  la  superficie,  político  en  el  fondo,  el  sistema  de 
la  nacionalidad  confunde  á  sabiendas  dos  órdenes  de  ideas  y 
de  relacionas  tan  distintos  entre  sí,  que  son  en  realidad  diametral- 
mente  opuestos.  El  derecho  político  no  es  el  civil  y  el  ejercicio  de 
la  ciudadanía  es  independiente  de  la  capacidad  de  contratar.  El 
primero  solo  afecta  al  nacional;  mientras  que  el  segundo  tiene 
por  sugeto  al  hombre.  La  ciudadanía  determina  el  goce  de  fun- 
ciones públicas;  mientras  que  la  capacidad  gira  en  la  esfera  de 
los  derechos  privados. 

Las  naciones  americanas,  recibiendo  continuamente  mi- 
llares de  inmigrantes  de  todas  las  nacionalidades  existentes, 
perderían  rápidamente  su  propia  cohesión,  si  la  capacidad  de 
los  inmigrantes,  su  estado  y  familia  hubieran  de  continuar  regidos 
para  siempre  por  las  leyes  de  la  patria  abandonada.  Su  unidad 
política,  expresión  elevada  de  la  soberanía,  no  tardaría  tampoco 
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en  resentirse  de  su  falta  de  unidad  legislativa  y  el  fracciona- 
miento sería  con  el  tiempo  la  amenaza  constante  de  su  integri- 
dad. Ahora  bien,  si  los  pueblos  pueden  jugar,  su  independencia 
al  azar  de  las  batallas,  jamás  la  abdican  voluntariamente  en  a  as 
de  nada  ni  de  nadie. 

Por  lo  demás,  la  nacionalidad  de  difícil  averiguación,  cam- 
biable á  discreción  de  los  individuos,  expuesta  á  duplicarse  legal, 
mente  y  perdible  aún  contra  la  voluntad  de  los  interesados  en 
conservarla,  no  ofrece  ciertamente  base  amplia  y  segura  para 
asentar  sobre  ella  el  principio  regulador  de  la  capacidad  perso- 
nal, como  enérgicamente  lo  demuestran  Alcorta  y  Ramírez,  como 
Asser  lo  reconoce  evasivamente  y  como  implícitamente  lo  decla- 
ra Bar  atribuyéndole  la  ductilidad  de  la  cera  y  la  elasticidad  de 
la  goma. 

El  sistema  de  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  del  acto, 
que  comprende,  entre  sus  combinaciones,  el  de  la  residencia,  por 
efímera  que  sea,  no  ha  logrado  alcanzar  los  honores  de  la  codi- 
ficación y  solo  puede  ostentar  en  su  apoyo  las  opiniones,  discor- 
dantes en  los  detalles,  de  un  escasísimo  número  de  autores,  de 
los  cuales  ninguno  adhiere  francamente  al  principio  de  la  resi- 
dencia pura  y  simple,  que  aparece  sustentado  por  la  minoría  de 
la  Comisión. 

La  primera  combinación  de  Waechter,  fundada  sobre  una 
distinción  injustificable  entre  la  capacidad  y  sus  efectos,  ha  sido 
magistralmente  refutada  por  Savigny,  como  inconsecuente  y  ar- 
bitraria. La  Segunda,  fusión  incoherente  de  la  nacionalidad  con 
el  domicilio,  aunque  propuesta  por  el  Instituto  de  Oxford,  ha 
sido  unánimemente  rechazada  sin  discusión.  La  tercera,  produc- 
to híbrido  de  la  asociación  de  la  ley  personal  con  la  territorial, 
se  resume  en  una  injustificada  división  de  la  capacidad  en  capa- 
cidad de  hecho  y  de  derecho,  cuya  invención  pertenece  á  Bar, 
Freitas  y  Olivart. 

La  mera  residencia  es  circunstancia  demasiado  accidental 
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secundaria  y  variable  para  confiarle  el  régimen  de  la  capacidad 
de  las  personas.  Hoy  aquí,  mañana  allá,  la  capacidad  de  contra- 
trar  surgiría  ó  desaparecería  con  la  misma  facilidad  y  rapidez 
con  que  el  cambio  de  lugar  acarrease  un  cambio  de  legislación. 
Mientras  tanto,  si  hay  algo  en  realidad  indiscutible  es  que  la 
capacidad  de  las  personas,  debiendo  constituir  una  situación 
normal  para  el  ejercicio  de  la  vida  civil,  que  refluye  decisiva- 
mente sobre  la  estabilidad  de  las  transacciones  y  la  seguridad 
de  los  terceros,  no  puede  quedar  á  la  merced  de  cambios 
más  ó  menos  bruscos  y  frecuentes  del  lugar  de  la  simple  re- 
sidencia. 

Partidarios  de  la  nacionalidad,  como  Bard  y  Fiore—  sos- 
tenedores del  domicilio  como  Savigny  y  Story — todos  recono- 
cen que  la  normalidad  de  la  capacidad  de  las  personas  es  un 
principio  esencial  de  la  materia,  debiendo  en  consecuencia  bus- 
carse una  ley  cualquiera,  pero  única  y  durable,  á  la  que  los  ele- 
mentos constitutivos  de  la  personalidad  hayan  de  quedar  ple- 
namente sometidos  para  la  generalidad  de  la  relaciones  jurídi- 
cas, cualquiera  que  sea  el  país  donde  la  persona  resida. 

Esa  ley  no  puede  ni  debe  ser  la  de  la  residencia,  cuyo  ca- 
rácter precario  la  priva  de  toda  fijeza  y  le  imprime  el  sello  de 
una  variabilidad  ilimitada.  No  es  en  el  lugar  de  la  residencia  que 
se  concentran  los  intereses  generales  de  la  persona.  No  es  allí 
que  ella  obra  y  negocia  de  ordinario,  ni  allí  donde  se  forman,  se 
ligan  y  encadenan  sus  relaciones  con  los  demás.  Esencialmente 
accidental  y  transitoria,  sería  antijurídico  que  la  capacidad  de 
las  personas  le  quedara  sometida. 

El  sistema  de  la  ley  del  domicilio  es  defendido  entre  los  an- 
tiguos por  D'  Argentre,  Vcet,  Rodenburgo,  Froland,  Hercio,  Bou- 
llenois  y  Pothier.  Entre  los  modernos,  los  siguen  Merlin,  Deman 
geat,  Borrillich,  Savigny,  SchafTner,  Keller,  Burge,  Phillimore, 
Dicey,  Haus,  Rocco,  Story,  Whaeton,  Pinedo,  Alcorta,  Ramírez 
y  otros.  Está  además  consagrado  por  las  legislaciones  de  Ale- 
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mania,  Inglaterra,  Austria,  Estados-Unidos,  Paraguay  y  Repú- 
blica Argentina. 

Cuando  una  persona  reside  en  algún  país  con  intención  de 
permanecer  en  él  habitualmente,  cuando  se  incorpora  á  la  socie- 
dad, toma  sus  costumbres  y  habla  su  idioma,  cuando  tal  vez, 
contrae  allí  vínculos  estrechos  de  parentesco  y  asienta  el  hogar 
de  su  familia,  cuando  entra  en  relaciones  de  negocio,  dedicándo- 
se normalmente  á  la  industria,  al  comercio  ó  al  trabajo  y  fundan- 
do allí  su  principal  establecimiento,  es  de  interés  general  que 
las  leyes  de  ese  país  rijan  su  estado  y  determinen  su  capacidad 
para  todos  los  actos  de  la  vida  civil, 

La  ley  del  domicilio,  colocando  á  todos  los  habitantes  bajo 
el  imperio  de  una  regla  común,  robustece  la  cohesión  de  las  agru- 
!  paciones  sociales,  facilita  el  desarrollo  de  los  negocios  al  am- 
paro de  una  ley  igual  para  todos,  no  ofrece  el  peligro  de  hallar- 
se sin  ley  ó  de  tropezar  con  una  doble  ley  aplicable  á  la  capaci- 
dad individual  y  respeta  la  autonomía  de  las  personas  de  cuya 
voluntad  depende  la  elección  del  domicilio  adecuado  para  el 
ejercicio  de  sus  derechos  civiles. 

Más  jurídico  que  la  nacionalidad  y  menos  variable  que  la 
residencia,  el  sistema  del  domicilio  resiste  con  éxito  á  los  em- 
bates de  los  partidarios  de  los  otros  sistemas.  Su  carácter  emi- 
nentemente jurídico  previene  las  objeciones  sacadas  de  una  su- 
puesta confusión  entre  el  origo  y  el  domicilium  de  los  antiguos 
tratadistas,  al  mismo  tiempo  que  reviste  las  condiciones  perti- 
nentes de  una  doctrina  de  derecho  privado.  Basado  sobre  la 
permanencia  ordinaria  en  un  lugar  preciso,  ella  le  imprime  un 
sello  de  fijeza  relativa,  que  impide  la  frecuencia  de  los  cambios 
y  que  subsana  todos  sus  inconvenientes,  manteniendo  la  capaci- 
dad adquirida  en  el  domicilio  anterior  y  designando  la  residen- 
cia como  domicilio  del  que  carezca  de  otro  menos  instable. 

Ha  sido  en  virtud  de  estas  consideraciones  generales  que 
la  mayoría  de  la  Comisión  somete  la  capacidad  de  toda  clase  de 
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personas  á  la  ley  de  su  domicilio,  sin  perjuicio  de  los  requisitos 
exijidos  por  las  leyes  del  país,  á  donde  las  personas  jurídicas 
pretendan  trasladarse,  cuando  quieran  ejercer  sus  operaciones 
fuera  de  los  límites  de  aquel  en  que  fueron  creadas,  porque,  sien- 
do de  existencia  puramente  legal,  no  pueden  nacer,  conservarse 
ó  negociar  sino  dentro  del  territorio  á  cuya  soberanía  deben  su 
existencia  jurídica. 

No  obstante  la  influencia  que  el  domicilio  tiene  sobre  las  di- 
versas ramas  del  Derecho  Internacional  Privado,  la  mayoría  de  la 
Comisión  no  ha  creido  del  caso  reglarlo  en  el  Tratado  de  Derecho 
Civil,  ha  preferido  dejarlo  bajo  la  legislación  interna  de  cada  país 
á  que  en  realidad  corresponde  y  se  ha  limitado  por  lo  mismo  á  pr' 
venir  todo  conflicto  posible  entre  las  leyes  de  dos  ó  más  Estados 
declarando  que,  en  caso  de  contradicción,  debe  prevalecer  la  1  y 
del  lugar  de  la  residencia  para  la  determinación  de  las  condic 
nes  constitutivas  del  domicilio  jurídico. 

Análoga  actitud  ha  asumido  con  relación  á  la  ausencia.  Mu 
chos  internacionalistas  se  ocupan  de  ella  con  detención,  pero  la 
mayoría  de  la  Comisión  ha  pensado  que  esa  materia  es  más  biei: 
del  dominio  de  la  legislación  interna  de  cada  país.  Lo  único  in- 
dispensable era  determinar  la  jurisdicción  competente  para  la  de- 
claración de  ausencia  y  los  efectos  legales  que  la  pronunciada  en 
uno  de  los  Estados  debiera  producir  en  el  territorio  de  los  demás. 
Délo  primero  se  ocupará  en  el  título  correspondiente  á  la  juris- 
dicción. Respecto  de  lo  segundo,  ha  decidido  que  los  efectos  jurí- 
dicos de  la  ausencia  sobre  los  bienes  se  determinen  por  la  ley  de 
su  situación  y  que  las  demás  relaciones  jurídicas  del  ausente  si- 
gan gobernándose  por  las  mismas  leyes  que  anteriormente  las 
regian. 

Por  su  parte  el  artículo  4.0  del  Proyecto  de  la  minoría  de 
la  Comisión  ha  basado  la  capacidad  de  las  personas  en  la  ley  del 
lugar  de  su  residencia,  lo  que  marca  su  primer  disentimiento 
fundamental  ó  que  afecta  al  fondo  del  sistema  á  seguir  en    esta 
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materia.  Los  tres  primeros  artículos  corresponden  propiamente 
á  una  ley  ele  ciudadanía  y  en  todo  caso  no  pertenecen  al  Trata- 
do Civil.  El  artículo  5.0  está  en  contradicción  con  el  4.0;  porque 
somete  los  efectos  jurídicos  de  la  capacidad  á  la  ley  del  lugar 
de  la  celebración  del  acto.  El  6.°  es  una  derogación  del  prin- 
cipio de  la  residencia  ó  de  la  celebración,  en  favor  de  las  leyes 
nacionales. 

Los  artículos  7.0  y  3.°  definen  el  domicilio  á  los  efectos 
del  Tratado  y  atribuyen  á  los  incapacitados  el  domicilio  de  sus 
representantes  legales.  El  9.0  sujeta  todos  los  derechos  y  obli- 
gaciones del  ausente  á  la  ley  de  su  último  domicilio,  lo  que  im- 
porta sustraerlos  á  las  leyes  que  debieran  regirlos  según  su  pro- 
pia naturaleza  en  virtud  de  un  hecho  que,  como,  la  ausencia,  no 
puede  surtir  efectos  retroactivos  sobre  relaciones  jurídicas  pre- 
existentes. 

Finalmente  el  Proyecto  de  la  minoría  elimina  ai  párrafo 
de  las  personas  jurídicas  y  la  mayoría  ignora  las  causas  á  que  la 
supresión  obedece.  Si  es  voluntaria,  no  es  justificada:  puesto 
que  la  sociedad  anónima,  forma  típica  de  la  persona  jurídica  de 
carácter  privado,  tiene  en  la  actualidad  una  importancia  extra- 
ordinaria y  es  el  objetivo  de  muchos  libros,  leyes  y  tratados. 
Si  es  involuntaria,  importa  un  vacío  que  la  prudencia  aconseja 
llenar. 


PARTE  SEGUNDA 


Hasta  fines  del  siglo  pasado,  las  naciones  cristianas  y  ca- 
tólicas habían  reputado  el  matrimonio  como  un  verdadero  sa- 
cramento, exclusivamente  regido  por  las  leyes  canónicas,  some- 
tido á  la  jurisdicción  de  la  iglesia,  é  indisoluble  en  consecuencia 
cualquiera  que  fuese  la  causa  alegada. 

El  espíritu  de  análisis,  que  distingue  á  nuestro  siglo,  no  ha 
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tardado  en  separar  el  contrato  civil  de  la  institución  religiosa 
para  sujetarlo  al  imperio  de  la  ley  laica,  entregarlo  á  los  tribu- 
nales seglares  y  autorizar  su  disolución,  en  determinados  casos, 
aún  contra  la  voluntad  de  uno  ú  otro  de  los  contrayentes. 

Sin  embargo,  bajo  cualquier  aspecto  que  sea  considerado, 
el  matrimonio  es  siempre  la  única  base  digna  de  la  familia,  como 
la  familia  es  la  única  base  sólida  de  la  sociedad,  lo  que  basta 
para  explicar  la  atención  solícita  que  el  legislador  le  ha  dispen- 
sado, las  garantías  especiales  de  que  ha  querido  rodearlo,  y  la 
estabilidad,  por  lo  menos  relativa,  que  nunca  ha  dejado  de  acor- 
darle. 

La  naturaleza  íntima  del  matrimonio,  las  vinculaciones 
personales  que  establece  y  las  consecuencias  trascendentales  que 
produce  han  impulsado,  pues,  al  legislador  á  colocarlo  en  una 
categoría  especial,  facilitando  su  celebración,  aceptando  el  con- 
traído en  país  extranjero  y  haciendo  de  ese  solemne  contrato 
la  piedra  angular  de  todas  las  relaciones  de  familia. 

Del  punto  de  vista  internacional,  la  primera  dificultad  que 
el  matrimonio  provoca  es  averiguar  si  la  capacidad  de  los  con- 
trayentes ha  de  ser  regida  por  la  ley  que  la  gobierna  en  general 
ó  lo  ha  de  ser  por  una  ley  especial  en  atención  á  las  especialí- 
simas  relaciones  de  derecho  que  él  engendra. 

Uno  de  los  sistemas  formulados  hace  regir  la  capacidad 
para  casarse  por  la  misma  ley  que  rige  la  capacidad  de  contra- 
tar. Este  sistema  sostenido  por  la  mayoría  de  los  escritores,  en- 
tre ellos  Foelix,  Demolombe,  Bar,  Zacharice,  Phillimore,  Whar- 
ton,  Fiore,  Eperson,  Brocher,  Freitas  y  otros,  ha  sido  también 
aceptado  por  los  códigos  de  Francia,  Italia,  Bélgica,  España, 
Venezuela,  Méjico,  Brasil  y  algunos  otros. 

Sus  razones  están  lejos  de  ser  convincentes.  El  matrimonio 
afecta  sin  duda  la  persona;  pero  la  afecta  de  una  manera  muy 
diversa  que  la  generalidad  de  los  contratos,  así  por  su  natura- 
leza, como  por  sus  condiciones,  efectos  y  duración.    Hay  ade- 
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mas  un  grande  interés  público  en  estimular  y  propagar  la  insti- 
tución matrimonial  y  no  es  por  tanto  de  estrañar  que,  con  ese 
objeto,  la  capacidad  de  los  contrayentes  salga  fuera  de  su  ley 
general. 

Otro  sistema  ha  sido  formulado  por  Savigny  en  favor  de 
la  ley  del  domicilio  del  marido  al  tiempo  de  la  celebración  del 
matrimonio,  pero  aparte  de  que  su  doctrina  no  ha  sido  adopta- 
da por  ningún  otro  jurisconsulto  y  no  ha  sido  incorporada  á 
un  solo  código,  adolece  del  mismo  defecto  que  lo  anterior 
de  asimilar  el  matrimonio  á  los  contratos  ordinarios  de  la  vida 
civil. 

El  último  sistema  es  el  que  sujeta  la  capacidad  de  los  con- 
trayentes á  la  ley  del  lugar  de  su  celebración.  Esta  solución 
apoyada  por  Meier,  Kent,  Burge,  Story,  Halleck,  Lawrence,  Du- 
dley—Field,  Bishop,  Seymour,  Santword,  Parson,  Shelford, 
Beauchetv  y  Gallespie,  ha  sido  adoptada  por  las  legislaciones  de 
Inglaterra,  Estados  Unidos,  Chile,  Paraguay,  República  Argen- 
tina y  República  Oriental  del  Uruguay. 

Aboga  en  favor  de  su  admisión  la  conveniencia  de  faci- 
litar la  celebración  del  matrimonio,  sobre  todo  en  pueblos  es- 
casos de  población  y  favorecidos  por  la  inmigración  europea. 
Siendo  siempre  cierto  el  lugar  de  la  celebración  y  único  para 
ambos  contrayentes,  se  liega  á  la  uniformidad,  que  tanto  allana 
las  dificultades  internacionales  en  materia  de  capacidad.  Tra- 
tándose de  un  acto  que  requiere  multitud  de  formalidades  y 
condiciones  y  en  que  la  voluntad  de  las  partes  predomina  tanto 
para  su  realización,  es  oportuno  buscar  el  acuerdo  de  la  ley  y 
de  la  voluntad  que  concurren  en  el  lugar  de  la  celebración  del 
matrimonio. 

Respecto  á  las  formas  mismas  del  matrimonio,  no  existe 
cuestión  alguna  fundamental;  pues  la  doctrina  y  la  legislación 
están  de  pleno  acuerdo  en  admitir  que  ellas  deben  ajustarse  á  la 
ley  del  lugar  donde  el  acto  se  celebra,  de  suerte    que,    por    esa 
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misma  ley,  deben  decidirse  todas  las  contestaciones   referentes 
á  la  existencia  y  validez  del  matrimonio. 

Solución  tan  uniforme  y  tan  autorizada  no  importa  una 
desviación  de  los  principios  á  que  mas  adelante  se  sujetan  las 
cuestiones  relativas  á  la  forma,  existencia  y  validez  de  los  actos 
jurídicos.  El  matrimonio  se  supone,  siempre  consumado  en  el 
mismo  lugar  en  que  se  celebró  y  la  solución  propuesta  se  convier- 
te asi  en  una  confirmación  de  la  regla  mencionada.  Aún  en  caso 
contrario,  la  desviación,  si  desvación  hubiese,  podria  ser  fácil- 
mente justificada  por  los  mismos  fundamentos  aducidos  respec- 
to de  la  capacidad  de  los  contrayentes. 

Merced  áesta  solución  quedan  virtualmente  eliminadas  to- 
das las  cuestiones  que  los  autores  promueven  acerca  de  los  ma- 
trimonios autorizados  por  agentes  diplomáticos,  los  denomina- 
dos in  fraudem  legis,  los  celebrados  sin  la  ceremonia  religiosa 
prescriptapor  la  ley  personal  de  los  cónyuges  y  los  ajustados  á 
las  prescripciones  de  la  ley  personal  en  contravención  á  la  del 
lugar  de  la  celebración.  Los  primeros  no  serán  válidos  por  falta 
de  autorización,  como  lo  demuestran  Merlin,  Laurent,  Lawrence, 
Olivi,  Brocher  y  Alcorta.  Los  segundos  y  terceros  lo  serán;  por- 
que no  hay  fraude  desde  que  se  observa  una  forma  legal,  como 
lo  enseñan  Story,  Kent,  Schaffner,  Walker,  Ferguston,  Westlake, 
Bar,  Field,  Bishop,  Olivi,  Halleck,  Despagnet  y  Alcorta,  invo- 
cando, entre  otros  fundamentos  una  decisión  de  los  tribunales 
de  Massachussets  y  las  prescripciones  de  los  códigos  del  Para- 
guay y  República  Argentina.  Los  últimos  serán  nulos;  puesto 
que  la  ley  del  matrimonio  debe  tener  la  unidad  necesaria  para 
evitar  que  su  validez  adolezca  de  intermitencias  de  lugar  ó  de 
tiempo,  como  lo  sostienen  Merlin,  Story,  Duguid  Pic-Ver- 
ger,  Despagne  y  Alcorta,  cuyas  opiniones  están  de  acuerdo 
con  lo  resuelto  en  los  códigos  del  Paraguay  y  República  Argen- 
tina. 

Por  lo  que  hace  á  las  relaciones  personales  de  los  casados, 
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siendo  las  leyes  que  las  establecen  de  verdadero  orden  público, 
en  razón  de  los  motivos  de  interés  general  que  las  animan,  no 
pueden  .c.er  regidas  por  otra  ley  que  la  del  domicilio  matrimo- 
nial, como  lo  serían  también  aunque  no  se  tratase  de  leyes  de 
orden  público,  en  virtud  de  las  razones  expuestas  acerca  de  la 
capacidad  délas  personas  en  general. 

Finalmente  todo  lo  que  atañe  á  la  separación  temporal  de 
los  esposos  debe  ser  regido  por  la  ley  del  domicilio  conyugal  á 
mérito  de  las  mismas  razones;  mientras  que  la  disolución  del 
vínculo  matrimonial  solo  queda  sujeta  á  la  misma  ley,  bajo  la 
explícita  condición  de  que  la  causal  alegada  para  la  disolución 
sea  también  autorizada  por  la  que  gobierna  la  validez  del  matri- 
nio,  es  decir,  la  ley  que  presidió  á  su  celebración. 

Definidas  las  leyes  que  rigen  el  matrimonio  bajo  todos  sus 
aspectos,  quedan  implícitamente  determinadas  las  que  deben 
gobernar  las  relaciones  de  familia  que  nacen  del  matrimonio  co- 
mo la  filiación  legítima,  la  legitimación  por  subsiguiente  matrimo- 
nio y  la  patria  potestad  asi  como  la  tutela  y  cúratela  destinadas  á 
suplirla  en  los  casos  correspondientes.  La  filiación  y  la  legitima- 
ción se  reglan  por  la  misma  ley  del  matrimonio:  las  relaciones 
personales  entre  padres  é  hijos,  tutores  é  incapaces,  como  las  de 
marido  y  mujer,  por  la  ley  del  domicilio  de  la  persona  que  ejer- 
cita el  cargo:  las  que  afecten  los  bienes  por  la  de  su  respectiva 
situación,  sin  perjuicio  de  que  la  ley  del  lugar  de  la  residencia 
determine  las  medidas  urgentes  indispensables  para  mantener  la 
autoridad  del  marido  sobre  la  mujer,  de  los  padres  sobre  los  hi- 
jos y  de  los  guardadores  sobre  sus  pupilos,  medidas  que  son  de 
carácter  excepcional  y  á  menudo  puramente  preventivas  ó  po- 
liciales. 

Es  muy  satisfactorio  para  la  mayoría  de  la  Comisión  ha- 
cer constar  que  el  Proyecto  de  la  minoría,  somete  igualmente  la 
validez  del  matrimonio  á  la  ley  del  lugar  de  su  celebración,  lo 
que  la  induce   á  pensar   que  también  le  somete  todo  lo  relativo 


á  la  capacidad  de  los  contrayentes  y  á  las  formas  del  acto.  Sien- 
te sí,  que  la  integridad  del  sistema  haya  sido  mutilada  por  las 
excepciones  introducidas  en  el  inciso  2.°  artículo  10  y  en  el  ar- 
tículo 1 1  en  favor  de  la  ley  nacional  de  los  contrayentes;  por- 
que aunque  tomadas  del  código  de  Chile,  la  reputa  infundadas 
por  las   razones  ya  emitidas. 

Es  del  mismo  modo  penoso  para  la  mayoría  de  la  Comi- 
sión, observar,  en  cumplimiento  de  sus  deberes  austeros,  que  el 
Proyecto  de  la  minoría,  mutilando  el  de  la  mayoría,  no  determi- 
na la  ley  aplicable  á  las  relaciones  personales  de  los  esposos'  y 
guarda  profundo  silencio  acerca  de  la  filación,  la  patria  potestad, 
la  tutela  y  cúratela,  materias  que  son  incuestionablemente  del 
resorte  de  un  Tratado  Civil  Internacional  y  cuya  eliminación  no 
puede  por  lo  mismo  esplicarse  satisfactoriamente. 


DE  LOS  BIENES 

Los  bienes,  que  constituyen  otro  de  los  sugetos  del  Dere- 
cho Civil  se  dividen  en  corporales  é  incorporales  y  los  corpora- 
les se  subdividen  en  raices  y  muebles. 

Acerca  de  los  bienes  raices,  la  doctrina  y  la  legislación 
han  estado  siempre  de  acuerdo  para  someterlos  al  imperio  de 
la  ley  del  lugar  de  la  situación.  Profesado  este  sistema  por  los 
autores  de  todos  los  tiempos,  ha  sido  adoptado  por  los  códigos 
de  todos  los  paises.  La  supremacía  de  la  le}r  territorial  en  el  ré- 
gimen de  los  inmuebles  parecía  asi  un  axioma  consagrado  por 
la  triple  autoridad  de  la  tradición  histórica,  de  la  ciencia  jurídi- 
ca y  del  derecho  positivo. 

Fiore  y  Laurent,  adeptos  fervientes  de  la  escuela  que  pre- 
tende personalizar  toda  ley,  han  llevado  sin  embargo  su  fanatis- 
mo doctrinario  hasta  sostener  que  los  bienes  raices  deben  su- 
bordinarse á  la  ley  nacional  del  propietario   en   todas    aquellas 
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relaciones  de  orden  privado,  que  no  rocen  directamente  los  in- 
tereses políticos,  económicos  ó  sociales  del  país  donde  se  hallen 
ubicados. 

Hace  cerca  de  un  siglo  que  Portalis,  invocando  la  soberanía 
del  Estado,  condensó  en  breves  y  elocuentes  palabras  el  funda- 
mento capital  de  la  preeminencia  de  la  ley  territorial  sobre  los 
inmuebles.  Apesar  de  su  indisputable  talento,  Fiore  ha  sido 
desautorizado  por  el  código  civil  de  Italia,  que  sanciona  el 
principio  universal.  Laurent  con  toda  su  erudición  y  toda  su 
autoridad  no  ha  logrado  imponerse  á  la  Comisión  Revisora 
1el  Código  Civil  Belga,  que  lo  refuta  victoriosamente. 

Innovación  tan  gratuita  como  aventurada  ha  sucumbido, 
a] cha  y  sin  esfuerzo,  bajo  el  peso  de  su  propia  enormidad  y 
,  :nas  se  concibe  que  haya  sido  formulada  por  inteligencias 
tan  distinguidas;  puesto  que  ataca  el  predominio  de  la  sobera- 
nía local,  carece  de  toda  precisión  científica  y  solo  ofrece  un 
sistema  incompleto  de  soluciones  para  las  dificultades  de  que  el 
régimen  de  los  inmuebles  quedaría  plagado,  si  hubiera  de  pres- 
cindirse  de  su  ley  natural  que  es  la  del  lugar  de  su  situación. 

Abarcando  la  soberanía  del  Estado  todo  el  territorio  so- 
metido á  su  imperio  y  jurisdicción,  su  unidad,  integridad  é  indi- 
visibilidad exigen  que  ella  retenga  el  régimen  universal  de  la 
propiedad;  que  fije  la  condición  jurídica  de  las  cosas;  que  deter- 
mine las  que  sean  enagenables;  que  regle  los  derechos  del  pro- 
pietario y  del  poseedor:  en  una  palabra  que  predomine,  con  ex- 
clusión de  cualquiera  otra,  sobre  todo  cuanto  se  refiera  á  los  de- 
rechos reales  de  que  los  bienes  son  susceptibles. 

Laurent,  que  es  el  que  mas  netamente  ha  formulado  la  nue- 
va doctrina,  reconoce  que  el  régimen  de  los  inmuebles  afecta  en 
el  más  alto  grado  el  interés  social  de  la  Nación  donde  están  ubi- 
cados. Ahora  bien,  siendo  un  principio  incontestable  que  la  ley 
personal  debe  subordinarse  á  la  territorial,  siempre  que  el  inte- 
rés social  resulte  comprometido,  su  doctrina  conduce  á  los  mis- 
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mos  resultados  que  el  sistema  tradicional  que  pretende  reempla- 
zar y  es  la  ley  de  la  situación  de  los  inmuebles  la  que  se  aplica 
en  definitiva,  merced  al  elemento  del  interés  social,  cuyos  lími- 
tes no  es  dado  fijar  de  antemano  con  toda  precisión  y  cuya  in- 
tervención no  puede  menos  de  complicar  gravemente  las  cues- 
tiones de  suyo  graves  que  lleguen  á  suscitarse. 

Aún  dejando  de  lado  las  dificultades  inherentes  á  la  incer- 
tidumbre  de  la  nacionalidad  y  su  lucha  tenaz  con  la  teoría  del 
domicilio,  también  personal,  el  nuevo  sistema  deja  insolubles 
muchas  otras  que  surjen  á  cada  paso.  ¿Qué  ley  se  aplicará  cuan- 
do la  persona  del  propietario  sea  desconocida?  ¿Qué  ley  debe 
primar  siempre  que  se  trate  de  una  cuestión  de  dominio  entre 
personas  de  distintas  nacionalidades?  Si  la  cosa  perteneciese  á 
varias  personas,  nacionales  de  diversos  países  ¿la  ley  de  cuál  de 
ellas   sería  preferida? 

Lo  arbitrario  del  sistema  de  la  personalidad  de  las  leyes 
reguladoras  de  los  inmuebles,  sus  deficiencias  é  impracticabilidad 
surjen  en  el  momento  mismo  en  que  se  trata  de  su  aplicación' 
de  suerte  que  no  sería  jurídico  ni  posible  abandonar  el  tradicio- 
nal sistema  de  la  ley  territorial,  que,  basado  sobre  el  hecho  visi- 
ble de  la  situación,  resuelve  segura  y  uniformemente  todas  las 
dificultades  que  pueden  presentarse  en  las  relaciones  de  la  vida 
diaria. 

Por  lo  que  hace  á  los  bienes  muebles,  la  doctrina  y  la 
legislación  no  han  sido  unánimes  ni  consistentes.  Los  viejos  es- 
tatutarios los  hacían  depender  de  la  ley  personal  del  propieta- 
rio y  algunos  tratadistas  modernor  repiten  todavía  su  pintoresco 
adagio  movilia  ossibus  inheerent.  Los  códigos  antiguos  adoptaron 
el  mismo  sistema  y  ios  menos  recientes  lo  conservan  aún. 

Los  jurisconsultos  alemanes  Waechter  y  Savigny  han 
sido  los  primeros  en  repudiar  la  distinción  entre  muebles  é  in- 
muebles, como  incompatible  con  la  verdadera  naturaleza  de  las 
cosas  é  inconsecuente  con  el  principio  fundamental  de  la  sobe- 
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ranía  del  Estado.  La  nueva  doctrina  de  tan  eminentes  juriscon- 
sultos ha  sido  prohijada  en  Europa  por  Bar,  Marcadé,  Demo- 
lombe,  Fiore,  Lamonaco,  Phillimore,  Westlake,  Asser,  Rivier, 
Laurent,  los  Revisadores  del  código  belga  y  otros  muchos.  Whae-- 
ton,  Bello,  Sanojo,  Chacón,  Freitas,  Alcorta  y  Ramírez,  la  siguen 
en  América.  El  mismo  Bard,  acérrimo  partidario  de  la  doctrina 
opuesta,  se  vé  forzado  á  declarar  que  si  los  muebles  están,  en  teo- 
ría, sometidos  á  la  ley  del  domicilio,  el  principio  es  rara  vez  apli- 
cable, de  hecho,  por  razones  de  orden  público,  de  modo  que  la 
regla  resulta  prácticamente  la  excepción  y  que  los  muebles  son 
casi  siempre  regidos  por  las  leyes  del  país  donde  están  mate- 
rialmente situados. 

El  considerable  desenvolvimiento  de  la  importancia  de  los 
bienes  muebles  en  nuestros  dias  ha  llamado  la  atención  de  los 
legisladores  acerca  de  su  verdadera  naturaleza,  de  su  situación 
efectiva  y  de  la  ley  que  debe  en  consecuencia  regirlos.  Recha- 
zando la  tradicional  distinción  que  los  sometía  á  un  régimen  di- 
ferente del  de  los  inmuebles,  los  códigos  de  Baviera,  Colombia 
San  Salvador,  Chile,  Paraguay  y  República  Argentina  sujetan 
los  unos  y  los  otros  al  imperio  de  la  ley  territorial.  Aún  el  códi- 
go de  Italia,  monumento  legislativo  del  predominio  de  la  ley 
personal,  después  de  imponerles  la  ley  nacional  del  propietario, 
no  ha  podido  abstenerse  de  dejar  á  salvo  las  disposiciones  de 
la  ley  del  país  donde  se  encuentren,  salvedad  tachada  por  Asser 
como  falta  de  rigor  jurídico  y  que  es  más  bien  un  homenage  jus" 
tamente  rendido  al  predominio  inevitable  de  la  ley  local. 

La  verdad,  nada  más  que  la  verdad  se  necesita  para  de- 
mostrar la  justicia  de  la  asimilación  de  muebles  é  inmuebles  del 
punto  de  vista  de  la  ley  aplicable  á  los  unos  y  los  otros.  Preten- 
der que  los  muebles  carecen  de  situación  es  sustituir  la  ficción  á 
la  realidad;  porque,  de  hecho,  los  muebles  tienen  una  situación 
efectiva  en  el  lugar  donde  se  encuentran.  Que  carezcan  de  situa- 
ción fija,  en  el  sentido  de  que  pueden  ser  fácilmente  trasladados, 
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prueba  por  el  contrario  que  tienen  una  situación  real,  sin  la  cual 
el  cambio  de  lugar  resultaría  absolutamente  inconcebible.  Que 
no  estén  siempre  adheridos  al  suelo  nacional,  no  impide  tampoco 
que  estén  dentro  del  territorio  patrio  y  que  deban  en  consecuen- 
cia regirse  por  sus  leyes  al  mismo  título  que  los  inmuebles. 

La  doctrina  tradicional,  tan  opuesta  en  apariencia  á  la  uni- 
dad de  la  ley  reguladora  de  muebles  é  inmuebles,  es  en  el  fond0 
el  testimonio  maj  concluyente  que  pudiera  aducirse  contra  la 
separación  establecida  por  ella  misma.  Para  demostrar  que  los 
muebles  debían  regirse  por  la  ley  personal  de  su  propietario,  les 
atribuía  una  situación  ficticia  en  el  lugar  donde  él  se  hallaba  do- 
miciliado. Esta  ficción,  que  ligaba  los  muebles  al  lugar  de  su  su- 
puesta situación,  tenia  precisamente  por  objeto  escapar  al  re- 
proche de  inconsecuencia  en  la  determinación  de  la  ley  aplicable 
y  permite  deducir  con  seguridad  que,  si  la  ley  del  domicilio  los 
regia,  no  era  en  el  carácter  de  ley  personal  del  propietario,  sino 
de  ley  real  impuesta  por  la  situación  de  la  cosa  misma. 

Algunos  de  las  autores  y  códigos  invocados  en  favor  de 
la  asimilación  de  los  muebles  á  ios  raices,  del  punto  de  vista  de 
la  ley  por  la  cual  deben  regirse,  exceptúan  los  muebles  en  trán- 
sito y  los  de  uso  personal  del  propietario  para  someterlos  á  la 
ley  de  su  domicilio;  pero  esta  desviación  del  principio  general 
de  la  situación  envuelve  una  positiva  inconsecuencia,  enérgica- 
mente rechazada  por  Laurent  y  la  Comisión  Examinadora  del 
código  civil  belga  asi  como  por  los  códigos  de  Baviera  y  de 
Chile,  que  son  completamente  radicales  sobre  la  materia. 

De  la  circunstancia  de  que  algunos  bienes  muebles  estén 
destinados  á  cambiar  de  situación  más  á  menudo  que  otros,  co" 
mo  el  equipage  de  un  viajero  y  las  mercaderías  en  tránsito,  no 
se  sigue  que  sea  lógico  abandonar  el  principio  que  reposa  so- 
bre la  situación  de  hecho  de  los  objetos  de  que  se  trata.  La  fa- 
cilidad y  frecuencia  con  que  ellos  mudan  de  lugar  causará  talvez 
una  gran  dificultad  de  hecho  para  la  determinación  de  la  ley  apli- 


cable  al  caso  especial  que  la  motiva;  mas  no  implica  la  necesidad, 
ni  la  conveniencia,  ni  la  justicia  de  abandonar  el  principio  ver- 
dadero para  sustituirlo  por  otrc  ficticio.  Más  ó  menos  accidental 
y  pasagera,  tales  objetos  tendrán  siempre  una  situación  y  ella 
es  el  antecedente  de  hecho  que  justifica  la  aplicación  del  derecho 
territorial. 

En  lo  que  concierne  á  los  muebles  especiales  destinados 
al  servicio  de  la  persona,  sería  poco  jurídico  y  equitativo  sus- 
traerlos á  la  ley  del  país  donde  se  encuentran  y  despojar  á  les 
acreedores  cíelas  garantías  que  la  ley  territorial  les  acuerda.  Si 
se  trata  de  mercaderías  en  tránsito,  rara  vez  serán  materia  de  de- 
rechos reales  y  difícilmente  podrán  ser  detenidas  por  los  acree- 
dores locales;  pero  no  existe  razón  alguna  jurídica  para  eximir- 
las de  la  ley  del  lugar  por  donde  pasan,  mientras  se  encuentren 
en  él.  Por  breve  y  precaria  que  se  suponga  su  estadía  en  el  terri- 
torio, es  la  ley  de  ese  territorio  la  que  impera  sobre  ellos,  siem- 
pre que  se  trate  del  ejercicio  de  cualquier  derecho  real. 

De  acuerdo  con  las  precedentes  consideraciones,  la  mayo- 
ría de  la  Comisión  ha  redactado  el  título  de  los  bienes  proscri- 
biendo toda  distinción  entre  muebles  é  inmuebles,  sujetándolos 
sin  excepción  á  la  ley  del  lugar  donde  existan,  fijando  la  ubica- 
ción de  los  buques  y  sus  cargamentos  en  aguas  no  jurisdicciona- 
les, situando  los  derechos  creditorios  en  el  lugar  en  que  la  obliga- 
ción debe  ser  cumplida,  poniendo  los  derechos  adquiridos  sobre 
muebles  á  cubierto  de  un  cambio  posterior  de  situación  y  pre- 
viendo el  caso  en  que  la  ley  del  nuevo  lugar  exija  otras  condicio- 
nes de  forma  ó  de  fondo  para  la  adquisición  y  conservación  de 
tales  derechos. 

La  mayoría  ha  observado  con  profunda  satisfacción  que 
la  minoría  asimila  también  los  bienes  muebles  á  los  raíces,  los 
sujeta  sin  excepción  al  imperio  de  la  ley  territorial  y  asigna 
idéntica  ubicación  á  los  buques,  cargamentos  y  derechos  credi- 
torios, de  suerte  que,  tanto  por  uno  como  por  otro  título,   la  ca- 
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lidad  de  las  cosas,  su  enagenabilidad,  la  adquisición,  conservación 
y  extinción  de  todo  derecho  real  por  su  naturaleza  es  gobernada 
por  la  ley  local. 

Toda  su  disidencia  sobre  esta  importante  materia,  se  re- 
duce á  introducir  una  salvedad  en  favor  de  la  valfdez  de  los  con- 
tratos celebrados  en  países  distintos  del  de  la  situación  de  los 
bienes  y  á  suprimir  las  reglas  propuestas  para  el  caso  de  cual- 
quier cambio  de  la  situación  de  los  muebles.  La  salvedad,  saca- 
da del  código  de  Chile,  es  ajena  á  este  título  que  se  concreta  al 
régimen  de  los  bienes  y  propiamente  corresponde  al  título  de  los 
actos  jurídicos,  La  supresión  envuelve  una  omisión  tanto  menos 
justificada  cuanto  que  los  artículos  19  y  21  de  su  contra-proyec- 
to preven  el  caso  respecto  de  la  prescripción.  Pero  sea  de  esto 
lo  que  fuere,  la  verdad  es  que  la  minoría  ha  reproducido  la 
parte  fundamental  del  título  de  la  mayoría  y  que  las  disidencias 
apuntadas  salen  de  los  límites  de  la  discusión  general. 


DE  LOS  ACTOS  JURÍDICOS 

Los  actos  jurídicos,  considerados  en  sí  mismos  y  con  abs- 
tracción de  las  personas,  constituyen  el  tercer  sugeto  del  derecho. 

Siendo  el  vasto  campo  donde  la  vida  civil  se  desarrolla 
activamente,  era  de  esperar  que  la  ciencia  les  hubiera  trazado 
de  tiempo  atrás  reglas  fijas,  claras  y  precisas,  que,  comunmente 
aceptadas,  sirviesen  de  guía  á  los  contrayentes,  cerrasen  la 
puerta  á  las  asechanzas  de  la  mala  fé  y  evitasen  las  contestacio- 
nes judiciales,  que  tanto  perjudican  á  la  seguridad  de  las  tran- 
sacciones y  que  tan  alarmantes  proporciones  han  tomado  en 
nuestros  dias. 

Nada,  por  desgracia,  está  más  distante  de  la  realidad.  La 
diversidad  de  los  sistemas  y  la  disconformidad  de  las  opiniones, 
ejerciendo  su  influencia  deletérea  sobre  la  doctrina  y  la  legisla- 
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ción,  han  oscurecido  la  materia  y  plagádoia  de  dificultades  in- 
superables, no  para  el  común  de  las  gentes,  sino  aún  para  los 
hombres  encanecidos  en  ei  estudio  de  la  ciencia.  Parecerá,  pues, 
quimérico  y  hasta  pretencioso  buscar  siquiera  un  rayo  de  luz  pa- 
ra proyectarlo  sobre  este  verdadero  caos;  pero  intentarlo  es  un 
deber  y  los  deberes  no  se  discuten. 

Desde  los  tiempos  mas  remotos,  la  libertad  de  las  partes 
es  el  principio  que  domina  soberanamente  la  materia  de  los  actos 
jurídicos.  La  voluntad  individual  es  la  primera  regla  de  las  con- 
venciones humanas  y  por  eso  se  repite  siempre  que  las  conven- 
ciones legalmente  celebradas  son  la  ley  de  los  contrayentes.  No 
es  necesario  que  ellos  determinen  las  cláusulas  todas  de  su  con- 
trato: les  basta  referirse  á  una  ley  cualquiera  para  que  se  la  re- 
pute incorporada  á  la  convención.  Tan  amplia  autonomía  no  re- 
conoce otras  limitaciones  que  las  que  derivan  de  la  organización 
política,  del  orden  público  ó  de  las  buenas  costumbres  del  país 
cuyas  leyes  hayan  de  regir  la  relación  jurídica  que  se  procure 
contraer. 

Cuando  las  partes,  renunciando  á  su  libertad  de  acción,  no 
hayan  fijado  expresa  ni  tácitamente  la  ley  á  que  desean  some- 
ter sus  estipulaciones,  entonces  la  autoridad  debe  intervenir,  á 
título  de  soberana,  para  designar  esa  ley  y  desde  este  momento 
aparecen  la  confusión  de  las  ideas,  la  contradicción  de  los  siste- 
mas, la  disconformidad  de  las  doctrinas  y  la  oposición  de  las  de- 
cisiones legislativas  ó  judiciales  llamadas  á  resolver  el  conflicto. 

Apreciando  en  conjunto  los  autores  y  los  códigos,  puede 
afirmarse,  sin  temor  de  contradicción,  que  ellos  distinguen  en 
las  obligaciones  convencionales  las  formas  externas,  su  sustan- 
cia intrínseca;  sus  efectos  ordinarios,  sus  consecuencias  acciden- 
tales y  por  fin  su  correspondiente  ejecución,  comprendiendo 
dentro  de  estas  denominaciones  relativamente  generales  todos 
los  numerosos  elementos  que  atañen  á  la  celebración,  validez  y 
cumplimiento  de  dichas  obligaciones. 
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Por  lo  que  hace  á  las  formas  externas,  la  opinión  corriente 
entre  escritores  y  codificadores  las  hace  depender  de  la  ley  del 
lugar  donde  el  acto  se  celebró.  Regla  al  parecer  tan  sencilla  y 
'tan  justa,  no  deja  sin  embargo  de  suscitar  serias  dificultades  en 
su  aplicación.  ¿Dónde  se  entiende  celebrado  el  contrato  sobre 
todo  entre  ausentes  por  medio  de  correspondencia  ó  de  manda- 
tarios? ^Comprende  los  contratos  sobre  bienes  situados  en  dis- 
tinto país,  sea  que  sus  leves  exijan  ó  no  formas  especiales  para 
reconocerlo  y  respetarlo?  ¿Si  la  obligación  ha  de  ser  ejecutada 
en  otro  lugar  podrá  ser  regida  por  distinta  ley  que  la  suya? 
Fcelix,  que  ha  sido  el  más  ardiente  propagandista  de  la  regla  y 
que  en  su  apoyo  invoca  cerca  de  cuarenta  autores,  se  vé  forza- 
do á  introducir  distinciones  y  admitir  excepciones,  que.  por  lo 
menos,  limitan  en  grande  escala  su  aplicación. 

Respecto  á  la  sustancia  intrínseca,  Fcelix  y  Fittman  sos- 
tienen que  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  comprende  también 
la  perfección,  naturaleza,  validez  é  inteligencia  de  la  convención 
asi  como  las  acciones  rescisorias,  resolutorias  ó  revocatorias  que 
procedan  de  ella  misma.  Laurent  y  Despagnet  someten  el  objeto 
del  contrato  al  imperio  de  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  y 
sus  vicios  sustanciales  á  la  ley  nacional  de  las  paites.  Freitas ad- 
hiere á  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  en  cuanto  al  objeto  del 
acto  y  reserva  los  vicios  sustanciales  para  la  ley  del  lugar  del 
juicio.  Merlin,  Demangeat,  Re  eco,  Fiore,  Casanova,  Olivart  y 
otros  sujetan  el  objeto  y  todos  los  vicios  de  que  la  convención 
pudiera  adolecer  á  la  ley  del  lugar  de  la  celebración.  No  obstan- 
te la  profunda  anarquía  de  sus  opiniones,  todos  ó  casi  todos  están 
de  acuerdo  en  dejar  fuera  del  dominio  de  la  ley  del  lugar  de  la 
celebración  varias  excepciones,  entre  las  cuales  sobresalen,  en 
primer  término,  todos  los  coiuratos  á  ejecutar  en  otro  país  por 
la  naturaleza  de  las  cosas,  la  voluntad  de  las  partes  ó  la  disposi- 
ción de  las  leyes. 

En  cuanto  á  los  efectos  ordinarios,  Merlin,  Fcelix,   Rocco, 
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Weiss,  Haus,  Eperson,  Lomonaco,  Massé,  Bard,  y  otros  los  dis- 
tinguen de  las  consecuencias  accidentales  para  regir  los  efectos 
por  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  y  las  circunstancias  por  la 
del  lugar  de  la  ejecución  ó  de  los  hechos,  según  los  casos  res- 
pectivos; mientras  que  Bar,  Fiore,  Asser,  Laurent  y  otros  recha- 
zan toda  distinción  entre  efectos  y  consecuencias  para  someter- 
los á  la  ley  del  lugar  del  domicilio  del  deudor,  á  la  del  lugar  de 
la  ejecución  del  contrato  ó  á  la  del  lugar  de  su  celebración,  de 
acuerdo  con  sus  respectivos  principios  fundamentales  en  ma- 
teria de   obligaciones. 

Finalmente,  acerca  del  cumplimiento  del  contrato,  todos 
están  de  acuerdo  en  ajustarlo  á  la  ley  del  lugar  de  antemano  de- 
signado para  su  ejecución,  ya  sea  por  la  situación  ele  la  cosa  ob- 
jeto de  la  obligación,  ya  por  mandato  del  legislador,  ya  por  elec- 
ción de  los  contrayentes,  con  las  restricciones  de  orden,  aún 
cuando  no  lo  estén  precisamente  acerca  de  lo  que  la  ejecución 
debe  comprender,  como  resulta  de  la  confrontación  de  los  auto- 
res mencionados  y  demás  que  se  ocupan  del  punto  en  cuestión. 

No  obstante  lo  somero  de  la  precedente  exposición  ella 
basta  para  poner  de  manifiesto  que  toda  la  ciencia  de  los  trata- 
distas, sus  libros  y  discusiones  no  han  logrado  arribar  á  conclu- 
siones netas  y  precisas,  que  se  impongan  al  común  consenso, 
para  la  resolución  de  la  innumerable  diversidad  de  cuestiones 
que  se  agitan  con  motivo  de  las  obligaciones  convencionales, 
tipo  el  más  frecuente  y  trascendental  de  los  actos  jurídicos,  de 
manera  que  esta  importantísima  materia  del  derecho  constituye 
en  la  actualidad  un  laberinto,  cuyas  dificultades  se  agravan  en 
razón  directa  de  las  nuevas   disidencias  que  aparecen. 

En  prensencia  de  semejante  situación,  todo  espíritu  recto  y 
lógico  es  insensiblemente  conducido  á  preguntarse  si  no  será  lí- 
cito prescindir  de  todos  estos  sistemas  oscuros,  hostiles  y  con- 
tradictorios* para  buscar  la  solución  del  problema  en  la  dopción 
de  otro  sistema  más  simple,  más  racional  y  más  científico,  que, 
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sometiendo  las  relaciones  jurídicas  á  una  sola  ley,  despeje  la  ma- 
teria de  todas  las  dificultades  que  la  rodean,  la  oscurecen  y  la 
dominan. 

La  afirmativa  sería  una  temeridad  imperdonable  si  ella  no 
pudiera  apoyarse  en  la  doctrina  de  eminentes  jurisconsultos  é 
invocar  lo  autoridad  de  códigos  respetables.  El  nudo  gordiano 
se  desata  proscribiendo  la  funesta  influencia  de  la  ley  del  lugar 
de  la  celebración  para  sujetarse  exclusivamente  á  la  ley  del  lu- 
gar de  la  ejecución  de  las  convenciones.  Tal  es,  en  esencia  el  sis- 
tema bosquejado  por  Wacether,  desarrollado  por  Savigny,  apo- 
yado por  Phillimore,  ampliado  por  Ramírez  y  que  propiamente 
arranca  del  derecho  romano,  esa  fuente  inagotable  de  equidad, 
de  justicia  y  de  ciencia.  Tal  es  sobre  todo,  por  aventurado  que 
parezca  decirlo,  el  sistema  que  fatalmente  fluye  de  las  opiniones 
y  decisiones  de  los  mismos  autores  y  códigos  que  más  ostensi- 
blemente lo   contradicen. 

Aun  cuando  la  re^la  locus  regit  actum  goce   de   incuestio- 
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nable  autoridad  desde  el  tiempo  de  los  grandes  estatutarios, 
haya  atravesado  incólume  las  vicisitudes  científicas  de  los  úl- 
timos tiempos  y  haya  llegado  hasta  nosotros  rodeada  de  una 
aureola  que  todavía  deslumbra  á  espíritus  selectos,  la  verdad  es 
que  nadie  conoce  con  exactitud  su  verdadero  origen,  ni  la 
época  en  que  apareció,  ni  la  órbita  precisa  de  su  acción. 

Háse  pretendido  derivarla  del  derecho  romano;  pero  esa 
pretensión  se  estrella  contra  el  testo  expreso  de  la  ley  de  21 
del  Dijesto  título  De  obligationibus  et  actionibus.  Bartolo  ha 
sido  indicado  como  su  verdadero  autor;  pero,  simple  glosador 
de  las  leyes  romanas,  no  podia  rebelarse  contra  su  autoridad 
para  cambiar  su  letra  ni  torcer  su  espíritu.  Háse  atribuido  por 
último  á  los  estatutarios;  pero,  si  bien  su  notoriedad  data  de  la 
edad  media,  ninguno  de  ellos  se  proclama  su  autor  y  muchos 
de  ios  mas  famosos  desconocen  su  imperio. 

,    Restringida  por  algunos  autores  modernos  á  la  forma  ini- 


cialde  los  contratos,  extendida  por  otros  á  todo  lo  que  se  re- 
fiere ásu  naturaleza,  validez  ó  alcance  y  ampliada  por  no  pocos 
hasta  entregarle  los  vicios  sustanciales  de  que  pudieran  adole- 
cer, ninguno  ha  osado  someterle  nada  de  cuanto  se  refiere  á  su 
ejecución,  que  es  precisamente  el  objetivo  final  de  todo  contrato, 
como  que  comprende  todas  las  prestaciones  recíprocas  de  las 
partes  acerca  de  la  entrega  y  recepción  de  la  cosa,  modo  del 
pago  y  moneda  en  que  debe  verificarse,  ofertas  reales  y  con- 
signación del  precio,  obligación  de  dar  recibo  y  mora  del  deu- 
dor, intereses  moratorios  y  daños  y  perjuicios  de  la  inejecución, 
así  como  todos  los  incidentes  que  pudieran  suscitarse  á  su  res- 
pecto. 

Trátase  de  una  regla  tan  incierta,  tan  vaga  y  tan  controver- 
tible, que  sus  propios  defensores  no  han  logrado  ponerse  de  acuer- 
do sobre  su  carácter  para  decidir  si  es  facultativa  ú  obligatoria.  A 
la  vez  que  Wacether,  Savigny,  Rocco,  Feelix,  Massé,  Phillimore, 
Whaeton,  Bard,  Despagnet,  Olivart,  y  Pimenta  Bueno,  sostienen 
que  es  puramente  facultativa,  Merlin,  YYestlake,  Story,  Napolita- 
ni,  Asser  y  Laurent  la  declaran  rigurosamente  obligatoria  y  Ma- 
ssé, Vaquette,  Mancini,  Fiore  y  Lomonaco,  aceptando  su  carác- 
ter imperativo,  hacen  una  excepción  en  favor  de  la  ley  nacional 
de  los  contrayentes.  ¿Qué  regla  es  esta  que  tales  cuestiones  sus- 
cita, qué  á  tan  fundamentales  disentimientos  se  presta  y  cuyo 
único  resultado  es  colocar  la  ciencia  en  la  pendiente  fatal  de  la 
confusión,  de  la  incertidumbre  y  de  la  anarquía? 

Por  otra  parte,  las  razones  aducidas  en  defensa  de  la  regla 
no  resisten  al  mas  ligero  examen,  su  completa  insuficiencia  para 
dirimir  los  conílictos  de  la  materia  es  confesada  por  sus  propios 
defensores  y  su  absoluto  rechazo  se  impone  como  un  deber  ine- 
ludible de  la  ciencia,  que  no  puede  sacrificar  la  severidad  de  sus 
principios,  la  exactitud  de  sus  deducciones  y  la  estabilidad  de 
las  convenciones  humanas  en  aras  de  sentencias  anónimas  sin 
mas  título  que  el  tiempo,  ni  mas  fundamento  que  la  rutina. 
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Del  mismo  modo  que  las  personas,  que  tienen  bienes  si- 
tuados en  distintas  partes,  están  obligadas  á  conocer  las  leyes 
que  los  rigen  en  cada  Nación,  también  lo  están  á  conocer  las 
leyes  del  país  donde  han  de  ejercitar  los  derechos  ó  cumplir  las 
obligaciones  procedentes  de  sus  contratos,  cualquiera  que  sea 
el  lugar  de  su  celebración.  Esta  obligación  no  compromete  la 
subsistencia  de  los  actos  celebrados  de  buena  fé,  siempre  que 
sean  ajustados  á  su  ley,  ya  porque  los  actos  jurídicos  además  de 
sinceros,  deben  ser  legales,  ya  por  que  no  se  trata  de  repudiar 
toda  ley  sino  de  determinar  la  que  haya  de  gobernar  la  relación 
jurídica  del  caso.  La  necesidad  de  conocer  la  ley  del  lugar  de  la 
ejecución  de  los  contratos  es  inevitable,  aún  cuando  la  forma  y 
sustancia  sean  regidas  por  la  ley  del  lugar  de  su  celebración,  de 
suerte  que  conservando,  aunque  no  sea  más  que  las  dos  leyes  de 
la  celebración  y  de  la  ejecución,  la  dificultad,  lejos  de  simplifi- 
carse, se  agrava,  porque  se  duplica. 

Cuando  dos  personas  contratan  sobre  cosas  situadas  en  un 
lugar  y  se  comprometen  á  llenar  sus  obligaciones  en  el  mismo 
lugar,  el  caso  cae  bajo  el  imperio  de  la  ley  interna  del  país,  bajo 
cualquier  aspecto  que  se  le  encare,  desde  que  ninguna  otra  ley 
puede  disputarle  el  gobierno  de  la  relación  jurídica  asi  formada. 
Cuando  el  contrato  versa  sobre  cosas  situadas  en  otro  lugar  ó 
debe  cumplirse  en  distinto  lugar  de  aquel  en  que  fué  celebrado, 
recien  surge  el  caso  ce  Derecho  Internacional  Privado;  porque 
entonces  dos  ó  más  leyes  pueden  disputarse  ei  predominio  de 
la  relación.  Y  bien,  la  insuficiencia  de  la  regla  analizada  aparece 
simultáneamente  con  el  caso;  puesto  que,  asi  Fcelix  como  Coc- 
ceji,  Story,  Burge,  Haus,  Weiss,  Bard,  Asser,  Laurent  y  demás 
declaran  que  el  caso  se  rige  entonces  por  la  ley  del  lugar  de  la 
ejecución.  Quiere  decir  que  el  lugar  de  la  ejecución  es  el  que 
realmente  predomina  y  el  único  por  tanto  en  aptitud  de  deter- 
minar la  ley  aplicable  á  la  relación  jurídica  de  su  referencia. 

Tan  grande  es  el  imperio  de  la  lógica,  aún  sobre  los  espí- 


ritus  mas  preocupados,  que  Brocher  no  ha  podido  menos  de  de- 
cir ingenuamente  que  la  regia  locus  regit  actum  suscita  graves  di- 
ficultades del  doble  punto  de  vista  de  la  prueba  de  la  garantía 
de  las  obligaciones;  que  Savigny  y  Haus  confiesan  paladinamen- 
te que  en  ciertos  casos  importa  una  verdadera  derogación  délas 
leyes  destinadas  á  regir  los  actos  jurídicos  y  que  Fcelix  admite 
la  posibilidad  de  que  la  opinión  de  Eichhorn  en  favor  de  la  ley 
del  domicilio,  sea  más  conforme  al  derecho  estricto.  La  verdad 
de  las  cosas,  la  lógica  de  los  principios  y  la  seguridad  de  los 
actos  jurídicos  exigen  de  consiguiente  que  la  regla  locus  regit 
actum  sea  proscripta,  y  proscripta  para  siempre,  del  Derecho 
Internacional  Privado.  Esta  ciencia  tiene  también  sus  armas  de- 
fensivas contra  las  nociones  perturbadoras  y  jamás  las  empleará 
más  justa  y  ventajosamente  que  eliminando  dicha  regla  como 
principio  general  en  materia  de  actos  jurídicos. 

Pero  si  es  lícito  repudiar  un  sistema,  es  indispensable 
reemplazarlo  con  otro  que  responda  mejor  á  todas  las  exigen- 
cias que  está  llamado  á  satisfacer.  Ese  sistema  no  es  necesario 
inventarlo;  por  que  ya  existe  claramente  formulado  y  victorio- 
samente defendido.  Es  el  nuevo  sistema,  hace  un  momento  indi- 
cado, de  la  ley  del  lugar  de  la  ejecución  de  las  convenciones  pa- 
ra regirlas  abrazando  formas,  sustancia,  efectos,  cumplimiento 
y  demás  que  les  concierne  desde  que  nacen  hasta  que  mueren. 
El  sistema  se  completa  con  la  designación  del  lugar  en  que  las 
convenciones  deben  cumplirse,  siempre  que  las  partes  no  la  ha- 
gan dentro  de  los  límites  en  que  su  arbitrio  puede  ejercitarse. 

La  ley  del  Digesto,  antes  citada,  establece  que:  ccontraxi- 
sse  umus  quisque  in  eo  loco  intelligitur,  in  quo  ut  solveret,  se 
obligavit.»  La  ley  3  título  5  libro  42  del  Digesto  dijo  también 
que:  «Contractum  autem  non  utique  eo  loco  intelligitur,  quo 
negotium  gestum  sit;  sed  quo  solvenda  est  pecunia»  Era,  pues, 
una  máxima  del  derecho  romano  que  el  contrato  se  entiende  ce  - 
lebrado  en  el  lugar  de  su  ejecución  y  sobre  esa  base  granítica 
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pudo  asentarse  el  sistema  que  les  entrega  el  gobierno  de  la   es- 
tipulación bajo  todos  sus  aspectos. 

Sin  embargo,  Savigny,  á  quien  en  justicia  pertenece  el  al- 
tísimo honor  de  haber  formulado  el  nuevo  sistema,  que  tanta 
notoriedad  le  ha  dado  en  el  mundo  de  la  ciencia,  desdeñó  aquel 
fundamento,  cediendo  á  las  corrientes  de  una  crítica  poco  justi- 
ficada y  prefirió  asentarlo  sobre  un  estudio  detenido  de  la  esen- 
cia de  la  obligación  que  conduce  a  fijar  su  asiento  jurídico  en  el 
lugar  designado  para  su  cumplimiento. 

Como  Savigny  lo  dice,  toda  obligación  resulta  de  hechos 
visibles;  toda  obligación  se  cumple  por  hechos  visibles.  Unos 
y  otros  pasan  sucesivamente  en  algún  lugar  y  asi,  para  determi- 
nar el  asiento  de  la  obligación,  es  forzoso  escojer  entre  el  lugar 
en  que  ella  nace  y  el  lugar  en  que  se  cumple,  entre  su  principio 
y  su  fin.  Ahora  bien,  encarando  la  cuestión  de  un  punto  de  vis- 
ta general  ¿cuál  de  ios  dos  términos  merecerá  la  preferencia? 

No  será  sin  duda  el  primero,  que  es  en  sí  un  hecho  acci- 
dental, fugitivo,  extraño  á  la  esencia  de  la  obligación  como  á  su 
desarrollo  y  á  su  eficacia  ulterior.  Si  el  lugar  en  que  la  obliga- 
ción nace,  tuviera,  en  el  concepto  de  las  partes,  una  importancia 
duradera  y  que  debiera  extenderse  al  porvenir,  no  sería  cierta- 
mente por  el  hecho  de  la  celebración  del  contrato  sino  en  vir- 
tud de  circunstancias  exteriores,  ajenas  á  este  hecho,  probando 
que  la  espectativa  de  las  partes  ha  sido  expresamente  dirijida 
hacia  ese  lugar. 

No  sucede  lo  mismo  con  el  cumplimiento,  que  pertenece 
á  la  esencia  de  la  obligación.  Consistiendo  la  obligación  en  ha- 
cer cierta  y  necesaria  una  cosa  antes  incierta  y  sometida  al  li- 
bre arbitrio  de  una  persona,  la  cosa,  que  resulta  necesaria  y 
cierta,  es  precisamente  el  cumplimiento  de  la  obligación  y  es 
asi,  sobre  ella,  que  la  atención  de  las  partes  se  concentra.  Luego, 
es  de  la  esencia  de  la  obligación  que  el  lugar  del  cumplimiento 
sea  reputado  su  asiendo  jurídico. 
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La  insustancial  distinción,  que  Fiore  recogió  de  Maevius, 
Voet,  Rocco  y  Fcelix,  entre  el  vinculum  juris,  y  el  onus  conven- 
tionis,  no  puede  aspirar  á  conmover  estos  sólidos  fundamentos 
que  el  temor  de  desvirtuar  me  ha  inducido  á  reproducir  textual- 
mente. No  existe  vinculum  sin  onus  ni  onus  sin  vinculum.  ;Se 
concebiría  un  contrato  sin  obligación,  ni  obligación  sin  objeto? 
El  vinculum  y  el  onus  están  pues  íntimamente  ligados  entre  sí, 
se  suponen  recíprocamente,  no  pueden  desligarse  en  absoluto  y 
tienen  que  caer  en  consecue  ncia  bajo  el  imperio  de  la  misma 
regla. 

Si  alguna  observación  puede  dirijirse  con  éxito  á  Savigny 
es  que  se  haya  detenido  ante  las  formas  externas  de  las  conven" 
ciones,  dejándolas  fuera  de  la  acción  de  su  sistema,  por  los  fú- 
tiles pretestos  que,  con  marcada  contrariedad,  aduce  en  apoyo 
de  la  restricción.  Es  de  buen  principio  que  todo  acto  sea  indivi- 
sible del  punto  de  vista  de  la  ley  que  haya  de  regirlo;  que  su 
forma  sea  inseparable  de  su  fondo;  y  que  tanto  bajo  uno,  como 
bajo  otro  aspecto,  sea  exclusivamente  regido  por  una  sola  y  úni- 
ca ley.  En  esto  precisamente  estriba  el  mérito  de  la  ampliación 
de  Ramirez,  el  cual,  sobreponiéndose  á  la  autoridad  del  gran  ju- 
risconsulto alemán,  no  trepidó  en  llevar  su  teoría  hasta  sus  úl- 
timas consecuencias  para  hacer  regir  las  formas  por  la  misma 
ley  destinada  á  gobernar  el  fondo  del  acto  jurídico. 

Casi  todos  los  grandes  estatutarios,  con  Dumouiin  á  la  ca- 
beza, han  enseñado,  desde  hace  más  de  trescientos  años,  que  los 
contratos,  á  cumplir  en  otro  lugar  que  el  de  su  celebración,  se 
rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  deben  ser  cumplidos.  Esta  doc" 
trina  es  también  prof  sada  por  casi  todos  los  tratadistas  moder- 
nos y  Story  la  declara  de  justicia  natural.  Westlake  mismo  reco- 
noce que  la  jurisprudencia  inglesa  no  se  pronuncia  de  un  modo 
absoluto  por  uno  ú  otro  lugar  y  que  resuelve  cada  caso  según  la 
ley  del  país  en  que  reputa  que  la  obligación  tuvo  su  asiento  ju- 
rídico. 
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Los  códigos  de  Prusia,  Sajonia,  Colombia  y  San  Salvador 
consagran  la  misma  doctrina.  Los  de  Chile  y  de  la  República 
Oriental  del  Uruguay  niegan  todo  valor  á  las  escrituras  privadas 
otorgadas  en  país  extranjero,  en  los  casos  en  que  ellos  exijen 
instrumentos  públicos  para  pruebas  que  hayan  de  rendirse  den- 
tro de  sus  respectivos  países.  El  de  Chile  sujeta  también  á  las  le- 
yes chilenas  los  efectos  de  los  contratos  otorgados  en  otro  país 
para  cumplirse  en  Chile.  El  Código  Argentino  y  el  del  Paraguay 
han  sido  además  tachados  por  un  distinguido  escritor  de  ante- 
poner, en  ese  último  caso,  Ja  validez  de  las  convenciones  parti- 
culares á  la  eficacia  de  la  soberanía  nacional. 

Ahora  bien,  si,  según  estas  mismas  opiniones  y  decisiones 
la  ley  del  lugar  de  la  celebración  solo  rige  los  actos  jurídicos  bajo 
condición  de  que  han  de  ser  ejecutados  en  el  mismo  lugar  y  la 
del  lugar  de  la  ejecución  predomina  toda  vez  que  ambos  lu- 
gares no  coinciden  ¿no  es  evidente  que  la  ley  del  país  en  que  la 
convención  debe  ser  cumplida  es  la  verdadera  ley  del  acto 
jurídico  á  fin  de  que  lo  principal  no  quede  subordinado  á  la  acce- 
sorio, lo   secundario  á  lo  esencial,  la  verdad  á  la  ficción? 

Fijado  el  principio  fundamental  de  la  materia,  toda  la  difi- 
cultad se  reduciría  á  deslindar  con  acierto  y  claridad  los  lugares 
donde  los  diversos  contratos  deben  ser  cumplidos,  determinar 
igualmente  el  asiento  jurídico  de  las  obligaciones  que  nacen  sin 
convención  y  establecer  las  formalidades  que  han  de  revestir  los 
instrumentos  públicos  ó  privarlos,  que  no  son  por  cierto  los  con- 
tratos mismos,  sino  los  escritos  que  los  consignan  con  el  objeto 
de  preestablecer  la  prueba  de  su  existencia,  de  los  derechos  que 
confieren  y  de  las  obligaciones  que  imponen  á  fin  de  prevenir  ó 
decidir  las  diferencias  que  su  cumplimiento  pudiera  suscitar. 

Esto  es  precisamente  lo  que  la  mayoría  de  la  Comisión  ha 
hecho  en  el  título  analizado.  El  sistema  adoptado  por  eha  podrá 
113  conquistarlas  adhesiones  de  la  opinión;  mas  la  elección  no 
dcberia  ser  dudosa,  sobre  todo  del  punto  de  vista  práctico  que 
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reviste  una  importancia  capital  en  esta  difícil  materia.  Creación 
anónima,  noción  ambigua,  teoría  falsa,  sistema  sin  vida,  la  regla 
locus  regit  actum  solo   alcanza  á  reflejar  sobre  los  actos  jurídicos 
la,  confusión,  la  inseguridad,    la  complicación  y  la    anarquía  de 
sus  propios  defensores.  De  parte  de  la  ley  del  lugar  de  la  ejecu- 
ción, está  la  autoridad  de  un  jurisconsulto  cuyo  nombre  se  pro- 
nuncia siempre  con  respeto,  la   claridad  de  la  concepción  cientí- 
fica, la  solidez  de  las  razones  en  que  se  apoya  y  ana  simplicidad 
tan  completa  que  decarta  todo  peligro  de  dificultades  de  inter- 
pretación ó  de  aplicación  á  que  jamás  escaparía  el  sistema  opues- 
to, cuajado  de  excepciones  tan  numerosas  cerno  contradictorias. 
Por  lo  demás,  aunque  la  máxima  combatida  hubiera  de  pre- 
valecer una  vez  más,  el  título  de  la  minoría  tendría  que  ser   de- 
purado de  las  repetidas  incongruencias  que  lo  privan  de  la  uni- 
dad y  de  la  lógica  que  deben  caracterizar  esta  clase  de  trabajos. 
Aparentemente  asentado  sobre  la  regla  locus  regit  actum,  respon- 
de, en  su  estructura  general  á  diversos  principios  de  todo  punto 
inconciliables.  Los  artículos  22  y  29  confirmar  la  ley  del  lugar  de 
la  celebración;  los  artículos  23  y  26  optan  por  la  ley   del   lugar 
de  la  ejecución;  los  artículos  24  y  25  salvan  la  ley   nacional   de 
las  partes;  y  el  2~¡  erige  su  voluntad  en  regla  suprema  de  la  ma- 
teria. ¿Merece  esto  el  nombre  de  eclectismo?  A  juicio  de  la  ma- 
yoría, es  simplemente  inconsecuencia  y  contradicción. 


DE  LA  SOCIEDAD  CONYUGAL 

La  intimidad  de  las  relaciones  matrimoniales  no  podía 
identificar  las  personas  de  los  esposos  sin  influir  ai  mismo  tiem- 
po sobre  sus  intereses  materiales,  que  tiende  siempre  á  confun- 
dir sujetándolos  de  ordinario  á  un  destino  común.  El  matrimonio 
no  se  limita,  pues,  a  actuar  sobre  los  cónyuges,  sino  que  obra 
también  sobre  sus  bienes.  De  las  relaciones  personales  se  ocupó 
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el  título  Del  matrimonio:  el  presente  versa  sobre  las  relaciones 
pecuniarias. 

Bajo  las  diversas  denominaciones  de  régimen  matrimonial, 
contrato  nupcial  ó  sociedad  conyugal  se  designa  y  comprende 
el  conjunto  de  reglas  destinadas  á  gobernar  los  bienes  presentes 
y  futuros  de  marido  y  mujer  del  triple  punto  de  vista  de  la  pro- 
piedad, del  goce  y  de  la  administración,  conjunto  de  reglas  que 
pueden  dimanar  de  la  voluntad  de  las  partes  ó  de  las  disposicio- 
nes de  la  ley. 

La  libertad,  que  es  de  la  esencia  de  las  convenciones  hu- 
manas, no  debia  ser  desconocida  en  materia  de  estipulaciones 
matrimoniales.  Principio  universal  en  la  doctrina,  ha  prevalecido 
así  mismo  en  todas  las  legislaciones  antiguas  y  modernas,  con 
excepciones  tan  escasas  y  desautorizadas  que  no  merecen  la  pena 
de  ser  tomadas  en  cuenta.  En  su  virtud,  los  que  se  casan  son  due- 
ños de  adoptar  el  régimen  que  prefieran,  de  determinar  sus  con- 
diciones y  aún  de  referirse  á  cualquier  le}T  propia  ó  ajena.  Su  au- 
tonomía no  reconocerá  más  límites  que  los  que  el  Derecho  im- 
pone á  la  voluntad  de  los  contrayentes  ó  á  la  aplicación  de  las 
leyes  extranjeras. 

Siempre  que  los  esposos  se  abstienen  de  celebrar  contra- 
to alguno  ó  cuando  el  celebrado  adolece  de  deficiencias  que  no 
se  resuelven  por  su  propio  contenido,  entonces  el  legislador  to- 
ma la  palabra  para  suplir  el  silencio  de  las  partes,  sometiendo 
ipso  jure  sus  bienes  al  régimen  que  considera  más  en  armonía 
con  los  intereses  generales,  los  fines  del  matrimonio  y  la  segu- 
ridad de  todos.  De  ahí,  que  la  mayor  parte  de  los  escritores, 
apreciando  el  silencio  de  los  esposos  como  un  asentimiento  im- 
plícito á  la  ley  del  caso,  sostengan  que  su  aplicación  reposa  so- 
bre una  convención  tácita  pero  innegable.  A  Dumoulin  pertene- 
ce el  honor  de  haber  formulado  esta  doctrina  á  que  se  han  ple- 
gado Savigny,  Bard,  Demolombe,  Arntz,  Haus,  Weiss,  Durand, 
Asser,  Laurent  Ramírez  y  muchos  otros. 
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Hasta  aquí,  las  disidencias  no  son  sensibles  y  la  discusión 
se  mantiene  por  lo  mismo  dentro  de  estrechos  límites.  La  dis- 
conformidad y  la  controversia  se  agravan  recien  cuando  se  tra- 
ta de  escojer  la  ley  á  cuyas  disposiciones  han  de  quedar  los  es- 
pesos cometidos  sea  por  efecto  de  una  convención  tácita,  sea 
por  la  voluntad  soberana  del  legislador.  Unos,  como  Fiore  y 
Weiss,  se  pronuncian  por  la  ley  nacional  del  marido  en  sucarác- 
ter  de  jefe  de  la  comunidad.  Otros  como  Troplong  y  Fitman, 
optan  por  la  ley  lugar  de  la  celebración  del  matrimonio.  Algu- 
nos como  Foelix  y  el  Congreso  de  jurisconsultos  de  Lima  dis- 
tinguen entre  muebles  y  raices,  adhiriéndose  a  la  ley  de  la  situa- 
ción para  los  segundes. 

Respecto  de  ios  primeros,  bastará  repetir  que  la  naciona- 
lidad carece  de  todas  las  condiciones  indispensables  para  servir 
de  fundamento  á  un  principio  de  Derecho  Civil  Internacional. 
La  opinión  de  los  segundos  supone  una  analogía  que  no  existe 
entre  el  contrato  matrimonial  y  todos  los  demás,  basa  una  situa- 
ción permanente  sobre  una  circunstancia  accidental  y  extiende  el 
alcance  de  la  regla  locus  regit  actum  á  relaciones  que  no  tienen 
la  menor  atingencia  con  ella.  Los  últimos  olvidan  que  todas  las 
partes  del  régimen  matrimonial  acerca  de  los  bienes  se  ligan  es- 
trechamente; que  la  distinción  entre  muebles  é  inmuebles  es 
completamente  arbitraria;  que  la  situación  respectiva  de  los  es- 
posos en  cuanto  a  los  bienes  no  sabría  fraccionarse  para  obede- 
cer á  leyes  diferentes;  y  que  la  aplicación  simultánea  de  principios 
opuestos  á  idénticos  elememos  patrimoniales  produciría  inevita- 
blemente resultados  anormales  e  injustos. 

Desechadas  estas  diversas  soluciones,  solo  queda  en  pié 
la  que  ofrece  la  ley  del  domicilio  conyugal  escojido  de  común 
acuerdo  entre  ambos  esposos  ó  determinado,  en  defecto  de  acuer- 
do, por  el  domicilio  del  marido  al  tiempo  de  la  celebración  del 
matrimonio,  cuya  solución  cuenta  en  su  apoyo  con  la  imponente 
autoridad  de  la  tradición  jurídica,  de  la  doctrina  corriente,  de  la 
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legislación  general  y  de  la  jurisprudencia   de   los  tribunales  de 
Europa  y  América. 

La  iniciativa  de  la  solucióiTpropuesta  se  remonta  en  efec- 
to á  Dumoulin,  con  motivo  de  una  consulta  que  le  fué  dirijida 
sobre  la  naturaleza  y  efectos  de  las  convenciones  matrimonia- 
les referentes  á  los  bienes  y,  aunque  disintiendo  en  cuanto  á  los 
fundamentos,  su  opinión  ha  sido  adoptada  por  casi  todos  los 
grandes  estatutarios,  entre  los  cuales  figuran  J.  Voet,  Froland, 
Boullenois  y  Bouhier.  Entre  los  autores  modernos,  la  ley  del 
domicilio  es  defendida  por  Merlin,  Rocco,  Waechter,  Savigny, 
Bar,  Demangeat,  Rivier,  Haus,  Arntz,  Bard,  Phillimore,  Westla- 
ke,  Laurent,  Ramírez  y  muchos  más.  Los  códigos  y  las  decisio- 
nes en  Alemania,  Francia,  Inglaterra,  Bélgica,  Estados  Unidos 
de  Norte  América  y  varias  naciones  de  la  América  del  Sud  res- 
ponden al  mismo  principio. 

La  ley  del  domicilio  matrimonial,  asiento  de  la  sociedad 
conyugal,  se  impone,  pues,  como  la  única  apta  para  gobernar 
las  relaciones  pecuniarias  de  marido  y  mujer,  en  defecto  de  es- 
tipulaciones especiales,  ya  se  tome  por  punto  de  partida  la  idea 
de  la  convención  tácita  de  Dumoulin,  el  sometimiento  volunta- 
rio á  sus  disposiciones,  de  Savigny  ó  el  imperio  directo  de  la 
misma  ley,  de  Bar. 

Todas  estas  divisiones  carecen  de  sentido  práctico  y  con- 
vergen hacia  el  sistema  de  la  ley  del  domicilio;  porque  no  se- 
ría lógico  negar  á  la  convención  tácita  el  mismo  alcance  que  á 
la  expresa,  ni  impedir  que  la  sumisión  voluntaria  de  las  partes 
produjera  sus  efectos  naturales,  ni  mucho  menos  sustraerse  á  la 
autoridad  de  la  ley  que  es  obligatoria  por  naturaleza. 

Siendo  el  domicilio  matrimonial  el  lugar  de  la  residencia 
personal  de  los  casados  por  tiempo  indefinido  y  el  foco  de  su 
actividad  industrial,  mercantil  ó  profesional,  tiene  que  ser  forzo- 
samente reputado,  en  el  silencio  de  las  partes  como  el  único  ele- 
gido para  determinar  la  existencia,  composición  y  desenvolví- 
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miento  de  la  asociación  conyugal  y  el  único  por  consiguiente 
cuya  ley  debe  regir  todas  sus  relaciones  pecuniarias  desde  el  ins- 
tante mismo  del  matrimonio. 

Puede  sin  duda  cambiar  cuando  menos  se  piense;  pero  ese 
cambio  no  afectará  en  lo  mínimo  las  condiciones  recíprocas  de 
los  esposos  en  relación  á  sus  bienes,  las  que,  libres  de  toda  in- 
fluencia procedente  de  hechos  posteriores  al  casamiento,  deben 
continuar  en  el  futuro  tales  cuales  ellas  nacieron  bajo  el  amparo 
de  la  ley  vigente  en  el  primer  domicilio  conyugal. 

Hace  mas  de  seiscientos  años  que  la  ley  23,  título  1 1,  Par- 
tida 4,  que  ha  sido,  hasta  ahora  poco,  el  derecho  común  de  todos 
los  pueblos  de  la  América  Española  declaró  que  las  disposiciones 
de  las  leyes  concernientes  á  los  bienes  de  los  esposos  en  la  época 
de  su  casamiento  no  serían  obstruidas  ni  modificadas  por  las  de 
la  ley  ó  costumbre  del  lugar  á  donde  fuesen  después  á  morar,  y 
esa  declaración  ha  sido  recogida  como  la  expresión  concreta  de 
la  justicia  por  autores  de  tanta  nota  como  Savigny,  Bar,  Haus, 
Weiss,  Bard,  Martens,  Asser,  Rivier,  Olivart,  Rougelot  Teichman, 
Laurent,  Ramírez,  Westlake  y  otros. 

La  ley  que  empezó  á  gobernar  las  relaciones  de  los  esposos 
en  lo  concerniente  á  I03  bienes  no  puede  quedar  á  la  merced  de 
un  cambio  de  domicilio:  cualquiera  que  sea  el  régimen  adoptado 
ó  el  sistema  á  que  se  obedezca,  debe  ser,  por  el  contrario,  inmu- 
table. Está  en  la  naturaleza  de  estas  relaciones  que,  en  efecto  de 
estipulación  previa,  sigan  al  matrimonio  á  todas  partes  y  duren 
tanto  como  el  mismo.  Las  leyes  del  nuevo  lugar,  al  reglar  el 
matrimonio  del  punto  de  vista  de  sus  consecuencias  pecuniarias, 
no  se  preocupan  tampoco  de  las  personas  que  se  han  casado  en 
otro  lugar  ni  de  los  bienes  que  puedan  adquirir  en  él  sino  de  aque- 
llos que  se  casan  bajo  su  imperio  y  que  invocan  su  protección. 

Asociar  por  otra  parte  el  régimen  matrimonial  á  las  fluc- 
tuaciones más  ó  menos  frecuentes  del  domicilio  conyugal,  libra- 
do exclusivamente  á  la  decisión  del  marido,  sería  entregarle   sin 
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defensa  los  intereses  de  su  mujer,  dejando  á  su  arbitrio  la  crea- 
ción ó  cesación  de  la  sociedad  conyugal  mediante  un  simple 
cambio  de  domicilio,  situación  desigual,  injusta,  inicua,  que  solo 
puede  evitarse  proclamando  la  inmutabilidad  de  las  convencio- 
nes matrimoniales  consagradas  por  la  voluntad  de  las  partes  ó 
el  mandato  del  legislador. 

Esta  solución  no  se  contradice  directa  ni  indirectamente 
con  el  principio  sobre  que  reposa  el  régimen  de  los  bienes,  co- 
mo parece  que  algunos  códigos  y  autores  lo  hubiesen  supuesto. 
El  domicilio  puede  gobernar  las  relaciones  de  los  esposos  don- 
de quiera  que  ios  bienes  se  encuentren;  porque  son  relaciones 
de  carácter  personal.  Lasituación  debe  regir  los  bienes,  muebles 
ó  inmuebles;  porque  ese  régimen  versa  sobre  los  derechos  rea- 
les, sujetos  siempre  á  la  ley  local.  Asi,  pues,  la  suposición  nace 
de  una  confusión  inadmisible  entre  dos  órdenes  distintos  de  re- 
laciones jurídicas  y  ambos  principios  giran  armónicamente  den- 
tro de  sus  propias  esferas. 

Confrontando  ahora  el  título  de  la  mayoría  con  el  de  la 
minoría  se  advierte  sin  dificultad  que  esta  acepta  las  ideas  de  la 
mayoría  y  que  se  ha  reducido  á  englobarlas  en  un  solo  artículo. 
La  concisión  es  muy  recomendable,  siempre  que  no  perjudique 
á  la  claridad  del  concepto  ó  á  la  integridad  del  sistema  y  de 
ambos  inconvenientes  adolece  la  refundición  aludida. 

Aunque  fundamentalmente  de  acuerdo  respecto  á  la  teo- 
ría del  domicilio,  el  único  artículo  de  la  minoría  no  provee,  por 
lo  menos  explícitamente,  á  la  suerte  de  las  relaciones  pecunia- 
rias de  los  esposos  en  el  caso  de  un  cambio  posterior  de  domi- 
cilio. ¿Se  trata  de  una  omisión  involuntaria?  Conviene  salvarla. 
¿Se  regirán  por  las  leyes  del  domicilio  superveniente?  Lo  recha- 
zan las  razones  antes  expuestas.  ¿Seguirán  rigiéndose  por  las  le- 
yes del  primer  domicilio?  Debe  decirse  positivamente  á  fin  de 
que  los  esposos  y  sus  intereses  cuenten  con  la  seguridad  á  que 
tienen  indisputable  derecho. 


DE  LAS  SUCESIONES 

La  materia  de  las  sucesiones  es  una  de  las  más  vastas  y 
complejas  del  Derecho  Civil  Interno  de  cada  pueblo.  Derivado 
del  principio  fundamental  de  la  propiedad  y  abrazando  tanto 
la  herencia  legítima  como  la  testamentaria,  ella  comprende  todo 
cuanto  se  relaciona  con  las  disposiciones  de  última  vo- 
luntad, los  títulos  y  derechos  de  ios  herederos  forzosos  ó  volun- 
tarios, la  parte  correspondiente  á  cada  uno  de  ellos,  la  mayor  ó 
menor  extensión  del  derecho  de  representación,  la  manera  de 
repartirlos  créditos  y  las  deudas,  en  una  palabra,  todo  lo  que 
se  refiere  á  la  adquisición  y  posesión  de  los  bienes  fincados. 
Aunque  estas  cuestiones  deben  ser  estudiadas  bajo  diversos  as- 
pectos que  interesan  ai  régimen  social,  económico  y  político  de 
las  naciones,  las  dificultades  son  relativamente  sencillas;  por  que 
solo  se  trata  de  una  trasmisión  de  bienes  soberanamente  regida 
por  la  propia  ley 

El  asunto  cambia  de  faz,  se  agrgnda  y  hasta  se  eleva 
cuando  las  sucesiones  tienen  que  ser  estudiadas  en  sus  relacio- 
nes con  el  Derecho  Civil  internacional;  por  que,  saliendo  enton- 
ces del  dominio  del  derecho  esencialmente  privado,  se  encuen- 
tra en  presencia  de  soberanías  rivales  que  se  disputan  el  domi- 
nio de  la  materia  y  de  leyes  tan  distintas  como  distintas  son 
las  condiciones,  necesidades,  instituciones  y  tendencias  de  pue- 
blos que  obedecen  á  diversos  elementos  geográficos,  históricos 
políticos  y  morales. 

Desde  este  alto  punto  de  vista,  los  que  se  obstinan  en  no 
ver  en  la  herencia  mas  que  un  simple  cambio  de  propietario,  no 
solo  empequeñecen  sino  desnaturalizan  la  cuestión.  La  elección 
de  la  ley  destinada  á  regir  las  sucesiones  bajo  su  faz  internacio- 
nal no  depende  tanto  de  las  relaciones  del  heredero  con  su  cau- 
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sante,  como  de  la  organización  de  los  pueblos  á  los  cuales  su 
aplicación  debe  afectar  en  los  principios  constitutivos  del  go- 
bierno de  la  sociedad,  de  la  familia  y  de  los  bienes.  La  mayoría 
de  la  Comisión,  lógica  con  los  principios  desenvueltos  en  los  tí- 
tulos anteriores,  prefiere  en  consecuencia  la  ley  del  lugar  de 
la  situación  de  los  bienes  para  que  rija  las  sucesiones  bajo  to- 
dos sus  aspectos. 

La  territorialidad  de  las  ieyes  sucesorias  arranca  del  Dere- 
cho Romano,  cuya  gran  autoridad  se  mantiene  casi  intacta  al 
través  de  los  siglos.  Las  negativas  apasionadas  de  sus  adversa- 
rios son  impotentes  para  tergiversar  el  texto  elocuente  de  las 
leyes  19  §  final  D.  D.  De  judiciis,  84  §  10  D.  D.  De  legatis,  242 
$  último  D.  D.  De  verborum  significatione,  1,  2,  y  3  Codicis  ubi 
in  rem  actio  y  única  Codicis  ubi  de  hereditate.  Ninguna  de  ellas 
lo  consagra  expresamente;  más  el  principio  de  la  territorialidad 
surge  como  consecuencia  obligada  del  conjunto  de  sus  disposi- 
ciones. 

El  mismo  sistema  ha  sido  enseñado  en  la  edad  media  por 
casi  todos  los  estatutarios  de  más  nota,  como  Bartolo,  Voet 
Boullenois  y  Boargoigne.  Según  Burgundio  «Siquidem  solemni- 
tates  testamenti  adjura  personalia  non  pertinent:  quia  sunt  quae- 
dan  qualitas  bonis  ipsis  impressa,  ad  quam  tenetur  respicere 
quisquís  in  bonis  aliquid  alterat  Nam  ut  jura  realia  non  porri- 
gunt  effectum  extra  territorium;  ita  et  hanc  pra  se  virtutem  fer- 
nut  quod  nec  alieni  territorii  leges  in  se  recipiant».  Según  Fro- 
land,  «La  primera  regla  es  que  el  estatuto  real  no  sale  de  su  te- 
rritorio: De  aquí  se  sigue  que  en  el  caso  en  que  se  trate  de  suce- 
sión, de  la  manera  de  dividirla,  de  la  parte  de  los  bienes  de  que 
se  puede  disponer  entre  vivos  ó  por  testamento,  del  haber  de  la 
viuda  ó  hijos,  de  legítima,  retracto,  etc,  es  necesario  someterse 
á  las  costumbres  de  los  lugares  en  que  los  fundos  estén  situa- 
dos.» D'  Argentré  llega  hasta  afirmar  que  los  niños  de  su  época 
no  ignoraban  la  realidad  del  estatuto  sucesorio. 
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Shaífner,  Bar,  Fcelix,  Demangeat,  Aabry,  Burge,  Westlake, 
Story,  Wharton,  Demolombe,  Calvo,  Ramírez  y  multitud  de 
otros,  entre  los  cuales  figuran  todos  los  civilistas  franceses,  con 
dos  únicas  excepciones,  sostienen  la  misma  doctrina,  por  lo  me- 
nos respecto  de  los  bienes  raices.  De  acuerdo  con  Rocco,  la  ley 
del  lugar  de  la  situación  debe  aplicarse,  no  solo  para  regular  la 
condición  jurídica  de  las  cosas  existentes  en  el  territorio,  sino 
también  los  derechos  sobre  los  inmuebles  y  por  tanto  los  mis- 
mos derechos  sucesorios,  las  donaciones  entre  los  cónyuges,  la 
cuota  legítima  y  aún  la  edad  para  disponer  de  los  inmuebles  por 
testamento,  la  revocabilidad  y  caducidad  délas  disposiciones  de 
última  voluntad,  la  revocación  de  las  donaciones  entre  vivos  y 
en  general  todos  los  derechos  sobre  inmuebles  existentes  en  el 
territorio.  Zacharise  incluye  entre  las  leyes  reales  todas  las  rela- 
tivas á  las  sucesiones  ab  intestato  regulares  é  irregulares,  ordi- 
narias y  anormales;  las  referentes  á  las  sucesiones  testamenta- 
rias; las  que  restringen  la  libertad  de  disponer  á  título  gratuito 
sea  en  absoluto  ó  en  relación  á  determinadas  personas,  y  las  que 
regulan  la  parte  disponible  de  los  bienes  sea  ordinaria,  sea  ex- 
cepcionalmente. 

La  teoría  de  que  la  sucesión  compuesta  de  bienes  inmue- 
bles debe  ser  regida  por  la  lex  rei  sitae  es  una  tradición  tan  uni- 
versal y  casi  incontestada,  que  ha  servido  naturalmente  de  base 
tanto  á  la  legislación  como  á  la  jurisprudencia  internas  en  Ale- 
mania, Austria,  Holanda,  Francia,  Bélgica,  Inglaterra,  América 
del  Norte  y  América  del  Sud,  como  leaimente  lo  reconocen 
Asser,  Fiore  y  Laurent  apesar  de  toda  su  predilección  por  la  ley 
nacional  del  causante  de  la  sucesión. 

Finalmente  ella  ha  sido  de  tiempo  atrás  elevada  á  la  cate- 
goría de  estipulación  internacional  entre  las  más  grandes  nacio- 
nes, por  medio  de  tratados  que  la  consagran  en  términos 
inequívocos.  El  artículo  2o  de  la  Convención  celebrada  entre  Aus- 
tria y  Francia,  con  fecha  1 1  de  Diciembre  de  1866  sobre  Regla- 


—  578 


mentó  de  las  sucesiones,  declara  literalmente  que  los  bienes  in- 
muebles son  regidos  por  la  ley  local  y  que  la  jurisdicción  local 
es  competente  para  liquidar  la  sucesión.  Los  artículos  10  y  si- 
guientes del  Tratado  sobre  sucesiones  celebrado  entre  Francia 
y  Rusia,  en  i. °  de  Abril  de  1874,  establecen  igualmente  que  la 
sucesión  de  bienes  inmuebles  será  regida  por  las  leyes  del  país 
en  el  cual  los  inmuebles  estén  situados  y  que  el  conoci- 
miento de  toda  demanda  ó  contestación  referente  á  las  sucesio- 
nes de  inmuebles  pertenecerá  exclusivamente  á  los  tribunales 
del  país  de  la  situación  de  los  bienes.  Análoga  estipulación  con- 
signa el  Tratado  de  Rusia  con  Alemania  fecha  12  de  Noviem- 
bre de  J874.  El  artículo  8.°  del  Tratado  de  ¿amistad,  Comercio 
y  Navegación  ajustado  entre  Francia  y  Servia,  el  1 8  de  Junio 
de  1883,  contiene  una  disposición  idéntica  á  la  del  Tratado  con 
Rusia. 

Por  su  parte,  la  mayoría  de  la  Comisión,  fiel  á  sus  princi- 
pios, ha  creido  que  los  muebles  de  la  sucesión  deben  ser  tam- 
bién regidos  por  la  ley  local  de  su  situación;  puesto  que,  siendo 
completamente  arbitraria  toda  distinción  entre  muebles  é  in- 
muebles, del  punto  de  vista  de  los  derechos  reales  de  que  son 
susceptibles,  como  ya  lo  ha  demostrado,  es  evidente  que  la  ad- 
quisición de  su  dominio  y  posesión,  á  título  hereditario,  tiene  que 
gobernarse  por  la  misma  ley  que  los  bienes  raices  de  la  sucesión. 

Desde  que  la  soberanía  es  una  é  indivisible,  desde  que  es 
todo  ó  nada,  como  decia  Portalis,  es  necesario  admitir  que  ella 
se  extiende  á  todo  los  bienes  de  que  la  sucesión  se  compone, 
cualquiera  que  sea  su  naturaleza  é  importancia.  ¿Podría  soste- 
nerse que  la  soberanía  quedaría  menoscabada  sino  imperase 
sobre  un  bien  raíz  de  ínfima  importancia  y  que  permanecería 
intacta  aún  cuando  bienes  muebles  de  gran  valor  escapasen  á 
su  acción?  No,  absolutamente  no.  Como  lo  dice  Merlin,  el  poder 
de  la  ley  local  debe  ser  el  mismo  sobre  todos  los  muebles  é  in- 
muebles existentes  dentro  del  territorio  sujeto  á  su  imperio. 
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Si  la  distinción  tradicional  entre  ambas  clases  de  bienes  no 
tiene  razón  de  ser  en  tesis  general,  carece  de  todo  sentido  en 
materia  de  sucesiones.  Podría  comprenderse  que  un  mueble  de- 
terminado siguiese  la  condición  de  su  propietario  ó  poseedor 
por  la  circunstancia  especial  de  estar  directamente  destinado  al 
servicio  de  la  persona.  Jamás  podría  explicarse  satisfactoria- 
mente que  un  conjunto  de  bienes,  quizá  los  más  importantes  de 
la  sucesión  y  mas  ágenos  al  uso  personal  del  fallecido,  hubieran 
de  escapar  á  la  ley  del  lugar  de  su  situación  efectiva  y  notoria 
por  la  simple  circunstancia  de  ser  muebles. 

¿Cómo  fraccionar  por  otra  parte  la  sucesión  sobre  muebles 
é  inmuebles  situados  dentro  del  mismo  país  para  reglarla  por 
leyes  distintas  y  tal  vez  opuestas?  Esta  sería  sin  embargo  la 
consecuencia  fatal  de  la  distinción  en  materia  de  sucesiones; 
puesto  que  los  raices  continuarían  regidos  por  la  ley  de  su  si- 
tuación mientras  que  los  muebles  pasarían  á  ser  gobernados  por 
la  ley  personal  del  causante.  Pero  es  que  la  existencia  de  muebles 
entre  los  bienes  de  la  sucesión  no  puede  quebrar  su  unidad  den- 
tro de  los  límites  territoriales  del  país  por  cuya  ley  debe  ser  re- 
glada en  conjunto  y  detalles.  Siendo,  dentro  de  esos  límites,  una 
sola  entidad  jurídica,  aunque  compuesta  de  bienes  de  toda  cla- 
se, solo  puede  estar  sometida  á  una  misma  y  única  ley  bajo 
cualquier  aspecto  que  se  le  considere. 

No  obstante  la  influencia  decisiva  de  la  doctrina,  de  la  le- 
gislación, de  la  jurisprudencia  y  de  las  estipulaciones  internacio- 
nales, Waechter,  Savigny,  Laurent,  Durand,  Weiss,  Fiore  y  Man- 
cini  han  procurado  reaccionar  contra  los  principios  recibidos, 
sosteniendo,  con  el  Código  Civil  de  Italia  y  el  proyecto  de  Código 
Civil  de  Bélgica,  que  las  sucesiones  deben  regirse,  cualesquiera 
que  sean  los  bienes  de  que  se  componga  y  los  lugares  donde 
existan,  por  la  ley  personal  del  de  cigus,  sin  perjuicio  de  dividir- 
se entre  la  nacionalidad  y  el  domicilio  y  de  disentir  sobre  otros 
puntos  de  interés  menos  capital. 
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Óptese  por  la  nacionalidad  ó  por   el  domicilio  para  deter- 
minar la   ley  personal  del   causante  de  la  sucesión,   prescíndase 
por  un  instante  de  las   objeciones  aducidas  contra  todo  sistema 
de  ley  personal  para  el  régimen  de  los  bienes  y  admítase  en  hi- 
pótesis la    conveniencia  de   sujetar  á  una  sola  ley  la  trasmisión 
de  los  bienes  por  causa  de  muerte,  aún  cuando  se  hallen  disemi- 
nados en  multitud  de  paises,  no  por  eso  sería   ilógico  negar,  co- 
mo la  mayoría  de  la  Comisión  lo  niega  rotundamente,  que  entre 
las  relaciones  personales  y  el   régimen  de  los  bienes  exista  esa 
íntima  conexión  que  la  escuela  de  los  autores  citados  cree  haber 
descubierto  y  que  es  la  piedra  angular  de   su  moderno  sistema. 
Lejos  de  eso,  la  diversidad  entre  ambos  órdenes  de  ideas 
es  tan  radical  y  tan  profunda  la  incompatibilidad  de  la  solución 
propuesta  con  la  realidad  de  las  leyes  dirijentes  de  los  bienes, 
que  Savigny,  Fiore,  Laurent  y  Asser  declaran  lealmente  que  la 
aplicación  general  del  principio  de  la  ley  personal  al  régimen  de 
las  sucesiones  tropieza  con  dificultades  teóricas  y  prácticas  ver- 
daderamente invencibles  en  todos  aquellos  paises  donde  los  bie- 
nes son  gobernados  por  la  ley  de  su  situación,  paises  que  for- 
man la  mayor  parte  de  la  Europa  y  que  comprenden  toda  la 
América,  de  suerte  que  no  puede  aspirar  fundadamente  á  susti- 
tuir al.  tradicional  sistema  que  erige  la  ley  territorial   en  única 
ley  de  las  sucesiones. 

Asi  pues,  para  saber  quien  debe  suceder,  á  qué  bienes  y 
en  qué  porciones,  según  ha  dicho  Boullenois;  para  determinar  el 
orden  de  las  sucesiones,  la  cuota  de  los  derechos  sucesorios  y 
la  validez  de  las  disposiciones  testamentarias,  según  decia  De- 
molombe;  para  regir  la  capacidad  del  causante  ó  del  heredero — la 
forma,  validez  y  efectos  del  testamento  —los  títulos  y  derechos 
hereditarios  de  cónyuges  ó  parientes — la  existencia  y  monto  de 
legítimas  ó  reservas — -en  suma,  todo  lo  relativo  á  la  sucesión  le- 
gítima ó  testamentaria,  según  dice  la  mayoría  de  la  Comisión, 
es  necesario  acudir  á  la  ley  del  país  de  la  respectiva  situación  de 
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los  bienes  hereditarios,  que  se  impone  como  principio  dominante 
de  la  materia  con  toda  la  exclusividad  y  con  toda  la  autoridad 
de  la  soberanía  territorial. 

En  efecto,  la  sucesión  es  institución  del  Derecho  Civil,  no 
del  Derecho  Natural.  Serían  de  lo  contrario  inesplicables  las  va- 
riadas y  trascendentales  diverjencias  de  las  leyes  vigentes  sobre 
la  materia  en  el  mundo  civilizado,  diverjencias  que  llegan  hasta 
consagrar  en  unos  países  la  absoluta  libertad  de  testar  mientras 
que  otros  conservan  las  legítimas  y  aún  restringen  la  cuota  anti- 
guamente disponible  entre  los  mismos  herederos  forzosos.  ¿Por 
qué  no  atenerse  entonces  para  reglar  las  sucesiones  á  la  ley  del 
Estado  que  rige  los  bienes  existentes  dentro  de  su  territorio? 

Siendo  la  sucesión  un  título  translativo  del  dominio  de  los 
bienes  que  componen  el  acervo  hereditario,  constituye  un  dere- 
cho reai  que  debe  gobernarse  por  la  misma  ley  que  gobierna 
todos  los  derechos  reales:  siendo  los  derechos  reales  regidos  por 
la  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes,  esa  misma  ley  tie- 
ne que  regir  las  sucesiones,  so  pena  de  incurir  en  una  inconse- 
cuencia que  importaria  una  verdadera  contradicción  y  que  nada 
alcanzaría  á  justificar. 

En  la  diversidad  de  las  opiniones  y  en  la  ausencia  de  otro 
sistema  preferible,  es  lógico  sujetar  la  trasmisión  de  la  universa- 
lidad de  los  bienes  que  constituyen  la  herencia  á  la  misma  ley 
que  habría  regido  la  trasmisión  de  cualquiera  de  esos  bienes  du- 
rante la  vida  del  causante;  porque  la  cantidad  de  bienes  com- 
prendidos en  la  trasmisión  no  altera  la  naturaleza  del  acto  jurí- 
dico ni  la  desaparición  del  propietario  modifica  el  carácter  de  las 
leyes  á  que  sus  bienes  estaban  sujetos,  como  seria  necesario  pa- 
ra que  fuese  admisible  semejante  dualidad  de  leyes  según  que  la 
trasmisión  procediese  de  una  enagenación  entre  vivos  ó  de  una 
liberalidad  mortis  causa. 

La  obligación  de  solicitar  la  posesión  de  los  bienes  heredi- 
tarios ante  los  tribunales  del  país  de  su  situación  implica  que  la 
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ley  territorial  del  lugar  donde  los  bienes  se  encuentran  es  la  ver- 
dadera ley  de  la  sucesión;  porque,  no  siendo  en  el  fondo  toda  cues- 
tión de  Derecho  Internacional  Privado  más  que  una  cuestión  de 
competencia  entre  dos  soberanías  distintas,  la  ley  que  determi- 
na la  jurisdicción  se  halla  lógicamente  ligada  con  la  ley  que  go- 
bierna la  relación  jurídica  comprometida  en  el  juicio  de  que  se 
trate. 

El  derecho  del  fisco  á  las  sucesiones  vacantes  dentro  del 
país,  basado  sobre  el  dominio  eminente  del  Estado  y  declarado 
por  la  legislación  universal,  es  un  nuevo  y  poderoso  fundamento 
en  favor  de  la  territorialidad  de  la  ley  de  las  sucesiones;  pues 
ese  derecho  importaría  un  verdadero  despojo  del  fisco  del  país 
del  fallecido,  si  la  herencia  hubiera  de  ser  discernida  con  arreglo 
á  la  ley  personal  del  causante,  como  la  lógica  ha  impulsado  á 
Fiore  á  sustentarlo  sin  razón. 

Desde  que  el  territorio,  dicen  Aubry  y  Rau,  parafraseando 
á  Portalis,  es  la  base  material  del  Estado,  cuya  existencia  se  en- 
cuentra así  estrechamente  vinculada  al  destino  de  los  inmuebles 
que  componen  ese  territorio,  ningún  legislador  ha  podido  con- 
sentir en  someter  los  inmuebles  situados  dentro  de  su  país  al  im- 
perio de  una  ley  estraña.  En  consecuencia,  la  regla  de  que  los 
inmuebles  son  regidos  por  la  ley  de  su  situación  es  seguida  por 
todos  los  pueblos  civilizados.  Ahora  bien,  por  lo  que  hace  á  los 
motivos  fundamentales  de  esta  regla  no  hay  que  distinguir  entre 
la  trasmisión  á  título  particular  de  uno  ó  muchos  inmuebles  deter- 
minados y  la  adquisición  á  título  universal  del  conjunto  de  in- 
muebles de  una  sucesión. 

Toda  ley  de  sucesión  es,  según  Demangeat,  una  ley  políti- 
ca, una  ley  que  interesa  al  orden  público.  El  derecho  privado  en 
materia  de  sucesión  se  plega  siempre  á  las  exijencias  del  sistema 
de  gobierno  existente.  Según  que  el  gobierno  es  de  privilegio  ó 
democrático,  la  idea  del  monopolio  ó  de  la  igualdad  domina  en 
las  leyes  sucesorias.  Todas  aparecen,  en  un  grado  más  ó  menos 
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remarcable,  como  los  instrumentos  de  que  el  legislador  se  sirve 
para  hacer  predominar  tal  ó  cual  gran  principio  de  organización 
social  ó  política.  Hay  de  consiguiente  un  positivo  interés  públi- 
co en  que  la  ley  propia  rija  toda  sucesión  acerca  de  los  bienes 
situados  dentro  de  cada  país. 

Vanamente  se  objeta  por  los  adversarios  del  si>tema  de 
la  ley  local  en  materia  de  sucesiones  que  su  aplicación  descono- 
ce el  verdadero  carácter  de  heredero;  que  modifica  sustancial- 
mente  la  naturaleza  propia  de  la  sucesión;  que  despotiza  la  vo- 
luntad del  causante,  base  esencial  del  derecho  hereditario;  que 
destruye  la  unidad  de  las  disposiciones  de  última  voluntad  im- 
poniendo la  necesidad  de  múltiples  testamentos;  y  que  conduce 
fatalmente  á  la  prosecución  de  diversos  juicios  sucesorios,  difi- 
cultando el  pago  de  los  créditos  pasivos  de  la  sucesión. 

El  heredero  no  es  un  simple  continuador  de  la  persona  de 
su  causante,  sino  su  verdadero  sucesor,  mediante  un  título  trans- 
lativo  de  dominio,  del  mismo  modo  que  cualquier  otra  causa- 
habiente  a  título  singular,  como  la  compra,  la  permuta  ó  la  do- 
nación entre  vivos.  La  facultad  de  aceptar  la  herencia  bajo 
beneficio  ie  inventario,  que  es  de  legislación  común,  corrobora 
la  separación  de  ambos,  eximiendo  al  sucesor  de  toda  respon- 
sabilidad personal  por  las  deudas  de  su  antecesor.  Esa  misma 
precaución  no  es  necesaria  respecto  de  las  sucesiones  de  in- 
muebles en  Inglaterra  y  Estados-Unidos;  pues  allí  el  heredero 
no  es  obligado  ultra  vires  por  la  falta  de  inventario  como  con- 
dición de  la  aceptación  de  la  herencia. 

Aunque  el  conjunto  del  patrimonio,  no  siendo  un  objeto 
exterior  y  confundiéndose  con  la  persona  misma  de  su  propie- 
tario, no  tuviera  situación  distinta  de  la  del  domicilio  de  la  per* 
sona,  la  objeción  no  sería  concluyente.  Es  absolutamente  im- 
posible, en  la  trasmisión  del  patrimonio,  hacer  abstracción 
completa  de  los  objetos  que  lo  componen.  Siempre  se  trata  en 
definitiva  del  destino  délos  bienes  hereditarios  y  las  causas  que 
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hacen  rechazar  la  autoridad  de  las  leyes  extranjeras  sobre  la 
adquisición,  conservación  y  enagenación  de  los  bienes  militan 
con  más  fuerza  en  los  traspasos  por  via  de  sucesión  que  en  las 
enagenaciones  á  título  particular;  porque  el  primer  modo  de 
trasmisión  es  á  la  vez  más  general  y  más  amplio  que  el  segundo. 
No  es  exacto  que  la  voluntad  individual  sea  la  regla  supre- 
ma del  derecho  sucesorio  ni  que  ella  sea  aniquilada  por  la  apli- 
cación de  la  le}7  territorial  en. vez  de  la  personal  del  finado.  Pa- 
ra el  régimen  de  las  sucesiones,  todo  legislador  toma  ordinaria- 
mente en  cuenta  las  afecciones  naturales  y  presuntas  del  hombre; 
pero,  sea  cual  fuere  la  ley  de  la  sucesión,  esta  consideración  no  es 
ni  puede  ser  más  que  secundaria,  especialmente  en  aquellos  pai- 
ses  en  que  la  libertad  absoluta  de  testar  no  es  admitida  y  en  que 
la  institución  de  las  legítimas  y  reservas  responde  á  los  princi- 
pios fundamentales  de  su  organización  social  y  política.  Las  vis- 
tas políticas,  los  motivos  de  interés  social  dominan  la  materia 
de  las  sucesiones  y  son  una  razón  más  para  ponerlas  al  abrigo 
de  la  aplicación  de  leyes  agenas  á  la  soberanía  del  país  donde 
existen  los  bienes  de  que  la  sucesión  se  compone. 

La  singularidad  del  testamento,  lejos  de  constituir  un  axio- 
ma jurídico,  solo  puede  ser  invocada  merced  á  una  lastimosa 
confusión  con  la  unidad  de  contesto  del  acto,  que  la  facción  del 
testamento  justificaba  entre  los  romanos  y  que  las  leyes  españo- 
las exijían  también  sin  los  mismos  fundamentos  ¿Qué  principios 
qué  razones,  qué  intereses  se  oponen  á  que  una  misma  persona 
otorgue  dos  ó  mas  testamentos  y  á  que  todos  ellos  sean  igual- 
mente válidos  en  todo  cuanto  no  se  contradigan?  Y  si  la  multi- 
plicidad del  testamento  no  ofrece  inconveniente  alguno  aún  tra- 
tándose de  bienes  situados  dentro  de  un  solo  país  ¿por  qué  lo 
ofrecería  que  los  bienes  de  cada  país  fueran  materia  de  un  testa- 
mento especial  ó  aislado?  Pero  ni  esto  mis:xo  es  siquiera  nece- 
sario; puesto  que  un  solo  testamento  por  acto  público  basta" 
ría  para  todos  los  bienes,  por   más  numerosos  y   d'stintos   que 
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fuesen  los  países  de  su  respectiva  situación,   desde  que  el  testa- 
mento auténtico  es  de  legislación  universal. 

No  son  únicamente  las  leyes  españolas  las  que  admitían 
en  principio  la  pluralidad  del  testamento:  también  la  admiten 
los  códigos  actuales  de  la  mayor  parte  de  las  Naciones  repre- 
sentadas en  este  Congreso.  Las  leyes  21,  22  y  24,  título  1  Partida 
6,  el  artículo  523  del  Código  de  Bolivia,  el  853  del  del  Perú  y  el 
967  del  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  declaran  literal- 
mente, que  el  testamento  posterior  deja  subsistente  el  anterior 
en  todo  lo  que  no  lo  contradiga,  excepto  el  caso  en  que  el  testa- 
dor disponga  expresamente  lo  contrario.  El  artículo  12 15  del 
Código  de  Chile  dice  también  que:  «Un  testamento  no  se  re- 
voca tácitamente  en  todas  sus  partes  por  la  existencia  de  otro 
ú  otros  posteriores.  Los  testamentos  posteriores,  que  expresa- 
mente no  revoquen  los  anteriores,  dejarán  subsistentes  en  estos 
las  disposiciones  que  no  sean  incompatibles  con  las  posteriores 
ó  contrarias  á  ella.» 

El  mismo  Calvo,  tan  adicto  de  ordinario  á  las  doctrinas 
prevalentes  en  Europa,  después  de  sostener  que  la  sucesión  de 
muebles  se  rige  por  la  ley  del  lugar  del  domicilio  del  causante 
y  que  la  de  inmuebles  se  gobierna  por  la  ley  del  lugar  de  su 
situación,  agrega  en  la  página  211,  tomo  2.0  de  su  última  edi- 
ción que,  si  la  sucesión  se  compone  de  muebles  é  inmuebles,  el 
testador  debe  revestir  su  testamento  de  las  formalidades  reque  * 
ridas  por  las  leyes  del  lugar  de  su  domicilio  y  del  lugar  de  la 
situación  de  los  inmuebles  ó  puede  mas  bien  formular  sus  dispo- 
siciones en  dos  actos  separados,  hechos  respectivamente  con- 
forme á  las  leyes  del  país  en  que  cada  uno  debe  recibir  su  eje- 
cución. 

Del  mismo  modo  que  la  multiplicidad  de  los  testamentos 
la  pluralidad  de  las  sucesiones,  en  razón  directa  del  número  de 
paises  donde  los  bienes  estén  situados,  no  puede  ser  invocada 
con  éxito  contra  el  principio  de  la  ley  territorial;  porque  la  teoría 
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de  la  unidad  de  la  sucesión,  proclamada  por  las  leyes  internas 
de  cada  país,  so  refiere  únicamente  á  los  bienes  existentes  dentro 
de  los  límites  territoriales  del  país  respectivo  y  no  puede  abrazar 
también  los  bienes  situados  en  otros  paises,  sin  atacar  la  sobera- 
nía de  sus  leyes  é  invadir  la  jurisdicción  de  sus  tribunales. 

Fácilmente  se  comprende  que  todos  los  bienes  heredita- 
rios formen  una  sola  masa  cuando  se  hallen  ubicados  dentro  de 
un  mismo  país;  puesto  que  la  teoría  se  aplica  entonces  á  un  ca- 
so de  derecho  interno,  regido  por  su  propia  ley.  De  ningún  modo 
se  justifica  esa  teoría  cuando  recae  sobre  bienes  ubicados  en  dis- 
tintos paises;  puesto  que  diversas  soberanías  se  encuentran  en 
tal  caso  frente  á  frente  para  disputarse  el  gobierno  de  la  sucesión 
respecto  de  cada  lote  de  bienes  y  que  el  asunto  entra  por  tanto 
de  lleno  en  el  dominio  del  Derecho  Internacional  Privado.  Equi- 
parar ambas  situaciones,  para  sujetarlas  á  la  misma  regla,  seria 
confundir  la  naturaleza  de  los  casos  supuestos  y  tergiversar  la 
esfera  de  las  leyes  comprometidas. 

Asi,  la  pluralidad  de  las  sucesiones,  en  vez  de  ser  una  he- 
regía  científica  está  consagrada  por  antiguos  testos  y  no  impide 
el  cobro  regular  de  los  créditos  pasivos  de  la  herencia.  «  Quod 
sunt  bona  diversis  territoriis,  decía  uno  de  ellos,  obnoxia  totidem 
patrimonia  intelliguntur. »  Inmovilia,  decia  Juan  Voet,  deferri  se- 
cumdum  leges  loci  in  quo  sita  sunt,  adeo  ut  tot  censeri  debeant 
diversa  patrimonia,  ac  tot  hereditates,  quot  locis  diverso  jure 
utentibus  inmovilia  existunt.»  Las  dificultades  inherentes  al  ejer- 
cicio de  los  derechos  de  los  acreedores  de  la  sucesión  quedan 
fácilmente  salvadas  por  los  artículos  finales  del  Proyecto  de  la 
mayoría  de  la  Comisión,  basados  sobre  los  mismos  principios  á 
que  obedecen  artículos  análogos  del  Código  de  Comercio  Argen- 
tino para  los  casos  de  quiebra. 

Por  lo  demás,  los  proyectos  de  la  mayoría  y  de  la  minoría 
hágolo  constar  con  placer,  son  en  el  fondo,  más  que  semejantes, 
perfectamente  idénticos.  Todo  juez  llamado  á   conocer   de   una 
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sucesión,  con  arreglo  á  cualquiera  de  ellos,  no  podría  abstener- 
se de  declarar  que  las  sucesiones  están  efectivamente  sometidas 
al  imperio  de  la  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes,  con 
prescindencia  de  toda  distinción  entre  muebles  y  raices. 

Sus  disidencias  se  reducen  á  que  el  Proyecto  de  la  minoría 
segrega  varias  disposiciones  del  de  la  mayoría  acerca  de  la  ma" 
ñera  como  las  deudas  deben  ser  satisfechas,  intercala  prescripcio- 
nes estrañas  á  la  materia  como  las  referentes  al  procedimiento 
en  rebeldía  y  repite  innecesariamente  otras  que  versando  sobre 
la  nacionalidad,  no  pertenecen  al  título  de  las  sucesiones.  Pero 
todas  estas  divergencias  son  de  simple  detalle  y  agenas  por  tan- 
to á  la  discusión  en  general.  El  debate  en  particular  permitirá 
analizarlas  detenidamente,  si  llegase  á  ser  necesario. 


DE  LA  PRESCRIPCIÓN 

Ocupándonos  de  un  Tratado  de  Derecho  Civil  Internacio- 
nal, no  tendríamos  objeto  en  estudiar  la  prescripción  en  sus  fun- 
damentos, desarrollo,  ni  detalles.  Moral  ó  inmoral,  justa  ó  injusta, 
es  una  institución  universal  del  derecho  positivo  de  las  naciones 
cultas  y  sus  formas,  condiciones  y  efectos  pertenecen  al  derecho 
interno  de  cada  Estado. 

Toda  nuestra  misión  se  reduce  á  encararla  bajo  su  doble 
faz  extintiva  ó  adquisitiva  para  determinar  con  precisión  la  ley 
que  debe  regirla  en  cada  uno  de  sus  aspectos,  previendo  todos 
los  casos  que  pueden  ofrecerse  en  el  curso  de  las  relaciones  ci- 
viles á  fin  de  que  ninguno  escape  á  una  solución  fijada  de  ante- 
mano, basada  sobre  la  ciencia  y  ajustada  á  las  conveniencias 
bien  entendidas  de  todos. 

Laurent  y  la  Comisión  Examinadora  del  Código  Civil  Bel- 
ga sostienen  de  común  acuerdo  que  la  prescripción  afecta  esen- 
cialmente el  orden  público  internacional.  Si  hay,  según  Laurent, 
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una  ley  en  que  el  derecho  de  la  sociedad  domine,  es  la  que  es- 
tablece la  prescripción;  por  que,  solo  á  nombre  del  derecho  so- 
cial, puede  despojar  de  su  derecho  al  propietario  para  atribuirlo 
al  poseedor.  Según  la  Comisión,  la  prescripción  es  de  orden  pú- 
blico, solo  la  ley  determina  sus  condiciones  y  los  particulares 
son  impotentes  para  modificarlas.  Con  un  punto  de  partida  co- 
mún, arriban  naturalmente  á  la  misma  conclusión,  á  saber,  que 
la  prescripción  sea  extintiva,  sea  adquisitiva,  verse  sobre  mue- 
bles ó  inmuebles,  es  gobernada  exclusivamente  por  la  ley  que 
rige  el  derecho  mismo  sometido  á  ese  modo  de  adquisición  ó 
extinción. 

Pothier  piensa  que  la  prescripción  debe  ser  regida  por  la 
ley  del  domicilio  del  acreedor  ó  propietario,  alegando  que  solo 
pueden  ser  privados  de  sus  cosas  en  virtud  de  la  ley  á  que  es- 
tán sometidos.  Massé,  Fiore  y  Asser  contestan  á  Pothier  que  él 
supone  que  el  acreedor  es  aún  propietario,  cuando  se  trata  pre- 
cisamente de  decidir  si  conserva  todavía  su  derecho  y  que  sería 
girar  dentro  de  un  círculo  vicioso  desde  que  el  deudor  ó  posee- 
dor tendrían  fundamento  para  pretender  á  su  turno  que  no  po- 
drían ser  privados  de  su  excepción  por  una  ley  á  la  que  tampo- 
co están  sometidos. 

J.  Voet,  Bouhier,  Dunod,  Merlin  y  otros  aplican  la  ley  del 
domicilio  del  deudor,  por  cuanto  la  reputan  una  excepción  que 
no  aniquila  el  derecho  del  acreedor  y  que  solo  impide  su  ejer- 
cicio judicial.  Pardessus,  Fiore  y  Asser  objetan  que  el  término 
de  la  acción  tiene  que  ser  siempre  cierto  y  determinado;  que  no 
debe  variar  por  la  voluntad  de  una  de  las  partes  contra  la  de  la 
otra;  y  que,  teniendo  el  deudor  la  libertad  de  cambiar  de  domi- 
cilio, quedaría  á  su  arbitrio  abreviar  el  tiempo  de  la  prescrip- 
ción. 

Pardessus  procura  salvar  las  precedentes  objeciones  ha- 
ciendo depender  el  plazo  de  la  ley  del  domicilio  que  el  deudor 
tenía  al  tiempo  en  que  contrajo  la   obligación;   pero   Merlin,   al 
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cual  se  adhieren  Fiore  y  Asser,  había  contestado  de  antemano 
que,  si  la  prescripción  importa  un  beneficio  acordado  al  deudor, 
es  razonable  que  el  deudor  pueda  disfrutarlo  en  su  nuevo  domi- 
cilio y  que  el  acreedor  soporte  la  consecuencia  de  no  haber 
procedido  oportunamente  en  ese  nuevo  domicilio  del  deudor. 

Bartolo,  Mascardo,  Bourgoigne,  Troplong  y  Lehr  prefie- 
ren la  ley  del  lugar  del  pago,  observando  que  la  prescripción 
es  en  cierto  modo  la  pena  de  la  negligencia  del  acreedor  y  que 
la  omisión  es  cometida  en  el  lugar  del  pago.  La  inadmisibilidad 
de  esta  solución  se  pone  en  evidencia  negando  con  Asser  que  la 
prescripción  sea  de  modo  alguno  una  pena  contra  el  acreedor 
y  sosteniendo  con  Laurent  que  es  simplemente  una  institución 
de  orden  y  tranquilidad  sociales. 

Huber,  J.  Voet,  Boullenois,  Wheaton,  Kent,  Story  y  Bur- 
ge  miran  la  prescripción  como  perteneciente  al  procedimiento 
y  se  pronuncian  en  consecuencia  por  la  ley  del  lugar  del  juicio. 
Asser  piensa  con  razón  que  la  prescripción  pertenece  á  la  le- 
gislación sustantiva  y  no  forma  por  tanto  parte  del  procedi- 
miento. Fiore,  partiendo  de  la  base  de  que  el  acreedor  está  obli- 
gado á  seguir  el  fuero  del  deudor,  que  es  ordinariamente  el  lugar 
de  su  domicilio,  renueva  la  objeción  de  que  el  acreedor  queda- 
ría en  tal  caso  sometido  al  arbitrio  del  deudor,  cuya  facultad  de 
mudar  de  domicilio  es  verdaderamente  incontestable. 

¿Cuál  es,  entonces  la  ley  que  debe  regir  la  prescripción 
bajo  su  doble  far  extintiva  y  adquisitiva?  A  juicio  de  la  mayo- 
ría de  la  Comisión  la  respuesta  puede  formularse  en  una  regla 
general,  á  saber,  que  la  prescripción  es  regida  por  la  ley  que 
gobierna  la  relación  jurídica  de  cuya  prescripción  se  tra> 
te.  Asi,  la  prescripción  extintiva  de  acciones  personales  está 
subordinada  á  la  ley  del  lugar  de  su  cumplimiento,  la  de  accio- 
nes reales  á  la  de  la  situación  de  los  bienes  gravados  sin  distin- 
ción  de  raices  ó  muebles  y  la  adquisitiva  de  cosas  corporales  á 
la  de  su  situación,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,    de  acuerdo 
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con  lo  estatuido  en  los  títulos  relativos  a  los  bienes  y  á  los  actos 
jurídicos. 

Tal  es  en  el  fondo  la  doctrina  de  Schaffner,  Waehter,  Sa- 
vigny,  Rocco,  Demangeat,  Fiore,  Asser,  Rivier,  Laurent,  Ramí- 
rez y  la  Comisión  Revisora  del  Código  Civil  Belga,  los  cuales, 
por  más  disconformes  que  seau  los  principios  generales  de  sus 
respectivas  escuelas  y  las  reglas  especiales  á  que  sujetan  los  de- 
rechos personales  ó  reales,  están  todos  de  acuerdo  para  some- 
ter la  prescripción,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  á  la  misma 
ley  que  rige  las  relaciones  de  derecho  á  que  ella  se  refiere. 

Bajo  su  faz  extintiva,  la  prescripción  no  es  en  efecto  mas  que 
un  medio  de  enervar  las  acciones  dirijidas  á  hacer  efectivas  las 
obligaciones  pendientes.  Siendo  el  deber  jurídico  la  resultante 
del  derecho  del  acreedor  para  obligar  al  deudor  á  la  prestación 
convenida,  la  acción  se  liga  íntimamente  á  la  obligación,  y  de- 
be ser  regida  por  la  misma  ley.  Cuando  dos  personas  contratan, 
consienten,  tácita  pero  claramente,  en  que  el  término  dentro 
del  cual  la  una  pueda  proceder  contra  la  otra,  para  compelerla 
al  cumplimiento  de  su  obligación,  dependa  de  la  ley  bajo  cuyo 
imperio  nació  la  acción. 

Esta  solución,  como  Savigny  lo  hace  notar,  es  la  más  con- 
forme á  los  principios  y  á  la  equidad.  A  los  principios,  porque, 
determinando  de  un  modo  cierto  la  ley  de  la  prescripción,  impi- 
de todo  cuanto  una  de  las  partes  pudiera  intentar  en  perjuicio 
de  la  otra.  A  la  equidad;  porque,  asi  como  al  acreedor  no  es  líci- 
to preferir,  para  el  ejercicio  de  su  acción  el  lugar  donde  la  pres- 
cripción dure  más,  tampoco  es  permitido  al  deudor  opear,  me- 
diante un  cambio  de  domicilio,  por  el  lugar  dende  dure  menos. 

Bajo  su  faz  adquisitiva,  podría  sostenerse  con  esperanza 
de  éxito  que,  importando  en  realidad  una  causal  de  extinción 
del  dominio,  bastaría  aplicarle  la  misma  regla,  por  cuanto  los 
derechos  reales,  en  su  carácter  de  tales,  se  rigen  por  la  ley  del 
lugar  de  la  situación  de  los  bienes  sobre  que  recaen. 
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Dejando  sin  embargo  de  lado  esta  cuestión,  puramente  es- 
peculativa, para  considerar  la  prescripción  como  un  medio  de 
adquirir  derechos  reales,  se  arriba  siempre  al  mismo  resultado, 
es  decir,  á  gobernarla  por  la  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los 
bienes,  sean  muebles,  sean  raices.  Una  vez  establecido,  como  que- 
da en  el  título  respectivo,  que  la  adquisición  conservación  y  extin- 
ción de  los  derechos  reales,  están  sometidas  á  la  ley  del  lugar  don- 
de las  cosas  se  encuentran,  la  primera  consecuencia  a  deducir  de 
esa  premisa  es  que  la  prescripción  debe  ser  también  reglada  por  la 
misma  ley  que  gobierna  las  cosas.  Dejar  los  bienes  bajo  el  impe- 
rio de  la  ley  del  lugar  de  su  situación  y  sujetar  su  prescripción  á 
otra  ley  distinta,  cualquiera  que  ella  fuese,  sería  incurrir  en  la  más 
chocante  y  la  mas  injustificada  de  las  contradicciones  posibles. 

Mas,  como  el  detentador  de  una  cosa  mueble  puede  tras- 
ladarla de  un  lugar  á  otro,  es  conveniente  prever  el  caso  para 
resolverlo,  dentro  de  la  doctrina  establecida,  declarando  que  la 
prescripción  se  regirá  por  la  ley  del  lugar  donde  se  consume; 
porque,  antes  de  consumarse,  solo  existe  un  derecho  en  espec- 
tativa,  sin  título  para  eximirse  de  la  influencia  de  la  ley  del  lu- 
gar de  la  nueva  situación  de  la  cosa,  del  mismo  modo  que  esta 
ley  carecería  de  autoridad  para  desconocer  la  prescripción  con- 
sumada antes  de  la  traslación  de  la  cosa,  porque  semejante  des- 
conocimiento importancia  atribuirse  efecto  retroactivo  para  des- 
truir derechos  adquiridos  sobre  cosas  que  no  estaban  entonces 
sujetas  á  su  imperio, 

Las  conclusiones  de  la  mayoría  de  la  Comisión  son  tan 
fundadas  é  incontrovertibles  que  la  minoría  se  ha  limitado  á  re- 
producir su  título  sin  mas  alteración  que  la  de  regir  la  prescrip- 
ción de  la  cosa  mueble,  cambiada  de  lugar,  por  la  ley  de  aquel 
en  que  empezó,  en  vez  de  aquel  en  que  se  consumó,  alteración 
de  mero  detalle,  inadmisible  por  las  razones  expuestas  y  cuyo 
examen  pertenece  por  lo  demás  á  la  discusión  en  particular  de 
los  artículos  correspondientes. 
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He  terminado  la  fatigosa  tarea  de  fundar  el  Proyecto  de  la 
mayoría  de  la  Comisión  en  presencia  del  contra-proyecto  de  la 
minoría. 

No  pretendo  haber  dicho  nada  nuevo.  La  modestia  de  mi 
informe  no  necesita  siquiera  escudarse  tras  el  excéptico  nihl  no- 
vum  sub  solé  y  reconozco  por  el  contrario  expontáneamente  cuan 
pesada  contribución  me  he  creído  en  el  caso  de  imponer  á  las 
exposiciones  de  los  tratadistas  cuyas  doctrinas  he  invocado  en 
apoyo  de  las  soluciones  propuestas. 

La  mayoría  tampoco  cree  haber  pronunciado  la  última  pa- 
labra de  la  ciencia.  ¿Quién  osaría  decirla  cuando  el  Derecho  In- 
ternacional Privado  se  halla  todavía  en  pleno  desarrollo,  des- 
pertado hace  poco  de  su  letargo  por  el  célebre  caso  de  la  Prin- 
cesa de  Beauffremont  que  conmovió  el  mundo  jurídico  y  agitó 
la  opinión  de  dos  naciones  poderosas? 

Solo  aspira  la  mayoría  á  que  se  le  haga  la  justicia  de  re- 
conocer que  nada  ha  omitido  de  lo  que  estaba  á  su  alcance  para 
formular  un  proyecto  serio,  metódico,  armónico  y  completo,  es- 
tudiando cuanto  se  ha  escrito  sobre  esa  dificilísima  materia  y 
prestando  especial  atención  á  la  obra  de  nuestro  distinguido  co- 
lega el  Señor  Doctor  Ramírez,  digna  de  mención  por  la  solidez 
de  su  preparación,  la  independencia  de  su  criterio  y  la  exactitud 
general  de  su  doctrina. 

Lejos,  pues,  de  pensar  que  su  trabajo  sea  perfecto,  la  ma- 
yoría aprovechará  el  debate  en  particular  para  indicar  varias 
modificaciones  secundarias  que  le  han  sido  en  parte  sujeridas  por 
algunos  Señores  Plenipotenciarios  y  admitirá  con  placer  todas 
las  que,  sin  romper  la  unidad  del  Proyecto  ni  alterar  sus  princi- 
pios fundamentales,  sean  propuestas  en  el  curso  de  la  discusión. 

Procediendo  así,  la  mayoría  ejecutará  un  acto  de  honesti- 
dad científica  y  rendirá  un  justo  homenaje  ala  ilustración  de  sus 
distinguidos  colegas. 

Ahora,  que  mi  última  palabra  sea  la  palabra  de  la  gratitud 
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por  la  indulgente  atención  con   que  el  Congreso   se  ha    dignado 
escucharme. 

Varios  Señores  Plenipotenciarios.  Muy  bien. 

El  Señor  Prats,  Miembro  informante  de  la  Comisión  de 
Derecho  Civil  en  minoría,  se  expresó  en  estos  términos: 

Señor  Presidente: 

En  olido  de  fecha  14  de  Noviembre  último  hice  presente  á 
V.  E.  que  oportunamente,  sometería  á  su  ilustrada  consideración 
los  motivos  de  mi  disidencia  con  mis  honorables  colegas  de  la 
Comisión  de  Derecho  Civil. 

Es  llegado  el  momento  de  cumplir  con  ese  deben 

Al  hacerlo,  prescindiré  de  todo  detalle  que  carezca  de  ver- 
dadera importancia,  para  contraerme  únicamente  á  los  princi- 
pios fundamentales  que  sirven  de  base  á  los  proyectos,  salvo 
respecto  de  aquellos  puntos  acerca  de  los  cuales  la  mayoría  se 
ha  servido  invitarme  á  dar  explicaciones:  sería  descortesía  no 
apresurarme  á  complacerla. 

Debo  empezar  por  declarar  que  á  los  Representantes  de 
Chile  no  les  es  posible  seguir  el  ejemplo,  por  más  de  un  aspecto 
notable,  dado  por  la  mayoría  de  estar  dispuesta  á  aceptar  resig- 
nadamente  el  voto  del  Congreso. 

Soy  de  opinión  de  que  los  principios  y  reglas  de  conducta 
internacional  de  que  aquí  hemos  tenido  á  ocuparnos  no  se  re- 
suelven por  votos  de  mayoría;  de  que  es  necesario  tratar  de  lle- 
gar á  un  acuerdo,  cediendo  cada  cual  algo,  y  á  ello  estamos  dis- 
puestos, pero  solo  en  lo  que  no  sea  de  cierta  trascendencia,  y  de 
que,  si  el  acuerdo  no  es  posible,  la  minoría  debe  resignarse,    no 
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á  aceptar  el  acuerdo  de  la  mayoría,  sino  á  mantener  su  completa 
libertad  de  acción. 

Dadas  estas  explicaciones,  entro  en  materia  siguiendo  el 
orden  observado  en  los  proyectos  mismos. 

Se  empieza  por  establecer  las  reglas  á  que  debe  estar  su- 
bordinada la  capacidad  de  las  personas  y  se  opta  en  el  Proyec- 
to de  la  Comisión  por  las  leyes  del  domicilio;  en  el  mió  por  las 
de  la  residencia. 

Según  aquellas,  siempre  que  los  habitantes  de  un  país  ce- 
lebren un  contrato  ó  ejecuten  un  acto  jurídico  cualquiera,  deberá 
calificarse  la  capacidad  de  los  contratantes,  no  según  la  ley  del 
país  mismo  de  su  residencia  y  en  que  el  acto  se  ejecuta,  sino  se- 
gún las  leyes  del  país  en  que  se  hallan  domiciliados. 

Esto,  en  primer  lugar,  es  contrario  á  la  soberanía  de  las 
Naciones,  según  la  cual  las  leyes  de  cada  una  de  ellas  imperan 
sobre  todos  sus  habitantes.  «Cada  Estado,  dice  Fcelix,  tiene  el 
poder  de  fijar  las  condiciones  necesarias  para  poseer  las  propie- 
dades muebles  ó  inmuebles  que  existen  en  su  territorio,  para  su 
trasmisión  ó  expropiación,  como  también  para  determinar  el  esta- 
do ó  la  capacidad  de  las  personas  que  en  él  se  encuentran,  y  la 
validez  de  los  contratos  y  otros  actos  que  en  él  se  verifican.  > 
(T.  i.°N.°9). 

Por  otra  parte,  la  regla  fijada  por  la  Comisión  dificulta  las 
relaciones  comerciales  y  de  todo  género  é  impone  á  los  intere- 
sados y  á  los  funcionarios  que  deben  intervenir  en  estos  casos, 
para  la  debida  solemnidad  del  acto,  serias  dificultades. 

De  la  misma  manera  cuando  se  trata  de  decidir  acerca  de  la 
validez  de  una  obligación  contraida  en  país  extranjero,  atendida 
la  capacidad  no  habrán  de  atenerse  las  autoridades  á  las  leyes 
del  país  en  que  se  ejecutó  el  acto  jurídico,  sino  á  las  de  aquel  en 
que  se  hallaba  entonces  domiciliada  la  persona  obligada. 

¿Y  qué  fundamento  tiene  esta  preferencia  por  la  ley  del 
domicilio  en  desprecio  de  la  ley  de  la  actual  residencia? 


Se  comprende  fácilmente  la  preferencia  que  reclaman  los 
partidarios  de  la  ley  de  la  nacionalidad.  Notables  autoridades  la 
sustentan  como  Fiore,  Laurent,  Mancini,  etc.  Su  fundamento  es 
el  respeto  á  la  personalidad  humana,  á  la  ley  de  la  propia  Nación 
que  imprime  carácter  en  sus  hijos,  como  lo  esplica  Fiore 
(T.  i.°N.°53.) 

Otra  razón  atendible  respecto  del  principio  del  estatuto  per. 
sonal  y  que  habla  elocuentemente  en  contra  del  adoptado  por  la 
Comisión  es  esta: 

En  cada  Nación  se  determinan  las  condiciones  para  fijar  el 
estado  y  capacidad  de  las  personas  tomando  en  cuenta  el  desa- 
rrollo físico  é  intelectual  de  sus  habitantes,  en  lo  cual  influye  ej_ 
clima,  la  educación,  los  hábitos,  etc.  Y  por  eso  es  que  se  advierte 
notables  diferencias  á  este  respecto  entre  las  Naciones. 

¿Y  qué  sucede  tomando  por  base  el  domicilio?  Todo  lo  con- 
trario. 

Por  el  mero  hecho  de  estar  ó  haber  estado  domiciliado  un 
individuo  en  un  país  en  que  la  mayor  edad  se  fija  á  los  veinte  y 
un  años,  por  ejemplo  en  Francia,  habia  de  reputársele  mayor  en 
cualquier  otro  en  que  se  encuentre  aún  cuando  en  esta  y  en  su 
propia  Nación  se  exijan  al  efecto  veinte  y  cinco  años,  como  en 
Chile  y  en  la  mayor  parte  de  los  paises  regidos  por  el  Derecho 
Romano. 

Se  sabe  que  el  domicilio  se  adquiere,  por  el  hecho  del  es- 
tablecimiento en  un  lugar  con  ánimo  de  permanecer  en  él  inde- 
finidamente. Por  lo  tanto  puede  bastar  una  residencia  en  esas 
condiciones  por  un  corto  tiempo,  seis  meses  v.  g.  Este  hecho 
aislado,  esta  mera  circunstancia  es  la  que  ha  de  fijar  para  siem- 
pre su  estado  y  capacidad  personal.  A  donde  quiera  que  vaya  se 
habrá  de  atender  á  ella,  en  desprecio  de  las  leyes  que  ahí  rijan  y 
de  las  de  la  propia  nacionalidad. 

No  se  comprende  pues  la  preferencia  por  la  ley  del  domi- 
cilio sobre  la  ley  del   país  en  que  la  persona   reside,  contrata  y 
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se  obliga.  Cuando  ésta  rige  todo  es  fácil  y  sencillo,  cuando  im- 
pera la  otra  todo  ofrecerá  dificultades  y  embarazos.—  La  persona 
con  quien  se  vá  á  contratar  ¿estará  domiciliada  en  otra  parte? 
¿Qué  leyes  regirán  ahí  en  donde  está  ó  en  donde  puede  estar  do- 
miciliada? 

Los  funcionarios  que  en  cada  país  concurren  á  ciertos  actos 
para  solemnizarlos  saben  su  oficio  ahí  donde  funcionan,  saben  á 
que  atenerse  con  respecto  á  la  capacidad  de  los  contratantes. 
¿Podrán  expedirse  con  igual  facilidad  en  actos  que  se  rijan  por 
las  leyes  de  otras  naciones? 

Ninguna  de  estas  dificultades  puede  presentarse  si  se  adop- 
ta el  principio  de  la  residencia  con  el  cual  se  respeta  también  el 
de  la  soberanía  de  cada  Nación.  Ahí  donde  una  persona  ejecuta 
un  acto  es  donde  debe  ser  capaz  de  ejecutarlo.  Las  leyes  del 
país  en  que  se  ejecuta  son  las  que  deben  observarse. 

Con  lo  expuesto  acerca  de  este  punto  quedan  demostrados 
los  motivos  porque  no  he  podido  aceptar  el  Proyecto  de  la  ma- 
yoría y  que  me  han  inducido  á  formular  los  artículos  4.0,  5.0  y  6.° 
del  que  he  presentado  por  mi  parte. 

Adoptado  éste,  no  tendrían  razón  de  ser  los  artículos  1,2,  3, 
4,  10,  11,  12,  y  14  del  de  la  mayoría 

La  Comisión,  consecuente  con  sus  ideas  contrarias  á  la  ob- 
servación de  las  leyes  del  país  en  que  se  reside  ha  establecido 
lo  siguiente  en  la  importante  materia  <De  las  Obligaciones.» 

Artículo  g.° 

«  La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse 
rige: 

(a)  Sus  formas  y  solemnidades; 

(b)  Su  existencia  y  naturaleza; 

(c)  Su  validez  y  subsistencia; 
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(d)  Sus  efectos  y  consecuencias; 

(e)  Su  ejecución  y  extinción; 

(f)  En  suma,  tocio  cuanto  les   concierne,  bajo  cualquier 

aspecto  que  sea.» 

El  que  suscribe,  encargado  especialmente  por  sus  Hono- 
rables colegas  de  la  Comisión,  del  estudio  de  esta  importante 
materia,  propuso  la  adopción  de  las  reglas  contenidas  en  el  títu- 
lo respectivo  del  Proyecto  acompañado  y  cuya  base  es  el  prin- 
cipio «locus  regit  actum,»  establecido  en  el  artículo  22,  pero  no 
tuvo  la  fortuna  de  que  fueran  aceptadas  por  la  Comisión. 

Según  dicho  artículo,  los  contratos  celebrados  y  actos 
ejecutados  en  cualquiera  de  los  Estados  signatarios  del  Tratado 
en  conformidad  á  sus  leyes,  se  reputarán  válidos  en  todos  los 
demás  sin  perjuicio  de  las  excepciones  ó  limitaciones  conteni- 
das en  el  mismo  Tratado. 

La  sanidad  de  la  doctrina  que  este  artículo  reconoce  se 
impone  á  su  mera  lectura  ¿Qué  otra  regla  sería  mas  adecuada  á 
la  mas  perfecta  fraternidad?  ¿Cuál  que  consulte  mejor  los  inte- 
reses sociales?  ¿Cuál  sería  mas  fácil  en  su  ejecución  práctica? 
¿Cuál  otra  se  conformaría  mejor  á  los  intereses  y  necesidades 
del  comercio  y  la  industria?  ¿Cuáles  son  los  inconvenientes  que 
ofrece? 

Nada  mejor  puedo  hacer  para  responder  á  estas  cuestio- 
nes que  referirme  á  los  mas  notables  autores  que  han  tratado 
de  esta  materia. 

Espero  que  el  Honorable  Congreso  no  ha  de  tener  á  mal 
que  reclame  su  atención  mas  benévola.  La  importancia  de  la 
materia  y  el  deber  en  que  me  creo  de  esplicary  apoyar  mi  línea 
de  conducta  en  el  desempeño  de  mis  trabajos  en  la  Comisión, 
me  escusarán  también. 

<  Un  principio  hoy   dia    generalmente  adoptado   por  las 
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»  Naciones,  dice  Fcelix,  es  que  la  forma  de  los  actos  se  regla  por 

>  la  ley  del  lugar  en  el  cual  lian  pasado  ó  se  han  ejecutado.  Es  de- 
•%  cir  que  para  la  validez  de  todo  acto  basta  observar  las 
»  formalidades  prescriptas  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  eje- 
»  cuta.  » 

El  principio  que  acabamos  de  enunciar  se  aplica  á  todos 
los  actos  lícitos  del  hombre,  convencionales  ú  otros:  asi,  él  re- 
gla los  actos  del  estado  civil,  los  actos  de  celebración  del  raa" 
trimonio,  las  donaciones,  los  testamentos,  todas  las  convencio- 
nes á   título  oneroso.    (Fcelix — Derecho  Internacional — T.    i.° 

N.°730 

Este  ilustre  publicista  cita  cincuenta  autores  que  son  de 
su  opinión  y  la  doctrina  de  la  Corte  de  Casación  de  Francia  y 
Las  Cortes  de  Rouen. 

La  regla  indicada,  agrega,  no  se  aplica  solamente  á  los 
actos  públicos  ó  solemnes,  sino  también  á  los  que  constan  de 
documentos  privados. 

El  mismo  autor  desarrolla  esta  doctrina  en  los  N.os  79  y 
siguientes  de  la  obra  citada. 

En  cuanto  al  fondo  ó  valor  intrínseco  de  los  actos  jurídi- 
cos, he  aquí  como  se  expresa: 

«El  principio  general  en  esta  materia  es  que  las  partes 
i  contratantes  han  tenido  la  intención   de   conformarse   en   sus 

>  convenciones  á  la  ley  del  lugar  en  que  se   han  perfeccionado. 

>  (T.  i.°N.°9Ó.) 

>  Merlin,  agrega  en  el  número  citado,   se   expresa  en    los 

>  siguientes  términos:  Todo  hombre  que  contrata  en  un  país,  sea 

>  domiciliado  ó  no,  nacional  ó  extranjero  adhiere  á  las    cláusu- 

>  las  del  tratado  que  hace  el  sentido  y  las  consecuencias  de    las 
2  leyes  del  país.  (Reportorio  Merlin  V".  Etranger.) 

»  Las  necesidades  de  las  relaciones  entre  las  naciones   di- 
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»  cen  MM.  Kent  y  Story,  han  hecho  establecer  que  la  validez  de 
»  un  contrato  y  todo  lo  que  concierne  á  su  naturaleza,  el  lazo 
j>  vinculum  obligationis,  como  todo  lo  relativo  á  su  interpreta- 
se ción,  depende  de  la  ley  del  lugar  en  que  se  ha  celebrado.  > 

Seria  demasiado  molesto  acumular  mas  citas  de  este  autor 
maestro  en  la  materia;  pero  debo  hacer  notar  que  ni  él  ni  ningu- 
no de  los  tratadistas  á  que  en  este  estudio  me  refiero,  se  imagi- 
nan siquiera  que  puede  dejar  de  aplicarse  la  máxima  «locus  re- 
git  actum»  con  que  encabeza  el  capítulo  de  su  obra  citada  y  que 
sirve  de  fundamento  á  su  doctrina.  (Fcelix — Derecho  Internacio- 
nal—T.  i.°  N.°  73  ai  io&). 

Otro  publicista  no  menos  notable,  Fiore,  dice  á  este  res- 
pecto: «Cuando  no  se  ha  declarado  expresamente  que  se  prefiere 
la  ley  del  lugar  de  la  ejecución  á  la  del  domicilio  del  deudor  ó 
acreedor,  ó  la  preferencia  no  resulte  de  circunstancias  de  un 
modo  cierto,  debe  presumirse  que  las  partes  se  han  referido  á  la 
ley  vigente  en  el  lugar  donde  han  realizado  el  acto  que  ha  dado 
origen  al  vínculo  jurídico  (Fiore  T.  i.°  N.°  1 12.)» 

Con  arreglo  á  la  ley  del  lugar  donde  se  contrae  la  obliga  • 
ción,  es  como  debe  decidirse  si  es  civil  ó  natural,  si  es  pura  y 
simple  ó  condicional,  si  consiste  en  dar  ó  en  hacer  y  si  es  una 
obligación  rei  caerte  ó  una  obligatis generis.  (Fiore  T.  i.°  N.°  141.) 
En  cuanto  á  la  solidaridad  de  los  deudores  comprometi- 
dos, ya  se  derive  inmediatamente  de  la  ley,  ya  proceda  de  un 
convenio  en  donde  se  haya  estipulado  expresamente,  debe  ser 
regida  por  la  ley  del  lugar  donde  se  ha  realizado  el  contrato* 
(Fiore  T.  i.°  N.°  142.) 

Cuando  las  partes  no  han  declarado  nada  expresamente  la 
«lexloci  contractus»  es  laque  debe  determinar  todos  los  efectos 
jurídicos  inmediatos  que  del  contrato  se  derivan,  ya  sea  por  dis- 
posición de  la  ley,  ya  por  la  costumbre.  (Fiore  T.  i.°N.°  146). 

No  es  menos  explícito  el  célebre  Laurent.    «¿Qué   ley   se 
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sigue,  pregunta,  para  reglar  la  forma  de  los  actos?  Hay  sobre 
este  punto  un  viejo  adagio  que  está  admitido  por  todos  los  auto- 
res y  consagrado  por  todas  las  legislaciones:^  locus  regit  actum» 
(Laurent  T.  2.°  N.°  233). 

El  acto  ejecutad  j  según  las  formas  del  lugar  de  su  otorga- 
miento, es  válido  en  todas  partes,  cualquiera  que  sea  la  naciona- 
lidad de  los  interesados.  (Laurent  T.  2.0  N.°  239). 

«  Se  pregunta  si  un  acto  auténtico,  debe  ser  recibido  en  el 
extranjero  en  las  formas  prescriptas  por  la  ley  local.  Apenas 
puede  formularse  esta  pregunta,  porque  la  afirmativa  es  de  evi- 
dencia.» (Laurent  T.  2.0  N.°  235.) 

Citaré  por  fin  á  Calvo  cuya  autorizada  opinión  llega  á  pa- 
recer exagerada.  «  En  derecho  extricto,  dice,  los  contratos 
deben  ser  regidos  en  cuanto  al  valor  legal  de  su  forma  y  en  cuan- 
to á  los  efectos  que  se  derivan  de  sus  estipulaciones  por  la  ley 
del  lugar  en  que  se  han  celebrado.  Esta  regla  deducida  del  axio- 
ma lex  loci  contractus  está  fundada  no  solo  en  la  conveniencia 
mutua  de  les  individuos,  sino  en  la  necesidad  moral  para  las  Na- 
ciones, de  vivir  en  relaciones  íntimas  las  unas  con  las  otras.  El 
Estado  que  cesara  de  aplicar  esta  regla  se  aislaría  del  movimien- 
to general  de  la  civilización  y  volvería  luego  por  una  pendiente 
fatal  al  estado  de  barbarie  de  las  tribus  salvajes.»  (Calvo,  Dere- 
cho Internacional  5.a  edición  — T.  2.0  ^  965). 

No  debemos  aceptar  esta  exageración. 

Pero,  me  pregunto:  ;Es  posible  que  sea  desconocido  y  re- 
chazado este  axioma  en  el  Congreso  Internacional  reunido  hoy 
en  Montevideo? 

Y  ¿por  qué  lo  sería? 

«  Porque  ya  es  necesario  reaccionar  contra  un  principio 
cuyo  origen  se  ignora  y  que  se  ha  venido  imponiendo  con  el 
trascurso  del  tiempo,  principio  que  condena  la  ciencia  jurídica. 
Porque  es  necesario  hacer  la  luz  en  el  caos  á  que  nos  han  condena- 
do los  autores  que  lo  sostienen  y  las  naciones  que  lo  reconocen.* 
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El  Congreso  lo  ha  oido:  se  trata  de  reaccionar  contra  el 
orden  de  cosas  actual  y  contra  la  opinión  casi  unánime  de  los 
publicistas,  de  las  naciones  y  contra  nuestros  códigos. 

Es  otra  la  regla  que  debe  consagrarse  según  la  mayoría,  á 
saber: 

La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse. 

Esa  ley  es  la  que  según  la  mayoría  de  la  Comisión  debe 
regir  en  los  contratos  todo  cuanto  les  concierne  bajo  cualquier 
aspecto. 

El  Honorable  Congreso  advertirá  seguramente  que  el 
sistema  ideado  por  la  Honorable  Comisión  ofrece  serios  incon- 
venientes: con  efecto,  en.  el  mayor  número  de  casos,  las  personas 
que  poseyendo  bienes  en  diversos  países,  deseen  contratar  so- 
bre ello,  ignorarán  las  leyes  á  que  deben  ajusfar  sus  contratos 
y  no  faltarán  ocasiones  en  que  no  les  será  posible,  adquirir  ese 
conocimiento.  En  todo  caso  se  les  impone  molestias  y  gastos 
que  ninguna  razón  de  ser  tienen. 

Pueden  ocurrir  inconvenientes  no  solo  difíciles  de  vencer, 
sino  imposibles:  ¿Qué  se  hará  si  en  el  lugar  en  que  están  situa- 
dos los  bienes  se  exijen  requisitos  que  no  pueden  llenarse  en  el 
lugar  en  que  el  contrato  se  celebra?  Los  testamentos,  dice  Lau- 
rent  haciéndose  cargo  de  este  inconveniente,  (tomo  2.°  número 
236),  se  otorgan  ante  la  justicia,  según  la  ley  prusiana  y  ante  un 
notario  entre  nosotros. 

Inútilmente  un  prusiano  querrá  testar  entre  nosotros  ante 
un  tribunal;  el  juez  se  declararía  incompetente.  Ha  sido  pues  ne- 
cesario permitir  al  prusiano  hacer  testamento  ante  notario.  De 
la  misma  manera  los  franceses  y  los  belgas  que  desean  contratar 
en  país  extranjero,  ahí  en  donde  no  hay  notarios,  estarán  obli- 
gados á  conformarse  á  las  leyes  del  país. 

En  cuanto  á  los  documentos  privados,  la  dificultad  es  me- 
nor, pero  subsiste.  ¿Quién  redacta  los  actos?  Rara  vez  son  las 
partes;  de  ordinario  son  los  agentes  de  negocios.  Estos  no  cono- 
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cen  sino  la  práctica  legal  del  país  en  que  ejercitan  su  ministerio. 
En  cuanto  a  las  partes  ellas  están  obligadas,  no  conociendo  las 
leyes,  á  valerse  de  redactores  que  arreglan  los  actos  conforme  á 
la  ley  local.  Redactados  en  esta  forma  hacen  fé  en  todas  partes; 
sino,  (decia  Portalis,  exponiendo  los  motivos  del  proyecto  de 
Código),  no  habría  ninguna  seguridad  en  las  relaciones  civiles. 

Pero  hay,  aún,  otro  motivo  de  imposibilidad:  los  funciona- 
rios públicos,  notarios,  jueces  ó  lo  que  sean,  están  obligados  á 
redactar  y  formalizar  los  instrumentos  que  otorgan,  según  la  ley 
del  lugar  en  que  desempeñan  sus  funciones.  Ellos  no  pueden 
cambiar  las  formas,  adoptando  los  contratos  á  tantos  países  co- 
mo extranjeros  de  diversas  nacionalidades  haya.  No  conocen  ni 
deben  aplicar  otras  formas,  repito,  que  las  del  lugar  en  que  fun- 
cionan. 

La  Honorable  Comisión  no  se  ha  hecho  cargo  de  estas  di- 
ficultades que  son  insolubles. 

¿Qué  motivos  tan  poderosos  ha  ceñido  para  apartarse  del 
uso  corriente  entre  todas  las  naciones,  para  cambiar  de  raiz  el 
orden  de  cosas  actual? 

Nada  tiene  que  ver  eríla  precedente  cuestión  la  escuela  á 
que  quiera  subordinar  sus  acuerdos  el  Honorable  Congreso. 

Aquí  no  se  trata  de  predominio  de  estatutos.  Ni  los  princi- 
pios del  estatuto  personal  ni  los  del  estatuto  real  se  comprome- 
ten, Laurent  lo  dice,  «si  se  atiende  al  lenguaje  tradicional,  es 
necesario  decir  que  el  estatuto  de  las  formas  del  acto,  no  es  ni 
personal,  ni  rea!.   (T.  2.°  N.°  235.) 

Se  ha  visto  también  por  las  trascripciones  que  he  hecho 
de  Fiore,que  este  publicista  partidario  de  la  ley  de  nacionalidad, 
reconoce  y  acepta  como  un  axioma  la  regla  —  «locus  regit  ac- 
tum.> 

La  presente  cuestión  no  es  pues  de  estatutos.  Los  partida- 
rios de  todas  las  escuelas  proclaman  el  axioma. 

Se  trata  solo  de  facilitar  ai  hombre   en  socieda     los    me- 
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dios  de  estrechar  sus  relaciones,  de  comerciar,  de  ejercitar  los 
derechos  inherentes  á  su  ser,  de  adquirir  bienes  y  disponer  de  los 
propios  en  donde  quiera  que  se  encuentre  y  de  la  manera  mas 
cómoda  y  fácii  posible. 

Hay  todavía  otro  orden  de  consideraciones. 

El  régimen  que  establecería  el  Tratado  en  la  forma  adop- 
tada por  la  Comisión,  obligaría  á  las  Naciones  contratantes,  de 
lo  cual  resultaría  que  el  propósito  de  estrechar  y  facilitar  las  re- 
laciones mutuas  sería  contrariado.  En  efecto:  los  residentes  en 
esta  República  Oriental  pueden  hoy  celebrar  contratos  que 
habían  de  tener  su  cumplimiento  en  cualquiera  de  las  otras  Re- 
públicas de  la  manera  mas  sencilla  y  fácil,  sin  más  que  dirigirse 
al  primer  notario,  ó  siendo  el  contrato  privado,  ajustándose  á  la 
ley  aquí  vigente.  Aprobado  el  Tratado  ¿tendrían  las  mismas  faci- 
lidades dos  comerciantes,  dos  agricultores,  dos  industriales,  y 
aún  dos  abogados? 

Entre  tanto,  esos  mismos  residentes  nacionales  ó  extran- 
jeros, pueden  seguir  contratando  libremente  y  con  las  mismas 
facilidades  que  hoy  lo  verifican  cuando  el  cumplimiento  de  las 
obligaciones  haya  de  tener  lugar  en  cualquier  otro  país  no  sig- 
natario. 

¿Es  esto  razonable? 

Si  hubiera  de  entenderse  que  el  Tratado  que  se  celebra 
no  solo  ligue  á  las  Naciones  signatarias  entre  sí,  sino  que  las  obli- 
ga á  ajustarse  al  orden  de  cosas  que  establece  en  sus  relaciones 
con  las  demás  Naciones,  nos  colocaríamos  fuera  del  derecho  co- 
mún de  las  Naciones  cultas,  como  lo  dice  Calvo.  (Derecho  Inter- 
nacional T.  2  §  965.) 

Por  los  inconvenientes  anotados  y  otros  muchos  que  apun- 
tan los  notables  publicistas  que  he  citado,  las  naciones  y  les  ju- 
risconsultos han  adoptado,  con  rara  uniformidad,  el  principio 
que  el  que  suscribe  ha  reconocido  en  su  Proyecto  y  del  que  se 
ha  apartado  la  Honorable  Comisión. 
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El  que  suscribe  ha  tenido,  además  de  los  motivos  expues- 
tos, uno  especial  para  no  adherirse  al  Proyecto  de  la  Comisión, 
y  mantener  el  que  por  su  parte  propuso. 

Ese  motivo  es  el  debido  respeto  a  las  leyes  patrias. 

No  estarán  distantes  los  Representantes  de  Chile  de  acep- 
tar, per  su  parte,  modificaciones  de  esas  leyes,  cuando  razones 
poderosas  lo  aconsejen,  pero  sí  lo  estarán,  y  mucho,  cuando  se 
trate  de  derogar  las  que  tienen  por  fundamento  la  razón,  la  prác- 
tica de  las  naciones  cultas  y  la  opinión  uniforme  de  los  publi- 
cistas, leyes  de  que  se  enorgullece  y  de  que  ha  cosechado  bue- 
nos frutos  durante  largos  años. 

El  Código  Civil  Chileno  conformándose  á  la  práctica  or- 
dinaria establece: 

«  La  ley  es  obligatoria  para  todos  los  habitantes  de  la  Re- 
pública incluso  los  extranjeros.»  Art.  14. 

«  Toda  persona  es  legalmente  capaz,  excepto  aquellas  que 
la  ley  declara  incapaces.»  Art.  1446  -El  Código  Civil  determi- 
na en  seguida  quienes  son    incapaces. 

»  Lo  forma  de  los  instrumentos  públicos  se  determina  por 
las  leyes  del  país  en  que  han  sido   otorgados.»  Art.  19,  etc.,  etc. 

Decía  poco  ha,  que  el  principio  —  «locusregit  actum» — no 
era  contrario  á  ningún  estatuto;  y  en  efecto,  la  ley  chilena,  que 
sujeta  los  bienes  situados  en  Chile  á  las  leyes  chilenas,  respetan- 
do así  el  principio  territorial,  admite  no  obstante,  los  contratos 
válidamente  otorgados  en  país  extranjero.  En  este  punto,  como 
en  otros,  limita  el  principio. 

Hé  aquí  como  se  expresa  á  este  respecto: 

«Los  bienes  situados  en  Chile  están  sujetos  á  las  leyes  chi- 
lenas, aunque  sus  dueños  sean  extranjeros  y  no  residan  en  Chile.» 
«Esta  disposición  se  entiende  sin  perjuicio  de  las  estipula- 
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ciones  contenidas  en  los   contratos  válidamente   otorgados    en 
país  extranjero.? 

Pero  los  efectos  de  los  contratos  otorgados  en  país  extran- 
jero, para  cumplirse  en  Chile,  se  arreglarán  á  las  leyes  chilenas. 

Como  se  vé,  el  Código  Civil  Chileno  resguarda  los  derechos 
anexos  á  la  situación  de  los  bienes,  sin  desconocer  la  validez  de 
los  contratos  celebrados  en  otros  países. 

El  artículo  241 1  dice  testualmente:  «Los  contratos  hipote- 
carios celebrados  en  país  extranjero,  darán  hipoteca  sobre  los 
bienes  situados  en  Chile,  con  tal  que  se  incriban  en  el  competen- 
te registro.» 

El  Código  Chileno  reputa  válido  aún  los  contratos  hipote- 
carios celebrados  en  extranjero.  Solo  exige  la  inscripción  de  la 
hipoteca  en  el  registro.  Acepta  el  contrato  que  constando  de 
escritura  pública,  es  válido  donde  se  otorgó. 

No  podria,  pues,  el  que  suscribe,  aceptar  modificaciones  al 
orden  de  cosas  existentes,  y  que.  lo  repito,  no  ha  dejado  nada  que 
desear  durante  largos  años. 

Pero,  se  dice,  y  esta  es  la  razón  de  la  regla  que  la  Honora- 
ble Comisión  propone:  «Los  contratos  deben  regirse  por  las  le- 
»  }Tes  del  lugar  en  que  se  han  de  cumplir,  por  que  en  muchos  ca- 
»  sos  tendrán  necesariamente  que  ajustarse  á  ellas  en  su  cumplí. 
»  miento. »  Asi:  si  en  un  país  el  arrendamiento  de  bienes  inmuebles 
no  puede  hacerse  por  más  de  diez  años,  en  valde  será  que  en 
un  contrato  de  arrendamiento  de  bienes  situados  en  él,  se  haga 
por  veinte;  aunque  lo  autorice  la  ley  del  país  en  que  el  contrato  se 
celebra.  Si  en  uti  país  está  prohibida  la  prisión  por  deudas,  en 
valde  será  que  se  estipule  en  otro  que  es  permitida.  Si  en  un  país 
el  contrato  sobre  bienes  raices  debe  hacerse  por  escritura  públi- 
ca, no  será  válido  en  él  en  otra  forma;  aunque  lo  sea  en  el  país 
de  su  celebración. 

En  consecuencia,  es  preferible  á  la  regla  locus  regit  actum 
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la  establecida  en  el  artículo  30  de  nuestro  Proyecto,  según  la 
cual  deben  regirse  los  actos  jurídicos,  en  cuanto  á  su  forma  y  fon- 
do por  la  ley  del  lugar  en  que  han  de  cumplirse. 

Pero  este  raciocinio  de  la  Honorable  Comisión  no  está  fun- 
dado en  ningún  principio  nuevo  de  Derecho  que  se  haya  hecho 
camino  por  los  progresos  de  la  ciencia.  Fcelix  y  los  cincuenta 
autores  citados  por  él,  Laurent,  Fiore,  Merlin,  Calvo  y  los  citados 
por  ellos,  han  sabido  muy  bien  que  en  ningún  país  culto  pueden 
reputarse  como  válidos  los  actos  jurídicos  prohibidos  por  sus  le. 
yes,  y  que  las  obligaciones  en  general,  deben  reglarse,  enmanta 
á  sus  efectos,  á  las  leyes  del  país  en  que  van  á  cumplirse  y  final- 
mente, que,  cuando  en  estos  se  exijan  requisitos  especiales,  es 
necesario  llenarlos.  No  obstante,  declaran  que  la  regla  «locusre- 
git  actum»  está  admitida  por  todos  los  autores  y  consagrada  por 
todas  las  legislaciones. 

Ellos  han  estudiado  detenidamente  las  dificultades  á  que 
puede  dar  origen  dicha  regla,  á  fin  de  determinar  cual  debe  ser 
su  legítima  significación  y  su  alcance.  Y,  solo  después  de  estu- 
diar las  objeciones  que  pueden  hacerse,  ya  en  un  sentido,  ya  en 
otro,  optan  por  ella,  reduciendo  á  meras  excepciones  lo  que,  se- 
gún los  principios  de  jurisprudencia,  debe  quedar  excluido. 
Véase  sino  lo  que  cada  uno  dice  latamente  en  los  títulos  que 
consagran  á  la  materia  en  las  obras  citadas. 

No  hay,  pues,  en  esto,  sino  el  estudio  de  una  sencilla  re- 
glamentación para  establecer  en  un  Tratado  el  procedimiento 
mas  correcto.  En  esa  reglamentación  tendrá  su  lugar  lo  que  la 
Honorable  Comisión  observa.,  y  con  ello  habrá  desaparecido  la 
objeción. 

En  efecto,  en  los  tres  casos  que  por  via  de  ejemplo  acabo 
de  proponer  para  esplicar  el  pensamiento  de  mis  Honorables 
colegas,  la  objeción  se  contesta  con  solo  establecer  la  [siguiente 
excepción  al  principio — «locus  regit actum.» 

Los  contratos  que  han  de  producir  efecto  en   un   determi- 
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nado  Estado,  no  valdrán  si  exigiéndose  en  el  requisitos  especia- 
les para  su  validez,  no  se  llenaren.  Tampoco  se  reputará  válida 
en  un  Estado,  ninguna  obligación  contraria  al  orden  público  ó  á 
la  moral — (artículos  23  y  26  de  mi  Proyecto.) 

Estas  excepciones  reconocidas  por  los  jurisconsultos,  de- 
berían satisfacer  á  la  mayoría  de  la  Honorable  Comisión,  porque 
la  exigencia  de  escritura  pública  para  venta  de  bienes  inmuebles, 
la  prohibición  de  contratar,  arrendamiento  por  mas  de  diez  años 
y  la  prisión  por  deudas,  son  prescripciones  de  orden  público. 

Si  el  desacuerdo  en  la  Comisión  hubiera  sido  con  respecto 
á  detalles  ó  meras  excepciones,  ya  rechazándose  unas  ya  pro- 
poniéndose otras,  no  habría  sido  difícil  una  solución  uniforme. 
Pero  desgraciadamente,  ha  sido  en  puntos  esenciales.  Se  ha  to- 
mado por  la  Honorable  Comisión,  una  base  inusitada,  que  tras- 
torna el  orden  de  cosas  actual  y  que  tiende  á  introducir  confu- 
sión en  nuestras  relaciones  internacionales. — No  se  advierte  que 
las  Naciones  obligadas  á  conformarse  al  nuevo  orden  de  cosas, 
establecido  por  el  Tratado  que  se  ajustará  en  esa  forma  no  po- 
drían imponerlo  á  las  demás  Naciones  no  comprometidas,  te- 
niendo en  tal  caso  las  primeras  que  regirse  por  dos  legislacio- 
nes diversas;  una  regiría  las  relaciones  de  las  Naciones  compro- 
metidas entre  sí  y  otra  las  relaciones  de  éstas  con  las  demás. 

Otro  de  los  puntos  sustanciales  de  desacuerdo  á  que  me 
he  referido  es  el  relativo  á  la  sucesión  por  causa  de  muerte. 

El  Proyecto  de  la  Comisión  establece  lo  que  sigue: 

Articulo  i.° 

€  La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  hef  edíta- 
*  ríos  al  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se 
>  trata  rige: 
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(a)  La  capacidad  del  causante  para  testar; 
(ó)  La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 

(c)  Las  formas,  validez  y  efectos  del  testamento; 

(d)  Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes  y 
del  cónyuge  superstite; 

(e)  La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

(/)  La  existencia  y  monto  de  los  bienes  reservables; 

(¿)  En  suma;  todo  lo  relativo  á  la  sucesión  legítima  y  tes- 
tamentaria. » 

Como  se  vé,  una  vez  vigente  el  Tratado  que  la  Comisión 
propone,  un  subdito  peruano  domiciliado  y  residente  en  un  país 
y  que  tenga  bienes  en  Chile  y  en  Bolivia  v.  g.,  no  podria  testar 
válidamente  en  su  propio  país  en  conformidad  á  sus  leyes  y  de- 
bería hacerlo  guardando  en  la  forma  y  el  fondo  las  leyes  del 
Perú,  de  Chile  y  de  Bolivia. 

Así  mismo  sus  herederos  legítimos  sean  hijos,  padres,  cón- 
yuge, hermanos  etc.  habrán  de  partirse,  no  según  las  leyes  del 
Perú  en  la  sucesión  intentada,  sino  según  las  del  Perú  y  las  de 
Chile  y  las  de  Bolivia,  reglándose  sus  derechos  por  tantas  legis- 
laciones cuantos  sean  los  países  en  que  posea  bienes. 

No  establece  el  Proyecto  de  la  Comisión  en  dónde  y  en 
qué  momento  se  abre  una  sucesión;  pero  como  establece  que 
ésta  se  rige  en  todo,  absolutamente  en  todo,  por  las  leyes  del 
lugar  en  que  haya  bienes,  se  sigue  que  debe  abrirse  en  tantos 
puntos  como  sean  los  en  que  bienes  haya. 

No  determina  tampoco  si  habrá  de  ser  uno  el  juicio  de 
sucesión  ó  serán  varios;  pero  es  consecuencia  ineludible  del  ar- 
tículo 44  que  ha  de  haber  tantos  juicios  de  sucesión  como  países 
en  que  haya  bienes,  lo  cual  no  solo  ofrecería  graves  dificultades 
sino  que  sería  imposible. 

Tanto  se  aparta  el  Proyecto  de  la  Comisión  de  la  jurispru- 
dencia universal  en  esta  materia,  que  hasta  el  derecho  de  tes- 
tar lo  hace  imposible  ó  poco  menos  en  los  casos  á   que   se  re- 
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fiere.  Preténdese  que  la  forma  del  testamento  se  rija  por  las  le- 
yes del  lugar  en  que  están  situados  los  bienes.  Como  si  un  tes- 
tamento pudiera  subordinarse  en  su  forma  á  leyes  de  diversas 
Naciones;  ó  como  si  fuera  correcto  otorgar  tantos  testamentos 
diversos  como  pueblos  haya  en  que  el  testador  tenga  bienes. 

Finalmente  el  Proyecto  llega  hasta  establecer  algo  que  du- 
do mucho  pueda  realizarse.  Me  refiero  á  las  reglas  relativas  á 
los  acreedores  y  á  la  forma  y  modo  en  que  han  de  ejercitarse 
sus  acciones;  se  les  priva  del  derecho  de  ocurrir  á  donde  ellos 
vieron  convenirles;  se  les  obliga  en  ocasiones  á  dirijirse  á  diver- 
sos lugares,  se  determina  la  parte  de  su  crédito  que  en  cada  país 
pueden  cobrar  y  se  les  sujeta  á  un  prorateo  ocasionado  á  tantos 
inconvenientes  y  dificultades  que  en  la  práctica  ha  de  ser,  sino 
imposible,  poco  menos.  Con  lo  expuesto  quedan  demostrados  los 
motivos  de  mi  disentimiento  de  la  mayoría  de  la  Comisión  en 
los  puntos  sustanciales  del  Proyecto  presentado  por  ella  y  á  los 
cuales  se  refiere  la  mayor  parte  de  las  disposiciones  que  contie- 
ne, de  tal  suerte  que  eliminados  ó  sustituidos  por  los  que  yo  he 
adoptado,  por  el  mismo  hecho  deben  desaparecer  todas  las  dis- 
posiciones basadas  en  ella. 

No  debo,  por  tanto  detenerme  en  el  análisis  de  éstas  ni 
tampoco  en  el  de  aquellas  reglas  que  pueden  clasificarse  de  me- 
ro detalle. 

Aquí  debería  terminar  mi  exposición,  por  que  teniendo  so- 
lo que  referirse  á  la  discusión  general,  es  inútil  detenerse  en  de  ■ 
talles;  pero,  oido  lo  que  á  nombre  de  la  mayoría  se  ha  dicho, 
faltaría  á  un  deber  de  cortesía,  como  ya  lo  expuse,  no  dando  las 
esplicaciones  á  que  se  me  ha  invitado  expresamente  respecto  de 
ciertos  vacíos,  inconsecuencias  y  contradicciones  que  la  mayoría 
nota  en  mi  Proyecto. 

El  primer  vacío  que  me  invita  á  esplicar  la  mayoría  es  el 
que  resulta  de  mi  silencio  respecto  de  las  personas  jurídicas, 

Estraña  que  haya  hecho  caso  omiso  de  los  artículos  5.0  y 
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6.°  de  su  Proyecto,  que  es  todo  lo   que  ella   consagra   á  la  ma- 
teria. 

No  advierte  la  Comisión  que  dichos  artículos  no  estatuyen 
nada,  si  bien  se  considera. 

Con  efecto  :  decir  que  una  persona  jurídica  será  capaz  en 
aquel  Estado  en  que  se  le  declare  capaz,  es  decir,  donde  lo  sea' 
eso  no  es  decir  nada. 

Tan  cierto  es  ésto  que  consignado  ó  no  el  artículo  será 
capaz  en  las  Repúblicas  de  Bolivia  y  Argentina,  la  persona  ju- 
rídica que  sus  leyes  declaran  capaz. 

La  misma  observación  puede  hacerse  respecto  de  los  in- 
cisos i  y  2  del  artículo  6.° 

Si  la  existencia  y  capacidad  de  una  persona  jurídica  ha  de 
juzgarse  por  la  ley  en  donde  existe,  y  solo  ha  de  poder  ejecu- 
tar los  actos  propios  de  su  institución  en  otro  Estado  en  con- 
formidad a  las  leyes  de  ésta,  ¿qué  objeto  tiene  esta  declaración 
en  un  Tratado? 

Si  una  corporación  que  tenga  personería  jurídica  en  el  Uru- 
guay se  ha  de  regir  por  las  leyes  del  Uruguay,  y  si  para  ejercer 
sus  funciones  en  la  Argentina  se  sujetará  á  las  prescripciones  de 
ésta,  que  es  todo  lo  estatuido  por  la  mayoría  ¿qué  se  ha  avanza- 
do con  tales  artículos? 

Que  toda  persona  jurídica,  habrá  de  regirse  por  las  le- 
yes dictadas  exprofeso  para  ella  en  el  país  en  que  existe,  y  si 
pretende  ejercer  actos  de  su  institución  en  otro  Estado  lo  hará 
también,  si  en  él  se  le  reconoce,  y  en  conformidad  á  las  leyes  dic- 
tadas al  efecto.  Eso,  Señores,  no  es  materia  de  un  Tratado,  eso 
no  es  una  Convención.  Eso  es  simplemente  reconocer  en  cada 
Nación  el  derecho  que  tiene  para  gobernarse. 

El  inciso  2.°  por  su  texto  claro  y  literal  deja  sin  aplicación 
el  tercero.  El  declara  que  el  carácter  que  invisten  las  personas 
jurídicas  las  habilita  plenamente  para  ejercitar  fuera  del  lugar  de 
su  institución  todas  las  acciones  y  derechos  que  le  corresponde. 
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El  inciso  como  se  vé,  no  exceptúa  ninguna  acción  ni  de- 
recho. 

Pregunto  ¿no  se  comprenden  con  estas  expresiones  las  ac- 
ciones, los  derechos  propios  de  la  institución,  anexos  á  ella? 

Pero  lo  que  quiere  decir  la  mayoría  es  otra  cosa 

Lo  que  quiere  decir  es  que  las  personas  jurídicas  pueden 
demandar  en  otras  partes  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
con  ellas  contraidas,  esto  es  comparecer  en  juicio. 

Esta  disposición  no  es  necesaria,  y  si  lo  fuera  correspon- 
dería á  títulos  separados  de  este  Proyecto:  ai  de  la  jurisdicción 
y  al  de  procedimientos. 

La  minoría  no  ha  necesitado  hacer  mención  expresa  acerca 
de  las  personas  jurídicas,  porque  sujeta  ó  subordina  la  capaci- 
dad para  todo  acto  jurídico,  á  las  leyes  del  país  en  que  el  acto 
se  ejecuta 

El  caso,  como  todos  aquellos  en  que  deba  apreciarse  la 
capacidad,  se  comprende  en  una  regla  general  que  no  deja  lugar 
á  ninguna  duda  ni  vacilación. 

Y  nótese  que  la  mayoría,  que  tanto  estraña  la  deficiencia 
del  Proyecto  de  la  minoría  á  este  respecto,  establece  el  mismo 
principio,  pero  dedicándole  especialmente  dos  artículos  con  cua- 
tro incisos,  que  en  resumen,  no  hacen  mas  que  reconocer  que 
rigen  en  cuanto  á  las  personas  jurídicas,  las  leyes  del  país  en 
que  funcionan. 

Ha  sido,  pues,  una  mera  ilusión  de  la  mayoría  la  de  creer 
que  ha  tratado  la  materia  majistralmente,  y  que  la  minoría  ha 
prescindido  por  completo  de  ella. 

No  es  menor  su  ilusión  cuando  cree  encontrar  otras  defi- 
ciencias y  contradicciones  en  el  título  «De  las  personas. > 

Si  se  digna  fijar  su  atención  en  el  alcance  de  la  regla 
según  la  cual  la  capacidad  se  juzga  por  la  ley  de  la  residen- 
cia, verá  resueltas  todas  las  cuestiones  que  pueden  suscitarse. 
Verá  también  que,   según  ella  no  tiene  razón  de  ser  la  mayor 
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parte  de  los  artículos  que  contiene  sobre  esta  materia  su  Pro- 
yecto. 

En  cuanto  á  contradicciones,  no  las  hay.  La  mayoría  no 
ha  demostrado  el  cargo.  Ello  es  mas  difícil,  sin  duda,  que  hacer- 
lo, Oportunamente  podremos  debatirlo,  porque  corresponde  al 
detalle.  Me  limito  por  ahora  á  rechazarlo. 

Debo  sí  dar  la  explicación  que  se  ha  servido  pedirme  con- 
cretamente acerca  de  mi  silencio  respecto  de  los  casos  previstos 
en  los  artículos  26,  27,  28  y  29  de  su  Proyecto. 

El  caso  del  artículo  26  está  resuelto  por  la  regla  «locus 
regit  actum»  reconocida  en  el  mío. 

La  mayoría  que  ha  establecido  que  las  obligaciones  se  ri- 
gen por  la  ley  del  lugar  en  que  deben  cumplirse  ha  necesitado 
dar  la  regla  del  artículo  26. 

La  minoría  que  establece  que  las  obligaciones  se  rigen 
por  la  ley  del  lugar  en  que  se  contraen,  salvo  las  excepciones 
que  se  expresan,  no  ha  debido  ocuparse  de  ese  punto. 

El  artículo  27  estatuye,  bien  que  con  distinta  redacción: 
que  los  derechos  adquiridos  sobre  bienes  muebles,  deben  respe- 
tarse, aunque  éstos  cambien  de  situación. 

Es  decir  que  quien  es  dueño  de  un  reloj  ó  de  un  mueble 
cualquiera,  por  haberlo  adquirido  legítimamente  en  Montevideo, 
sigue  siendo  dueño  de  él  en  Buenos  Aires,  si  allá  lo  lleva. 

La  minoría  no  ha  creído  que  sea  necesario  garantir  por 
medio  de  un  Tratado  el  derecho  de  propiedad  en  estos  Estados. 
En  cuanto  al  artículo  23  ignora  la  minoría  que  haya  pueblo 
alguno  culto  en  que  sea  necesario  llenar  requisitos  de  forma  ó 
de  fondo  para  conservar  la  propiedad  de  los  objetos  muebles 
adquiridos  legítimamente  en  otra  parte. 

Ahora,  si  lo  que  se  desea  establecer  es  relativo  á  los  casos 
procedentes  de  contratos  defectuosos,  cuyos  vicios  pueden 
subsanarse  llenándose  algunos  requisitos  en  el  lugar  de  la  nueva 
situación,  como  parece  desprenderse  del  artículo  siguiente,   eso 
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no  es  materia  de  un  Tratado.  Eso  quiere  decir  simplemente  que 
el  que  no  es  dueño  perfecto  de  una  cosa,  no  lo  será  hasta  que  no 
la  obtenga  legítimamente. 

•  En  cuanto  el  artículo  27  ¿Será  necesario  un  Tratado  para 
que  se  reconozca  que  tiene  mejor  derecho  sobre  determinados 
bienes  el  que  los  adquirió  llenando  las  formalidades  exigidas  por 
las  leyes,  que  otro  que  no  los  habia  adquirido  legalmente  por 
no  haber  llenado  los  requisitos  necesarios  para  la  adquisición? 
Con  el  mérito  de  lo  expuesto,  creo  haber  demostrado,  que 
por  lo  menos,  el  Proyecto  que  he  tenido  el  honor  de  presentar, 
no  merece  ser  tratado  con  la  severidad  con  que  lo  ha  sido  por 
parte  de  la  mayoría;  y  que  bien  podría  á  mi  vez  estrañar,  la 
estrañeza  que  ella  ha  manifestado  si  no  tuviera  la  convicción  de 
que  ha  puesto  de  su  parte,  en  el  estudio  de  las  graves  cuestiones, 
que  aquí  se  dilucidan,  todo  el  estudio  y  esmero  de  que  ha  sido 
capaz  y  de  que  la  falibilidad  es  inherente  á  la  naturaleza  humana 
aún  en  los  espíritus  mas  privilejiados. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  7.15  p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Cha c altana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


Tanto  el  Proyecto  de  la  mayoría  como  el  de  la  minoría  de  la  Comisión  de 
Derecho  Civil,  corren  agregados  al  acta  número  10. 


ACTA    NUiVL    28 


SESIÓN  DEL  26  DE  ENEEO  DE  1889 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Solivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman, 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira  ; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  Repícblica  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  Repíiblica  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.50  p.  na. 

Se  leyó  y  aprobó  el  acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó:  que  el  informe 
de  la  mayoría  de  la  Comisión  de  Derecho  Civil  se  ha  referido 
en  todas  sus  partes  á  un  Proyecto  de  la  minoría  que  consta  de 
36  artículos,  Proyecto  que  recibió  en  oportunidad  legalizado  de- 
bidamente, pero  que  después  ds  la  sesión  anterior  se  ha  aperci- 
bido de  que  además  de  ese  primer  Proyecto,  existe  un  segundo 
de  34  artículos;  de  manera  que  aparecen  suprimidos  el  artículo 
4.0  relativo  á  la  capacidad  de  las  personas  y  el  16  referente  á 
los  derechos  creditorios  y  modificado  además  el  artículo  3  1  so- 
bre el  régimen  de  los  bienes  de  los  esposos. 

A  fin  de  que  la  mayoría  de  la  Comisión  no  aparezca  afir- 
mando inexactitudes  y  refutando  doctrinas  que  la  minoría  no  hu- 
biera sustentado,  pedía  al  Señor  Presidente  se  sirviese  manifes- 
tar la  causa  de  las  disconformidades  indicadas. 
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El  Señor  PRATS  dijo:  que  era  exacto  lo  expuesto  por  ei 
Señor  Doctor  Quintana  y  que  él  había  hecho,  al  tiempo  de  la  se- 
gunda impresión  del  Proyecto,  las  modificaciones  indicadas,  cre- 
yendo que  estaba  en  oportunidad  y  derecho  de  hacerlo;  pero  que? 
atentas  las  observaciones  aducidas,  retiraba  la  segunda  edición 
de  34  artículos,  dejando  como  única  subsistente  el  Proyecto  de 
36  artículos,  sobre  el  cual  la  mayoría  de  la  Comisión  había  basa- 
do sus  afirmaciones  y  respecto  del  cual  reproducirá  sus  obser- 
vaciones en  la  discusión. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó:  que  se  daba  por 
satisfecho  con  las  precedentes  explicaciones  del  Señor  Plenipo- 
tenciario Prats. 

El  Señor  Presidente  dio  por  terminado  el  incidente. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman,  se  expresó  en  los  si- 
guientes términos: 


Señor  Presidente: 

El  Honorable  Miembro  informante  de  la  minoría  de  la  Co- 
misión de  Derecho  Civil,  en  la  exposición  que  hizo  en  la  sesión 
anterior,  fundando  el  Proyecto  presentado  por  ella  al  Congreso, 
después  de  combatir  el  de  la  mayoría,  manifestó  que  no  se  habían 
acreditado  las  contradicciones  é  inconsecuencia  de  principios  que 
mi  honorable  colega  el  Señor  Plenipotenciario  por  la  República 
Argentina  habia  hecho  notar  brevemente  en  el  Proyecto  de  mi 
referencia. 

El  silencio  de  la  mayoría,  sobre  el  particular,  podia,  acasG 
prestar  margen  para  que  se  juzgase  que  el  aserto  formulado  por 
ella,  era  aventurado,  sino  inexacto.  Para  evitar,  pues,  toda   duda' 
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el  que  habla  cree  necesario  acreditar  la  opinión  que  se  ha  sus- 
tentado al  respecto,  entrando  para  ello  en  el  examen  general  del 
Proyecto  de  la  minoría.  Cree,  ademas,  que  este  examen  es  nece- 
sario para  dar  á  conocer  las  causas  de  la  disidencia  surjida  des- 
graciadamente en  el  seno  de  la  Comisión,  disidencia  que  la  ma- 
yoría ha  deplorado,  que  se  ha  mantenido  á  pesar  de  los  nobles 
anhelos  que  ésta  abrigaba  y  de  toda  la  buena  voluntad  que  ma- 
nifestó siempre  para  arribar  á  un  acuerdo  que  unificara  las  ideas 
y  los  propósitos  de  los  miembros  que  formaban  aquella. 

Pocas  ciencias  han  despertado  en  estos  últimos  tiempos 
mayor  interés,  preocupado  mas  hondamente  el  espíritu  de  emi- 
nentes jurisconsultos  y  provocado  debates  mas  atrayentes  que 
la  que  tiene  por  objeto  resolver  los  conflictos  que  surjen  de  las 
diferencias  de  legislación,  que  se  relacionan  con  el  Derecho  Pri- 
vado. Este  movimiento  intelectual  es  lógico  resultado  de  tres 
causas  que  actúan  á  la  vez,  y  que  exijen  con  mayor  imperio 
cada  dia  la  solución  de  tan  arduos  problemas.  Por  una  parte  la 
codificación  que  empieza  con  el  siglo  amalgama  leyes  dis- 
persas, heredadas  del  Derecho  Romano  ó  impuestas  por  el  De- 
recho consuetudinario  y  determina  en  cada  Estado  una  legisla- 
ción positiva,  amoldada  alas  necesidades  de  cada  país;  por  otra 
las  facilidades  de  la  comunicación,  acrescentando  todos  los  inte- 
reses, abren  ancho  campo  á  la  actividad  humana,  las  relaciones 
jurídicas  antes  encerradas  dentro  de  los  lindes  del  territorio  lo 
salvan  y  se  extienden  fuera,  las  razas  se  mezclan,  y  las  pactos  se 
multiplican  entrando  en  inmediato  choque  las  disconformidades 
del  derecho  que  ampara  á  cada  sugeto  ó  que  preside  á  cada  rela- 
ción; finalmente  en  medio  de  esta  pugna  surje  otro  interés  capi- 
tal que  se  cree  comprometido  en  estas  colisiones  de  derecho  pri- 
vado, el  interés  político,  que  sin  poder  evitar  las  emigraciones 
humanas,  tiende  á  sujetar  al  hombre  por  medio  del  imperio  de 
las  leyes  locales,  haciéndole  seguir  por  ellas,  como  un  grillete 
por  donde  quiera  que  vaya. 
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Compréndese,  desde  luego,  que  cúmulo  de  cuestiones  de 
diversa  índole,  carácter  y  tendencia  obstruyen  el  camino  de  la 
solución  que  se  busca.  Teorías  más  ó  menos  fundadas,  doctrinas 
diversas,  innovadoras  ó  arraigadas  á  viejas  tradiciones,  tienden  á 
vencer  los  obstáculos  sin  conseguirlo.  En  medio  del  debate,  dos 
sistemas  sobresalen,  disputándose  el  secreto  de  la  solución  que 
se  busca  y  empeñan  ardua  contienda  en  la  cual,  nosotros  á  nues- 
tro turno,  venimos  á  tomar  parte,  inspirados  por  el  generoso 
propósito  de  armonizar  la  legislación  de  la  América  latina,  en 
cuanto  prudentes  acuerdos  lo  permitan,  y  de  ofrecer  al  mundo 
científico  la  expresión  de  nuestras  ideas  y  de  nuestras  tenden- 
cias. Una  vez  alistados  en  esta  lucha,  nuestras  labores  caen  ine- 
xorablemente bajo  el  examen  frió  y  escrupuloso  del  criterio  pú- 
blico, que  se  muestra  anheloso  de  conocer  el  fruto  de  nuestros 
estudios  y  nuestras  decisiones.  Grave,  pues,  muy  grave,  es  bajo 
de  este  concepto  la  responsabilidad  que  el  Congreso  ha  asumi- 
do; ella  afecta  su  prestigio  como  entidad  moral  á  la  vez  que  el 
crédito  individual  de  los  que  nos  hemos  impuesto  una  tarea  pe- 
nosa y  ardua,  pero  que  desearíamos  fuese  fecunda  y  provecho- 
sa. He  aquí  por  que  considero  de  altísima  importancia  la  deci- 
sión que  haya  de  adoptarse  respecto  de  los  proyectos  formula- 
dos por  la  Comisión  de  Derecho  Civil,  cuya  aceptación  ó  recha- 
zo pende  en  estos  momentos  de  la  resolución  del  Congreso. 

¿A  cuál  de  los  dos  sistemas  que  debate  el  mundo  científi- 
co corresponden  estos?  La  mayoría  de  la  Comisión  ha  basado 
el  suyo  en  el  principio  territorial,  procedente,  nó  del  dominio 
sobre  el  suelo,  que  constituía  el  elemento  del  derecho  feudal,  si- 
no de  la  soberanía  nacional,  fuente  del  derecho  jurisdiccional  y 
base  que  garantiza,  regula  y  protege  el  derecho  privado  en  to- 
das sus  relaciones.  Utilizando  la  mayoría  el  vasto  caudal  que  la 
experiencia  y  el  estudio  científico  vienen  acumulando  en  su  in- 
cesante labor,  llegó  á  comprender  que  para  que  un  sistema 
pueda  ser  de  posible  aplicación  debe  obedecer   á   un   principio 
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único,  desarrollarse  armónicamente  y  no  quebrantar  su  unidad, 
evitando  puedan  falsearse  sus  bases  por  la  aceptación  de  princi- 
pios contrarios,  que  menoscaben  su  espíritu,  extravíen  su  ten- 
dencia y  limiten  su  desenvolvimiento.  Obedeciendo  á  estas 
ideas  no  ha  trepidado  en  imprimir  un  sello  radical  á  su  trabajo, 
haciendo  converjer  relaciones  personales,  bienes,  y  actos  jurídi- 
cos, sobre  el  principio  fundamental  de  la  ley  territorial,  em- 
pleando para  ello,  á  su  juicio,  mi  mecanismo  simple  en  su  medios, 
fácil  en  su  ejecución  3^  que  permite  el  juego  de  distintas  leyes  sin 
peligro  de  colisiones.  Mi  honorable  colega  de  Comisión,  el  Se- 
ñor Plenipotenciario  por  la  República  Argentina,  ha  dado  á  co- 
nocer la  estructura  y  el  espíritu  del  Proyecto  con  toda  ampli- 
tud y  claridad,  lo  cual  me  ahorra  de  entrar  en  desenvolvimien- 
tos, que  siempre  serían  muy  deficientes  é  imperfectos  de  mi 
parte. 

¿Qué  principio  es  el  que  sirve  de  base  ai  Proyecto  de  la 
minoría?  ¿La  nacionalidad?  ¿La  ley  territorial?  ¿El  justamente 
desdeñado  del  sistema  de  la  cortesía  internacional?  Del  estudio 
que  la  mayoría  de  la  Comisión  ha  verificado  al  respecto,  y  de 
la  exposición  referente  al  mismo,  hecha  por  su  autor,  resulta  que 
no  obedece  á  ninguno  de  estos  sistemas.  Para  conocer,  pues,  su 
base  ó  fundamento  se  hace  necesario  verificar  su  análisis,  aun- 
que sea  somera  y  brevemente. 

Siguiendo  el  orden  establecido  en  el  Proyecto,  y  pasando 
por  alto  la  distribución  de  materias  que  él  entraña,  y  que  acusan 
alguna  falta  de  ilación  jurídica,  entremos  á  observar  la  sección  1.a, 
concerniente  á  las  personas. 

En  ella  se  nota,  desde  luego,  que  se  hallan  englobadas 
dentro  de  una  denominación  común  tres  cuestiones  de  naturale- 
za y  carácter  distintos:  la  cuestión  relativa  al  goce  de  los  dere- 
chos civiles,  la  cuestión  relativa  á  la  nacionalidad,  y  la  concer- 
niente á  la  capacidad  de  las  personas. 

La  primera,  á  juicio  de  la  mayoría,  no  es  cuestión  de  De- 
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recho  Internacional  Privado,  sino  propia  de  la  legislación    inter- 
na de  cada  país;  las  leyes  civiles  y  constitucionales  son  las    que 
establecen  y  determinan  la  extensión  del  goce  de  los  derechos 
civiles  á  favor  de  los  extranjeros  y  esto  es  perfectamente   lógi- 
co, pues  que  aquel  se  relaciona  con  la  seguridad    de   cada  país, 
con   sus  progresos  y  con    el  alcance  jurídico  que  se  atribuye  á 
dicha  concesión  de  derechos.  Los  códigos  peruano  y  boliviano, 
por  ejemplo,  hasta  hace  pocos  años,  hacían  depender,  (siguiendo 
al  código  francés),  el  goce  de  los  derechos   civiles,    de  las  con- 
venciones diplomáticas  que  se  celebraran  al  respecto  con  uno  ó 
más  Estados;  limitaban  la  adquisición   de  inmuebles   al  extran- 
jero, etc.,  etc.  para  acordar  ó  negar  el  goce  de  los  derechos    ci- 
viles, cada  Estado  posee  autonomía  propia;  una   estipulación  al 
respecto  no  haría  mas   que   limitar   aquella.    Procedente    de   la 
soberanía  propia,  esta  materia  es  del  exclusivo  derecho  de  cada 
país,  como  dejo  dicho,  y  no  depende   de   pactos  internacionales 
que  no  harían  mas  que  limitar  su  libertad  en  este  orden. 

No  creo  de  más  recordar  que  en   el   derecho   europeo,   y 
especialmente  en  las  relaciones  de  derecho  internacional  priva- 
do, se  hace  una  distinción  que  señala  los   verdaderos   límites   y 
alcance  de  la  expresión  goce  de  los  derechos  civiles,    consignada 
en  el  principio  que  sostiene  el  Proyecto  de  la  minoría.  Lomonaco, 
con  el  espíritu   analítico  que  lo  distingue   siguiendo   á  Beseier 
dice:  Es  necesario  cuidarse  mucho  de  no  confundir  el  goce  con 
el  ejercicio  de    los  derechos  civiles;  el  goce,  es  la  propiedad  del 
derecho  civil;  el  ejercicio,  el  uso  del  mismo   derecho.  El  goce 
de  los  derechos    civiles  (capacidad  de   derecho),   es   la   facultad 
consagrada  por  la  ley;  el  ejercicio  (capacidad  de  obrar)  concier- 
ne al  hecho  y  exige  una  capacidad  de  hecho.  Puede,   pues,  en- 
contrarse en  una  persona  el  goce  sin  el  ejercicio  de  los  derechos 
civiles.  El  menor  de  edad,  el  incapaz,  tienen  el  goce  de  aquellos, 
pueden  adquirir  bienes  por  herencia,  legado,  donación,  etc.,  pero 
no  tienen  el  ejercicio  del  derecho,  por  que  no  pueden  disponer 
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de  tales  bienes  ni  celebrar  contrato  alguno.  Para  ejercitar  su  ac- 
ción necesitan  obrar  por  medio  de  sus  representantes  legales, 
que  suplen  su  incapacidad  civil. 

Pues,  bien,  casi  todos  los  códigos  europeos  consagran  el 
goce  de  los  derechos  civiles  á  favor  del  extranjero,  pero  en  rea- 
lidad restringen  ó  no  les  acuerdan  el  ejercicio  de  ellos,  sino  de 
conformidad  á  su  ley  nacional.  El  artículo  del  Proyecto  camina 
por  la  misma  senda,  pues  se  relaciona  con  los  artículos  6.°  y  1 1, 
que  sujetan  el  ejercicio  de  los  derechos  civiles,  fuera  de  un  Esta- 
do, á  las  leyes  nacionales  de  la  persona;  la  restricción  en  cuan- 
to al  ejercicio,  es  evidente. 

Si  la  persona  se  halla  sugeta  á  las  leyes  de  su  patria,  fuera 
de  ella,  quiere  decir  que  las  franquicias  que  le  acuerde  la  del 
país  en  que  reside  ó  se  domicilia  serán  ilusorias  siempre  que 
éstas  se  hallen  en  contradicción  con  aquellas.  Por  tanto,  el  prin- 
cipio consagrado  en  el  artículo  i.°  se  halla  destruido  por  lo  que 
estatuyen  los  referidos  artículos  ó.°  y  íí,  que  sujetan  la  capaci- 
dad de  la  persona  para  diversos  actos  de  la  vida  civil,  á  su  ley 
nacional. 

En  cuanto  al  artículo  2.°,  que  no  es  mas  que  un  inciso  del 
i.°,  tampoco  concierne  al  Derecho  internacional  Privado;  se 
consigna  en  él  una  regla  que  no  es  materia  de  cuestión;  se  trata 
de  meras  calificaciones  que  no  dan  origen  á  colisión  alguna  y 
que  son  objeto  pura  y  exclusivamente  del  derecho  interno  de 
cada  Estado. 

La  segunda  cuestión,  contenida  en  el  artículo  3.0,  tiene 
por  objeto  determinar  la  condición  política  de  las  personas,  ó 
sea  la  nacionalidad  á  que  pertenecen  y  la  ley  que  debe  fijar  ésta 
en  casos  dudosos.  A  juicio  del  que  habla,  ella  es  agena  al  Dere- 
cho Internacional  Privado,  el  cual  no  tiene  otro  objeto  que  el 
de  señalar  la  ley  que  debe  regir  las  relaciones  jurídicas,  sin  to- 
mar en  cuenta  la  nacionalidad,  que  es  un  elemento  estraño  al 
ejercicio  de  los  derechos  civiles,  por  mucho   que  el   sistema   de 
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la  nacionalidad  quiera  establecer  un  consorcio  que  responde 
mas  á  fines  políticos  que  á  una  doctrina  científica.  Los  publicis- 
tas que  sostienen  el  principio  de  la  nacionalidad  dan  un  lugar 
preferente  á  la  materia,  lo  cual  es  perfectamente  lógico  en  dicho 
sistema,  por  cuanto  la  ley  nacional  rige  la  persona  y  los  actos 
jurídicos  de  ella.  Por  consiguiente,  la  primera  cuestión  que  debe 
resolverse  para  desenvolver  el  sistema,  es  determinar  la  nacio- 
nalidad de  la  persona,  cómo  se  la  adquiere,  cómo  se  modifica, 
cómo  se  pierde,  etc. 

En  el  Proyecto  en  cuestión  no  es  pertinente  por  cuanto  en 
él  no  preside  el  principio  de  la  nacionalidad,  si  bien  es  cierto 
que  contribuye,  en  algunos  casos,  como  regla  de  decisión,  com- 
plicando el  mecanismo  y  dificultando  las  soluciones  que  se  pro- 
pone resolver, 

Pero,  sin  entrar  en  los  extensos  desarrollos  á  que  la  ma- 
teria se  presta,  la  determinación  de  la  nacionalidad  de  las  per- 
sonas sería  objeto  de  un  pacto  especial,  atenta  su  gravedad  y 
trascendencia,  é  ignoro  si  mis  honorables  colegas  se  hallan  fa- 
cultados para  celebrar  estipulaciones  al  respecto;  por  mi  parte 
declaro  que  no  me  creo  habilitado  para  ello. 

Considero,  pues,  que  los  tres  primeros  artículos,  breve- 
mente examinados,  no  conciernen  á  la  materia  que  se  halla  en 
tela  de  juicio,  y  que  son  ajenos  á  ella. 

Vienen  los  artículos  4.0,  5.°y6°  en  los  cuales  se  trata 
de  determinar  la  ley  que  debe  regir  la  capacidad  de  las  perso- 
nas, siendo  de  notar  que  el  6.°  pertenece  lógicamente  á  los  ac- 
tos jurídicos  y  sus  efectos,  y  no  á  la  capacidad  de  las  mismas. 

El  artículo  40  establece  que  la  capacidad  délas  personas 
se  rige  por  las  leyes  del  país  de  su  residencia,  consagrándose  un 
principio,  que  aunque  pertenece  á  la  doctrina  territorial,  no 
constituye  sistema  hasta  el  presente.  El  artículo  5.0  concernien- 
te á  la  validez  de  las  obligaciones,  la  determina  por  el  lugar  del 
contrato,  hallándose  en  contradicción  con  el  anterior,   pues,   es 
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obvio  que  las  personas  residentes  en  un  lugar  pueden,  por  los 
medios  legales,  contratar  fuera  del  mismo.  Existen,  pues,  dos  re- 
glas distintas  para  determinar  la  capacidad;  pero  aún  se  consa- 
gra otra:  la  contenida  en  el  artículo  ó.u  que  otorga  pleno  impe- 
rio á  la  ley  nacional,  en  cuanto  á  los  efectos  que  las  obligaciones 
hayan  de  producir  dentro  de  un  Estado,  procedentes  de  actos 
celebrados  en  otro. 

Apliquemos  á  un  caso  práctico  las  reglas  anteriores:  Un 
menor  que  cuenta  2 1  años,  de  nacionalidad  chilena,  (Estado  en 
el  cual  la  capacidad  se  adquiere  á  íos  25  años;,  abandona  la  casa 
paterna,  se  refugia  en  la  República  del  Uruguay,  y  constituye  en 
ella  su  residencia.  En  virtud  del  artículo  4.0  es  jurídicamente  ca- 
paz para  contratar;  en  tal  concepto  enagena  su  haber  materno 
administrado  por  el  padre  residente  en  Chile.  Según  los  artículos 
40  y  5.0,  el  contrato  es  perfectamente  válido;  mas,  según  el  ó.°, 
es  absolutamente  nulo,  pues,  el  contrato  debe  tener  efecto  en 
Chile,  Estado  en  el  cual  el  vendedor  es  incapaz  para  ejercer  nin- 
gún acto  de  la  vida  civil. 

Consecuencia:  las  1  eglas  anteriores  son  antagónicas;  debe 
eliminarse  el  artículo  4.0  ó  bien  el  6.°;  la  subsistencia  de  ambos 
mantiene  un  conflicto  insoluole,  que  puede  afectar  los  intereses 
del  comprador,  ó  bien  colocar  al  vendedor  en  incapacidad  para 
contratar  quedando  destruido  de  hecho  el  principio  establecido 
en  el  artículo  4.0 

Pero  hay  otra  consecuencia  no  menos  grave,  que  surje  del 
principio  establecido  en  el  artículo  6.°  Según  él,  las  leyes  patrias 
no  pueden  ser  infringidas  por  los  nacionales  en  las  estipulacio- 
nes que  celebren  en  el  extranjero;  pero,  como  la  excepción  con- 
cierne solo  á  los  nacionales,  se  desprende  que  los  extranjeros  que 
celebran  estipulaciones  en  un  país  y  que  van  á  tener  efecto  en 
otro,  como  no  violan  ninguna  ley  patria,  pueden  infringir  las 
ajenas  en  sus  pactos.  Así,  en  el  caso  propuesto,  si  el  menor  es 
extranjero  domiciliado  en  Chile  y  estipula  el  contrato   referido 


ese  contrato  debe  tener  cumplida  ejecución  en  aquella  Repúbli- 
ca, haciendo  caducar,  por  un  mero  cambio  de  territorio,  íoda  la 
autoridad  paterna  y  el  régimen  de  los  bienes  que,  según  las  le- 
yes chilenas,  tiene  bajo  de  su  administración  el  padre  de  familia. 

He  aquí  una  interpretación  del  artículo  que  puede  engen- 
drar sinnúmero  de  contradicciones. 

Creo  que  las  tres  reglas  analizadas  agravan  las  dificultades 
relativas  á  la  ley  que  debe  regir  la  capacidad  de  las  personas 
y  no  solucionan  los  conflictos  á  que  dá  lugar  la  falta  de  un  pre- 
cepto fijo  que  la  determine,  sea  ésta  la  del  domicilio  ó  la  de  la 
nacionalidad,  que  son  las  preconizadas  por  los  internacionalistas 
que  estudian  la  materia.  Por  lo  demás,  es  digno  de  observarse 
que  aún  cuando  el  principio  establecido  en  el  Proyecto  para  de- 
terminar la  capacidad  de  las  personas  es  el  de  la  residencia,  sin 
embargo,  el  mismo  Proyecto  afecta  la  autoridad  que  le  atri- 
buye al  establecer  en  el  artículo  3.0  que  cuando  se  trata  de  de- 
terminar la  nacionalidad  dudosa  de  una  persona,  se  dá  preferen- 
cia á  aquella  en  que  se  halla  domiciliada.  Para  guardar  lógica  en- 
tre las  relaciones  de  carácter  político  y  las  civiles,  debería  ha- 
berse dado  la  preferencia  á  la  ley  de  la  residencia.  Lo  contrario 
importa  desprestigar  la  regla. 

En  el  artículo  7.0  se  hace  una  definición  del  domicilio,  que 
á  juicio  de  la  mayoría  pertenece  al  derecho  interno,  por  cuanto 
las  relaciones  jurídicas  en  la  esfera  internacional  giran  sobre  la 
base  de  lo  que  consagra  la  legislación  propia  de  cada  Estado. 

El  artículo  8.°  coincide  con  los  referentes  de  la  mayoría, 
acerca  de  lo  cual  no  hay  disidencia. 

El  artículo  9.0  hace  regir  los  derechos  y  obligaciones  del 
ausente  por  la  ley  de  su  último  domicilio.  Como  unos  y  otras 
deben  recaer  lógicamente  sobre  bienes  de  cualquier  naturaleza 
que  sean,  la  ley  del  domicilio  toma  en  este  caso  el  carácter  de 
un  estatuto  personal,  que  determina  todos  los  efectos  de  la  au- 
sencia, como  la  posesión  provisoria  ó    definitiva   de  los  bienes^ 

80 


etc.,  etc.  De  este  modo  las  leyes  de  la  situación  de  los  bienes 
quedan  anuladas  por  las  del  domicilio.  Más,  en  resguardo  de  la 
soberanía  territorial,  viene  el  artículo  13  relativo  á  los  bienes, 
el  cual  sujeta  los  derechos  y  obligaciones  del  ausente  á  la  ley 
territorial. 

Consecuencia:  ó  el  artículo  g.°  se  elimina  para  dejar  sub- 
sistente el  principio  establecido  en  el  artículo  13,0  éste  se  su- 
prime ó  modifica  para  dar  lugar  al  anterior.  La  permanencia  de 
ambos  mantiene  un  conflicto  insoluble. 

El  artículo  10  consagra  dos  reglas  concernientes  á  la  vali- 
dez del  matrimonio;  por  la  una  éste  es  válido  si  se  celebra  con- 
forme á  la  ley  del  lugar;  por  la  otra  es  igualmente  válido  si  se 
celebra  conforme  á  las  leyes  patrias  de  los  contrayentes. 

Según  ésto,  si  la  ley  de  un  Estado  solo  admitiese  el  matri- 
monio religioso,  no  podría  oponerse  á  la  celebración  del  matri- 
monio civil  que  se  intentara  contraer  conforme  á  las  leyes  pa- 
trias de  los  contrayentes.  Las  formas  y  condiciones  del  mismo 
serían,  por  consiguiente,  tantas  cuantas  sea  la  variedad  del  ele- 
mento extranjero  en  un  país. 

Se  comprende  sin  grande  esfuerzo  las  consecuencias  que 
resultarían  de  esta  dualidad  de  principios,  que  arrebatan  á  la  ley 
local  todo  su  imperio  y  que  autorizan  la  constitución  de  la  fa- 
milia en  un  país  bajo  todas  las  formas  y  condiciones  posibles. 
Entre  otros  peligros  veamos,  por  ejemplo,  las  consecuencias 
que  se  producen  en  orden  á  la  misma  disolubilidad  del  matrimo- 
nio. 

Por  lo  establecido  en  el  2.0  inciso  del  artículo  10,  que  au- 
toriza el  matrimonio  cuando  se  celebra  conforme  á  las  leyes 
patrias  de  los  contrayentes,  el  Estado  no  tiene  derecho  para  im- 
pedir la  celebración  de  un  matrimonio  en  el  cual  uno  de  los  cón- 
yuges proceda  de  un  consorcio  anterior,  disuelto  por  divorcio  en 
otro  Estado,  por  cuanto  el  nuevo  se  rige  por  las  leyes  patrias  de 
los  contrayentes,  y  su   ley   autoriza  tales  vinculaciones.   Pero, 
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contra  lo  establecido  en  el  artículo  citado,  el  artículo  12,  en  su 
2.0  inciso,  establece  que  el  matrimonio  disuelto  en  uno  de  los 
Estados  signatarios  no  habilita  á  ninguno  de  los  cónyuges  para 
contraer  matrimonio  en  otro  en  que  no  habría  podido  disolverse 

Viene,  ademas  lo  estatuido  en  el  artículo  II,  que  sujeta  á 
los  nacionales  á  sus  leyes  patrias. 

De  estas  diversas  reglas  pueden  deducirse  estas  con- 
secuencias:  ó  el  2.0  inciso  del  artículo  10  se  elimina  para  que 
produzca  sus  efectos  el  2°  inciso  del  artículo  11,  pues  si  queda 
subsistente  es  ilusoria  la  facultad  acordada  en  él,  primando  en 
absoluto  la  ley  del  lugar  del  acto.  A  su  vez,  ó  se  dá  á  ésta  toda 
la  autoridad  que  debe  poseer,  en  cuyo  caso  es  necesario  tam- 
bién eliminar  el  artículo  ir,  pues  de  lo  contrario  se  llegaá  estos 
resultados;  i.°  que  la  ley  del  lugar  del  acto  es  solo  obligatoria 
para  los  nacionales  que  residan  en  él  ó  los  extranjeros  que  se 
sometan  á  su  imperio,  lo  cual  no  origina  colisiones,  siendo  de 
puro  derecho  interno,  2.0  que  se  hacen  imposibles,  en  muchos 
casos,  los  consorcios  de  los  extranjeros  conforme  á  sus  leyes 
patrias,  sobretodo  cuando  se  trata  de  contrayentes  procedentes 
de  vinculaciones  disueltas  por  divorcio;  y  3.0  que  según  lo  estatui- 
do en  el  artículo  3-°el  vínculo  matrimonial  contraído  en  un  Es_ 
tado  y  autorizado  por  sus  leyes,  queda  sujeto  á  la  sanción  de 
otras  que  por  causales  de  contravención  á  la  ley  patria  puede 
invalidarlo.  En  suma,  los  conflictos  que  actualmente  subsisten  por 
la  diferencia  de  legislaciones  sobre  esta  importante  materia, 
quedan  subsistentes,  pues  los  artículos  del  Proyecto,  lejos  de  re- 
solverlos, los  complican  por  la  contradicción  en  que  sus  dispo- 
siciones incurren. 

En  lo  que  concierne  á  los  bienes,  el  artículo  13  que  deter- 
mina la  ley  que  debe  regirlos,  establece  dos  reglas  distintas:  la 
del  lugar  del  contrato  y  de  la  situación  de  aquellos.  Según  los  tér- 
minos del  artículo,  un  contrato  celebrado  válidamente  en  país 
extraño  los  somete  á  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  del  acto; 
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si  el  espíritu  del  artículo  no  fuera  este,  la  expresión  que  esto 
consigna  sería  una  anomalía;  á  su  vez  los  efectos  que  deban  re- 
caer sobre  los  bienes  serigen  por  la  ley  del  lugar  de  su  situación. 
Ahora  bien,  como  los  contratos  que  tienen  por  objeto  los  bienes, 
tienen  que  producir  sus  efectos  sobre  ellos  de  un  modo  inexora- 
ble, la  excepción  que  se  establece  en  la  primera  parte  del  artícu- 
lo se  halla  destruida  por  la  regla  establecida  en  la  segunda;  el 
conflicto  queda  subsistente  por  causa  de  esta  diversidad  de  prin- 
cipios. 

Debo  hacer  notar  que  los  artículos  que  subsiguen  en  esta 
sección,  ó  los  señalados  conlos  números  14,  15  y  16  del  Proyec* 
to  que  contiene  36  artículos,  asi  como  también  los  relativos  ala 
prescripción  han  sido  benévolamente  acogidos  por  el  hono- 
rable miembro  déla  minoría,  reproduciéndolos  del  Proyecto  de 
la  mayoría,  salvo  alguna  que  otra  modificación;  todos  ellos  res- 
ponden al  sistema  territorial  que  ésta  sostiene. 

En  cuanto  á  las  obligaciones,  el  artículo  22  del  Proyecto 
consagra  respecto  de  los  contratos  la  ley  del  lugar  del  acto,  la 
cual  rige  el  fondo  y  la  forma  de  los  mismos,  otorgando  validez 
internacional  á  los  actos  celebrados  bajo  su  imperio.  Sin  embar- 
go de  lo  absoluto  de  la  regla,  los  mismos  actos  se  hallan  someti- 
dos á  distintas  leyes;  así,  el  artículo  25  establece  que  los  con- 
tratos pueden  celebrarse  fuera  del  territorio  nacional  conforme  á 
las  leyes  nacionales  de  las  partes,  de  donde  se  deduce  que  éstas 
pueden  dejar  sin  efecto  las  del  lugar  del  acto. 

El  artículo  16  del  Proyecto  primitivo  y  el  23,  hacen  regir 
el  contrato  por  la  ley  del  lugar  en  que  debe  tener  efecto  ó  cum- 
plirse. Esta  última  disposición  impera,  sobre  todo,  cuando  se 
exijan  requisitos  especiales  para  su  validez  en  el  lugar  de  la 
ejecución.  Tres  reglas  diferentes  rigen,  pues,  las  obligaciones  y 
se  anulan  recíprocamente.  La  aplicación  del  principio  funda- 
mental consignado  en  el  artículo  22  solo  podrá  tener  eficacia 
en  casos  muy  señalados,   como  por  ejemplo,   cuando   las  leyes 
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de  los  Estados  sean  uniformes  respecto  de  las  formas  y  circuns- 
tancias en  que  se  celebra  el  contrato.  Cuando  esta  uniformidad 
no  exista,  cuando  la  ley  del  lugar  donde  el  contrato  deba  cum- 
plirse exija  requisitos  especiales,  como  lo  estatuye  el  artículo  23, 
el  principio  cede  el  paso  á  esta.  Ahora  bien,  atentas  las  diferen- 
cias que  al  respecto  existen  en  los  códigos,  los  requisitos  espe- 
ciales no  vienen  á  ser  otra  cosa  que  las  formas  establecidas  en 
cada  legislación;  por  tanto,  la  excepción  contenida  en  el  artícu- 
lo 23  viene  á  constituir  la  regla. 

Si  se  toman  en  consideración  los  principios  establecidos 
en  los  artículos  13,  que  sujeta  los  contratos  á  la  situación  de  los 
bienes,  el  16,  que  sujeta  los  créditos  al  lugar  en  que  deben  cum- 
plirse, el  mencionado  anteriormente,  y  el  25  que  atribuye  efec- 
tos extraterritoriales  á  la  ley  nacional,  tenemos  que  el  principio 
que  sirve  debase  al  título  queda  anulado,  entrando  en  colisión 
los  que  quedan  en  pié. 

El  artículo  27  determina  que  el  contrato  puede  regirse 
por  leyes  distintas  á  las  que  imperan  en  el  lugar  de  su  celebra- 
ción; esto  es,  la  voluntad  de  las  partes  deja  sin  efecto  la  ley  lo- 
cal. Esta  disposición,  no  pertenece  á  la  esfera  del  Derecho  Inter- 
nacional Privado;  cuando  dos  partes  sujetan  una  contención  á 
determinada  ley,  es  ella  la  que  decide;  no  hay  conflicto  de  ju- 
risdicción. 

En  análoga  condición  se  encuentra  lo  que  establece  el  ar- 
tículo 24,  que  entraña  una  cláusula  penal  procedente  de  actos 
fraudulentos  con  el  objeto  de  burlar  las  leyes  patrias.  Nunca  po- 
dría disputarse  á  ningún  Estado  el  derecho  que  le  asiste  para 
punir  los  hechos  perpetrados  con  el  fin  de  violar  las  leyes  que 
ha  impuesto  pa.ra  proteger  los  intereses  de  cuantos  habitan  su 
territorio.  Las  sanciones  penales  que  las  leyes  establecen  no  cons- 
tituyen actos  jurídicos,  son  medios  de  asegurar  la  eficacia  de  las 
mismas;  por  tanto,  el  artículo  es  estraño  al  título  que  examino. 
Por  lo  que  hace  al  título  de  las  sucesiones,  se   admite   en 
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los  artículos  33  y  35,  la  unidad  é  indivisibilidad  del  juicio,  deter- 
minando como  asiendo  de  éste  el  domicilio  del  causante  de  la 
sucesión.  Entre  tanto,  el  artículo  36  establece  que  las  acciones 
que  recaigan  sobre  las  bienes  existentes  fuera  de  aquel,  se  rigen 
por  la  ley  del  terrritorio  en  el  cual  se  hallan  situados.  Estas  dis- 
posiciones consagran  un  juicio  único  en  el  domicilio  y  tantos 
otros  cuantos  sean  los  bienes  sobre  los  cuales  recaigan  acciones 
respecto  de  ellos.  En  el  fondo  prevalece  la  ley  de  la  situación 
de  los  bienes;  doctrina  territorial. 

Respecto  al  trámite  establecido  en  los  dos  últimos  incisos 
del  artículo  citado,  pertenecen  á  la  legislación  interna. 

Despwes  de  este  breve  examen,  que  he  procurado  encerrar 
dentro  de  los  mas  reducidos  límites,  dejando  para  su  caso  un 
análisis  prolijo  y  mas  detenido  del  Proyecto,  se  observa  que  és- 
te obedece  á  los  siguientes  sistemas  y  doctrinas;  respecto  de  las 
personas:  la  ley  de  la  residencia,  la  del  domicilio,  la  ley  nacional, 
la  del  lugar  en  que  se  contrata;  respecto  de  los  bienes:  la  del  lu- 
gar de  su  situación  y  la  del  contrato.  En  cuanto  á  las  obligacio- 
nes: la  ley  local,  la  nacional,  la  del  lugar  en  que  el  contrato  debe 
surtir  efecto  y  la  que  determina  la  voluntad  de  las  partes.  Seis 
reglas  diferentes  que  en  su  aplicación,  como  responden  á  princi- 
pios distintos,  sustentan  las  colisiones  de  derecho  que  se  inten- 
ta conjurar. 

Podría  decirse,  quizá,  que  estos  distintos  principios  cons- 
tituyen excepciones  necesarias  de  las  reglas  fundamentales  que 
debe  entrañar  el  Proyecto;  pero  se  observa  sin  grande  esfuerzo 
que  él  carece  de  una  base  cierta  y  fija,  y  que  los  diversos  prin- 
'cipios  que  forman  su  estructura,  constituyen  verdaderas  reglas 
independientes,  que  las  unas  se  oponen  á  las  otras,  destruyendo 
sus  efectos  y  anulándose  entre  sí. 

Ahora  bien;  en  esta  difícil  y  delicadísima  materia,  la  cien- 
cia demuestra  que  para  arribar  á  soluciones  posibles,  el  sistema 
debe  basarse  en  un  principio  único,  pues,  en  cuanto  entran  otros 
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en  juego  la  colisión  reaparece,  las   dificultades   aumentan  y    la 
solución  se  imposibilita. 

En  la  redacción  de  un  tratado  especial  sobre  esta  mate- 
ria, debe  presidir  en  primer  término  un  criterio  amplio,  que 
abarque  la  vasta  esfera  en  que  se  agitan  tantos  conflictos  y  que 
despojándose  de  toda  afección  de  secta,  de  escuela,  de  los  im- 
pulsos del  sentimentalismo  local,  pueda  encontrarse  con  inde- 
pendencia, con  absoluta  independencia  en  el  terreno  científico, 
libre  de  las  trabas  que  oponen  las  leyes  patrias,  buscando  su 
inmunidad,  que  el  progreso  de  la  justicia,  de  la  filosofía  científi- 
ca y  de  la  armonía  internacional,  inspirados  en  el  bien  universal, 
tienen  el  deber  de  modificar,  cuando  su  espíritu  motiva  colisio- 
nes insalvables. 

La  mayoría  de  la  Comisión  ha  observado  que  el  Proyecto 
de  la  minoría  ha  sido  frecuentemente  basado  en  las  prescripcio- 
nes de  las  leyes  del  Estado  que  representa  el  miembro  que  la 
compone;  de  aquí  que,  se  hayan  introducido  en  el  Proyecto  va- 
rias disposiciones  del  Código  de  Chile,  como  por  ejemplo,  las 
consignadas  en  el  artículo  6.°  que  modificado,  no  es  mas  que  el 
15  de  aquel;  el  11,  2.0  inciso  del  artículo  119,  etc.,  etc.  Ahora 
bien,  estas  disposiciones  que  tienen  por  objeto  asegurar  la  efi- 
cacia de  las  leyes  chilenas  respecto  de  sus  nacionales,  que  pue- 
den ser  necesarias  en  las  legislaciones  internas  de  determina- 
dos pueblos,  ó  de  aquellos,  como  los  de  Europa  en  los  cuales  la 
emigración  llega  á  pronunciarse  en  condiciones  alarmantes, 
convertidas  en  preceptos  generales  de  Derecho  Internacional 
conducen  á  mantener,  sino  á  reagravar  el  choque  entre  leyes 
que  obedezcan  á  iguales  objetos,  ó  á  menoscabar  las  de  otros 
países  que  no  hayan  previsto  los  casos  á  que  ellas  se  refieren. 

Indudablemente  el  estudio  de  los  Códigos  vigentes  ofrece 
un  tesoro  luminosísimo  para  la  codificación  del  Derecho  Interna- 
cional Privado,  pues,  aquellos  patentizan  todas  las  divergencias 
que  en  las  legislaciones  internas  existen.  La  misión  del  legislador 
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en  este  caso  es  la  de  estudiar  esas  divergencias,  buscar  el  medio 
de  evitarlas,  resguardando  en  cuanto  sea  posible  la  legislación  de 
cada  país;  pero  cuando  se  presentan  casos  en  los  cuales  la  solu- 
ción es  imposible  ó  puede  ser  favorable  para  unos  Estados  y  des- 
favorable para  otros,  el  interés  común,  inspirándose  en  la  equi- 
dad impone  cesiones  recíprocas;  esto  es,  la  adopción  de  princi- 
pios generales,  aún  cuando  ellos  exijan  la  reforma  de  las  leyes  lo- 
cales. Un  criterio  que  se  separe  de  estos  propósitos  no  arribará 
jamás  á  solución  alguna,  pues  no  puede  aceptarse  que  puedan 
erigirse  en  reglas  de  Derecho  Internacional  Privado,  preceptos 
que  afectan  á  diversos  pueblos,  y  que,  buenos  ó  malos,  respon- 
dan á  intereses  puramente  nacionales,  que  no  deben  tener  impe 
rio  mas  allá  del  radio  de  la  jurisdicción  de  cada  Estado. 

Penetrada  la  mayoría  de  la  Comisión  de  estas  ideas,  com- 
prendiendo que  su  misión  es  la  de  formular  preceptos  comunes 
á  muchos  Estados,  y  no  á  uno  solo,  despojándose  de  todo  espí- 
ritu preconcebido,  y  dominando  los  impulsos  mismos  del  senti- 
miento patriótico  que  siempre  será  aplaudido  en  la  esfera  de  los 
deberes  y  del  afecto  nacional,  pero  que  afectaría  de  parcial  su 
juicio,  y  por  tanto,  de  estéril  en  el  terreno  científico,  al  formu- 
lar el  Proyecto  que  tuvo  el  honor  de  presentar  al  Honorable 
Congreso  no  ha  trepidado  en  separarse  en  casos  inevitables,  de 
la  legislación  interna  de  los  Estados  que  sus  miembros  tienen 
el  honor  de  representar,  creyendo  que  con  ello  contribuyen  á 
alcanzar  las  soluciones  que  se  buscan,  abriendo  al  propio  tiem- 
po nuevos  horizontes  al  progreso  del  derecho  positivo  é  impo- 
niendo reformas  en  la  legislación  interna,  que  aproximándose 
más  á  los  grandiosos  ideales  déla  justicia,  estrechen,  vinculen  y 
amalgamen  las  relaciones  y  los  intereses  de  estos  pueblos  nuevos 
que  componen  la  América  latina,  destinados  á  resolver,  por  la 
liberalidad  y  la  justicia  de  sus  instituciones,  los  problemas  gran- 
diosos  que  se  enlazan  con  la  dignificación  individual  del  hombre 
y  con  los  destinos  solidarios  de  la  humanidad  toda. 
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No  sería  difícil,  Señor  Presidente,  que  en  el  rápido  exa- 
men que  acabo  de  hacer,  para  comprobar  las  aserciones  de  la 
mayoría  de  la  Comisión,  hubiese  incurrido  en  algunas  aprecia- 
ciones inexactas;  si  así  fuese,  ellas  serán  juzgadas  debidamente 
por  los  honorables  miembros  del  Congreso,  que  atenta  su  ilus- 
tración y  su  elevado  criterio,  podrán  discernir  de  que  parte  se 
halla  la  equivocación  y  de  que  parte  se  encuentra  la  exactitud  y 
la  lógica. 

He  dicho. 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  á  su  juicio,  el  discurso 
pronunciado  por  el  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  es  un  estudio 
detallado  que  pertenece  necesariamente  á  la  discusión  particu- 
lar. Que  él  se  ha  limitado,  como.de  costumbre,  á  las  apreciacio- 
nes generales  sin  descender  al  examen  minucioso  de  cada  artí- 
culo; pues  si  hiciera  esto  último  contestaría  una  á  una  las  obser- 
vaciones del  Señor  Plenipotenciario.  No  obstante,  tomando  en 
globo  su  discurso  debe  decir  que  no  hay  ningún  tratadista  de 
Derecho  Internacional  que  no  acepte  las  excepciones  que  él  ha 
aceptado  en  materia  de  contratos.  Todos  uniformemente  acep- 
tan el  principio  locus  regit  actum.  Nadie  acepta  que  sea  válido  un 
contrato  en  el  extranjero  violando  las  leyes  patrias.  Que  un  ma- 
trimonio sea  válido  cuando  se  celebre  entre  extranjeros  con 
arreglo  á  las  leyes  de  la  Nación  en  que  se  celebra,  eso  está  con- 
signado en  todos  los  textos  de  Derecho  Internacional.  Que  está 
muy  distante  de  aceptar,  uniformemente  y  sin  excepciones,  los 
principios  de  una  sola  escuela.  Que  toma  lo  mejor  que  le  pare- 
ce de  cada  una. 

Que  si  llegase  la  ocasión  de  discutir  su  Proyecto,  entonces 
seria  el  caso  de  contestar  detalladamente  á  todas  las  observa- 
ciones. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  expresó:  que  al  exami- 
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nar  ei  Proyecto  de  la  minoría,  fué  porque  el  Señor  Prats  había 
formulado  la  aserción  de  que  las  afirmaciones  hechas  por  el 
Señor  Doctor  Quintana  no  habían  sido  comprobadas  en  el  infor- 
me que  tuvo  el  honor  de  presentar  al  Honorable  Congreso, 
relativo  al  Proyecto  de  la  mayoría. 

Como  miembro  de  la  Comisión  en  mayoría,  creyó  de  su 
deber  comprobar  que  la  palabra  colectiva  de  la  misma,  no  podia 
menos  de  revestir  los  caracteres  de  completa  exactitud. 

En  cuanto  á  los  demás  puntos  á  que  se  ha  referido  el  Se- 
ñor Prats  dijo:  que  evidentemente  conciernen  al  estudio  en 
detalle  del  Proyecto  que  el  Señor  Plenipotenciario  preopinante 
ha  presentado.  Que  por  tal  razón  se  abstiene  de  contestar  las 
observaciones  que  él  mismo  ha  hecho  en  lo  referente  á  la  capa- 
cidad de  las  personas,  matrimonio,  etc ,  etc. 

Por  lo  que  hace  al  Proyecto  de  la  mayoría,  no  existen  las 
inconsecuencias  que  se  le  atribuyen.  El  único  caso  en  que  se 
determina  que  la  ley  de  la  residencia  es  la  que  establece  ó  la 
que  rige  el  acto  jurídico  es  el  relativo  al  matrimonio,  y  siendo, 
este  un  contrato,  que  se  ejecuta  donde  tiene  lugar  el  consorcio, 
mediante  el  consentimiento  de  las  partes,  esta  aparente  excep- 
ción, es  una  confirmación  del  principio  territorial. 

Por  el  momento  le  parece  inconducente  entrar  en  mayo- 
res explicaciones,  reservándose  hacerlo,  si  fuese  necesario,  en 
la  discusión  particular. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  á  su  juicio  debia 
ponerse  á  votación  el  Proyecto  de  la  mayoría;  pero  desearía  que 
se  pronunciara  sobre  este  punto  el  Honorable  Congreso. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  si  el  Honorable  Congreso  vota 
y  acepta  para  la  discusión  el  Proyecto  de  la  mayoría,  por  el  he- 
cho queda  eliminado  el  de  la  minoría.  Que  puede  votarse  cual- 
quiera de  ellos. 


El  SEÑOR  PRESIDENTE  cree  que  con  arreglo  al  procedi- 
miento seguido  por  otros  cuerpos  colegiados,  debería  votarse 
primero  el  de  la  mayoría. 

El  Señor  PRATS  declara  que  no  hace  observación  á  ese 
respecto. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  piensa  que  el 
Proyecto  de  la  mayoría  debe  ser  la  base  de  la  discusión,  sin  que 
por  esto  se  considere  rechazado  el  de  la  minoría,  que  puede  ser 
también  discutido  en  particular,  como  indicaciones. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  que  lo  que  puede  po- 
nerse á  votación  es  cual  de  los  dos  proyectos  se  toma  por  base 
de    la  discusión. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  entiende  que  lo  que 
primero  se  debe  votar  es  si  se  dá  por  terminada  la  discusión 
general. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó:  que  hay  que 
proceder  á  una  votación,  porque  si  el  Honorable  Congreso  qui- 
siera rechazar  el  Proyecto  de  la  mayoría  estaría  en  su  perfecto 
derecho.  Por  el  hecho  de  ser  presentado  por  la  Comisión  no  im- 
plica la  obligación  de  aceptarlo. 

A  su  juicio  lo  que  corresponde,  es  aceptar  un  Proyecto 
como  base  para  la  discusión. 

Se  pone  á  votación,  y  es  aceptado  en  general  como  base 
para  la  discusión  el  Proyecto  de  la  Comisión  en  mayoría. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 
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Continúa  la  sesión. 

TÍTULO  I 

DE  LA  CAPACIDAD,  ESTADO  Y  CONDICIÓN  DE  LAS  PERSONAS 

S  i 

De  las  personas 

En  discusión  el 

Artículo  i* 

«  La  incapacidad  de  las  personas  para  contratar  por  razón 
»  de  la  edad,  sordo-mudez  ó  enfermedades  mentales,  se  rige  por 
>  las  leyes  de  su  domicilio.  » 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  manifestó:  que  algunos 
miembros  del  Honorable  Congreso  habían  tenido  la  bondad  de 
aproximarse  á  la  mayoría  de  la  Comisión,  para  hacerle  algunas 
observaciones  respecto  del  Proyecto,  las  cuales  habían  sido  aten- 
didas con  suma  complacencia  por  ella,  y  contribuirán  sin  duda  á 
la  ilustración  del  mismo. 

Dará  cuenta  de  esas  indicaciones  oportunamente. 

En  el  artículo  en  discusión  se  ha  agregado  la  palabra  capa- 
cidad y  sustituido  la  de  sordo-mudez,  por  la  de  enfermedades  fí- 
sicas que  comprenden  enfermedades  de  distinta  índole  y  carácter. 

La  Comisión,  dijo,  se  permite  someterlo  en  estos  términos: 

<l  La  capacidad  é  incapacidad    de  las  personas  para  con- 
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»  tratar   por  razón  de  la  edad,  enfermedades  físicas  ó  mentales, 
»  se  rige  por  las  leyes  de  su  domicilio.» 

El  SEÑOR  PRATS  pidió  que  se  consignase  que  en  el  Pro- 
yecto de  los  34  artículos  el  i.°  está  redactado  en  términos  que 
son  la  contraposición  del  que  está  en  debate:  se  rige  la  capacidad 
por  la  ley  de  la  residencia. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  dijo:  cuando  tuve  el  ho- 
nor de  ser  admitido  ante  la  mayoría  de  la  Comisión  de  Derecho 
Civil  para  exponer  mis  ideas  sobre  las  diferentes  partes  del  res- 
pectivo Proyecto,  formulé  algunas  observaciones  á  este  artículo, 
observaciones  respecto  de  las  cuales  me  encuentro  en  el  caso  de 
insistir;  porque  sin  ser  atendidas,  el  artículo  adolecería  siempre 
de  un  vacio. 

En  él  se  establece  una  regla  para  regir  la  capacidad  de  las 
personas,  en  armonía  con  el  principio  de  la  ley  del  domicilio; 
pero  se  establece  esa  regla  en  una  forma  muy  restringida,  y  no 
encuentro  á  la  verdad  la  razón  para  que  no  se  amplíe,  para  que 
no  se  le  dé  mayor  extensión,  para  que  no  se  haga  mas  com- 
prensiva. 

Se  dice,  que  la  capacidad  é  incapacidad  de  las  personas  se 
regirá  por  la  ley  del  domicilio,  para  los  efectos  de  contratar;  y 
que  regirá  la  misma  ley,  cuando  la  capacidad,  proceda  de  enfer- 
medades físicas  ó  mentales. 

Como  se  vé,  hay  dos  limitaciones  al  principio  de  la  capa- 
cidad: una  que  se  refiere  á  su  objeto  ó  al  efecto  que  ella  puede 
producir;  y  otra  referente  á  sus  causas  ó  procedencias. 

Si  se  estableciera  un  principio  que  no  limitase  la  capaci- 
dad al  solo  efecto  de  contratar,  sino  que  extendiese  su  esfera  de 
acción  á  todos  los  actos  de  la  vida  civil,  y  si  ese  mismo  principio 
se  refiriera  á  la  capacidad  ó  á  la  incapacidad  procedente,  no  de 
enfermedades  físicas  ó  mentales,  sino  de  todas  las  otras  causas 


de  que  puedan  proceder,  se  establecería  indudablemente  un  prin- 
cipio mas  general,  que  dominaría  las  diferentes  partes  del  Pro- 
yecto que  se  armonizan  con  ese  principio. 

Sábese,  efectivamente,  que  una  persona  puede  ser  capaz  ó 
incapaz,  no  solamente  para  contratar,  sino  también  para  ejecutar 
otros  actos  civiles,  como  para  ser  tutor,  para  ejercer  la  patria 
potestad,  para  coutraer  matrimonio,  en  fin  para  ejercer  diver- 
sas y  múltiples  funciones  del  dominio  de  la  vida  civil,  cuyo  nú- 
mero no  me  es  posible  especificar  ó  relacionar  uno  á  uno,  en  este 
momento. 

Sábese  igualmente  que  la  capacidad  ó  incapacidad  puede 
proceder,  no  solamente  de  enfermedades  físicas  ó  mentales  sino 
como  se  establece  en  algunas  legislaciones  de  Sud-América,  co- 
mo sucede  con  las  legislaciones  del  Perú  y  la  de  Chile,  la  capa- 
cidad ó  incapacidad  puede  proceder  también  de  la  prodigalidad 
y  del  estado  religioso.  El  estado  religioso  incapacita  á  las  per- 
sonas para  ejercer  todas  las  funciones  civiles  en  algunos  Esta- 
dos y  la  mayor  parte  de  ellos  en  otros,  como  sucede  en  la  Repú- 
blica Argentina:  es  una  causa  que  produce  en  ciertos  países 
incapacidad  absoluta;  una  verdadera  muerte  civil  de  la  persona. 

La  prodigalidad  también  produce,  según  las  leyes  de  los 
paises  en  donde  es  admitida,  cierta  incapacidad  para  el  ejercicio 
de  determinadas  funciones  civiles,  y  sujeta  al  pródigo  á  un  esta- 
do de  interdicción  en  lo  referente  al  manejo  de  sus  bienes. 

Producido  el  estado  religioso  ó  declarada  la  prodigalidad 
en  uno  de  los  paises  en  donde  se  admiten  estos  casos  de  incapa- 
cidad, los  actos  del  incapaz  pueden  producir  sus  efectos  en  otro 
de  los  paises  en  donde  también  están  aceptados. 

Al  mismo  tiempo  puede  suceder  que  en  un  país  se  dé  á 
estas  incapacidades  una  extensión  mayor  que  en  otros;  de  donde 
resulta  la  necesidad  de  determinar  cual  es  la  ley  que  debe  regir, 
cual  es  la  ley  que  debe  prevalecer  en  tales  casos. 

Podía  replicarse  en  esta  forma:  si  se  establece  el  principio 
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de  la  capacidad  ó  incapacidad  para  solo  los  efectos  de  contratar, 
es  por  que  la  mayor  parte  de  los  actos  de  la  vida  civil  de  ana  per- 
sona se  refieren  á  los  contratos  que  celebra. 

Una  persona — me  decía  uno  de  los  estimables  miembros 
de  la  mayoría  de  la  Comisión —  se  casa  una,  dos  ó  tres  veces 
en  su  vida;  de  manera  que  se  somete  á  la  ley  que  rige  la  cele- 
bración de  su  matrimonio,  tres  veces  á  lo  más. 

Una  persona  ejerce  la  tutela,  ó  la  patria  potestad,  sirve 
de  testigo,  de  procurador  ó  de  apoderado,  en  ciertos  y  en  deter- 
minados casos:  mientras  tanto  la  gran  mayoría  de  los  actos  de 
su  vida  civil,  se  refiere  á  los  contratos  que  celebra.  Por  consi- 
guiente, estableciendo  el  principio  que  debe  regir  la  capacidad 
ó  incapacidad,  cuando  aquella  se  ejercita  con  el  objeto  de  con- 
tratar, se  le  hace  abarcar  el  mayor  número  de  actos  que  un  in- 
dividuo practica  en  el  trascurso  de  su  vida  civil,  y  se  establece 
por  lo  tanto,  un  principio  de  carácter  general. 

Sin  embargo,  á  esta  observación,  se  puede  oponer  esta 
otra. 

Para  resolver  si  en  la  vida  civil  la  mayoría  de  los  actos 
practicados  se  refiere  á  la  celebración  de  contratos,  sería  nece- 
saria una  razón  estadística  que  nos  diera  cuenta  exacta  de  lo  que 
á  este  respecto  pasa;  pero  como  esto  nos  llevaría  demasiado 
lejos,  supongo  y  admito  que  la  mayoría  de  los  actos  de  la  vida 
civil  de  una  persona  consiste  en  la  celebración  de  contratos;  y 
aún  así  sostengo  que  la  generalidad  del  principio  consignado  en 
el  artículo  en  debate  es  tan  limitada,  que  no  parece  sino  la  excep- 
ción de  otro  principio  mas  general. 

En  efecto:  además  de  las  causas  de  incapacidad  señaladas 
por  la  Comisión,  hay  otras  de  carácter  general  ó  especial,  algu- 
nas de  las  cuales  he  enumerado  anteriormente.  Si  se  sancionara 
pues,  otro  principio  que  resolviese  la  cuestión  de  la  capacidad 
cuando  ella  procede  de  todas  las  causas  que  pueden  darle  origen, 
se  habría  establecido  un  principio  de  mayores  alcances  que  el 
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consignado  en  el  Proyecto.  Y  la  generalidad  del  principio  sería 
mayor  aún,  si  se  dejara  comprender  que  los  efectos  de  la  capaci- 
dad se  referían  tanto  á  la  celebración  de  contratos  como  á  los 
demás  actos  de  la  vida  civil,  sin  perjuicio  de  consignar  después 
las  excepciones  que  fuesen  precisas. 

También  se  me  ha  expuesto  como  razón  para  no  dar  al  ar- 
tículo en  debate  la  forma  genérica  que  propongo,  la  circunstan- 
cia de  no  haberse  formulado  con  esa  extensión  por  las  personas 
que,  en  diverso  sentido,  han  tratado  la  materia.  Esto  no  es  exac- 
to: recuerdo  por  el  momento  la  ley  Argentina  que  establece  el 
principio  del  domicilio  para  regir  los  actos  de  la  capacidad  ó  in- 
capacidad de  las  personas.  El  artículo  de  la  referida  ley,  que  es 
uno  de  los  primeros  del  código  respectivo,  no  limita  los  efectos 
de  la  capacidad  á  las  funciones  de  contratar,  sino  que  se  expre- 
sa con  mayor  generalidad. 

Las  disposiciones  aludidas  dicen: 

«  La  capacidad  ó  incapacidad  de  las  personas  domiciliadas 
»  en  el  territorio  de  la  República,  sean  nacionales  ó  extranjeras, 

>  será  juzgada  por  las  leyes  de  este  Código,  aún  cuando  se  trate 

>  de  actos  ejecutados  ó  de  bienes  existentes  en  país  extranjero.  » 
«  La  capacidad  ó  incapacidad  de  las  personas  domiciliadas  fuera 
»  del  territorio  de  la  República,  será  juzgada  por  las  leyes  de  su 

>  respectivo  domicilio,  aún  cuando  se  trate  de  actos  ejecutados 
»  ó  de  bienes  existentes  en  la  República.  > 

Estas  disposiciones,  como  se  vé,  al  determinar  el  princi- 
pio que  rige  la  capacidad  ó  incapacidad,  no  señalan  la  proce- 
dencia de  éstas  ni  limitan  sus  alcances  al  efecto  de  contratar. 
Hablan  de  la  capacidad,  en  general;  es  decir,  de  la  capacidad 
para  ejercer,  los  diferentes  actos  de  la  vida  civil,  ya  se  refieran 
ó  no  á  la  celebración  de  contratos,  ya  procedan  de  enfermedades 
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físicas  y  mentales  ó  de  otras  causas.  De  maneta  que  sí  en  la 
República  Argentina  ocurre  el  caso  de  presentarse  un  individuo 
declarado  pródigo  en  otra  Nación  en  donde  tiene  establecido  su 
domicilio,  esa  declaración  tiene  que  producir  sus  efectos  en  ter- 
ritorio Argentino. 

Y  si  esos  efectos  quedasen  destruidos,  no  sería  en  virtud 
del  principio  sentado  en  las  disposiciones  referidas,  sino  por 
efecto  de  excepciones  expresa  y  perentoriamente  consignadas 
en  el  código  respectivo. 

Así  como  el  Código  Argentino  establece  el  pnincipio  sin 
las  limitaciones  del  Proyecto  de  la  Comisión  en  mayoría,  lo  es- 
tableció también,  en  otro  sentido,  el  Congreso  de  Juristas  de  Li- 
ma. En  ese  Congreso  se  adoptó  el  principio  de  la  nacionalidad; 
pero  al  adoptarlo  no  se  dijo  que  regiría  la  capacidad  de  las  perso- 
nas en  tales  ó  cuales  casos,  sino  que  se  aplicaría  al  ejercicio  de 
los  actos  civiles,  cualquiera  que  fuese  la  procedencia  de  esa  ca- 
pacidad. Ese  acuerdo  dice:  «El  Estado  y  la  capacidad  jurídica  dé- 
las personas  se  juzgarán  por  su  ley  nacional.  »  En  igual  senti- 
do lo  establece  el  Código  Italiano  cuya  doctrina  defiende  Fiore 
y  otros  autores. 

Podría  sostenerse  la  inutilidad  de  hacer  extensivo  el  prin- 
cipio de  la  capacidad,  á  los  actos  civiles  estraños  a  las  funciones 
de  contratar,  fundándose  en  la  circunstancia  de  que  dichos  actos 
aparecen  regidos  por  reglas  co asignadas  en  otros  títulos  ó  en 
otros  tratados.  Así,  para  saber  el  principio  á  que  debe  estar  su- 
jeta la  capacidad  de  un  individuo  para  ser  testador,  heredero  ó 
legatario,  debe  estarse  á  lo  prescripto  en  el  título  V  del  Proyec- 
to en  debate;  si  se  trata  de  apreciar  la  capacidad  de  los  esposos 
para  hacerse  donaciones,  el  caso  está  previsto  en  el  título  IV; 
análoga  cosa  sucede  respecto  de  la  capacidad  para  ejercer  la  pa- 
tria potestad,  la  tutela  y  cúratela,  casos  reglamentados  por  los 
párrafos  6,  8  y  9  del  título  primero.  Ahora  si  se  tratase  de  resol. 
ver  les  casos  de  capacidad  ó  incapacidad  para  ser  testigo  en  jui- 
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ció,  arbitro  ó  perito,  entonces  debe  estarse  á  lo  dispuesto  en  el 
Tratado  sobre  materia  procesal,  en  el  cual  se  ha  establecido  que 
todas  las  incidencias  de  un  juicio  deben  tramitarse  con  arreglo 
á  las  leyes  del  país  en  que  éste  se  sigue.  De  manera  que  la  Comi- 
sión se  ha  concretado  á  establecer  el  principio  de  la  capacidad 
civil  de  las  personas,  para  los  casos  no  reglamentados  por  algu- 
na disposición  especial  ó  por  algún  otro  tratado;  no  ha  generala 
zado  más,  porque  no  era  necesario  hacerlo. 

La  argumentación  precedente  deja,  sin  embargo,  mucho 
que  desear.  Es  evidente  desde  luego,  que  muchas  de  las  dispo- 
siciones de  carácter  especial  cuyo  objeto  tiende  á  resolver  las 
cuestiones  de  capacidad  ó  incapacidad  de  las  personas  para  de- 
terminadas funciones  de  la  vida  civil,  están  enteramente  de 
acuerdo  con  el  artículo  primero  del  Proyecto.  ¿Qué  inconvenien- 
te habría  entonces  para  que  dicho  artículo  se  redactase  en  una 
forma  que  le  permitiera  abarcar  estos  casos  que  tanto  se  armo- 
nizan con  su  espíritu? 

Al  contrario,  dándole  una  forma  más  genérica  se  haría 
tangible  el  acuerdo  existente  entre  las  diversas  partes  del  Pro- 
yecto; se  vería  dominando  en  él  una  doctrina  expresada  en  dife- 
rentes formas;  y  se  sabría  que  las  disposiciones  disconformes 
con  esa  teoría  dominante  constituían  las  excepciones  indispen- 
sables. 

Mas  claro:  los  principios  establecidos  en  el  capítulo  relati- 
vo á  los  actos  jurídicos  y  en  otras  parte  del  Proyecto  son  prin- 
cipios conformes  con  el  artículo  primero,  ó  en  desacuerdo 
con  él. 

Si  están  conformes  con  el  artículo  i.°  esa  es  una  razón  pa- 
ra que  queden  comprendidos  en  ese  principio  general,  sin  per- 
juicio de  que  después  se  les  consigne  bajo  una  forma  mas  con- 
creta, como  ha  sucedido  en  los  Tratados  aprobados  hasta  la 
fecha. 

Así  en  el  Derecho  Penal,  el  principio  general  establece    la 


territorialidad  de  la  ley  penal;  y  sin  embargo,  ese  mismo  princi- 
pio se  vá  desenvolviendo  en  diversos  artículos  que  están  implí- 
citamente contenidos  en  él. 

Sucede  igual  cosa  en  el  Tratado  relativo  al  procedimien- 
to, en  donde  se  establece  como  principio  general,  que  la  ley  del 
lugar  donde  se  sigue  el  juicio  regirá  éste  y  sus  incidencias;  y  sin 
embargo,  ese  principio  se  repite  en  otros  que  están  implícita- 
mente contenidos  en  él,  que  son  su  consecuencia  ó  si  se  quiere 
un  desenvolvimiento  que  se  hace  para  aclararlo. 

Si  ahora,  se  supone  que  hay  algunas  reglas  especiales  del 
Proyecto  en  desacuerdo  con  el  principio  general,  esas  reglas 
constituirán  las  excepciones;  pero  nunca  las  excepciones  son 
obstáculo  para  que  los  principios  se  enuncien  con  la  generali- 
dad que  deben  tener. 

No  sucede  lo  mismo  con  el  Proyecto  en  debate. 

El  artículo  primero  restringe  las  causas  de  la  incapacidad 
y  los  objetos  á  que  ella  puede  referirse.  De  manera  que  hay  ne- 
cesidad de  particular  y  minucioso  cuidado  para  establecer  prin- 
cipios especiales  para  cada  uno  de  los  diferentes  casos  no  com- 
prendidos en  la  regla  que  se  reputa  general.  Y  como  la  vida  ci- 
vil es  tan  múltiple  y  variada  en  sus  manifestaciones,  es  posible 
que  no  se  prevea  algún  caso  especial  y  no  se  le  asignen  las  re- 
glas que  deben  regirlo;  y  en  semejante  circunstancia  ¿cómo  se 
determinaría  la  capacidad  civil  de  la  personas  en  el  orden  ínter' 
nacional?  Habría  indudablemente  un  vacio  que  solo  se  puede 
llenar  ensanchando  la  esfera  de  acción  del  artículo  primero;  es 
decir,  no  limitando  las  causas  de  incapacidad,  ni  concretando 
sus  efectos.  De  este  modo,  ya  se  sabe  que  todo  caso  no  regido 
por  alguna  délas  excepciones  consignadas  en  el  Tratado,  cae 
bajo  del  dominio  del  principio  general. 

La  forma  del  artículo  primero  no  parece,  pues,  destinada 
á  enunciar  un  principio  de  carácter  general,  sino  á  regir  uno  ó 
varios  casos  determinados:  no  parece  dominar   un   Proyecto   en 
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el  que  se  desenvuelve  una  serie  de  doctrinas  cuya  base  consiste 
en  ese  principio. 

En  mérito  de  las  precedentes  consideraciones,  opino,  en 
suma,  porque  al  hablar  de  la  capacidad  no  se  limiten  sus  alcan- 
ces á  los  efectos  de  contratar,  ni  se  circunscriba  su  procedencia 
a  las  enfermedades  físicas  ó  mentales. 

Creo  que  debe  establecerse  de  una  manera  general,  que  la 
capacidad  ó  incapacidad  de  las  personas  debe  regirse  por  la 
ley  de  su  domicilio,  ya  que  la  Comisión,  de  acuerdo  con  las 
opiniones  dominantes  en  el  Congreso,  ha  optado  por  el  princi- 
pio que  la  consagra.  Por  mi  parte  tampoco  tengo  inconveniente 
en  aceptar  la  ley  del  domicilio,  con  las  restricciones  consignadas 
en  el  Proyecto. 

Mi  objeto  es  simplemente  hacer  que  se  dé  al  principio 
una  generalidad  mayor,  á  fin  de  que  abarque  con  mas  claridad, 
las  diferentes  partes  del  Proyecto,  sin  perjuicio  de  estable- 
cer las  excepciones  que  se  consideren  más  ó  menos  bien  fun- 
dadas. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  la  Comisión, 
que  antes  de  ahora  tuvo  el  agrado  de  escuchar  al  Señor  Doctor 
Chacaltana,  tomó  en  consideración  las  observaciones  que  éste 
acaba  de  hacer. 

Que  el  espíritu  del  artículo  tenia  por  objeto  referirse  á 
las  incapacidades  física  ó  mental  y  procedente  de  la  minoridad- 
Esta  tiene  que  ser  suplida  para  los  actos  de  la  vida  civif  por  medio 
de  una  representación  especial;  las  leyes  en  general  consideran 
á  la  persona  como  capaz;  la  excepción  es  la  incapacidad,  que  en 
la  esfera  del  Derecho  Internacional  debe  ser  determinada  como 
tal,  señalándose  la  ley  que  la  rige. 

Aún  cuando  considera  que  los  términos  en  que  está 
redactado  el  artículo  tienen  la  amplitud  que  cree  necesaria  el 
Señor  Plenipotenciario  del  Perú,  por  su  parte  no   tiene  inconvc- 
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niente  en  que  se  adopte  la  modificación  indicada   por   el   Señor 
Doctor  Chacaltana. 

El  Señor  Doctor  Quintana  acepta  igualmente  la  in- 
dicación del  Señor  Doctor  Chacaltana.  Entiende  que  no  hay 
propiamente  un  cambio  de  principio,  sino  simplemente  la  acla- 
ración de  éste. 

La  Comisión,  agregó,  había  establecido  el  artículo  en  for- 
ma taxativa,  para  que  no  se  reputaran  comprendidas  dentro  de 
él,  las  incapacidades  provenientes  de  causas  especiales;  pero 
como  esas  están  regidas  siempre  por  la  ley  territorial  y  quedan 
completamente  salvadas  con  las  demás  disposiciones  que  se 
adoptan  en  otros  artículos,  no  tiene  dificultad  en  aceptar,  cofao 
lo  ha  dicho,  la  indicación  del  Señor  Doctor  Chacaltana.  De  ma- 
nera, añadió,  que  el  artículo  puede  votarse  en  esta  forma: 

«  La  capacidad  de  las  personas  se  rige  por  las  leyes  de  su 
}  domicilio.  » 

El  Señor  Doctor  Gálvez  cree  que  sería  conveniente 
poner:  «  la  capacidad  de  las  personas  para  los  actos  de  la  vida 
civil,  s 

El  Señor  Doctor  Quintana  lo  considera  innecesario 
porque  el  título  primero  dice:  De  la  capacidad,  estado  y  condición 
de  las  personas. 

El  SEÑOR  PRATS  manifestó:  que  en  el  artículo  en  debate 
se  establece  la  base  para  todo  un  orden  de  cosas  y  de  ideas,  y 
que  el  punto  á  que  dicho  artículo  se  refiere  él  lo  ha  tratado  de- 
tenidamente en  el  discurso  que  pronunció  en  la  sesión  anterior. 
Propuso  entonces  en  vez  del  domicilio  la  residencia,  sin  entrar  en 


-  010  - 

detalles,  porque  comprende  los  casos  á  que  hace  referencia  el 
Señor  Plenipotenciario  del  Perú. 

Declara,  además,  que  aceptaba  esa  base,  que,  como  dijo  al 
empezar,  rige  respecto  de  todos  los  actos  de  la  vida  civil,  y  se 
resuelve  en  gran  parte,  sino  en  todo,  la  cuestión  relativa  á  con- 
tratos y  actos  jurídicos  de  todo  género. 

En  consecuencia,  habiéndose  ocupado  extensamente  de 
este  punto  en  su  referido  discurso,  no  tiene  porque  detenerse  en 
él,  siendo  su  objeto  simplemente  dar  esta  explicación  para  que 
nc  se  extrañe  que  no  entre  en  la  discusión  de  dicho  artículo. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  cree  que  debe  votarse 
primero  la  moción  del  Señor  Doctor  Chacaltana,  sin  perjuicio  de 
que  se  consigne  la  opinión  emitida  por  el  Señor  Plenipotenciario 
de  Chile  en  cuanto  al  principio  que  él  sostiene,  siguiéndose  así 
el  orden  en  que  han  sido  presentadas  la  moción  é  indicación  re- 
feridas. 

Se  vota  el  artículo  con  la  modificación  propuesta  por  el 
Señor  Doctor  Chacaltana,  y  es  aprobado  en  esta  forma: 

«La  capacidad  de  las  personas  se  rige  por  las  leyes  de  su 
»  domicilio.)) 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  manifestó: 
que  en  una  exposición  daria  las  razones  que  tiene  para  no  acep- 
tar el  artículo  aprobado. 

En  discusión  el 

Artículo  2  o 
«La   capacidad,   una  vez   adquirida  por  razón  déla  edad. 
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i  emancipación  ó  habilitación  de  edad,  no  puede  ser  modificada 
2  por  la  ley  que  impere  en  el  Estado  dentro  del  cual  se  constitu- 

>  ye  un  nuevo  domicilio.» 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  en  esta  forma: 

<  La  capacidad  adquirida  por  la  mayor  edad,  emancipación 
2  ó  habilitación,  no  puede  ser  modificada  por  la  ley  que  impere 

>  en  el  Estado  dentro  del  cual  se  constituye  un  nuevo  domicilio. » 

Se  pasa  á  discutir  el 


c  Los  incapaces  tienen  el  domicilio  de  sus  representantes 
»  legales  y  éstos  se  reputan  domiciliados  en  el  territorio  delEs- 
}  tado  por  cuyas  leyes  se  rige  el  cargo  que  ejercen,  s 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propone  que  se  sus- 
penda la  discusión  de  los  artículos  3.°y  4.0,  porque  la  Comisión 
entiende  que  deben  ser  trasladados,  dándoles  colocación  en  la 
sección  del  domicilio.  Así  se  resolvió. 

Se  pasa  al 

De  las  personas  jurídicas 

En  discusión  el 

Artículo  5? 
€  La  persona  jurídica  del  Estado  será  capaz  de  adquirir  y 


>  contraer    obligaciones   en   el   territorio    de    otro,  de   confor- 
»  midad  á  las  leyes  de  éste.» 

El  Señor  Doctor  Quintana  indicó:  que  debía  ponerse 
la  palabra  derechos  después  de  la  de  adquirí}',  como  estaba  en  el 
original,  habiéndose  suprimido  por  error  de  imprenta. 

El  Señor  Presidente  propuso  que  se  dijese  la  persona 
jurídica:  Estado  y  se  agregase  también  Estado  después  de  la 
palabra  otro. 

La  Comisión  acepta  esa  indicación. 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  en  esta  forma. 

«La  persona  jurídica  Estado  será  capaz  de  adquirir  dere- 
;>  chos  y  contraer  obligaciones  en  el  territorio  de  otro  Estado 
7>  d»  conformidad  á  las  leyes  de  éste.» 

Se  puso  en  discusión  el 

Artícido  6? 

«La  existencia  y  capacidad  de  las  personas  jurídicas  de 
»  carácter  privado  se  rige  por  las  leyes  del  país  en  el   cual   han 

>  sido  reconocidas  como  tales. 

>E1  carácter  que  revisten  las  habilita  plenamente  para  ejer- 
»  citar  fuera  del  lugar  de  su  institución  todas  las  acciones  y  de- 
a  rechos  que  les  correspondan. 

»Ma-s,  para  el  ejercicio,  fuera  de  aquel,  de  actos   compren- 

>  didos  en  el  objeto  especial  de  su  institución,  se  sujetarán  á  las 

>  prescripciones  establecidas  por  el  Estado  en  el  cual   intenten 
i>  realizar  dichas  actos.» 
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El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  en  este  artí- 
culo la  Comisión  había  suprimido  en  el  tercer  inciso,  las  palabras 
fuera  de  aquel  por  considerarlas  innecesarias. 

Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  en  esta  forma: 

«La  existencia  y  capacidad  de  las  personas  jurídicas  de 
»  carácter  privado,  se  rige  por  las  leyes  del  país  en  el  cual  han 
»  sido  reconocidas  como  tales. 

»  El  carácter  que  revisten  las  habilita  plenamente  para  eje- 
»  cutar  fuera  del  lugar  de  su  institución  todas  las  acciones  y  de- 
2>  rechos  que  les  correspondan. 

>  Mas,  para  el  ejercicio  de  actos  comprendidos  en  el  obje- 
»  to  especial  de  su  institución,  se  sujetarán  á  las  prescripciones 

>  establecidas  por  el  Estado  en  el  cual  intente  realizar  dichos 

>  actos.» 

Se  pasa  al 

S  ín 

Bel   domicilio 
En  discusión  el 

Artículo  y.° 

«  La  ley  del  lugar  en  el  cual  reside  la  persona,  determina 
»  las  condiciones  requeridas  para  que  la  residencia  constituya 
>  domicilio.» 

El  Señor  Prats  dijo:  que  él   aceptaba  la   disposición   de 
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este  artículo;  pero  como  no  estaba  conforme  con  todos  los  de- 
más, no  le  parecía  regular  tomar  parte  en  la  discusión  y  acuerdo 
de  cada  uno  de  ellos. 

El  SEÑOR  Presidente  dijo:  que  si  el  Señor  Plenipoten- 
ciario estaba  de  acuerdo  con  lo  que  establecía  el  artículo  en  de- 
bate, no  habría  inconveniente  en  que  tomase  parte  en  la  discu- 
sión y  votase,  sin  perjuicio  de  no  firmar  después  el  Tratado.  Su 
concurso  en  los  artículos  en  que  está  conforme,  seria  siempre 
muy  agradable  para  el  Honorable  Congreso. 

El  SEÑOR  PRATS  dijo:  que  en  ese  caso  tendría  que  limi- 
tarse á  usar  de  la  palabra  y  aceptar  los  artículos  con  que  está 
conforme,  y  guardar  silencio  respecto  de  lo  demás. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó:  que  esa  era 
cuestión  librada  completamente  al  juicio  del  Señor  Plenipoten- 
ciario. 

Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  en  la  forma  trascrita. 

EL  Señor  DOCTOR  VaCA-Guzman  dijo:  que  antes  de  con- 
tinuar con  el  título  relativo  á  la  ausencia  debía  hacer  presente 
que  la  Comisión  había  reasumido  los  siguientes  artículos:  el  ter- 
cero que  se  traslada  á  esta  sección,  y  el  inciso  2.°  del  artículo 
10  —  referente  al  domicilio  conyugal. 

Como  en  el  resto  del  Proyecto,  agregó,  se  hace  referencia  al 
domicilio  de  las  personas,  se  toma  en  cuenta  el  de  los  incapaces, 
el  conyugal,  y  el  de  aquellos  que  no  lo  tienen  fijo.  La  Comisión 
ha  creído  conveniente  hacer  esta  especificación  para  mayor  cla- 
ridad é  inteligencia  de  los  artículos  que  subsiguen. 

En  consecuencia,  propone  el  artículo  en  los  siguientes  tér- 
minos: 


«  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  y  para 
%  la  mejor  inteligencia  de  las  prescripciones  establecidas  en  el 
y  presente  Tratado,  se  reputa  domicilio: 

»  (a)  El  de  los  incapaces  en  el  de  sus  representantes  lega  • 
»  les,  e putañeóse  éstos  domiciliados  en  el  territo- 
»  rio  del  Estado  por  cuyas  leyes  se  rige  el  cargo- 
»  que  ejercen. 

y  ib)  El  de  los  cónyuges  en  el  del  matrimonio,  repután- 
>  dose  por  tal  el  del  marido. 

y  (c)  El  de  las  personas  que  no  tuviesen  domicilio  conoci- 
y  do  en  el  lugar  de  su  residencia.  » 

Se  vota  el  artículo  propuesto  per  la  Comisión  y  es  apro- 
bado. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Güzman  dijo:  que  como  algu- 
nos Señores  Plenipotenciarios  habían  indicado  la  conveniencia, 
de  suprimir  el  artículo  4.0  por  los  inconvenientes  que  él  podria 
originar,  la  Comisión  después  de  estudiar  el  punto  está  de 
acuerdo  con  la  supresión  propuesta,  lo  cual  somete  á  la  decisión 
del  Honorable  Congreso. 

El  Honorable  Congreso  resolvió  suprimir  el  referido  ar- 
tículo. 

El  artículo  4.0  decía  así: 

«El  cambio  de  domicilio  de  los  menores  de  edad  no  modi- 
y  ñca  su  estado  cuando  se  efectúa  sin  el  consentimiento  expreso 
»  ó  tácito  de  sus  representantes  legales. 

y  Se  presume  dicho  consentimiento  si  los  padres  ó  tutores 


5>  no  reclaman  contra  el  cambio  de  residencia  antes  que  ésta   se 
»  produzca  con  los  caracteres  de  domicilio.  » 

Se  pasa  al 

S   iv 

Be  la  ausencia 

En  discusión  el 

Artículo  8? 

«  Los  efectos  jurídicos  de  la  declaración  de  ausencia  res- 
»  pecto  á  los  bienes  de  ausente,  se  determinan  por  la  ley  del  lu- 

>  gar  en  que  esos  bienes  se  hallan  situados. 

<:  Las  demás  relaciones  jurídicas  del  ausente  seguirán  go- 

>  bernándose  por  la  ley  que  las  regia  antes  de  la  declaración  de 
j»  ausencia.  > 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman,  propone  á  nombre  de 
la  Comisión,  que  este  artículo  se  redacte  en  la  forma  siguiente, 
en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado: 

«  Los  efectos  jurídicos  de  la  declaración  de  ausencia  res- 
»  pecto  á  los  bienes    del  ausente,  se  determinan   por  la   ley  del 

>  lugar  en  que  esos  bienes  se  hallan  situados. 

>  Las  demás  relaciones  jurídicas  del  ausente  seguirán    go- 

>  bernándose  por  la  ley  que  anteriormente  las  regia.  > 

Se  pasa  al 


-  65S  - 

S  v 

Del  matrimoiiio 
En  discusión  el 

Artículo  g.° 

«  La  capacidad  de  las  personas  para  contraer  matrimonio. 
s>  y  la  existencia  y  validez  del  mismo,  se  rigen  por  la  ley  del  lu- 
2  gar  en  que  se  celebra, 

«  Sin  embargo,  los  Estados  signatarios  del  presente  Trata= 
»  do  no  están  obligados  á  reconocer  el  matrimonio  que  se  hu- 
»  biese  celebrado  en  uno  de  ellos  cuando  se  halle  afectado  de 
»  alguno  de  los  siguientes  impedimentos: 

»  i.°     Falta  de  edad  de  alguno  de  los  contrayentes,  requi- 

2»  riéndose  catorce  años  cumplidos  en  el  varón  y 

»  doce  en  la  mujer; 
»  2.°     Parentesco  en  línea  recta  por  consanguinidad  ó  afi- 

»  nidad,  sea  legítimo  ó  ilegítimo; 
>  3-°     En  la  línea  transversal  el  parentesco  entre  hermanos 

>  legítimos  ó  ilegítimos; 
»  4°     Haber  daclo  muerte  uno  de  les  cónyuges  al  otro,  ya 

»  sea  como  actor  principal  ó  como  cómplice,  p^ra 

»  casarse  con  el  cónyuge  superstite. 
•h  5.0     El  matrimonio  anterior  no  disuelto  legalmente.  i> 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  después  de 
tomar  en  cuenta  las  opiniones  de  algunos  Señores  Plenipoten- 
ciarios, la  Comisión  proponía  que  el  artículo  se  redactase  en  la 
siguiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado: 
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«  La  capacidad  de  las  personas  para  contraer  matrimonio., 
a  la  forma  del  acto  y  la  existencia  y  validez  del  mismo,  se  rigen 
»  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  celebra. 

>  Sin  embargo,  los  Estados  signatarios  no  quedan  obliga- 
»  dos  á   reconocer  el  matrimonio    que  se  hubiere  celebrado  en 

>  uno  de  ellos  cuando  se  halle  afectado  de  alguno  de  los  siguien- 

>  tes  impedimentos: 

>  i»°  Falta  de  edad  de  alguno  de  los  contrayentes,  requi- 

)>  riéndose  como  mínimum  catorce  años  cumplidos 
)>  en  el  varón  y  doce  en  la  mujer; 

»  2.°  Parentesco  en  línea  recta  por  consanguinidad  ó  afi- 
nidad, sea  legitimo  ó  ilegítimo; 

~¿>  3.0  Parentesco  entre  hermanos  legítimos  ó  ilegítimos; 

>  4.0  Haber  dado  muerte  á  uno  de  los  cónyuges,  ya  sea  co- 

»  mo  autor    principal   ó   como   cómplice  para    ca- 
»  sarse  con  el  cónyuge  superstite; 
»5.°  El  matrimonio  anterior  no  disuelto  legalmente.» 

El  Señor  Plenipotenciario  del  Brasil,  Doctor  de  Andrade 
Figueira  expresó:  que  aceptaba  la  segunda  parte  de  este  artícu- 
lo, desde  donde  dice  sin  embargo,  los  Estados  signatarios,  etc., 
votando  en  contra  de  la  piimera  parte  que  establece  la  capaci- 
dad de  las  personas,  etc. 

En  discusión  el 

Arlícido  10 

«Los  derechos  y  deberes  de  las  cónyuges  en  todo  cuanto 
h  afecta  sus  relaciones  personales,  se  rigen  por  las  leyes  de  su 
»  domicilio,  reputándose  por  tal  el  del  marido. 
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>  Si  los  cónyuges  mudaren  de  domicilio,  aquellos  se  regirán 

»  por  las  leyes  del  nuevo  que  adoptaren.  » 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman,  á  nombre  de  la  Co- 
misión, propone  el  artículo,  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se 
vota  y  es  aprobado: 

«  Los  derechos  y  deberes  de  los  cónyuges  en  todo  cuanto 
»  afecta  sus  relaciones  personales,  se  rigen  por  la  ley  del  domi- 
i  cilio  matrimonial. 

>  Si  los  cónyuges  mudaren  de  domicilio,  dichos  deberes  v 
i  derechos  se  regirán  por  las  leyes  del  nuevo  domicilio,  > 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  II 

«  La  ley  del  domicilio  matrimonial  rige  igualmente: 

»  (a)     La   separación  conyugal; 

)>  (b)     La  disolución  del  vínculo  matrimonial.  » 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  en  éste  ar~ 
tículo  la  Comisión  había  hecho  una  agregación  que  consideraba 
indispensable,  y  al  mismo  tiempo  había  suprimido  algunas  pala- 
bras contenidas  en  él 

La  modificación  consiste  en  establecer  que  la  disolución 
del  matrimonio  por  divorcio  solo  podrá  tener  efecto  cuando 
coincidan  las  leyes  del  país  en  el  cual  se  celebró  el  matrimonio 
y  la  de  aquel  en  el  cual  se  intenta  la  disolución.  La  razón  que  ha 
habido  para  ello  es  que  teniendo  el  marido  la  facultad  de  cam- 
biar de  domicilio,  podría  trasladarlo  con  el  objeto  de  producir  la 
disolución  del  vínculo. 
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Además,  como  se  ha  establecido  que  la  ley  local  debe  ser 
la  base  que  rija  las  relaciones  matrimoniales  y  el  vínculo  mismo, 
si  el  matrimonio  se  celebra  sobre  la  base  déla  indisolubilidad,  es 
evidente,  que  debe  tenerse  en  cuenta  la  ley  del  lugar  de  su  cele- 
bración, cuando  se  trata  de  disolverlo. 

El  Señor  Doctor  Quintana  cree  que  en  lugar  de  diso- 
lución podría  ponerse  disolubilidad  quedando  el  artículo  en  esta 
forma,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado: 

«  La  ley  del  domicilio  matrimonial  rige: 

»  [a)     La  separación  conyugal; 

»  (ó)  La  disolubilidad  matrimonial,  siempre  que  la  causal 
»  alegada  sea  admitida  por  la  del  lugar  en  el  cual   se   celebró.» 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  dijo:  que  abs- 
teniéndose de  votar,  no  había  necesidad  de  hacer  constar  su 
voto. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  considera  muy  natural 
que  el  Señor  Plenipotenciario  vote,  siempre  que  esté  conforme 
con  la  doctrina.  Después  de  concluir  el  Tratado  puede  hacer  las 
declaraciones  que  expuso  el  Señor  Plenipotenciario  de  Chile 
cuando  se  trató  del  Derecho  Penal. 

El  Señor  Doctor  Qujntana  manifestó:  que  el  Señor 
Plenipotenciario  del  Brasil  podia  tener  la  bondad  de  indicar  á 
los  Señores  Secretarios  los  artículos  en  que  está  conforme;  por- 
que de  lo  contrario  aparecería  mistificada  su  opinión  votando 
en  contra  de  lo  que  acepta. 


Se  pasa  al 

s  vi 

De  la  patria  potestad 

En  discusión  el 

Artículo  12 

«  La  patria  potestad  en  lo  referente  á  los  derechos  y 
»  deberes  personales,  se  rige  por  la  ley  del  domicilio  de  la  per- 
»  sona  que  la  ejercita.» 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  manifestó:  que  este 
artículo  había  sido  modificado  por  la  Comisión  en  la  siguiente 
forma: 

«  Los  derechos  y  deberes  personales  que  emanen  de  la 
»  patria  potestad,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  ejer- 
»  citan.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  cree  que  el  artículo  debía 
votarse  tal  cual  está  en  el  Proyecto. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Fíguera  expresó:  que 
no  votaría  á  favor  del  artículo  en  debate  porque  él  está  en  con- 
tra del  principio  de  la  nacionalidad. 

Votado  el  artículo  es  aprobado  en  la  siguiente  forma: 

«  La   patria  potestad    en   lo    referente   á  los  derechos   y 
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>  deberes  personales,  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se 
»  ejercita.  > 

En  discusión  el 

Artículo  ij 

«  Los  derechos  inherentes  a  la  patria  potestad  en  cuanto 
»  a  los  bienes  propios  de  los  hijos,  adquiridos  por  cualquier  títu- 

>  lo  que  fuese,  así  como  la  administración  y  enagenación  de  los 
»  mismos,  se  rigen  por  la  ley  del  territorio  en  que  dichos  bienes 
»  se  hallan  situados.  > 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  la  Comisión 
había  modificado  este  artículo  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual 
se  vota  y  es  aprobado: 

«  Los  derechos  que  la  patria  potestad  confiere  á  los  padres 
j  sobre  los  bienes  de  los  hijos,  así  como  su  enagenación  y  de- 
i  más  actos  que  los  afecten,  se  rigen  por  la  ley  del  Estado  en 
j>  que  dichos  bienes  se  hallan  situados.» 


Se  pasa  al 


En  discusión  el 


S  vil 

De  la  filiación 

Artículo  14 


<  La  ley  que  rige  al  matrimonio  determina  la  filiación  le 
í  gílima. 
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«  Las  cuestiones  sobre  legitimidad  de  la  filiación,  abenas 
»  á  la  validez  ó  nulidad  del  matrimonio,  se  rigen  por  la  ley  del 
»  domicilio  conyugal  en  el  momento  del  nacimiento  del  hijo.  * 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman,  expuso:  que  la  Comi- 
sión habia  refundido  en  uno  solo  les  artículos  14  y  15,  con  ex- 
cepción del  2.0  inciso  del  artículo  14,  que  se  proponía  como  ar- 
tículo separado. 

Se  votan  los  artículos  en  la  forma  indicada,  siendo  aproba- 
dos en  los  siguientes  términos: 

«  La  ley  que  rige  la  celebración  del  matrimonio  determina 

>  la  filiación  legítima  y  la  legitimación  por  subsiguiente  matri- 
s>  monio. 

»  Las  cuestiones  sobre  la  legitimidad  de  la  filiación,  ajenas 

>  á  la  validez  ó  nulidad  del  matrimonio  se  rigen  por  la  ley  del  do- 
»  miciiio  conyugal  en  el  momento  del  nacimiento  del  hijo.  > 

En  discusión  el 

Artículo  16 

«Los  derechos  y  obligaciones  concernientes  á  la  filiación 
»  ilegítima  se  rigen  por  la  ley  del  Estado  dentro  del  cual  hayan 
»  de  tener  efecto  las  acciones  procedentes  de  aquellos.» 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propuso  que  el  artícu- 
lo en  discusión  se  redactase  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se 
vota  y  es  aprobado: 

i  Los  derechos  y  obligaciones    concernientes  á  la  filiación 
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»  ilegítima   se  rigen   por  la  ley  del  Estado  en  el  cual  hayan   ce 
»  hacerse  efectivos. » 

Se  pasa  al 

§   VIII 
De  la  tutela    y  cúratela 

En  discusión  el 

Artículo  ij 

«La  tutela  y  cúratela,  en  cuanto  á  los  derechos  y  obliga- 
»  ciones  que  imponen,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  tales 
i  cargos  se  desempeñan.» 

Votado  el  artículo  en  debate  es  aprobado  como  sigue: 

«La  tutela  y  cúratela  en  cuanto  á  los  derechos  y  obliga- 
»  ciones  que  imponen,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  el  cual 
'>  fué  discernido  el  cargo.» 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  en  este  pará- 
grafo, la  Comisión  proponía  que  se  agregase  el  siguiente  ar- 
tículo: 

«  El  discernimiento  de  la  tutela  y  cúratela,  se  rige  por  la 
»  ley  del  lugar  del  domicilio  de  los  incapaces.» 
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Votado   este   artículo,   se    aprueba  en  la  forma  propuesta 
por  el  Señor  Doctor  Vaca-Guzman. 

En  discusión  el 

Artículo  18 


«El  cargo  de  tutor  ó  curador  discernido  en  alguno  de  los 
» Estados  signatarios  del  presente  Tratado,  será  reconocido  en 
>  todos  los  demás.» 


Este  artículo  fué  aprobado  con  la  supresión  de  las  pala- 
bras del  presente  Tratado. 

En  discusión  el 

Artículo  ig 

«La  administración  y  enagenación  de  los  bienes  que  los 
>  incapaces  tuvieren  fuera  del  lugar  de  su  domicilio,  se  rige  por 
y  la  ley  del  Estado  en  que  dichos  bienes  se  hallan  situados.  » 

Este  artículo  fué  aprobado  en  los  siguientes  términos: 

«Las  facultades  de  los  tutores  y  curadores  respecto  de 
>,  los  bienes  que  los  incapaces  tuvieren  fuera  del  lugar  de  su  do- 
»  micilio,  se  ejercitarán  conforme  á  la  ley  del  Estado  en  que  di- 
»  chos  bienes  se  hallen  situados.» 

En  discusión  el 


Artículo  20 

«  La  hipoteca  legal  que  las  leyes  acuerdan  á  los  menores, 
»  solo  podrá  producir  sus  efectos  cuando  la   ley    del  Estado  en 

>  el  cual  ejerce  el  cargo  coincida  con  la  de  aquel    en    el   que  se 
2>  hallan  situados  los  bienes  que  puedan  ser  afectados  por  ella. 

El  Señor  PRESIDENTE  hizo  notar  que  en  este  artículo  nc 
se  hablaba  de  los  incapaces, 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  expresó:  que  dicho  ar- 
tículo se  habia  modificado  en  esta  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es 
aprobado: 

«  La  hipoteca  legal  que  las  leyes  acuerdan  á  los  incapaces, 
»  solo  tendrá  efecto  cuando  la  ley  del  Estado  en  el  cual  se  ejer- 
»  ce  el  cargo  de  tutor  ó  curador  se  halle  conforme  con  la  de 
s>  aquel  en  el  que  se  hallan  situados  los  bienes  afectados  por 

>  ella.  > 

Se  pasa  al 


§  IX 
Disposiciones  comunes  á  los  §§  V,  VI  y  VIII 

En  discusión  el 

Artículo  21 
«  Las  medidas  urgentes  que  conciernan  á  las  relaciones 


»  personales  de  los  cónyuges  entre  sí,  al  ejercicio  de  la  patria  po- 
» testad  y  á  las  funciones  de  los  tutores  y  curadores,  se  rigen 
»  por  la  ley  del  lugar  de  la  residencia  temporaria  ó  accidental 

>  de  los  cónyuges,  padres  de  familia,  tutores  y  curadores.  » 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman,  propuso  á  nombre 
de  la  Comisión,  que  el  artículo  en  debate  se  redactase  en  los 
siguientes  términos,  en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado: 

«  Las  medidas  urgentes  que  conciernan  á  las  relaciones 
»  personales  entre  cónyuges,  al  ejercicio  de  la  patria  potestad  y 
»  á  la  tutela  y  cúratela,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  re- 
»  sidan  los  cónyuges,  padres  de  familia,  tutores  y  curadores.  » 

En  discusión  el 

Artículo  22 

<c  La  remuneración  que  las  leyes    acuerdan  á   los   padres, 

>  tutores  y  curadores  y  la  forma  de  las  mismas,  se  rige  y  deter- 
»  mina  por  la  ley  del  Estado  en  el  cual  se  ejercitan  tales  car" 
»  gos.  » 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  la  Comisión 
proponía  la  siguiente  forma  para  este  artículo,  en  la  cual  se  vo- 
ta y  es  aprobado: 

«  La  remuneración  que  las  leyes  acuerdan  á  los  padres, 
»  tutores  y  curadores  y  la  forma  de  las  mismas,  se  rige   y  deter- 

>  mina  por  la  ley  del  Estado  en  el  cual  tales  cargos  fueron  dis- 
y>  cernidos.  » 


Se  pasa  al 


TITULO  II 

DE     LOS    BIENES 
En  discusión  el 

Artículo  23 

c  Los  bienes,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  son  exclu- 
>  sivamente  regidos  por  la  ley  del  lugar  donde  existen  en  cuan- 
»  to  á  su  respectiva  calidad,  á  su  enagenabilidad  absoluta  ó  re» 
»  lativa  y  á  todas  las  relaciones  de  derecho  de  carácter  real  de 
»  que  son  suceptibles.» 

El  Señor  Presidente  propuso  que  se  agregasen  las 
palabras  á  su  posesión  después  de  á  su  calidad. 

El  artículo  en  debate  quedó  aprobado  en  los  siguientes 
términos: 

«  Los  bienes,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  son  exclu- 
»  sivamente  regidos  por  la  ley  del  lugar  donde  existen  en  cuan- 
»  to  á  su  calidad,  á  su  posesión,  á  su  enagenabilidad  absoluta  ó 
»  relativa  y  á  todas  las  relaciones  de  derecho  de  carácter  real 
i)  de  que  son  susceptibles.  » 

En  discusión  el 
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Artículo  24 

«  Los  buques  en  aguas  no  jurisdiccionales  se   reputan  si- 
»  tuados  en  el  lugar  de  su  matrícula.  » 

Se  aprueba  sin  observación. 

En  discusión  el 

Artículo  25 

«  Los  cargamentos  de  ios  buques  en  aguas  no  jurisdiccio- 
»  nales,  se  reputan  situados  en  el  lugar  de  su  destino  definitivo.» 

Este  artículo  es  aprobado  en  los  siguientes  términos: 

«  Los  cargamentos  de  los  buques  en  aguas  no  jurisdiccio- 
»  nales,  se  reputan  situados  en  el  lugar  del  destino  definitivo 
»  de  las  mercaderías.» 

En  discusión  el 

Artículo  26 

€  Los  derechos  creditorios  se  reputan  situados  en  el  lugar 
»  en  que  la  obligación  de  su  referencia  debe  cumplirse.» 


Es  aprobado  sin  observación. 
En  discusión  el 
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Artículo   21/ 

«  El  cambio  de  situación  de  los  bienes  muebles  no  afecta 
>  los  derechos  adquiridos  con  arreglo  á  la  ley  del  lugar  donde 
»  existían  al  tiempo  de  su  adquisición.  » 

Es  aprobado  sin  observación. 

En  discusión  el 

Artículo  28 

«  Si  esos  derechos  procediesen  de  un  contrato,  los  con- 
»  trayentes  están  obligados  á  llenar  los  requisitos  de  fondo  ó 
»  de  forma  exigidos  por  la  ley  del  lugar  de  la  nueva  situación 
»  para  la  adquisición  ó  conservación  de  los  derechos  mencio- 
)>  nades.  » 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó:  que  de  acuerdo 
con  la  opinión  de  algunos  de  sus  honorables  colegas,  la  Comisión 
había  convenido  en  colocar  este  artículo  como  segundo  inciso 
del  anterior,  poniendo  sin  embargo,  los  interesados  están  obliga- 
dos á  llenar  etc.,  en  lugar  de  si  esos  derechos  procediesen  de  un 
contrato,  los  contrayentes  etc. 

El  artículo  quedó  aprobado  en  estos  términos: 

«  El  cambio  de  situación  de  los  bienes  muebles  no  afecta 
»  los  derechos  adquiridos  con  arreglo  á  la  ley  del  lugar  donde 
»  existían  al  tiempo  de  su  adquisición. 

>  Sin  embargo,  los  interesados  están  obligados  á  llenar  los 
>  requisitos  de  fondo  ó  de  forma  exigidos  por  la  ley  del  lugar 
»  de  la  nueva  situación  para  la  adquisición  ó  conservación  de 
)>  los  derechos  mencionados.  » 
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En  discusión  el 

Artículo  2g 

«  Los  derechos  adquiridos  por  terceros  sobre  los  mismos 

>  bienes  de  conformidad  á  la  ley  del  lugar  de  su  nueva  situación^ 

>  después  del  cambio  operado  y  antes  de  llenarse  ios  requisitos 

>  referidos,  priman  sobre  los  del  primer  adquirente,  sin  perjuicio 
»  de  las  acciones  de  éste  contra  la  persona  con  quien  trató  en 

>  virtud  de  la  ley  que  rija  sus  relaciones  de  derecho.  » 

Este  artículo  fué  aprobado  en  los  siguientes  términos: 

«  Los  derechos  adquiridos  por  terceros  sobre  los  mismos 

>  bienes  de  conformidad  ala  ley  del  lugar  de  su  nueva  situación, 

>  después  del  cambiG  operado  y  antes  de  llenarse  los  requisi- 

>  tos  referidos,  priman  sobre  los  del  primer  adquirente.  > 

El  Señor  Plenipotenciario  del  Brasil,  Doctor  de  Andrade 
Figueira  votó  á  favor  de  los  artículos  6.°,  7.0,  9.0,  19,  20,  21,  22, 
23,  24,  25  y  26. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  7  p.  m. 
Ild  García  Lagos 

Presidente 

Man1  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    29 


SESIÓN  DEL  28  DE  ENERO  DE  1889 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefoneo  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman, 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira  : 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  dei  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú; 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos, 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  3.10  p.  m. 

Se  leyó  y  aprobó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 
Continúa  la  discusión  del  Proyecto  de  Tratado  de  Derecho 


Civil, 


TÍTULO  III 

DE  LOS  ACTOS   JURÍDICOS 
En  discusión  el 

.  Articulo   30 
«  La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse,  rige: 
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x  (a)  Sus  formas  y  solemnidades: 
»  (J?)  Su  existencia  y  naturaleza; 
»  (c)  Su  validez  y  subsistencia; 
»  (d)  Sus  efectos  y  consecuencias; 
»  [e)  Su  ejecución  y  extinción; 

»  (/)  En  suma,  todo  cuanto  les  concierna,   bajo   cualquier 
»  aspecto  que  sea.  » 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó:  que  la  mayoría 
de  la  Comisión  de  Derecho  Civil  entendía  que  el  artículo  en  de- 
bate estaba  redactado  de  manera  que  respondía  completamente 
á  sus  ideas  y  que  no  podia  prestarse  tampoco  á  dudas  razona- 
bles ó  fundadas. 

Agregó:  que  la  Comisión  distinguía  entre  la  forma  que  de- 
be revestir  el  contrato  y  la  que  debe  tener  el  documento,  que  a 
su  juicio  no  es  el  contrato  mismo. 

Aceptando  sin  embargo,  dijo,  las  indicaciones  de  algunos 
Señores  Plenipotenciarios  y  con  el  propósito  de  aclarar  el  con- 
cepto del  referido  artículo,  la  Comisión  lo  presenta  en  la  siguien- 
te forma,  sin  perjuicio  de  admitir  cualquiera  otra  que  conduzca  á 
tal  resultado: 

«La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse,  rige: 

*  (a)  Si  deben  ó  no  hacerse  por  escrito; 

»  (ó)  En  caso  de  hacerse  por  escrito,  la  calidad   del  docu- 

»  mentó  correspondiente; 
»  (c)  Su  existencia  y  naturaleza, 

>  (d)  Su  validez  y  subsistencia; 

»  (e)  Sus  efectos  y  consecuencias; 

>  (f)  Su  ejecución  y  extinción; 

»  (g)  En  suma,  todo  cuanto  les   concierna,  bajo   cualquier 
>  aspecto  que  sea.  » 


v- 
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El  Señor  PRESIDENTE:  Cree  que  en  este  título  debería  es- 
tablecerse la  libertad  de  los  contratos,  la  cual  es  sostenida  por 
algunos  autores.  Agregó:  que  esta  doctrina  es  sustentada  por  el 
Señor  Doctor  Ramirez,  quien  en  su  libro  consigna  que  la  regla 
general  es  que  los  contratos  deben  regirse  por  la  ley  á  que  las 
partes  se  hayan  sometido  voluntariamente,  y  que  solo  á  falta  de 
dicha  declaración  regirá  la  ley  del  lugar  de  su  cumplimiento. 

Entiende  que  habría  conveniencia  en  determinar  en  un 
Tratado  de  Derecho  Internacional  Privado,  aquel  principio  que 
es  de  derecho  civil  interno  ó  común. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  que  la  Comisión  abri- 
go por  algún  tiempo  la  idea  indicada  por  el  Señor  Presidente, 
pues  creía  que  en  efecto,  podía  empezarse  el  título  con  la  decla- 
ración de  que  las  partes  estaban  en  libertad  de  adoptar  la  ley 
que  hubiera  de  regir  la  forma,  existencia,  etc.  del  contrato.  Pero 
ella  volvió  sobre  esa  idea  teniendo  presente  que  tal  libertad  no 
puede  ser  absoluta,  porque  no  puede  ejercitarse  contra  las 
prescripciones  de  orden  público  las  relativas  á  los  contratos  y 
en  este  caso  era  indispensable  que  ese  orden  público  se  deter- 
minase por  una  ley.  Ahora  bien,  teniendo  que  escojerse  esa  ley, 
ella  no  podia  ser  otra  que  la  del  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes. Debo  agregar,  dijo,  que  el  Señor  Doctor  Ramirez  tuvo  la 
deferencia  de  aceptar  las  ideas  de  la  Comisión. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  le  satisfacían  las  explica- 
ciones dadas,  aún  que  creia  que  hubiera  sido  conveniente  es- 
tablecer lo  que  ha  indicado  anteriormente;  bien  entendido  que 
esto  se  haría  salvándose  las  leyes  de  orden  público  y  los  pre- 
ceptos de  moral. 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  La  lealtad  me  obliga  á  de- 
clarar que  no  ha  sido  solo  una  deferencia  de  mi   parte  el   haber 
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adherido  á  la  supresión  del  artículo  á  que  se  reñere  el  Señor 
Plenipotenciario  Doctor  Quintana.  Creo  que  esa  supresión  se 
impone  con  arreglo  á  los  principios  á  que  se  ajusta  el  título  de 
los  actos  jurídicos  en  mi  Proyecto  de  Derecho  Civil  Interna- 
cional. 

Decía  el  artículo  sexto  de  este  Proyecto:  «  Los  contratos 
»  se  rigen,  cualquiera  que  sea  el  lugar  en  que  se   celebren,    por 

>  la  ley  á  la  cual  declaran  los  contrayentes  someterse,  siempre 
»  que  la  relación  jurídica  comprometida  en  el  acto  sea  de  libre 

>  contratación.  » 

Para  que  este  artículo  tenga  aplicación  á  los  casos  ocur- 
rentes, es  necesario  determinar  lo  que  es  ó  no  es  de  libre  con- 
tratación. Ahora  bien:  ;cómo  se  resuelve  esta  cuestión  según  el 
sistema  adoptado  en  mi  Proyecto?  Por  la  ley  de  la  ejecución 
del  contrato,  de  acuerdo  con  la  doctrina  sustentada  por  Savig- 
ny.  que  hace  regir  el  -derecho  de  las  obligaciones  por  la  ley  del 
lugar  de  su  cumplimiento. 

Las  leyes  de  carácter  prohibitivo  quedan  siempre  salva- 
das por  que  es  claro,  que  si  la  ley  del  cumplimiento  del  contra- 
to rige  todas  las  relaciones  jurídicas  del  acto,  á  esa  misma  ley 
deben  subordinarse  los  contratos  que  afectan  principios  de  or- 
den público. 

Si  en  el  lugar  del  cumplimiento  de  los  actos  jurídicos,  la 
libertad  de  las  partes  para  contratar  no  está  limitada  en  ningún 
sentido,  el  principio  de  la  autonomía  de  la  voluntad  de  los  con- 
trayentes tendría  que  respetarse  sin  restricción  alguna,  pero  de 
acuerdo  con  el  mismo  principio  de  Savigny,  ninguna  relación 
jurídica  podría  ser  declarada  subsistente  en  contravención  á  los 
principios  de  orden  público  del  lugar  del  cumplimiento  del  con- 
trato. ¿Por  qué?  Porque  en  el  Proyecto  de  la  mayoría  y  en  el 
mió,  se  acepta  que  las  obligaciones  se  rigen  por  la  ley  del  lu- 
gar en  que  se  cumplen  y  no  por  la  ley  del  país  en  que  se 
contraen. 
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El  artículo  es  indispensable,  dado  el  sistema  de  la  Comi- 
sión en  minoría  que  establece,  que  todos  los  contratos  se  rigen 
por  la  ley  del  lugar  en  que  se  celebran. 

Partiendo  de  ese  principio  es  que  puede  surgir  el  conflicto 
entre  las  leyes  del  lugar  déla  celebración  del  acto  jurídico  y  las 
leyes  de  orden  público  del  lugar  en  que  se  ejecuta:  y  ese  con- 
flicto tendría  que  resolverse  por  esa  excepción  consignada  en 
el  Proyecto  de  la  minoría  y  por  la  cual  se  estatuye  que  la  ley 
del  lugar  de  la  celebración  del  contrato  deja  de  regir  si  es 
contraria  á  las  leyes  de  orden  público  del  lugar  de  la  eje- 
cución. 

Nunca  lamentaré  bastante  que  los  Señores  Delegados  de 
Chile  no  nos  acompañen  con  su  voto  en  la  sanción  de  este  Pro- 
yecto, por  que  si  bien  lamento  de  igual  modo  que  el  Señor  De- 
legado del  Brasil  no  le  preste  tampoco  su  asentimiento,  me  es- 
plico  su  disidencia  y  la  respeto,  por  que  responde  á  principios 
y  doctrinas  que  están  en  abierta  contradicción  con  las  que  sir- 
ven de  fundamento  al  Proyecto  de  la  mayoría.  Entre  tanto  ese 
Proyecto,  muy  especialmente  en  el  título  que  trata  los  actos  ju- 
rídicos, adopta  principios  que  están  sancionados  en  el  Código 
Civil  de  Chile,  según  lo  demostraré  en  seguida,  recurriendo  á 
fuentes  de  interpretación  que  no  ha  de  encontrar  impuras  la  Co- 
misión en  minoría. 

Antes  de  entrar  en  esa  demostración  me  permito  pedir  á 
la  Comisión  de  Derecho  Civil  que  ha  dictaminado  en  minoría, 
tenga  la  benevolencia  de  manifestar  si  al  redactar  su  Proyecto. 
ha  creido  ajustarse  á  las  leyes  de  su  país,  y  persuádase  que  es- 
ta pregunta  no  tiene  mas  objeto  que  demostrar  la  oportunidad 
de  la  discusión  que  provoco. 

Es  decir:  si  considera  que  su  Proyecto  está  en  armonía 
con  los  principios  consignados  en  el  Código  de  Chile. 

El  Señor  PratS:  Si  señor,  indudablemente  es  la  base: 
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El  Señor  Presidente:  Advierto  al  Señor  Plenipotenciario, 
que  está  en  discusión  el  Proyecto  de  la  mayoría. 

El  Señor  Doctor  Ramírez;  Lo  tengo  muy  presente, 
pero  creo  que  al  discutir  el  mérito  relativo  de  uno  y  otro  Pro- 
yecto, no  me  aparto  en   manera  alguna  del  fondo  del  debate. 

El  Señor  PRATS:  Si  el  Señor  Plenipotenciario  me  permite 
no  tengo  más  que  referirme  á  mi  informe  en  general.  En  él 
trato  extensamente  el  punto.  Ahí  tiene  toda  la  respuesta  que 
me  pide  y  no  veo  la  razón  ce  ser  de  la  interrogación.  Esa  pre- 
gunta está  detalladamente  contestada  en  dicho  informe,  de  con- 
formidad en  doctrinas  con  el  Código  de  Chile. 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  No  tenia  un  recuerdo  cierto 
de  esa  parte  de  su  informe,  y  de  ahí  mi  pregunta. 

El  Señor  Prats:  Yo  me  complacía  en  contestarla. 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  El  artículo  22  del  Proyec- 
to de  la  minoría  que  es  el  primero  del  título  relativo  á  los  actos 
jurídicos,  prescribe  que  «los  Estados  signatarios  aceptan  el 
principio  locus  regitactum,  tanto  respecto  de  la  forma  y  solem- 
nidades externas,  como  respecto  del  valor  intrínseco  de  todo 
acto  jurídico,  sin  otras  limitaciones  que  las  establecidas  expre- 
samente en  el  mismo  Tratado.  En  consecuencia,  los  contratos 
celebrados  y  actos  jurídicos  ejecutados  en  cualquiera  de  ellos, 
en  conformidad  á  sus  leyes,  se  reputarán  válidos  en  todos  los 
demás  sin  perjuicio  de  las  excepciones,  etc.»  No  conozco  Código 
alguno  en  que  se  halle  formulado,  en  términos  tan  absolutos,  la 
regla  locus  regit  actum^  y  con  aplicación  no  solo  á  la  forma,  sino 
también  al  fondo  de  les  actos  jurídicos. 
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El  Señor  PratS:  Con  limitaciones. 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  No  discuto  en  este  momen- 
to las  excepciones,  sino  la  regla  general  que  contiene  el  artículo 
22  del  Proyecto  de  la  minoría. 

He  buscado  en  el  Código  de  Chile  esa  regla  general,  y  no 
la  he  encontrado;  más  aún:  en  ese  Código  no  está  consignada  en 
ningún  sentido  la  fórmula  loáis  regit  actum,  que  tanto  se  presta 
a  la  defensa  de  todos  los  sistemas. 

Cuando  Savigny  ha  establecido  que  los  contratos  deben 
regirse  por  el  lugar  de  su  ejecución,  ha  podido  invocar  el  mis- 
mo principio,  pues  que  en  realidad  el  lugar  ó  asiento  jurídico,  de 
la  obligación  es  aquel  en  que  produce  todos  sus  efectos. 

Los  que  sostienen  que  los  contratos  deben  regirse  por  la 
ley  del  lugar  de  su  celebración  no  aplican  propiamente  la  regla 
locus  regit  actum,  sino  esta  otra  locus  regit  instrumentus,  por  que  la 
verdad  es  que  la  celebración  del  acto  se  relaciona  especialmente 
con  el  instrumento  que  lo  constata  y  no  con  el  acto  mismo,  el 
que  puede  tener  su  asiento  jurídico  fuera  del  lugar  en  que  se  ce- 
lebra. 

Pero  repito,  el  Código  Chileno  no  ha  usado  esa  fórmula  en 
ningún  sentido  y  mucho  menos  ha  establecido  la  regla  general 
«de  que  los  contratos  deben  regirse,  tanto  en  su  forma  como  en 
su  fondo  por  la  ley  del  lugar  de  su  celebración;»  más  aún,  es  mi 
persuasión  que  aquel  Código  sanciona  la  teoría  contraria,  hacien- 
do suya  la  doctrina  de  Savigny  aceptada  por  el  Proyecto  de  la 
mayoría. 

Y  ya  que  trato  de  interpretar  el  verdadero  alcance  de  las 
doctrinas  aceptadas  por  el  Código  de  Chile,  con  relación  á  los 
actos  jurídicos  en  la  esfera  internacional,  ha  de  permitirme  mi 
distinguido  colega  que  me  crea  en  condiciones  de  acertar  con 
su  letra  y  con  su  espíritu,  por  que  con  muy  lijeras  modificacio- 
nes, el  Código  Civil  Oriental  ha  hecho  suyos  los  principios  del 
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Código  de  Chile   en   la  materia  del  Derecho  Internacional   Pri- 
vado. 

El  SEÑOR  PratS:  Exactamente. 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  Pero  á  este  respecto  se 
me  ha  facilitado  un  documento  procedente  de  la  Cancillería 
Chilena,  que  puede  ayudarnos  á  fijar  con  alguna  precisión  el 
espíritu  del  Código  Civil  de  Chile  con  relación  á  las  resoluciones 
que  realmente  formula  sobre  el  punto  que  debatimos,  no  solo 
porque  tiene  por  autor  á  un  eminente  jurisconsulto  de  aquella 
Nación,  sino  también  porque  lo  suscribió  en  su  carácter  de  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores  y  fué  además  redactado  con 
motivo  de  haber  sido  citadas  las  Naciones  de  Europa  y  América 
aun  Congreso  Jurídico  por  el  eminente  jurisconsulto  Mancini,  en 
su  calidad  también  de  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  Italia. 

En  el  preámbulo  de  esa  nota  se  dá  cuenta  del  objeto  que 
la  motiva  en  los  siguientes  términos: 

«Oportunamente  llegó  á  mis  manos  la  trascripción  que 
U.  S.  se  dignó  hacerme  de  la  nota  que  le  fué  dirijida  con  fecha  6 
de  Marzo  último  por  el  honorable  Señor  Encargado  de  Negocios 
de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  en  la  que  por  encargo  de  su  Gobierno, 
invita  al  nuestro  á  concurrir  con  él  y  con  los  gobiernos  de  otros 
Estados  á  la  celebración  de  acuerdo  ó  pactos  internacionales 
que  garanticen  y  uniformen  el  goce  de  los  derechos  civiles  del 
extranjero  en  el  país  de  su  residencia,  á  fin  de  prevenir  hasta 
donde  sea  posible  los  conflictos,  más  ó  menos  graves  y  frecuen- 
tes á  que  dá  margen  la  diversidad  de  los  principios  que  rigen  á 
este  respecto  en  la  legislación  interna  de  cada  país. 

En  seguida  se  pasa  á  señalar  los  puntos  sobre  los  cuales 
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deberá  pronunciarse  el  Congreso.  Descartando  aquellos  que  no 
son  pertinentes,  el  jurisconsulto  chileno  Señor  Vergara,  entra  en 
materia  en  los  siguientes  términos: 


'ti 


«Otro  de  los  temas  designados  como  materia  de    acuerdo 

>  entre  nuestro  Gobierno  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia, 

>  es  el  enunciado  bajo  el  número  6,    esto  es:  definir   la   genuina 

>  significación  y  el  legítimo    alcance  de  la  máxina   locus  regit 

>  adunia 

«  Este  punto  no  se  presta  a  duda  alguna  en  nuestra  legis- 
»  lación.  Ella,  á  la  vez  que  admite  la  máxima  locus  regit  actum, 

>  cuida  de  demarcar  la  esfera  dentro  de  la  cual  debe  contenerse 

>  su  aplicación.  En  efecto  el  artículo  17  de  nuestro  Código  dice: 

>  La  forma  de  los  instrumentos  públicos  se  determina  por  la  ley 

>  del  país  en  que  hayan  sido  otorgados.  Su  autenticidad   se  pro- 
ís» bará  según  las  reglas  establecidas  en  el  Código  de  Enjuicia- 

>  miento,  > 

«  Ea  forma  se  refiere  á  las  solemnidades  externas  y  la  auten- 

>  ticidad,  al  hecho  de  haber  sido  realmente  otorgados  y  autori- 

>  zados  por  las  personas,  y  de  la  manera  que  en  tales  instrumen- 

>  tos  se  expresa.  » 

La  única  vez  que  el  Código  Chileno  tiene  presente,  sin  de- 
signarla, la  regla  locus  regit  actum,  es  para  aplicarla  á  los  instru- 
mentos públicos. 

¿Á  qué  otros  casos  aplica  el  Código  Chileno  la  regla  locus 

regit  actum: 


El  Señor  Vergara  agrega  en  la  misma  nota: 


t  Dicho  artículo  se  ocupa  solo  de  la  forma  de  los  instru- 
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»  mentos  públicos,  y  nada  dice  de  los  instrumentos  privados.  La 
3>  causa  de  esta  preterición  es  obvia.  Los  instrumentos  privados 
»  no  tienen  forma  alguna  determinada  por  la  ley:  era,  por  tanto, 
»  inútil  que  el  legislador  se  preocupara  de  prescribir  algo  que 
>  concerniera  á  inquirir  su  observancia,  cuando  tales  instrumen- 
i  tos  están  exentos  de  la  obligación  de  ajustarse   á  forma  al- 


«  Cuida,  si,  de  advertir  que  ^ox forma  de  un  acto  se  entiende 

>  las  solemnidades  externas  de  que  debe  estar  revestido. > 

<  En  cuanto  á  los  documentos  privados,   sea  cual  fuere  su 

>  forma,  la  ley  los   acoje  siempre,  á  menos  que  versen  sobre  ac- 
»  tos  que  hayan  de  producir  efecto   en  Chile  y  para  cuyo  otor- 

>  garniento  se  requiere  instrumento  público,  según  las  leyes  chi- 

>  lenas.  Así,  el  testamento  ológrafo   admitido  como  válido  en 

>  ciertos  paises,  pero  en  el  carácter  de  instrumento  privado,  no 
7  podría  ser  admitido  en  Chile  como    testamento  para  disponer . 

>  de  bienes  situados  en  el  territorio  de  la  República,  pues,  según 

>  nuestro  Código  Civil,  el  testamento  debe  ser  ordinariamente 

>  un  acto  solemne,  admitiéndose  solo  por  excepción  el  testamento 

>  privilegiado  ó  menos  solemne  que  es  el  verbal  á  presencia  de 

>  tres   testigos,  y  en  casos  de  estremada  urjencia,  el  militar  y  el 

>  marítimo.» 

Para  el  Señor  Vergara  es  obvio  que  el  Código  Chileno  no  ha 
debido  preocuparse  de  los  documentos  privados;  y  en  tanto  para 
mi  distinguido  colega  el  Señor  Prats,  la  preterición  no  ha  debido 
existir  y  en  lugar  de  aplicar  la  regla  locus  regit  actum  únicamen- 
te á  los  instrumentos  públicos,  ha  dicho  que  todos  los  instru- 
mentos; que  todas  las  formas  de  los  instrumentos  se  rigen  por  la 
ley  del  lugar  de  la  celebración  del  contrato. 

Hay,  pues,  abierta  contradicción  entre  lo  que  sostiene  mi 
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ilustrado  colega  y  lo  que  establece  la  Cancillería  Chilena  inter- 
pretando el  mismo  Código  á  que  ha  creído  ajustarse  la  Comisión 
en  minoría. 

El  Señor  PRATS:  Si  mal  no  recuerdo,  en  el  mismo  párrafo 
ó  en  el  inmediato,  esa  nota  se  ocupa  de  los  documentos  privados. 

Ei,  Señor  Doctor  Ramírez:  Perfectamente. 

Se  ocupa  de  los  documentos  privados  para  decir  que  éstos 
no  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  de  su  celebración. 

El  Código  de  Chile  nada  dice  de  los  documentos  privados. 
La  causa  de  esta  preterición,  dice  el  Señor  Vergara,  es  obvia- 
Los  instrumentos  privados  no  tienen  forma  alguna  determinada 

por  la  ley, á  menos  que  versen  sobre  actos  que  hayan  de 

producir  efectos  en  Chile,  para  cuyo  otorgamiento  se  requiera 
instrumento  público. 

¿Si  el  legislador  chileno  creía  que  no  debia  preocuparse 
para  nada  de  los  coni  ratos  privados,  por  qué  el  distinguido  De- 
legado de  Chile,  que  todo  lo  subordina,  en  este  Congreso  á  la 
legislación  de  su  patria,  la  innova,  y  establece  disposiciones  es- 
peciales sobre  la  forma  de  los  contratos  privados? 

El  Señor  PRATS:  Le  contestaré  inmediatamente.  La  con- 
testación es  muy  sencilla. 

La  mayoría  establece  que  se  rigen  los  contratos  por  la  ley 
del  lugar  en  que  se  van  á  cumplir.  El  Código  Chileno  acéptalos 
contratos  celebrados  válidamente  en  otros  paises  en  conformi- 
dad á  sus  leyes. 

El  Código  Chileno  no  tenia  para  que  preocuparse  de  los 
documentos  privados. 


El  Señor  Doctor  Ramírez:  Cuando  el  Código  de  Chile 
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habla  especialmente  de  los  documentos  privados,  es  para  esta- 
blecer que  la  forma  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  van  á  ha- 
cerse efectivos. 

Como  lo  establece  el  Señor  Vergara,  por  punto  general, 
los  instrumentos  privados  no  tienen  forma  especial  y  en  tal  caso 
no  hay  conflicto  que  resolver;  pero  cuando  la  tienen,  la  ley  que 
rige  es  la  del  lugar  de  la  ejecución.  Esta  es  la 'doctrina  chilena.  La 
única  disposición  expresa  en  que  tiene  aplicación  la  regla  ¡ocies 
regit  aclum,  es  la  relativa  á  los  instrumentos  públicos,  y  esa  ex- 
cepción está  en  el  Proyecto  de  la  mayoría.  La  Comisión  en  ma- 
yoría se  ha  conformado  más  á  la  letra  y  al  espíritu  del  Código 
de  Chile,  inconscientemente,  cuando  ha  establecido.  .... 

El  Señor  Doctor  Quintana:  No  tan  inconscientemente, 
porque  lo  conocía.  .  .  . 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  He  usado  la  palabra  en  el 
sentido  de  que  no  habia  el  propósito  de  conformar  lo  que  se 
iba  á  hacer  con  la  ley  chilena 

El  Señor  Doctor  Quintana:  Perfectamente. 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  El  Proyecto  de  la  Comi- 
sión en  mayoría  y  el  Código  de  Chile  no  mencionan  en  ningún 
sentido  la  fórmula  ¡jcus  regit  detum.  Es  el  Delegado  Chileno  el 
que,  en  contra  de  lo  que  estatuye  el  Código  de  Chile,  hace  es- 
pecial mención  de  esa  fórmula,  y  tomándola  como  regla  gene- 
ral é  ilimitada,  la  aplica  á  toda  clase  de  instrumentos;  cuando  el 
Código  de  su  patria  no  lo  hace  regir  sino  con  respecto  á  los 
instrumentos  públicos. 

Si  la  Comisión  en  minoría  hubiese  ajustado  su  Proyecto 
á  lo  establecido  en  el  Código  de  Chile,  se  habría  limitado  á  es- 
tablecer que  los  instrumentos  públicos  se  rigen  por   la   ley   del 


lugar  en  que  se  otorgan  y  hubiese  negado  todo  valor  legal  al 
documento  privado,  en  el  país  en  que  vá  á  producir  sus-  efectos; 
si  las  leyes  del  mismo  hicieren  en  él  obligatoria  la  forma  del  ins- 
trumento público. 

Si  asi  hubiese  procedido  la  Comisión  en  minoría  habría 
traducido  fielmente  el  pensamiento  del  Codificador  Chileno  y 
sancionado  principios  idénticos  á  los  que  consigna  el  Proyecto 
de  la  mayoría,  siendo  diversas  únicamente  la  forma  en  que  eran 
codificados.  Pero  antes  de  adelantar  en  mis  demostraciones,  pi- 
do á  la  Comisión  en  mayoría,  se  sirva  indicarme  la  última  forma 
de  redacción  que  se  ha  dado  al  artículo  30  de  su  Proyecto. 

El  Señor  Doctor  Quintana:  Ese  artículo  ha  quedado 
redactado  en  la  forma  siguiente: 

«  La  ley  del  lugar  donde  los  contratos    deben  cumplirse, 


>  (a)  Si  deben  ó  no  hacerse  por  escrito; 

»  (fi)  En  caso  de  hacerse  por  escrito,  la  calidad   del  docu- 

>  mentó  correspondiente; 
»  (c)  Su  existencia  y  naturaleza; 

>  (d)  Su  validez  y  subsistencia; 

>  (e)  Sus  efectos  y  consecuencias; 
»  (f)  Su  ejecución  y  extinción; 

»  (g)  En  suma,  todo  cuanto  les  concierna,  bajo  cualquier 
>  aspecto  que  sea.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  Perfectamente. 

Así  pues,  si  se  trata  de  saber  si  un  documento  ha  de  ser 
privado  ó  público,  hay  que  atender  según  el  Código  Chileno  y 
según  el  Proyecto  de  la  mayoría,  al  lugar  en  que  el  instrumento 
debe  producir  sus  efectos. 
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Si  en  Chile  se  exije  documento  escrito  para  probar  una 
obligación  que  vá  á  tener  efecto  en  su  territorio,  debe  llenarse 
esa  formalidad,  aún  cuando  se  haya  celebrado  el  contrato  en 
otra  parte.  La  excepción  solo  aparece  cuando  se  trata  de  ins- 
trumentos públicos,  y  eso  está  establecido  en  los  mismos  tér- 
minos en  el  Código  Chileno  y  en  el  Proyecto  de  la  Comisión  en 
mayoría. 

En  materia  de  formas  de  los  contratos  privados,  se  siguen 
por  el  legislador  dos  temperamentos,  unas  veces  lasjabandona  á 
la  libre  voluntad  de  los  contratantes,  y  entonces  como  el  con- 
flicto de  leyes  no  es  posible,  ninguna  solución  tiene  que  dar  al 
respecto  el  Derecho  Internacional  Privado. 

¿Cuándo  viene  el  conflicto?  Cuando  la  forma  no  se  deja  á 
la  libertad  de  los  contratantes;  porque  el  legislador  tiene  en  vis- 
ta al  imponerla,  razones  de  orden  público  ó  de  interés  general. 

Ahora  bien  ¿cuáles  son  las  razones  de  utilidad  general  y 
cuál  la  ley  de  orden  público  que  deben  ser  respetadas  en  mate- 
ria de  formas? 

¿Serán  aquellas  a  que  se  refiere  la  ley  del  lugar  de  la  cele- 
bración del  contrato,  ó  la  de  aquél  donde  el  contrato  produce  ó 
debe  producir  sus  efectos? 

¿Cuál  de  las  Naciones  está  mas  interesada  en  regir  por  sus 
leyes  ese  contrato? 

¿Será  el  Estado  en  que  el  contrato  se  realiza  accidental- 
mente; ó  aquél  en  que  tiene  su  asiento  jurídico,  según  la  fórmu- 
la usada  por  Savigny, — donde  vá  á  cumplirse,  donde  vá  á  pro- 
ducir sus  efectos? 

No  hay  duda  alguna:  la  doctrina  según  la  cual  la  forma  del 
documento  privado  debe  ajustarse  á  la  ley  del  país  en  que  vá  á 
producir  sus  efectos,  defendida  por  Savigny,  es  laque  han  acep- 
tado, tanto  la  Comisión  en  mayoría  como  el  Código  Chileno,  el 
que  respeta  y  hasta  exajera,  á  mi  juicio,  la  doctrina  de  la  ley  te- 
rritorial, como  sucede  en  materia  de  capacidad. 
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Y  lo  que  observo  respecto  á  la  forma  de  los  contratos  y 
actos  jurídicos,  tiene  igualmente  aplicación  á  las  relaciones  de 
derecho  que  emanan  de  los  mismos.  Tampoco  en  ese  punto  el 
Proyecto  de  la  minoría  se  ajusta  á  lo  estatuido  en  el  Código  Chi- 
leno. En  valde  se  buscarían  en  ese  Código  disposiciones  que  per- 
suadiesen de  que  el  legislador  chileno  ha  querido  hacer  regir  las 
relaciones  jurídicas  que  producen  los  contratos,  por  la  ley  del 
lugar  de  su  celebración. 

No  es  esa  tampoco  la  opinión  del  Señor  Vergara,  hablan- 
do como  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  su  patria,  y  diri- 
giéndose á  su  Representante  en  Italia,  al  fijarle  las  instrucciones 
á  las  cuales  debia  ceñirse  en  ios  debates  y  resoluciones  del 
Congreso  que  se  proyectaba. 

Después  de  hablar  de  las  formas  de  los  actos  jurídicos  en 
los  términos  que  lo  he  referido,  agrega:  c  El  fondo  ó  sustancia 
de  los  actos  jurídicos  se  rige  por  otros  principios.  » 

Esto  dice  el  Señor  Vergara  interpretando  el  Código  de 
Chile.  Para  nada  tiene  en  cuenta  la  regla  locus  regit  actum — lo 
dice  expresamente:  «  en  cnanto  al  fondo  de  los  contratos  se  rigen 
por  otros  principios;  »  de  manera,  que  cuando  S.  E.  el  Señor  Prats 
no  ha  querido  acompañar  á  sus  colegas  de  Comisión  en  la  san- 
ción del  Proyecto  que  han  presentado,  ha  disentido  fundamental- 
mente del  Código  de  su  patria. 

Para  juzgar  del  valor  intrínseco  de  los  actos  jurídicos  es 
menester  tomar  en  cuenta  el  lugar  en  que  se  cumplen  ó  produ- 
cen sus  efectos. 


El  SEÑOR  PRATS:  No  como  regla  general. 


El  Señor  Doctor  Ramírez:  Cuando  menos  tiene  que  re- 
conocer S.  E.  que  evidentemente  ni  el  Código  de  Chile,  ni  el 
Señor  Vergara  al  interpretarlo  en  un  documento  de  la  Cancille- 
ría Chilena,  han  establecido  la  regla  general  consignada   en    el 
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Proyecto  de  la  minoría  y  según  la  cual  los  contratos,  en   cuanto 
á  su  fondo,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  celebran. 

El  Señor  PRATS:  Ruego  al  Señor  Plenipotenciario  que  no 
suprima  la  segunda  parte. 

Con  excepción  de  todos  los  casos  exceptuados,  digo  yo 
en  mi  Proyecto,  y  son  les  antecedentes  complejos  á  que  es  ne- 
cesario atender. 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  Estoy  comparando  el  Pro- 
yecto de  la  minoría  con  el  Código  de  Chile. 

La  regla  general  que  establece  aquel  Proyecto  brilla  por 
su  ausencia — permítaseme  la  frase  -  en  el  Código  Civil  de  Chile; 
y  según  el  documento  de  la  Cancillería  Chilena  a  que  me  ven 
go  refiriendo,  eso  sucede  porque  el  legislador  chileno  no  la  ha 
adoptado.  Tiene  en  cuenta  el  lugar  de  la  ejecución  del  acto  y 
no  el  de  la  celebración. 

El  Señor  PRATS:  S  E.  confunde  el  acto  con  la  ejecución. 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  Permítame,  voy  á  continuar. 

El  Señor  PRATS.  Está  claro:  padece  una  confusión. 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  Permítame  S.  E.  Me  será  fá- 
cil demostrarle  que  el  Código  de  Chile  y  sus  intérpretes  mas  au- 
torizados, cuando  hablan  del  lugar  donde  se  ejecutan  los  actos, 
se  refieren  al  lugar  donde  producen  sus  efectos. 

El  Señor  PRATS.  Perdone,  Señor:  no  le  interrumpiré  más, 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  No  tengo  inconveniente  y 
hasta  me  complace  que  se  me  interrumpa. 
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Reñriéndose  á  la  capacidad  civil  dice  el  Señor  Vergara: 
<  En  consecuencia  la  capacidad  civil  del  extranjero  que  ejecuta 
algún  acto  ó  celebra  algún  contrato  en  Chile  será  calificado  con- 
forme á  la  ley  chilena,  siempre  que  dicho  acto  ó  contrato  haya 
de  producir  efecto  en  Chile.  »  Como  se  vé,  pues,  ante  todo 
debe  atenderse  á  la  ley  del  lugar  en  que  el  acto  produce  sus 
efectos,  y  eso  es  lo  que  establece  la  mayoría  de  la  Comisión, 
con  respecto  á  los  actos  jurídico,  en  todo  aquello  que  no  se  re- 
fiere á  la  capacidad  general  de  los  contratantes.  Ese  es  el  prin- 
cipio que  establece  como  regla  general  el  Proyecto  en  discu- 
sión. 

Permítame  dar  lectura  á  cierta  parte  de  la  nota  interpre- 
tativa del  Señor  Vergara,  referente  á  la  cuestión  que  debatimos 
(Lee)  «Lugar  de  la  ubicación  de  la  cosa,  sobre  que  versa  el  con- 
trato. La  ley  de  ubicación  es  ur.a  circunstancia  que  por  necesi- 
dad domina  la  validez  del  acto  á  que  dicha  cosa  se  refiere.  Asi 
la  donación  entre  cónyuges,  válida  según  la  legislación  de  algu- 
nos países,  será  revocable  con  relación  á  bienes  situados  en 
Chile,  en  tanto  que  no  quedase  perfecta  y  confirmada  por  la 
muerte  del  clonante  antes  que  la  del  donatario  (artículo  1 1.3S  in- 
ciso 3.0  y  1 139  del  Código  Civil).» 

Según  la  legislación  chilena,  pues,  cuando  se  celebra  un 
contrato  que  recae  sobre  bienes  muebles  ó  raíces,  debe  regirlo 
la  ley  del  lugar  donde  esos  bienes  estén  ubicados. 

No  puede  desconocerse  que  ese  principio  de  la  legislación 
de  Chile  se  ajusta  en  un  todo  al  Proyecto  de  la  mayoría. 

Se  ocupa  en  seguida  el  Señor  Vergara  del  domicilio  con- 
vencionalmente  señalado  para  al  cumplimiento  de  la  obligación 
y  dice:  ¿La  designación  de  un  lugar  en  que  la  obligación  debe 
cumplirse,  implica  el  sometimiento  voluntario  de  los  contra- 
tantes á  la  ley  de  ese  lugar.  En  armonía  con  esta  consideración, 
el  inciso  3.0  del  artículo  16  de  nuestro  Código  Civil  dispone: 
Pero  los  efectos  de  los  contratos  otorgados  en  país  estraño,  pa- 
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ra  cumplirse  en  Chile  se  arreglarán  á  las  leyes  chilenas.  En  conse- 
cuencia., si  se  vende  en  Francia  una  especie  mueble  que  debe 
ser  entregada  en  Chile,  el  dominio  sobre  la  especie  no  empeza- 
rá á  existir  para  el  comprador,  sino  desde  el  instante  de  la  tra- 
dición, porque  ésta  es  requerida  por  las  leyes  chilenas,  como 
modo  legal  de  adquirir,  sin  que  baste  para  ello  como  sucede  en 
Francia,  el  solo  consentimiento  del  vendedor  y  comprador.)) 

Es  el  mismo  principio  sancionado  por  la  mayoría  de  la 
Comisión  de  Derecho  Civil.  No  dice  el  jurisconsulto  chileno  que 
es  necesario  que  las  partes  que  contratan  declaren  que  se  so- 
meten á  la  ley  del  país  en  que  el  contrato  debe  producir  sus 
efectos.  B:  sta  que  el  contrato  deba  cumplirse  en  de  terminado 
territorio  para  que  el  hecho  de  producir  allí  sus  efectos  autorice 
la  presunción  legal  de  que  ios  contrayentes  se  han  sometido  á 
sus  leyes;  ;  y  yo  pregunto  cuál  es  la  regla  general  entonces  es- 
tablecida por  el  Código  Chileno,  si  todos  los  contratos  que  se 
refieren  á  bienes  que  tienen  situación  determinada  se  rigen  por 
la  ley  donde  están  esos  bienes,  y  si  todas  las  convenciones  que 
van  á  cumplirse  en  determinado  lugar  están  sujetas  á  las  leyes 
del  mismo  ? 

De  manera,  pues,  que  el  Proyecto  de  la  minoría,  estable- 
ciendo que  todos  los  Estados  deben  aceptar  el  principio  locus 
regit  actum,  tanto  respecto  á  la  forma  y  solemnidades  externas 
como  con  relación  al  valor  intrínseco  del  acto  jurídico,  sin  otra 
limitación  que  la  establecida  expresamente  en  el  mismo  Trata- 
do, convierte  en  una  regla  general  un  principio  que  no  está  en 
la  letra  del  Código  Chileno  y  mucho  menos  en  su  espíritu. 

El  Código  de  Chile  es  eminentemente  territorial.  Todo  lo 
que  va  á  tener  efecto  en  Chile,  todo  lo  que  lo  afecte,  debe  regir- 
se por  las  leyes  chilenas.  Ese  es  el  principio  que  emana  de  to- 
das sus  disposiciones;  pero  siendo  ese  el  principio  de  la  legisla- 
ción chilena  en  Derecho  Internacional  Privado,  con  respecto  á 
los  actos  jurídicos,  no  está   evidentemente   de   acuerdo   con   el 
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Proyecto  de  la  minoría  que  manda  regir  el  contrato  por  la  ley 
del  lugar  en  que  se  celebra  y  no  por  la  de  aquel  en  que  se  eje- 
cuta. 

Contradiciendo  ese  principio,  el  artículo  23  del  Proyecto 
de  la  minoría  establece  que: 

«  Los  actos  que  han  de  producir  efectos  en  otro  Estado, 
»  en  que  se  exijan  requisitos  especiales  para  su  validez,  no  se 
>  reputan  perfectos,  si  no  se  llenan  esos  requisitos.  » 

De  manera,  pues,  que  la  regla  de  la  celebración  del  acto  ju- 
rídico tiene  eficacia  cuando  coincide  con  la  ley  del  país  en  qué 
produce  sus  efectos;  pero,  cuando  la  ley  del  lugar  de  la  celebra- 
ción del  contrato  coincide  con  la  de  aquel  en  que  se  ejecuta,  ;qué 
conflicto  tiene  que  resolver   el  Derecho  Internacional   Privado? 

El  conflicto  se  produce  cuando  el  acto  jurídico  se  celebra 
en  un  país  y  se  ejecuta  en  otro  y  si  mi  distinguido  colega  es  de 
opinión  que  debe  primar  en  tal  caso  la  ley  del  lugar  en  que  el 
acto  produce  los  efectos  ¿cuál  es  en  realidad  el  principio  que 
constituyela  regla  general  de  solución  en  la  materia  que  dis- 
cutimos? 

¿Será  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  del  contrato? 

No  puede  ser,  puesto  que  en  los  casos  de  conflicto,  entre 
la  ley  del  lugar  de  su  celebración  y  la  ley  del  país  en  que  se 
cumple,  la  última  prima  sobre  la  primera. 

En  resumen,  Señor  Presidente,  creo  haber  demostrado, 
que  el  Proyecto  de  la  minoría  no  se  ajusta  en  el  título  que  se 
refiere  á  los  actos  jurídicos,  ni  en  su  espíritu  ni  en  su  letra,  á 
lo  establecido  en  el  Código  Chileno;  y  que  es  mas  bien  el  de  la 
mayoría,  el  que  establece  disposiciones,  que  por  punto  general,  se 
armonizan  con  las  doctrinas  consignadas  en  la  legislación  chilena. 

He  dicho. 
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El  SEÑOR  PRATS  dijo:  que  por  toda  respuesta  no  tenia 
mas  que  referirse  á  lo  que  extensamente  había  manifestado  en 
su  informe  sobre  la  materia  en  debate. 

Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  los  Señores 
Ramirez,  Prats  y  Quintana  se  dio  el  punto  por  suficientemente 
discutido,  y  votándose  el  artículo  propuesto  por  el  Señor  Doctor 
Quintana  es  aprobado. 

En  discusión  el 

Artículo    si 

«  Exceptúase  el  contrato  de  permuta  sobrecosas  situadas 
t>  en  distintos  lugares,  regidos  por  leyes  disconformes. 

»  Dicho  contrato  se  rige  por  la  ley  del  domicilio  de  los 
»  contrayentes  si  fuese  común  al  tiempo  de  celebrarse  la  permu- 

>  ta,  y  por  la  ley  del  lugar  en  que  la  permuta  se  celebró  si  fuese 
»  distinto.  » 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  que  la  Comisión  ha- 
bía acordado  colocar  este  artículo  después  del  35,  modificándo- 
lo en  los  siguientes  términos,  en  los  cuales  se  vota  y  es  apro- 
bado: 

i>  El  contrato  de  permutasobre  cosas  situadas  en  distintos 

>  lugares,  regidos  por  leyes  disconformes  se  rige  por  la  ley  del 
»  domicilio  de  los  contrayentes  si  fuere  común  al  tiempo  de 
»  celebrarse  la  permuta,  y  por  la  ley  del  lugar  en  que  la  permuta 
»  se  celebró  ¡si  fuese  distinto.  » 

El  Señor  Doctor  Quintana  pidió  que  se  diera  lectura 
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de  los  artículos  32,  33,  34  y  35:  porque  la  Comisión  habia  acor- 
dado refundirlos  en  uno  solo. 

Se  leen  los  artículos  indicados  por  el  Señor  Doctor  Quin- 
tana. 

Artículo  32 

<  Los   contratos  sobre  cosas  ciertas  é  individualizadas  de- 

>  ben  cumplirse  en  el  lugar  donde  ellas  existían  al  tiempo  de  su 
1  celebración.  > 

Articulo   33 

í  Los  contratos  sobre  cosas  determinadas  por  su  género, 
i  deben  cumplirse  en  el  lugar  del  domicilio  del  deudor  al  tiem- 

>  po  en  que  fueron  celebrados.  » 

Artículo  34 

«  Los  contratos  sobre  cosas  fungibles  deben  cumplirse  en 

>  el  lugar  del  domicilio  del  deudor  al  tiempo  de  su  celebración.  > 

Artículo   35 

«  Los  contratos  sobre  prestación  de  servicios  deben  cum- 

>  plirse: 

»  (a)     Si  recaen  sobre  cosas,  en  el  lugar  donde  ellas  exis- 

»  tan  al  tiempo  de  su  celebración; 
i  [b)      Si  su  eficacia  se  relaciona  con  algún  lugar  especial, 

j>  en  aquel  donde  hayan  de  producir  sus  efectos; 


i  (c)      Fuera  de  estos  casos,  en  el  lugar  del  domicilio  del 
»  deudor.» 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  expresó:  que  no  tenia 
dificultad  en  aceptar  el  espíritu  de  los  artículos  leidos,  aún  cuan- 
do creía  que  podían  tener  otra  forma  distinta  que  la  actual,  pues 
ésta  podria  prestarse  á  inconvenientes  é  interpretaciones  que 
afectasen  el  fondo  de  ellos. 

Manifestó,  además,  que  el  objeto  de  este  Tratado  no  debia 
ser  determinar  el  lugar  donde  tales  ó  cuales  contratos  hubiesen 
de  cumplirse;  las  leyes  de  cada  país  resuelven  la  cuestión  con 
arreglo  á  principios  especiales. 

El  objeto  de  un  Tratado  de  Derecho  Internacional  Privado 
es  dirimir  las  conflictos  cuando  las  leyes  son  disconformes  sobre 
ciertos  puntos. 

Asi  es,  que  al  establecer  que  en  los  contratos  sobre  cosas 
ciertas  é  individualizadas,  la  ley  debe  cumplirse  en  tal  ó  cual  lu- 
gar, se  determinan  en  cierto  modo  principios  de  carácter  interno 
y  no  de  carácter  internacional. 

El  Señor  Doctor  Quintana:  observa  que  se  trata  del 
fuero  especial  de  la  obligación,  sin  perjuicio  del  fuero  general 
del  domicilio,  y  agrega  que  á  fin  de  evitar  toda  discusión  la  Co- 
misión propone  la  siguiente  fórmula: 

<  En  consecuencia,  los  contratos  sobre  cosas  ciertas  é  in- 
»  dividualizadas  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  donde  ellas  exis- 
»  tían  al  tiempo  de  su  celebración. 

»  Los  sobre  cosas  determinadas  por  su  género,  por  la 
»  del  lugar  del  domicilio  del  deudor  al  tiempo  en  que  fueron  cele- 

>  brados.   Los  sobre  cosas  fungibles  por  la  ley  del  lugar  del  do- 

>  micilio  del  deudor  al  tiempo  de  su  celebración. 

»  Los  sobre  prestación  de  servicios: 
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»  {a)  Si  recaen  sobre  cosas,  por  la  del  lugar  donde  ellas 
s>  existían  al  tiempo  de  su  celebración; 

»  (ó)  Si  su  eficacia  se  relaciona  con  algún  lugar  especial, 
>  por  la  de  aquel  donde  hayan  de  producir  sus  efectos; 

»  (c)  Fuera  de  estos  casos,  por  la  del  lugar  del  domici- 
$  lio  del  deudor.» 

Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  los  Señores 
Doctores  Chacaltana,  Quintana,  Ramirez  y  de  Andrade  Figuei- 
ra,  se  vota  y  es  aprobado  al  artículo  en  la  forma  indicada  por 
el  Señor  Doctor  Quintana  á  nombre  de  la  Comisión. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  sesión. 

Preside  el  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña. 

En  discusión  el 

Artículo  36 

«Los  contratos  accesorios  se  rigen  por  la  ley  de  la  obliga- 
»  ción  principal  de  su  referencia.» 

Se  aprueba  sin  observación. 

Se  entra  á  discutir  el 

Artículo  37 

c  La  perfección  de  los  contratos  celebrados  per  co/respon- 
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*  dencia  ó  mandatario,  se  rige  por  la  ley  del  lugar  del  cual  pro- 
»  cedió  la  oferta. » 

Por  indicación  del  Señor  Doctor  Quintana,  se  sustituyó  la 
palabra  procedió  por  la  de  partió. 

Se  vota  este  artículo,  y  es  aprobado  con  la  supresión  indi- 
cada. 

En  discusión  el 

Artículo  38 

<  Las  obligaciones  que  nacen  sin  convención  deben  cum- 

>  plirse  en  el  lugar  donde  se  produjo  el  hecho  lícito  ó  ilícito  de- 
»  que  proceden.  > 

El  artículo    en  debate   quedó   aprobado  en  la   siguiente 
forma: 

<(  Las  obligaciones  que  nacen  sin  convención  se  rigen  por 
»  la  ley  del  lugar  donde  se  produjo  el  hecho  lícito   ó  ilícito   de 

>  que  proceden. » 

Se  entra  á  discutir  el 

Artículo  sg 

«  Los  instrumentos  públicos  se  rigen  en  cuanto  á  sus  for- 
»  mas  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  otorgan;  los   privados,   por 

>  la  ley  del  lugar  del  cumplimiento  del  contrato  respectivo.» 

Se  aprueba  este  artículo  sin  observación,. 
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Se  pasa  al 


TÍTULO   IV 


DE  LA    SOCIEDAD    CONYUGAL 


El  Señor  Doctor  Quintana  indicó:  que  este  título  debia 
denominarse  de  las  capitulaciones  matrimoniales  en  vez  de  la  so- 
ciedad conyugal. 

Se  aceptó  la  indicación  del  Señor  Doctor  Quintana. 

En  discusión  el 

Artículo  40 

«El  contrato  nupcial  rige  las  relaciones  de  los  esposos, 
»  tanto  respecto  de  los  bienes  que  tengan  al  tiempo  de  celebrar- 

>  lo,  como  respecto  de  los  que  adquieran  posteriormente.  » 

El  Señor  Doctor  Quintana,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propuso  que  en  lugar  de  el  contrato  nupcial  rige,  etc.,  se  digese  las 
capitidaciones  matrimoniales  rigen,  etc.,  y  que  el  artículo  fuese  en 
consecuencia  redactado  en  esta  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es 
aprobado: 

c  Las  capitulaciones  matrimoniales  rigen  las  relaciones  de 

>  los  esposos  respecto  de  los  bienes   que  tengan  al  tiempo   de 

>  celebrarlas,  y  de  los  que  adquieran  posteriormente,  en  todo  lo 

>  que  no  esté  prohibido  por  la  ley  del  lugar  de  su  situación.» 
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Se  entra  á  discutir  el 

Artículo  41 

«  En  defecto  de  contrato  nupcial  así  como  en  todo  lo  que 

>  él  no  haya  previsto,  las  relaciones  de  los  esposos  sobre  dichos 
»  bienes  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  conyugal  que  ellos 
»  hubieren  fijado  de  común  acuerdo  antes  de  la  celebración  del 

>  matrimonio.  » 

Este  artículo  quedó  aprobado  en  los  siguientes  términos: 

«  En  defecto  de  capitulaciones  especiales,  asi  como  ento- 
»  do  lo  que  ellas  no  hayan  previsto  y  en  todo  lo  que  no  esté 
»  prohibido  por  la  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes, 
»  las  relaciones  de  los  esposos  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio 

>  conyugal  que  hubiesen  fijado  de  común  acuerdo   antes  de  la 

>  celebración  del  matrimonio.  » 

Se  leen  y  aprueban  sin  observación  los  siguientes  ar- 
tículos: 

Artículo  42 

«Si  no  hubiesen  fijado  de  antemano  un  domicilio  conyugal, 
»  las  mencionadas  relaciones  se  rigen  por  la   ley   del   domicilio 

>  del  marido  al  tiempo  de  la  celebración  del  matrimonio.» 

Artículo  43 

«El  cambio  de  domicilio  no  altera  las  relaciones  de  los  es- 
»  posos  en  cuanto  á  los  bienes  ya  sean  adquiridos  antes  ó   des- 

>  pues  del  cambio.  > 
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Se  pasa  al 

titulo  v 

DE  LAS  SUCESIONES 

En  discusión  el 

Artículo  44 

i  La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes   heredlta- 

>  rios  al  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona   de   cuya   sucesión 

>  se  trate,  rige: 

>  (a)  La  capacidad  del  causante  para  testar; 

>  (ó)  La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 

>  (c)  Las  formas,  validez  y  efectos  del  testamento; 

3  [d)  Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los   parientes 

»  y  del  cónyuge  superstite; 
»  (e)  La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

>  r/j  La  existencia  y  monto  de  les  bienes  reservables; 

>  {g)  En  suma,  todo  lo  relativo  á  la   sucesión   legítima   ó 

2>  testamentaria,  a 

El  Señor  Doctor  Quintana,  propuso  á  nombre  de  la 
Comisión,  que  este  artículo  se  dividiera  en  dos,  en  la  siguiente 
forma: 

Artículo 

i  La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  heredita- 
»  rios  al  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se 
y  trate,  rige  la  forma  del  testamento. 
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)>  Esto  no  obstante,  el  testamento  por  acto  público,  otor- 
»  gado  en  cualquiera  de  los  Estados  contratantes,  será  válido  en 
>  todos  los  demás.  » 

Artículo  .... 

<c  La  misma  ley  rige: 

(a)  La  capacidad  del  causante  para  testar; 
ib)  La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 

(c)  Las  formas,  validez  y  efectos  del  testamento; 

(d)  Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes  y 
»  del  cónyuge  superstite; 

(e)  La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

(f)  La  existencia  y  monto  de  los  bienes  reservables; 

(g)  En  suma,  todo  lo  relativo  á  la  sucesión  legítima  ó  tes- 
»  tamentaria.  » 

Continúa  el  Señor  Doctor  Quintana  manifestando,  en  cuan- 
to al  primero  de  esos  artículos,  que  el  testamento  como  acto  pú- 
blico es  admitido  en  todas  las  Naciones,  y  que  sus  disposiciones 
se  refieren  á  la  forma.  Respecto  al  segundo  de  dichos  artículos, 
sus  prescripciones  se  conforman  con  el  derecho  inglés  y  el  nor- 
te americano,  y  con  la  misma  pluralidad  de  testamentos  á  que  se 
ha  referido  anteriormente. 

Agregó:  que  podía  invocar  también  los  códigos  de  todos 
los  países,  con  la  única  excepción  de  los  de  las  Repúblicas  Ar- 
gentina y  del  Paraguay  que  exigen  la  validez  del  testamento  pos- 
terior. Los  códigos  de  Chile,  del  Perú  y  de  la  República  Orien- 
tal del  Uruguay,  dicen  que  el  testamento  posterior  no  revoca  el 
anterior,  sino  en  cuanto  sea  contrario. 

La  pluralidad  del  testamento  es  un  principio  común  á  to- 
dos los  Estados  representados  en  el  Congreso. 
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Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Ramírez, 
Quintana  y  Matta,  los  artículos  de  la  referencia  quedaron  apro- 
bados en  los  siguientes  términos: 

Artículo 


«La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  hereditarios 
»  al  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate, 
»  rige  la  forma  del  testamento. 

i  Esto  no  obstante,  el  testamento  por  acto  público,  otor- 
y  gado  en  cualquiera  de  los  Estados  contratantes,  será  válido 
>  en  todos  los  demás.  » 


Artículo  ..... 

«  La  misma  ley  rige: 

»  (a)  La  capacidad  de  la  persona  para  testar; 
»  ib)  La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 
»  (c)  La  validez  y  efectos  del  testamento; 

>  (d)  Los  títulos  y  derechos   hereditarios  de  los  parientes, 

y  y  del  cónyuge  superstite; 

>  (e)  La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

»  (f)  La  existencia  y  monto  de  los  bienes  reservables: 
y  (¿)  En  suma,  todo  lo  relativo  á  la  sucesión  legítima  ó  tes- 
y  tamentaria.  » 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  45 

«Las  deudas  que  deban  ser  satisfechas  en  alguno    de   los 
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>  Estados  contratantes  gozarán  de  preferencia  sobre  los  bienes 
»  allí  existentes  al  tiempo  de  la  muerte  del  causante.» 

Este  artículo  fué  aprobado  sin  observación. 
En  discusión  el 

Artículo  46 

«Si  dichos  bienes  no  alcanzaren  para    la  chancelación   de 

>  las  deudas  mencionadas,  los  acreedores  cobrarán  sus  saldos 
»  con  la  preferencia  que  les  corresponda,  y  en  su  defecto,  á  pro- 
»  rata,  sobre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  sin  perjuicio 
i  del  preferente  derecho  de  los  acreedores  locales.)) 

Este  artículo  fué  aprobado  en  los  siguientes  términos: 

«  Si  dichos  bienes  no  alcanzasen  para  la  chacelación  de  las 

>  deudas  mencionadas,  los  acreedores  cobrarán  sus  saldos  pro- 
»  porcionalmente  sobre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,   sin 

>  perjuicio  del  preferente  derecho  de  los  acreedores  locales.» 

En  discusión  el 

Artículo  47 

c  Cuando  las  deudas  deban  ser  chanceladas  en  algún  lu- 
»  gar  en  que  el  causante  no  haya  dejado  bienes,  los  acreedo- 
»  res  exijirán  su  pago  con  las  preferencias  que  les  correspondan, 

>  y  en  su  defecto,  á  prorata,  sobre  los  bienes  dejados  en  otros 
»  lugares,  con  la  misma  salvedad  establecida  en  el  artículo    pre- 

>  cedente.» 
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Este  artículo  fué  aprobado  en  la  siguiente  forma: 

«  Cuando  las  deudas  deban  ser  chanceladas  en  algún  lu- 
»  gar  en  que  el  causante  no  haya  dejado  bienes,  los  acreedores 
»  exijirán  su  pago  proporcionalmente  sobre  los  bienes  dejados 
»  en  otros  lugares,  con  la  misma  salvedad  establecida  en  el  ar- 
»  tículo  precedente.  » 

En  discusión  el 

Artículo  48 

c  Los  legados  de   bienes   determinados  por   su   género  y 

>  que  no  tuvieren  lugar  designado  para  su  pago,  se  rigen  por 
»  la  ley  del  lugar  en  que  se  cobren,  se  harán    efectivos  sobre  los 

>  bienes  que  el  testador  tenga  en  su  último  domicilio,  y  en  de- 
is» fecto  de  ellos,  ó  por  su  saldo,  se  pagarán  á  prorota  de  todos 
)>  los  demás  bienes  del  causante.  > 

Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  los  Señores 
Doctores  Quintana,  Ramírez  y  Caminos,  este  artículo  quedó 
aprobado  en  la  siguiente  forma: 

«  Los  legados  de  bienes  determinados  por  su  género  y 
»  que  no  tuviesen  lugar  designado  para  su  pago,  se  rigen  por  la 

>  ley  del  lugar  del  domicilio  del  testador  al  tiempo  de  su  muer- 
»  te,  se  harán  efectivos  sobre  los  bienes  que  deje  en  dicho  domi- 
»  cilio,  y  en  defecto  de  ellos,  ó  por  su  saldo,  se  pagarán  propor- 

>  cionalmente  de  todos  los  demás  bienes  del  causante.» 

En  discusión  el 
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Artículo  4g 

«  La  obligación  y  forma  ele  la  coación  se  rigen  por  la 
»  ley  del  lugar  á  que  se  hallan  sometidos  ios  actos  jurídicos  que 
t>  le  dan  origen.  :> 

Se  suspende  la  discusión  de  este  artículo  hasta  la  próxima 
sesión. 


Se  pasa  al 


TITULO    VI 


DE   LA   PRESCRIPCIÓN. 


Fueron  aprobados  sin  observación  los  siguientes  artículos: 

Artículo  50 

«  La  prescripción  extintiva  délas  acciones   personales  se 

>  rige  por  la  ley  á  que  las  obligaciones  correlativas  están  sujetas. » 

Artículo  51 

«  La  prescripción  extintiva  de  acciones  reales  se  rige  por 

>  la  ley  del  lugar  de  la  situación  del  bien  gravado.  > 

Artículo  52 
c  Si  el  bien  gravado  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de 
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>  situación,  la  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se 

>  haya  completado  el  tiempo  necesario  para  prescribir. 

Artículo  53 

«  La  prescripción  adquisitiva  de  bienes  muebles  ó  inmue- 

>  bles  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  están  situados. 

Artículo  54 

«  Si  el  bien  gravado  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de  si- 
»  tuación,  la  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se 

>  haya  completado  el  tiempo  necesario  para  prescribir.» 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  quedaba  sanciona- 
do el  Proyecto  de  Tratado  de  Derecho  Civil,  con  excepción  del 
articulólo,,  cuya  discusión  se  suspendía  hasta  la  próxima  sesión. 

El  Señor  Plenipotenciario  del  Brasil,  Doctor  de  Andrade 
Figueira,  votó  á  favor  de  los  artículos  36,  38,  50,  51,  52,  53  y  54 
del  Proyecto  de  Tratado  de  Derecho  Civil. 

Previo  un  breve  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente 
y  los  Señores  Ramirez,  Quintana,  Prats,  Matta,  Chacaltana  y 
Galvez,  el  Honorable  Congreso  resolvió  que  la  próxima  sesión 
tuviese  lugar  el  30  del  corriente,  para  ocuparse  délos  proyectos 
sobre  Derecho  Comercial  y  sobre  Jurisdicción  en  Materia  Civil. 
Además,  dispuso  tratar  en  la  presente  sesión,  el  Proyecto  relati- 
vo al  ejercicio  de  profesiones  liberales,  que  corre  agregado  al 
Acta  número  26  de  la  sesión  celebrada  el  21  del  corriente. 

El  Proyecto  de  la  referencia  fué  puesto  en  discusión  ge- 
neral. 
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El  Señor  MATTA:  Considera  innecesario  celebrar  un  Tra- 
tado sobre  profesiones  liberales.  Dice:  que  esta  materia  está  per- 
fectamente reglamentada  en  Chile  y  en  otras  Naciones  Ameri- 
canas, en  las  cuales  hay  facilidades  para  admitir  los  títulos  res- 
pectivos, llenándose  ciertos  requisitos  establecidos  por  las  leyes 
internas. 

Y  agregó,  además,  que  instrucciones  especiales  de  su  Go- 
bierno, le  impedían  aprobar  el  Proyecto  en  debate,  si  antes  no 
se  aceptaba  el  previo  examen  que  exigen  las  leyes  de  instrucción 
pública  de  su  país. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  dice:  que  no 
puede  aceptar  el  Proyecto  en  discusión,  porque  no  se  juzga  con 
suficientes  poderes  para  ello,  puesto  que  éstos  son  únicamente 
para  tratar  asuntos  relativos  al  Derecho  Internacional  Privado, 
y  el  Proyecto  en  debate  pertenece  ala  respectiva  ley  orgánica 
de  los  Estados,  sobre  instrucción  pública. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  expresó:  que  el  Proyecto  en 
debate  no  pertenecía,  es  cierto,  estrictamente  á  la  esfera  del  De- 
recho Internacional  Privado,  pero  que  estando  reunidos  en  este 
Congreso  no  solo  para  establecer  principios  que  resuelvan  los 
conflictos  que  puedan  surgir  en  la  legiskción  de  los  Estados 
Sud-Americanos,  sino  para  procurar,  en  cuanto  sea  posible,  la 
fraternidad  de  los  pueblos  de  este  Continente,  sus  autores  han 
creido  que  uno  de  los  medios  de  ligarlos  más,  era  celebrar  un 
Tratado   como  el  presente. 

Agregó:  que  los  Plenipotenciarios  que  se  creen  autoriza- 
dos para  negociar  el  convenio  en  discusión,  podían  haberlo  ce- 
lebrado fuera  del  Congreso,  pero  que  estimaban  ser  más  conve- 
niente, á  fin  de  darle  mayor  solemnidad,  que  figurase  como  uno 
de  los  trabajos  de  esta  Asamblea. 
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Manifestó,  también,  que  diveí  sos  Estados  americanos  han 
concluido  convenios  análogos. 

Se  extendió  en  otras  consideraciones  tendentes  á  demos- 
trar la  conveniencia  del  Proyecto  que  se  discute. 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  Cree  que  la  materia  de  este 
Convenio  pertenece  á  la  esfera  del  Derecho  Internacional  Pri- 
vado. 

Es  de  Derecho  Internacional  porque  se  trata  del  cumpli- 
miento de  leyes  promulgadas  en  un  Estado  y  que  deben  cum- 
plirse en  otro,  y  es  Privado  porque  no  compromete  las  relacio- 
nes públicas  de  las  Naciones 

En  cuanto  á  la  parte  dispositiva  del  convenio,  dijo,  que 
como  él  era  partidario  de  la  libertad  de  profesiones,  no  podia 
oponerse  á  que  las  ejerzan  en  un  Estado,  los  que  presenten  títu- 
los que  los  habiliten  para  ejercitarlas  en  otro. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana:  Llamó  la  atención  del 
Honorable  Congreso  respecto  de  la  circunstancia  de  que  en  el 
Tratado  de  Derecho  Procesal  se  habia  aprobado  un  artículo  en 
virtud  del  cual  se  declara  que  los  documentos  auténticos  expe- 
didos en  un  Estado,  producirán  sus  efectos  en  los  demás. 

Asi,  pues,  el  título  de  abogado,  el  de  médico  ó  el  de  inge- 
niero, que  se  hubiere  otorgado  por  la  autoridad  pública  compe- 
tente de  un  Estado,  es  en  realidad  un  documento  auténtico. 

Por  consiguiente,  agregó,  aprobado  el  Tratado  se  presen- 
ta un  documento  expedido  en  un  Estado  y  la  Nación  que  lo  reci- 
be está  en  la    obligación    de  reconocerlo. 

Hace  presente,  además^  que  asi  como  los  abogados,  -  los 
médicos  y  los  ingenieros  ejercen  funciones  que  se  relacionan  con 
el  procedimiento  judicial. 

De  manera,  pues,  terminó  diciendo:  que  el  Proyecto  en  de- 
bate era  en  su  concepto  un  consecuencia  del  Tratado   de   Dere- 
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cho  Procesa!,  en  el  cual  se  establece  que  ios  documentos  au- 
ténticos expedidos  en  un  Estado  deben  ser  reconocidos  en  los 
demás. 

El  Señor  MATTA:  Cree  que  el  Derecho  Procesal  es  mate- 
ria distinta  de  ley  que  se  trata.  Manifestó:  que  no  consideraba 
el  convenio  que  se  discute  comprendido  en  la  categoría  de 
aquellas  necesidades  americanas  que  pueden  ligar  y  estrechar 
más  los  vínculos  de  amistad  de  estos  países. 

El  Señor  Doctor  Aceval  dijo:  que  estaba  conforme 
con  el  Proyecto  en  debate,  y  que,  aunque  no  se  creía  autoriza- 
do á  negociarlo,  por  suponerlo  fuera  de  la  esfera  del  Derecho 
Internacional  Privado,  iba  á  prestarle  su  aprobación  en  general 
y  particular  en  el  sentido  de  recomendarlo  a  la  consideración 
de  su   Gobierno. 

Se  aprobó  en  general  el  Proyecto  de  la  referencia. 

En  discusión  el 

Artículo  i? 

■i  Los  nacionales  ó  extranjeros,  que   en  cualquiera   de  los 

>  Estados  signatarios  de'este  Tratado,  hubiesen  obtenido  título  ó 

>  diploma  expedido  por  la  autoridad  nacional  competente  para 

>  ejercer  profesiones  liberales  ó  científicas,  se  tendrán  por  ha- 
»  bilitados  para  ejercerlas  en  los  otros  Estados.  > 

Este  artículo  fué  aprobado  con  la  supresión  de  las  pala- 
bras ó  científicas. 

Votaron: 

100 
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Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

En  discusión  el 

Artículo   2.° 

c  Los  grados  académicos  conferidos  por  cualquiera  de  las 

>  universidades  nacionales  de  los  Estados,  tendrán  en  las  uni- 

>  versidades  de  los  demás,  el  mismo  valor  que  si  hubiesen  sido 

>  conferidos  por  sus  propias  universidades.  > 

Por  indicación  del  Señor  Doctor  Quintana,  se  resolvió  su- 
primir este  artículo. 

En  discusión  el 

Artículo  3? 

<  Para  que  los  documentos  á  que  se  refieren  los  artículos 

>  anteriores,  produzcan  los  efectos  expresados,  se  requiere: 

>  i,°  La  exhibición  del  título  ó  diploma,  debidamente  lega- 
ja liaado; 
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>  2.°  Que  el  que  lo  exhiba,  acredite  ser  la  persona  á  cuyo 

>  favor  ha  sido  expedido.  » 

Este  artículo  fué  aprobado  en  los  siguientes  términos. 

«  Para  que  el  título  ó  diploma  á  que  se  refiere   el    artículo 
>  anterior  produzca  los  efectos  expresados  se  requiere: 

>  i.°  La  exhibición  del  mismo,  debidamente  legalizado; 

»  2.°  Que  el  que  lo  exhiba,  acredite  ser  la  persona   á  cuyo 
favor  haya  sido  expedido.  > 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

La  Convención  relativa  al  ejercicio  de  profesiones  libera- 
les, quedó  definitivamente  aprobada  en  la  siguiente  forma: 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República ;  S.  E.  el  Presi- 
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dente  de  la  República ,  han  resuelto  celebrar  una  Con- 
vención sobre  el  ejercicio  de  profesiones  liberales,  por  medio  de 
sus  respectivos  Plenipotenciarios,  reunidos  en  Congreso,  en  la 
Ciudad  de  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las  Re- 
públicas Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  estando  representa- 
dos: 


S,  E.  el  Presidente  de  la  República por  . 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República. por  . 


Quiénes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  ha- 
llaron en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discu- 
siones del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 

Artículo  I.° 

Los  nacionales  ó  extranjeros,  que  en  cualquiera  de  los  Es- 
tados signatarios  de  esta  Convención,  hubiesen  obtenido  título 
ó  diploma  expedido  por  la  autoridad  nacional  competente  para 
ejercer  profesiones  liberales,  se  tendrán  por  habilitados  para 
ejercerlas  en  los  otros  Estados. 

Artículo  2.° 

Para  que  el  título  ó  diploma  á  que  se  refiere  el  artículo  an- 
terior produzca  los  efectos  expresados,  se  requiere: 

i.°  La  exhibición  del  mismo,  debidamente  legalizado; 
2.°  Que  el  que  lo  exhiba,  acredite  ser  la  persona  á  cuyo 
favor  ha  sido  expedido. 
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Artículo  jf 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Convenio  su 
ratificación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que 
lo  apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  la  República  Orien- 
tal del  Uruguay  y  de  la  República  Argentina  para  que  lo  hagan 
saber  á  las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedimiento 
hará  las  veces  de  cange. 

Artículo  4? 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  esta 
Convención  quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefi- 
nido. 

Artículo  5? 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
desligarse  de  la  Convención  ó  introducir  modificaciones  en  ella, 
lo  avisará  á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años 
después  de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo  6.a 

El  artículo  3.0  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habien- 
do concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  á  la  presente 
Convención. 

En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  men- 
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cionadas,  la  firman  y  sellan  en  el  número  de  cinco  ejemplares, 
en  Montevideo,  á  los.  .  .  dias  del  mes  de  Febrero  del  año  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  7  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Crac  altan  a 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    30 


SESIÓN  DEL  30  DE  ENERO  DE  1889 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman, 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira: 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  Repüblica  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  Repüblica  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Ciiacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  Repüblica  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  2,30  p.  m. 


El  Señor  Presidente  manifestó:  que  continuaba  la  dis- 
cusión del  artículo  49  del  Tratado  sobre  Derecho  Civil  que  ha- 
bía quedado  suspendida  en  la  sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Quintana,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propone  el  artículo  en  la  forma  siguiente,  en  la  cual  es  aproba- 
do sin  observación. 

c  La  obligación  de  colacionar  se  rige  por  la  ley  de  la  su- 
»  cesión  en  que  ella  sea  exigida. 

«  Si  la  colación  consiste  en  algún   bien   raíz  ó  mueble   se 

>  limitará  á  la  sucesión  de  que  ese  bien  dependa. 

«  Cuando  consista  en  alguna  Suma  de  dinero,  se   repartirá 

>  &ntre  todas  las  sucesiones  á  que  concurra  el  heredero  que  de- 
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»  ba  la  colación  proporcionalmentc  á  su  haber  en  cada    una   de 
:»  ellas.»» 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  que  la  Comisión  de 
Derecho  Civil,  anticipándose  al  mandato  que  el  Congreso  con- 
fiere siempre  á  las  comisiones  reclactoras  de  los  proyectos,  ha 
examinado  el  de  Derecho  Civil,  ya  sancionado,  para  proponer 
las  correcciones  de  forma,  haciendo  las  veces  ele  Comisión  revi- 
sora. 

Si  el  Honorable  Congreso  no  tiene  inconveniente,  agregó, 
antes  de  entrar  á  discutir  el  de  Derecho  Mercantil,  podría  darse 
lectura  de  todas  las  modificaciones  para  tomarlas  en  considera- 
ción, a  fin  de  proceder  á  la  impresión  del  referido  Tratado. 

Habiendo  sido  aprobada  esta  indicación,  el  Señor  Doctor 
Vaca-Guzman  dio  lectura  del  Proyecto  explicando  las  modifica- 
ciones de  forma  introducidas  en  el  mismo. 

El  Señor  PRESIDEN  íE:  Desea  que  el  Honorable  Congre- 
so se  sirva  resolver  si  ha  de  celebrarse  un  Tratado  especial  so- 
bre jurisdicción,  ó  bien  si  ha  de  incluirse  esa  materia  en  el  Pro- 
yecto de  Derecho  Civil. 

El  SEÑOR  PRATS  manifestó:  que  no  habiendo  aceptado 
los  Tratados  sobre  Derecho  Civil  y  Penal;  y  estando  por  otra 
parte,  en  el  Proyecto  sobre  Derecho  Comercial  á  discutirse,  to- 
do cuanto  es  necesario  en  materia  de  jurisdicción  y  procedi- 
miento, les  es  absolutamente  imposible  suscribir  el  de  jurisdic- 
ción porque  como  lo  establece  su  título  es  relativo  á  la  ma- 
teria Civil. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  dijo:  que  el 
Proyecto  de  Tratado  sobre  Derecho  Jurisdiccional  está  íntima- 
mente ligado  con  el  principio  del  domicilio,  y  en  consecuencia  en 
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contra  del  de  la  nacionalidad  que  él  sostiene.  Por  esa  razón  no 
puede  adherir  á  dicho  Tratado. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente 
y  los  Señores  Doctores  Saenz  Peña,  Ramírez,  Quintana  y  Gál- 
vez,  el  Honorable  Congreso  resolvió  hacer  figurar  el  Proyecto 
de  jurisdicción  en  material  civil  como  título  final  del  Tratado 
respectivo. 

El  Señor  Presidente:  Pone  en  discusión  general  el  Pro- 
yecto sobre  Jurisdicción  en  Materia  Civil,  que  corre  agregado  al 
Acta  número  25  de  la  sesión  celebrada  el  11  del  corriente. 

El  Señor  Doctor  Quintana  se  expresó  en  los  siguientes 
términos: 


Señor  Presidente: 

La  Comisión  Especial  me  ha  hecho  el  honor  de  encargar- 
me la  exposición  de  los  fundamentos  sobre  que  reposa  el  Pro- 
yecto de  Jurisdicción  Civil  que  acaba  de  someterse  á  la  discu- 
sión general  del  Congreso. 

En  Europa,  esta  materia  es  muy  grave  por  su  naturaleza 
y  está  erizada  de  penosas  dificultades  á  causa  de  la  diversidad  de 
situaciones  que  las  legislaciones  respectivas  crean  á  los  extran- 
jeros, ya  domiciliados,  ya  transeúntes.  Para  demostrarlo,  basta 
el  ejemplo  de  la  Francia,  cuya  cultura  no  impide  á  sus  mas  re  • 
nombrados  autores  sostener  que  la  administración  de  justicia  es 
una  prerogativa  del  soberano  y  un  privilegio  del  nacional. 

En  la  América  del  Sud  la  materia  se  simplifica  y  las  difi- 
cultades se  desvanecen;  por  que,  gozando  los  extranjeros  de  los 
mismos  derechos  civiles  de  los  nacionales,  deben  tener  un  acce- 
so igualmente  fácil  á  los  tribunales  en  demanda   de   justicia.    Si 
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el  extranjero  goza  en  lospaíses  sud-americanos  de  todos  sus  de- 
rechos civiles  ¿qué  derechos  serían  esos  q'ie  cualquiera  podría 
violar   impunemente? 

La  administración  de  justicia  no  es  una  prerogativa  del  so- 
berano ni  un  privilegio  del  nacional:  es  por  el  contrario  una  ga- 
rantía de  la  persona  y  un  deber  del  Estado.  Sin  justicia  eficaz  no 
se  concibe  derecho  efectivo. 

Hay  además  un  gran  interés  público  para  todo  país  en 
mantener  el  orden  y  la  tranquilidad  sociales  por  medio  de  una 
recta  administración  de  justicia.  Negarla  en  absoluto  al  extranje- 
ro, coartársela  en  determinados  casos  ó  someterla  á  requisitos 
especiales  seria  abrir  ancho  campo  al  triunfo  de  la  mala  fé  y  ale- 
jar á  los  extranjeros  de  sociedades  tan  inhospitalarias. 

De  aquí,  la  tendencia  que  se  advierte  en  las  legislaciones 
europeas  en  el  sentido  de  extender  el  amparo  de  los  tribunales 
en  favor  de  todos  aquellos  que  reclaman  su  protección  y  la  am- 
plitud con  que  la  Comisión  ha  creído  deber  acordarla  en  favor 
de  todos  los  habitantes  de  los  Estados  signatarios,  sin  distinción 
alguna  de  nacionalidad  en  cuanto  el  fondo  del  derecho  ni  la  me- 
nor restricción  en  las  condiciones  de  su  ejercicio. 

Toda  su  tarea  se  ha  reducido  á  temar  en  consideración  la 
diversa  naturaleza  de  las  acciones  procedentes  de  la  vida  civil 
para  determinar  la  jurisdicción  aplicable  de  acuerdo  con  los  prin- 
cipios fundamentales  del  Derecho  Civil  Internacional,  facilitando 
en  cuanto  es  posible  el  acceso  á  los  tribunales  en  beneficio  del 
acreedor  y  sin  menoscabo  del  deudor. 

Con  este  punto  de  partida  tan  lógico  y  tan  equitativo,  im- 
poníase como  conclusión  ineludible  que  los  juicios  sobre  accio- 
nes personales  fuesen  cometidos  á  los  tribunales  del  país  cuyas 
leyes  rigiesen  las  obligaciones  correlativas:  que  los  jueces  del 
lugar  de  la  situación  de  los  bienes  fuesen  competentes  para  en- 
tender en  todos  los  juicios  sobre  acciones  reales  ó  mixtas;  y 
que,  sin  perjuicio  de  estos  fueros  especiales,  todas  las  acciones 


—  71G  — 

pudieran  ser  también  instauradas  en  el  lugar  del  domicilio  del 
deudor. 

He  dicho 

Se  aprueba  en  general  el  Proyecto  de  la  referencia. 
En  discusión  particular 


DE  U  JURISDICCIÓN  EN  MATERIA  CIVIL 

Artículo 

c  Las  acciones  personales  deben  entablarse  ante  los  jue- 
»  ees  del  lugar  á  cuya  ley  está  sujeto  el  acto  jurídico  materia 
i  del  juicio. 

:>  Podrán  entablarse,  igualmente,  ante  los  jueces  del  domi- 
cilio del  demandado.  > 

El  Señor  Doctor  Quintana  propone  que  en  este  título 
se  supriman  las  palabras  en  materia  civil. 

Fué  aceptada  esa  indicación,  quedando  el  artículo  aproba- 
do en  la  forma  trascrita. 

En  discusión  el 

Artículo 


<c  La  declaración  de  ausencia  debe  solicitarse  ante    el  juez 
s  del  último  domicilio  de  la  persona  de  cuya  ausencia  se  trate.» 
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El  Señor  Doctor  Ciiacaltana:  El  principio  consignado 
en  este  artículo  es  en  sí  mismo  aceptable;  pero  no  percibo  las 
aplicaciones  que  pueda  tener  como  regla  de  Derecho  Interna- 
cional Privado,  ni  la  necesidad  de  darle  cambicla  en  el  convenio 
respectivo. 

Cada  Estado  determina  por  medio  de  leyes  internas  los 
casos  en  que  se  reputa  ausente  á  un  individuo  y  los  efectos  más 
ó  menos  extensos  de  la  correspondiente  declaración  judicial;  la 
ejecución  de  esas  leyes  internas  basta  por  sí  sola  para  resguar- 
dar en  cada  territorio  los  bienes  del  ausente  y  los  de  las  perso- 
nas interesadas  en  la  buena  administración  de  aquellos. 

Supongamos  que  una  persona  tenga  bienes  en  distintos  lu- 
gares: en  el  Perú,  en  Chile  y  en  la  República  Argentina.  Si  lle- 
gase á  ignorarse  su  paradero  en  la  primera  de  las  Repúblicas  men- 
cionadas y  se  cumpliesen  los  requisitos  exigidos  por  sus  leyes 
para  la  declaratoria  de  ausencia,  ésta  se  pronunciará  por  los  jue- 
ces del  Perú  y  producirá  todos  sus  efectos  en  territorio  peruano. 

¿Qué  necesidad  hay  de  que  esa  declaratoria  produzca  sus 
resultados  respecto  de  los  bienes  que  la  misma  persona  tiene  en 
Chile  y  en  la  República  Argentina?  ¿No  es  más  sencillo  y  más 
conforme  con  la  soberanía  de  cada  país  dejar  que  la  ausencia  se 
vaya  pronunciando  sucesivamente  en  las  otras  naciones,  á  medi- 
da que  en  ellas  se  cumplan  los  requisitos  exigidos  por  sus  leyes 
y  lo  soliciten  los  interesados? 

Las  leyes  de  los  diferentes  Estados  exijen  términos  más  ó 
menos  largos,  en  los  cuales  no  se  tenga  noticia  alguna  del  au- 
senté,  para  que  se  pueda  proceder  á  la  formal  declaratoria  de  la 
ausencia.  Algunas  fijan  el  plazo  de  cuatro  años  y  otras  el  de  cin- 
co; algunas  reducen  este  tiempo  á  dGS  años,  si  se  trata  de  una 
persona  cuyo  paradero  se  ignora  desde  el  día  en  que  estuvo  su- 
jeta á  algún  peligro  grave  como  naufragio  ó  acción  de  guerra, 
y  otras  prolongan  ese  plazo  hasta  seis  y  á  diez  años,  si  se  trata 
de  un  ausente  que  ha  dejado  apcd^raclo. 
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Si  todos  los  Estados  contratantes  fijasen  plazos  iguales  y 
unifoimes  para  la  declaratoria  de  ausencia,  el  procedimiento  pro- 
puesto, sin  ser  necesario,  no  ofrecería  mayores  dificultades;  pero 
éstas  surgen  en  vista  de  las  diferencias  entre  los  plazos  estable- 
cidos. Puede  suceder,  efectivamente,  que  declarada  la  ausencia 
en  un  país  en  donde  no  se  haya  tenido  noticia  de  una  persona 
durante  dos  años, — con  arreglo  á  sus  leyes — esa  declaratoria 
produzca  sus  efectos  en  otra  Nación  en  donde  el  ausente  dejó 
apoderado  y  con  arreglo  á  cuyas  leyes  no  pueda  proceder  la  au- 
sencia sino  después  de  ignorarse  por  seis  años  el  paradero  de  la 
persona. 

Aún  cuando  todas  las  leyes  designasen  plazos  uniformes 
en  esta  materia,  la  dificultad  no  habría  desaparecido.  Tratándose 
de  varios  Estados  cuya  soberanía  se  ejerce  en  una  gran  exten- 
sión territorial,  es  posible  que  una  persona  se  vaya  ausentando 
sucesivamente  de  todos  ellos;  primero  del  Ecuador,  después  del 
Perú,  en  seguida  de  Chile,  después  de  la  República  Oriental  del 
Uruguay.  De  manera  que  cuando  para  el  primer  país  de  donde 
se  ausentó,  ha  trascurrido  el  plazo  fijado  para  la  declaración 
de  ausencia,  para  el  último  en  que  estuvo,  puede  no  haber  tras- 
currido sino  la  cuarta  ó  quinta  parte  del  mismo  plazo;  se  daría 
entonces  por  ausente  á  una  persona  que  en  realidad  no  lo  está, 
con  arreglo  á  las  leyes  que  rigen  los  efectos  de  la  ausencia  en 
un  territorio  determinado. 

Podría  decirse,  que  en  eso  consiste  el  Derecho  Interna- 
cional Privado:  en  determinar  la  ley  que  debe  prevalecer,  cuando 
concurren  varias  cuya  ejecución  simultánea  es  imposible. 

En  primer  lugar,  no  puede  decirse  que  hay  conflicto  de  le- 
yes, pues  mi  último  supuesto  admite  que  todas  las  legislaciones 
establezcan  plazos  exactamente  iguales  para  la  declaratoria  de 
ausencia;  y  apesar  de  esta  suposición  que  permite  el  cumplimien- 
to de  cualquiera  ley,  resultaría  en  la  práctica  que  la  ausencia  con 
efectos  extraterritoriales,  se  produciría  en  unos   países   bajo   el 
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régimen  He  mayores  plazos  que  en  otros.  En  segundo  lugar,  lo 
que  no  parece  muy  evidente  es  la  necesidad  de  establecer  un 
principio  que  no  tiende  á  salvar  conflicto  alguno  de  leyes  ni  de 
soberanías.  Si.  se  deja,  como  sucede  hoy,  que  cada  Estado  pro- 
nuncie las  declaratorias  de  ausencia  con  arreglo  á  sus  leyes  y 
que  ellas  produzcan  sus  efectos  respecto  de  los  bienes  situados 
en  su  propio  territorio,  no  habrá  conflicto  alguno;  porque  no  hay 
inconsecuencia,  ni  falta  de  lógica  en  suponer  á  un  individuo  pre- 
sente en  un  lugar  y  ausente  en  otro,  cuando  el  hecho  es  decla- 
rado por  distintas  soberanías  y  con  arreglo  á  diferentes  leyes. 
El  conflicto  lo  crea  el  artículo  en  debate  al  dar  efectos  en  un 
país  á  una  declaración  pronunciada  en  otro,  lo  cual  hace  na- 
cer la  necesidad  de  determinar  la  ley  y  la  jurisdicción  que  de- 
be prevalecer.  En  este  sentido  y  en  esta  forma,  todo  lo  que  es 
del  dominio  jurisdiccional  de  una  Nación  se  puede  convertir  en 
materia  del  Derecho  Internacional  Privado. 

No  debe  perderse  de  vista,  además,  que  según  el  tenor  de 
las  diferentes  legislaciones  civiles,  los  bienes  de  una  persona 
declarada  ausente  se  someten  á  una  condición  parecida  á  la  de 
les  bienes  hereditarios,  dándose  posesión  provisoria  ó  defini- 
tiva, según  los  casos,  á  los  sucesores  testamentarios  ó  lega- 
les; la  ausencia,  en  cuanto  á  sus  resultados,  se  equipara  á  un  fa- 
llecimiento, con  las  restricciones  propias  de  una  situación  inse- 
gura. Natural  es,  por  lo  tanto,  que  si  los  juicios  relativos  á  toda 
sucesión  por  causa  de  muerte  deben  seguirse  según  está  apro- 
bado, ante  los  jueces  de  los  lugares  en  que  se  hallan  situados 
los  bienes  hereditarios,  igual  procedimiento  se  adopte  respecto 
de  los  ausentes:  dejar  que  en  esta  materia  impere  siempre  la  ju- 
risdicción del  país  en  donde  están  situados  los  bienes  del  ausen- 
te, ó  en  general  en  donde  sea  necesario  pronunciar  la  declarato- 
ria de  ausencia. 

El  artículo  de  la  Comisión  puede  colocar  al  ausente  en  una 
condición  anómala.   Puede   salir  una   persona   del   Perú   y   no 


—  ?20  — 

tenerse  noticias  suyas  por  el  tiempo  necesario  para  poderse 
pronunciar  la  declaratoria  de  ausencia.  Esa  persona  puede  en- 
contrarse, entretanto,  en  uno  de  los  lugares  mas  apartados  y  so- 
litarios de  la  República  Argentina,  á  donde  no  le  lleguen  las 
noticias  de  las  diligencias  practicadas  para  saber  su  residencia. 
Ese  individuo  estaría,  pues,  ausente  de  la  República  Argentina 
en  virtud  de  la  declaratoria  hecha  en  el  Perú,  con  efectos  ex- 
traterritoriales; y,  sin  embargo,  estaría  presente,  en  realidad. 

Debemos  considerar,  por  ultimo,  que  los  efectos  de  la  de- 
claratoria de  ausencia  se  refieren  casi  exclusivamente  al  régimen 
de  los  bienes  del  ausente,  y  estando  estos  sometidos — según  lo 
resuelto  en  materia  civil  — á  las  leyes  del  país  en  donde  están 
situados,  parece  natural  someterlos  también  á  la  mis,rna  jurisdic- 
ción. Este  razonamiento  tiene  por  supuesto  mayor  fuerza  siem- 
pre que  se  trate  de  bienes  inmuebles,  respecto  de  cuyo  régi- 
men no  hay  discrepancia  entre  las  leyes. 

Concluiré  repitiendo  lo  que  dije  al  comenzar:  el  artículo 
de  la  Comisión  es  aceptable  como  principio  de  la  legislación 
interna,  más  no  como  regla  de  Derecho  Internacional  Privado. 
Sin  oponerme  á  su  doctrina,  preferiría  que  no  se  consignase 
como  parte  de  una  Convención. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  El  Tratado  de  Dere- 
cho Civil,  aceptado  por  el  Congreso,  destina  á  la  ausencia  un 
título  regulando  todos  sus  efectos  territoriales  y  extraterritoria- 
les. Este  antecedente  bastaría  por  íí  solo  para  demostrar  la  per- 
tinencia del  artículo  en  debate,  esplícitamente  anunciado  de  an- 
temano por  el  informe  de  la  mayoría  de  la  Comisión.  Desde  que 
la  ausencia  fué  prevista  en  aquel  Tratado,  es  indispensable  de- 
terminar ahora  la  jurisdicción  competente  para  declararla. 

Además,  la  misma  disconformidad  de  las  leyes  internas  de 
las  Naciones  congregadas  exije  que  la  ausencia  sea  incluida  en- 
tre nuestras  estipulaciones.  Constituyendo  la  ausencia  una   con- 
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(lición  de  la  persona,  que  influye  poderosa  y  hasta  decisivamen- 
te sobre  todas  sus  relaciones  jurídicas  de  personas  ó  de  bienes, 
es  tan  conveniente  como  científico  que  esa  condición  sea  gene- 
ral y  surta  sus  efectos  en  todas  partes.  Nada  seria  mas  irregular 
y  anormal  que  el  que  la  misma  persona  fuera  reputada  ausente 
en  el  Perú  y  presente  en  la  República  Argentina;  pues  un  esta- 
do semejante  de  cosas  privaría  de  la  administración  de  sus  bie- 
en  el  Perú  á  la  misma  persona  que  la  conservase  en  la  República 
Argentina  y  podría  aún  Pegar  á  sujetarla  á  diversos  estados  de  fa- 
milia, si  la  suposición  del  Señor  Plenipotenciario  fuese  admisible. 

Por  otra  parte,  la  designación  del  juez  del  último  domici- 
lio del  presunto  ausente,  como  único  competente  para  pronun- 
ciar la  declaratoria,  tiene  precisamente  por  objeto  evitar  los  in- 
convenientes de  la  disconformidad  legislativa  y  la  posibilidad 
de  la  suposición  del  Señor  Plenipotenciario.  Un  simple  cambio 
de  domicilio,  por  antiguo  que  sea,  no  autoriza  jamás  la  declara- 
ción de  ausencia,  si  de  cualquier  modo  se  conoce  la  existencia 
de  la  persona,  cuan  distante  sea  el  lugar  de  su  nuevo  domicilio 
ó  de  su  mera  residencia.  La  ausencia  solo  puede  ser  declarada 
cuando  la  persona  ha  desaparecido,  cuando  sus  huellas  se  han 
borrado  por  completo,  cuando  se  carece  de  toda  noticia  á  su 
respecto  y  cuando  su  desaparición,  abandonando  patria,  familia 
y  bienes,  induce  á  presumir  con  harto  fundamento  que  ella  sea 
la   consecuencia  obligada  de  la  muerte. 

¿Qué  perjuicio  podría  por  lo  demás  alegar  el  declarado 
ausente  en  caso  de  reaparición  posterior?  Las  medidas  que  la 
declaración  autoriza  son  tutelares  de  su  persona  y  de  sus  inte- 
reses; puesto  que  tienen  por  principal  objeto  salvaguardar  las  re- 
laciones de  la  persona  y  proveer  á  la  seguridad  de  los  intereses. 
Esa  declaración  no  es  tampoco  una  cosa  juzgada  de  carácter 
irrevocable,  desde  que  basta  que  el  presunto  ausente  reaparezca 
para  que  pueda  asumir  judicialmente  su  lugar  en  la  familia  y 
su   derecho  en  los  bienes. 
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Finalmente,  aún  dado  caso  que  nuestras  convenciones  ex- 
cluyeran la  ausencia  y  todo  cuanto  con  ella  se  relaciona,  seria 
una  quimera,  en  el  estado  actual  de  las  relaciones  internaciona- 
les, negar  á  la  declaración  de  ausencia  dictada  en  un  país  todo 
efecto  sobre  los  bienes  que  el  ausente  tuviese  en  otro  cualquie- 
ra. En  el  Tratado  Procesal  hemos  pactado  que  las  sentencias 
de  los  tribunales  de  cualquiera  de  los  Estados  contratantes  sean 
ejecutadas  en  todos  los  demás  y  tal  es  también  el  principio  re- 
cibido sobre  la  materia  entre  todas  las  naciones  cultas.  ¿Cómo 
excluir  entonces  las  sentencias  que  declaren  la  ausencia  de  las 
personas  con  presunción  de  fallecimiento?  ¿No  es  por  lo  mismo 
preferible  incluirlas  entre  nuestras  estipulaciones  para  reglar- 
las del  doble  punto  de  vista  de  los  efectos  que  hayan  de  produ- 
cir y  de  los  tribunales  que  tengan  jurisdicción  para  pronuir 
ciarlas? 

En  esta  virtud,  la  Comisión,  no  obstante  su  deferencia  ha- 
cia el  Señor  Plenipotenciario,  insiste  en  conservar  el  artículo 
impugnado,  siguiendo  el  ejemplo  trazado  por  casi  todos  los  in- 
ternacionalistas, que  como  Fcelix,  Rocco,  Fiore,  Laurent,  Bard, 
Weiss,  Despagnet,  Haus,  Asser,-Alcorta  y  Ramirez,  se  ocupan 
de  la  ausencia  en  sus  respectivas  obras  por  reputarla  compren- 
dida dentro  del  vasto  campo  del  Derecho  Internacional  Privado. 

El  artículo  en  debate  fué  aprobado  en  la  forma  siguiente: 

«  La  declaración  de  ausencia  debe  solicitarse  ante  el  juez 
2  del  último  domicilio  del  presunto  ausente.  » 

Se  aprobaron  sin  observación  los  siguientes  artículos: 

Artículo.  .  . 

«  El  juicio  sobre  capacidad  ó  incapacidad  de  las  personas 


s»  para  el  ejercicio  de  los  derechos  civiles,  debe  seguirse  ante  el 
»  juez  de  su  domicilio.  :> 

Artículo.  .  . 

«  Las  acciones  que  procedan  del  ejercicio  de  la  patria  po- 
»  testad  y  de  la  tutela  y  cúratela  sobre  la  persona  de  los  meno- 
»  res  é  incapaces  y  de  éstos  contra  aquellos,  se  ventilarán  en 

>  todo  lo  que  les  afecte  personalmente,  ante  los  tribunales  del 
»  país  en  que  estén  domiciliados  los  padres,  tutores  y  curadores.  » 

Artículo.  .  . 

«  Las  acciones  que  versen  sobre  la  propiedad,  enajenación 
»  ó  actos  que  afecten  los  bienes  de  los  incapaces,  deben  ser  de- 
»  ducidas  ante  los  jueces  del  lugar  en  que  esos  bienes  se  hallan 
*  situados.  » 

Artículo.  .  . 

«  Son  jueces  competentes  para  conocer  del  juicio  de  ren- 
i  dición  de  cuentas  de  la  tutela  y  cúratela,  los  del  lugar  en  el 
»  cual  fué  discernido  el  cargo.  » 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  .  . . 

c  El  juicio  sobre  nulidad  del  matrimonio,  divorcio,  disolu- 

>  ción  del  vínculo  matrimonial,  y  en  general,  todas  las  cuestio- 
»  nes  que  afecten  sus  relaciones  personales,  se  iniciarán  ante  los 
»  jueces  del  domicilio  conyugal.  » 


—  724  — 

El  Señor  Doctor  Caminos  propuso:  que  en  vez  de  la  pa- 
labra disolución  se  pusiese  disolubilidad. 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso  que  el  artículo  se 
redactase  en  la  forma  aguiente,  en  la  cual  se  vota  y  e£  aprobado: 

«  El  juicio  sobre  nulidad  del  matrimonio,  divorcio,  disolu- 
»  ción,  y  en  general,  todas  las  cuestiones  que  afecten  las  rela- 

>  ciones  personales  de  los  esposos,  se  iniciarán  ante  los  jueces 

>  del  domicilio  conyugal.» 

En  discusión  el 

Articulo.  .  . 

«  Serán  jueces  competentes  para  resolver  las  cuestiones 

>  que  surjan  entre  esposos  sobre  enagenación,  ú  otros  actos  que 

>  afecten  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal,  los  del  lugar  en  que 

>  estén  ubicados  esos  bienes. 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso:  que  se  sustituye- 
sen las  palabras  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  por  las  de  los 
bienes  matrimoniales. 

El  Señor  Presidente  propuso:  que  la  palabra  jueces  que 
está  al  principio  del  artículo  en  debate,  se  colocase  después  de 
las  de  bienes  matrimoniales. 

Votado  el  artículo  es  aprobado  en  esta  forma: 

«  Serán  competentes  para  resolver  las  cuestiones  que  sur- 
»  jan  entre  esposos,  sobre  enagenación  ú  otros  actos  que  afecten 


»  los  bienes  matrimoniales,  los  jueces  del  lugar  en  que  estén  ubi' 
»  cados  esos  bienes. 

En  discusión  el 

Artículo.  .  . 

«  Los  jueces  de  la  residencia  de  las  personas,  son  compe- 
»  tentes  para  conocer  de  las  medidas  de  protección  y  seguridad 

>  determinadas  en  el  artículo.  .  .  > 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso  que  el  artículo  en 
debate  fuese  redactado  en  la  forma  siguiente,  en  la  cual  se  vota 
y  es  aprobado. 

«  Los  jueces  de  la  residencia  de  las  personas  son  compe- 
la tintes  para  conocer  de  las  medidas  á  que  se  refiere  el  artícu- 

>  lo  24.  > 

Fueron  aprobados  sin  observación  los  siguientes  artículos: 

Artículo.  . . 

c  Los  juicios  relativos  á  la  existencia  y  disolución  de  cual- 

>  quiera  sociedad  civil,  deben  seguirse  ante  los  jueces  del  lugar 
i>  de  su  domicilio.» 

Artículo.  .  . 

«  Los  juicios  á  que  dé  lugar  la  sucesión  por  causa  de  muer- 
»  te,  se  seguirán  ante  los  jueces  de  los  lugares  en  que  se  hallen 
»  situados  los  bienes  hereditarios. 
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Artículo.  .  . 


«  Las  acciones  reales  y  las  denominadas  mixtas,  deben  ser 
»  deducidas  ante  los  jueces  del  lugar  en  el  cual  exista  la  cosa 
»  sobre  que  la  acción  recaiga. 

:»  Si  comprendieren  cosas  situadas  en  distintos  lugares,  el 
»  juicio  debe  ser  promovido  ante  los  jueces  del  lugar  de  cada 
»  una  de  ellas.  » 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  dijo:  que  estando  apro- 
bado el  Proyecto  sobre  jurisdicción,  podía  aprobarse  también  la 
redacción  del  mismo,  que  á  su  juicio  era  completa.  Así  se 
acordó. 

El  Tratado  de  Derecho  Civil  Internacional  quedó  aproba- 
do en  la  siguiente  forma: 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República ;  S.  E.  el  Pre- 
sidente de  la  República ;  han  convenido  en   celebrar 

un  Tratado  sobre  Derecho  Civil  Internacional,  por  medio  de 
sus  respectivos  Plenipotenciarios,  reunidos  en  Congreso  en  la 
Ciudad  de  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las 
Repúblicas  Argentina,  y  Oriental  del  Uruguay,  estando  represen- 
tados: 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República por.  .  . . 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República por. .  . . 

Quiénes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  ha- 
llaron en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discusio- 
nes del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 
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TITULO  I 

DE    LAS    PERSONAS 

Artículo  i.° 

La  capacidad  de  las  personas  se  rige  por  las  leyes  de  su 
domicilio. 

Artículo  2? 

El  cambio  de  domicilio  no  altera  la  capacidad  adquirida 
por  emancipación,  mayor  edad  ó  habilitación  judicial. 

Artículo  3° 

El  Estado  en  el  carácter  de  persona  jurídica  tiene  capaci- 
dad para  adquirir  derechos  y  contraer  obligaciones  en  el  terri- 
torio  de  otro  Estado,  de  conformidad  á  las  leyes  de  este  último. 

Artículo  4.0 

La  existencia  y  capacidad  de  las  personas  jurídicas  de  ca- 
rácter privado  se  rige  por  las  leyes  del  país  en  el  cual  han  sido 
reconocidas  como  tales. 

El  carácter  que  revisten  las  habilita  plenamente  para  ejer- 
citar fuera  del  lugar  de  su  institución  todas  las  acciones  y  dere- 
chos que  les  correspondan. 

Más,  para  el  ejercicio  de  actos  comprendidos  en  el  objeto 
especial  de  su  institución,  se  sujetarán  á  las  prescripciones  es= 
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tableadas    por   el   Estado  en    el  cual  intenten   realizar  dichos 
actos. 


TITULO  II 

DEL   DOMICILIO 

Artículo  5? 

La  ley  del  lugar  en  el  cual  reside  la  persona  determina 
las  condiciones  requeridas  para  que  la  residencia  constituya 
domicilio. 

Artículo  6.° 

Los  padres,  tutores  y  curadores  tienen  su  domicilio  en  el 
territorio  del  Estado  por  cuyas  leyes  se  rigen  las  funciones  que 
desempeñan. 

Artículo  y.° 

Los  incapaces  tienen  el  domicilio  de  sus  representantes 
legales. 

Artículo  8? 

El  domicilio  de  los  cónyuges  es  el  que  tiene  constituido  el 
matrimonio,  y  en  defecto  de  éste,  se  reputa  por  tal  el  del  ma- 
rido. 

La  mujer  separada  judicialmente  conserva  el  domicilio  del 
marido  mientras  no  constituya  otro. 


729 


Artículo  (j. 


Las  personas  que  no  tuvieren  domicilio  conocido    lo   tie- 
nen en  el  lugar  de  su  residencia. 


TITULO  III 

DE    LA    AUSENCIA 
Artículo  10 

Los  efectos  jurídicos  de  la  declaración  de  ausencia  res< 
pecto  á  los  bienes  del  ausente  se  determinan  por  la  ley  del  lu- 
gar en  que  esos  bienes  se  hallan  situados. 

Las  demás  relaciones  jurídicas  del  ausente  seguirán  go- 
bernándose por  la  ley  que  anteriormente  las  regía. 


TITULO  IV 

DEL   MATRIMONIO 

Artículo  ii 

La  capacidad  de  las  personas  para  contraer  matrimonio,  la 
forma  del  acto  y  la  existencia  y  validez  del  mismo,  se  rigen  por 
la  ley  del  lugar  en  que  se  celebra. 

Sin  embargo,  los  Estados  signatarios  no  quedan  obligados 
á  reconocer  el  matrimonio  que  se  hubiere  celebrado  en  uno  de 
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ellos  cuando  se  halle  afectado  de  alguno  de  los  siguientes  impe- 
dimentos: 

{a)  Falta  de  edad  de  alguno  de  los  contrayentes,  requi- 
riéndose  como  mínimum  catorce  años  cumplidos  en 
el  varón  y  doce  en  la  mujer; 

(ó)  Parentesco  en  línea  recta  por  consanguinidad  ó  afini- 
dad se  legítimo  ó  ilegítimo; 

(c)  Parentesco  entre  hermanos  legítimos  ó  ilegítimos; 

(d)  Haber  dado  muerte  á  uno  de  los  cónyuges,  ya  sea  co- 
mo autor  principal  ó  como  cómplice,  para  casarse  con 
el  cónyuge  supérstite; 

(e)  El  matrimonio  anterior  no  disuelto  legalmente. 

Artículo  12 

Los  derechos  y  deberes  de  los  cónyuges  en  todo  cuanto 
afecta  sus  relaciones  personales,  se  rigen  por  las  leyes  del  do- 
micilio matrimonial. 

Si  los  cónyuges  mudaren  de  domicilio,  dichos  derechos  y 
deberes  se  regirán  por  las  leyes  del  nuevo  domicilio. 

Artículo  ij 

La  ley  del  domicilio  matrimonial  rige: 

(a)  La  separación  conyugal. 

(b)  La  disolubilidad  del  matrimonio,  siempre  que  la  cau- 
sal alegada  sea  admitida  por  la  ley  del  lugar  en  el 
cual  se  celebró. 
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TITULO  V 

DE    LA    PATRIA    POTESTAD 

Artículo  14 

La  patria  potestad  en  lo  referente  á  los  derechos  y  debe- 
res personales  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  ejercita. 

Artículo  15 

Los  derechos  que  la  patria  potestad  confiere  á  los  padres 
sobre  los  bienes  de  los  hijos  asi  como  su.  enagenación  y  demás 
actos  que  los  afecten,  se  rigen  por  la  ley  del  Estado  en  que 
dichos  bienes  se  hallan  situados. 


TITULO  VI 

DE    LA    FILIACIÓN 

Artículo  16 

La  ley  que  rige  la  celebración  del  matrimonio  determina 
la  filiación  legítima  y  la  legitimación  por  subsiguiente  matri- 
monio. 

Artículo    17 

Las  cuestiones  sobre   legitimidad  de  la  filiación,  ajenas  á 


la  validez  ó  nulidad  del  matrimonio,  se  rigen  por  la  ley  del  do- 
micilio conyugal  en  el  momento  del  nacinrento  del  hijo. 

Artícul)  18 

Los  derechos  y  obligaciones  concernientes  á  la  filiación 
ilegítima  se  rigen  por  la  ley  del  Estado  en  el  cual  hayan  de  ha- 
cerse efectivos. 


TITULO  VII 

DE  LA  TUTELA    V  CÚRATELA 

Artículo  ig 

El  discernimiento  de  la  tutela  y  cúratela  se  rige  por  la  ley 
del  lugar  del  domicilio  de  los  incapaces. 

Artículo  20 

El  cargo  de  tutor  ó  curador  discernido  en  alguno  de  los 
Estados  signatarios,  será  reconocido  en  todos  los  demás. 

Artículo  21 

La  tutela  y  cúratela,  en  cuanto  á  los  derechos  y  obligacio- 
nes que  imponen,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  fué  dis- 
cernido el  cargo. 

Artículo  22 

Las  facultades  de  los  tutores  y  curadores  respecto  de  los 


bienes  que  los  incapaces  tuvieren  fuera  del  lugar  de  su  domici- 
lio, se  ejercitarán  conforme  á  la  ley  del  lugar  en  que  dichos  bie- 
nes se  hallan  situados. 


Artículo  23 

La  hipoteca  legal  que  las  leyes  acuerdan  á  los  incapaces 
solo  tendrá  efecto  cuando  la  ley  del  Estado  en  el  cual  se  ejerce 
el  cargo  de  tutor  ó  curador  concuerde  con  la  de  aquel  en  que 
se  hallan  situados  los  bienes  afectados  por  ella. 


TITULO  VIII 

DISPOSICIONES    COMUNES  A  LOS  TÍTULOS  IV,  V  Y  VII 

Artículo  24 

Las  medidas  urgentes  que  conciernen  á  las  relaciones  per- 
sonales entre  cónyuges,  al  ejercicio  de  la  patria  potestad  y  á  la 
tutela  y  cúratela  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  residan  los 
cónyuges,  padres  de  familia,  tutores  y  curadores. 

Artículo  25 

La  remuneración  que  las  leyes  acuerdan  á  los  padres,  tu- 
tores y  curadores  y  la  forma  de  la  misma,  se  rige  y  determina 
por  la  ley  del  Estado  en  ei  cual  fueron  discernidos  tales  cargos. 
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TITULO  IX 

DE   LOS   BIENES 
Artículo  26 

Los  bienes,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  son  exclusi- 
vamente regidos  por  la  ley  del  lugar  donde  existen  en  cuanto  á 
su  calidad,  á  su  posesión,  á  su  enagenabilidad  absoluta  ó  relati- 
va y  á  todas  las  relaciones  de  derecho  de  carácter  real  de  que 
son  susceptibles. 

Artículo  27 

Los  buques,  en  aguas  no  jurisdiccionales,  se  reputan  situa- 
dos en  el  lugar  de  su  matrícula. 

Artículo  28 

Los  cargamentos  de  los  buques,  en  aguas  no  jurisdiccio- 
nales, se  reputan  situados  en  el  lugar  del  destino  definitivo  de  las 
mercaderías. 

Artículo  2g 

Los  derechos  creditorios  se  reputan  situados  en  el  lugar 
en  que  la  obligación  de  su  referencia  debe  cumplirse. 

Artículo  30 
El  cambio  de  situación  de  los  bienes  muebles  no  afecta  los 
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derechos  adquiridos  con  arreglo  á  la  ley  del  lugar  donde  exis- 
tían al  tiempo  de  su  adquisición. 

Sin  embargo,  los  interesados  están  obligados  á  llenar  los 
requisitos  de  fondo  ó  de  forma  exigidos  por  la  ley  del  lugar  de 
la  nueva  situación  para  la  adquisición  ó  conservación  de  los  de- 
rechos mencionados. 

Artículo  31 

Los  derechos  adquiridos  por  terceros  sobre  los  mismos 
bienes  de  conformidad  á  la  ley  del  lugar  de  su  nueva  situación, 
después  del  cambio  operado  y  antes  de  llenarse  los  requisitos 
referidos,  priman  sobre  los  del  primer  adquirente. 


TITULO  X 

DE  LOS  ACTOS   JURÍDICOS 

Artículo  32 

La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse  de- 
cide si  es  necesario  que  se  hagan  por  escrito  y  la  calidad  del 
documento  correspondiente. 


Artículo  33 


La  misma  ley  rige 

(a)  Su  existencia; 
(ó)  Su  naturaleza: 
(c)  Su  validez; 


(d)  Sus  efectos; 

(e)  Sus  consecuencias; 

(f)  Su  ejecución; 

{g)  En  suma,  todo  cuanto  concierna  á  los  contratos,  bajo 
cualquier  aspecto  que  sea. 

Artículo  34 

En  consecuencia,  los  contratos  sobre  cosas  ciertas  é  in- 
dividualizadas se  rigen  por  la  ley  del  lugar  donde  ellas  existían 
al  tiempo  de  su  celebración. 

Los  que  recaigan  sobre  cosas  determinadas  por  su  género 
por  la  del  lugar  del  domicilio  del  deudor  al  tiempo  en  que  fue- 
ron celebrados. 

Los  referentes  á  cosas  fungibles,  por  la  del  lugar  del  do- 
micilio del  deudor  al  tiempo  de  su  celebración. 

Los  que  versen  sobre  prestación  de  servicios: 

{a)     Si  recaen  sobre  cosas,  por  la  del  lugar  donde  ellas 

existían  al  tiempo  de  su  celebración; 
(3)     Si  su  eficacia  se  relaciona  con  algún  lugar  especial, 

por  la  de  aquel  donde  hayan  de  producir  sus  efectos: 
(c)     Fuera  de  estos  casos,  por  la  del  lugar  del  domicilio 

del  deudor  al  tiempo  de  la  celebración  del  contrato. 

Artículo  35 

El  contrato  de  permuta  sobre  cosas  situadas  en  distintos 
lugares  sujetos  á  leyes  disconformes,  se  rige  por  la  del  domici- 
lio de  los  contrayentes  si  fuese  común  al   tiempo  de  celebrarse 
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la  permuta  y  por  la  del  lugar  en  que  la  permuta  se  celebró  si  el 
domicilio  fuese  distinto. 


Artículo  36 

Los  contratos  accesorios  se  rigen  por  la  ley  de  la  obliga- 
ción principal  de  su  referencia. 

Artículo  3  y 

La  perfección  de  los  contratos  celebrados  por  correspon- 
dencia ó  mandatario  se  rige  por  la  ley  del  lujar  del  cual  partió) 
la  oferta. 

Artículo  38 

Las  obligaciones  que  nacen  sin  convención  se  rigen  per 
la  ley  del  lugar  donde  se  produjo  el  hecho  lícito  ó  ilícito  de 
que  proceden. 

Artículo  3g 

Las  formas  de  los  instrumentos  "públicos  se  rigen  por  la 
ley  del  lugar  en  que  se  otorgan. 

Los  instrumentos  privados,  por  la  ley  del  lugar  d.  1  cum- 
plimiento del  contrato  respectivo. 
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TITULO   XI 

DE  LAS  CAPITULACIONES  MATRIMONIALES 
Artículo  40 

Las  capitulaciones  matrimoniales  rigen  las  relaciones  de 
los  esposos  respecto  de  los  bienes  que  tengan  al  tiempo  de  ce- 
lebrarlas y  de  los  que  adquieran  posteriormente,  en  todo  lo  que 
no  esté  prohibido  por  la  ley  del  lugar  de  su  situación. 

Artículo  41 

En  defecto  de  capitulaciones  especiales,  en  todo  lo  que 
ellas  no  hayan  previsto  y  en  todo  lo  que  no  éste  prohibido  por 
la  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes,  las  relaciones  de 
los  esposos  sobre  dichos  bienes,  se  rigen  por  la  ley  del  domi- 
cilio conyugal  que  hubieren  fijado,  de  común  acuerdo,  antes  de 
la  celebración  del  matrimonio. 

Artículo  42 

Si  no  hubiesen  fijado  de  antemano  un  domicilio  conyugal, 
las  mencionadas  relaciones  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del 
marido  al  tiempo  de  la  celebración   del  matrimonio. 

Artículo  43 
El  cambio  de  domicilio  no  altera  las  relaciones   de  los  es- 
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posos  en  cuanto  á  los  bienes,  ya  sean  adquiridos   antes   ó    des- 
pués del  cambio. 


TITULO   XII 

DE   LAS    SUCESIONES 
Artículo  44 

La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  hereditarios, 
al  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate» 
rige  la  forma  del  testamento, 

Esto  no  obstante,  el  testamento  otorgado  por  acto  públi- 
co en  cualquiera  de  los  Estados  contratantes  será  admitido  en 
todos  los  demás. 

Artículo  45 
La  misma  ley  de  la  situación  rige: 

(a)  La  capacidad  de  la  persona  para  testar; 

0)  La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 

'c)  La  validez  y  efectos  del  testamento; 

(d)  Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes  y 
del  cónyuge  supérstite; 

{e)  La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

{/)  La  existencia  y  monto  de  los  bienes  reservables; 

(?)  En  suma,  todo  lo  relativo  á  la  sucesión  legítima  ó  tes- 
tamentaria. 
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Artículo  46 

Las  deudas  que  deben  ser  satisfechas  en  alguno  de  los  Es- 
tados contratantes  gozarán  de  preferencia  sobre  los  bienes  allí 
existentes  al  tiempo  de  la  muerte  del  causante. 


Artículo  4y 

Si  dichos  bienes  no  alcanzaren  para  la  chancelación  de  las 
deudas  mencionadas,  los  acreedores  cobrarán  sus  saldos  propor- 
cionalmente  sobre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  sin  per- 
juicio del  preferente  derecho  délos  acreedores  locales. 

Artículo  48 

Cuando  las  deudas  deban  ser  chanceladas  en  algún  lugar 
en  que  el  causante  no  haya  dejado  bienes,  los  acreedores  exiji- 
rán  su  pago  proporcionalmsnte  sobre  los  bienes  dejados  en 
otros  lugares,  con  la  misma  salvedad  establecida  en  el  artículo 
precedente. 

Artículo  4Q 

Los  legados  de  bienes  determinados  por  su  género  y  que 
no  tuvieren  lugar  designado  para  su  pago,  se  rigen  por  la  ley 
del  lugar  del  domicilio  del  testador  al  tiempo  de  su  muerte,  se 
harán  efectivos  sobre  los  bienes  que  deje  en  dicho  domicilio  y, 
en  defecto  de  ellos  ó  por  su  saldo,  se  pagarán  proporcionalmen- 
te  de  todos  los  demás  bienes  del  causante. 
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Artículo  SO 

La  obligación  de  colacionar  se  rige  por  la  ley  de  la  suce- 
sión en  que  ella  sea  exijida. 

Si  la  colación  consiste  en  algún  bien  raíz  ó  mueble,  se  limi- 
tará á  la  sucesión  de  que  ese  bien  dependa. 

Cuando  consista  en  alguna  suma  de  dinero,  se  repartirá  en- 
tre todas  las  sucesiones  á  que  concurra  el  heredero  que  deba  la 
colación  proporcionalmente  á  su  haber  en  cada  una  de  ellas. 


TÍTULO  XIII 
DE  LA  PRESCRIPCIÓN 

Artículo   51 

La  prescripción  extintiva  de  las  acciones  personales  se  ri- 
ge por  la  ley  á  que  las  obligaciones  correlativas  están  sujetas. 

Artículo  52 

La  prescripción  extintiva  de  acciones  reales  se  rige  por 
la  ley  del  lugar  de  la  situación  del  bien  gravado. 

Artículo  53 

Si  el  bien  gravado  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de 
situación,  la  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se 
haya  completado  el  tiempo  necesario  para  prescribir. 


—  742  — 


Artículo  54 

La  prescripción  adquisitiva  de  bienes  muebles  ó  inmue- 
bles se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  están  situados. 

Articulo  55 

Si  el  bien  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de  situación, 
la  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  haya  com- 
pletado el  tiempo  necesario  para  prescribir. 


TITULO  XIV 

DE  LA  JURISDICCIÓN 

Artículo  56 

Las  acciones  personales  deben  establarse  ante  los  jueces 
del  lugar  á  cuya  ley  está  sujeto  el  acto  jurídico  materia  del  jui- 
cio. 

Podrán  entablarse  igualmente  ante  los  jueces  del  domici- 
lio del  demandado. 

Artículo  5  y 

La  declaración  de  ausencia  debe  solicitarse  ante  el  juez 
del  último  domicilio  del  presunto  ausente. 

Artículo  58 

El  juicio  sobre  capacidad  ó  incapacidad  de    las  personas 
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para  el  ejercicio  de  los  derechos  civiles   debe   seguirse   ante   el 
juez  de  su  domicilio. 

Artículo  S9 

Las  acciones,  que  procedan  del  ejercicio  de  la  patria  po- 
testad y  de  la  tutela  y  cúratela  sobre  la  persona  de  los  menores 
é  incapaces  y  de  éstos  contra  aquellos,  se  ventilarán,  en  todo  lo 
que  les  afecte  personalmente,  ante  los  tribunales  del  país  en  que 
estén  domiciliados  los  padres,  tutores  ó  curadores. 

Artículo  6o 

Las  acciones  que  versen  sobre  la  propiedad,  enagenación 
ó  actos  que  afecten  los  bienes  de  los  incapaces  deben  ser  deduci- 
das ante  los  jueces  del  lugar  en  que  esos  bienes  se  hallan  situados. 

Artículo  61 

Los  jueces  del  lugar  en  el  cual  fué  discernido  el  cargo  de 
tutor  ó  curador  son  competentes  para  conocer  del  juicio  de  ren- 
dición de  cuentas. 

Artículo  62 

El  juicio  sobre  nulidad  del  matrimonio,  divorcio,  disolu- 
ción y  en  general  todas  las  cuestiones  que  afectan  las  relaciones 
personales  de  los  esposos  se  iniciarán  ante  los  jueces  del  domi- 
cilio conyugal. 

Artículo  6j 

Serán  competentes  para  resolver  las  cuestiones  que  surjan 
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entre  esposos  sobre  enagenación  ú  otros  actos  que  afecten  los 
bienes  matrimoniales,  los  jueces  del  lugar  en  que  estén  ubicados 
esos  bienes. 

Artículo  64 

Los  jueces  del  lugar  de  la  residencia  de  las  personas  son 
competentes  para  conocer  de  las  medidas  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 24. 

Artículo   65 

Los  juicios  relativos  á  la  existencia  y  disolución  de  cual- 
quiera sociedad  civil  deben  seguirse  ante  los  jueces  del  lugar  de 
su  domicilio. 

Artículo  66 

Los  juicios  á  que  dé  lugar  la  sucesión  por  causa  de  muerte, 
se  seguirán  ante  los  jueces  de  los  lugares  en  que  se  hallen  si- 
tuados los  bienes  hereditarios. 

Artículo  6  y 

Las  acciones  reales  y  las  denominadas  mixtas  de- 
ben ser  deducidas  ante  los  jueces  del  lugar  en  el  cual  exista  la 
cosa  sobre  que  la  acción  recaiga. 

Si  comprendieren  cosas  situadas  en  distintos  lugares,  el 
juicio  debe  ser  promovido  ante  los  jueces  del  lugar  de  cada  una 
de  ellas. 
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DISPOSICIONES  GENERALES 


Articulo  68 


No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su 
ratificación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
que  lo  apruebe,  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  la  República 
Oriental  del  Uruguay  y  de  la  República  Argentina,  para  que  lo 
hagan  saber  á  las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedi- 
miento hará  las  veces  de  cange. 

Artículo  6g 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tra- 
tado quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo  /O 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avi- 
sará á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  des- 
pués de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo  y  i 

El  artículo  68  es  extensivo  á  las  Naciones  que,  no  habien- 
do concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente 
Tratado. 
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En  fé  de   lo  cual,   los   Plenipotenciarios   de  las  Naciones 
mencionadas,  lo  firman  y  sellan  en  el  número  de  cinco  ejempla- 
res, en  Montevideo  á  los  dias  del  mes  de 
del  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  5  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NU1VL    31 


SESIÓN  DEL  l.°  DE  FEBBEHO  DE  1889 

Presidencia  del  Sr.  Dr,  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  SaenzPeña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira; 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  wSeñor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  2.30  p.  m. 


Se  leyó  y  aprobó  el  acta  de  la  sesión  anterior. 

El  Señor  Presidente  hizo  dar  lectura  del  Proyecto  de 
Tratado  de  Derecho  Comercial  Internacional,  que  corre  agregado 
al  Acta  número  8  de  la  sesión  del  Honorable  Congreso  fecha  17 
de  Octubre  último. 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  miembro  informante  de  la 
Comisión  de  Derecho  Comercial,  se  expresó  en  los  siguientes  tér- 
minos: 
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Señor  Presidente, —  Señores  Delegados: 


I 


La  Comisión  de  Derecho  Comercial  me  ha  nombrado  su 
miembro  informante,  y  en  desempeño  de  mi  cometido,  vengo  á 
exponer  los  principios  fundamentales  que  han  presidido  á  la  con- 
fección del  Proyecto  que  está  al  estudio  del  Honorable  Congre- 
so, dejando  para  la  discusión  particular  el  examen  detallado  de 
todas  y  cada  una  de  sus  disposiciones,  tarea  esta  última  que  lle- 
naré, sin  duda  alguna,  con  menos  deficiencia,  porque  me  acom- 
pañará en  ella  mi  distinguido  colega  de  Comisión,  Doctor  Gálvez. 

Como  lo  ha  demostrado  con  palabra  elocuente,  nuestro 
honorable  colega  Doctor  Saenz  Peña,  al  dar  comienzo  á  su  lu- 
minosa exposición  de  motivos  del  Proyecto  de  Derecho  Penal, 
no  estamos  reunidos  en  Congreso  Jurídico  Internacional,  con  el 
propósito  de  unificar  las  legislaciones  de  los  países  representa- 
dos en  esta  Asamblea,  sino  por  el  contrario,  en  la  íntima  persua- 
sión de  que  no  pueden  suprimirse  los  conflictos  que  tienen  por 
origen  la  diversidad  de  las  disposiciones  de  los  Códigos  Inter- 
nos, nos  preocupamos  exclusivamente  de  señalar  la  ley  común 
destinada  á  dirimirlos. 

La  Legislación  Mercantil  constituye  un  derecho  especial  y 
de  excepción,  cuyos  principios  fundamentales  y  dirijentes  tienen 
su  fuente  originaria  en  el  Derecho  Civil  que  le  impone  sus  pre- 
ceptos, y  esta  subordinación,  en  el  orden  interno,  del  Derecho 
Comercial  al  Derecho  Común  ó  Civil,  tiene  la  misma  razón  de 
ser  en  las  relaciones  jurídicas  de  carácter  internacional.  No  se  es- 
trañe,  pues,  que  la  Comisión,  en  cuyo  nombre  tengo  el  honor  de 
tomar  la  palabra,  haya  solucionado  los  conflictos  que  pueden 
presentarse  en  el  Derecho  Mercantil,  con  el  mismo  criterio  con 
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que  han  sido  resueltas  las  colisiones  del  Derecho  Civil  Internacio- 
nal, en  el  Tratado  que  sobre  tan  vasta  materia  acaba  de  sancio- 
nar el  Honorable  Congreso. 

Con  mayor  caudal  de  ideas  y  profundidad  de  pensamiento, 
palabras  mas  elocuentes  y  persuasivas  que  la  mía,  han  señalado 
los  principios  cardinales  á  que  están  subordinadas  las  estipula- 
ciones de  tan  importante  Convención  Internacional,  las  que  si 
bien  no  han  merecido  la  adhesión  de  los  distinguidos  Delegados 
de  dos  de  las  Naciones  representadas  en  este  Congreso,  debe 
tenerse  presente  que  sus  disidencias  no  son  contestes,  sino  sin- 
gulares, pues  que  las  fundan  razones  jurídicas,  no  solamente  di- 
versas sino  hasta  de  todo  punto  contradictorias. 

Esto  no  obstante,  la  Comisión  de  Derecho  Comercial  tie- 
ne motivo  fundadísimos  para  esperar  que  el  Proyecto  de  Trata- 
do que  ha  tenido  el  honor  de  presentar,  ha  de  merecer,  con  al- 
gunas modificaciones,  que  en  su  concepto  no  son  fundamentales, 
la  adhesión  unánime  de  sus  distinguidos  colegas.  Al  abrigar  tan 
halagüeñas  esperanzas,  se  ha  fortificado  en  la  idea  de  que 
las  disidencias  que  han  surjido  en  la  materia  del  Derecho  Ci- 
vil Internacional,  no  han  podido  reposar  en  doctrinas  y  crite- 
rios jurídicos  radicalmente  opuestos,  cuando  ellas  han  desapare- 
cido por  completo  con  relación  á  un  Proyecto  de  Tratado  que 
abarca  los  conflictos  de  legislación,  que  pueden  originarse  en 
todas  las  ramas  del  Derecho  Mercantil  Internacional,  tan  íntima- 
mente ligadas  con  el  Derecho  Común  ó  Civil,  hasta  el  estremo 
de  existir  autoridades  muy  respetables  en  el  dominio  de  la  cien- 
cia especulativa,  que  consideran  que  no  está  lejana  la  época  en 
que,  confundiéndose  en  una  misma  denominación  los  actos  jurí- 
dicos que  hoy  se  distinguen  en  civiles  y  comerciales,  lleguen  á 
regirse  exclusivamente  por  los  principios  de  la  Legislación  Civil 
todas  las  relaciones  jurídicas  de  carácter  puramente  privado. 

Scame,  pues,  permitido,  recordar  ante  todo,  los  principios 
ya   sancionados  en  materia  civil,  para  relacionarlos   en   seguida 
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con  las  estipulaciones  del  Proyecto  de  Derecho  Mercantil  Inter- 
nacional que   está  á  la  consideración  del  Honorable  Congreso* 

El  sabio  jurisconsulto  brasilero  Freitas,  abre  su  gran  tra- 
bajo de  codificación  con  el  siguiente  artículo:  «  Las  leyes  de  este 
»  Código  no  serán  aplicables  fuera  de  sus  límites  locales  ni  con 
>  efecto  retroactivo.  » 

Esplicando  la  frase,  límites  locales,  hace  presente,  que  si 
establece  que  las  leyes  tienen  carácter  territorial,  no  es  con  el 
objeto  de  consignar  que  no  se  legisla  para  paises  estraños,  y 
que  no  se  pretende  que  los  soberanos  de  otros  territorios  que 
no  son  el  brasilero,  se  ajusten  á  sus  disposiciones;  sino  porque 
estas  últimas  deben  aplicarse  únicamente  por  los  tribunales  del 
país  á  las  personas,  cosas  y  derechos  que  tienen  su  asiento  jurí- 
dico en  el  territorio  nacional. 

En  ningún  código,  agrega  el  jurisconsulto  brasilero,  ha  si- 
do hecha  con  la  amplitud  que  demanda,  la  fijación  de  esos  lími- 
tes locales.  Hállase  una  que  otra  disposición  scbre  puntos  en 
que  las  Naciones  han  arribado  á  un  acuerdo  tácito,  quedando  to  • 
do  lo  demás  abandonado  al  arbitrio  de  los  jueces  y  envuelto  en 
la  confusión  y  desorden  de  lo  que  actualmente  se  llama  Derecho 
Internacional  Privado.  Gracias  á  los  trabajos  de  Savigny  agrega, 
quedó  esta  materia  en  camino  de  ser  liquidada  —  y  es  por  eso 
que  Demangeat  en  su  3.a  edición  de  Fcelix  les  asigna  el  primer 
lugar. 

Para  fijar  los  límites  locales,  dentro  los  cuales  deben  ser 
aplicadas  las  leyes  de  carácter  privado,  el  artículo  4.0  del  pro- 
yecto de  Freitas, — establece, — que  los  efectos  del  lugar  son,  de- 
terminar: 

(a)  La  legislación  civil  aplicable —  esto  es,  la  nacional  ó  la 

extranjera. 
{&)  La  jurisdicción  de  las  autoridades  del  Imperio. 

Señalando  el  verdadero  alcance  de  esas  fórmulas  jurídicas, 
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se  expresa  el  mismo  jurisconsulto  en  estos  términos:  «  Los  ob- 
3»  jetos  sobre  que  recaen  las  leyes  del  lugar  de  los  actos  jurídicos 

>  son  las  personas,  los  hechos  y  los  derechos.  En  relación  á  las 
»  personas,  el  lugar  aparece  como  domicilio  y  residencia — en 

>  relación  á  los  otros  objetos,  el  lugar  no  tiene  denominación 
»  especial;  más  tratándose  del  lugar  de  existencia  de  las  cosas 
t>  (su  situación)  la  ley  aplicable  se  denomina  lex  rei  sitae,  del  mis- 

>  mo  modo  que  tratándose  del  lugar  de  existencia  jurídica  délas 
»  personas,  la  ley  aplicable  se  ha  llamado  lex  domicilii.  La  vieja 
i  distinción  entre  estatutos  personales  -estatutos  reales  y  esta- 
»  tutos  mixtos,  medida  artificial  tan  inútilmente  manejada  por 
*  casi  todos  los  tratadistas  para  dirimir  los  conflictos  de  las  leyes 

>  de  carácter  privado,  solo  conserva  un  valor  histórico.  Los  da- 
»  tos  que  pueden  servir  para  determinar  el  asiento  jurídico  de 
s  cada  uno  de  esos  objetos,  á  los  cuales  se  aplican  las  leyes,  vie- 
»  nen  á  ser — el  domicilio  de  las  personas,  la  situación  de  las 
»  cosas,  el  lugar  de  los  actos  jurídicos  y  el  de  la  autoridad  ó  tri- 
2>  bunal  que  toma  conocimiento  de  la  cuestión. — De  la  elección 
»  entre  esas  causas  determinantes,  depende  la  solución  del  pro- 
»  blema.  » 

Cuando  Freitas  escribía  su  proyecto  de  Código,  aún  no  se 
habia  promulgado  el  Código  Civil  Argentino,  el  que  ampliando 
el  trabajo  de  aquel  jurisconsulto,  abordó  bajo  todas  sus  faces 
los  diversos  conflictos  que  tienen  por  origen  la  diversidad  de  le- 
yes, de  carácter  puramente  privado.  Como  se  sabe,  la  obra  de 
codificación  de  los  jurisconsultos  brasilero  y  argentino  tuvo 
por  antecedente  los  trabajos  del  sabio  jurisconsulto  Savigny  pe- 
ro sino  puede  reconocérseles  el  méiito  de  la  originalidad,  les 
cabe  la  gloria  de  haber  convertido  por  primera  vez  en  preceptos 
de  codificación,  doctrinas  sobre  las  cuales  pesaban  cuatro  lus- 
tros de  indiferench  y  olvido. 

Estudiando  Savigny,  lo  que  con  gran  profundidad  de  vistas 
llamaba  límites  locales  del  impe*io  de  las  reglas  de  Derecho  so- 
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bre  las  relaciones  jurídicas,  ha  escrito  en  su  famosa  obra  sobre 
el  sistema  del  Derecho  Romano  actual,  una  página  que  no  han 
meditado  bastante,  aún  aquellos  que  han.  dedicado  especial 
atención  á  las  cuestiones  á  que  dan  lugar  los  conflictos  de  legis- 
lación, en  las  relaciones  internacic nales  de  los  pueblos  que 
mantienen  vida  libre  é  independiente. 

El  gran  Romanista  se  preocupa  ante  todo,  al  iniciar  sus 
estudios  sobre  tan  ardua  materia,  de  plantear  en  sus  verdaderos 
términos  el  problema  que  trata  de  resolver,  comprendiendo  que 
es  un  principio,  tan  aplicable  á  las  ciencias  morales  como  á  las 
ciencias  físicas,  aquel  que  establece,  que  el  mejor  medio  de  re- 
solver un  problema  es  platearlo  en  sus  verdaderos  términos,  ó 
lo  que  es  lo  mismo,  que  plantear  bien  un  problema  es  resolverlo. 

«  Para  reconocer  el  lazo  que  une  una  persona  con  un  de- 
recho positivo  determinado,  dice  Savigny,  es  preciso  recordar 
que  el  derecho  positivo  tiene  su  asiento  en  el  pueblo.» 

Esta  verdad  se  expresa  en  otros  términos,  diciendo:  el  de- 
recho positivo  tiene  su  asiento  en  el  Estado  ó  en  una  parte 
orgánica  del  mismo;  pues  el  pueblo  solo  tiene  realidad  en  el 
Estado,  una  vez  que  en  él  únicamente  se  traducen  las  volunta- 
des individuales  en  una  voluntad  general.  Veamos,  pues,  de  que 
manera  se  establece  y  como  se  circunscribe  esta  unidad,  en  el 
seno  de  la  cual  existen  las  reglas  jurídicas  como  partes  consti- 
tutivas del  derecho  positivo. 

Si  buscamos  históricamente  la  solución  de  este  problema 
encontramos  dos  causas  principales  que  en  todo  tiempo  han  es- 
tablecido y  limitado  entre  los  individuos  la  comunidad  del  de- 
recho positivo?  estas  son  el  origen  y  el  territorio. 

El  origen  (la  nacionalidad),  como  motivo  y  como  límite  de 
la  comunidad  del  derecho,  tiene  una  base  personal  ó  invisible. 
Aunque  parece  por  su  naturaleza  sustraerse  á  toda  influencia 
arbitaria,  es  sin  embargo,  susceptible  de  extensión  por  la  adop- 
ción libre  de  los  individuos. 

106 
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La  nacionalidad,  como  motivo  y  límite  de  la  comunidad 
de  derecho,  aparece  principalmente  entre  los  pueblos  nómades 
que  en  general  carecen  de  morada  definitiva;  tales  eran  los  ger- 
manos en  la  época  de  sus  emigraciones. — De  igual  manera  des- 
pués que  se  establecieron  en  el  territorio  del  Imperio  Romano, 
subsistió  todavía  largo  tiempo  el  principio  de  la  nacionalidad 
ai  lado  del  sistema  de  los  derechos  personales,  que  en  cada  Es- 
tado se  aplicaban  coetáneamente;  asi  se  explica  como  al  lado 
del  Derecho  Franco,  Lombardo,  etc.,  encontramos  también  el 
Derecho  Romano  mantenido  como  derecho  personal  de  los 
habitantes  primitivos  de  los  nuevos  Estados,  fundados  por  la 
conquista. 

En  nuestros  dias  el  Imperio  Turco  nos  ofrece  todavía  la 
imagen  mas  completa  de  esta  clase  de  comunidad  de  derecho.  En 
los  Estados  cristianos  de  la  Europa,  los  judíos,  para  quienes  la 
duración  del  derecho  nacional  y  aún  su  nacionalidad  distinta  se 
refieren  á  su  religión,  han  conservado  los  últimos  restos  de  esta 
comunidad. 

Existe  analogía,  pero  no  identidad,  entre  este  principio 
de  la  comunidad  de  derecho  y  el  que  en  un  Estado  reconocía 
distintas  clases  de  personas. 

Entre  los  romanos  la  clasificación  de  los  c'wes,  latini,  pere- 
grina que  á  su  vez  se  refiere  al  sistema  de  los  fus  civile  y  del  jus 
getitiu7Ji¡nos  muestra  este  principio  aplicado  y  desenvuelto  du- 
rante varios  siglos.  Sin  embargo,  cualquiera  que  sea  en  otro 
sentido  la  importancia  de  estas  distinciones,  bajo  el  punto  de 
vista  especial  en  que  estamos  colocados,  su  influencia  no  es 
nunca  comparable  con  el  origen  y  el  territorio. 

El  territorio  aparece  como  el  segundo  motivo  que  en 
grandes  proporciones  determina  y  limita  la  comunidad  de  dere- 
cho entre  los  individuos.  Se  distingue  este  motivo  del  preceden- 
te (la  nacionalidad)  en  que  es  menos  personal  su  naturaleza.  Las 
fronteras  son  un  signo  exterior  y  visible  que  nos  sirven  para  re- 
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conocerlo,  y  la  influencia  de  la  voluntad  humana  sobre  su  apli- 
cación es  mas  extensa  y  mas  directa  que  sobre  la  aplicación  de 
la  nacionalidad,  donde  esta  influencia  tiene  mas  bien  un  carácter 
de  excepción. 

Este  segundo  motivo  de  la  comunidad  de  derecho,  ha  su- 
plantando por  sus  desenvolvimientos  sucesivos  al  primero  (la 
nacionalidad).  Entre  las  causas  que  han  conducido  á  este  resul- 
tado debe  contarse  en  primer  lugar  las  comunicaciones  activas 
y  multiplicadas  de  los  pueblos,  las  cuales  debían  borrar  los  con- 
trastes mas  salientes  de  las  diversas  nacionalidades.  Es  preciso 
reconocer,  sin  embargo,  que  al  unir  el  Cristianismo  los  diferen- 
tes pueblos  por  el  lazo  común  de  la  vida  intelectual,  hizo  ya 
menos  opuestas  sus  distinciones  características. 

Tomando  como  punto  de  partida  este  segundo  motivo  de 
la  comunidad  de  derecho,  se  refiere  la  colisión  que  debe  ocupar- 
nos, á  la  diferencia  local  de  los  derechos;  de  modo  que  el  pro- 
blema que  hemos  de  resolver  en  todos  los  casos  posibles  de  co- 
lisión puede  formularse  en  los  siguientes  términos: 

¿Cuál  es  en  cada  caso  el  derecho  territorial  aplicable? 

Esta  es  la  razón,  concluye  Savigny,  de  haber  designado 
hasta  aquí  con  el  nombre  de  límites  locales,  los  límites  del  de- 
recho existente  en  una  misma  época  en  distintos  territorios. 

Aún  cuando  la  tarea  que  me  impongo  solo  esté  á  la  altura 
de  palabras  mas  elocuentes  y  cabezas  mas  pensadoras  que  la 
mia,  me  atrevo  á  ensayar  la  demostración,  de  que  la  manera  co- 
mo encara  el  sabio  Romanista  el  conflicto  de  las  leyes  de  carác- 
ter privado,  señala  nuevos  rumbos  al  pensamiento  del  jurista,  y 
abre  el  camino  que  nos  ha  conducido  á  presentar  al  mundo 
científico  trabajos  de  codificación  mas  vastos  de  cuantos  se  han 
ensayado  hasta  el  presente,  y  que  conservan  completa  unidad 
de  principios,  no  obstante  haberse  aplicado  á  todas  las  ramas 
que  abarca  la  ciencia  del  Derecho. 

Siendo  la  ley,  en  las  Naciones  libremente  constituidas,  un 
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mandato  de  la  voluntad  soberana,  todo  conflicto  de  leyes  en  el 
orden  internacional,  supone  necesariamente  un  conflicto  de  so- 
beranías, y  es  estudiando  las  transformaciones  que  ha  sufrido  el 
concepto  de  la  soberanía  en  las  grandes  épocas  de  la  historia, 
que  podremos  orientarnos  en  el  vasto  campo  de  investigación 
que  ofrece,  al  que  le  interroga  con  espíritu  elevado  y  amplio 
criterio,  la  ciencia  que  el  jurista  moderno  califica  con  la  denomi- 
nación de  Derecho  Internacional  Privado. 

Se  ha  planteado,  en  mi  humilde  opinión,  en  términos  inad- 
misibles, el  problema  que  esa  ciencia  tiene  que  estudiar  y  resol- 
ver, cuando  se  ha  dicho,  que  consiste  en  averiguar  en  qué  medi- 
da los  derechos  que  pertenecen  á  todo  ser  humano,  aún  fuera 
del  territorio  de  su  patria,  son  compatibles  con  los  del  Estado, 
dentro  cuya  jurisdicción  pretende  ejercitarlos  y  en  qué  medida 
la  soberanía  personal  puede  conciliarse  con  la  soberanía  terri- 
torial de  la  ley. 

Esta  manera  de  encarar  las  cuestiones  que  se  relacionan  con 
la  materia  del  Derecho  Internacional  Privado,  tiene  por  origen 
el  error  de  suponer  que  cada  Nación  dicta  sus  leyes,  aún  de  ca- 
rácter privado,  únicamente  para  aquellas  personas  que  forman 
parte  de  su  organismo  político,  para  deducir  de  ahí,  que  la  sobe- 
ranía, tiene  carácter  personal,  cuando  sus  preceptos  deben  apli- 
carse á  aquellos  individuos  vinculados  políticamente  al  Estado 
en  que  se  promulgan.  Solo  las  leyes  de  orden  público,  según  esa 
doctrina,  como  que  directamente  se  relacionan  con  las  bases 
fundamentales  de  la  organización  social  y  política  de  las  Nacio- 
nes, tienen  por  excepción  carácter  territorial  y  son  las  que 
obligan  indistintamente  á  nacionales  y  extranjeros. 

Los  que  así  razonan  pretenden  justificar  históricamente 
que  la  teoría  de  la  personalidad  del  derecho,  es  la  última  evolu- 
ción que  ha  tenido  que  sufrir  el  desarrollo  progresivo  de  las  ideas 
en  la  materia  que  nos  ocupa.  T¿n  es  evidente,  se  ha  dicho,  que 
todas  las  cuestiones  que  abarca  la  ciencia  del  Derecho  Interna- 
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cíonal  Privado  tienen  por  origen  el  antagonismo  de  la  sobera- 
nía sobre  la  persona  con  la  soberanía  sobre  el  territorio,  que  en 
todas  partes  donde  ha  sido  considerada  exclusivamente  personal 
como  entre  los  romanos  y  los  conquistadores  de  la  Galia,  y  en 
todas  partes  donde  ha  sido  exclusivamente  territorial  como  en 
la  época  del  Feudalismo,  es  inútil  formular  reglas  aplicables  á 
la  solución  de  un  conflicto,  que  llega  á  ser  imposible,  porque  ha 
desaparecido  el  antagonismo  de  las  leyes  que  le  ha  dado  orí- 
gen. 

Pero'si  es  completamente  falso  el  punto  de  vista  bajo  el  cual 
se  ha  encarado  hasta  el  presente  el  problema  de  que  se  ocupa 
fundamentalmente  el  Derecho  Internacional  privado,  adolecen 
de  la  misma  inexactitud  las  afirmaciones  que  se  hacen  respecto 
á  las  distintas  soluciones  que  se  le  ha  dado,  desde  los  tiempos 
antiguos  hasta  la  época  moderna.  Hay  error  en  suponer  que  la 
soberanía  asumió  en  Roma  carácter  personal,  si  bien  no  puede 
desconocerse  que  la  que  pretendió  ser  siempre  dueña  del  orbe, 
solo  concedió  su  derecho  de  gentes  á  los  pueblos  qne  acataban  su 
dominio  y  se  inclinaban  ante  su  omnipotente  reyecía,  y  reservó 
exclusivamente  su  derecho  civil  para  aquellas  personas  que  in- 
corporadas á  su  organismo  político  habían  adquirido  legítima- 
mente el  título  de  ciudadano  romano.  Si  Roma  hubiese  impues- 
to á  sus  jueces  la  obligación  de  aplicar  en  determinados  casos 
leyes  de  otra  soberanía,  habría  abdicado  la  omnipotencia  á  que 
aspiraba,  y  el  mundo  conocido  habría  dejado  de  ser  orbe  romano 
para  constituirse  en  naciones  libres  é  independientes  que  hubieran 
echado  por  tierra  el  sistema  de  relaciones  sobre  que  reposaba 
la  ciudad  romana,  tanto  en  lo  interno  como  en  lo  externo.  Un 
solo  territorio  jurisdiccional  y  una  sola  soberanía  hacían  impo- 
sible la  creación  de  un  cuerpo  de  leyes  que  formase  lo  que  en 
los  tiempos  modernos  se  conoce  bajo  la  denominación  de  Dere- 
cho Internacional  Privado.  Roma  no  reconocía  derechos  de  nin- 
guna clase  á  los  pueblos  que  no  había  conquistado  ó  no  le  ren- 
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dían  el  debido  basallaje,  y  si  llegó  á  tolerar  transitoriamente 
las  instituciones  y  costumbres  de  aquellos  que  incorporaba  á  su 
absorvente  dominación,  ello  se  debe  exclusivamente  á  que  era 
avara  de  su  derecho  de  ciudad,  y  lo  era  por  que  estando  subordi- 
nado en  su  sistema  de  organización  el  hombre  al  ciudadano,  no 
podia  dar  al  extranjero  la  posesión  de  su  derecho  civil,  sin  inves- 
tirlo de  una  supremacía  política  que  hubiera  podido  minar  el 
predominio  universal  á  que  aspiró  siempre,  cegada  por  la  neu- 
rosis de  los  pueblos  seudo-elejidos. 

La  doctrina  de  la  personalidad  de  la  soberanía  solo  es 
compatible,  como  lo  indica  Savigny,  con  la  organización  em- 
brionaria de  los  pueblos  de  vida  nómade,  y  siendo  asi,  no  pue- 
de admitirse  que  los  romanos  encarasen  el  concepto  de  la  so 
beranía  con  el  mismo  personalismo  que  le  imprimían  los  pue- 
blos que  un  dia  debían  invadirla  y  repartirse  los  despojos  de  su 
vana  omnipotencia.  Roma  no  extendía  su  dominio  sobre  los  pue- 
blos que  no  aceptaban  su  vasallaje,  llevando  como  el  Germano 
sus  dioses  y  penates  sobre  el  lomo  del  caballo,  sino  que  por  el 
contrario  cada  una  de  sus  conquistas  agregaba  nuevos  terri- 
torios á  la  ciudad  romana.  Lejos,  pues,  de  ser  cierto  que  los 
conflictos  de  legislación  no  fuesen  posibles  entre  Roma  y  los 
pueblos  que  le  eran  estraños,  porque  la  soberanía  era  exclusi- 
vamente personal,  debe  afirmarse  por  el  contrario  que  tales 
conflictos  no  tenian  razón  de  ser,  porque  la  Ciudad  Eterna  no 
mantenía  relaciones  jurídicas  sino  con  los  pueblos  conquistados, 
y  no  admitía  jamás  como  un  hecho  normal  otra  soberanía  terri- 
torial que  la  propia. 

Tal  era  el  carácter  que  asumía  el  concepto  de  la  soberanía 
en  el  vasto  Imperio  Romano.  Véase  ahora  que  clase  de  revolu- 
ción se  operó  con  motivo  de  la  invasión  de  los  pueblos  del 
Norte. 

Al  llegar  al  territorio  de  la  Galia,  dice  un  jurisconsulto 
francés,  los  jefes  de  las  tribus  bárbaras  no  habían  tenido  tiempo 
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de  hacerse  legisladores  ni  dictar  leyes  conforme  al  cambio  que 
se  habia  producido  en  su  vida  nómade,  á  todos  los  pueblos  que 
iban  á  quedar  sometidos  á  su  autoridad.  Encontraron  mas  simple 
dejar  á  cada  uno  su  legislación  propia.  Los  galo-romanos  que 
habitaban  el  suelo  conquistado  el  dia  de  la  invasión  y  las  di- 
versas razas  germánicas,  sucesivamente  vencidas  por  los  Fran- 
cos, conservaron  unas  el  Derecho  Romano,  otras  sus  leyes  bár- 
baras por  una  concesión  del  vencedor,  que  naturalizó  así  apro- 
piándosela, la  legislación  extranjera. 

Cada  uno  seguía,  pues,  su  sistema;  la  ley  propia  de  su  raza. 
El  Franco  la  ley  ripuaria  ó  la  ley  sálica,  el  Romano  la  ley  ro  - 
mana;  es  así  como  pudo  suceder,  según  el  testimonio  de  Ago- 
bardo,  que  en  el  siglo  IX  de  nuestra  era,  no  se  encontrasen  reu- 
nidas cinco  personas  de  las  cuales  dos  obedeciesen  á  una  misma 
ley.  Sin  embargo,  al  lado  de  las  leyes  personales,  cuya  aplica- 
ción debia  por  su  naturaleza  dar  cabida  á  algunas  dificultades, 
se  vio  aparecer,  como  un  primer  vestigio  del  derecho  territorial, 
textos  legislativos  que  tenían  un  alcance  general  y  que  se  aplica- 
ban á  todas  las  personas  que  habitaban  dentro  de  los  límites  de 
la  Monarquía  Franca,  cualquiera  que  fuese  origen. 

Aparte  estas  excepciones  que  se  hacían  cada  vez  mas  nu- 
merosas, el  sistema  de  la  personalidad  de  las  leyes  subsistió, 
en  sus  rasgos  generales  hasta  fin  del  siglo  X.  En  este  momento 
se  produce  en  la  esfera  del  Derecho  una  revolución  importante, 
que  coincidiendo  con  el  establecimiento  del  régimen  feudal,  hace 
suceder  á  este  sistema  la  territorialidad  absoluta  de  las  costum- 
bres. Ya  no  es  la  raza,  la  que  determina  la  ley  aplicable  y  la 
condición  de  cada  uno,  pero  toda  ley  se  impone  á  la  universali- 
dad de  aquellos  que  habitan  el  territorio  para  el  cual  ha  sido  he- 
cha. Este  cambio  que  echó  por  tierra  todo  el  sistema  que  la  in- 
vasión de  los  bárbaros  había  hecho  prevalecer,  se  explica  natu- 
ralmente por  el  genio  propio  del  Feudalismo.  Este  reposaba  por 
completo  sobre  la  idea  del  predominio  de  la  tierra.  La  tierra,  dice 
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Michelet,  en  sus  Orígenes  del  Derecho  Francés,  es  todo  en  este 
sistema,  El  hombre  está  ligado  á  ella,  ha  tomado  nacimiento  en  la 
roca  en  que  se  eleva  su  torre.  Ninguna  tierra  sin  señor — ningún 
señor  sin  tierra. — Está  clasificado — calificado  por  su  tierra  — si- 
gue su  rango  y  lleva  su  nombre.  La  pcsée,  pero  al  mismo  tiem- 
po es  poseido  por  ella:  los  usos  de  su  tierra  dominan  á  este  al- 
tivo barón. — El  sistema  feudal  es  como  la  religión  de  la  tierra. 
Con  esta  idea  que  la  tierra  es  todo  bajo  el  sistema  feudal,  nos 
damos  fácilmente  cuenta  de  la  modificación  que  ha  esperimen- 
tado  el  Derecho  Bárbaro.  Por  la  fuerza  misma  de  las  cosas,  la 
vieja  distinción  de  las  raz:;s  sehabia  atenuado;  la  fusión  se  habia 
producido  en  las:  personas  y  en  las  costumbres.  Es  entonces  que 
los  señores  transforman  en  feudos  hereditarios  los  dominios  que 
habían  recibido  á  título  únicamente  vitalicio  de  los  reyes  francos 
y  pretendieron  ejercer  sobre  sus  tierras  una  soberanía  exclusiva; 
no  les  basta  ser  propietarios  del  suelo,  querían  también  reinar 
sobre  los  hombres  que  lo  habitaban;  querían  ser  legisladores. 
Cuando  ios  duques  y  los  condes,  llegan  á  ser  propietarios  de  sus 
ducados  y  condados,  el  personalismo  de  las  leyes  germánicas  ce- 
dió el  paso  al  establecimiento  hereditario  de  un  gobierno  local, 
El  franco,  es  visigodo,  etc.,  no  podia  ya  invocar  su  ley  personal 
y  nacional,  porque  la  nacionalidad  individual  cesa  de  distinguirse 
del  feudo.  Los  visigodos,  los  francos  etc.  no  eran  ya  sino  los  ha- 
bitantes, los  hombres  de  la  tierra  que  pertenecía  al  señor.  Es  la 
ley  de  este  señor  la  que  llegó  á  ser  la  ley  de  este  hombre.  Cada 
señor  tiene,  pues,  una  ley,  una  costumbre,  que  rige  á  todos  los 
habitantes  de  su  dominio,  y  esta  ley,  cualquiera  que  fuese  la  ma- 
nera como  se  formaba,  se  detenía  en  los  límites  de  su  soberanía. 
El  hombre  abandona  el  territorio  al  cual  está  ligado  por  los  la- 
zos de  la  gerarquía  social,  y  en  el  acto  es  considerado  como  es- 
traño  á  las  leyes  de  su  territorio.  Penetra  en  el  dominio  de  otra 
señoría,  al  punto  es  sometido  á  las  leyes  que  la  rigen,  c  Época 
confusa;  dice  Ortolan.  en  que  la  legislación,  acuñada  con  el  sello 
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del  feudalismo,  variaba  en  cada  parte  de  un  mismo  reino,  época 
en  que  bastaba  atravesar  un  rio,  una  cadena  de  montañas,  para 
encontrarse  regido  por  leyes  diferentes.  > 

La  historia  jurídica  de  las  instituciones,  en  sus  relaciones 
con  la  materia  del  Derecho  Internacional  Privado,  marca  tres 
épocas,  y  á  cada  una  de  ellas  corresponde  una  solución  especial 
del  problema  que  nos  preocupa  resolver  en  primer  término.  La 
primera  la  llena  el  mundo  antiguo,  con  su  teoría  del  derecho  de 
ciudad,  que  subordinaba  los  derechos  del  hombre  á  los  derechos 
del  ciudadano.  La  segunda  época  se  inicia  con  la  invasión  de  los 
pueblos  germanos  al  territorio  de  la  Galia,  y  aparece  por  primera 
vez  en  el  mundo  el  concepto  de  los  derechos  personales,  no  como 
atributo  exclusivo  y  peculiar  del  individuo,  sino  como  conse- 
cuencia de  la  raza  de  que  procede  aquel  que  lo  invoca.  La  épo- 
ca tercera  es  el  resultado  de  la  fusión  de  las  razas,  en  pueblos 
que  se  pusieron  en  contacto  al  abandonar  su  vida  nómade  y 
vagabunda.  En  esa  nueva  época  el  derecho  personal  no  desapa- 
rece por  completo  al  confundirse  los  pueblos  de  distinto  origen, 
pues  si  la  soberanía  pasó  a  ser  territorial,  surjió  como  base  del 
nuevo  organismo  político,  la  soberanía  del  propietario,  pero  úni- 
camente del  propietario  de  la  tierra;  pues  era  lógico  que  al  ex- 
tinguirse con  la  fusión  de  las  razas  el  rasgo  prominente  de  los 
pueblos  de  vida  nómade,  surjiese,  como  fuente  de  una  nueva 
soberanía,  aquel  bien,  que  al  dar  estabilidad  al  germano,  echaba 
los  cimientos  de  una  misma  organización  social  y  política. 

En  las  dos  primeras  épocas,  por  razones  opuestas,  pero 
perfectamente  esplicables,  la  soberanía  asume  un  carácter  perso- 
nal. En  Roma,  aparentemente,  por  que  no  reconociendo  mas  so- 
beranía que  la  propia  y  aspirando  al  dominio  universal,  no  podía 
circunscribir  el  de  sus  leyes  dentro  de  determinados  límites  y 
en  los  primeros  siglos  de  la  invasión  de  los  bárbaros  porque, 
dada  su  vida  nómade,  no  podían  los  pueblos  del  Norte  mante- 
ner otro  vínculo  de  cohesión  que  el  de  la  raza.  Solo  en  la  época 
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feudal  asume  el  concepto  de  la  soberanía  carácter  territorial,  si 
bien  en  la  realidad  de  las  cosas,  el  personalismo  de  los  bárbaros 
se  habia  transformado,  sin  extinguirse  por  completo.  El  conflicto 
se  produjo  entonces,  no  entre  los  derechos  personales  de  las 
distintas  razas,  sino  entre  el  derecho  personal  del  propietario 
de  la  tierra  y  los  demás  derechos  personales  del  individuo — de 
ahí  la  doctrina  de  los  estatutos  reales  y  personales. 

Pues  bien,  esas  tres  grandes  épocas  de  la  historia  que  las 
llenan  Roma,  los  bárbaros  del  Norte  y  el  Feudalismo,  han  dado 
origen  á  los  tres  sistemas  que  han  predominado  hasta  nuestros 
dias  en  la  ciencia  del  Derecho  Internacional  Privado.  El  sistema 
de  la  nacionalidad — el  de  los  estatutos — y  el  de  la  ley  territo- 
rial basada  exclusivamente  en  el  derecho  de  propiedad  de  la  tie- 
ra.  El  primero,  esto  es,  el  de  la  nacionalidad,  por  un  verdadero 
anacronismo  jurídico  reproduce  en  los  tiempos  modernos,  según 
la  expresión  del  sabio  jurisconsulto  brasilero  Freitas,  la  teoría 
del  derecho  de  ciudad  ó  quiritario,  como  fundamento  de  los  de- 
rechos civiles  ó  de  carácter  puramente  privado,  y  pretende  apli- 
car á  las  naciones  modernas  el  personalismo  de  los  pueblos  de 
vida  nómade.  El  segundo  tiene  por  origen  el  derecho  de  la  raza, 
en  colisión  con  el  derecho  personal  del  propietario  que  tiende 
á  localizar  aquella  en  determinado  territorio,  y  el  tercero  que 
arranca  del  derecho  privado  de  propiedad  de  la  tierra  el  concep 
to  de  la  soberanía,  la  divide  en  territorial  ó  personal,  según  se 
ejerza  ésta  sobre  bienes  muebles  ó  inmuebles. 

El  sistema  de  los  estatutos  tiende  á  desaparecer  y  solo 
quedan  en  pié  y  en  actitud  de  lucha  la  teoría  de  la  nacionalidad 
representada  por  el  Código  Civil  Italiano  y  la  de  la  ley  territo- 
rial, con  exclusiva  aplicación  á  los  bienes  inmuebles,  que  mantie- 
nen todavía  la  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos  de  América. 

Otro  es  el  concepto  que  ha  asumido  la  soberanía  en  los 
tiempos  modernos,  y  nada  tiene  de  común  con  el  que  dominó  en 
toda  la  Europa  desde  la  invasión  de  los  bárbaros  hasta  la  Revo- 
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lución  del  89.  En  el  derecho  moderno,  la  raza  se  ha  localizado 
en  determinado  territorio,  transformándose  sus  condiciones  de 
organización  típica  en  la  fusión  de  las  personas  y  de  las  costum- 
bres, pero  la  soberanía  no  es  hoy  el  derecho  del  propietario,  si- 
no que  radica  en  la  Nación,  se  ejercita  en  nombre  del  pueblo,  y 
es  en  virtud  de  un  interés  público  y  nacional  y  no  personal  ó 
de  determinada  casta,  que  rige  y  gobierna  todo  lo  que  existe  y 
se  radica,  sea  persona  ó  cosa,  dentro  del  territorio  del  Estado. 

Según  este  nuevo  concepto  de  la  soberanía,  dada  la  oposi- 
ción de  las  leyes  nacionales  y  extranjeras,  no  debe  ya  discutir- 
se si  las  leyes  son  reales  ó  personales,  si  las  personas  son  na- 
cionales ó  extranjeras  ó  si  las  leyes  son  de  orden  público  ó  pri- 
vado. Lo  que  ante  todo  interesa  averiguar  es  el  lugar  en  que  se 
localiza  el  acto  jurídico  que  vincula  una  persona  á  otras  perso- 
nas, ó  á  las  personas  con  las  cosas.  El  conflicto  de  soberanía  que 
trata  de  resolver  el  Derecho  Internacional  Privado  es  puramen- 
te territorial;  nada  tiene  que  hacer  la  soberanía  personal  que  las 
naciones  ejercitan  sobre  sus  ciudadanos  con  las  relaciones  jurí- 
dicas de  carácter  puramente  privado. 

Es  ese  el  criterio  que  ha  determinado  fundamentalmente 
todas  y  cada  una  de  las  estipulaciones  del  Tratado  de  Derecho 
Civil  Internacional  y  el  que  consulta  mejor  que  otro  ninguno,  las 
legítimas  conveniencias  de  los  Estados  y  está  mas  en  armonía 
con  el  concepto  de  la  soberanía  en  los  tiempos  modernos.  Asi, 
al  tratar  del  régimen  de  los  bienes,  no  ha  tenido  en  cuenta  ni  su 
naturaleza,  ni  la  nacionalidad  ó  domicilio  de  sus  propietarios,  y 
ha  establecido  en  su  artículo  23,  que  los  bienes  son  exclusiva- 
mente regidos  por  la  ley  del  lugar  donde  existen,  en  cuanto  á 
su  respectiva  calidad,  á  su  enagenabilidad  absoluta  ó  relativa,  á 
la  posesión,  y  á  todas  las  relaciones  de  carácter  real  de  que  son 
susceptibles.  Del  mismo  modo,  á  los  efectos  de  esa  disposición, 
ha  declarado  en  los  artículos  24,  25  y  26,  que  los  buques  en 
aguas  no  jurisdiccionales  se  reputan  situados  en  el  lugar  de  su  ma- 
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trícula,  los  cargamentos  en  el  lugar  de  su  destino  definitivo  y  los 
derechos  creditorios  en  el  lugar  en  que  la  obligación  de  su  refe- 
rencia debe  cumplirse. 

Con  el  mismo  criterio  de  solución,  tomando  en  cuenta  los 
conflictos  á  que  pueden  dar  lugar  los  actos  jurídicos,  los  manda 
regir  pos  los  artículos  32  á  39  tanto  en  su  forma  como  en  su  fon- 
do, por  la  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse,  y 
á  los  efectos  de  esa  disposición  declara: 

i.°  Que  los  contratos  sobre  cosas  ciertas  é  individualiza- 
das deben  cumplirse  en  el  lugar  donde  ellas  existan  al 
tiempo  de  su  celebración. 

2.°  Que  los  que  recaigan  sobre  cosas  determinadas  por  su 
género  ó  de  naturaleza  fungible  deben  cumplirse  en  el 
lugar  del  domicilio  del  deudor,  al  tiempo  en  que  fue- 
ron celebrados. 

3.0  Que  los  que  versen  sobre  prestación  de  servicios  de- 
ben cumplirse: 

{a)  Si  recaen  sobre  cosas  en  el  lugar  donde  ellas  existían  al 
tiempo  de  su  celebración. 

(p)  Si  su  eficacia  se  relaciona  con  algún  lugar  especial,  en 
aquel  donde  hayan  de  producir  sus  efectos. 

(c)  Fuera  de  estos  casos,  en  el  lugar  del  domicilio  del  deu- 
dor, al  tiempo  de  la  celebración  del  contrato;  y 

4.0  que  las  obligaciones  que  nacen  sin  convención  deben 
cumplirse  en  el  lugar  donde  se  produjo  el  hecho  líci- 
to ó  ilícito  de  que  proceden. 

Dos  únicas  excepciones  contiene  la  regla  que  radica  el 
asiento  jurídico  de  los  actos  en  el  lugar  en  que  producen  sus  efec- 
tos, y  son  él  contrato  de  permuta  sobre  cosas  situadas  en  distin- 
tos lugares,  regidos  por  leyes  disconformes,  y  la  forma,  de  los 
instrumentos  públicos. 
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En  cuanto  á  la  primera  excepción,  es  ante  la  imposibili- 
dad jurídica  de  suponer  que  los  contrayentes  han  entendido  li- 
garse de  diversa  manera  y  con  arreglo  á  distintas  legislaciones, 
que  el  artículo  35  establece  que  las  permutas  de  bienes  situados 
en  distintos  territorios,  sujetos  á  leyes  disconformes,  se  rigen  por 
la  ley  del  domicilio  de  los  contrayentes,  si  fuese  común  al  tiem- 
po de  celebrarse  el  contrato,  y  por  la  ley  del  lugar  en  que  la 
permuta  se  celebró,  siTuese  distinto. 

Respecto  al  instrumento  público,  la  forma  del  lugar  en  que 
se  otorga  se  impone  á  los  contratantes,  por  la  imposibilidad  le- 
gal en  que  se  encuentran  de  hacer  uso  de  las  que  están  determi- 
nadas por  la  ley  del  país  en  que  el  acto  ó  contrato  vá  á  producir 
sus  efectos  jurídicos.  En  resumen,  en  vez  de  la  regla  «iocus  regit 
actum,»  con  el  aditamento  de  excepciones,  de  todo  género,  que  la 
anulan  por  completo,  se  ha  consignado  en  el  Tratado  de  Derecho 
Civil  un  principio  aplicable  á  todas  las  relaciones  que  produce, 
el  derecho  de  las  obligaciones,  sin  más  excepciones  que  las  rela- 
tivas á  la  forma  de  los  actos  y  contratos  que  constan  de  instru- 
mento público,  excepción  ésta  que  confirma  la  regla  relativa  al 
lugar  en  que  el  contrato  produce  sus  efectos,  puesto  que  solo 
se  acepta  en  atención  á  que  los  funcionarios  públicos  no  pueden 
en  el  ejercicio  de  su  cargo,  desempeñar  su  mandato,  sino  con 
arreglo  á  las  leyes  del  país  en  que  lo  ejercen. 


: 
11 


Es  á  la  luz  de  estos  principios  que  han  recibido  la  sanción 
del  Congreso  que  la  Comisión  en  cuyo  nombre  tengo  el  honor 
de  informar,  ha  creido  deber  codificar  el  Derecho  Comercial  In- 
ternacional. 

El  Proyecto  del  Tratado  que  contiene  esa  codificación, 
abarca  la  materia  bajo  todas  sus  faces,  y  comprende  la  solución  de 
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todos  los  conflictos  que  pueden  originarse  de  la  diversidad  de  le- 
yes internas  que  rigen  el  comercio  terrestre  y  marítimo  de  las 
Naciones. 

Aunque  no  se  ha  desconocido  la  importancia  que  ha  asu- 
mido en  estos  últimos  años  esta  clase  de  cuestiones,  la  Comisión 
ha  encontrado  pocos  elementos  de  trabajo  que  utilizar  en  el  lleno 
de  la  tarea  que  le  ha  sido  impuesta.  Fuera  de  algunas  páginas 
que  sobre  determinadas  materias  del  Derecho  Comercial  se  en- 
cuentran en  las  obras  de  Derecho  Internacional  Privado,  y  de 
una  que  otra  disertación  provocada  por  las  soluciones  dadas  por 
los  tribunales  sobre  casos  prácticos,  el  único  trabajo  serio  y  me- 
tódico que  se  conoce,  hasta  el  presente,  lo  constituye  el  Pro- 
yecto de  la  Comisión  respectiva  del  Congreso  Jurídico  de  Lima 
y  el  erudito  informe  que  le  sirve  de  exposición  de  motivos,  re- 
dactado por  el  eminente  jurisconsulto  peruano  Doctor  Don  An- 
tonio Arenas.  Sin  embargo,  la  Comisión  á  la  vez  que  ha  recono- 
cido la  importancia  de  ese  trabajo,  recomendándolo  especial* 
mente  á  la  atención  del  Honorable  Congreso  en  su  nota  de  fecha 
17  de  Octubre  último,  se  ha  visto  en  la  necesidad  de  ampliarlo 
en  las  mismas  materias  de  que  se  ocupa  y  lo  ha  completado  con 
el  estudio  y  codificación  de  otras,  que  dan  á  menudo  origen  á  con- 
flictos de  legislación  que  habia  alta  conveniencia  en  solucionar, 
y  que  se  relacionan  muy  especialmente  con  el  comercio  marí- 
timo de  las  Naciones. 

Si  en  el  comercio  terrestre  los  conflictos  se  originan  con 
respecto  á  las  letras  de  cambio,  á  las  sociedades  comerciales  y 
á  Jas  quiebras;  en  el  comercio  marítimo  se  presentan  como  con- 
secuencia de  la  diversidad  de  las  leyes  internas  sobre  seguros, 
préstamos  á  la  gruesa,  contratos  de  fletamentos,  averías  comu- 
nes y  particulares,  choques  ó  abordajes,  naufragios  y  en  todo 
lo  que  se  relaciona  con  las  obligaciones  de  la  gente  de  mar  y 
contratos  de  ajuste  que  celebran. 

Los  dos  primeros  títulos  del   Proyecto  se   ocupan   de    las 
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entidades  que  constituyen  en  el  Derecho  Mercantil  las  personas 
que,  siguiendo  la  denominación  del  Derecho  Civil,  se  distinguen 
en  personas  jurídicas  y  personas  privadas.  Esas  personas  son  en 
el  Derecho  Comercial  los  comerciantes  y  las  sociedades. 

Admitida  la  distinción  entre  actos  de  comercio  y  actos  ci- 
viles, el  primer  conflicto  que  corresponde  solucionar  es  el  si- 
guiente: ¿Cuál  es  la  ley  que  debe  determinar,  si  un  acto  tiene 
carácter  comercial  ó  es  puramente  civil? 

En  conformidad  á  los  principios  consignados  en  la  mate- 
ria civil,  la  Comisión  no  ha  vacilado  en  establecer,  «que  los 
actos  jurídicos  serán  considerados  actos  de  comercio  ó  del  fue- 
ro civil,  con  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  se  efectúan;  ya  sea 
que  tengan  por  causa  obligaciones  convencionales,  ó  se  pro- 
duzcan sin  convención  alguna.» 

El  artículo  2.°  se  ocupa  de  los  comerciantes,  y  como  no 
todas  las  leyes  determinan  de  un  mismo  modo  la  calidad  de  co- 
merciante, el  conflicto  puede  surjir  y  dar  lugar  á  que  se  cuestio- 
ne, con  arreglo  á  que  ley  debe  fijarse,  no  solo  la  comercialidad 
del  acto,  sino  también  el  carácter  que  reviste  la  persona  que  lo 
ejecuta. 

Con  arreglo  á  la  doctrina  de  la  territorialidad  de  la  ley, 
entendida  en  su  sentido  filosófico,  que  sirve  de  principios  á  los 
Tratados  que  ya  se  han  sancionado,  no  puede  aplicarse  al  agen- 
te de  un  acto  jurídico,  para  determinar  su  calidad  de  comercian- 
te ó  de  persona  civil,  sino  la  ley  del  país  en  que  ejerce  su  pro- 
fesión, y  tal  es  el  espíritu  del  artículo  2.°  el   que   establece  que: 

«Las  personas  físicas  ó  jurídicas  serán  ó  no  calificadas  de 
>  comerciantes  según  la  ley  del  país  en  que  tiene  lugar  los 
»  actos  que  esas  personas  ejerciten.  > 

Del  mismo  modo,  tanto  los  comerciantes  como  los  agen- 
tes auxiliares  del  comercio  ejercen  su  profesión  bajo  el  imperio 
de  una  legislación  especial  y  es  justo  también  que  unos  y  otros 
estén  sujetos  á  las  leyes  del  país  á  quien  afectan  con  sus   actos. 
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EÍ  comerciante,  en  el  Derecho  Mercantil  puede  conside- 
rarse como  una  de  tantas  personas  naturales,  análogas  á  las  que 
existen  en  el  orden  puramente  civil;  pero  la  naturaleza  y  desen- 
volvimiento de  las  relaciones  mercantiles  reclaman  á  menudo  la 
asociación  de  grandes  capitales,  y  desaparece  entonces  la  per- 
sonalidad del  comerciante  para  dar  lugar  á  la  creación  de  una 
entidad  que  dispone  de  mayor  número  de  elementos  de  acción 
que  no  están  al  alcance  de  la  iniciativa  individual,  siempre  rela- 
tivamente débil  y  limitada.  Me  refiero  á  las  asociaciones  consti- 
tuidas en  personas  jurídicas. 

La  constitución  de  toda  sociedad  pone  en  tela  de  juicio 
las  siguientes  cuestiones: 

¿Qué  ley  rige  su  forma  externa?  ¿Cuál  es  la  legislación 
aplicable  á  las  relaciones  jurídicas  que  la  sociedad  crea  entre 
los  socios  y  que  aquella  mantiene  con  terceros? 

Como  la  sociedad  afecta  con  sus  actos  el  territorio  en 
que  está  domiciliada,  y  es  el  país  de  su  domicilio  el  que  tiene 
ínteres  en  regirla  por  sus  leyes,  el  artículo  4.0  del  Proyecto  es- 
tablece que:  «  el  contrato  de  sociedad  se  lige  tanto  en  su  forma 
»  como  respecto  á  las  relaciones  jurídicas  entre  socios,  y  entre 
2>  éstos  y  los  terceros,  por  la  ley  del  país  en  que  la  sociedad  tie* 
*  ne  su  domicilio.» 

Como  el  domicilio  determina  el  lugar  donde  la  sociedad 
ejerce  su  comercio  y  se  ha  establecido  en  el  Tratado  de  Dere- 
cho Civil  Internacional,  sancionado  por  el  Honorable  Congreso 
que  los  actos  jurídicos,  aún  aquellos  de  carácter  convencional, 
deben  regirse  por  la  ley  del  lugar  en  donde  se  cumplen  ó  pro- 
ducen sus  efectos,  y  no  por  la  ley  del  país  de  su  celebración,  la 
Comisión  no  ha  vacilado  en  establecer  la  misma  doctrina  con 
respecto  á  los  contratos  de  sociedad,  y  ha  determinado  en  su 
consecuencia  que  la  forma  y  las  relaciones  jurídicas  entre  so- 
cios y  de  la  sociedad  con  terceros,  se  rigen  por  las  leyes  del 
país  en  que  tienen  constituido  su  domicilio  comercial. 
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Las  sociedades  mercantiles  revisten  en  general  el  carác- 
ter de  personas  jurídicas;  y  como  en  esa  calidad  son  una  crea- 
ción de  la  ley,  ha  surjido  la  cuestión  relativa  á  determinar, 
cual  es  la  ley  que  debe  aplicarse  á  las  sociedades  constituidas 
en  esa  forma,  en  el  caso  en  que  estén  establecidas  ó  domi- 
ciliadas en  un  territorio  y  practiquen  operaciones  comerciales 
en   otro. 

«El  Proyecto  que  la  Comisión  presidida ,por  el  Doctor 
2>  Arenas  presentó  al  Congreso  Jurídico  de  Lima,  solucionó  ese 
>  conflicto  en  esta  forma: 


Articulo  1/ 

»  Las  sociedades  extranjeras  serán  reconocidas  como  per- 

>  sonas  jurídicas  para  celebrar  contratos  ó  ejercer  sus   acciones 

>  ante  el  poder  judicial,  si  se  sujetan  á  las  leyes  de  la  República 
y  sobre  registro  y  publicación  ele  los  actos  sociales. 

Artículo  18 

»  Las  sucursales,  factorías  ó  agencias  estables,  instituidas 
*  en  la  República  por  una  sociedad  extranjera,  se  consideran  do- 
»  miciliadas  en  el  lugar  donde  residen;  y  estarán  sujetas  á  la  ju- 
»  risdicción  de  las  autoridades  locales  en  lo  concerniente  á   las 

>  operaciones  que  practiquen. 

»  He  aquí  en  que  términos  justifica  el  miembro  informan- 
i  te  la  doctrina  de  ios  dos  artículos  transcritos. 

»  En  cuanto  á  las  sociedades  extranjeras  de  que  se  traía 
i  en  el  título  2.°,  el  sistema  político  de  ia  América  Republicana 
»  indica  el  sendero  que  ha  de  seguirse  al  uniformar  en  esta  parte 

>  sus  legislaciones.  Es  preciso  no  imponer  á  esas  sociedades  ta- 

jos 
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»  les  trabas  que  impidan  el  desenvolvimiento  de  sus   relaciones 

>  mercantiles  6  industriales;  pero  tampoco  es  conveniente  otor- 
í  garles  una  libertad  tan  amplia  que  origine  grandes  abusos  y 
»  dañe  los  intereses  de  los  que  incautamente  pueden  ser  aluci- 

>  nados  por  ofrecimientos  engañosos.  Hallar  el  medio  de  evitar 

>  estos  dos  escollos,  poniendo  en  armonía  las  grandes  ventajas 
s  de  la  asociación  con  los  principios  tutelares  del  orden  civil,  es 

>  el  objeto  á  que  se  han  dirijido  nuestros  esfuerzos. 

»  La  Bélgica  es  la  Nación  que  principalmente  se  ha  con- 
2>  traido  á  establecer  algunas  reglas  de  Derecho  Internacional 
y  Privado  sobre  esta  materia.  Cuando    el  Código  Comercial  de 

>  Francia  regía    enteramente   en  ese    Estado,  se  promovió  una 

>  fuerte  controversia  sobre  si  las  sociedades  extranjeras  podían 
»  ser   reconocidas  como  verdaderas   personas  jurídicas  y  si  por 

*  tanto  estaban  autorizadas  para  ocurrir  en  nombre  propio  á  los 
»  tribunales  del  país.  Esa  cuestión  no  era  entonces  meramente 
i  especulativa:  era  una  cuestión  de  gran  interés,  especialmente 

>  respecto  de  las  sociedades    francesas  de  seguros,  las  cuales 

>  realizaban  en  Bélgica  muchas  é  importantes  operaciones.  Por 
2>  un  decreto  de  la  Corte  de  Casación,  expedido  en  22  de  Julio 
2  de  1847,  la  cuestión   fué  resuelta  de  una  manera  favorable  á 

*  las  sociedades   extranjeras.  Ellas  fueron  reputadas  como  per- 

>  sonas  jurídicas  y  hábiles  por  consiguiente  para  contratar  y 
»  promover  sus  acciones  ante  las  autoridades  belgas.  La  Corte 
»  fundó  su  decreto  en  el  artículo  3.0    del  Código   de    Napoleón 

>  adoptado  íntegramente  en  Bélgica  como  Código  Civil  del  Es- 
2>  tado.  Si  los  belgas,  se  dijo,  aunque  residan  fuera  del  Reino,  es- 

>  tan  sujetos  á  las  leyes  de  Bélgica,  por  reciprocidad  las  leyes 
2  extranjeras  también   regirán  á  los   extranjeros,  sin   distinguir 

>  entre  personas  físicas  ó  jurídicas,  pues  el  citado  artículo  no  ha- 
»  ce  tal  distinción. 

>Esa  doctrina  estaba  apoyada  en  una   base   científica:  era 

>  conforme  al  principio  adoptado  por  el   Código    Civil,   y   por 
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i  tanto  parecía  digno  de  la  aprobación  general.  No  obstante,  la 
2»  decisión  de  la  Corte  fué  censurada  é  impugnada  por  algunos 
»  profesores  del  derecho.  Las  impugnaciones  fueron  tan  acalo- 
2>  radas  que  surtieron  su  efecto;  y  la  Corte  se  consideró  obligada 

>  á  retractarse,  resolviendo  que  las  sociedades  extranjeras,  aún- 
»  que  constituidas  conforme  á  la  ley  de  su  país,  no  podian  tener 
»  en  Bélgica  una  existencia  legal. 

»E1  fundamento  de  esta  nueva  decisión  se  redujo  á  expo- 
»  ner  que  la  soberanía  de  un  Estado  se  limitaba  á  su  territorio; 
»  y  de  esta  consideración  se  quiso  deducir  que  los  actos    de   un 

>  poder  estraño,  no  podrían  ser  eñcaces  en  Bélgica.  Una  ley 
»  posterior  vino  en  cierto  modo  á  confirmar  esta  doctrina  y  dis- 

>  puso  que  las  sociedades  francesas  aunque  autorizadas   por   su 

>  Gobierno,  no  fuesen  consideradas  en  Bélgica   como   personas 

>  jurídicas  sino  con  la  condición  de  reciprocidad,   declarándose 

>  al  mismo  tiempo  que  esta  regla  era  extensiva   á   cualesquiera 

>  otras  sociedades  extranjeras. 

*  Asi  continuaron  las  cosas  por  algunos  años;  pero   ideas 

>  mas  liberales  iban  ganando  terreno  poco  á  poco;  y  al    fin    en 

>  1 8  de  Mayo  de  1873  otra  ley  posterior,  reformando  el  libro  3.0 

>  del  Código  de  Comercio,  adoptó  una  nueva  y  mas  provechosa 

>  jurisprudencia,  sancionando  las  reglas  siguientes: 

»  1.a     Las  sociedades  anónimas  y   cualesquiera  otras,  ya 

>  sean  comerciales  ó  industriales  que  se  han  estable- 
»  cido  y  tienen  su  asiento  en  país  extranjero,  podrán 

>  ejecutar  sus  operaciones  en  Bélgica  y  presentarse 
»  en  juicio. 

})  2.a     Toda  sociedad  cuyo  principal  establecimiento  exis- 

>  ta  en  Bélgica,  está  sujeta  á  la  ley  Belga  aunque   el 

>  acto  constitutivo  se  haya  realizado  en   un  país   ex- 

>  tranjero. 

1  3.a     Los  artículos  del  Código  de  Comercio  relativos  ala 
2>  publicación  de  los  actos   y   balances   sociales,   así 
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>  como  el  artículo  66  (3)  son  aplicables  á   las   socio 
»  dades  extranjeras  que  tengan  en  Bélgica   una   su- 
»  cursal  ó  un  asiento  cualquiera  de  operaciones.  (-) 
»  Cuando  se  trató  de  reformar  el  Código  Italiano   de   Co- 

>  mercio,  las  disposiciones  contenidas  en  la  ley  belga  se  tuvic- 
»  ron  presentes  y  no  dejaron  de  contribuir  á  que  la  comisión 
»  nombrada  para  proyectar  las  reformas,  aprobase  algunas  re» 
»  glas  con  el  designio  de  concederlas  garantías  posibles   a   las 

>  sociedades  extranjeras. 

>:No  parecerá  inoportuno  insertar  aquí  lo  que  el  Ministro 

>  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  expuso  en  la  Memoria, 
»  dirigida  a  la  Comisión  Reformadora,  al  principio  de  sus  la- 
»  bores. 

»  Dos  sistemas  opuestos,  dijo,  pueden  adoptarse  respecto 
»  de  las  sociedades  extranjeras.  Se  puede  reconocerlas  y  permi- 

>  tir  que  obren  en  nuestro  país  cuando  son  organizadas  según 
»  la  ley  de  su  Nación;  y  también  se  puede  rehusar  su  reconoci- 
»  miento  y  la  facultad  de  que  ejerzan  sus  funciones  en  nuestro 
»  Estado,  cuando  no  se  han  organizado  según  la   ley  italiana. 

>  Ambos  sistemas  están  simultáneamente  en  vigor  entre  no- 
*  sotros,  y  esto  depende  de  la   variedad  de  las  convenciones  in- 

>  ternacionales  celebradas  con  países  diversos,  según  que  ellas 
»  estaban  ó  no,  dispuestas  á  consentir  en  la  reciprocidad.  En  el 
»  primero  de  esos  sistemas  se  corre  el  riesgo  de  permitir,  como 

>  sucede  actualmente,  que  operen  en  el  Estado  sociedades  cons- 
}  tituidas  sobre  bases  menos  restrictivas,  ó  si  se    quiere,  menos 

>  prudentes  que  aquellas  en    que  se  funda  la  organización  de 


(')  El  artículo  de  que  so  li;il>l;i  en  esta,  parte  de  la  ley,  dispone  que  todos 
los  actos,  facturas,  anuncios  y  otras  piezas  emanadas  de  una  sociedad  anónima, 
contengan  la  denominación  social  precedida  ó  seguida  de  estas  palabras:  «socio- 
dad  anónima.»  Se  prescribe,  además,  que  si  las  referidas  piezas  anuncian  el  capi- 
tal social  designen  el  que  resulte    del  último  balance, 

(2)  Véase  en  el  diario  de  Derecho  Internación  al  Privado,  año  1877,  página 
381,  el  artículo  de  Namur,  catedrático  de  Lieja,  sobre  la  situación  de  las  socieda- 
des extranjeras  en  Bélgica. 
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>  nuestras  sociedades.  Adoptando  el  segundo  sistema,  se  opone 
»  un  gran  obstáculo  al  desarrollo  del  comercio,  el  cual  multipli- 
)>  ca  todos  los  días  sus  relaciones  internacionales  y  exige  que 
*  las  sociedades  de  un  Estado  puedan  ejercer  libremente  sus  fun- 
»  ciones  en  otro.  Debe  notarse  que  los  daños  provenientes  de 
»  reconocer  sin  condición  las  sociedades  constituidas  en  un  país 
»  extranjero  viene  disminuyéndose  gradualmente;  porque  las 
3  legislaciones  de  los  Estados  sobre   materia  de  sociedades,  se 

>  aproximan  cada  dia  más,  y  en  la  actualidad,  todas  son  diriji- 
»  das  por  los  mismos  principios  fundamentales. 

»  El  proyecto  belga  ha  adoptado  un   sistema   intermedio, 

>  que  en  mi  concepto  evita  los  defectos  de  los  otros  dos  al  paso 

>  que  reúne  sus  ventajas;  y  yo  quisiera  que  en  conformidad  con 
»  aquel  proyecto  se  adoptara  la  regla  de  que  la  sociedad  mer- 
»  cantil  constituida  en  un  país  extranjero   pudiese    obrar   libre- 

>  mente  y  presentarse  ante  la  autoridad    del    Reino;    pero    que 

>  aquellas  que  tuviesen  su  principal  establecimiento  ó  ejerciesen 
»  principalmente  su  industria  en  Italia,  aunque  establecidas  en  un 
?  país  extranjero,  estuviesen  enteramente  sujetas  ala  ley    italia- 

>  na.  Esto  me  parece  conforme  á  razón,  y  además  se  evitaría  así 

>  que  los  promotores  de  una  sociedad  que  debe  vivir  y  obrar  en 

>  el  Reino,  puedan  sustraerla  á  nuestra  ley  y  colocarla  bajo  el 
s  imperio  de  una  ley  extraña  con  solo  el  artiñcio  de  celebraren 
5  otro  Estado  el  acto  de  su  constitución. 

>  Por  último  las  sociedades  que  tengan  su  principal  esta- 
»  blecimiento  ó  ejerzan  principalmente  su  industria  en  un  país 
»  extranjero,  cuando  establezcan  en  el  Reino  su  asiento,    sucur* 

>  sales  ó  factorías  permanentes,    deberán    sujetarse    á  nuestras 

>  disposiciones  relativas  á  la  publicación  de  los  actos,  estatutos, 
2  cuentas  y  balances;  y  las  personas  encargadas  de  la  gestión  de 

>  las  factorías,  sucursales  ó  asiento  principal,  deberán  tener  con 
»  respecto  á  un  tercero,  la  misma  responsabilidad  á  que  son  li- 

>  gados  los  administradores  de  sociedades  italianas.  Así  la  socie- 
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»  dad  extranjera  que  ejerza  sus  operaciones  en  Italia  estará  su- 

>  jeta  á  la  ley  italiana  en  la  parte  mas  esencial  y  en  aquella  que 

>  puede  serle  prácticamente  aplicable. 

»  La  Comisión  después  de  haber  considerado  esta  impor- 

>  tante  memoria  aprobó  el  proyecto  que  sigue: 

>  i.°     La  sociedad  constituida  en  país  extranjero  está   su- 

» jeta  á  las  normas  y  formalidades  prescriptas  para 
»  la  sociedad  nacional  y  á  lo  dispuesto   en   el  artí- 

>  culo  23,  si  tiene  en  el  Reino  su  asiento,  un  es- 
s  tablecimiento  ó  una  agencia  estable. 

»  2.0     Si  la  forma  es  diversa  de  las  indicadas    en  el   artí- 

>  culo  3.0;  se  observarán  las  formalidades  prescrip- 
:>  tas  para  la  sociedad  anónima. 

>  3.0     Las  sociedades  extranjeras   que   tienen   algún   es- 

>  tablecimiento  en  otro  Estado  ó  lo  instituyen  des- 
»  pues  de  haberse  organizado,  deben  indicarlo,  en 
s>  el  primer  caso,  por  el  acto  de  su  publicación,  y 
»  en  el  segundo  por  acto  adicional  que  será  firma- 
»  do  por  su  representante. 

>  4,°     La  inobservancia  de  cualquiera  de  las  disposiciones 

»  arriba  expresadas,  ademas  de  producir  la  con- 
»  secuencia  legal  sancionada  para  las  sociedades 
»  nacionales,  hará  en  todo  caso  responsable  de  to- 
5  dos  los  compromisos  sociales  á  sus  directores, 
»  administradores  ó  personeros.  » 

Los  precedentes  que  invoca  el  Doctor  Arenas,  en  la  par- 
te del  informe  que  queda  transcripto,  nos  demuestra  que  son 
dos  los  sistemas  que  se  han  presentado  para  solucionarlos  con- 
flictos de  legislación  á  que  pueden  dar  lugar,  en  el  Derecho 
Internacional  Privado,  las  sociedades  ó  asociaciones  que  asumen 
el  carácter  de  personas  jurídicas. 


Según  eí  primor  sistema,  las  sociedades  de  esa  naturaleza 
no  tienen  existencia  legal,  sino  en  el  país  en  que  están  domici- 
liadas, ó  en  el  cual  han  sido  constituidas.  Si  pretenden  ejercer 
actos,  de  cualquier  carácter  que  sean,  en  otro  Estado,  es  nece- 
rario  que  se  radiquen  en  su  territorio,  se  ajusten  á  sus  leyes,  y 
sean  también  reconocidas  como  personas  jurídicas. 

Según  el  sistema  opuesto,  las  sociedades  que  asumen  el 
carácter  de  personas  jurídicas,  dtben  tener  existencia  legal  en 
todas  partes,  siempre  que  se  hayan  constituido  con  arreglo  alas 
leyes  de  su  domicilio. 

Los  que  sostienen  esta  doctrina  aplican  á  las  sociedades 
convertidas  en  personas  jurídicas,  el  viejo  sistema  de  los  estatu- 
tos y  arguyen  con  que  la  capacidad  de  esa  clase  de  personas,  del 
mismo  modo  que  la  capacidad  de  la  persona  natural,  constitu- 
ye un  estatuto  personal;  que  las  leyes  personales  siguen  á  la 
persona  á  todas  partes,  y  que  así  como  se  reconoce  que  la  ca- 
pacidad de  la  persona  privada  se  rige  por  la  ley  de  su  domicilio, 
del  mismo  modo  debe  establecerse  que  la  capacidad  6  la  exis- 
tencia legal  de  la  persona  jurídica  está  subordinada  exclusiva- 
mente á  la  ley  de  su  domicilio, 

Los  que  así  razonan,  no  tienen  presente  que  las  sociedades 
ó  asociaciones  con  carácter  de  persona  jurídica  no  deben  su 
existencia  á  la  naturaleza  y  sí  á  la  voluntad  de  los  asociados. 
Olvidan  también  que  la  voluntad  de  las  partes,  tratándose  de  la 
constitución  de  la  persona  jurídica,  está  limitada  por  principios 
de  orden  público,  ó  de  interés  general. 

Se  comprende  bien  que  si  los  principios  de  orden  público 
á  que  se  subordinan  esas  sociedades,  son  idénticos  en  todos  los 
territorios  en  que  ejercen  su  comercio,  el  conflicto  desaparece: 
pero  es  obvio  también,  que  si  por  razones  de  interés  general  se 
exijen  en  un  Estado  formalidades  y  requisitos  especiales  para 
la  constitución  de  las  personas  jurídicas,  no  pueden  ser  admiti- 
das al  ejercicio  de  sus  funciones,  sino  de  acuerdo  con  la  ley  del 
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territorio  en  que  pretenden  ejercer  actos  comprendidos  en  el 
objeto  de  su  institución. 

La  Comisión  no  ha  podido,  en  su  consecuencia,  adoptar  el 
principio  según  el  cuál,  la  persona  jurídica  constituida,  en  ese 
carácter  en  un  país  tiene  personería  para  ejercitar  el  comercio 
en  los  demás  Estados;  pero  al  mismo  tiempo  ha  pensado,  que 
si  bien  i;o  puede  reconocerse  espacidad  legal  en  una  sociedad 
para  practicar  operaciones  comerciales  en  un  país  en  que  no  ha 
sido  reconocida  como  persona  jurídica  con  arreglo  á  sus  leyes, 
nada  tienen  de  común  con  esos  actos,  aquellos  de  carácter  pu- 
ramente civil  que  no  guardan  relación  alguna  con  el  objeto  es- 
pec'al  de  su  institución. 

Las  sociedades  constituidas  en  personas  jurídicas  en  un 
Estado,  pueden  demandar  á  cualquiera  de  sus  deudores  ante  los 
tribunales  de  los  otros  países,  perseguir  criminalmente  á  las 
personas  que  cometen  delitos  contra  sus  bienes,  siempre  que 
sus  tribunales  sean  competentes  para  conocer  del  juicio  respec- 
tivo. Al  practicar  esos  actos  ejercen  derechos  puramente  civiles 
en  las  mismas  condiciones  que  podrían  realizarlos  toda  clase  de 
personas.  Los  tribunales,  ante  los  cuales  ejercitan  esos  derechos? 
•  reconocerán  su  personalidad,  si  están  constituidas  según  la  le- 
gislación vigente  en  su  domicilio,  sin  exijir  que  llenen  previa- 
mente las  formalidades  prescriptas  por  la  Nación  ó  Estado  en 
que  ejercen  jurisdicción.  Con  la  sola  exhibición  de  sus  estatutos 
y  la  constancia  debidamente  legalizada  de  haber  sido  recono- 
cida como  persona  jurídica  por  las  leyes  de  su  domicilio,  podrá 
en  los  casos  expresados  y  otros  análogos  gestionar  el  recono- 
cimiento de  su  personería,  al  solo  objeto  de  ejercitar  derechos 
privados  que  no  importan  la  ejecución  de  actos  comprendidos  en 
los  fines  de  su  institución.  Pero  si  la  última  hipótesis  se  realiza — 
si  lo  que  pretende  ejercitar  la  persona  jurídica,  domiciliada  en 
territorio  extranjero,  son  actos  comprendidos  dentro  del  giro  de 
sus  negocios,  entonces  ya  no  solo  tendrá  la  autoridad   nacional 


competente  el  derecho,  ó  mejor  dicho,  el  deber  de  examinar 
si  esa  personalidad  está  constituida  con  arreglo  á  las  leyes  de  su 
domicilio  y  que  sus  estatutos  no  alteran  ley  alguna  de  orden 
público,  sino  que  le  exigirá  además  que  se  constituya  previa- 
mente como  tal  persona  jurídica  sometiéndose  á  las  prescrip- 
ciones legales  vigentes  para  todas  las  sociedades  de  su  especie 
que  operan  en  su  propio  territorio. 

Son  estos  los  principios  consignados  en  el  artículo  5.0  del 
proyecto  -  di:e  asi: 

«  Las  sociedades  ó  asociaciones  que   tengan   carácter  de 

>  persona  jurídica  se  regirán  por  las  leyes  del  país  de  su  domi- 
»  cilio;  serán  reconocidas  de  pleno  derecho  como  tales  en  losEs- 
»  tados,  y  hábiles  para  ejercitar  en  ellos  derechos  civiles  y  ges- 
:>  tionar  su  reconocimiento  ante  los  tribunales;  pero  no  podrán 

>  ejercer  operaciones  comerciales  en  otros  Estados,  si  no  se  hi- 
i  ciésen  reconocer  previamente  en  ellos  como  personas  jurídi- 
cas, llenando  los  requisitos  establecidos  por  las  leyes  délos 
»  mismos.  » 

Las  demás  disposiciones  del  Proyecto  son  de  detalle  y  su 
examen  es,  por  lo  tanto,  del  resorte  de  la  discusión  particular. 

III 

No  son  de  menos  importancia  los  conflictos  á  que  pueden 
dar  lugar  la  diversidad  de  legislaciones  en  materia  de  letras  de 
cambio  y  hay  urgencia  en  solucionarlos  en  tanto  no  los  su- 
prímala unidad  de  una  ley  mercantil  internacional 

La  Comisión  ha  aceptado  en  principio  admitido  por  la  ge- 
neralidad de  los  tratadistas  y  el  que  establece  que  la  forma  del 
giro,  del  endoso,  de  la  aceptación  y  del  protesto  de  h.  letra  de 
cambio,  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  respectivamente  se 
realizan  dichos  actos. 
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Tal  vez  se  juzgue  que  esta  disposición  contradice  abierta- 
mente la  regla  consignada  en  el  Tratado  de  Derecho  Civil  Inter- 
nacional, según  la  cual  los  actos  jurídicos  deben  regirse  por  la 
ley  del  lugar  en  que  se  cumplan  ó  ejecutan  y  no  por  la  ley  del 
país  en  que  se  celebran. 

Podria  argüiré  con  que  debiendo  pagarse  la  letra  en  el 
domicilio  dei  girado,  es  ese  domicilio  el  lugar  del  cumplimiento 
de  la  obligación  contraída  por  el  girador  y  que  no  ha  tenido 
en  cuenta  esa  circunstancia  el  artículo  27  del  Proyecto  al  esta- 
blecer que:  «el  giro,  el  endoso,  la  aceptación  y  el  protesto  de  una 
»  letra  de  cambio  deben  ser  redactados  según  la  ley  del  lugar  en 
»  que  respectivamente  se  realicen  d'chos  actos.)) 

Aparentemente  el  argumento  tiene  alguna  fuerza  jurídica, 
pero  un  estudio  detenido  de  la  naturaleza  de  las  diversas  obli- 
gaciones que  contiene  una  letra  de  cambio,  nos  demuestra  que 
mientras  el  girado  no  ha  aceptado  la  letra,  el  lugar  del  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  contraidas  por  los  firmantes  de  la  le 
tra,  es  respecto  del  girador  aquel  en  que  tuvo  lugar  el  giro,  y  res- 
pecto del  endosante  aquel  en  que  se  verificó  el  endoso. 

En  puridad  de  verdad,  el  giro  de  una  letra  no  presume  en 
manera  alguna  la  existe:: cía  de  un  contrato  entre  su  girador  y 
el  presunto  aceptante,  y  en  su  consecuencia  el  hecho  de  girarla 
impone  al  librador  la  obligación  de  pagarla  en  el  lugar  en  que  la 
gira  sino  la  acepta  el  girado  ó  no  la  paga  después  de  haberse 
convertido  en  aceptante  y  entonces  puede  decirse  que  el  lugar 
del  cumplimiento  de  la  obligación  es  aquel  en  que  se  hace  el  gi- 
ro con  relación  al  librador,  y  aquel  en  que  se  verifica  el  endoso 
con  respecto  al  endosan'e. 

En  resumen,  conteniendo  la  letra  obligaciones  distintas 
y  separadas,  respecto  de  cada  categoría  de  firmante,  hay  que 
localizarlas  en  el  lugar  en  que  se  contraen,  porque  es  allí  donde 
indefectiblemente  deben  cumplirse.  La  prueba  de  ello  es,  que  si 
el  girado  no  la  paga,  niel  librador  ni  el  endosante   pueden   ser 


demandados  en  el  lugar  del  domicilio  del  girado,  y  sien  aquel  en 
que  respectivamente  se  ha  hecho  el  giro  y  el  endoso. 

Esplicado  así  porque  se  ha  hecho  regir  la  forma  del  giro, 
del  endoso,  de  la  aceptación  y  del  protesto  por  la  ley  del  lugar 
en  que  respectivamente  se  realizan  dichos  actos,  se  estrañará 
con  razón  que  no  se  haya  creído  justo  y  conveniente  subordi- 
nará la  misma  regla  las  relaciones  jurídicas  que  ligan  á  todos 
los  firmantes  de  la  letra  independientemente  de  la  forma  en  que 
ha  sido  otorgada. 

La  regla  consignada  respecto  á  la  ley  aplicable  á  la  forma 
de  la  letra  en  el  artículo  27,  ha  sido  modificada  por  el  artículo  28, 
con  relación  á  las  obligaciones  á  que  están  sometidos,  libradores, 
endosantes,  giradores  y  aceptantes;  en  los   siguientes  términos: 

€  Las  relaciones  jurídicas  que  no  dependan  de  la  forma  en 

>  que  ha  sido  redactada  la  letra  entre  el  girador,  el  tomador  y  los 
»  endosantes,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  está  domicilia- 

>  do  el  girador,  en  la  época  en  que  se  hace  el  giro.» 

€  En  su  consecuencia,  es  con  arreglo  á  esa  ley  que  deben 


<  i.°     Las  obligaciones  del  girador  hacia  el  tomador  en 
1  todo  lo  relativo  á  la  provisión  de  fondos  y  á  las  acciones  que 

>  contra  aquél  puedan  ser  ejercitadas  en  el  caso  de  no  ser  paga- 
j>  da  la  letra  por  el  girado. 

>  2.0     Las  obligaciones  del  endosante,  con  relación  á  su 

>  cesionario  y  los  portadores  subsiguientes  de  la  letra. 

>  3.0    Todo  lo  relativo  al  pago,  á  la  fijación  del  vencimien- 

>  to,  á  los  plazos  dentro  de  los  cuales  debe  el  portador  cumplir 
»  sus  obligaciones  y  recurrir  contra  el  girador  y  endosantes,  para 
»  efecto  de  saber  si  el  girador  puede  ó  no  oponer  la  excepción 

>  de  que  la  letra  está  perjudicada.  >'. 

La  razón  que  tuvo  la  Comisión  para  formular  en  estos  tér- 
minos el  artículo,  fué  la  siguiente: 
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Las  relaciones  jurídicas  que  ligan  al  girador  con  el  endosan- 
te se  determinan  por  la  ley  del  lugar  del  giro,  porque  es  en  ese 
lugar  donde  nace  la  obligación  y  en  el  que  debe  al  mismo  tiem- 
po cumplirse;  pero  respecto  á  las  obligaciones  entre  endosantes 
y  endosatarios,  la  Comisión  tuvo  en  cuenta  que  los  endosos  cons- 
tituyen en  cierto  modo,  una  cesión  del  giro  hecho  per  el  libra- 
dor, y  entonces  partiendo  del  principio,  comunmente  aceptado 
en  la  ciencia  y  en  la  legislación,  que  manda  regir  la  obligación 
accesoria  por  las  mismas  leyes  que  rigen  la  obligación  principal, 
no  vaciló  en  establecer  que  las  relaciones  jurídicas  entre  endo- 
santes y  endosatarios  deberían  ajustarse  á  las  leyes  que  rigen  el 
giro.  Los  distinguidos  colegas,  Doctores  Quintana  y  Vaca-Guz- 
man,  observaron  el  artículo  28  en  conferencia  privada,  notando 
la  contradicción  que  á  su  juicio  existía  entre  el  artículo  27  y  el 
anterior.  Negaron  que  el  endoso  importase  una  verdadera  cesión, 
pues  que  no  es  tal  el  carácter  que  le  dá  el  Derecho  Comercial 
moderno;  sostuvieron  por  el  contrario  que  el  endosante  contraía 
una  obligación  directa  y  principal,  independiente  de  la  del  libra- 
dor, puesto  que  si  la  letra  no  era  aceptada  ó  no  se  pagaba  á 
su  vencimiento,  podría  demandarse  al  endosante  en  el  lugar 
en  que  la  había  firmado,  y  no  en  aquel  en  que  había  sido 
girada. 

Estas  observaciones  presentadas  por  los  Doctores  Quinta- 
na y  Vaca-Guzman,  fueron  más  tarde  confirmadas  por  los  Seño- 
res Delegados  de  Chile  y  Brasil,  y  ante  esta  conformidad  de  ideas 
entre  Plenipotenciarios  que  habían  disentido  en  la  discusión  del 
Tratado  de  Derecho  Civil,  la  Comisión  no  ha  tenido  inconve- 
niente en  retirar  los  artículos  27  y  28  del  Proyecto  y  susti- 
tuirlos por  aquellos  que  formuló  la  Comisión  de  Derecho  Co- 
mercial del  Congreso  Jurídico  de  Lima  á  que  ya  he  hecho  re- 
ferencia. 


Esos  artículos  son  los  siguientes : 
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Artículo    2? 

La  forma  del  giro,  la  del  endoso,  la  de  la  aceptación  y 
la  del  protexto,  se  regirán  por  la  ley  del  respectivo  lugar  en  que 
se  hayan  realizado  esos  actos. 

Artículo  3? 

Las  relaciones  jurídicas  que  resultan  del  giro  de  una  letra 
entre  el  girador  y  el  beneñciario,  se  regirán  por  la  ley  del  lugar 
en  que  la  letra  ha  sido  girada:  las  que  resultan  entre  el  girador  y 
aquel  á  cuyo  cargo  se  ha  hecho  el  giro,  lo  serán  por  la  ley  del 
domicilio  de  éste  último. 

Artículo   4? 

Las  obligaciones  del  aceptante  con  respec;o  al  portador  y 
las  excepciones  que  pueden  favorecerle,  se  regularán  por  la  ley 
del  lugar  en  que  se  ha  efectuado  la  aceptación. 

Artículo  5.0 

Los  efectos  jurídicos  que  el  endeso  produce  entre  el  endo- 
sante y  el  cesionario,  dependerán  de  la  ley  del  lugar  en  que  la 
letra  ha  sido  negociada  ó  endosada. 

Se  ha  aceptado,  pues,  en  materia  de  letras,  el  principio 
generalmente  admitido,  según  el  cual  tanto  la  forma  como  las 
relaciones  jurídicas  que  emanan  de  la  letra  de  cambio,  se  rigen 
respectivamente  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  realiza  el  giro,  el 
endoso  y  la  aceptación.  Siendo  ésta  la  doctrina  uniforme  de  los 
tratadistas  de  Derecho  Comercial  Internacional,  la  Comisión 
escusa  entrar  en  mayores  explicaciones  al  respecto  y  pasa  á 
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ocuparse  de  las  materias  que  se  relacionan  especialmente  con 
el  Derecho  Comercial  Marítimo. 


IV 


Tratando  de  resolver  los  conflictos  á  que  puede  dar  lugar 
la  diversidad  de  leyes  comerciales  en  toda  clase  de  seguros,  la 
Comisión  no  ha  podido  aplicar  los  mismos  principios  de  solu- 
ción á  los  seguros  terrestres  que  á  los  marítimos: — la  razón  es 
obvia. 

En  el  seguro  terrestre,  el  objeto  asegurado  tiene  siempre 
una  ubicación  precisa  y  está  en  todos  los  casos  sometido  á  una 
misma  jurisdicción  territorial. 

De  acuerdo  con  el  principio  establecido  en  el  Tratado  de 
Derecho  Civil,  según  el  cual  los  contratos  que  recaen  sobre  co- 
sas ciertas  y  determinadas,  se  rigen  por  la  ley  de  su  situación,  el 
artículo  9.0 — establece  que  el  contrato  de  seguros  terrestres  se 
rige  por  la  ley  del  país  en  que  está  situado  el  bien  objeto  del  se- 
guro, en  la  época  de  su  celebración.  A  ese  mismo  principio  es 
tan  sujetos  los  seguros  de  transportes  por  ríos  ó  aguas  interio- 
res. Se  ha  tenido  en  cuenta  la  época  de  la  celebración  del  contrato, 
para  impedir  que  cambiando  de  situación  la  cosa,  cambie  la  ley 
que  debe  regirlo,  y  se  ha  aplicado  también  la  misma  regla  á  los 
seguros  de  trasportes  por  ríos  ó  aguas  interiores;  porque  los  bu- 
ques y  cargamentos,  sobre  que  recaen,  están  bajo  la  jurisdicción 
especial  y  privativa  de  la  Nación  en  cuyo  territorio  circulan. 

En  cuanto  al  seguro  marítimo,  atenta  la  naturaleza  del 
contrato,  difícil  era,  sin  5  imposible,  jurídicamente  hablando,  dar 
una  ubicación  determinada  á  los  bienes  asegurados,  ni  localizar 
los  riesgos  que  puedan  dar  origen  á  indemnizaciones  de  todo 
punto  eventuales.  Fué,  pues,  necesario  buscar  otro  criterio  de 
solución  y  al  determinarlo  en  los  términos  del  Proyecto  en  dis- 
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cusión,  la  Comisión  tuvo  en  cuenta  que  las  operaciones  sobre  se- 
guros, de  cualquiera  naturaleza  que  sean,  se  llevan  á  efecto,  en 
la  universalidad  de  les  casos,  por  intermedio  de  sociedades  que 
asumen  el  carácter  de  personas  jurídicas. 

Según  los  principios  3Ta  establecidos  en  el  curso  de  este 
informe,  el  contrato  de  sociedad  se  rige,  tanto  en  su  forma  como 
con  respecto  á  las  relaciones  jurídicas  entre  socios  y  entre  la  so- 
ciedad y  los  terceros,  por  la  ley  del  país  en  que  la  sociedad  tiene 
su  domicilio.  Si  esas  sociedades  se  constituyen  en  asociaciones 
con  carácter  de  persona  jurídica,  se  rigen  igualmente  por  las  le- 
yes del  país  de  su  domicilio  comercial,  pero  no  pueden  practicar 
en  otros  Estados  actos  comprendidos  en  el  objeto  de  su  institu- 
ción, sin  hacerse  reconocer  previamente  como  tales  personas  ju- 
rídicas, llenando  los  requisitos  establecidos  por  las  leyes  de  los 
mismos.  De  igual  modo  las  sucursales  ó  agencias  constituidas  en 
un  país  por  una  sociedad  radicada  en  otro,  se  considerarán  do- 
miciliadas en  el  lugar  en  que  residen  y  sujetas  á  la  jurisdicción 
de  las  autoridades  locales,  en  lo  concerniente  á  las  operaciones 
que  practiquen.  Con  estos  antecedentes,  la  Comisión  no  vaciló 
en  solucionar  los  conflictos  que  pueden  originarse  de  la  diversi- 
dad de  las  leyes  internas  en  materia  de  seguros  marítimos,  esta- 
bleciendo en  el  artículo  io.°  del  Proyecto  en  discusión,  que  esa 
clase  de  seguros  se  rige  por  las  leyes  del  país  en  que  está  domici- 
liada la  sociedad  aseguradora,  ó  sus  sucursales  y  agencias,  res- 
pecto á  las  operaciones  que  practiquen  fuera  del  Estado  en  que 
está  establecida  la  agencia  principal. 


V 


El  contrato  cíe  fletamento  ha  sido  legislado,  en  sus  relacio- 
nes con  el  Derecho  internacional  Privado,  salvando  difieultadeí: 


—  7'8á  — 

análogas  á  las  que  se  presentan  en  los  contratos  de  seguros  ma- 
rítimos. 

Los  contratos  de  esa  naturaleza  no  tienen  un  lugar  preci- 
so de  ejecución.  Principia  ésta  desde  el  momento  en  que  se  en- 
tregan las  mercaderías,  se  continúa  en  el  curso  del  viaje  y  termina 
en  el  dia  en  que  se  reciben  aquellas  en  el  puerto  de  descarga. 

Si,  pues,  la  Comisión  hubiese  establecido  que  el  contrato 
de  fletamento  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  ejecuta  ó 
produce  sus  efectos,  de  acuerdo  con  los  principios  que  rigen  en 
materia  civil  respecto  á  los  actos  jurídicos,  habría  en  realidad 
declarado  aplicables  leyes  diversas  á  un  mismo  contrato,  desde 
que  pueden  ser  múltiples  los  territorios  marítimos  en  que  nave- 
gue el  buque  fletado,  y  estar  sometido  en  el  curso  del  viaje  á  dis- 
tintas soberanías. 

La  Comisión  ha  creído,  pues,  no  proceder  en  contradicción 
con  los  principios  ya  sancionados  en  materia  civil,  al  prescribir 
que  el  contrato  de  fletamento  se  rige  y  juzga  por  las  leyes  y  tri- 
bunales del  país  en  que  está  domiciliada  la  agencia  marítima 
con  la  cual  ha  contratado  el  fletador. 

Los  conflictos  de  legislación,  á  que  pueden  dar  lugar  los 
préstamos  á  la  gruesa,  han  sido  solucionados,  teniendo  también 
en  cuenta  la  especialidad  de  toda  clase  de  contratos  que^  recaen 
ó  se  relacionan  con  los  riesgos  del  transporte  marítimo.  El  bu- 
que y  la  carga  sobre  que  puede  recaer  el  préstamo,  atraviesa  en 
la  generalidad  de  los  casos  distintos  territorio^  y  no  es  posible 
prever  de  antemano  el  territor'o  jurisdiccional  donde  deben 
ocurrir  los  daños  de  mar,  para  subordinar  á  las  le)'Tes  del  sobera- 
no de  ese  territorio  la  solución  de  las  cuestiones  que  surjen  en- 
tre el  dador  y  los  interesados  en  la  carga  y  el  buque.  No  se  tra- 
ta, por  otra  parte,  de  legislar  sobre  actos  jurídicos  que  se  pro- 
ducen sin  convención,  único  caso  en  que  el  lugar  en  que  ocurren 
les  impone  su  ley,  de  acuerdo  con  el  principio  sancionado  en 
materia  civil  y  según   el  cual,  las  obligaciones  que  proceden  de 
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un  acto  lícito  ó  ilícito  del  hombre  y  que  se  producen  sin  conven- 
ción, se  rigen  por  las  leyes  del  país  en  que  esos  actos  se  practi- 
can. El  préstamo  á  la  gruesa  se  relaciona  directamente  con  el 
derecho  de  las  obligaciones  de  carácter  convencional,  y  por  esta 
razón  hay  que  subordinar  las  responsabilidades  contraidas,  á  la 
voluntad  expresa  ó  presunta  de  los  contrayentes.  Como  los  ries- 
gos de  mar  que  pueden  ó  no  ocurrir  en  el  curso  del  viaje,  han 
sido  previstos  al  celebrar  el  contrato,  la  Comisión  ha  establecido 
en  el  artículo  17  del  Proyecto,  que  el  contrato  de  préstamo  á  la 
gruesa  se  rige  por  la  ley  del  pjís  en  que  se  verifica,  el  que  por 
lo  regular,  coincidirá  con  el  lugar  en  que  el  dinero  ó  los  efectos 
son  entregados  al  tomador,  en  cumplimiento  de  las  obligaciones 
contraidas  por  el  dador  de  aquellos. 

Pero  si  la  ley  del  lugar  en  que  el  préstamo  se  realiza,  es  de 
justa  y  conveniente  aplicación  cuando  se  considera  el  contrato 
en  sí  mismo,  pierde  toda  su  eficacia  para  el  caso  en  que  se  trata 
de  graduar  las  preferencias  ó  privilegios  que  pueden  favorecer  á 
los  diversos  préstamos  que  gravan  el  buque  ó  la  carga,  ó  uno  y 
otro  á  la  vez.  Como  esos  préstamos  pueden  haberse  realizado 
en  distintos  territorios  jurisdiccionales,  no  podria  librarse  la  so- 
lución del  conflicto  á  la  ley  del  país  en  que  se  hace  el  préstamo 
sin  que  el  caso  sub-júdice  quedase  sujeto  á  diversas  leyes,  en 
tanto  que  es  evidente  que  toda  cuestión  de  prioridad  de  privile- 
gios reclama  la  mas  completa  unidad  en  la  ley  destinada  á  esta- 
blecerla. Antes  de  dar  solución  al  problema  que  se  presentaba 
con  dificultades,  á  primera  vista  insalvables,  la  Comisión  se  preo- 
cupó de  hacerse  cargo  de  las  divergencias  que  podrían  existir 
con  respecto  á  la  graduación  de  esa  clase  de  privilegios  en  las 
leyes  mercantiles  de  las  Naciones  y  pudo  convencerse  que  ese 
punto  estaba  legislado  uniformemente  en  todos  los  Códigos  de 
Comercio,  no  solo  de  los  Estados  contratantes,  sino  aún  en  los 
de  aquellos  que  pudieran  adherirse  mas  tarde  á  los  Tratados  que 
quedasen  sancionados  en  este  Congreso.  En  este  sentido  el   ar- 
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tículo  1 8  del  Proyecto  no  resuelve  en  realidad  ningún  conflicto 
eventual,  sino  que  se  limita  á  reproducir  reglas  jurídicas  que  sou 
de  legislación  universal  en  el  Derecho  Mercantil  de  las  Naciones, 
al  establecer: 

« i.°  Que  las  sumas  tomadas  á  la  gruesa  para  las  necesida- 
»  des  del. último  viaje,  tienen  preferencia  en  el  pago  á  las  deu- 
»  das  contraidas  paradla  construcción  ó  compra  del  buque,  y   al 

>  dinero  tomado  á  la  gruesa  en  un  viaje  anterior. 

a  2  °  Que  los  préstamos  hechos  durante  el  viaje  serán  pre- 
2>  feridos  á  los  que  se  hiciesen  antes  de  la  salida  del  buque,  y  si 
»  fuesen  muchos  los  préstamos  tomados  en  el  curso  del  mismo, 
»  se  graduará  entre  ellos  la  preferencia,  por  el  orden  contrario 

>  de  sus  fechas,  prefiriéndose  el  que  sigue  al 'que  precede. 

}>  3-°  Que  l°s  préstamos  contraidos  en  el  mismo  puerto  de 
»  arribada  forzosa  y  durante  la  misma  estancia,  entrarán  en  con- 
2  curso  y  serán  pagados  á  prorata.  > 


VI 


Solo  me  he  ocupado  en  elcurso  de  este  informe  de  aque- 
lla clase  de  actos  jurídicos  á  que  dan  origen  las  obligaciones  de 
naturaleza  convencional.  Debo  tomar  ahora  en  consideración 
ciertos  actos  que  se  relacionan  con  el  comercio  marítimo  y  que 
producen  responsabilidades  para  aquellos  que  las  practican,  sin 
que  intervenga  convención  alguna. 

Entre  esa  clase  de  actos,  se  ocupa  el  Proyecto,  en  primer 
término,  de  los  choques  y  abordajes  del  buque. 

Han  servido  también  de  base  á  este  título  las  disposició*-' 
nes  correlativas  del  Tratado  de  Derecho  Civil  Internacional. 
Según  el  artículo  27,  los  buques  se  consideran  situados  en  el  lu- 
gar de  su  matrícula,  cuando  se  encuentran  en  aguas   no  jurisdic- 
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dónales,  y  en  caso  contrario  tienen  que  reconocer  y  acatar  el 
dominio  eminente  del  soberano  del  territorio  marítimo  en  que 
se  encuentren.  También  el  artículo  38  prescribe  «que  las  obli- 
gaciones que  nacen  sin  convención  se  rigen  por  la  ley  del  lugar 
donde  se  produjo  el  hecho  lícito  ó  ilícito  de  que  proceden.  Tra- 
tándose de  los  choques  ó  abordajes,  hay  que  tener  en  cuenta  el 
territorio  marítimo  en  que  los  buques  se  encontraban  cuando  se 
produjo  el  accidente  de  mar;  de  otra  manara  no  habría  base  de 
aplicación  al  principio  que  establece,  que  «las  obligaciones  que 
nacen  sin  convención  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  donde  se  pro- 
dujo el  hecho  lícito  ó  ilícito  que  les  dá  origen. 

De  acuerdo  con  ese  principio,  el  artículo  12  del  Proyecto 
de  Tratado  en  discusión,  establece  que  los  choques  y  abordajes 
de  buques  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  se  producen,  y 
quedan  sometidos  a  la  jurisdicción  de  sus  tribunales. 

Pero  se  comprende  bien  que  tales  accidentes  pueden  tener 
lugar  en  aguas  neutrales  y  entonces,  como  no  hay  ley  territo- 
rial que  aplicar,  la  ley  del  pabellón  tiene  que  prevalecer  en  ab- 
soluto, porque  es  la  Nación  á  que  el  buque  pertenece  la  que,  por 
punto  general,  ejerce  jurisdicción  sobre  la  nave  que  cruza  aguas 
no  comprendidas  en  el  territorio  marítimo  de  uno  ó  más  Esta- 
dos. Como  consecuencia  de  estas  premisas,  el  artículo  13  del 
Proyecto  prescribe  que  «  si  los  choques  ó  abordajes  tienen  lugar 
en  aguas  neutrales,  se  rigirán  por  la  ley  de  la  Nación  á  que  per- 
tenece el  pabellón  del  buque.»  No  estaba,  sin  embargo,  todo  re- 
suelto con  la  sola  consignación  de  estas  reglas. 

Los  choques  y  abordajes  pueden  ocurrir  entre  buques 
matriculados  en  distintos  países  y  en  tal  caso,  no  era  posible 
librar  la  solución  del  conflicto  á  la  ley  del  pabellón  de  los  bu- 
ques, porque  no  importaría  dirimirlo  con  sujeción  á  le}Tes  dis- 
tintas y  que  podrían  contener  soluciones  contradictorias. 

La  Comisión  no  ha  encontrado  otro  expediente  que  salve 
mayores  dificultades,  que  solucionar  el  conflicto   de   la   manera 


que  lo  hace  el  inciso  2.°  del  artículo  13,  en  cuanto  establece, 
que  si  los  buques  que  chocan  ó  se  abordan  llevan  distinta  ban- 
dera, regirá  la  ley  del.  Estado  mas  favorable  al  que  resulte  culpa- 
ble del  choque  ó  que  le  dé  el  carácter  de  un  hecho  producido 
por  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito. 

No  pudiendo  regirse  un  mismo  acto  jurídico  por  leyes  di- 
versas, nada  mas  justo  que  aplicar  al  caso  sub-júdice  la  ley  más 
favorable  al  demandado.  Ese  es  el  espíritu  del  inciso  2.0  dei  ar- 
tículo 13. 

Se  ocupa  también  el  Proyecto  con  bastante  detención  de 
los  acidentes  de  mar  que  el  Derecho  Comercial  Marítimo  califi- 
ca de  averías,  y  los  que  constituyen  también  actos  lícitos  ó  ilíci- 
tos que  se  producen  sin  convención. 

Como  se  sabe,  según  la  ley  mercantil,  esas  avenas  son  de 
dos  clases — gruesas  ó  comunes  y  particulares. 

Las  averías  comunes  que  tienen  lugar  en  el  curso  del  via- 
je, están  todas  relacionadas  unas  con  otras,  como  que  son  actos 
que  se  practican  voluntariamente  con  el  objeto  de  sal  vari  a  carga 
y  el  buque.  El  juicio  de  averías  gruesas  tiene  por  lo  tanto  que 
ser  único,  sin  que  en  ningún  caso  sea  posible  regirlo  por  leyes 
distintas. 

Si  aplicásemos  á  las  averías  gruesas  ó  comunes  la  ley 
territorial,  es  decir,  la  ley  del  lugar  en  que  se  producen,  resul- 
taría que  pasando  el  buque  en  el  curso  del  viaje  por  distintos 
territorios,  tendríamos  en  vez  de  la  unidad  de  legislación,  la 
aplicación  de  tantas  leyes  cuantos  fuesen  los  territorios  juris- 
diccionales en  que  han  ocurrido  los  danos  ó  riesgos  de  mar. 

Es  para  evitar  esa  dificultad,  que  el  artículo  22  prescribe 
que  las  averías  que  el  Derecho  Comercial  denomina  gruesas  ó 
comunes,  se  rigen  por  la  ley  de  la  Nación  á  que  pertenece  la 
bandera  del  buque  en  que  han  ocurrido. 

Debe  tenerse  en  cuenta  que  todo  lo  que  se  relaciona  con 
las  averías  gruesas  ó  comunes,  está  íntimamente  ligado  con   las 
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obligaciones  que  la  ley  mercantil  impone  á  las  personas  á  quie- 
nes compete  la  dirección  y  gobierno  de  la  nave  y  las  que  se  de- 
terminan por  punto  genera1,  según  doctrina  uniforme  en  el  Dere- 
cho Internacional  Marítimo,  por  la  ley  del  país  en  que  el  buque 
está  matriculado,  y  es  esta  una  razón  más  para  que  reconozca- 
mos la  justicia  del  principio  que  manda  regir  las  averías  gruesas 
ó  comunes  por  la  ley  de  la  bandera  de  la  nave  en  que  se  han 
producido. 

Respecto  á  las  averías  que  no  revisten  el  carácter  de 
gruesas  ó  comunes,  no  había  por  qué  aceptar  una  disposición 
análoga.  Las  averías  particulares — el  nombre  lo  dice, — se  refie- 
ren á  daños  que  solo  afectan  á  la  carga  que  las  sufre,  y  tienen 
que  figurar  siempre  como  efectos  ó  consecuencias  eventuales 
del  contrato  de  fletamento. 

Es  por  eso  que  el  artículo  23  declara:  que  las  averías  par- 
ticulares se  rigen  por  la  ley  aplicable  al  contrato  de  fletamento 
de  las  mercaderías  que  las  sufren. 

No  quisiera,  Señor  Presidente,  abusar  de  la  benevolencia, 
con  que  ha  escuchado  el  Honorable  Congreso  la  extensa  expo- 
sición de  motivos  que  he  creido  deber  formular  en  desempeño 
de  mi  cometido.  Todavía  el  título  de  «las  falencias»  reclama  por 
su  importancia,  una  atención  especial,  y  tengo  que  relacionar  an- 
tecedentes y  abundar  en  consideraciones  jurídicas  que  justifican, 
á  mi  juicio,  la  doctrina  que  sustenta  el  Proyecto  de  la  Comisión. 

Por  mi  parte  podría,  sin  inconveniente  alguno,  continuar 
en  el  uso  de  la  palabra,  pero  en  el  temor  de  que  mis  distingui- 
dos colegas  se  encuentren  fatigados,  propongo  que  la  sesión  se 
suspenda  por  algunos  momentos. 

El  Señor  Presidente.  -  Si  el  Señor  Plenipotenciario  no 
desea  tener  un  poco  de  descanso,  podríamos  continuar. 

El  Señor  Doctor  Ramírez.— Perfectamente 
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VII 


Bajo  la  expresión,  «unidad  y  pluralidad  de  las  quiebras» 
se  designa  los  dos  sistemas  que  pretenden,  tanto  en  el  dominio 
de  la  ciencia,  como  en  el  campo  de  la  legislación  positiva,  solu- 
cionar las  cuestiones  á  que  dá  lugar  el  juicio  de  quiebras,  en 
sus  relaciones  con  el  Derecho  Internacional  Privado. 

De  estas  dos  tesis,   dice   el    tratadista  francés   Edmundo 
Thaller,  la  que  preconiza  la  unidad  de  las   quiebras   parece,   á 
primera  vista,  la  mas  práctica  y  sensata.  Un  solo   agente   como 
director  superior  de  la  liquidación  de  todos  los  bienes  y  un  solo 
tribunal  de  vigilancia,  sea  cual   sea  el  punto  del   globo   en   que 
se  produzca  aquella.  Esta  opinión,  agrega  el  mismo  autor,  tiene 
en  su  favor  numerosos  y  entusiastas  partidarios.  La  jurispruden- 
cia italiana  se  ha  esforzado  en  darle  elementos   de  justificación 
histórica  y  los  jurisconsultos   de   la   península,    Carie,  Fiore   y 
Norsa  se  han  contraído  á  propiciarle  un  éxito  completo.  Se  en- 
cuentran también  en  la  jurisprudencia  belga  algunas  decisiones 
importantes  que  le  dan  razón.  En  Francia  no  ha  logrado  provo- 
car hasta  el  presente  (1887)  un  movimiento   serio  de  oposición 
en  su  favor;  nuestros  tribunales  se  inclinan  mas  bien  á  rechazar- 
la, aunque  es  casi  imposible  precisar  la  regla  en   que  se  apoyan. 
En  realidad  la  jurisprudencia  francesa  alterna,  según  las  circuns- 
tancias, entre  dos  prácticas   contrarias.  Esa   vacilación  no  tiene 
otra  causa  que  el  deseo  de  no  romper  abiertamente  con  las  dos 
doctrinas  que  se  presentan  como  antitéticas.  Unas  veces  nues- 
tros magistrados  abren  una  nueva  quiebra  sin  tener  en  cuenta 
aquella  que  ha  sido  declarada  con  anterioridad  por  un  tribunal 
de  otro  Estado,  lo  que  importa  desconocer  la  influencia  de  la  de- 
claración de  quiebra  dictada  por  un  tribunal  extranjero.  En  otros 
casos  conceden  el  exequátur,  á  pedido  del  síndico,  preceden- 


temente  nombrado  en  otro  país  y  reconocen  el  carácter  univer- 
sal de  la  quiebra,  tal  como  lo  aclaman  los  jurisconsultos  italia- 
nos. En  Alemania,  si  es  cierto  que  la  doctrina  unitaria  se  presen- 
taba abonada  con  la  imponente  autoridad  de  Savigny,  ha  perdido 
mucho  terreno  desde  1877.  Mucho  antes  de  que  el  Código  ge- 
neral hubiese  legislado  sobre  la  materia,  la  ley  prusiana  de  1855 
se  había  pronunciado  en  sentido  contrario,  y  la  Corte  Suprema 
de  Leipzig  le  había  dado  un  desmentido  categórico.  De  hecho 
el  problema  no  se  planteó  en  los  mismos  términos  con  que  se 
encaraba  en  la  época  en  que  escribía  Savigny."  El  célebre  Roma- 
nista, testigo  del  desmembramiento  de  la  soberanía,  en  el  interior 
de  la  Alemania,  procedía  como  partidario  de  la  unidad  nacional 
de  su  patria,  cuando  se  esforzaba  en  comprender  en  una  sola 
quiebra  los  valores  del  deudor  diseminados  en  los  diversos  Es- 
tados de  la  Confederación.  La  revolución  política  operada  por  la 
Prusia  ha  permitido  conseguir  con  mas  certeza  el  resultado  que 
buscaban  los  publicistas  y  los  autores. 

Tal  es  el  estado  en  que  se  encuentra  la  cuestión  de  la 
unidad  y  pluralidad  de  las  quiebras  en  el  dominio  de  la  legisla- 
ción positiva,  y  no  hay  duda  alguna  que  esa  indecisión  en  la 
aplicación  de  los  principios  vigentes  en  la  materia,  acusa  defi- 
ciencias fundamentales  en  una  y  otra  doctrina.  No  contribuye, 
por  cierto,  á  facilitar  la  solución  del  problema  el  sistema  adop- 
tado por  la  Inglaterra  y  los  Estados-Unidos  de  América,  y  se- 
gún el  cual,  la  quiebra  será  una  sola  ó  habrá  tantas  como  bienes 
radicados  en  diversos  territorios,  según  sean  aquellos  muebles 
ó  raices.  Según  ese  sistema,  los  bienes  muebles,  cualquiera  que 
sea  el  país  en  que  estén  ubicados,  se  consideran  comprendidos 
en  la  quiebra  declarada  en  el  domicilio  comercial  del  fallido,  y 
por  el  contrario  los  bienes  raices  determinan  la  constitución  de 
tantas  quiebras  cuantos  sean  los  territorios  en  que  se  encuentran 
diseminados.  Si  en  materia  civil  es  inadmisible  la  distinción  en- 
tre bienes  muebles  é  inmuebles,  como  motivo  determinante  pa- 
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ra  aplicar  leyes  diversas,  con  mayor  razón  tiene  que  ser  abando- 
nada en  el  Derecho  Comercial  Internacional,  en  el  que  la  pro- 
piedad mueble  desempeña  un  papel  tan  importante.  Si  la  unidad 
de  la  quiebra  es  un  principio  justo  de  solución  de  la  materia,  en 
el  Derecho  Internacional  Privado,  su  aplicación  se  impone  sin 
distinción  de  ningún  género,  y  si  por  el  contrario  es  la  plurali- 
dad de  concursos  el  único  sistema  aceptable,  caen  bajo  sus  con- 
clusiones todos  los  bienes  del  fallido  de  cualquier  naturaleza  que 
sean. 

El  Proyecto  de  Tratado  que  está  á  la  consideración  del 
Honorable  Congreso,  al  ocuparse  de  las  falencias,  en  su  título  fi- 
nal, se  aparta  tanto  del  sistema  de  la  unidad  como  del  de  la  plu- 
ralidad de  las  quiebras,  tales  como  han  sido  expuestos  por  los 
defensores  de  una  y  otra   doctrina. 

Pascual  Plore,  en  su  Tratado  especial  sobre  las  falencias, 
según  el  Derecho  Internacional  Privado,  sosteniendo  las  doctri- 
nas de  la  escuela  italiana,  que  puede  decirse,  constituyen  el  tipo 
del  sistema  de  la  unidad  de  las  quiebras,  reasume  sus  conclusio- 
nes en  los  siguientes  términos: 

«  Al  dar  fin  á  nuestras  investigaciones,  conviene  reasumir 

>  sus  resultados. 

>  He  aquí  nuestras  principales  conclusiones. 

»  í.°  No  debe  hacerse  diferencia  alguna  entre  nacionales 

>  y  extranjeros,  en  cuanto  al  goce  de  las  ventajas  que  se   deri- 
y  van  de  las  leyes  que  rigen  el  comercio. 

3>  2.°  El  tribunal  del  domicilio    comercial   es   competente 

>  para  declarar  la  quiebra  de  un  extranjero  y  resolver  todas  las 

>  incidencias  que  provienen  de  la  cesación  de  pagos.  Solamente 

>  en  el  caso  en  que  los  establecimientos  comerciales  fuesen  distintos 
t»  y  separados,  será  competente  á  cada  uno   de  los  tribunales  del 

>  país  en  que  aquellos  estuviesen  radicados. 

y  3.0  El  juicio  declarativo  de  quiebra  que  causa  ejecutoria, 
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»  deberá  ser  válido  ante  los  tribunales  de  todos  los  países  para 

>  constatar  la  época  de  la  cesación  de  pagos  y  tener  en  todas 
»  partes  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada é  impedir  quelos  acree- 
»  dores  puedan  eludir  sus  efectos  por  medio  de  sus  acciones  in- 
»  dividuales. 

»  4.0  El  juicio  de  quiebra,  aunque  la  teoría  sostenida  por 
»  los  autores  y  la  jurisprudencia  sean   diferentes,  debería    com- 

>  prender  todos  los  bienes  del  fallido,  en  cualquier  parte  en  que 

>  se  encontrasen,  siempre  que  ello  no  afecte  al  derecho  público 
»  y  á  la  soberanía  territorial  del  Estado  en  que  esos   bienes  es- 

>  tan  situados. 

»  5.0  La  autoridad  de  los  síndicos  debería  considerarse  co- 
»  mo  definitivamente  establecida  por  la  ley  del  país  que  ha  de- 
»  clarado  la  quiebra,  y  antes  de  que  sea  declarado  ejecutorio  el 

>  fallo  respectivo,  deberían  ser  admitidos  en  todas  partes  á 
1  ejercer  las  funciones  que  invisten. 

»  6.°  Todos  los  acreedores  indistintamente  nacionales  y 
»  extranjeros,  deberían  verificar  sus  créditos  ante  el  tribunal 
*  que  ha  declarado  la  quiebra. 

»  7.0  El  concordato  debería  obligar  á  todos   los   acreedo- 

>  res,  nacionales  y  extranjeros,  según  las  reglas  establecidas 
7  por  la  ley  del  país  en  que  la  quiebra  ha  sido  declarada,   siem- 

>  pre  que  la  autoridad  que  ha  homologado  el  concordato  sea 
»  competente,  y  que  el  acto  mismo  no  contenga  disposiciones 
s  contrarias  al  Derecho  Público  del  país  en  que  se  trata  de   ha- 

>  cerle  producir  sus  efectos. 

»  8.°  Los  privilegios  sobre  los  bienes  del  fallido,  adquiridos 
»  antes  de  la  declaración  de  quiebra,  según  la  ley  rei  sitse  de- 
»  berían  respetarse,  aún  cuando  las  cosas  hubiesen  sido  traspor- 

>  tadas  al  domicilio  del  fallido. 

»  9.0  Las  hipotecas  convencionales,   legales   ó  judiciales, 

>  adquiridas  según  la  ley  rei  sitas,  deberían  respetarse. 

»  10.  El  mismo  tribunal  que  ha  declarado  la  quiebra,  es  el 
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»  único  competente  para  la  rehabilitación  del  fallido,  sin  hacer- 
j  se  distinción  entre  nacionales  y  extranjeros.  » 

En  el  sentido  de  la  unidad  de  las  quiebras,  se  pronunció 
también  el  Congreso  Jurídico  reunido  en  Turin,  en  Setiembre 
de  1880. 

Ese  Congreso  fué  presidido  por  el  eminente  publicista 
Mancini,  y  concurrieron  á  ói  jurisconsultos  de  nota,  y  entre  ellos 
gran  número  de  juristas  italianos. 

El  Congreso  formuló,  con  respecto  á  la  materia  de  las 
quiebras,  las  siguientes  conclusiones: 

€  Considerando  que  el  interés  del  comercio   exige  que  los 

1  efectos  del  estado  de  quiebra  no  queden  restringidos  al  te- 
»  rritorio  de   un  solo   país,  sino  que  sean  extendidos   al  mayor 

2  número  posible  de  los  países  civilizados, 

»  Que  la  diversidad  actual  de  legislaciones  sobre  la  quie- 
»  bra  hace  difícil  la  formación  de  una  ley  única  internacional, 

»  Es  de  parecer,  á  la  vez  que  hace  votos  porque  llegue  á 
5»  regir  una  legislación  común  sobre  la  materia,  que  conviene  por 
»  el  momento  aceptar  el  sistema  de  una  ó  muchas  convenciones 
»  internacionales. 

»  Las  bases  esenciales  de  estas  convenciones  serían  las  si- 

>  guientes: 

2»  i.°  Es  competente  para  declarar  la  quiebra  y  continuar 
i  el  procedimiento  hasta  su  terminación,  el  tribunal  del  país  en 
2  que  el  comerciante  tiene  su  principal  establecimiento  comercial. 

»  2.0  La  declaración  de  quiebra  y  los  demás  juicios  pro- 
»  nunciados  durante  su  procedimiento  tendrán  en  el  territorio 
»  de  los  Estados  contratantes,  el  mismo  valor  que  en  el   Estado 

>  en  que  han  sido  pronunciados,  y  podrán  dar  lugar  á  medidas 
»  conservatorias  de  urgencia  y  administración,  á  condición  de 
1  ser  hechas  públicas  conforme  el  artículo  5.0,  letra  a. 
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»  Cuando  en  virtud  de  estos  fallos  hubiese  que  proccderse 
i  ejecutivamente  en  otro  Estado,  se  deberá  obtener  primero  una 
2>  orden  depareatisde  la  autoridad  del  Estado  en  que  se  intenta 
s  hacer  efectiva  la  autoridad  de  esos  fallos. 

»  Esta  autoridad  será  designada  en  el  Tratado  y  no  po- 
5>  drá  rehusar  elpareaíis,  sino  en  los  dos  casos  siguientes: 

»  (a)  Cuando  el  fallo  haya  sido  dado  por  un  tribunal  incom- 

>  pétente,  según  las  reglas  del  artículo   i.° 

>  (ó)  Cuando  el  juicio  no  causa  ejecutoria  en  el  país  en  que 

>  ha  sido  pronunciado. 

i  YApareatis  será  susceptible  de  oposición  por  la  via  con- 
»  tenciosa,  pero  esa  oposición  no  tendrá  efecto  suspensivo. 

»  3.0  Las  restricciones  á  la  capacidad  comercial  del  fallido, 
*  el  nombramiento  y  poderes  de  los  administradores  de  la  quie- 
»  bra,  la  admisibilidad,  la  formación  y  los  efectos  del  concordá- 
is) to,  la  liquidación  y  la  repartición  del  activo  entre  todos  los 
»  acreedores,  nacionales  y  extranjeros,  se  regirá  por  la  ley  del 
»  lugar  en  que  se  ha  hecho  la  declaración  de  quiebra. 

>  4.0  Los  derechos  reales  y  los  de  preferencia,  por  hi- 
»  potecas,  privilegios  y  prendas,  los  derechos  de  reivindica- 
»  ción  etc.,  sobre   los  bienes  muebles  é  inmuebles  del  fallido, 

>  serán  regidos  por  la  ley  del  lugar  de  la  situación  de  esos  de 
2  rechos. 

i)  Corresponde  al  Tratado  Internacional  determinar  de  una 
»  manera  precisa  el  tribunal  competente  para  juzgar  el  proceso 
»  á  que  den  lugar  los  derechos  mencionados. 

»  5.0  Se  introducirán  disposiciones  especiales  en  el  Tra- 
»  tado: 

»  [a)  Para  reglamentar  las  medidas  que  deben  tomarse,  á 
»  fin  de  que  los  fallos  pronunciados  en  uno  de  los  Estados  con- 

>  tratantes  puedan  ser  conocidos  en  los  otros  Estados. 

>  (b)  Para  determinar  las  relaciones  respectivas  de  las  au- 
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>  toridades  judiciales  de  los  diversos  Estados  contratantes,  en  lo 

>  tocante  á  la  ejecución  del  Tratado. 

a  El  Tratado  podrá  restringirse,  por  ahora,  á  la  quiebra  de 
*  los  comerciantes,  y   las  leyes  de  los  diversos  Estados  regirán 

>  relativamente  á  la  insolvabilidad  de  los  no  comerciantes. 

»  Del  mismo  modo,  no  se  hará  derogación  alguna  á  las 
»  reglas  sobre  la  acción  penal,  en  caso  de  bancarrota  y  respecto 

>  á  las  disposiciones  de  los  tratados  de  extradición.  > 

»  Estas  conclusiones  á  que  llegó  el  Congreso  de  Turin, 
»  tuvieron  por  antecedente  un  ¡informe  del  jurisconsulto  italia- 
»  no  Carie;  y  tiene  por  consiguiente,  especial  importancia  cono- 
»  cer  los  principios  de  que  partía  el  miembro  informante  para 
»  aconsejar  á  aquel   Congreso  la  sanción  del  sistema  de  la  uni- 

>  dad  de  la  quiebra.  > 

»  La  quiebra,  dice  ese  tratadista,  no  es  sino  la  aplicación 
»  práctica  de  este  principio  de  razón  universal,  según  el  cual  to- 

>  dos  los  bienes  del  deudor  son  la  garantía  común  de  los   acree- 

>  dores.  La  ley  de  la  quiebra  es  la  igualdad  de  condición  para 
»  todos  los  acreedores.  Aunque  la  fortuna  del  deudor  común 
»  esté  diseminada  en  diversos  países,  y  sus  obligaciones  puedan 

>  haber  nacido  ó  deban  ejecutarse  en  Estados  diferentes,  existe 

>  sin  embargo  un  centro  al  cual  se  refieren  todos  sus   créditos  y 

>  todas  sus  obligaciones,  y  este  es  su  domicilio,  es  decir,  el  lu- 
»  gar  en  que  tiene  su  principal  establecimiento.» 

«  Desde  que  cae  en  quiebra,  todas  las  jurisdicciones  espe- 
»  cíales  ceden  el  paso  á  una  sola — la  del  domicilio.  Establecido 
2  el  principio  de  la   unidad   de  jurisdicción,  veamos  si  hay   ra- 

>  zón  para  apartarse   de  él.  i.°  Cuando  los  bienes  del  fallido   se 

>  encuentren  en  países  diferentes.  2.°  Cuando  sus  acreedores  son 

>  de  distinta  nacionalidad.  3.0  En  fin,   cuando   el   fallido   tiene 

>  dos  ó  mas  establecimientos  comerciales,  situados  uno  en  su 
s>  propio  país  y  otro  ú  otros  en  el  extranjero.» 

<  Desde  el  momento  en  que  el  deudor,  al   obligarse,   sabe 
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»  que  todos  sus  bienes  deben  ser  una  garantía  para  su  acreedor, 

>  es  absurdo  hacer  del  patrimonio  único  del  deudor  tantos  pa- 
i  trimonios  distintos  como  hay  Estados  con  bienes  del  fallido. 
»  La  nacionalidad  de  los  acreedores  del  mismo  modo  que  su  do- 
»  micilio,  no  debe  ejercer  influencia  alguna  sobre  un   estado    de 

>  cosas  tan  especial,  en  que  la  persona  del  fallido    es   sustituida 

>  por  un  ser  moral,  es  decir,  por  la  masa  de  sus  acreedores. 
»  Cuando  dos  establecimientos  pertenecen  al   mismo  individuo, 

>  tienen  amenudo  un  lazo  de  dependencia  que  los  une. — Uno  es 

>  casa  central  y  el  otro  sucursal. 

j>  ¿No  existe  algo  exorbitante  en  pretender  que  dos  casas 

>  de  comercio,  dirijidas  en  nombre  y  por  cuenta  del  mismo  indivi- 
i  dúo  ó  bajo  la  misma  razón  social,  tienen  una  existencia  bastante 

>  separada  para  que  una  pueda  caer  en  quiebra,  sin  arrastrar  i. 
2>  la  otra? 

»  Sin  embargo,  puede  suceder  que  los  dos  comercios  estén 
»  de  tal  modo  separados,  que  los  acreedores  respectivos  no  ha- 
»  yan  podido  tener  en  cuenta  sino  el  capital  efectivo  de  cada  uno 

>  de  ellos. 

>  Aún  en  este  caso,  la  quiebra  de  uno  de  los  comercios  pue- 
»  de  arrastrar  al  otro  y  conviene  que  haya  una  sola  y  única  quie- 

>  bra.  Pero  la  equidad  exije  que  sobre  las  masas  muebles  de  los 
»  dos  comercios  se  coloquen  respectivamente  los  acreedores  de  cada 
s>  uno  de  ellos. » 

Los  antecedentes  que  quedan  relacionados  ponen  bien  de 
manifiesto  como  entienden  el  principio  de  la  unidad  de  la  quiebra, 
en  las  relaciones  de  carácter  internacional,  los  que  se  presentan 
en  abierta  oposición  con  la  doctrina  de  la  pluralidad  de  concur- 
sos. Séame  ahora  permitido  recordar  de  qué  principios  parten 
los  que  declaran  inadmisible,  por  el  contrario,  la  existencia  de 
una  sola  quiebra,  comprendiendo  en  su  universalidad  todos  los 
bienes,  derechos  y  acciones  que  el  fallido  posea  en  cualquier 
Nación  ó  Estado. 
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Refiriéndose  al  fallo  declaratorio  de  quiebra,  el  tratadista 
Thaller,  de  cuyas  opiniones  hice  ya  mérito  al  comenzar  este 
informe,  se  expresa  en  estos  términos  en  su  estudio  sobre  la 
«Reglamentación  de  las  quiebras  en  el  Derecho  Internacional» 
Cuando  se  acepta,  dice,  como  punto  de  partida  de  la  teoría  de  la 
unidad  de  la  quiebra,  el  principio  de  que  los  fallos  judiciales  pro- 
ducen sus  efectos  legales  en  todas  partes,  se  comete  una  verda- 
dera petición  de  principio.  El  carácter  de  las  sentencias  no  es 
uniforme.  Una  sentencia  condenatoria  tiene  indudablemente  la 
propiedad  de  poder  ser  invocada  en  todas  partes,  y  encierra 
una  verdad  que  traspasa  las  fronteras  del  país  en  que  aquella  se 
pronuncia.  Cuando  los  magistrados  de  una  Nación  han  resuelto 
que  el  demandado  debe  una  suma  de  dinero,  esta  decisión  na- 
da contiene  que  por  su  naturaleza  deba  circunscribirse  en  los 
límites  de  un  Estado,  porque  la  sentencia  se  relaciona  especial- 
mente con  la  persona.  Si  el  demandante  halla  la  oportunidad  de 
utilizarla  en  un  país  distinto  de  aquel  en  que  ha  sido  pronuncia- 
da, tiene  perfecto  derecho  para  ello,  bajo  reserva  de  las  contro- 
versias, que  se  sostienen  en  la  legislación  positiva,  respecto  al 
valor  de  las  sentencias  que  emanan  de  tribunales  estraños  al 
país  en  que  se  pide  su  ejecución.  En  muy  distinto  caso  se  en» 
cuentra  la  sentencia  que  contiene  una  de  claración  de  quiebra. 
Esa  declaración  es  una  sentencia,  que  no  encierra  condenación 
alguna,  sino  que  se  limita  á  ordenar  el  embargo  de  los  bienes 
del  deudor  común  en  beneficio  de  los  acreedores.  Basta  pene- 
trarse de  esta  verdad  fundamental  en  la  materia  y  el  problema 
queda  inmediatamente  resuelto.  Ese  fallo  no  se  dirije  á  la  per- 
sona sino  á  los  bienes,  y  si  afecta  á  la  persona,  es  únicamente 
por  acción  refleja,  en  cuanto  le  priva  de  la  administración  de  los 
bienes.  Supóngase  un  dominio  de  cierta  extensión  que  compren- 
de fracciones  de  territorios  pertenecientes  á  distintos  Estados  y 
que  dada  esa  hipótesis,  llega  el  momento  de  practicar  un  embar- 
go; el  demandante  lo  solicita  ante  el  tribunal  de  una  de   las   dos 
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soberanías,  y  se  comprende  bien  que  ese  tribunal  no  decretará  la 
venta  de  todo  el  dominio  sino  de  aquella  fracción  que  está  so- 
metida á  su  jurisdicción.  Sería  estraño  que  este  razonamiento  no 
fuere  verdadero  tratándose  del  auto  que  declaraba  la  quiebra  de 
un  comerciante.  La  unidad  del  patrimonio  se  desmembra  por  la 
fuerza  misma  de  las  cosas,  y  no  puede  subsistir  ante  la  plurali- 
dad de  la  soberanía. 

La  pluralidad  de  las  quiebras  ha  sido  también  defendida 
por  el  jurisconsulto  chileno  Señor  Vegara,  en  la  nota  que  se  tras- 
mitió al  Ministro  de  Chile  acreditado  en  Italia  y  de  que  me  ocu- 
pé extensamente  en  una  de  las  sesiones  anteriores. 

«  Hay  dos  puntos,  dice  aquel  jurisconsulto,  acerca  de  los 
?/  cuales  mi  Gobierno  vería  con  satisfacción  que  se  iniciasen 
»  acuerdos  internacionales:  la  autoridad  de  los  fallos  de  los  tri- 
2  bunales  de  un  país  en  los  tribunales  de  otro,  y  el  efecto  extra- 
»  territorial  de  la  quiebra  civil  ó  comercial,  sea  voluntaria  ó  for- 
*  zada.  La  diversidad  de  jurisprudencia  acerca  de  estos  dos 
»  puntos  afecta  profundamente  las  relaciones  entre  países  que  es- 

>  tan  ligados  más  ó  menos  estrechamente  por  los  vínculos  de  la 
i  inmigración  y  del  comercio. 

«  Pocos  puntos  hay  en  el  Derecho  Internacional  Privado 
»  que  den  margen  á  mayores  dificultades,  que  la  insolvencia  ó 
2  quiebra  de  una  persona  cuando  ésta  tiene  establecimientos 
»  comerciales  ó  bienes  en  distintos  paises  y  acreedores  en  cada 
a  uno  de  ellos.  Las  principales  cuestiones  que  de   aquí   resultan 

>  pueden  reducirse  á  las  siguientes: 

>  i.°  ¿Cuál  es  el  juez  competente  para  declarar  á  un  deu- 
»  dor  en  estado  de  insolvencia  ó  quiebra? 

»  ¿Es  el  del  lugar  de  su  nacionalidad,  el  de   su   domicilio 

>  actual,  ó  el  de  la  ubicación  de  cualquiera  parte  de  sus  bienes? 
i>  ¿Y  en  caso  en  que  varios  jueces  tengan  igual  competencia,  co- 
»  rao  puede  suceder,  si  el  deudor   tuviese   establecimientos   co- 
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>  merciales  ó  industriales  en  diversos  países,  la  iniciativa  toma- 

>  da  por  uno  de  ellos  en  el  procedimiento  declaratorio  de  la 
»  quiebra,  priva  ó  no  á  los  otros  de  jurisdicción  para  declararla 
s>  igualmente? 

»  2.°  Declarada  la  insolvencia  ó  quiebra  por  los  tribunales 

>  de  un  país  ¿  qué  efecto  surten  esas  declaraciones  ante   los  tri- 

>  nales  de  otro  ? 

>  ¿  Debe  ó  no  reconocerse  por  estos  últimos  en  el  territo- 
»  rio  de  su  jurisdicción  por  insolvente  ó  fallido  á  la  persona  que 

>  lo  hubiese  declarado  tal  por  los   primeros  ? 

«  3.0  Si  un  solo  tribunal  debe  conocer  la  quiebra  ¿  confor- 
»  me  á  qué  ley  calificará  el  rango  prelativo  de  los  acreedores  de 

>  diversos  países,  dado  caso  que  no  haya  uniformidad  entre  la 
»  ley  que  rige  los  actos  de  ese  tribunal  y  la  del   lugar  donde  se 

>  contrajo  ó  debió  cumplirse  la  obligación?  ¿Prevalecerá  el  prin- 

>  cipio  ¿ex  fori,  sobre  el  ¿ex  ¿oci  contraen  ó  vice-versa? 

2>  4.0  La  unidad  de  jurisdicción  sobre  la  insolvencia  ó  quie- 

>  bra  ¿es  exclusiva  para  los  créditos  personales  que  existan  con- 

>  tra  la  masa  fallida  ó  se  extiende  también  contra  los  créditos 
3  garantidos  con  prenda  ó  hipoteca  ? 

s>  Hay  tribunales  como  los  de  Francia  que  previo  el  parea. 
»  tis  respectivo,  dá  fuerza  ejecutoria  sobre  los  bienes  situados 
»  en  su  territorio,  á  los  actos  declaratorios  de  quiebra  expedidos 

>  por  un  tribunal  extranjero,  sin  distinción  entre  la   cesión   vo- 

>  luntaria    de    bienes    y    la   forzada,   y   hay    otros    como    los 

>  Estados-Unidos  de  Norte-América  que  admiten  esa  distin- 
ción. 

:»  A  la  primera  forma  de  insolvencia  ó  quiebra  aplican  en 
2>  toda  su  extensión,  el  principio  cjus  disponendi  et  legitimi  do- 
1  mini,  >  respetando  en  el  deudor   la  facultad   de   trasmitir   sus 

>  bienes  á  sus  acreedores,  con  la  misma  libertad  que  podría  ena- 
1  genarlos  á  cualquiera  en  circunstancias  ordinarias.  En  este  caso 

>  aceptada  la  cesión  volutaria  de  bienes  por  los  acreedores  ante 
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i  un  tribunal  extranjero,  ella  es  renonocida  como  eñcaz  por  los 

>  tribunales  de  los  Estados-Unidos  de  Norte-América,  aún  so- 
:»  bre  los  bienes  que  en  su  territorio  tenga  el  fallido:  estos  bienes 
:»  se  entregan  sin  resistencia  alguna  al  síndico  ó  síndicos  de  la 
i  quiebra. 

*  Pero  si  el  abandono  de  bienes  por  el  fallido  no  es  un 
a  acto  voluntario  de  su  parte,  sino  forzado  por  cuanto  un  fallo  de- 
2  claratorio  de  quiebra  los  somete  á  embargo  y  á  interdicción  pa- 
*  ra  seguir  poseyéndolos  y  administrándolos,  en  este  caso  los 
:»  tribunales  americanos  aplican  la  regla  slocus   rei   sitas,  :>  y   no 

>  reconocen  competencia  ni  autoridad  alguna  en  los  que  hubié- 
2>  sen  declarado  la  quiebra,  rechazando  en  consecuencia  los  efec- 
»  tos  extraterritoriales,  de  toda  ley  y  decisión  judicial  extranje- 

>  ra  que  puede  inferir  perjuicio  á  los  derechos  ó  intereses  de  los 

>  ciudadanos  americanos.  Si  el  deudor  hace  honor  á  sus  créditos 
»  en  el  territorio  de  los  Estados  Unidos,  no  se  le   inquieta,   pero 

>  si  deja  de  cubrirlos  se  le  somete  a  un  juicio  de  quiebra  y  con 
»  los  bienes  que  allí  posea  se  cubre  á  sus   acreedores. 

«  Hay  otro  sistema  que  sin  aceptar  distinción  entre  la  ce- 
»  síón  voluntaria  ó  forzada  de  bienes,  no  admite  tampoco  la  uni- 

>  dad  de  jurisdicción  ni  de  ley  en  cuanto  á  la  quiebra;  sitió  que 
»  en  protección  de  los  intereses  de  los  habitantes  del  país  profesa 
2»  la  regla:  tot  decoctiones  quot  reglones.   En  este   sistema  cada 

>  grupo  de  acreedores,  según  el  país  de  su  residencia,  tiene  de- 

>  recho  á  solicitar  que  se  forme  en  él  un  concurso  al  fallido  pa- 
2  ra  que  con  los  bienes  que  allí  posee,  se  cubra  cada  acreedor 
:»  según  el  rango  prelativo  que  le  corresponda   en  conformidad 

>  a  la  ley  del  país. 

«  Esta  breve  exposición  de  ia  diversidad  de  jurisprudencia 
:»  que  se  profesa  en  materia  de  quiebra,  bastará  para  persuadir 
»  de  la  conveniencia  y  necesidad  de  uniformarla. 

«  Atendida  la  naturaleza  de  la  insolvencia  ó    quiebra,   ella 

>  no  es  más  que  la  pre-sucesión  de  los  acreedores  en  los  bienes 

1Í2 
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»  de  un  deudor  fallecido.  Lo  que  la  muerte  natural  de  una  per- 
2>  sona  es  á  sus  herederos,  la  insolvencia  ó  quiebra  de  un  deudor 
»  vivo  lo  es  para  sus  acreedores;  esto  es:  causa  legal  de  trasmi- 
»  sión  de  los  bienes,  sino  en  dominio,  en  administración  á  lo 
»  menos,  de  manos  del  deudor  á  las  de  los  acredores,  con  facul- 
i  tad  en  éstos,  para  venderlos  y  aplicar  su  producto  al  pago 
»  de  sus  créditos,  hasta  concurrencia  del  valor  de  ellos.  Esta 
»  analogía  fundamental  entre  la  herencia  y  la  quiebra  podría  in- 
j  clinar  el  espíritu  á  someter  esta  última  al  imperio  de  las  mis- 
»  mas  reglas  que  la  primera,  esto  es:  unidad  de  la  ley  y  de  jurisdic- 
»  ción  para  rejir  y  distribuir  la  masa  fallida.  Pero  esta  analogía- 
»  no  alcanza  á  constituir  identidad.  La  trasmisión  de  bienes  por 
»  causa  de  muerte  constituye  un  modo  de  adquirir  á  título  gra- 
»  tuito;  al  paso  que  la  trasmisión  de  bienes  por  causas  de  insol- 
»  vencía  ó  quiebra  no  es  más  que  una  dación  en  pago,  á  buena 
»  cuenta  de  créditos  que  se  deben  á  título  oneroso.  Por  consi- 
»  guiente,  la  unidad  de  ley  en  cuanto  á  la  distribución  de  la  ma- 
»  sa  fallida  entre  los  acreedores  de  ella,  podría  importar  en  mu- 
»  chos  casos  una  violación  del  derecho  de  preferencia,  inherente 
»  á  cada  crédito.  La  mujer  casada  por  sus  aportes  al  matrimonio, 

>  el  hijo  de  familia  por  el  peculio  adventicio  que  administra  el 
»  padre,  el  pupilo  por  el  patrimonio,  confiado  á   la  gerencia  del 

>  guardador,  pueden  tener  ciertos  privilegios  ó  preferencia  so- 
»  bre  los  bienes  del  marido,  padre  ó  guardador,  según  la  ley  del 
»  país  que  impera  sobre  esos  créditos;  y  esos  mismos  privile« 
»  gios  ó  preferencias  pueden  no  ser  reconocidos  por  la  ley 
»  del  país  donde  se  abre  la  quiebra,  La  lexfori  reguladora  de 
»  la  distribución  de  la  masa  fallida,  estaría  entonces   en    oposi- 

>  ción  con  la  lex  loci  contractas,  reguladora  de  la  preferencia 
a  del  crédito;  y  á  primera  vista  repugna  que  por  medio  del  pro- 
»  cedimiento  á  que  se  recurre  para  hacer  el  pago  de  un  crédito, 

>  alteren  las  cualidades  de  éste,  despojándolo  de  las  garantías  ó 
i  privilegios  inherentes  á  su  naturaleza  originaria.   La   contem- 
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»  plación  de  este  absurdo  y  la  necesidad  de  salvarlos,  es  lo  que 
»  ha  inclinado  á  algunos  jurisconsultos  á  rechazar  como  absoluta 
»  la  máxima  de  lex  fori  adoptando  de  preferencia  la  de  lex  loe  i 
»  contractus,  la  cual  trae  como  corolario,  sino  forzoso,  natural  á 
?  lo  menos,  la  sanción  de  la  regla  tot  decoctiones  qnot  regiones,  i 

Tales  son  las  distintas  fases  bajo  las  cuales  se  ha  encarado 
la  materia  de  las  quiebras  del  punto  de  vista  de  las  relaciones 
de  carácter  internacional. 

Desde  luego,  ocurre  observar,  que  el  sistema  de  la  unidad 
de  la  quiebra  reviste  sólo  aparentemente  la  simplicidad  que  se 
echa  de  menos  en  la  teoría  de  la  pluralidad  de  concursos.  Las 
falencias  sólo  pueden  afectar  relaciones  privadas  de  carácter  in- 
ternacional, cuando  el  presunto  fallido  tiene  diseminados  sus 
bienes  en  territorios  sometidos  á  diferentes  soberanos.  Si  esos 
bienes  están  vinculados  al  comercio  del  país  en  que  radican,  sin 
que  los  establecimientos  mercantiles  constituidos  en  un  punto 
puedan  considerarse  simples  sucursales,  con  relación  á  los 
establecidos  en  otros  países,  la  pluralidad  de  quiebras  se  impo- 
ne según  las  conclusiones  de  uno  y  otro  sistema. 

Fiore  lo  establece  bien  categóricamente  en  las  bases  que- 
presenta  como  principios  dirijentes  climateria  de  quiebras  ensus 
relaciones  con  el  Derecho  Internacional  Privado.  Después  de 
consignar  en  la  base  2.a  que  el  tribunal  del  domicilio  comercial 
del  fallido  es  competente  para  declarar  la  quiebra  de  un  extran- 
jero, y  resolver  todas  las  cuestiones  incidentales  que  provienen 
de  la  cesación  de  pagos,  agrega,  que  cuando  los  establecimien- 
tos sociales  fuesen  distintos  y  separados,  cada  uno  de  los  tribu- 
nales del  país  en  que  esos  comercios  existen,  es  competente  pa- 
ra hacer  la  declaración  de  quiebra.  Téngase  presente  que  en  el 
concepto  de  Fiore  la  separación  é  independencia  de  las  casas 
comerciales,  no  determinan  la  competencia  de  los  jueces  territo- 
riales, en  el  sentido  de  conocer  á  prevención,  constituyéndose 
en  tribunal  único  de  la  falencia  el  primero  que  ha  prevenido  en 
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el  conocimiento  de  la  causa.  En  concepto  del  jurista  italiano, 
no  solo  son  competentes  los  tribunales  de  los  distintos  países 
en  que  ha  ejercido  el  comercio  el  fallido,  sino  que  cada  uno  de 
ellos  determina  el  asiento  jurídico  de  una  quiebra  especial  y  que 
funciona  con  entera  independencia  de  las  demás.  Copiamos  de 
la  obra  escrita  por  Fiore  sobre  Derecho  Internacional  Privado, 
página  565,  las  siguientes  consideraciones,  que  ponen  bien  en 
claro  su  doctrina  sobre  este  punto.  <  Si  un  comerciante,  dice, 
»  tiene  dos  establecimientos  de  comercio  distintos  en  dos  dife- 
»  rentes  países,  y  se  declara  s\i  quiebra  en  uno  y  otro,  deberán 
»  formarse  dos  masas  distintas,  sin  confundirse  las  operaciones 
»de  una  y  otra. »  En  Francia,  asegura  el  mismo  Tratadista,  se  ha 
resuelto,  en  el  caso  de  un  fallido  que  tenia  dos  establecimientos, 
uno  en  Francia  y  otro  en  el  extranjero,  que  un  acreedor  que 
hubiese  reivindicado  una  parte  de  las  mercaderías  de  una 
masa,  no  podría  ser  obligado  á  entregar  su  valor  á  la  otra.  Es 
entendido,  concluye  Fiore,  que  el  principio  que  acabamos  de 
consignar:  no  es  aplicable,  sino  cuando  ios  dos  establecimientos 
de  comercio  son  distintos  y  no  cuando  no  existe  sino  un  solo 
establecimiento  mercantil  y  una  sucursal  en  el  extranjero;  en 
este  último  caso  no  debería  haber,  sino  una  sola  quiebra  y  una 
sola  masa. 

Creemos  que  el  principio  de  la  unidad  de  la  quiebra,  apli- 
cado exclusivamente  al  casoea  que  exista  una  casa  principal  de 
comercio  en  un  país  y  meras  agencias  ó  sucursales  ea  otro,  no 
hace  sino  confirmar  el  principio  de  la  pluralidad  de  concursos, 
pues  que  se  le  reconoce  como  justo  y  conveniente  á  ios  intereses 
generales  del  comercio  cuando  los  establecimientos  mercantiles 
que  existen  en  diversos  territorios,  aunque  pertenezcan  á  un 
mismo  comerciante,  son  distintos  y  separados. 

Entendida  de  esa  manera  la  doctrina  de  la  unidad  de  las 
Quiebras,  se  concilia  perfectamente  con  la  teoría  de  la  pluralidad 
de  concursos,  desde  que  una  y  otra  están  de  acuerdo  en  reconocer 
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que  las  meras  agencias  ó  sucursales  de  una  casa  de  comercio  que 
se  radica  en  territorio  diverso  de  aquel  en  que  está  establecida 
la  casa  principal,  deben  seguir  la  suerte  de  esta  última  y  liqui- 
darse en  un  solo  juicio  de  quiebra.  Los  acreedores  de  esas  agen- 
cias ó  sucursales  no  han  podido  dudar,  que  revistiendo  el  carácter 
le  meras  dependencias  de  la  casa  principal,  sin  capital  prepio 
y  obrando  por  cuenta  y  bajo  la  responsabilidad  de  la  misma,  no 
podían  ofrecerles  otras  seguridades  de  pago  y  garantías  reales 
de  cobro  efectivo  desús  créditos,  que  aquellas  que  han  debido 
tener  en  cuenta  todos  los  demás  acreedores  de  la  casa  fallida. 
La  Comisión  ha  creido,  con  todo,  que  la  ley  debe  definir  en  tér- 
minos bien  precisos  elcarácter  que  deben  revestir  las  sucursales 
ó  agencias,  para  que  no  puedan  ser  consideradas  como  estable- 
cimientos distintos  y  separados  y  dar  lugar  á  la  pluralidad  de 
concursos,  si  así  lo  requieren  los  acreedores  locales.  Es  por  ello 
que  el  Proyecto  en  discusión,  después  de  establecer  en  su  artícu- 
lo 35  que  son  jueces  competentes  para  conocer  del  juicio  de 
quiebra  los  del  domicilio  comercial  del  fallido,  sea  éste  una  per- 
sona natural  ó  una  persona  jurídica,  declara  en  el  artículo  si- 
guiente que  rige  el  mismo  principio,  aún  cuando  el  comerciante 
declarado  en  quiebra  practique  accidentalmente  actas  de  ees 
mercio  en  otros  Estados,  ó  mantenga  en  ellos,  meras  agencias 
ó  sucursales  que  obran  por  cuenta  y  bajo  la  responsabilidad 
de  la  casa  principal  cuya  suspensión  de  pagos  ha  dado  mérito 
á  la  declaración  de  quiebra— y  como  consecuencia  de  esas 
premisas  el  artículo  x~]  establece  —que  si  el  fallido  tiene  dos  ó 
más  establecimientos  comerciales,  separados  y  distintos  en  di- 
versos territorios,  serán  competentes  para  conocer  del  juicio  de 
quiebra  de  cada  uno  de  ellos  los  jueces  y  tribunales  de  sus  res- 
pectivos domicilios. 

Dados  estos  precedentes,  no  es  posible  resolver  en  térmi- 
nos generales  si  la  quiebra  ha  de  ser  única  para  todos  los  Esta- 
dos en  que  el  fallido  tiene  establecimientos  comerciales,  ó  si  de 


ben  existir  tantos  juicios  de  concurso  como  casas  de  comercio 
mantenga  aquel  en  diversos  territorios  jurisdiccionales.  Será 
única  ó  múltiple  la  quiebra  según  los  principios  que  quedan  am- 
pliamente justificados.  Pero  con  la  pluralidad  de  quiebras  en  el 
caso  taxativamente  previsto  en  el  artículo  $J  del  Proyecto  en 
discusión,  queda  siempre  por  resolver,  si  la  independencia  ter- 
ritorial de  las  quiebras,  tiene  por  consecuencia  lógica  legalizar 
la  situación,  anómala  y  contraria  á  todo  principio  de  buena  fé 
y  justicia  distributiva,  de  un  comerciante  insolvente  en  un  país, 
y  con  capacidad  para  ejercer  el  comercio  en  otro,  y  disponer 
libremente  de  los  bienes  que  allí  posea. 

En  el  informe  presentado  por  la  Comisión  de  Derecho  Co- 
mercial al  Congreso  Jurídico  Internacional  de  Lima,  se  creyó 
que  la  solución  de  tan  importante  cuestión  debía  surbordinarse 
á  los  siguientes  principios.  —  «Fcelix,  decia  el  miembro  informante, 
adicto  á  la  antigua  teoría  de  los  estatutos,  cree  que  las  leyes  so- 
bre quiebras  son  personales  y  que  por  lo  tanto  tienen  un  valor 
extraterritorial.  Rocco,  por  el  contrario,  opina  que  esas  leyes 
son  estatutos  reales,  por  lo  que  ej  necesario  limitar  los  efectos 
de  una  declaración  de  falencia  álos  bienes  existentes  en  el  lu- 
gar donde  el  juicio  se  ha  seguido.  De  este  modo  dos  autores  no- 
tables y  que  han  hecho  estudios  serios  sobre  Derecho  Interna- 
cional Privado,  de  una  misma  teoría,  vienen  á  deducir  con- 
secuencias enteramente  contrarias.  Sin  embargo,  la  opinión 
más  general  y  la  que  está  más  en  armonía  con  los  principios  ya 
aceptados  por  este  Congreso  de  Plenipotenciarios,  es  que  el 
juicio  de  falencia  pronunciado  en  cualquiera  país  debe  cumplir- 
se, siempre  que  su  cumplimiento  no  se  oponga  á  las  leyes  de 
orden  público  y  á  los  derechos  de  la  soberanía  territorial 
Lo  que  se  controvierte  aún,  entre  ios  que  profesan  esta  doc- 
trina, es  si  el  fallo  expedido  sobre  la  quiebra  surtirá  efec- 
tos en  un  territorio  extraño,  sin  haberse  sometido  previa- 
mente á  una    revisión,     como    sucede  respecto  de  cualquiera 
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otra  sentencia,  ó  si  la  regla  general  debe  tener  una  excep- 
ción en  favor  de  los  intereses  comerciales,  cuando  se  trata 
del  juicio  de  falencia.  Merlin,  refiriendo  la  cuestión  única- 
mente á  los  síndicos,  dice,  que  el  acto  en  que  éstos  son  nom- 
brados por  un  juez  ó  tribunal  extranjero,  no  es  en  el  fondo  más 
que  una  mera  procuración,  y  que  las  procuraciones,  con  tal  que 
reúnan  las  formalidades  establecidas  en  el  lugar  de  su  proceden- 
cia, han  de  tener  un  valor  extraterritorial  y  producir  sus  efectos 
en  todas  partes,  así  como  nadie  duda  que  el  tutor  nombrado 
para  un  menor  ó  para  un  interdicto,  puede  obrar  contra  los  deu- 
dores de  uno  ú  otro,  sin  necesidad  de  la  revisión  de  un  tribunal 
francés.  Esto  no  obstante,  Merlin,  pone  una  restricción  á  esta 
regla  general.  Si  el  fallido,  dice,  tiene  dos  establecimientos, 
situado  el  uno  en  el  lugar  del  juicio  y  el  otro  en  un  país  extran- 
jero, los  síndicos  no  estarán  facultados  para  proceder  contra  la 
casa  extranjera  ni  para  pedirle  cuentas, 

Massé  también  opina  que  los  síndicos  son  en  realidad  man- 
datarios ó  procuradores,  nombrados  por  el  juez  de  la  quiebra  y 
que  investidos  de  esa  representación  pueden  proceder  en  cual- 
quier parte  contra  los  deudores  del  fallido  para  obligarlos  al  pa- 
go de  sus  deudas,  aunque  la  sentencia  no  haya  sido  revisada  ni 
recibido  de  un  tribunal  francés  el  sello  de  una  ejecutoria;  pero 
que  si  se  tratase  de  obrar  contra  acreedores  franceses,  ya  para 
disputarles  derechos  adquiridos  sobre  bienes  situados  en  Fran- 
cia, ya  para  anular  ios  contratos  que  hubiesen  celebrado  con  el 
fallido,  la  declaración  de  falencia  no  sería  bastante.  Según  Mas- 
sé,  el  juicio  extranjero  sobre  quiebra,  al  privar  al  fallido  de  la 
facultad  de  administrar  sus  bienes  y  atribuir  los  derechos  de  ca- 
da acreedor  á  la  masa  responsable,  se  apoya  en  un  estatuto  real, 
y  por  este  motivo  no  puede  recaer  sino  sobre  los  bienes  situa- 
dos en  el  país  de  dicho  juicio.  El  mismo  autor,  agrega,  que  aún 
en  el  caso  de  que  un  tribunal  francés  hubiese  revisado  el  fallo  de 
falencia  y  ordenado  su  cumplimiento,  ese  fallo  no  podrid  ejecutar- 
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se  con  perjuicio  de  un  tercero,  respecto  del  cual  no  tendría  fuer- 
za de  cosa  juzgada,  por  haberse  pronunciado  sin  su  intervención; 
y  además  porque  el  estatuto  real  en  cuanto  á  disponer  de  los 
bienes,  no  puede  traspasar  los  límites  del  país  en  que  se  ha 
declarado  la  falencia.  Sin  embargo,  Massé  sostiene  que  si  los 
acreedores  franceses  están  de  acuerdo  en  cuanto  á  la  efectivi- 
dad de  la  falencia  y  sus  resultados,  discutiendo  tan  solo  sobre 
la  fecha  á  que  debe  retrotraerse  la  quiebra,  el  juicio  extran- 
jero bastará  para  resolver  la  cuestión  aunque  no  se  le  haya 
revisado. 

Fiore,  cuyas  doctrinas  ha  seguido  la  Comisión  en  estas  y 
otras  materias,  dice  que  en  cualquier  país  debe  tenerse  por  eñcaz 
el  juicio  de  quiebra  y  darle  cumplimiento  no  porque  la  ley  en 
que  se  funda  es  personal  como  lo  sostienen  algunos  autores,  sino 
porque  así  lo  exije  el  respeto  de  que  son  dignos  los  preceptos 
de  la  justicia  y  los  intereses  del  comercio.  Más,  el  fallo  de  falen- 
cia expedido  en  otro  país,  necesita  para  producir  sus  efectos,  de 
la  revisión  del  tribunal  del  territorio.  Esa  revisión  no  tendrá  por 
objeto  entrar  en  el  fondo  de  la  causa,  sino  tan  solo  examinar  si 
el  fallo  en  que  se  declara  la  quiebra  ha  sido  pronunciado  por  un 
tribunal  competente,  si  las  partes  han  sido  legalmente  citadas  ó 
representadas;  y  si  las  disposiciones  contenidas  en  la  resolución 
son  contrarias  al  Derecho  Público  del  Estador  Aún  esa  revisión 
es  innecesaria,  según  Fiore,  cuando  los  síndicos  tratan  de  efec- 
tuar actos  de  mera  precaución  ó  seguridad  y  que  por  tanto  no 
supone  la  condenación  del  deudor  ni  la  ejecución  sobre  sus  bie- 
nes. Asi,  los  síndicos  sin  necesidad  de  los  trámites  de  una  revi- 
sión, pueden  recaudar  los  créditos  activos  del  deudor,  vender 
sus  bienes  muebles  y  hasta  celebrar  transacciones;  pero  no  les 
será  permitido  efectuar  embargos  ni  desembargos,  ni  el  remate 
de  los  bienes  raices,  sin  que  se  revise  el  fallo  con  los  objetos  an- 
teriormente indicados. 

La  teoría  de  los  estatutos,  en  tesis  general,    no   ha   hecho 
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sino  dificultar  ía  solución  de  los  conflictos  que  ocurren  en 
materia  del  Derecho  Internacional  Privado  y  no  ha  sido  por 
cierto  aplicada  con  mejor  éxito  para  admitir  ó  rechazar  la  ex- 
traterritorialidad del  fallo  declaratorio  de  la  quiebra.  Tiene  ra- 
zón Fiore,  cuando  afirma  que  tal  sentencia  debe  tener  el  mismo 
valor  en  todas  partes,  no  porque  la  ley  en  que  se  funda  sea  per- 
sonal como  lo  sostienen  algunos  tratadistas,  sino  porque  asi  lo 
exije  el  respecto  de  que  son  dignos  los  preceptos  de  la  justicia 
y  los  intereses  del  comercio.  No  debe  olvidarse,  sin  embargo, 
que  el  auto  declaratorio  de  la  quiebra  no  tiene  efectos  tan  ex- 
tensos en  los  casos  en  que  el  juicio  es  único,  como  en  aquellos 
en  que  procede  la  pluralidad  de  concursos.  Si  la  dependencia 
en  que  están  las  diversas  casas  de  comercio  que  el  fallido  man- 
tiene en  distintos  territorios,  es  de  tal  naturaleza  que  impone  la 
constitución  de  un  solo  juicio  de  quiebra,  entonces  no  solo  de- 
berá el  fallo  declaratorio  de  la  falencia  tener  efecto  en  todos  los 
paises,  sino  que  los  síndicos  no  podrán  ejercer  sus  facultades 
administrativas  respecto  á  todos  los  bienes  del  fallido,  cualquiera 
que  sea  el  territorio  en  que  esos  bienes  se  encuentren.  Lo  único 
que  deberá  exigirse,  como  condición  previa  al  cumplimiento  del 
auto  de  quiebra,  fuera  del  territorio  en  que  ha  sido  declarada,  es 
que  se  constante  que  ese  fallo  reúne  las  condiciones  que  se  re- 
quieren para  que  las  sentencias  dictadas  surtan  efectos  extrater= 
ritoriales  y  son  la  competencia  del  juez  que  la  declara,  su  no 
oposición  á  ningún  principio  vigente  de  orden  público  en  el  país 
en  que  va  cumplirse,  y  que  hayan  sido  con  citación  de  aquel  á 
quien  perjudica. 

Mucho  mas  limitados  son  los  efectos  que  la  ley  debe  atri- 
buir al  auto  declaratorio  de  la  falencia  en  territorio  distinto 
de  aquel  en  que  ha  sido  dictado,  cuando  sea  procedente  seguir 
diversos  juicios  de  quiebra.  En  tal  caso,  lo  único  que  podrá 
concederse  á  la  primera  declaración  de  quiebra  que  se  pronun- 
cie, es  que  todas  aquellas  medidas  que  son  la  consecuencia  del 
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estado  de  falencia,  se  cumplan  en  todas  partes,  y  en  ese  sentido  el 
artículo  38  establece  «que  declarada  la  quiebra  en  un  país,  las 
medidas  preventivas  dictadas  en  ese  juicio  se  harán  efectivas 
sobre  los  bienes  que  el  fallido  tenga  en  otro  Estado,  sin  perjuicio 
del  derecho  que  los  artículos  siguientes  conceden  á  los  acree- 
dores locales.»  De  esta  manera  se  respeta  el  principio  indiscuti- 
ble, de  que  todos  los  bienes  del  fallido,  cualquiera  que  sea  el  terri- 
torio en  que  se  encuentren,  son  la  garantía  de  sus  acreedores,  y 
se  reconoce  al  mismo  tiempo  la  preferencia  que  tienen  sobre  los 
bienes  de  un  concurso  los  dueños  de  créditos  localizados  en  el 
territorio  en  que  esos  bienes  existen,  con  cargo  de  poner  el  so- 
brante que  pudiere  resultar  á  disposición  de  los  tribunales  de 
los  países  en  que  se  siguen  otros  juicios  de  quiebra. 

Los  Códigos  de  Comercio  Argentino  y  Oriental,  han  acep- 
tado el  sistema  de  la  pluralidad  de  las  quiebras,  pues  que  han 
establecido  en  el  título  respectivo  que  «la  declaración  de  quiebra 
pronunciada  en  país  extranjero,  no  puede  invocarse  contra  los 
acreedores  que  el  fallido  tenga  en  la  República,  ni  para  dispu- 
tarles los  derechos  que  pretendan  tener  sobre  los  bienes  exis- 
tentes en  el  territorio  nacional,  ni  para  anular  los  actos  que  ha- 
yan celebrado  con  el  fallido.  Consignan,  igualmente,  que  decla- 
rada la  quiebra  en  la  República,  si  la  misma  persona  ó  sociedad 
estuviese  concursada  en  el  extranjero,  no  se  tendrá  en  conside- 
ración á  los  acreedores  que  pertenezcan  al  otro  concurso,  sino 
para  el  caso,  en  que  pagados  íntegramente  los  acreedores  exis- 
tentes en  la  República,  resultase  un  sobrante.» 

Fuerza  es  reconocer,  sin  embargo,  que  con  estos  únicos 
principios,  establecidos  como  base  para  solucionar  las  cuestio- 
nes que  suscita  la  materia  de  las  quiebras  en  el  Derecho  Inter- 
nacional, queda  sin  resolver  aquella  que  el  Proyecto  en  discu- 
sión plantea,  y  resuelve  en  términos  bien.esplícitos  y  categóri- 
cos, al  declarar,  que  la  medidas  preventivas  autorizadas  por  el 
juez  que  declara  la  primera  quiebra,  deben  cumplirse   en   todos 
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los  países,  aún  cuando  la  situación  respectiva  de  las  diferentes 
casas  de  comercio  constituidas  en  ellos;  dé  lugar  á  juicio  de  con- 
cursos distinto-,  y  separados.  El  silencio  de  los  precitados  Códi- 
gos sobre  cuestión  de  tan  capital  importancia,  ha  sido  interpre- 
tado en  el  sentido  de  que  puede  admitirse  legalmente,  que  un 
comerciante  se  halle  en  estado  de  quiebra  y  aún  insolvente  en 
un  país,  y  conserve  sin  embargo  en  otro  la  libre  administra- 
ción de  sus  bienes.  Tienen  razón  los  partidarios  de  la  unidad  de 
la  quiebra,  cuando  observan  que  siendo  los  bienes  del  deudo1" 
la  garantía  del  cumplimiento  de  los  compromisos  contraidos 
para  con  sus  acreedores,  tal  garantía  sería  ilusoria  si  se  admitie- 
se que  el  comerciante  fallido  é  insolvente  en  un  Estado  pudiese 
conservar  la  libre  administración  de  sus  bienes  en  los  demás. 
Pero  tan  justa  observación  pierde  la  importancia  que  le  presta 
la  deficiencia  del  sistema  de  legislación  á  que  se  cliríje,  desde  el 
momento  en  que  se  reconozca  que  la  pluralidad  de  quiebras  no 
impide  que  sean  simultáneas  en  todos  los  Estados,  toda  vez  que 
exista  una  declaración  de  falencia  y  se  hayan  llanado,  al  pro- 
nunciarla, los  requisitos  que  se  exijen  para  que  la  sentencia  dic- 
tada por  los  tribunales  de  un  país  se  cumpla  por  los  jueces  de 
otro.  Ese  es  el  pricipio  que  la  Comisión  ha  aceptado  y  que 
constituye  la  base  capital  de  sus  ideas  en  la  materia  y  el  que  á 
su  juicio  salva  todas  las  dificultades.  Circunscribe  el  precepto 
de  la  unidad  de  la  quiebra  dentro  de  sus  justos  límites,  admitien- 
do que  son  jueces  competentes  para  declarar  la  falencia  de  un 
comerciante  los  de  su  domicilio  comercial,  aún  cuando  manten- 
ga en  otros  países  agencias  ó  sucursales,  con  tal  que  éstas  obren 
por  cuenta  y  bajo  la  responsabilidad  de  la  casa  principal,  cuya 
suspensión  de  pagos  haya  dado  mérito  á  la  declaración  de  quie- 
bra. Esas  limitaciones  impuestas  al  principio  de  la  unidad  de  la 
quiebra,  afirman  la  doctrina  de  la  pluralidad  de  concurso  para 
el  caso  en  que  el  fallido  tenga  establecidas  casas  de  comercio 
separadas  y  distintas  en  territorios  que  no   están    sometidos   á 


-  £12  - 

una  misma  soberanía,  lo  que  por  otra  parte  se  ajusta  á  la  doc- 
trina de  la  misma  escuela  italiana,  según  lo  reconoce  Fiore,  su 
intérprete  mas  autorizado.  Por  lo  demás,  el  Proyecto  no  se  li- 
mita á  señalar  las  condiciones  que  dan  mérito  á  que  puedan  se- 
guirse varios  juicios  de  quiebra  centra  un  mismo  comerciante 
sino  que  á  la  vez  que  impone  la  simultaneidad  de  esas  quiebras, 
determina  el  procedimiento,  que  sin  romper  la  independencia 
que  deben  conservar  los  diversos  juicios,  mantiene  la  solidari- 
dad de  intereses  entre  todos  los  acreedores,  salvando  siempre 
las  preferencias  acordadas  á  los  acreedores  locales  en  los  res- 
pectivos concursos.  A  satisfacer  ampliamente  esos  intereses, 
responden  los  artículos  38  á  49  del  Proyecto. 

Séame  permitido  una  última  observación  y  concluyo.  El 
principio  de  la  pluralidad  de  las  quiebras  que  la  Comisión  ha 
aceptado  con  las  limitaciones  que  la  sana  crítica  jurídica  impo- 
ne, tiene  por  antecedente  la  doctrina  ya  sancionada  en  materia 
civil,  de  la  pluralidad  de  sucesiones.  Poco  importa  que  la  trans- 
misión de  bienes  por  causa  de  muerte  constituya  un  modo  de 
adquirir  á  título  gratuito  y  que  la  transmisión  de  bienes  por 
causa  de  insolvencia,  como  lo  establece  la  Cancillería  Chi- 
lena en  la  nota  interpretativa  del  Derecho  Civil  Internacio- 
nal de  Chile,  á  que  he  hecho  referencia  en  el  curso  de  este 
informe,  no  sea  más  que  una  dación  en  pago,  á  buena  cuenta 
de  créditos  que  se  deben'  á  título  oneroso.  Si  la  unidad  de  la 
ley  en  cuanto  á  la  distribución  de  masa  fallida  entre  los  acree- 
dores puede  importar  en  muchos  casos  una  derogación  del  de- 
recho de  preferencia,  inherente  á  esos  créditos,  la  observación 
es  tanto  más  aplicable  á  la  materia  de  las  sucesiones,  cuanto 
que  no  sólo  hay  que  tener  en  cuenta  las  preferencias  de  los  de- 
rechos creditorios  que  gravan  la  masa  hereditaria,  del  mismo 
modo  que  la  masa  concursada  en  el  caso  de  falencia,  sino  que 
las  relaciones  jurídicas  que  nacen  con  la  muerte  de  una  persona, 
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afectan  principios  de  orden  público  que  la  ley  territorial  tiene 
interés  especial  en  tutelar,  excluyendo  por  completo  la  aplica- 
ción de  leyes  extranjeras. 

Señor  Presidente  -Señores  Delegados — Doy  por  termi- 
nada la  tarea  que  me  impuse  ai  aceptar  el  cargo  de  miembro 
informante  de  la  Comisión  de  Derecho  Comercial.  No  tengo  la 
vana  pretensión  de  haber  llevado  á  vuestro  espíritu  nuevos  ele- 
mentos de  convicción  y  habré  callado,  sin  duda  alguna,  muchas 
cosas  cuya  enseñanza  podríais  dispensarme.  Sólo  aspiro  á  que 
me  concedáis  aquella  larga  paciencia,  que  si  no  es  dispensado- 
ra de  los  talentos  á  que  se  refería  el  gran  naturalista  francés, 
porque  sólo  se  conquistan  por  derecho  de  naturaleza,  constitu- 
ye el  arma  de  los  débiles  en  el  palenque  de  las  ideas,  y  nos 
habilita  para  servir,  en  la  medida  de  nuestras  fuerzas,  á  la  patria 
á  quien  representamos,  y  á  la  ciencia  á  que  nos  debemos  todos 
los  hombres  de  pensamiento. 

He  dicho. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira:  Cree  de  su 
deber  descartarse  de  la  censura  de  incoherente  y  contradicto- 
rio que  podría  resultar  de  la  luminosa  exposición  presentada  en 
nombre  de  la  Comisión  de  Derecho  Comercial,  por  no  haber  po- 
dido adherir  á  todas  las  disposiciones  contenidas  en  el  Proyecto 
de  Tratado  sobre  Derecho  Civil,  y  estar  dispuesto  á  aceptar  el 
actual  Proyecto  sobre  Derecho  Comercial  Internacional.  No 
hay  duda  de  que  los  principios  generales  de  Derecho  Civil,  es- 
pecialmente sobre  la  capacidad  jurídica  de  las  personas,  influ- 
yen sobre  las  disposiciones  de  la  legislación  comercial;  pero  la 
Comisión  separó  los  puntos  del  litigio,  no  consignando  en  él 
disposiciones  relativas  á  las  capacidades  de  las  personas  que  pu- 
diesen comprometer  el  principio  de  la  nacionalidad.  A  la  inver- 
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sa,  consignáronse  preceptos  comunes  á  todas  las  legislaciones 
y  á  todos  los  sistemas  según  la  naturaleza  jurídica  de  los  actos 
y  las  necesidades  del  comercio  internacional.  Así  es  que  tanto 
prefiere  la  ley  local,  como  la  del  domicilio,  como  respecto  de 
las  sociedades  anónimas,  que,  siendo  entidades  jurídicas,  no  tie- 
nen nacionalidad  como  las  personas  naturales,  tanto  con  rela- 
ción al  principio  de  la  nacionalidad  como  á  los  buques. 

Cualesquiera  que  sean  las  aspiraciones  científicas  para 
identificar  con  el  Derecho  Civil  el  Derecho  Comercial,  no  es 
menos  cierto  que  en  el  estado  actual  de  las  legislaciones  positi- 
vas de  los  puebles,  éste  es  un  ramo  especial  de  la  legislación  de 
cada  país,  en  el  cual  los  conflictos  internacionales  de  las  leyes 
positivas,  son  menos  frecuentes  y  menos  acentuados;  por  eso  es 
que  las  disposiciones  son  comunes  entre  los  diversos  pueblos,  al 
mismo  tiempo  que  las  frecuentes  relaciones  comerciales  interna- 
cionales hacen  más  necesarios  los  arbitrios  destinados  á  dirimir 
los  referidos  conflictos.  El  Proyecto  presentado  es  la  mejor  de- 
mostración de  esta  tesis. 

El  se  conforma,  en  general,  con  el  Proyecto  presentado  al 
Congreso  de  Lima,  el  cual>  además,  basábase  sobre  los  principios 
de  la  nacionalidad. 

Incidentalmente  no  puede  dejar  de  impugnar  la  censura 
que,  con  menos  fundamento,  se  hace  al  principio  de  la  naciona- 
lidad, de  excluir  á  los  extranjeros  de  la  adquisición  y  goce  de  los 
derechos  civiles,  estableciendo  diferencia  entre  ellos  y  los  nacio- 
nales. Por  el  contrario,  el  principio  de  la  nacionalidad  habilita 
al  legislador  de  cada  país  á  aplicar  á  los  extranjeros  en  él  resi- 
dentes, en  cuanto  á  su  capacidad,  las  leyes  que  más  favorables 
puedan  serles,  á  saber,  las  leyes  de  su  patria.  Para  su  mayor  es- 
tabilidad y  certeza  es,  sin  duda,  más  favorable  á  la  condición  de 
extranjero  que  á  la  ley  local  de  la  residencia  y  del  domicilio, 
conforme  tendrá  ocasión  de  recordar  al  manifestarlas  razones 
por  que  no  le  fué  posible  aceptar  íntegramente  todo  el  impor*. 
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tante  Proyecto  sobre  el  Derecho  Civil.  Así  es  que  los  tratadistas 
que  sustentan  el  principio  ele  la  nacionalidad  son  los  que  más 
pugnan  por  la  igualdad  de  derechos  civiles  entre  extranjeros  y 
nacionales,  bastando  citar  á  propósito  á  P.  Fiore.  Asi  es  que, 
dos  legislaciones  antiguas  que  igualmente  lo  consagraban,  la  de 
España  y  la  de  Portugal,  no  conocieron  diferencia  entre  nacio- 
nales y  extranjeros  en  cuanto  á  los  derechos  civiles  y  trasmi- 
tieron ese  principio  fundamental  y  generoso  á  sus  Colonias  que 
forman  hoy  los  Estados  Soberanos  reunidos  en  este  Congreso. 
En  conclusión,  ni  es  incoherente  y  contradictorio  aquel  que,  no 
habiendo  aceptado  el  Proyecto  sobre  Derecho  Civil  por  no  con- 
sagrar el  principio  de  la  nacionalidad,  acepta  el  Proyecto  sobre 
Derecho  Comercial,  ni  es  fundada  la  argumentación  de  ofensa 
á  los  derechos  de  los  extranjeros  que  se  irroga  al  principio  ele 
la  nacionalidad,  el  cual,  además,  es  acusado  por  buenos  espíritus 
si  bien  aunque  sin  fundamento,  de  atentatorio  y  usurpador  de 
los  derechos  de  la  soberanía  local  en  favor  del  extranjero. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  por  su  parte  consigna  las  mis- 
mas opiniones  que  ha  emitido  el  Señor  Doctor  de  Andrade  Fi- 
gueira.  Cree  que  no  hay  perfecta  conformidad  en  los  principios 
que  sirven  de  base  á  uno  y  otro  Proyecto.  Que  acepta  los  que 
establece  en  general  el  que  está  en  discusión  y  no  encuentra  en 
ello  inconvenientes. 

Por  otra  parte  no  vé  solucionada  en  este  Proyecto  en  un 
sentido  contrario  á  las  ideas  que  ha  sostenido,  la  cuestión  de  la 
capacidad  como  lo  está  en  el  Proyecto  de  Tratado  de  Derecho 
Civil.  Entiende  que  tampoco  se  ha  solucionado  en  el  mismo  sen- 
tido?  la  doctrina  relativa  á  la  diversidad  de  los  juicios.  Agregó: 
que  en  ese  punto  podría  apartarse,  porque  como  lo  ha  expresa- 
do el  miembro  informante,  está  sujeto  á  leyes  distintas.  En  cuan- 
to á  los  demás,  no  vé  la  conformidad  á  que  alude  el  Señor  Doc- 
tor Ramírez,  y  con  respecto  á  las  doctrinas  expuestas  en  uno   y 
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otro  Proyecto,  le  parece  que  existe  bastante  materia  para  mani- 
festar que  no  hay  tal  conformidad  y  que  puede  muy  bien  acep- 
tar las  que  contiene  el  Proyecto  en  discusión,  como  las  acepta, 
sin  haber  aceptado  las  del  Derecho  Civil. 

Se  puso  á  votación  y  fué  aprobado  en  general,  por  unani- 
midad, el  Proyecto  de  Derecho  Comercial  Internacional. 

En  discusión  particular, 

TÍTULO  I 

DE  LOS  ACTOS  DE  COMERCIO  Y  DE  LOS  COMERCIANTES 

Artículo  I." 

«  Los  actos  jurídicos  serán  considerados  actos  de  comer- 
>  ció  ó  del  fuero  civil,  con  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  se  efec- 
»  túan.» 

El  Señor  Doctor  Vaca  Guzman:  Desea  conocer  cuál  es 
la  inteligencia  neta  y  definida  que  se  le  dá  á  este  artículo. 

El  término  efectúan  pudiera  dar  lugar  á  una  doble  inter- 
pretación, es  decir:  si  se  refiere  al  lugar  en  que  se  ejecuta  el  ac- 
to ó  á  aquel  en  que  debe  producir  sus  efectos. 

Como  en  la  materia  civil,  agregó,  se  han  establecido  prin- 
cipios al  respecto,  desearía  en  consecuencia,  conocer  con  exac 
titud  cuál  es  la  significación  que  la  Comisión  atribuye  al  término 
indicado. 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  Cree  que  la  pregunta  está 
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ampliamente  contestada  en  el  informe  que  acaba  de  producir:  no 
obstante,  hace  presente  que  por  éste  título  el  comerciante  está 
regido  por  las  leyes  del  país  en  que  ejerce  su  profesión,  y  por 
lo  tanto,  todos  los  actos  que  realiza  allí,  se  sujetan  á  la  ley  local; 
que  en  ese  sentido  está  formulado  el  artículo  i.° 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman:  Interroga  que  un  con- 
trato celebrado,  por  ejemplo,  en  la  República  Oriental  del  Uru- 
guay, sobre  mercaderías  que  deben  entregarse  en  Buenos  Aires, 
¿por  qué  ley  debe  calificarse  ese  acto  comercial,  por  la  del  lugar 
donde  se  produce  el  efecto,  donde  se  cobra  el  importe,  ó  bien 
donde  se  cumple  el  contrato? 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  Si  las  mercaderías  están  en 
la  República  Argentina  es  en  esta  Nación  que  el  contrato  se 
ejecuta,  y  la  relación  jurídica  que  produce  se  rige  por  sus  leyes. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman:  Se  dá  por  satisfecho 
con  esa  explicación. 

Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  esta 
forma: 

i  Los  actos  jurídicos  serán  considerados  civiles  ó  comer- 
2  cíales  con  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  se  efectúan.  » 

En  discusión  el 

Artículo  2.° 

<  Las  personas  físicas  ó  jurídicas  serán  ó  no  calificadas  de 
i  comerciantes,  según  la  ley  del  país  en  que  tienen  lugar  los  ac- 
y  tos  que  esas  personas  ejerciten.  > 

lid 
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El  Señor  Doctor  Ramírez  dice:  que  de  acuerdo  con  las 
observaciones  hechas  por  algunos  de  los  Señores  Plenipoten- 
ciarios, la  Comisión  propone  que  éste  artículo  sea  redactado 
en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por 
unanimidad: 

i  El  carácter  de  comerciante  de  las  personas  físicas  ó  ju- 

>  rídicas,  se  determina  por  la  ley  del  país  en  el   cual   tienen   el 
»  asiento  de  sus  negocios.» 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  3? 

«  Los  comerciantes  y  agentes  auxiliares  del  comercio,  es- 
»  tan  sujetos  á  las  leyes  comerciales  del  país  en    que  practican 

>  los  actos  que  les  confieren  el  carácter  que  invisten.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice:  que  en  éste  artículo  se 
ha  hecho  también  una  modificación  de  forma,  quedando  redac- 
tado como  sigue: 

«  Los  comerciantes  y  agentes  auxiliares  del  comercio,  es 
i>  tan  sujetos  á  las  leyes  comerciales  del  país  en  que  ejercen  su 
»  profesión.  > 

Votado  el  artículo  es  aprobado  por  unanimidad. 

Se  pasa  al 
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título  i  i 

DE  LAS    SOCIEDADES 
En  discusión  el 

Artículo  4.0 

«  Ei  contrato  de  sociedad  se  rige  tanto  en  su  forma,  como 

>  respecto  á  las  relaciones  jurídicas  entre  los  socios,  y  entre  és- 

>  tos  y  los  terceros,  por  la  ley  del  país  en  que  la  sociedad  tiene 
»  su  domicilio.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  respecto  de 
éste  artículo  el  Señor  Prats  había  hecho  una  observación  que 
consideraba  justa,  y  es  la  de  que  la  expresión  entre  los  socios  y 
entre  éstos  y  los  terceros  era  un  tanto  oscura;  porque  podría 
creerse  que  las  acciones  que  los  socios  dirijiesen  indebidamente 
contra  los  terceros,  estaban  sujetas  á  las  reglas  establecidas 
en  el  artículo  4.0, — cuando  la  verdad  es  que  al  referirse  á  los  so- 
cios, lo  hace  á  la  entidad  social. 

Aceptando,  pues,  la  Comisión  la  modificación  que  se  le  ha 
propuesto,  ha  redactado  el  artículo  en  la  siguiente  forma,  en  la 
cual  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad. 

«  El  contrato  de  sociedad  se  rige  tanto  en  su  forma,  como 

>  respecto  á  las  relaciones  jurídicas  entre  los  socios,  y  entre   la 

>  sociedad  y  los  terceros,  por  la  ley  del  país   en   que    tiene   su 
s  domicilio  comercial.  » 
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En  discusión  el 

Artículo  5? 

«  Las  sociedades  ó  asociaciones  que  tengan  carácter  de 
2>  persona  jurídica  se  regirán  por  las  leyes  del  país  de  su  domi- 
i  cilio;  serán  reconocidas  de  pleno  derecho  como    tales   en    los 

>  Estados  y  hábiles  para  ejercitar  en  ellos  derechos  civiles,  y  ges- 
»  tionar  su  reconocimiento  ante  los  tribunales;  pero  no  podrán 
»  ejercer  operaciones  comerciales  en  otros  Estados,  si  no  se  hi- 
»  ciesen  reconocer  previamente  en  ellos  como  personas  jurídi- 
5>  cas,  llenando  los  requisitos  establecidos  por  las  leyes  de  los 
i>  mismos.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propone  que  el  artículo  sea  redactado  en  la  siguiente  forma,  en 
la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Las  sociedades  ó  asociaciones  que  tengan  carácter  de 
i  persona  jurídica  se  regirán  por  las  leyes   del   país  de   su   do- 

*  micilio;  serán  reconocidas  de  pleno  derecho  como  tales  en  los 

>  Estados,  y  hábiles  para  ejercitar  en  ellos   derechos   civiles,    y 

>  gestionar  su  reconocimiento  ante  los  tribunales.  Más   para   el 

>  ejercicio  de  actos  comprendidos  en  el  objeto  de  su  institución, 

*  se  sujetarán  á  las  prescripciones  establecidas  en  el  Estado  en 

>  el  cual  intentan  realizarlos.  » 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  6.° 

«  Las  sucursales  ó  agencias  constituidas   en   un   país    por 

>  una  sociedad  radicada  en  otro,   se   considerarán   domiciliadas 
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»  en  el  lugar  en  que  residen  y  sujetas  á  la  jurisdicción  de  las 
»  autoridades  locales,  en  lo  concerniente  á  las  operaciones 
»  que  practiquen.  j> 

El  Señor  Doctor  Ramírez  expresó  que  la  Comisión  ha- 
bía aceptado  la  siguiente  modificación  de  forma:  decir  Estado 
en  vez  de  país,  y  funcionen  en  lugar  de  residen. 

Votado  el  artículo  es  aprobado  por  unanimidad  en  esta 
forma: 

«  Las  sucursales  ó  agencias  constituidas  en  un  Estado  por 

>  una  sociedad  radicada  en  otro,  se   considerarán   domiciliadas 

>  en  el  lugar  en  que  funcionen,  y  sujetas  á  la  jurisdicción  de  las 
»  autoridades  locales,  en  lo  concerniente  á  las  operaciones   que 

>  practiquen.» 

En  discusión  el 

Artículo  7° 

«  Las  sociedades  que  tienen  su  principal  establecimiento 
■%  en  un  país,  se  rigen  por  sus  leyes,  aún  cuando  el  acto  por  el 
t>  cual  han  sido  organizadas  se  haya  realizado  en  el  territorio  de 

>  otro.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice:  que  de  acuerdo  con  la 
opinión  manifestada  por  algunos  de  sus  honorables  colegas,  la 
Comisión  ha  creido  deber  suprimir  el  artículo  7.0,  por  conside- 
rarlo comprendido  en  los  artículos  5.0  y  6.° 

El  Honorable  Congreso  resolvió  suprimir  el  referido  ar- 
tículo. 
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En  discusión  el 

Artículo  8.° 

«  Son  jueces  competentes  para  conocer  de  los  litigios 
»  que  surjan  entre  los  socios  ó  que  inicien  los  terceros  contra 
»  la  sociedad  sobre  asuntos  que  se  relacionen  con  el  giro  de  los 
»  negocios  sociales,  los  del  país  en  que  la  sociedad  tiene  su  do- 
>  micilio  legal,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el   artículo   6.°» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propone,  á  nombre  de  la 
Comisión,  que  el  artículo  sea  redactado  en  la  siguiente  forma, 
en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Los  jueces  del  país  en  que  la  sociedad  tiene  su  domici» 
»  lio  legal,  son  competentes  para  conocer  de  los  litigios  que 
»  surjan  entre  los  socios,  ó  que  inicien  los  terceros  contra  la  so- 
»  ciedad.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  la  Comisión, 
aceptando  las  indicaciones  de  algunos  de  los  Señores  Plenipo- 
tenciarios, había  convenido  en  agregar  un  artículo  al  título  DE 
LAS  SOCIEDADES,  en  el  cual  se  prevea  el  caso  de  que  una  socie- 
dad constituida  en  un  país  extranjero,  que  no  tenga  sucursales 
en  otro  Estado,  practique  en  él  actos  de  comercio. 

Como  se  ha  creiclo  que  tal  caso  no  está  previsto  en  ningu- 
no de  los  artículos  anteriores,  y  considerando  que  debe  ser  re- 
gido por  la  ley  territorial,  es  decir,  por  la  del  lugar  en  que  se 
practica  ese  acto,  se  ha  redactado  el  artículo  siguiente: 

<  Las  operaciones  que  una  sociedad  domiciliada  en  un 
»  Estado  practique  en  el  territorio  de  otro,  estarán  sujetas  á  la 
»  jurisdicción  de  los  tribunales  del  último.  > 


-  823  — 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente 
y  los  Señores  Ramírez,  Chacaltana,  Quintana,  Prats  y  Gálvez,  el 
artículo  quedó  redactado  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se  vo- 
ta y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Las  operaciones  que  una  sociedad  domiciliada  en  un 
»  Espado,  practique  en  territorio  de  otro,  están  sujetas  á  la  ju- 
j  risdicción  de  los  tribunales  del  último. 

»  Esto  no  obstante,  el  demandante  podrá  dirigir  su  acción 
»  ante  los  tribunales  del  domicilio  de  la  sociedad.  » 

Se  pasa  al 

TÍTULO  III 

DE   LOS   SEGUROS   TERRESTRES,    MARÍTIMOS    Y    SOBRE   LA   VIDA 

En  discusión  el 

Artículo  g? 

«  El  contrato  de  seguros  terrestres  se  rige  por  la  ley  del 
j  país  en  que  está  situado  el  bien  objeto  del  seguro,  en  la  épo- 
»  ca  de  su  celebración.  A  ese  mismo  principio  están  sujetos  los 
»  seguros  de  trasportes  por  ríos  ó  aguas  interiores.  3> 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  que  éste  artículo  lo  pro- 
ponía, á  nombre  de  la  Comisión,  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual 
se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Los  contratos  de  seguros  terrestres  y   de  trasporte  por 
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>  ríos  ó  aguas  interiores,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  es- 
»  tá  situado  el  bien  objeto  del  seguro  en  la  época  de  su  celebra- 

>  ción.  > 


En  discusión  el 


Artículo  10 


€  Los  seguros  marítimos  y  sobre  la  vida  se  rigen  por   las 

>  leyes  del  país  en  que  está  domiciliada  la   sociedad  asegurado- 

>  ra,  ó  sus  sucursales  y  agencias  en  el  caso  previsto  en  el    ar- 

>  tículo  6.°  2» 

El  Señor  Doctor  Aceval:  supone  que  el  artículo   en 
discusión  comprenderá  los  ríos  limítrofes  entre  dos  Estados. 

El  Señor  Presidente:  dijo  que  ese  caso  estaba  previsto 
en  el  artículo  q.°,  según  su  nueva  redacción. 

Se  vota  el  artículo  y  es   aprobado  por   unanimidad   en  la 
forma  trascrita. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Ar líenlo  n 

c  Son  competentes  para  conocer  ele  las  reclamaciones  que 
»  se  deduzcan  contra  las  sociedades  de  seguros,  los  tribunales  del 

>  país  en  que  dichas  sociedades  tienen  su  domicilio  legal. 

y  Si  esas  sociedades  tienen  constituidas  sucursales  en  otros 

>  Estados,  regirá  lo  dispuesto  en  el  artículo  6.°  » 
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Este  artículo  fué  aprobado  por  unanimidad. 
Se  pasa  al 

TÍTULO  IV 

DE  LOS  CHOQUES,  ABORDAJES  Y  NAUFRAGIOS 
En  discusión  el 

Artículo  12 

«  Los  choques  y  abordajes  de  buques  se  rigen  por  la  ley 
>.  del  país  en  que  se  producen,  y  quedan  sometidos  á  la  jurisdic- 
»  cion  de  los  tribunales  del  mismo. 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propone  que  en  vez  de  la  palabra  que  se  diga  cuyas  aguas. 

Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  esta 
forma: 

«  Los  choques  y  abordajes  de  buques  se  rigen  por  la  ley 
»  del  país  en  cuyas  aguas  se  producen,  y  quedan  sometidos  á  la 
>  jurisdicción  de  los  tribunales  del  mismo.  » 

En  discusión  el 

Artículo  ij 

«  Si  los   choques  y  abordajes  tienen  lugar   en  aguas  neu- 
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i  trales,  la  ley  aplicable  será  la  de  la  Nación  á  que  pertenece  el 
i  pabellón  de  los  buques. 

)>  Si  éstos  llevan  distinta  bandera,  regirá  la  ley  del  Estado 

>  más  favorable  al  que  resulte  culpable  del  choque  ó  que  le  dé 

>  el  carácter  de  un  hecho  producido  por  fuerza  mayor  ó  caso 
»  fortuito. 

»  En  el  caso  previsto  en  el  inciso  anterior,  corresponderá 
»  el  juzgamiento  de  las  cuestiones  que  surjan  con   tal   motivo,  á 

>  los  jueces  del  país  que  tiene  jurisdicción   en  el  primer   puerto 
s>  á  que  arriben. 

»  Si  los  buques  arriban  á  puertos  situados  en  distintos  te- 
»  rritorios,  ejercerán  jurisdicción  las  autoridades  que  prevengan 
»  en  el  conocimiento  del  asunto.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  propone  que  el  artículo  sea 
redactado  en  los  siguientes  términos,  en  los  cuales  se  vota  y  es 
aprobado  por  unanimidad. 

»  Si  los  choques  y  abordajes  tienen  lugar  en  aguas  no  juris- 
»  diccionales,  la  ley  aplicable  será  la  de  la  Nación  de  su  ma- 

>  trícula. 

»  Si  los  buques  estuvieren  matriculados  en  distintas  Nacio- 
s>  nes,  regirá  la  ley  del  Estado  más  favorable  al  demandado. 

»  En  el  caso  previsto  en  el  inciso  anterior,  el  conocimiento 
»  de  la  causa  corresponderá  á  los  tribunales  del  país  á  que  pri- 
»  mero  arriben. 

»  Si  los  buques  arriban  á  puertos  situados  en  distintos  paí- 

>  ses,  prevalecerá  la  competencia  de  las  autoridades  que  prever- 
j  gan  en  el  conocimiento  del  asunto.  » 

En  discusión  el 
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Artículo  14 

«  En  los  casos  de  naufragio  serán  competentes  las  autori- 
»  dades  del  territorio  marítimo  en  que  tiene  lugar  el  suceso. 

s  Si  el  naufragio  se  realiza  en  aguas  neutrales,  conocerán 
*  los  tribunales  del  país  del  pabellón  del  buque  ó  los  del  domici- 
»  lio  del  demandado  en  el  momento  de  la  iniciación  del  juicio,  á 
>  elección  del  demandante.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión 
propone  que  el  artículo  se  redacte  en  los  siguientes  términos, 
en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  En  los  casos  de  naufragio  serán  competentes  las  autori- 
s>  dades  del  territorio  marítimo  en  que  tiene  lugar  el  siniestro. 

»  Si  el  naufragio  ocurre  en  aguas  no  jurisdiccionales,  co- 
»  nocerán  los  tribunales  del  país  del  pabellón  del  buque  ó  los 
»  del  domicilio  del  demandado  en  el  momento  de  la  iniciación 
3  del  juicio,  á  elección  del  demandante.  » 

Se  pasa  al 


TÍTULO   V 


DEL     FLETA MENTÓ 


En  discusión  el 

Artículo  ij 
«  El  contrato  de  fletamento  se  rige  y  juzga  por  las  leyes  y 


—  828  — 

>  tribunales  del  país  en  que  está  domiciliada  la  agencia  maríti- 

>  ma  con  la  cual  ha  contratado  el  fletante. 

»  Si  el  contrato  tiene  por  objeto  la  conducción  de  pasage- 

>  ros,  se  regirá  y  juzgará  por  la  ley  y  tribunales  del  domicilio  de 

>  la  agencia  marítima  con  quien  se  estipula  la  expedición  de  los 

>  pasages.* 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  propone  que  en  vez  de  fle- 
tante se  diga. fletador. 

Votado  ei  artículo   es  aprobado  por  unanimidad,  con  la 
modificación  indicada. 

En  discusión  el 

Artículo   1 6 

<  Si  la  agencia  marítima  no  existe  en  la  época  en  que  se 
:»  inicia   el  litigio,   el  fletador  podrá  también   accionar  ante   los 

>  tribunales  del  país  en  que  se  encuentren   domiciliados  los  so- 

>  cios  ó  representantes  de  la  misma. 

«  Si  el  actor  fuese  el   fletante,  podrá  iniciar   su   demanda 

>  ante  los  tribunales  del  Estado  en  que  se  encuentre  domiciliado 
»  el  fletador.  » 

El  SEÑOR  PRATS:  Propone  que  en  lugar  de  las  palabras 
también  accionar,  del  primer  inciso,  se  diga  deducir  sus  acciones. 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propone  la  siguiente  forma  para  el  artículo  en  discusión,  en  la 
cual  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

i  Si  la  agencia  marítima  no  existiese  en  la  época   en   que 
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>  se  inicia  el  litigio,  el  fletador  podrá  deducir  sus  acciones   ante 

>  los  tribunales  del  domicilio  de  cualquiera  de  los  interesados  ó 
2  representantes  de  aquella. 

»  Si  el  actor  fuese  el  fletante,  podrá  entablar  su   demanda 

>  ante  los  tribunales  del  Estado  en  que  se  encuentre    domicilia- 
2  do  el  fletador.  » 

Se  pasa  al 


TITULO  VI 

DE  LOS  PRÉSTAMOS  Á  LA  GRUESA  Ó  A  RIESGO  MARÍTIMO 

Se  aprueban  por  unanimidad  y  sin  observación  los  siguien- 
tes artículos: 

Artículo  17 

«  El  contrato  de  préstamo  á   la  gruesa,  se  rige  por  la  ley 
2  del  país  en  que  se  hace  el  préstamo.  » 

Artíail)  18 

«  Las  sumas  tomadas  á  la  gruesa  para  las  necesidades  del 

>  último  viage,  tienen  preferencia  en  el  pago  á  las  deudas  con- 
1  traidas  para   la  construcción  ó  compra  del  buque,  y  al  dinero 

>  tomado  á  la  gruesa  en  un  viaje  anterior. 

>  Los  préstamos  hechos  durante  el  viage  serán  preferidos 

>  á  los  que   se  hicieren  antes  de  la  salida  del  buque,  y  si  fuesen 

>  muchos  los  préstamos  tomados  en  el  curso  del  mismo,  se  gra- 
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>  duará  entre  ellos  la  preferencia,  por  el  orden  contrario  de  sus 
2>  fechas,  prefiriéndose  el  que  sigue  al  que  precede. 

»  Los  préstamos  contraidos  en  el  mismo  puerto  de  arriba- 

>  da  forzosa,  y  durante  la  misma  estancia,  entrarán  en  concurso 
3»  y  serán  pagados  á  prorata. » 

Artículo    ig 

«  Las  cuestiones  que  se  susciten  entre  el  dador  y  el  toma- 
»  dor  serán  sometidas  á  la  jurisdicción  de  los   tribunales  donde 

>  se  encuentren  los  bienes  sobre  los  cuales  se   ha   realizado   el 
a  préstamo. 

»  En  el  caso  en  que  el  prestamista  no  pudiese  hacer  efec- 
»  tivo  el  cobro  de  las  cantidades  prestadas  en  los  bienes  afectos 

>  al  pago,  podrá  ejercitar  su  acción  ante  los  tribunales   del   lu- 

>  gar  del  contrato  ó  del  domicilio  del  demandado.» 

Se  pasa  al 


TITULO  VII 


DE  LA  GENTE  DE   MAR 


iin  discusión  el 

Artículo  20 

«  Los  contratos  de  ajuste  de  los  cñciales  y  de  la  gente  de 
mar  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  el  contrato  se  celebra.  > 

Este  artículo  fué  también  aprobado  por  unanimidad. 
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En  discusión  el 

Artículo  21 

«  Todo  lo  concerniente  al  orden  interno  del  buque  y  á  las 
>  obligaciones  de  los  oficiales  y  gente  de  mar,  se  rige  por  las 
»  leyes  del  país  á  que  pertenece  la  bandera  del  buque.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propone  que  el  artículo  se  redacte  en  los  siguientes  términos,  en 
los  cuales  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Todo  lo  concerniente  al  orden  interno  del  buque  y  las 
»  obligaciones  de  los  oficiales  y  gente  de  mar,  se  rige  por  las  le- 
»  yes  del  país  de  su  matrícula.  » 

Se  pasa  al 

TÍTULO   VIII 

DE     LAS     AVERÍAS 

En  discusión  el 

Artículo  22 


«  Las  averías  que  el  Derecho  Comercial  denomina  gruesas 
i)  ó  comunes,  se  rigen  por  la  ley  de  la  Nación  á  que  pertenece  la 
»  bandera  del  buque  en  que  han  ocurrido.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice:  que  la  Comisión  ha  mo- 
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dificado  este  artículo  para  mejorar  su  redacción,  en  los  siguien- 
tes términos,  en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado  por  unani- 
midad: 

«  Las  averías  gruesas  ó  comunes  se  rigen  por  la  ley  del 
>  país  de  la  matrícula  del  buque  en  que  han  ocurrido.  » 

En  discusión  el 

Arríenlo  23 

«  Las  averías  particulares  se  rigen  por  la  ley  aplicable  al 
)  contrato  de  fletamento  de  las  mercaderías  que  las  sufren.  » 

Votado  éste  artículo  fué  aprobado  por  unanimidad. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  24 

c  Son  jueces  competentes  para  conocer  en  los  juicios  de 
i>  averías  comunes,  los  que  ejercen  jurisdicción  en  el  puerto  en 
»  que  termina  el  viage.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propone  que  el  artículo  se  redacte  en  los  siguientes  términos,  en 
los  cuales  fué  aprobado  por  unanimidad: 

«  Son  competentes  para  conocer  en  los  juicios  de  averías 
1  comunes,  los  jueces  del  país  del  puerto   en   que  termina  el 
re.  j> 

En  discusión  el 
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Artículo  25 

<  Los  juicios  de  averías  particulares  se  radicarán  ante  los 
>  tribunales  del  país  en  cuyo  territorio  tiene  lugar  la  entrega  de 
:»  la  carga.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice  que  la  Comisión  ha 
modificado  éste  artículo,  en  los  siguientes  términos,  en  los  cuales 
se  vota  y  es  aprobado  por  umanimidad. 

«  Los  juicios  de  averías  particulares  se  radicarán  ante  los 
ü>  tribunales  del  país  en  que  se  entrega  la  carga. » 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  26 

«  Si  el  viage  se  revoca  antes  de  la  partida  del  buque,  ó  si 

>  después  de  su  salida  se  viese  obligado  á  volver  al  puerto  de 
»  la  carga,  conocerán  del  juicio  de  averías,  los  jueces  del  país  en 
»  cuyo  territorio  jurisdiccional  está  comprendido  dicho  puerto.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propone,  á  nombre  de  la  Co- 
misión, que  el  artículo  en  debate  se  redacte  en  los  términos  si- 
guientes, en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

c  Si  el  viage  se  revoca  antes  de  la  partida  del  buque,  ó  si 

>  después  de  su  salida  se  viese  obligado  á  volver  al  puerto  de  la 

>  carga,  conocerán  del  juicio  de  averías,  los  jueces  del  país  á  que 

>  dicho  puerto  pertenece.  * 


Se  pasa  a 
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TÍTULO  IX 

DE    LAS    LETRAS    DE    CAMBIO 

En   discusión  el 

Artículo  27 

«  El  giro,  el  endoso,  la  aceptación  y  el  protesto  de  una 
)  letra  de  cambio,  deben  ser  redactados  según  la  ley  del  lugar 
i>  en  que  respectivamente  se  realicen  dichos  actos.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice:  que  la  Comisión  ha 
modificado  el  artículo  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y 
es  aprobado  por  unanimidad: 

«  La  forma  del  giro,  endoso,  aceptación  y  protesto  de 
»  una  letra  de  cambio,  se  sujetará  á  la  ley  del  lugar  en  que  res- 
»  pectivamente  se  realicen  dichos  actos,  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  Pide  que  se  lean  los  ar- 
tículos 28  y  29. 

Artículo   28 

«  Las  relaciones  jurídicas  que  no  dependan  de  la  forma  en 

>  que  ha  sido  redactada  la  letra  entre  el, girador,  el   tomador   y 

>  los  endosantes,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que   está  dorni- 
»  ciliado  el  girador  en  la  época  en  que  se  hace  el  giro.  » 

En  su  consecuencia,  es  con  arreglo  á  esa  ley  que  deben 
regirse: 
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í  i°  Las  obligaciones  del.  girador  hacia  el  tomador  en 
»  todo  lo  relativo  á  la  promisión  de  fondos  y  á  las  ac- 
»  ciones  que  contra  aquél  pueden  ser  ejercitadas,  en 
>  el  caso  de  no  ser  pagada  la  letra  por  el  girado. 

%  2.°  Las  obligaciones  del  endosante  con  relación  á  su 
»  cesionario  y  los  portadores  subsiguientes  de  la 
»  letra. 

s>  3.0  Todo  lo  relativo  al  pago,  á  la  fijación  del  venci- 
»  miento,  á  los  plazos  dentro  de  los  cuales  debe  el 
»  portador  cumplir  sus  obligaciones  y  recurrir  con- 
»  tra  el  girador  y  endosantes,  para  el  efecto  de  saber 
»  si  el  girador  puede  ó  no  oponer  la  excepción  de 
»  que  la  letra  está  perjudicada.  » 

Artículo  2g 

«  Los  derechos  y  obligaciones  entre  el  aceptante,  el  gira- 
»  dor  y  los  endosantes,  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del 
a  aceptante,  en  la  época  de  la  aceptación.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  la  Comisión 
aceptando  las  indicaciones  de  los  Señores  Quintana,  Vaca-Guz- 
man  y  Prats,  proponía  la  sustitución  de  los  artículos  que  acababan 
de  leerse,  por  los  artículos  3.',  4.0  y  5.0  del  Proyecto  de  Código 
Comercial  sancionado  por  el  Congreso  del  Perú,  cuya  redacción 
es  la  siguiente : 

Artículo  j.° 

€  Las  relaciones  jurídicas  que  resultan  del  giro  de  una  le- 
a  tra  entre  el  girador  y  el  beneficiario,  se  regirán  per  la  ley  del 
»  lugar  en  que  la  letra  ha  sido  girada:  las  que   resultan  entre  el 
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»  girador  y  aquel  á  cuyo  caigo  se  ha    hecho    el   giro,   lo    serán 

>  por  la  ley  del  domicilio  de  éste  último.  » 

Aj' t ¿culo  4* 

«  Las  obligaciones  del  aceptante  con  respecto  al  portador 

>  y  las  excepciones  que  pueden  favorecerle,  se  regularán  por  la 

>  ley  del  lugar  en  que  se  ha  efectuado  la  aceptación.  » 

Artículo  5° 

«  Los  efectos  jurídicos  que  el  endoso   produce   entre  el 
»  endosante  y  el  cesionario,  dependerán  de  la  ley   del  lugar    en 

>  que  la  letra  ha  sido  negociada  ó  endosada.  » 

Se  votan  dichos  artículos  y  son  aprobados  por  unanimidad. 
Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  30 

«  Las  obligaciones  del  que  firma   un  aval  se   determinan 

>  por  la  ley  que  rige  las  obligaciones  de  la  persona  garantida.  2» 

El  Señor  PRATS  propuso  la  siguiente   fórmula   para    el 
artículo  en  debate: 

c  Las  obligaciones  del  avalista  se  determinan  por  las   le- 
»  yes  que  rigen  los  contratos  afianzados,  » 

Después  de  una  ligera  discusión  en  la  que    tomaron  parte 
el  Señor  Presidente  y  los  Señores  Quintana,  Ramírez,  Gálvez   y 
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Prats,  se  aplazó  la  consideración  ele    este   artículo   por  moción 
del  Señor  Doctor  Chacaltana. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  31 

c  Los  derechos  y  obligaciones  que  se  derivan  de  la  acep- 

>  tación  por  intervención,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en   que 
»  está  domiciliado  el  interventor.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  éste  artículo 
había  sido  sustituido  por  el  siguiente,  del  Tratado  de  Lima: 

í  Los  efectos  jurídicos  de  la  aceptación  por  intervención, 

>  se  regirán  por  la  ley  del  ]ugar  en  que  el  tercero  interviene.» 

Votado  éste  artículo,  es  aprobado  unánimemente  en  la  for- 
ma propuesta  por  el  Señor  Doctor  Ramírez. 

En  discusión  el 

Artículo  32 

«  Si  en  un  país  se  gira  una  letra  en  que  se  indica   una  mo- 
»  neda  que  no  es  corriente  en  la  Nación  en  que  se  hace  efectivo. 

>  el  cobro,  el  pago  se  verificará  en  la  moneda  del  país    y    en  la 

>  suma  que  según  el  curso  del  cambio  equivalga  al  valor  expre- 

>  sado  en  la  letra,  al  tiempo  de  su  vencimiento.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice:  que  el  artículo   en  de- 
bate ha  sido  modificado  en  los  siguientes  términos: 
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«  La  letra  girada  en  moneda  que  no  es  corriente  en  la 
»  Nación  en  que  se  cobra,  será  satisfecha  en  la  moneda  de  ese 
>  país  al  cambio  del  dia  de  su  vencimiento.  » 

El  Señor  DOCTOR  ÁCEVAL:  Propone  que  en  vez  de  las 
palabras  que  no  es  corriente  se  diga  sin  curso  legal  y  en  vez  de 
ser,  será,  para  evitar  las  cuestiones  que  pudieran  suscitarse,  en 
los  casos  en  que  se  trate,  por  ejemplo,  de  libras  esterlinas  que 
el  aceptante,  podría  pagar  en  otra  moneda,  siendo  así  que  el 
contrato  establece  una  moneda  especial. 

Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  esta 
forma: 

€  La  letra  girada  en  moneda  sin  curso  legal  en  la  Nación 
»  en  que  se  cobra,  será  satisfecha  en  la  moneda  de  ese  país  al 
»  cambio  del  día  de  su  vencimiento.  > 

En  discusión  el 

Artículo   33 

€  Lo  dispuesto  en  este  Título  rige  para  los  vales,  billetes 
»  ó  pagarés  de  comercio  en  cuanto  les  sean  aplicables.  » 

Este  artículo  es  aprobado  por  unanimidad. 

En  discusión  el 

Articulo  34 

c  Las  cuestiones  que  surjan  entre  las  personas  que  han  in- 
»  tervenido  en  la  negociación  de  una  letra  de  cambio,  se  venti- 
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;>  larán  ante  ios  jueces  del  domicilio  de  los  demandados  en  la 
»  época  en  que  se  obligaron,  ó  del  que  tengan  en  el  momento 
»  de  la  demanda.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice:  que  la  única  modifica- 
ción que  se  ha  introducido  en  este  artículo,  es  el  cambio  de  la 
palabra  época,  por fecha. 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  por  unanimidad  con  la 
modificación  indicada. 

Se  pasa  al 


TÍTULO  X 


DE     LAS      FALENCIAS 


En  discusión  los  artículos  35  y  36. 
Artículo  35 

«  Son  jueces  competentes  para  conocer  de  los  juicios  de 
))  quiebra,  los  del  domicilio  comercial  del  fallido,  sea  éste  una 
»  persona  física  ó  una  persona  jurídica.  » 

Ar  tí  etilo  36 

«  Rige  el  principio  consignado  en  el  artículo  anterior,  aún 
*  cuando  el  comerciante  declarado  en  quiebra  practique  acci- 
j  dentalmente  actos  de  comercio  en  otra  nación,  ó  mantenga 
>  en  ella  agencias  ó  sucursales  que  obran  por  cuenta  y  bajo   la 
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»  responsabilidad  de  la  casa  principal,    cuya  suspensión  de  pa- 

>  gos  ha  dado  mérito  á  la  declaración  de  quiebra.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice  que  la  Comisión  ha  re- 
asumido los  artículos  35  y  36  en  uno  sólo,  quedando  en  esta  for- 
ma, en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

c  Son  jueces    competentes   para   conocer   de    los   juicios 

>  de  quiebra,  los  del  domicilio  comercial  del  fallido,  aún  cuando 

>  la  persona  declarada   en  quiebra,  practique   accidentalmente 

>  actos  de  comercio  en  otra  Nación  ó  mantengan  en  ella   agen- 

>  cías  ó  sucursales  que  obran  por  cuenta   y  responsabilidad    de 

>  la  casa  principal.  » 

En  discusión  el 

Artículo  3 7 

c  Si  el  fallido  tiene  dos  ó  más  ca~as  comerciales,  separá- 
is das  y  distintas  en  diversos  territorios,  serán  competentes  para 

>  conocer  del  juicio  de  quiebra  de  cada  una  de  ellas,  los   jueces 

>  y  tribunales  de  sus  respectivos  domicilios.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  Hace  presente  que  éste  ar- 
tículo ha  sido  modificado  por  la  Comisión  en  los  siguientes  tér- 
minos, en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado  por   unanimidad: 

<  Si  el  fallido  tiene  dos  ó  más  casas  comerciales   indepen- 

>  dientes  en  distintos  territorios,  serán  competentes  para  cono- 

>  cer  del  juicio  de  quiebra  de  cada  una  de    ellas,    los  tribunales 
»  de  sus  respectivos  domicilios.  > 

En  discusión  el 
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Artículo  38 

<  Declarada  la  quiebra  en  un  país,  en  el  caso    del    artículo 
2  anterior,  las  medidas  preventivas   dictadas   en   ese  juicio,    se 

>  harán  efectivas  sobre  los  bienes  que  el  fallido   tenga   en    otro 

>  territorio,  sin  perjuicio  del  derecho  que  los  artículos    siguien- 

>  tes  conceden  á  los  acreedores  locales.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  Propone  que  se  diga  otros 
territorios  en  vez  de  otro  territorio. 

Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  por  unanimidad  con  la 
corrección  indicada. 

En  discusión  el 

Artículo  jg 

«  Una  vez  cumplidas  las  medidas  preventivas   por  medio 

>  de  las  respectivas  cartas  rogatorias,   el  juez   exhortado   hará 

>  publicar  por  el  término  de  sesenta  dias   en   los   diarios   de  la 
}  localidad  en  que  ejerce  su  jurisdicción,  avisos  en  que  dé  á  co- 

>  nocer  el  hecho  de  la  declaración  de   quiebra   y   las    medidas 
}  preventivas  que  se  han  dictado.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  la  única  mo- 
dificación que  se  hacía  á  éste  artículo  era  decir  en  dos  diarios  en 
vez  de  en  los  diarios. 

Votado  el  artículo  es  aprobado  por  unanimidad,  como 
sigue: 
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«  Una  vez  cumplidas  las  medidas  preventivas  por  medio 
»  de  las  respectivas  cartas  rogatorias,  el  juez  exhortado  hará 
»  publicar  por  el  término  de  sesenta  dia?,  en  dos  diarios  de  la 
»  localidad  en  que  ejerce  su  jurisdicción,  avisos  en  que  dé  á  co- 
»  nocer  el  hecho  de  la  decoración  de  quiebra  y  las  medidas 
»  preventivas  que  se  han  dictado.  » 

En  discusión  el 

Artículo  40 

«  Los  acreedores  locales  podrán,  dentro  del  plazo  fijado 
»  en  el  artículo  anterior,  á  contar  desde  el  día  siguiente  á;la  pu- 
:»  blicación  de  los  avisos,  promover  un  nuevo  juicio  de  quiebra 
1  contra  el  fallido  en  ageno  territorio,  ó  concursarlo  civilmente 
*  si  no  procediese  la  declaración  de  quiebra. 

»  En  tal  caso,  los  diversos  juicios  de  quiebra  se  seguirán 
»  con  entera  separación  y  se  aplicarán  respectivamente  en  ca- 
»  da  uno  de  ellos  las  leyes  del  país  en  que  radican.  » 

El  Señor  Matta:  Indica  la  conveniencia  de  poner  Estado 
en  vez  de  territorio. 

Aceptada  la  modificación  propuesta,  se  vota  el  artículo  y 
es  aprobado  por  unanimidad  en  los  siguientes  términos: 

«  Los  acreedores  locales  podrán,  dentro  del  plazo  fijado 
»  en  el  artículo  anterior,  á  contar  desde  el  día  siguiente  á  la  pu- 
»  blicación  de  los  avisos,  promover  un  juicio  de  quiebra  contra 
»  el  fallido  en  otro  Estado  ó  concursarlo  civilmente  sino  proce- 
s>  diese  la  declaración  de  quiebra. 

i>  En  tal  caso,  los  diversos  juicios  de  quiebra  se  seguirán 
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»  con  entera  separación  y  se  aplicarán  respectivamente  en  cada 
»  uno  de  ellos  las  leyes  del  país  en  que  radican.  » 

En  discusión  el 

Articulo   41 

«  Entiéndese  por  acreedores  locales,  que  corresponden  á 
»  la  quiebra  ó  concurso  abierto  en  un  país,  aquellos  cuyos  cré- 
»  ditos  son  regidos  por  las  leyes  del  mismo,  según  los  principios 
3  consignados  en  el  presente  Tratado,  y  en  aquél  que  las  Altas 
»  Partes  Contratantes  han  firmado  sobre  Derecho  Civil  Interna- 
»  cional.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
propone  la  siguiente  redacción  para  el  artículo  en  debate,  en  la 
cual  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Entiéndese  por  acreedores  locales  que  corresponden  al 
»  concurso  abierto  en  un  país,   aquellos  cuyos   créditos  deben, 

>  satisfacerse  en  el  mismo.  » 

En  discusión  el 

Artículo    42 

«  Cuando  proceda  la  pluralidad  de  quiebras  ó  concursos, 
»  según  lo  establecido  en  éste  Título,  el  sobrante  que  resultare 
*  á  favor  del  fallido,  después  de  liquidado  el  activo  y  pasivo  de 
»  cualquiera  de  ellos,  será  puesto  á  disposición  de  los   acreedo- 

>  res  del  otro,  debiendo  entenderse  con  tal  objeto  los  jueces  de 
»  uno  y  otro  concurso.   » 
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El  Señor  Doctor  Ramírez:  Presenta  la  siguiente  forma 
para  el  artículo  en  debate,  tn  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por 
unanimidad. 

«  Cuando  proceda  la  pluralidad  de  juicios  de  quiebra  ó 
i  concursos,  según  lo  establecido  en  este  Título,  el  sobrante  que 

>  resultare  á  favor  del  fallido,  después  de  liquidado  el  activo  y 

>  pasivo  de  cualquiera  de  ellos,  será  puesto  á  disposición  de 
x  los  acreedores  del  otro,  debiendo  entenderse  con  tal  objeto 
j  los  jueces  de  uno  y  otro    concurso.  > 

En  discusión  el 

Artículo   43 

i  En  el  caso  en  que  se  siga  un  sólo  juicio  de  quiebra  por- 

>  que  así  corresponda,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  35  y 

>  36,  ó  porque  los  dueños  de  los  créditos  locales   no  hayan  he- 

>  cho  uso  del  derecho  que  les  concede  el  artículo  40,  todos  los 

>  acreedores  del  fallido  presentarán  sus  títulos  creditorios  y  ha- 

>  rán  uso  de  sus  derechos  ante  el  juez  ó  tribunal  que  ha  declara- 

>  do  la  quiebra.  » 

Después  de  una  iijera  discusión  entre  el  Señor  Presidente 
y  los  Señores  Doctores  Chacaltana,  Ramírez  y  Gálvez,  se  aplazó 
la  consideración  de  éste  artículo. 

En  discusión  el 

Artículo  44 

«  Aún  cuando  exista  un  sólo  juicio  de  quiebra,  los  aeree- 

>  dores  hipotecarios  anteriores  á  la  declaración  de  quiebra,  po- 
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»  drán  ejercer  sus  derechos  sobre  los  bienes  hipotecados  ó  da- 
*  dos  en  prenda  ante  los  tribunales  en  qne  están  radicados,  i 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propone  la  siguiente  redac 
ción  para  el  artículo  en  debate,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado 
por  unanimidad. 

c  Aún  cuando  exista  un  sólo  juicio  de  quiebra,  los  aeree 
i  dores  hipotecarios  anteriores  á  la  declaración  de  la  misma, 
»  podrán   ejercer   sus  derechos  ante  los  tribunales  del  país    en 

>  que  están  radicados  los  bienes  hipotecados  ó  dados  en 
»  prenda.  > 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  45 

«  Los  privilegios  que  favorezcan  á  los  dueños  de  créditos 

>  localizados  en  el  país  en  que  ha  sido  declarada  la  quiebra  y  que 
;>  fuesen  adquiridos  con  anterioridad  al  acto  declaratorio  de  fa- 
»  lencia,  se  respetarán  aún  en  el  caso  en  que  los  bienes  sobre 
»  que  recaiga  el  privilegio  se  trasporten  á  otro  territorio  y  exista 

>  en  él,  contra  el  mismo  fallido,  un  juicio  de  quiebra  ó  formación 

>  de  concurso  civil. 

»  Lo  dispuesto  en  el   inciso    anterior   sólo  tendrá  efecto 

>  cuando  el  trasporte  de  bienes  se  haya  realizado  dentro  del 
»  plazo  de  la  retroacción  de  la  quiebra.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice,  que  éste  artículo  ha  si- 
do modificado  por  la  Comisión  en  los  siguienfes  términos,  en 
los  cuales  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

j  Los  privilegios  de  los  créditos  localizados  en  el  país  de 
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»  la  quiebra,  y  adquiridos  antes  de  la  declaración  de  ésta,  se 
2  respetarán  aún  en  el  caso  en  que  los  bienes  sobre  que  recaiga 
»  el  privilegio  se  trasporten  á  otro  territorio  y  exista  en  él,  con- 
»  tra  el  mismo  fallido,  un  juicio  de  quiebra  ó  formación  de  con- 
»  curso  civil. 

»  Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  sólo  tendrá  efecto 
»  cuando  el  trasporte  de  bienes  se  haya  realizado  dentro  del 
»  plazo  de  la  retroacción  de  la  quiebra,  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez:  Pidió  que  se  leyeran  los  ar- 
tículos 46  y  47  del  Proyecto  presentado  por  la  Comisión. 

Artículo  46 

«  La  autoridad  de  los  síndicos  ó  representantes  legales  de 

1  la  quiebra  ó  concurso,  debe  ser  reconocida  en  todos  los  Esta- 

2  dos,  si  lo  fuese  por  la  ley  del  país  en  cuyo  territorio  radica  el 

>  concurso  á  quien  representan,  y  deberán  ser  admitidos   en  to- 

>  das  partes  á  ejercer  las  funciones  que  les  son  concedidas 
t>  por  la  misma  ley,  y  que  no  estén  en  contradicción  con  lo  pre- 

>  ceptuado  en  este  Tratado.  » 


Artículo   47 

«  Los  representantes  legales  de  un  concurso  tendrán  per- 
»  sonería  ante  los  tribunales  de  otro  Estado,  que  conozcan  en  la 
>  quiebra  del  mismo  fallido,  para  impedir  que  sean  burlados  los 
»  derechos  que  les  acuerda  el  presente  Tratado.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó  que  estos  dos  artí- 
culos se  habían  refundido  en  uno  solo,  en  la  forma  siguiente,  en 
la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 
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<  La  autoridad  de  los  síndicos  ó  representantes  legales  de 
»  la  quiebra,  será  reconocida  en  todos  los  Estados  si  lo  fuere 
»  por  la  ley  del  país  en  cuyo  territorio  radica  el  concurso  al 
»  cual  representan,  debiendo  ser  admitidos  en  todas  partes  á 
t>  ejercer  las  funciones  que  les  sean  concedidas  por  dicha  ley  y 
»  por  el  presente  Tratado.  » 

En  discusión  el 

Artículo  48 

«  En  el  caso  en  que  sea  procedente  la  formación  de  con- 
»  cursos  separados  contra  una  misma  persona,  será  competente 
»  para  dictar  todas  aquellas  medidas  ó  resoluciones  que  afecten 
»  personalmente  al  fallido,  el  tribunal  en  cuya  jurisdicción 
*  resida.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión, 
presenta  la  siguiente  forma  para  el  artículo  en  debate,  en  la  cual 
se  vota,  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  En  el  caso  de  pluralidad  de  concursos,  el  tribunal  en 
»  cuya  jurisdicción  reside  el  fallido,  será  competente  para  dictar 
»  todas  las  medidas  de  carácter  civil  que  lo  afecten  personal- 
»  mente.  » 

En  discusión  el 

Artículo  4g 

c  La  rehabilitación  del  fallido  sóio  tendrá  lugar,  cuando 
»  haya  sido  pronunciada  en  todos  los  concursos  que  se  le  si- 
gan. » 
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Este  artículo  fué  aprobado  por   unanimidad   sin    abserva' 
ción  alguna. 

Se  pasa  al 


TITULO  FINAL 
DISPOSICIONES  GENERALES 
En  discusión  el 

Artículo  so 

«  Las  reglas  sancionadas  por  las  Altas  Partes  Contratan- 

>  tes  sobre  materia  civil,  de  procedimientos  y  jurisdiccional,  ri- 

>  gen  en  materia  mercantil,  en  los  casos  que  aunque  de  carácter 

>  comercial,  no   han   sido  considerados  especialmente   en    éste 
i  Tratado.  > 

Artículo  5/ 

c  La  mera  residencia  de  una  persona,  se  tendrá  como   su 

>  domicilio,  cuando  no  lo  tuviere  constituido  en  parte  alguna.  3 

El  Señor  Doctor  Ramírez  expuso:  que  teniendo  en 
cuenta  que  dos  de  las  Naciones  que  suscriben  éste  Tratado,  no 
habían  firmado  el  de  Derecho  Civil,  proponía,  á  nombre  ¿e  la 
Comisión,  que  se  suprimiese  éste  Título. 

El  Honorable  Congreso  resolvió  suprimir  el  Título  in- 
dicado. 
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El  SEÑOR  DOCTOR  GÁLVEZ:  Manifestó  la  conveniencia 
de  hacer  constar  en  el  acta  las  razones  que  había  para  la  supre- 
sión; pues  es  entendido  que  la  legislación  civil  es  subsi liaría  para 
todo  lo  que  no  este  expresamente  estipulado  en  el  Tratado 
Comercial. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  el  acta  contendría  la 
declaración  indicada  por  el  Señor  Doctor  Gálvez. 


La  Sesión  se  levanta  á  las  7.10  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo;  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NüMx    32 


SESIÓN  DEL  4  LE  FEBUERO  DE  1839 

Presidencia  del  Sr.  Dr,  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  SaenzPeña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira: 

Por  La  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gályez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  2.45  p.  m. 


Se  leyó  y  aprobó  el  acta  de  la   Sesión   anterior. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice:  que  en  la  última  se- 
sión quedó  pendiente  la  discusión  de  varios  artículos  del  Pro- 
yecto de  Tratado  de  Derecho  Comercial  Internacional 

El  primero,  referente  á  las  averías  comunes  ó  gruesas,  fué 
materia  de  ciertas  observaciones  presentadas  por  algunos  Se- 
ñores Plenipotenciarios. 

Además,  el  Señor  Doctor  Caminos  observaba  que  la  dis- 
posición del  artículo  era  procedente,  cuando  los  buques  atrave- 
saban distintos  territorios;  pero  que  no  pudiendo  regirse  las  ave- 
rías comunes  por  distintas  leyes,  había  que  referirse  á  la  ley  de  la 
bandera  del  buque. 

Por  otra  parte,  cuando  el  buque  atraviese  el  territorio   de 
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una  sola  Nación,  podía  prescindirse  de  la  ley  del  país  de  la   ma- 
trícula del  buque  y  adoptar  la  ley  territorial. 

Terminó  diciendo  que  habiendo  la  Comisión  encontrado 
justas  esas  observaciones,  había  redactado  definitivamente  el  ar- 
tículo en  los  siguientes  términos,  en  los  cuales  se  vota  y  es  apro- 
vado  por  unanimidad: 

«  Las  averías  gruesas  ó  comunes  se  rigen  por  la  ley  del 
»  país  de  la  matrícula  del  buque  en  que  han  ocurrido. 

»  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  si  esas 
»  averías  se  han  producido  en  el  territorio  marítimo  de  un  sólo 

>  Estado,  se  regirán  por  sus  leyes.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  el  otro  ar- 
tículo observado  fué  el  relativo  al  aval. 

La  Comisión,  agregó,  cambiando  ideas  con  algunos  de  los 
Señores  Plenipotenciarios,  en  sesión  privada,  ha  convenido  en 
la  siguiente  redacción  para  el  referido  artículo,  en  la  cuál  se  vo- 
ta y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  El  aval  se  rige  por  la  ley  aplicable    á  la    obligación 

>  garantida.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  expuso:  que  el  artículo  43 
del  Proyecto  fué  objeto  de  algunas  observaciones;  pero  que 
después  de  un  cambio  de  ideas,  la  Comisión  proponía  que  que- 
dase con  su  redacción  primitiva. 

Votado  el  artículo,  fué  aprobado  por  unanimidad  en  los  si- 
guientes términos: 

«  En  el  caso  en  que  se  siga  un  sólo  juicio  de  quiebra  porque 
»  así  corresponda,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  35  y  36    ó 
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*  por  que  los  dueños  de  los  créditos  locales  no  hayan  hecho  uso 
»  del  derecho  que  les  concede  el  artículo  40,  todos  los  acreedo- 
»  res  del  fallido  presentarán  sus  títulos  eremitorios  y  harán  uso 
»  de  sus  derechos  ante  el  juez  ó  tribunal  que  ha  declarado  la 
»  quiebra.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  que  convenía  dar  lec- 
tura del  Proyecto  de  Tratado  de  Derecho  Comercial  Interna- 
cional, tal  como  vá  á  quedar,  á  fin  de  que  sea  aprobado  y  pueda 
imprimirse. 

La  Comisión  declara,  agregó,  que  no  había  hecho  más  que 
pequeñas  correcciones,  casi  de  mera  forma. 

Leido  el  Proyecto  de  Tratado  de  Derecho  Comercial,  que- 
dó aprobado  en  los  siguientes  términos: 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  etc.,  etc.,  han  conveni- 
do en  celebrar  un  Tratado  sobre  Derecho  Comercial  Internacio- 
nal, por  medio  de  sus  respectivos  Plenipotenciarios,  reunidos  en 
Congreso  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Go- 
biernos de  las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental  del  Uruguay, 
estando  representados: 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  , . ,  por  el  Señor  Doc- 
tor Don 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República.  ....  por  el  Señor  Doc- 
tor Don  .... 

Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  ha- 
llaron en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discu- 
siones del  caso,rlian  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 
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TITULO  I 

DE  LOS  ACTOS  DE  COMERCIO  Y  DE  LOS  COMERCIANTES 
Articulo  i.° 

Los  actos  jurídicos  serán  considerados  civiles  ó  comercia- 
les con  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  se  efectúan. 

Articulo  2.0 

El  carácter  de  comerciante  de  las  personas  se  determina 
por  la  ley  del  país  en  el  cual  tienen  el  asiento  de  sus    negocios. 

Artículo  3? 

Los  comerciantes  y  agentes  auxiliares  del  comercio  están 
sujetos  á  las  leyes  comerciales  del  país  en  que  ejercen  su  profe- 
sión. 


TITULO  II 

DE     LAS     SOCIEDADES 

Artículo  4? 

El  contrato  social  se  rige  tanto  en  su  forma,  como  respec- 
to á  las  relaciones  jurídicas  entre  los  socios  y  entre  la  sociedad  y 
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y  los  terceros,  por  la  ley  del  país  en  que  ésta  tiene  su  domicilio 
comercial. 

Artículo  S'° 

Las  sociedades  y  asociaciones  que  tengan  carácter  de  per- 
sona jurídica,  se  regirán  por  las  leyes  del  país  de  su  domicilio; 
serán  reconocidas  de  pleno  derecho  como  tales  en  los  Estados, 
y  hábiles  para  ejercitar  en  ellos  derechos  civiles  y  gestionar  su 
reconocimiento  ante  los  tribunales. 

Mas  para  el  ejercicio  de  actos  comprendidos  en  el  objeto 
de  su  institución,  se  sujetarán  á  las  prescripciones  establecidas 
en  el  Estado  en  el  cual  intentan  realizarlos. 

Articulo  6.° 

Las  sucursales  ó  agencias  constituidas  en  un  Estado  por 
una  sociedad  radicada  en  otro,  se  considerarán  domiciliadas  en 
el  lugar  en  que  funcionan  y  sujetas  á  la  jurisdicción  de  las  auto- 
ridades locales,  en  lo  concermiente  á  las  operaciones  que  prac- 
tiquen. 

Artículo  ?.° 

Los  jueces  del  país  en  que  la  sociedad  tiene  su  domicilio 
legal,  son  competentes  para  conocer  de  los  litigios  que  surjan 
entre  los  socios  ó  que  inicien  los  terceros  contra  la  sociedad. 

Sin  embargo,  si  una  sociedad  domiciliada  en  un  Estado 
realiza  operaciones  en  otro,  que  den  mérito  á  controversias  ju- 
diciales, podrá  ser  demandada  ante  los  tribunales  del  último. 
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TITULO  III 

DE  LOS  SEGUROS  TERRESTRES,   MARÍTIMOS  Y  SOBRE  LA  VIDA 

Artículo  S.° 

Los  contratos  de  seguros  terrestres  y  ele  trasporte  por 
rios  ó  aguas  interiores,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  está 
situado  el  bien  objeto  del  seguro,  en  la  época  de  su  celebración 

Artículo  g.° 

Los  seguros  marítimos  y  sobre  la  vida  se  rigen  por  las 
leyes  del  país  en  que  está  domiciliada  la  sociedad  aseguradora 
ó  sus  sucursales  y  agencias  en  el  caso  previsto  en  el  artículo  6.° 

Artículo  10 

Son  competentes  para  conocer  de  las  reclamaciones  que 
se  deduzcan  contra  las  sociedades  de  seguros,  los  tribunales  del 
país  en  que  dichas  sociedades  tienen  su  domicilio  legal. 

Si  esas  sociedades  tienen  constituidas  sucursales  en  otros 
Estados,  regirá  lo  dispuesto  en  el  artículo  6.° 


TITULO   IV 

DE  LOS  CHOQUES,  ABORDAJES  Y  NAUFRAGIOS 
Artículo  II 
Los  choques  y  abordajes  de  buques  se  rigen   por   la   ley 
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del  país  en  cuyas  aguas  se  producen  y  quedan   sometidos   á   la 
jurisdicción  de  los  tribunales  del  mismo. 

Artículo  12 

Si  los  choques  y  abordajes  tienen  lugar  en  aguas  no  juris- 
diccionales, la  ley  aplicable  será  la  de  la  Nación  de  su  matrícula. 

Si  los  buques  estuviesen  matriculados  en  distintas  Nació- 
nes,  regirá  la  ley  del  Estado  más  favorable  al  demandado. 

En  el  caso  previsto  en  el  inciso  anterior,  el  conocimiento 
de  la  causa  corresponderá  á  los  tribunales  del  país  á  que  prime- 
ro arriben. 

Si  los  buques  arriban  á  puertos  situados  en  distintos  países, 
prevalecerá  la  competencia  de  las  autoridades  que  prevengan 
en  el  conocimiento  del  asunto. 

Artículo  13 

En  los  casos  de  naufragio  serán  competentes  las  autori- 
dades del  territorio  marítimo  en  que  tiene  lugar  el  siniestro. 

Si  el  naufragio  ocurre  en  aguas  no  jurisdiccionales,  cono- 
cerán los  tribunales  del  país  del  pabellón  del  buque  ó  los  del 
domicilio  del  demandado,  en  el  momento  de  la  iniciación  del 
juicio,  á  elección  del  demandante. 


TITULO  V 
DEL  FLETAMENTO 

Artículo  14 

El  contrato  de   fletamento  se  rige  y  juzga  por  las  leyes  y 
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tribunales  del  país  en  que  está  domiciliada  la  agencia  marítima 
con  la  cual  ha  contratado  el  fletador. 

Si  el  contrato  de  fletamento  tiene  por  objeto  la  conducción 
de  mercaderías  ó  pasajeros  entre  puertos  de  un  mismo  Estado, 
será  regido  por  las  leyes  de  éste. 

Artículo  15 

Si  la  agencia  marítima  no  existiere  en  la  época  en  que  se 
inicie  el  litigio,  el  fletador  podrá  deducir  sus  acciones  ante  los  tri- 
bunales del  domicilio  de  cualquiera  de  los  interesados  ó  repre- 
sentantes de  aquélla. 

Si  el  actor  fuese  el  fletante,  podrá  entablar  su  demanda  an- 
te los  tribunales  del  Estado  en  que  se  encuentre  domiciliado  el 
fletador. 


TÍTULO  VI 

DE  LOS  PRÉSTAMOS  Á  LA  GRUESA  Ó  Á   RIESGO    MARÍTIMO 
Artículo  16 

El  contrato  de  préstamo  á  la  gruesa  se  rige  por  la  ley  del 
país  en  que  se  hace  el  préstamo. 

Artículo  17 

Las  sumas  tomadas  á  la  gruesa  para  las  necesidades  del 
último  viaje,  tienen  preferencia  en  el  pago  á  las  deudas  contrai- 
das para  la  construcción  ó  compra  del  buque,  y  al  dinero  toma- 
do á  la  gruesa  en  un  viaje  anterior. 


Los  prestamos  hechos  durante  el  viaje,  serán  preferidos  á 
los  que  se  hicieren  antes  de  la  salida  del  buque,  y  si  fuesen  mu- 
chos los  préstamos  tomados  en  el  curso  del  mismo,  se  graduará 
entre  ellos  la  preferencia  por  el  orden  contrario  de  sus  fechas, 
prefiriéndose  el  que  sigue  al  que  precede. 

Los  préstamos  contraidos  en  el  mismo  puerto  de  arribada 
forzosa,  y  durante  la  misma  estancia,  entrarán  en  concurso  y  se- 
rán pagados  á  prorata. 

Artículo  18 

Las  cuestiones  que  se  susciten  entre  el  dador  y  el  tomador, 
serán  sometidas  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales  donde  se  en- 
cuentren los  bienes  sobre  los  cuales  se  ha  realizado  el  préstamo. 

En  el  caso  en  que  el  prestamista  no  pudiese  hacer  efectivo 
el  cobro  de  las  cantidades  prestadas  en  los  bienes  afectos  al 
pago,  podrá  ejercitar  su  acción  ante  los  tribunales  del  lugar  de" 
contrato  ó  del  domicilio  del  demandado. 


TITULO  VII 

DE  LA  GENTE  DE  MAR 

Artículo  ig 

Los  contratos  de  ajuste  de  los  oficiales  y  de  la   gente    de 
mar,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  el  contrato  se  celebra. 

Articulo  20 
Todo  lo  concerniente  al  orden  interno   del  buque  y   á  las 
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obligaciones  de  los  oficiales  y  gente  de  mar  se  rige  por  las  leyes 
del  país  de  su  matrícula. 


TÍTULO  YIII 

DE  LAS  AVERÍAS 

Artículo  21 

Las  averías  gruesas  ó  comunes  se  rigen  por  la  ley  del 
país  de  la  matrícula  del  buque  en  que  han  ocurrido. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  si  esas  ave- 
rías se  han  producido  en  el  territorio  marítimo  de  un  sólo  Es- 
tado, se  regirán  por  sus  leyes. 

Artículo  22 

Las  averías  particulares  se  rigen  por  la  ley  aplicable  al 
contrato  de  fletamento  de  las  mercaderías  que  la  sufren. 

Artículo  23 

Son  competentes  para  conocer  en  los  juicios  de  ave- 
rías comunes,  los  jueces  del  país  del  puerto  en  que  termina 
el  viaje. 

Artículo  24 

Los  juicios  de  averías  particulares  se  radicarán  ante  les 
tribunales  del  país  en  que  se  entregue  la  carga. 
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Artículo  25 


Si  el  viaje  se  revoca  antes  de  la  partida  del  buque,  ó  si 
después  de  su  salida  se  viere  obligado  á  volver  al  puerto  de  la 
carga,  conocerán  del  juicio  de  averías  los  jueces  del  país  á  que 
dicho  puerto  pertenece. 


TITULO   IX 

DE  LAS  LETRAS  DE   CAMBIO 
Artículo  26 

La  forma  del  giro,  del  endoso,  de  la  aceptación  y  del  pro- 
texto de  una  letra  de  cambio,  se  sujetará  á  la  ley  del  lugar  en 
que  respectivamente  se  realicen  dichos  actos. 

Artículo   2/ 

Las  relaciones  jurídicas  que  resultan  del  giro  de  una  letra 
entre  el  girador  y  el  beneficiario,  se  regirán  por  la  ley  del  lugar 
en  que  la  letra  ha  sido  girada:  las  que  resultan  entre  el  girador 
y  aquél  á  cuyo  cargo  se  ha  hecho  el  giro,  lo  serán  por  la  ley  del 
domicilio  de  éste  último. 

Artículo  28 

Las  obligaciones  del  aceptante  con  respecto  al  portador 
y  las  excepciones  que  puedan  favorecerle,  se  regalarán  por  la 
ley  del  lugar  en  que  se  ha  efectuado  la  aceptación. 
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Artículo  29 

Los  efectos  jurídicos  que  el  endoso  produce  entre  el  en- 
dosante y  el  cesionario,  dependerán  de  la  ley  del  lugar  en  que 
la  letra  ha  sido  negociada  ó  endosada. 

Artículo  30 

La  mayor  ó  menor  extensión  de  las  obligaciones  de  los 
respectivos  endosantes,  no  altera  los  derechos  que  primitiva, 
mente  han  adquirido  el  girador  y  el  aceptante. 

Artículo   31 

El  aval  se  rige  por  la  ley  aplicable  á  la  obligación  garan- 
tida. 

Artículo  32 

Los  efectos  jurídicos  de  la  aceptación  por  intervención  se 
regirán  por  la  ley  del  lugar  en  que  el  tercero  interviene. 

Artículo  33 

Las  disposiciones  de  este  Título  rigen  para  los  vales,  bille- 
tes ó  pagarés  de  comercio,  en  cuanto  les  sean  aplicables. 

Artículo  34 

Las  cuestiones  que  surjan  entre  las  personas  que  han  in- 
tervenido en  la  negociación  de  una  letra  de  cambio,  se  ventila- 
rán ante  los  jueces  del  domicilio  de  los  demandados  en  la  fecha 
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en  que  se  obligaron,  ó  del  que  tengan  en  el  momento  de  la  de- 
manda. 


TÍTULO  X 


DE   LAS   FALENCIAS 


Artículo  35 


Son  jueces  competentes  para  conocer  de  los  juicios  de 
quiebra,  los  del  domicilio  comercial  del  fallido,  aún  cuando  la 
persona  declarada  en  quiebra  practique  accidentalmente  actos 
de  comercio  en  otra  Nación,  ó  mantenga  en  ella  agencias  ó  su- 
cúrsales  que  obren  por  cuenta  y  responsabilidad  de  la  casa  prin- 
cipal. 


Artículo  36 


Si  el  fallido  tiene  dos  ó  más  casas  comerciales  indepen« 
dientes  en  distintos  territorios,  serán  competentes  para  conocer 
del  juicio  de  quiebra  de  cada  una  de  ellas,  los  tribunales  de  sus 
respectivos  domicilios. 

Artículo  37 

Declarada  la  quiebra  en  un  país,  en  el  caso  del  artículo  an- 
terior, las  medidas  preventivas  dictadas  en  ese  juicio,  se  harán 
también  efectivas  sobre  los  bienes  que  el  fallido  tenga  en  otros 
Estados,  sin  perjuicio  del  derecho  que  los  artículos  siguientes 
concedan  á  los  acreedores  leca1  es. 
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Artículo  38 

Una  vez  cumplidas  las  medidas  preventivas  por  medio  de 
las  respectivas  cartas  rogatorias,  el  juez  exhortado  hará  publicar 
por  el  término  de  sesenta  días  avisos  en  que  de  á  conocer  el  he- 
cho de  la  declaración  de  quiebra  y  las  medidas  preventivas  que 
se  han  dictado. 

Artículo  jg 

Los  acreedores  locales  podrán,  dentro  del  plazo  fijado  en 
el  artículo  anterior,  á  contar  desde  el  día  siguiente  á  la  publica" 
ción  de  los  avisos,  promover  un  nuevo  juicio  de  quiebra  contra 
el  fallido  en  otro  Estado,  ó  concursarlo  civilmente,  sino  proce- 
diese la  declaración  de  quiebra. 

En  tal  caso,  los  diversos  juicios  de  quiebra  se  seguirán  con 
entera  separación  y  se  aplicarán  respectivamente  en  cada  uno 
de  ellos  las  leyes  del  país  en  que  radican. 

Artículo  40 

Entiéndese  por  acreedores  locales,  que  corresponden  al 
concurso  abierto  en  un  país,  aquellos  cuyos  créditos  deben  satis- 
facerse en  el  mismo. 

Artículo    41 

Cuando  proceda  la  pluralidad  de  juicios  de  quiebras  ó  con 
cursos,  según  lo  establecido  en  este  Título,  el  sobrante  que  re- 
sultare á  favor  del  fallido  en  un  Estado,  será  puesto  á  disposición 
de  los  acreedores  del  otro,  debiendo  entenderse  con  tal  objeto 
los  jueces  respectivos. 
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Artículo  42 

En  el  caso  en  que  se  siga  un  sólo  juicio  de  quiebra,  porque 
así  corresponda,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  35,  ó  porque 
los  dueños  de  los  créditos  locales  no  hayan  hecho  uso  del  dere- 
cho que  les  concede  el  artículo  39,  todos  los  acreedores  del  fa- 
llido presentarán  sus  títulos  y  harán  uso  de  sus  derechos  ante  el 
juez  ó  tribunal  que  ha  declarado  la   quiebra. 

Artículo  43 

Aún  cuando  exista  un  sólo  juicio  de  quiebra,  los  acreedo- 
res hipotecarios  anteriores  á  la  declaración  de  la  misma,  podrán 
ejercer  sus  derechos  ante  los  tribunales  del  país  en  que  están 
radicados  los  bienes     hipotecados  ó  dados  en  prenda. 

Artículo  44 

Los  privilegios  de  los  créditos  localizados  en  el  país  de  la 
quiebra  y  adquiridos  antes  de  la  declaración  <ie  ésta,  se  respeta- 
rán, aún  en  el  caso  en  que  los  bienes  sobre  que  recaiga  el  privile- 
gio se  trasporten  á  otro  territorio  y  exista  en  él,  contra  el  mismo 
fallido,  un  juicio  de  quiebra  ó  formación  de  concurso  civil. 

Lo  dispuesto  en  eHnciso  anterior  sólo  tendrá  efecto  cuan- 
do la  traslación  de  los  bienes  se  haya  realizado  dentro  del  plazo 
de  la  retroacción  de  la  quiebra. 

Artículo  45 

La  autoridad  de  los  síndicos  ó  representantes  legales  de 
la  quiebra  será  reconocida  en  todos  los  Estados,  si  lo  fuese  po-?' 
^a  ley  del  país  en   cuyo  territorio  radica  el  concurso  al  cual  re- 
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presentan,  debiendo  ser  admitidos  en  todas  partes  á  ejercer  las 
funciones  que  les  sean  concedidas  por  dicha  ley  y  por  el  presen- 
te Tratado. 

Artículo  46 

En  el  caso  de  pluralidad  de  concursos,  el  tribunal  en  cuya 
jurisdicción  reside  el  fallido,  será  competente  para  dictar  todas  las 
medidas  de  carácter  civil  que  lo  afecten  personalmente. 

Artículo  47 

La  rehabilitación  del  fallido  sólo  tendrá  lugar  cuando  ha- 
ya sido  pronunciada  en  todos  los  concurses  que  se  le  sigan. 

Artículo  48 

Las  estipulaciones  de  éste  Tratado  en  materia  de  quiebras, 
se  aplicarán  á  las  sociedades  anónimas,  cualquiera  que  sea  la 
forma  de  liquidación  que  para  dichas  sociedades  establezcan  los 
Estados  Contratantes,  en  el  caso  de  suspensión  de  pagos. 


DISPOSICIONES  GENERALES 
Artículo  4g 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  éste  Tratado  su 
ratiñeación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
que  lo  apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúbli- 
cas Argentina  y  Oriental  del  Uruguay  para  que  lo  hagan  saber 
á  las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedimiento  hará 
las  veces  de  cange. 
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Artículo  so 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  éste  Tra« 
tado  quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo  51 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avi- 
sará á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  des- 
pués de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo  52 

El  artículo  49  es  extensivo  á  las  Naciones  que,  no  habiendo 
concurido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente  Tra- 
tado. 

En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones 
mencionadas,  lo  firman  y  sellan  en  el  número  de  siete  ejempla- 
res, en  Montevideo,  á  los.  .  .  días  del  mes  de  Febrero  del  año  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  sesión. 

El  Señor  Presidente  invitó  á  los  Señores  Plenipotencio- 
rios  á  suscribir  el  Convenio  sobre  ejercicio  de  profesiones  libe- 
rales. 
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Después  de  firmado  el  Convenio  de  la  referencia,  se  leyó 
el  Proyecto  de  Tratado  sobre  aplicación  de  leyes  extranjeras, 
que  corre  agregado  al  acta  número  22  de  la  sesión  celebrada 
por  el  Honorable  Congreso  el  31  de  Diciembre  último. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  los  autores  discuten 
diversas  cuestiones  de  carácter  general  relacionadas  con  la  apli- 
cación de  las  leyes  de  un  Estado  en  el  tenitorio  de  otro. 

Algunos  sostienen  que  la  nacionalidad  de  los  litigantes 
debe  ser  tomada  en  consideración;  que  los  tribunales  no  tienen 
el  deber  de  aplicarlas  de  oficio;  que  las  partes  pueden  ser  obli- 
gadas á  justificar  su  existencia  y  contenido;  y  que,  las  sentencias 
no  son  susceptibles  del  recurso  de  casación  aún  cuando  él  exista 
en  el  procedimiento  del  país  donde  fueron  dictadas. 

Otros  como  Bar,  Asser,  Alcorta  y  Ramírez,  sostienen,  por 
el  contrario,  que  dichas  leyes  deben  ser  aplicadas  sin  distinción 
de  nacionalidad,  que  sobre  los  tribunales  pesa  el  deber  de  apli- 
carlas de  oficio  aunque  las  partes  no  aleguen  ni  prueben  su 
existencia  ó  contenido;  y  que  el  recurso  de  casación  es  admisi- 
ble en  todos  aquellos  países  donde  él  se  halle  establecido  con- 
tra las  sentencias  dictadas  en  virtud  de  sus  propias  leyes. 

Los  códigos  del  Paraguay  y  de  la  República  Argentina 
disponen  que  la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras,  en  los  casos 
en  que  ellos  la  autorizan,  sólo  tendrá  lugar  á  solicitud  de  parte 
interesada,  sobre  quien  pesará  la  prueba  de  la  existencia  de  di- 
chas leyes,  exceptuando  sin- embargo  aquellas  que  fuesen  obliga- 
torias en  virtud  de  ley  especial  ó  de  convenciones  diplomáticas. 

Los  autores  de  este  Proyecto,  penetrados  de  la  necesidad 
y  de  la  conveniencia  de  prevenir  éstas  cuestiones  á  fin  de  que 
los  Tratados  sean  cumplidos  uniformemente  en  todas  las  Nacio- 
nes Contratantes,  hemos  optado  por  la  opinión  de  Bar,  Asser, 
Alcorta  y  Ramírez,  robustecidas  por  las  prescripciones  de  los 
códigos  referidos  y  conforme  á  la  doctrina  de  Laurent. 
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Para  nosotros,  la  nacionalidad  de  las  partes  es  de  todo 
punto  indiferente  en  el  juicio.  La  aplicación  debe  ser  hecha  de 
oficio;  porque  la  relación  jurídica  es  regida  por  esa  ley.  El  re- 
curso es  también  admisible;  puesto  que  la  ley  adquiere  el  carác- 
ter de  propia  en  virtud  de  los  Tratados. 

La  única  limitación  de  ésta  doctrina  es  la  que  resulta  de 
las  instituciones  políticas,  leyes  de  orden  público  ó  buenas  cos- 
tumbres del  país  donde  se  discuta  la  aplicabilidad  de  la  ley  y  el 
medio  de  facilitarlo  todo  es  el  envío  de  dos  ejemplares  de  las 
colecciones  de  leyes  vigentes  y  demás  que  en  adelante  se  dic- 
taren en  cada  uno  de  los  Estados  contratantes. 

Este  medio  tiene  sus  precedentes  que  lo  autorizan.  La 
Francia  envió  expontáneamente  la  colección  de  su  Boletin  de 
las  Leyes  y  la  Corte  Suprema  de  los  Estados  Unidos  y  la  Corte 
previa  discusión  del  Congreso  Norte-Americano  envió  á  Fran- 
cia una  colección  completa  de  sus  decisiones,  así  como  de  las  le- 
yes, resoluciones  y  tratados  de  su  Nación. 

La  Francia  y  la  Alemania  lo  establecieron  también  como 
obligación  perfecta  en  su  Tratado  de  fecha  2  de  Julio  de  1857 
sobre  propiedad  industrial. 

Por  éstas  consideraciones  pido  al  Congreso  se  digne  acep- 
tar en  general  este  Proyecto,  sin  perjuicio  de  las  modificaciones 
que  me  permitiré  proponer  en  el  curso  de  la  discusión  parti" 
cular. 

No  habiendo  quien  tomase  la  palabra,  se  votó  y  aceptó  en 
general,  por  unanimidad  de  votos,  el  Proyecto  propuesto. 

En  discusión  particular  el  artículo  i.°  fué  adoptado  en  la 
siguiente  forma  indicada  por  el  Señor  Doctor  Quintana. 

«  Las  leyes  de  los  Estados   contratantes   serán   aplicadas 
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>  en  los  casos  ocurrentes  ya  sean  nacionales  ó  extranjeras   las 
»  personas  interesadas  en  la  relación  jurídica  de  que   se  trate.  > 

El  artículo  2.°  fué  aceptado  á  indicación  del  mismo  Señor 
Plenipotenciario,  en  la  forma  siguiente: 

«  Su  aplicación  será  hecha  de  oñcio  por  el  juez  de  la  cau- 

>  sa  sin  perjuicio  de  que  las  partes  pueden   alegar  y  probar  la 
»  existencia  y  contenido  de  la  ley  invocada.  » 

El  artículo  3.0  fué  aprobado  en  los  siguientes  términos: 

«  Todos  los  recursos   acordados   por   la   ley   de   procedí- 
»  mientos  del  lugar  del  juicio  para  los  casos  resueltos  según  su 

>  propia  legislación,  serán  igualmente  admitidos  para  los  que  se 
» decidan  aplicando  las  leyes  de  cualquiera  de  los  otros  Estados.» 

El  artículo  4.0  fué  adoptado  en  la  siguiente  forma  propues- 
ta por  el  Señor  Doctor  Quintana. 

«  Las  leyes  de  los  demás  Estados  jamás   serán   aplicadas 

>  contra  las  instituciones  políticas,  las  leyes  de  orden  público  ó 
»  las  buenas  costumbres  del  lugar  del  proceso.  » 

El  artículo  5.0  quedó  aprobado  en  esta  forma: 

«  De  acuerdo  con  lo  estipulado  en  éste   Tratado,  los   Go- 

>  biernos  se  obligan  á  trasmitirse  recíprocamente  dos  ejemplares 

>  auténticos  de  las  ley?s  vigentes  y  de  las  que  posteriormente  se 
j  sancionen  en  sus  respectivos  países.  2 

El  artículo  6.°  fué  aceptado  en  la  siguiente  forma: 


—  872  - 

«  Las  disposiciones  contenidas  en  ios  artículos  que  pre- 
*  ceden  se  considerarán  parte  integrante  de  los  Tratados  de  su 
»  referencia,  y  su  duración  será  la  de  los  mismos.  * 

La  Sesión  se  levanta  á  las  5  p.  m 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chac altana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUJVL    33 


SESIÓN  DEL   12   DE  FEBRERO    DE   1889 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagos 

■    Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira; 

Por  la  República  de  CJúle: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  Jcsé  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  2.40  p.  m. 

Se  leyeron  y  oprobaron  las  actas  números  31  y  32  de  las 
sesiones  celebradas  por  el  Honorable  Congreso  el  i.°  y  el  4  del 
corriente. 

Se  dio  lectura  de  los  Proyectos  de  Tratado  de  Derecho 
Civil  y  Derecho^  Comercial  Internacional,  y  el  Señor  Presi- 
dente invitó  á  los  Señores  Plenipotenciarios  á  suscribirlos. 

Después  de  suscritos  los  Tratados  de  la  referencia,  se  dio 
cuenta  del  siguiente  despacho: 

«  Montevideo,  Febrero  5  de  1889.  —  Señor  Presidente: — 
>  Los  Plenipotenciarios  que  suscriben,  tienen  el  honor  de  diri- 
:»  girse  á  Su  Excelencia  el  Señor  Presidente  del  Congreso  ínter- 
»  nacional  Sud-Americano,  Doctor  Don  Ildefonso  García  La- 
»  gos,  rogándole  tenga  á  bien  invitar  al  Honorable   Congreso  á 
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asistir  á  la  recepción  que  los  infrascritos  se  disponen  á  hacer 
»  á  S.  E.  el  Señor  Presidente  de  la  República  Argentina,  Doc- 
2  tor  Don  Miguel  Juárez  Celman,  saliendo  en  el  crucero  de  gue- 
»  rra  -'Patagonia"  y  pasando  á  la  nave  presidencial  á  seis  millas 
»  exteriores  de  éste  puerto. — Les  es  siempre  honroso  y  agradá- 
is ble  á  los  que  suscriben,  reiterar  á  Su  Excelencia  el  Señor 
>  Doctor  García  Lagos,  sus  sentimientos  de  alta  consideración 
»  y  personal   estima.  —  Roque  Saenz   Peña  —  Man1    Quin- 

»  TANA.  » 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  dirigiría  con  su- 
mo placer  la  invitación  indicada,  la  cual  fué  desde  luego  acep- 
tada unánimemente  por  el  Honorable  Congreso 

La  Sesión  se  levanta  á  las  3.40  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA    NUMx    34 


SESIÓN  DEL  13  DE  FEBBEEO  DE  1889 

Presidencia  del  Sr.  Dr.  Don  Ildefonso  García  Lagca 

Estando  Presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  SaenzPeña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman; 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira: 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats; 
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Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Galvez; 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  4.25   p.  m. 

Se  leyó  y  aprobó  el  acta  de  la  Sesión  anterior. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Pleni- 
potenciarios, el  Honorable  Cogreso  resolvió  agregar  el  siguien* 
te  artículo  al  Proyecto  sancionado  en  la  sesión  precedente: 

«  Los  Gobiernos  de  los  Estados  signatarios  declararán  al 
>  aprobar  los  Tratados  celebrados,  si  aceptan  la  adhesión  de 
»  las  Naciones  no  invitadas  al  Congreso,  en  la  misma  forma  que 
»  la  de  aquellas  que  habiendo  adherido  á  la  idea  del  Congreso 
T>  no  han  tomado  parte  en  sus  deliberaciones.  » 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  el  Proyecto  de  la 
referencia  debería  consignarse  en  forma  de  protocolo  adicional 
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ó  complementario  de  los  Proyectos  de   Tratados   ya   suscritos 
por  los  Señores  Plenipotenciarios. 

Habiendo  sido  aceptada  ésta  indicación,  el  Protocolo  fué 
aprobado  y  firmado  en  ios  siguientes  términos: 


PROTOCOLO  ADICIONAL 

Los  Plenipotenciarios  de  los  Gobiernos penetra- 
dos de  la  conveniencia  de  fijar  reglas  generales  para  la  apli- 
cación de  las  leyes  de  cualquiera  de  los  Estados  contratantes,  en 
los  territorios  de  los  otros,  en  los  casos  que  determinen  los  Tra. 
tados  celebrados  sobre  las  diversas  materias  del  Derecho  Inter- 
nacional Privado,  han  convenido  en  lo  siguiente: 

Artículo  i.° 

Las  leyes  de  los  Estados  Contratantes,  serán  aplicadas  en 
los  casos  ocurrentes,  ya  sean  nacionales  ó  extranjeras,  las  per- 
sonas interesadas  en  la  relación  jurídica  de  que  se  trate. 

Artículo  2? 

Su  aplicación  será  hecha  de  oficio  por  el  juez  de  la  causa, 
sin  perjuicio  de  que  las  partes  puedan  alegar  y  aprobar  la  exis- 
tencia y  contenido  de  la  ley  invocada. 

Artículo  3.0 

Todos  los  recursos  acordados  por  la  ley  da  procedimien- 
tos del  lugar  del  juicio  para  los  casos  resueltos  según  su  propia 


legislación,  serán  igualmente  admitidos  para  los  que  se  deciden 
aplicando  las  leyes  de  cualquiera  de  los  otros  Estados. 

Artículo  4.  ° 

Las  leyes  de  los  demás  Estados,  jamás  serán  aplicadas 
contra  las  instituciones  políticas,  las  leyes  de  orden  público,  ó 
las  buenas  costumbres  del  lugar  del  proceso. 

Artículo  5° 

De  acuerdo  con  lo  estipulado  en  éste  Protocolo,  los  Go- 
biernos se  obligan  á  trasmitirse  recíprocamente  dos  ejemplares 
auténticos  de  las  leyes  vigentes,  y  de  las  que  posteriormente  se 
sancionen  en  sus  respectivos  países. 

Artículo  6.° 

Los  Gobiernos  de  los  Estados  signatarios  declararán;  al 
aprobar  los  Tratados  celebrados,  si  aceptan  la  adhesión  de  las 
Naciones  no  invitadas  al  Congreso,  en  la  misma  forma  de  la  de 
aquellas  que  habiendo  adherido  á  la  idea  del  Congreso  no  han 
tomado  parte  en  sus  deliberaciones. 

Artículo  ?.° 

Las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  que  prece- 
den, se  considerarán  parte  integrante  de  los  Tratados  de  su  re- 
ferencia, y  su  duración  será  la  de  los  mismos. 

En  fé  de  lo  cual  los  Prenipotenciarios  arriba  designados 
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lo  firman  y  sellan  en  Montevideo  á  los  días  del  mes 

de  Febrero  de  i 


El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira:  De  conformi- 
dad con  lo  que  había  manifestado  en  una  de  las  sesiones  en  que 
se  discutió  el  Tratado  de  Derecho  Civil,  pidió  que  se  incluyese 
en  la  presente  acta  la  siguiente  exposición: 

Pretendía  presentar  al  Honorable  Congreso  una  exposición 
escrita  de  las  razones  porque  no  le  fué  posible  aceptar  el  pro- 
yecto de  Tratado  sobre  Derecho  Civil;  pero  no  habiendo  sido 
aún  impresos  los  informes  de  las  ilustradas  mayoría  y  minoría 
de  la  Comisión  de  Derecho  Civil,  á  los  cuales  debía  servir  de 
contestación  dicha  exposición,  se  limitará  á  una  sucinta  reseña 
de  los  motivos  de  su  proceder,  con  el  objeto  de  dejarlos  consig- 
nados en  las  actas  del  Congreso,  antes  que  éste  se  clausure. 

Concuerda  con  muchas  de  las  disposiciones  de  ambos  Pro- 
yectos formulados  por  la  Honorable  Comisión,  pero  no  le  fué 
posible  aceptarlas  en  su  totalidad,  ni  el  de  la  mayoría,  porque 
adoptaba  como  principio  regulador  de  la  capacidad  de  las  per- 
sonas, la  ley  del  domicilio;  ni  el  de  la  minoría,  porque  adoptó  la 
ley  de  la  residencia. 

Cualquiera  de  las  dos  bases  adoptadas,  dominaba  por  su 
influencia  las  relaciones  de  derecho  que  el  Proyecto  de  Trata- 
do estaba  destinado  á  regular. 

Ahora  bien,  el  Gobierno  que  tiene  la  honra  de  represen- 
tar en  este  Congreso,  no  puede  celebrar  Tratados  que  se  opon- 
gan á  los  principios  fundamentales  de  la  legislación  patria;  y 
ésta  reposa  sobre  el  principio  de  la  nacionalidad  como  norma 
reguladora  del  estado  y  de  la  capacidad  general  de  las  personas. 
Es  un  principio  consignado  en  la  antigua  legislación  portuguesa, 
que  lo  traducía  bajo  la  antigua  fórmula,  de  los  Estatutos  perso- 
nales y  reales,  hoy  condenada  como  insuficiente  é   incompleta. 
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Es  el  mismo  principio  consagrado  por  leyes  recientes,  que  le 
quitaron  la  antigua  fórmula,  reposando  sobre  base  más  racional 
y  completa  que  no  exige  ley  particular  de  carácter  civil  que  re- 
gule la  nacionalidad,  confiando  en  la  ley  política,  y  que  por 
último  ninguna  distinción  hacen  entre  nacionales  y  extranjeros, 
en  la  adquisición  y  goce  de  los  derechos  civiles  que  directa- 
mente les  pueda  corresponder. 

Cualquiera  que  haya  de  ser  el  principio  preferido  por  el 
Brasil  en  la  codificación  definitiva  de  sus  leyes  civiles,  aquél  es 
el  principio  de  su  actual  legislación,  que  le  cumple  respetar  non 
solum  ratione  auctoritatis,  sed  auctoritate  rationis.  En  verdad,  el 
principio  de  la  nacionalidad  como  regulador  del  estado  y  de  la 
capacidad  personal,  se  funda  en  excelentes  razones  urídicas  y 
políticas  que  no  han  de  desconocerse,  sobre  todo  si  lo  compara- 
mos con  los  principios  del  domicilio  y  de  la  residencia. 

Si  el  fin  de  las  legislaciones  positivas  y  el  principio  supe- 
rior del  Derecho  es  que  las  leyes  que  regulan  el  estado  y  la  capa- 
cidad personal  del  individuo  lo  acompañen  por  todas  partes;  si 
el  fundamento  del  Derecho  Internacional  Privado  es  ofrecer  la 
mayor  seguridad  y  estabilidad  en  cuanto  al  goce  de  los  derechos 
civiles,  donde  quiera  que  el  individuo  se  halle,  proporcionándole 
una  norma  fija  y  conforme  á  la  naturaleza  de  las  cosas;  si  en  la 
contingencia  de  leyes  diversas  cumple  preferir  aquella  que  más 
se  identifica  con  la  persona,  cosa  ó  acto,  el  cual  creó  ó  presidió 
la  relación  de  derecho,  no  hay  duda  que  el  principio  de  la  na- 
cionalidad es  el  más  satisfactorio. 

La  sujeción  á  la  ley  del  domicilio,  cualquiera  que  sea  su 
mérito  científico,  que  no  viene  al  caso  discutir,  ni  es  suficiente 
ni  deja  de  ser  inconveniente  en  la  práctica.  En  la  misma  sino  en 
mayor  censura  incurre  la  sujeción  á  la  residencia,  que  no  es  en 
el  fondo  más  que  la  resurreción  dizfrazada  del  principio  feudal 
de  la  ley  exclusivamente  territorial. 

En  efecto,  con  relación  á  los  extranjeros  que  no  tienen  es- 
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tablecido  domicilio  caliñcado  en  el  país,  regirá  ó  la  ley  del  domi- 
cilio anterior  ó  el  de  la  residencia,  que  será  equiparada  al  domi- 
cilio para  este  efecto,  como  lo  es  para  los  otros  efectos  de  las 
leyes  internas.  Viene  así  la  doctrina  del  domicilio  á  confundirse 
ó  identificarse  con  la  doctrina  del  domicilio  de  origen,  que  es  la 
misma  de  la  nacionalidad,  ó  con  la  residencia  que  es  con  razón 
repelida  por  la  grande  incertidumbre  que  acarrearía  al  estado 
civil  de  las  personas. 

La  diferencia  entre  las  doctrinas  de  la  nacionalidad  y  del 
domicilio  se  acentúa,  en  el  caso  en  que  el  individuo  cambie  el 
domicilio  de  origen  por  otro  que  elija;  y  en  ese  caso  parece  bien 
poco  razonable  que  se  anteponga  á  la  ley  patria  que  presidió  á 
su  nacimiento,  y  que  es  por  cierto  un  vínculo  mucho  más  estre  * 
cho  y  profundo  que  el  del  domicilio,  á  la  ley  del  otro  país  donde 
habitó,  adonde  tal  vez  no  irá  más,  ó  solo  irá  temporariamente. 

La  subordinación  voluntaria  que  se  invoca  como  funda- 
mento racional  de  la  doctrina  del  domicilio,  no  es  comparable 
con  la  subordinación  que  el  hombre  guarda  respecto  de  las  leyes 
de  su  patria,  ni  deja  de  ser  atendida  razonablemente  en  la  doc- 
trina de  la  nacionalidad  por  medio  de  la  naturalización,  que  hace 
perder  la  nacionalidad  antigua  y  adquirir  otra  nueva  á  cuyas  le- 
yes se  subordina. 

El  cambio  de  la  nacionalidad  no  es  tan  fácil  como  el  cam- 
bio de  domicilio,  ya  por  ser  aquel  vínculo  más  antiguo  y  más 
fuerte,  ya  por  depender  la  naturalización  de  leyes  y  actos  extra- 
ños, no  ofrece  el  principio  de  la  nacionalidad  en  la  práctica  los 
mismos  inconvenientes  que  el  principio  del  domicilio,  el  cual, 
siendo  variable,  produce  la  misma  instabilidad  en  la  condición 
civil,  que  ha  hecho  rechazar  la  ley  de  la  simple  residencia. 

El  principio  de  la  nacionalidad  es  una  base  ancha,  segura 
y  lógica  para  regular  en  el  Derecho  Internacional  Privado,  el 
estado  y  la  capacidad  de  las  personas.  Es  un  principio  de  pro- 
greso en  la  ciencia  moderna,  y,  en  presencia  del  sentimiento  de 
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la  nacionalidad  tan  vivo  en  nuestro  siglo,  en  contraposición  al 
principio  del  domicilio,  que  fué  seguido  para  regular  la  con- 
dición de  las  personas  en  los  países  de  Europa  fraccionados  en 
provincias  distingas,  cada  una  con  su  derecho  particular  vigente 
en  oposición  al  de  otros,  y  sin  la  unidad  nacional  á  que  llegaron 
después  de  grandes  revoluciones.  La  ley  del  domicilio  puede  aún 
hoy  convenir  á  los  Estados  confederados  con  sus  legislaciones 
distintas, — pertenecientes  todos  á  la  misma  nacionalidad  y  por 
eso  mismo  con  una  legislación  general  casi  común,  como  la  Ale- 
mania y  los  Estados-Unidos  Norte-Americanos.  Pero  no  conven- 
drá, por  cierto,  á  los  Estados  Sud-Americanos,  que  para  poblar 
los  inmensos  desiertos  de  sus  territorios  carecen  cómo  ofrecer 
á  los  extranjeros  que  vengan  en  busca  de  ellos  con  la  certidum- 
bre y  claridad  de  las  reglas  á  que  quedan  sujetos,  la  misma  base 
de  capacidad  personal  de  sus  leyes  por  las  que  antes  se  regían. 
Los  fecundos  elementos  asimiladores  con  que  la  providencia  ha 
dolado  á  la  raza  conquistadora  de  ésta  parte  de  la  América,  son 
preservativos  suficientes  contra  la  invasión  del  elemento  extran- 
jero y  garantía  permanente  del  predominio  de  ios  pueblos  y  de 
las  leyes  nacionales,  con  las  cuales  puede  facilitarse  la  fusión 
por  medio  de  leyes  de  naturalización.  Y,  si  alargando  las  vistas 
para  el  futuro,  nada  obsta  al  patriotismo  sud-americano  entrever 
épocas  en  que  sus  nacionalidades  puedan  desempeñar  en  la  His- 
toria el  mismo  papel  que  desempeñaron  otras  nacionalidades 
europeas,  no  es  de  buen  consejo  privarlas  del  elemento  de  fuer- 
za y  de  influencia  que  naturalmente  les  vendrá  por  la  adopción 
del  principio  de  extraterritorialidad  de  sus  leyes  nacionales. 

Cree  que  deben  reputarse  como  americanos  los  principios 
que  sean  más  conformes  con  la  buena  razón  y  con  el  progreso 
de  la  sociedad;  en  ese  supuesto,  tiene  por  más  americano  el 
principio  de  la  nacionalidad  que  el  del  domicilio.  En  todo  caso 
ha  de  tener  que  regir  la  ley  extranjera,  como  es  forzoso  supo- 
ner,  en  la  esfera  del  Derecho  Internacional  Privado    y  bajo   el 
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régimen  de  cualquiera  de  las  doctrinas,  el  del  domicilio  es  un 
grillete  más  pesado  que  el  ligero  y  suave  grillete  de  la  naciona- 
lidad. 

En  seguida    el  Señor  Presidente   se  expresó  en   estos  tér 
minos: 


Distinguidos  colegas: 


Terminados  nuestros  trabajos,  tengo  el  honor  de  invitaros 
para  la  ceremonia  de  clausura  del  Congreso,  que  se  celebrará 
con  asistencia  de  los  Excmos.  Señores  Presidentes  de  las  Repú- 
blicas Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  en  sesión  pública,  el 
dia  1 8  del  corriente. 

Mientras  llega  el  momento  de  que  escuchéis  la  palabra 
oficial  de  ambos  Gobiernos,  permitidme  cumplir  el  deber,  — que 
impone  el  puesto  á  que  me  llamó  vuestra  benevolencia, — de  fe- 
licitaros cordialmente  por  los  importantes  resultados  alcanza- 
dos merced  á  vuestra  elevada  ilustración  é  infatigable  celo,  y  de 
expresaros  al  m:'smo  tiempo  mis  votos  porque  el  eminente  ser- 
vicio que  éste  Congreso  ha  prestado  al  progreso  de  la  ciencia 
del  Derecho  y  de  las  relaciones  internacionales  de  América,  sea 
en  breve  correspondido,  de  parte  de  los  ilustrados  Gobiernos 
aquí  representados,  por  la  aprobación  de  los  Tratados  que  he- 
mos celebrado. 

El  Señor  PRATS.  Señor  Presidente:  Creo  que  puedo  inter- 
pretar fielmente  el  voto  del  Honorable  Congreso  para  darlo  á 
V.  E.  muy  cumplido  acerca  de  las  funciones  que  tan  dignamen- 
te ha  desempeñado  V.  E. 

Entiendo  que  el  Congreso  está  sumamente  complacido  y  ce- 
lebra mucho  la  designación  que  hizo  de  V.  E.  para  su  presidente. 


Los  Señores  Plenipotenciarios  apoyaron  unánimemente  lo 
manifestado  por  el  Señor  Prats. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  El  Honorable  Congreso 
no  puede  cerrar  sus  sesiones  sin  sancionar  otro  voto  de  agradeci- 
miento, además  del  indicado  por  el  Señor  Plenipotenciario  de 
Chile. 

No  solamente  tenemos  el  deber  de  agradecer  al  Señor 
Presidente  la  manera  digna  y  correcta  con  que  ha  presidido 
nuestras  sesiones,  sino  que  tenemos  sobre  todo  el  de  agradecer, 
al  mismo  tiempo  y  de  una  manera  especial,  la  cordial  hospitali- 
dad que  el  Gobierno  y  el  Pueblo  Orientales  se  han  dignado  dis- 
pensar al  Congreso. 

El  Honorable  Congreso  apoyó  unánimemente  el  voto  del 
Señor  Doctor  Quintana. 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  Hasta  hace  un  momento  he- 
mos sido  testigos  de  la  inteligencia  y  laboriosidad  con  que  han 
desempeñado  su  cometido  los  Señores  Secretarios  Don  Osear 
Hordeñana  y  Don  Ricardo  J.  Pardo,  Oficiales  Mayores  de  los 
Ministerios  de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  Oriental 
del  Uruguay  y  de  la  República  Argentina,  y  el  Señor  Taquígra- 
fo del  Honorable  Senado,  Don  Alberto  de  la  Bandera,  que  ha 
llevado  nuestra  palabra  durante  las  discusiones. 

Creo,  pues,  cumplir  con  un  deber  de  justicia,  haciendo  mo- 
ción para  que  el  Congreso  autorice  al  Señor  Presidente  á  fin  de 
que  se  dirija  á  los  Gobiernos  respectivos,  encareciéndoles  los 
servicios  prestados  por  dichos  Señores  y  la  inteligencia  y  labo- 
riosidad con  que  han  cumplido  sus  deberes. 

El  Honorable  Congreso  apoyó  unánimemente  la  moción 
del  Señor  Doctor  Ramírez. 
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El  Señor  Doctor  Chacaltana.  Desde  luego  propongo 
que  los  votos  expresados  por  los  Señores  Plenipotenciarios,  se 
consideren  como  votos  del  Congreso  y  se  consignen  en  acta.  Así 
se  resolvió. 


La  Sesión  se  levanta  á  las  6  p.  m. 


Ilü  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M,  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA  DE  CLAUSURA 


DEL 


GONGRISO  IWl-AMIlieAI© 

DE 

DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

18  DE  FEBREKO  DE  1889 

Presiden  SS.  EE.  los  Perores  Ministros  de  Relaciones  Exteriores  de  la  Repáblica  Oriental  del 
Uruguay  y  de  la  República  Argentina,  Doctores  Don  Ildefonso  García  Lagos  y  Don  Nor- 
berto  Quirno  Costa. 

Estando  presentes: 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos, 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  Oriental  del 
Uruguay,  en  representación  de  su  Gobierno  para  éste  acto,  y 
Plenipotenciario  de  la  misma  al  Congreso ; 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  Repú- 
blica Argentina. 


Por  la  República  Argentina : 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Norberto  Quirno  Costa, 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  misma,  en  representa- 
ción de  su  Gobierno  para  este  acto; 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  Repú- 
blica Oriental  del  Uruguay; 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  Aca- 
démico de  la  Facultad  de  Derecho  y  Ciencias  Sociales  de  la 
Universidad  de  Buenos  Aires. 

Por  la  República  de  Bolivia: 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  Re- 
pública Argentina. 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Domingos  deAndrade 
Figueira,  Consejero  de  Estado  y  Diputado  á  la  Asamblea  Ge- 
neral Legislativa. 

Por  la  República  de  Chile: 

S.  E.  el  Señor  Don  Guillermo  Matta,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  República  Orien- 
tal del  Uruguay  y  en  la  República  Argentina; 

S.  E.  el  Señor  Don  Beluario  Frats,  Ministro  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia. 


Por  la  República  del  Paraguay : 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  República  del  Perú: 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana,  En 
viado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  Repú- 
blica Oriental  del  Uruguay  y  en  la  República  Argentina; 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 
Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia. 

El  Señor  Presidente  dispuso  que  los  Secretarios  devol- 
viesen á  los  Señores  Plenipotenciarios  las  Plenipotencias  res- 
pectivas. 

Verificada  la  entrega  de  esos  documentos,  S.  E.  el  Señor 
Doctor  García  Lagos  leyó  el  siguiente  discurso: 


Señores: 

En  día  memorable  para  mi  Patria  y  en  medio  á  demostra- 
ciones de  simpatía  hacia  vosotros,  tan  elocuentes  como  uníso- 
nas, inauguraba  ahora  seis  meses  las  Sesiones  de  éste  Congreso 
saludándoos  como  á  obreros  del  derecho  y  de  la  fraternidad 
americana. 

Un  pensamiento  generoso  y  grande  nos  inspiraba.  A  to- 
dos dominaba  la  misma  aspiración  por  el  éxito  de  la  tarea  que 
íbamos  á  iniciar,  si  bien  no  nos  disimulábamos  cierto  sentimien- 
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to  de  ansiedad  ante  la  visión  de  lo  arduo   de   una  empresa   en 
que  otros  habían  escollado. 

Vigorizada  la  féenla  labor  común,  y  obtenido  el  resultado, 
me  cabe  hoy  la  honra  de  dirigiros  la  palabra  por  última  vez  pa- 
ra congratularos,  en  nombre  del  Presidente  de  la  República, 
por  la  insigne  fortuna  con  que  éste  Congreso  de  Plenipotencia- 
rios ha  llegado  al  término  de  sus  trabajos  presentando  á  la  apro- 
bación de  los  respectivos  Gobiernos  una  serie  de  Tratados  que 
forman  un  verdadero  Código  de  Derecho  Internacional  Privado 
el  más  completo,  sistemado  y  práctico  que  registran  los  anales 
diplomáticos. 

Y  no  hay,  Señores,  vana  exageración  en  expresarse  así 
desde  que  reconozcamos — y  lo  reconocemos  de  buen  grado — 
que  para  la  elaboración  de  esa  obra,  hemos  utilizado  los  trabajos 
de  los  más  eminentes  juristas  y  pensadores  modernos,  como 
también  que  nos  ha  sido  relativamente  fácil  combinar  solu- 
ciones justas  sobre  puntos  que  se  presentan  como  verdaderos 
problemas  en  la  jurisprudencia  internacional  de  otros  países, 
colocados  en  condiciones  políticas  y  sociales  distintas  de  los  re- 
presentados en  éste  Congreso. 

Así,  teniendo  en  vista  aquellos  precedentes,  ó  separándo- 
se de  ellos  á  veces  para  obedecer  á  otros  principios  más  conve- 
nientes y  adaptados  á  la  índole  ó  las  necesidades  peculiares  de 
nuestros  pueblos — el  Congreso  ha  alcanzado  á  establecer  re- 
glas fijas  para  la  solución  de  los  conflictos  creados  por  la  di- 
vergencia de  sus  leyes  en  orden  á  las  relaciones  privadas  tanto 
de  la  vida  civil  como  del  intercambio  comercial  y  del  tráfico 
marítimo: — ha  logrado  conciliar  las  exigencias  de  la  justicia  re- 
presiva de  los  Estados  con  el  derecho  de  libertad  individual:  — 
ha  consagrado  el  reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  lite- 
raria, artística  é  industrial,  dentro  de  los  límites  que  le  señala  el 
interés  social:  -ha  determinado  recíprocas  franquicias  para  el 
ejercicio  de  las  profesiones  liberales, — y  ha  fijado,  en  fin,  la  ju- 


risdicción  á  que  están  sometidas  las  relaciones  jurídicas  que 
afectan  á  las  personas,  á  los  actos  y  á  los  bienes — así  como  las 
reglas  especiales  que  deben  observarse  en  la  sustanciación  y 
decisión  de  los  procesos,  predominando  y  afirmando  en  el  vastí- 
simo campo  que  abarcan  sus  estipulaciones,  el  principio  de  la 
territorialidad  de  las  leyes  que  importa  el  respeto  mutuo  de  la 
soberanía  de  los  Estados. 

Señores:  habéis  cumplido  vuestra  misión, — y  lo  que  es  to- 
davía más, — la  habéis  cumplido  con  una  sabiduría  y  un  espíritu 
liberal  y  progresista  digno  de  América. 

Tan  señalado  servicio,  prestado  al  desenvolvimiento  de 
sus  relaciones  internacionales  y  á  la  ciencia  del  Derecho,  es  ya 
aplaudido  por  los  pueblos  de  ambas  márgenes  del  Plata,  repre- 
sentados en  ésta  solemnidad  por  los  Altos  Magistrados  que  los 
presiden,  y  lo  será  mañana  en  vuestra  patria  como  uno  de  los 
actos  que  más  fielmente  marcan  el  nivel  de  su  progreso  político 
y  de  su  cultura  social. 

Hagamos  votos  fervientes  porque  la  obra  sea  todavía  más 
proficua  y  porque  salvando  las  fronteras  de  Nuestro  continente, 
pueda  bien  pronto  propiciarse  la  adhesión  de  otros  Estados  de 
Europa  y  América,  consolidándose  así  cada  dia  más,  con  la  cer- 
tidumbre y  la  estabilidad  de  todos  los  derechos,  el  bienestar  de 
sus  nacionales  que  acuden  á  vivir  en  nuestro  suelo  bajo  el  am- 
paro de  sus  instituciones. 

Antes  de  separarnos  los  que  hasta  hoy  hemos  participado 
de  las  mismas  fatigas,  permitid,  que  puestas  mis  manos  en  las 
vuestras  os  felicite  sincera  é  íntimamente  por  el  éxito  alcanzan- 
do, asegurándoos  que  el  Señor  Presidente  de  la  República  cum- 
plirá en  breve  el  anuncio  hecho  en  su  último  Mensaje  al  Hono- 
rable Cuerpo  Legislativo  relativamente  á  la  sanción  de  los  Tra- 
tados. 

Y  enviando  ahora  un  respetuoso  saludo  á  los  ilustres 
Presidentes  de  las  Repúblicas  del   Plata   que    organizaron  éste 


Congreso,  así  como  á  los  demás  Jefes  de  Estado  que  le  han 
prestado  su  eficaz  cooperación,  declaro  clausuradas  vuestras 
Sesiones. 

He  dicho. 


En  seguida  S.  E.  el  Señor  Doctor    Quirno   Costa    leyó   el 
discurso  que  á  continuación  se  trascribe: 


Señores  Plenipotenciarios: 

Cumplo  con  el  deber  de  presentaros  las  congratulaciones 
del  Gobierno  Argentino  por  el  resultado  feliz  de  vuestros  tra- 
bajos, que  tanto  contribuirán  á  estrechar  las  relaciones  entre 
los  pueblos  sud-americanos,  vinculándolos  aún  más  por  el  im- 
perio de  una  legislación  común  relativa  á  los  principios  que  han 
sido  objeto  de  vuestras  deliberaciones. 

Ocho  pactos  internacionales  es  el  fruto  de  vuestras  tareas, 
y  sino  en  todos  ellos  ha  podido  armonizarse  las  opiniones,  debe 
reconocerse  el  espíritu  fraternal  y  patriótico  que  ha  dominado 
en  cada  uno  de  los  miembros  del  Congreso,  quedando  reserva- 
do á  los  Gobiernos  buscar  con  mayor  tiempo  soluciones  que 
consulten  los  intereses  comunes  por  el  acuerdo  sobre  cuestione: 
de  forma,  ó  sobre  materias  de  fondo,  en  cuanto  sea  compatible 
con  la  legislación  fundamental  de  los  respectivos  países. 

En  el  vasto  programa  de  vuestros  trabajos,  habéis  tenido  an- 
cho campo  para  abordar  ¿n  sus  diversas  manifestaciones  los  pro- 
blemas más  complicados  del  Derecho  Internacional  Privado,  con- 
siderándolo bajo  el  punto  de  vista  extenso,  como  lo  consideran 
notables  escritores  y  lo  requiere  los  adelantos  de  la  ciencia  que 
tiende  á  ensanchar  las  materias  que  lo  componen,   obedeciendo 
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así  á  los  progresos  modernos  que  lo  desenvuelven,  á  medida  que 
las  relaciones  de  los  pueblos  se  hacen  más  íntimas  y  frecuentes. 
Habéis  establecido  las  reglas  más  conformes  con  los  prin- 
cipios del  Derecho  legislando  sobre  las  personas,  las  cosas  y  los 
hechos,  y  bajo  el  triple  objetivo  de  éstos  puntos  de  partida,  los 
Tratados  negociados  abarcan  la  materia  civil,  comercial  y  penal 
completando  el  cuadro  de  vuestras  tareas  las  declaraciones  más 
adelantadas  relativas  á  la  propiedad  literaria,  que  como  la  de 
los  demás  bienes,  no  podía  ser  desconocida  en  presencia  de  nues- 
tras leyes  fundamentales  y  por  Gobiernos  que  mantienen  tan  ex- 
tensas relaciones  con  el  viejo  mundo,  que  no  solamente  nos  envía 
capitales  y  brazos,  sino  también  las  obras  científicas  y  literarias 
de  sus  grandes  pensadores. 

Nación  alguna  podrá  sentirse  herida  por  las  conclusiones 
á  que  ha  arribado  el  Congreso  Internacional  Sud-Americano,  y 
lejos  de  esto,  las  de  Europa  verán  nuevas  pruebas  de  que  se  ha 
buscado  la  proclamación  de  principios,  que  influirán  en  el  senti- 
do de  las  buenas  relaciones  con  los  pueblos  con  quienes  cam- 
biamos nuestros  productos  y  compartimos  nuestras  riquezas. 

Señores  Plenipotenciarios:  Hubo  un  tiempo  en  que  el  genio 
de  Bolivar  alimentaba  la  idea  de  un  gran  Congreso  para  orga- 
nizar una  Confederación  Sud-Americana,  y  en  que  el  espíritu  fa- 
cundo de  Monteagudo,  dando  forma  al  pensamiento  del  gran  ca- 
pitán, trazó  con  palabra  viril  el  programa  de  una  Asamblea  de 
representantes  de  los  Gobiernos  deésca  parte  de  la  América. 

Se  buscaba  una  alianza  ofensiva  y  defensiva  contra  cual- 
quiera nación  europea,  y  el  Congreso  de  Panamá  tuvo  por  objeto 
proveer  á  ésto  que  se  creía  una  necesidad,  en  que  el  águila  del 
Orinoco  fuera  tan  feliz  como  en  el  abrazo  de  Guayaquil,  que 
arrojó  del  otro  lado  de  los  mares  al  león  de  los  Andes,  que  se 
inspiró  en  aquel  momento  solemne  en  sentimientos  de  sublime 
patrio.tismo,  viendo  tal  vez  reflejar  en  su  mente  la  jornada  de 
Ayacucho,   donde  el  último  cañonazo  anunció  al  mundo  que  es- 


ras  Repúbicas  destinadas  á  ser  el  orgullo  de  la  raza  latina,  eran 
independientes  y  libres. 

Ya,  Señores,  San  Martin  había  adivinado,  también  en  pre- 
sencia de  las  nieves  eternas  y  armando  el  brazo  robusto  de  O'Hi- 
ggins,  que  la  libertad  de  Chile  se  conquistaría  en  Chacabuco- 
atravesando  con  sus  cañones  las  montañas  más  imponentes  y 
más  inaccesibles  del  globo,  para  hacer  efectivo  otra  vez  el  pacto 
de  chilenos  y  argentinos,  que  vencedores  en  Maipú,  llevaron 
triunfantes  hasta  los  confines  de  América  las  banderas  de  las  dos 
Naciones. 

A  más  de  la  de  Panamá,  otras  tentativas  tuvieron  lugar  con 
el  mismo  propósito.  Era  la  época  embrionaria  de  los  pueblos  que 
acababan  de  independizarse.  Les  faltaba  en  ciertos  momentos  la 
fé  en  el  porvenir,  y  creyéndose  acechados  por  enemigos  de  allen- 
de los  mares,  veian  debilitarse  sus  fuerzas  per  la  anarquía  ya 
producida  durante  la  lucha,  y  que  aumentó  grandes  proporcio- 
nes una  vez  vencido  el  enemigo  común. 

Esos  peligros  han  pasado,  y  las  Naciones  Sud- Americanas 
viven  felices  en  medio  de  la  paz  y  del  progreso  con  que  despedi- 
rán al  siglo  XIX,  para  ser  grandes  y  poderosas  en  el  siglo  XX, 
que,  como  se  ha  dicho,  será  el  siglo  de  la  América. 

Con  fé  profunda  en  los  grandes  destinos  reservados  á  cada 
una  de  las  Naciones  Sud-Americanas,  en  estrechas  relaciones 
éstas  con  el  viejo  mundo,  limitadas  por  su  derecho,  obligados 
todos  á  hacer  prevalecer  la  razón,  y  con  elementos  de  riqueza 
inagotables,  cada  pueblo  es  dueño  de  su  suerte;  pero  solidario 
en  el  porvenir  de  la  América  del  Sud,  cuyos  hijos  desean  que  se 
diga  siempre  de  los  Estados  que  la  forman:  todos  para  uno,  uno 
para  todos. 

Señores:  La  grandeza  de   los   pueblos   lIl    ljíu.  .parte    del 

jGuiiliniftteySu  poder  como  entidades  autonómicas  depende   hoy 

de  la  paz,  de  la  libertad  y  del  desenvolvimiento   de   sus  propias 

fuerzas,  robustecidas  por  otras  que  al  incorporarse,  se  mezclen 


formando  un  todo  armónico,  que  sin  perder  las  huellas  de  su 
origen  de  que  no  debemos  renegar  jamás,  por  que  nos  honra, 
ofrezca  anchos  horizontes  al  trabajo  y  á  la  acción  colectiva  ó  in- 
dividual dentro  de  la  ley. 

Las  alianzas  contra  los  pueblos  del  viejo  continente,  tu- 
vieron su  época  y  su  razón  de  ser  durante  la  lucha  de  la  inde- 
pendencia, y  aún  después  de  ella,  cuando  la  Europa  podía  ser 
dominada  por  una  sola  voluntad,  ó  la  política  de  sus  Gobiernos 
tendía  á  ejercitarse  en  aventuras,  ó  se  inspiraba  en  sueños  de 
conquista. 

Hoy  existe  en  América,  al  Norte,  una  gran  Nación,  y  al 
Sud  Estados  florecientes  que  ocupan  un  lugar  distinguido  entre 
los  pueblos  civilizados,  y  lo  que  es  más,  para  concluir  por  com- 
pleto  con  los  temores  de  otros  tiempos,  hemos  estrechado  lazos 
que  nos  ligan  á  la  Europa,  por  el  comercio  cada  día  más  extenso 
por  la  emigración  que  recibimos,  y  que  ha  empezado  á  suprimir 
nuestros  desiertos,  y  finalmente,  por  el  respeto  mutuo  que  nos 
merecemos,  ella  y  nosotros,  que  podemos  contarnos  ya  como 
factores  indispensables  en  los  progresos  del  mundo. 

No  tenemos,  pues,  que  estrechar  las  filas  como  en  los  tiem- 
pos heroicos  de  nuestra  historia;  pero  tenemos,  sí,  que  recono= 
cernos  hermanos  como  antes,  y  buscar  en  las  inspiraciones  del 
pratriotismo,  en  la  evocación  de  los  manes  de  nuestros  ilustres 
proceres,  y  hasta  en  las  mismas  conveniencias,  los  medios  que 
eviten  para  siempre  los  conflictos  sangrientos  que  paralizarían 
el  grandioso  porvenir  que  nos  está  reservado. 

Señores  Plenipotenciarios:  Cuando  se  lean  las  actas  de  vues- 
tras sesiones,  se  conozca  la  importancia  de  vuestros  trabajos,  la 
ciencia  y  la  experiencia  que  revelan  los  ajustes  internacionales 
á  que  habéis  arribado,  se  pronuncien  respecto  de  ellos  vuestros 
Gobiernos,  y  los  jurisconsultos  de  Europa  y  de  América  que  los 
esperan  con  todo  el  interés  que  despierta  un  cuerpo  de  hombres 
eminentes  como  el  que  formáis,  el  Congreso  Internacional  Sud- 
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Americano  será  recordado  siempre  con  gratitud  por  los  pueblos 
cuyos  intereses  ha  servido  más  inmediatamente,  y  con  respeto 
por  los  hombres  de  la  ciencia,  como  debe  conservarse  el  recuer- 
do y  reconocerse  el  mérito  indisputable  de  otros  esfuerzos 
análogos,  entre  los  que  sobresale  el  Congreso  de  Juristas  reu- 
nido en  Lima  pocos  años  hace,  por  la  iniciativa  del  Gobierno 
del    Perú. 

Debe  reconocerse  también  el  concurso  inteligente  y  pa- 
triótico en  el  actual  Congreso  de  los  Gobiernos  del  Para- 
guay y  de  Bolivia  dignamente  representados  por  sus  Pleni- 
potenciarios. 

Se  dirá  siempre,  que  á  la  margen  del  Plata,  en  la  capital 
de  la  República  Oriental  qél  Uruguay,  que  mereció  del  mundo 
el  renombre  de  nueva  Troya,  se  reunió  el  primer  Congreso  Sud- 
Americano  por  la  iniciativa  de  las  dos  Naciones  que  baña  el 
caudaloso  rio,  que  allí  se  dictaron  las  reglas  que  evitarán  para 
siempre  el  conflicto  de  las  leyes  de  siete  Estados  Soberanos, 
realizando  lo  que  para  muchos  era  un  sueño,  y  que  ha  sido 
imposible  hasta  hoy  para  pueblos  que  ocupan  un  rango  superior 
entre  las  Naciones. 

Pueblos  nacidos  recien  á  la  vida,  que  lucharon  medio  siglo 
para  constituirse,  cada  uno  tuvo  su  momento  solemne  en  las 
diversas  épocas  de  su  historia  patria;  y  repúblicas  ó  monarquía, 
dirigid  hoy  vuestras  miradas  por  el  vasto  continente,  y  no  en- 
contrareis sino  las  huellas  trazadas  por  el  esfuerzo  de  pueblos  y 
gobiernos,  en  el  sentido  de  ocupar  un  puesto  culminante  entre 
las  Naciones,  bien  sea  en  el  terreno  de  las  instituciones  libres,  c 
en  los  progresos  materiales  en  que  todas  Juchan  por  medio  del 
trabajo. 

Así,  en  materia  de  instituciones,  poco  tiempo  hace  presen- 
ciamos el  solemne  espectáculo  de  la  abolición  de  la  esclavatura 
en  el  Brasil,  hecho  grandioso  que  el  mundo  entero  ha  aplaudi- 
do, ezfuerzo  prepotente  que  al  revelar  una  vez  más   el   temple 
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viril  de  un  monarca  digno  de  la  Nación  que  gobierna,  revela 
también  el  corazón  justicioso  y  humanitario  que  palpita  dentro 
del  pecho  del  Emperador  Pedro  II,  promotor  de  la  idea  reali- 
zada al  amparo  del  prestigio  de  su  nombre,  y  en  medio  del  en- 
tusiasmo del  pueblo   cuyos   destinos  preside. 

El  Congreso  de  Montevideo,  es, Señores,  otro  acontecimien- 
to feliz  y  benéfico  en  que  se  nos  mira  unidos,  vinculando  los 
pueblos  por  pactos  solemnes,  que  consignan  los  principios  más 
liberales  de  la  ciencia  del  Derecho.  Todos,  pues,  saben  que  en 
presencia  de  la  unión  de  los  pueblos,  la  unión  de  los  gobiernos 
es  la  más  lógica  de  las  consecuencias. 

Señores  Plenipotenciarios:  Al  declarar  en  nombre  de  mi 
Gobierno  que  quedan  clausuradas  vuestras  sesiones,  debo  deci- 
ros, como  una  prueba  de  la  estimación  que  merecen  vuestros 
trabajos,  que  el  primer  acto  del  Excmo.  Señor  Presidente  de  la 
República  Argentina,  al  asumir  nuevamente  el  mando  de  la 
Nación,  será  aprobar  los  ocho  Tratados  que  habéis  celebra- 
do para  remitirlos  al  Honorable  Congreso  con  la  especial  re- 
comendación que  merecen  tan  útiles  é  importantes  actos  in- 
ternacionales. 

Ahora,  Señores,  pido  que  os  pongáis  de  pié  para  dar  gra- 
cias á  la  Providencia  por  los  favores  dispensados  durante  vues- 
tras tareas,  y  como  homenaje  de  respetuosa  consideración  al 
Pueblo  Oriental  y  á  su  Gobierno  que  nos  han  dado  y  nos  dan 
tan  cordial  é  inolvidable  hospitalidad,  y  cuyo  rol  remarcable 
en  el  Congreso  Internacional  Sud-Americano,  será  siempre  un 
timbre  de  honor  que  ocupará  un  lugar  preferente  en  las  páginas 
de  su  historia. 

He  dicho. 


Los  discursos  de  SS.  EE.  los  Señores  Doctores  García  La- 
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gos  y  Quírno  Costa,  fueron  recibidos  con  marcadas  muestras  de 
aprobación. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  5  p.  m. 


Ild  García  Lagos 

norberto  quirno  costa 

Roque  Saenz  Peña 

Manl  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade  Figueira 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


TRATADOS 

Sancionados  por  el  Congreso 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay; 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina;  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República  de  Bolivia;  S.  M.  el  Emperador  del  Brasil; 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Chile;  S.  E.  el  Presidente 
de  la  República  del  Paraguay  y  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica del  Perú,  han  convenido  en  celebrar  un  Tratado  de  Dere- 
cho Procesal,  por  medio  de  sus  Plenipotenciarios,  reunidos  en 
Congreso,  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Go- 
biernos de  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  de  la  República 
Argentina,  estando  representados: 

S.  E.  el  presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay, 
por  El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García 
LAGOS,  Ministro  Secretario  de  Estado  en  el  Depar- 
tamento de  Relaciones  Exteriores,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  Envia- 
do Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Argentina. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña,  Envia- 
do Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  la 
República  Oriental  del  Uruguay,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  Aca- 
démico de  la  Facultad  de  Derecho  y  Ciencias  Socia- 
les de  la  Universidad  de  Buenos  Aires. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Bolivia,  por 


-  904  - 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
en  la  República  Argentina. 

S.  M.  el  Emperador  del  Brasil,  por 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Fi- 
GUEIRA,  Consejero  de  Estado  y  Diputado  á  la  Asam- 
blea General  Legislativa. 

S,  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Chile,  por 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta,  Enviado  Extra- 
ordinario y   Ministro  Plenipotenciario   en  las  Repú- 
blicas Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  y  por 
El  Señor  Don  Belisario   Prats,  Ministro  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Paraguay,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Perú,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
en  las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental  del  Uruguay, 
y  por 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez, 
Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia. 


Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  ha- 
llaron en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discu- 
siones del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 
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TITULO  I 

PRINCIPIOS  GENERALES 
Artículo    i.° 


Los  juicios  y  sus  incidencias,  cualquiera  que  sea  su  natu- 
raleza, se  tramitarán  con  arreglo  á  la  ley  de  procedimientos  de 
la  Nación  en  cuyo  territorio  se  promuevan. 

Artículo  2.° 

Las  pruebas  se  admitirán  y  apreciarán  según  la  ley  á  que 
esté  sugeto  el  acto  jurídico,  materia  del  proceso. 

Se  exceptúa  el  género  de  pruebas  que  por  su  naturaleza 
no  autorice  la  ley  del  lugar  en  que  se  sigue  el  juicio. 


TITULO  II 

DE    LAS    LEGALIZACIONES 
Articulo  3.0 

Las  sentencias  ó  laudos  homologados  expedidos  en  asun- 
tos civiles  y  comerciales,  las  escrituras  públicas  y  demás  docu- 
mentos auténticos  otorgados  por  los  funcionarios  de  un  Estado, 
y  los  exhortos  y  cartas  rogatorias  surtirán  sus  efectos  en  los 
otros  Estados  signatarios,  con  arreglo  á  lo  estipulado  en  éste 
Tratado,  siempre  que  estén  debidamente  legalizados. 
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Artículo  4? 

La  legalización  se  considera  hecha  en  debida  forma,  cuan- 
do se  practica  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  de  donde  el  do- 
cumento procede,  y  éste  se  halla  autenticado  por  el  agente  di- 
plomático ó  consular  que  en  dicho  país  ó  en  la  localidad  tenga 
acreditado  el  Gobierno  del  Estado  en  cuyo  territorio  se  pide  la 
ejecución. 


TÍTULO  III 

DEL   CUMPLIMIENTO   DE   LOS   EXHORTOS,   SENTENCIAS 
Y    FALLOS     ARBITRALES 

Artículo  5.0 


Las  sentencias  y  fallos  arbitrales  dictados  en  asuntos  civi- 
les y  comerciales  en  uno  de  los  Estados  signatarios,  tendrán  en 
los  territorios  de  los  demás,  la  misma  fuerza  que  en  el  país  en 
que  se  han  pronunciado,  si  reúnen  los  requisitos  siguientes: 

(a)  Que  la  sentencia  ó  fallo  haya  sido  expedido  por  tri- 
bunal competente  en  la  esfera  internacional; 

{&)  Que  tenga  el  carácter  de  ejecutoriado  ó  pasado  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  en  el  Estado  en  que  se 
ha  expedido; 

(c)  Que  la  parte  contra  quien  se  ha  dictado,  haya  sido 
legalmente  citada  y  representada  ó  declarada  rebelde, 
conforme  á  la  ley  del  país  en  donde  se  ha  seguido 
el  juicio; 


X 


—  907  — 

(d)  Que  no  se  oponga  á  las  leyes  de  orden  público   del 
país  de  su  ejecución. 

Artículo  6.° 

« 
Los  documentos  indispensables  para   solicitar  el   cumpli- 
miento de  las  sentencias  y  fallos  arbitrales,  son   los    siguientes: 

( a )  Copia  íntegra  de  la  sentencia  ó  fallo  arbitral; 

(5)  Copia  de  las  piezas   necesarias  para  acreditar  que  las 

partes  han  sido  citadas; 
(c)  Copia  auténtica  del  auto  en  que  se   declare    que   la 

sentencia  ó  laudo  tiene  el  carácter  de  ejecutoriado  ó 

pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada,    y   de  las  leyes 

en  que  dicho  auto  se  funda. 

Artículo  ?.° 

El  carácter  ejecutivo  ó  de  apremio  de  las  sentencias  ó  fa- 
llos arbitrales,  y  el  juicio  á  que  su  cumplimiento  dé  lugar,  serán 
los  que  determine  la  ley  de  procedimientos  del  Estado  en  don- 
de se  pide  la  ejecución. 

Artículo  8.° 

Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  como  son  los  inven- 
tarios, apertura  de  testamentos,  tasaciones  ú  otros  semejantes, 
practicados  en  un  Estado,  tendrán  en  los  demás  Estados  el  mis- 
mo valor  que  si  se  hubiesen  realizado  en  su  propio  territorio, 
con  tal  de  que  reúnan  los  requisitos  establecidos  en  los  artícu- 
los anteriores. 


Artículo  g.° 

Los  exhortos  y  cartas  rogatorias  que  tengan  por  objeto 
hacer  notificaciones,  recibir  declaraciones  ó  practicar  cualquie- 
ra otra  diligencia  de  carácter  judicial,  se  cumplirán  en  los  Esta- 
dos signatarios,  siempre  que  dichos  exhortos  ó  cartas  rogato- 
rias reúnan  las  condiciones  establecidas  en  éste    Estado. 

Ar  tic?  ilo  10 

Cuando  los  exhortos  ó  cartas  rogatorias  se  refieran  á  em- 
bargos, tasaciones,  inventarios  ó  diligencias  preventivas,  el 
juez  exhortado  proveerá  lo  que  fuere  necesario  respecto  al  nom- 
bramiento de  peritos,  tasadores,  depositarios  y  en  general  á 
todo  aquello  que  sea  conducente  al  mejor  cumplimiento  de  la 
comisión. 

Artículo  ii 

Los  exhortos  y  cartas  rogatorias  se  diligenciarán  con 
arreglo  á  las  leyes  del  país  en  donde  se  pide  la  ejecución. 

Artículo  12 

Los  interesados  en  la  ejecución  de  ios  exhortos  y  cartas 
rogatorias,  podrán  constituir  apoderados,  siendo  de  su  cuenta 
los  gastos  que  éstos  apoderados  y  las  deligencias  ocasionen. 
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DISPOSICIONES  GENERALES 


Artículo  13 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  éste  Tratado  su 
ratificación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
que  lo  apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúbli- 
cas Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  para  que  lo  hagan  saber 
á  las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedimiento  hará  las 
veces  de  cange. 

Artículo  14 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  éste  Tra- 
tado quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Articulo  15 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo 
avisará  á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años 
después  de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á 
un  nuevo  acuerdo. 

Artículo   16 

El  artículo  13  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habien- 
do concurrido  á  éste  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente 
Tratado. 
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En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones 
mencionadas,  lo  firman  y  sellan  en  el  número  de  siete  ejempla- 
res, en  Montevideo,  á  los  once  dias  del  mes  de  Enero  del  año 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 


(L.  S.)— Ild  García  Lagos 

(L.  S.)  -  Gonzalo  Ramírez 

(L.  S.)— Roque  Saenz  Peña 

(L.  S.)—  Manl  Quintana 

(L.  S.)— Seo.  Vaca-Guzman 

(L.  S.) — Domingos  de  Andrade  Figueira 

(L.  S.) — Guillermo  Matta 

(L.  S.)-B.  Prats 

(L.  S.)— Benj.  Aceval 

(L.  S.)— José  Z.  Caminos 

(L.  S.)— Cesáreo  Chacaltana 

(L.  S.)-M.  M.  Gálvez 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay; 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina;  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República  de  Bolivia;  S.  M.  el  Emperador  del  Brasil;  S.  E. 
el  Presidente  de  la  República  de  Chile;  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República  del  Paraguay  y  S.  E.  el  Presidente  de  la  República 
del  Perú,  han  convenido  en  celebrar  un  Tratado  sobre  Propie- 
dad Literaria  y  Artística,  por  medio  de  sus  Plenipotenciarios, 
reunidos  en  Congreso,  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por  inicia- 
tiva de  los  Gobiernos  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  y 
de  la  República  Argentina,  estando  representados: 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay, 
por 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos, 
Ministro  Secretario  de  Estado  en  el  Departamento 
de  Relaciones  Exteriores,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  Envia- 
do Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Argentina. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Oriental  del  Uruguay,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  Acadé- 
mico de  la  Facultad  de  Derecho  y  Ciencias  Sociales 
de  la  Universidad  de  Buenos  Aires. 
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S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Bolivia,  por 
El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman,  En- 
viado   Extraordinario   y  Ministro   Plenipotenciario 
en  la  República  Argentina. 

S.  M.  el  Emperador  del  Brasil,  por 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Fi- 
GUEIRA,  Consejero  de  Estado  y  Diputado  á  la  Asam- 
blea General  Legislativa. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Chile,  por 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario   en  las  Re- 
públicas Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  y  por 
El  Señor  Don  Belisario  Prats,  Ministro   de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Paraguay,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Acevai.  ,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Perú,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
en  las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental  del  Uruguay 
y  por 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez, 
Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Ruprema  de  Justicia. 

Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  qua 
hallaron  en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  dis- 
cusiones del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 
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Artículo  i. 


Los  Estados  signatarios  se  comprometen  á  reconocer  y 
proteger  los  derechos  de  la  propiedad  literaria  y  artística,  en 
conformidad  con  lai  estipulaciones  del  presente  Tratado. 

Artículo  2.° 

El  autor  de  toda  obra  literaria  ó  artística  y  sus  sucesores, 
gozarán  en  los  Estados  signatarios  de  los  derechos  que  les 
acuerde  la  ley  del  Estado  en  que  tuvo  lugar  su  primera  publica- 
ción ó  producción. 


Artículo  3.0 


El  derecho  de  propiedad  de  una  obra  literaria  ó  artística, 
comprende  para  su  autor>  la  facultad  de  disponer  de  ella,  de  pu- 
blicarla, de  enajenarla,  de  traducirla  ó  de  autorizar  su  traduc- 
ción, y  de  reproducirla  en  cualquiera  forma. 

Artículo  4.0 

Ningún  Estado  estará  obligado  á  reconocer  el  derecho  de 
propiedad  literaria  ó  artística,  por  mayor  tiempo  del  que  rija 
para  los  autores  que  en  él  obtengan  ese  derecho.  Este  tiempo 
podrá  limitarse  al  señalado  en  el  país  de  origen,  si  fuere  menor. 

Artículo  5? 
En  la  expresión  obras  literarias  y  artísticas,  se  comprende 
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los  libros,  folletos  y  cualesquiera  otros  escritos;  las  obras  dra- 
máticas ó  dramático-musicales,  las  coreográficas,  las  composi- 
ciones musicales  con  ó  sin  palabras;  los  dibujos,  las  pinturas, 
las  esculturas,  los  grabados;  las  obras  fotográficas,  las  litografías, 
las  cartas  geográficas,  los  planos,  croquis  y  trabajos  plásticos, 
relativos  á  geografía,  á  topografía,  arquitectura  ó  á  ciencias  en 
general;  y  en  fin,  se  comprende  toda  producción  del  dominio 
literario  ó  artístico,  que  pueda  publicarse  por  cualquier  modo 
de  impresión  ó  de  reproducción. 

Articulo    6.° 

Los  traductores  de  obras  acerca  de  las  cuales  no  exista  ó 
se  haya  extinguido  el  derecho  de  propiedad  garantido,  gozarán 
respecto  de  sus  traducciones  de  los  derechos  declarados  en  el 
artículo  3.0,  más  no  podrán  impedir  la  publicación  de  otras  tra- 
ducciones de  la  misma  obra. 


Artículo  y.° 

Los  artículos  de  periódicos  podrán  reproducirse,  citándo- 
se la  publicación  de  donde  se  toman.  Se  exceptúan  los  artículos 
que  versen  sobre  ciencias  y  artes,  y  cuya  reproducción  se  hu- 
biera prohibido  expresamente  por  sus  autores. 

Artículo   8.° 

Pueden  publicarse  en  la  prensa  periódica  sin  necesidad  de 
autorización  alguna,  los  discursos  pronunciados  ó  leidos  en  las 
asambleas  deliberantes,  ante  los  tribunales  de  justicia,  ó  en  las 
reuniones  públicas. 
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Artículo  g.° 

Se  consideran  reproducciones  ilícitas,  las  apropiaciones 
indirectas,  no  autorizadas,  de  una  obra  literaria  ó  artísticay  que 
se  designan  con  nombres  diversos,  como  adaptaciones,  arreglos, 
etc.,  etc.,  y  que  no  son  más  que  reproducción  de  aquella,  sin 
presentar  el  carácter  de  obra  original. 

Artículo  10 

Los  derechos  de  autor  se  reconocerán,  salvo  prueba  en 
contrario,  á  favor  de  las  personas  cuyos  nombres  ó  seudónimos 
estén  indicados  en  la  obra  literaria  ó  artística. 

Si  los  autores  quisieren  reservar  sus  nombres,  deberán 
expresar  los  edictores  que  á  ellos  corresponden  los  derechos 
de  autor. 

Artículo  II 

Las  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen  el 
derecho  de  propiedad  literaria  ó  artística,  se  ventilarán  ante  los 
tribunales  y  se  regirán  por  las  leyes  del  país  en  que  el  fraude 
se  haya  cometido. 

Artículo  12 

El  reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  de  las  obras 
literarias  ó  artísticas,  no  priva  á  los  Estados  signatarios  de  la  fa- 
cultad de  prohibir,  ccn  arreglo  á  sus  leyes,  que  se  leproduzcan, 
publiquen,   circulen,   representen   ó   expongan   aquellas    obras 
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que   se  consideren  contrarias  á  la  moral  ó   á  las   buenas   cos- 
tumbres. 

Articulo  ij 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su 
ratificación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
que  lo  apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúbli- 
cas Agentina  y  Oriental  del  Uruguay,  para  que  lo  hagan  saber  á 
las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedimiento  hará  las 
veces  de  cange. 

Artículo  14 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tra- 
tado quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo  ij 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  el,  lo  avi- 
sará á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  des- 
pués de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo  16 

El  artículo  13  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habiendo 
concurrido  á  éste  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente  Tra- 
tado. 


En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  men- 
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Clonadas,  lo  firman  }  sellan  en  el  número  de  siete  ejemplares,  en 
Montevideo  á'los  once  dias  del  mes  de  Enero  del  año  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve. 


(L.  S.)  —  Ir,n  García  Lagos 

(L.  S.)    Gonzalo  Ramikfz 

(L.  S)-- Roque  Saenz  Peña 

(L.  S.)— Manl  Quintana 

(L.  S.)  — Seo.  Vaca-Guzman 

(L.  S.) — Domingos  de  Andrade  Figueira 

(L.  S.) — Guillermo  Matta 

(L.  S.)  -  B.  Prats 

(L.  S.)  —  Benj.  Aceval 

(L.  S.)— José  Z.  Caminos 

(L.  S.)— Cesáreo  Chacaltana 

(JL  S.)-M  M.  Gálvez 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay; 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina;  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República  de  Bolivia;  S.  M.  el  Emperador  del  Brasil; 
S.  E.  el  PresidenLe  de  la  República  de  Chile;  S.  E.  el  Presidente 
de  la  República  del  Paraguay  y  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica del  Perú,  han  convenido  en  celebrar  un  Tratado  sobre  Pa- 
tentes de  Invención,  por  medio  de  sus  Plenipotenciarios,  reuni- 
dos en  Congreso,  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por  iniciativa  de 
los  Gobiernos  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  de  la  Re- 
pública Argentina,  estando  representados: 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay, 
por 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos. 
Ministro  Secretario  de  Estado  en  el  Departamento 
de  Relaciones  Exteriores,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Argentina. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Oriental  del  Uruguay,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  Aca- 
démico de  la  Facultad  de  Derecho  y  Ciencias  Socia- 
les de  la  Universidad  de  Buenos  Aires. 
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S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Bolivia,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzmán, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
en  la  República  Argentina. 

S.  M.  el  Emperador  del  Brasil,  por 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Fi- 
GUEIRA,  Consejero  de  Estado  y  Diputado  á  la  Asam- 
blea General  Legislativa. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Chile,  por 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  en  las  Repú- 
blicas Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  y  por 
El  Señor  Don  Belisario  Fráts,  Ministro  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia, 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Paraguay,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval,  y  por 
El  Señor  Doctor  D^n  José  Z.  Caminos. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Perú,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental  del  Uruguay, 
y  por 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez, 
Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia. 


Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que 
hallaron  en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discu- 
siones del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 
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Artículo  i. 


Toda  persona  que  obtenga  patente  ó  privilegio  de  inven- 
ción en  alguno  de  los  Estados  signatarios,  disfrutará  en  los  de- 
más, de  los  derechos  de  inventor,  si  en  el  término  máximo  de 
un  año,  hiciese  registrar  su  patente  en  la  forma  determinada 
por  las  leyes  del  país  en  que  pidiese  su  reconocimiento. 

Artículo  2.° 

El  número  de  años  del  privilegio  será  el  que  fijen  las  le- 
yes del  país  en  que  se  pretenda  hacerlo  efectivo.  Ese  plazo  po- 
drá ser  limitado  al  señalado  por  las  leyes  del  Estado  en  que 
primitivamente  se  acordó  la  patente,  si  fuese  menor. 

Artícul)  3/ 

Las  cuestione-;  que  se  susciten  sobre  la  prioridad  de  la  in- 
vención, se  resolverán  teniendo  en  cuéntala  fecha  de  la  solici- 
tud de  las  patentes  respectivas,  en  los  países    en  que   se   otor- 


Artículo  4.0 

Se  considera  invención  ó  descubrimiento,  un  nuevo  modo, 
aparato  mecánico  ó  manual,  que  sirva  para  fabricar  productos 
industriales;  el  descubrimiento  de  un  nuevo  producto  industrial 
y  la  aplicación  de  medios  perfeccionados  con  el  objeto  de  con- 
seguir resultados  superiores  á  los  yá  conocidos. 

No  podrán  obtener  patente: 

i.°     Las  invenciones  y  descubrimientos   que   hubieran   te- 
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nido  publicidad  en  alguno  de  los  Estados  signatarios , 
ó  en  otros  que  no  estén  ligados  por  este  Tratado; 
2.°     Las  que  fueran  contrarias  á  la  moral  y  á  las  leyes  del 
país  en  donde  las  patentes  de  invención  hayan   de 
expedirse  ó  de  reconocerse 

Artículo   5/ 

El  derecho  de  inventor  comprende  la  facultad  de  disfrutar 
de  su  invención  y  de  trasferirla  á  otros. 

Artículo  6.° 

Las  responsabilidades  civiles  y  criminales  en  que  incurran 
los  que  dañen  el  derecho  del  inventor,  se  perseguirán  y  penarán 
con  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  que  se  haya  ocasionado  el 
perjuicio. 

Artículo  y.° 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su 
ratificación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
que  lo  apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  la  República 
Oriental  del  Uruguay  y  de  la  República  Argentina,  para  que  lo 
hagan  saber  á  las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedi- 
miento hará  las  veces  de  cange. 

Artículo  8.° 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este 
Tratado  quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  in- 
definido. 


Artículo  g.° 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avi- 
sará á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  des- 
pués de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo  10 

El  artículo  y.°  es  extensivo  á  la  Naciones  que  no  habiendo 
concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  el  presente  Tra- 
tado. 


En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones 
mencionadas,  lo  firman  y  sellan  en  el  número  de  siete  ejempla- 
res, en  Montevideo,  á  los  diez  y  seis  dias  del  mes  de  Enero  del 
año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 


(L.  S.)— Ild  García  Lagos 

(L.  S.)  -  Gonzalo  Ramírez 

(L.  S.)  —  Roque  Saenz  Peña 

(L.  S.)— Manl  Quintana 

(L.  S.)  — Sgo.  Vaca-Guzman 

(L.  S.)— Domingos  de  Andrade  Figueira 

(L.  S.) — Guillermo  Matta 

(L.  S.)-B.  Prats 

(L.  S.)— Benj.  Aceval 

(L.  S.)— José  Z.  Caminos 

(L.  S.)— Cesáreo  Chacaltana 

ÍL.  S.)—M.  M.  GAl vez 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay; 
S.  K.  el  Presidente  de  la  República  Argentina;  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República  de  Bolivia;  S.  M.  el  Emperador  del  Brasil; 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Chile;  S.  E.  el  Presidente  de 
la  República  del  Paraguay  y  S.  E.  el  Presidente  de  la  República 
del  Perú,  han  convenido  en  celebrar  un  Tratado  sobre  Marcas 
de  Comercio  y  Fábrica,  por  medio  de  sus  Plenipotenciarios, 
reunidos  en  Congreso,  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por  inicia- 
tiva de  los  Gobiernos  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  y 
de  la  República  Argentina,  estando  representados: 


S.  E.el  Presidente  de  la  República  Oriental  del   Uruguay? 
por 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos, 
Ministro  Secretario  de  Estado  en  el  Departamento  de 
Relaciones  Exteriores,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Argentina. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina,  por 

El  Señor  Doctor  Dcn  Roque  Saenz  Peña,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Oriental  del  Uruguay,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  Aca- 
démico de  la  Facultad  de  Derecho  y  Ciencias  Socia 
les  de  la  Universidad  de  Buenos  Aires. 
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S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Bolivia,   por 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
en  la  República  Argentina. 

S.  M.  el  Emperador  del  Brasil,  por 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figuei- 
RA,  Consejero  de  Estado  y  Diputado  á  la  Asamblea 
General   Legislativa. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Chile,  por 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  Re- 
pública Oriental  del  Uruguay  y  en  la  República  Ar- 
gentina, y  por 

El  Señor  Don  Belisario  Prats,  Ministro  de  la  Cor- 
te Suprema  de  Justicia. 

S.  E.  el  Presidente  de   la   República   del   Paraguay,  por 
El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Perú,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Oriental  del  Uruguay  y  en  la  República 
Argentina,  y  por 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez, 
Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia 

Quiénes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  ha- 
llaron en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discu- 
siones del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 


92? 


Artículo  i.° 

Toda  persona  á  quien  se  conceda  en  uno  de  los  Estados 
signatarios,  e!  derecho  de  usar  exclusivamente  una  marca  de 
comercio  ó  de  fábrica,  gozará  del  mismo  privilegio  en  los  demás 
Estados,  con  sujeción  á  las  formalidades  y  condiciones  estable- 
cidas por  sus  leyes. 

Artículo  2? 

La  propiedad  de  una  marca  de  comercio  ó  de  fábrica, 
comprende  la  facultad  de  usarla,  trasmitirla  ó  enagenarla. 

Articulo  3? 

Se  reputa  marca  de  comercio  ó  de  fábrica  el  signo,  em- 
blema ó  nombre  externo  que  el  comerciante  ó  fabricante  adop- 
ta y  aplica  á  sus  mercaderías  y  productos,  para  distinguirlos  de 
los  de  otros  industriales  ó  comerciantes  que  negocian  en  artícu- 
los de  la  misma  especie. 

Pertenecen  también  á  esta  clase  de  marcas,  las  llamadas 
dibujes  de  fábrica,  ó  labores  que,  por  medio  del  tejido  ó  de  la 
impresión,  se  estampan  en  el  producto  mismo  que  se  pone  en 
venta. 

Artículo  4° 

Las  falsificaciones  y  adulteraciones  de  las  marcas  de  co- 
mercio y  de  fábrica,  se  perseguirán  ante  los  tribunales  con  arre- 
glo á  las  leyes  del  Estado  en  cuyo  territorio  se  comete  el  fraude. 
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Artículo  5. 


No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su 
ratificación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
que  lo  apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  la  República 
Oriental  del  Uruguay  y  de  la  República  Argentina,  para  que  lo 
hagan  saber  á  las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedi- 
miento hará  las  veces  de  cange. 


Artículo  6.° 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este 
Tratado  quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  inde- 
finido. 


Articulo  y.° 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  convenien- 
te desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo 
avisará  á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años 
después  de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 


Artículo  8.° 

El  artículo  5.0  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habiendo 
concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente  Tra- 
tado. 
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En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones 
mencionadas,  lo  firman  y  sellan  en  el  número  de  siete  ejempla- 
res, en  Montevideo,  á  los  dies  y  seis  dias  del  mes  de  Enero  del 
año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 

(L.  S.)—  Ild  García  Lagos 

(L.  S.)— Gonzalo  Ramírez 

(L.  S.) — Roque  Saenz  Peña 

(L.  S.)— Man1-  Quintana 

(L.  S.)—  Sgo.  Vaca-Guzman 

(L.  S.)—  Domingos  de  Andrade  Figueira 

(L.  S.)— Guillermo  Matta 

(L.  S.)— B.  Prats 

(L.  S.)— Benj.  Aceval 

(L.  S.)— José  Z.  Caminos 

(L.  S.)— Cesáreo  Chacaltana 

(L,  S.)— M.  M.  GAlvez 
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S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay; 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina;  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República  de  Bolivia;  S.  E.  el  Presidente  de  la  República 
del  Paraguay  y  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Perú, 
han  convenido  en  celebrar  un  Tratado  sobre  Derecho  Penal 
Internacional,  por  medio  de  sus  respectivos  Plenipotenciarios, 
reunidos  en  Congreso,  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por  inicia- 
tiva de  los  Gobiernos  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  y 
de  la  República  Argentina,  estando  representados: 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay, 
por 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos, 
Ministro  Secretario  de  Estado  en  el  Departamento 
de  Relaciones  Exteriores,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  Envia- 
do Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Argentina. 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Oriental  del  Uruguay,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  Acadé- 
mico de  la  Facultad  de  Derecho  y  Ciencias  Sociales 
de  la  Universidad  de  Buenos  Aires. 
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S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Bolivia,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
en  la  República  Argentina. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Paraguay,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Perú,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
en  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  en  la  Re- 
pública Argentina,  y  por 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez, 
Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Quiénes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  qu^ 
hallaron  en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  dis- 
cusiones del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 


TÍTULO  I 

DE  LA    JURISDICCIÓN 
Artículo  i/ 


Les  delitos,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  del  agente, 
de  la  víctima  ó  del  damnificado,  se  juzgan  por  los  tribunales  y 
se  penan  por  las  leyes  de  la  Nación  en  cuyo  territorio  se  per- 
petran. 


—  983  - 


Artículo  2.° 


Los  hechos  de  carácter  delictuoso  perpetrados  en  un  Es- 
tado que  serían  justificables  por  las  autoridades  de  este,  si  en  él 
produjeran  sus  efectos;  pero  que  solo  dañan  derechos  é  intere- 
ses garantidos  por  las  leyes  de  otro  Estado,  serán  juzgados  por 
los  tribunales  y  penados  según  las  leyes  de  este  último. 

Artículo  j.° 

Cuando  un  delito  afecta  á  diferentes  Estados,  prevalecerá 
para  juzgarlo  la  competencia  de  los  tribunales  del  país  damnifi- 
cado en  cuyo  territorio  se  capture  al  delincuente. 

Si  el  delincuente  se  refugiase  en  un  Estado  distinto  de  los 
damnificados,  prevalecerá  la  competencia  de  los  tribunales  del 
país  que  tuviese  la  prioridad  en  el  pedido  de  extradición. 

Artículo  4." 

En  los  casos  del  artículo  anterior,  tratándose  de  un  solo  de- 
lincuente, tendrá  lugar  un  solo  juicio,  y  se  aplicará  la  pena  más 
grave  de  las  establecidas  en  las  distintas  leyes  penales  infringidas. 

Si  la  pena  mas  grave  no  estuviera  admitida  por  el  Estado 
en  que  se  juzga  el  delito,  se  aplicará  la  que  mas  se  le  aproxime 
en  gravedad. 

El  juez  del  proceso  deberá,  en  estos  casos,  dirijirse  al  Po- 
der Ejecutivo  para  que  éste  dé  conocimiento  de  su  iniciación  á 
los  Estados  interesados  en  el  juicio. 

Artículo  5? 

Cualquiera  de  los  Estados  signatarios  podrá  expulsar,  con 
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arreglo  á  sus  leyes,  á  los  delincuentes  asilados  en  su  territorio, 
siempre  que  después  de  requerir  á  las  autoridades  del  país  den- 
tro del  cual  se  cometió  alguno  de  los  delitos  que  autorizan  la 
extradición,   no  se  ejercitase  por  éstas  acción  represiva  alguna. 

Artículo  6.° 

Los  hechos  realizados  en  el  territorio  de  un  Estado,  que 
no  fueren  pasibles  de  pena  según  sus  leyes,  pero  que  estuviesen 
penados  por  la  Nación  en  donde  producen  sus  efectos,  no  po- 
drán ser  juzgados  por  ésta,  sino  cuando  el  delincuente  cayese 
bajo  su  jurisdicción. 

Rige  la  misma  regla  respecto  de  aquellos  delitos  que  no 
autorizan  la  extradición  de  los  reos. 

Artículo  y.° 

Para  el  juzgamiento  y  castigo  de  los  delitos  cometidos  por 
cualquiera  de  los  miembros  de  una  Legación,  se  observarán  las 
reglas  establecidas  por  el  Derecho  Internacional  Público. 

Artículo  8.° 

Los  delitos  cometidos  en  alta  mar  ó  en  aguas  neutrales, 
ya  sea  á  bordo  de  buques  de  guerra  ó  mercantes,  se  juzgan  y 
penan  por  las  leyes  del  Estado  á  que  pertenece  la  bandera  del 
buque. 

Artículo  g? 

Los  delitos  perpetrados  á  bordo  de  los  buques  de  guerra, 
de  un  Estado,  que  se  encuentren  en  aguas  territoriales  de  otro, 
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se  juzgan  y  penan  con  arreglo  á  las  leyes  del  Estado  á  que  di- 
chos buques  pertenezcan. 

También  se  juzgan  y  penan  según  las  leyes  del  país  á  que 
los  buques  de  guerra  pertenecen,  los  hechos  punibles  ejecutados 
fuera  del  recinto  de  éstos,  por  individuos  de  su  tripulación  ó  que 
ejerzan  algún  cargo  en  ellos,  cuando  dichos  hechos  afecten  prin- 
cipalmente el  orden  disciplinario  de  los  buques. 

Si  en  la  ejecución  de  los  hechos  punibles  solo  intervinieren 
individuos  no  pertenecientes  al  personal  del  buque  de  guerra,  el 
enjuiciamiento  y  castigo  se  verificará  con  arreglo  á  las  leyes  de 
Estado  en  cuyas  aguas  territoriales  se  encuentra  el  buque. 

Artículo  10 

Los  delitos  cometidos  á  bordo  de  un  buque  de  guerra  ó 
mercante  en  las  condiciones  prescriptcs  en  el  artículo  2.°,  serán 
juzgados  y  penados  con  arreglo  á  lo  que  estatuye  dicha  dispo- 
sición. 

Ar líenlo  n 

Los  delitos  cometidos  á  bordo  de  los  buques  mercantess 
son  juzgados  y  penados  por  la  ley  del  Estado  en  cuyas  aguas 
jurisdiccionales  se  encontraba  el  buque  al  tiempo  de  perpetrarse 
la  infracción. 

Artículo  12 

Se  declaran  aguas  territoriales,  á  los  efectos  de  la  jurisdic- 
ción penal,  las  comprendidas  en  la  extensión  de  cinco  millas  des- 
de la  costa  de  tierra  firme  é  islas  que  forman  parte  del  territorio 
de  cada  Estado. 


Artículo  ij 

Los  delitos  considerados  de  piratería  por  el  Derecho  In- 
ternacional Público,  quedarán  sujetos  á  la  jurisdicción  del  Esta- 
do bajo  cuyo  poder  caigan  los  delincuentes. 

Articulo  14 

La  prescripción  se  rige  por  las  leyes  del  Estado  al  cual 
corresponde  el  conocimiento  del  delito. 


TÍTULO  II 

DEL    ASILO 

r 

Artículo  15 

Ningún  delincuente  asilado  en  el  territorio  de  un  Estado 
podrá  ser  entregado  á  las  autoridades  de  otro,  sino  de  confor- 
midad á  las  reglas  que  rigen  la  extradición. 

Artículo  16 

El  asi)o  es  inviolable  para  los  perseguidos  por  delitos  po- 
líticos, pero  la  Nación  de  refugio  tiene  el  deber  de  impedir  que 
los  asilados  realicen  en  su  territorio,  actos  que  pongan  en  pe- 
ligro la  paz  pública  de  la  Nación  contra  la  cual  han  delinquido. 

Artículo  1  y 

El  reo  de  delitos  comunes  que  se  asilase  en  una  Legación, 
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deberá  ser  entregado  por  el  jefe  de  ella,  á  las  autoridades  loca- 
les, previa  gestión  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  cuan- 
do no  lo  efectuase  expontáneamente. 

Dicho  asilo  será  respetado  con  relación  á  los  perseguidos 
por  delitos  políticos;  pero  el  jefe  de  la  Legación  está  obligado  á 
poner  inmediatamente  el  hecho  en  conocimiento  del  Gobierno 
del  Estado  ante  el  cual  está  acreditado,  quien  podrá  exijir  que 
el  perseguido  sea  puesto  fuera  del  territorio  nacional,  dentro  del 
más  breve  plazo  posible. 

El  jefe  de  la  Legación  podrá  exijir,  á  su  vez,  las  garantías 
necesarias  para  que  el  refugiado  salga  del  territorio  nacional, 
respetándose  la  inviolabilidad  de  su  persona. 

El  mismo  principio  se  observará  con  respecto  á  los  asila- 
dos en  los  buques  de  guerra  surtos  en  aguas  territoriales. 

Artículo  18 

Exceptúase  de  la  regla  establecida  en  el  artículo  15,  á  los 
desertores  de  la  marina  de  guerra  surta  en  aguas  territoriales  de 
un  Estado. 

Esos  desertores,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  debe- 
rán ser  entregados  por  la  autoridad  local,  á  pedido  de  la  Lega- 
ción, ó  en  defecto'de  ésta,  del  agente  consular  respectivo  previa 
la  prueba  de  identidad  de  la  persona. 


TITULO     III 


DEL  REGIMEM  DE  LA  EXTRADICIÓN 


Artículo   ig 


Los  Estados  signatarios  se  obligan  á  entregarse  los  delin- 


cuentes  refugiados  en  su  territorio,  siempre  que  concurran  las 


1.a  Que  la  Nación  que  reclama  el  delincuente  tenga  juris- 
dicción para  conocer  y  fallar  en  juicio  sobre  la  infrac- 
ción que  motiva  el  reclamo; 

2.a  Que  la  infracción,  por  su  naturaleza  ó  gravedad.,  auto- 
rice la  entrega; 

3.a  Que  la  Nación  reclamante  presente  documentos,  que 
según  sus  leyes  autoricen  la  prisión  y  el  enjuiciamiento 
del  reo; 

4.a  Que  el  delito  no  esté  prescripto  con  arreglo  á  la  ley 
del  país  reclamante; 

5.a  Que  el  reo  no  haya  sido  penado  por  el  mismo  delito 
ni  cumplido  su  condena. 

Artículo  20 

La  extradición  ejerce  todos  sus  efectos  sin  que  en  ningún 
caso  pueda  impedirla  la  nacionalidad  del  reo. 

Artículo  21 
Los  hechos  que  autorizan  la  entrega  del  reo,  son. 

i.°  Respecto  á  los  presuntos  delincuentes,  las  infraciones 
que  según  la  ley  penal  de  la  Nación  requeriente,  se 
hallen  sujetas  á  una  pena  privativa  de  la  libertad,  que 
no  sea  menor  de  dos  años,  ú  otra  equivalente; 

2.0  Respecto  de  los  sentenciados,  las  que  sean  castigadas 
con  un  año  de  la  misma  pena  como  mínimum. 
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Artículo  22 


No  son  susceptibles  de  extradición  los  reos  de  los  siguien- 
tes delitos: 

El  duelo; 
El  adulterio; 

Las  injurias  y  calumnias; 
Los  delitos  contra  los  cultos. 

Los  reos  de  delitos  comunes  conexos  con  cualquiera  de 
los  anteriormente  enumerados,  están  sujetos  á  extradición. 

Artículo  23 

Tampoco  dan  mérito  á  la  extradición,  los  delitos  políticos 
y  todos  aquellos  que  atacan  la  seguridad  interna  ó  externa  de  un 
Estado,   ni  los   comunes  que  tengan  conexión  con  ellos. 

La  clasificación  de  éstos  delitos  se  hará  por  la  Nación  re- 
querida, con  arreglo  á  la   ley  que  sea   más   favorable   al   recia 
mado. 

Artículo  24 

Ninguna  acción  civil  ó  comercial  relacionada  con  el  reo 
podrá  impedir  su  extradición. 

Artículo  25 

La  entrega  del  reo  podrá  ser  diferida  mientras  se  halle  su- 
jeto á  la  acción  penal  del  Estado  requerido,  sin  que  esto  impida 
la  sustanciación  del  juicio  de  extradición. 
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Ar izado  26 


Los  individuos  cuya  extradición  hubiese  sido  concedida, 
no  podrán  ser  juzgados  ni  castigados  por  delitos  políticos  ante- 
riores á  la  extradición,  ni  por  actos  conexos  con  ellos. 

Podrán  ser  juzgados  y  penados,  previo  consentimiento  del 
Estado  requerido,  acordado  con  arreglo  al  presente  Tratado, 
los  delitos  susceptibles  de  extradición  que  no  hubiesen  dado 
causa  á  la  ya  concedida. 

Artículo  27 

Cuando  diversas  Naciones  solicitaren  la  entrega  de  un 
mismo  individuo  por  razón  de  diferentes  delitos,  se  accederá  en 
primer  término,  al  pedido  de  aquella  en  donde  á  juicio  del  Esta- 
do requerido  se  hubiese  cometido  la  infracción  más  grave.  Si 
los  delitos  se  estimasen  de  la  misma  gravedad,  se  otorgará  la 
preferencia  á  la  que  tuviese  la  prioridad  en  el  pedido  de  ex- 
tradición; y  si  todos  los  pedidos  tuvieran  la  misma  fecha,  el 
país  requerido  determinará  el  orden  de  la  entrega. 

Artículo  28 

Si  después  de  verificada  la  entrega  de  un  reo  á  un  Estado, 
sobreviniese  respecto  del  mismo  individuo  un  nuevo  pedido  de 
extradición  de  parte  de  otro  Estado,  corresponderá  acceder  ó  no 
al  nuevo  pedido,  á  la  misma  Nación  que  verificó  la  primera  entre- 
ga, siempre  que  el  reclamado  no  hubiese  sido  puesto  en  libertad. 

Artículo  2g 

Cuando  la  pena  que  haya    de   aplicarse  al  reo   sea   la  de 


—  941 


muerte,  el  Estado  que  otorga  la   extradición    podrá   exigir  sea 
sustituida  por  la  pena  inferior  inmediata. 


TITULO  IV 

DEL  PROCEDIMIENTO    DE  EXTRADICIÓN 

Artículo  jo 

Los  pedidos  de  extradición  serán  introducidos  por  los 
agentes  diplomáticos  ó  consulares  respectivos,  y  en  defecto  de 
estos,  directamente  de  Gobierno  á  Gobierno,  y  se  acompañarán 
los  siguientes  documentos: 

i.°  Respecto  de  los  presuntos  delincuentes,  copia  legali- 
zada de  la  ley  penal  aplicable  á  la  infracción  que  mo- 
tiva el  pedido,  y  del  auto  de  detención  y  demás  an- 
tecedentes á  que  se  refiere  el  inciso  3.0  del  artícu- 
lo   19; 

2.0  Si  se  trata  de  un  sentenciado,  copia  legalizada  de  la 
sentencia  condenatoria  ejecutoriada,  exhibiéndose  á 
la  vez,  en  igual  forma,  la  justificación  de  que  el  reo 
ha  sido  citado,  y  representado  en  el  juicio  ó  declara- 
do legalmente  rebelde. 

Artículo    31 

Si  el  Estado  requerido  considerase  improcedente  el  pedi- 
do por  defectos  de  forma,  devolverá  los  documentos  respectivos 
al  Gobierno  que  lo  formuló,  expresando  la  causa  y  defectos  que 
impiden  su  sustanciación  judicial. 
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Artículo  32 

Si  el  pedido  de  extradición  hubiese  sido  introducido  en 
debida  forma,  el  Gobierno  requerido  remitirá  todos  los  antece- 
dentes al  juez  ó  tribunal  competente,  quien  ordenará  la  prisión 
del  reo  y  el  secuestro  de  los  objetos  concernientes  al  delito,  si 
á  su  juicio  procediese  tal  medida,  con  arreglo  á  lo  establecido  en 
el  presente  Tratado. 

Artículo  33 

En  todos  los  casos  en  que  proceda  la  prisión  del  refugia- 
do, se  le  hará  saber  su  causa  en  el  término  de  veinte  y  cuatro 
horas  y  que  puede  hacer  uso  del  derecho  que  le  acuerda  el  ar- 
tículo siguiente. 

Artículo  34 

El  reo  podrá,  dentro  de  tres  días  perentorios,  contados 
desde  el  siguiente  al  de  la  notificación,  oponerse  á  la  extradi- 
ción, alegando: 

•  i.°     Que  no  es  la  persona  reclamada; 
2.0     Los  defectos  de  forma  de  que  adolezcan  los  documen* 

tos  presentados; 
3.0     La  improcedencia  del  pedido  de  extradición. 

Artículo  33 

En  los  casos  en  que  fuese  necesaria  la  comprobación  de 
los  hechos  alegados,  se  abrirá  el  incidente  á  prueba,    rigiendo 
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respecto  de  ella  y  de  sus  términos  las  prescripciones  de   la   ley 
procesal  del  Estado  requerido. 

Artículo  36 

Producida  la  prueba,  el  incidente  será  fallado  sin  nías  trá- 
mite, en  el  término  de  diez  dias,  declarando  si  hay  ó  nó  lugar  á 
la  extradición. 

Dicha  resolución  será  apelable  dentro  del  término  de  tres 
dais,  para  ante  el  tribunal  competente,  el  cual  pronunciará  su 
decisión  en  el  plazo  de  cinco  dias. 

Artículo  37 

Si  la  sentencia  fuese  favorable  al  pedido  de  extradición,  el 
tribunal  que  pronunció  el  fallo,  lo  hará  saber  inmediatamente  al 
Poder  Ejecutivo,  á  ñn  de  que  provea  lo  necesario  para  la  entre- 
ga del  delincuente. 

Si  fuese  contraria,  el  juez  ó  tribunal  ordenará  la  inmediata 
libertad  del  detenido,  y  lo  comunicará  al  Poder  Ejecutivo,  adjun- 
tando copia  de  la  sentencia,  para  que  la  ponga  en  conocimiento 
del  Gobierno  requeriente. 

En  ios  casos  de  negativa  por  insuficiencia  de  documentos, 
debe  reabrirse  el  juicio  de  extradición,  siempre  que  el  Gobierno 
reclamante  presentase  otros,  ó  complementase  los  ya  presen- 
tados. 

Artículo  38 

Si  el  detenido  manifestase  su  conformidad  con  el  pedido 
de  extradición,  el  juez  ó  tribunal  labrará  acta  délos  términos  en 
que  esa  conformidad  haya  sido  prestada,  y  declarará,  sin  más 
trámite,  la  procedencia  de  la  extradición. 
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Artículo  3Q 

Todos  los  objetos  concernientes  al  delito  que  motiva  la 
extradición  y  que  se  hallaren  en  poder  del  reo,  serán  remitidos 
al  Estado  que  obtuvo  la  entrega. 

Los  que  se  hallaren  en  poder  de  terceros,  no  serán  remi- 
tidos sin  que  los  poseedores  sean  oidos  previamente  y  resuélto- 
se  las  excepciones  que  opongan. 

Artículo  40 

En  los  casos  de  hacerse  la  entrega  del  reo  por  la  vía  te- 
rrestre, corresponderá  al  Estado  requerido  efectuar  la  traslación 
del  inculpado  hasta  el  punto  más  adecuado  de  su  frontera. 

Cuando  la  traslación  del  reo  deba  efectuarse  por  la  vía 
marítima  ó  fluvial,  la  entrega  se  hará  en  el  puerto  más  apropia- 
do de  embarque,  á  los  agentes  que  debe  constituir  la  Nación  re- 
queriente. 

El  Estado  requeriente  podrá,  en  todo  case,  constituir  uno 
ó  más  agentes  de  seguridad;  pero  la  intervención  de  éstos  que- 
derá  subordinada  á  los  agentes  ó  autoridades  del  territorio  re- 
querido ó  del  tránsito. 

Artículo  41 

Cuando  para  la  entrega  de  un  reo,  cuya  extradición  hubie- 
se sido  acordada  por  una  Nación  á  favor  de  otra,  fuese  necesa- 
rio atravesar  el  territorio  de  un  Estado  intermedio,  el  tránsito 
será  autorizado  por  éste  sin  otro  requisito  que  el  de  la  exhibi- 
ción por  la  vía  diplomática  del  testimonio  en  forma  del  decreto 
de  extradición,  expedido  por  el  Gobierno  que  la  otorgó. 
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Si  el  tránsito  fuese  acordado,  regirá  lo  dispuesto  en  el  in- 
ciso 3.0  del  artículo  anterior. 

Artículo  42 

Los  gastos  que  demande  la  extradición  del  reo,  serán  por 
cuenta  del  Estado  requerido  hasta  el  momento  de  la  entrega,  y 
desde  entonces  á  cargo  del  Gobierno  requeriente. 

Artículo  43 

Cuando  la  extradición  fuese  acordada  y  se  tratase  de  un 
enjuiciado,  el  Gobierno  que  la  hubiere  obtenido,  comunicará  al 
que  la  concedió,  la  sentencia  definitiva  recaída  en  la  causa  que 
motivó  aquella. 


TÍTULO  V 

DE  LA  PRISIÓN  PREVENTIVA 

Artículo  44 

Cuando  los  Gobiernos  signatarios  reputasen  el  caso  ur- 
gente, podrán  solicitar  por  la  vía  postal  ó  telegráfica,  que  se 
proceda  administrativamente  al  arresto  provisorio  del  reo,  así 
como  á  la  seguridad  de  los  objetos  concernientes  al  delito,  y  se 
accederá  al  pedido,  siempre  que  se  invoque  la  existencia  de  una 
sentencia  ó  de  una  orden  de  prisión  y  se  determine  con  claridad 
la  naturaleza  del  delito  castigado  ó  perseguido. 
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Articulo  45 

El  detenido  será  puesto  en  libertad,  si  el  Estado  reque- 
riente no  presentase  el  pedido  de  extradición  dentro  de  los  diez 
dias  de  la  llegada  del  primer  correo  despachado  después  del 
pedido  de  arresto  provisorio. 

Artículo  46 

En  todos  los  casos  de  prisión  preventiva,  las  responsabi- 
lidades que  de  ella  emanen  corresponden  al  Gobierno  que   soli- 
citó la  detención. 
M 

DISPOSICIONES    GENERALES 

Artículo  47 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado,  su 
ratificación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
que  lo  apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  la  República 
Oriental  del  Uruguay  y  de  la  República  Argentina  para  que  lo 
hagan  saber  á  las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedi- 
miento hará  las.  veces  de  cange. 

Artículo  48 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este 
Tratado  quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo  4g 
Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
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desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avi- 
sará á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  des- 
pués de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo  so 

Las  estipulaciones  del  presente  Tratado  solo  serán  apli- 
cables á  los  delitos  perpetrados  durante  su  vigencia. 

Artículo   5/ 

El  artículo  47  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habien- 
do concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente 
Tratado. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  men- 
cionadas, lo  firman  y  sellan  en  el  número  de  cinco  ejemplares, 
en  Montevideo  á  los  veinte  y  tres  dias  del  mes  de  Enero  del 
año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 


(S.  L.)— Ild  García  Lagos 
(L.  S.) — Gonzalo  Ramírez 
(L.  S.)— Roque  Saenz  Peña 
(L.  S.)— Manl  Quintana 
(L.  S.)— Sgo.  Vaca-Guzman 
(L.  S.)— Benj.  Aceval 
(L.  S.)— José  Z.  Caminos 
(L.  S.) — Cesáreo  Chacaltana 
(L.  S.)-~M.  JYL  Gálvez 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay; 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina;  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República  de  Bolivia;  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica del  Paraguay  y  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Perú, 
han  convenido  en  celebrar  una  Convención  sobre  el  ejercicio  de 
Profesiones  Liberales,  por  medio  de  sus  respectivos  Plenipoten- 
ciarios, reunidos  en  Congreso,  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por 
iniciativa  de  los  Gobiernos  de  la  República  Oriental  del  Uru- 
guay y  de  la  República  Argentina,  estando  representados: 


S,  E.el  Presidente  de  la  República  Oriental  del    Uruguay, 
por 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos, 
Ministro  Secretario  de  Estado  en  el  Departamento  de 
Relaciones  Exteriores,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Argentina. 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina,  por 

El  Señor  Doctor  Dcn  Roque  Saenz  Peña,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Oriental  del  Uruguay,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  Aca- 
démico de  la  Facultad  de  Derecho  y  Ciencias  Socia- 
les de  la  Universidad  de  Buenos  Aires. 
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S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Bolivia,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
en  la  República  Argentina. 


S,  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Paraguay,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval,  y  por 
El  Señor  Doctor  D^n  José  Z.  Caminos. 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Perú,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Oriental  del  Uruguay  y  en  la  Repú- 
blica Argentina,  y  por 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez, 
Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia. 


Quiénes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que 
hallaron  en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y 
discusiones  del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  si- 
guientes: 


Artículo  i.° 

Los  nacionales  ó  extranjeros,  que  en  cualquiera  de  los 
Estados  signatarios  de  esta  Convención,  hubiesen  obtenido  tí- 
tulo ó  diploma  exped.'do  per  la  autoridad  nacional  compe- 
tente para  ejercer  prefesiones  liberales,  se  tendrán  por  habili- 
tados para  ejercerlas  en  los  otros  Estados. 
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Articulo  2. 


Para  que  el  título  ó  diploma  á  que  se  refiere  el  artículo  an- 
terior produzca  los  efectos  expresados,  se  requiere: 

I.°     La  exhibición  del  mismo,  debidamente  legalizado; 
2.°     Que  el  que  lo  exhiba,  acredite  ser  la   persona  á  cuyo 
favor  ha  sido  expedido. 

Artículo  jf 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Convenio  su 
ratificación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
que  lo  apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  la  República 
Oriental  del  Uruguay  y  de  la  República  Argentina  para  que  lo 
hagan  saber  á  las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedi- 
miento hará  las  veces  de  cange. 

Artículo  4° 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  esta 
Convención  quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  inde- 
finido. 

Artículo  5? 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
desligarse  de  la  Convención  ó  introducir  modificaciones  en  ella, 
lo  avisará  á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años 
después  de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 
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Artículo  6f 


El  Artículo  3.0  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habien- 
do concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  á  la  presente 
Convención. 


En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  men- 
cionadas, la  firman  y  sellan  en  el  número  de  cinco  ejemplares, 
en  Montevideo  á  los  cuatro  días  del  mes  de  Febrero  del  año  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 

(L.  S.)— Ild  García  Lagos 
(L.  S.)— Gonzalo  Ramírez 
(L.  S.) — Roque  Saenz  Peña 
(L.  S.)— Manl  Quintana 
(L.  S.) — Sgo.  Vaca-Guzman 
(L.  S.)— Benj.  Aceval 
(L.  S.)— José  Z.  Caminos 
(L.  S.)— Cesáreo  Chacaltana 
(L.  S.)— M.  M.  GÁlvez 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay; 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina;  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República  de  Bolivia;  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica del  Paraguay  y  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Pe- 
rú, han  convenido  en  celebrar  un  Tratado  sobre  Derecho  Civil 
Internacional,  por  medio  de  sus  respectivos  Plenipotenciarios, 
reunidos  en  Congreso,  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por  iniciati- 
va de  los  Gobiernos  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  de 
la  República  Argentina,  estando  representados: 


S.  E.  el  presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay, 
por 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  La- 
gos, Ministro  Secretario  de  .Estado  en  el  Depar- 
tamento de  Relaciones  Exteriores,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  Envia- 
do Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Argentina. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña,  Envia- 
do Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  la 
República  Oriental  del  Uruguay,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  Aca- 
démico de  la  Facultad  de  Derecho  y  Ciencias  Socia- 
les de  la  Universidad  de  Buenos  Aires. 


—  954  — 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Bolivia,  pot 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
en  la  República  Argentina. 

V 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Paraguay,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Perú,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
en  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  en  la  Repú- 
blica Argentina,  y  por 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez, 
Eiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia. 


Quiénes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  ha- 
llaron en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discu- 
siones del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 


TÍTULO  I 


DE    LAS    PERSONAS 
Artículo  i* 

La  capacidad  de  las  personas  se  rige  por  las  leyes  de  su 
domicilio. 
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Artículo  2/ 


El  cambio  de  domicilio  no  altera  la  capacidad  adquirida 
por  emancipación,  mayor  edad  ó  habilitación  judicial. 

Artículo  3? 

El  Estado  en  el  carácter  de  persona  jurídica  tiene  capaci- 
dad para  adquirir  derechos  y  contraer  obligaciones  en  el  terri- 
torio de  otro  Estado,  de  conformidad  á  las  leyes  de  este  último. 

Artículo  4? 

La  existencia  y  capacidad  de  las  personas  jurídicas  de  ca- 
rácter privado,  se  rige  por  las  leyes  del  país  en  el  cual  han  sido 
reconocidas  como  tales. 

El  carácter  que  revisten,  las  habilita  plenamente  para  ejer- 
citar fuera  del  lugar  de  su  institución  todas  las  acciones  y  dere- 
chos que  les  correspondan. 

Mas,  para  el  ejercicio  de  actos  comprendidos  en  el  objeto 
especial  de  su  institución,  se  sujetarán  á  las  prescripciones  esta- 
blecidas por  el  Estado  en  el  cual  intenten  realizar  dichos  actos. 


TÍTULO   II 

DEL     DOMICILIO 

Artículo  5? 
La  ley  del  lugar  en  el  cual  reside  la  persona  determina 


las  condiciones  requeridas  para  que  la  residencia   constituya 
domicilio. 

Artículo  6.a 

Los  padres,  tutores  y  curadores,  tienen  su  domicilio  en  el 
tetritorio  del  Estado  por  cuyas  leyes  se  rigen  las  funciones  que 
desempeñan. 

■ 

Artículo  ?? 

Los  incapaces  tienen  el  domicilio  de  sus  representantes 
legales. 

Artículo  8.° 

El  domicilio  de  los  cónyuges  es  el  que  tiene  constituido  el 
matrimonio,  y  en  defecto  de  éste,  se  reputa  por  tal  el  del  marido. 

La  mujer  separada  judicialmente  conserva  el  domicilio 
del  marido,  mientras  no  constituya  otro. 

Artículo  g.° 

Las  personas  que  no  tuvieren  domicilio  conocido  lo  tienen 
en  el  lugar  de  su  residencia. 


TITULO  III 

DE     LA    AUSENCIA 

Artículo  10 
Los  efectos  jurídicos  de  la  declaración  de  ausencia  respecto 
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á  los  bienes  del  ausente,  se  determinan  por  la  ley  del  lugar  en 
que  esos  bienes  se  hallan  situados. 

Las  demás  relaciones  jurídicas  del  ausente  seguirán  gober- 
nándose por  la  ley  que  anteriormente  las  regía. 


TITULO  IV 


DEL   MATRIMON  10 


Artículo  II 

La  capacidad  de  las  personas  para  contraer  matrimonio, 
la  forma  del  acto  y  la  existencia  y  validez  del  mismo,  se  rigen 
por  la  ley  del  lugar  en  que  se  celebra. 

Sin  embargo,  los  Estados  signatarios  no  quedan  obligados 
á  reconocer  el  matrimonio  que  se  hubiere  celebrado  en  uno  de 
ellos  cuando  se  halle  afectado  de  alguno  de  los  siguientes  impe- 
dimentos: 

(á)  Falta  de  edad  de  alguno  de  los  contrayentes,  requi- 
riéndose  como  mínimum  catorce  años  cumplidos  en  el 
varón  y  doce  en  la  mujer; 

{b)  Parentesco  en  línea  recta  por  consaguinidad  ó  afinidad, 
sea  legítimo  ó  ilegítimo; 

(c)  Parentesco  entre  hermanos  legítimos  ó  ilegítimos; 

(d)  Haber  dado  muerte  á  uno  de  los  cónyuges,»  ya  sea 
como  autor  principal  ó  como  cómplice,  para  casarse 
con  el  cónyuge  superstite; 

(e)  El  matrimonio  anterior  no  disuelto  legalmente. 
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Artículo  12 


Los  derechos  y  deberes  de  los  cónyuges  en  todo  cuanto 
afecta  sus  relaciones  personales,  se  rigen  por  las  leyes  del  domi- 
cilio matrimonial. 

Si  los  cónyuges  mudaren  de  domicilio,  dichos  derechos  y 
deberes  se  regirán  por  las  leyes  del  nuevo  domicilio. 

Artículo  13 

La  ley  del  domicilio  matrimonial  rige: 

(a)     La  separación  conyugal; 

(ó)  La  disolubilidad  del  matrimonio,  siempre  que  la  cau- 
sal alegada  sea  admitida  por  la  ley  del  lugar  en  el  cual  se  ce- 
lebró. 


TITULO  V 

DE  LA   TÁTRIA  POTESTAD 
Artículo  14 

La  patria  potestad  en  lo  referente  á  los  derechos  y  debe- 
res personales  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  ejercita. 

Artículo  15 

Los  derechos  que  la  patria  potestad  confiere  á  los  padres 
sobre  los  bienes  de  los  hijos,  así  como  su  enagenación  y  demás 
actos  que  los  afecten,  se  rigen  por  la  ley  del  Estado  en  que  di- 
chos bienes  se  hallan  situados. 
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TÍTULO  VI 

DE  LA  FILIACIÓN 

Artículo  1 5 

La  ley  que  rige  la  celebración  del  matrimonio  determina  la 
filiación  legítima  y  la  legitimación  por  subsiguiente  matrimonio. 

Artículo  iy 

Las  cuestiones  sobre  legitimidad  de  la  filiación,  ajenas  á 
la  validez  ó  nulidad  del  matrimonio,  se  rigen  por  la  ley  del  do- 
micilio conyugal  en  el  momento  del  nacimiento  del  hijo. 

Artículo  18 

Los  derechos  y  obligaciones  concernientes  á  la  filiación 
ilegítima,  se  rigen  por  la  ley  del  Estado  en  el  cual  hayan  de  ha- 
cerse efectivos. 


TITULO  VII 

DE    LA   TUTELA    Y    CüRATEL A 

Artículo  ig 

El  discernimiento  de  la  tutela  y  cúratela  se  rige  por  la  ley 
del  lugar  del  domicilio  de  los  incapaces. 
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Artículo  20 


El  cargo  de  tutor  ó  curador  discernido  en   alguno  de   los 
Estados  signatarios,  será  reconocido  en  todos  los  demás. 


it>j 


Artículo  21 

La  tutela  y  cúratela,  en  cuanto  á  los  derechos  y  obligacio- 
nes que  imponen,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  fué  discer- 
nido el  cargo. 

Artículo  22 

Las  facultades  de  los  tutores  y  curadores  respecto  de  los 
oienes  que  los  incapaces  tuvieren  fuera  del  lugar  de  su  domicilio, 
se  ejercitarán  conforme  á  la  ley  del  lugar  en  que  dichos  bienes  se 
hallan  situados. 

Artículo  23 

La  hipoteca  legal  que  las  leyes  acuerdan  á  los  incapaces, 
solo  tendrá  efecto  cuando  la  ley  del  Estado  en  el  cual  se  ejerce 
el  cargo  de  tutor  ó  curador  concuerde  con  la  de  aquel  en  que  se 
hallan  situados  los  bienes  afectados  por  ella. 


TITULO  VIII 

DISPOSICIONES  COMUNES  Á  LOS  TÍTULOS  IV,  V  Y  Vil 

Artículo  24 
Las  medidas  urgentes  que  conciernen  á  las  relaciones  per- 
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sonales  entre  cónyuges,  al  ejercicio  de  la  patria  potestad  y  á  la 
tutela  y  cúratela,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  residan  los 
cónyuges,  padres  de  familia,  tutores  y  curadores. 

Artículo  25 

La  remuneración  que  las  leyes  acuerdan  á  los  padres,  tu- 
tores y  curadores  y  la  forma  de  la  misma,  se  rige  y  determina 
por  la  ley  del  Estado  en  el  cual  fueron  discernidos  tales  cargos. 


TITULO   IX 

DE     LOS     BIENES 

Artículo  26 

Los  bienes,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  son  exclusi- 
vamente regidos  por  la  ley  del  lugar  donde  existen  en  cuanto  á 
su  calidad,  á  su  posesión,  á  su  enagenabilidad  absoluta  ó  relativa 
y  á  todas  las  relaciones  de  derecho  de  carácter  real  de  que  son 
susceptibles. 

Artículo  27 

Los  buques,  en  aguas  no  jurisdiccionales,  se  reputan  situa- 
dos en  el  lugar  de  su  matrícula. 

Artículo  28 
Los  cargamentos  de  los  buques,  en  aguas   no   jurisdiccio- 

132 
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nales,  se  reputan  situados  en   el  lugar  del  destino   definitivo  de 
las  mercaderías. 

Artículo  2g 

Los  derechos  creditorios  se  reputan  situados  en  el  lugar 
en  que  la  obligación  de  su  referencia  debe  cumplirse. 

Artículo  30 

El  cambio  de  situación  de  los  bienes  muebles  no  afecta 
los  derechos  adquiridos  con  arreglo  á  la  ley  del  lugar  donde 
existían  al  tiempo  de  su  adquisición. 

Sin  embargo,  los  interesados  están  obligados  á  llenar  los 
requisitos  de  fondo  ó  de  forma  exigidos  por  la  ley  del  lugar  de 
la  nueva  situación  para  la  adquisición  ó  conservación  de  los  de- 
rechos mencionados. 

Artículo  31 

Los  derechos  adquiridos  por  terceros  sobre  los  mismos 
bienes  de  conformidad  á  la  ley  del  lugar  de  su  nueva  situación, 
después  del  cambio  operado  y  antes  de  llenarse  ios  requisitos 
referidos,  priman  sobre  los  del  primer  adquirente. 


TITULO  X 

DE     I.  OS    ACTOS     JURÍDICOS 
Artículo  32 
La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse  de- 
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cíde  si  es  necesario  que  se   hagan  por   escrito  y  la  calidad   del 
documento  correspondiente. 


Artículo   33 


La  misma  ley  rige: 


{a  Su  existencia; 

(b)  Su  naturaleza; 

(c)  Su  validez; 

(d)  Sus  efectos; 

(é)  Sus  consecuencias; 

{r)  Su  ejecución; 

(g)  En  suma,  todo  cuanto  concierne  á  los  contratos  bajo 

cualquier  aspecto  que  sea. 

Artículo  34 

En  consecuencia,  los  contratos  sobre  cosas  ciertas  é  indi- 
vidualizadas se  rigen  por  la  ley  del  lugar  donde  ellas  existían  al 
tiempo  de  su  celebración. 

Los  que  recaigan  sobre  cosas  determinadas  por  su  género, 
por  la  del  lugar  del  domicilio  del  deudor  al  tiempo  en  que  fue- 
ron celebrados. 

Los  referentes  á  cosas  fungibles,  por  la  del  lugar  del  domi- 
cilio del  deudor  al  tiempo  de  su  celebración. 

Los  que  versen  sobre  prestación  de  servicios: 

(a)  Si  recaen  sobre  cosas,  por  la  del  lugar  donde  ellas  exis- 
tían al  tiempo  de  su  celebración; 

(3)  Si  su  eficacia  se  relaciona  con  algún  lugar  especial 
por  la  de  aquel  donde  hayan  de  producir  sus  efectos; 

(c)     Fuera  de  estos  casos,  por  la    del  lugar   del  domicilio 
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del    deudor   al   tiempo   de    la  celebración    del   con- 
trato. 

Ar tía 'do  35 

El  contrato  de  permuta  sobre  cosas  situadas  en  distintos 
lugares,  sujetos  á  leyes  disconformes,  se  rige  por  la  del  domici- 
lio de  ios  contrayentes  si  fuese  común  al  tiempo  de  celebrarse 
la  permuta,  y  por  la  del  lugar  en  que  la  permuta  se  celebró  si  el 
domicilio  fuese  distinto. 

Artículo  36 

Los  contratos  accesorios  se  rigen  por  la  ley  de  la  obliga- 
ción principal  de  su  referencia. 

Artículo  J7 

La  perfección  de  los  contratos  celebrados  por  correspon- 
dencia ó  mandatario,  se  rige  por  la  ley  del  lugar  del  cual  partió 
la  oferta. 

Artículo  38 

Las  obligaciones  que  nacen  sin  convención  se  rigen  por 
la  ley  del  lugar  donde  se  produjo  el  hecho  lícito  ó  ilícito  de  que 
proceden. 

Artículo  3g 

Las  formas  de  los  instrumentos  públicos  se  rigen  por  la 
ley  del  lugar  en  que  se  otorgan. 
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Los  instrumentos  privados,  por  la  ley  del  lugar  del  cum- 
plimiento del  contrato  respectivo. 


TITULO  XI 

DE  LAS  CAPITULACIONES  MATRIMONIALES 

Artículo  40 

Lús  capitulaciones  matrimoniales  rigen  las  relaciones  de 
los  esposos  respecto  de  los  bienes  que  tengan  al  tiempo  de  cele- 
brarlas y  de  los  que  adquieran  posteriormente,  en  todo  lo  que 
no  esté  prohibido  por  la  ley  de]  lugar  de  su  situación. 

Artículo    4 1 

En  defecto  de  capitulaciones  especiales,  en  todo  lo  que 
ellas  no  hayan  previsto  y  en  todo  lo  que  no  esté  prohibido  por 
la  ley  del  lugar  de  la  situación  de  les  bienes,  las  relaciones  de 
los  esposos  sobre  dichos  bienes,  se  rigen  por  la  ley  del  domici- 
lio conyugal  que  hubieren  fijado,  de  común  acuerdo,  antes  de  ia 
celebración  del  matrimonie. 

Artículo  42 

Si  no  hubiesen  fijado  de  antemano  un  domicilio  conyugal, 
las  mencionadas  relaciones  se  rigen  p  >r  la  ley  del  domicilio  del 
marido  al  tiempo  de  la  celebración  del  matrimonio. 

Artículo  43 

El  cambio  de  domicilio  no  altera  las   relacicnes  de  los  es- 


posos  en  cuanto  á  los  bienes,  ya  sean  adquiridos  antes  ó  después 
del  cambio. 


TITULO  XII 

DE    LAS    SUCESIONES 
Artíado  44 

La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  hereditario^ 
al  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate, 
rige  la  forma  del  testamento. 

Esto  no  obstante,  el  testamento  otorgado  por  acto  públi- 
co en  cualquiera  de  los  Estados  contratantes  será  admitido  en 
todos  los  demás. 

Artículo  45 

La  misma  ley  de  la  situación  rige: 

(a)     La  capacidad  de  la  persona  para  testar; 
\b)     La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 
{c)     La  validez  y  efectos  del  testamento; 

(d)  Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de   los  parientes 
y  del  cónyuge  superstite; 

(e)  La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

( f)  La  existencia  y  monto  de  los  bienes  reservables; 

(g)  En   suma,  todo  lo   relativo  á  la  sucesión  legítima  ó 
testamentaría, 
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Artículo  46 

Las  deudas  que  deban  ser  satisfechas  en  alguno  de  los 
Estados  contratantes,  gozarán  de  preferencia  sobre  los  bienes 
allí  existentes  al  tiempo  de  la  muerte  del  causante. 

Artículo  4/ 

Si  dichos  bienes  no  alcanzaren  para  la  chancelación  de 
las  deudas  mencionadas,  ios  acreedores  cobrarán  sus  saldos 
proporcionalmente  sobre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  sin 
perjuicio  del  preferente  derecho  de  los  acreedores  locales. 

Artículo  48 


Cuando  las  deudas  deban  ser  chanceladas  en  algún  lugar 
en  que  el  causante  no  haya  dejado  bienes,  los  acreedores  exigi- 
rán su  pago  proporcionalmente  sobre  los  bienes  dejados  en 
otros  lugares,  con  la  misma  salvedad  establecida  en  el  artículo 
precedente. 


Artículo  4g 

Los  legados  de  bienes  determinados  por  su  género  y  que 
no  tuvieren  lugar  designado  para  su  pago,  se  rigen  por  la  ley 
del  lugar  del  domicilio  del  testador  al  tiempo  de  su  muerte,  se 
harán  efectivos  sobre  los  bienes  que  deje  en  dicho  domicilio  y, 
en  defecto  de  ellos  ó  por  su  saldo,  se  pagarán  proporcionalmen- 
te de  todos  los  demás  bienes  del  causante. 
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Articulo  so 

La  obligación  de  colacionar  se  rige  por  la  ley  de  la 
sucesión  en  que  ella  sea  exijida. 

Si  la  colación  consiste  en  algún  bien  raiz  ó  mueble,  se  li- 
mitará á  la  sucesión  de  que  ese  bien  dependa. 

Cuando  consista  en  alguna  suma  de  dinero,  se  repartirá 
entre  todas  las  sucesiones  á  que  concurra  el  heredero  que  deba 
la  colación  proporcionalmente  á  su  haber  en  cada  una  de  ellas. 


TITULO   XIII 

¡DE    LA    PRESCRIPCIÓN 

Artículo  51 

La  prescripción  extintiva  de  las  acciones  personales  se 
rige  por  la  ley  á  que  las  obligaciones  correlativas  están  sujetas, 

Articulo  52 

La  prescripción  extintiva  de  acciones  reales  se  rige  por 
li  ley  del  lugar  de  la  situación  del  bien  gravado. 

Artículo  53 

Si  el  bien  gravado  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  ce 
situación,  la  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se 
haya  completado  el  tiempo  necesario  para  prescribir. 


Articulo  54 

La  prescripción  adquisitiva  de  biei  es  muebles  ó  inmue- 
bles se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  están  situados. 

Articulo  55 

Si  el  bien  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de  situación, 
la  prescripción  se  rige  por  la  ley  dei  lugar  en  que  se  haya  com- 
pletado el  tiempo  necesario  para  prescribir. 


TITULO  XIV 

DE     LA     JURISDICCIÓ  N 
Artículo  56 

Las  acciones  personales  deben  entablarse  ante  los  jueces 
del  lugar  á  cuya  ley  está  sujeto  al  acto  jurídico  materia  del 
juicio. 

Podrán  entablarse  igualmente  ante  los  jueces  del  domicilio 
del  demandado. 

Articulo  57 

La  declaración  de  ausencia  debe  solicitarse  ante  el  juez 
del  último  domicilie  del  presunto  ausente. 

Articulo  5S 

El  juicio  sobre  capacidad  ó  incapacidad  de  las  personas 
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para  el  ejercicio  de  los  derechos  civiles,   debe   seguirse   ante  el 
juez  de  su  domicilio. 

Artículo  5g 

Las  acciones,  que  proceden  del  ejercicio  de  la  patria  po- 
testad y  de  la  tutela  y  curate'a  sobre  la  persona  de  los  menores 
é  incapaces  y  de  éstos  contra  aquellos,  se  ventilarán,  en  todo 
lo  que  les  afecte  personalmente,  ante  los  tribunales  del  país  en 
que  estén  domiciliados  los  padres,  tutores  ó  curadores. 

Artículo  6o 

Las  acciones  que  versen  sobre  la  propiedad,  enajenación 
ó  actos  que  afecten  los  bienes  de  los  incapaces,  deben  ser  dedu- 
cidas ante  los  jueces  del  lugar  en  que  esos  bienes  se  hallan  si- 
tuados. 

Artículo  61 

Los  jueces  del  lugar  en  el  cual  fué  discernido  el  cargo  de 
tutor  ó  curador,  son  competentes  para  conocer  del  juicio  de  ren- 
dición de  cuentas. 

Artículo  62 

El  juicio  sobre  nulidad  del  matrimonio,  divorcio,  disolu- 
ción y  en  general  todas  las  cuestiones  que  afecten  las  relaciones 
personales  de  los  esposos,  se  iniciarán  ante  los  jueces  del  domi- 
cilio conyugal. 

Artículo  63 

Serán  competentes  para  resolver  las  cuestiones  que  sur- 
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jan  entre  esposos  sobre  enajenación  ú  otros  actos  que  afecten 
los  bienes  matrimoniales,  los  jueces  del  lugar  en  que  estén  ubi- 
cados esos  bienes. 


Artículo  64 

Los  jueces  del  lugar  de  la  residencia  de  las  personas  son 
competentes  para  conocer  de  las  medidas  á  que  se  reñere  el  ar- 
tículo 24. 

Artículo  65 

Los  juicios  relativos  á  la  existencia  y  disolución  de  cual- 
quiera sociedad  civil  deben  seguirse  ante  los  jueces  del  lugar  de 
su  domicilio. 

Artículo  66 

Los  juicios  á  que  dé  lugar  la  sucesión  por  causa  de  muerte 
se  seguirán  ante  los  jueces  de  los  lugares  en  que  se  hallen  situa- 
dos los  bienes  hereditarios. 


Artículo  6? 

Las  acciones  reales  y  las  denominadas  mixtas,  deben  ser 
deducidas  ante  los  jueces  del  lugar  en  el  cual  exista  la  cosa  so- 
bre que  la  acción  recaiga. 

Si  comprendieren  cosas  situadas  en  distintos  lugares,  el 
juicio  debe  ser  promovido  ante  los  jueces  del  lugar  de  cada  una 
de  ellas. 
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DISPOSICIONES  GENERALES 


Artículo  68 


No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su 
ratiñcación  simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La 
que  lo  apruebe,  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  la  República 
Oriental  del  Uruguay  y  de  la  República  Argentina  para  que  lo 
hagan  saber  á  las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedi- 
miento hará  las  veces  de  canje. 

Artículo  6g 

Hecho  el  canje  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tra- 
tado quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 


Artículo  70 


Si  alguna  de  las  Naciones  s;gnatarias  creyese  conveniente 
desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avi- 
sará á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  des- 
pués de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo  71 

El  artículo  68  es  extensivo  á  las  Naciones  que,  no  habien- 
do concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente 
Tratado. 
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En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones 
mencionadas,  lo  firman  y  sellan  en  el  número  de  cinco  ejempla- 
res, en  Montevideo,  á  los  doce  dias  del  mes  de  Febrero  del  añ'j 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 

(L.  S.)—  Ild  García  Lagos 
(L.  S.) — Gonzalo  Ramírez 
(L.  S.) — Roque  Saenz  Peña 
(L.  S.) — ManIj  Quintana 
(L.  S.) — Sgo.  Vaca-Guzman 
(L.  S.)— Benj.  Aceval 
(L.  S.)— José  Z.  Caminos 
(L.  S.)— Cesáreo  Ciiacaltana 
(L.  SO—  M.  M.  Gálvez 


S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Oriental  del  Uruguay; 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina;  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República  de  Bolivia;  S.  M.  el  Emperador  del  Brasil; 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Chile;  S.  E.  el  Presidente 
de  la  República  del  Paraguay  y  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica del  Perú,  han  convenido  en  celebrar  un  Tratado  sobre  De- 
recho Comercial,  Internacional,  por  medio  de  sus  respectivos  Ple- 
nipotenciarios, reunidos  en  Congreso,  en  la  Ciudad  de  Montevi- 
deo, por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  la  República  Oriental  del 
Uruguay  y  de  la  República  Argentina,  estando  representados: 


S.  E.  el  Presidente  de  h  República  Oriental  del  Uruguay, 
por 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos, 
Ministro  Secretario  de  Estado  en  el  Departamento 
de  Relaciones  Exteriores,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Argentina. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña,  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Oriental  del  Uruguay,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  Aca- 
démico de  la  Facultad  de  Derecho  y  Ciencias  Socia- 
les de  la  Universidad  de  Buenos  Aires. 
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S.  É.  el  Presidente  de  la  República  de  Bolivia,   por 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
en  la  República  Argentina. 

S.  M.  el  Emperador  del  Brasil,  por 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figuei- 
ra,  Consejero  de  Esiado  y  Diputado  á  la  Asamblea 
General   Legislativa. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  Chile,  por 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  Re- 
pública Oriental  del  Uruguay  y  en  la  República  /ar- 
gentina, y  por 

El  Señor  Don  Belisario  Prats,  Ministro  de  la  Cor 
te  Suprema  de  Justicia. 

3,  E.  el  Presidente  de   la   República   del   Paraguay,  por 
El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval,  y  por 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Perú,  por 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Ciiacaltana,  En- 
viado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en 
la  República  Oriental  del  Uruguay  y  en  la  República 
Argentina,  y  por 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez, 
Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia 


Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  ha- 
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liaron  en  debida  forma,  y  después  de  las   conferencias  y   discu- 
siones del  caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 

TÍTULO  I 

DE  LOS  ACTOS  DE  COMERCIO  Y  DE  LOS  COMERCIANTES 

Artículo  i.° 

Los  actos  jurídicos  serán  considerados  civiles  ó  comercia- 
les con  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  se  efectúan. 

Artículo  2.  ° 

El  carácter  de  comerciante  de   las  personas  se  determina 
por  la  ley  del  país  en  el  cual  tienen  el   asiento  de  sus  negocios. 


Artícu7o  3.1 


Los  comerciantes  y  agentes  auxiliares  del  comercio  están 
sujetos  á  las  leyes  comerciales  del  país  en  que  ejercen  su  profe- 
sión. 


TITULO  II 

DE     LAS      SOCIEDADES 
Artículo  4.0 
El  contrato  social  se  rige  tanto  en  su  forma,  como  respec- 
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to  á  las  relaciones  jurídicas  entre  los  socios,  y  entre  la  sociedad 
y  los  terceros,  por  la  ley  del  país  en  que  ésta  tiene  su  domicilio 
comercial. 


Artículo  S'° 

Las  sociedades  ó  asociaciones  que  tengan  carácter  de  per- 
sona jurídica  se  regirán  por  las  leyes  del  país  de  su  domicilio; 
serán  reconocidas  de  pleno  derecho  como  tales  en  los  Estados, 
y  hábiles  para  ejercitar  en  ellos  derechos  civiles  y  gestionar  su 
reconocimiento  ante  los  tribunales. 

Más  para  el  ejercicio  de  actos  comprendidos  en  el  objeto 
de  su  institución,  se  sujetarán  á  las  prescripciones  establecidas 
en  el  Estado  en  el  cual  intentan  realizarlos. 

Artículo  6.° 

Las  sucursales  ó  agencias  constituidas  en  un  Estado  por 
una  sociedad  radicada  en  otro,  se  considerarán  domiciliadas  en 
el  lugar  en  que  funcionan  y  sujetas  á  la  jurisdicción  de  las  auto- 
ridades locales,  en  lo  concerniente  á  las  operaciones  que  prac- 
tiquen. 

Artículo  y.° 

Los  jueces  del  país  en  que  la  sociedad  tiene  su  domicilio 
legal,  son  competentes  para  conocer  de  los  litigos  que  surjan 
entre  los  socios  ó  que  inicien  los  terceros  contra  la  sociedad. 

Sin  embargo,  si  una  sociedad  domiciliada  en  un  Estado 
realiza  operaciones  en  otro,  que  den  mérito  á  controversias  judi- 
ciales, podrá  ser  demandada  ante  los  tribunales  del  último. 
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TITULO  III 


Artículo  8.a 

Los  contratos  de  segaros  terrestres  y  de  trasporte  por  rios 
ó  aguas  interiores,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  está  situa- 
do el  bien  objeto  del  seguro,  en  la  época  dj  su  celebración. 

Artículo  gf 

Los  seguros  marítimos  y  sobre  la  vida  se  rigen  por  las  le- 
yes del  país  en  que  está  domiciliad?,  la  .sociedad  aseguradora  ó 
sus  sucursales  y  agencias  en  el  caso  previsto  en  el  artículo  6.° 

Artículo  10 

Son  competentes  para  conocer  de  las  reclamaciones  que 
se  deduzcan  contra  las  sociedades  de  seguros,  los  tribunales  del 
país  en  que  dichas  sociedades  tienen  su  domicilio  legal. 

Si  esas  sociedades  tienen  constituidas  sucursales  en  otr.es 
Estados,  regirá  lo  dispuesto  en  el  artículo  6.° 


TITULO  IY 

DE  LOS  CHOQUES,  ABORDAJES  Y  NAUFRAGIOS 
Artículo  II 
Los  choques  y  abordajes  de  buques  se  rigen  por  la  ley  del 


—  930  — 

país  en  cuyas  aguas  se  producen,  y  quedan  sometidos  á  la  juris- 
dicción de  los  tribunales  del  mismo. 

Artículo  12 

Si  los  choques  y  abordajes  tienen  lugar  en  aguas  no  juris- 
diccionales, la  ley  aplicable  será  la  de  la  Nación  de  su  matrícula. 

Si  los  buques  estuviesen  matriculados  en  distintas  Nacio- 
nes, regirá  la  ley  del  Estado  más  favorable  al  demandado. 

En  el  caso  previsto  en  el  inciso  anterior,  el  conocimiento 
de  la  causa  correspooderá  á  los  tribunales  del  país  á  que  prime- 
ro  arriben. 

Si  los  buques  arriban  á  puertos  situados  en  distintos  paí- 
ses, prevalecerá  la  competencia  de  las  autoridades  que  preven- 
gan en  el  conocimiento  del  asunto. 

Artículo  13 

En  los  casos  de  naufragio  serán  competentes  las  autorida- 
des del  territorio  marítimo  en  que  tiene  lugar  el  siniestro. 

Si  el  naufragio  ocurre  en  aguas  no  jurisdiccionales,  cono- 
cerán los  tribunales  del  país  del  pabellón  del  buque  ó  los  del 
domicilio  del  demandado,  en  el  momento  de  la  iniciación  del 
juicio  á  elección  del  demandante. 


TITULO  V 

DEL      FLETAMENTO 

Artículo  14 
El  contrato  de  fletamento  se  rige  y  juzga  por  las   leyes   y 
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tribunales  del  país  en  que   está  domiciliada  la  agencia  marítima 
con  la  cual  ha  contratado  el  fletador. 

Si  el  contrato  de  fletamento  tiene  por  objeto  la  conduc- 
ción de  mercaderías  ó  pasajeros  entre  puertos  de  un  mismo  Es- 
tado ,  será  regido  por  las  leyes  de  éste. 

Artículo    15 

Si  la  agencia  marítima  no  existiere  en  la  época  en  que  se 
inicie  el  litigio,  el  fletador  podrá  deducir  sus  acciones  ante  los 
tribunales  del  domicilio  de  cualquiera  de  los  interesados  ó  re- 
presentantes de  aquella. 

Si  el  actor  fuese  el  fletante, podrá  entablar  su  demanda  an- 
te los  tribunales  del  Estado  en  que  se  encuentre  domiciliado  el 
fletador. 


TITULO   VI 

DE  LOS  PRÉSTAMOS  Á  LA  GRUESA    Ó  Á   RIESGO   MARÍTIMO 

Artículo  16 

El  contrato  de  préstamo  á  la  gruesa,  se  rige  por  la  ley  del 
país  en  que  se  hace  el  préstamo. 

Artículo  jy 

Las  sumas  tomadas  á  la  gruesa  para  las  necesidades  del 
último  viaje,  tienen  preferencia  en  el  pago  á  las  deudas  contrai- 
das para  la  construcción  ó  compra  del  buque,  y  al  dinero  toma- 
do á  la  gruesa  en  un  viaje  anterior. 
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Los  préstamos  hechos  durante  el  viaje  serán  preferidos  á 
los  que  se  hicieren  antes  de  la  salida  del  buque;  y  si  fuesen  mu- 
chos los  préstamos  tomados  en  el  curso  del  mismo,  se  gradua- 
rá entre  ellos  la  preferencia  por  el  orden  contrario  de  sus  fe- 
chas, prefiriéndose  el    que  sigue  al  que  precede. 

Los  préstamos  contraidos  en  el  mismo  puerto  de  arribada 
forzosa  y  durante  la  misma  estancia,  entrarán  en  concurso  y 
serán  pagados  á  prorota. 

Artículo   18 

Las  cuestiones  que  se  susciten  entre  el  dador  y  el  tomador, 
serán  sometidas  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales  donde  se  en- 
cuentren los  bienes  sóbrelos  cuales  se  ha  realizado  el  préstamo. 

En  el  caso  en  que  el  prestamista  no  pudiese  hacer  efectivo 
el  cobro  de  las  cantidades  prestadas  en  los  bienes  afectos  al  pa- 
go, podrá  ejercitar  su  acción  ante  los  tribunales  del  lugar  del 
contrato  ó  del  domicilio  del  demandado. 


TITULO   VII 

DE   LA    GENTE   DE   MAR 

Artículo   ig 

Los  contratos  de  ajuste  de  los  oficiales  y   de  la  gente   de 
mar,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  el  contrato   se  celebra. 

Artículo  20 

Todo  lo  concerniente  al  orden  interno  del  buque  y   á  las 
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obligaciones  de  los  oficiales  y  gente  de  mar,  se  rige  por  las   le- 
yes del  país  de  su  matrícula. 


TITULO  VIII 

DE    LAS    AVERÍAS 
Artículo  21 

Las  averías  gruesas  ó  comunes  se  rigen  por  la  ley  del  país 
de  la  matrícula  del  buque  en  que  han  ocurrido. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  si  esas  ave- 
rías se  han  producido  en  el  territorio  marítimo  de  un  sólo  Esta- 
do, se  regirán  por  sus  leyes. 

Artículo  22 

Las  averías  particulares  se  rigen  por  la  ley  aplicable  al 
contrato  de  fletamento  de  las  mercaderías  que  las  sufren. 

Artículo  23 

Son  competentes  para  conocer  en  los  juicios  de  averías 
comunes,  los  jueces  del  país  del  puerto  en  que  termina  el  viaje. 

Artículo  24 

Los  juicios  de  averías  particulares  se  radicarán  ante  los 
tribunales  del  país  en  que  se  entregue  la  carga.  .  - 
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Artículo   25 


Si  el  viaje  se  revoca  antes  de  la  partida  del  buque,  ó  si 
después  de  su  salida  se  viere  obligado  á  volver  al  puerto  de  la 
carga,  conocerán  del  juicio  de  averías  los  jueces  del  país  á  que 
dicho  puerto  pertenece. 


TITULO    IX 

DE     LAS    LETRAS     DE     CAMBIO 
Artículo  2  6 

La  forma  del  giro,  del  endoso,  de  la  aceptación  y  del  pro- 
texto de  una  letra  de  cambio,  se  sujetará  á  la  ley  del  lugar  en 
que  respectivamente  se  realicen  dicho  actos. 

Artículo  2 '7 

Las  relaciones  jurídicas  que  resultan  del  giro  de  una  letra 
entre  el  girador  y  el  beneficiario,  se  regirán  por  la  ley  del  lugar 
en  que  la  letra  ha  sido  girada;  las  que  resultan  entre  el  girador 
y  aquel  á  cuyo  cargo  se  ha  hecho  el  giro,  lo  serán  por  la  ley  del 
domicilio  de  este  último. 

Artículo  28 

Las  obligaciones  del  aceptante  con  respecto  al  portador 
y  las  excepciones  que  puedan  favorecerle,  se  regularán  por  la 
ley  del  lugar  en  que  se  ha  efectuado  la  aceptación. 


Artículo  2g 

Los  efectos  jurídicos  que  el  endoso  produce  entre  el  en- 
dosante y  el  cesionario,  dependerán  de  la  ley  del  lugar  en  que 
la  letra  ha  sido  negociada  ó  endosada. 

Articulo  30 

La  mayor  ó  menor  extensión  de  las  obligaciones  de  los 
respectivos  endosantes  no  altera  los  derechos  que  primitiva- 
mente han  adquirido  el  girador  y  el  aceptante. 

Artículo  31 

El  aval  se  rige  por  la  ley  aplicable  á  la  obligación  garantida. 

Artículo  32 

Los  efectos  jurídicos  de  la  aceptación  por  intervención,  se 
regirán  por  la  ley  del  lugar  en  que  el  tercero  interviene. 

Artículo  33 

Las  disposiciones  de  este  Título  rigen  para  los  vales,  bille- 
tes ó  pagarés  de  comercio,  en  cuanto  les  sean  aplicables. 

Artículo  34 

Las  cuestiones  que  surjan  entre  las  personas  que  han  in- 
tervenido en  la  negociación  de  una  letra  de  cambio,  se  ventilarán 
ante  los  jueces  del  domicilio  de  los  demandados  en  la  fecha  en 
que  se  obligaron,  ó  del  que  tengan  en  el  momento  de  la  demanda. 
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TITULO  X 

DE    LAS    FALENCIAS 

Artículo  35 

Son  jueces  competentes  para  conocer  de  los  juicios  de 
quiebra,  los  del  domicilio  comercial  del  fallido,  aún  cuando  la 
persona  declarada  en  quiebra  practique  accidentalmente  actos 
de  comercio  en  otra  Nación,  ó  mantenga  en  ella  agencias  ó  sucur- 
sales que  obren  por  cuenta  y  responsabilidad  de  la  casa  principal. 

Ar liado  36 

Si  el  fallido  tiene  dos  ó  mas  casas  comerciales  indepen- 
dientes en  distintos  territorios,  serán  competentes  para  conocer 
del  juicio  de  quiebra  de  cada  una  de  ellas,  los  tribunales  de  sus 
respectivos  domicilios: 

Artículo  3 y 

Declarada  la  quiebra  en  un  país,  en  el  caso  del  artículo  an- 
terior, las  medidas  preventivas  dictadas  en  ese  juicio,  se  harán 
también  efectivas  sobre  los  bienes  que  el  fallido  tenga  en  otros 
Estados,  sin  perjuicio  del  derecho  que  los  artículos  siguientes 
conceden  á  los  acreedores  locales. 

Artículo   38 
Una  vez  cumplidas  las  medidas  preventivas  por  medio  de 
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las  respectivas  cartas  rogatorias,  el  juez  exhortado  hará  publi- 
car por  el  término  de  sesenta  dias  avisos  en  que  dé  á  conocer  el 
hecho  de  la  declaración  de  quiebra  y  las  medidas  preventivas 
que  se  han  dictado. 

Artículo  39 

Los  acreedores  locales  podrán,  dentro  del  plazo  fijado  en 
el  artículo  anterior,  á  contar  desde  el  dia  siguiente  á  la  publica- 
ción de  los  avisos,  promover  un  nuevo  juicio  de  quiebra  contra 
el  fallido  en  otro  Estado,  ó  concursarlo  civilmente,  si  no  proce- 
diese la  declaración  de  quiebra. 

En  tal  caso,  ios  diversos  juicios  de  quiebra  se  seguirán  con 
entera  separación  y  se  aplicarán  respectivamente  en  cada  uno 
de  ellos  las  leyes  del  país  en  que  radican. 

Artículo  40 

Entiéndese  por  acreedores  locales,  que  corresponden  al 
concurso  abierto  en  un  país,  aquellos  cuyos  créditos  deben  sa- 
tisfacerse en  el  mismo. 

Artículo  41 

Cuando  proceda  la  pluralidad  de  juicios  de  quiebras  ó  con- 
cursos, según  lo  establecido  en  este  Título,  el  sobrante  que  re- 
sultare á  favor  del  fallido  en  un  Estado,  será  puesto  á  disposi- 
ción de  los  acreedores  del  otro,  debiendo  entenderse  contal  ob- 
jeto los  jueces  respectivos. 

Artículo  42 

En  el  caso  en  que  se  siga  un  sólo  juicio  de   quiebra,   por- 


que  así  corresponda,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  35,  ó  por- 
que los  dueños  de  los  créditos  locales  no  hayan  hecho  uso  del 
derecho  que  les  concede  el  artículo  39,  todos  los  acreedores  del 
fallido  presentarán  sus  títulos  y  harán  uso  de  sus  derechos  ante 
el  juez  ó  tribunal  que  ha  declarado  la  quiebra. 

Artículo  43 

Aún  cuando  exista  un  sólo  juicio  de  quiebra,  los  acreedo- 
res hipotecarios,  anteriores  á  la  declaración  de  la  misma,  podrán 
ejercer  sus  derechos  ante  los  tribunales  del  país  en  que  están 
radicados  los  bienes  hipotecados  ó  dados  en  prenda. 

Artículo  44 

Los  privilegios  de  los  créditos  localizados  en  el  país  de  la 
quiebra  y  adquiridos  antes  de  la  declaración  de  ésta,  se  respe- 
tarán, aún  en  el  caso  en  que  los  bienes  sobre  que  recaiga  el  pri- 
vilegio se  trasporten  á  otro  territorio  y  exista  en  él,  contra  el 
mismo  fallido,  un  juicio  de  quiebra  ó  formación  de  concurso 
civil. 

Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior  sólo  tendrá  efecto  cuan- 
do la  traslación  de  los  bienes  se  haya  realizado  dentro  del  plazo 
de  la  retroacción  de  la  quiebra. 

Artículo  43 

La  autoridad  de  los  síndicos  ó  representantes  legales  de  la 
quiebra  será  reconocida  en  todos  los  Estados,  si  lo  fuese  por  la 
ley  del  país  en  cuyo  territorio  radica  el  concurso  al  cual  repre- 
sentan, debiendo  ser  admitidos  en  todas  partes  á  ejercer  las  fun- 
ciones que  les  sean  concedidas  por  dicha  ley  y  por  el  presente 
Tratado. 


Artículo  46 

En  el  caso  de  pluralidad  de  concursos,  el  tribunal  en  cuya 
jurisdicción  reside  el  fallido,  será  competente  para  dictar  todas 
las  medidas  de  carácter  civil  que  lo  afecten  personalmente. 

Artículo  47 

La  rehabilitación  del  fallido  sólo  tendrá  lugar,  cuando  ha- 
ya sido  pronunciada  en  todos  los  concursos  que  se  le  sigan. 

Artículo  48 

Las  estipulaciones  de  este  Tratado  en  materia  de  quiebras 
se  aplicarán  á  las  sociedades  anónimas,  cualquiera  que  sea  la 
forma  de  liquidación  que  para  dichas  sociedades  establezcan  los 
Estados  Contratantes,  en  el  caso  de  suspensión  de  pagos. 


DISPOSICIONES  GENERALES 

Artículo  4g 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su  ra- 
tificación simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que 
lo  apruebe,  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  la  República  Orien- 
tal del  Uruguay  y  de  la  República  Argentina,  para  que  lo  hagan 
saber  á  las  demás  Naciones  Contratantes.  Este  procedimiento 
hará  las  veces  de  cange. 

Artículo  50 
Hecho   el   cange   en  la  forma   del  artículo   anterior,  este 
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Tratado   quedará   en  vigor   desde   ese   acto   por  tiempo   inde- 
finido. 

Artículo  si 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente 
desligarse  del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avi- 
sará á  las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  des- 
pués de  la  denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un 
nuevo  acuerdo. 

Artículo  52 

El  artículo  49  es  extensivo  á  las  Naciones  que,  no  habien- 
do concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente 
Tratado. 

En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones 
mencionadas,  lo  firman  y  sellan  en  el  número  de  siete  ejempla- 
res, en  Montevideo,  á  los  doce  dias  del  mes  de  Febrero  del  año 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 

(L.  S.)— Ild  García  Lagos 

(L.  S.) — Gonzalo  Ramírez 

(L.  S.) — Roque  Saenz  Peña 

(L.  S.)— Manl  Quintana 

(L.  S.) — Sto.  Vaca-Guzman 

(L.  S.) — Domingo  de  Andrade  Figueira 

(L.  S.) — Guillermo  Matta 

(L.  S.)— B.  Prats 

(L.  S.)— Benj.  Aceval 

(L.  S.)— José  Z.  Caminos 

(L.  S.) — Cesáreo  Chacaltana 

(L.  S.)— M.  M.  Gálvez 


PROTOCOLO  ADICIONAL 

Los  Plenipotenciarios  de  los  Gobiernos  de  la  República 
Oriental  del  Uruguay;  de  la  República  Argentina;  de  la  Repú- 
blica de  Bolivia;  del  Imperio  del  Brasil;  de  la  República  de  Chi- 
le; de  la  República  del  Paraguay  y  de  la  República  del  Perú, 
penetrados  de  la  conveniencia  de  fijar  reglas  generales  para  la 
aplicación  de  las  leyes  de  cualquiera  de  los  Estados  Contratan- 
tes en  los  territorios  de  los  otros,  en  los  casos  que  determinen 
los  Tratados  celebrados  sobre  las  diversas  materias  del  Dere- 
cho Internacional  Privado,  han  convenido  en  lo  siguiente: 

Artículo  i.° 

Las  leyes  de  los  Estados  Contratantes,  serán  aplicadas  en 
los  casos  ocurrentes,  ya  sean  nacionales  ó  extranjeras  las  per- 
sonas interesadas  en  la  relación  jurídica  de  que  se  trate. 

Artículo  2.a 

Su  aplicación  será  hecha  de  oficio  por  el  juez  de  la  causa, 
sin  perjuicio  de  que  las  partes  puedan  alegar  y  probar  la  exis- 
tencia y  contenido  de  la  ley  invocada. 

Artículo  3° 

Todos  los  recursos  acordados  por  la  ley  de  procedimientos 


del  lugar  del  juicio  para  los  casos  resueltos  según  su  propia  le- 
gislación, serán  igualmente  admitidos  para  ios  que  se  decidan 
aplicando  las  leyes  de  cualquiera  de  los  otros  Estados 

Artículo  4? 

Las  leyes  de  los  demás  Estados,  jamás  serán  aplicadas  con- 
tra las  instituciones  políticas,  las  leyes  de  orden  público  ó  las 
buenas  costumbres  del  lugar  del  proceso. 

Artículo  5? 

De  acuerdo  "con  lo  estipulado  en  este  Protocolo,  los  Go- 
biernos se  obligan  á  trasmitirse  recíprocamente  dos  ejemplares 
auténticos  de  las  leyes  vigentes,  y  de  las  que  posteriormente  se 
sancionen  en  sus  respectivos  países. 

Artículo  6.° 

Los  Gobiernos  de  los  Estados  signatarios  declararán,  al 
aprobar  los  Tratados  celebrados,  si  aceptan  la  adhesión  de  las 
Naciones  no  invitadas  al  Congreso,  en  la  misma  forma  que  la  de 
aquellas  que  habiendo  adherido  á  la  idea  del  Congreso,  no  han 
tomado  parte  en  sus  deliberaciones. 

Artículo  y.0 

Las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  que  prece- 
den se  considerarán  parte  integrante  de  los  Tratados  de  su  refe- 
rencia, y  su  duración  será  la  de  los  mismos. 
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En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  arriba  designados, 
lo  firman  y  sellan  en  Montevideo,  á  los  trece  dias  del  mes  de 
Febrero  del  año  de  mil  ochocient0  3  ochenta  v  nueve. 


(L.  S.) — Ild  García  Lagos 

(L.  S.) — Gonzalo  Ramírez 

(L.  S.) — Roque  Saenz  Peña 

(L.  S.)— Man*  Quintana 

(L.  S.) — Sgo.  Vaca-Guzman 

ÍL.  S.) — Domingo  de  Andrade  Figuetra 

(L.  S.)— Guillermo  Matta 

(L.  S.)— B.  Prats 

(L.  S.) — Benj.  Aceval 

(L.  S.)— José  Z.  Caminos 

(L.  S.) — Cesáreo  Chacaltana 

(L.  S.)— M.  M.  Gálvez 
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DECRETO 
APROBANDO  LOS  TRATADOS  SANCIONADOS  FOR  EL  CONGRffi 


Ministerio 

do 

Relaciones  Exteriores 


Montevideo,  Marzo  2  ele  1889. 


DECRETO 

Habiendo  los  Señores  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos 
y  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  Plenipotenciarios  de  la  Repú- 
blica en  el  Congreso  Internacional  Sud-Americano,  presentado 
ai  Gobierno  los  Tratados  celebrados  en  esta  Ciudad  con  los  Ple- 
nipotenciarios de  los  demás  países  concurrentes: 

El  Presidente  de  la  República  en  Acuerdo  General  de  Mi- 
nistros decreta: 

Artículo  i.° 

Apruébanse  los  referidos  Tratados  sobre  Derecho  Penal, 
Civil,  Comercial  y  Procesal  y  sobre  Propiedad  Literaria,  Artísti- 
ca é  Industrial,  Profesiones  Liberales  y  el  Protocolo  Adicional, 
ajustados  y  firmados  en  el  expresado  Congreso  de  Montevideo  en 
los  dias  11,  16  y  23  de  Enero  y  4,  12  y  13  de  Febrero  últimos. 

Artículo  2.0 

Elévense  con  Mensaje  á  la  consideración  de  la  Honorable 
Asamblea  General. 
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Artículo  3.0 

Agradézcanse  á  los  Plenipotenciarios  de  la  República  los 
valiosos  servicios  prestados  al  País  en  la  realización  de  una  otra 
de  tan  trascendental  importancia. 

Artículo  4.0 

Comuniqúese,  publíquese  y  dése  ai  L.  C. 

TAJES. 

Ild.  García  Lagos. 

Julio  Herrera  y  Obes. 

E.  Maciel. 
Martin  Berinduague. 
P.  de  León. 
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